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CONGRESO  SUD-AMERICA 

DE  DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO 


ISSTilADO  BN  MONTiVIDIO 
El  2i  le  AOOSTO  lE  1888  V  CLAÜSDRADO  IL  18  DE  FEBRERO  DE 


PUBLICACIÓN  OKDGNADA  POK  EL  GOBIt:i{NO  DE  LA  REPÚBLICA  AHGEl 


BUENOS  AIRES 

lUPBBNTA  DE   JuAN   Á.    AlsINA,  MÉXICO,    1422. 

1889 


PROTOCOLO  ACORDANDO    LA  CELEBRACIÓN  DEL  CONGRESO. 


En  Buenos  Aires,  á  los  catorce  dias  del  mes  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  ocho,  reunidos  el  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
teriores de  la  República  Argentina,  Doctor  Don  Norberto  (¿uirno  Costa, 
y  S.  E.  el  Enviado  Estraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  la 
República  Oriental  del  Uruguay,  Doctor  Don  Gonzalo  Ramirez,  en  el 
Despacho  del  primero,  con  el  objeto  de  llevar  á  inmediata  realización 
el  pensamiento  en  que  han  coincidido  sus  respectivos  Gobiernos,  de 
convocar  un  Congreso  de  Jurisconsultos  de  las  distintas  naciones  de 
la  América  del  Sud,  para  uniformar  por  medio  de  un  Tratado 
las  diversas  materias  que  abarca  el  Derecho  Internacional  Pri- 
vado; después  de  reconocer  la  folta  de  uuidad  que  existe  en  las  le- 
gislaciones de  los  diversos  países  y  persuadidcs  de  la  importancia  de 
removerlos  obstáculos  que  esa  diferencia  ofrece  en  muchos  casos, 
todo  lo  que  desaparecerá,  desde  el  momento  en  que  una  legis- 
lación uniforme  facilite  las  relaciones  civiles  entre  los  particulares  ó 
se  establezca  la  ley  común  que  dirima  el  conflicto  en  el  caso  de  no 
poder  suprimirse,  ambos  conferenciantes  acordaron  lo  siguiente: 
Primero — Los  Gobiernos  Argentino  y  Oriental  invitarán,  por  sepa- 
rado, pero  simultáneamente  á  los  Gobiernos  de  Chile,  Brasil,  Perú, 
Bolivia,  Ecuador,  Colombia,  Venezuela  y  Paraguay  para  la  reunión 
de  un  Congreso  Jurídico  Internacional  Sud-Americano,  que  tendrá 
por  objeto  la  celebración  de  un  Tiatado  que  comprenda  las  materias 
que  abarca  el  Derecho  Internacional  Privado. — Segundo — El  Congre- 
so se  reunirá  en  la  ciudad  de  Montevideo,  realizándose  su  apertura 
el  25  de  Agosto  próximo. — Tercero — Cada  uno  de  los  Gobiernos  que 
adhieran  á  la  celebración  del  Congreso  estará  representado  en  él 
por  dos  Plenipotenciarios  ó  Delegados. — Cuarto — Los  Gobiernos  Ar- 
gentino y  Oriental  se  pondrán  de  acuerdo  en  los  términos  en  que 
deberá  ser  formulada  la  nota  de  invitación  á  los  Ae-mvis  Gtcf<cyvv5t\i^% 
Sud- Americanos,   Ja  que    les  será  dirigida  en  \os  \)T\vweTC>s  CC\^^  A.^ 
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mes  de  Marzo  próximo,  á  fin  de  que  dispongan  de  tiempo  suficiente 
pura  estar  representados  en  el  Congreso  el  día  fijado  para  su  aper- 
tura. 

Asi  se  acordó,  dando  por  terminada  la  conferencia  y  firmando  este 
Protocolo    en  dos  ejemplares    para   su  constancia  y  demás  efectos. 


N.  QuiRNO  Costa. 


Departamento 

de 

Relaciones  Exteriores. 


Aprobado. 


Gonzalo  Ramírez. 


Buenos  Aires,  Febrero  20  de  1888. 


JUÁREZ  CELMAN. 


N.  QuiRNO  Costa. 


NOTA  INVITACIÓN  DIRIGIDA  POR  EL  MINISTERIO  DE  RELACIONES  EXTERIORES 

DE  LA  REPÚBLICA  ARGENTINA. 

a 

Ministerio 

de 

Relaciones  Exteriores 

Buenos  Aires,  Marzo  10  de  1888. 
Señor  Ministro: 

El  SeñorPresideote  de  la  República  Argentina  y  el  de  la  Oriental 
del  Uruguay,  en  el  propósito  de  llenar  una  necesidad  desde  hace 
tiempo  sentida,  y  con  el  deseo  de  estrechar  nnas,  si  es  posible,  las 
relaciones  que  vinculan  á  los  Estados  de  Sud  Aménca,  han  acor- 
dado invitar  á  sus  respectivos  Gobiernos  á  un  Congreso  Interna- 
«cional  que  debe  reunirse  en  la  ciudad  de  Montevideo  el  25  de 
Agosto  próximo,  con  el  objeto  de  acordar  un  Tratado  sobre  las 
diversas  materias  que  abarca   el  Derecho  Internacional  Privado. 

No  escapará  á  la  penetración  de  V.  E.  la  importancia  que  tendría 
la  realización  de  un  acuerdo  sobre  pnntos  que  provocan  verdaderos 
conflictos  de  legislación,  perjudicando  el  libre  desenvolvimiento  de 
las  relaciones  recíprocas  de  los  Estados. 

Ningún  Gobierno  puede  ser  indiferente  á  las  incertidumbres  que 
naturalmente  produce  la  ausencia  de  una  regla  internacional,  que 
rija  las  múltiples  relaciones  de  derecho,  creadas  por  sus  habitantes 
respectivos. 

La  diferencia  de  legislación  que  provoca  las  dificultades,  es  el  re- 
sultado del  ejercicio  de  la  soberanía,  respondiendo  á  las  exigencias, 
peculiares  de  cada  Estado.  Bien  se  comprende  que  esas  diferencias 
si  pueden  disminuirse,  no  desaparecen,  por  mas  ilustrado  que  sea  el 
esfuerzo  que  se  intente  para  conseguirlo,  pero  es  deber  de  los  Go- 
biernos pugnar  por  realizar  en  lo  posible  la  unidad  entre  las  diversas 
legislaciones  que  dan  origen  al  conflicto,  estableciendo  en  todo  caso 
la  ley  única  internacional  destinada  á  dirimirlo. 

El  acuerdo  á  este  respecto  es  lo  que  buscan  con  empeño  los  Es- 
tados Europeos  y  tanto  sus  corporaciones  científicas  como  sus  mas 
eminentes  juristas,  tratan,  hace  tiempo,  de  encontrar  la  fórmula  mas 
apropiada. 

Conoce  V.  E.  el  proyecto  de  Código  de  Dudley-Field,y  los  del  Ins- 
tituto de  Derecho  Internacional,  ninguno  de  los  cuales  ha    merecido 
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todavía  el  ser  incorporados  á  cuerpo  alguuo  de  legislación,  sin  que 
hayan  sido  de  resultado  mas  positivo  las  invitaciones  que  el  Gobierno 
r'e  Italia  hizo  en  1882  en  este  sentido  á  todos  los  Gobiernos  de  Eu 
rop?  y  de  América. 

Sin  embargo,  las  dificultades  que  se  han  presentado  para  llegar 
á  un  acuerdo  de  las  Naciones  Europeas,  tanto  en  sus  propias  rela- 
ciones, como  en  aquellas  que  mantienen  con  los  Estados  de  la 
América,  no  existen  cuando  se  trata  de  realizarlo  entre  estos  últi- 
mos exclusivamente.  Ni  la  situación  especial  de  los  paises  america- 
nos" ni  su  legislación  común,  ni  lu  naturaleza  de  sus  relaciones  re- 
cíprocas, presentan  obstáculo  alguno  para  su  realización.  Cuales- 
quiera que  sean  las  doctrinas  que  se    acepten    como  soluciones,  ó 

les  serán  benéficas':ó  perjudiciales  en  común,  y  los  puntos  princi- 
pales   de  partida    no   podrán   ser    objeto   de  disidencia. 

La  comprobación  de  tales  afirmaciones,  la  encontmrá  V.  E.  en  la 
comparación  de  las  legislaciones  respectivas,  que  sin  mayor  esfuer- 
zo y  sin  propósito  preconcebido,  se  encaminan  sucesivamente  á  la 
unificación  en  sus  disposiciones  fundamentales,  y  también  el  hecho 
realizado  ya  por  el  Congreso  Sud- Americano  de  Jurisconsultos,  reu- 
nido en  Lima  en  1878,  que  llegó  á  formular  diversos  proyectos  mas 
ó  menos  completos. 

Difícil  sería  determinar  de  antemano  todos  los  detalles  que  pu- 
diera comprender  un  Tratado  como  el  que  nos  proponemos  celebrar; 
pero  basta  recordar  las  materias  que  la  ciencia  designa  bajo  la 
denominación  de  Derecho  Internacional  Privado,  para  darse  cuenta 
clarado  los  puntos  que  deben  ser  objeto  de  discusión.  Los  conflic- 
tos se  presenüín  en  las  diferentes  ramas  de  la  legislación  y  con  la  so- 
la determinación  de  las  reglas  fundamentales  en  caá  [una  de  ellas, 
desaparecerán  esos  conflictos,  y  las  relaciones  privadas  alcanzarán 
la  estabilidad  exigida  por  la  naturaleza  y  la  importancia  de  los  inte 
reses  que  comprenden. 

Con  este  propósito,  tengo  encargo  especial  del  Excmo  Señor  Presi- 
dente déla  República,  de  invitar  al  Golneruo  de  V.  E.  á  concurrir 
al  expresado  Congreso  en  la  fecha  y  lugar  prcindicados,  nombran 
do  al  efecto  dos  Plenipotenciarios,  que  es  el  número  fijado  para  cada 
uno  de  los  Estados  que  deseen  concurrir  á  él. 

Confiado  en  que  el  ilustrado  Gobierno  de  V.  E.  aceptará  la  presen- 
te invitación,  dando  al  pensamiento  que  la  motiva  la  trascendental 
importancia  que  reviste,  me  es  grato  ofrecer  á  V.  E.  los  sentimientos 
de  mi  mayor  consideración. 

N.  QurRNO  Costa. 
A  S.  E.  él  Señor  Ministro  de  Relacimies  Exteriores  de 


CONTESTACIÓN  DEL  GOBIERNO   DE  LA  REPÚBLICA  DE  BOLIVIA. 


Minieterio 

de 

Relaciones  Exteriores 

y 

Colonización. 


Sucre,  Mayo  5  de  1888. 


Señor  Ministro: 


He  tenido  el  honor  de  recibir  la  atenta  nota  de  V.  E.,  fecha  10  de 
Marzo  próximo  pasado,  por  la  cual  se  sirve  comunicarme  que  S.  E. 
el  Señor  Presidente  de  la  República  Argentina  y  el  de  la  Oriental 
del  Uruguay,  con  el  propósito  de  llenar  una  necesidad  sentida  y  con 
el  deseo  de  estrechar  mas,  si  es  posible,  las  relaciones  que  vinculan 
á  los  Estados  del  Continente  Sud- Americano,  han  acordado  invitará  sus 
respectivos  Gobiernos  a  un  Congreso  Internacional  que  debe  reunirse 
el  25  de  Agosto  próximo  en  la  ciudad  de  Montevideo,  con  el  objeto 
de  acordar  un  Tratado  sobre  las  diversas  materias  que  abarca  el  Dere- 
cho Internacional  Privado.  V.  E.,  después  de  una  brillante  exposi- 
ción délos  antecedentes  que  ilustran  el  objeto,  y  de  las  causas  que 
justifican  el  proyecto  de  los  Gobiernos  Argentino  y  Uruguayo,  concluye 
invitando  al  de  mi  patria áconcumr  al  expresado  Congreso,  nombrando 
al  efecto  dos  Plenipotenciarios,  por  ser  éste  el  número  fijado  para  la 
representación  de  cada  uno  de  los  Estados  que  deben  concurrir  á  él- 

El  Gobierno  de  Bolivia,  a  quien  no  se  oculta  las  dificultades  qut»- 
fluyen  de  las  frecuentes  colisiones  del  Derecho  Internncional  de  cada 
uno  de  los  Estados  Sud-Americanos,  y  en  especial  de  los  limítrofes, 
colisiones  que  crean  verdaderos  conflictos  de  legislación,  oponiendo 
obstáculos  al  desenvolvimiento  armónico  de  sus  relaciones  recíprocas; 
y  á  quien,  por  consiguiente,  interesa  tanto  mas  la  unificación  délos 
principios  que  se  rozan  en  las  diversas  legislaciones,  cuanto  mayor  es 
el  número  de  Estados  que  limitan  sus  fronteras,  n^e  ha  autorizadí» 
para  manifestar  al  Gobierno  Argentino  por  el  digno  órgano  de  V.  E.^ 
que  acepta  la  invitación  que  se  ha  servido  dirigirle,  mediante  la 
nota  á  que  contesto,  y  que,  en  consecuencia,  oportunamente  hará  la 
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designación  respectiva  para  que  la  Nación  Boliviana  se  halle  represen- 
tada en  el  Congreso  Internacional  de  Montevideo. 

Con  tan  grato  motivo,  tengo  el  honor  de  ofrecerá  V.  E.  las  conside 
raciones  de  mi  mayor  estimación  y  respeto,  suscribiéndome  su  muy 
atento  y  obsecuente  servidor. 

Juan  Francisco  Vblarde. 


Argentina. 


Bqmbh 


CONTESTACIÓN  DEL  GOBIERNO  DEL  IMPERIO  DEL  BRASIL. 


Ministerio 
de 
Negocio»  Extranjeros. 


Rio  de  Janeiro,  Julio  12  de  1888. 
Señor  Ministro: 

En  contestación  á  la  nota,  que  V.  E.  se  sirvió  dirigir  á  este  Minis- 
terio con  fecha  10  de  Marzo  del  corriente  ano,  tengo  la  honro  de 
comunicarle  que  el  Gobierno  Imperial,  al  aceptar  con  placer  la  invi- 
tación simultánea  de  las  Repúblicas  Argentina  y  Oriental  del  Uruguay, 
ha  resuelto  tomar  parte  en  el  Congreso  que  se  ha  de  abrir  en  Monte- 
video el 25  de  Agosto  próximo  para  formular  un  Tratado  sobre  asuntos 
del  Derecho  Internacional  Privado.  Tendré  oportunamente  la  satis- 
facción de  enviará  V.  E.  los  nombres  délos  dos  Plenipotenciarios  Bra" 
sileros. 

Aprovecho  esta  circunstancia  pam  ofrecer  á  V.  E.  las  seguridades 
de  mi  mas  alta  consideración. 

Rodrigo  A.  da  Silva. 

A,  8.  E.   el  Señor  Ministro  de  Rehcimtes  Exteriores  de  la  Bepüblica 
Argentina, 


CONTESTACIÓN  DEL  GOBIERNO  DE  LA  REPÚBLICA  DE  COLOMBIA. 

Ministerio 
do 
Relaciones  Exteriores. 

Bogotá,  Junio  4  de  1888. 

Señor  Ministro: 

La  atenta  nota  de  V.  E.  datada  el  10  de  Marzo  último  y  i'ecibida  en 
este  Ministerio  el  día  30  de  Mayo  próximo  pasado,  me  ha  informado 
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del  proyecto  que  los  Gobiernos  de  la  República  Argentina  y  de  la 
Oriental  del  Uruguay  han  acordado  de  promover  la  reunión  de  un 
Congreso  Internacional,  que  debe  reunirse  en  Montevideo  el  25  de 
Agosto  próximo,  con  el  objeto  de  tratar  sobre  materias  tocantes  al 
Derecho  Internacional  Privado. 

Este  pensamiento,  que  me  he  apresurado  á  comunicar  al  Seño^ 
Presidente  de  la  República,  ha  sido  recibido  por  mi  Gobierno  con  la 
aprobación  y  aplauso  que  su  objeto  merece.  Todo  cuauto  tienda  á 
afianzar  las  relaciones  internacionales,  especialmente  de  los  pueblos 
latinoamericanos,  y  á  simplificar,  en  bien  d'j  pueblos  y  gobiernos 
la  acción  de  la  legislación  interna  de  cada  Estado  en  relación  con  la 
de  los  demás,  no  puede  menos  de  ser  un  movimiento  digno  de  en- 
comio y  una  empresa  benéfica  en  alto  grado. 

Consecuente  con  este  dictamen  relativo  á  la  iinportancia  y  utilidad 
del  Congreso  de  Montevideo,  el  Gobierno  de  la  República  desea 
cooperará  ese  acto  en  cuanto  se  lu  permitan  las  circunstancias  actuales 
de  su  política  interna  y  el  ya  corto  plazo  que  debe  correr  antes  de  la 
instalación  del  Congreso  de  Derecho  Internacional  Privado. 

Las  modificaciones  que  recientemente  ha  experimentado  la  Cons- 
titución de  Colombia  han  tenido  y  tienen  que  producir  múltiples 
cambios  en  toda  la  legislación  de  la  República,  los  cuales  no  pueden 
todavía  calificarse  de  consumados.  Siendo  ellos  obra  de  suyo  labo- 
riosa  y  que  demanda  experiencia,  y  tocando  su  implantación  al  Poder 
Legislativo,  cuyo  ejercicio  no  es  continuo,  reclaman  todavia  el 
trjiscurso  de  algún  tiempo  para  que  puedan  establecerse  definitiva, 
mente.  De  donde  resulta  que  á  la  época  de  la  reunión  del  Congreso 
de  Montevideo  esta  Nación  se  encontraria  incapacitada  para  tomar 
parte  en  las  deliberaciones  sobre  Derecho  Internacional  Privado,  por 
cuanto  su  legislación  interna  es  probable  que  para  entonces  no  esté 
completa  y  terminada. 

Por  otra  parte,  el  Congreso  Constitucional  de  Colombia,  á  quien 
el  Gobierno  debiera  consultar  sus  determinaciones  en  el  particular, 
no  se  reunirá  hasta  el  20  de  Julio  próximo,  hecho  que  angustia 
sumamente  el  tiempo  de  que  pudiera  disponer  la  República  para 
designar  y  despachar  sus  Representantes  al  Congreso  de  Montevideo. 

En  virtud  de  las  circunstiincias  de  que  he  hecho  mérito  mi  Gobierno 
no  podrá,  á  pesar  de  los  mejores  deseos,  tomar  desde  luego  [>arte  en 
los  trabajos  del  Congreso,  iniciado  por  los  Gobiernos  de  V.  E.  y  de 
la  República  Oriental  del  Uruguay;  pero  se  reserva  el  derecho  de 
adhesión,  que  no  duda  será  reconocido  á  todas  las  Naciones  que  se 
encuentren  en  el  caso  de  Colombia,  en  virtud  del  cual  le  sea  dado 
aceptar  las  estipulaciones  que  se  adopten  en  el  Congreso  de  Derecho 
Internacional  Privado. 

Al  dar  á  V.  E.  y  á  su  Gobierno  las  gracias,  en  nombre  del  de 
la  Re'públicá,  por  la  cortes  invitación  á  que  esta  nota  se  refiere,  tengo 


—  le- 
la honra  de  presentarle,  Señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  muy 
distinguida  consideración. 

Vicente  Restrepo. 

A,  S.  E.  el  Señor  Ministro  de  Belaciones  Exteriores  de  la  República 
Argentina, 


CONTESTACIÓN  DEL  GOBIERNO  DE  LA  REPÚBLICA  DE  CHILE. 

Ministerio 

de 

Relacioneb  Exteriores. 

Santiago,  Mayo  2  de  1888. 
Señor  Ministro: 

He  tenido  el  honor  de  recibir  la  nota  que  V.  E.,  por  encargo  especial 
del  Excelentísimo  Señor  Presidente  de  la  República  Argentina,  se 
sirve  dirigirme  el  12  de  Marzo  próximo  pasado,  invitando  á  mi  Go" 
bierno  á  concurrir,  por  medio  de  dos  Plenipotenciarios  á  un  Congreso 
Internacional  que  el  25  de  Agosto  próximo  venidero  debe  reunirse 
en  la  ciudad  de  Montevideo  con  el  objeto  de  acordar  un  Tratado 
sobre  las  diversas  materias  que  abarca  el  Derecho  Internacional 
Privado. 

En  la  referida  comunicación  V.  E.  hace  presente  que  las  dificultades 
que  á  las  Naciones  Europeas  han  impedido  arribar  á  una  convención 
como  la  de  que  se  trata,  tanto  en  sus  propias  relaciones  como 
en  las  que  mantienen  con  los  Estados  de  la  América,  no  existen  cuando 
se  busca  el  modo  de  realizarla  entre  estos  últimos  exclusivamente:  la 
situación  especial  de  estos  países,  su  legislación  común,  y  la  naturaleza 
de  sus  relaciones  recíprocas,  facilitan  considerablemente  la  ejecución 
del  pensamiento  que  el  Gobierno  de  V.  E.  patrocina. 

Tales  son  también  las  ideas  que  abriga  el  Excelentísimo  Señor  Presi- 
dente de  la  República  de  Chile,  de  quien  tengo  instrucciones  para 
contestará  V.  E.  aceptando lainvitacion  V.  E.  que  se  ha  dignado  diri- 
girme: el  Gobierno  de  la  República  se  hará  representar  en  el  Congreso 
Internacional  de  Montevideo  y  llegará  á  el  sin  ánimo  preconcebido 
respecto  de  las  cuestiones  que  sean  materia  de  sus  trabajos,  con  el 
objeto  único  de  buscar  el  medio  de  conciliar  la  legislación  de  los 
paises  americanos  sobre  las  numerosas  dificultades  del  Derecho  Inter- 
nacional Privado  á  que  constantemente  dan  ocasión  las  estrechas 
relaciones  que  existen  entre  ellos. 

Con  (i^i^  motivo,  me  cabe  ía  honra  de  ofrecer  á  V.  E.  las  seguri- 
dades de  mi  alta  y  distinguida  consideración. 

Demetrio  Lastarria. 

Al  Excelentísimo  Señor  Ministro  de  Relaciones  Extei'iores  de  la  Repú. 
hlica  Argentina. 
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CONTESTACIÓN  DEL  60BIEKN0  DEL  ECUADOR. 


Ministerio 
de 
Ke!nciones  ExterioreH 

Quito,  á  30  de  Junio  de  1888. 
Señor  Ministro: 

Mi  Gobierno  coincide  en  todo  con  la  incontrovei'tible  opinión  del  de 
V.  E.  y  del  de  la  República  Oriental  del  Uruguay,  respecto  de  la 
conveniencia  de  que  se  establezcan  acuerdos  fijos  en  las  múltiples 
materias  comprendidas  en  el  Derecho  Internacional  Privado  de  las 
Naciones  Sud  Americanas,  para  la  mutua  armonia  de  su  legislación  y 
la  consiguiente  facilidad  de  sus  relaciones;  propósito  para  cuya  conse- 
cución los  dos  ilustrados  Gobiernos  han  convocado  á  los  de  Sud-Amé- 
rica  á  un  Congreso  Internacional  que  debe  reunirse  en  la  ciudad  de 
Montevideo  el  25  del  próximo  !nesde  Agosto. 

La  comunidad  de  intereses  de  las  Naciones  á  cuyos  Gobiernos  se 
invita,  la  tendencia  que,  sin  previo  acuerdo,  viene  notándose  á  la 
ui.idadde  la  legislación  en  la  América  Latina,  son  por  si  móviles  pode, 
rosos  para  realizar  de  una  manera  definitiva  y  concreta  esa  unificación 
siquiera  sea  en  las  materias  ocasionadas  á  conflictos  en  las  recíprocas 
relaciones  privadas  de  los  ciudadanos  sud-americanos. 

Mi  Gobierno  se  habria,  por  esto  mismo,  apresurado  á  enviar  sus 
Pleni[)otenciarios  al  efecto,  si  la  actual  administración  política  dej 
Ecuador  iio  llegase  á  su  término  constitucional.  Toca  pues,  á  la 
que  en  breve  ha  de  inaugurarse,  determinar  lo  conveniente  a  este 
respecto.  Entre  tanto,  me  cumple  felicitar  al  Gobierno  de  V.  E.  por 
la  honrosa  iniciativa  tomada  para  el  logro  de  un  intento  tan  ilustrado  y 
transcendental  ala  fraternidad  de  los  pueblos  Sud-Americanos, destina- 
dos por  su  unión  á  un  venturoso  porvenir. 

Aprovecho  de  la  oportunidad  de  contestar  á  la  muy  estimada  nota 
de  V.  E.  fechada  el  10  de  Marzo,  para  ofrecer  á  V.  E.  mis  muy  respe- 
tuosas consideraciones. 

Modesto  Espinosa. 

Excelentísimo  Señor  Ministro  de  Belacioyies  Exteriores  de  la   Rejmhlica 
Argentina. 
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CONTESTACIÓN  DEL  GOBIERNO  DE  LA  REPÚBLICA  DEL  PARAGUAY. 


Ministerio 

de 

Relaciones  £xtcrioreü. 

Asunción,  Abril  18  de  1888. 
Señor  Ministro: 

He  tenido  la  honra  de  recibir  el  respetable  despacho  de  V.  E.  fecha  10 
de  Mai-zo  último,  en  que  se  sirve espouerme  que  el  Excelentísimo.  Seüor 
Presidente  de  la  República  Argentina  y  el  de  la  Oriental  del  Uruguay, 
en  el  propósito  de  llenar  una  necesidad  desde  hace  tiempo  sentida,  y 
con  el  deseo  de  estrechar  mas,  si  es  posible,  las  relaciones  que  vinculan 
a  los  Estados  de  Sud-América,  han  acordado  invitar  á  sus  respectivos 
Gobiernos  á  un  Congreso  Internacional  que  debe  reunirse  en  la  ciudad 
de  Montevideo  el  25  de  Agosto  próximo,  con  el  objeto  de  acordar  un 
Tmtado  sobre  las  diversas  materias  que  abarca  el  Derecho  Interna- 
cional Privado. 

V.  E.  después  de  entrar  en  consideraciones  muy  acertadas  y  lumi- 
nosas sobre  la  importancia  de  tan  tniscendental  pensamiento,  termina 
significándome  que  tiene  encargo  especial  de  invitar  á  este  Gobierno 
á  concurrir  al  expresado  Congreso,  uombrauílo  al  efecto  dos  Pleni- 
potenciarios, que  es  el  número  fijado  para  cada  uno  de  los  Estados 
que  deseen  concurrir  á  él. 

Me  es  satisfactorio  manifestar  á  V.  E.  que  el  Señor  Presidente  de  la 
República  se  ha  instruido  c(m  profundo  interés  del  mencionado  des- 
pacho y  me  ha  hecho  el  honroso  encargo  de  felicitar  cordialmente  por 
su  intermedio  al  ilustrado  Gobierno  Argentino,  por  la  noble  iniciativa 
tomada  a  la  par  del  de  la  República  Oriental  del  Uruguay  en  el 
elevado  propósito  de  uniformar  las  legislaciones  de  los  diversos  Es- 
tados. 

Pensamiento  tan  fraternizador  destinado  á  cimentar  las  bases  de 
unión  entre  los  pueblos  de  la  familia  americana  ha  merecido  de  part^ 
de  mi  Gobierno  la  mas  entusiasta  acogida;  y  en  tal  concepto,  me 
apresuro  á  comi^nicar  á  V.  E.  que  oportumunente  se  liara  representar 
en  el  Congreso  que  se  reúna  en  Montevideo  en  la  época  fijada. 

Al  agradecer  a  V.  E.  sinceramente  este  nuevo  testimonio  de  fraternal 
aprecio,  me  es  grato  ofrecerle  las  seguridades  de  mi  mas  respetuosa 
y  distinguida  consideración. 

José  S.  Decoud. 

A,  8.  E.  el  Señor  Ministro  de  liehcioms  Exteriores  de  Ja  TtejnMica 
Argentina. 
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CONTESTACIÓN  DEL  GOBIERNO  DE  LA  REPÚBLICA  DEL  l'ERÚ 


Mini8to7io 
de 
Relacionen   Gxreriores 


Lima,  Junio  19  de  1888. 


Señar  Ministro: 


El  Grobierno  del  infrascrito  ha  prestado  toda  la  atención  que  mere- 
ce, al  proyecto  de  un  Congreso  Internacional,  que  debe  reunirse  el 
25  de  Agosto  próximo  en  Montevideo,  con  el  objeto  de  celebrar  un 
Tratado  sobre  las  diversas  materias  que  abarca  el  Derecho  Interna- 
cional Privado,  proyecto  que  se  han  propuesto  llevar  á  cabo,  de  co- 
mún acuerdo  los  Gobiernos  Argentino  y  Oriental  del  Uruguay,  y  que 
V.  E.  comunica  á  esta  Cancilleria  en  su  muy  atento  despacho  de 
10  de  Marzo  último;  á  fin  de  que  el  Perú  concurra  á  su  realización, 
enviando  al  efecto  dos  Plenipotenciarios,  que  es  el  número  fijado 
para  cada  una  de  las  naciones  invitadas. 

El  Gobierno  Peruano  abunda  en  las  ideas  que  han  inspirado  al  de 
V.  E.  y  que  V.  E.  expone  en  su  citado  oficio;  siendo  de  ello  prueba 
inequívoca  la  reunión  del  Congreso  Americano  de  Jurisconsultos  al 
cual  alude  V.  E.  que  se  efectuó  en  esta  capital  el  año  de  1878,  y  cu- 
yas lalxíres  no  llejíaron  á  su  término  por  causas  tan  fatales  como  con  >- 
ciílas. 

E  Gobierno  del  infrascrito  al  aceptar,  como  acepta,  la  invitación 
que  se  hac'ignado  hacerle  el  de  V.  K.  seasocia  á  una  obra  que  él  mismo 
inició,  y  que  si  no  tuvo  la  fortuna  de  v  cr  coronada  por  el  éxito  en 
su  propio  suelo  y  por  la  Asamblea  reunida  bajo  sus  auspicios,  no  por 
eso  deja  de  sentir  por  ella  el  vivo  interés  de  entonces  desde  que  van 
hoy  á  continuarla  dos  Gobiernos  á  los  que  el  del  Perú  se  halla  ligado 
por  lamas  cordial  y  no  interrumpida  amistad. 

El  infrascrito  se  complace  en  trasmitir  por  el  digno  órgano  de  V.  E., 
el  asentimiento  de  su  Gobierno  á  las  hermosas  ideas  expuestas  en  el 
indicado  despacho  de  V.  E.,  y  en  ofrecerle  las  protestas  de  su  mayor 
consideración. 

Isaac  Alzamora. 

Excelentísimo  Seflor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  la  Kepública 
Argentina. 
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CONTESTACIÓN  PEl  GOBIEIINO  DE  VENEZUELA 

M  inisterío 

de 

Relaciones  Exteriores. 

Caracas,  Junio  4  de  1888. 
Excelentísimo  Señor: 

Honroso  me  ha  sido  recibir  la  atenta  comunicación  deV.  E.  fecha 
álO  de  Marzo  último,  contraida  á  participarme  que  el  Señor  Presiden- 
te de  la  República  Argentina  y  el  de  la  Oriental  del  Uruguny,  en  el 
propósito  de  llenar  una  necesidad  desde  hace  tiempo  sentida,  y  con  el 
deseo  de  estrechar  en  lo  posible  las  relacionas  que  existen  éntrelos 
Estados  de  Sud-América,  han  acordado  invitar  á  los  Gobiernos  de 
esos  paises  á  un  Congreso  Internacional,  que  debe  reunirse  en  la 
ciudad  de  Montevideo  el  25  de  Agosto  próximo,  con  el  objeto  de 
celebrar  un  Tratado  sobre  las  diversas  materias  que  abarca  el  De- 
recho Internacional  Privado. 

Por  demás  levantado  é  importante  es  el  pensamiento  concebido 
por  el  Gobierno  de  V.  E.  y  el  déla  República  Oriental  del  Uruguay, 
que  á  la  vez  que  lazo  de  confraternidad,  encierra  gran  interés  para 
las  Repúblicas  Hispano-Americ^nas,  estableciendo  una  regla  defini- 
tiva y  común  que  les  proporciona  la  manera  de  resolver  satisfacto- 
riamente los  conflictos  que  pudieran  surgir  en  el  vasto  campo  del 
derecho  Internacional  Privado. 

El  Presidente  de  la  República,  á  quien  he  dado  cuenta  de  la 
comunicación  de  V.  E.,  me  ha  dado  encargo  de  decirle  que  el 
Gobierno  de  Venezuela  aplaude  el  notable  propósito  consignado  en 
ella,  pero  á  la  vez  tiene  que  lamentar  lo  estrecho  del  tiempo,  el 
que  ha  de  verificarse  la  reunión  de  ese  Gran  Congreso  Sud-Ameri- 
no,  circunstancia  que  le  impide,  muy  á  su  pesar,  ser  representado 
alli  como  es  su  deseo;  atendidas  las  distancia  y  consiguiente  demo- 
ra de  los  Plenipotenciarios  que  deberla  enviar. 

Sirva  ademas  esta  ocasión,  Señor  Ministro,  para  dar  á  los  Gobier- 
nos Argentinos  y  del  Uruguay,  las  mas  cumplidas  gracias  por  tan 
cortes  invitación  y  presentarles  á  nombre  de  Venezuela  el  testimo- 
nio de  b'us  profundas   simpatías. 

Aceptad,  Señor  Ministro,  las   protestas  de  mi  deferencia  personal. 

A.  ISTURIZ. 

Exceletitisimo  Señor  Ministro  de  ReJacimies  Exteriores  de  la  República 
Aryeyítina, 


MIEMBROS  DEL  CONGRESO. 


REPÚBLICA    ARGENTINA. 


DOCTOR  DON  ROQUE  SAENZ  PEÑA,  Enviado  Extraordinario 
y  Ministro  Plenipotenciario  en  la  República  Oriental  del   Uruguay. 

DOCTOR  DON  MANUEL  QUINTANA,  Académico  de  laFacultad 
de  Derecho  y  Ciencias  Sociales  de  la  Universidad  de  Buenos  Aires. 

REPÚBLICA  DE  BOLIVIA. 

DOCTOR  DON  SANTIAGO  VACAGUZMAN,  Enviado  Extraor- 
dinario y  Ministro  Plenipotenciario  en  la  República  Argentina. 

IMPERIO  DEL  BRASIL. 

DOCTOR  DOMINGOS  DE  ANDRADE  FIGUEIRA,  Consejero  de 
Estado  y  Diputado  á  la  Asamblea  General  Legislativa. 

REPÚBLICA   DE  CHILE. 

DON  GUILLERMO  MATTA,  Enviado  Extraordinario  y  Ministro 
Plenipotenciario  en  las  Rej)úblicas  Argentina  y  Oriental  del  Uruguay. 

DON  BELISARIO  PRATS,  Ministro  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia. 

REPÚBiJCA  I  EL  PARAGUAY. 

DOCTOR  DON  BENJAMÍN  ACEVAL 
DOTOR  DON  JOSÉ  Z.  CAMINOS. 

REPÚBLICA  DEL   PERÚ. 

DOCTOR  DON  CESÁREO  CHACALTANA,  Enviado  Extraor- 
dinario y  Ministro  Plenipotenciario  en  las  Repúblicas  Argentina  y 
Oriental  del  Uruguay. 

DOCTOR  DON  MANUEL  MARÍA  GÁLVEZ,  Fiscal  de  la  Exce- 
lentísima  Corte  Suprema  de  Justicia. 


REPÚBLICA  ORIENTAL   DEL  URUGUAY. 

DOCTOR  DON  ILDEFONSO  GARCÍA  LAGOS,  Ministro  Secre- 
tario de  Estado  en  el  Departamento  de  Relaciones  Exteriores. 

DOCTOR  DON  GONZALO  RAMÍREZ,  Enviado  Extraordinario  y 
Ministro  Plenipotenciario  en  la  República  Argentina. 


MESA  DEL  CONÜRESO. 


Presidente: 
DOCTOR  DON  ILDEFONSO  GARCÍA  LAGOS. 

Vice-Fresidente : 
DOCTOR  DON  ROQUE  SAENZ  PEÑA. 

Secretarios : 

DON  RICARDO  J.  PARDO,  Oficial  Mayor  del  Ministerio  de  Re. 
laciones  Exteriores  de  la  República  Arj^entino. 

DON  ÓSCAR  HORDEÑANA,  Oficial  Major  del  Ministerio  de  Re- 
laciones  Exteriores  de  la  República  Oriental  del  Uruguay. 

Taquígrafo: 

DON  J.  A.  DE  LA  BANDERA,  del  Cuerjm  de  Taquígrafos   del 
Honorable  Senado  de  la  República  Oriental  del  Uruguay. 


ACTA  DE  INSTALACIÓN  DEL  CONGRESO. 

SESIÓN  DEL  25  DE  AGOSTO  DE  1888 

Los  Plenipotenciarios  reunidos  en  Montevideo,  en  virtud  de  la 
invitación  que  fué  dirijida  á  sus  respectivos  Gobiernos  por  el  de 
la  República  Argentina,  y  por  el  de  la  República  Oriental  del  Uru- 
guay para  la  realización  de  un  Congreso  Sud- America  no,  con 
el  objeto  de  acordar  un  Tratado  sobre  las  diversas  materias  que 
abarca  el  Derecho  Internacional  Privado,  han  tenido  su  primera 
Sesión    hoy  25  de  Agosto  de  1888. 

Estando  presentes  : 

For  la  RepiMwa  Argentina: 

S.  E.  EL  Señor  Doctor  Don  Norberto  Quirno  Costa,  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores  de  la  misma,  en  representación  de  su  Go- 
bierno para  este  acto; 

S.  E.  EL  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  en  la  República  Oriental 
del  Uruguay; 

S.  E.  KL  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana,  Académico  de 
la  Facultad  de  Derecho  y  Ciencias  Sociales  de  la  Universidad  de 
Buenos  Aires. 

Por  la  Repüblica  efe  Bolivia: 

S.  E.  EL  Señor  Doctor  Don  Santiagi)  Vaca-Guzman,  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en  la  República  Ar- 
gentina. 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

S.  E.  EL  Señor  Barón  de  Alencar,  Enviado  Extraordinario  y 
Ministro  Plenipotenciario    en  la  República  Argentina ; 

S.  E.  el  Señor  Consejero  Don  Juan  Duarte  da  Ponte  Rtbeiro, 
Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en  la  Repú- 
blica Oriental  del  Uruguay. 


—  22  - 

¥or  la  Repúldica  de  Chile: 

8.  E.  BL  Señor  Don  Guillermo  Matta,  Enviado  Extraordinario 
y  Ministro  Plenipotenciario  en  las  Repúblicas  Argentina  y  Orien- 
tal del  Uruguay. 

Por  la  República  del  Paragtuiy: 

S.  E.  EL  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

Por  la  República  del  Perú: 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Cu  ac  altan  a,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  en  las  Repúblicas  Argenti- 
na y  Oriental  del  Uruguay; 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez,  Fiscal  de  la 
Excelentísima  Corte  Suprema  de  Justicia  de  la  República  del  Perú. 

Por  la  Repübli^ía  Oriental  del  Um^fuay: 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos,  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores  de  la  República  Oriental  del  Uruguay,  en 
representación  de  su  Gobierno  para  este  acto,  y  Plenipotenciario 
de  la  misma  al  Congreso; 

S.  E.  EL    Señor  Doctor    Don    Gonzalo   Ramírez,    Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario    en    la    República    Argén 
tina. 

Los  Plenipotenciarios  entran  á  Sesión  á  las  3  y  25  p.  m. 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  Garcia  Lagos,  Ministro  de 
Relaciones  Exteriores  de  la  República  Oriental  del  Uruguay,  lee 
el  siguiente  discurso : 

<  Señores: 

Os  doy  la  mas  cordial  bienvenida,  y  me  congratulo  sincera- 
mente con  vosotros  de  que  hayáis  sido  elegidos  para  traer  el  con- 
curso de  vuestros  talentos  y  de  vuestra  experiencia  á  la  realiza- 
ción de    una  grande  obra. 

Apenas  han  trascurrido  cinco  meses  desde  el  dia  en  que,  á 
iniciativa  de  un  distinguido  ciudadano,  hoy  nuestro  colega,  se  po- 
nían de  acuerdo  los  primeros  Magistrados  de  esta  República  y  de 
la  Argentina  para  invitar  á  los  demás  'Gobiernos  Sud-Americanos  á 
la  celebración  de  este  Congreso. 

Su  elevada  penetración   habia   alcanzado    desde    un  principio  la 
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trascendental  importancia  del  pensamiento  y  la  influencia  eficací- 
sima que  una  combinada  y  justa  solución  de  sus  problemas  está 
llamada  á  ejercer  en  el  bieuestar  y  el  desenvolvimiento  de  las 
relaciones  mutuas  de  los  pueblos. 

Lle<i^ado  el  momento  de  reunimos  p:ir¡i  poner  tnanos  á  la  obm 
de  la  codificación  del  Derecho  Internacional  Privado,  cábeme  cum- 
plir con  un  deber,  que  tengo  por  señalada  honra  para  mi,  de  ma- 
nifestaros, en  unión  con  el  Señor  Ministro  Quirno  Costa,  digno 
Representante  de  la  República  Argentina,  el  vivo  agradecimiento 
que  nutren  nuestros  Gobiernos  hacia  los  de  los  demás  Estados  invi- 
tados al  Congreso,  por  la  pronta  y  benévola  acogida  con  que  han 
correspondido  á  aquel  llamamiento  hecho  en  nombre  de  la  ciencia, 
del  progreso  y  de  elevados  intereses  comunes. 

Señores:  hay  un  fenómeno  histórico  evidente  que  creo  oportu- 
no señalar  ahora  á  vuestra  meditación.  Me  refiero  á  la  fuerza 
misteriosa,  incontrastable  que  ha  estremecido  constantemente  á 
nuestra  América,  empujándola  á  la  realización  de  sus  grandes  des- 
tinos— en  medio  á  las  tribulaciones  de  su  tormentosa  existencia. 

Apenas  se  han  aclarado  sus  horizontes, — ha  surgido  la  perspec- 
tiva de  sus  ideales;  ha  recomenzado  la  labor;  se  ha  acrescentado 
el  esfuerzo;  se  han  abatido  los  obstáculos  y  realizádose  como  por 
encanto  las  obras  y  las  ref  )rmas  en  las  instituciones,  bajo  la  ins- 
piración del  espíritu  mas  generoso  y  fraternal  para  propios  y  ex- 
traños. 

Sin  retroceder  á  tiempos  lejanos,  ahi  están  para  atestiguar  la 
verdad  de  mis  palabras,  los  progresos  llevados  á  cabo,  solo  en  el 
aspacio  de  los  últimos  diez  años,  por  el  Congreso  Pedagógico  de 
Buenos  Aires,  por  el  Congreso  Internacional  de  Juristas  de  Lima, — 
por  los  Convenios  Sanitarios  Internacionales  de  Rio  Janeiro  y  del 
Perú;  y  las  importantes  reformas  introducidas  en  éste  y  otros  paises 
hermanos, — en  la  educación  pública, — el  régimen  carcelario, — y  la 
codificación  de  las  distintas  ramas  del  Derecho,  que  han  merecido 
el  aplauso  de  la  sabia  Euro[)a.  Ahi  tenéis,  por  último.  Señores,  la 
reciente  nobilísima  Declaratoria  aboliendo  la  esclavitud  ex,  el  ve- 
cino Imperio,  que  ha  sido  acogida  y  admirada  por  los  Gobiernos  y 
pueblos  cultos  de  la  tierra,  como  un  timbre  de  gloria  para  la  hu- 
manidad. 

¿Como  se  han  operado  en  nuestros  paises  estas  manifestaciones 
de  su  avanzada  cultura  social?  ¿Como  se  han  alcanzado  tan  ines- 
timables bienes? — obedeciendo  á  esa  fuerza  incontrastable  de  que 
acabo  de  hablaros,  á  la  vez  que  poniendo  á  provecho  los  dictados  de 
la  razón  colectiva  y  las  enseñanzas  acumuladas  por  la  experiencia 
nuestra  y  la  ajena. 

Son  esos  anhelos  y  esos  preceptos  los  que  han  de  conducirnos 
ahora  al  logro  de  nuestra  iniciativa. 
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Bien  sabéis,  Sen  ores,  que  seria  ardua,  sino  imposible,  la  tarea 
de  suprimir  las  divergencias  de  la  legislación  positiva  de  los  Es- 
tados en  general : — las  influencias  de  raza,  las  tradiciones  peculia- 
res de  cada  pueblo,  la  especialidad  de  la  situación  geográfica  res- 
pectiva y  otras  causas  múltiples  le  opondrían  una  barrera  casi 
insalvable. 

Pero,  está  bien  lejos  de  ser  éste  un  problema  insoluble  para 
los  pueblos  de  nuestro  Continente,  por  razones  de  suyo  evidentes; — 
y  por  otra  parte,  no  se  trata  de  eso. 

Basta  á  nuestro  objeto  haber  adquirido  la  convicción  de  que 
los  adelantos  de  las  ciencias  jurídicas  lian  demostrado  ya  que  es  h(»y 
posible  y  practicable  entenderse  ])ara  formular  reglas  fijas  que, 
sin  detrimento  de  la  soberanía  de  las  naciones,  sirvan  para  re- 
solver los  conflictos  que  ocasiona  la  aplicación  desús  leyes  particu- 
lares  cuando  se  trata  de  las  relaciones  privadas. 

Nos  basta  apercibirnos  de  que  la  frecuencia  de  las  comunica- 
cionf*s,  las  facilidades  que  se  presentan  diariamente  para  el  tráfico 
internacional  y  la  multiplicidad  é  importancia  de  los  intereses  y 
de  las  transacciones  comerciales  que  ligan  á  nuestros  paises  entre 
sí  y  con  el  resto  del  globo,  exigen  á  cada  paso  imperiosamente 
que  no  sjlí  demore  por  mas  tiempo  el  acuerdo  convencional  necesa- 
rio para  la  solución  de  cuestiones  que  afectan  íntimamente  tan  va- 
liosísimas relaciones. 

Ningún  medio  mas  conducente  á  esc  objeto  que  la  reunión  de 
un  Congres  >  Americano  llamado  á  pronunciar  la  solución,  dando 
asi  forma  f)ráctica  a  las  aspiraciones  solidarias  y  á  los  intereses  co- 
munes de  los  pueblos. 

Por  su  [>arte.  la  República  Oriental  se  honra  de  haber  tomado 
dos  iniciativas  igualmente  fecundas  durante  el  año  trascurrido: — la 
que  dio  por  resultado  la  Convención  Sanitaria  Internacional  de 
Rio  Janeiro,  y  la  de  este  Congreso,  el  segundo  de  carácter  diplo- 
mático, (|ue  habrá  tratado  estas  materias. 

Cimentar  nuestras  relaciones  sobre  bases  seguras  y  precisas; — 
asegurar  la  protección  de  las  f)ersonas  y  el  goce  de  los  derechos 
de  propiedad, — la  trasmisión  regular  de  los  derechos  de  familia  y 
de  sucesión; — eliminar  toda  incertidumbre  sobre  la  validez  de  los 
actos  y  contratos; — garantir  su  cumi)l¡miento  pnr  medio  de  reglas 
convencionales  adecuadas  para  dirimir  aquellos  conflictos, — y  rea- 
lizar todo  esto,  en  beneficio  de  todos,  de  nacionales  y  cxtrangeros 
dentro  de  la  i)atria  y  fuera  de  ella,  con  ese  espíritu  liberal  y 
generoso  de  (|ue  á  justo  título  se  enorgullece  nuestra  América  y 
le  vale  dia  á  dia  la  transfusión  de  nueva  sangre  y  el  derrama- 
miento de  nuevos  capitales  en  su  suelo....  tal  es.  Señores,  en  breves 
oalabras,  el  alcance  de  la  iniciativa  y  la  trascendencia  de  nuestra 
tarea,  que  confio  será  coronada  del  mayor  éxito. 
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Por  eso  hemos  deseado  asociar  el  recuerdo  de  éste  diu  á  la 
conmemoración  de  la  Dedaratoria  de  la  Independencia  Nacional; — 
por  eso  veis  reunidos  en  esta  solemnidad  á  tantos  elevados  magis- 
trados y  conciudadanos  y  á  las  damas  mas  distinguidas  de  la  socie- 
dad de  Montevideo,  quienes  se  han  apresurado  á  venir  á  conoceros 
y  saludaros  como  á  obreros  del  derecho  y  de  la  fraternidad  uni- 
versal. 

Señores:  os  ruego  me  acompañéis  á  enviar  á  mi  vez  las  salu- 
taciones mas  cordiales  del  Gobierno  de  la  República  á  los  ilustres 
Gefes  de  los  Estados  que  dignamente  representáis,  y  de  los  que  nos 
han  prometido  su   adhesión. 

¥  antes  de  terminar,  permitidme  expresar  también  un  voto 
de  simpatia  hacia  los  estadistas  y  jurisconsultos  eminentes  de  Amé- 
rica y  Europa  que  nos  han  precedido  en  la  obra  que  vamos  á 
emprender. 

Señores:  En  nombre  del  Presidente  de  la  República  Oriental 
del  Uruguay,  declaro  instalado  el  Congreso  Sud-Americano  de 
Derecho  Internacional  Privado». 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Norberto  Quirno  Costa,  Ministro  de 
Relaciones  Exteriores  de  la  República  Argentina,  lee  también  el 
siguiente  discurso: 

«  Señores  Plenipotenciarios: 

Designado  por  mi  Gobierno  para  representarle  en  el  acto  de 
la  instalación  íle  este  Congreso,  cumplo  con  el  grato  deber,  Seño- 
res Plenipotenciarios,  de  ofreceros  las  congratulaciones  del  Presi- 
dente de  la  República  Argentina,  y  saludaros  en  su  nombre  como 
representantes  de  los  Gobiernos  Sud-Americanos  cuyos  pueblos  go- 
zan hoy  de  la  libertad  y  de  la  paz  que  han  sabido  alcanzar 
con  sus  esfuerzos  después  de  haber  conquistado  su  indepen- 
dencia. 

Mientras  los  pueblos  de  la  América  del  Sud  se  ocupaban  de 
su  organización  interna,  de  constituirse  cada  uno  como  nación  so- 
berana é  independiente,  luchando  con  grandes  dificultades  para 
realizar  tan  altos  íines,  se  explica  que  hayan  vivido  casi  en  el 
aislamiento  unos  de  otros,  aunque  manteniendo  siempre  vivo  el 
recuerdo  de  glorias  comunes  y  la  fe  en  el  porvenir  que  les  está 
reservado. 

Alcanzados  aquellos  propósitos,  extendiéndose  cada  dia  mas  la 
acción  de  la  vida  nacional,  atrayendo  á  los  hombres  de  trabajo  del 
viejo  mundo  para  que  gocen  con  nosotros  de  la  libertad  en  el 
nuevo  y  de  los  dones  que  la  mano  de  Dios  ha  depositado  en  nues- 
tras llanuras,  en  nuestros  bosijnes  y  nuestras  montañas,  la  unión  de 
los  Estados  Siid-Americanos,   su  vinculación  cc»mo  medio  de  acción 
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en  el  mundo  civilizado,  corno  fuerza  que  debe  pesarse  y  sentirse 
en  el  concierto  de  las  Naciones,  es  no  solo  una  aspiración  generosa, 
sino  una  necesidad  que,  á  medida  que  nos  engrandecemos,  se  hace 
mas  requerida  y  que  se  impone  como  un  deber  en  cumplimiento  de 
los  grandes  destinos  de  la  América. 

Nuestras  instituciones  liberales,  y  no  hay  un  solo  pueblo  de 
América  que  no  pueda  ostentarlas  con  orgullo,  las  inmensas  rique- 
zas de  nuestros  dilatados  territorios,  que  ofrecen  ancho  campo  al 
trabajo,  harán  desaparecer  los  desiertos,  y  la  agricultura  y  las  in- 
dustrias llevarán  la  vida  y  el  movimiento  por  todas  partes. 

Vosotros,  Señores  Plenipotenciarios,  que  pensáis  en  los  dias 
de  grandeza  que  esperan  nuestros  paises,  que  tratareis  de  estre- 
charlos en  sus  relaciones  comerciales,  pensad  también  que  nuestros 
respectivos  compatriotas  y  los  que  no  lo  son,  cuando  se  incorporen 
al  país  que  les  reciba  en  su  seno,  no  deben  sentirse  indefinidamente 
extraños,  y  ni  un  solo  momento,  perjudicados  por  los  conflictos  de 
las  distintas  legislaciones,  en  lo  que  se  refiere  á  sus  personas,  á 
sus  actos  ó  á  sus  bienes,  haciendo  asi  fácil  las  manifestaciones  de 
las  relaciones  civiles. 

A  medida  que  nuestros  respectivos  paises  progresan  y  se  hacen 
sentir  mas  en  sus  relaciones  internacionales,  los  vínculos  entre  las 
personas  son  mas  estrechos  y  lii  necesidad  de  reglas  comunes  en 
las  manifestaciones  individuales  es  mas  requerida  desde  que  la 
amistad  de  los  pueblos  es  mas  íntima.    ' 

Hoy  felizmente  en  esta  Capital,  de  tantos  recuerdos  para  la 
libertad  se  reúne  el  primer  Congreso  Internacional  Sud-Americano, 
en  medio  de  la  paz  interna  y  externa  de  todas  las  Naciones  del 
Continente  que  presentan  en  estos  momentos  el  digno  ejemplo  de 
encaminar  sus  cuestiones  internacionales  en  el  sentido  de  solucio- 
nes pacíficas,  como  corresponde  entre  pueblos  hermanos  y  civili- 
zados, que  en  último  caso,  en  bien  de  la  humanidad  y  de  acuerdo 
con  los  principios  de  justicia,  acudirían  á  ese  fallo  inapelable  de 
terceros  que  debiera  ser  la  regla  común  y  uniforme  para  débiles  y 
fuertes,  desde  que  todas  las  Naciones  son  iguales  ante  el  derecho. 

Señores  Plenipotenciarios  :  El  origen  de  nuestra  legislación  es 
idéntico,  y  si  la  vida  independiente  ha  podido  introducir  algunas 
diferencias,  con  dificultad  se  encuentran  en  alguna  rama  del  dere- 
cho, lo  que  no  sucede  en  otras  Naciones  que  no  han  podido  acor- 
dar reglas  uniformes,  á  pesar  de  las  aspiraciones  de  sus  Gobiernos  y 
del  esfuerzo  de  eminentes  jurisconsultos,  subsistiendo  hasta  ahoni 
los  conflictos  de  leyes  que  continuarán  rigiendo  en  nombre  de  in- 
tereses y  de  necesidades,  de  que  felizmente  e^stán  libres  1)8  pueblos 
Sud-Americanos. 

No  existen  en  éstos,  antagonismos  que  les  estorben,  ni  sus 
instituciones,  ni  su  porvenir  les  indicarían  otro  camino  que  el  de- 
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ber  de  allanar  los  que  pudieran  encontrarse  para  vincularse  entre 
si,  y  estrechar  mas  sus  relaciones  con  la  Europa,  que  deben  ser 
cada  día  mas  íntimas  y  mas  fraternales. 

Elste  Congreso,  Señores  Plenipotenciarios,  ha  de  ser  fecundo 
en  beneficios  no  solo  para  nuestras  respectivas  Naciones;  y  las 
conclusiones  á  que  arribe,  serán  un  ejemplo  de  nuestra  cohesión 
y  una  prueba  de  que  los  propósitos  de  los  Gobiernos  Sud-Ameri- 
canos,  tienden  á  evitar  conflicto?  que  retarden  el  progreso  ó  difi- 
culten la  existencia  de  los  que  se  incorporan  á  nuestra  vida  na- 
cional. 

Hoy  pues,  que  los  Representantes  de  los  Gobiernos  Sud-Ame- 
ricanos  se  congregan,  nuestros  compatriotas  confian  que  sus  senti- 
mientos fraternales  serán  interpretados  con  espíritu  patriótico,  sin 
herir  interés  alguno  propio  ó  extraño,  y  solo  en  el  sentido  del  bien 
general. 

Señores  Plenipotenciarios:  invocando  para  vuestras  deliberacio- 
nes el  auxilio  de  la  Providencia,  que  nunca  faltó  á  los  pueblos 
Sud- Americanos  en  los  grandes  días  de  su  historia,  en  nombre  del 
Gobierno  Argentino  declaro  abiertas  vuestras  sesiones». 

Los  discursos  anteriores  fueron  recibidos  con  marcadas  muestras 
de  aprobación  por  parte  de  los  Señores  Plenipotenciarios. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  3  y  45  p.  m. 

N.  QuiRNO  Costa 

Lld.  García  Lagos 

Roque  Saenz  PeSJa 

Manl.  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Bar/ o  DE  Alencar 

J.  D.  DA  Ponte  Ribeiro 

Guillermo  matta 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA  NUMERO  2 . 

SESIÓN  DEL  28  DE  AGOSTO  DE  1888 

Presidencia  del  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  Gkircia  Lagos,  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores. 

Estando  pkesentbs: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana. 

Por  la  RqMlica  de  Solivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman. 

Por  el  Imperio)  del  Brasil: 

El  Señor  Barón  de  Albncar; 

El  Señor  Consejero  Don  Juan  Duarte  da  Ponte   Ribeiro. 

Por  la  Bepública  da  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta. 

Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

Por  la  Repídúica  del  Períi: 

El  Señor  Doctor  Don   Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María   Gálvez. 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 

La  Sesión  se  abre  á  las  3.35  p.  ni. 

El  Acta  de  instalación  del  Congreso  fué  aprobada  y  suscrita  por 
el  Señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  la  República  Argen- 
tina, Doctor  Don  Norberto  Quirno  Costa,  y  por  los  Señores  Pleni- 
potenciarios . 
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El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos  manifestó:  que 
habiéndose  dado  por  admitidas  las  Plenipotencias  respectivas  en 
la  Sesión  preparatoria  del  23  del  corriente,  creia  conveniente  que 
se  procediese  á  constituir  la  Mesa. 

Esta  proposición  fué  aceptada  por  unanimidad.  Consultó,  ademas, 
el  Señor  Doctor  García  Lagos,  si  la  Mesa  se  compondría  de  un  Pre- 
sidejite  y  de  un  Vice-Presidente. 

El  Congreso  resolvió  afirmativamente. 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana  expuso  en  seguida, 
que  era  de  regla,  que  la  Presidencia  de  los  Congresos  Internacio- 
nales se  confiase  al  Representante  del  País  en  el  cual  se  cele- 
braban. 

Que  la  República  Oriental  del  Uruguay  como  las  demás  Nacio- 
nes que  han  concurrido  á  este  Congreso  tienen  dos  Plenipoten- 
ciarios en  su  seno,  haciéndose  por  lo  tanto  difícil  la  opción  entre 
ellos,  pues  son  igualmente  distinguidos  y  dignos  del  honor  de  la 
Presidencia. 

Que  habia,  sin  embargo,  una  circunstancia  especial  que  decidía 
la  opción  en  favor  del  Señor  Plenipotenciario  García  Lagos,  por 
ser  al  mismo  tiempo  que  Plenipotenciario  déla  República  al  Con- 
greso, su  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  y  Gefe  en  consecuen- 
cia, de  su  Cuerpo  Diplomático. 

Que  por  esa  razón,  y  atendiendo  á  aquellos  precedentes,  creia 
interpretar  fielmente  las  ideas  y  sentimientos  de  todos  sus  colegas 
proponiendo  al  Señor  Doctor  García  Lagos  paní  ocuparla  Presiden- 
cia del  Congreso. 

Esta  proposición  fue  unánimemente  aprobada  por  los  Señores  Pleni- 
potenciarios, quedando  electo  Presidente  del  Congreso,  el  Señor 
Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos. 

El  Señor  Presidente  invitó  á  los  Señores  Pleni|)otencíarios  á 
proceder  al   nombramiento  de  Vice-Presidente. 

El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez  significo :  que  habiéndose 
reunido  este  Congreso  por  la  iniciativa  de  los  Gobiernos  de  la  Repú- 
blica Oriental  del  Uruguay  y  de  la  República  Argentina,  y  confe- 
rida ya  la  Presidencia  al  Señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores 
de  la  República  Oriental  del  Uruguay  creia  que,  como  un  acto  de 
justicia  y  de  cortesía,  debia  acordarse  la  Vice-Presidencia  á  uno 
de  los  Delegados  jel  Gobierno  Argentino. 

Que  entre  estos  dos  Delegados  sería  difícil  hacer  una  elección, 
puesto  que  ambos  son  dignos  de  representar  la  Vice-Presidencia 
el  Congreso;  pero  que  le  parece,  que  dado  el  carácter   que  invist 
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el  Señor  Doctor  Saenz  Pefia,  de  Plenipotenciario  permanente  acre- 
ditado en  la  República  Oriental  del  Uruguay,  es  á  éste  á  quien 
debe  elegirse.  Que  en  consecuencia  propone  que  se  nombre  Vice- 
presidente del  Congreso  al  Señor  Doctor  Saenz  Peña. 

EJsta  proposición  fué  tambian  apoyada  uuánimemente,  quedando 
designado  el  Señor  Doctor  Saenz  Peña  como  Vice-Presidente  del  Con- 
gi-eso. 

El  Señor  Doctor  García  Lagos  agradeció  íntimamente  el  ho- 
nor que  se  le  dispensaba,  y  dijo  que,  ayudado  con  el  concurso  de 
la  ilustración  y  experiencia  de  los  Señores  Plenipotenciarios,  se 
haria  digno  del  puesto  que  se  le  confiaba. 

A  indicación  del  Señor  Presidente,  el  Congreso  confió  las  funcio- 
nes de  Secretarios  á  los  Señores  Don  Osear  Hordeñana  y  Don  Ri- 
cardo J.  Pardo,  Oficiales  Mayores  de  los  Ministerios  de  Relaciones 
Exteriores  de  la  República  Oriental  del  Uruguay  y  de  la  Repú- 
blica Argentina,  respectivamente. 

El  Señor  Presidente  hizo  notar  la  necesidad  de  adoptar  un 
Reglamento  para  las  Sesiones  del  Congreso,  y  propuso  al  estudio 
de  los  Señores  Plenipotenciarios  el  proyecto  que  les  fué  repar- 
tido, y  del  cual  podría  tratarse  en  la  próxima  Sesión. 

P'ué  aceptada  esta  indicación,  y  después  de  un  cambio  de  ideas 
se  resolvió  que  el  Congi*eso  se  reuniese  el  dia  30  del  corriente,  é 
las  3  ]).  m. 

Ild  García  Lagos 

Presidente 

Manl  Quintana 

Soo.  Vaca-Guzman 

Barao    de    Alencar 

J.  D.  DA  Ponte  Iíibeiro 

Guillermo  Matta 

Ben.t.  Age  val 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA  NÜM.  3. 

SESinX  DKL  8  l)K  SETIEMBI^K  DE  1888. 

Presidencia  del  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  Grarcia  Lagos. 
Estando  presentk?:  : 

'Por  la  República  Argentina: 

El  SeÍíob  Doctor  Don  Eoque  Saenz  Peíía; 
El  Se&ob  Doctor  Don  Manuel  Quintana. 

Por  la  Bepública  de  Bolivia: 

El  Seííor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Güziíav. 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 

El  SeSíor  Don  Belisario  Prats. 

Por  la  República  del  Paragtcay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Cam[xos. 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez. 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 

La  Sesión  se  abre  á  las  3.15  p.  ni. 

El  Acta  de  la  Sesión  del  28  de  Agosto  próximo  pasudo  fué  leida 
y  aprobada,  y  después  de  un  cambio  de  ideas,  el  Congreso  resolvió, 
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previa  consulta  del  Señor  Presidente,  que  éste,  en  calidad  de  tal, 
fuese  el  primero  en  firmar  las  Actas. 

En  seguida  se  procedió  á  suscribir  dicha  Acta  en  la  forma  re- 
suelta. 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  Grarcia  Lngos  manifestó:  que 
los  Plenipotenciarios  provisorios  del  Brasil,  Señores  Consejeros  da 
Ponte  Ribeiro  y  Barón  de  Alencar,  le  habian  hecho  presente  repe- 
tidas veces  que  no  podrían  concurrir  á  las  Sesiones  del  Congreso, 
por  no  estar  facultiidos  para  entrar  en  discusiones  que  quedan  reser- 
vadas por  su  Gobierno  á  los  Plenipotenciarios  definitivos  del  Impe- 
rio, que  oportunamente  serán  enviados. 

Expres(')  ademas,  que  los  mismos  Señores  le  significaron  que  no 
tenian  inconveniente  en  suscribir  el  Acta  de  la  Sesión  á  que  hablan 
asistido,  y  en  hi  cual  se  constituyó  la  Mesa  del  Congreso. 

Que  atenta  esa  circunstancia,  agregó  el  Señor  Doctor  Garcia  La- 
gos, y  teniendo  también  en  cuenta  los  términos  de  la  comunicación 
del  Señor  Ministro  de  Negocios  Extrangeros  del  Brasil,  en  la  que  ma- 
nifiesta que  los  Plenipotenciarios  definitivos  de  su  país  saldrán  de 
Rio  de  Janeiro  á  principios  del  corriente  mes,  ha  recomendado  al 
Ministro  Oriental  allí  acreditado,  inste  cerca  del  Gobierno  Imperial 
por  el  pronto  envió  de  los  referidos  Plenipotenciarios. 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana,  invocando  los  términos 
de  la  nota  de  aceptación  del  Gobierno  Brasilero,  observando  que  los 
Gobiernos  Argentino  y  Oriental  habian  asentido  tácitamente  á  su 
contenido  y  manifestando  que  la  concurrencia  del  Brasil  contribuí- 
ria  á  la  autoridad  moral  de  las  decisiones  del  Congreso,  propuso  co- 
mo un  acto  de  cortesía  y  de  conveijiencia  que  el  Congreso  suspenda 
sus  Sesiones  hasta  que  venza  el  término  indicado  por  el  Gobierno 
del  Bi*asil  para  el  envió  de  su  Plenipotenciarios  definitivos. 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña  se  expresó  en  idén- 
tico sentido,  agregando  que  entre  tanto  él  y  su  colega  el  Señor  Doc- 
tor Quintana  se  dirigirían  hoy  mismo,  por  telégrafo,  á  8.  E.  el  Señ<»r 
Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  su  Gobierno  indicándole  la 
conveniencia  de  que  el  Señor  Ministro  Argentino  en  Rio  de  Janeiro 
recibiese  una  recomendación  igual  á  la  que  habió  hecho  el  Señor 
Doctor  Garcia  Lagos   á  la  Legación   Oriental  en  el   Brasil. 

Los  Señores  Plenipotenciarios  adhieren  unánimemente  á  la  moción 
del  Señor  Doctor  Quintana,  como  un  acto  de  atención  y  córteosla  ha- 
cia el  Gobierno  Imperial. 

El  Señor  Presidente  quedó  autorizado  para  citar  á  Sesión  en  la 
debida  oportunidad. 
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La  Sesión  se  levanta  á  las  4.15  p.  m. 

Ild.  Gabcia  Lagos 

Presidente. 

Roque  Saenz  Peí^a 
Manl.  Quintaíía 
Sgo.  Vaca-Güzman. 

GüILLEBMO   MaTTA 

B.  Pbats 

Benj.    Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.    M.    GlLVEz 

Gonzalo  *  Ramírez 


ACTA  NUMERO  4. 

SESIÓN  DEL  19  DE  SETIEMBRE  DE  1888 

Presidencia  del  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  Grarcia  Lagos. 

Estando  presentes: 

For  la  República  Argentina: 

El  Seííor  Doctor  Don  Eoqüe  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana. 

Por  la  B&püblica  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman. 

Por  la  B&pithlica  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats. 

Por  la  Bepüblica  del  Paragtuiy: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

Por  la  Bepüblica  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacalcana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez. 

Por  la  República  Oriental  del  Urtiguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Bamirez. 

La  Sesión  se  abre  á  las  3.30  p.  m. 

Ei  Sefior  Presidente  manifestó:  que  según  común icacion» 
cié  ntes  de  la  Legación  Oriental  en  Rio  de  Janeiro,  los  Pleni] 
ciarios  definitivos  del  Brasil  solo  podrian  concurrir  al  Congreso 
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mes  de  termíDadas  las  sesiones  del  Parlamento,  que  últimamente 
lan  sido  prorogadas,  y  que  el  Gobierno  Imperial  se  ocupaba  de 
ictivar  la  partida  de  aquellos. 

En  consecuencia,  consultó  si  el  Congreso  habia  de  entrar  de  lleno 
3n  materia  ó  esperarla  lu  llegada  de  los  referidos    Plenipotenciarios. 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana  dijo:  que  como  autor  de 
a  moción  en  virtud  de  la  cual  se  resolvió,  en  la  Sesión  anterior,  sus- 
pender por  algunos  dias  las  tareas  del  Congreso,  creia  que  cumpli- 
ios  ya  los  deberes  de  cortesia  respecto  del  Gobierno  del  Bi'asil,  era 
ie  opinión  que  se  debia  entrar  de  lleno  al  desempeño  de  las  funcio- 
Qes  que  les  están  encomendadas.  Que  por  consiguiente,  hacia  mo- 
ción en  este  sentido. 

No  siendo  Jobservada  la  moción  del  Señor  Doctor  Quintana,  el  Señor 
Presidente  la  puso  á  votación  y  resultó  afirmativa. 

El  Señor  Presidente  expuso:  que  correspondía  en  seguida  ocu- 
parse del  proyecto  de  Reglamento  distribuido  anteriormente  á  los 
Señores  Plenipotenciarios. 

Después  de  un  cambio  de  ideas,  el  Congreso  adoptó    el  siguiente 

REGLAMENTO 

Artículo  1." — El  Congreso  se  reunirá  los  miércoles  y  sábados    de 

cada  semana  á  las  3  p.  m.,  sin  perjuicio  de  hacerlo  en  otros  dias,  si 

Btói  lo  resolviese,  para  activar  sus  trabajos. 

I 

i    Artículo  2." — Habrá  sesión    siempre  que   se  hallen   representadas 

cuatro  ó  mas  Naciones  por  algunos  de  sus  Plenipotenciarios;  pero 
>ara  tomar  resoluciones  sobre  los  objetos  de  que  se  ocupa  el  Congre- 
K),  será  necesario  que  estén  todas  represenüidas,  cuando  menos,  por 
ino  de  los  respectivos  Plenipotenciarios.  Se  considera  como 
•esolucion  del  Congreso  la  adoptada  por  la  mayoría  absoluta  de  las 
iíaciones  en  él  representadiis;  pero  los  miembros  del  Congreso  que 
mbiesen  disentido,  tendrán  el  derecho  de  hacer  constar  la  disiden- 
ña  en  el  acta  respectiva. 

Artículo  3.*'— Los  Plenipotenciarios  tomarán    asiento  y  duran     su 
^'oto  por  orden  alfabético  de  Naciones. 

Los  ejemplares  délos  Tratados  que  se  formulasen  serán  suscritos 
)r  todos  los  Plenipotenciarios,  siguiendo  el  orden  alfíibético  de  Na- 
ones  y  los  de  cada  Nación,  el  orden  de  sus  categorías  respectivas, 
siendo  iguales,  el  de  la  antigüedad,  bien  entendido  que  cada  uno 
i  ellos  deberá  ser  el  primero  en  íirmar  el  ejemplir  que  le  corres 
•nda. 


I 
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Artículo  4/ — Las  actas,  después  de  aprobadas  por  el  Congreso 
serán  firmadas  por  los  Plenipotenciarios  que  hayan  asistido  á  la  se- 
sión respectiva  y  se  imprimirán  al  solo  objeto  de  ser  distribuidas 
entre  los  mismos,  quedando  el  original  depositado  en  el  Archivo  de 
la  Secretaría. 

Las  copias  que  se  distribuyan  á  los  Plenipotenciarios,  deberán  ser 
autorizadas  por  los  Secretarios  del  Congreso. 

Artículo  5.** — Se  considerará  como  un  solo  voto,  el  de  los  dos  Ple- 
nipotenciarios de  cada  Nación. 

Artículo  6.' — El  Presidente  concederá  la  palabra  á  los  miembros 
del  Congreso  indistintamente;  pero  si  la  pidiesen,  á  la  vez  dos  ó  mas 
Plenipotenciarios,  se  les  acordará  también  por  orden  alfabético  de 
Naciones. 

Artículo  7.' — Cada  Plenipotenciario  tiene  facultad  para  presentar 
á  la  Mesa  una  exposición  en  la  cual  consigne  su  opinión  sobre  el  pun 
to  ó  materia  en  discusión,  dando  de  ella  lectura  por  si  ó  por  uno- 
de  los  Secretarios  del  Congreso. 

Si  el  Plenipotenciario  lo  pidiese,  su  exposición  será  agregada  al 
acta  respectiva. 

Artículo  8.' — El  Congreso,  cuando  asi  lo  resuelva  por  mayoría  de 
votos,  podró  constituirse  en  Comisión  General  para  la  discusión  de 
cualquier  puntoque  forme  la  orden  del  dia,  ó  incidentes  que  de 
ella  procedan. 

Artículo  9.* — En  caso  de  ausencia  ó  impedimento  del  Presidente, 
lo  sustituirá  en  la  Presidencia  el  Vice-Presidente,  y  si  faltasen  am- 
bos á  la  sesión,  la  Presidencia  será  ejercida  por  uno  de  los  Pleni- 
potenciarios, siguiendo. el  orden  alfabético  de  Naciones. 

Artículo  10. — Las  discusiones  y  resoluciones  del  Congreso  serán 
estrictaniente  reservadas. 

Artículo  11. — El  Presidente  nombrará  cuatro  Comisiones  especia- 
les encargadas  de  estudiar  respectivamente  las    siguientes  materias: 

Derecho  Civil. 

Derecho  Comercial. 

Derecho  Penal. 

Derecho  Procesal,  Propiedad  Literaria,  Inventos  y  Marcas  de 
Fábrica. 

Las  materias  enunciadas  no  son  limitativas  de  las  funciones  del 
Congreso,  el  que  podrá  ocuparse  de  todas  las  demás  que  juzgase 
comprendidas  en  el  objeto  de  su  convocatoria  y  de  otras  para  las 
cuales  fuese  ulteriormente  autorizado  por  los  Gobiernos  respectivos. 

En  ninguna  de  las  Comisiones  referidas  podrá  figurar  mas  de  uv\ 
Plenipotenciario  de  cada  Nación. 
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Terminado  el  trabajo,  lo  presentarán  por  escrito  al  Congreso,  en- 
cargando á  uno  de  los  Plenipotenciarios  de  cíida  Comisión  de  dar 
las  explicaciones  que  fuesen  necesarias,  en  calidad  de  Miembro  Infor- 
mante, sin  perjuicio  de  poder  tomar  la  palabra  los  demás  en  la 
discusión. 

Artículo  12. — Los  proyectos  á  cpie  se  refiere  el  artículo  anterior, 
serán  impresos  y  repartidos  á  los  miembros  del  Congreso  para  su 
estudio. 

Trascurridos  ocho  rlias  á  contar  desde  aquel  en  que  se  verilicó  el 
reparto,  se  procederá  á  su  discusión. 

Redactados  definitivamente  los  Tratados  que  se  formulasen,  se  ex- 
pedirán los  ejemplares  corresi>oudientes  á  las  Naciones  representadas 
en  el  Congreso. 

El  Señor  Presidente  en  vista  de  la  autorización  que  le  confiere  el 
Artículo  11  del  Reglamento  trascrito,  procedió  á  constituir  las  Co- 
misiones en  la  forma  siguiente: 


COMLSION  DE  DEÜECIIO  CIVIL 


Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana; 
Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Gczman; 
Señor  Don  Belisario  Prats. 


COMISIÓN  ÜE  DERECHO  COMERCIAL 


Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez; 
Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 

comisión  de  derecho  penal 

Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 

Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos; 

Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 

Señor  Dv>ctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 

COMISIÓN  DE  DERECHO  PROCESAL,  PROPIEDAD  LITERARIA, 

INVENTOS  Y  MARCAS  DE  FABRICA 

Señor  Don  Guillermo  Matta; 
Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
Señor  Doctor  Doy  "    'iel  María  Gálvez. 
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El  Señor  Presidente  manifestó:  que  tan  luego  como  los  Señores 
Plenipotenciarios  definitivos  del  Brasil  se  incorporasen  al  Congreso, 
formarian  parte  de  las  Comisiones  de  Derecho  Civil,  Derecho  Co- 
mercial y  Derecho  Procesal,  Propiedad  Literaria,  Inventos  y  Marcas 
de  Fábrica. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  5  p.  in. 

Ild.    Garcu  Lagos 

Presidente. 

Roque  Saenz  Peña 

Manl.  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.    M.    Gálvez 

Gonzalo    Ramírez 


ACTA  NUMERO  5. 

SESIÓN  DEL  26  DE  SETIEMBRE  DE   1888 

'residencia  del  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  Garcia  Lagos 

Estando  presentes  : 

For  la  BepiMica  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana. 

Fot  la  República  de  Solivia: 

El  Señor  Doctor  Don    Santiago  Vaca-Guzman. 

Por  la  Repíúdica  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo   Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats. 

For  la  Uepiihíica  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

Fot  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez. 

Fot  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García    Lagos; 
El   Señor  Doctor    Don    Gonzalo   Ramírez. 


—  44  — 
La  SesioD  se  abre  á  las  3.40  p.  m. 

Después  de  leídas,  fueroa  aprobadas  y  firmadas,  las  Actas  núme- 
ros 3  y  4,  correspondientes  á  las  sesiones  habidas  el  8  y  el  19  del 
corriente. 

8e  resolvió,  ademas,  (¿ue  mientras  no  se  expidiesen  las  Comisio- 
nes designadas  anteriormente,  el  Congreso  se  reuniría  los  miércoles 
de  cada  semana. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  4  p.  m. 

Ild.  García  Lagos 

Presidente. 

lloQUE    Saenz  Peña 
Manl.  Quintana 

Sao.  Vaca-Guzman 

Guillermo  Matta 

B.   Prats 

Bbnj.  Aceval 

José    Z.    Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.   M.   Gal  VEZ 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA  NUMERO  6. 


SESIÓN  DEL  3  DE  OCTliBRE  DE  1888 


yesidencia  del  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos. 
Estando  presentes: 

¥or  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña. 

Por  la  República  de  Solivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman. 

Por  la  Repüblica  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta  ; 

El  Señor  Don  Belisario  Prats. 

Por  la  Repídüica  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval. 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don   CesAreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María   Gálvez. 

Por  la  Repúh  lica  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor   Don  Gonzalo  Ramírez. 
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La  Sesión  se  abre  á  las  3.45  p.  m. 

Leída  el  Acta  de  la  Sesión  anterior,  fué  aprobada  y  suscrita  por  los 
Señores  Plenipotenciarios. 

El  Señor  Don  Guillermo  Mutta  preguntó  si  se  tenia  ya  notic-a 
del  nombramiento  de  los  Plenipotenciarios   definitivos   del  Brasil. 

El  Señor  Presidente  expuso:  que  la  última  noticia  que  ya  co- 
municó al  Honorable  Congreso,  era  que  el  Gobierno  del  Brasil  es- 
taba decidido  á  enviar  sus  Plenipotenciarios,  pero  que  habiéndose 
prorogado  las  sesiones  del  Parlamento,  no  habia  sido  posible  que 
aquellos  saliesen  de  Rio  de  Janeiro. 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña  indicó  la  convenien- 
cia de  que  las  Comisiones  informasen  respecto  del  estado  en  que  se 
encontraban  los  trabajos  que  les  habian  sido  encomendados. 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta  dijo:  que  la  Comisión  de  que 
forma  pai*te  se  ha  ocupado  con  actividad  del  ramo  mas  importante 
que  la  constituye:  el  Derecho  Procesal.  Manifestó,  ademas,  que  está 
casi  terminado  el  proyecto  que  se  discutirá,  el  cual  quizás  pueda 
satisfacer  los  deseos  del  Honorable  Congreso. 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez  expresó:  que  en 
materia  comercial  tienen  ya  con  el  Señor  Doctor  Ramírez  prepa- 
rados todos  los  elementos  para  el  proyecto,  estando  éste  casi  re- 
dactado. Añadió:  que  dentro  de  seis  ú  ocho  días  podrán  pre- 
sentarlo. 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña  dijo:  que  la  Comi- 
sión de  Derecho  Penal  á  que  pertenece,  tendrá  concluidos  sus  tra- 
bajos y  expedirá  su  informe  en  el  resto  de  esta  semana.  En  tal  caso 
agregó,  el  Honorable  Congreso  resolverá  oportunamente,  si  aquellos 
trabajos  que  no  se  relacionan  con  la  parte  civil,  podróo  empezar  á 
discutirse.  Considera  la  materia  comercial  muy  vinculada  á  la  civil, 
creyendo,  por  lo  tanto,  que  será  necesario  esperar  la  discusión  de  la 
segunda.  Entiende  que  el  Derecho  Penal  podria  trattirse  una  vez 
que  se  repartiera  el  proyecto  impreso  y  hubiera  sido  estudiado. 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman  expuso:  que  la 
Comisión  de  Derecho  Civil  prepara  sus  trabajos,  y  que  algunos  de 
sus  ramos  estarán  prontos  dentro  de  quince  dias.  Agregó:  que  la 
Comisión  ha  determinado  estudiar  la  materia  por  secciones. 

El  Señor  Presidente  dijo:  que  á  medida  que  se  presenten  á  la 
Mesa  los  informes  de  las  Comisiones,  próximas  á   terminar  sus  tra- 


trabajos,  dispondrá  su  impresión  para  distribuirlos  entre  los  Señores 
Plenipotenciarios,  y  en  oportunidad  el  Honorable  Congreso  resol- 
verá si  han  de  ser  tomados  en  consideración  antes  que  el  proyecto 
sobre  Materia  Civil. 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña  manifestó:  que  la  Ma- 
teria Civil,  por  lo  mismo  que  es  la  parte  mas  seria,  necesita  de  ma- 
yor tiempo  para  su  estudio. 

El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramirez  observó:  que  para  dis- 
cutir la  Parte  Penal  no  habia  necesidad  de  esperar  á  que  se  tratara 
la  Materia  Civil,  porque  aquella  es  independiente  de  esta. 

El  Señor  Presidente  manifestó:  que  en  tiempo  oportuno  se  re- 
solvería este  punto. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  4  p.  m. 

Ild.  García  Lagos 

Presidente. 

Roque  Saenz  Peña 
Sgo.   Vaca-Guzman 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 
Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  Gal  VEZ 
Gonzalo  Ramírez 


ACTA  NUMERO  7. 

SESIÓN  DEL  10  DE  OCTUBRE  DE  1888. 

Presidencia  del  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña. 

Estando  presbntbs: 
Tor  la  República  Argentina: 
El  Señor  Doctor  Don  Roque  Sabnz  Peña. 

Por  la  Kepiiblica  de  Solivia' 

El  Señor  T?octor  Don  Santiago  Vaca-Guzman. 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats. 

Por  la  RepíMica  dd  Paragiiay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

Por  lu  Reptiblica  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez. 

Por  la  República  Oriental  del  üitigimf/: 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 

La  Sesión  se  abre  á  las  3.15  p.  m. 

Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 
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El  Señor  Presidente  manifestó:  que  la  Comisión  de  Derecho  Pe- 
nal se  habia  expedido  ya,  presentando  á  la  Mesa  el  Proyecto  de 
Tratado  que  ha  redactado.  Agregó :  que  según  el  procedimiento 
prescrito  por  el  Reglamento  se  imprimirá  para  ser  repartido  á  los 
Señores  Plenipotenciarios. 

La  nota  con  que  se  acompaña  el  Proyecto,  es  la  siguiente : — 

«  Comisión  de  Derecho  Penal.— Montevideo,  Octubre  10  de  1888. 
— Al  Honorable  Congreso  Internacional  Sud-Americano. — ^Honorable 
Congreso: — La  Comisión  encargada  de  la  materia  penal,  tiene  el  ho- 
nor de  presentar  á  V.  H.  el  adjunto  Proyecto  de  Tratado  que  somete 
á  vuestra  deliberación,— habiendo  designado  como  Miembro  Infor- 
mante de  esta  Comisión,  de  acuerdo  con  el  Reglamento,  al  Señor 
Plenipotenciario  por  la  República  Argentina,  Doctor  Don  Roque 
Saenz  Peña. — Di(»s  guarde  á  V.  H. —  Honorable  Congreso. —  Roque 
Saenz  Peña  . —  José  Z.  Caminos.  —  Cesáreo  Chacaltana.  —  Gonzalo 
Ramirez.> 

El  Proyecto  de  la  referencia  queda  agregado  á  la  presente 
Acta. 

El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez  dijo  :  que  como  en  la 
Sesión  anterior  habia  quedado  pendiente  decidir  si  habría  ó  no  in. 
conveniente  en  que  el  Honorable  Congreso  se  ocupase  de  la  mate- 
ria penal  antes  que  de  la  civil,  creía  llegado  el  caso  de  tomar  una 
resolución  en  ese  sentido;  y  en  tal  concepto  hizo  moción  para  que 
el  Congreso  entre  á  estudiar  la  materia  penal,  sin  esperar  á  que  esté 
presentado  el  Proyecto  relativo  á  la  materia  civil. 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamin  Aceval  apoyó  la  moción  del 
Señor  Doctor  Ramirez,  agregando  que  tal  vez  se  verían  obligados  á 
tratar  antes  otros  trabajos,  si  la  Comisión  de  Derecho  Civil  aun  no 
hubiese  terminado  los  que  le  están  encomendados. 

No  habiéndose  hecho  observación  alguna,  se  puso  á  votación  y  fué 
aceptada  la  moción  del  Señor  Doctor  Ramirez. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  3.30  p.  m. 

Roque  Saenz  Peña 

Sao.  Vaca-Guzman 

Guillermo  matta 

B.   Pbats 

Bexj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Ramire  z 


PROYECTO  DE  TRATADO  SOBRE  DERECHO  INTERNACIONAL  PENAL. 


TITULO  I. 

DE   LA   JURISDICCIÓN. 

Artículo  1." 

Los  crímeaes  y  delitos^  cualquiera  que  sea  la  nacionalidad  del  agen- 
te, de  la  víctima  ó  del  damnificado,  se  juzgan  por  los  tribunales  y 
se  penan  por  las  leyes  de  la  Nación  en  cuyo  territorio  jurisdiccional 
se  producen . 

Artículo  2.' 

Las  infracciones  de  la  ley  penal  perpetradas  en  un  Estado,  pero 
que  afectan  exclusivamente  derechos  ó  intereses  de  otro,  serán  juz- 
gadas por  los  tribunales  y  penadas  por  las  leyes  de  este  último. 

Artículo  3." 

Los  delitos  cometidos  por  cualquiera  de  los  miembros  de  una  Lega- 
ción, dentro  ó  fuera  de  ella,  serán  regidos  por  las  reglas  del  Derecho 
Internacional  Público. 

Artículo  4." 

Cuando  un  mismo  crimen  ó  delito  se  consuma  á  la  vez  por  uno  6 
varios  delincuentes  en  distintos  territorios,  ó  afecta  á  diferentes  Esta- 
dos, serán  competentes  para  juzgarlo  los  tribunales  del  país  damni- 
ficado, en  cuyo  territorio  jurisdiccional  se  encuentre  el    delincuente. 

Si  el  delincuente  se  encontrare  en  otro  Estado,  serán  competentes 
los  tribunales  de  la  Nación  que  tuviese  la  prioridad  en  el  pedido  de 
extradición. 
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realiceu  en  su  territorio,  actos  que  pongan  en  peligro  la  paz  pública 
de  la  Nación  contra  la  cual  han  delinquido. 

Artículo  17. 

El  presunto  reo  de  delitos  comunes  que  se  asilase  en  una  Legación 
deberá  ser  entregado  por  el  gefe  de  ella  á  las  autoridades  locales» 
previa  gestión  del  Ministí^rio  de  Relaciones  Exteriores,  cuando  no  lo 
efectuase  expontáneainente. 

Dicho  asilo  será  respetado  con  relación  á  los  perseguidos  por  deli" 
tos  políticos;  pero  el  jefe  de  la  Legación  está  obligado  a  poner  inme- 
diatamente el  hecho  en  conocimiento  del  Gobierno  del  Estado  ante 
el  cual  está  acreditado,  quien  podrá  exigir  que  el  perse^^uido  sea 
puesto  fuera  del  territorio  nacional  dentro  del  mas  breve  plazo  po- 
sible. 

El  mismo  principio  se  observará  con  respecto  á  los  asilados  en  los 
buques  de  guerra  surtos  en  aguivs  territoriales. 

Artículo  18. 

Exceptúase  de  la  regla  establecida  en  el  artículo  15  á  los  deserto- 
res <le  la  marina  de  guerra  sui*ta  en  aguas  territoriales  de  un 
Estado. 

Esos  desertores,  cualquieni  que  sea  su  nacionalidad,  deberán  ser 
entregados  por  la  autoridad  hu'al,  á  pedido  de  la  Legación  ó  en  de- 
fecto de  ésta,  del  Agente  Consular  respectivo,  previa  la  prueba  de 
identidad  del  presunto  desertor. 


TÍTULO  IIL 

DEL  RÉGIMEN  DE  LA  EXTRADICIÓN. 

Artículo  19. 

Toda  Nación  está  obligada  á  entr^^gar  á  otra  los  delincuentes  que 
se  refugien  en  su  territorio,  siem|)re  que  concurran  las  siguientes 
circunstancias: 

1.' — Que  la  Nación  que  reclama  el  delincuente  tenga  jurisdicción 
para  conocer  y  fallar  en  juicio  sobre  la  infracción  que  moti- 
va el  reclamo. 
2.* — Que  la  infracción  por  su  naturaleza  autorice  la  entrega. 
3." — Que  la  Nación  reclamante  presente  documentos  que  según 

sus  leyes  autoricen  la  prisión  y  el  enjuiciamiento  del  reo. 
4.* — Que  el  delito  no  esté  prescriptc»  con  arreglo  á  la  ley  de  país 
reclamante. 
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Artículo  m 

La  extnulicioii  ejerce  todos  sus  efectos  sin  que  en  ningiin  caso 
pueda  impedirla  la  nacionalidad  del  ivo. 

Artículo  21. 

Los  hechos  que  autorizan  la  extradición  son: 

1/ — Res[)ecto  á  los  presuntos  delincuentes,  las  infracciones  que 
según  la  ley  penal  d^  la  Nación  requeriente,  se  hallen  suje- 
tas á  una  pena  cuyo  máximum  de  agravación,  en  esa  clase 
de  delitos  no  sea  menor  de  dos  años  de  prisión. 

2." — Respecto  de  los  sentenciados,  las  que  sean  castigadas  con  un 
año  de  prisión  como  mínimum. 

Artículo  22. 

No  son  susceptibles  de  extradición  los  siguientes  crímenes  y  de- 
litos: 

El  duelo; 

El  adulterio; 

Las  injurias  y  calumnias; 

La  traición  á  la  patria; 

Los  delitos  comunes  conexos  con  cualquiera  de  los  anteriormente 
enumerados,  son  susceptibles  de  extradición. 

Artículo  23. 

Tampoco  están  sujetos  á  extradición  los  delitos  políticos  y  todos 
aquellos  que  atacan  las  instituciones  políticas  de  un  Estado,  ni  los 
conmnes  que  tengan  conexión  con  ellos. 

La  caliíicacion  de  estos  delitos  se  hará  por  la  Nación  requerida, 
con  arreglo  á  la  ley  que  sea  mas  favorable  al  reclamado. 

Artículo  24. 

Ninguna  acción  civil  ó  comercial  que  se  relacione  con  el  reo  po- 
drá impedir  la  extradición. 

Artículo  25. 

La  extradición  no  podrá  ser  acordada  cuando  el  delincuente  que 
se  reclama  se  halle  sujeto  á  la  acción  judicial  represiva  del  Estado 
requerido,  mientras  el  juicio  y  la  pena  no  surtan  todos  sus  efectos. 

Artículo  26. 
Los  individuos  cuya  extradición  hubiese  sido  concedida,  no  ^jcsdrtai 
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ser  juzgados  ó  castigados  por  crímenes  políticos  anteriores  á   la  ex- 
tradición, ni  por  actos  conexos  con  ellos. 

Los  crímenes  no  exceptuados  en  el  artículo  22,  que  no  hubiesen 
motivado  la  extradición,  podrán  ser  juzgados  y  penados,  previo  con- 
sentimiento del  Grobierno  requerido,  acordado  con  arreglo  al  proce- 
dimiento establecido  en  el  presente  Tratndo. 

Articulo  27. 

Cuando  las  gestiones  de  extradición  tuviesen  por  origen  diferentes 
delitos,  la  entrega  se  otorgará  en  primer  lugar  al  Estado  en  el  cual 
la  infracción  fuese  mas  grave. 

Si  los  delitos  fuesen  de  la  misma  gravedad,  al  que  tuvicni  la  prio- 
ridad en  el  pedido  de  extradición,  y  si  todos  los  pedidos  tuvieran  la 
misma  fecha,  el  país  requerido  determinará  el  orden  de  la  entrega. 

Aiiículo  28. 

Corresponde  á  la  jurisdicción  de  refugio,  acordar  la  reextradicion 
de  un  delincuente  que  hubiese  sido  entregado  á  un  Estado,  en  los 
casos  que  ella  procediese  á  favor  de  otro. 

Artículo  29. 

Cuando  la  pena  que  haya  de  aplicarse  al  reo  sea  la  de  muerte,  el 
Estado  que  otorga  la  extradición,  podrá  exigir  sea  sustituida  por  la 
pena  inferior  inmediata. 


TÍTULO  IV. 

DEL   PROCEDIMIENTO   DE    EXTRADICIÓN. 

Artículo  30. 

Las  demandas  de  extradición  serán  introducidas  |>or  las  Legacio- 
nes ó  Agentes  Consulares  respectivos,  y  en  el  caso  que  no  los  hu" 
biera,  directamente  de  Gobierno  á  Gobierno,  debiendo  ser  acompa- 
ñadas de  los  siguientes  documentos  : 

1." — Copia  legalizada  de  la  ley   penal   apliaible  á  la  infracción 

que  motiva  el  pedido; 
2.*" — Copia  legalizada  de  la  sentencia  condenatoria  ejecutoriada, 
cuando  se  trate  de  un   delincuente  que  hubiese  sido  juz- 
gado; 
3.* — Copia  legalizada  del    auto    de    detención  y  demás    antece- 
dentes á  que  se  refiere  el  inciso  3."  del  artículo  19. 
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Artículo  31. 

.  Si  el  Gobierno  requerido  considerase  improcedente  la  demanda 
por  defectos  de  forma,  devolverá  los  documentos  respectivos  al  Go- 
bierno que  formuló  el  pedido,  expresando  la  causa  y  defectos  que 
impiden  la  sustanciacion  de  éste. 

Articulo  32. 

Si  el  pedido  de  extradición  hubiese  sido  introducido  en  debida 
forma,  el  Gobierno  requerido  remitirá  todos  los  antecedentes  al  juez 
ó  tribunal  competente,  quien  ordenará  la  prisión  de  éste,  si  á  su 
juicio  procediera  tal  medida,  con  arreglo  á  lo  establecido  en  el  pre- 
sente Tratado. 

Artículo  33. 

En  todos  los  casos  en  que,  según  lo  establecido  en  este  Título, 
procede  el  arresto  del  refugiado,  se  le  hará  saber  en  el  término  de 
veinte  y  cuatro  horas  la  causa  de  su  detención,  tomándosele  decla- 
ración dentro  del  mismo  término. 

Artículo  34. 

El  detenido  podrá,  dentro  de  tres  dias  perentorios,  contados  desde 
el  dia  siguiente  á  aquel  en  que  se   le  tomó  la  primera  declaración, 
oponer  excepciones  tendentes  á  justificar: 
l."--Su  falta  de  identidad; 

2/ — Los  defectos  de  que  adolezcan  los  documentos  presentados; 
3.* — La    improcedencia  ó  extinción  de  la  acción  de  extradición 
según  lo  estatuido  en  este  Tratado. 

Artículo  35. 

El  Estado  requeriente  podrá  constituir  un  representante  especial 
á  los  efectos  del  juicio  de  extradición.  Pero  la  falta  de  &^te  no 
impedirá,  en  ningún  caso,  el  curso  regular  de  la  sustanciacion  del 
proceso. 

Artículo  36. 

En  los  ciisos  en  que  fuere  necesaria  la  comprobación  de  las  ex- 
cepciones alegadas,  y  el  detenido  la  ofreciese  al  oponer  estas,  se 
reabrirá  el  incidente  á  prueba,  rigiendo  respecto  de  ella  y  de  sus 
términos,  las  prescripciones  de  la  ley  procesal  del  Estado  reque- 
rido. 
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sor  jnziíiulns  ó  ('>itstíí;^a(lí)s  por  críinenes  políticos  iuiterioro'5 
tnulicioii,  ni  por  «ctos  conexos  con  ellos. 

lios  crínicincs  no  o.xccptuíulos  on  c.\  iirtículo  22,  que   n«' 
motivado  lu  cxtnidicion,  podrán  scm'Juzíj^ik los  y  penados,  p 
sontiinicnto  del  (iohienio  rcíjiicrido,    acordad(»  con  arrcLcl' 
di  111  ionio  cstaldcrido  (»n  el  proscMilc  Tnitado. 

Artículo  27. 

Cuando  las  Lrcvsíioncs  di»  oxtradicion  tuviesen  por  orÍL 
delitovi,  la  (Mitri'^^a  s(í  otorgará  en  primer  luu:ar  al  Estti' 
la  infniccion  l'uiv^e  mas  };rave. 

Si  los  delitos  fuesen  de  1:í  misma  irravedad,  al  que  li 
ridad  en  el  peiliilo  de  extradición,  y  si  todos  los  pedi» 
misma  lecha,  el  país  reipuvrido  determinará  el  orden 

Artículo  28. 

i'orresponde  á  la  juristiici'ion  de  refuirio,  acordar 
de  un  delincutMite  que  liubiivse  sido  entre«íado  á  \: 
casos  que  ella  procediese  á  fav^^r  (le  otn». 

Articulo  2S). 

Ouanilo  la  pena  que  haya  de  aplicar-^e  al  reo 
Kslado  que  ottu'ira  la  extradición,  ¡Mulrá  exiijir  si- 
pona  inferior  innn»d¡ata. 


TITILO  IV. 


nKl.   rUOOKlMMlKNTO   l^K    EXTRA' 


Articulo  30. 


I.a<  detnandas  «lo  oxtnidicion  <onui  intro 
uo<  o  Ai;ente<  (\»n<ularos  ivspoctivos,  y  en 
bioni,  dinvtatnemo  do  (ít^hiorno  á  (íobíen 
rtadas  do  lo**  siiiuiomos  documonlos  : 

t /    Topia  K^iíali.ada  %\o  la   loy  pmal 

que  moina  ol  poilitlo; 
2      Topia  loíiali.ada  do   la 
cuando  so  inilo  do   un 
pulo : 
:í'    iN^pja  K 
dontoj 
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Artículo  31. 

.  Si  el  Gobierno  requerido  considerase  improcedente  la  demanda 
por  defectos  de  forma,  devolverá  los  documentos  respectivos  al  Go- 
bierno que  formuló  el  pedido,  expresando  la  causa  y  defectos  que 
impiden  la  sustanciacion  de  éste. 

Artículo  32. 

Si  el  pedido  de  extradición  hubiese  sido  introducido  en  debida 
forma,  el  Gobierno  requerido  remitii-á  todos  los  antecedentes  al  jnez 
ó  tribunal  competente,  quien  ordenará  la  prisión  de  éste,  si  á  su 
juicio  procediera  tal  medida,  con  arreglo  á  lo  establecido  en  el  pre- 
sente Tratado. 

Artículo  33. 

En  todos  los  casos  en  que,  según  lo  establecido  en  este  Título, 
procede  el  arresto  del  refugiado,  se  le  haró  saber  en  el  término  de 
veinte  y  cuatro  horas  la  causa  de  su  detención,  tomándosele  decla- 
ración dentro  del  mismo  término. 

Artículo  34. 

El  detenido  podra,  dentro  de  tres  dias  perentorios,  contados  desde 
el  dia  siguiente  á  aquel  en  que  se  le  tomó  la  primera  declaración, 
oponer  excepciones  tendentes  á  justificar*. 
l.*--Su  falta  de  identidad; 

2." — Los  defectos  de  que  adolezcan  los  documentos  presentados; 
3.' — La    improcedencia  ó  extinción  de  la  acción  de  extradición 
según  lo  estatuido  en  este  Tratado. 

Artículo  35. 

El  Estado  requeriente  podrá  constituir  un  representante  especial 
á  los  efectos  del  juicio  de  extradición.  Pero  la  falta  de  é^^te  no 
impedirá,  en  ningún  caso,  el  curso  regular  de  la  sustanciacion  del 
proceso. 

Artículo  36. 

En  los  ciisos  en  que  fuere  necesaria  la  comprobación  de  las  ex- 
cepciones alegadas,  y  el  detenido  la  ofreciese  al  oponer  estas,  se 
reabrirá  el  incidente  á  prueba,  rigiendo  respecto  de  ella  y  de  sus 
términos,  las  prescripciones  de  la  ley  procesal  del  Estado  reque- 
rido. 
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Artículo  37. 

Producida  la  prueba,  el  juez  ó  tribunal  competene  fallará,  sin 
mas  trámite,  en  el  término  de  diez  dias,  declarando  si  hay  ó  no  lugar 
á  la  extradición. 

Dicha  resolución  será  apelable  en  relación,  dentro  del  término  de 
tres  dias,  para  ante  el  tribunal  competente  de  última  instancia,  el 
cual  pronunciará  su  decisión  en  el  plazo  de  cinco  dias. 

Artículo  38. 

Si  la  sentencia  fuese  favorable  al  pedido  de  extradición,  el  tribu- 
nal que  pronunció  el  fallo  lo  hará  saber  inmediatamente  al  Poder 
Ejecutivo,  á  fín  de  que  provea  lo  necesario  para  la  entrega  del 
delincuente. 

Si  fuese  contraria,  el  juez  6  tribunal  ordenará  la  inmediata  li- 
bertad del  detenido  y  lo  comunicará  al  Poder  Ejecutivo  para  que 
por  el  órgano  respectivo  haga  saber  la  negativa  al  Gobierno  reque- 
riente, expresando  la  causa  en  que  se  funda. 

En  los  casos  de  negativa,  debe  reabrirse  el  juicio  de  extradición, 
siempre  que  el  Gobierno  reclamante  presente  nuevos  documentos,  ó 
complementase  los  ya  presentados. 

Artículo  39. 

Siempre  que  el  detenido  manifestase  su  conformidad  con  el  pe- 
dido de  extradición,  el  juez  ó  tribunal  competente  labrará  acta 
de  los  términos  en  que  esa  conformidad  haya  sido  prestada,  y  «iecla- 
rará,  sin  mas  trámite,  la  procedencia  de  la  extradición. 

Artículo  40. 

Todos  los  objetos  concernientes  al  crimen  que  motiva  la  extradi- 
ción y  que  se  hallaren  en  poder  del  delincuente,  serán  remitidos  al 
Estado  que  obtuvo  la  entrega. 

Los  que  se  hallaren  en  poder  de  terceros,  no  serán  remitidos  sin 
que  los  poseedores  sean  oidos  previamente  y  resuéltose  las  excep- 
ciones que  opongan. 

Artículo  41. 

En  los  casos  de  consumarse  la  extradición  por  la  vía  terrestre, 
corresponde  al  Estado  requerido  efectuar  la  traslación  del  inculpa- 
do hasta  la  frontera  del  Estado  requeriente,  ó  de  la  de  aquel  por 
cuyo  territorio  hubiese  de  pasar. 

En  los  casos  en  que  la  traslación  del  reo  deba  efectuarse  por  la 
vía  marítima  6  fluvial,  la  entrega  se  hará  por  la  Nación  reclamada, 
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en  el  puerto  de  embarque,  á  los  agentes  que  debe  constituir  la  Na- 
ción requeriente. 

El  Estado  requeriente  podrá,  en  todo  caso,  constituir  uno  ó  mas 
agentes  de  seguridad ;  pero  la  intervención  de  estos  quedará  subor- 
dinada á  los  agentes  ó  autoridades  del  territorio  requerido  ó  del  de 
tránsito. 

Ai-tículo  42. 

Cuando  para  la  entrega  de  un  inculpado,  cuya  extradición  hubie- 
se sido  acordada  por  una  Nación  á  favor  de  otra,  fuese  n  ^.cosario 
atravesar  el  territorio  de  un  Estado  intermedio,  el  tránsito  será  au- 
torizado por  éste,  sin  exigirse  otro  requisito  que  el  de  la  exhibición 
por  la  vía  diplomática,  del  decreto  de  extradición  expedirlo  por  el 
Gobierno  que  otorgó  aquella  y  del  cual  se  acompañará  testimonio  en 
forma. 

Artículo  43. 

Si  el  tránsito  fuese  acordado,  las  autoridades  respectivas  prestarán 
sus  auxilios  á  fin  de  evitar  la  evasión,  y  facilitar  la  conducción  del 
reo  por  su  territorio  jurisdiccional. 

Ai-tículo  44. 

Los  gastos  que  demande  la  extradición  del  reo  serán  por  cuenta 
del  Estado  reciuerido  hasta  el  momento  de  la  entrega  y  desde  enton- 
ces á  cargo  del  Gobierno  requeriente. 

Artículo  45. 

Cuando  la  extradición  fuese  acordada  y  se  tratase  de  un  inculpa- 
do, el  Gobierno  que  la  hubiese  obtenido,  comunicará  al  que  la  con- 
cedió, la  sentencia  definitiva  recaída  en  la  causa  que  motivó  aquella. 

TÍTULO  V. 

DE   LA    PRISIÓN   PREVENTIVA. 

Articulo  46. 

En  caso  de  urgencia,  el  Estado  requerido  ordenará  el  arresto  pro- 
visorio del  reo,  cuando  asi  lo  pida  el  Estado  requeriente,  por  la  vía 
postal  ó  telegráfica,  siempre  que  se  invoque  para  ello  la  existencia 
de  una  sentencia  ó  de  una  orden  de  prisión  y  se  determine  con 
claridad  la  naturaleza  del  delito  condenado  ó  perseguido. 

Artículo  47. 

El  detenido  será  puesto  en  libertad,  si  el  Estado  requeriente  no  bu- 
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biese  deducido  la  demanda  de  extradición  en  los  diez  dias  siguien- 
tes á  la  llegada  del  primer  correo  que  se  despachó  con  posterioridad 
á  la  fecha  en  que  se  hizo  el  pedido  de  detención  preventiva. 

Artículo  48. 

En  todos  los  casos  de  prisión  preventiva,  las  responsabilidades 
que  de  ella  emanen  corresponden  al  Gobierno  que  solicitó  la  de- 
tención. 

Montevideo,  Octubre  10  de  1888. 

Roque  Saexz  Pe^a. 

José  Z.  Camínos 

Cesáreo  Chacaltana 

Gonzalo  Ramírez. 


ACTA  NUMERO  8. 

SESIÓN  DEL  17  DE  OCTUBRE  DE  1888 

Presidencia  del  Señor  Doctor  Dou  Ildefonso  García  Lagos 

Estando  presentes  : 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana. 

Por  la  República  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don    Santiago   Vaca-Guzman. 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo   Matta; 
El  Señor  Don  Helisario  Prats. 

Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez. 

Por  la  Repiddica  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García    Lagos; 

La  Sesión  se  abre  á  las  3.30  p.  m. 
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Leida  y  aprobada,  se  procedió  á  firmar  el  Acta  de  la  Sesión  an- 
terior. 

El  Señor  Prbsidkntb  manifestó:  que  habiéndose  expedido  la  Co- 
misión de  Derecho  Comercial,  haría  imprimir  el  proyecto  respecti- 
vo para  distribuirlo  entre  los  Señores  Plenipotenciarios,  de  confor- 
midad con  lo  establecido  en  el  Reglamento. 

La  nota  con  que  acjuél  ha  sirio  presentado  es  la  siguiente: 

<  Comisión  de  Derecho  Comercial. — Montevideo,  Octubre  17  de 
1888.— Al  Honorable  Congreso  Internacional  Sud-Americano.- Hono- 
rable Congreso: — La  Comisión  encargada  de  formular  un  proyecto 
de  Tratado  de  Derecho  Comercial  Internacional,  tiene  el  honor  de 
presentar  el  que  ha  redactado,  en  desempeño  de  su  cometido,  y  lo 
somete  á  vuestra  deliberación,  designando  como  su  miembro  infor. 
inante,  de  acuerdo  con  el  Reglamento  Interno,  al  Señor  Plenipoten- 
ciario por  la  República  Oriental  del  Uruguay,  Doctor  Don  Gonzalo 
Ramirez. — Entre  los  antecedentes  que  han  servido  para  el  estudio 
de  tan  importante  materia,  figura  el  Proyecto  que  presentó  la  Comi- 
sión respectiva  al  Congreso  Jurídico  Internacional  de  Lima. — Tanto 
ese  Proyecto  como  la  Memoria  explicativa  áe\  mismo,  que  redactó 
el  Plenipotenciario  de  la  República  del  Perú  ante  aquel  Congreso, 
Doctor  Don  Antonio  Arenas,  han  permanecido  casi  inéditos,  por  lo 
que  los  infrascritos  han  creído  conveniente  presentarlos  al  Honorable 
Congreso,  á  fin  de  que  sean  conocidos  de  todos  y  cada  uno  de  los 
Señores  Delegados. — Dios  guarde  á  V.  H. — Honorable  Congreso: — 
M.  M.  Gálvez. — Gonzalo  Ramirez.  > 


El  Proyecto  de  la  referencia  queda  agregado  á  la  presente  Acta. 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Sabnz  Peña  expuso:  que  según  el 
Reglamento,  los  proyectos  deben  comenzar  á  discutirse  ocho  días 
después   de  repartidos  á  los  Señores  Plenipotenciarios. 

Agregó:  que  habiéndose  resuelto  en  la  sesión  anterior,  considerar 
la  materia  penal  antes  que  las  demás  por  haberse  expedido  ya  !a 
Comisión  y  encontrarse  repartido  el  proyecto,  correspondería  que  el 
sábado  de  la  presente  semana  empezase  el  Honorable  Congreso  su 
discusión,  por  estar  vencidos  los  ocho  días  reglamentarios.  Pero 
teniendo  en  cuenta  que  la  Comisión  de  Derecho  comercial  recien 
ha  presenta<lo  su  trabajo  y  la  de  civil  no  lo  ha  hecho  todavía,  lo  cual 
hace  suponer  que  los  Señores  Plenipotenciarios  que  forman  dichas 
Comisiones  necesitan  su  tiempo  para  revisar  la  parte  comercial  y  re- 
dactar la  civil,  y  considerando,  además,  que  esta  última  Comisión 
tiene  más  recargo  que  las  otras  por  la  amplitud  é  importancia  de  la 


—    DO    — 

materia,  necesitando  por  consecuencia  mas  tiempo  para  preparar  su 
proyecto,  y  no  siendo  posible  exigir  tampoco  que  l<»s  miembros  del 
Honorable  Congreso  que  tienen  sobre  sí  la  tarea  de  redactarlo,  se 
ocupen  al  mismo  tiempo  de  la  materia  penal  ó  de  otra  cualquiera, — 
hizo  la  siguiente  moción :  «  Que  el  Honorable  Congreso  suspenda  la 
«  discusión  de  la  materia  penal  hasta  que  todas  las  Comisiones  hayan 
«  hechos  saber  á  la  Mesa  que  están  terminados  sus  trabajos.  > 

Después  de  un  ligero  cambio  de  ideas,  el  Señor  Presidente  puso 
á  votación  la  moción  del  Doctor  Saenz  Peña,  la  cual  fué  aprobada 
por  unanimidad. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  3.50  [».  m. 

Ild.  García  Lagos 

Presidente. 

Roque  Saenz  Peña 

Manl.  Quintana 
Sgo.  Vaca-Guzman. 
Guillermo  Matta 

B.  Prats 

Benj.   Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.   M.    Gálvez 


PROYECTOS  PAttA  UNIFORMAR  LAS  LEGISLACIONES  MERCANTILES  DB  LAS  REPÚBLICAS 
AMERICANAS  EN  LO  QUE  SE  REFIERE  AL  DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO. 


TÍTULO  I 

SOBRfi  LETRAS    DE   CAMBIO 

Artículo  1.' 

La  capacidad  para  girar  una  letra  de  cambio  se  juzgará  por  la 
ley  nacional  del  girador. 

Artículo  2.' 

La  forma  del  giro,  la  del  endoso,  la  de  la  aceptación  y  la  del 
protesto,  se  regirán  por  la  ley  del  respectivo  lugar  en  que  se  hayan 
realizado  esos  actos. 

Artículo  3.' 

Las  relaciones  jurídicas  que  resultan  del  giro  de  una  letra  entre 
el  girador  y  el  beneíiciario  se  regirán  por  la  ley  del  lugar  en  que 
la  letra  ha  sido  girada :  las  que  resultan  entre  el  girador  y  aquel 
á  cuyo  cargo  se  ha  hecho  el  giro,  lo  serán  por  la  ley  del  domicilio 
de  este  último. 

Artículo  4.' 

Las  obligaciones  del  aceptante  con  respecto  al  portador  y  las 
excepciones  que  pueden  favorecerle,  se  regularán  por  la  ley  del 
lugar  en  que  se  ha  efectuado  la   aceptación. 

Artículo  5." 

Los  efectos  jurídicos  que  el  endoso  produce  entre  el  endosante  y 
el  cesionario,  dependerán  de  la  ley  del  lugar  en  que  la  letra  ha 
sido  negociada  ó  endosada. 
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Artículo  6/ 


Aunque  en  el  caso  de  haber  endosos  sucesivos,  hechos   en   dife 
rentes  países,  puede  suceder  que  uno  de  los  endosantes  quede  obli- 
gado á  prestar  mas  ó    menos    gai-antías  que  otro    á    su  respectivo 
cesionario,  no  se  podrán  alterar    los  derechos  que   primitivamente 
han  adquirido  el  girador  y  el  aceptante. 


Artículo  7.' 

Los  efectos  jurídicos  de  la  aceptación  por  intervención  se  regirón 
por  la  ley  del  lugar  en  que  el  tercero  interviene  para  hojunr  la 
fírma  del  girador  6  del  endosante. 

Artículo  8.' 

Las  obligaciones  del  que  firma  un  aval  en  favor  del  girador,  del 
endosante  ó  del  aceptante,  se  arreglarán  por  la  ley  que  rige  las 
obligaciones  de  la  persona  garantida. 

Artículo  9." 

Si  de  un  país  extrangero  se  gira  una  letra  en  que  se  indica  una 
moneda  que  no  es  corriente  en  la  República,  en  donde  reside  el 
aceptante,  este  haró  el  pago  en  la  moneda  del  país  y  en  la  suma 
que  según  el  curso  del  cambio  eiiuivalga  al  valor  expresado,  en 
la  letra,  al  tiempo  de  su  vencimiento. 

Artículo  10 

El  menor  que  se  supone  mayor  de  edad  y  la  muger  casada  que 
se  supone  autorizada  para  girar  una  letra  de  cambio,  no  podró 
aducir  su  incapacidad  contra  los  efectos  jurídicos  del  giro. 

Artículo  11 

L>s  recambios  serón  ó  no  acumulables  contra  el  girador  ó  contra 
los  endosantes,  según  lo  exija  la  ley  del  lugar  donde  se  ha  hecho 
el  giro  ó  el  endoso  de  la  letra. 

Artículo  12 

El  recambio  respecto  del  libi-ador  se  regularó  por  el  curso 
del  cambio  entre  el  lugar  del  giro  y  el  del  pago;  y  con  res- 
pecto á  los  endosantes,  por  el  que  rija  en  la  plaza  del  pago  sobro 
la  del  endoso. 
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IjOs  disposicioues  anteriores  de  este  Título  son  extensivas  á  los 
vales,  billetes  ó  pagarées  de  comercio,  en  cuanto  les  sean  apli- 
cables. 


TÍTULO  II 

DE  LAS    SOCIEDADES    EXTRANGERAS 

Artículo  14. 

La  forma  de  las  sociedades  extrangeras  se  juzgará  por  la  ley  del 
lugar  donde  han  sido  constituidas. 

Artículo  15. 

Los  derechos  y  las  obligaciones  que  el  contrato  social  produce 
entre  los  asociados  y  entre  estos  y  un  tercero,  se  regularán  por  la 
lev  del  domicilio  social. 

Artículo  16. 

Se  considera  como  domicilio  social  el  lugar  donde  la  sociedad 
tiene  su  principal  establecimiento. 

Artículo  17. 

Las  sociedades  extrangeras  serán  reconocidas  como  personas  jurí- 
dicas para  celebrar  contratos  ó  ejercer  sus  acciones  ante  el  poder 
judicial,  si  se  sujetan  á  las  leyes  de  la  República  sobre  registro  y 
publicación   de  los  actos  sociales. 

Artículo  18. 

Las  sucursales,  factorías  ó  agencias  estables,  instituidas  en  la 
República  por  una  sociedad  extrangera,  se  consideran  domiciliadas 
en  el  lugar  donde  residen ;  y  estarán  sujetas  á  la  jurisdicción  de 
las  autoridades  locales,  en  lo  concerniente  á  las  operaciones  que 
practiquen.  (1) 


(1)  Massé — Le  droit  commercial  dans  sea  rapports  avec  le  droit  des  gens  et 
civil  uúin.  1006. 
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Artículo  19. 

Los  directores  ó  administradores  de  los  establecimieatos  á  que  se 
refiere  el  artículo  anterior,  tendrán  las  mismas  responsabilidades  j 
prestarán  las  mismas  garantías,  que  la  ley  de  la  República  esta- 
blece, con  respecto  á  los  directores  ó  administradores  de  las  com- 
pañías nacionales. 

Artículo  20. 

Las  sociedades  que  tienen  su  principal  establecimiento  en  la  Re- 
pública quedan  sujetas  á  sus  leyes^  aunque  el  acto  por  el  cual  han 
sido  organizadas  se  haya  realizado  en  un  país  extrangero. 

Artículo  21. 

Las  sociedades  anónimas  domiciliadas  en  la  República  pueden 
trasladar  su  domicilio  á  otro  país ;  pero,  en  tal  caso,  se  reputará 
disuelta  la  sociedad  nacional;  y  se  procederá  á  su  previa  liqui- 
dación. 


TÍTULO  III. 

DE  LAS   FALENCIAS. 

Artículo  22. 

En  las  Repúblicas  signatarias  serán  competentes  para  conocer 
del  juicio  de  falencias,  los  jueces  y  tribunales  del  domicilio  comer- 
cial del  fallido,  ya  sea  éste  una  persona  física,  ya  una  persona  ju- 
rídica. 

Artículo  23. 

Si  el  fallido  tiene  dos  ó  mas  ciisas  comerciales  separadas  y  dis- 
tintas, senin  competentes  respecto  de  cada  una  de  ellas  los  jueces 
y  tribunales  de  su  domicilio. 

Artículo  24. 

En  el  caso  del  artículo  anterior,  el  juicio  de  falencia  pronunciada 
contra  una  de  las  casas  comerciales,  no  será  extensivo  á  la  otra. 

Artículo  25. 

El  juicio  de  falencia  pronunciado  en  un  país  extrangero,  tiene 
para  las  Repúblicas  un  valor  extraterritorial ;  pero   no  se    le    daré 
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cumplimiento  en  cuanto  á  ejecuciones  sobre  los  bienes  del  deudor, 
ó  á  las  providencias  coercitivas  contra  su  persona,  sino  previa  la 
revisión  á  que  están  sujetas  las  sentencias  expedidas  en  otro 
puís. 

Artículo  26. 

La  revisión  prescrita  en  el  artículo  precedente  no  es  necesaria 
para  que  el  juicio  de  falencia  pruebe  la  fecha  de  la  quiebra^  ni 
para  que  en  él  se  funde  la  excepción  de  cosa  juzgada,  ni  tampoco 
para  que  los  síndicos  de  la  quiebra  practiquen  actos  de  mera  pre- 
caución y  seguridad. 

Artículo  27. 

Los  acreedores  del  fnllido  presentarán  sus  títulos  y  harán  uso  de 
su  derecho  ante  el  juez  ó  tribunal  que  ha  declarado    la  quiebra. 

Artículo  28. 

Los  convenios  ó  arreglos  celebrados  por  el  deudor  fallido,  con  sus 
acreedores  sobre  esperas  ó  quitas,  se  regularán,  én  cuanto  á  su 
validez  y  sus  resultados  jurídicos,  por  la  ley  del  lugar  en  que  se 
ha  declarado  la  falencia. 

Artículo  29. 

El  juez  de  la  quiebra  es  el  competente  para  pronunciar  la  reha- 
bilitación del  fallido. 

Artículo  30. 

No  tendrán  valor  los  actos  por  los  cuales  el  deudor  fallido  des- 
pués de  la  declaración  de  la  falencia,  vendiese,  cediese  ó  gravase  de 
cualquier  modo,  los  bienes  que  tenga  en  las  Repúblicas. 


TÍTULO  IV. 

DE  LOS  PRIVILEGIOS  É  HIPOTECAS. 

Artículo  31. 

Los  privilegios  adquiridos  antes  de  la  fecha  en  que  se  considere 
fallido  al  deudor  por  el  juez  de  la  quiebra,  se  respetarán,  aunque 
los  bienes  privilegiados  se  vendan  ó  trasporten  al  domicilio  del  fe- 
llido. 
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Artículo  32. 

Las  hipotecas  ya  sean  convencionales,  ya  legales,  ya  judiciales 
que  han  tenido  su  origen  antes  de  la  fecha  á  que  se  refiere  el  an- 
terior articulo,  serán  tembien  respetadas  en  los  juicios  de   falencia. 

Artículo  33. 

Los  embargos  trabados  sobre  bienes  del  deudor  después  de  la 
quiebra  no  dan  ningún  derecho  de  preferencia. 

Artículo  34 

Los  acreedores  hipotecarios  podrán  ejercer  su  derecho  sobre  los 
bienes  hipotecados  que  no  existan  en  el  domicilio  del  deudor;  pero 
en  tal  caso,  el  excedente  será  puesto  á  disposición  del  juez  de  la 
quiebra. 

Artículo  35 

Si  los  bienes  hipotecados  que  existan  fuera  del  domicilio  co- 
mercial del  deudor  se  hubiesen  rematado  por  comisión  rogatoria  del 
juez  de  la  quiebra,  los  acreedores  tendrán  sobre  el  producto  del 
remate  la  preferencia  que  les  conceda  la  ley  de  la  situación  de 
dichos  bienes. 


MEMORIA  DEL  ('RESIDENTE  DE  LA  COMISIÓN  NOMBRADA  PARA  LA  FORMACIÓN  DB 
ÜN  PROYECTO  SOBRE  UNIFORMAR  LAS  LEGISLACIONES  COMERCIALES  DE  LAS 
REPÚBLICAS  AMERICANAS  EN  ALliUNAS  MATERUS  DE  DERECHO'INTERNACIONAL 
PRIVADO. 


Honorables  Señores: 

Habría  sido  muy  provechosa  la  celebración  de  un  Tratado  en 
que  las  Repúblicas  de  la  América  Latina  uniformasen  sus  leji^isla- 
cíones  comerciales,  sino  totalmente,  al  menos  en  todas  aquellas 
partes  que  tienen  alguna  conexión  con  el  Derecho  Internacional. 
Sin  embargo,  consideradas  seriamente  las  dificultades  que  hay  en 
la  actualidad  para  llevar  á  cabo  un  Tratado  de  esa  magnitud  y 
trascendencia,  la  Comisión  ha  creído  conveniente  limitarse  á  la 
adopción  de  alguuíis  reglas,  aplicables  á  los  casos  en  que  se  pre- 
senten conflictos  entre  los  códigos  americanos  y  las  leyes  mercan- 
tiles de  otros  paises.  El  tercer  Tratado  que  ahora  elevo  á  la  consi- 
deración del  Congreso,  tiene  precisamente  ese  objeto;  y  no  dejará 
de  contribuir  á  que  se  realize  el  pensamiento  noble  y  generoso 
que  ha  dado  origen  á  la  institución  de  esta   Asamblea. 

Casi  todas  las  disposiciones  acordadas  con  el  motivo  que  acabo  de 
indicar,  se  derivan  de  lo  resuelto  por  el  Congreso  al  desempeñar 
la  primera  parte  de  su  programa:  en  realidad  no  son  sino  legítimas 
consecuencias  de  esas  resoluciones.  No  obstante,  se  ha  creido  que 
la  gran  importancia  próctica  de  las  cuestiones  de  Derecho  Inter- 
nacional Privado  sobre  letras  de  cambio,  sociedades  extrangcras, 
falencias  y  privilegios,  exigía  decisiones  especiales  y  muy  claras, 
aunque  ellas  no  fuesen  mas  que  la  aplicación  de  principios  senta- 
dos anteriormente. 

El  primer  título  trata  de  las  letras  de  cambio  que  han  sido  ma- 
teria de  estudios  serios  y  fijado  la  atención  de  jurisconsultos  eminen- 
tes. Esos  papeles  de  crédito,  destinados  á  trasladar  rápidamente  los 
capitales  de  un  lugar  á  otro,  á  facilitar  las  transacciones,  estrechar 
asi  las  relaciones  de  los  pueblos  y  aumentar  los  medios  de  su  prospe- 
ridad, han  influido  poderosamente  sobre  el  progreso  del  género    hu- 
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mano.  Es,  pues,  indispensable  considerarlos  como  uno  de  los  ramos 
principales  de  la  legislación  mercantil  j  darles  un  lugar  de  prefe- 
rencia en  el  Tratado  actual.  Que  el  girador  de  una  letra  de  cambio  de- 
be asegurar  el  pago  de  la  suma  librada;  que  el  endosante  tiene  la 
misma  obligación;  que  el  portador  debe  presentar  la  letra  á  su  ven- 
cimiento para  que  sea  pagada;  que  tiene  el  derecho  de  exigir  su  im- 
porte al  librador  ó  al  endosante,  si  ha  sido  protestada  por  falta  de  pa- 
go ó  aceptación,  son  en  esta  materia  verdades  fundamentales  j  ge- 
neralmente reconocidas  en  todas  las  plazas  de  (romercio.  Sin  embar- 
go, no  liay  una  completa  uniformidad  en  cuanto  á  ios  medios  de  ob- 
tener esos  resultados. 

En  Inglaterra,  por  ejem|)lo,  el  portador  de  una  letra  con  endoso 
firmado  en  blanco  puede  trasmitir  la  propiedad  á  un  tercero;  y  si 
en  realidad  no  es  dueño  de  la  letra  sino  un  simple  mandatario^  estará 
obh'gado  á  reparar  el  peijuicioque  haya  causado  á  su  mandante, 
pero  siempre  quedará  firme  la  trasmisión  del  documento.  En  Italia 
y  otros  Estados  la  jurisprudencia  es  diversa;  y  los  endosos  firmados 
en  blanco  no  confieren  al  tenedor  el  derecho  de  disponer  de  la  letra, 
sino  solamente  el  de  practicar  actos  de  una  simple  procuración.  En 
Pnisia  la  aceptación  puede  ser  verbal;  y  se  considera  que  ha  acep- 
tado la  letra  quien  la  ha  retenido,  durante  una  noche,  sin  observa- 
ción alguna.  Según  el  artículo  2£K)  del  Código  Italiano,  el  portador  de 
uno  letra  protestada  por  falta  de  pago  tiene  una  acción  colectiva  con- 
tra el  librador  y  el  endosante.  La  ley  austriacii,  por  el  contrario,  im- 
pone al  tenedor  la  obligación  de  dividir  su  acción.  El  artículo  164 
del  Código  Francés  dispone  que  el  portador  de  una  letra  protestada 
por  falta  de  pago,  puede  ejercer  su  acción  subsidiaria,  individual  ó 
colectivamente,  contra  el  librador  y  cada  uno  de  los  endosantes.  En 
el  Perú,  en  la  República  Argentina,  la  del  Uruguay,  la  de  Costa  Ri- 
ca y  otros  Estados,  el  [)ortíidor  puede  entablar  su  demanda  contra  el 
librador  ó  contra  las  endosantes;  pero  interpuesta  la  acción  contra 
uno  de  ellos,  no  le  es  permiticto  ejercerla  contra  loí?  demás  sino  en  el 
caso  de  la  insolvencia  del  demandado.  Para  resolver  sin  grandes  obs- 
táculos las  cuestiones  que  pueden  presentarse,  cuando  se  trate  de  las 
letras  de  cambiogiradas  de  otros  paises  sóbrelas  Repúblicas  signata- 
rias ó  vice-versa;  se  han  aceptado  los  principios  que  han  parecido  mas 
confórmela  la  justicia,  mas  fáciles  de  aplicarse  y  apoyados  por  la 
autoridad  de  respetables  autores. 

Ante  todo,  es  preciso  hacer  una  distinción  entreoí  contrato  de  cam- 
bio y  la  letra  de  cambio  que  es  su  inmediata  consecuencia.  El  con- 
trato de  cambio  es  l:i  convención  por  medio  de  la  cual  una  i)erso- 
na  contrae  la  obligación  de  hacer  que  se  pague  cierta  suma  á  otra 
persona,  óá  su  orden,  en  un  lugar  distinto  de  aquel  en  que  se  rea- 
liza el  contrato.  La  obligación  de  que  se  trata  puede  tener  diversas 
causas.  Tal  vez  el  librador  ha  comprado  algo  y  se  ha  comprometido 
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á  pagar  el  precio  en  esta  forma;  tal  vez  ha  celebrado  una  permuta  de 
monedas,  ó  no  ha  tenido  mas  objeto  que  suplir  un  valor  á  la  perso- 
na en  cuyo  favor  ha  hecho  el  giro,  la  C4ial  qae^kHPá-'oWigttdti^-kr 
restitución  en  tales  ó  cuales  términos. 

«La  letra  de  cambio,  dice  Massé,  es  la  expresión  del  contrato  de 
>  cambio,  el  título  que  le  pone  en  actividad,  que  le  realiza  y  por  me- 
»  dio  del  cual  la  suma  librada  se  recauda  por  aquel  en  cuyo  pro- 
»  vecho  se  ha  hecho  el  giro,  ó  por  su  representante.  > 

Desde  que  ese  documento  es  suscrito  y  comienza  á  circular,  tam- 
bién principian  á  desarrollarse  ciertas  relaciones  jurídicas  entre  las 
diferentes  personas  que  en  él  intervienen.  El  que  gira  la  letra,  el 
que  la  endosa,  el  que  la  acepta  y  el  que  afianza  la  aceptación  ó  el 
pago,  todos  ellos  adquieren  derechos  y  contraen  obligaciones  que 
pueden  originar  conflictos  y  exigen  ciertas  reglas  de  Derecho  Inter- 
nacional. 

Al  considerarlas  letras  de  cambio,  lo  primero  que  ocurre  es  ave- 
riguar como  se  juzgará  acerca  de  la  capacidad  del  librador  extrange- 
ro,  cuando  las  leyes  de  su  país  no  estén  acordes  con  las  que  rigen 
en  las  Repúblicas.  Si  todo  aquel  que  es  capaz  en  el  órgano  mera- 
mente civil,  lo  fuera  también  en  el  orden  comercial,  la  cuestión  se- 
ría superfina  en  este  Tratado;  porque  ya  se  ha  resuelto  que,  gene- 
ralmente hablando,  la  capacidad  de  las  personas  se  regule  por  su 
ley  nacional ;  pero  ademas  de  las  leyes  que  determinan  la  capacidad 
de  las  personas  para  los  actos  comunes  de  la  vida  civil,  hay  otras 
que  establecen  excepciones  para  los  que  se  dedican  á  la  profesión 
del  comercio  ó  ejecutan  algunos  actos  comerciales.  El  artículo  113 
del  Código  Mercantil  de  Francia  declara  que  airecen  de  valor  legal 
las  letras  de  cambio  suscritas  por  las  mugeres  que  no  ejercen 
la  profesión  del  comercio.  Esos  documentos  se  reputan  como  sim- 
ples promesas:  dan  en  realidad  derecho  al  tenedor  para  exigir  el 
cumplimiento  de  lo  prometido;  pero  no  están  sujetos  á  las  severas 
disposiciones  que  garantizan  el  pago  de  las  letras  de  cambio.  Según 
el  artículo  84  de  la  ley  germánica,  sobre  cambio,  la  capacidad  de 
un  extrangero  para  girar  dichas  letras  se  juzgará  por  su  ley  nacional; 
pero  si  el  librador  es  capaz,  según  la  ley  germánica  no  podrá  exi- 
mirse de  cumplir  las  obligaciones  que  resultan  del  giro,  aunque 
alegue  una  incapacidad  fundada  en  la  ley  de  su  patria.  Hay  tam- 
bién algunos  Estados  en  que  se  prohibe  gimr  letras  de 'cambio  á  los 
militares  y  á  las  personas  de  cierta  jerarquía,  imponiéndoles  asi  una 
incapacidad  relativa. 

La  Comisión  no  ha  considerado  conveniente  separarse  de  la  regla 
general  establecida  en  el  primer  Tratíido;  y  en  esta  virtud  ha  acorda- 
do que  la  capacidad  para  girar  letras  de  cambio,  dependa  de  la  ley 
nacional  del  girador,  salvo  el  caso  en  que  esa  ley  sea  incompatible 
con  las  instituciones  republicanas.    La  excepción  adoptada    en  Ale- 
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insinia  contni  los  extrangeros  iiu  ticue  una  base  verdaderamente  ju- 
rídica; y  üunbieo  seopoDe  á  esa  liberalidad  razonable  que  siempre 
refluye  en  provecho  de  las  Estados  que  la  profesan.  Braver,  el  co- 
mentador de  la  la  ley  germánica,  no  deja  de  reconocer  los  inconve- 
nientes de  esa  excepción  odiosa,  y  al  hablar  de  ella,  se  expresa  en 
los  términos  siguientes:  «La  protección  que  el  artículo  84  concede  á 
»  nuestros  nacionales  contra  los  extrangeros,  es  de  una  manera  gene- 
»  ral  contraria  á  los  principios  del  Derecho  Internacional;  y  ademas 
»  es  en  cierto  modo  hostil  al  extrangero. »  (1) 

Es  verdad  que  después  de  estas  pilabras  nofcxbles,  Braver  procura 
dií?cul¡jar  á  su  patria  y  considera  jiistilicada  la  restricciim  de  que  se 
trata,  por  haberla  admitido  antes  otras  naciones  ilustradas.  Sin  em- 
Inirgo;  en  el  Código  de  Francia,  al  que  se  refiere,  no  aparece  san- 
cionada la  doctrina  germánica;  y  si  alguna  vez  los  tribunales  france- 
ses la  han  invocado,  no  han  llegado  á  fundar  una  regla  general  y  cons- 
tiuite. 

Fíidix  reprneba  algunas  decisiones  judiciales  en  que  ha  sido  acep- 
tada; vé  en  ellas  una  violación  manifiesta  de  la  justicia  internacio- 
nal; y  cree  que  la  protección  imprudente,  concedida  en  algunos  casos 
á  los  fmnceses  ha  sido  cansa  de  que  éstos  en  otros  países  sufran  los 
resultados  de  resoluciones  rigurosas,  adoptadas  por  vía  de  retorsión. 
Demangeat,  apoyándose  en  el  art.  3."  del  Código  de  Napoleón  y  en 
el  debate  que  le  precedió,  opina  del  mismo  modo  (jueFíelix.  En  su 
conce[>to,  la  regla  del  Código  Civil  no  admite  restricciones;  es  aplica- 
ble también  á  lov  asuntos  mercantiles;  y  cuando  un  extrangero  incapaz 
según  la  \i^.y  de  su  patria,  celebra  un  contrato  en  Francia,  no  hay 
razí)u  alguna  para  sostenerla  validez  de  ese  contrato,  sea  cual  fuere  su 
naturaleza  (2). 

Al  discutirse  el  proyecto  sobre  la  reforma  del  Código  Mercantil 
de  Italia,  uno  de  los  jurisconsultos  comisionados  para  ese  importante 
trabajo,  quiso  queso  admitiese  la  jurisprudencia  germánica;  pero  los 
otros  miembros  de  la  Comisión  rehusaron  prestarle  su  apoyo;  y  se 
abstuvieron  de  restringir  por  una  ley  especial  el  principio  saludable 
establecido  en  el  art.  6.*  del  Código  Civil  Italiam^.  (8) 

La  forma  del  giro  de  una  letra,  asi  como  la  del  enítoso,  de  la  acep 
ración  y  del  i)rotesto,  se  sujetarán  al  principio  locus  rvgit  acfinn;  por 
que  asi  lo  exigen  los  principios  de  la  justicia  y  los  verdaderos  inte- 
reses del  comercio.  Las  razones  expuestas  [)or  Alerlin,  Savigny  y 
otros  autores  al  hablar  en  general  de  la  forma  de  los  contratos,  nada 
])ierden  de  su  vigiar  cuando  se  les  considera  con  relación  á  las  letras 

(1)  VéahO  á  t(i»lix.  Traite  dii  Droit  International  Privé,  nota  6,  pág.  79. 
4*.  iMlioion. 

(2)  Nota,  pág.  204  de  la  obra  cita<la 

(8)     Atti  de  la  Commitwione,  part.  1/  X".  22. 
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de  cambio;  y  por  el  contrario  adquieren  mas  importancia.  Si  por 
una  parte  es  conforme  á  la  ciencia  sujetar  la  forma  de  esos  actos 
mercantiles  á  la  ley  bajo  cuyo  imperio  han  sido  celebrados  y  que  les 
dá  una  existencia  jurídica,  por  otra  parte  los  intereses  del  comercio 
sufrirían  grandes  perjuicios  con  las  perturbaciones  que  resultasen  de 
seguir  el  sistema  opuesto. 

Massé,  después  de  referir  que  Voet  y  Dupuis  de  la  Serna,  sepa- 
rándose de  la  opinión  común  dan  la  preferencia  á  la  ley  del  lugar 
del  pogo,  dice:  «no  se  comprende  como  por  una  derogación  de 
todas  las  reglas,  el  que  suscribe  una  letra  de  cambio  ó  un  endoso 
en  cierto  lugar,  esté  obUgiido  á  instruirse  de  las  formas  exigidas 
en  el  lugar  del  pago;  formas  que  no  puede  conocer  de  una  manera 
segura  y  respecto  de  las  cuales  está  expuesto  á  cometer  errores 
con  tanta  mas  facilidad  cuanto  que  aun  conociendo  el  texto  de  la 
ley  extrangera,  puede  ignorar  su  espíritu  y  aun  el  verdadero  sen- 
tido de  sus  palabras.»  (1) 

Nada  hay  que  opiuer  á  las  observacicuies  de  Massé:  nada  que 
pueda  oscurecerlas:  su  refutación  es  concluyente.  Las  solemnidades 
externas  de  los  actos  jurídicos,  como  dice  Savigny,  se  han  estíibleci- 
do,  no  para  embarazar  los  asuntos  civiles,  sino  para  facilitarlos;  y 
no  se  obtendría  este  resultado,  siguiendo  el  parecer  de  los  autores 
que  pretenden  subordinar  las  fornuis  del  giro  y  del  endoso  á  las 
leyes  que  rigen  en  el  lugar  de  la  aceptación  ó  del  pago. 

La  única  cuestión  que  puede  presentarse  es  la  de  saber  si  la  su- 
misión á  las  formalidades  prescritas  en  el  lugar  del  giro  es  faculta- 
tiva ó  preceptiva.  Según  Fioro,  «si  las  partes  quieren  seguir  en  cuanto 
á  la  forma,  la  ley  del  lugar  en  que  la  letra  de  cambio  ha  de  ser 
pagada,  pueden  hacerlo,  porque  el  |)rincipio  loons  regit  actimi  es 
facultativo  y  no  imperativo.»  Según  Nonguier  «si  dos  ingleses,  resi- 
dentes en  Francia,  suscriben  una  letra  de  cambio  pagadera  en 
Inglaterra  bajo  la  forma  valor  recibido,  esa  letra  será  válida 
porque  se  presume  que  las  partes  por  un  acuerdo  tácito  se  han 
referido  á  la  ley  inglesa.»  (2) 

Lo  que  Fiore  dice  en  este  párrafo  está  de  acuerdo  con  la  opinión  de 
la  mayoría  de  los  autores;  es  ademas  conforme  á  la  verdadera  teo- 
ría de  Derecho  Internacional  Privndo,  que  no  permite  las  restriccio- 
nes innecesarias  de  la  libertad  individual:  y  por  último,  tiene  apli- 
cación no  solo  en  las  letras  de  cambio  sino  también  en  todos  los 
contratos  que  han  de  cumplirse  fuera  del  territorio  en  que  han  sido 
celebrados.  No  obstante,  es  preciso  entender,  como  lo  expone  FíeHx» 
Massé  y  el  mismo  Fiore;  que  ni  aunen  este  caso  la  observancia  déla 

(1)  Le  droit  commercial  dans  ses  rapports  avoc  le  droit  dos  gens  et  le  ci- 
vil N.'  689. 

(2)  Droit  International  privé .  Fiore  N.*  345 . 
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regla  locus  regii  adum  osfacultatíva  en  un  sentido  absoluto,  sino  coa 
respecto  á  los  extrungeros  que  pueden  adoptar  las  formas  estable<á- 
das  en  su  patria,  salvo  el  caso  en  que  las  leyes  de  su  domieiliO'  tf 
residencia  temporal  no  se  lo  prohiban  de  una  manera  tenninante. 

Menos  fácil  es  decidir,  según  Massé,  si  los  contratantes  gozan  de  la 
misma  libertad,  cuando  el  contrato  se  celebra  entre  nacionales  y  ex- 
trangeros.  Pueden  ocurrir  varios  casos,  dice  ese  autor:  el  contrato  puede 
ser  signalagmático  ó  unilateral.  Si  el  contrato  produce  una  obligación 
reciproca,  como  sucede  en  las  letras  de  cambio,  no  puede  se^  eficaz 
para  una  parte,  sin  serlo  al  mismo  ticñipo  parala  otra;  porque  lo 
contrarío  sería  establecer  una  desigualdad  y  quebrantar  abiertamente 
las  reglas  de  la  justicia.  Quedando,  pues,  el  extrangero  obligado  se- 
gún la  ley  de  su  país,  el  nacional  no  podría  excusarse  de  cumplir  la 
obligación  que  le  corresponde,  aunque  la  forma  del  acto  no  estuviese 
arreglada  á  los  preceptos  de  la  ley  local.  Cuando  el  contrato  es  uni- 
lateral se  debe  atender  á  la  persona  que  contrae  ¡a  obligación.  Si 
el  que  se  obliga  es  extrangero  y  acepta  las  formalidades  que  rígen 
en  su  patria,  no  podrá  anular  esa  obligación;  pero,  si  es  nacional,  el 
resultado  será  enteramente  contrario  (1). 

La  Comisión  no  ha  creído  necesario  tratar  de  todas  estas  emer- 
gencias, sino  mas  bien  dejar  alguna  latitud  al  poder  judicial,  para 
que  las  decida,  estudiando  las  circunstancias  especiales  de  cada  caso. 
El  artículo  2/  del  título  1.*  no  excluye  las  doctrinas  expuestas  por 
Massé;  y  lo  que  significa  es  que  por  regla  general  las  letras  de  cambio 
redactadas  conforme  á  la  ley  del  giro,  surtirán  sus  efectos,  aunque 
carezcan  de  las  solemnidades  externas  que  se  exijan  en  las  Repú- 
blicas. 

Para  regular  las  acciones  y  obligaciones  que  produce  una  letra 
de  cambio,  no  se  ha  encontrado  el  menor  obstáculo,  ni  ha  ocurrido 
por  consiguiente  la  necesidad  de  muchas  conferencias.  Las  doctrinas 
proclamadas  por  los  mas  notables  jurisconsultos  son  tan  claras,  tan 
correctas  y  tan  á  propósito  para  facilitar  el  desarrollo  del  comercio, 
que  todos  los  Señores  <le  la  Comisión  las  han  aceptado  sin  discrepan- 
cia alguna. 

El  contrato  que  se  celebra  entre  el  librador  y  la  persona  á  cuyo 
cargo  se  gira  la  letra  es,  como  dice  Flore,  un  conti-ato  de  mandato  ó 
comisión;  y  el  que  se  celebra  entre  el  portador  y  el  aceptante,  es  una 
caución  solidaria  en  virtud  de  la  cual  este  último  se  subroga  en  las 
obligaciones  del  girador.  El  que  acepta  una  letra  por  intervención 
para  honrar  la  íirma  del  librador  ó  del  endosante,  viene  á  ser  en 
reali<lad  un  gestor  de  negocios  y  contrae  las  responsabilidades  ane- 
xas á  esta  especie  de  cuasi  contratos.  Por  medio  del  endoso  el  pro- 
pietario de  una  letra  la  trasmite  á  otro,  ya  sea  en  cambio  de  un  va- 

(i)Ma88Ó,  número  678  de  la  obra  citada. 
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lor  qne  éste  se  obligue  á  entregarle,  ya  sea  para  hacer  el  pago  de 
alguna  deada  anterior. 

Todos  esos  actos,  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  3.*,  4/  y  5.*  del 
título  1.*,  quedan  sujetos,  en  cuanto  á  su  forma,  su  validez  y  sus 
efectos  jurídicos,  á  la  ley  del  país  donde  han  sido  redactados.  E^tas 
reglas  no  necesitan  ya  comentarios  ni  demostraciones:  no  contienen 
mas  que  la  aplicación  de  las  doctrinas  generalmente  admitidas  sobre 
los  contratos  celebrados  en  un  país  extraño.  Lo  único  que  puede 
discutirse  es,  si  el  endoso  se  reputará  consumado  en  el  lugar  en  que 
ha  sido  escrito,  ó  en  el  que  se  reciba  su  aceptación.  Si  se  hubieran 
de  observar  rigurosamente,  dice  Massé,  los  principios  generales  sobre 
contratos  celebrados  entre  personas  residentes  en  lugares  distintos, 
el  recibo  de  lá  aceptación  sería  indispensable  para  qne  el  acto  fuese 
perfeccionado;  pero  hay  otras  reglas,  cuando  se  trata  de  un  contrato 
como  el  endoso  de  una  letra  de  cambio,  que  destinado  á  circular  des- 
de que  sale  de  las  manos  del  que  lo  emite,  ya  no  puede  ser  revo- 
cado; y  por  tanto  debe  considerársele  perfecto,  sin  quesea  necesa- 
ria la  aceptación  expresa  del  destinatario  (1).  Cuando  la  aceptación 
ó  el  consentimiento  intervienen,  ambos  actos  se  retrotraen  á  la 
fecha  del  documento. 

La  aplicación  de  los  principios  expuestos  conduce  á  concluir  que 
cuando  una  letra  de  cambio  es  sucesivamente  endosada  en  paises 
regidos  por  leyes  diversas,  puede  suceder  que  esos  endosantes  no 
queden  sujetos  á  las  mismas  responsabilidades,  teniendo  alguno  de 
ellos  obligaciones  mas  graves  que  otros  respecto  á  su  cesionario. 

Entonces  se  presenta  la  necesidad  de  dar  una  solución  convenien- 
te á  las  cuestiones  que  pueden  emanar  de  esas  responsabilidades  di- 
versas; y  poroso  en  el  art.  6.°  se  ha  resuelto  que,  en  ningún  caso 
el  endosante  podrá  admitir  á  su  cesionario  con  respecto  al  librador 
y  al  aceptante,  mas  derechos  qne  los  determinados  por  la  ley  del 
lugar  en  que  se  ha  realizado  el  giro  ó  la  aceptación. 

El  aval  tiene  por  objeto  aflanzar  el  pago  de  una  letra  para  el  caso 
de  que  no  la  acepte  ó  no  la  pague  aquel  á  cuyo  cargo  ha  sido  gira- 
da: y  de  esta  consideración  se  deduce  la  re^la  contenida  en  el  art. 
8.  Como  quien  firma  el  aval  se  obliga  solidariamente  y  en  los  mis- 
mos términos  que  el  librador,  el  endosante  ó  el  aceptante,  sus 
obligaciones  son  las  mismas  que  las  de  aquel  á  quien  haya  afian- 
zado. 

Parece  innecesario  advei'tir  que  el  aval  puede  ser  modificado  por 
el  convenio  de  las  partes,  limitándose  la  garantía  á  una  parte  de  la 
suma  librada,  ó  poniéndose  algunas  otras  calidades,  en  cuyo  caso 
si  hay  necesidad  de  interpretaciones,  ellas  se  sujetarán  á  los  usos  y 
las  costumbres  del  lugar  de  la  suscricion. 

(1)     Massé,  mim.   590  déla  obra  citada. 
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En  cuanto  á  las  sociedades  extrang^^ras,  de  que  so  trata  en  el  tí- 
tulo 2.*,  el  sistema  político  de  la  América  Republicana  indica  ei 
sendero  que  ha  de  seguirse  al  uniformar  en  esta  parte  sus  legisla- 
ciones. Es  preciso  no  imponer  á  esas  sociedades  tales  tmbas  que 
impidan  el  desenvolvimiento  de  sus  relaciones  mercantiles  6  indus- 
triales; pero  tampoco  es  conveniente  otorgarles  una  libertad  tan 
amplia  que  origine  grandes  abusos  y  dañe  los  intereses  de  los  que 
incautamente  pueden  ser  alucinados  por  ofrecimientos  engañosos. 
Hallar  el  medio  de  evitar  estos  <los  escollos,  poniendo  en  armonía 
las  gnuides  ventajas  de  la  asociación,  con  los  principios  tutelares 
del  orden  civil,  es  el  objeto  á  que  se  han  dirigido  nuestros  esfuerzos. 

La  Bélgica  es  la  Nación  que  principalmente  se  ha  contraído  á 
establecer  algunas  reglas  de  Derecho  Internacional  Privado  sobre 
esta  materia.  Cuando  el  Código  Comercial  de  Francia  regía  entera- 
mente en  ese  Elstado,  se  promovió  una  fuerte  controversia  sobre  si 
las  sociedades  extrangeras  {>odían  ser  reconocidas  como  verdaderas 
personas  jurídicas  y  si  por  tanto  estaban  autorizadas  para  ocurrir  en 
nombre  propio  á  los  tribunales  del  país.  Esa  cuestión  no  era  enton- 
ces meramente  especulativa:  era  una  cuestión  d'i  gran  interés,  espe- 
cialmente respecto  de  las  sociedades  francesas  de  seguros,  las  cuales 
realizaban  en  Bélgica  muchas  é  importantes  operaciones.  Por  un  de- 
creto de  la  Corte  de  Casación,  expedido  en  22  de  Julio  de  1847,  la 
cuestión  fué  resuelta  de  una  manera  favorable  á  las  sociedaíles  ex- 
trangeras. Ellas  fueron  reputadas  como  personas  jurídicas  y  hábiles 
por  consiguiente  para  contratar  y  promover  sus  acciones  ante  las 
autoridades  belgas.  La  Corte  fundó  su  decreto  en  el  artículo  3.*  del 
Código  de  Napoleón  adoptado  íntegramente  en  Bélgica  como  Códi- 
go Civil  del  Estado.  Si  los  belgas,  se  dijo,  aun(|ue  residan  fuera 
del  Reino,  están  sujetos  á  las  leyes  de  Bélgica,  por  reciprocidad  las 
leyes  extrangeras  también  regirán  á  los  extrangeros,  sin  distinguir 
de  las  personas  físicas  á  las  jurídiccvs,  pues  el  citado  artículo  no  hace 
tal  distinción. 

E^a  doctrina  estaba  apoyada  en  una  base  científica:  era  conforme 
al  principio  adoptado  por  el  Código  Civil,  y  [)or  tanto  parecía  digno 
de  la  aprobación  general.  No  obstante,  la  decisión  de  la  Corte  fué 
censurada  é  impugnada  por  algunos  profesores  del  derecho.  Las 
impugniíciones  fueron  tan  acaloradas  ([ue  surtieron  su  efecto;  y  la 
Corte  se  consideró  obligada  á  retractarse,  resolviendo  que  las  socie- 
dades extrangeras,  aunque  constituidas  conforme  ala  ley  de  su  país, 
no  podían  tener  en  Bélgica  una  existencia  legal.  El  fundamento  de 
esta  nueva  decisión  se  redujo  á  exponer  que  la  soberanía  de  un  es- 
tado se  limitaba á  su  territorio;  y  de  esta  consideración  se  quiso  de- 
ducir que  los  actos  de  un  poder  extraño  no  podrían  ser  eficaces  en 
Bélgica.  Una  ley  posterior  vino  en  cierto  modo  á  confirmar  esta 
doctrina  y  dispuso  que  las  sociedades  francesas  aunque  autorizadas 
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por  sn  Gobierno,  no  fuesen  consideradas  en  Bélgica  como  personas 
jurídicas  sino  con  la  condición  de  reciprocidad,  declarándose  al  mismo 
tiempo  (]xxe  estxi  regla  era  extensivi  á  cualesquiei-a  otras  sociedades 
extra  ngeras. 

Asi  continuaron  las  cosas  por  algunos  años;  pero  ideas  mas  libera- 
les iban  ganando  terreno  poco  á  |)Oco;  y  al  fin  en  18  de  Mayo  de  1873 
otra  ley  posterior,  reformando  el  libro  3."  del  Código  de  Comercio 
adoptó  una  nueva  y  mas  provechosa  jurisprudencia,  sancionando  las 
reglas  siguientes: 

1/  Las  sociedades  anónimas  y  cualesquiera  otras,  ya  sean  comer- 
ciales ó  industriales  que  se  han  establecido  y  tienen  su  asien- 
to en  país  extrangero,  podrán  ejecutar  sus  operaciones  en 
Bélgica  y  presentarse  enjuicio. 

2/  Toda  soc.edad  cuyo  principal  establecimiento  exista  en  Bél- 
gica, está  sujeta  á  la  ley  belga,  aunque  el  acto  constitutivo 
se  baya  realizado  en  un  \ms  extrangero. 

3.*  Los  artículos  del  Código  de  C  >mercio  relativos  á  la  publi- 
cación de  los  actos  y  balance  sociales,  asi  como  el  artículo 
60  (1)  son  aplicables  á  las  sociedades  extrangerais  que  tengan 
en  Bélgica  una  sucursal  ó  un  asiento  cualquiera  de  operacio- 
nes (2). 

Cuando  í-e  trató  de  reformar  el  Código  Italiano  de  Comercio,  las 
disposiciones  contenidas  en  la  ley  belga  se  tuvieron  presentes  y  no 
dejaron  de  contribuir  á  que  la  Comisión  nombrada  para  proyectar 
las  reformas,  aprobase  algunas  reglas  con  el  designio  de  conceder  las 
garantías  posibles  á  las  sociedades  extrangeras. 

No  parecerá  inoportuno  insertar  aquí  lo  que  el  Ministro  de  Agri- 
cultura, Industria  y  Comercio  expuso  en  la  Memoria  dirigida  á  la 
Comisión  Reformadora    al  principio  de  sus  labores. 

«  Dos  sistemas  opuestos,  dijo,  pueden  adoptarse  respecto  de  las  socie- 
»    dades  extrangeras.  Se  puede  reconocerlas  y  permitir  que    obren 

>  en  nuestro  país  cuando  son  organizadas  según  la  ley  de  su  nación; 

>  y  también  se  puede  rehusar  su  reconocimiento  y  la  facultad  de  que 

>  ejerzan  sus  funcionéis  en  nuestro  Estado  cuando  no  se  han  organizado 

>  según  la  ley  italiana.  Ambos  sisteman  están  simultáneamente  en  vi- 

(IJ  El  artículo  de  que  se  habla  en  esta  parte  de  la  ley,  dispone  que 
todos  los  actos,  facturas,  anuncios  y  otras  piezas  emanadas  de  una  sociedad 
anónima,  contengan  la  denominación  social  precedida  ó  seguida  «le  estas  pa- 
labra.s:  «sociedad  anónima».  8e  prescribe,  ademas,  que  si  las  referidas  piezas 
anuncian  el  capital  social  designen  el  que  resulte  del  último  balance. 

(2)  Véase  en  el  Diario  de  Derecho  Internacional  Privado,  año  1877,  pá- 
gina 381,  el  artículo  de  Namur,  catedrático  de  Lieja,  sobre  la  situación  de  las 
sociedades  extrangeras  en  Bélgica. 
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gor  entre  nosotros;  y  esto  depende  de  la  variedad  de  las  conven- 
ciones   internacionales  celebradas  con  paises  diversos,  según  que 

ellas  estaban  ó  no,  dispuestas  á  consentir  en  la  reciprocidad.  En  el 
primero  de  esos  sistemas  se  corre  el  riesgo  de  permitir,  como  suce- 
de actualmente,  que  operen  en  el  Estado  sociedades  constituidas 
sobre  bases  menos  restrictivas,  ó  si  se  qpiere,  menos  prudentes  que 
aquellas  en  que  se  funda  la  organización  de  nuestras  sociedades. 
Adoptando  el  segundo  sistema,  se  opone  un  gran  obstáculo  al  des- 
arrullo del  comercio,  el  cual  multiplica  todo  los  dias  sus  i*elaciones 
»  internacionales  y  exige  que  las  sociedades  de  un  Estado  puedan 
ejercer  libremente  sus  funciones  en  otro.  Debe  notarse  que  los  da- 
ños provenientes  de  reconocer  sin  condición  las  sociedades  consti- 
tuidas en  un  país  extrangero  viene  disminuyéndose  gradualmente 
porque  las  legislaciones  de  los  Estados  sobre  materia  de  socieda- 
des, se  aproximan  cada  dia  mas:  y  en  la  actualidad,  todas  son  dirigi- 
das por  los  mismos  principios  fundamentales. 
»  El  proyecto  belga,  ha  adoptado  un  sistema  intermedio  que,  en 
mi  concepto,  evita  los  defectos  de  los  otros  dos,  al  paso  que  reúne 
sus  ventajas;  y  yo  quisiem  que  en  conformidad  con  aquel  proyecto 
se  adoptara  la  regla  de  que  la  sociedad  mercantil  constituida  en  un 
país  extrangero  pudiese  obrar  libremente  y  presentarse  ante  la 
autoridad  del  Reino;  pero  que  aquellas  que  tuviesen  su  princi- 
pal establecimiento  ó  ejerciesen  principalmente  su  industria  en 
Italia,  aunque  establecidas  en  un  país  extrangero,  estuviesen  en- 
teramente sujetas  á  la  ley  italiana.  Esto  me  parece  conforme  á 
razón;  y  ademas  se  evitaní  asi  que  los  promotores  de  una  socie- 
dad que  debe  vivir  y  obrar  en  el  Reino,  puedan  sustraerla  á 
nuestra  ley  y  colocarla  bajo  el  imperio  de  una  ley  extraña  con 
solo  el  artitício  de  celebrar  en  otro  Estado  el  acto  de  su  cons- 
titución. 

»  Por  último,  las  sociedades  que  tengan  su  principal  estableci- 
miento ó  ejerzan  principalmente  su  industria  en  un  país  extran- 
gero, cuando  establezcan  en  el  Reino  su  asiento,  sucursales  6 
factorías  permanentes,  deberán  sujetarse  á  nuestras  disposiciones 
relativas  á  la  publicación  de  los  actos,  estatutos,  cuentas  y  balan- 
ces ;  y  las  personas  encargadas  de  la  gestión  de  las  factorías,  su- 
cursales ó  asiento  principal,  deberán  tener  con  respecto  á  un  ter- 
cero, la  misma  responsabilidad  á  que  son  ligados  los  administra- 
dores de  sociedades  italianas.  Asi  la  sociedad  extningera  que 
ejerza  sus  operaciones  en  Italia  estaba  sujeta  á  la  ley  italiana 
en  la  parte  mas  esencial  y  en  aquella  que  puede  serle  prácti- 
camente aplicabl»\»  (1) 

(1)     Actas  de  la  Comisión  encargada  del  proyecto    relativo   á    la  reforma 
de)  Código  Italiano,  Parte  4,  página  218. 
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La  Comisión  después  de  haber  considerado  osta  importante  Me- 
moria aprobó  el  proyecto  que   sigue: 

1.'  La  sociedad  constituida  en  un  país  extrangero  está  sujeta  á 
las  normas  y  formalidades  prescritas  para  la  sociedad  nacio- 
nal y  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  23  (1),  si  tiene  en  el 
Reino  su  asiento,  un  establecimiento  ó  una  agencia  es 
table. 

2.*  Si  la  forma  es  diversa  de  las  indicadas  en  el  artículo  3.*^ 
(2)  se  observiirán  las  formalidades  prescritas  para  la  sociedad 
anónima. 

3/  Las  sociedades  extrangeras  que  tienen  algún  establecimiento 
en  otro  Estado  ó  le  instituyen  después  de  haberse  organi- 
zado, deben  indicarlo,  en  el  primer  caso,  por  el  acto  de  su 
publicación;  y  en  el  segundo  por  acto  adicional  quesera  fir- 
mado por  su  representante. 

4.*  La  inobservancia  de  cualquiera  de  las  disposiciones  arriba 
expresadas,  ademas  de  producir  la  consecuencia  legal  san- 
cionada para  las  sociedades  nacionales,  hará  en  todo  caso 
responsables  de  todos  los  compromisos  sociales  á  sus  direc- 
tores, administradores  ó  personeros. 

La  ley  belga  y  el  proyecto  de  la  Comisión  Italiana  tienen,  pues, 
la  misma  tendencia:  sus  autores  han  querido  poner  un  freno  á  los 
artificios  de  la  mala  fe,  ofreciendo  no  obstante  á  las  sociedades 
extrangcras  los  medios  de  explotar  sin  grandes  embarazos  los  ramos 
de  su  industria  y  ensanchar  el  círculo  de  sus  operaciones.  Mas,  pa- 
rece que  la  Comisión  mencionada,  según  resulta  del  tenor  de  sus 
conferencias,  ha  querido  referirse  únicamente  á  las  sociedades  co- 
merciales. La  ley  belga,  por  el  contrario,  tiene  una  significación 
mas  extensa;  y  á  virtud  de  los  términos  en  que  está  redactada  la 
primem  de  sus  disposiciones,  se  concede  en  Bélgica  una  individuali- 
dad jurídica,  no  solo  á  las  sociedades  comerciales  sino  á  las  indus- 
triales, ya  sean  colectivas,  ya  en  comandita  simple  ó  por  acciones, 
ya  pertenezcan  á  las  que  se  conocen  con  el  n«)mbrp.  de  coopera, 
tivas. 

Los  jurisconsultos  mas  acreditados  no  están  acordes  sobre  las  socie- 
dades  que  pueden  ser  consideradas  como  personas  morales. 

La  jurisprudencia  romana  no  concedía  personalidad  alguna  á  las 
sociedades  particulares.     Ellas   producían    derechos    y   obligaciones 

(1)  El  artículo  23  dispone  que  la  sociedad  constituida  en  un  país  ex. 
trangero  debe  publicar  el  contrato  social. 

(2)  El    artículo    3.*    reconoce  tres   especies  de  sociedades  comerciales,  á 

saber:  las  colectivas,  las  sociedades  en  comandita  simple  ó  por  acciones  cir 

calantes  y  las  anónimas. 

6 


—  82  — 

entre  los  mismos  asociados;  pero  do  teDÍao  existencia  legal  con  res- 
pecto  á  nn  tercero. 

<  El  Derecho  Romano^  dice  Sher,  no  veía  en  este  contrato  nias^ 
'  »  que  un  lazo  que  unía   á  los  socios  entre  si,    fuera  de  una  ó  dos 

»  excepciones,  como  la  referente  á  las    sociedades    para  la  cobranza 
<  de  impuestos,   las  cuales    formaban    universalidades    jurídicas,  la 

>  sociedad  no  existia  con  relación  á  las  terceras   personas;  los  úni- 

>  eos  y  verdaderos    contrayentes    eran   los  socios  entre  sí;   la  aso- 

>  ciacion  que  los   unia,    carecía   de   existencia  respecto    á  terceras- 

>  ¡)ersonas. 

<  Cuando  varios  tnitaban  los  negocios  en  común,  podían   llegar  á 

>  ser    condueños    pro  indiviso;    acreedores    ó  deudoies  conjuntos; 
»  pero  no  existían  <ieudas  ó  créditos  sociales,   ni  capital  social  en  el 

>  verdadero  sentido  de  estas  palabras».  (1) 

Tales  <loctrinas,  en  el  concepto  de  Ortolan,  eran  derivadas  del 
princif>io  romano  según  el  cual  las  obligaciones  no  podían  contra- 
tarse activa  ni  pasivamente  por  el  intermedio  de  otro.  El  crédito  y 
la  obligíu'ion  no  existían  sino  entre  las  mismas  personas  que  ha- 
bían intervenido  en  el  contrato.  Asi  por  derecho  estricti. ,  dice  ese 
mismo  autor,  el  socio  que  habia  contratado  con  un  extraño,  tenia 
solo  contra  él,  derechos  i'i  obligaciones:  y  reciprocamente,  el  tercero 
no  tenia  acción  sino  contra   el  sucio.  (2) 

Actualmente  todos  convienen  en  que  las  sociedades  comerciales  y 
aiin  las  civil(^s  que  tienen  una  forma  comercial,  poseen  una  perso- 
nalidad jurídica,  pero  todavía  están  muy  divididos  los  pareceres  en 
cuanto  á  las  sociedíides  instituidas  bajo  otra  forma.  Eu  el  Código 
de  Chile,  en  el  del  Ecuador  y  en  el  de  Cundinamarca  se  declara 
que  las  sociedades  civiles  son  i)ersonas  jurídicas;  porque  sin  duda 
se  ha  creído  que  es  indispensable  autorizarlas  j)ara  adquirir  dere 
chos,  obligarse  ti  ejercer  sus  acciones  por  medio  de  sus  represen- 
tantes 6  administradores  como  lo  disponen  las  leyes  de  eso'  Esta- 
dos; lo  que  origina  la  necesidad  de  reconocerles  una  personifica- 
ción distinta  de  la  <|ne  corresponde  á  los  socios  considerados  indivi- 
dualmente. 

Otros  códigos  americnnos  no  contienen  esa  declaración  expresa, 
pero  en  todos  ellos  existen  las  disposiciones  que  les  sirven  de  fun- 
damento. 

La  Comisión  por  este  motivo  ha  redactado  el  artículo  17  en  tér- 
minos tales  (jue  guardan  armonía  con  la  jurisiu-udencia  de  las  Re- 
públicas  Americíinas.     En  él  se  comprenden    todas  las  sociedades, 

(1)  Trntn«U»   ile    Derecho  (íerinánico,  traducido  al   español  por  Prieto,  Ca- 
tedrático de  Derecho  en  lan  Tniversidades  de  Zaragoza,  Valladolid  y  Madrid 
página  875. 

(2)  Ortolan.  Explication  historique.  Institus  de  huhinien  X."  153G. 
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ya sean  comerciales,  ya  civiles:  investidas  de  esas  atribuciones  im- 
portantes sin  las  que  no  podrían  desplegar  toda  la  actividad  de 
que  fuesen  susceptibles,  ni  promover  el  adelanto  de  sus  verdaderos 
intereses.  Si  algunas  de  las  sociedades  extranjeras  no  pueden  obrar 
en  nuestras  Repúblicas  sin  causar  una  perturbación  en  el  orden 
público:  si  tienen  un  instituto  que  nuestras  leyes  prohiben  de  una 
manera  explícita,  dejarán  de  obtener  esa  liberal  protección  acor" 
dada  por  el  presente  Tratado  á  las  empresas  sociales. 

La  forma  de  las  sociedades,  según  el  artículo  14,  queda  sujeta, 
como  la  de  cualquiera  otro  contrato,  al  principio  locus  regit  actum; 
pero  las  relaciones  jurídicas  que  nacen  del  acto  de  la  asociación, 
se  regularán  por  la  ley  del  domicilio  social,  entendiéndose  por 
este  el  lugar  en  que  la  sociedad  tiene  su  principal  estableci- 
miento. 

Estas  dos  últimas  reglas  son  en  el  dia  universales  y  se  apoyan 
en  consideraciones  poderosas.  Las  personas  morales  ó  colectivas 
soa  una  abstracción  jurídica  y  no  manifiestan  su  existencia  sino 
en  el  lugar  en  que  explotan  el  ramo  de  su  industria  ó  lo  que  es 
lo  mismo,  donde  tienen  su  principal  estíibleci miento.  Si  en  todo 
lo  perteneciente  á  solemnidades  externas  es  preciso  respetar  la 
ley  del  país  en  que  el  contrato  social  se  ha  celebrado,  no  sucede 
lo  mismo  cuando  se  presenta  la  ocasión  de  juzgar  sobre  la  capaci- 
dad de  las  sociedades  extrangeras,  la  legitimidad  de  su  existencia 
y  los  efectos  jurídicos  de  la  asociación,  ya  sea  entre  los  asociados, 
ya  entre  ellos  y  una  tercera  persona.  Suponiendo  que  una  sociedad 
se  estableciera  siempre  en  el  lugar  donde  es  instituida,  una  misma 
ley  lo  regulariza  todo;  porque  el  lugar  de  su  institución  determi- 
naría precisamente  su  nacionalidad.  Mas,  ni  es  asi  como  pasan  las 
cosas  en  el  curso  de  los  acontecimientos  de  la  vida  civil.  Una 
sociedad  se  funda  en  un  país:  acepta  las  formas  establecidas  allí 
para  su  organización;  y  sin  embargo  se  propone  explotar  el  ramo 
de  su  industria  y  fijar  su  principal  asiento  en  otro  país  á  donde 
la  llaman  sus  intereses,  bien  ó  mal  calculados.  Otras  veces  una 
sociedad  que  quiere  realizar  sus  especulaciones  en  un  Estado,  puede 
tener  la  mira  de  no  someterse  á  sus  leyes;  y  se  instalará  en  otro 
país  donde  la  legislación  sea  menos  severa.  En  tales  casos,  para 
evitar  desórdenes,  la  ley  que  arregla  la  forma,  no  será  la  que 
determine  los  derechos  y  las  obligaciones  que  nacen  del  acuerdo 
de  los  asociados:  la  ley  reguladora  será  la  del   domicilio  social. 

Mr.  Virmer,  cuando  se  discutía  en  la  Cámara  de  Diputados  de 
Bélgica  el  proyecto  de    ley  que  ya    hemos  indicado,  dijo:    <  ¿Las 

>  sociedades  dejarán  de  ser  belgas,  si  formadas  durante  un  viaje  de 

>  sus   fundadores    á  otro    país,   vienen    enseguida    á  establecer  el 

>  asiento  principal  de  sus  operaciones  en  el  Reino?  ¿Cuál  es  la  ley 
»  que  fija  en  Bélgica,  la  nacionalidad  de  las    socie^dades?    Nuestras 


—  84  - 

»  anticuas  costumbres  para    fijar  la    ley  que  había  de  regir  la  so. 

>  ciedad  conyugal,  exigía  que  se  averiguase    el  lugar  en   que  los 

>  cónyuges  proponían  establecerse  y  lo  hacían  efectivamente.  Esta 
»  regla  puede  ser  ahora  sabiamente  aplicada:  ella  resuelve  lacues- 
»  tion.    El  asiento  de  una  sociedad,  y  si   ella  tiene  varios  asientos, 

>  el  principal  determinará  la  ley  que  ha  de  regirla.  ¿Cuando 
»  una  sociedad  tiene  su  principal    asiento  en  un   país,    no    es  ese 

>  mismo  país  el  que  tiene  un  verdadero  interés  en  sujetarla  á  sus 

>  reglas?    ¿No   es  la  ley,  bajo  cuyo  imperio  ella   vive  y  obra,  la 

>  competente  [>ara  imponerle  sus   preceptos,  mas  bien  que  una  ley 

>  extraña  bajo  la  cual  ha  nacido  accidcntjilmente  ó  por  un  fraude? 
»  Tales    el  principio  que  el  provecto  proclama.» 

Estas  observaciones  del  Relator  merecieron  la  aceptación  de  la 
Cámara;  y  el  artículo  á  que  se  referían  fué  aprobado  como  una 
regla  dictada  por  la  ciencia  y  exigida  imperiosamente  por  la  con- 
veniencia  pública. 

Organizadas  las  sociedades  extrangcms  según  su  ley  nacional,  no 
tendrían  dificultad  alguna  para  celebrar  contratos  en  el  seno  de 
nuestras  Repúblicas  ni  üimpoco  paní  interponer  ante  nuestras  auto- 
ridades 1j;s  acciones  que  les  correspondan.  Ellas  recibirán  de 
nuestras  leyes  la  misma  protección  que  se  concede  á  las  personas 
físicas;  sus  derechos  y  gestiones  se  respetarán  con  tal  que  no  se 
opongan  á  la  soberanía  del  país. 

La  ley  adoptará  únicamente  dos  precauciones,  á  saber:  1-*  las 
factorías  ó  sucursales  existentes  en  las  Repúblicas  estarán  obligadas 
á  cumplir  las  leyes  relativas  á  la  publicidad  de  los  actos  sociales; 
2.*  esas  factorías  ó  sucursales  quedarán  sujetas  á  las  autoridades  del 
país  en  lo  concerniente  á  los  negocios  que  realicen  en  él. 

Estas  doó  disposiciones  se  fundan  cu  motivos  de  orden  público: 
son  los  medios  á  que  puede  ocurrir  la  autoridad  nacional  para 
contener  abusos  que  serian  muy  frecuentes,  si  cualquiera  sociedad 
extrangera  pudiese  emitir  acciones  y  celebrar  contratos  en  las  Re- 
públicas sin  manifestar  el  estado  de  sus  negocios,  ni  someterse  á  la 
jurisdicción  local. 

También  se  ha  previsto  el  caso  en  que  una  sociedad  nacional 
quiera  mudar  de  domicilio  porque  le  convenga  continuar  sus  ope- 
racianes  en  otru  país.  La  ley  de  nuestros  Esta>]os  no  puede  opo- 
nerse á  ese  cambio  de  domicilio  sin  sofocar  una  libertad  legítima 
é  infringir  así  una  de  las  leyes  fundamentales  del  sistema  repu 
blicano. 

Los  miembros  de  una  sociedad  son  libres  para  dirigir  sus  negocios 
del  modo  mas  conforme  á  sns  intereses :  una  sola  restricción  puede 
serles  impuesta  por  la  ley,  la  de  no  herir  hts  derechos  del  Estado  ó 
de  los  particulares. 

Si  en  el  país  donde  se  ha  celebrado  la  asociación    y   han    princi- 
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piado  los  trabajos  sociales,  s(i  presentan  después  obstáculos  para 
que  la  sociedad  logre  su  tin,  si  por  circunstancias  imprevistas  ó 
que  no  existían  al  tiempo  de  organizaría,  se  ha  perdido  la  espe- 
ranza de  adquirir  utilidades  y  por  el  contrario  el  fondo  común 
está  expuesto  á  fracasar,  es  indudable  que  los  asociados  ó  sus  di- 
rectores si  están  autorizados  por  los  estatutos  pueden  trasladar  el 
asiento  de  las  operaciones  á  otro  lugar  en  (pie  se  les  presente  una 
perspectiva  halagüeña.  Míis,  en  tal  caso,  la  sociedad  nacional  se 
consideram  disuelta  y  por  consiguiente  los  hi^os  del  país  que  han 
tomado  parte  en  ella,  (piedarán  facultados  para  exigir  su  previa 
liquidación. 

Aprobadas  las  reglas  que  las  Repiibliais  deben  obsi*rvar  sobre 
letras  de  cambio  y  sociedades  extrangeras,  la  Comisión  procedió  á 
discutir  y  acordar  liis  relativas  á  la  falencia,  sobre  la  que  también 
pueden  ocurrir  muchas  cuestiones  espinosas.  Fa»lix,  adicto  á  la 
antigua  teoriadelos  estatutos,  cree  que  las  leyes  sobre  quiebras  son 
personales  y  que  por  lo  tanto  tienen  un  valor  extraterritorial.  (1) 
Rocco,  [)or  el  contrario,  opina  que  esas  leyes  son  estatutos  reales, 
por  lo  que  es  necesario  limitar  los  efectos  de  una  declaración  de 
falencia  á  los  bienes  existentes  en  el  lugar  donde  el  juicio  se  ha 
seguido.  De  este  modo  dos  autores  noüibles  y  que  htin  hecho  estu- 
dios serios  sobre  Derecho  Internacional  Privado,  de  una  misma 
teoria  vienen  á  deducir  consecuencias  enteramente  contrarias.  (2) 
Sin  embargo,  la  opinión  mas  general,  la  mas  acreditada  y  la  que 
está  mas  en  armonía  con  los  principios  ya  aceptados  por  este  Con- 
greso de  Plenipotenciarios,  es  que  el  juicio  de  falencia  pronunciado 
en  cualquier  país  debe  cumplirse,  siem{)re  que  su  cumplimiento  no 
se  oponga  á  las  leyes  de  orden  público  ó  á  los  derechos  de  la  sobe- 
ranía territorial.  Lo  que  le  controvierte  aun  entre  los  (|ue  profesan 
esta  doctrina,  es  si  el  fallo  expedido  sobre  la  quiebra,  surtiró  sus 
efectos  en  un  territorio  extraño,  í^'m  haberse  sometido  previamente 
á  una  revisión,  como  sucede  respecto  de  cualquiera  otra  sentencia» 
ó  si  la  regla  general  debe  tener  una  excepción  en  favor  de  los  inte' 
reses  comerciales,  cuando  se  trata  del  juicio  de  falencia. 

Merlin,  reíiriendo  la  cuestión  únicamente  á  los  síndicos,  dice,  que 
el  acto  en  que  estos  son  nombrados  por  un  juez  ó  tribunal  extran- 
gero,  no  es  en  el  fondo  mas  que  una  mera  procuración,  y  que  las 
procuraciones,  con  tal  que  reúnan  las  formalidades  establecidas  en  el 
lugar  de  su  procedencia,  han  de  tener  un  valor  extraterritorial  y 
producir  sus  efectos  en  todas  partes,  así  como  nadie  duda  que  el 
tutor  nombrado  para  un  menor  ó  para  un  interdicto,  puede  obrar 
contra  los  deudores  de  uno  ú  otro,  sin  la  necesidad   de  la  revisión 

(1)  Foelix— \V.  89  obra  citada. 

(2)  Véase  á  Flore  W.  363.  Obra  citada. 
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de  un  tribunal  fi-ancés.  No  obstante,  Merlin  pone  una  restriecioD  á 
esta  regla  «general.  Si  el  fallido,  dice,  tiene  dos  establecimientos, 
situado  el  uno  en  el  lugar  del  juicio  y  el  otro  en  un  país  extrange.ro, 
los  síndicos  no  estarán  facultados  para  proceder  contra  la  casa  ex- 
trangera,  ni  para  pedir  cuentas.  (1) 

Massé  también  opina  que  los  síndicos  son  en  realidad  unos  man- 
datarios ó  procuradores  nonibi-ados  por  el  juez  de  la  quiebra,  y 
que  investidos  de  esa  representación  pueden  í)roceder  en  cualquiera 
parte  contra  los  deudores  del  fallido  para  obligarlos  al  pago  de 
sus  deudas,  aunqne  la  sentencia  no  haya  sido  revisada  ni  recibido 
de  un  tribunal  francés  el  sello  de  una  ejecutoria;  pero  que  si  se 
tratase  de  obrar  c()ntra  acreedores  franceses,  ya  para  dispuüirles  de- 
rechos ad(|uiridos  sobre  bienes  situados  en  Francia,  ya  para  anular 
los  contratos  que  hubiesen  celebrad(^  con  el  fallido,  la  declanicion  de 
falencia  no  seria  bastante.  Según  Massé,  el  juicio  extrangero  sobre 
quiebra,  al  [irivar  al  fallido  de  la  facultíid  de  administrar  sus  bienes 
y  atribuir  los  derechos  de  cada  acreedor  á  la  masa  responsable, 
se  apoya  en  un  estatuto  real  y  por  este  motivo  no  puede  recaer 
sino  sobre  los  bienes  situados  en  el  f)aís  de  dicho  juicio.  El  mismo 
autor,  agrega,  que  aún  en  el  caso  deque  un  tribunal  francés  hubiera 
revisado  el  fallo  de  falencia  y  ordenado  su  cumplimiento,  ese  fello 
no  podria  efectuarse  con  [«erjuicio  de  un  tercero  respecto  del  cual 
no  tendria  fuerza  de  cosa  juzgada,  por  haberse  pronunciado  sin  su 
Intervención  ;  y  adenuis  pf)r(|ue  el  estatuto  real  en  cuanto  á  dispo- 
ner de  los  bienes,  no  puede  tras[)a?ar  los  límites  del  paíi  en  que 
se  ha  declarado  la  falencia.  Sin  embargo,  Massé  sostiene  que  si 
los  acreedores  franceses  están  de  acuerdo  en  cuanto  á  la  efectividad 
de  la  falencia  y  sus  resultados,  discutiendo  tan  solo  sobre  la  fecha 
á  que  debe  retrotraerse  la  quiebra,  el  juicio  extrangero  bastará 
para  resolverla  cuestión,  auntjue  no  se  le  haya  revisado.  (2) 

Fiore,  cuyas  doctrinas  ha  seguido  la  Comisión  en  estas  y  otras 
materias,  dice  que  en  cualquier  j>arte  debe  tenerse  por  eficaz  el 
juicio  de  quiebra  y  darle  cumplimiento,  no  por  que  la  ley  en  que 
se  funda  es  personal,  como  lo  sostienen  algunos  autores,  sino  por 
que  asi  lo  exije  el  respeto  de  que  son  dignos  los  preceptos  de  la 
justicia  y  los  intereses  del  comercio.  Mas,  el  juicio  de  falencia 
expendido  de  otro  país  necesita  para  producir  sus  efectos  la  revisión 
del  tribunal  del  territorio.  Esa  revisión  no  tendrá  [)or  objeto  en- 
trar en  el  fondo  de  la  causa,  sino  tan  solo  examinar  si  el  fallo  en 
que  se  declara  la  quiebra  ha  sido  pronunciado  ])or  un  tribunal  com- 
petente, si  las  partes  han  sido  legalmente  citadas  ó  representadas; 
y  si  las  disposiciones  contenidas  en  la  resolución  son   contrarias  al 

(1)  Repcrtoire  V.  Faillite.  »Secc.  1  §2  art.  10. 

(2)  Massé  obra  citada  núuj.  809. 


—  87  — 

Derecho  Público  del  Estado. — Aún  esa  revisita  es  innecesaria  se- 
gún Fiore,  cuando  los  síndicos  tratan  de  efectuar  actos  de  mera 
precaución  ó  seguridad  y  que  por  tanto  no  sup(»nen  la  condeuacion 
del  deudor  ni  la  ejecución  sobre  sus  bienes.  Asi  los  síndicos  sin 
necesidad  de  ios  trámites  de  una  revisión,  pueden  recaudar  los  cré- 
ditos activos  del  deudor,  vender  sus  bienes  muebles  y  hasta  cele- 
brar transacciones;  pero  ni  les  sera  permitido  efectuar  embargos  ni 
deseimbargos,  ni  el  remate  de  los  bienes  raices,  sin  que  se  revise 
el  fallo  por  los  objetos  anteriormente  indicados,  (i) 

Otra  de  las  cuestioues  que  ha  sido  indispensable  resolver  en  el 
presente  Tratado,  es  la  relativa  á  la  fecha  en  que  ha  de  principiar 
la  interdicción  del  fallido  con  respecto  á  los  bienes  que  posee  fuera 
del  país  donde  se  ha  declarado  la  falencia.  Segua  Merlin,  esa 
cuestión  puede  presentarse  en  tres  casos:  a  saber,  ó  se  han  com- 
prado en  Francia,  dice  ese  autor,  bienes  del  fallido,  sabiendo  que 
se  habia  declarado  la  falencia,  pero  indebidamente,  ó  se  ignoraba 
la  existencia  del  juicio  de  quiebra  ó  aunque  no  se  tenia  conoci- 
miento de  ese  juicio  se  sabia  que  los  negocios  del  deudor  se  ha- 
llaban en  mal  estado. 

En  el  primer  caso,  se  debe  permitir  al  acreedor  que  contradiga 
la  falencia  y  pruebe  la  ilegalidad  del  fallo;  en  el  segundo  el  juicio 
de  falencia  no  puede  producir  un  efecto  retroactivo;  en  el  tercero, 
los  acreedores  no  necesitan  la  declaración  de  falencia  para  anular 
como  fraudulentos  los  actos  de  su  deudor.  En  cuanto  á  los  acree- 
dores que  han  obtenido  una  hipoteca  después  de  la  declaración  de 
la  quiebra  ó  en  los  diez  dias  anteriores,  Merlin,  opina  qtle  si 
ellos  no  convienen  en  la  falencia,  pueden  llevar  á  cabo  sus  ins- 
cripciones hipotecarias,  aunque  un  tribunal  francés  haya  revisado 
el  fallo  y   ordenado  su  ejecución. 

Massé  divide  en  dos  clases  las  incapacidades  que  resultan  de  un 
juicio  de  falencia:  unas  que  se  refieren  directamente  á  la  persona 
del  fallido;  y  oti*as  que  son  relativas  á  sus  bienes. 

Las  primeras,  como  las  de  ejercer  la  profesión  del  comercio  y 
hacer  operaciones  en  la  bolsa,  siguen  al  fallido  sea  cual  fuese  el 
lugar  en  que  se  encuentre,  porque  se  derivan  de  un  estatuto  per- 
sonal; las  segundas  por  el  contrario  no  valen  sino  en  el  país  en 
que  la  falencia  ha  sido   declarada.  (2) 

Rocco  y  Fiore  no  aceptan  el  parecer  de  Merlin,  ni  el  de  Massé; 
pero  tampoco  miran  la  cuestión  bajo  el  mismo  aspecto  ;  y  acep- 
tan soluciones  enteramente  contrarias.  Rocco  sostiene  que  en  e' 
caso  de  que  se  trata,  hay  un  estatuto  real,  cuyo  principal  é  inme- 
diato objeto  es  el  patrimonio  del  fallido:   la  inhabilitación  ó  inca- 

(1)  Fiore,  obra  citada  núm.  368 . 

(2)  Massé  obra  citada  núm.  646. 


pacidad  de  este  no  es  sino  un  objeto  secundario  ó  mas  bien  uo 
simple  medio,  de  lo  que  se  deduce  que  el  deudor  declarado  en  fe- 
lencia  por  los  tribunales  de  un  país  será  considerado  como  tal  en 
cuanto  á  los  bienes  situados  en  ese  territorio;  pero  su  incapacidad 
desaparece  en  cuanto  á  los  bienes  situados  en  otia  parte. 

Según  Fiore,  todos  los  actos  del  fallido  posteriores  á  la  sentencia 
y  encaminados  á  disponer  de  sus  bienes,  son  nulos.  La  mayoría  de 
los  jurisconsultos,  dice,  al  decidir  sobre  la  validez  <le  esos  actos, 
no  so  cuida  de  saber  si  el  tercero  con  quien  lia  tmttido  él  deudor, 
ha  procedido  con  buena  ó  mala  fe. 

Ellos  exponen  que  en  esta  materia  no  se  discute  una  cuestión 
de  buena  fe,  sino  de  capacidad,  y  que  asi  como  es  nulo  un  con- 
trato celebrado  por  un  menor  ó  por  un  interdicto,  con  un  tercero 
que  ignora  esta  condición,  del  mismo  modo  es  preciso  reconocer  la 
nulidad  de  los  actos  ejecutados  por  el  fallido  después  que  se  ha 
privado  de  la  administración  de  sus  biene^s,  aunque  el  terceix)  do 
tenj^a  noticia  de  la  sentencia  v  esté  mas  6  menos  distante  del  lu- 
gar  en  que  ha  sido  pronunciada.  Fiore,  á  los  anteriores  motivos 
añade  que  el  comercio  es  cosmopolita  y  que  la  jusüi  distribución 
de  la  masa  deudora,  interesa  a  todo  el  mundo  comercial  v  es  una 
condición  indispensable  para  que  la  confianza  facilite  las  transac- 
ciones*?. (1)  Tales  son  las  doctrinns  en  que  se  apoya  el  artículo  30. 
Al  tratarse  de  la  rejiai-ticion  de  los  bienes  del  fallido  entre  sus 
acreedores,  puede  suceder  que  algunos  de  esos  bienes  existan  fuera 
del  lugar  del  juicio  y  estén  gravados  con  deudas  privilegiadas  é 
hipotecarias.  En  tal  caso,  para  determinar  el  orden  en  que  esos 
créditos  han  de  ser  pagados,  es  necesario  decidir  si  se  respetará  la 
ley  del  territorio  del  juicio,  ó  la  vigente  en  el  lugar  donde  los 
bienes  están  situados.  La  Comisión  ha  dado  la  preferencia  á  esta 
última,  siguiendo  la  opinión  de  Fiore,  Savigny  y  r  tros  jurisconsul- 
tos; pero  con  la  calidad  de  que  los  acreedores  hagan  uso  de  su 
derecho  ante  la  misma  autoridad  que  ha  declarado  la  quiebra. 
De  este  modoso  obtienen  la  unidad  del  juicio,  h\  uniformidad  de 
sus  decisiones  y  la  regular  distribución  de  la  masa  concursada,  sin 
que  se  bollen  los  derechos  adquiridos  antes  de  la  falencia. 

En  cuanto  á  los  tribunales  que  tienen  una  competencia  legítima 
para  conocer  del  juicio,  el  artículo establece  la  regla  general- 
mente aceptada  y  que  ofrece  muchas  ventajas.  Los  tribunales  del 
domicilio  comercial  del  fallido  son,  en  efecto,  los  que  pueden  ve- 
rificar su  estado  activo,  su  pasivo,  las  causas  que  han  producido  la 
quiebra  y  la  calificación  que  esta  merece ;  son  asimismo  los  que 
pueden  expedir  providencias  oportunas  y  eficaces  para  que  el  deu- 
dor común  no  haga  ilusorias  sus   responsabilidades.    Fiore  designa 

(1)    Fiore,  obra  citada  nnm.  866  y  367. 
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con  mucha  exactitud  las  funciones  que  corresponden  al  juez  ó 
tribunal  que  conoce  de  la  quiebra.  <  Dos  funciones  bien  distintas, 
«  dice,  corresponden  al  magistrado  competente  para  declarar  la 
»  falencia:  la  primera  comprende  todos  los  actos  preparatorios  para 
»  determinar  el  estado  pasivo  y  el  activo  del  deudor:  la  segunda 
»  tiene  por  objeto  fijar  los  derechos  de  cada  acreedor  sobre  la  nmsa 
»  activa  y  llegar  á  la  división  de  ios  bienes  en  el  caso  de  la  insu- 
»  ficiencia  del  activo.»  En  los  actos  preparatorios  se  comprenden 
no  solo  el  nombramiento  de  los  síndicos,  el  acto  de  poner  los  sellos 
y  hacer  todo  lo  que  se  refiere  á  la  administración  de  la  falencia 
sino  también  la  verificación  de  los  créditos,  la  venta  de  los  bienes 
y  todo  lo  necesario  para  la  formación  de   la  masa.  (1) 

La  Comisión  cree  que  observándose  todas  las  disposiciones  conte- 
nidas en  su  proyecto  y  que  están  acordes  con  las  doctrinas  expues- 
tas  en  esta  Memoria,  no  será  difícil  resolver  los  conflictos  que  ocu- 
rran en  nuestras  relaciones  mercantiles  con  los  extrangeros. 

Los  Señores  Plenipotenciarios  de  las  otras  Repúblicas,  representa- 
das en  este  Congreso  de  Jurisconsultos  Americanos,  se  han  visto 
obligados,  á  suspender  sus  confereucias  y  la  Comisión  siente  pro- 
fundamente que  los  acontecimientos  actuales  no  les  hayan  permitido 
discutir  y  aprobar  este  y  otros  proyectos  que  existen  en  su  Secre- 
taría, tales  como  los  relativos  al  ejercicio  de  las  profesiones  libe- 
rales, al  arbitraje  internacional,  á  los  matrimonios  mixtos  y  entre 
personas  no  católicas. 

Sin  embargo,  no  se  debe  perder  la  esperanza  de  que  restablecida 
la  paz  en  este  Continente,  extinguidos  los  sentimientos  que  ha  cau- 
sado una  guerra  desastrosa,  las  Repúblicas  de  la  América  Española 
reconozcan  la  necesidad  de  los  esfuerzos  para  dar  la  última  mano  á 
estos  trabajos  y  emprender  otros  nuevos  que  deben  cumplir  el  fin 
con  que  se  instaló  esta  Asamblea  en  dias  mas  serenos. 

Lima,  20  de  Marzo  de  1881. 

Firmado — Antonio  Arenas. 


(1)     Fiore,  obra  citada  núm.  377. 


PROYECTO  HE  TRATADO  DE  DERECHO  COMERCIAL  INTERNACIONAL. 


TÍTULO  I. 

DE   LOS   ACTOS   DE   Cí)MERCIO  Y  DE  LOS  COMERCIANTES. 

Artículo  1." 

Los  actos  jurídicos  serán  considerados  actos  de  comercio  ó  del  fuero 
civil,  con  arreglo  á  la  ley  del  país  en  que  se  efectúan. 

Artículo  2." 

Las  personas  físicas  ó  jurídicas  serán  ó  no  calificadas  de  comercian- 
tes, según  la  ley  del  país  en  que  tienen  lugar  los  actos  que  esas 
personas  ejerciten. 

Artículo  3.' 

Los  comerciantes  y  agentes  auxiliares  del  comercio  están  sujetos 
alas  leyes  comerciales  del  país  en  que  practican  los  actos  que  les 
confieren  el  carácter  que  invisten. 

TÍTULO    IL 

DE   LAS  SOCIEDADES. 

Artículo  4.' 

El  contrato  de  sociedad  se  riíje  tanto  en  su  forma,  como  respecto 
á  las  relaciones  jurídicas  entre  los  socios,  y  entre  éstos  y  los  terceros, 
por  la  ley  del  país  en  que  la  sociedad  tiene  su  domicilio. 

Artículo  5.* 

Las  sociedades  ó  asociaciones  que  tengan  carácter  de  persona  jurí- 
dica se  regirán  por  las  leyes  del  país  de  su  domicilio;  serán  recono- 
cidas de  pleno  derecho  como  tales  en  los  Estados,  y  hábiles  para 
ejercitar  en  ellos  derechos  civiles,  y  gestionar  su  reconocimiento  ante 
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los  tribunales;  pero  no  podrán  ejercer  operaciones  connerciales  en 
otros  Eistados,  si  no  se  hiciesen  reconocer  previamente  en  ellos  como 
personas  jurídicas,  llenando  los  requisitos  establecidos  por  las  leyes 
de  los  mismos. 

Artículo  6." 

Las  sucursales  ó  agencias  constituidas  en  un  país  por  una  sociedad 
radicada  en  otro,  se  considerarón  domiciliadas  en  el  lugar  en  que  re- 
siden y  sujetas  á  la  jurisdicción  de  las  autoridades  locales,  en  lo 
concerniente  á  las  operaciones  que  practiquen. 

Artículo  7.' 

Las  sociedades  que  tienen  su  i>rincipal  establecimiento  en  un  país 
se  rigen  por  sus  leyes,  aun  cuando  el  acto  por  el  cual  han  sido  orga- 
nizadas se  haya  realizado  en  el  territorio  de  otro. 

Artículo  8.* 

Son  jueces  competentes  para  conocer  de  los  litigios  que  surjan 
entre  los  socios  ó  que  inicien  los  terceros  contra  la  sociedad  sobre 
asuntos  que  se  relacionen  con  el  giro  de  los  negocios  sociales,  los  del 
país  en  que  la  sociedad  tiene  su  domicilio  legal,  sin  perjuicio  de  lo 
dispuesto  en  el  artículo  6." 

TÍTULO  III. 

DE   LOS   SEGUROS  TERRESTRES,   MARÍTIMOS   Y  SOBRE  LA  VIDA. 

Artículo  9.* 

El  contrato  de  seguros  terrestres  se  rige  por  la  ley  del  país  en  que 
está  situado  el  bien  objeto  del  seguro,  en  la  época  de  su  celebración. 
A  ese  mismo  principio  están  sujetos  los  seguros  de  trasportes  por 
rios  6  aguas  interiores. 

Artículo  10. 

Los  seguros  marítimos  y  sobre  la  vida  se  rigen  por  las  leyes  del 
país  en  que  está  domiciliada  la  sociedad  asegui-adora,  ó  sus  sucursa- 
les y  agencias  en  el  caso  previsto  en  el  artículo  6-" 

Artículo  11. 

Son  competentes  para  conocer  de  las  reclamaciones  que  se  deduz- 
can contra  las  sociedades  de  seguros,  los  tribunales  del  país  en  que 
dichas  sociedades  tienen  su  domicilio  legal. 
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Si  esas  sociedades  tienen  constituidas  sucursales  en  otros  Estados 
regirá  lo  dispuesto  en  el  artículo  ü." 

TÍTULO  IV. 

DE  LOS   CHOQUES,   ABORDAJES  Y  NAUFRAGIOS. 

Ai-tículo  12. 

Los  clioques  y  abordajes  de  buques  se  rigen  por  la  ley  del  país  en 
que  se  producen  y  quedan  sometidos  á  la  jurisdicción  de  los  tribuna- 
les del  mismo. 

Artículo  13. 

Si  los  choques  y  abordajes  tienen  lugar  en  aguas  neutrales,  la 
ley  aplicable  será  la  de  la  Nación  á  que  pertenece  el  pabellón  de  los 
buques. 

Si  estos  llevan  distinta  bandera,  regim  la  ley  del  Estado  mas  favo- 
rable al  que  resulte  culpable  del  choque  6  que  le  dé  el  carócter  de 
un  hecho  producido  por  fuerza  mayor  ó  caso  fortuito. 

En  el  caso  previsto  en  el  inciso  anterior,  corresponderá  el  juzga- 
miento de  las  cuestiones  que  surjan  con  tal  motivo,  á  los  jueces  del 
país  que  tiene  jurisdicción  en  el  primer  puerto  á  que  arriben. 

Si  los  buques  arriban  a  puertos  situados  en  distintos  territorios, 
ejercerán  jurisdicción  las  autoridades  que  prevengan  en  el  conoci- 
miento del  asunto. 

Artículo  14. 

En  los  casos  de  naufragio,  serán  competentes  las  autoridades  del 
territorio  marítimo  en  que  tiene  lugar  el  suceso. 

Si  el  naufragio  se  realiza  en  aguas  neutrales,  conocerán  los  tribu- 
nales del  país  del  pabellón  del  buque  ó  los  del  domicilio  del  de- 
mandado en  el  momento  de  la  iniciación  del  juicio,  á  elección  del 
demandante. 

TÍTULO  V. 

DEL    FLETAMENTO. 

Artículo  15. 

El  contrato  de  íletamento  se  rige  y  juzga  por  las  leyes  y  tribuna- 
les del  país  en  que  está  domiciliada  la  agencia  marítima  con  la  cual 
ha  contratado  el  fletante. 
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Si  el  contrato  tiene  por  objeto  la  conducción  de  pasajeros,  se  re- 
girá y  juzgará  por  la  ley  y  tribunales  del  domicilio  de  la  agencia 
marítima  con  quien  se  estipula  la  expedición  de  los  pasajes. 

Artículo  16. 

Si  la  agencia  marítima  no  existe  en  la  época  en  que  se  inicia  el 
litigio,  el  fletador  podrá  también  accionar  ante  los  tribunales  del  país 
en  que  se  encuentren  domiciliados  los  socios  ó  representantes  de  la 
misma. 

Si  el  actor  fuese  el  fletante,  podrá  iniciar  su  demanda  ante  los  tri- 
bunales del  Estado  en  que  se  encuentre  domiciliado  el  fletador. 

TÍTULO  VI. 

DE   LOS   PRÉSTAMOS   A   LA    GRUESA   ó   A   RIESGO   MARÍTIMO. 

Artículo  17. 

El  contrato  de  préstamo  á  la  gruesa  se  rige  por  la  ley  del  país  en 
que  se  hace  el  préstamo. 

Artículo  18. 

Las  sumas  tomadas  á  la  gruesa  para  las  necesidades  del  último 
viaje  tienen  preferencia  en  el  pago,  á  las  deudas  coutraidas  para  la 
construcción  ó  compra  del  buque,  y  al  dinero  tomado  á  la  gruesa  en 
un  viaje  anterior. 

Los  préstamos  hechos  durante  el  viaje  serán  preferidos  á  los  que 
se  hicieren  antes  de  la  salida  del  buque,  y  si  fuesen  muchos  los  prés- 
tamos tomados  en  el  curso  del  mismo,  se  graduará  entre  ellos  la  pre- 
ferencia, por  el  orden  contrario  de  sus  fechas,  prefiriéndose  el  que 
sigue  al  que  precede. 

Los  préstamos  contraidos  en  el  mismo  puerto  de  arribada  forzosa 
y  durante  la  misma  estancia,  entrarán  eñ  concurso  y  serán  pagados  á 
prorata. 

Artículo  19. 

Las  cuestiones  que  se  susciten  entre  el  dador  y  el  tomador  serán 
sometidas  á  la  jurisdicción  de  los  tribunales  donde  se  encuentren  los 
bienes  sobre  los  cuales  se  ha  realizado  el  préstamo. 

En  el  caso  en  que  el  prestamista  no  pudiese  hacer  efectivo  el  co- 
bro de  las  cantidades  prestadas  en  los  bienes  afectos  al  pago,  podrá 
ejercitar  su  accionante  los  tribunales  del  lugar  del  contrato  ó  del  do 
micilio  del  demandado. 
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TÍTULO  VIL 

DE  LA  GENTE  DE  MAR. 

Artículo  20. 


Los  contratos  de  ajuste  de  los  oficiales  y  de  la  gente  de  mar  se 
rigen  por  la  ley  del  país  en  que  el  contrato  se  celebra. 


Ai-tículo  21. 

Todo  lo  concerniente  al  orden  interno  del  buque  y  á  las  obligacio 
nes  de  los  oficiales  y  gente  de  inar  se  rige  por  las  leyes  del  país  á  que 
pertenece  la  bandera  del  buque. 

TÍTULO   VIH. 

DE    LAS    AVERÍAS. 

Artículo  22. 

Las  averías  que  el  Derecho  Comercial  denomina  gruesas  ó  comunes 
se  rigen  por  la  ley  de  la  Nación  á  que  pertenece  la  bandera  del  buque 
en  que  han  ocurrido. 

Artículo  23. 

Las  averías  particulares  se  rigen  por  la  ley  aplicable  al  contrato 
de  íletamento  de  las  mercarlerías  que  las  sufren. 

Artículo  24. 

Son  jueces  competentes  para  conocer  en  los  juicios  de  averías  co- 
munes, los  que  ejercen  jurisdicci(.)n  en  el  puerto  en  que  termina 
el  viaje. 

Artículo  .25. 

Los  juicios  de  averías  particulares  se  radicarán  ante  los  tribuna- 
les del  país  en  cuyo  territorio  tiene   higar  la  entrega  de  la  carga. 

Artículo  26. 

Si  el  vhije  se  revoca  antes  de  la  partida  del  buque,  ó  si  después 
de  su  salida  se  viese  obligado  á  volver  al  puerto  de  la  carga,  cono- 
cerán del  juicio  de  averías,  los  jueces  del  país  en  cuyo  territono  ju- 
risdiccional está  comprendido  dicho  puerto. 
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TÍTULO  IX. 

DE  LAS   LETRAS   D»  CAMBIO. 

Artículo  27. 

El  giro,  el  endoso,  la  aceptación  y  el  protesto  de  una  letra  de  cam- 
bio deben  ser  redactados  según  la  ley  del  lugar  en  que  respectiva- 
mente se  realicen  dichos  actos. 

Artículo  28. 

Las  relaciones  jurídicas  (jue  no  dependan  de  la  forma  en  que  ha 
sido  redactada  la  letra  entre  el  girador,  el  tomador  y  los  endosantes, 
se  rigen  por  la  ley  del  país  en  que  está  domiciliado  el  girador  en  la 
épocíi  en  que  se  hace  el  giro. 
En  su  consecuencia,  es  con  arreglo  á  esa  ley  que  deben  regirse: 
1.*    Las  obligaciones  del    girador  hacia  el  tomador  en  todo  lo 
relativo  á  la  provisión  de  fondos  y  á  las  acciones  que  contra 
aquel  pueden  ser  ejercitadas,  en  el  caso  de  no  ser  pagada  la 
letra  por  el  girado; 
2."    Las  obligaciones  del  endosante  con  relación  á  su  cesionario 

y  los  portadores  subsiguientes  de  la  letra; 
3.*  Todo  lo  relativo  al  pago,  á  la  fijación  del  vencimiento,  á 
los  plazos  dentro  de  los  cuales  debe  el  portador  cumplir  sus 
obligaciones  y  recurrir  contra  el  girador  y  endosantes,  para 
el  efecto  de  saber  si  el  girador  puede  ó  no  oponer  la  excep- 
ción de  que  la  letra  está  perjudicada. 

Artículo  29. 

Los  derechos  y  obligaciones  entre  el  aceptante,  el  girador  y  los  en- 
dosantes se  rigen  por  la  ley  del  domicilio  del  aceptante,  en  la  época  de 
la  aceptación. 

Artículo  30. 

Las  obligaciones  del  (jue  firma  un  uval  se  determinan  por  la  ley 
que  rige  las  obligaciones  de  la  persona  garantida. 

Artículo  31. 

Los  derechos  y  obligaciones  que  se  derivan  de  la  aceptación  por  in- 
tervención, se  rigen  por  la  ley  del  país  en  que  está  domiciliado  el  in- 
terventor. 
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Artículo  32. 

Si  en  un  paísse^ira  una  letra  en  que  se  indica  una  moneda  que  no 
es  corriente  en  la  Nación  en  que  se  hace  efectivo  el  cobro,  el  pügo 
se  verificará  en  la  moneda  del  país  y  en  la  suma  que  según  el  curso 
del  cambio  equivalga  al  valor  expresado  en  la  letra,  al  tiempo  de  su 
vencimiento. 

Artículo  33. 

Lo  dispuesto  en  Q^te  título  rige  para  los  vales,  billetes  ó  pagarés  de 
comercio,  en  cuanto  les  sean  aplicables. 

Artículo  34. 

Las  cuestiones  que  surjan  entre  las  personas  que  han  intervenido 
en  la  negociación  de  una  letra  de  cambio,  se  ventilarán  ante  los  jueces 
del  domicilio  de  los  demandados  en  la  época  en  que  se  obligaron  ó 
del  que  tengan  en  el  momento  de  la  demanda. 

TÍTULO  X. 

DE    LAS    FALENCIAS. 

Artículo  35. 

Son  jueces  competentes  paní  conocer  de  los  juicios  de  quiebra,  los 
del  domicilio  comercial  del  fallido,  sea  éste  una  persona  física  6  una 
persona  jurídica. 

Artículo  86. 

Rige  el  principio  consignado  en  el  artículo  anterior,  aun  cuando 
el  comerciante  declarado  en  quiebra  practique  accidentalmente  actos 
de  comercio  en  otra  Nación,  ó  mantenga  en  ella  agencias  6  sucur- 
sales que  obran  por  cuenta  y  b;ijo  la  responsabilidad  de  la  casa 
principal,  cuya  suspensión  de  pagos  ha  dado  mérito  á  la  declaración 
de  quiebra. 

Artículo  37. 

Si  el  fallido  tiene  dos  ó  mas  casas  comerciales,  sepamdas  y  distin- 
tas en  diversos  territorios,  serán  competentes  para  conocer  del  juicio 
de  quiebra  de  cada  una  de  ellas,  los  jueces  y  tribunales  de  sus  res 
pecti  vos  do  m  i  ci  1  i  os . 
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Artículo  38. 

Declarada  la  quiebra  en  un  país,  en  el  caso  del  artículo  anterior 
las  medidas  preventivas  dictadas  en  ese  juicio  se  harán  efectivas 
sobre  los  bienes  que  el  fiallido  tenga  en  otro  territorio,  sin  perjuicio 
del  derecho  que  los  artículos  siguientes  conceden  á  los  acreedores 
locales. 

Artículo  39. 

una  vez  cumplidas  las  medidas  preventivas  por  medio  de  las  res- 
pectivas cartas  rogatorias,  el  juez  exhortado  hará  publicar  por  el 
término  de  sesenta  dias  en  los  diarios  de  la  localidad  en  que  ejerce 
su  jurisdicción,  avisos  en  que  dé  á  conocer  el  hecho  de  la  declaración 
de  quiebra  y  las  medidas  preventivas  que  se  han  dictado.  , 

Artículo  40. 

Los  acreedores  locales  podrán,  dentro  del  plazo  fijado  en  el  artículo 
anterior,  á  contar  desde  el  dia  siguiente  á  la  publicación  de  los  avi- 
sos, promover  un  nuevo  juicio  de  quiebra  contra  el  fallido  en  ajeno 
territorio,  ó  concursarlo  civilmente  si  no  procediese  la  declaración  de 
quiebra. 

En  tal  caso,  los  diversos  juicios  de  quiebra  se  seguirán  con  entera 
separación  y  se  aplicarán  respectivamente  en  cada  uno  de  ellos  las 
leyes  del  país  en  que  radican. 

Artículo  41. 

Entiéndese  por  acreedores  locales  que  corresponden  á  la  quiebra  ó 
concurso  abierto  en  un  país,  aquellos  cuyos  créditos  son  regidos  por 
las  leyes  del  mismo,  según  los  principios  consignados  en  el  presente 
Tratado,  y  en  aquel  que  las  Altas  Partes  Contratantes  han  firmado 
sobre  Derecho  Civil  Internacional. 

Artículo  42. 

Cuando  proceda  la  pluralidad  de  quiebras  6  concursos,  según  lo 
establecido  en  este  Título,  el  sobrante  que  resultare  á  favor  del  fa- 
llido, después  de  liquidado  el  activo  y  pasivo  de  cualquiera  de  ellos 
será  puesto  á  disposición  de  los  acreedores  del  otro,  debiendo  enten. 
derse  con  tal  objeto  los  jueces  de  uno  y  otro  concurso. 

Artículo  43. 

En  el  caso  en  que  se  siga  un  solo  juicio  de  quiebra  porque  así 
corresponda,  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  35  y  36,  ó  porque  los 
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dueños  de  los  créditos  locales  no  hayan  hecho  uso  del  derecho  que 
les  concede  el  artículo  40,  todos  los  acreedores  del  fallido  presentarán 
sus  títulos  creditorios  y  harán  uso  de  sus  derechos  ante  el  juez  ó  tri 
bunal  que  ha  declarado  la  quiebra. 

Artículo  44. 

Aun  cuando  exista  un  solo  juicio  de  quiebra,  los  acreedores  hipote- 
carios anteriores  á  la  declaración  de  quiebra,  podrán  ejercer  sus  de- 
rechos sobre  los  bienes  hipotecados  ó  dados  en  prenda  ante  los  tri- 
bunales en  que  están  radicados. 

Artículo  45. 

Los  privilegios  que  favorezcan  á  los  dueños  de  créditos  localizados 
en  el  país  en  que  ha  sido  declarada  la  quiebra  y  que  fuesen  adquirido^ 
cOn  anterioridad  al  auto  declaratorio  de  falencia,  se  respetarán  aún 
en  el  caso  en  que  los  bienes  sobre  que  recaiga  el  privilegio  se  tras- 
porten á  otro  territorio  y  exista  en  él,  contra  el  mismo  fallido,  un 
juicio  de  quiebra  6  formación  de  concurso  civil. 

Lo  dispuesto  en  el  inciso  anterior  solo  tendrá  efecto  cuando  el 
trasporte  de  bienes  se  haya  realizado  dentro  del  plazo  de  la  retroac- 
ción de  la  quiebra. 

Artículo  46 

La  autoridad  de  los  síndicos  ó  representantes  legales  de  la  quiebra 
ó  concurso,  debe  ser  reconocida  en  todos  los  Estados,  si  lo  fuese  por 
la  ley  del  país  en  cuyo  territorio  radica  el  concur^'o  á  quien  repre- 
sentan, y  deberán  ser  admitidos  en  todas  partes  á  ejercer  las  funcio- 
nes que  les  son  concerlidas  por  la  misma  ley,  y  que  no  estén  en  con- 
tradicción con  lo  preceptuado  en  este  Tratado. 

Artículo  47. 

Los  rei)resentantes  legales  de  un  concurso  tendrán  personería  ante 
los  tribunales  de  otro  Estado,  que  conozcan  en  la  quiebra  del  mismo 
fallido  para  impedir  que  sean  burlados  los  derechos  que  les  acuerda 
el  presente  Tratado. 

Artículo  48. 

En  el  cuso  en  que  sea  procedente  la  formación  de  concursos  sepa- 
rados contra  una  misma  persona,  será  competente  para  dictar  todas 
aquellas  medidas  iS  resoluciones  que  afecten  j)ersonalmente  al  fallido, 
el  tribunal  en  cuya  jurisdicción  resida. 

Artículo  49. 

La  rehabilitación  del  fallido  solo  tendrá  lugar  cuando  haya  sido 
pronunciada  en  todos  In»  f'oncursos  que  se  le  sigan. 
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TÍTULO  FINAL. 

DISPOSICIONES  OENBRALBS. 

Artículo  50. 

* 

Las  reglas  sancionadas  por  las  Altas  Partes  Contratantes  sobre  ma^ 
teria  civil,  de  procedimientos  y  jurisdiccional,  rigen  en  materia  mer 
cantil  en  los  casos  que  aunque  de  carácter  comercial  no  han  sido  con 
siderados  especialmente  en  este  Tratado. 

Artículo  51. 

La  mera  residencia  de  una  persona  se  tendrá  como  su  domicilio 
cuando  no  lo  tuviere  constituido  en  parte  alguna. 

Montevideo,  Octubre  17  de  1888. 

M.  M.  6ÁLVEZ. 

Gonzalo  Bamibsz. 


ACTA  NÜM,  9. 


SESIÓN  DEL  24  DE  OCTUBRE  DE  1888. 


Presidencia  del  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  Garcia  Lagos. 

Estando  presentes: 

Por  la  UepiMica  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  (Quintana. 

Pcyr  la  UepíMica  de  Bolivi/i. 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman. 

Por  la  Eepiíhlica  de  Chile: 

El  Señor  Don  Belis^rio  Prats. 

Por  fu  R^mhlica  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana. 

Por  la  RepühUca  Oriental  del  Uruguag. 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  (tarcia  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 

La  Sesión  se  abre  á  Ju.s  3.20  \).  in. 

Fué  leida,  aprobada  y  firmada  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

El  Señor  Presidente  dijo:  que  habiendo  despachado  la  Comisión 
de  Derecho  Procesal,  Propiedad  Literaria,  Inventos  y  Marcas  de  Fá- 
brica, el  proyecto  respectivo,  dispondría  su  impresión  para  distribuirlo 
á  los  Señores  Plenipotenciarios,  de  acuerdo  con  lo  establecido  en  el 
Reglamento. 
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La  nota  con  que  se  ha  presentado  dicho  proyecto  es  la  siguiente : 

«Comisión  de  Ley  de  Procedimientos  Judiciales,  Propiedad  Litera- 
ria é  Industrial,  etc.,  etc. — Montevideo,  Octubre  24  de  1888. — AlHo* 
norable  Congreso  Internacional  Sud-Americano. — Honorable  Congreso: 
— La  Comisión  de  Ley  do  Procedimientos  Judiciales,  Propiedad 
Literaria  é  Industrial,  etc.,  etc.,  tiene  el  honor  de  presentar  su  pro- 
yecto de  trabajo  terminado,  y  lo  somete  á  vuestra  deliberación, 
designando  como  Miembro  Informante  al  Señor  Plenipotenciario  por 
la  República  del  Perú,  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez. — Dios  guarde 
á  V.  H. — Honorable  Congreso : — Guillermo  Matta.— Benj.  Aceval. — 
M.  M.  Gálvez. 

Kl  citado  Proyecto  queda  anexado  á  la  presente  Acta. 

No  habiendo  otro  asunto  de  que  ocuparse,  la  Sesión  se  levanta  á 
las  3.35  p.  m. 

IiiD  García  Lagos 

Presidente 

Manl  Quintana 

Soo.  Vaca-Guzman 

B.  Pbats. 

Cesáreo  Chacaltana 

Gonzalo  Ramírez 


DEL  PROCEDIMIENTO  JUDICIAL. 


TITULO  I 

PRINCIPIOS    GENERALES. 

Artículo  1/ 

Los  juicios  que  se  promuevan  en  los  Estados  signatarios  y  las 
excepciones  que  se  deduzcan,  se  tramitarán  según  la  ley  de  procedi- 
mientos de  la  Nación  en  cuyo  territorio  se  entablen  las  acciones  ó 
incidencias  judiciales,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza. 

ArÜculo  2.' 

La  ley  de  procedimientos  del  lugíir  en  que  se  siga  el  juicio,  regirá 
en  lo  que  toca  á  las  pruebas  que  los  interesados  ofrezcan  para 
justificar  sus  derechos;  pero  cuando  se  tnite  de  probar  la  existencia 
del  acto  jurídico  ó  de  apreciar  su  forma,  entonces  la  prueba  se  arre- 
glará á  la  ley  del  lugar  en  que  el  acto  se  realizó,  siempre  que  no 
esté  prohibida  aquella  en  el  lugar  en  que  se  produce. 

TÍTULO  II 

DEL  CUMPLIMIENTO  DE  LOS  BXHORTOS,  SENTENCIAS  Y  FALLOS  ARBITRALES. 

SECCIÓN  PRIMERA. 
PARTE     CIVIL. 

Artículo  3." 

Las  sentencias  y  fallos  arbitrales  homologados  dictados  en  asuntos 
civiles  y  comerciales  en  uno  de  los  Estados  signatarios,  tendrán  en 
los  territorios  de  los  demás  la  misma  fuerza  que  en  el  país  en  que 
se  han  pronunciado  y  se  cumplirán  por  sus  autoridades,  ciñéndose 
á  lo  prescrito  ©n  este  Tratado. 

Artículo  4." 

La  ejecución  de  las  sentencias  y  fallos  arbitrales  ho  mologados,  se 
pedirá  al  juez  ó  tribunal  de  primera  instancia  del  lugar  en  que  han 
de  cumplirse,  para  lo  cual  se  presentará  el  exhorto,  conteniendo 
insertos : 

1/ — La  sentencia  ó  fallo  íntegramente. 
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2.* — Las  piezas  necesarias  para  aci-editar  que  las  partes  han  sido 
citadas. 

3/ — Copia  de  las  leyes  en  que  se  apoya  la  sentencia. 
4." — Copia  de  las  leyes  que  den  ó  las  sentencias  ó  fallos  el  carácter 
de  ejecutoriados  ó  pasados  en  autoridad  de  cosa  juzgada. 

Artículo  5." 

El  juez  exhortado  para  dar  cumplimiento  al  exhorto  ó  carta  roga- 
toria, examinará  si  reúne  las  siguientes  condiciones: 

(a) — Que  la  sentencia  ó  folio  haya  sido  pronunciado  por  tribunal 
competente  y  tenga  el  carácter  de  ejecutoriado  ó  pasado  en  autoridad 
de  cosa  juzgada  en  el  estado  en  que  se  ha  expedido; 

(b) — Que  la  parte  contra  quien  se  ha  dictado  haya  sido  legnlmente 
citada  y  representada  ó  declarada  rebelde  conforme  á  la  ley  del 
país  en  donde  se  ha  seguido  el  juicio; 

(c) — Que  se  haya  dictado  sin  infracción  de  los  principios  consig- 
nados en  este  Tratado,  y 

(d) — Que  no  se  oponga  á  las  leyes  de  orden  público  del  país  de 
su  ejecución. 

Artículo  6." 

La  parte  que  se  considere  perjudicada  con  el  auto  del  juez  exhor- 
tado, podrá  interponer  los  recursos  que  la  ley  permita  en  el  país  de 
la  ejecución;  pero  se  prohibe  toda  controversia  que  se  refiem  á 
alguno  de  los  casos  puntualizados  en  el  artículo  anterior. 

Artículo  7.' 

El  carácter  ejecutivo  ó  de  apremio  de  las  sentencias  ó  folios  arbi- 
trales homologados  y  el  juicio  á  que  den  lugar  para  su  cumplimiento^ 
será  el  que  determine  la  ley  de  procedimientos  del  Estado  en  donde 
se  pide  la  ejecución. 

Artículo  8." 

Los  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  como  son  los  inventarios, 
apertura  de  testamentos,  tasaciones  ü  otros  semejantes,  practica<los 
en  un  Estado,  solo  tendrán  en  los  demás  P]stiidos  signatarios  el  carócter 
probatorio,  cuando  reúnan  las  condiciones  del  artículo  2."  de  este 
Tratado. 

Artículo  9." 

Los  exhortos  ó  cartas  rogatorias  que  tengan  por  objeto  hacer  no- 
tificaciones, recibir  declaraciones  ó  practicar  cualquiera  diligencia 
de  esa  naturaleza,  se  cumplirán  en  los  Estados  signatarios,  siempre 
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que  dichos  exhortes  ó  cartas  rectorías  estén  debidamente  legali- 
zados. 

Artículo  10. 

Cuando  los  exhortes  ó  cartas  rogatorias  se  refieran  á  embargos, 
tasaciones,  inventarios  ó  diligencias  preventivas,  el  juez  exhortado 
proveerá  lo  que  fuere  necesario  respecto  á  nombramientos  de  peritos, 
tasadores,  depositarios,  y  en  general  proveerá  á  todo  aquello  que  sea 
conducente  al  mejor  cumplimiento  de  la  comisión,  con  tal  de  que  la 
providencia  solicitada  reúna  las  condiciones  establecidas  en  los 
incisos  c  y  á  del  artículo  5/  y  hayan  sido  expedidos  por  juez  compe- 
tente y  legalizados  debidamente. 

Artículo  11. 

Para  el  cumplimiento  de  los  exhortos  y  cartas  rogatorias  se  obser- 
varán las  leyes  del  país  en  donde  se  pide  su  ejecución. 

Artículo  12. 

Los  individuos  particulares  interesados  en  la  ejecución  de  los  exhor- 
tes ó  cartes  rogatorias,  podrán  constituir  apoderados,  siendo  de  su 
cuenta  los  gastos  que  ocasionen. 


^  SECCIÓN    SEGUNDA  . 

PARTE   CRIMINAL. 

Artículo  13. 

Los  exhortos  relativos  á  la  extradición  de  criminales  se  dirigirán 
siempre  por  la  via  diplomática,  ya  sea  de  Gobierno  á  Gobierno,  ya 
sea  por  conducto  de  algún  agente  diplomático  ó  consular  residente 
en  el  territorio. 

Artículo  14. 

Cuando  la  extitidicion  se  solicite  á  consecuencia  de  una  sentencia 
condenatoria,  el  exhorto  deberó  contener  la  copia  íntegra  de  la  refe- 
rida sentencia  y  trascripción  de  las  leyes  en  que  ésta  se  funda.  Si 
la  solicitud  se  contrae  simplemente  á  la  detención  de  los  crimi- 
nales para  el  efecto  de  juzgarlos,  se  acompañarán  al  exhorto  todos 
los  antecedentes  que  según  las  leyes  del  país  requeriente  fueran 
bastantes  para  acreditar  la  legalidad  del  mandamiento  de  prisión 
contra  el  inculpado,  y  copia  también  de  dichas  leyes. 
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Artículo  15. 

El  Gobierno  requerido,  si  está  el  exhorto  en  forma  y  completo 
con  sus  antecedentes,  lo  remitirá  á  la  Corto  Suprema  ó  al  Tribunal 
Superior  de  Justicia,  quien  ordenará  la  detenciqn  del  reo. 

Artículo  16. 

La  Suprema  Corte  de  Justicia  ó  el  Tribunal  Superior  examinará 
que  la  sentencia  definitiva  ó  auto,  reúna  las  condiciones  establecidas 
en  el  artículo  5.°  y  ademas  las  siguientes: 

1/ — Que  el  reo  no  haya  sido  juzgado  y  sentenciado  por  el  mismo 
hecho  en  el  Estado  en  que  reside  ó  en  otro  de  los  Estados  signatarios- 

2.* — Que  no  haya  prescrito  la  acción  ó  la  pena,  según  las  leyes 
del  país  requeriente. 

3.* — Que  no  esté  sujeto  á  la  acción  judicial  por  delito  cometido  en  el 
territorio  del  país  requerido. 

4.' — Que  la  sentencia  ó  auto  no  se  refiera  á  delitos  políticos. 

Si  el  reo  provocase  alguna  incidencia  sobre  los  puntos  indicados 
en  este  artículo  6  sobre  la  identidad  de  su  persona,  se  tramitará  y 
resolverá  sumariamente. 

De  la  resolución  que  la  Suprema  Corte  de  Justicia  ó  Tribunal 
Superior  expida,  no  podrá  interponerse  recurso  alguno. 

Artículo  17. 

El  Gobierno  requerido  cumplirá  la  resolución  del  Tribunal  y  entre- 
gará ó  no  al  reo,  pero  en  ambos  casos  remitirá  al  Gobierno  requeriente 
copia  de  dicha  resolución. 

Ai-tículo  18. 

Los  gastos  que  se  ocasionen  para  la  ejecución  de  los  exhortos  en 
materia  penal  y  para  la  entrega  de  los  reos,  serón  de  cuenta  del  país 
en  que  se  ejecuten. 

TÍTULO  in. 

DE    LAS   LEGALIZACIONES. 

Artículo  19. 

Las  sentencias  y  laudos  homologados,  expedidos  en  asuntos  civiles  y 
comerciales,  las  escrituras  públicas  y  demás  documentos  auténticos, 
otorgados  por  los  funcionarios  de  un  Estado,  surtirán  sus  efectos  en  los 
otros  Estados  signatarios  con  arreglo  á  lo  estipulado  en  este  Tratado, 
siempre  que  estén  debidamente  legalizados. 
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Artículo  20. 

Se  entiende  que  la  lej^iHzacion  se  halla  en  debida  forma,  cnaudo 
la  última  firma  puesta  en  el  país  de  la  procedencia  del  documento, 
con  arreglo  á  sus  leyes  y  prácticas  establecidas,  viene  autenticada 
por  el  agente  diplomático  ó  consular  que  en  dicho  país  ó  en  la 
localidad  tenga  acreditado  el  Gobierno  del  Estado  en  cuyo  territorio 
se  pide  la  ejecución,  de  manera  que  la  comprobación  de  la  auten- 
ticidad del  documento  pueda  hacerse  i>or  el  Ministerio  <le  Relaciones 
Exteriores  de  dicho  Elstiulo,  siempre  que  se  considere  necesarii. 


DE  LA  PROPIEDAD  LITEKARIA,  AIITISTICA  E  INDUSTRIAL.  MARCAS  DE   COMERCIO 

Y  DIBUJOS  DE  FÁBRICA. 


TÍTULO  I. 

DE   LA    PROPIEDAD   LITERARIA   Y   ARTÍSTICA. 

Artículo  1." 

El  autor  de  toda  obra  literaria  ó  artística  que  en  cualquiera  de 
los  EiStados  sigoatarios  sea  recouocido  con  derecho  á  la  propiedad 
de  dicha  obra,  gozará  en  los  demás  Estados  de  los  derechos  que  le 
acuerde  la  ley  del  país  en  que  tuvo  lugar  la  primera  publicación  ó 
producción  de  la  obra. 

Artículo  2.* 

El  derecho  de  propiedad  del  autor  de  una  obra  impresa  6  manus- 
crita omprende  la  facultad  de  disponer  de  ella,  de  publicarla  ó  de 
venderla  á  uno  ó  á  muchos  editores  y  de  traducirla;  en  una  palabra 
comprende  la  facultad  de  aprovechar  de  sus  productos,  como  si  fuera 
una  propiedad  mueble  ó  inmueble,  dentro  de  cierto  plazo. 

Artículo  S.** 

El  término  de  la  propiedad  literaria  ó  artística  no  excederá  en 
cada  Estado  del  que  rige  para  los  autores  que  en  él  obtengan  ese 
derecho.  Este  plazo  se  reducirá  al  señalado  en  el  país  de  origen, 
si  fuere  menor. 

Artículo  4.' 

En  la  expresión  de  obras  literarias  y  artísticas  se  comprenden  los 
libros,  folletos,  memorias  académicas,  alegatos,  correspondencias  pri- 
vadas, lecciones  orales  de  los  profesores,  novelas  y  otros  escritos.  Se 
comprenden  también  las  obras  dramáticas,  óperas,  zarzuelas,  cánticos 
en  sus  dos  formas,  la  de  impresión  y  representación  escénica,  Ios- 
dibujos,  las  pinturas,  esculturas,  grabados,  litograüas,  planos  de  arqui- 
tectura, croquis  y  cuadros  plásticos  relativos  á  geografía  y  ciencias 
natui-ales,  y  en  general  todo  aquello  que  es  el  producto  espontáneo 
y  libre  del  trabajo  intelectual  del  hombre. 
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Artículo  5/ 

Los  traductores  de  obras  publicadas  en  otros  idiomas  y  de  otros 
países  que  no  sean  los  signatarios,  gozarán  en  éstos,  respecto  á  sus 
versiones,  de  los  derechos  acordados  á  los  autores;  pero  no  podrán 
impedir   que  otros  publiquen  versiones  nuevas  de  la  obra  original. 

Artículj  6/ 

Los  artículos  de  diarios  ó  periódicos,  y  especialmente  los  de  polémica 
política,  podrán  reproducirse,  citando  el  diario  de  donde  se  toman, 
excepto  cuando  la  publicación  sea  una  novela,  en  la  parte  del  diario 
que  se  llama  folletín  ó  artículos  de  ciencias  y  artes  y  cuando  sus 
autores  ó  causa-habientes  prohiban  su  reproducción. 

Artículo  7.* 

Las  publicaciones  de  fragmentos  ó  trozos  selectos  de  obras  que  se 
coleccionen  y  adopten,  en  cualquiera  de  los  Estados  signatarios, 
para  que  sirvan  de  texto  de  lectura  ó  de  aprendizaje  en  los  ramos  de 
la  enseñanza  pública,  no  dan  derecho  á  la  propiedad,  y  podrán  re- 
producirse y  adoptarse  libremente  en  los  otros  Estados. 

Artículo  8.' 

Los  derechos  de  autor  se  reconocerán,  salvo  prueba  en  contrario,  á 
favor  de  las  personas  cuyos  nombres  ó  seudónimos  estén  indicados  en 
la  carátula,  dedicatoria,  introducción  ó  fin  de  la  obra. 

Artículo  9." 

Si  los  autores  quisiesen  reservar  sus  nombres,  podrán  expresar 
los  editores,  en  la  forma  indicada  en  el  artículo  anterior,  que  á ellos 
corresponden  los  derechos  de  autor. 

Artículo  10. 

Las  responsabilidades  en  que  incurran  los  que  usurpen  el  derecho 
de  propiedad  literaria  ó  artístico,  se  regirán  por  las  leyes  de  los 
países  en  que  el  fraude  se  haya  cometido  y  se  haya  ocasionado  el 
perjuicio. 

Artículo  11. 

Se  consideran  producciones  ilícitas,  y  por  consiguiente  sin  derecho 
á  la  propiedad  y  responsables  de  usurpación  á  los  autores,  las  apro 
piaciones  indirectas  de  otras  obras  que  bajo  el  nombre  de  adopta 
ciones  ó  arreglos,  adicionan  ó  suprimen  lo  escrito  por  un  autor  y 
sin  que  él  los  haya  autorizado. 
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Ai-ticulo  12. 

El  reconocimiento  del  derecho  de  propiedad  de  las  obras  literarias 
y  artísticas  no  quita  á  los  Gobiernos  de  los  Estados  signatarios  la 
fieicultad  que  tienen  de  prohibir  que  se  publiquen,  circulen,  repre- 
senten ó  expongan  aquellas  obras  cuya  reproducción  consideren 
contrarias  á  la  moral  y  á  las  buenas  costumbres,  ó  con  tendencia  á 
perturbar  el  orden  público. 

TÍTULO  II. 

DE   LA   PROPIEDAD    INDUSTRIAL. 
SECCIÓN  PRIMERA. 

DE  LAS   PATENTES   DE   INVENCIÓN. 

Artículo  13. 

Los  nacionales  ó  extranjeros  que  obtengan  patente  ó  privilegio 
de  invención  con  arreglo  á  las  leyes  de  algunos  de  los  Estados  sig- 
natarios, disfrutarán  en  los  denias  Estados  de  los  derechos  de  autores 
6  de  inventores,  si  en  el  término  máximo  de  un  año  hacen  registrar 
su  patente,  en  la  forma  determinada  por  las  leyes  de  cada  país. 

Artículo  14. 

El  número  de  años  del  privilegio  será  el  que  fijen  las  leyes  de  cada 
país,  reduciéndose  ese  plazo  al  señalado  por  las  del  Estado  en  que 
primitivamente  se  acordó  la  patente,  si  aquel  fuese  menor. 

Artículo  15. 

Las  cuestiones  que  se  susciten  sobre  la  prioridad  de  la  invención 
se  resolverán  teniendo  en  cuenta  la  fecha  de  la  solicitud  de  la  pa- 
tente en  el  país  en  que  se  otorgó  por  la  primera  vez. 

Artículo  1(>. 

Se  considera  invención  ó  descubrimiento  un  nuevo  mod(^,  aparato 
mecánico  ó  manual  que  sirva  para  fabricar  nuevos  i)roductos  indus- 
triales y  la  aplicación  de  medios  p(M*fcccionados  para  conseguir 
resultados  su|»eriores  de  los  j)rodiictos  industriales  ya  conocidos  y  que 
adquiereí)  con  esta  trítsformaci'ui  importancia  diversa  en  los  mercados 
de  comercio.  Exceptúanse  de  estti  rejijla  las  invencicuies  y  descubri- 
mientos que  hubiíM-an  tenido  cierta  |)nblicidad  en  alguno  de  los 
Estados  signatarios  ó  en  otros  (juc  no  estén  ligados  por  este  Tratado. 
p]xceptúanse  también   las  confecciones   farmacéuticas,  y  en  general 
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aquellas  que  por  ser  puramente  telúricas  no  tengan  aplicación  á  in- 
dustria alguna  y  las  que  fueran  contrarias  á  la  moral  y  á  las  leyes 
del  país  en  donde  las  patentes  de  invención  han  de  expedirse. 

Artículo  17. 

El  derecho  de  inventor  comprende  no  solo  la  facultad  de  disfrutar 
de  los  beneficios  que  produzca,  sino  la  de  transferirlo  á  otros,  obser- 
vando siempre  las  leyes  del  Estado  en  que  la  transferencia  tenga 
lugar. 

Artículo  18. 

Las  responsabilidades  civiles  y  criminales  en  que  incurran  los  que 
dallen  el  derecho  del  inventor  se  perseguirán  y  penarán  con  arreglo 
á  las  leyes  del  país  en  donde  se  ocasione  el  daño. 


SECCIÓN  SEGINDA. 
DE   LAS    MARCAS   DE   COMERCIO   Y   DE  FÁBRICA. 

Artículo  19. 

Tanto  los  nacionales  como  los  extranjeros  á  quienes  se  les  conceda 
en  uno  de  los  Estados  signatarios  el  derecho  de  usar  exclusivamente 
una  marca  de  comercio  ó  de  fábrica,  podrán  gozar  del  mismo  privi- 
legio en  los  demás  Esta<los,  si  se  someten  á  las  formalidades  y  condi- 
ciones establecidas  por  las  leyes  y  reglamentos  de  cada  uno  de 
ellos. 

Artículo  20. 

El  derecho  de  usar  una  marca  de  comercio  ó  de  fábrica  comi)rende 
la  facultad  de  trasmitirla  con  la  negociación  ó  emi)resa,  cumpliendo 
con  los  requisitos  i)rescr¡tos  por  las  'leyes  del  EvStado  en  que  se 
verifique  la  tmsmision  ó  la  venta. 

Artículo  21. 

Se  entiende  (]ue  es  marca  de  comercio  ó  de  fábrica  el  signo,  em- 
blema ó  nombre  externo  (juc  el  comerciante  ó  fabricante  adopta,  al 
expender  sus  mercaderías  y  sus  productos  para  distinguirlos  de  los 
de  otros  empresarios  que  negocian  en  artículos  de  la  misma  es|)ecic. 
Pertenecen  también  á  esta  clase  de  marcas  las  llamadas  dibujos  de 
fábrica  ó  labores  que,  por  medio  del  teji<loó(le  la  impresionase  estam- 
pan en  el  producto  mínimo  (jue  se  pone  en  venta. 


±±ei 


Artículo  22. 

Las  falsiíicacioDes  y  adulteraciones  de  las  marcáis  de  comercio  y  de 
fábrica,  se  perseguirán  con  arreglo  á  las  leyes  del  Estado  en  cuyo 
territorio  se  comete  el  fraude  y  se  causa  el  daño. 

Montevideo,  Octubre  24  de  1888. 

Guillermo  Matta. 
Bexj.  Aceval. 
M.  M.  Gálvez. 


ACTA  NUMERO  10. 


SESIÓN  DEL  lí  DE  .NOVIEMBRE  DE  1888. 

Presidencia  del  Serlor    Doctor   Don  Ildefonso  García  Lagos. 

EfciTANDO  presentes: 

P(W  la  JRepíihlica  Argentina: 

^Cl  Se\()K  Doctok  Dox  Iío(¿ue  Saexz  PeSía; 
El  Se5íor  Doctor  Dox  Manuel  Quintana. 

Por  la  Rejmhlica  de  Boliiia: 

El  Se5íor  Doctor  Don  Santjaqo  Vaca-Guzman. 

Por  la  Repfihlica  de  Cliile: 

El  SeSjor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Se^or  Dox  Belisario  Prats. 

For  la  liepíillica  del  Paraguay: 

El  Seí^or  Doctor  Dox  Bexjamin  Aceval; 
El  Se5Jor  Doctor  Dox  José  Z.  Caminos. 

Por  la  Repíd)l¡ca  del  Peni: 

El  Sexor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez. 

Por  la  Ttepid)Uca  Oriental  del  Uruguay: 

El  Se5:or  Doct'jr  Don   Ildefonso  García  Lagos; 
El  Se5jor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 

La  Sesión  se  abre  á  las  3.25  p.  ni. 

Fué  leida,  aprobada   y  firmada   el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

Se  dio  cuenta  de  los  siguientes  despachos: 

« Connision  de  Derecho  Civil  Internacional. — Montevideo,  Noviem- 
bre 10  de  1888.— Al  Señor  Presidente  «leí  Congreso  Internacional 
8ud-Americano:— Señor: — Tenemos  el  sentimiento  de  manifestar  al 
Señor  Presidente  que  la  Comisión  de  Derecho  Civil  no  ha  logrado 
uniformar  sus  opiniones  sobre  tan  vasta  y  delicada  materia.  En 
consecuencia,  hemos  redactado  el  proyecto  adjunto  á  nombre  de  la 
mayoría  de  la  Comisión   y  el  primero  de  los  exponentes  cumplirá 
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con  el  deber  de  manifestar  al  Honorable  Congreso  los  fundamento» 
en  conjunto  y  detalle.  Esperando  que  la  referida  circunstancia,  que 
deploramos  sinceramente,  explicará  en  gran  parte  nuestra  demora 
tenemos  el  honor  de  saludar  al  Señor  Presidente  con  nuestra  res- 
petuosa y  distinguida  considenicion.— Maní.  •Quintana.— Sgo.  Vaca- 
Guzman.» 

€  Comisión  de  Derecho  Civil. — Montevideo,  Noviembre  14  de  1888. 
— Al  Honorable  Congreso  Internacional  Sud-Americano. — ^Honorable 
Congreso: —El  que  suscribe,  miembro  déla  Comisión  de  Derecho 
Civil,  á  la  cual  tuvisteis  á  bien  encargar  la  preparación  de  un  Pro- 
yecto de  Tnitado  sobre  esta  importante  materia,  ha  tenido  el  senti- 
miento de  que  no  le  haya  sido  posible  estar  de  acuerdo  con  sus 
Honorables  colegas. — Como  el  disentimiento  ha  sido  en  algunos 
puntos  sustanciales,  y  como  es  consiguiente,  estos  se  hallan  relacio- 
nados con  otros  muchos  de  detalle,  el  que  suscribe  ha  creido  necesa. 
rio,  á  fin  de  someter  á  vuestra  consideración  sus  ideas  guardando  la 
debida  unidad  y  armonía,  presentar  por  su  parte  un  proyecto  com. 
pleto.—Oportunamente  tendrá  el  honor  de  poner  en  vuestro  conoci- 
miento los  motivos  de  su  disidencia,  y  que  son  los  que  sirven  de 
fundamento  á  este  proyecto. — DiCyS  guarde  á  V.  H. — Honorable  Con- 
greso. — B.  Prats.» 

Los  proyectos  de  la  referencia  quedan  agregados  á  la  presente 
Acta. 

El  Señor  Presidente  manifestó:  quede  acuerdo  con  lo  dispuesto- 
en  el  Reglamento,  ordenaría  la  impresión  de  dichos  proyectos  para 
distribuirlos  á  los  Señores  Plenipotenciarios. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  3.40  p.  m. 

Ild.  García  Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peíía 
Manl.  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Guillermo  Matta 

B.    Prats 

Bp:nj.  Ackval 

José    Z.    Caminos 

M.   M.   Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


DERE  rnO  CIVIL  INTERNACIONAL 


PROYECTO  DE  TRATADO  FORMULADO  POR  LA  MAYORÍA  DB  LA  COMISIÓN 
ENCARGADA  DEL  ESTUDIO  DE  LA  MATERIA. 


TÍTULO  I. 

DK  LA  CAPACIDAD,  ESTADO  Y  CONDICIÓN  DK  LAS  PERSONAS. 

§1- 

DE   LAS   PERSONAS. 

Artículo  !.• 

La  incapacidad  de  las  personas  para  contratar  por  razón  de  la  edad, 
sordo-mudez  ó  enfermedades  mentales,  se  rige  por  las  leyes  de  su 
domicilio. 

Artículo  2/ 

La  capacidad,  una  vez  adquirida  por  razón  de  la  edad,  emancipa- 
ción ó  habilitación  de  edad,  no  puede  ser  modificada  por  la  ley 
que  impere  en  el  Estado  dentro  del  cual  se  constituye  un  nuevo 
domicilio. 

Artículo  3." 

Los  incapaces  tienen  el  domicilio  de  sus  representantes  legales  y 
éstos  se  reputan  domiciliados  en  el  territorio  del  Estado  por  cuyas 
leyes  se  rige  el  cargo  que  ejercen. 

Artículo  4.' 

El  cambio  de  domicilio  de  los  menores  de  edad  no  modifica  su 
estado  cuando  se  efectúa  sin  el  consentimiento  expreso  ó  tácito  de  sus 
representantes  legales. 

Se  presume  dicho  consentimiento  si  los  padres  y  tutores  no  recla- 
man contra  el  cambio  de  residencia  antes  que  ésta  se  produzca  con 
los  caracteres  de  domicilio. 
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Las  cuestioDes  sobre  le&:it¡midad  de  la  fíliucioo,  ajenas  á  la  validez 
ó  nulidad  del  matrimonio,  se  r¡jj:en  por  la  ley  del  domicilio  conyugal 
en  el  momento  del  nacimiento  del  hijo. 

Artículo  15. 

j    La  legitimación  por  subsiguiente  matrimonio  se  rige  por  la  ley  del 
ugar  en  que  aquel  se  celebra. 

Artículo  16. 

Los  derechos  y  obligaciones  concernientes  á  la  familia  ¡legítima  se 
ligen  r>or  la  ley  del  Esta<lo  dentro  del  cual  hayan  de  tener  efecto  las 
acciones  procedentes  de  aquellos. 

§  VIII. 

DE   LA   TUTKLA    Y   CÚRATELA. 

Articulo  17. 

La  tutela  y  cúratela,  en  cuanto  á  los  derechos  y  obligaciones  que 
imponen,  se  rigen  j)or  la  ley  del  lugar  eu  (|ue  tales  cargos  se  desem- 
peñan. 

.Artírulo   18. 

El  cargo  <le  tutor  ó  curador  tlisccrnido  en  alguno  de  los  Estados 
signatarios  del  presente  Tratado,  será  reconocido  eu  todos  los  demás- 

Artículo  19. 

La  adininistniciou  y  euajeuaciori  de  los  bienes  (pie  los  incapaces 
tuvieren  fuera  del  lugar  de  su  domicilio,  se  rige  por  la  ley  del  Pastado 
en  (pie  dichos  bienes  se  hallau  situados. 

Artieulo  20. 

La  hipoteca  legal  (jue  las  l(»yes  aííuerdau  á  las  menores  solo  podrá 
producir  sus  efectos  cuando  la  ley  del  hitado  en  el  cual  se  ejerce  el 
cargo  coincida  con  la  de  a(piel  en  (*1  que  se  hallau  situados  los  bie- 
nes (pH*  puedan  ser  afectados  [)or  i'lla. 

§  IX. 

DLSPOSICIONES   COMUNKS    Á    LOS    §  §   V,    VI   Y    VIII 

Artículo  21. 

Las  medidas  urgentes  que  conciernan  á  las  relaciones  personales  de 
los  cónvuges  entre  sí,  al  ejercicio  de  la  patria  potestad  y  á  las  fun- 
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«iones  de  los  tutores  y  curadores,  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  de 
la  residencia  temporaria  ó  accidental  de  los  cónyuges,  padres  de 
&milia,  tutores  y  curadores. 

Artículo  22. 

La  remuneración  que  las  leyes  acuerdan  á  los  padres,  tutores  y 
curadores  y  la  forma  de  las  mismas,  se  rige  y  determina  por  la  ley 
del  Estado  en  el  cual  se  ejercitan  tales  cargos. 

TÍTULO  n. 

DE  LOS   BIENES. 

Artículo  23. 

Los  bienes,  cual([uicra  que  sea  su  naturaleza,  son  exclusivamente 
regidos  por  la  ley  del  lugar  donde  existen  en  cuanto  á  su  respec- 
tiva calidad,  á  su  enajenabilidad  absoluta  ó  relativa  y  á  todas  las 
relaciones  de  derecho  de  carácter  real  de  que  son  susceptibles. 

Artículo  24. 

Los  buques  en  aguas  no  jurisdiccionales  se  reputan  situados  en  el 
lugar  de  su  matrícula. 

Ai-tícuk»  25. 

Los  cargamentos  de  los  buques  en  aguas  no  jurisdiccionales  se 
repuüm  situados  en  el  lugar  de  su  destino  definitivo. 

Artículo  2(J. 

Los  derechos  creditorios  se  reputan  situados  en  el  lugar  en  que  la 
obligación  de  su  referencia  debe  cumplirse. 

Artículo  27. 

El  cambio  de  situación  de  los  bienes  muebles  no  afecta  los  dere- 
chos adquiridos  con  arreglo  á  la  ley  del  lugar  donde  existían  al 
^iempo  de  su  adquisición. 

Artículo  28. 

Si  esos  derechos  procediesen  de  un  contrato,  los  contrayentes  están 
obligados  á  llenar  los  requisitos  de  fondo  ó  de  forma  exigidos  por  la 
ley  del  lugar  de  la  nueva  situación  para  la  adquisición  ó  conserva- 
ción de  los  derechos  mencionados. 


—  120  — 

Artículo  2^. 

Los  derechos  adquiridos  por  terceros  sobre  los  mismos  bienes  de 
conformidad  á  la  ley  del  lugar  de  su  nueva  situación,  después  deJ 
cambio  operado  y  antes  de  llenarse  los  requisitos  referidos,  priman 
sobrf)  los  del  primer  adquirente^  sin  perjuicio  de  las  acciones  de  éste 
contra  la  persona  con  quien  trató  en  virtud  de  la  ley  t|ue  rija  sus 
relaciones  de  derecho. 

TÍTULO  IIL 

DE  LOS  ACTOS  JURÍDICOS. 

Artículo  30. 

La  ley  del  lug^ar  donde  los  contratos  deben  cumplirse,  rige: 
(a)    Sus  formas  y  solemnidades; 
(h)    Su  existencia  y  naturaleza; 

(c)  Su  validez  y  subsistencia  ; 

(d)  Sus  efectos  y  cousecucQc¡aí=; 

(e)  Su  ejecución  y  extinción ; 

(f)  En   suma  todo  cuanto  les  concierna,    bajo  cualquier  as- 
pecto que  sea. 

Artículo  31. 

Exceptúase  el  contmto  de  permuta  sobre  cosas  situadas  en  dis- 
tintos lugares  regidos  por  leyes  disconformes. 

Dicho  contrato  se  rige  por  la  ley  del  domicilio  de  los  contrayentes, 
si  fuese  común  al  tiempo  de  celebrarse  la  permuta,  y  por  la  ley  del 
lugar  en  que  la  permuta  se  celebró,  si  fuese  distinto. 

Artículo  32. 

Los  contratos  sobre  cosas  ciertas  é  individualizadas  deben  cumplir- 
se en  el  lugar  donde  ellas  existían  al  tiempo  de  su  culebracion. 

Artículo  33. 

Los  contratos  sobre  cosas  determinadas  por  su  género  deben  cum- 
plirse en  el  lugar  del  domicilio  del  deudor  al  tiemj)o  en  que  fueron 
celebrados. 

Artículo  34. 

Los  contratos  sobre  cosas  fungibles  deben  cumplirse  en  el  lugar 
del  domicilio  del  deudor  al  tiempo  de  su  celebración. 
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A  !T ion  lo  3o. 

Li>*  contratos  M"»bre  prt*s:;u*i«>:i  •!"  >;.tvíimos  tlolii^'.i  iMunj^lirso  : 

(a)    Si  ret-aeu  M«l«re  oo>as  on  A  \\\j:^x  íi«»n  L^  oI!;is  i»\¡<:;ui   u* 

tiemiHj  df  5u  ceieMnu'i'Mi : 
Oj)    Si  su  ctícsuMU   so  ivi:ioi««ii:i   ron  aliiun    liiLrar  o<jKVÍ;iI,  on 

aquel  don«le  liayaii  «lo  }'r«Kliu*ir  sii<  otVr:  •>; 
^Vy    Fuera  lieestn-  casos,    ou  el  ¡iiirar  «iol  dM!)nril:o  «lol  doutlor- 

Aníoulo  3h\ 

Los  coQtnitits  aei*osi»n«'-  so  rÍL:on  ;"»r  la  lov  «lo  la  oblii::;  oioii  prin- 
cif»al  lie  su  referen  oía. 

ArtiVuIo  3'í. 

La  ¡.lerteccion  de  los  coiitnit«»>  oololínulns  [Kir  oi>rrospoiulonoia  ó 
mandatario  se  rijíe  por  la  loy  «iol  hiirar  k\A  oual  |>roi*odi<'»  la  olortu. 

Ariionlt»  :tó. 

Las  obligaoinues  tjue  naoon  sin  oon volición  dol»on  ouniplirso  on  ol 
lugar  donde  se  produjo  el  lieoho  lícito  iS  ilícito  tio  ijuo  proceden. 

ArtiVulo  :í9. 

Los  instruniontos  público-;  >e  riuoii,  on  cuanto  á  sus  formas,  por  la 
ley  del  lugjir  en  que  so  oioriían:  los  [irivados.  pnr  la  lov  dol  ln«j:íir 
del  cumplimiento  del  contrato  respectivo. 


TULLO  IV. 

DE  LA  SOCIEDAO  OuXYUliAL. 

Artículo  40. 

El  contrato  nupcial  ri^^e  las  rolacionos  do  los  esposos,  tanto  res- 
pecto de  los  bienes  que  tou;j;;an  al  tiempo  do  celebrarlo,  como  res- 
pecto de  los  (jue  ad(|uieran  postoriormonto. 

Articulo  41. 

En  defecto  del  contrato  nupcial  así  como  en  todo  lo  (jue  él  no 
haya  previsto,  las  relaciones  de  los  esposos  sobro  dichos  bienes  so 
rigen  por  la  ley  del  domicilio  conyugtd  (pie  ellos  hubieren  fijado  de 
común  acuerdo  antes  de  la  celcl  ración  del  matrimonio. 
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Artículo  42. 

Si  no  hubiesen  fijado  de  antemano  un  domicilio  conyugal,  las  men- 
cionadas relaciones  se  rigen  por  la  ley  del  domicilio  del  marido  al 
tiempo  de  la  celebración  del  matrimonio. 

Artículo  43. 

El  cambio  de  domicilio  no  altera  las  relaciones  de  los  esposos  en 
cuanto  á  los  bienes,  ya  sean  adquiridos  antes  ó  después  del  cambio. 

TÍTULO  V. 

DE  LAS  SUCESIONES. 

Artículo  44. 

La  ley  del  lugar  de  la  situación  de  los  bienes  hereditarios  al  tiem- 
po de  la  muerte  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trate,  rige : 
(a)    La  capacidad  del  causante  para  testar; 
(h)    La  del  heredero  ó  legatario  para  suceder; 

(c)  Tias  formas,  validez  y  efectos  del  testamento; 

(d)  Los  títulos  y  derechos  hereditarios  de  los  parientes  y  del 

cónyuge  superstite; 

(e)  La  existencia  y  proporción  de  las  legítimas; 

(f)  La  existencia  y  monto  <le  los  bienes  reservable^; 

(g)  En  suma,  todo  lo  relativo  á  la  sucesión  legítima  ó  testa" 

mentaría. 

Artículo  45. 

Las  deudas  que  deban  sei-  satisfechas  en  alguno  de  los  Estados 
contratantes,  gozarán  de  preferencia  hobre  los  bienes  allí  existentes 
al  tiempo  de  la  muerte  del  causante. 

Artículo  46. 

Si  dichos  bienes  no  alcanzaren  para  hi  chancelación  de  las  deu- 
das mencionadas,  los  acreedores  cobrarán  sus  saldos  con  la  preferen" 
cia  que  les  corresponda,  y  en  su  di^fiícto,  á  prorata,  sobre  los  bienes 
dejados  en  otros  lugares,  sin  perjuicio  del  |)referente  derecho  de  los 
acreedores  locales. 

Artículo  47. 

Cuando  las  deudas  deban  ser  chaoceladas  en  algún  lugar  en  que 
el  causante  no  haya  dejado  bienes,  los  acreedores  exigirán  su  pago 
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con  las  preferencias  que  les  corresj»ondan,  y  en  su  defecto,  á  pro- 
rata, sobre  los  bienes  dejados  en  otros  lugares,  con  la  misma  sal- 
vedad establecida  en  el  artículo  precedente. 

Artículo  48. 

IjOS  legados  de  bienes  determinados  por  su  género  y  que  no  tu- 
vieren lugar  designado  para  su  pago,  se  rigen  por  la  ley  del  lugar 
en  que  se  cobren,  se  harón  efectivos  sobre  los  bienes  que  el  tentador 
tenga  en  su  último  domicilio,  y  en  defecto  de  ellos,  ó  por  su  saldo, 
se  pagarán  á  prorata  de  todos  los  demás  bienes  del  causante. 

Artículo  49. 

La  obligación  y  forma  de  la  colación  se  rigen  por  la  ley  del 
lugar  a  que  se  hallan  sometidos  los  actos  jurídicos  que  le  dan  origen 


TÍTULO  VI. 


DE   LA    PRESCRIPCIÓN. 

Artículo  50. 

La  prescripción  extintiva  de  Ins  acciones  personales  se  rige  por  la 
ley  á  que  las  obligaciones  correlativas  esain  sujetas. 

Artículo  51. 

La  prescripción  extintiva  de  acciones  reales  se  rige  por  la  ley  de 
lugar  de  la  situación  del  bien  gravado. 

Artículo  52. 

Si  el  bien  gravado  fuese  mueble  y  hubiese  cambiado  de  situación, 
la  prescripción  se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  se  haya  comple- 
tado el  tiempo  necesario  pai-a  prescribir. 

Artículo  53. 

La  prescripción  adquisitiva  de  bienes  muebles  ó  inmuebles  se  rige 
por  la  ley  del  lugar  en  que  están  situados. 
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Artículo  42. 

Si  no  hubiesen  fijado  de  antemano  un  domicilio  conyugal,  las  men- 
cionadas relaciones  se  rigen  por  la  ley  del  domicilio  del  marido  al 
tiempo  de  la  celebración  del  matrimonio. 

Artículo  43. 

El  cambio  de  domicilio  no  altem  las  relaciones  de  los  esposos  en 
cuanto  á  los  bienes,  ya  sean  adquiridos  antes  ó  después  del  cambio. 

TÍTULO  V. 

DE  LAS  SUCESIONES. 

Artículo  44. 

La  ley  del  lugar  de  la  situación  de  los  bienes  hereditarios  al  tiem- 
po de  la  muerte  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trate,  rige: 
(a)    La  capacidad  del  causante  para  testar; 
(h)    La  del  heredero  ó  legatario  para  suceder; 

(c)  Tias  formas,  validez  y  efectos  del  testamento; 

(d)  Los  títulos  y  derechos  hereditarios  de  los  parientes  y  del 

cónyuge  superstite; 

(e)  La  existencia  y  proporción  de  las  legítimas; 

(f)  La  existencia  y  monto  de  los  bienes  reservables; 

(g)  En  suma,  todo  lo  relativo  á  la  sucesión  legítima  ó  testa* 

mentaría. 

Artículo  45. 

Las  deudas  que  deban  ser  satisfechas  en  alguno  de  los  Estados 
contratantes,  gozarán  de  preferencia  sobre  los  bienes  allí  existentes 
al  tiempo  de  la  muerte  del  causante. 

Artículo  46. 

Si  dichos  bienes  no  alcanzaren  para  la  chancelación  de  las  deu- 
das mencionadas,  los  acreedores  cobrarán  sus  saldos  con  la  preferen" 
cia  que  les  corresponda,  y  en  su  defecto,  á  prorata,  sobre  los  bienes 
dejudos  en  otros  lugares,  sin  perjuicio  del  preferente  derecho  de  los 
acreedores  locales. 

Artículo  47. 

Cuando  las  deudas  deban  ser  chaoceladas  en  algún  lugar  en  que 
el  causante  no  haya  dejado  bienes,  los  acreedores  exigirán  su  pago 
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COD  las  preferencias  que  les  correspondan,  y  en  su  defecto,  á  pro- 
rato, sobre  los  bienes  dejados  en  otros  lugares,  con  la  misma  sal- 
vedad establecida  en  el  artículo  {)recedente. 

Artículo  48. 

Los  legados  de  bienes  determinados  por  su  género  y  que  no  tu- 
vieren lugar  designado  para  su  pago,  se  rigen  por  la  ley  del  lugar 
en  que  se  cobren,  se  harán  efectivos  sobre  los  bienes  que  el  testador 
tenga  en  su  último  domicilio,  y  en  defecto  de  ellos,  ó  por  su  saldo, 
se  pagarán  á  prorata  de  todos  los  demás  bienes  del  causante. 

Artículo  49. 

La  obligación  y  forma  de  la  colación  se  rigen  por  la  ley  del 
lugar  a  que  se  hallan  sometidos  los  actos  jurídicos  que  le  dan  origen 


TÍTULO  VI. 

DE   LA    PRESCRIPCIÓN. 

Artículo  50. 

La  prescripción  extintiva  de  las  acciones  personales  se  rige  por  la 
ley  á  que  las  obligaciones  correlativas  escán  sujetas. 

Artículo  51. 

La  prescripción  extintiva  de  acciones  reales  se  rige  por  la  ley  de 
lugar  de  la  situación  del  bien  gravado. 

Artículo  52. 

Si  el  bien  gravado  fuese  mueble  y  hubiese  cambiado  de  situación, 
la  prescripción  se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  se  haya  comple- 
tado el  tiempo  necesario  para  prescribir. 

Artículo  53. 

La  prescripción  adquisitiva  de  bienes  muebles  ó  inmuebles  se  rige 
por  la  ley  del  lugar  en  que  están  situados. 
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Artículo  54. 

Si  el  bien  t'nese  iiuieblc  y  hubiese  cauíbiado  de  situaciou,  la  pres- 
cripción .se  rij^e  por  la  ley  del  lu^^ar  en  que  se  haya  completado  el 
tiempo  necesario  para  prescribir. 

Montevideo,  Noviembre  10  de  1888. 

Manl.  Quintana. 
Sao.  Vaca-Guzman. 


PROYECTO  DE  TRATADO  SOBRE  DERECHO  CIVIL 


I. 

DE   LAS   PERSONAS. 

Ai-tíeulo  1  • 

Las  leyes  de  los  Estados  sif^nattirios  del  presente  Tratado  no  re- 
cíniocen  diferencia  entre  ciudadanos  y  extranjeros  en  cuanto  á  la 
adquisición  y  ^oce  de  los  derechos  civiles  (|ue  ellas  reblan. 

Artículo  2: 

El  carácter  de  los  habitantes  de  un  país  en  cuanto  á  su  condición 
de  nacionales  6  extranjeros,  domiciliados  ó  transeúntes,  se  determina 
y  juz<|:a  por  Ins  leyes  del   misnic»  país. 

Artículo  3." 

Si  concurrieren  en  una  misma  j)ersona  condiciones  constitutivas  de 
nacionalidad  en  dos  ó  mas  Naciories,  y  con  este  motivo  se  produjere 
<*onflicto,  prevalecerá  la  ley  de  la  Nación  en  que  la  persona  de  que 
se  trate  se  hallare  domiciliada  actualmente. 

Artículo  4." 

La  capacidad  jurídica  de  las  personas  para  contratar  6  contraer 
obligaciones  se  juzga  y  determina  por  las  leyes  del  país  de  su  resi- 
dencia. 

Artículo  5.'' 

Para  apreciar  la  validez  de  toda    obligación  contraída    ó  contrato 
celebrado  en  país  extranjero,  attMidida  la  capaciílad  de  las  personas 
se  estará  á  lo  que  dispongan  las  leyes  del  país  en  el  cual  se  contrajo 
la  obligación  ó  se  celebró  el  contrato. 

Artículo  6: 

Lo  establecido  en  los  dos  aitículos  precedentes  se  entiende,  sin 
perjuicio  de  lo  que  las  leyes  de  cada  país  dispongan,  para  tener 
efecto  dentro  de  su  propio  territorio  con  respecto  á  la  infracción  de 
las  leyes  patrias  por  parte  de  sus  nacionales. 


II. 

DEL   DOMICILIO. 

Artículo  ?.• 

El  domicilio,  para  los  efectos  de  e^te  Tratado,  consiste  en  la  resi- 
dencia en  un  lufi^r  acompañada  de  manifestaciones  fehacientes  del 
propósito  de  permanecer  en  él  por  tiempo  ilimitado. 

Artículo  8." 

La  mujer  casada  no  divorciada  sigue  el  domicilio  del  marido;  el 
que  vive  bajo  patria  potestad,  el  del  padre;  el  que  se  halla  bajo  tu- 
tela 6  curaduría,  el  de  su  tutor  6  curador. 

III. 

DE    LA   AUSENCIA. 

Ai-tículo  9." 

Los  derechos  y  obligaciones  de  una  persona  ausente,  declarada  tal 
por  la  autoridad  correspondiente,  se  reglan  por  la  ley  de  su  último 
domicilio. 

IV. 

DEL   MATRIMONIO. 

Artículo  10. 

La  validez  del  matrimonio  se  juzga  por  la  ley  del  país  en  que  se 
celebra. 

Será  igualmente  válido  el  matrimonio  celebrado  en  país  extran- 
jero en  conformidad  á  las  leyes  patrias  de  los  contrayentes. 

Artículo  11. 

Lo  establecido  en  los  dos  artículos  anteriores  se  entiende  sin  per- 
juicio de  los  efectos  que  la  contravención  á  las  leyes  imtrias  de  los 
contrayentes  produjere  en  su  propio  [)iiís  y  que  son  los  mismos  que 
si  se  hubiera  celebrado  en  él. 

Artículo  V2. 

El  matrimonio  válido  no  podrá  disolverse  sino  en  conformidad  á 
las  leyes  del  Estatlo  en  que  se  .solicite  su  disolución. 


El  matrlnionio  disuelto  en  alguno  de  los  países  signatarios  no 
habilita  á  ninguno  de  los  cónyuges  para  contraer  matrimonio  en  otro 
país  en  que  no  habría  podido  disolverse. 


V. 

DE  LOS  BIENES. 

Artículo  13. 

liOs  bienes,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza,  están  sujetos  á  las 
eyes  del  país  en  que  se  hallnn  situados,  sin  perjuicio  de  los  contratos 
celebrados  válidamente  en  país  extraño.  Pero  los  efectos  de  éstos, 
cuando  fueren  otorgados  para  cumplirse  en  el  país  en  que  los  bienes 
se  hallan  situados    se  arreglarán  á  las  leye^  de  éste. 

Artículo  14. 

Los  buques,  en  aguas  no  jurisdiccionales,  se  reputan  situados  en 
el  lugar  de  su  matrícula. 

Artículo  15. 

Los  cargamentos  de  los  buques  en  aguas  no  jurisdiccionales,  se 
consideran  situados  en  el  lugar  de  su  destino  definitivo;  si  no  lo 
tuvieren,  en  el  lugar  de  la  matrícula  del  buque. 

Artículo  16. 

Los  créditos  se  reputan  situados  en  el  lugar  en  que  la  obligación 
debe  cumplirse. 


VI. 

DE  LA  PRESCRIPCIÓN. 

Artículo  17. 

La  prescripción  extintiva  de  Ins  acciones  personales  se  rige  por  la 
ley  á  que  las  obligaciones  correlativas  están  sujetas. 

Artículo  18. 

La  prescripción  extintiva  de  acciones  reales  se  rige  por  la  ley  del 
lugar  en  que  se  hallan  situados  los  bienes  á  que  se    refiere. 


Artículo  19. 

Si  los  bienes  de  que  se  trate  fueren  muebles  y  hubieren  cambiado 
de  situación,  la  prescripción  se  rejíirá  por  la  ley  del  país  en  que  di- 
chos bienes  se  hallaban  cuando  empezó  á  correr. 

Artículo  20. 

La  prescripción  adquisitiva  do  lúenes  muebles  y  mices  se  ri^e  por 
la  ley  del  lugar  en  (^ue  estén  situados. 

Artículo  21. 

Si  el  bien  fuere  mueble  y  hubiere  cambiado  de  situación,  la  pres» 
cripcion  se  re|»irá  por  la  ley  del  país  en  que  empezó  á  correr. 


VII. 

DE   LAS   OBLIGACIONES   EN    GENERAL   Y   DE    LOS   CONTRATOS. 

Artículo  22. 

Los  P]stados  siü.natarios  del  presente  Tratado  aceptan  el  principio 
locus  re()it  adfn)i,  tanto  r^si)erto  de  la  forma  y  solemnidades  externas, 
como  respecto  del  valor  intrínseco  di»  todo  acto  jurídico,  sin  otras  li- 
mitaciones (jue  las  establecidas  expresaineute  vn  el  mismo  Tratado^ 
En  consecuencisi,  los  contratos  celebrados  y  actos  jurídicos  ejecuta- 
dos en  cual(jn¡(M'íi  de  (»]los  en  confoniiidad  á  sus  leyes,  se  reputarán 
válidos  en  todos  los  demás,  sin  perjuicio  de  las  excepciones  ó  limi- 
taciones á  que,  seirun  se  ha  expuesto,  haya   lugar. 

Artículo  28. 

Los  actos  y  contratos  (puí  han  de  pro  lucir  efecto  en  otro  Estado 
en  que  se  exijnn  requisitos  especiales  para  su  validez,  no  se  repu- 
tarán perfectos  si  no  se  UenanMi  esos  re(|uisitos. 

Artículo  24. 

Los  actos  que  los  ciudadanos  de  alguno  de  los  Estados  signata- 
rios ejecutaren  fuera  de  su  respectivo  territorio  con  el  íin  manifíesto 
de  burlar  una  pridiibicion  impuesta  por  las  leyes  patrias,  probado  el 
fraude   se  repntnrári  nulos  y  de  ningún  valor. 

Artículo  25. 

Los    actos   ejecutados  6  contratos  celebrados  fueni    del  territorio 
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nacional,  pero  en  conformidad  á  sus  leyes,  de  tal  modo  que  en  él 
sean  válidos,  lo  serán  igualmente  en  los  demás  Estados;  sin  perjui- 
cio de  lo  dispuesto  en  el  número  26. 

Artículo  26. 

No  se  reputará  válida  en  un  Estado  ninguna  obligación  contraria 
á  su  Derecho  Público  ó  á  la  moral. 

Artículo  27. 

Si  los  interesados  estipularen  que  el  contrato  se  rija  por  otras  leyes 
que  las  vigentes  en  el  lugar  de  su  celebración,  se  estará  á  lo  esti- 
pulado por  ellos,  sin  perjuicio  á  lo  establecido  en  el  número  anterior. 

Artículo  28. 

Todo  lo  que  es  accesorio  en  una  obligación  ó  inherente  á  ella,  se 
juzgará  por  las  leyes  del  país  á  que  en  lo  principal  está  subordinada 
según  las  reglas  del  presente  Tratado. 

Artículo  29. 

Si  la  validez  de  una  obligación  se  deriva,  no  del  acto  ó  contrato 
primitivo  que  constituía  un  título  vicioso,  sino  de  su  ratificación  que 
lo  purgó  del  vicio,  y  ésta  tuvo  lugar  en  un  país  distinto  de  aquel  en 
que  se  otorgó  la  primitiva  obligación,  el  acto  6  contrato  se  juzgará 
por  la  ley  del  país  en  que  la  ratificación  tuvo  lugar. 

Artículo  30. 

Las  obligaciones  procedentes  de  cuasicontratos  se  juzgarán  por  las 
leyes  del  país  en  que  han  tenido  origen  ó  en  donde  han  tenido  lugar 
los  actos  de  que  se  derivan. 


VIH. 

DE   LA    SOCIEDAD    CONYUGAL. 

Artículo  31. 

La  sociedad  conyugal  en  cuanto  á  sus  bienes,  es  reglada  por  las 
leyes  del  domicilio  del  niarido  en  el  acto  de  la  celebración  del  ma- 
trimonio; lo  cual  se  entiende  sin  perjuicio  de  lo  que  se  estipulare 
por  los  cónyuges,  ya  de  una  manera  general  ya  con  relación  á  de- 
terminados casos  y  bienes. 
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Artículo  2^. 

Los  derechos  adquiridos  por  terceros  sobre  los  mismos  bienes  de 
conformidad  á  la  ley  del  lugar  de  su  nueva  situación,  después  deJ 
cambio  operado  y  antes  de  llenarse  los  requisitos  referidos,  priman 
sobro  los  del  primer  adquirente,  sin  perjuicio  de  las  acciones  de  éste 
contra  la  persona  con  quien  tmtó  en  virtud  de  la  ley  t|ue  rija  sus 
relaciones  de  derecho. 

TÍTULO  IIL 

DE  LOS  ACTOS  JURÍDICOS. 

Artículo  30. 

La  ley  del  lugar  donde  los  contratos  deben  cumplirse,  rige: 
(a)    Sus  formas  y  solemnidades; 
(h)    Su  existencia  y  naturaleza; 

(c)  Su  validez  y  subsistencia  ; 

(d)  Sus  efectos  y  consecuencia'^; 

(e)  Su  ejecución  y  extinción ; 

(f)  En   suma  todo  cuanto  les  concierna,    bajo  cualquier  as- 
pecto que  sea. 

Artículo  31. 

Exceptúase  el  contrato  de  permuta  sobre  cosas  situadas  en  dLs- 
tintos  lugares  regidos  por  leyes  disconformes. 

Dicho  contrato  se  rige  por  la  ley  del  domicilio  de  los  contrayentes, 
si  fuese  común  al  tiempo  de  celebrarse  la  permuta,  y  por  la  ley  del 
lugar  en  que  la  permuta  se  celebró,  si  fuese  distinto. 

Artículo  32. 

Los  contratos  sobre  cosas  ciertas  é  individualizadas  deben  cumplir- 
se en  el  lugar  donde  ellas  existían  al  tiempo  de  su  celebración. 

Artículo  33. 

Los  contratos  sobre  cosas  determinuílas  por  su  género  deben  cum- 
plirse en  el  lugar  del  domicilio  del  deudor  al  tiempo  en  que  fueron 
celebrados. 

Artículo  34. 

Los  contratos  sobre  cosas  fungibles  deben  cumplirse  en  el  lugar 
del  domicilio  del  deudor  al  tiempo  de  su  celebmcion. 
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Artículo  35. 


Los  contratos  sobre  prcsüicion  de  servicios  deben  cunnplirse: 

(a)    Si  recaen  sobre  cosas,  en  el  lui^ar  domle  ellas  existan   a' 

tiempo  de  su  celebración  ; 
(h)    Si  su  eficj\cia  se  relaciona  con  algún   lugar  especial,  en 

aquel  donde  hayan  de  producir  sus  efectos; 
(c)    Fnem  de  estos  casos,    en  el  lugar  del  dt)!nicil:o  <lel  deudor- 
Artículo  36. 

Los  contratos  accesorios  se  rigen  por  la  ley  de  la  obligicion  prin- 
cipal <le  su  referencia. 

Artícido  37. 

La  perfección  de  los  contrato-si  celebrados  por  correspondencia  ó 
mandatario  se  rige  por  la  ley  del  lugar  del  cual  procedió  la  oferta. 

Artículo  38. 

Las  obligaciones  que  nacen  sin  convención  deben  cumplirse  en  el 
lugar  donde  se  produjo  el  hecho  lícito  ó  ilícito  de  que  proceden. 

Artículo  39. 

Los  instrumentos  públicos  se  rigen,  en  cuanto  ii  sus  foruuis,  por  la 
ley  del  lugar  en  que  se  otorgan;  los  i)rivados,  por  la  ley  del  lugar 
del  cumplimiento  del  contrato  respectivo. 


TITULO  IV. 

DE  LA  SOCIEDAD  CONYUGAL. 

Artículo  40. 

El  contrato  nupcial  rige  las  relaciones  de  los  es[>osos,  tanto  res- 
pecto de  los  bienes  que  tengan  al  tiemiíO  de  celebrarlo,  como  res- 
pecto de  los  que  adquieran  posteriormente. 

Artículo  41. 

En  defecto  del  contrato  nupcial  así  como  en  todo  lo  que  él  no 
haya  previsto,  las  relaciones  de  los  esposos  sobre  dichos  bienes  se 
rigen  por  la  ley  del  domicilio  conyugal  que  ellos  hubieren  fijado  de 
común  acuerdo  antes  de  la  celelracion  del  matrimonio. 
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Artículo  42. 

Si  no  hubiesen  fijado  de  antemano  un  domicilio  conyugal,  las  men- 
cionadas relaciones  se  rigen  por  la  ley  del  domicilio  del  marido  al 
tiempo  de  la  celebración  del  matrimonio. 

Artículo  43. 

El  cambio  de  domicilio  no  altera  las  relaciones  de  los  esposos  en 
cuanto  á  los  bienes,  ya  sean  adquiridos  antes  ó  después  del  cambio. 

TÍTULO  V. 

DE  LAS  SUCESIONES. 

Artículo  44. 

La  ley  del  lugar  de  la  situación  de  los  bienes  hereditarios  al  tiem- 
po de  la  muerte  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  tmte,  rige : 
(a)    La  capacidad  ilel  causante  para  testar; 
(h)    La  del  heredero  ó  legatario  para  suceder; 

(c)  Fias  formas,  validez  y  efectos  del  testamento; 

(d)  Los  títulos  y  derechos  hereditarios  de  los  parientes  y  del 

cónyuge  superstite; 

(e)  La  existencia  y  proporción  de  las  legítimas; 

(f)  La  existencia  y  mont«)  de  los  bienes  reservables; 

(g)  En  suma,  todo  lo  relativo  á  la  sucesión  legítima  ó  testa* 

inentíiria. 

Artículo  45. 

Las  deudas  que  deban  ser  satisfechas  en  alguno  de  los  Estados 
contratantes,  gozarán  de  preferencia  sobre  los  bienes  allí  existentes 
al  tiempo  de  la  muerte  del  causante. 

Artículo  46. 

Si  dichos  bienes  no  alcanzaren  para  la  chancelación  de  las  deu- 
das mencionadas,  los  acreedores  cobrarán  sus  saldos  con  la  preferen* 
cia  que  les  corresponda,  y  en  su  defecto,  á  prorata,  sobre  los  bienes 
dejudos  en  otros  lugares,  sin  perjuicio  del  preferente  derecho  de  los 
acreedores  locales. 

Artículo  47. 

Cuando  las  deudas  deban  ser  chauceladas  en  algún  lugar  en  que 
el  causante  no  haya  dejado  bienes,  los  acreedores  exigirán  su  pago 
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con  las  preferencias  que  les  corres|»ondan,  y  en  su  defecto,  á  pro- 
rata, sobi'e  los  bienes  dejados  en  otros  lugares,  con  la  inkma  sal- 
vedad establecida  en  el  artículo  precedente. 

Artículo  48. 

Los  legados  de  bienes  determinados  por  su  género  y  que  no  tu- 
vieren lugar  designado  para  su  pago,  se  rigen  por  la  ley  del  lugar 
en  que  se  cobren,  se  harán  efectivos  sobre  los  bienes  que  el  testador 
tenga  en  su  último  domicilio,  y  en  defecto  de  ellos,  ó  por  su  saldo, 
se  pagaren  á  proi-ata  de  todos  los  demás  bienes  del  causante. 

Artículo  49. 

La  obligación  y  forma  de  la  colación  se  rigen  por  la  ley  del 
lugar  a  que  se  hallan  sometidos  los  actos  jurídicos  que  le  dan  origen 


TÍTULO  VI. 

DE   LA    PRESCRIPCIÓN. 

Artículo  50. 

La  prescripción  extintiva  de  las  acciones  personales  se  rige  por  la 
ley  á  que  his  obligaciones  correlativas  están  sujetas. 

Artículo  51. 

La  prescripción  extintiva  de  acciones  reales  se  rige  por  la  ley  de 
lugar  de  la  situación  del  bien  gravado. 

Artículo  52. 

Si  el  bien  graviido  fuese  mueble  y  hubiese  cambiado  de  situación, 
la  prescripción  se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  s(5  haya  comple- 
tado el  tiempo  necesario  pam  prescribir. 

Artículo  53. 

La  prescripción  adquisitiva  de  bienes  muebles  ó  inmuebles  se  rige 
por  la  ley  del  lugar  en  que  están  situados. 
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Artículo  42. 

Si  no  hubiesen  fijado  de  antemano  un  domicilio  conyugal,  las  men- 
cionadas relaciones  se  rigen  por  la  ley  del  domicilio  del  marido  al 
tiempo  de  la  celebración  del  matrimonio. 

Artículo  43. 

El  cambio  de  domicilio  no  altera  las  relaciones  de  los  esposos  en 
cuanto  á  los  bienes,  ya  sean  adquiridos  antes  ó  después  del  cambio. 

TÍTULO  V. 

DE  LAS  SUCESIONES. 

Artículo  44. 

La  ley  del  lugar  de  la  situación  de  los  bienes  hereditarios  al  tiem- 
po de  la  muerte  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trate,  rige : 
(a)    La  capacidad  ilel  causante  para  testar; 
(h)    La  del  heredero  ó  legatario  para  suceder; 

(c)  Fias  formas,  validez  y  efectos  del  testamento; 

(d)  Los  títulos  y  derechos  hereditarios  de  los  parientes  y  del 

cónyuge  superstite; 

(e)  La  existencia  y  proporción  de  las  legítimas; 

(f)  La  existencia  y  mont«)  de  los  bienes  reservables; 

(g)  En  suma,  todo  lo  relativo  á  la  sucesión  legítima  ó  testa" 

mentaría. 

Artículo  45. 

Las  deudas  que  deban  ser  satisfechas  en  alguno  de  los  Estados 
contratantes,  gozarán  de  preferencia  sobre  los  bienes  allí  existentes 
al  tiempo  de  la  muerte  del  causante. 

Artículo  46. 

Si  dichos  bienes    no  alcanzaren  para  la  chancelación  de  las  deu.— 
das  mencionadas,  los  acreedores  cobrarán  sus  saldos  con  la  prefereo^^ 
cía  que  les  corresponda,  y  en  su  defecto,  á  prorata,  sobre  los  biea^^^ 
dejudos  en  otros  lugares,  sin  perjuicio  del  preferente  derecho  de 
acreedores  locales. 

Artículo  47. 

Cuando  las  deudas  deban  ser  chanceladas  en  algún  lugar  ^ 
el  cansante  no  haya  dejado  bienes,  los  acreedores  exigirán 
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SESIÓN  DEL  28  DE  NOVIEMBRE  DE  1888. 
Presidencia  del  Señor  Doctor  Don  Ildef>nso  García  Lagos. 

Estando  presentes: 

Par  la  ReptMica  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana. 

Por  la  EepíMica  de  Bolivia: 

El  Señor  .Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman. 

Por  la  Bepüfjlica  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats. 

Por  la  RepiMica  del  Para^guay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

Por  l<i  Rqn(hli€a  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez. 

Por  la  Bepíiblica  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 
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Artículo  54. 

Si  el  bien  fuese  nuicble  y  liul)iese  cambiíido  de  situación,  hi  pres- 
cripción se  rijije  por  lu  ley  del  lu^ur  en  que  se  haya  completado  el 
tiempo  necesario  para  prescribir. 

Montevideo,  Noviembre  10  de  1888. 

Manl.  Quintana. 
Sgo.  Vaca-Guzman. 


PROYECTO  DE  TRATADO  SOBRE  DERECHO  CIVIL 


I. 

DE   LAS   PERSONAS. 

Artículo  1  " 

Las  leyes  de  los  Estados  signatarios  del  presente  Tratado  no  re- 
conocen diferencia  entre  ciudadanos  y  extranjeros  en  cuanto  á  la 
aíiquisicion  y  goce  de  los  derechos  civiles  (jue  ellas  reglan. 

Artículo  2." 

El  camcter  de  los  habitantes  de  un  país  en  cuanto  á  su  condición 
de  nacionales  ó  extranjeros,  domiciliados  6  transeúntes,  se  determina 
y  juzga  por  las  leyes  del   mismo  país. 

Artículo  3." 

Si  concurrieren  en  una  misma  |)crsona  condiciones  constitutivas  de 
nacionalidad  en  dos  ó  mas  Naciones,  y  con  este  motivo  se  produjere 
conflicto,  i)revalecerá  la  ley  de  la  Nación  en  que  la  persona  de  que 
se  trate  se  hallare  domiciliada  actualmente. 

Artículo  4/' 

La  capacidad  jurídica  de  las  |)ersonas  píira  contratar  6  contraer 
obligaciones  se  juzga  y  determina  por  las  leyes  del  país  de  su  resi- 
dencia. 

Artículo  5." 

Para  apreciar  la  validez  de  toda  obligación  contraída  ó  (!onti'ato 
celebrado  en  país  extranjero,  atendida  la  ca[)acidad  de  las  personas^ 
se  estará  á  lo  que  dispongan  las  leyes  del  país  en  el  cual  se  contrajo 
la  oblifíracion  ó  se  celebró  el  contrato. 


'o' 


Artículo  ()." 

Lo  establecido  en  los  dos  artículos  precedente-s  se  entiende,  sin 
perjuicio  de  lo  que  las  leyes  de  cada  f)aís  dispongan,  para  tener 
efecto  dentro  de  su  propio  territorio  con  respecto  á  la  infracción  de 
las  leyes  patrias  por  parte  de  sus  nacionales. 
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II. 

DEL   DOMICILIO. 

Artículo  7." 

El  domicilio,  para  los  efectos  de  este  Tratado,  consiste  en  la  resi- 
dencia en  un  luf^ar  acompañada  de  manifestaciones  fehacientes  del 
propósito  de  permanecer  en  él  por  tiempo  ilimitado. 

Artículo  8." 

La  mujer  casada  no  divorciada  sigue  el  domicilio  del  marido;  el 
que  vive  bajo  patria  potestad,  el  del  padre;  el  que  se  halla  bajo  tu- 
tela ó  curaduría,  el  de  su  tutor  ó  curador. 

III. 

DE   LA   AUSENCIA. 

Artículo  9." 

Los  derechos  y  obligaciones  de  una  persona  ausente,  declarada  tal 
por  la  autoridad  correspondiente,  se  reglan  por  la  ley  de  su  ultimo 
domicilio. 

IV. 

DEL   MATRIMONIO. 

Artículo  10. 

La  validez  del  matrimonio  se  juzga  por  la  ley  del  país  en  que  se 
celebra. 

Será  igualmente  válido  el  matrimonio  celebrado  en  país  extran- 
jero en  conformidad  á  las  leyes  patrias  de  los  contrayentes. 

Artículo  11. 

Lo  establecido  en  los  dos  artículos  anteriores  se  entiende  sin  per- 
juicio de  los  efectos  que  la  contravención  á  las  leyes  patrias  de  los 
contrayentes  produjere  en  su  j)rc)|)¡o  [kiís  y  que  son  los  mismos  que 
si  se  hubiera  celebrado  en  él. 

Artículo  12. 

El  matrimonio  válido  no  podrá  disolverse  sino  en  conformidad  á 
las  leyes  del  Estado  en  que  se  solicite  su  disolución. 


El  matrimonio  disuelto  en  alguno  de  los  países  signatarios  no 
habilita  á  ninguno  de  los  cónyuges  para  contraer  matrimonio  en  otro 
país  en  que  no  habría  podido  disolverse. 


V. 

DE  LOS  BIENES. 

Artículo  13. 

Los  bienes,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza,  están  sujetos  á  las 
eyas  del  país  en  que  se  hallan  situados,  sin  perjuicio  de  los  contratos 
celebrados  válidamente  en  país  extniño.  Pero  los  efectos  de  éstos, 
cuando  fueren  otorgados  para  cumplirse  en  el  país  en  que  los  bienes 
se  hallan  situados    se  arreglanin  á  las  leyes  de  éste. 

Artículo  14. 

Los  buques,  en  aguas  no  jurisdiccionales,  se  reputan  situados  en 
el  lugar  de  su  matrícula. 

Artículo  15. 

Los  cargamentos  de  los  buques  en  aguas  no  jurisdiccionales,  se 
consideran  situados  en  el  lugar  de  su  destino  definitivo;  si  no  lo 
tuvieren,  en  el  lugar  de  la  matrícula  del  buque. 

Artículo  1(>. 

Los  créditos  se  reputan  situados  en  el  lugar  en  que  la  obligación 
debe  cumplirse. 


VI. 

DE  LA  PRKSCUIPCION. 

Artículo  17. 

La  prescripción  extintiva  de  Ins  acciones  personales  se  rige  por  la 
ley  á  que  las  obligaciones  corrolntivas  están  sujetas. 

Artículo  18. 

La  prescripción  extintiva  do  acciones  reales  se  rige  por  la  ley  del 
lugar  en  que  se  hallan  situados  los  bienes  á  que  se    reíiere. 
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La  Sesión  se  abre  á  las  3.35  p.  in. 

Fué  leida,  aprobada  y  firmada  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

El  Señor  Presidente  hizo  dar  lectura  del  proyecto  de  Tratado 
sobre  Derecho  Penal,  que  corre  agregado  al  Acta  número  7  de  la 
Sesión  celebrada  por  el  Honorable  Congreso  el  10  de  Octubre 
último. 

El  Señor  Doctor  Saeuz  Peña,  Miembro  Informante  de  la  Comisión 
de  Derecho  Penal,  una  vez  que  el  Señor  Presidente  le  hubo  concedido 
el  uso  de  la  palabra,  se  expresó  en  los  siguientes  términos: 

Señores  Plenipotenciarios: 

La  Comisión  redactoradel  proyecto  que  se  acaba  de  leer,  me  ha 
hecho  el  honor  de  designarme  cerno  Miembro  Informante,  y  cum* 
piendo  el  encargo  que  tengo  recibido,  debo  exponer  al  Honorable 
Congreso  las  opiniones  y  principios  que  han  prevalecido  en  sus 
sesiones. 

La  Comisión  ha  dedicado  á  la  materia  penal  un  estudio  detenido; 
y  me  es  satisfactorio  declarar,  que  todos  y  cada  uno  de  los  artículos 
de  ese  proyecto  expresan  el  voto  solidario  y  unánime  de  los  Pleni- 
potenciarios que  lo  han  redactado,  llegando  á  este  concierto  de 
opiniones  y  de  voluntades,  ó  por  transacnones  justas,  ó  por  adhesio- 
nes meditadas,  hijas  del  convencimiento  que  trae  consigo  la  discusión 
sostenida  en  todo  momento  con  sinceridad  y  altos  propósitos;  la  Co- 
misión viene  animada  de  los  mejoren  sentimient<)S,  al  iniciar  los 
debates  del  Honorable  Congreso:  aceptará  de  buen  grado,  todas 
aquellas  reformas  cuyas  ventnjas  se  demuestren  por  un  razona- 
miento conviíjcente,  y  en  este  propósito  se  ha  adelantado  á  hacer 
suyss  diversas  modificaciones,  que  algunos  colegas  han  tenida  á 
bien  presentarle,  y  que  híiré  conocer  en  el  curso  de  mi  informe. 

Los  Plenipotenciarios,  en  cuyo  nombre  tengo  el  honor  de  hablar, 
creerían  faltar  á  un  sentimiento  de  justicia  si  no  declararan,  como 
lo  hace  el  Miembro  Informante  que  tiene  la  palabra,  que  han  utili- 
zado en  sus  trabajos,  los  estudios  jurídicos  dados  á  luz  últimamente 
por  el  Honorable  Pleni[)()tenciario  de  Holivia,  Doctor  Vaca-Guzman; 
sin  desdeñar  el  comentario  que  ilustni  aquel  proyecto,  la  parte  dis" 
positiva,  es  decir,  la  codifica<la,  ha  servido  de  base  á  nuestras  discu' 
sienes,  como  también  á  la  división  de  la  materia,  y  si  bien  hemos 
disentido  en  muchos  puntos,  hemos  coincidido  en  muchos  mas,  con 
las  opiniones  del  distinguido  jurista;  la  Comisión  cree  que  no  debe 
silenciar  la  utilidad  de  esos  trabajos,  y  me  ha  encargado  recomendar 
los  muy  especialmente  á  la  consideración  del  Honorable  Conjúrese. 

Cumplido  este  acto  de  justicia  y  antes  de  especializarme  con  la 
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materia  sobre  que  debo  informar,  mis  Honorables  colegas  me  har 
de  permitir  algunas  observaciones  rendentes  á  determinar  con  cla- 
ridad el  punto  de  partida  de  nuestras  tareas,  el  carácter  de  nuestra 
misión  y  el  alcance  de  los  poderes  que  nos  hemos  canjeado;  observa 
clones  que  las  considero  tanto  mas  necesarias,  cuanto  que  la  prense 
de  diversos  países  y  aun  revistas  internacionales  que  gozan  de  auto 
ridad  y  de  prestigio  en  el  mundo  científico,  han  dado  cuenta  de  loí 
propósitos  de  este  Congreso  en  una  forma,  á  mi  juicio,  equivocada. 

Asistimos,  SeñoroS,  á  una  conferencia  de  Plenipotenciarios,  llama- 
dos á  estatuir  procedimientos  definidos,  reglas  prácticas  y  previsoras 
que  se  antici|)en  á  los  conflictos  que  puedan  suscitarse  entre  dos  C 
mas  Estados  con  relación  á  las  personas,  á  lo3  bienes  y  á  los  actos 
de  sus  subditos  ó  residentes. 

No  venimos,  pues,  á  unijorniar  legislaciofies,  como  se  ha  dichc 
erróneamente  al  comentar  la  invitación  de  los  Gobiernos  del  Plats 
para  constituir  este  Congreso.  Uniformar  legislaciones.  Señores,  vale 
tanto  como  someter  á  revisión  la  que  se  ha  dado  cada  Nación  Ame- 
ricana; vale  atacar  el  principio  de  la  inviolabilidad  de  los  Estados 
toda  vez  que  el  cuerpo  de  sus  leyes  intcrnjis  fuera  modificado  ó 
alterado  por  actos  internacionales,  6  por  congresos  ajenos  á  ese  fuero 
nacional  y  autonómico,  que  es  de  la  esencia  de  cada  soberanía;  no 
ha  entrado  en  los  términos  de  la  Plenipotencia  que  nos  hemos  cam- 
biado, ni  en  la  índole  del  derecho  cuyo  estudio  emprendemos,  asumii 
las  funciones  de  los  cuerpos  legislativos  del  Estado,  pam  conmoveí 
la  universalidad  de  los  derechos  privados,  confundiendo  la  ley  que 
nace  de  un  principio  de  autoridad,  con  los  tratados  que  son  obra  de 
la  convención  y  del  acuerdo  recíproco  de  las  naciones. 

No,  Señores  Plenipotenciarios;  cada  Estado  tiene  y  conserva  su 
legislación  propia,  como  signo  visible  de  su  soberanía;  cada  une 
reformará  la  suya,  en  el  sentido  de  los  deberes  que  acepte  y 
de  las  obligaciones  que  contraiga,  al  aprobar  los  tratados,  que  el 
Honorable  Congreso  va  á  suscribir  ad  referendum ;  pero  estos  tra 
tados  no  van  á  contemplar  tampoco  los  códigos  locales,  ni  á  pro- 
ceder de  un  estudio  de  las  legislaciones  comparadas,  porque  cada 
Nación,  tnitando  de  hacer  prevalecer  la  suya  propia,  produciría 
necesaria  v  fatalmente  el    fracaso  de  nuestra  misión. 

¿Cuales  son,  entonces,  podría  preguntárseme,  los  principios  y 
los  derechos  que  van  á  ser  discutidos  en  este  Honorable  Con- 
greso? 

La    respuesta  es  sencilla. 

Vamos  á  discutir  con  arreglo  á  los  principios  de  la  filosofía  y 
del  derecho,  no  las  leyes  internas,  que  son  inconmovibles  para 
nosotros  y  que  solo  pueden  derogarse,  por  el  mismo  poder  que 
las  dictó,    sino  la    ley   aplicable  á  los  conflictos  ocurrentes  por    el 
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concurso  de  las  jurisdicciones;  en  otros  términos  vamos  á  tratar  de 
la  aplicabilidad  internacional  de  las  leyes  y  de  la  compet¿ncia  de 
los  tribunales  con  potestad  de  juzgamiento;  no  tampoco  en  el  or- 
den interno  de  todas  las  Naciones,  sino  en  tanto  que  ellas  pongan 
en  contacto  dos  colectividades  políticas,  para  evitar  que  de  este 
rozamiento  de  las  jurisdicciones  y  de  las  soberanías  puedan  nacer 
nuevos  conflictos  ó    quieran  perpetuarse  los  existentes. 

Sería,  Señores,  una  pretensión  inexcusable  asumir  las  funciones 
(le  los  cuerpos  legislativos  del  Estado  y  derogar  el  orden  legal 
existente,  en  el  interés  de  una  ley  única  y  general  á  los  Estados 
de  la  América  del  Sud;  sobre  la  agresión  llevada  á  los  derechos 
de  soberanía  que  los  Gobiernos  Oriental  y  Argentino  son  los 
primeros  en  reconocer  y  respetar,  como  un  principio  de  honra 
para  las  naciones,  se  jicumularía  í*1  inconveniente  de  imponer  le- 
yes iguales  á  Estados  que  se  encuentran  en  desigualdad  de  con- 
diciones y  que  viven  sometidos  al  sabio  y  conocido  axioma  de 
Pascal. 

Dejemos,  pues,  á  los  Estados  de  la  América,  con  su  legislación 
propia  y  calculada  sobre  las  necesidades  de  orden  privativo  y 
nacional;  en  la  materia  penal,  por  ejemplo,  determinemos  cuales 
la  ley  que  ha  de  aplicarse  al  delincuente,  cuando  surge  del  delito 
mismo  una  relación  de  Estado  á  Estado,  decidamos  cual  es  el 
tribunal  <]uc  ha  de  juzgarlo,  y  cual  el  caso  en  que  los  Gobiernos 
deben  acordar  su  entrega ;  pero  una  vez  resueltos  estos  problemas 
que  especialmente  se  refieren  á  la  competencia,  el  Derecho  Inter- 
nacional Privado  ha  terminado  su  misión;  y  no  debemos  ni  pode- 
mos discutir,  si  esa  ley  declarada  aplicable  ha  de  ser  la  de  muerte 
ó  la  de  presidio,  porque  esa  es  la  función  de  cada  legislador,  por- 
que esa  es  la  le}'  interna,  sagrada  é  inviolable  i)ara  nosotros,  tan 
inviolable  como  el   mismo  principio  de  soberanía. 

Tal  es.  Señores  Plenipotenciarios,  la  misión  con  que  hemos  sido 
investidos,  tul  es  también  el  Derecho  Internacional  Privado  caracte- 
rizado especialmente  por  las  cuestiones  que  á  la  competencia  se 
refieren. 

Dice  Brocher,  que  la  materia  en  estudio  es  un  compuesto  de 
soberanía,  de  derecho  y  de  competencia,  y  yo  creo  que  es  en  el 
equilibrio  de  estos  tres  componentes  que  debemos  buscar  la  re- 
sultante que  ha  de  quedar  escrita  en  nuestros  tratados,  llegando 
al  derecho  por  el  camino  de  la  soberanía,  pero  no  deprimiendo 
la  soberanía,   porque  es  atentar  contra  el  derecho. 

Estudiamos,  Señores,  una  ciencia  de  relación,  que  nace  precisa- 
mente de  ftsa  diversidad  de  las  legislaciones,  á  diferencia  del  de" 
recho  interno,  que  tiene  una  vida  incondicional,  que  tiene  una 
existencia   propia  que  vive  en  todos  los  casos   y   contra    todas  las 
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hipótesis;  si  suprimimos,  entre  tanto,  como  lo  quiere  Bluntschii, 
las  fronteras  que  separan  á  los  pueblos,  si  los  confundimos  por  un 
momento  en  uua  sola  nacionalidad,  el  Derecho  Internacional  Pri- 
vado, habría  desaparecido  con  la  última  soberanía  local,  con  la 
última  ley  territorial;  y  pues  que  nos  es  forzoso  reconocerle  esta 
existencia  de  relatividad,  no  podemos  ocuparnos  de  perfeccionar 
sus  princi[)ios  y  de  trazar  sus  reglas;  al  mismo  tiempo  que  su- 
primimos su  origen,  su  causa, ,  su  necesidad,  que  es  esa  diversi- 
dad de   las  legislaciones,  que  es  esa     pluralidad  de   las  sobei-anías. 

Hechas  estas  observaciones,  que  las  presento,  no  como  Miembro 
Informante  de  la  Comisión,  sino  como  Representante  de  uno  de  los 
Gobiernos  que  suscribieron  la  convocatoria  de  10  de  Marzo,  voy 
á  especializarme    con  la    materia   sobre  que  debo  informar. 

La  Comisión  ha  esquivado  tanto  como  le  ha  sido  jmsible,  el 
terreno  de  las  abstracciones  y  de  las  teorías  aventuradas  por  con- 
siderar que  ellas  alejan  al  Honorable  Congreso  de  su  misión 
esencialmente  pnictica  y  resolutiva. 

La  íilosnfía,  que  ha  discutido  todos  los  fundamentos  del  orden 
social  y  político,  no  ha  dejado  de  someter  á  sus  esi>eculaciones 
la  leg:üidad  de  la  pena;  pero  lu  Comisión  no  ha  (juerido  hacerse 
cargo  de  seimViantes  discusiones;  el  derecho  de  castigar  está  es- 
crito en  la  ley  positiva  <ie  todos  1í)s  Estados  civilizados  de  la 
tierra,  sea  que  él  pniceda  <le  la  justicia  absoluta,  que  confunde, 
á  mi  juicio,  el  derecho  con  la  moral,  sea  que  él  se  imjionga  con  el 
utilitari'^tno  desnudo  v  oiroista  de  la  íilíKsofía  de  Hentliam,  la  Co- 
misión  no  ha  encutuirado  sus  tnibajos  en  el  exclusivismo  de  esos 
sistemas.  Acepta,  sí,  el  eclccticistno  de  la  justicia  relativa  que 
combina  el  |)rinci[)io  justo  con  el  uu'ivil  humano,  la  justicia  con  el 
interés;  rindiendo  tributo  á  la  primeni,  en  tanto  que  lo  ¡íermiten, 
la  conservación  del  orden  social  v  la  vida  armónica  de  las  na- 
clones. 

Es  á  la  luz  de  estos  principios  que  la  Comisión  ha  trazado 
límites  á  la  jurisdicción,  ha  |)receptuado  reglas  á  la  extradición, 
al  asilo,   á  la  prescripción  y  á  la  expulsión. 

En  materia  de  jurisdicción,  la  Comisión  ha  aceptado  el  princi|)io 
de  la  ley  tenñtirial  y  la  potestad  de  los  jueces  en  cuyo  territo- 
rio se  consuman    los  actos  delictuosos. 

Este  principio,  dice  Hard,  i)uede  ser  enunciado  con  todos  los 
honores  de  un  axioma,  es  decir,  sin  demostración;  pero  otros 
tratadistas,  como  Fiore,  le  dedican  extensas  y  nutridas  páginas, 
combatiendo  las  escuelas  ^^  ue  en  diversas  épocas  han  pretendido 
conmoverlo. 

El  carácter  territorial  de  estas  leyes  no  se  ataca,  ni  ha  sido 
atacado    en   ningún    tiempo,  en    el  sentido  de  desconocer  la  acción 
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del  castigo  dentro  del  territorio  de  cada  nación;  cuando  el  de- 
lito se  ha  cometido  en  el  mismo,  y  el  agente  del  crimen 
no  ha  buscado  en  la  fuga  la  impunidad,  el  imperio  de  la  legisla- 
ción penal  es  inherente  á  cada  Estado,  que  tiene  el  derecho  de 
regirse  por  sus  propias  leyes  y  el  deber  de  hacerlas  cumplir  y 
respetar  en  todo  el  territorio  nacional  proveyendo  á  su  seguridad, 
é  su  defensa  y  amparando  los  derechos  acordados  á  todos  los 
que  habiüm  en  su  suelo ;  actos  son  estos  de  soberanía  interior,  que 
constituyen  el  orden  institucional  de  las  naciones,  y  para  el  cual 
no  necesitan  ni  consienten  el  concurso  de  los  demás  Estados; 
las  leyes  penales  y  los  [)rocediirnentos  conducentes  ai  castigo, 
toman  recien  carácter  internacional,  cuando  son  varios  los  Estados 
que  pueden  disputarse  la  jurisdicción  del  delito,  sea  con  relación 
á  la  persona  del  reo,  sea  por  el  refugio  que  este  ha  buscada 
después  de  delinquir,  sea  también  por  el  interés  que  tengan  en 
la  represión  varios  Estados,  ó  últimamente  por  la  jurisdicción 
dudosa  del  delito,  cuando  los  actos  preparatorios  se  producen  en  un 
territorio  y  sus  efectos   han  de  sentirse  en  otros. 

Es  en  estos  casos  múlti|)les  y  varios  donde  han  tomado  orí- 
gen  las  distintas  escuelas  que  han  discutido  la  jurisdicción  de  los 
delitos. 

La  primera  de  ellas,  la  mas  inconsistente,  atacó  todo  el  orden 
de  las  jurisdicciones,  aspirando  á  una  confederación  universal, 
basada  en  el  interés  de  la  justicia  represiva;  según  esta  escuela, 
que  puedo  llamar  perturbadora,  todi^s  los  jueces  eran  buenos  y 
todos  los  tribunales  competentes,  para  castigar  á  los  culpables; 
cada  Estado  tenía  el  derecho  de  apníheuder,  procesar  y  penar 
al  delincuente  por  la  sola  circunstancia  de  encontrarlo  sobre  su 
territorio,  y  de  haber  ofendido  las  levos  de  la  justicia  humana. 
Esta  escuela,  que  sedujo  numerosos  espíritus  ha  sido  defendida 
con  calor,  hasta  mediados  de  este  siü^lo,  y  así  nos  explicamos 
que  en  el  cuerpo  legislativo  francés  so  hayan  [)ronunciado  estas 
palabras,  que  recuerda  Fiore,  como  una  amenaza  a  la  soberanía 
de  los  demás   Estados: 

« Es  un  honor  para  la  Francia,  se  ha  dicho,  vengar  todos  los 
crímenes    que  se  cometan  en   el  universo.» 

Afortunadamente.  Señores  Plenipotenciarios,  el  Derecho  Interna- 
cional Privado,  que  no  ha  tomado  carta  de  ciudadanía,  ha  re- 
sistido con  previsión  y  con  prudencia  estas  explosiones  de  va- 
nagloria nacional  y  según  él,  el  derecho  de  re[)resion  es  privativo 
del  Estado,  cuyas  leyes  han  sido  violadas  y  cu^^a  soberanía  es 
ultrajada  por  el  crimen  mismo;  los  Estados  que  sienten  intactos 
sus  derechos,  que  no  han  visto  agredidos  en  su  territorio  á  sus 
residentes   ó  á  sus    subditos,     no    i)ueden    ejercer   tal     represión,. 


—  143  — 

porque  no  tienen  interés  en  el  castigo,  porque  no  pueden  invocar 
la  defensa  jurídica  en  nombre  de  la  cual  las  sociedades  ejer- 
cen la  penalidad;  y  esa  defensa  jurídica  no  puede  invocarla  un 
Estado  que  no  ha  sido  ofendido,  porque  la  defensa  supone  ata- 
que 7  agresión,  y  la  que  se  ha  llevado  contra  las  leyes  de  una 
nación,  no  puede  ser  vengada  por  todas  las  otras,  sin  caer  en  el 
principio  de  la  justicia  universal  y  absoluta,  que  la  filosofía  mo- 
derna   ha  venido    desalojando  de    sus  dominios  teocráticos. 

Las  tendencias  de  esta  escuela  se  ha  sostenido  con  declama- 
ciones estériles  sobre  la  impunidad,  pero  los  que  combaten  todas 
sus  conclusiones,  están  lejos  de  propagar  el  desorden  y  de  alentar 
el  crimen  por  la  supresión  de  la  pena;  la  jurisdicción  territorial 
calcula  el  castigo  sobre  el  interés  social,  reprime  el  ataque  con 
la  defensa  natural  y  legítima,  y  la  represión  en  esta  forma,  ejer- 
cida dentro  de  las  soberanías,  conforme  con  las  jurisdicciones, 
dista  tanto  de  la  impunidad,  como  dista  el  derecho  de  lo  arbi- 
trario ó  del    delito  mismo. 

Se  comprende,  Señores,  el  desorden  y  la  perturbación  que  nos 
vendría,  de  imponer  todas  las  legislaciones  del  mundo  sobre  el 
mismo  sujeto  de  los  derechos,  que  se  convertiría  en  subdito  de 
todas  las  soberanías;  ejercería  actos  inocentes  en  el  Estado  de  su 
residencia,  que  serían  severamente  juzgados  y  tal  vez  castigados 
con  crueldad,  en  otro  Estado  á  donde  mas  tarde  lo  llevara  la 
neces'dad,  ó  el  ejercicio  de  su  libre  albedrío;  |)rincipios  son  es- 
tos que  nos  arrojarían  en  i n ce rti  lumbres  lamentables,  sobre  la 
legalidad  de  nuestros  actos,  ciue  nos  obligarían  a  dudar  en  todo 
momento  de  su  criminalidad  ó  su  inocencia.  ¿Por  que? — Porque  no 
nos  bastxiría  res|)etar  las  leyes  á  cuyo  imperio  estamos  sometidos; 
sería  necesario  consultar  tnmbieii  todas  aquellas  í^ue  pueden  ser- 
nos impuestas  en  el  porvenir,  aun  cuando  ninguna  relación  jurídica 
mantenemos  con  ellas  en  el  momento  de  la  consumación  de 
nuestros  actos. 

No  son  menos  perniciosas  las  conc'lnsi<»nes  de  la  jurisdicción  uni- 
versal, cuando  se  (duden  osto«í  argumentos,  a{)lican(lo  en  el  extran- 
jero, la  ley  del  lugar  del  delito;  esta  solución,  á  mi  juicio,  ataca 
de  una  manera  nuis  evidente  y  clara  el  principio  de  la  soberanía 
de  los  Esüidos;  los  tribunales  nacionales,  los  que  ejercen  una  ju- 
risdicción originaria,  representando  la  ley  y  la  sí^ciedad  ultrajadas 
por  el  crínum,  serían  suplantados  [>or  jueces  extranjeros  que  no  tienen 
misión,  derechos  ni  deberes  dentro  de  las  fronteras  de  aquella 
soberanía,  volveríamos  á  encontrarnos  con  aquellos  vengadores  aira- 
dos, remedo  profano  de  la  justicia  divina,  ejercida  ó  usurpada  por 
la  justicia  humana. 

No  puede  ocultársenos,  Señores  Plenipotenciarios,  que  cuando  el 


—  144  — 

castigo  se  ejerce  por  un  Estado  indiferente  al  delito,  por  una  na- 
cionqu  9  no  tiene  para  que  regular  el  orden  interior  de  las  de- 
mas,  ni  porque  vindicar  derechos  que  ella  no  ampaní  ni  protege, 
la  penalidad  participa  en  estos  casos  de  la  indiferencia  de  ese 
Estado;  el  proceso  no  se  sustancia  la  mayor  [)arte  de  las  veces 
y  cuando  se  abre  faltan  las  pruebas  ó  no  se  hallan  los  cómplices 
que  han  quedado  en  el  lugar  mismo  del  crimen;  combatir  en  es- 
tos casos  el  principio  de  la  extradición  y  disputar  la  competencia 
del  tribunal  territorial,  con  la  esperanza  de  un  castigo  dudoso,  es 
llegar  directa  y  deliberadamente  á  la  imi)unidad  que  se  quiere 
evitar. 

Otro  principio  y  otra  escuela  i:o  menos  perniciosa  es  la  que  se 
funda  en  la  nacionalidad  del  agente  6  de  la  víctima  del  crimen, 
para  someter  el  proceso  á  las  leyes  y  á  los  tribunales  de  la  Na- 
ción de  origen. 

Son  diversos  y  numerosos  los  países  que  consagran  principio  tan 
contradictorio;  la  Bélgica,  según  su  ley  de  15  de  Abril  de  1878, 
establece  en  su  artículo  7.",  que  todo  belga  culpable  de  un  delito 
cometido  coyüra  otro  beljja,  fuera  del  territorio  del  reino,  podrá  ser 
perseguido  y  enjuiciado  por  los  tribunales  del  mismo;  en  Suiza 
se  observa  la  misma  ley;  en  Rusia,  según  el  artículo  132  del 
Código  Penal  de  18(36  se  signen  prácticas  idénticas;  en  el  Im- 
perio del  Brasil,  la  ley  de  4  de  Agosto  de  1875  está  concebida 
en  estos  términos:  *Los  extranjeros  que  en  otro  país  hayan  co- 
metido contra  brasileros  algunos  de  los  crímenes  que  se  enumeran, 
y  entraren  en  el  territorio  del  Imperio,  serán:  ó  entregados  por 
pedido  de  extradición,  ó  ex[)ul.sados  del  territorio  brasilero,  ó  pe- 
nados según  la  ley  del  Imperio.» 

En  contra  de  las  legislaciones  que  he  citado,  tenemos  las  de 
Inglaterra  y  de  los  Estados  Unidos  del  Norte^  que  aceptan  en  ab- 
soluto la  ley  del  territorio  en  (jue  el  delito  se  per[)etra,  prescin- 
diendo de  la  nacionalidad  del  agente,  de  la  víctima  ó  del  damni- 
ficado, principio  que  viene  hacien<lo  su  camino  de  repamcion  y  de 
reforma,  como  lo  ha  probado  el  Reichstag  del  Imperio  Alemán,  re- 
chazando en  1876  ese  privilegio  de  jurisdicción,  cuando  se  quería 
fundar  en    la  nacionalidad   de  la  víctima. 

La  nacionalidad  carece,  en  efecto,  de  toda  significación  jurídica 
para  determinar  la  com[)etencia;  ésta  nace  de  las  leyes  que  han 
sido  violadas  en  el  territorio  del  crimen,  como  de  los  derechos 
agredidos,  lo  mismo  en  la  persona  de  un  subdito  que  en  la  de  un 
residente,  y  no  hay  sino  un  Estado  que  debe  proteger  en  un  caso 
el  derecho,  y  reprimir  en  otro,  los  delitos  que  se  consuman  en  su 
suelo;  es,  por  otra  parte,  contrario  á  todo  principio  moral,  la 
situación  creada    á    esos  jueces  y    tribunales  del  crimen,  que     de 
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claran  la  impunidad  ó  el  castigo,  la  competencia  ó  la  declinatoria, 
por  un  hecho  ajeno  á  toda  relación  jurídica  con  el  delito;  la 
justicia  humana  no  se  ha  mostrado  nunca,  mas  deficiente  é  imper* 
fecta,  que  cuando  se  la  mira  pesquisando  en  los  bolsillos  de  la 
víctima,  la  carta  de  ciudadanía  que  ha  de  determinar  la  abso- 
lución ó  la  pena  del  culpable. 

Digo  otro  tanto,  Señores  Plenipotenciarios,  de  la  nacionalidad, 
no  ya  de  la  víctima,  sino  del  agente  de  un  crimen,  cuando  la  ley 
y  los  tribunales  de  origen,  quieren  juzgar  por  sí  mismo,  al  cri- 
minal que  ha  delinquido  en  otro  Estado;  la  jurisdicción  del 
territorio  es  indisputable,  si  han  de  ser  respetadas  las  soberanías, 
fiBUí.tibies  los  procesos  y  castigados  los  culpables,  y  es  la  extradi- 
ción de  los  mismos,  acordada  en  formas  amplias  y  legales,  la  que 
está  llamada  á  prevenir  todos  estos  excesos  de  un  protección 
innecesaria  y  deprimente  para  los   Estados. 

Cuando  la  Francia  discutió  su  proyecto  de  Código  de  instrucción 
criminal,  donde  tantos  y  tan  graves  privilegios  se  reservaba  la  na- 
cionalidad francesa,  el  jurisconsulto  Ortolan,  exclamaba,  no  satisfecho 
todavía:  «falta  en  este  Código  la  proteccmi  que  la  Francia  debe  á 
sus  subditos  en  el  extranjero,  no  se  siente  bastante  la  auioriciad  de 
la  Nación,  sobre  los  franceses  que  viven  en  el  teiTitorio  de  los  otros 
Estados.»  Se  comprende,  Señores,  la  extrañeza  con  que  tiene  que 
recibii*se  esta  lamentación  improcedente,  nacida  de  una  autoridad 
bajo  todos  conceptos  respetable;  y  es  sensible  que  ella  nos  obligue 
á  reabrir  los  manuales  que  hemos  dejado  olvidados  en  las  aulas,  para 
recordar  que  esa  autoridad,  cuya  ausencia  deplora  el  sabio  jurista 
francés,  no  puede  consentirla  dentro  de  su  jurisdicción  ningún  Estado 
independiente;  estoy  obligado  á  recordar  también,  que  el  extranjero 
que  llega  á  un  territorio,  acepta  .con  el  hecho,  la  protección  de  sus 
leyes  y  la  competencia  de  sus  tribunales,  que  hacen  innecesaria  é 
injuriosa  to<la  otra  protección  ó  autoridad;  estos  son,  Señores,  los 
principios  elementales  que  han  presidido  á  la  constitución  de  los 
Estados  y  que  consolidan  en  los  tiempos  modernoí?  el  alto  principio 
de  la  soberanía;  son  también  estas  nociones  de  la  ciencia  interna- 
cional las  que  inspiran  y  confirman  el  principio  que  ha  proclamado 
Fiore:  ^sea  quien  fuere  el  autor  ola  victima  de  un  crimen,  su  represión 
corresponde  á  los  tribunales  y  á  las  leí/es  que  amparan  el  deircho  violado.» 
Es  este  el  principio  que  la  Comisión  acepta  en  todas  y  cada  una  de 
sus  conclusiones,  y  es  esta  también  la  protección  que  ha  debido  re 
cordar  el  jurisconsulto  francés,  antes  de  extender  la  autoridad  y  la 
soberanía  de  la  Francia,  sobre  todas  las  naciones  que  hospedan  ciu- 
dadanos franceses  en  su  suelo. 

Examinada  la  jurisdicción  penal  bajo  su  aspecto  jurídico,  no  será 
improcedente  considemrla,  siquiera  sea  sobriamente,  bajo  su  faz 
política. 
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¿Cual  es,  en  efecto,  el  principio  legal,  que  mas  se  conforma  con 
el  interés  de  los  Estados  que  tenemos  la  honra  de  representar?    Esta- 
blecido lo  que  es  justo,  lo  que  es  esencialmente  jurídico,  en  la  vida 
internacional   de   las  naciones,  me  será  fácil  demostrar,  que  en  este 
caso,  la  justicia  se  conforma  con  la  conveniencia  de  los  Estados  Sud 
Americanos.    Representamos  paísej,  cuya  población  se  complementa 
y  se  trasforma  diariamente,  por  el   concurso  de  las  nacionalidades 
europeas;  e^tos  elementos  que  atraemos  deliberadamente,  como  fac 
tores  de  riqueza  y  de  engrandecimiento,  necesitamos,  para  que  sean 
proficuos,  sentirlos  incorporados  á  nuestra  vida  nacional,  necesitamos 
someterlos  á  la  acción  de  nuestras  leyes,  que  concluyen  por  consti- 
tuir una  verdadera  naturaleza  jurídic4i,  imponiéndose  como  la  norma 
de  sus  actos,  como  la  fuerza  reguladora  de   sus   derechos  y  do  sus 
castigos;  ese  estatuto  personal  que  una  vez  suplanta  la  ley  del  domi- 
cilio en  el  orden  civil,  y  otras  la  ley  del  lugar  en  que  los  actos  se 
consuman,  mantiene  al  extranjero  con  la  mirada  fija  en  el  escudo  de 
su  país  de  origen,  en  sus  leyes  y    en   sus  códigos  patrios,   en   sus 
ministros  y  en  sus  cónsules,  segregándosc  en  el  hecho  de  la  colectivi- 
dad social  que  los  protege  en  sus  personas;  los  Estados,  que  represen 
tamos,  se  han  dado  una  legislación  civil,  comercial  y  penal,  que  está 
calcada  sobre  las  mas  adelantadas  de  la  Europa,  la  administración  de 
justicia  y  los  tribunales  del  crimen,  no  son  ni  siquiera  sospechables 
en  esta  parte  de  la  América.    ¿Que  otra  protección   pueden  exigir  en- 
tonces los  extranjeros  residentes,  q.ie  la  acordada  por  nuestras  legis- 
laciones, toda  vez  que  ellas  consagran  la  igualdad  civil  para  propios 
y  extraños? 

Es  necesario,  Señores,  borrar  todo  vestigio  de  ciudadanía  ante  las 
leyes  civiles  y  penales;  es  necesario  que,  como  pueblos  independientes 
y  libres,  rechacemos  esa  protección  que  la  reputo  deprimente  de 
nuestra  autonomía  y  en  que  no  siempre  sh  consultan  los  intereses  y 
derechos  que  se  tratan  de  amparar;  es  necesario  contrarestar  también, 
la  acción  de  los  gobiernos  que  se  empeñan  en  mantener  vínculos  de 
sujeción  y  de  dominio,  mas  allá  de  sus  fronteras;  (jue  esos  hilos 
invisibles  que  sujetan  al  hombre  á  una  soberanía  (]ue  ha  abando- 
nado, se  desaten  al  cruzar  el  Océano,  para  reanudarse  con  aqusole 
Estados  á  cuya  vida  social  vienen  á  incorporarse  libremente;  la  Amé" 
rica  les  ofrece  su  suelo  con  hospitalidad  y  sin  reservas;  acepten  ellos 
su  legislación  sin  desconfianzas. 

Sabemos  cuales  son  las  tendencias  y  las  ideas  que  la  Comisión 
persigue  en  su  proyecto  relativo  á  la  jurisdicción;  veamos  ahora,  como 
este  principio  se  salva  y  se  consulta  en  todos  los  casos  que  puede 
presentar  la  consumación  de  un  crimen;  me  será  fácil  demostrar,  que 
todos  los  conflictos  están  solucionados  con  la  territorialidad  de  la 
ley  penal  y  con  el  interés   de   los   EJstados  afectador   por  el  delito 
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mi<ino;   en    ningún   caso,  se  tiene  en  cuenta  la  ciudadanía,   ni  se 
presta  homenaje  á  la  jurisdicción  del  país  de  origen. 

La  historia  de  los  procesos  nos  enseña  que  un  delit»>  puede  per- 
petrarse en  un  Estado,  afectando  exclusivamente  los  derechos  y  los 
intereses  de  otro.  ¿Cual  es  el  tribunal  competente  para  juzgar  al 
culpable  y  cuales  las  leye^  aplicables  al  caso?  Desenvuelto  el  prin 
cipio  de  la  justicia  relativa,  que  consulta  el  interés  de  los  Estados  afee 
tados  por  el  crimen,  es  forzoso  recí»nocfcr  la  jurisdicción  del  país 
exclusivamente  damnificado,  porque  es  v\  único  que  puede  invocar  la 
defensa  jurídica,  como  base  de  la  penalidad  y  razón  del  castigo;  la 
jalsificacion  de  sellos  y  monedas,  por  ejemplo,  puede  perpetrarse  en 
uu  territorio  distinto  de  aquel  á  cuyo  gobierno  pertenecen  las  mo- 
nedas ó  los  sellos.  ¿Donde  debe  ubicarse  el  interés  de  la  represión, 
sino  allí,  donde  se  siiínten  ultmjados  los  derechos  de  soberanía,  y  estafa- 
do el  poder  público  en  una  de  las  facultades  que  le  son  privativas?  No 
creo  necesario  insistir  sobre  este  punto,  en  que  se  muestran  confor- 
mes los  autore^s  y  las  legislaciones  penales;  la  Comisión  acepta  la 
jurisdicion  del  país  danmiíicado,  y  no  cree  en  esto,  separarse  del  prin- 
cipio territorial,  tal  como  lo  ha  entendido  y  explicado  en  este  infor- 
me; la  jurisdicción  del  delito,  es  la  del  país  que  ampara  los  derechos 
violados.  Dada  la  redacción  delart.  2.",  se  me  ha  preguntado,  si  este 
principio  comprende  solamente  los  delitos  que  afectan  al  Estado  como 
colectividad  política,  ó  si  se  extiende  á  los  derechos  particulares 
violados  en  las  personas  que  habitan  en  país  distinto  al  del  culpable, 
es  decir,  distinto  de  aquel  en  que  preparó  su  crimen;  la  Comisión, 
ha  sentado  un  princi[)io  amplio  y  general;  entiende  que  los  derechos 
de  un  Estado  se  menoscaban,  no  solo  por  los  delitos  perpetrados 
contra  su  soberanía  política,  sino  también  por  los  atentados  que  com- 
prometen personas,  derechos  é  intereses,  colocados  biijo  la  custodia 
de  sus  leyes;  supóngase  el  caso  que  se  envían  de  un  territorio  á 
otro,  alimentos  envenenados,  supóngase  que  en  la  frontera  de  un 
Estado,  se  dispai*a  un  tiro  de  fusil  que  hiere  ó  mata  a  la  persona  que 
se  halla  bajo  la  jurisdicción  territorial  de  otra  nación;  casos  son  estos, 
que  deben  ser  juzgados  donde  cae  la  víctima,  donde  se  produce  el 
daño,  donde  se  ha  violadlo  un  derecho  protegido  por  las  leyes;  en  la 
residencia  que  tenía  el  agente  al  tiempo  del  delito;  hay,  es  cierto, 
uu  acto  delictuoso,  han  tenido  lugar  l(  s  actos  prepanitorios,  pero  el 
delito  está  consumado  en  otra  parte,  y  es  en  otro  territorio  también 
donde  se  produce  el  hecho  grave  que  sirve  á  calificarlo;  hay,  repito, 
un  acto  criminoso,  que  podría  determinar  la  jurisdicción  en  que 
residía  el  delincuente;  pero  de  acuerdo  con  los  principios  que  hemos 
desarrollado,  debe  prevalecer  en  el  conflicto,  la  jurisdicción  que 
ampara  los  derechos  violados  en  la  persona  de  la  víctima;  allí  está 
el  daño,  allí  se  ha  consumado  el  crimen,  allí  hay  un  hecho  jurídica- 
' mente  cierto  y  no  dudoso,  como  lo  son  siempre  los  actos  preparato- 
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rios  y  en  muchos  casos  la  tentativa  misma.  Debo  agregar  como  ilustra- 
cion  á  este  principio,  que  la  Coi-te  de  Casación  de  Francia,  se  ha  pronuo. 
ciado  en  su  favor,  en  el  proceso  Marechaux;  el  delito  fué  preparada 
en  Londres,  y  produjo  sus  efectos  en  París;  los  Tribunales  Británico» 
reclamaron  para  sí  la  jurisdicción  del  proceso;  pero  la  Corte  Francesa 
desconoció  tal  competencia,  haciendo  prevalecer  la  teoría  que  acabo 
de  desarrollar,  fundada  en  la  jurisdicción  del  perjuicio,  en  la  sobera- 
nía vejada  por  el  crimen,  y  en  las  lej'es  que  amparan  á  la  víctima:  el 
culp;»ble  expió  su  crimen  en  la  cárceles  francesas. 

Otro  caso  de  conflicto  se  nos  presenta,  cuando  un  mismo  crimen  d 
delito,  se  consuma  ala  vez  por  uno  ó  varios  delincuentes,  en  distintos 
territorios,  ó  afecta  á  diferentes  Estados.  En  este  caso,  el  delitíi  no 
afecta  á  uno  de  ellos  exclusivamente,  sino  á  todos,  de  manera  que  no 
puede  aducirse  la  razón  del  daño  y  de  la  ley  especialmente  violada, 
porv,ue  todas  lo  han  sido  igualmente  y  las  víctimas  del  crimen  recla- 
man la  protección  de  sus  tribunales  respectivos.  Dada  la  igualdad 
de  derechos  y  de  condición  legal,  no  puede  prevalecer  ninguna  juris- 
dicción emanada  de  fuentes  esencialmente  jurídicas;  hay  que  defe- 
rir á  las  circunstancias  que  acompañan  el  crimen  y  á  la  situación  del 
delincuente,  reconociendo  la  competencia  del  Gobierno  en  cuyo  ter- 
ritorio se  encuentra;  esta  jurisdicción  se  justifica  por  el  daño  mismo, 
que  lo  afecta,  como  á  los  otros  Estados,  y  ella  debe  prevalecer  á 
falta  de  una  razón  de  precedencia  en  k  s  demás;  no  podría,  en  efecto, 
reclamársele  la  entrega  del  culpable,  fundándose  en  los  mismos  per- 
juicios que  él  ha  sufrido,  porque  esto  sería  despojarse  de  una  jurisdic- 
ción originaria  y  propia,  por  razones  idénticas  á  las  que  se  la 
acuerdan. 

Cuando  ei  reo  no  se  encuentra  en  ninguno  de  los  Estados  perju- 
dicados por  el  crimen,  entonces  sí,  la  extradición  es  procedente  y 
debe  acordarse  á  quien  primero  la  hubiere  solicitado;  los  hechos 
tienen  que  llenar  una  vez  mas  en  este  caso,  la  falta  de  razones 
jurídicas,  que  determinen  precedencia. 

En  esta  pluralidad  de  juicios,  se  siente  comprometido  el  principio* 
de  derecho  criminal:  non  bis  in  idem;  y  hemos  tratado  de  salvarlo, 
aspirando  á  la  sustanciacion  de  un  solo  juicio,  y  á  la  aplicación  de 
una  sola  pena,  que  será  hi  mas  grave  de  las  establecidas  en  las  distin- 
tas leyes  penales  infringidas.  El  juicio  único,  es  una  aspiración  de 
los  tratadistas  y  de  los  prácticos,  en  el  orden  de  todos  los  procedi- 
mientos, lo  mismo  en  el  fuero  civil,  que  en  el  comercial,  que  en 
el  penal;  si  bien  en  los  concursos  ó  en  las  sucesiones,  se  sienten  difi- 
cultades que  nacen  de  la  ubicación  de  los  bienes,  cuando  se  hallan 
sometidos  á  distintas  jurisdic<!Íones,  esas  dificultades  no  son  insalvables 
en  el  procedimiento  criminal;  todos  los  Estados  damnificados  entran 
en  el  concurso  de  la  penalidad,   y   se  elegirá  el  mas  grave  de  los 
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castigos  impuestos  al  delito,  para  que  no  queden  sin  satisfacción,  todas 
j  cada  una  de  las  leyes  violadas,  cuyos  castiji^os  pueden  ser  mas  ó 
menos  leves,  mas  ó  menos  severos. 

La  aplicación  de  la  pena  mas  gmve  ofrece,  sin  embargo,  diíicul- 
tades;  puede  ella  no  estar  comprendida  en  la  penalidad  del  país  del 
enjuiciamiento,  y  es  evidente  que  eú  el  territorio  de  una  Nación,  no 
deben  aplicarse  ni  consentirse  penas  ó  castigos  que  estén  prohibidos 
por  sus  leyes;  pero  esta  dificultad  que  la  Comisión  ha  previsto,  se 
salva  con  una  adición  que  tengo  encargo  de  introducir  en  el  pro- 
yecto, y  que  es  la  siguiente: 

(Sírvase  tomar  nota  del  Señor  Secretario). 

<  Si  la  pena  mas  grave,  no  estuviera  admitida  por  el  Estado  eij 
<que  se  juzga  el  delito,  se  le  aplicará  la  que  mas  se  le  aproxime 
«en  gravedad.» 

No  se  oculta  á  los  Señores  Plenipotenciarios,  que  cuando  la  ley 
penal  de  algunos  de  los  otros  Estados,  es  mas  grave  que  la  del  país 
del  juicio,  tiene  lugar,  en  definitiva,  la  aplicación  de  una  ley  extranjera; 
desde  que  la  pena  se  gradúa,  no  por  la  jurisdicción  del  proceso,  sino 
por  la  que  reviste  mayor  suma  de  severidad;  pero  debe  tenerse  pre- 
sente, que  el  país  que  juzga,  castiga  no  solamente  el  delito  que  lo 
afecta,  sino  el  que  ha  comprometido  también  á  las  otras  Naciones 
danmificadas;  se  juzga  y  se  procede,  pues,  á  nombre  de  todas  las  víc- 
timas, ejerciendo  una  jurisdicción,  delegada  por  todos  los  Estados, 
en  el  interés  del  juicio  único;  no  hay  en  el  caso  abdicación,  de  sobera- 
nía, ni  de  jurisdicción,  sino  concurso  de  penalidad,  qne  se  impone 
legítimamente,  fundado  en  el  interés  de  la  represión  y  del  castigo; 
en  cuanto  á  la  elección  de  la  pena  mas  grave,  ella  se  justifica  por  las 
amplitudes  del  delito;  sup<)ngase  el  caso  de  un  Estado  que  castiga 
con  una  reclusión  leve,  un  delito  penado  severamente  por  la  legisla- 
ción de  otra  Nación  que  ejerce  los  mismos  títulos  á  la  penalidad. 
¿Quedaría  ésta  satisfecha  con  el  juicio  de  ese  segundo  Estado,  que 
impone  una  pena  mas  parecida  á  la  impunidad  que  al  castigo?  ¿ó 
habi'á  de  consultarse  la  satisfacción  v  la  vindicta  de  todos  los  intereses 
y  de  todos  los  gobiernos  comprometidos  por  el  crimen?  Esto  es  lo  justo 
y  esta  es  la  solución  que  se  impone  como  esencialmente  jurídica; 
máxime  si  se  recuerda,  que  la  pluralidad  de  intereses  damnificados, 
es  circunstancia  agravante  del  mismo  delito,  y  que  éste  se  vuelve 
mas  trascendente  y  mas  punible,  á  medida  que  se  extiende  el 
círculo  de  las  personas  heridas  por  la  perversidad  del  delincuente, 
sean  ellas  visibles,  jurídicas  ó  políticas. 

He  presentado  diversidad  de  casos,  en  que  los  tribunales  de  dis- 
tintos países  pueden  discutir  la  jurisdicción  de  los  procesos;  pero 
también  puede  ocurrir,  que  en  lugar  de  disputarla,  se  haga  abandono 
de  ella  y  se  renuncie;  puede  haber  un  Estado  cuya  administraciou 
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de  justicia  se  muestre  negligente  en  la  persecución  y  el  castigo  de 
los  malhechores;  supóngase  que  por  efecto  de  esa  impunidad,  éstos 
dirijan  sobre  otros  territorios  sus  empresas  criminales,  llevando  una 
amenaza  y  un  peligro  á  la  sociedad  que  los  recibe.  ¿Habrá  ésta  de 
soportar  los  efectos  de  una  justicia  extranjeni  venal  ó  corrompida? 
¿ó  debemos  buscar  temperamentos  conciliadores  entre  la  seguridad 
social  y  la  autonomía  inatacable  de  cadíi  magistratura?  Para  solucio- 
nar esta  cuestión,  la  Couiision  se  ha  encontrado  embarazada  con 
dificultades  que  revisten  cierta  gravedad;  el  país  en  que  reside  el 
culpable  no  puede  procesarlo  bajo  ninguna  forma,  porque  con  el  crimen 
no  ha  violado  sus  leyes,  que  le  son  por  lo  timto  inaplicables  ó  porque 
castigaría,  fundada  en  peligros  futuros,  que  darían  á  la  pena  un 
carácter  preventivo  inadmisible;  aplicar  las  leyes  de  la  Nación  en 
que  el  crimen  se  perpetró,  sería  una  solución  menos  aceptable  toda- 
vía, como  creo  haberlo  demostrado  al  trazar  los  límit'is  de  cada 
jurisdicción.  La  Comisión  ha  resuelto  la  dificultad,  acordando  ó  la 
sociedad  amenazada  por  la  presencia  del  culpable,  el  derecho  de 
ofrecer  la  extradición,  y  de  requerir  el  castigo  de  aqnel  Estado  que 
tiene  competencia  para  el  proceso,  por  haberse  consumado  el  crimen 
en  su  territorio.  Se  ha  dicho,  Señores,  que  esto  importa  acordar 
una  acción  fiscal  á  las  justicias  extranjeras;  pero  debo  observar,  que 
este  procedimiento  se  practica  por  numerosos  Estados,  y  está  escrito 
en  pactos  internacionales,  como  en  ciertas  leyes  de  carácter  interno; 
puedo  citar  entre  otros  casos,  el  que  nos  ofrece  la  legislación  frau- 
cesa,  cuando  castiga  al  búbdito  que  se  halla  de  vuelta  en  el  territorio 
francés,  después  de  haber  delinquido  en  otra  parte;  la  ley  de  refor- 
mas de  1866  impone  como  requisito  esencial  para  que  ese  subdito 
pueda  ser  castigado,  que  medie  requerimiento  oficial  del  Estado  en 
cuyo  territorio  delinquió;  se  ve,  pues,  que  los  jurisconsultos  franceses, 
como  muchos  otros,  no  entienden  menoscabar  la  autoridad  de  sus 
Gobiernos,  ni  la  autonomía  desús  jueces,  aceptando  un  requerimiento! 
que  es  mas  bien  un  aviso  amigable  y  un  recuerdo  que  se  vuelve 
provechoso,  cuando  la  justicia  del  país  damnificado  ignonila  situación 
del  culpable;  es  este,  Señores,  el  medio  propi  >  y  legítimo  de  alejar 
un  peligro  social,  consultando  los  altos  intereses  de  la  justicia  y  los 
principios  de  la  jurisdicción. 

Cuando  el  requerimiento  no  ha  sido  atendido,  cuando  la  justicia 
se  manifiesta  impasible  ante  el  clamor  de  una  sociedad  amenazadaí 
ésta  tiene  el  deber  de  velar  por  su  seguridad,  y  entonces  no  debe  tam* 
poco  formar  procesos,  ni  confundir  jurisdicciones,  sino  proceder  admi 
nistrativamente,  y  expulsar  por  un  acto  de  gobierno  al  extranjero 
culpable  que  ofende  á  la  sociedad  con  la  impunidad  de  sus  crí- 
menes. 

El  derecho  de  expulsión,  se  ha  discutido  contradictoriamente,  des- 
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conociendo  á  los  Gobiernos  lu  facultad  de  ejercerlo;  la  expulsión,  se 
ha  dicho,  es  una  pena,  como  lo  es  toda  limitación  á  la  libertad  indi* 
vidual,  como  todo  acto  que  importa  la  privación  de  un  bien,  y  es 
una  pena,  dicen,  impuesta  sin  proceso,  despojada  de  toda  forma  de 
juicio;  hay,  en  efecto,  una  limitación  visible  al  derecho  de  elegir 
libremente  el  territorio  de  su  residencia;  pero  estas  garantías  y  estos 
derechos  se  suponen  acordados  siempre,  sin  menoscabo  ni  perjuicio  de 
terceros,  y  el  perjuicio  en  este  caso  no  puede  ser  mas  evidente,  cuando 
una  sociedad  siente  en  su  seno  elementos  perturbadores  de  la  segu- 
ridad y  del  orden.  Rehusar  al  Gobierno,  ha  dicho  Bernard,  el  derecho 
de  cerrar  sus  fronteras  al  refugiado  que  es  indigno  de  participar 
de  los  beneficios  acorda<ios  á  la  asociación  política,  es  negar  la 
autonomía  uacioual  de  Ins  pueblos;  el  suelo  fecuiidíido  por  el  traba- 
jo de  sus  habitantes,  las  riquezas  acu inaladas  j)ur  la  actividad 
industrial,  comercial  y  linanciora,  las  iiistitucioucs  civiles,  religiosas 
y  políticas,  son  patrimonio  indiviso  de  la  nacionalidad,  del  que  debe 
ser  partíci|)e  el  extranjero,  á  íiu  de  asegurar  una  ventaja  recíproca; 
entonces  se  forma  un  verdadero  contrato  entre  el  extranjero  y  el 
Estado;  éste  se  obliga  á  prestarle  su  protección,  el  otro  á  merecerla; 
la  violación  del  contrato  imporüi  su  resolución. 

Las  constituciones  de  las  repúblicas  americanas,  consagran  con 
ft)rmas  liberales  y  hospitalarias,  los  derechos  del  estranjero  á  entrar 
y  salir  libremente  del  territorio,  y  los  confunde  con  los  nacionales 
en  el  ejercicio  de  los  derechos  civiles;  |)ero  estas  garantías  no  im- 
portan desconocer  una  facultad  que  es  inherente  á  cada  soberanía  y 
correlativa  de  las  obligaciones  que  el  Estado  tiene,  de  proveer  á  la  se- 
guridad y  protección  de  todos  los  habitantes  de  su  suelo.  La  imposibi- 
lidad del  proceso,  y  las  formas  de  juicio  que  se  reclaman  para  el  delin- 
cuente de  otro  país,  no  pueden  atacar  las  que  son  inherentes  al  Estado, 
á  su  conservación  y  á  su  existencia.  ¿Hay,  en  efecto,  una  pena  que 
se  impone  sin  juicio?  Nótese  bien  que  la  expulsión,  |)or  lo  mismo 
que  no  se  funda  en  un  delito  calificado  |)or  el  poder  que  la  rlccreta, 
es  menos  que  un  castigo  á  los  actos  del  culpable,  una  medida  de  segu- 
ridad política  ó  social;  las  medidas  de  órdi^n  público  son  actos  gurbe- 
namentales,  que  deben  ejercerse  administrativamente,  como  se  ha 
sostenido  y  declarado  en  la  discusión  que  tuvo  lugar  en  Bélgica  en 
1865;  el  Potler  Judicial,  se  ha  dicho  allí,  no  es  juez  de  las  medidas 
de  seguritlad  social;  üil  facultid  le  daría  funciones  de  carácter  político, 
que  corresponden  privativamente  al  Poder  Ejecutivo. 

Desjardin  defiende  en  estos  términos  el  derecho  de  expulsión  como 
acto  gubernativo:  «Imaginaos,  dice,  una  discusión  empeñada  entre  los 
abogados  y  el  ministerio  público,  no  sobre  una  cuestión  de  culpa- 
bilidad, sino  de  administración.  ¿Será  necesario  llevar  á  la  barm 
las  relaciones  confidenciales  de  los  prefectos,  revelar  á  la  audiencia 
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ciertos  peligros  interiores,  á  riesgo  de  inquietar  á  toda  la  Nación, 
de  detener  ciertas  transacciones,  ó  de  impedir  la  marcha  de  las  mas 
graves  negociaciones  diplomáticas?  ¿Será  indispensable  referir  á  los 
jueces  lo  que  un  Ministro  de  Negocios  Extranjeros  reservaría  algunas 
veces  á  la  misma  representación  nacional?  Si  es  menester,  en  fiui 
obrar  sin  demora,  ¿habrá  que  resignarse  á  las  lentitudes  de  un  proce- 
dimiento judicial,  haciendo  fracasar  el  fin  que  busca  el  interés  de  lu 
Nación?» 

Los  Gobiernos  europeos  han  abusado,  á  mi  juicio,  de  esta  alta  prero- 
gativH  del  Estado,  expulsando  unas  veces  al  extranjero,  con  tanta 
ligereza,  como  frecuencia,  limitando  otras  su  admisión,  por  una  serie 
de  leyes  de  carácter  interno,  que  dificultan  su  entrada  en  el  territorio 
y  facilitan  en  tod(^s  los  casos  su  salida;  en  Dinamarca,  por  ejemplo, 
la  ley  de  15  de  Mayo  de  1875,  llega  hasta  expulsar  al  extranjei-o  que 
en  ocho  dias  de  residencia  no  ha  encoLtrado  medios  de  subsistir 
con  su  trabajo,  o  no  prueba  tener  recursos  para  vivir  sin  él;  es  mas 
liberal,  y  bajo  todos  aspectos  aceptable,  la  de  Bélgica  de  17  de  Julio 
de  1871,  que  limita  la  expulsión  álos  individuos  perseguidos  ó  conde- 
nados en  otro  país;  el  art.  272  del  Código  Penal  francés  autoriza  la 
expulsión  por  el  solo  delito  de  vagancia;  la  España  recurre  á  tempera- 
mentos reglamentarios  de  la  admisión  del  extranjero;  la  Italia  expulsa 
á  Irs  extranjeros  condenados  á  penas  criminales  ó  correccionales;  el 
art.  10  del  Código  Penal  de  Ginebra,  sancionado  en  1874,  conmuta 
la  pena  de  prisión,  cuando  ella  se  refiere  á  un  extranjero,  por  una 
expulsión  del  Cantón,  de  una  dnnicion  triple;  algunos  publicistas  pro- 
pusieron en  Bélgica  en  1865,  moderar  la  acción  del  Poder  Ejecutivo, 
especificando  legislativamente  los  casos  de  expulsión;  pero  la  proposi- 
ción fué  rechazada  por  las  Cámaras;  es  difícil,  en  efecto,  dice  un  autor, 
la  limitación  délo  que  es  ilimitado,  como  es  imposible  la  enumeración 
de  lo  que  es  infinito. 

La  mayoría  de  los  Gobiernos  europeos  ejercen  este  derecho,  repito, 
en  una  forma  inmoderada,  y  algunos  publicistas  han  llegado  hasta 
declarar  abiertamente  la  conveniencia  de  restringir  el  ingrCvSO  de 
los  extranjeros;  estas  tendencias  Jeben  levantar  en  la  América  del 
Sud,  procedimientos  y  legislaciones  inversas,  que  traigan  sobre  su 
suelo  esas  corrientes  que  otras  naciones  desvían  deliberadamente;  yo 
creo,  sin  embargo,  que  debiéramos  dictar  leyes  internas,  reglamenta- 
rias (le  la  admisibilidad,  para  evitarnos,  tanto  como  posible  sea,  el 
ejercicio  del  derecho  oe  expulsión;  es  entendido  que  nuesti*as  leyes 
no  se  inspirarían  en  la  legislación  de  Dinamarca,  pero  sí,  en  el 
ejemplc  de  la  Bélgica,  que  ejerce  medidas  de  seguridad,  no  contra 
el  extranjero,  sino  contra  el  culpable,  (|ue  trae  los  precedentes  de 
una  vida  manchada  por  el  crimen;  la  Bélgica  expulsa  al  delincuente, 
pero  no  castiga  al  desvalido  ni  al  menesteroso.  Esta  cuestión  de 
orden  político  y  constitucional  nos  obliga  á  considerar,  Señores,  las 
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defensas  legítimas  que  debemos  ejercer,  sobre  las  amenazas  y  peligros, 
que  mas  directamente  nos  afectan;  cada  continente,  como  cada  na- 
ción, tiene  necesidades  distintas  á  satisfacer,  tendencias  propias, 
peligros  que  le  son  peculiares,  y  que  se  comboten  con  distintos  medios; 
nosotros  somos  y  tenemos  que  ser  hospitalarios  con  el  extranjero,  no 
solo  por  la  índole  de  nuestro  carácter,  sino  porque  hay  razones  de 
conveniencia  recíproca  que  nos  obligan  á  fomentar  su  ¡ücorporuciDU 
á  nuestras  sociedades:  pero  á  la  vez  que  en  ese  sentido  venimos 
obteniendo  resultados  sorprendentes,  debemos  tratar  de  que  el  cosmo- 
politismo no  nos  mire  destituidus  de  toda  defensa;  hemos  sentido  ya 
ciertos  síntomas  perturbadores  que  nos  hacen  pensar  en  la  necesidad 
de  seleccionar  ó  depurar  la  masa  anónima  que  trae  en  su  seno  ver- 
daderos factores  de  engrandecimiento  y  de  trabajo,  pero  que  ocultan 
también  en  sus  entrañas,  elementos  perturbadores  del  orden,  agitado- 
res y  anarquistas  que  pueden  trasplantar  al  suelo  nuevo  de  la 
América,  los  gérmenes  del  socialismo,  que  viven  aplastados,  sobre  los 
territorios  de  la  Europa;  son  estas  las  defensas  que  debemos  ejercer; 
los  que  se  fundan  en  la  culpabilidad,  en  el  precedente  criminal,  en 
el  atentado  impune,  no  en  la  indigencia,  que  esa  desgracia  se  mitiga 
en  la  América  del  Sud,  con  las  facilidades  del  trabajo,  con  el  salario 
munificente,  con  el  suelo  gratuito,  y  en  el  último  de  los  casos,  con  los 
sentimientos  de  clemencia  y  de  generosidad  de  nuestia  raza. 

Bernard  trae  un  proyecto  de  tratado  reglamentario,  de  todos  estos 
derechos  acordados  al  Estado,  y  lanza  el  pensamiento,  para  que  lo  re- 
coja algún  Congreso  Internacional  que  quiera  darle  formas  positivas; 
no  creo  que  es  el  momento  de  ocuparnos  de  un  trabajo  de  reglamenta- 
ción, que  pertenece  al  orden  de  las  leyes  internas;  la  Comisión  cree  que 
basta  á  sus  propósitos  y  á  sus  facultades,  reconocer  y  librar  el  ejer- 
cicio de  este  derecho  á  los  preceptos  de  la  ley  nacional  de  caria  Esbido, 
aspirando,  sí,  á  que  esta  legislación  se  cotnplenjente  ó  se  le  dé  crea- 
ción y  vida  en  las  naciones  que  de  ella  carecen. 

Pido  disculpa  á  n^is  Honorables  colegas  por  haberme  desviado  un 
tanto  de  la  materia  esencialmente  penal;  ella  está  ligada  íntimamente 
con  cuestiones  de  orden  político  y  administrativo,  que  se  imponen 
por  su  misma  conexión. 

El  art.  7."  de  este  proyecto,  supone  un  delito  que  no  es  pasible  de 
pena  en  la  Nación  en  que  se  perpetra,  pero  que  sí  lo  es,  en  la  que 
siente  sus  efectos.  ¿Deberá  acordar  la  extradición  del  culpable,  el 
Gobierno  cuyas  leyes  no  lo  reconocen  conm  tal?  ¿Deberá  esa  nación, 
entregar  al  que  es  inocente  á  los  ojos  de  sus  propias  leyes?  Esta 
solución  atacaría  la  territorialidad  de  la  legislación  penal,  desde  el 
momento  que  un  reo  fuera  declanido  tal,  por  efecto  de  leyes  extran- 
jeras que  vendrían  á  ejercer  su  imperio  fuera  del  territorio  propio  y 
nacional;  tal  solución  la  reputo  incompatible  con  la  teoría  que  la  Comi- 
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8¡on  defiende,  y  es  por  eso  que  ella  la  rechaza,  eximiendo  de  la  entrega 
al  Estado  requerido;  esta  solución  no  compromete  en  modo  alguno 
las  leyes  del  país  requeriente  que  conservan  su  acción  y  su  imperio 
cuando  se  captura  al  reo  sobre  su  propio  territorio. 

Ln  impunidad  decretada  por  la  ley  bajo  la  cual  se  ha  perpetrado 
la  infracción,  ha  querido  considerarse  por  algunos  tratadistas,  como 
circunstancia  atenuante;  pero  á  los  ojos  del  Derecho  Internacional 
Privado  no  es  admisible  tal  imposición;  reconocida  la  jurisdicción 
del  país  damnificado,  los  tratados  no  pueden  inmiscuirse  en  su  ejer- 
cicio, ni  en  la  forma  de  aplicación  de  sus  leyes,  ni  mucho  menos 
en  su  fondo;  se  trata  de  un  reo,  que  no  ha  sido  obtenido  por  extra- 
dición, nación  alguna  ha  prestado  su  concurso  para  sujetarlo  al  proceso 
¿á  que  título,  pues,  los  Estados  indiferentes  al  crimen  vendrían  á 
exigirle  una  disminución  en  el  castigo?"  Cuando  la  entrega  ha  sido 
legnlmente  rehusada,  ¿fundada  en  que  derecho,  podría  la  nación  que 
la  ha  desestimado  dictar  é  imponer  sobre  otros  códigos  una  circuns- 
tancia atenuante?  Inmiscuirnos  en  la  gravedad  de  las  penas  y  en  la 
forma  de  aplicación  de  los  castigos,  es  invadir  las  funciones  del  le- 
gislador y  dar  carácter  internacional  á  una  jurisdicción  que  persigue 
y  castiga  en  el  orden  interno  de  su  soberanía,  sin  concurso  ni  favor  de 
ninguna  otra. — Se  explica,  pues,  que  la  Comisión  exima  déla  entrega 
al  pí.ís  de  asilo  y  reconozca  la  competencia  del  damnific4ido;  se  ob- 
serva en  esta  clase  de  delitos  un  paralelismo  legal  que  puede  am- 
pliarse y  extenderse  á  todos  aquellos,  que  por  diversos  motivos  no 
autorizan  la  extradición,  mas  sí  la  pona  cuando  se  hace  factible. 

Hemos  terminado,  Señores,  la  jurisdicción  que  se  ejerce  en  el 
territorio  y  en  el  interior  de  las  fronteras  nacionales;  pero  la  soberanía 
no  se  detiene  ahí,  la  extraterritorialidad  por  efecto  <'e  una  ficción 
legal,  ultrapasa  esos  limites  y  la  soberanía  cruza  los  mares  represen- 
tada por  las  naves  de  guerra  que  llevan  el  pabellón  nacional;  esa 
misma  soberanía  se  radica  en  territorio  extranjero  por  medio  de  las 
Legaciones,  las  que  por  efecto  de  la  misma  ficción  y  bajo  la  misma 
bandera,  representan  á  la  Nación  que  las  tiene  acreditadas.  Es  iu- 
iiudable  que  en  los  buques  como  en  las  Legaciones,  pueden  perpe- 
trarse delitos  é  infracciones  que  deben  ser  regidas  por  la  ley  del 
pabellón:  me  ocuparé  separadamente  de  cada  una  de  estas  jurisdic- 
ciones. 

Las  Legaciones  están  regidas  por  el  Derecho  Público,  y  la  Comi- 
sión defiere  á  sus  conclusiones,  los  preceptos  que  han  de  dirigirla, 
en  materia  de  inmunidades  y  de  garantías;  es  esta  una  de  las  mate- 
rias en  que  hemos  disentido  con  nuestro  Honorable  colega  el  Señor 
Plenipotenciario  por  Bolivia;  según  su  tratado,  el  recinto  de  las  Le- 
gaciones, como  las  personas  de  los  Ministros  públicos,  deberían  suje- 
tarse á  la  ley  del  país  en  que  residen;  pero  á  estas  conclusiones  se 
opone  en  primer  lugar  una  cuestión  de  facultades  y  de  competencia. 
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toda  vez  que  constituimos  un  Congreso  de  Derecho  Internacional 
Privado,  y  las  Legaciones,  como  los  Ministros,  representan  á  los 
agentes  del  Derecho  Público  para  las  relaciones  políticas  que  man- 
tienen los  Estados;  derogar,  pues,  lo  que  está  consagrado  por  el 
Derecho  Público  con  relación  á  sus  agentes  y  representantes  diplo» 
máticos,  es  salir  de  l^s  límites  del  Derecho  Internacional  Privado, 
asumiendo  facultades  que  no  están  escritas  en  «nuestros  poderes. 

No  debemos  olvidar  tampoco,  que  representamos  un  número  limi- 
tado de  Naciones,  y  las  que  no  hicieran  acto  de  adhesión  á  estos 
tratados,  mantendrían  intactos  sus  usos  y  sus  prerogativas  en  la**  per- 
sonas de  sus  representantes,  tendríamos,  pues,  prácticas  y  jurisdic- 
ciones <1iferento.s,  para  Ministros  de  idéntica  categoría,  y  en  esta  dis- 
tinción, habríamos  despojado  de  sus  fueros  á  los  diplomáticos  ame 
ricanos,  sintiéndonos  obligados  á  reconocerlos,  en  todos  aquellos 
Estados  que  no  están  ligados  por  pactos  amistosos  y  cordiales  como 
los  que  en  este  momento  celebramos;  no  desearía  entrar  á  discutir  los 
principios  del  Derecho  Pablico  que  consagran  el  privilegio  de  la 
jurisdicción,  pero  pienso  quo  él  se  impone  como  una  necesidad  de 
los  Estados  que  no  pueden  hablar  en  los  conflictos,  por  intermedio 
de  un  subdito  de  la  misma  soberanía  á  quien  sea  necesario  tratar 
con  energía,  con  independencia,  y  muchas  veces  con  dureza;  la 
ley  penal  del  país  de  residencia  no  puede  pasar  sobre  el  represen- 
tante de  otro  Estado  sin  comprometer  su  libertad  individual,  que  es 
esencial  á  su  misión;  es  fácil  prever  todas  las  complicaciones  que 
surgirían  de  esta  dualidad  de  jurisdicciones,  pesando  sincrónicamente 
sobre  el  represenfernte  de  un  Estado  (jue  no  debe  tener  víncnlos 
de  sujeción  con  ningún  otro;  la  historia  de  la  diplomacia  nos  enseña 
todos  los  conflictos  ocurridos  por  el  desconocimiento  de  la  jurisdic- 
ción que  sostenemos.  ¿Cuanto  masgmves  no  serían,  si  hubieran 
de  someterse  las  personas  de  los  ministros  públicos,  al  criterio  de 
cada  juez  territorial  que  en  los  momentos  de  conflicto,  no  siempre 
pueden  mantenerse  ajenos  al  sentimiento  nacional  que  comprome- 
tería la  serenidad  de  sus  fallos?  Debe  recordarse  también  que  se 
trata  de  funcionarios  de  elevada  gerarquía  entre  los  cuales  se  seña- 
la un  delito  como  un  suceso  incomprensible,  y  cuando  ocurre,  está 
bastante  castigado  con  un  retiro  oprobioso  ó  con  una  expulsión  que 
asume  las  proporciones  de  un  acto  denigrante;  en  último  caso,  e^ 
Estado  mas  directamente  ofendido  es  «quel  á  quien  representa  y  á 
él  le  compete  especialmente  el  castigo;  no  deseo,  repito,  extender* 
me  en  la  defensa  de  las  inmunidades  diplomáticas;  basta  lo  ex- 
puesto para  explicar  la  prescindencia  de  la  Comisión  sobre  este 
punto,  que  queda  librado  enteramente  á  los  usos  del  Derecho  Público. 

En  la  jurisdicción  marítima,  la  Comisión  ha  aplicado  los  principios 
de  la  ley  territorial;  aceptando   la   ficción  que  considera  las    naves 
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de  guerra  como  fragmentos  flotantes  del  territorio  nacional ;  las  ma- 
rinas de  guerra  de  los  Estados  gozan  de  la  extraterritorialidad  eu 
la  forma  mas  amplia  y  conchiyente;  de  ahí  se  sigue  (|ue  todos  los 
actos  delictuosos  que  se  consuman  á  su  bordo,  son  juzgados  por  la 
ley  del  pabellón,  sea  cual  fuere  la  jurisdicción  marítima  en  que  se 
hallaren;  la  reglamentación  á  que  se  presta  la  aplicación  de  este 
principio,  tendré  el  «honor  de  sostenerla  en  la  discusión  particular, 
de  acuerdo  con  la  forma  que  se  le  ha  dado  en  el  proyecto  de  la 
Comisión. 

La  marina  mercante  goza  también  de  la  jurisdicción  de  su  ban- 
dera en  alta  mar  y  los  delitos  S'm  juzgados  por  las  leyes  y  los  tri- 
bunales del  jmís  áque  pertenece  el  buque;  principio  que  se  conforma 
con  la  libertad  de  los  mares  sobre  los  que  no  ejerce  jurisdicción 
Estado  alguní»  de  la  tierra;  suprimir,  pues,  la  que  le  corresponde 
ejercer  al  pabellón,  seria  segregar  las  embarcaciones  mercantes  de 
todo  vínculo,  de  toda  sujeción  á  la  autoridad  y  á  las  leyes  huma- 
nas; determinar  la  jurisdicción  del  puerto  á  que  arribe  la  nave  que 
ha  sido  teatro  de  un  delito,  es  acordar  á  ese  Estado  una  jurisdicción 
que  no  tenía  cuando  se  consumó  el  crimen,  á  menos  que  la  preten- 
da sobre  el  mar;  es  conocido  de  todos  el  caso  que  se  produjo  con 
la  «CreoUe»  y  la  discusión  que  sobrevino  entre  los  Estados  Unióos 
y  la  Inglaterra  disputándose  la  jurisdicción  de  un  delito  en  alta  marí 
se  sabe  también  que  el  Gobierno  Británico,  asesorado  por  sus  juris- 
consult  s  mas  eminentes,  tuvo  que  aceptar  la  jurisdicción  del  pa- 
bellón como  un  principio  inatacable;  es  el  mismo  que  en  este  mo- 
mento sostiene  la  Comisión,  con  el  asentitnieuto  de  los  tratadistas  y 
con  los  usos  que  el  Derecho  de  Gentes  ha  consagrado  universal- 
mente. 

Una  limitación  se  hace  sentir  respecto  de  las  naves  mercantes,  en 
cuanto  los  hechos  so  consuman  en  las  aguas  jurisdiccionales  de  otro 
Estado;  las  ordenanzas  maritiinas  y  los  reglamentos  de  los  puertos, 
dan  jurisdicción  al  soberano  de  las  aguas,  |>ero  e^tas  |>ráct¡cas  se 
conforman  con  In  territorialidad  de  las  leyes  |)enales,  porque  esa 
jurisdicción  se  ejerce  solamente,  en  tanto  que  afecta  la  seguridad  de 
los  puertos,  el  orden  y  la  moralidad  de  su  población  flotante;  no  lle- 
ga, pues,  á  penetraren  el  interior  de  las  naves  ni  á  ejercer  actos  de 
corrección  y  de  disciplina,  sino  cuando  es  requerida  por  la  autoridad 
del  buque,  en  los  casos  de  sublevación  ó  de  motin;  la  jurisdicción 
del  soberano  territorial  sobre  sus  [)uertos,  no  es  ni  siquiera  <iiscutible; 
la  Comisión  la  ha  extendido  á  cinco  millas  de  la  tierra  íirme  y  la  so* 
beranía  se  ejerce  en  esas  aguas  con  el  mismo  imperio  que  en  la  juris- 
dicción terrestre. 

No  desearía  fatigar  mas  la  atención  de  mis  colegas  citando  los  tra- 
tadistas y  las  ordenanzas  marítimas  que  proclaman  los  principios  (|ue 


hace  suyos  la  Comisión;  si  en  la  discusión  particular  son  impugna- 
dos, tendré  el  honor  de  sostenerlos  en  detalle,  terminando  así  lo  que 
se  refiere  ala  jurisdicción  de  los  buques  mercantes  y  de  guerra. 

Para  clausurar  el  título  de  la  jurisdicción,  voy  á  ocuparme  de  la 
que  debe  regir  la  prescripción |dc  las  penas  y  de  las  acciones;  la  he 
postergado  intencionadamente,  porque  ella  abraza  la  universalidad 
de  los  delitos,  sean  cuales  fueren  las  circunstancias  en  que  se  perpe- 
tren y  el  poder  que  debe  castigarlos. 

La  prescripción  penal,  dice  Ortolan,  es  el  efecto  inevitable  de  la 
marcha  sucesiva  de  las  horas,  que  modifica  ó  hace  desaparecer  las 
necesidades  de  utilidad  públicMi,  los  recuerdos  humanos,  los  elementos 
de  prueba  y  que  deja  caer  de  las  manos  de  la  sociedad  el  derecho  de 
castigar,  porque  se  extingue  el  interés  de  la  sociedad  en  la  repre- 
sión. 

Todas  las  legislaciones  se  conforman,  en  efecto,  con  la  extinción  de 
las  penas  por  la  acción  del  tiempo,  que  tiene  el  poder  de  volverlas 
improducentes;  pero  ellas  difieren  en  el  término  de  la  prescripción  y 
son  estas  disidencias  las  que  originan  el  conflicto;  pnede  ocurrir  que 
la  pena  esté  prescri[>ta  por  la  nación  requerida  para  la  extradición  y 
no  lo  esté  por  las  leyes  del  Estado  requeriente.  ¿Debe  en  este  ca^o 
prevalecer  la  legislación  del  país  de  asilo,  sobre  aquella  que  mantia- 
ne  en  vigor  la  acción  y  los  castigos  y  que  en  definitiva  debe  juzgar 
al  delincuente?  ¿O  ha  de  aceptarse  la  jurisdicción  del  procoso  para 
decidir  de  la  prescriptibilidad  de  las  acciones? 

La  Cotnisionha  resuelto  este  conflicto  en  sentido  favorable  al  Esta- 
do requeriente,  es  decir,  al  que  ejerce  compcftencia  en  el  proceso; 
no  se  le  oculta,  sin  embargo,  que  la  generalidad  de  los  tratados 
se  pronuncian  en  contra  de  este  principio;  el  de  Francia  con 
Inglaterra  celebrado  en  187(5,  ifii[)one  la  prescripción  del  Estado  re- 
querido; la  misma  Francia  ha  [)acta(lo  con  Esj)aña,  con  Bélgica  y 
con  Suiza,  tratados  que  facultan  al  Estado  requerido  píxni  rehusar 
la  extradición  cuando  la  pena  (^Ak  presen pta  con  arreglo  á  sus  leyes  ; 
debe  observarse,  sin  embargo,  que  cuando  la  Suiza  ha  interpretado 
esos  pactos,  el  Consejo  Federal  ha  entregado  á  la  Francia  los  delin- 
cuentes cuya  pena  estaba  prescripta  por  sus  propias  leyes,  cuando 
no  lo  estaban  por  las  leyes  francesas. 

La  Comisión,  al  decidirse  por  la  legislación  del  Estado  requerien- 
te, guarda  lógica  con  sus  principios  jurisdiccionales  y  con  la  uni- 
dad del  juicio  y  del  proceso;  el  Estado  requeriente  es  siempre  el 
damnificado,  tiene  nnu  jurisdicción  indisputable  sobre  el  reo,  que 
no  debe  ser  obstruccionada  por  el  país  de  asilo,  á  menos  de  rom- 
per con  la  solidaridad  social  que  en  el  interés  de  la  justicia,  niega 
el  refugio  á  los  delitos  comunes;  la  Comisión  encuentra  que  la 
prescripción  impuesta  por  el  país  requerido,  crea  en  el  fondo  dos 
jurisdicciones  para  el  mismo  delito :    la  que  tiene  derecho  á    cono- 


cer  del  fonilo  del  proceso  y  la  que  vendría  á  decidir  de  la  pres- 
criptibilidad  de  las  acciones.  ¿Que  fundamento  juríiiico  puede 
llevarnos  á  consagrar  esta  coparticipación  en  el  juicio  de  un  mismo 
criminal?  La  Comisión  no  encuentra  apoyo  á  semejante  doctrina, 
ápesar  de  los  autores  y  de  los  tratados  que  la  consagran  ;  observa 
sí,  qutí  este  principio  viene  á  llenar  de  incertidumbre  todos  los  tér- 
mino** y  las  prescripciones  del  castigo.  ¿De  que  sirve,  en  efecto, 
que  una  legi>«lacion  prescriba  términos  fatales  para  la  extinción  de 
las  penas,  si  esos  términos  se  vuelven  ilusorios  por  las  leyes  de 
asilo,  entre  las  que  el  culpable  tendrá  cuidado  de  elegir  las  que  lo 
eximan  de  la  penalidad?  Supí^ngase  un  Estado  que  por  considera- 
ciones de  orden  priva* ivo  y  nacional,  no  prescribe  las  acciones  pe- 
nales hasta  los  treinta  años.  ¿Puede  desconocérsele  esa  facultad, 
ejercida  en  nombre  de  su  soberanía  y  de  las  necesidades  locales 
que  recordaba  hace  poco  el  jurisconsulto  francés?  ¿Pero  que  aven 
tajaríamos  con  reconocerle  el  derecho  de  dictarse  sus  leyes,  si 
ellas  se  vuelven  insubsistentes  y  nulas,  por  efecto  de  una  legis- 
lación extranjera  que  prescribiera  la  pena  á  los  diez  afios  y  que 
sería  cierbnnente   buscada  por  el  delincuente  como  lugar  de  asilo? 

Yo  creo.  Señores,  que  es  necesario  reaccionar  contra  las  ])rácti- 
cas  y  los  usos  que  han  acepb\do  los  pactos  internacionales;  el  Con- 
sejo Federal  Suizo  se  ha  colocado  en  un  terreno  verdaderamente 
jurídico,  al  renunciar  la  facultad  que  le  acordaba  su  Tratado  con 
la  Francia;  pero  los  que  se  celebren  en  el  porvenir,  deben  ser 
preceptivos  y  no  facultativos,  porque  no  siempre  el  interés  jurídi- 
co ha  de  prevalecer  sobre  conveniencias  transitorias,  ó  sobre  ne- 
gativas formales  que  atentarían  á  la  jurisdicción  y  con  ella  á  la 
soberanía. 

Se  nos  ha  dicho  que  incurrimos  en  cierta  inconsecuencia  al  en- 
tregar un  reo  cuya  pena  está  i)rescripta,  después  de  declarar  en  otro 
artículo,  que  la  extradición  no  ha  de  acordarse  cuando  el  delito  no 
está  previsto  y  penado  por  el  país  requerido;  pero  los  casos  son 
distintos;  allí  se  trata  de  un  reo  que  no  ha  violado  \ay  alguna  en 
la  Nación  requerida  en  que  consumó  sus  actos;  con  arreglo  á  e^a 
ley  no  ha  habido  ni  hay  acto  culpable,  pero  no  sucede  lo  mismo 
con  aquel  cuyo  delito  existe,  cuyo  culpabilidad  no  se  discute  y 
cuya  entrega  no  se  podría  rehusiír,  si  no  mediara  la  prescripción 
del  país  de  asilo;  no  podemos  perder  de  vista  que  en  este  caso 
se  trata  de  un  cul|)able  y  no  de  un  inocent'%  que  no  se  discute 
su  crimen,  sino  la  extinción  de  las  acciones,  y  que  no  puede  mi. 
rarse  con  los  mismos  ojos  un  delito  que  no  es  tal  ó  que  es  en 
cierto  modo  relativo,  con  el  que  tiene  todas  las  amplitudes  de  la 
criminalidad  atenuadas  tan  solo  por  la  acción  del  tiempo ;  la  Co" 
misión  guarda,  pues,  perfecta  lógica,  proponiendo  dos  artículos  que 
Ho  se  contradicen,  toda  vez  que  uno  se  refiere  á  un   culpable  y  el 


otro  á  un  inocente,  y  ella  no  se  muestra  menos  consecuente,  al  de- 
fender la  aut'momía  de  cada  legislación,  imponiendo  el  concurso 
que  deben  prestarle  las  demás  para  i-obustecorla,  y  no  para  atacar 
en  ella  los  fines  que  busca  la  íusticia  social. 

El  Plenipotenciario  que  tiene  la  palabra,  espera  que  sus  Hono- 
rables colegas  harán  justicia  á  la  sinceridad  de  convicciones  que 
lo  obligan  á  separarse  en  este  punto  de  la  misma  ley  argen- 
tina. 

Concluida  la  jurisdicción  entro  á  ocuparme  del  título  del  asilo. 

El  Señor  Presidente.  Si  me  lo  permiten  mis  Honorables  cole- 
gas, suspenderíamos  la  sesión  para  dar  descanso  al  Señor  Miembro 
Informante,  y  la  continuaríamos  el  lunes. 

La  Sesión  se  levanta,  siendo  las  5  p.   m. 

3  DE  DICIEMBRE  DE  1888. 
Continúa  la  Sesión  comenzada  el  1".  del  corriente. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña.  Nos  habíamos  detenido  en  el  títu- 
lo que  ti*ata  del  refugio,  y  llenando  mi  encargo,  debo  continuar 
informando  sobre    esta   materia. 

El  asilo  fué  una  costumbre,  mas  que  un  principia,  de  univer- 
sal aplicación  entre  los  pueblos  de  la  antigüedad,  y  muy  espe- 
cialmente entre  los  griegos,  cuya  penalidad  descansaba  de  prefe- 
rencia sobre  la  proscripción  ;  el  extrañamiento  fué  para  el  pueblo 
helénico,  una  pena  mas  gravo  aun  que  la  de  muerte,  y  asi  nos  ex- 
plicamos que  el  asilo  fuem  tan  amplio  y  tan  extenso,  como  era 
innecesaria  y  atenuante  la  extradición,  que  supone  siempre  la 
vuelta  del  proscripto  al  suelo  de  la  patria ;  la  legislación  penal  de 
Grecia  era  una  especie  de  talion,  que  despojaba  al  culpable  de  to- 
dos los  beneficios  de  que  gozaba  la  víctima,  figurando  entre  ellos, 
la  asistencia  á  los  juegos,  la  residencia  en  la  patria  y  en  todos  los 
lugares  sagrados  que  ella  encierra;  esta  pena  se  agravaba, es  cierto, 
por  la  situación  creada  en  el  extranjero,  al  que  había  roto  todo  vín- 
culo con  su  nación;  en  todos  los  casos,  ella  importaba  una  muer- 
te civil,  que  alejaba  la  idea  de  todo  otro  castigo,  y  consiguiente- 
mente de  toda  extradición  para  imponerlo. 

Los  romanos  fueron  mas  crueles  en  sus  penas;  pero  por  razones 
de  carácter  distinto,  el  asilo  también  se  les  inipuso,  desalojando 
toda  idea  de  extradición  ;  voy  á  permitirme  ceder  la  palabra  á 
Mr.  Faustin  Hélie,  para  que  nos  explique  la  marcha  del  nuevo 
principio,  como  él  llama  al  asilo:  «Mientras  que  el  mundo  no 
constituyó  sino  un  imperio,  sometido  á   una  sola  dominación,  dice 


Mr.  Hélie,  do  pudo  haber  cuestión  de  extradición,  sino  cuando  Ro- 
nia  reclamaba  de  alguna  de  las  naciones  bárbaras,  ó  gefes  que 
fomentaban  la  guerra  ó  ciudadanos  que  se  hnllaban  asilados;  pera 
cuando  los  pueblos  nacidos  de  las  ruinas  de  este  imperio,  se  cons- 
tituyeron en  estados  independientes,  un  principio  nuevo  nació  de 
esta  situación.  Aislados  los  unos  délos  otros,  parecía  que  se  hu- 
biesen separado  por  barreras  insalvables,  las  naciones  vecinas  se 
consideraban  enemigas,  ningún  interés  las  ligaba,  ninguna  relación 
establecía  solidaridad  entre  sus  actos;  esta  ausencia  de  relaciones 
habituales,  que  fué  mas  ó  menos  absoluta  durante  los  siglos  bár- 
baros, tuvo  un  efecto  evidente;  los  fugitivos  no  fueron  reclamados 
sobre  el  territorio  de  refugio,  y  se  constituyó  para  los  extranje- 
ros una  especie  de  derecho  de  asilo;  en  segundo  lugar  la  aboli- 
ción de  los  asilos  particulares,  favoreció  el  desarrollo  de  este  nue- 
vo principio.  Cuando  el  refugiado  cesó  de  acogerse  á  la  inviolabi- 
lidad de  las  iglesias  y  de  los  palacios,  invocó  la  inviolabilidad  del 
territorio  mismo;  el  derecho  de  asilo  no  derivaba  ya  de  un  sen- 
timiento religioso,  sino  que  tomó  por  base  la  soberanía  misma  del 
país.  > 

Mr.  Villefort  se  expresa  en  términos  idénticos  al  explicarnos,  co- 
mo la  extradición  y  el  asilo,  se  hicieron  innecesarios  durante  la 
dominación  del  vasto  imperio,  y  como  nace  lógicamente  de  su  rui- 
na, el  refugio  que  se  impone,  mas  como  un  hecho  que  como  un 
principio  racional  }''  jurídico;  el  origen  religioso,  que  Mr.  Hélie^ 
quiere  acordar  al  asilo,  ha  sido  sin  embargo  contestado  por  autori- 
dades respetables,  que  sostienen  la  coexistencia  del  asilo  sagrado, 
con  el  territorial;  según  Bernard,  la  inviolabilidad  de  los  asilos 
particulares,  fué  asegurada  por  las  supersticiones  de  los  pueblos  r 
aqui  los  dioses  palíeos  volvían  ciegos  y  fulminaban  á  los  profana- 
dores ;  alli  la  estatua  de  Juno  tornaba  la  cabeza  y  hacía  brotar 
del  suelo  manantiales  de  sangre ;  en  todos  los  casos  los  profanos- 
se  sometían  ó  una  expiación  solemne,  porque  las  calamidades  que 
se  esperaban  después  del  sacrilegio,  se  suponían  impuestas  por  la 
venganza  celeste ;  Bernard  recuerda  el  castigo  del  arconte  Ména- 
des, por  haber  asesinado  á  Cylon,  cortando  antes  el  hilo,  y  que  coma 
símbolo  de  asilo,  lo  ligaba  á  la  acrópolis  de  Atenas,  donde  es- 
taba Minerva,  protegiendo  al  acusado  contra  la  violencia  de  Ios- 
hombres. 

Yo  pienso  con  el  autor  que  acabo  de  citar,  que  el  asilo  es  un 
vestigio  de  las  supersticiones  populares,  que  nació  en  los  altares 
del  pagtmismo,  dominando  mas  tarde  el  territorio  (\q\  Estado,  has- 
ta incorporarse  á  la  soberanía;  recien  entonces,  cuando  salió  délos 
templos,  de  las  estatuas  de  los  héroes  y  de  los  busques  consagra- 
dos, el  asilo  tomó  carácter  internacional,    no  tampoco  sugerido   por 
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un  sentimiento  de  compasión  y  de  clemeDcia  hacia  el  culpable,  sino 
por  un  acto  de  hostilidad  y  de  reocor  al  Estado  que  lo  perseguía'» 
viviendo  los  pueblos  eo  hostilidades  permanentes,  se  comprende  que 
los  malhechores  y  malvados  que  habían  delinquido  contra  una  so- 
beranía enemiga,  fueran  asilados  y  aplaudidos,  en  lugar  de  ser 
entregados  como  delincuentes ;  las  fronteras  de  cada  nación  se 
abrían  hospitalariamente  para  recibirlos,  y  detrás  de  ellos  eran 
cerradas  con  violencia  pura  no  dar  acceso  á  los  clamores  de  las 
víctimas,  ni  á  los  derechos  del  Estado,  justamente  ofendido;  el 
asilo,  pues,  en  quien  mira  un  progreso  y  un  principio  nuevo  Mr^ 
Hélie,  lo  es  tan  solo  en  cuanto  supone  distintas  soberanías,  que 
se  comparten  los  dominios  del  mundo;  pero  es  forzoso  recono- 
cerlo, con'Bernard,  como  el  engendro  de  una  superstición  meticu- 
losa, concebido  al  calor  de  la  hostilidad  y  de  la  guerra  que  do- 
minó la  antigüedad. 

El  Cristianismo,  dice  el  mismo  Bernard,  al  colocar  la  cruz  de 
Cristo  sobre  los  altares  de  los  dioses  paganos,  heredó  también  el 
derecho  de  asilo  sobre  los  refugiados  en  los  templos ;  la  iglesia 
tenía  horror  á  la  sangre,  y  la  doctrina  redentora  apareció  como  un 
poder  moderador  entre  la  justicia  y  el  culpable  ;  se  sabe,  Seííores, 
como  el  clero  abusó  de  este  poder,  que  los  emperadores  le  habían 
reconocido  de  buen  grado  y  como  el  derecho  de  intercesión  aca- 
bó por  sustituirse  á  la  justicia  del  Estado  llegando  hasta  arrebatar 
á  los  culpables  de  las  manos  mismas  de  sus  jueces,  levantando 
el  predominio  de  uua  aristocracia  episcopal  sobre  la  soberanía  de 
los  imperios ;  la  reacción  no  podía  hacerse  esperar  y  los  culpa- 
bles fueron   arrancados  á  su  turno  de  los  templos  cristianos. 

No  voy  á  seguir  el  estudio  del  asilo,  en  el  desenvolvimiento  que 
adquirió  en  todos  los  tiempos,  me  basta  señalar  su  origen  y  su 
fuente,  caracterizando  su  naturaleza  y  su  índole,  para  defendernos 
de  costumbres  que  importarían  un  verdadero  anacronismo  en  nues- 
tro siglo;  la  historia  nos  presenta  la  institución  del  asilo,  como  un 
símbolo  de  impunidad,  que  figuraba  como  viejo  tributo  de  las  sobe- 
ranías; la  guerra  á  los  Estados  y  la  protección  á  los  culpables^ 
constituyó  realmente  el  culto  de  los  pueblos  antiguos ;  pero  la  ci- 
vilización y  el  cristianismo  han  invertido  los  términos  del  dogma 
fundando  la  solidaridad  humana  sobre  el  interésele  la  justicia  re- 
presiva que  ha  concluido  por  levantar  las  barreras  que  asilaron 
el  crimen ;  los  principios  de  confraternidad  universal,  el  senti- 
miento cristiano  y  humanitario,  la  concordia  de  las  agrupaciones 
humanas  mantenida  sobre  un  respeto  recíproco,  les  ha  permitido 
ver  intereses  y  derechos  comuiies  al  género  humano,  cada  vez  que 
se  siente  conmovido  por  actos  ó  por  crímenes  que  deben  ser  um- 
versalmente reprimidos  ;  el  resultado  de  esta  lucha  entre  los  tiem- 
pos civilizados    y  los  siglos  bárbaros,  ha  sido  el  reconocimiento   de 
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In  extradición,  que  es  la  últiiriíi  fórmula  de  la  concordia  de  los 
pncl»los  y  de  Ja  solidaridad  social  moderna,  que  ha  sellado  para 
siempre  el  imperio  de  la  justicia  humana.  Es  digno  de  observar 
una  vez  mas,  que  los  primeros  tratados  que  reglamentaron  el  asi- 
lo, impusieron  la  extradición,  precisamente  sobre  los  delitos  de 
carácter  |»olítico,  que  están  excluidos  por  los  pactos  modernos. 
Recien  en  el  siglo  XVIII,  los  tndados  tuvieron  por  objeto  el  cas- 
tigo de  los  ílolitos  comunes.  ¡)ero  no  excluyeron  los  politicos,  y  has- 
ta mediados  del  siglo  XIX,  los  gobiernos  lucharon  con  los  publi- 
cistas, (iefen<liendo  su  soberanía  sobre  los  reos  {)olít¡cos;  tenemos^ 
que  explicarnos  esta  aberración,  buscando  el  móvil  y  los  sentimien- 
tos que  inspiraron  a(]nellos  actos  iijternacionales ;  los  delitos  comu- 
nes no  interesaron  grandemente  la  atención  de  los  monarcas,  mas 
ocupada  en  garantir  con  un  celo  exagerado  hasta  el  exceso,  el  cas 
tigo  de  los  crímenes  que  atacaban  su  poder  y  su  corona ;  fueron 
estos  incentivos  del  castigo  los  que  sugirieron  los  primeros  tratados, 
fundados  menos  en  el  interés  de  la  justicia  que  en  un  sentimien- 
to de  venganza  cuando  no  de  inquietud ;  la  filosofía  y  el  derecho 
vuelven  á  invertir  los  términos  de  este  problema  y  los  tratados  que 
se  vienen  celebrando  desde  la  segunda  mitad  de  nuestro  siglo,  esti- 
pulan Ja  mas  airiplia  extradición  para  los  delitos  comunes,  negán" 
dola  resueltiitnente  para  todos  los  que  tienen  un  ciirácter  po. 
lítico. 

La  Comisión  ha  consagrado  una  vez  mas  este  principio,  declaran- 
do en  el  articulólo  de  su  proyecto,  que  el  asilo  es  inviolable  para 
los  perseguidos  por  delitos  políticos,  si  bien  la  nación  de  refugio  tie- 
ne el  deber  de  impedir  que  los  asilados  realicen  actos  que  pongan 
en  peligro  la  paz  pública  de  la  nación  contra  la  cual  han  delinquido; 
al  fundar  los  principios  (jue  rigen  la  extradición,  tendré  ocasión  de 
demostrar  que  ella  persigue  el  interés  de  Ja  justicia  y  no  ei  de  la 
venganza;  (|ue  el  Estado  (pie  la  acuerda  tiene  el  «lerecho  y  el  deber 
de  conocer  la  suerte  que  le  espera  al  asilado,  cuando  lo  entrega  pri- 
vado de  su  libertada  la  decisión  de  las  justicias  extranjeras;  nace  de 
este  deber  precisamente,  el  dentello  de  rehusar  los  reos  políticos 
que  en  definitiva  van  á  ser  jirocesados  |>or  sus  adversarios  triunfan- 
tes, que  ejercerán  venganza  y  no  justicia;  la  extradición,  j)0r  la  que 
un  Estado  presta  su  concurso  á  las  soberanííis  extranjeras  que  recla- 
man el  castigo,  supone  tribunales  }>robo.s  y  serenos,  que  no  se  cou- 
cilian  ciertamente  con  las  intemperancias  de  la  '.asion  política,  ni 
se  encuentran  en  las  muchedumbres  exaltadas,  de  donde  salen  los 
jurados,  contaminados  ya  por  l(»s  rencores  dominantes  ó  por  los 
enardecimientos  de  la  lucha  en  (jue  han  vencido;  no  son  esos  los 
jueces  á  quienes  los  Estados  extranjeros  deben  prestarles  su  con- 
curso, ni  son  e.sos  tampoco  los  delitos  para  los  cuales  se  ha  creada 
esta  moderna  institución. 
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Los  delitos  políticos  tienen  un  carácter  de  relatividad,  que  solo 
pue^e  considerarlos  tales  el  Estado  que  los  persigue ;  el  delincuen- 
te que  ha  turbado  en  su  patria  la  paz  pública  tonnando  parte  en 
movimientos  sediciosos,  no  es  una  amenaza  ni  un  peligro  para  el 
Estado  que  le  presta  asilo;  puede,  al  contrario,  ser  un  elemento  de 
utilidad  y  de  labor,  que  no  hay  objeto  ni  conveniencia  en  alejar, 
siquiera  sea  por  medio  de  la  extradición;  hay,  pues,  una  diferen- 
cia sustancial  con  el  reo  de  delitos  comunes,  que  el  país  de  refugio 
tiene  siempre  interés  en  entregar,  porque  amenaza  los  mismos  de- 
rechos que  ya  agredió;  en  el  primer  caso,  la  extradición  consulta, 
pues,  el  interés  de  ambos  E^^tados,  y  en  el  segundo,  no  dele  prinmr 
el  de  uno  solo,  y  menos  el  cjue  se  funda  en  sentimientos  reproba- 
dos, como  es,  á  no  dudarlo,  el  de  la  venganza  personal  ó  polí- 
tica. 

La  calificación  de  estos  delitos,  se  siente  por  otra  |)arte  sujeta  á 
la  veleidad  de  las  instituciones  políticas,  que  se  modifican  y  se  cam- 
bian con  mas  frecuencia  que  las  leyes  comunes;  de  ahí  que  el  de- 
lincuente y  el  traidor  á  la  patria,  que  ayer  era  perseguido  como 
autor  de  un  crimen  oprobii.so  contra  la  corona  de  su  rey,  por  ejem- 
plo, sea  recibido  mas  tarde  orno  redentor  de  las  libertades  de  su 
patria  y  como  el  procer  de  la  repiil)lica  naciente;  lo  que  digo  de 
las  formas  de  gobierno,  lo  puedo  extender  á  todos  los  movimientos 
que  producen  un  cambio  de  situación  |)olítica,  y  que  determinan 
una  mutíicion  visible  en  la  conílicion  legal  del  reo ;  *  Las  for- 
mas gubernativas,  ha  dicho  el  Procurador  General  de  la  Corte  íle 
Liége,  son  cosas  <ie  pura  convención,  que  varían  de  país;  los  esfuer- 
zos para  tranformarlas  no  afectan  la  conciencia  universal :  el  fracaso 
vuelve  á  sus  autores  criminales;  el  éxito  los  tran>sforina  en  héroes;  >  — 
el  refugio  polítio  tiene  ademas  el  podc>r  de  hacer  factibh^s  las 
grandes  reparaciones,  (lue  se  volverían  postumas,  si  la  extradición 
hubiera  permitido  la  venganza;  necesario  es  por  otra  parte  que  las 
conviccinnes  humanas  encuentren  en  el  mundo  su  lugar  de  refu- 
gio, donde  no  se  permita  la  jíersecucion  ni  el  castigo  (pie  serían 
atentatorios  de  la  libertad,  no   ya  de  acción,  sino  de   pensamiento. 

Este  derecho  de  asilar  á  los  fugitivos  políticos,  es  acompañado  de 
los  deberes  contraidos  j)or  el  país  de  asilo,  de  impedir  to<lo  atenta- 
do contra  la  nación  en  que  el  reo  ha  delinquido;  se  comprende  <iue 
el  asilado  no  tenga  el  derecho  de  conspirar  desde  allí  contra  su  pa- 
tria y  que  se  reconozca  el  deber  de  vigilarlo,  para  (pie  no  compro- 
meta la  relación  de  los  gobiernos  establecida  por  los  hechos  de  la 
persecución  y  del  refugio;  el  Estado  amenazado  por  la  f)roxitnidad 
del  delincuente,  cuando  este  se  ha  refugiado  en  país  limítrofe,  tiene 
derecho  á  pedir  su  internación,  que  es  acordada  siempre  entre  go- 
biernos que  mantienen  relaciones  amistosas,  aunque  no  esté  conve- 
nido en  l(ts  tratados;   algunos    Pastados  han  dictado  disposiciones  de 
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carácter  interno,  tendentes  á  garantir  la  inacción  del  refugiado  polí- 
tico; entre  otras,  recuerdo  la  legislación  de  España,  que  prescribe  al 
asilado  una  residencia  distante  de  120  kilómetros  de  las  fronteras 
de  Francia  y  Portugal;  residencia  que  una  vez  elegida,  no  les  será 
dado  cambiar  sin  consentimiento  previo  del  Gobierno  Eispañol;  pa- 
réceme  sin  embargo  que  estas  disposiciones  cercenan  las  amplitu- 
des del  asilo  político,  imponiendo  al  refugiado  una  sujeción  que  se 
vuelve  deprimente,  cuando  no  es  exigida  por  el  interés  del  país 
limítrofe  cuya  paz  puede  sentirse  asegurada  con  ó  sin  la  presencia 
del  culpable  cerca  <ie  sus  fronteras.  En  los  Estados  de  la  América 
del  Sud,  no  hay  disposiciones  de  este  carácter,  y  es  de  desear  tam- 
bién que  no  las  haya;  el  refugiado  p(»lítico  debe  encontrar  un  asi- 
lo hospitalario,  sin  mas  limitación  que  laque  fuere  impuestn  por  su 
reincidencia  en  nuevos  actos  subversivos;  es  necesario  no  miraren 
él  un  culpable,  porque  no  lo  esa  los  ojos  de  los  otros  Estados, 
que  no  castigan  Ins  convicciones  humanas,  por  mas  que  ellas  perju- 
diquen el  orden  institucional  de  alguno  de  ellos;  basta  que  esas 
convicciones  no  se  traduzcan  en  acción  dentro  del  propio  temtorio, 
ppra  que  el  asilado  político  deba  ser  considerado  mas  como  un 
convencido  que  como  un  culpable. 

El  asilo  de  los  re  \s  políticos  en  el  recinto  de  las  Legaciones,  tiene 
la  misma  significación  y  carácter  que  el  que  hemos  reconocido  so- 
bre el  territorio  nacional  de  que  son  parte;  la  extraterritorialidad, 
como  hemos  dicho  al  tratar  de  la  jurisdicción,  prolonga  el  suelo  de  la 
patria  hasta  la  sede  de  los  ministros  públicos  que  la  repr^^sentan;  á 
favor  de  esta  ficción  legal,  han  nacido  los  derechos  de  asilo  que  las 
Legaciones  vienen  ejerciendo  en  forma  mas  6  menos  amplia  ó  Res- 
tringida. 

Con  relación  á  los  delitos  comunes,  el  asilo  diplomático  no  existe; 
los  reos  deben  ser  entregados  al  gobierno  ante  quien  eí^íé  acreditada 
la  misión;  exacto  como  en  el  territorio:  respecto  de  los  reos  políti- 
cos, se  han  venido  observando  y  respetando  los  usos  del  asilo  en  for 
ma  tan  general  y  tan  extensa,  que  ha  dado  origen  á  conflictos 
numerosos;  ajuicio  de  la  Comisión,  las  Legaciones  deben  gozar  de  las 
prerogativas  del  asilo  político,  |)ero  debe  consulcarsc  también  la  se-, 
guridad  de  la  nación  que  las  recibe. 

Las  misiones  diplomáticas,  que  son  instituidas  para  conservar  y 
estrechar  las  relaciones  amistosas  de  los  pueblos  y  de  los  gobiernes» 
no  pueden  desnaturalizar  sus  funciones  ni  su  carácter,  volviéndose 
focos  de  conspiración  y  de  amenaza  para  el  Estado  que  las  habría 
recibido  con  una  cordialidad  inmerecida;  los  sentimientos  de  humanidad 
y  los  preceptos  del  derecho  mismo,  inducen  á  proteger  la  persona  y 
la  vida  del  asilado  político;  pero  la  Legación  que  lo  ampara  bajo  su 
pabellón,  debe  cuidar  de  proteger  exclusivamente  la  persona  y  no 
la  sedición,  ni  mucho   menos  los  actos  de  los  conspiradores;  si  en  el 
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asilo  que  se  acuerda  S'>bre  el  territorio  mismo  del  Estado  hay  el  de- 
ber de  asegurar  la  inocuidad  del  refugiado  ¿como  pcdría  ser  mas 
extenso  el  refugio  de  las  Legaciones,  que  les  está  acordado  por  ex- 
tensión? ¿de  que  manera  la  ficción  extraterritorial  podría  tener  ma- 
yores pretensiones  al  asilo,  que  aquellas  de  que  goza  el  territorio 
mismo  del  Estado?  No  es  posible  plantearse  estíi  cuestión,  sin  pro- 
nunciarse en  el  sentido  que  la  Comisión  li  ha  resuelto;  el  asilo  será 
respetado;  pero  el  gefe  de  la  Legación  está  obligado  á  poner  inme- 
diatamente el  hecho  en  conocimiento  del  gobierno  ante  el  cual  está 
acreditado,  quien  podró  exigir  que  el  perseguido  sea  puesto  fuera 
del  territorio  nacional  dentro  del  mas  breve  plazo  posible. 

Tengo  encargo  de  introducir  una  iidicion  al  artículo  17,  de  la  que 
se  ha  de  servir  tomar  nota  el  Señor  Secretario: 

«  El  getc  de  la  Legación  podrá  exigir  á  su  vez  hi>  garantías  necesa- 
«  rias  para  que  el  refugiado  saiga  del  territ«)r¡o  nacional,  respetándose 
«  la  inviolabilidad  de  su  persona.  > 

Elste  artículo  tal  como  queda  redactado,  consulta  las  garantías 
necesarias  al  reo,  pero  también  las  que  son  indispensables  al  Estado; 
no  se  derramará  la  sangre  de  los  que  son  víctiuias  de  las  persecu- 
ciunes  del  poder  y  llegan  á  ampararse  de  un  escudo  extranjero,  pero 
ese  escudo  no  encubrirá  tampoco  á  sediciosos  ni  á  rebeLies,  cuya 
acción  se  dupl¡c4^;  en  eficacia  por  efecto  de  la  impunidad  de  que  dis- 
fruta; es  sabido,  Seilores,  que  la  presencia  de  un  caudillo  ó  de  un 
agitador  en  la  capital  de  una  república,  puede  ser  mas  peligroso  y 
mas  temible  que  nuestros  regimientos  armados;  y  no  es  posible 
reconocer  la  facultíid  de  imponerla,  al  representante  de  una  misión 
de  paz  y  de  concordia;  si  no  es  posible  tomo  se  ha  «licho  suponer  un 
Estado  dentro  de  otro  Estado,  es  menos  admisible  todavía  suponer 
un  Estado  enemigo  dentro  ilel  territorio  de  un  Estado  amigo. 

Mis  Honorables  colegas  saben  bien  todos  los  conflictos  á  que  ha 
dado  lugar  la  prerogativa  del  asilo,  cuando  ha  sido  ejercida  impru- 
dentemente por  los  gefes  de  Misión;  el  aviso  á  los  gobiernos  qu.i  la 
CJomision  prescribe,  no  como  c(u-tesía  sino  como  deber,  evita  con- 
flictos entre  el  gobierno  que  persigue  y  la  legación  que  ampam  al 
delincuente;  es  conocido  el  caso  ocurrido  con  el  Marqués  de  Fonte- 
ney,  Embajador  de  Francia  en  Roma;  el  diplomático  francés  había 
asilado  en  su  Palacio  conspiradores  napolitanos  en  gran  número,  y 
al  tratar  de  hacerlos  salir  de  la  ciudad  en  sus  propios  carruajes,  fue- 
ron detenidos  por  la  autoridad  y  reducidos  á  prisión:  la  discusión 
se  empeñó  entre  la  Embajada  y  el  Estado  de  la  Iglesia;  pero  el 
Estado  triunfó  de  la  Embajada,  sosteniendo  que  si  ella  se  tomaba  la 
libertad  de  proteger  á  los  malvados,  la  soberanía  del  Estado  bien 
podía  permitirse  recuperarlos  donde  los  encontrara;  este  conflicto  no 
se  hubiera  producido  ciertamente,  si  en  lugar  de  imponerse  un  asilo 
tan  clandestino  como  la  evasión,  se  hubiera  llevado   el  hecho  á  co- 
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nocimiento  del  Estado  y  exigido  las  garantías  de  que  gozan  los  de- 
lincuentes políticos,  para  ser  colocados  en  la  frontera;  el  Embajador 
Francés  podría  haberse  economizado  también,  la  explicación  que  en 
concepto  de  Vattel  encerraba  la  contestación  de  la  Embajada. 

Si  se  han  cometido  abusos  lamentables  en  el  ejercicio  del  derecho 
de  asilo,  también  los  gobiernos  locales  los  consumaron  á  su  turno, 
atacando  la  inviolabilidad  de  las  embajadas;  en  1729  el  hotel  del  Emba- 
jador Inglés  Lord  Harrington,  fué  atacado  por  las  fuerzas  de  seguri- 
dad del  Gobierno  Español,  arrancarulo  violentamente  del  recinto  al 
duque  de  R¡|)erda,  que  había  buscado  su  refugio  contra  las  perse- 
cuciones del  [)()der  político;  en  1747  el  hotel  del  Embajailor  de  Ingla- 
terra en  Estocolmo,  sufrió  el  mismo  vejamen;  como  estos  casos  po* 
drían  citarse  muchos  otros,  que  prueban  la  incertidumbre  de  los 
derechos  del  asilo;  pero  la  verdad  es  iiuo  este  conflicto  se  vuelve 
menos  frecuente  en  nuestros  dias,  sin  duda  porque  el  refugio  ha 
quedado  limitado  á  los  reos  |)oIitico$  y  porque  las  legislaciones  mo- 
dernas son  mas  |)recisas  en  la  clasificación  legal  de  esta  clase  de 
delitos;  la  Comisión  se  coloca  en  un  terreno  conciliador,  buscando 
la  seguridad  y  el  orden  interior  <le  los  gobiernos,  al  mismo  tiempo 
que  garante  la  vida  de  los  reos. 

No  me  parece  ueces!irio  fundar  la  extensión  de  este  principio  al 
asiU)  que  pueden  i)restar  los  buques  de  la  marina  de  guerra;  la  extra- 
territorialidad los  comprende,  lo  mismo  que  á  las  Legaciones;  y  les 
son  comunes  los  j principios  (pie  rigen  el  refugio. 

El  artículo  18  del  proyecto,  niega  el  asilo  á  los  desertí)res  de  la 
marina  <le  guerra,  fundado  en  necesidades  inherentes  á  su  existencia 
misma:  el  [íublicista  Calvo  mira  esta  extradición  como  un  acto  de 
pura  cortesía  basada  en  la  conveniencia  recíproca  de  los  Estados, 
que  híin  jírevisto  el  peligro  de  librar  sus  buques  al  abandono  ipie  la 
deserción  les  impondría,  al  mismo  ticnupo  que  sienten  interés  en  no 
dejar  im¡)une  un  delito  contra  el  pabellón;  las  convenciones  firmadas 
al  respecto,  se  han  insertado  generalmente  en  los  tratados  consulares 
como  en  los  de  naveiíacion  y  de  comercio;  jksí  lo  ha  hecho  la 
Francia  con  la  Bélgica  el  5  de  Febrero  de  1873  y  con  la  (Irecia  en 
1870;  hay  ademas  los  tratados  del  Austria  con  la  Rusia  (18()8,  15  y 
22),  de  Prusia  con  Dinamarca  (1820)  y  con  el  Luxemburgo  (1844). 

Los  Estados  Unidos,  comt»  todas  las  |)otencias  marítimas,  acuerdan 
sin  dificultad  la  extradición  de  los  desertores  de  mar;  pero  otra  cosa 
sucede  con  los  del  ejército  de  tierra;  la  Comisión  no  los  excluye  sin 
embargo  en  su  proyecto  de  Tratado,  si  l)¡en  me  conista  que  el  prin- 
cipio va  á  ser  ataca<lo  en  la  discusi«)n  particular. 

Si  hay  necesidad  v  conveniencia  en  mantener  la  moral  v  la  disci- 
plina  militar,  abordo  de  las  naves,  esa  conveniencia  no  se  siente 
menos  viva  en  el  ejército  de  tieri-a,  que  se  vería  comprometido 
seriamente,  con  el  asilo  y  la  impunidad  que  se  acordám  al   que  ha 
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desei'tado  sus  banderas;  representamos  países  en  su  inavíK*  parte  li- 
mítrofes, que  cuando  no  tienen  divisiones  de  ejército,  con<?ervan  des- 
tacamentos sobre  sus  líneas  fronterizas;  pues  bien,  esas  fuerzas  regula- 
res que  los  Estados  tienen  necesidad  de  conservar  sobre  puntos  de- 
terminados de  su  territorio,  se  verían  pronto  desmoralizadas  y 
disueltas  cuando  el  soldado  alcanzara  á  percibir  la  impunidad,  con 
atravesar  una  línea  imaginaria  que  está  á  diez  pasos  de  su  cam- 
pamento. 

Se  dice,  Señores,  que  la  deserción  es  un  acto  especialísimo,  pero 
no  puede  afirmarse  que  deje  de  ser  un  delito;  jurídicamente  consi- 
derado, importa  la  inejecución  de  una  obligación  de  hacer,  que  se 
impone  al  acreedor  que  es  la  nación,  por  actos  re[»robados  como  la 
fuga,  actos  que  ponen  en  peligro  la  seguridad  del  Estado,  pudiendo 
disolver  cuerpos,  divisiones  y  ejércitos,  en  momentos  decisivos  para 
la  estíibilidad  del  orden  y  de  los  gobiernos;  se  habla  también  de 
la  severidad  de  los  castigos  en  el  fuero  militar;  pero  el  temperamento 
que  se  busca  sería  contraproducente;  porque  los  (^ue  tienen  el  mando 
y  la  rcsponsa\)ilidad  de  esos  ejércitos,  se  verían  obligados  á  dupli- 
car la  vigilancia  y  á  agravar  las  {)enas,  de  donde  resultaría  casti- 
gada con  crueldad  la  tentativa,  y  el  delito  consumado  absolutamen- 
te impune. 

Se  ha  (|uerido  notar  una  analogía  inadmisible  entre  el  delito  polí- 
tico y  el  de  deserción,  que  Weiss  la  rechaza  con  tanta  verdad  como 
elocuencia;  si  los  refugiados  políticos,  <lice  este  autor,  tienen  derecho 
á  la  hospitalidad,  es  porque  para  ellos  el  destierro  es  el  único  medio 
de  sustraerse  á  la  venganza  de  sus  adversarios  triunfantes ;  y  porque 
después  de  haber  combatido  lealmente  por  su  cansa,  ellos  pueden 
marchar  con  la  frente  alta,  esperando  que  brillen  mejores  dias; 
¿  pero  puede  decirse  otro  tanto  del  desertor,  de  ese  hombre  que 
formadi)  en  su  patria  al  abrigo  de  la  protección  de  sus  leyes,  le 
niega  los  servicios  que  ella  reclama  de  sus  hijos,  y  toma  la  fuga 
«'ejandoá  otros  el  cuidado  de  «lefender  sus  hogares  y  su^  bienes? 

No  puede  caracterizarse  con  mayur  elocuencia  la  couflicion  moral 
y  legal  del  desertor;  á  la  vez  que  me  es  difícil  explicar  la  razón, 
por  (|ue  est  s  principios  declarados  justos  y  convenientes  en  el  mar, 
pueden  volverse  inicuos  y  perniciosos  en  tierra;  si  las  naciones 
necesitan  de  su  marina  de  guc^rra,  los  gobiernos  no  necesitan 
menos  de  la  moral  de  sus  ejércitos  y  de  la  lealtad  de    sus    soldados. 

La  mayor  parte  de  los  Esüulos  europeos,  en  los  comienzos  de  este 
siglo,  estuvieron  ligados  por  tratados  que  estipulaban  la  entregado 
los  desertores,  tanto  de  mar  como  de  tierra ;  la  Francia  fué  la  pri- 
mera en  denunciarlos  en  1830;  las  razones  que  la  indujeron  no  se 
explican  satisfactoriamente,  si  bien  un  publicista  caracterizado,  ve 
en  esa  denuncia  un  propósito  y  un  interés  reprochable;  según  él, 
la   Francia  quería  aprovechar  la  deserción  que   se  operaba  en  los 
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ejércitos  amigos,  para  constituir  las  legiones  extranjeras  que  for- 
maron en  sus  fílas;  dejo  esta  afírmacion  bnjo  la  responsabilidad  del 
mismo  Weiss;  la  Francia  rompió  con  la  Prusia  su  Tratado  de  1821, 
con  los  Estados  Unidos  el  de  1823  y  con  Bavieni  el  de  8  de  Mayo 
de  1827;  pero  muy  luego  volvió  scbre  sus  pasos  y  repuso  los  princi- 
pios de  que  se  había  separado,  consignándolos  en  su  Tratado  con 
las  Dos  Sicilias  del853  y  en  el  que  celebró  con  Inglaterra  en  1854. 
La  Grecia  y  la  Turquía  firmaron  también  un  pacto  en  1855,  que 
registra  este  artículo:  «los  desertores  de  alguno  de  ambo^  Estados 
que  se  presenten  ó  refugien  en  el  otro,  no  serán  jamás  admitidos; 
serán  obligados  á  abandonar  el  país  y  advertidas  que  toda  vez  que 
se  encuentren  habitando  furtivamente  alguno  de  los  Estados  de  que 
han  sido   expulsados,  serán  detenidos  y  entregados.> 

Estos  son  los  usos  internacionale»  que  sostienen  los  publicistas  de 
nuestros  dias,  y  es  de  desear  que  sean  incorporados  á  las  convencio- 
nes futuras;  por  el  momento,  considero  suficiente  lo  expuesto,  para 
fundar  la  entrega  del  desertor  y  paso  á  ocuparme  del  título  que 
trata  de  la  extradición. 

La  extradición  y  el  asilo  se  nos  presentan  como  dos  teorías  ó 
como  dos  escuelas  en  oposición;  la  limitación  de  la  uua  importa 
consagrar  las  amplitudes  déla  otra;  lo  que  vale  decir,  que  el  asilo 
ha  gozado  de  todos  los  prestigios  que  le  acordaron  los  usos  interna- 
cionales, hasta  fines  del  siglo  XVIII,  en  que  fueron  celebrados  los 
primeros  tratados  de  extradición;  el  eminente  publicista  argeutino 
Carlos  Calvo,  aborda  esta  materia  con  el  acopio  de  erudición  que  lo 
distingue,  y  comienza  ¡preguntándose  ¿la  extradición  es  un  principio 
general  del  Derecho  de  Gentes  ó  constituye  tan  solo  un  dere* 
cho  imperfecto?  La  contestación  se  la  dan  Grotius,  Vattel, 
Burlamaqui,  Rutherforth,  Kent,  Story,  Jefferson,  Lee,  Lord  Brougham, 
Hélie  y  todos  los  publicistas  que  defienden  la  extradición  como 
un  principio  de  universal  interés  en  los  Estados,  y  como  una  conse- 
cuencia de  la  solidaridad  social  basada  en  el  imperio  salvador  de  la 
justicia  represiva;  las  naciones,  según  F.  Hélie,  viven  hoy  en  cierto 
modo  de  la  misma  vida;  el  crimen  que  se  consuma  en  una  de  ellas 
se  hace  sentir  en  todas  las  demás  y  la  impunidad  que  se  le  acuerda, 
se  propaga  mas  allá  de  sus  fronteras;  todas  las  sociedades  están 
interesadas  en  concurrir  á  la  punición  de  los  malvados  que  se 
refugian  en  su  suelo;  no  solo  porque  se  establece  la  reciprocidad 
de  este  concurso,  sino  porque  la  impunidad  es  un  ejemplo  perni- 
cioso para  los  subditos  del  país  de  asilo,  cuando  no  un  peligro  para 
su  propia  vida,  que  se  siente  amenazada  por  la  presencia  del  cul- 
pable impune;  Lord  Campbell  aspira  á  una  sanción  universalmente 
obligatoria  para  los  Estados ;  de  tiU  modo  considera  perfecto  y  coer- 
citivo, el  derecho  de  la  extradición ;  se  nota,  sin  embargo,  que  lo 
que  puede  ser  un  voto  generoso  de  los  publicistas,  se  convierte  en 
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un  hecho  incompatible  con  la  soberanía  de  cada  Estado ;  pero  lo  que 
estos  no  pued<^.n  aceptar  con  el  carácter  de  sanción  coercitiva,  es 
compatible  con  las  convenciones  y  los  pactos  que  consagren  el  prin- 
cipio, como  una  regla  de  conducta  indispensable  y  necesaria,  para 
el  imperio  de  la  justicia  humana. 

No  me  detendré  á  considerar  la  naturaleza  internacional  de  este 
principio,  porque  en  este  momento  discutimos  un  Tratado,  de  manera 
que  podemos  mantenernos  dentro  del  derecho  convencional,  sin 
pedir  nada  á  las  obligaciones  esencialmente  coercitivas  ;  me  inclino, 
sin  embargo,  á  la  escuela  jurídica  que  esté  representada  por  todos 
los  autores  que  he  citado,  en  contra  de  Puífendorf,  Voet,  Pinheiro 
Ferreira,  Lord  Coke,  Kluber,  Twiss,  Mittermaier  y  Phillimore,  que 
miran  la  extradición  cuando  n(»  ef^tá  estipulada  previamente,  como 
una  cuestión  de  cortesía  y  de  civilización,  pero  en  ningún  caso  de 
derecho  estricto. 

Hay  opositores,  sin  embargo,  que  no  solo  atacan  el  principio  para 
desconocerle  su  naturaleza  jurídica,  como  deber  perfecto  y  exigible, 
sino  que  atacan  la  institución  misma,  aun  cuando  ella  sea  obra  del 
derecho  convencional  y  de  los  pactos  libremente  celebrados  ;  Lord 
Coke  proclamaba  como  axioma  incontestable,  que  los  reinos  que 
vivían  en  amistad,  debían  ser  un  santuario  inviolable  para  los  sub- 
ditos respectivos  que  buscaban  un  asilo  en  uno  ú  otro  país; 
M.  Sapey  aspira  con  sus  votos  á  que  el  Derecho  Internacional 
vuelva  algún  día  al  sentimiento  de  la  humanidad,  proscribiendo 
semejantes  costumbres ;  reprocha  á  la  Francia  la  tolerancia  con  que 
las  consiente,  después  de  haber  declarado  en  Junio  de  1831  que  ella 
no  pediría  ni  acordaría  jamás  la  extradición.  ¿Por  que  la  tierra  de  la 
Francia,  dice,  no  salva  al  suplicante  como  emancipa  al  esclavo 
que  la  toca  ?  ¿  Si  es  necesario  el  castigo,  acaso  no  lo  es  el  des 
tierro?  M.  Megé  denunciaba  la  extradición  en  la  Cámara  de  Dipu- 
tados, como  una  doctrina  contraria  á  las  tradiciones  francesas,  á  la 
dignidad  del  país  y  al  honor  de  la  nación. 

Podría  citar  muchos  otros  tratadistas,  que  se  han  pronunciado  con 
esta  misma  decisión,  contra  el  principio  que  aceptan  y  proclaman 
las  sociedades  modernas  ;  unos  quieren  ver  un  ataque  á  la  soberanía 
del  país  de  asilo,  sin  observar  que  el  Estado  requeriente,  lejos  de 
agredir  la  autonomía  de  aquella  justicia,  solicita  su  concurso  en  un 
interés  recípn)co  y  común,  delegando,  cu  cierta  forma,  su  soberanía, 
pero  no  imponiéndola  de  ningún  modo;  otros  ven  en  el  asilo  y  en 
contra  de  la  extradición,  una  costumbre  fundada  en  la  piedad  y  en 
la  clemencia,  pero  e^tas  consideraciones  que  se  inspiran  en  una  decla- 
mación impresionist*i,  nos  ponen  derechamente  en  el  camino  de  la 
impunidad  y  nos  decidirían  á  abrir  las  puertas  de  las  propias  cárceles, 
en  nombre  del  sentimiento  y  de  la  filantropía ;  este  género  de  argu- 
mentación, nos  saca  del  terreno  legal  y  filosófico  llegando  á  las  con- 
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fusiones  deplorables  en  que  incurre  Sapey;  ese  esclavo  que  pisa  un 
suelo  libre,  se  coloca  bajo  las  instituciones  que  han  proclamado  la 
libertad  del  ser  humano;  él  se  vuelve  libre  porque  esas  instituciones 
no  conciben  ni  permiten  en  su  suelo  la  esclavitud  ;  pero  el  culpable 
que  llega  á  un  territori.)  sin  expiar  su  crimen,  no  se  convierte,  no  puede 
convertirse  en  inocente,  ni  las  leyes  del  asilo  tienen  el  poder  de 
trasformar  su  criminalidad;  esas  leyes  consagran  la  misma  punición, 
castigan  el  mismo  delito  y  no  fnrman  con  las  leyes  violadas,  ese 
contraste  establecido  entre  la  libertad  y  la  esclavitud,  que  parece 
regir  pueblos  y  gobiernos  ubicados  en  distintos  planetas:  el  país 
libre  no  cofnprende  el  idioma  de  la  servidumbre,  pero  el  país  de 
asilo,  coincide  en  el  lenguaje  de  la  culpa,  y  la  proceda  y  la  castiga 
como  lo  hace  el  otro  Estado  que  ha  reclamado  su  concurso. 

Cuando  traté  el  refugio,  tuvo  ocasión  de  defender  el  principio  de 
la  extradición,  v  esto  me  exonera  de  extenderme  nuevamente  sobre 
ella;  no  voy  á  detenerme  tam|)oco  en  los  requisitos  legal  mente  cxi- 
gibles  para  que  la  extnidicion  tenga  lugar;  pero  si  corregiré  el  proe- 
mio del  artículo  19,  sustituyendo  la  frase  toda  nación  está  obligada  á 
entregar,  etc.,  por  esta  otra:  los  Estados  signatarios  se  obligan  á  entre- 
garse  los  delincuentes,  etc. 

oobre  el  artículo  siguiente,  que  prescribe  la  entrega  de  los  propios 
subditos,  cuando  han  delinquido  en  otra  parte,  voy  á  permitirme  re- 
servar el  comentario,  para  la  discusión  })articular,  porque  me  consta 
que  va  á  ser  tema  de  prolongados  debates  y  no  desearía  repetirme 
en  lu  defensa. 

La  generalidad  de  los  tratados  enumeran  los  <lelitos  pasibles  de 
extradición;  [)ero  la  Comisión  lia  procedido  i>or  un  sistema  invo.rsv), 
porque  es  mas  fácil  excluir  lo  menos  (jue  enumerar  lo  mas  y  son,  á 
no  dudarlo,  mas  limitados  los  casos  en  que  un  está  autorizada  la ex- 
trndicion  de  los  culpables. 

Entre  estas  exclusiones  figura  la  traición  á  la  patrii,  que  tengo 
encargo  de  sustituirla  [)or  el  delito  contra  los  cultos,  reforma  de  (|ue 
el  Señor  Secretario  se  servirá  tomar  nota. 

Al  proi)oner  esta  modiíicacion,  la  Comisión  no  entiende  hacer  pa- 
sible de  entrega  al  reo  del  delito  de  traición;  ha  cedido  tan  solo  á 
consideraciones  de  im[)resion,  (|uele  han  sido  presentadas  por  algunos 
de  los  ri^legas  (|ue  forman  p-arte  del  Congreso;  la  excepción,  procla- 
mada en  la  forma  que  le  había  dado  la  Comisión,  parecía  denotar 
un  princi[)io  de  indiferencia  por  los  actos  que  atacaban,  sino  la  digni- 
dad, cuando  menos  los  intereses  di»,  la  patri:»;  coníieso  (pie  hemos  ac- 
ced¡t\)  á  meras  consideraciones  de  efecto;  pero  que  en  el  fon<lo,  ese 
delito  lo  consideramos  esencialmente  [)olít¡co  y  como  tal  excluido  de 
la  extradición;  es  por  eso  que  para  el  artículo  siguiente  i)ropongo 
esta  otra  modificación;  en  lugar  de  excluir  los  delitos  que  ata^can  las 
histituciones  políticas  d4*  nyi  Estado,  se  dirá  ou  adelante: /oí?  delitos  que 
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atacan  la  seguridad  inteitia  b  externa  de  tm  Estado;  en  esta  clase  de  de- 
litos, está  comprendido  el  de  traición  y  en  estji  forma,  el  reo  queda 
excluido  de  la  entrega  por  la  naturaleza  del  acto,  que  es  á  no  dudarlo 
esencialmente  político;  si  él  fuera  atacado  en  la  discusión  [)articular 
j  sostenidí»  como  delito  común,  tendré  ocasión  de  defender  las  ideas 
de  la  Conúsion,  tarejí  de  que  por  el  momento  me  ex'»nero,  porque 
voy  sintiendo  la  necesidad  de  terminar;  los  delitos  políticos,  son  pre- 
cisamente atjuellosque  atacan  al  Estado  como  personalidad  política 
y  que  tienen  un  propósito  y  un  íin  aj^resivoásus  derechos  y  á  sus  in- 
terese*; ellos  pucílen  ser  perpetrados  por  nacionales  y  extranjeros,  á 
diferencia  del  didito  de  trnicicMi,  que  es  projúo  y  exclusivo  de  los 
nacionales;  la  cuestión  de  la  ciudadanía  se  complica  pues,  con  otras 
muchas  que  confunden  la  calificación  de  este  delito,  toda  vez  que  nos 
vemos  ohligados  á  reconocer  por  el  anta^^onismo  de  las  leyes  de  ciu- 
dadanía, (jue  esta  puede  ser  reclamada  por  «los  ó  uuis  Estados  sobre 
un  mismo  in<livi<luo;  esta  pluralidad  de  ju(»ces  (pie  reclamarían  la 
extradición  si  ella  fuera  posilde,  (h^hen  decidirnos  una  vez  masa  ne- 
garla, porque  sería  pluralizar  una  circunst  uicia  aj^ravante,  de  la  que 
son  mas  culpable.s  las  legislaciones  que  los  reos. 

Los  Honorables  Plenipotenciarios  habrán  observadí»,  cpie  los  delitos 
cometidos  contra  la  vida  de  los  gcfes  <le  Estado,  no  figuran  en  el  ar- 
tículo 22  de  este  proyecto;  y  no  deben  por  consiguiente  considerarle 
excluidos  de  la  extradición. 

Los  delitos  de  este  género  han  sido  matí»ria  de  airasionados  deba- 
tes, entre  h>s  publicisttis  y  aun  entre  los  jueces,  que  (»n  distintíis 
épocas  y  en  diversos  [íaíses,  han  tenido  qiuí  decidir  procesos  tan  rui- 
dosos como  complicados. 

¿Podría  ser  considerado  como  delití»  político  y  excluido  consiguien- 
temente de  hi  extnidicion,  el  atentado  que  ataca  la  vida  y  la  persona 
de  un  soberano?  En  otros  términos,  ¿Itis  garantías  del  derecho  i'omun, 
<jue  |)rotegen  á  todos  los  subditos  y  habitíiiit<*s  de  una  nación,  deben 
ser  denegjulas  al  \!;qÍí\  del  Estado?  Plant(Mida  Iíí  cuestión  en  su  terre- 
no esencialmente  jurídico,  la  solución  no  puede  ser  dudosa;  los  dere- 
chos i\  la  vida  y  á  la  seguridad  personal,  son  inherentes  á  todo  ser 
humano,  el  derecho  natural  lo  ha  consngrado  como  [matrimonio  de 
la  humanidad  y  los  soberanos  no  se  segregim  de  ella,  ni  de  sus  de- 
rechos, ni  de  sus  garantías  al  ejercer  el  gobierno  <le  sus  subditos;  se 
me  dirá  que  la  negativa  de  la  extradición  no  importa  desconocer  es- 
tos derechos,  proclamados  universalnuMite;  jiero  recuerdo  á  nns  Ho- 
norables colegas,  que  he  tenido  el  honor  de  demostrar,  que  la  ex- 
tradición representa  la  eficacia  y  la  sanción  definitiva  de  las  leyes 
penales,  como  el  asilo  entraña  la  imimnidad  y  los  incentivos  del  de- 
lito; entregar  pue.s,  al  reo  que  ha  muerto  á  un  hombre  y  asilar  al 
culpal)le  que  ha  asesinado  tí  un  rey,  es  atacar  la  eficacia  de  esas 
mismas  sanciones,  negando  á  los  soberanos  las  garantías  de  derecho 


—  172  — 

estricto  que  estén  acordadas  á  todos  los  demás  hombres;  se  ha  queri- 
do ver  en  el  sentimiento  que  mueve  el  brazo  del  agente,  una  razón 
á  distinguirlo  del  homicida  común.  ¿Pero  acaso  no  hay  en  el  orden 
de  los  sentimientos,  móviles  tan  excusables  como  los  que  sugiere  la 
exaltación  de  las  pasiones  políticas?  ¿No  podrá  presentarse,  entre  los 
delitos  comunes  un  delincuente  que  haya  sentido  al  perpetrar  su 
crimen,  los  estímulos  de  una  pasión  generosa  ó  de  un  sentimiento 
res[)etable?  El  caso  es  por  demás  frecuente,  pam  que  sea  necesario 
recargarlo  de  ejemplos;  el  móvil  constituye  en  todo  caso,  circunstan- 
cias atenuantes  del  delito  mismo;  pe^'O  ellas  lejos  de  negarlo  lo  cons- 
tat;m,  y  la  penalidad  tiene  lugar,  corno  tiene  lugar  la  extradición  ¿Á 
que  título  podría,  pues,  denegarse,  fundado  en  el  móvil  del  agente? 
No  puede,  no  debe  llegarse  á  semejante  conclusión,  sin  tener  la  fran- 
queza de  declarar,  que  no  se  quiere  que  los  soberanos  gocen  de  las 
garantías  acordadas  á  los  demás  hombres;  e^to  importa  subvertir  el 
orden  de  esas  garantías,  suprimiéndolas  allí  precisamente  donde  de- 
ben ser  robustecidas;  nadie  ignora  que  los  gefes  de  Estado  por  la  na- 
turaleza de  sus  funciones  y  de  su  misión,  están  llamados  á  herir 
personas  é  intereses,  que  representan  otros  tantos  rencores;  se  ve 
también  como  el  crimen  pue<le  ser  político  en  sus  efectos  y  sus  con- 
secuencias, é  inspirado,  no  por  el  convencimiento,  sino  por  ¡)asiones 
puramente  personales;  con  entera  razón  ha  dicho  Renault  que  la 
pasión  del  agente  no  tiene  nada  que  hacer  en  la  clasificación  de  los 
delitos;  ella  es  dudosa  é  incierta  en  la  mayor  parte  de  los  casos  y  en 
ninguno  de  ellos  puede  servir  á  imponer  fueros  y  prerogativas  es- 
peciales, fundadas  en  el  espíritu  que  aninux  al  agente;  máxime  cuan- 
do ellas  pueden  concluir  en  la  im[)unida(i:  decía  con  razón  un  mo- 
narca contemporáneo,  á  quien  su  Secretario  de  Estado  consultaba 
sobre  la  materia  en  estudio:  <Eu  ese  Tratado  que  vais  á  celebrar, 
decía,  no  aspiro  á  que  me  consideréis  sino  como  el  último  de  mis 
vasallos>;  no  |)odía  atacarse  con  mas  ironía,  este  despojo  de  los  de- 
rechos mas  inalienables  que  quiere  llevarse  sobre  la  vida  y  la  inte- 
gridad personal  del  soberano,  para  rodear  de  fueros.  La  inmunidad 
de  esos  culpables,  que  no  por  ser  fanáticos  han  dejado  de  ser  ase- 
sinos. 

Como  ilustración  á  la  cuestión  que  debatimos,  debo  suministrar 
al  Congreso  los  antecedentes,  que  ella  tiene  en  las  prácticas  interna- 
cionales. 

En  1835  la  Prusia  entregó  á  la  Francia  al  asesino  Bardou,  cóm- 
plice de  Fieschi  en  el  atentado  contra  Luis  Felipe;  en  1845,  la  misma 
nación,  recibió  de  la  Suiza  otro  delincuente,  perseguido  por  tentativa 
de  regicidio;  á  su  turno  la  Francia  entrega)  en  1848  á  los  asesinos  del 
Duque  de  Lichtenstein;  tratindo  esüi  materia,  me  es  muy  difícil  omi- 
tir el  proceso  famoso  de  Jacmin,  que  apasionó  tanto  los  debates  de 
la  Bélgica  y  la  Francia,  relativos  á  su  extradición;  una  máquina  in- 
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fernal  había  sido  colocada  en  el  camino  de  hierro  entre  Lille  y  Ca- 
lais de  manera  á  hacer  saltar  el  convoy  de  Napoleón  III,  que  se  di- 
rigía á  Tournay;  refugiado  en  Bélgica  el  presunto  asesino,  vinieron 
en  1854  las  largas  discusiones  que  recien  terminaron  el  56;  la  extra- 
dición le  fué  denegada  á  la  Krancia,  pero  la  opinión  quedó  tan  con- 
movida con  esta  negativa,  que  las  leyes  penales  de  la  Bélgica  fueron 
inmediatamente  reformadas. 

Un  pasaje  de  la  memoria  con  que  se  acompañó  el  proyecto  de  la 
reforma  decia  así:  «El  regicidio  debe  en  adelante  ser  reputado  en 
Béi^icsi,  homicidio;  la  vida  del  soberano  extranjero  será  protegida  al 
igual  de  la  vida  de  todo  extranjero,  ni  mas  ni  menos.  Hacer  mas,  se- 
ría en  efecto,  erigir  el  regicidio  en  crimen  político,  por  un  triste  pri- 
vilegio; y  admitir  lo  que  rechazamos:  la  extradición  p'lítica.  Hacer 
menos,  es  excluir  al  príncipe  extranjero  del  <lerecho  común  y  cometer 
una  injusticia.» 

La  nueva  ley  belga  de  1856,  puede  decirse  que  ha  reconúdo  el 
mundo  civilizado,  llevando  su  reforma  é  la  universalidad  de  los  pac- 
tos internacionales,  después  de  haber  inspirado  el  Tratado  franco-belga- 
la  Suiza  y  la  Italia  rehusaron  sin  embargo  á  la  Francia  la  negocia- 
ción de  sus  tratados,  la  primera  fundada  en  sus  K^yes  penales  (pie 
califican  el  atentado  como  delito  político;  y  la  segunda,  en  su  forma 
de  gobierno;  la  Suiza  sin  embargo  se  reserva  examinar,  en  cada  caso, 
la  naturaleza  del  delito  para  acordar  ó  negar  la  extradición;  la  Can- 
cillería de  San  Petersburgo  recibió  de  la  Confederación  Helvética  una 
respuesta  idéntica  en  1879. 

En  contra  de  las  reservas  de  la  Suiza  y  de  la  Italia,  se  tienen  las 
Convenciones  entre  Francia  y  Parma  de  1856;  entre  Bélgica  y  Austria 
de  1857;  entre  Francia  y  los  Estados  Pontificios  de  1859;  entre  Bél- 
gica y  los  Países  Bajos  de  1860;  entre  Francia  y  Chile  de  18(^(»;  en- 
tre Francia  y  Noruega  de  1869;  entre  Baviera  y  Francia  de  1869; 
entre  Rusia  y  Austria-Hungría  de  1874;  entre  Alemania  y  Bélgica  de 
1874;  entre  la  Francia  y  el  Gran  Ducado  de  Luxemburgo  de  1875; 
entre  Alemania  y  el  Luxemburgo  de  1876;  entre  la  España  y  la 
Rusia  de  1877;  entre  Dinamarca  y  el  Luxemburgo  de  1879. 

Expuestos  los  antecedentes  que  pueden  contribuir  á  la  ilustración 
del  Honorable  Congreso,  sobre  esta  clase  de  delitos,  él  resolverá  la 
cuestión  con  el  acierto  que  me  honro  en  reconocerle,  expresando  si, 
que,  en  concepto  de  la  Comisión,  los  atentados  contra  la  vida  de  los 
gefes  de  Estado,  trátese  de  repúblicas  ó  de  monarquías,  deben  au- 
torizar la  extradición  del  asesino,  sin  que  su  fanatismo  alcance  á 
cambiar  la  calificación  y  la  naturaleza  del  delito  de  homicidio. 

Voy  á  terminar  este  informe,  (pie  ya  se  hace  demasiado  extenso, 
rogando  á  mis  Honorables  c(ílegas,  me  exoneren  de  detallar  los  p)ro- 
cedimientos  de  la  extradición,  que  no  puedo  considerarlos  como  ma- 


tena  ae  un  informe  general;  diré,  si,  que  la  Coinision  ha  considerado 
la  extradición  como  un  acto  complejo,  que  no  es  ni  policial,  ni  con- 
tencioso, ni  administrativo;  todos  los  poderes  le  prestan  su  concurso, 
y  ella  constituye  esencialmente  un  acto  de  soberanía;  el  poder  judi- 
cial no  puede  ser  excluido  de  la  participación  que  la  Comisión  le 
acuerda  en  el  procedimiento,  porque  las  garantías  individuales  están 
colocadas  bajo  la  protección  de  ese  poder,  y  la  extradición  que  las 
afecta,  no  puede  acordarse  sin  su  pronunciamiento;  hay,  sin  embargo, 
tantos  sistemas  como  tratados  de  oxtradicioa  se  han  celebnido;  y 
unos  pocos  hacen  de  ella  un  acto  puramente  de  gobierno;  todo  eso 
lo  veremos  en  la  discusión  particular. 

He  terminado.  Señores  Plenipotenciarios,  y  quedaré  altamente  sa- 
tisfecho, si  he  podido  interpretar  y  cumplir  rectamente  el  encarga 
que  recibí  de  mis  ilustrados  colegas. 

He  dicho. 

Fué  aprobado  en  general  el  proyecto  de  la  referencia. 

Entrándose  á  la  discusión  particular,  se  leyó  el 

Artículo  1." 

■  <  Los  crímenes  y  delitos,  cualquiera  que  sea  la  nacionalidad  del 
€  agente,  de  la  víctima  ó  del  damnificado,  se  juzgan  por  lostribuna- 
€  les  y  se  penan  por  las  leyes  de  la  Nación  en  cuyo  territorio  ju- 
€  risdiccional  se  producen.» 

El  Scüor  Presidente  indicó  la  conveniencia  de  que  las  correcciones 
de  mera  forma,  se  confiasen  á  una  Comisión  Especial,  que  se  ocupa- 
ría de  ellas,  después  de  terminada  la  discusión  de  todo.*!:  los  proyec- 
tos de  que  trata  el  Honorable  Congreso. 

Los  Señores  Saeuz  Peña,  Pnits  y  Ramírez  aceptan  dicha  indicación, 
quedando  así  resuelto. 

El  Señor  Presidente  propuso:  que  en  todo  este  proyecto  de  Tmtada 
se  dijese  delitos  en  vez  de  crhnmes  y  (Mitos;  pues  considera  que 
aquel  vocablo  es  mas  genérico,  pudiéndose,  en  consecuencia,  agre- 
gar al  final  un  artículo  que  establezca:  que  en  la  expresión  delitos^ 
se  comprenden  los  crímenes  y  los  simples  delitos. 

El  Señor  Pmts  apoyó  esta  indicación. 

El  Señor  Doctor  Snenz  Peña  dijo:  que  admitiendo  ese  temperamento, 
tendría  que  entrarse  en  el  terreno  de  las  definiciones,  que  es  ajena 
á  esta  clase  de  Tratados. 


)  Cttinbio  de  ideas  entre  el  Sefior  Presidente  y  los 
[Quintil na.  Saenz  Peña,  Gélvez  y  Ramírez,  aquel  ma- 
iMi  su  indicocion,  reservándose  la  inodiñcacion 
TI  Kspecial  de  correcciones. 

r  S«enz  Pcñn  indicó:  que  eu  vez  de  crímenes  y  de- 
%  truenes  b  iMitos. 
Amieuda  propuesta. 

t  propuso  la  supresión  del  artículo  1.*,   por  concep- 

¡(i¡  pnesto  qneern  un  deri'clm   inherente   á  la  si)be- 

Estado,  juzgar  y  peuar  todos  los  delitos  que  se  consu- 

jftlo.  Que  como  e.'le  principio,  dijo,  figura  en  los  C^di- 

¡Binoes  repres«nta<líis  en  el  Congreso,  establecerlo  en  el 

I,  tal  vez  daría  origen  i\  interpretafiínes  d  dudas 

f  COnvenicntt'S. 

Jctor  Saenz  Peña  motiifestó:  que  á  pesar  lie  la  universa- 

cipioinvoaid'V  buy,  sin  emliai^¿o,  nmclias  legislaciones, 

íélgica  y  la  de  otms  paires,  en  las  cuales  se  dechira  el 

r  en  seguida  se  tiebilita  ú  se  deroga   por  disposiciones  ca- 

}  agregó:  que  la  circunstancia  de  consignar  este  pi-oyecto, 

B  sirven  de  base  ó  la  jnri;il¡ccion,  no  puede  interpretarse 

ÜRDero  dudosa  y  mucho  nieno*  negativa. 

idM.  adenuis,  en  otras  cousidenu-innes  tend-  ntes  A  demostrar 

iilo  debia  conservarse  tal  cutil  está  redactado  en  el  pro- 

taor  Prnts  insistió  en  sn  pniiiiísii-ion;  pues  considera  inoficioso 
r  ea  este  pruyecto  lo  qnc  es  reconocido  por  cada  una  de  las 
í  aquí  repreflentiidus,  desde  que  ninguna  de  ellas  seencuen- 
I  el  caso  de  la  Bélgica  y  de  los  otros  astados  á  (jue  se  refiere  el 
íctor  Saenz  Peña.  Añadió:  que  liaco  estas  observaciones  eu 
\  la  supresión  ilel  artícubi,  (jorque  si  quedase  subsistente, 
B  otra  redacción  al  principio  qne  en  él  se  consigna. 

\  fieflor  Presidente,  pidió  al  Señor  Prats  precisara  la  niodifícacinu. 

:i  Seflnr  Prnts  la  jn-opuso  en  estji  forrna,  por  considerarla  mas  breve 
y  mas  sintética: 

« Las  leyes  penales  y  de  enjuiciamiento  en  lo  criminal  de  cada 
•  Estado,  rigen  respecto  de  todos  sus  iiabitautes,  sean  nacionales  ó 
»  extranjeros. » 

Sin  embargo  de  esto,  manifestó  qne  sería  preferible  la  supresión  del 
artículo. 
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El  Señor  Doctor  Saenz  Peña,  contestando  las  observaciones  del  Se- 
ñor Pmts,  explicó  el  alcance  y  significado  del  artículo  en  discusión 
y  manifesW:  que  el  Congreso  no  se  había  reunido  para  establecer  un 
Código  Penal  al  que  debían  sujetarse  las  naciones  en  él  representa- 
das, sino  á  prever  los  casos  de  conflictos,  para  dirimirlos;  pero  dejando 
á  cada  una  de  ellas  el  imperio  de  su  legislación. 

El  Señor  Doctor  Quintana  manifestó :  que  del  hecho  de  que  el 
principio  (le  la  sobemnía  esté  consignado  por  los  Códigos  de  las 
respectivas  Naciones  Contratantes,  no  se  deduce,  de  modo  alguno, 
que  no  sea  conveniente  que  lo  esté  también  en  este  proyecto  de 
Tratado;  pues  debe  tenerse  en  cuenca,  dijo,  que  ademas  délas  Nacio- 
nes representadas  en  el  Congreso,  podrían  adherir  á  las  estipula- 
ciones de  este  Tratado  algunas  otras  que  en  sus  legislaciones  consig- 
nasen principios  distintos  al  que  establece  el  artículo  1.* 

Se  pasa  á  cuarto  intermedio. 

Continúa  la  Sesión. 

Se  vota  el  artículo  1.",  y  es  aprobado  en  esta  forma : 

Artículo  !.• 

«  Los  crímenes  ó  delitos,   cualquiera  que  sea  la  nacionalidad  del 
«  agente,  de  la  víctima  ó  del  damnificado,  se  juzgan  por  los  tribuna- 
«  les  y  se  |)enan    por  las  leyes  de  la  Nación  en  cuyo  territorio  ju 
«  risdiccional  se  producen.  > 

Se  |.'uso  en  discusión  el 

Artículo  2.* 

«  Las  infracciones  de  la  ley  penal  perpetradas  en  un  Estado,  pero 
«  que  afectan  exclusivamente  derechos  ó  intereses  de  otro,  serán 
«  juzgadas  por  los  tribunales  y  penadas  por  las  leyes  de  este  úl- 
€  timo.  > 

Después  de  un  prolongado  debate,  en  el  que  tomaron  parte  los 
Señores  Aceval,  Saenz  Peña,  Prats,  Rimiirez,  VacaGuzman,  García 
Lagos  y  Quintana,  respecto  de  la  interpretación  y  de  los  casos  áque 
pudieran  aplicarse  las  disposiciones  de  dicho  artículo,  el  Señor  Doctor 
Saenz  Peña  propuso  que  se  suspendiese  su  discusión  hasta  que  la 
Comisión,  atenta  las  observaciones*»  hechas,  se  hubiese  puesto  de 
perfecto  acuerdo  sobre  el  alcance  de  dicho  artículo.    Así  se  acordó. 

Con  motivo  de  haberse  suspendido  la  discusión  del  artículo  2/,  el 
Señor  Prats  consultó  si  los  Señores  Plenipotenciarios  tenían  el  dere- 
cho de  solicitar  una  segunda  discusión. 
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El  8eí5or  Doctor  Ramírez  manifestó :  que  los  Señores  Plenipoten- 
ciarios tenían  el  derecho  á  que  se  refiere  el  Señor  Prats,  sin  per- 
juicio de  lo  que  resolviese  el  Honorable  Congreso. 

El  Señor  Prats  insistió  en  que  debería  acordarse  una  sef^unda  dis- 
cusión, por  el  mero  hecho  de  solicitarla  uno  de  los  miembros  del 
Honorable  Congreso,  y  pidió  que  se  consignara  su   opinión. 

Se  pone  en  discusión  el 

Artículo  3.* 

«  Los  delitos  cometidos  por  cualquiera  de  los  miembros  de  una 
«  Legación,  dentro  ó  fuera  de  ella,  serán  regidos  por  las  reglas  del 
«  Derecho  Internacional  Público.  » 

El  Señor  Prats  propaso  que  se  suprimiesen  las  palabras  dentro  ó 
fuera  de  ella. 

Los  Señores  Doctores  Saenz  Peña  y  Ramírez  aceptan  la  supresión 
indicada. 

Votado  el  referido  articulo,  queda  aprobado  en  esta  forma: 

Artículo   3.' 

«  Los  delitos  cometidos  por  cualquiera  de  los  miembros  de  una 
^  Legación,  serán  regidos  por  las  reglas  del  Derecho  Internacional 
^  Público.  * 

En  discusión  el 

Artículo  4.' 

*  Cuando  un  mismo  crimen  ó  delito  se  consuma  á  la  vez  por  uno 

*  ó  varios  deJiíicuentes  en  distintos  territorios,  ó  afecta  á  diferentes 

*  Estados,  serán  competentes  para  juzgarlo  los    tribunales  del   país 
«  damnificado  en  cuyo  territorio  jurisdiccional  se  encuentre  el  de- 

*  liucuente. 

«  Si  el  delincuente  se  encontrase  en  otro  Estado,  serán  competen- 
«  tes  los  tribunales  de  la  Nación  que  tuviese  la  prioridad  en  el  pe- 
<  dido  de  extradición.  > 

El  Señor  Doctor  Aceval  manifestó  ciertas  dudas  acerca  de  cual 
pudiera  ser  el  delito  que  se  cometiese  por  una  misma  persona  en 
distintos  territí»rios. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  indicó  el  caso  de  un  criminal  que  tu- 

12 
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viese  tres  ó  cuatro  cómplices,  y  que  se  dedicase  ¿  la  falsificación  de 
monedií  de  diferentes  Estados. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  propuso  aclarar  el  sentido  del  artí- 
culo en  cuestión,  redactándolo  del  siguiente  modo : 

<  Cuando  la  consumación  de  un  mismo  crimen  ó  delito  afecta  á 
>  diferentes  Estados,  etc.,  etc.  » 

Los  Señores  Doctores  Ramirez  y  Saenz  Peña,  á  fin  de  explicar  con 
toda  claridad  el  pensamiento  y  verdadero  alcance  del  referido  artí- 
culo, citan  varios  casos  de  falsificacioü  de  moneda  realizados  en  un 
país,  y  que  afectan  directamente  á  otros  Estados. 

El  Señor  Pratsdijo:  que  no  comprendía  el  calificativo  de  delitos 
consumados  ó  no  consumados,  porque,  á  su  juicio,  el  delito  ó  es  delito 
ó  es  tentativa  de  delito. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  propone  que  se  redacte  el  artículo 
en  la  forma  siguiente,  con  la  cual  cree  que  se  concilian  todas  las 
opiniones: 

Artículo  4.* 

c  Cuando  un  crimen  ó  delito  afecta  á  diferentes  Estados,  prevale- 
«  cera  para  juzgarlo,  la  competencia  délos  tribunalos   del  país  dam- 

<  niñeado  en    cuyo  territorio  jurisdiccional    se  encuentre  el  delin- 

<  cuente. 

c  Si  el  delincuente  se  encontrase  en  un  tercer  Estado,  prevalecerá 
«  la  compotencia  de  los  tribunales  de  la  Nación  que  tuviese  la  prio- 

<  ridad  en  el  pedido  de  extradición.  > 

El  Señor  Prats,  á  su  vez,  propuso  el  siguiente  inciso: 

<  Si  el  delincuente  se  refugiase  en  un  tercer  Estado,  prevalecerá, 
«  páralos  efectos  de  la  extradición,  el  derecho  del  qne  primero  la 
«  solicitare.  » 

Se  pone  á  votación  el  artículo  4.",  y  es  aprobado  en  la  segunda 
forma  propuesta  por  el  Señor  Doctor   Vaca-Guzman. 

El  Honorable  Congreso  decidió  que  la  próxima  sesión  tuviese  lu- 
gar el  miércoles  de  la  presente  semana,  á  las  3  p.  m. 
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La  Sesión  se  levanta  ¿  las  5.40  p.  m. 

Ild.  Gabcia  Lagos 

Préndente. 

Boque  Sabnz  PbÑa 

Manl.  Quintana 

Sgo.   Vaca-Guzman 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  GAlvez 

Gonzalo  Ramírez 


ACTA  m.  \l 


SESIÓN  DEL  5  DE  DICIEMBRF  DE  1888. 

Presiilencia  del  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  Garcia  Lagos. 

Estando  presentes: 

Fór  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña  ; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana. 

Por  la  República  de  Boliviu. 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman. 

Fot  la  Repíiblica  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats. 

Fot  la  República  del  Faragtuiy: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

Fot  la  República  del  Ferü  : 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana  : 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez. 

For  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 
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La  Sesión  se  abre  á  las  3.10  p.  m. 

Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el   Acta  de  la  Sesión  anterior. 

Por  indicación   de  los  Señores  Doctores  Saenz  Peña  y  Quintana, 
se  resolvió,  que  ademas  de  las    Actas,  se  llevase  el  Diario  de  Se 
siones,  en  el  cual    constasen  íntegramente    las  discusiones   habidas 
en  el  Honorable  Congreso. 

El  Señor  Presidente  puso  en  discusión  el  artículo  2."  del  proyec- 
to de  Tratado  de  Derecho  Penal,  que  había  quedado  suspendida 
en  la  Sesión  anterior. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  manifestó :  que  la  Comisión  de  que 
forma  parte,  en  conferencia  celebrada  el  dia  de  ayer,  había  con- 
firmado el  significado  y  alcance  que  ella  dio,  por  su  intermedio, 
al  artículo  2."  de  este  proyecto;  pero  que  en  el  interés  de  evitar 
discusiones  y  al  mismo  tiempo  de  precisar  con  mayor  claridad 
este  artículo,  ha  redactado  otro  en  sustitución  de  aquel,  en  la  for- 
ma siguiente  : 

«Los  hechos  de  carácter  delictuoso  perpetrados  en  un  Estado,  que 
«  serían  justiciables  por  las  autoridades  de  éste,  si  en  él  produje- 
«  ran  sus  efectos;  pero  que  solo  afectan  derechos  é  intereses  ga- 
«  rantidos  por  las  leyes  de  otro  Estado,  serán  juzgados  por  los 
«  tribunales  y  penados  según   las  leyes   de  este  último.t 

El  Señor  Prats  expuso:  que  se  opone  á  este  artículo,  porque  no 
comprende  ningún  acto  cometido  en  un  Estado  con  carácter  de 
delito  que  no  sea  penado  por  el  Estado  mismo  en  que  él  se  eje- 
cuta, ni  tampoco  comprende  como  hnbia  de  juzgarse  por  otro  Es- 
tado, aun  cuando  en  éste  fuesen  mayores  los  efectos  de  dicho  acto. 
Cree  mas  bien  que  se  tnita  de  un  caso  de  extradición,  pues  de 
lo  contrario,  el  Estado  en  cuyo  territorio  se  hubiese  perpetrado  el  de- 
lito, prescindiría  de  su    propia  jurisdicción. 

Añadió :  que  si  hubiera  de  esperarse  la  acción  del  Estado  que 
se  diga  mas  gravemente  ofendido,  la  represión  sería  muy  tardía, 
y  en  la  mayor  paHe  de  los  casos  imposible. — Terminó  pidiendo 
la  supresión  del  referido  artículo. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  contestando  las  observaciones  del 
Señor  Prats,  cita  nuevamente  la  autoridad  de  la  Corte  de  Ca- 
sación Francesa,  que  resolvió  el  caso  de  un  delito  cometido  en 
Londres  cuyos  efectos  se  sintieron  en  París,  —  y  se  declaró  entonces, 
que  los  Tribunales  Franceses  eran  competentes  para  juzgar  al  reo, 
á  pesar  de  que  el  acto  había  tenido  carácter  delictuoso  en  Ingla* 
térra.  Agregó:  que  este  artículo  tiende  á  reconocer  la  jurisdicción 
de    las    naciones  interesadas    en    la  represión    de   los  delitos.    Se 
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considera  ademas,  dijo,  que  el  Estado  en  que  se  preparan  los  ac- 
tos, DO  tiene  tanto  interés  en  la  represión  de  los  delitos  como 
aquel  en  que  han  de  producir  sus  efectos. 

El  Señor  Pnits  dijo:  que  el  caso  citado  ocurrido  entre  Francia 
é  Inglaterra,  sería  un  antecedente  ilustrativo  de  la  materia  si  re- 
vistiera los  caracteres  á  que  se  refiere  el  artículo  en  discusión,  y 
si  pudiera  asegurarse  que  el  acto  cometido  en  el  último  de  di- 
chos Estados  no  era  penado  por  sus  leyes,  — y  aun  asimismo  no 
sería  aceptable  dicho  artículo. 

El  Señor  Presidente  pidió  que  la  Comisión  se  sirviera  explicar 
si  el  artículo  que  se  discute  alcanza  á  los  delitos  cometidos  con 
tra  los  derechos  privados. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  contestó  que  al  informar  en 
general  había,  expresado  que  el  ai-tículo  comprendía  tanto  los  deli- 
tos de  carácter  privado,  como  los  delitos  contra  el  Estado  en  su 
carácter  de  personalidad  jurídica. 

El  Señor  Presidente  indicó  que,  á  su  juicio,  el  artículo  debía  li- 
mitarse á  establecer  que  los  delitos  perpetrados  en  un  Estado,  pero 
que  afectan  exclusivamente  intereses  ó  derechos  de  otro,  fueran 
juzgados  por  los  tribunales  de  éste. 

Añadió:  que  piensa  que  el  juicio  debería  ser  facultativo  y  á  que* 
relia  de  parte,  tratándose  de  delitos  que  solo  afecten  intereses 
particulares. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  cree  que  la  jurisdicción  debe  ser 
preceptiva,  y  no  dejarse  á  la  interpretación  de  cada  uno  de  los 
Estados  el  derecho  de  acordarla  ó  de  negarla  en  el  caso  ocu- 
rrente. 

Este  Congreso,  agregó,  que  se  ocupa  de  cuestiones  de  Derecho 
Internacional  Privado  que  determina  la  naturaleza  de  la  competen- 
cia, debe  estatuir  los  preceptos  mas  definitivos  y  terminantes  en 
materia  de  jurisdicción. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  hizo  presente  que  era  necesario  no 
confundir  la  cuestión  de  competencia  con  la  de  si  para  un  Estado 
sería  obligatorio  seguir  de  oficio  una  causa  criminal  ó  solamente 
á  querella  de  parte;  pues  convenía  tener  en  cuenta  que  lo  que 
iba  á  determinarse  era  un  principio  de  jurisdicción,  y  la  compe- 
tencia de  cada  Estado  como  persona  jurídica  para  iniciar  un  jui- 
cio criminal. 

Puesto  á  votación  el  referido  artículo,  fué  aprobado  en  esta 
forma: 
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cLos  hechos  de  carácter  delictuoso  perpetrados  en  un  Estado, 
€  que  serían  justiciables  por  las  autoridades  de  éste,  si  en  él  pro- 
€  dujeran  sus  efectos,  pero  que  solo  afectan  derechos  é  intereses 
«  garantidos  por  las  leyes  de  otro  Elstado,  serán  juzfi^ados  por  los 
«  tribunales  y  penados  según  las  leyes  de  este  último. > 

El  Señor  Prats  significó  que  convendría  tomar  la  votación  nomi- 
nalmente. — Resuelto  así,  votaron: 

Por  la  afirmativa: 

Los  Señores  Pienipotenciarios  de  la  República  Argentina; 

El  Señor  Plenipotenciario  de  la  República  de  Bolivia; 

El  Señor  Plenipotenciario  de  la  República  del  Paraguay,  Doctor 
Caminos; 

Los  Señores  Plenipotenciarios  de  la  República  del  Perú  ; 

Los  Señores  Plenipotenciarios  de  la  República  Oriental  del 
Uruguay. 

Por  la  negativa: 

Los  Señores  Plenipotenciarios  de  la  República  de  Chile ; 

El  Señor  Plenipotenciario  de  la  República   del   Paraguay,  Doctor 

Aceval. 

* 

Con  motivo  de  la  disidencia  en  el  voto  de  los  Señores  Plenipo- 
tenciarios de  la  República  del  Paraguay,  el  Señor  Doctor  Cami- 
minos  declaró:  que  al  solo  efecto  de  solucionar  el  incidente  pro- 
ducido al  respecto,  y  á  pesar  de  ser  miembro  de  la  Comisión  de 
Derecho  Penal,  lo  cual  le  hacía  estar,  en  consecu(  ncia,  de  acuerdo 
con  el  referido  artículo,  sin  embargo  adhería  al  voto  de  su  colega, 
dando  en  este  momento  preferencia  á  su  opinión,  y  dejando  así 
explicado  su  proceder. 

Se   pone  en  discusión  el  artículo  5/ 

«En  los  casos  del  artículo  anterior,  y  tratándose  de  un  solo  de- 
«  lincuente,  tendrá  siempre  lugar  un  solo  juicio,  con  aplicación  de 
«  una  sola  pena,  debiendo  ser  ésta  la  mas  grave  de  las  estableci- 
«  en  las  distinta?  leyes  penales   infringidas. 

«El  juez  del  ¿iroceso  debei-á,  en  estos  casos,  dirigirse  al  Poder 
*  Ejecutivo  para  que  éste  dé  conocimiento  de  su  iniciación  á  los 
«  Estados  interesados  en  el  juicio,  y  puedan  ellos  ser  representa- 
«  dos  por  medio  de  apoderados.  > 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  propuso  la  siguiente  adición,  como 
2.*  inciso  del  artículo  puesto  en  discusión,  quedando  el  segundo 
del  mismo  como  tercer  inciso. 


—    1Í50   — 

«Si  la  pena  mas  grave  uo  estuviera  admitida  por  el  Estado  en 
<  que  se  jnzga  el  delito,  se  aplicará  la  que  se  aproxime  mas  en 
«  gravedad.» 

El  Señor  Doctor  Gálvez  dijo:  que  como  el  objeto  de  la  Comisión, 
al  determinar  un  solo  juicio,  era  simplificar  el  juzgamiento,  aho- 
rrando al  reo  el  que  sea  juzgado  en  diferentes  Estados,  cree  que 
debería  simplificarse  aún  mas,  estableciéndose  que  los  tribunales 
del  país  donde  se  juzgue  al  reo  aplicarán  la  pena  correspondiente 
al  delito,  señalada  en   su   propia  legislación. 

Expr?só,  ademas,  que  convenía  tener  presente  las  dificultades 
serias  en  que  podrían  encontrarse  los  jueces  de  una  Nación  para 
rconocer  y  aplicar  leyes  extranjeras. 

Manifestó  también  que,  no  obstante  de  que  en  beneficio  del  reo 
se  aceptaba  siempre  la  aplicación  de  una  pena  menor,  aun  de  le- 
gislación extranjera,  tratándose  de  leyes  de  orden  público,  como 
son  las  penales,  debía  evitarse,  en  cuanto  fuera  posible,  la  aplica- 
ción de  leyes  extranjeras  por  los  inconv:^üi¿L.t:i3  (;i:e  ese  procedi- 
miento ofrece. 

Y  respecto  á  la  últim;i  parte  del  inciso  2.'  expuso:  que  el  nom- 
bramiento de  acoderados  especiales  era  un  embarazo  muy  grande 
para  el  juicio,  puesto  que  siendo  estos  apoderados  otros  tantos 
fiscales  ó  representantes  del  interés  público  de  otros  Estados,  po- 
dría suscitarse  el  conflicto  de  no  estar  de  acuerdo  con  el  del  Es- 
tado donde  se  sigue  el  juicio,  y  colocar  al  juez  en  la  dificultad  de 
saber  cual  era  la  opinión   del    ministerio  público. 

Expresó,  ademas,  que  la  intervención  de  apoderados  extranjeros 
ocasionaría  reclamaciones  sobre  el  sentido  que  habría  de  darse  á 
sus  leyes,  y  se  engendraría  una  serie  de  observaciones  que  se 
evitarían  suprimiendo  esa  última    parte  del  inciso. 

En  consecuencia,  propuso  que  el  artículo  fuera  redactado  en  es- 
tos términos: 

« En  los  casos  del  artículo  anterior,  y  tratándose  de  un  solo  de- 
«  lincuente,  tendrá  siempre  lugar  un  solo  juicio,  con  aplicación  de 
«  una  sola  pena,  debiendo  ser  ésta  la  que  señalan  las  leyes  del 
«  lugar  en  que  se  sigue  el  juicio.» 

«El  juez  del  proceso  deberá,  en  estos  casos,  dirigirse  al  Poder  Eje- 
«  cativo  para  que  éste  dé  conocimiento  de  su  iniciación  á  los  Es- 
«  tados  interesados  en  el  juicio». 

El  Señor  Doctor  Sa^^nz  Peña  hizo  presente  que  la  solución  pro- 
puesta por  el  Siiñor  Doctor  Gálvez,  tiene  el  inconveniente  de  que 
un  Elstado  que  juzga  á  un  reo  por  la  circunstancia  accidental  de 
tenerlo  en  su  territorio,  le  puede   aplicar  una  pena   mas  leve  que 
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DO  satisfaga  á  la  justicia  de  los  otros  Estados,  que  castigan  con 
una  pena  mas  grave  el  mismo  delito:  que  el  Estado  que  juzga 
en  el  caso  del  artículo,  ejerce  es  cierto,  una  jurisdicción  única, 
pero  la  ejerce  por  un  acto  de  delegiicion  convencional  que  hacen 
los  otros  Estados  en  el  interés  del  juicio  único:  tienen,  pues,  de- 
recho á  que  sus  leyes  sean  consultadas  en  el  castigo  de  un  delito 
que  les  interesa. 

Por  otra  parte,  no  considera  justificada  la  observación  respecto 
á  que  los  jueces  de  una  Nncion  encuentren  dificultades  eu  la  apli- 
cación de  leyes  extranjeras  fundados  en  la  ignorancia  de  las  mis- 
mas. Esta  circunstancia,  dijo,  no  puede  ser  causa  bastante  para  al- 
terar el  orden  de  las  jurisdicciones  y  la  penalidad  aplicable  á  los 
delitos. 

El  Señor  Doctor  Gálvez  dijo:  que  desde  que  la  razón  fundamental 
que  había  para  aplicar  la  pena  mas  grave,  era  la  de  satisfacer  la 
vindicta  pública,  pensaba  que  la  modificación  que  proponía  llena- 
ba esa  exigencia,  siendo  por  otra  parte,  mas  sencilla  y  menos  ex- 
puesta á  complicaciones. 

Se  pasa  á  cuarto   intermedio. 
Continúa  la  Sesión. 

El  Señor  Prats  duda  de  la  conveniencia  de  establecer  en  el  ar- 
tículo, que  tratándose  de  un  solo  delincuente  tenga  siempre  lugar 
un  solo  juicio,  pues  puede  haber  casos  en  que  el  delito  se  hubie 
se  realizado  por  dos  ó  mas  personas.  En  cuanto  á  la  aplicación 
de  una  sola  pena,  manifestó:  que  tampoco  le  parecía  correcto  lo 
que  sobre  el  particular  expresa  el  artículo  en  discusión,  puesto 
que  hay  delincuentes  a  los  cuales  se  ios  aplica  dos,  tres  ó  cuatm 
penas. 

Expuso  también  que  había  países  que  consignaban  en  su  legisla- 
ción penas  que  no  existían  en  la  de  otros  Estados,  y  preguntó 
como  se  aplicaría  eu  este  caso  la  pena  mas  grave,  ó  la  que  mas  se 
aproximase  á  '^.Ila. 

Apoyó,  ademas,  las  observaciones  hechas  por  el  Señor  Doctor  Gál- 
vez, y  se  extendió  en  consideraciones  tendentes  á  demostrar  que  las 
leyes  penales  son  por  su  naturaleza  de  orden  público. 

Concluyó  proponiéndola  siguiente  modificación  al  artículo  que  se 
discute: 

«  El  hecho  de  afectar  un  delito  á  diversos  Estados,  se  tendrá  como 
<  circunstancia  agravante,  debiendo  apiicaise  al  culpable  el  máxi- 
*  mun  de  la  pena  que  le  corresponda  según  la  ley  del  país  en  que 
«  se  le  juzga.  > 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  rebatiendo  las  modificaciones  propues^ 
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tas  po^  el  Señor  Prats,  dijo:  que  si  al  delincuente  se  le  aplicara  la 
pena  del  país  en  que  fuera  procesado,  podía  ocurrir  la  anomalía;  en 
el  caso  de  haber  dos  ó  mas  co-autores  del  mismo  delito,  procesados 
en  distintos  países,  que  se  les  aplicara  castigos  muy  diferentes.  Uno 
podía  resultar  condenado  á  cuatro  años  de  prisión,  y  otro  sobre  el 
cual  pesa  idéntica  responsabilidad,  á  solo  algunos  meses  de  la  misma 
pena.  Esto  sería  mas  grave  todavía  si  el  cómplice  de  los  delitos  á 
que  se  hace  referencia,  por  haber  caldo  en  poder  de  las  autoridades 
en  donde  las  penas  son  mayores,  resultase  castigado  con  mas  severi- 
dad que  el  autor  del  mismo  delito,  que  hubiese  sido  juzgado  por  las 
autoridades  de  un  país  eo  donde  la  pena  señalada  fuese  menor.  La 
injusticia,  en  este  caso,  sería  chocante  y  maniQesta.  Agregó:  que  si 
el  delincuente  fuese  procesado  eu  la  nación  que  designa  la  pena  mas 
grave  de  las  señaladas  en  las  demás  legislaciones  penales  afectadas 
por  el  crimen,  como  según  las  ideas  del  Señor  Prats,  esto  debía  esti 
marse  como  circunstancia  agravante,  resultaría  castigado  el  reo,  en 
definitiva,  con  un  castigo  mayor  del  designado  en  la  ley  penal  mas 
severa. 

Sostuvo,  ademas,  que  no  veía  inconveniente  en  que  para  salvar 
ciertos  conílictos  se  aplicasen  en  un  país  leyes  de  otro,  pues  éste  pre- 
cisamente era  el  objeto  del  Derecho  Internacional  Privado,  tanto  en  el 
orden  civil  como  en  el  penal:  que  tampoco  podía  aceptarse,  en  toda 
su  extensión,  el  principio  de  que  por  ser  de  orden  publicólas  leyes 
penales,  nunca  se  pueden  aplicar  sino  las  del  propio  país;  son  de 
orden  público  las  leyes  que  establecen  los  principios  esenciales  á  la 
penalidad  de  un  país,  mas  no  las  que  solo  determinan  la  manera  como 
esos  principios  deben  aplicarse;  la  ley  que  prohiba  la  mutilación  ó 
los  azotes  como  castigo,  se  encuentra  eu  el  primer  caso;  la  que,  des- 
pués de  aceptar  la  prisión  como  una  pena  li^^ita,  solo  se  propone 
establecer  si  para  un  delito  determinado,  será  de  tres  ó  mas  ó  menos 
años,  se  encuentra  en  el  segundo  caso.  Cuando  se  viola  el  primer 
principio  se  tiende  á  convertir  en  lícito  y  justo  un  hecho  reputado 
ilícito  é  injusto.  Cuando  se  procede  con  arreglo  al  segundo  caso,  se 
aplican  principios  que  en  sí  mismos  se  consideran  lícitos  y  justos. 

Sostuvo  también  el  Señor  Doctor  Chacaltaua,  que  el  principio  del 
artículo  5.*  en  cuanto  significa  que  en  un  país  se  puede  aplicar  la  ley 
penal  de  otro,  estaba  aceptado  por  la  reciente  Ley  Argentina  de  Pro- 
cedimientos en  materia  penal,  por  el  Código  Penal  Italiano  de  Man- 
cini.  y  por  los  jurisconsultos  que  formaron  el  Congreso  Internacional 
de  Lima  en  1878.  Según  lo  consignado  en  estos  trabajos  de  legis- 
lación, hay  casos,  dijo,  en  que  aireo  debe  aplicarse,  no  la  ley  penal 
del  país  en  que  se  le  procesa,  sino  la  de  otro  país  en  que  al  delito 
le  corresponde  una  pena  menor. 

Expuso  también:  que  cuando  se  trata  de  entregar  á  un  reo  cuya 
extradición  ha  sido  solicitada,  las  autoridar^es  del  país  de  refugio  se 
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reservan  el  derecho  de  examinar  si  la  acción  penal  ó  la  pena  impuesta 
han  prescripto  ó  no,  con  arreglo  á  la  [qv  penal  del  país  requeriente;  y 
entregan  ó  no  al  reo,  si  según  su  juicio,  está  ó  no  vencido  el  plazo  de 
la  prescripción.  En  este  cuso,  aplica,  pues,  un  país  las  leyes  que  rigen 
la  prescripción  penal  de  otro;  es  decir,  aplican  leyes  penales  extrar- 
jeius.  Lo  mismo  sucede,  cuando  antes  de  entregar  al  reo  cuya  extra- 
dición se  ha  solicitado,  deciden  las  autoridades  del  país  de  refugio  si 
el  mandamiento  de  prisión  respectivo  ha  sido  ó  no  dictado  con 
arreglo  á  las  leyes  del  país  requeriente:  ya  no  solamente  se  apli 
can  leyei  extranjeras,  sino, — lo  que  aun  es  mas  grave, — se  decide 
si  las  autoridades  extranjeras  que  solicitan  la  entrega  de  un  perse 
guido,  han  aplicado  sus  leyes  bien  ó  mal. 

Manifestó:  que  no  estimaba  como  un  inconveniente  para  la  acep- 
tación del  artículo  5.^  el  hecho  de  que  los  jueces  de  una  nación  pu- 
diesen encontrarse  en  serias  dificultades  para  conocer  6  aplicar  leyeé 
extranjeras.  Si  este  fuera  un  inconveniente,  lo  sería  más  gnive  aun 
tratándose  de  las  leyes  civiles.  Estas  abarcan  una  extensión  mucho 
mayor  que  las  del  orden  penal,  y  resguardan  intereses  mucho  mas 
variados  y  complicados.  Entre  las  leyes  penales  de  los  diferentes 
países  hay,  ademas,  mas  analogía  que  entre  las  leyes  civiles;  aquellas 
están  al  alcance  de  mayor  número  de  personas  que  éstas.  Sería 
preciso,  por  lo  tanto, — si  se  diera  algún  valor  al  argumento  recor- 
dado,— prohibir  la  aplicación  de  las  leyes  extranjeras  tanto  en  el 
orden  criminal  como  en  el  civil.  Esto  equivaldría  á  suprimir  la 
ciencia  y  la  legislación  del  Derecho  Internacional  Privado. 

Concluyó  el  Señor  Doctor  Chacaltana  haciendo  algunas  acia 
raciones  sobre  la  doctrina  del  artículo  en  debate,  y  manifestando: 
que  en  beneíicio  del  reo  se  establece  el  juicio  único,  pam  evitar 
que  una  vez  definitivamente  juzgado  en  un  país,  pueda  serlo  en  otro; 
y  que  en  obsequio  á  las  exigencias  de  la  justicia  penal  de  todos  los 
países  aj^raviados,  se  establecía  la  aplicación  de  la  pena  mas  grave, 
con  la  restricción  necesaria,  para  que  ningún  país  quedase  obligado 
á  aplicar  penas  no  consideradas  en  su  escala  penal. 

El  Señor  Prats  dijo:  que  tenía  algo  que  rectificar.  Su  indicación 
no  establecía  que  se  aplicaran  tantas  circunstancias  agravantes 
como  naciones  ofendidas  hubiera,  sino  que  el  hecho  de  haberse  ofen- 
dido á  diversas  naciones  se  tuviera  como  una  circunstancia  agravante. 

Puesto  á  votación  el  artículo  5  es  aprobado  en  la  forma  siguiente: 

«  En  los  casos  del  artículo  anterior,  y  tratándose  de  un  solo  delin- 
c  cuente,  tendrá  siempre  lugar  un  solo  juicio  con  aplicación  de  una 
«  sola  pena,  debiendo  ser  ésta  la  mas  grave  de  las  establecidas  en 
»  las  distintas  leyes  penales  infringidas. 

«  Si  la  pena  mas  grave  no  estuviera  admitida  por  el  Estado  en  que 
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€  se  juzga  el  delito,  se  aplicará  la  que  se  le  aproxime  mas  en  gra- 
€  vedad. 

«  El  juez  del  proceso  deberá,  en  estos  casos,  dirigirse  al  Poder 
€  Ejecutivo  para  que  éste  dé  conocimiento  de  su  iniciación  á  los 
«  Estados  interesados  en  el  juicio,  y  puedan  ellos  ser  representados 
«  por  medio  de  apoderados.  » 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

Los  Señores  Plenipotenciarios  de  la  República  Argentina; 

El  Sen  >r  Plenipotenciario  de  la  República  de  Bolivia; 

Los  Señorea  Plenipotenciarios  de  la  República  del  Paraguay; 

Los  Señores  Plenipotenciarios  de  la  República  Oriental    del  Uru- 

Por  la  negativa: 

Los  Señores  Plenipotenciarios  de  la  República  de  Chile. 
El  Honorable  Congreso  resolvió  celebrar  Sesiones  los  lunes,  miér- 
coles y  viernes  de  cada  semana,  á  las  3  p.   m. 

La  Sesión  se  levanta  alas 6. 5  p.  m. 

Ild.    García  Lagos 

Presidente. 

Roque  Saünz  Pe^a 

Maxl.  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.    M.    Gálvez 

Gonzalo    Ramírez 


ACTANÚM.  14. 


SESIÓN  DEL  7  DE  DICIEMBRE  DE  1888. 

Presideucia  del  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  Garda  Lagos 
Estando  presentes: 

'Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Sabnz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana. 

Por  la  Bepúhlica  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman. 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Sr.Ñ0R  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belis-rio  Prats. 

Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez. 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 

La  Sesión  se  abre  á  las  3.10  p.  m. 


Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  acta  de  la  Sesión  anterior. 

El  Señor  Presidente  dijo:  que  en  su  carácter  de  Ministro  de  Rela- 
ciones Exteriores  de  la  República  Oriental  del  Uruguay,  había 
recibido  un  despacho  del  Señor  Ministro  de  Negocios  Extranjeros 
del  Brasil,  comunicándole  la  venida  del  Señor  Consejero  de  Estado, 
Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira,  como  Plenipotenciario  del 
Imperio  al  Congreso. 

El  Señor  Prats  cree  llegado  el  caso  de  que  el  Honorable  Con- 
greso determine  si  han  de  celebrarse  tantos  tratados  como  son 
las  materias  en  que  se  ha  dividido  el  trabajo,  ó  si  ha  de  hacerse 
uno    solo. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  recuerda  que  ese  asunto  fué  tratado 
en  una  de  las  primeras  sesiones,  precisamente  por  indicación 
del  Señor  Prats,  aun  cuando  supone  que  no  se  hizo  constar  en  las 
actas.  Agregó:  que  las  Comisiones  han  entendido,  hasta  ahora,  que 
cada  inateria  sería  objeto  de  un  tratado  especial. 

El  Señor  Prats  manifestó:  que  es  exacto  que  él  hizo  la  indica- 
ción de  la  referencia,  pero  que  no  se  tomó  resolución  definitiva 
al  respecto. 

El  Señor  Presidente  significó:  que  el  hecho  de  haberse  separado 
las  materias  de  que  se  ocupa  el  Honorable  Congreso,  en  diferen- 
tes proyectos,  indicaba  que  serían  varios  los  tratados  que  se  ne- 
gociarían. 

El  Señor  Presidente  puso  en  discusión  el  artículo  6.**  del  proyecto 
de  Tratado  de  Derecho  Penal. 

« El  delincuente  que  se  asilase  en  el  territorio  de  una  Nación,  y 
«  que  no  hubiese  sido  castigado  por  el  Estado  dentro  del  cual  se 
«  cometió  alguno  de  los  crímenes  ó  delitos  que  autorizan  la  ex- 
«  tradición,  y  que,  requerida  por  aquella,  no  ejercitase  ninguna 
«  acción  represiva,    podrá  ser  expulsado    con  arreglo  a   sus  leyes. » 

El  Señor  Prats  hizo  ])resente  que,  según  el  artículo  en  debate, 
cuando  llegase  un  extranjero  á  un  Estado,  estaría  sujeto  á  las  in- 
vestigaciones de  la  autoridad  para  saber  si  era  ó  no  reo  de  algún  de- 
lito c  metido  fuera  de  su  jurisdicción,  y  (jue  no  había  sido  juzgado 
por  las  autoridades  del  país  en  que  lo  ]>erpetró.  Si  efectivamente 
fuese  reo,  en  tal  caso,  el  artículo  autoriza  la  expulsión  ;  pero  es  pre- 
ciso tener  en  cuenta  que  para  que  ésta  se  lleve  á  efecto,  sería  necesa- 
rio que  el  reo  fuese  juzgado  por  la  justicia  criminal    del   país  en    el 
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cual  se  encuentra;  porque  aquella  medida,  adoptada  administrativa- 
mente, y  dejada  al  arbitrio  de  los  gobiernos,  es  peligrosa  y  daría  lugar 
¿  muchos  abusos. 

Por  otra  parte,  agregó,  para  que  el  juzgamiento  tuviera  lugar, 
sería  indispensable  proceder  de  oficio  ó  á  petición  de  parte,  y  eso 
mijsmo  por  delitos  no  cometidos  en  el  territorio.  Concluyó  diciendo 
que  tales  eran  las  observaciones  que  le  sugería  el  artícqlo  en 
cuestión. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Pefia  expuso:  que  la  expulsicn  era  un  acto 
de  necesidad  á  que  tenían  que  recurrir  los  gobiernos  á  fin  de  alejar 
de  su  territorio,  elementos  peligrosos  i>ara  el  orden  y  la  seguridad 
pública,  y  que  lo  ejercen  casi  todos  los  Estados  Europeos. — Dijo*, 
que  Francia,  Suiza,  Bélgica,  Dinamarca  y  otras  Naciones  consagran 
en  sus  leyes  internas  el  derecho  de  expulsar  de  su  territorio  á  los 
extranjeros  que  hubiesen  cometido  delitos  en  otro  territorio,  y  nohu- 
bieran  sido  juzgados  en  el  mismo.  Terminó  manifestando  que  en 
cuanto  al  procedimiento,  este  debe  ser  ejercitado  con  arreglo  á  la 
legislación  interna  de  cada  país,  según  lo  establece  el  artículo  en 
discusión. 

El  Señor  Prats  dijo :  que  si  la  expulsión  ha  de  hacerse  con  arreglo 
á  las  leyes  de  cada  Estado,  quedan  subsistentes  sus  observaciones. — 
Preguntó  cual  es  la  autoridad  que  requeriría  á  la  de  la  nación  donde 
se  conietió  el  delito;  porque  en  el  artículo  se  dice  que  la  autoridad 
del  país  donde  entra  el  delincuente,  requerirá  á  la  autoridad  donde  se 
perpetró  el  delito.  ¿Es  el  país  de  refugio  el  que  puede  iiacer  este 
requerimiento  con  arreglo  á  sus  leyes?  No  estando  ese  [>roccdimien- 
to  establecido  en  la  legislación  de  Chile,  no  podría,  en  consecuencia, 
seguirse  como  lo  determina  el  artículo,  con  arreglo  á  las  leyes  de  cada 
Estado.  Por  lo  tanto,  dicho  artícilo  tiene  que  referirse  únicamente 
é  la  expulsión  sin  juicio  previo,  alo  cual  él  se  opone  decididamente^ 
Tiene  muchos  inconvenientes,  agregó,  y  no  es  el  menor,  el  que  se  dé, 
por  ejemplo,  al  Jefe  de  una  Nación  el  derecho  de  pedir  á  los  Esta- 
dos extranjeros  la  expulsión,  sin  forma  de  proceso,  de  los  nacionales 
que  entren  en  su  territorio. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  contestando  las  observaciones  del 
Señor  Prats,  en  cuanto  al  procedimiento  que  ha  de  seguirse  para  que 
el  Estado  en  que  se  asila  el  reo  requiera  á  aquel  en  que  se  ha  per- 
petrado el  delito,  á  fin  de  que  lo  castigue,  expuso:  que  tal  procedi- 
miento no  era  nuevo,  pues  Francia  lo  acepta  y  practica  con  ocasión 
délos  delitos  cometidos  por  franceses  en  territorio  extranjero.— Ex- 
presó: que  otra  de  las  observaciones  del  Señor  Prats,  dá  como  un  he- 
cho establecido  que  el  delito  que  según  la  Comisión  debe  autorizar 
la  expulsión  no  afecte  el  país  de  refugio;  pero  los  intereses  y  los  de- 
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rechos  existentes  en  este  segundo  territorio,  dijo,  pueden  ser  ó  no  ser 
afectados. — Añadió :  que  la  víctima  del  delito  frustrado  ó  del  delita 
consumado,  con  excepción  de  los  casos  de  homicidio,  puede  estar  en 
el  mismo  país  en  que  se  refugie  el  reo,  y  entonces  se  produciría  el 
hecho  de  que  la  víctima  y  su  perseguidor  habitasen  el  mismo  suelo, 
sin  que  los  poderes  públicos  ejerciesen  ningún  derecho  contra  el  reo. 
Por  lo  que  respecta  á  la  aseveración  de  que  en  los  Estados  America- 
nos el  derecho  de  expulsión  no  está  reconocido,  manifesUS :  que  á  pesar 
de  la  aseveración  del  Señor  Prats,  la  expulsión  había  sido  puesta  en 
práctica  aun  por  el  mismo  Estado  que  tan  dignamente  representa  el 
Honorable  Plenipotenciario  Señor  Prats.  Que  al  Plenipotenciario  Ar- 
gentino le  constaba  que  las  autoridades  orientales  habían  enviado  á 
Chile  un  delincuente  incorregible,  y  que  Chile  lo  había  devuelto  en  el 
viaje  de  retorno  del  mismo  vapor. 

A  fin  de  que  tal  medida  no  gire  en  lo  arbitrario,  conviene,  dijo,, 
por  las  razones  que  ha  expuesto,  que  se  establezca  como  princi- 
pio, y  sea  reglamentada  por  la  legislación  de  los  Estados  Con- 
tratantes. 

El  Señor  Prats  contestó:  que  lo  que  ha  manifestado  sobre  el  artículo 
en  debate,  le  ha  sido  sugerido  por  laideaquetienede  que  hay  muchos 
casos  no  previstos  en  este  proyecto  de  Tratado,  y  se  refiere,  contal  mo- 
tivo, á  los  procesos  de  reos  ausentes,  sobre  cuya  materia  nada  se  estatu- 
ye. En  ese  sentido,  cree  que  la  Comisión  debe  ocuparse  de  proyectar 
algunas  disposiciones  sobre  el  particular. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  expresó  :  que.  el  artículo  en  debate,, 
modificado  como  se  halla  por  la  Comisión,  entraña  una  de  las  cuestio- 
nes mas  controvertidas  del  Derecho  Internacional  Privado  :  la  relativa 
é  la  expulsión  de  criminales  procedentes  de  un  país  y  asilados  en  otro. 
Si  no  se  equivoca,  dijo,  el  Señor  Prats  parece  que  se  inclina  á  recha- 
zar este  derecho,  inherente  á  la  soberanía  de  cada  Estado,  según  ha 
podido  colegir  de  sus  palabras,  por  lo  tanto,  desearía  saber  si  la  in- 
terpretación que  hace  es  ó  no  exacta. 

El  Señor  Prats  expresó:  que  no  desconoce  el  derecho  de  expulsión 
que  corresponde  á  cada  Estado. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzínan.  Las  palabi-as  del  Señor  Prats 
manifiestan  que  no  existe  disidencia  en  cuanto  al  fondo  del  artículo 
que  consagra  la  expusion  de  criminales.  En  tal  caso,  sus  objeciones 
se  refieren  á  la  forma  ó  modo  de  ejercicio  de  este  derecho. — A  este 
respecto  es  necesario  tener  en  consideración  algunos  antécedentcis 
relativos  á  la  manera  como  ha  sido  ejercitada  la  expulsión. 

Expuso  también  que  ha  sido  considerado  este  derecho  ya  como 
parte    del  Derecho    Internacional  Privado,  ya  como    del  exclusivo 
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dominio  del  Derecho  Interno^  y  auo  por  algunos  autores,  como  parte 
del  Derecho  Internacional  Público. — Que  á  su  juicio,  y  aceptando  la 
opinión  de  Mr.  Gamot,  considera  que  el  derecho  de  expulsión  es  una 
medida  de  seguridad  pública  y  de  alta  policía,  que  lejos  de  pertene- 
cer al  Derecho  Internacional,  cx)rresponde  al  Derecho  Público  Interno 
de  cada  Nación. 

En  prueba  de  esta  aserción  expresó:  que  las  disposiciones  sobre  ex- 
pulsión de  criminales  han  venido  dictándose  independientemente 
por  cada  Nación  para  suplirlos  vacíos  de  su  legislación  penal;  que 
cuando  el  ejercicio  de  ese  derecho  ha  tomado  forma  de  pactos  inter- 
nacionales ha  traillo  por  cousecuencia  limitar  el  ejercicio  del  mismo, 
en  prueba  de  lo  cual  cita  las  Convenciones  sobre  expulsión  celebradas 
entre  Francia  y  los  Estados  de^  Centro-América,  el  Ecuador  y  el  Perú 
desde  1843  hasta  1861,  pactos  que  considera  limitativos  de  la  sobe- 
ranía de  cada  Estado,  y  los  que  cree  no  han  sido  renovados  después 
de  fenecidos  los  términos  de  su  estipulación. 

Agregó,  ademas,  que  se  ha  expresado  que  ninguna  nación  ameri- 
cana ha  consignado  disposición  alguna  sobre  expulsión,  lo  cual  no 
considera  exacto,  pues  el  Decreto  Iriiperial  dictado  en  el  Brasil  en 
Junio  de  1878,  reglamentando  la  Ley  de  4  de  Agosto  de  1875  sobre 
los  delitos  cometidos  en  el  extranjero  y  que  afectasen  los  intereses 
del  Imperio,  consagra  este  derecho  en  su  artículo  6.",  del  cual  dá  lec- 
tura en  estos  términos:  -kLos  extranjeros  que  en  país  extranjero  per- 
petrasen contra  los  bnisileros  alguno  de  los  crímenes  referidos  en 
el  artículo  4."  (sobre  falsedad,  perjurio,  estelionato,  etc.),  y  vi- 
nieren al  Imperio,  serán  entregados  por  extradición,  si  fuesen  re- 
clamados ,  ó  expulsados  del  territorio,  6  castigados  conforme  á  las 
leyes  brasileras,  etc.» 

Con  este  motivo  relacionó    el  objeto    v   carácter  del  Decreto  del 
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cual  hace  mérito  y  entró  incidentíilinente  á  demostrar  la  truscenden_ 
cia  de  las  disposiciones  contenidas  en  los  artículos  2.%  4.*,  5."  y  7:"  del 
proyecto  que  se  hulla  en  discusión,  los  cuales  considera  como  un 
sistema  completo  de  legislación  en  lo  referente  á  la  represión  de  los 
delitos  perpetrados  en  un  |)aís,  pero  cMtyos  efectos  se  producen  en  otro. 
— Juzga  que  dichas  disposiciones  lineen  innecesarias  las  leyes  comple- 
mentarias de  este  género,  dictadas  en  los  Estados  P]uropeos  para  suplir 
los  vacíos  de  sus  códigos,  garantizándose  [ílenamente  la  re[)resion  de 
crímenes  que  hasta  ahora  no  estaban  tampoco  previstos  en  la  legis- 
lación penal  de  los  Estados  Americanos. 

Manifestó  igualmente,  que  si  hiiMi  el  artículo  (1"  (jue  se  halla  en 
discusión  cfuisagra  el  derecho  de  expulsión,  el  caso  <jue  consigna  es 
de  carácter  especial ;  citó  otros  de  naturaleza  análoga,  concluyendo 
por  proponer  que  se  fijase  una  regla  general  por  la  cual  se  declare 
que  el  derecho  de  expulsión  pertenece  exclusivamente  á  la  sobera- 
nía de  cada  Estado,  como  (jue  no  es  otra  cosa  que  un  medio  de  se- 


guridad  del  mismo.  Después  de  aducir  diversas  consideraciones  al 
respecto  y  apoyándose  en  la  opinión  de  Bluntschli  y  Garnot,  termina 
proponiendo  la  siguiente  fórmula: 

«  La  expulsión  de  criminales  ó  de  personas  que  comprometan  la 
seguridad  de  un  Estado,  se  rige  por  las  leyes  del  mismo.  » 

Agregó:  que  esta  proposición  solo  podrá  entrar  en  discusión  siem- 
pre que  la  Comisión  redactora  del  proyecto  acepte  la  modificación 
propuesta,  pues  en  cuso  contrario,  corresponde  sea  sometida  á  la 
decisión  del  Congreso  el  artículo  propuesto  por  la  Comisión. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  expresó:  que  su  opinión  paiticular 
era  que  el  artículo  6."  propuesto  por  la  Comisión,  no  ofrecía 
inconveniente  alguno,  y  que  estaban  en  él  previstos  todos  los 
casos. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  entiende  que  la  modificación  que  pro- 
pone el  Señor  Doctor  Vaca-Guzman,  aun  cuando  no  contradice  el  ar- 
tículo que  se  debate,  establece  aún  menos  que  éste. — El  artículo,  dijo, 
determina  que  la  expulsión  tendrá  lugar  con  arreglo  á  las  leyes  del 
país  que  expulsa,  y  tal  es  el  principio  consignado  también  en  el  pro- 
puesto por  el  Señor  Doctor  Vaca-Guzman;  pero  éste  dice  menos, 
pues  solo  se  refiere  á  los  casos  en  que  exista  cu  una  Nación  un  reo 
que  ha  delinquido  en  otro  Estado. 

Agregó:  el  Poder  Ejecutivo  que  representa  á  la  Nación,  y  que 
es  el  órgano  de  las  relaciones  exteriores,  tiene  antecedentes,  tal  vez 
suministrados  por  los  damnificados,  de  que  el  delito  se  lia  cometido, 
y  en  este  caso,  antes  de  expulsar  al  reo,  requiere  á  la  Nación  donde 
se  ha  perpetrado,  para  que  [)ida  su  extradición.  Pero  si  esa  Nación, 
por  razones  especiales,  no  quiere  castigar  al  reo,  será  entonces  pro- 
cedente su  cx[)ulsion,  con  arreglo  á  las  leyes  del  país  en  que  se  en- 
cuentra. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  por  su  parte,  está  de  perfecto 
acuerdo  con  el  articulo  6.**  de  la  Comisión,  pero  cree  que  en  los 
términos  en  que  él  lo  propone,  comprende  los  diversos  casos  que 
pueden  ocurrir. 

El  Señor  Matta  cree  que  el  artículo  debe  referirse  únicamente  á 
los  reos  de  delitos  comunes,  y  que  conviene  establecerlo  así,  de 
una  manera  clara  y  precisa,  para  que  no  se  confunda  con  los  delitos 
políticos. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  significó  hallarse  de  perfecto 
acuerdo  con  las  ideas  emitidas  por  los  Señores  Doctores  Saenz  Peña 
y  Ramírez. 
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El  Señor  Doctor  Cumiaos  adhirió  á  lo  manifestado  por  los  Se- 
ñores Doctores  Sacnz  Peña,  Ramírez  )'  Cliacaltana,  y  dijo:  que 
{)odriaD  conciliarse  las  opiniones  de  los  Señores  Plenipotenciarios, 
votando  el  artículo  6."  tal  cual  lo  ha  redactado  la  Comisión,  y  po* 
niendo,  al  final  del  título  relativo  al  asilo,  un  artículo  que  esta- 
blezca el  derecho  que  asiste  á  todos  los  Estados  de  expulsar  á  los 
criminales  peligrosos  para  la  sej^uridad  interior  de  cada  uno. 

El  artículo  6/  fué  aprobado  en  la  siguiente  forma  : 

«  El  delincuente  que  se  asilase  en  el  territorio  de  una  Nación,  y 
«  que  no  hubiese  sido  castigado  por  el  Estado  dentro  del  cual  se 
«  cometió  alguno  de  los  crímenes  ó  delitos  que  autorizan  la  extra* 
<  dicion,  y  que  requerida  por  aquella,  no  ejercitase  ninguna  acción 
«  represiva,  podrá  ser  expulsado  con  arreglo  á  sus  leyes.» 

Votaron : 

Por  la  afirmativa  : 

La  Rej»n])licn  Argentin:»  ; 

La  República  de  Rol: vía  ; 

La  Reju'iblica  del  Paraguay  ; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay; 

Por  la  negativa  : 

La  Rt^públira  de  Chile. 

Por  indicación  del  Señor  Doctor  Gálvcz,  los  votos  se  consignan  por 
Estiidos . 

Se  pasó  á  discutir  el  artículo  l.\ 

<  Un  hecho  producido  en  el  territorio  de  un  Estíulo,  que  no  fuere 
«  pasible  de  pena  según  sus  leyes,  pero  que  \o  fuese  en  la  Nación 
«  en  la  que  el  crimen  produce  sus  efectos,  s  )lo  podrá  ser  juzgado  por 
«  ésta,  cuando  el  delincuente  cayese  bajo  su  jurisdicción. 

«  Rige  la  misma  regla  respecto  de  aquellos  delitos  que  no  fuesen 
«  susceptibles  de  extradición.» 

El  Señor  Pmts.  Como  es  inconcuso  el  principio  que  establece 
el  artículo  7.*,  no  vé  necesidad  de  consignarlo,  puesto  que  es  priva- 
tivo de  los  Estados  juzgar  y  penar  los  delincuentes  cuando  afectan 
sus  derechos,  y  en  ciertos  casos,  aun  por  actos  ejecutados  fuera  de 
ellos.  Este  principio  está  establecido  en  la  legislación  de  su  país, 
el  cual  no  ha  necesitado  celebrar  tratados  para  aplicarlo. 


No  acepta  el  artículo  en  disensión,  porque  lo  considera  innecí^- 
sario. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  manifestó :  que  hi  mente  de  la 
Comisión,  al  establecer  este  artículo,  ha  sido  impedir  que  pueda 
solicitarse  de  una  Nación  la  entrega  de  un  reo  que  no  es  tal  con 
arreglo  á  sus  leyes. 

Hizo  notar  que  si  la  legislación  de  Chile  establecía  el  procedimien- 
to indicado  por  el  Señor  Prats,  en  la  de  otros  Estados,  la  generali- 
dad, puede  aíirmarlo,  no  estaba  consignada;  [)ues  habia  muchos,  en 
los  cuales,  no  podía  seguirse  juicios  en  rebeldía  dentro  del  fuero 
criminal. 

El    Señor   Doctor     Ramirez  manifestó:  que  la  parte  del  artículo 

en  debate,  referente  á  jurisdicción,  se  ha  consignado  con  el  objeto 

de  saber  cual  es    la    Nación    que    tiene  derecho  de   pedir  al  reo. 
Expuso,  ademas,  que  el  artículo  lo  que  significa  es:  que  si  un  hecho 

no  es   pasible  de  pena  y  por  su  naturaleza  no  es  considerado  delito 

en  el  Estado  en  que    se  asila  el  reo,  éste  lo  entrega  para  que  sea 

juzgado  en  la  Nación  afectada  por  el  delito. 

El  Señor  Doctor  Gálvez  observo,  dijo,  que  en  cuauto  al  fondo 
del  artículo,  están  conformes  todos  los  Señores  Plenipotenciarios. 

Añadió :  la  indicación  del  Señor  Prats  tiende  á  que  no  se  limite 
el  derecho  de  una  Nación  para  juzgará  un  reo  ausente,  ó  que  se  le 
niegue  el  derecho  de  pedir  la  extradición  del  mismo,  cuando  en  el 
país  donde  se  ha  asilado,  no  se  castiga  el  delito  cometido  en  otro. 

El  Señor  Doctor  Quintana  observó:  que  no  se  trataba  del 
caso  en  que  el  delito  no  fuese  punible  en  el  Estado  donde  se  ha 
asilado  el  delincuente,  sino  en  el   lugar  donde  se  ha  cometido. 

Se  vota  el  artículo  7."  y  es  aprol)ado  en  los  siguientes  términos: 

«  Un  hecho  producido  en  el  territorio  de  un  Estado,  que  no  fuere 
«  pasible  de  pena,  según  sus  leyes,  pero  que  lo  fuese  en  la  Nación 
«  en  la  que  el  crimen  produce  sus  efectos,  solo  podrá  ser  juzgado 
«  por  ésta  cuado  el  delincuente  cayese  bajo  su  jurisdicción. 

€  Rige  la  misma  regla  respecto  de  aquellos  delitos  que  no  fuesen 
«  susceptibles  de  extradición.  > 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República   Argentina; 
La  República  de   Bolivia; 
La  República  del  Paraguay; 
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La  República  del  Perú  ; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

La  República  de  Chile. 

Se  pasa  á  cuarto  intermedio. 

Continúa  la  Sesión. 

El  Seflor  Presidente  puso  en   discusión    el  artículo  8.* 

«  La  prescripción  se  rige  por  las  leyes  de  la  jurisdicción  á  la 
«  cual  corresponda  el  conocimiento  de  los  delitos  que  les  dan 
«  origen.» 

El  Señor  Prats  dijo :  que  el  Honorable  Congreso  se  ha  ocupado 
anteriormente  de  delitos  que  afectan  á  diferentes  Estados.  Por 
consiguiente,  agregó,  al  tratarse  de  la  prescripción,  parece  lógico 
y  conveniente  tomaren  consideración  aquella  circunstancia,  pues  no 
refiriéndose  únicamente  á  los  delitos  que  afecten  á  un  solo  Estado, 
lo  cual  parece  indicar  el  artículo,  es  necesario  establecer  lo  corres- 
pondiente cuando  el  delito  haga  referencia  á  diversos  Estados. 

Concluyó  preguntando  porque  prescripción  se  rige  el  delito  de  que 
se  trata. 

El  Señor  Presidente  contestó  que  á  su  juicio,  por  la  del  país 
damnificado. 

El  Señor  Prats  dijo:  que  son  varios  los  Estados  damnificados. 

El  Señor  Presidente  piensa  que  la  prescripción  que  debe  regir  es 
la  del  territorio  en  donde  se  encuentra  el  delincuente. 

El  Señor  Prats  manifestó:  que  el  Señor  Presidente  se  ha  referido 
al  caso  en  que  se  está  juzgando  al  reo,  de  manera  que  él  sabe  á 
cual  Estado  puede  referirse  la  prescripción.  Pero  es  necesario, 
agregó,  ponerse  en  el  caso  de  un  delito  que  no  se  está  juzgando  por 
ningún  Estado. 

El  Señor  Presidente  expuso:  que  el  artículo  4."  se  refiere  á  la 
competencia  para  juzgar  en  el  caso  de  varios  delincuentes  y  de 
delitos  cometidos  en  distintos  territorios,  y  establece  que  corresponde 
á  los  tribunales  del  país  damnificado  en  cuyo  territorio  jurisdiccio- 
nal se  encuentra  el  delincuente. 

El  Señor  Prats  indicó  el  caso  de  que  el  reo  no  se  encontrase  en 
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nÍDguno  de  esos  territorios,  y  agregó  que  sería  necesario  decir:   de 
aquel  en  cuyo  territorio  se  pretenda  procesar  al  reo. 

El  Señor  Doctor  Ramirez  hizo  notar  que  eso  ya  se  habia  estable 
cido. 

El  Señor  Presidente  expresó:  que  enjel  caso  á  que  se  refiere  el 
Señor  Prats  corresponderá  el  conocimiento  y  tendrá  competencia 
para  juzgarlo,  el  país  damnificado  en  cuyo  territorio  se  encuentre  el 
delincuente,  según  lo  determina  el   artículo  4." 

El  Señor  Prats  significó  que  encontraba  satisfactoria  la  explicación 
dada. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  observó  que  la  Comisión  al  redac" 
tar  el  artículo  en  debate,  lo  habia  hecho  después  de  definir  en  el 
4.*  como  debe  ejercerse  la  jurisdicción  en  el  caso  en  que  des  ó  mas 
Estados  tengan  interés  en  la  represión  del  delito. 

Añadió:  que  si  el  artículo  8.",  refiriéndose  á  la  prescripción,  trata 
el  caso  en  que  un  Estado  puede,  fundado  en  ella,  denegar  la  entrega 
del  delincuente,  la  Comisión  lo  ha  consignado  en  tales  términos  por- 
que el  país  de  refugio  no  puede  entregarlo. 

Serán,  dijo,  varios  los  Estados  interesados  en  la  represión  del 
delito,  pero  siempre  hay  uno  á  quien  corresponde  obtener  la  extni- 
dicion  cuando  el  reo  es  uno  solo. 

Concluyó  manifestando  que  únicamente  se  trata  de  una  entrega, 
y  ésta  se  hace  al  Estado  que  con  arreglo  al  artículo  4."  tiene  la 
competencia  para  juzgar  al  delincuente. 

El  Señor  Prats  preguntó  si  en  el  artículo  8.*  se  ha  suprimido  la 
palabra  expiilsian. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  contestó  que  la  había  suprimido  la 
Comisión. 

El  Señor  Prats  declaró:  que  no  tenía  inconveniente  en  votar  el 
artículo,  pues  le  parece  sano  el  principio  de  que  rijan  las  leye^  del 
Estado  en  el  cual  se  ha  de  procesar  á  un  individuo. 

Se  vota  el  artículo  8.^  y  es  aprobado  por  unanimidad  en  ésta 
forma: 

«  La  prescripción  se  rige  por  las  leyes  de  la  jurisdicción  á  la  cual 
corresponda  el  conocimiento  de  los  delitos  que  les  dan  origen.  > 

Se  pasa  á  la  discusión  del  artículo  9." 

<  Los  crímenes  y  delitos  cometidos  en   alta  mar  ó  en  aguas  neu- 
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€  trales,  son  juzgados  y  p/enados  por  las  leyes  del  Estado  á  qiieperte" 
€  nece  el  buque  de  guerra  ó  mercante    en    el    cual  se  perpetran.  » 

El  Señor  Prats  cree  que  en  e^te  artículo  convendría  e^^tablecer  la 
regla  de  que  serón  juzgarlos  y  penados  los  delitos  cometidos  en  alta 
mar,  por  los  tribunales  del  Estado  á  que  arriben  las  naves,  pues  de 
lo  contrario,  llegaría  el  caso  en  (jüe  tales  delitos  quedasen  impanes  ; 
o  cual  sucedería  si  para  juzgarlos  se  esperase  siempre  á  que  el  buque 
arribase  á  un  puerto  del  Estado  cuya  liandera  lleva. 

Piensa  que  conviene  determinar  dicha  regla,  tratándose  de  nació 
nes  amigas  y  hasta  cierto  punto  limítrofes,  como   son  las  representa- 
das en  este  Congreso. 

Así  pues,  dijo,  quedaría  también  asegurada,  de  una  manera  eficaz, 
la  represión  de  los  delitos. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  expresó:  que  la  Comisión  se  había 
visto  obligada  A  consignar  en  este  proyecto  de  Tratado  lo  que  figura 
como  un  principio  incontrovertible  en  el  Derecho  Público  Interna- 
cional, esto  es :  que  las  naves  de  guerra  gozan  de  los  privilegios  de 
la  extraterritorialidad,  y  se  considera  que  forman  parte  de  la  Nación 
cuya  bandera  llevan.  Aceptar,  dijo,  la  juris  liccion  de  una  sobera- 
nía extranjera,  so  pretexto  de  que  incidentalmente  los  buques  arriban 
á  sus  puertos,  es,  á  su  juicio,  confundirlas  nociones  de  jurisdicción 
que  debe  establecerse  en  esta  clase  de  territorios  y  de  delitos. 

El  Señor  Prats  dijo:  que  solamente  se  había  referido  á  los  buques 
mercantes;  porque  respecto  de  los  buíjues  de  guerra,  admite  la  com- 
pleta jurisdicción  del  Estado  cuya  bandera  llevan. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  expuso,  á  su  vez,  que  respecto  délos 
buques  mercantes,  su  matrícula  ó  su  bandera,  que  también  la  llevan,  si 
bien  es  cierto  que  no  es  la  de  guerra,  sino  la  (pie  por  su  naturaleza 
les  corresponde,  debe  deterríiinar  asi  mismo  la  jurisdi'.!CÍon  á  que 
han  de  someterse  los  actos  y  los  hechos  que  tienen  lugar  á  su  bordo 
en  alta  mar.  Una  nave,  dijo,  que  se  encuentra  en  tdta  mar,  no  viola 
ninguna  ley  territorial,  y  siendo  tisí,  no  hay  razón  [)ara  someterla  á 
la  jurisdicción  de  un  Estado  cuyas  leyes  no  ha  infringido. 

El  Señor  Prats  insistió  en  que  debía  establecerse  el  principio  de 
que  el  juzgamiento  de  los  delitos  cometidos  en  alta  nuir,  abordo 
de  buques  mercantes,  correspondería  al  Estado  á  que  estos  arri- 
basen. 

De  este  modo,  dijo,  se  alejaría  el  {)eligro  que  preveía,  de  que  tales 
delitos  quedasen  ca?i  siempre  en  completa  impunidad. 

Expresó:  que  no  veía  dificultad  en  que  los  Estados  Contratantes 
conviniesen  en  ello,  resguardando  así  sus  intereses  comunes. 


Agregó:  que  en  Chile  se  aplica  tal  principio  con  todas  las  naciones 
del  mundo,  aun  sin  tratados. 

Manifestó,  ademas,  que  preveía  que  el  artículo  no  sería  aceptado  en 
su  país,  porque  habría  que  establecer  allí  dos  jurisdicciones  distintas: 
es  decir,  un  orden  de  cosas  para  con  las  Naciones  con  quienes  ha 
contratado,  eliminando  su  jurisdicción  por  completo,  y  desprendién- 
dose de  un  derecho  que  cree  tener,  y  otro,  muy  distinto,  con  los 
demás  Estados. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  manifestó:  que  el  artículo  en  discu- 
sión establece  que  los  delitos  cometidos  abordo  de  buques  mercan- 
tes en  alta  mar,  deben  ser  juzgados  y  penados  por  las  leyes  del  Estado 
á  que  pertenece  el  buque,  lo  cual  aleja  toda  idea  de  impunidad. 
Observó:  que  los  demás  Estados,  no  se  consideran,  como  Chile,  con 
jurisdicción  para  conocer  de  esos  hechos,  que  indudablemente  tienen 
lugar  fuera  de  su  territorio. 

En  cuanto  á  la  jurisdicción  que,  se  dice,  han  reconocido  distintas 
Naciones  de  Europa  á  la  República  de  Chile,  para  que  pueda  conocer 
de  los  delitos  cometidos  en  alta  mar,  y  en  buques  mercantes  de  sus 
respectivas  banderas  observó  que  la  República  Argentina,  el  Bra- 
sil y  la  República  Oriental  del  Uruguay  no  habían  sido  á  ese  res- 
pecto tan  afortunadas  como  Chile,  según  lo  asevera  su  dignó  Repre- 
sentante. 

Citó,  en  seguida,  el  caso  de  resistencia  que  ha  presentado  la  cláu- 
sula de  la  Convención  Sanitaria  de  Rio  de  Janeiro,  relativa  á  los 
inspectores  sanitarios  de  navio,  cuyas  funciones  se  reducen  á  vigilar 
lo  que  se  refiere  á  la  higiene  del  buque,  tripulación  y  pasajeros, 
etc.,  etc.,  durante  el  viaje,  con  el  fin  de  evitar  la  importación  de 
enfermedades  epidémicas.  ¿Como  no  se  resistiría  entonces  la  juris- 
dicción penal  que  es  la  esencia  de  lasobeiimía? 

Por  estos  principios.  concluycS  diciendo,  se  vio  la  Comisión  en  el 
caso  de  reconocer  la  jurisdicción  de  la  bandera  sobre  los  crímenes 
cometidos  en  el  mar. 

El  Señor  Prats  manifestó :  que  Chile,  al  consignar  en  sus  leyes  el 
principio  al  cual  se  ha  referido,  ha  creido  conformarse  á  las  mejoren 
prácticas  y  á  las  doctrinas  mas  sanas  de  jurisprudencia  internacional. 
Insistió,  ademas,  en  que  si  no  se  establecía  la  regla  que  ha  propues- 
to, los  crímenes  quedarían  en  la  impunidad,  puesto  que  para  juz- 
garlos sería  necesario  que  el  buque  arribase  á  las  aguas  del  país 
cuya  bandera  enarbola. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  confirmando  las  opiniones  del  Señor 
Doctor  Saenz  Peña  dijo:  que  el  principio  consignado  en  el  artícu- 
lo 9.',  es  admitido  universalmente  por  el  Derecho  Internacional 
Público,  y  debe  ser  así,  mucho   mas,  tratándose   de   naciones  que 
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aceptan  la  doctrina  territorial.  Agregó :  que  si  el  lugar  donde  se 
comete  un  delito  es  en  el  que  se  determina  la  jurisdicción  de  los 
tribunales,  es  evidente  que  el  cometido  en  alta  mar  no  cae  bajo  la 
jurisdicción  de  ningún  territorio  particular,  pero  sí  bajo  la  jurisdic- 
ción del  Estado  á  que  pertenece  la  bandera  del  buque.  Por  otra 
parte,  no  hay  tal  impunidad,  porque  existe  la  circunstancia  de  que 
la  Nación,  á  que  pertenece  la  bandera  del  buque  está  interesada  en 
el  castigo  del  delincuente. 

Manifestó  también :  que  si  uu  buque  arribase  á  un  puerto  después 
de  haberse  ])erpetr{ido  á  su  bordo  y  en  alta  mar  asesinatos  ó  robos, 
el  agente  diplomático  6  consular  res{)ect¡vo,  tendría  que  intervenir 
para  solicitar  del  Gobierno  del  [)aís  las  medidas  necesarias  á  fin  de 
que  los  criminales  no  pudieran  evadirse.  En  el  supuesto,  dijo,  de 
que  el  agente  diplomático  ó  consular  fuese  omiso  en  el  cumplimien- 
to de  sus  deberes,  lo  cual  no  es  de  creerse,  vendría  el  artículo  6.',  ya 
sancionado,  á  prever  el  caso. 

Concluyó  exponiendo  (jue  ninguna  Nación  permite,  con  arreglo 
al  Derecho  Internacional  Público,  que  los  crímenes  y  delitos  cometi- 
dos en  alta  mar,  se  castiguen  por  otro  Estado  que  no  sea  aquel  cuya 
bandera  lleva  el  buque. 

El  Señor  Prats  expuso:  que  si  bien  es  exacto  que  el  artículo  es- 
tablece que  los  delitos  serán  penados  por  la  Nación  4  que  pertenece 
el  buque,  no  obstante,  al  manifestar  que  ellos  que»  arían  impunes, 
tuvo  presente  las  dificultades  prácticas  que  se  presentarían  para  el 
castigo  de  los  mismos. 

Preguntó  que  acción  ejercitaría  el  agente  consular  ante  las  auto- 
ridades del  país  á  que  llegase  el  buque. 

El  Seíior  Doctor  Ramírez  contestó  (jue  el  cónsul  pediría  que  se 
tomasen  medidas  de  seguridad  contra  el  delincuente,  mientras  lle- 
gase el  buque  que  lo  conduciría  al  país  en  que   debe  ser  juzgado. 

Se  suscitó  un  breve  debate  entre  los  Seilores  Prats  y  Ramírez 
sobre  si  podría  ó  no  considerarse  éste  como  un  ca^so  de  extradi- 
ción. 

El  Señor  Presidente  expuso :  que  prevaleciendo  en  el  proyecto 
el  principio  deque  los  delitos  se  juzgan  y  penan  en  el  territorio  en 
que  han  sido  cometidos,  es  evidente  que  los  perpeti-ados  abordo  de 
buques  extranjeros  en  alta  mar,  es  decir  fuera  del  territorio  de  la 
República  ó  de  los  Estados  Contratantes,  deben  ser  penados  por  la 
Nación  é  que  pertenece  la  bandera ;  de  otra  manera  se  violaría  el 
principio,  y  con  el  juzgamiento,  por   otra  soberanía  vendría  á  esta- 
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blecerse  el  cercenamiento  de  las  facultades  que  tienen  los  capitanea 
de  buque  respecto  del  orden  y  de  la  seguridad  abordo. 

Así,  cuando  en  alta  mar  dijo,  se  comete  un  delito,  el  capitán  ins" 
truye  el  sumario  y  una  vez  terminado  somete  la  resolución  del  caso 
á  la  marina  de  guerra  de  su  Nación  ó  manda  al  delincuente  á  su 
país  para  que  allí  se  siga  el  juicio  y  se  le  aplique  la  pena  correspon- 
diente. 

El  caso,  agregó,  en  que  un  buque  llegase  al  puerto  y  se  produjese 
perturbación  abordo,  está  previsto  por  el  artículo  10. 

El  Señor  Prats  manifestó:  que  aunque  respeta  mucho  la  opinión 
de  los  Señores  Pleni|)Otencianos  que  sostienen  el  artículo  9.*,  así  como 
la  de  los  tratad  stas  en  los  cuales  se  apoyan,  pide  una  segunda  dis- 
cusión del  mismo,  pues  desea  consultar  á  los  autores  de  Derechf» 
Internacional,  porque  si  todos,  unifo;*meiiiente,  aceptan  la  doctrina 
del  artículo  en  debate,  tal  vez  se  inclinaría  á  votar  en  su  favor. 

El  Señor  Doctor  Gálvez  citó  el  caso,  en  que,  hallándose  fondeado 
el  buque  italiano  «La  Rondanini»  en  el  puerto  del  Callao,  se  cometió 
abordo  un  asesinato,  y  las  autoridades  italianas  pretendieron  que 
les  correspondía  el  juzgamiento  del  delincuente,  porque  el  hecho  se 
había  cometido  en  un  buque  mercante  de  esa  nacionalidad,  sin  afec- 
tar los  intereses  ni  alterar  el  orden  del  jíuerto. 

El  Gobierno  del  Perú  sostuvo  que  el  conocimiento  del  hecho  cor- 
respondía á  las  autoridades  del  Estado  en  cuyas  aguas  jurisdiccio- 
nales se  había  perpetrado  el  delito  y  producido  sus  efectos,  por  cuanto 
había  comprometido  el  orden  del  j)uerto. 

Expresó  también  que  si  el  delito  se  hubiera  cometido  fuera  de 
las  aguas  peruanas,  habría  sido  juzgado  i)or  las  autoridades  italianas. 

Habiéndose  suscitado  con  tal  motivo  una  discr^sion  entre  los  Go- 
biernos del  Perú  y  ái^  Italia,  ambos  Estados  celebraron  un  Tratado 
en  el  cual  se  establecieron  las  reglas  necesarias  para  evitar  conflictos 
semejantes. 

De  manera,  pues,  agregó:  que  según  la  discusión  de  la  referencia  el 
derecho  que  alegó  Italia  era  de  que  nunca  consentiría  que  un  delito 
cometido  abordo  de  sus  naves,  fuera  juzgado  por  autoridades  extrañas 
á  su  bandera,  cuando  no  afectaran  los  intereses  del  puerto. 

Dijo,  ademas,  que  si  tal  discusión  f)udo  tener  lugar  tratándose  de 
un  delito  cometido  en  aguas  jurisdiccionales  de  un  Estado,  con  mayor 
razón  se  sostendría  la  misma  doctrina  refiriéndose  á  delitos  per[)e- 
trados  en  alta  mar. 

Concluyó  apoyando  la  opinión  del  Señor  Doctor  Ramírez,  pues 
cree  que  el  principio  universalmente  reconocido  por  los  Estados,  es 
el  de  que  los  delitos  cometidos  abordo  de  sus  naves,  en  alta  mar, 
están  sujetos  á  sus  leyes. 
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El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  expuso:  que  el  punto  que  se  debate 
se  halla  explícitamente  definido  por  el  Derecho  Internacional,  no 
dando  lugar  á  dudas;  que  el  publicista  Testa  en  su  importante  obra 
sobre  Derecho  Internacional  Marítimo,  en  la  cual  se  resumen  las 
reglas  consagradas  al  respecto  por  la  práctica  de  las  Naciones,  esta- 
blece que  los  delitos  cometidos  en  idta  mar  abordo  de  los  buques 
mercantes  se  juzgan  por  las  leyes  de  la  Nación  á  la  cual  pertenece  el 
buque,  cuyo  pabellón  lleva;  que  aún  cuando  el  buque  arribe  á  un 
puerto  extranjero  las  autoridades  del  mismo  no  pueden  asumir  juris- 
dicción ninguna  para  juzgar  tales  infracciones,  por  cuanto  los  críme- 
nes cometidos  en  aguas  neutrales  se  reputan  consumados  íüeni  del 
dominio  tíírritorial  al  cual  arriba  la  nave. 

Ex|»resó,  asimismo,  (jue  los  crímenes  cometidos  abordo  pueden 
ser:  ó  l»ien  un  delito  cometido  eutn*.  las  personas  que  se  hallan  abordo 
ó  bien  contra  la  persona  del  que  comanda  el  buíjue;que  en  el  primer 
caso,  corresponde  al  ca[)itau  adoptar  tudas  las  medidas  conducentes 
á  asegurar  al  culpable  para  entregarlo  á  las  autorirlades  de  la  Na- 
ción á  la  cual  pertenece  el  buque,  y  en  el  segundo,  cuando  el  aten- 
tado aesconoce  todo  autoridad,  el  hecho  importa  un  acto  de  piratería 
en  cuvo  caso  cae  bajo  la  acción  de  las  leyes  del  Derecho  Internacio- 
nal  Público.  —  Que  en  une»  y  ««tro  caso,  no  puede  sostenerse  que  haya 
mpunidad. 

Agregó:  que  la  doctrina  sostenida  por  el  Señor  Prats  se  inclina  en 
cierto  modo  á  admitir,  con  mayor  latitud,  la  (pie  sostienen  algunos 
publicistas  europeos,  los  cuales  tratan  de  atribuir  á  los  l)Uí|ues  mercan- 
tes las  mismas  inmniiidades  y  derechos  exterritoriales  de  (pie 
gozan  los  buques  de  guerra;  que  consideran  igualmeIlt(^  (pie  las 
autoridades  en  cuyas  aguas  jurisdiccionales  se  perpetra  un  crím(ín 
á  bordo  de  una  nave,  solo  pueden  asumir  competencia  cuando  el 
crimen  produce  e>icándalo('>  alarma  en  la  costa.  Que  el  i)royeí:tode 
la  Comisión,  conforme  con  el  principio  territorial  que  sirve  de  base  al 
proyecto,  que  no  es  mas  que  una  consecuencia  de  la  soberanía  que 
corresponde  á  cada  Nación,  se  ha  separado  de  tales  doctrinas  y  so- 
metido a  los  buques  mercantes  al  imperio  de  sus  leyes,  siempre  que 
se  encuentran  en  sus  aguas  jurisdiccionales;  que,  finalmente,  la  pro- 
posición formulada  se  separa  de  este  principio  fundamental,  no 
siendo  admisible  ni  por  el  Derecho  Público  ni  por  el  Derecho  Inter- 
nacional Privado,  según  lo  ha  demostrado;  que,  por  tanto,  adhiere  su 
voto  al  de  los  Señores  Plenii)otenciarios  (|ue  le  han  precedido  en  el 
uso  de  la  ])alabra. 

Fué  acordado  el  pedido  del  Señor  Prats,  para  que  se  suspendiera  la 
discusión  del  aiiículo  9.*  hasta  otra  sesión. 
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Ild.  García  Lagos. 

Presidenta. 

BcQUB  Saenz  Peña. 

Manl.  Quintana. 

Sgo.   Vaca-Güzman. 

Guillermo  Matta. 

B.  Prat8. 

José  Z.  Caminos. 

Cesáreo  Chacaltana. 
M.  M.  Gal  VEZ. 

Gonzalo  Ramírez. 


ACTA  NÜM.  15, 

SESIÓN  DEL  lü  DE  DICIEMBRE  DE  1888. 

Presidencia  del  Señor   Doctor   Don  Ildefonso  Garcia  Lagos. 
Estando  presentes: 

Vor  la  República  Argentina: 

El  SeSor  Doctor  Don  Roque  Saexz  PeS^a; 

El  Se^or  Doctor  Don  Manuel  Quintana. 

Por  la  Itepiiblica  de  Bolivia: 

El  Se^or  Doctor  Don  Saxtiago  Vaca-Guzman. 

Por  él  Imperio  del  Brasil. 

El  Se^or  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira. 

Por  la  RepiMica  de  Chile: 

El  Se5}or  Don  Guillermo  Matta: 
El  Se^or  Don  Belisario  Prats. 

Por  la  República  del  Paraguay. 

El  Se^or  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

Por  la  Repúbliea  del  Perú: 

El  Se^ür  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez. 

Por  la  República  Orietiíal  del  Uruguay: 

El  SeSor  Doctor  Don   Ildefonso  García  Lagos; 
El  Se5íor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 

La  Sesión  se  abre  á  las  3.10  p.  m. 

Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 
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Se  incorporó  al  Congreso  como  Plenipotenciario  del  Imperio  del 
Brasil,  el  Señor  Consejero  de  Estado,  Doctor  Domint^os  de  Andrade 
Figueira,  después  de  haberse  dado  lectura  de  los  Plenos  Poderes  que 
le  acreditan  en  tal  carácter. 

Continuó  la  discusión  del  artículo  9.*  del  proyecto  de  Tratado  de 
Derecho  Penal,  que  había  quedado  suspendida  en  la  sesión  an 
terior. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  pidió  la  palabra  para  sostener  el  ar- 
tículo de  la  Comisión,  y  se  la  cedió  al  Señor  Prats,  por  solicitud  de 
este  Señor  Plenipotenciario. 

El  Señor  Prats  manifestó:  (|ue  habiendo  estudiado  con  mayjr  dete- 
nimiento el  artículo  en  debate,  retira  su  oposición  á  él,  y  lo  acepta 
por  creerlo  conveniente,  respetando  así  también  un  principio  general 
de  derecho; — aunque  podría  ht  berso  establecido  una  regla  especial 
pam  los  Estiid(»s  Contratantes. 

Concluyó  diciendo  que  se  congratulaba  en  reconocer  la  compe- 
tencia de  los  Señores  Plenipotenciarios  que  han  sostenido  el  artículo, 
tal  cual  está  redactado. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  expresó:  que  después  de  la  declara- 
ción del  Señor  Prats,  consideraba  innecesario  ampliar  las  demostra- 
ciones |)resentadas  en  la  sesión  anterior. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueir¿i  manifestó:  que  se  congratu- 
laba con  o\  Congreso  por  los  importantes  trabajos  de  Derecho  Inter- 
naci(»nal  Privad»  de  que  se  ocupa,  y  especiahnentc  con  los  Gobiernos 
de  laí-:  Repúblicas  Orientíil  del  Uruguay  y  Argentina,  que  tomaron  la 
noble  iniciativa  de  invitar  [)ara  él  á  las  Naciones  Sud-Americanas. 

Siente  que  solamente  ahora  le  sea  j)ermitido  concurrir  como  Re- 
presentante del  lm[)erio  del  Brasil  á  los  trabajos  del  Congreso  que 
se  instaló  en  esta  Capital  el  25  de  Agosto  último,  á  consecuencia  de 
las  sucesivas  prórogas  de  los  trabajos  del  Parlamento  Brasilero,  del 
cual  tiene  la  honrado  formar  [>arte,  según  comunicaciones  que  el  Mi- 
nisterio de  Negocios  Extranjeros  de  su  |)aís,  hizo  en  tienqx)  oportuno 
al  Gobierno  Oriental. 

Agradeció  la  atención  de  que  usó  el  Congreso  sus[)end¡endo  sus 
trabajos  por  algunos  dias,  á  la   espera  del  Representante  del  Brasil. 

Encontrando  ya  empezada  la  discusión  del  proyecto  de  Tratado 
sobre  Derecho  Internacional  Penal,  que  el  Congreso  inició  durante 
su  ausencia,  considera  un  deber  de  lealtad  manifestar,  en  general 
sobre  los  artículos  discutidos    y  aprobados,   reservas  que  no  habría 
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dejado  de  oponer  si  hubiera  estado  presente,  no  con  el  propósito  de 
perturbar  la  marcha  de  los  trabajos  del  Congreso,  y  menos  con  el 
de  impedir  su  continuación,  sino  con  el  fin  de  dejar  á  salvo  la  liber 
tad  de  acción  del  Gobierno  del  Brasil. 

El  proyecto  en  discusión,  agregó,  ha  sido  formulado  de  acuerdo  con 
los  preceptos  del  principio  ó  escuela  de  justicia  penal  territorial,  que 
él  se  propone  reglamentar,  uniformándolo;  de  ahí,  las  disposiciones 
capitales,  dijo,  de  los  artículos  ya  aceptados  y  de  otros  que  van  á 
discutirse,  especialmente  los  que  se  refieren  á  la  extradición  dal 
nacional. 

Ahora  bien — la  legislación  brasilera  que  ha  sido  como  lade  lasdemas 
Naciones  representadas  en  este  Congreso,  calcada  sobre  aquel  prin- 
cipio de  la  justicia  penal  territorial,  ha  sufrido  modificaciones  notables, 
las  cuales  se  hallan  refundidas  en  la  Ley  número  2615  de  4  de  Agosto 
de  1875,  para  cuya  ejecución  se  expidió  el  decreto  número  6934  de  8  de 
Junio  de  1878,  en  el  sentido  de  procesar,  juzgar  y  castigar  los  crí- 
menes perpetrados  en  país  extranjero  por  brasileros  contra  brasileros, 
ó  extranjeros  ó  por  éstos,  contra  aquellos,  en  los  términos  de  la  pre- 
citada ley. 

Considera  las  disposiciones  de  esa  reciente  legislación,  inconcilia- 
bles con  variiis  de  las  de  los  artículos  ya  aceptados  del  proyecto  de 
Tratado,  y  especialmente  con  la  dis|)Osicion  relativa  á  extradición, 
puesto  que  la  ley  brasilera  hace  aún  mas  que  entregar:-^ procesa, 
juzga  y  castiga. 

Agregó:  (lue  le  parece  ultrapasarlos  límites  del  Derecho  Inter- 
nacional Privado,  sobre  el  cual  corresponde  al  Congreso  iniciar  y 
adoptar  providencias,  la  inserción  de  disposiciones  relativas  á  la 
materia  penal,  y  al  respectivo  orden  del  juicio  y  de  la  jurisdicción. — 
Este 'asunto,  es  mas  propio  de  la  ley  interna  de  cada  país,  conforme  á 
la  práctica  de  casi  todas  las  Naciones  civilizadas,  con  excepción  de 
las  pocas  que  han  mantenido  con  exclusivismo  la  justicia  penal  te- 
rritorial, que  de  tratados  internacionales  que  puedan  celebn.rse 
entre  las  Naciones,  como  objeto  del  Derecho  Internacional  Pri- 
vado. 

Por  leyes  internas,  añadió,  cuya  adopción  el  Congreso  podría  acon- 
sejar á  los  Gobiernos  interesados,  no  solo  quedaría  mas  garantida  la 
justicia  debida  á  los  pueí^los,  sino  que  sería  un  paso  mas  seguro  y  ge- 
neroso para  la  deseada  comunión  del  derecho,  destinada  a  resolver 
los  conílictos  de  las  legislaciones  particulares  de  cada  país,  y  corregir 
los  efectos  de  teorías  exclusivas,  en  que  por  ventura  se  funden. 
Con  relación  al  Gobierno  del  Brasil,  á  quien  tiene  la  honra  de 
represeutíir  en  este  Congreso,  le  sería  difícil  ratificar  un  Tratado, 
consignando  disposiciones  en  antíigouismo  con  la  ley  interna  ya  ciüida, 

y  con  preceptos  de  su  Constitución,    ademas   del    inconveniente  de 
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afectar  otras  Naciones  no  representadas  en  este  Congreso,  á  las  cuales 
la  referida  ley  brasilera  asegura  las  mismas  ventajas,  en  virtud  del 
principio  de  reciprocidad. 

El  Señor  Doctor  Quintana  dijo:  el  Congreso  debe  agradecer  la 
lealtad  de  las  declaraciones  del  Señor  Plenipotenciario  Brasilero 
acerca  de  las  reglas  que  gobernarán  su  conducta  í*n  esta  Asamblea; 
pero  no  puede  quedar  impasible  bajo  el  peso  de  las  opiniones  emiti- 
das y  de  las  reservas  formuladas  por  el  Señor  Plenipotenciario.  To- 
maréme,  pues,  la  libertad  de  refutarlas  someramente  afrontando  las 
dificultades  de  una  improvisación  tan  repentina  y  sobre  tópicos  tan 
inesperados,  así  como  los  inconveniente^s  del  idi(>ma  del  Señor  Pleni- 
potenciario, que,  por  desgracia,  no  mees  familiar.  La  ilustn^cionde 
mis  distinguidos  colegas  salvará,  en  caso  necesario,  los  errores  y  las 
deficiencias  de  que  mi  respuesta  pudiera  adolecer. 

El  protocolo,  la  invitación  y  las  adhesiones,  á  que  este  Congreso  debe 
su  existencia,  marcan  con  claridad  y  precisión  su  verdadero  man- 
dato. No  se  propone  la  uniformidad  de  las  leyes  internas  de  las 
Naciones  congregadas,  sino  la  celebración  de  uno  ó  mas  Tratados 
sobre  todas  las  materias  abarcadas  por  la  ciencia  del  Derecho  Inter- 
nacional Privado.  Si  fuera,  en  címsecuencia,  exacto  que  el  Derecho 
Penal  estuviese  fuera  de  los  límites  de  aquella  ciencia,  el  tempera- 
mento indicado  por  el  Señor  Plenipotenciario  preopinante  colocaría 
al  Congreso  en  una  penaiente  peligrosa,  cual  sería  la  de  discutir,  y 
discutir  de  preferencia,  asuntos   ajenos  á  su  |»ropia  misión. 

No  es  felizmente  b\n  incontrovertible,  como  ha  sido  supuesto,  que 
el  Derecho  Penal  escape  á  la  esfera  de  acción  del  Derecho  Interna- 
cional Privado.  Algunos  Jiutores  no  lo  incluyen  en  sus  respectivas 
obnis;  pero  muchos  otros,  (|ue  la  erudición  de  mis  colegas  me  exime 
de  la  fácil  tarea  de  citaren  detalle,  la  mayor  [larte,  los  mas  respeta- 
dos por  su  autoridad  y  [>or  su  ciencia,  la  comprenden,  la  estudian  y 
la  dilucidan  en  las  suyas,  no  por  efecto,  como  se  ha  dicho,  df»  una 
confusión  incomprensible,  siiio  obedeciendo  á  convicciones  arrai- 
gadas y  á  conclusiones  perfectamente  establecidas. 

Por  otni  parte,  la  única  razón  que  he  tenido  la  fortuna  de  escuchar 
al  Señor  Plenipotenciario,  en  apoyo  de  su  tesis,  es  que  la  materia 
penal  afecta  la  soberanía  y  la  jurisdicción.  Mas,  en  el  caso  en  que 
esta  razón  fuese  admisible,  su  consecuencia  h^gica  y  fatal  sería  que 
habría  desaparecido  todo  sujeto  del  Derecho  Internacional  Privado 
y  que  esta  ciencia  no  existiría  en  realidarl.  Cuando  se  trata  de  la 
materia  civil  ¿no  se  regulan,  acaso  los  derechos  particulares  y  se 
determinan  los  jueces  respectivos?  ¿No  sucede  lo  mismo  cuando  se 
trata  de  la  materia  comercial  ?  Entonces,  sujíoniendo  que  la  circuns- 
tancia de  que  la  materia  penal  afecta  la  soberanía  y  la  jurisdicción 
bastase  para  excluirla  del  Derecho    Internacional   Privado,  también 
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tnílitariay  bastaría  para  excluir  la  materia  civil  y  la  mercantil,  con 
Tirtiendo   tan  importante   rama  de  la  ciencia  en  una  quimera   del 
mundo  jurídico  y  este  Congreso  en  una  máquina  condenada  á   mo- 
verse en  el  vacío. 

Tanto  mas  sólida  es  mi  convicción  en  e^te  sentido  cuanto  que 
está  apoyada  por  el  voto  unánime  de  e.ste  Congreso  dentro  del 
cual  no  se  suscitó  la  menor  dificultad  sobre  el  particular;  que 
comprendió  la  materia  penal  dentro  de  los  trabajos  de  su  progra- 
ma; que  nombró*  la  Comisión  encargada  de  presentarle  el  proyec- 
to respectivo ;  y  que  hace  dias  lo  discute  en  particular,  después 
de  haberlo  sancionado  en   general  sin   la  menor  discrepancia. 

El  Señor  Plenipotenciario,  encontrando  muchas  de  las  disposicio" 
nes  del  proyecto  en  discusión  análogas  á  las  prescripciones  de  una 
ley  de  su  país,  ha  sostenido  que  sería  preferible,  en  vez  de  con- 
signarlas en  un  Tratado,  recom.^nd«r  que  sean  incorporadas  á  la 
legislación  interna  de  las  Nai:i<»n»vs  aquí  representadas.  Ruégele 
se  fije  en  todo  el  alcance  de  su  observación.  Ella  no  se  limita  á 
la  exclusión  del  Derecho  Penal  de  la?  estipulaciones  del  Tratado  á 
eelebrar.  Destruye  la  misión  y  ataca  la  existencia  misma  del 
Congreso,  consagrada  por  pactos  internacionales  que  carecemos  de 
la  facultad  de  revisar  y  que  tenemos,  por  el  contrario,  el  deber 
de  cumplir  extrictamente. 

He  demostrado  ya  en  efecto  que  este  Congreso  no  ha  nacido 
ni  funciona  de  una  manera  arbitraria  y  caprichosa ;  que  él  existe 
y  procede  en  virtud  de  un  pn»tocolo  y  de  una  invitación  de  los 
Gobiernos  Argentino  y  O» '*entHl ;  que  ella  mereció  la  adhesión  de 
los  demás  países  representados  en  su  seno,  y  que  su  único  y  ver- 
dadero cometido  fué  la  celebración  de  uno  ó  varios  tratados  sobre 
los  diversos  tópicos  de  Derecho  Internacional  Privado,  sin  exclu- 
sión alguna.  Así,  pues,  sin  re^cciocitír  contra  todo  lo  hecho,  sin 
hechar  abajo  lo  convenido  y  sin  violentar  la  voluntad  manifiesta 
de  las  Naciones  que  tenemos  el  honor  de  representar,  no  pode- 
mos desnaturalizar  este  Congreso  para  sustituir  la  celebración  de 
tratados  en  toda  regla,  por  la  mera  recomendación  de  leyes  de  or- 
den  puramente  interno. 

Aun  cuando  tuviésemos  la  opción  sobre  la  forma  y  carácter  que 
hubiéramos  de  imprimir  á  nuestras  deliberaciones,  deberíamos  to- 
davía preferir  la  celebracií^n  de  tratados  á  la  sanción  de  leyes 
internas,  no  obstante  la  opinión  contraria  del  Seilor  Plenipotencia- 
rio, quien  se  dejaba  alucinar  por  la  halagüeña  ilusión  de  que 
nuestros  trabajos  pudieran  servir  de  norma  para  uniformar  la  le- 
gislación, no  solo  de  los  países  aquí  reunidos,  sino  de  todos  los 
que  forman  la  comunidad  internacional  del  mundo  civilizado  y 
eristiano. 

Autores  notabilísimos,  como    Laurent,  dignos   del  respeto  de  to- 


dos,  tanto  por  la  profundidad  de  su  ciencia  como  por  la  nobleza 
de  sus  aspiraciones,  cuan  opuestos  sean  los  principios  fundamenta' 
les  de  nuestras  respectivas  escuelas,  sostienen  y  demuestran  que 
perseguir  la  unidad  legislativa,  no  digo  de  todos  los  pueblos  de  la 
tierra,  sino  aun  de  aquellos  mas  ligados  por  los  vínculos  de  la 
proximidad,  del  origen,  do  la  situación  y  del  interés,  es  correr  tras 
una  utopía  generosa,  pero  irrealizable,  sacrificando  en  sus  aras  lo  útil, 
lo  posible,  lo  necesario  y  lo  suficiente.  Así,  la  naturaleza  de  las 
cosas,  independientemente  de  las  convenciones  humanas,  nos  obli- 
garía siempre  á  preferir  el  procedimiento  seguido  por  el  Congreso 
al  sustentado  por   el  Señor  Plenipotenciario. 

Por  lo  mismo,  por  mas  sinceramente  que  aplauda  sus  elevados 
anhelos  y  por  mas  que  involuntariamente  me  contagie  su  genero- 
sa aspiración,  no  puedo  menos  de  advertirle  que,  si  algún  camino 
pudiera  conducirnos  á  la  realización  de  tan  gran  desiderátum,  se- 
ría precisamente  el  modesto,  pero  seguro  temperamento  de  cele- 
brar gradualmente  tratados  que  diriman  los  puntos  capitales  de 
los  conflictos  mas  frecuentes  entre  las  leyes  de  nuestras  propias 
Naciones,  difundiendo  entre  todas  ellas  una  positiva  comunidad  de 
derecho  en  el  sentido  internacional  y  echando  á  lo  largo  de  la 
vía  los  jalones  que  han  de  marcar  los  rumbos  del  futuro  hacia  ia 
unidad  legislativa,  si  es  que  la  humanidad  está  destinada  á  alcan- 
zarla en   algún  remoto  dia. 

Adhiero  sin  reserva  á  los  merecidos  elogios  que  el  Señor  Ple- 
nipotenciario acaba  de  tributar  á  la  liberalidad  de  los  principios 
capitules  de  hi  legislación  del  Brasil  en  relación  á  los  extranjeros 
y  me  ha  de  permitir  que,  con  idéntica  satisfacción  á  la  que  él  ex- 
perimentaba, le  diga  á  mi  turno  que  la  legislación  de  la  Repúbli- 
ca Argentina,  como  la  de  te  dos  los  Estados  invitados  al  Congreso,  que 
él  ha  nuuiifestado  no  conocer,  obedecen  felizmente  á  principios  no 
menos  liberales  y  responden  por  tanto  ampliamente  á  todas  las  exigen- 
cias de  la  ciencia  moderna.  En  todas  ellas  el  extranjero  goza  de 
los  derechos  civiles  del  nacional  en  virtud  de  leyes  explícitas  y 
hasta  de  acuerdo    con  prescripciones  constitucionales. 

Mas  ¿en  que  se  opone  esto  al  ajuste  de  un  tratado  de  Derecho 
Penal  Internacional?  Al  contrario,  como  lo  dicen  distinguidos  es- 
critores, la  igualdad  de  derechos  entre  nacionales  y  extranjeros  es 
precisamente  la  piedra  angular  del  Derecho  Internacional  Privado. 
Y  si  pudiera  tener  el  ánimo,  (jue  declaro  no  abrigar,  de  hacer  un 
pai*alelo  desventajoso  para  el  Brasil,  me  bastaría  referirme  á  las 
palabras  del  mismo  Señor  Plenipotenciario,  quien,  después  de  de- 
clarar espontáneamente  que  la  entrega  de  los  nacionales  por  vía 
de  extradición  es  científica,  política  y  moral,  agrega  que  no  po- 
dría sin  embargo  aceptarla  como  estipulación  internacional  por  ser 
contraria  á  la  Constitución  del  Imperio. 
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Fundado  en  estas  breves  consideraciones,  sostengo,  pues,  que,  sin 
perjuicio  de  agradecer  debidamente  la  valiosa  cooperación  que  el 
Sefior  Plenipotenciario  se  ha  dignado  ofrecernos,  sus  opiniones  y  sus 
reservas  no  pueden  detenernos  en  el  curso  de  nuestros  trabajos  y 
naucho  menos  inducirnos  á  variar  el  carácter  que  les  hemos  impreso. 
El  Derecho  Penal  debe  ser  una  de  las  materias  que  constituya  las 
estipulaciones  de  un  tratado  especial  ó  que  ha  de  formar  parte  de 
un  tratado  general,  según  lo  que  oportunamente  se' decida.  Si  el 
Brasil,  por  respeto  á  su  Constitución,  por  causa  de  sus  leyes  ó  por 
las  instrucciones  del  Señor  Plenipotenciario,  no  puede  asentir  á  nues- 
tros trabajos  para  la  celebración  de  un  Tratado  sobre  Derecho  Penal, 
jamás  lo  deploraremos  demasiado  y  aseguro  que  por  m?  parte  lo  de- 
ploraré profundamente. 

Mas  de  ahí,  á  que  todas  las  demás  Naciones  concurrentes,  que 
obedecen  á  otras  constituciones,  que  tienen  otras  leyes  y  cuyos 
Plenipotenciarias  han  recibido  distintas  instrucciones,  abandonen 
la  tarea  comenzada  ó  le  impriman  un  carácter  diametral  mente 
opuesto,  absteniéndose  de  hacer  un  tratado  internacional  para  limi- 
tarse á  recomendar  la  sanción  de  una  ley  de  orden  puramente 
interno,  hay  una  distancia  inmensa  y,  por  mas  deferencias  que 
g^uardemos  al  Brasil  y  á  su  digno  Representante,  no  podemos 
llegar  hasta  ahí. 

Si  cada  una  de  las  Naciones  representadas  en  el  Congreso  hu- 
biera de  invocar  sus  leyes  internas  como  un  obstáculo  insalvable 
para  una  Convención  Internacional,  la  reunión  del  Congreso  habría 
francamente  carecido  de  objeto.  Ninguna  de  estas  Naciones  puede 
aspirar  razonablemente  áque  las  otras  declinen  de  sus  leyes  para 
aceptar  las  suyas  exclusivamente.  Todas  son  igual ment»^.  indepen- 
dientes: todas  son  igualmente  soberanas.  Desde  que  el  Brasil  no  pu- 
diera adherir  aun  tratado  por  causa  de  sus  leyes  internas,  la  Repú- 
blica Argentina,  la  Oriental,  la  de  Chile  y  todas  las  demás  podrían 
decir  otro  tanto  y  el  tratado  resultiiría  en  consecuencia  imposible. 
Tenenios  entonces  que  buscar  el  fundamento,  el  objeto  y  el  conte- 
nido del  tratado,  no  en  las  decisiones  de  las  leyes  internas  de  cada 
país,  sino  en  los  elevados  principios  que  la  ciencia  del  Derecho  In- 
ternacional Privado  consagra. 

Los  Plenipotenciarios  Argentinos  hemos  ofrecido  un  ejemplo  fe- 
cundo en  este  orden  de  ideas.  Jamás  nos  hemos  ceñido  á  lo  que 
nuestros  códigos 'patrios  disponen  y  nos  hemos  por  el  contrario  preo- 
cupado de  averiguar  lealmente  si  tales  disposiciones,  en  tanto  cuanto 
se  rozan  con  el  Derecho  Internacional  Privado,  son  ó  no  justas. 
Cuando  hemos  creído  que  ellas  no  están  abonadas  por  la  ciencia  y  la 
experiimcia,  no  hemos  vacilado  en  tomar  la  iniciativa  para  hacerlas  á 
un  lado  y  basar  nuestros  votos  sobre  los  principios  aconsejados  por 
el  mutuo  interés  y  la  mas  sana  jurisprudencia.    Únicamente  anima 


—  "¿1^   - 

dos  de  este  espíritu,  como  lo  están  sin  duda  nuestros  ilustrados  colegas, 
es  que  podremos  arribar  á  la  elaboración  de  los  tratados  á  que  todos 
aspiramos.  De  lo  contrario,  la  reunión  de  este  Congreso  habría  sido 
quimérica  y  nugatoria. 

Para  terminar,  declaro,  con  toda  la  sinceridad]  de  que  soy  capaz,  que, 
al  tomar  la  palabra,  no  he  abrigado  el  propósito  de  aceptar  una  discu- 
sión, ni  mucho  menos  de  provocarla.  Mi  objeto  ha  sido  únicamente 
sac^r  al  Congreso,  hasta  donde  las  dificultades  especiales  del  caso  me 
Jo  permitían,  de  la  situación  anómala,  inmerecida  é  inaceptable  en 
que  habría  quedado,  si  las  observaciones  con  que  el  8efi(»r  Pleni- 
potenciario ha  creido  deber  deslindar  su  actitud,  hubieran  pasado  sin 
respuesta. 

Se  pasa  á  cuarto  intermedio. 

Continúa  la  Sesión. 

Votado  el  artículo  9.",  es  aprobado  en  estos  términos : 

€  Los  crímenes  y  delitos  cometidos  en  alta  mar,  ó  en  aguas  neu- 

<  trales   son   juzgados  y  penados  por   las    leyes  del  Estado    á  que 

<  pertenece  el  buque  de  guerra  ó  mercante  en  el  cual  se  per- 
€  petran.  » 

Votaron : 

Por  la  afirmativa : 

La  República  Argentino; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  10. 

«  Los  crímenes  y  delitos  perpetrados  abordo  de  los  buques  de  gue- 
€  rra  que  se  encuentran  en  aguas  territoriales  de  una  nación  extran- 
€  jera,  se  juzgan  y  penan  por  los  tribunales  y  por  las  leyes  del  EJs- 
€  tado  á  que  pertenecen. 


—  215  — 

€  Rige  el  mismo  principio  respecto  de  los  crímenes  y  delito?  co- 
€  metidos  fuera  de  los  buques,  por  individuos  de  la  tripulación  ó- 
*  que  ejerzan  algún  cargo  en  ellos,  cuando  con  arreglo  al  artículo 
€  2.'  solo  afecten  el  orden  disciplinario  de  los  mismos. 

«  Si  esos  crímenes  ó  delitos  se  cometen  entre  individuos  no  per- 
«  tenecientes  al  personal  del  buque,  serán  justiciables  con  arreglo 
<  á  las  leyes  y  por  los  tribunales  del  Estado  en  cuyas  aguas  territo- 
«  ríales  se  encuentra.  » 

El  Señor  Prats  indicó  la  conveniencia  de  sustituir  las  palabras 
crímenes  y  delitos,  en  los  incisos  2."  y  3.*  del  artículo  en  debate,  por 
las  de  hechos  punibles,  pues  no  comprende  crímenes  y  delitos  que 
sol» I  afecten  el  orden  disciplinario  de  los  buques. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  coiitestiindo  al  Señor  Prats  dijo:: 
que  podríu  presentarse  el  caso  de  un  crimen:  cuando,  por  ejemplo, 
una  guardia  de  un  buijue  de  guerra  baja  á  tierra,  con  permiso  deJ 
soberano  territorial,  con  el  objeto  de  hacer  honores  militares,  ó  con 
otro  cualquiera,  estimdo  en  formación,  puede  suceder  que  se  cometa 
un  crimen  en  sus  lilas,  y  este  hecho  es  regido  por  la  ley  de  la  ban-^ 
dera  del  buque  y  no  por  la  ley  del  territorio.  El  permiso  concedido 
á  la  guardia,  agregó,  implica  el  consentimiento  de  regirse  por  sus 
propias  ordenanzas. 

El  Señor  Prats  insiste  en  creer  que  la  sustitución  de  palabras 
que  propone  es  conveniente,  porque  están  comprendidos  en  ellas  to- 
dos los  casos  que  puedan  ocurrir. 

Indicó  también  que  en  el  tercer  inciso  del  mismo  artículo  se  di- 
jese: juzgados,  en  vez  de  justiciables. 

Después  de  un  ligero  cambio  de  ideas  entre  los  Señores  Saenz  Pe- 
ña, Ramírez,  Quintana,  Gálvez,  Matta  y  Caminos,  se  admiten  las 
indicaciones  del  Señor  Prats. 

Votado  el  articulo  10,  se  aprueba  en  la  siguiente  forma: 

«  Los  crímenes  y  delitos  perpetrados  abordo  de  los  buques  degue- 
«  rra  que  se  encuentran  en  aguas  territoriales  de  una  nación  ex- 
«  tranjera,  se  juzgan  y  penan  por  los  tribunales  y  por  las   leyes  del 

«  Estado  á  que  pertenecen. 

«  Rige  el  mismo  principio  respecto  de  los  hechos  punibles  come- 
€  tidos  fuera  de  los  buques  por  individuos  de  la  tripulación  ó  que 
«  ejerzan  algún  cargo  en  ellos,  cuando  con  arreglo  al  artículo  2.'  solo 
«  afecten  el  orden  disciplinario  de  los  mismos. 

«  Si  esos  hechos  punibles  se  cometiesen  entre  individuos  no  per- 
«  tenecientes  al  personal    del  buque,  serán  juzgados  con  arreglo  á 
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€  las  leyes  y  por  los  tribunales  del  Estado  en  cuyas  aguas  territo- 
€  ríales  se  encuentra,  v 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Holivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 

Se  pasa  á  discutir  el  artículo  11. 

«  Los  crímenes  y  delitos  cometidos  abordo  de  un  buque  de  gue- 
€  rra  ó  mercante  en  las  condiciones  proscriptas  en  el  articulo  2.',  se- 
»  rán  juzgados  y  penados  con  arreglo  á  lo  que  estatuye  dicha  dis- 
posición. » 


« 


El  Señor  Prats  pidió  la  supresión  de  este  artículo,  porque  lo 
creía  una  consecuencia  del  artículo  2.°,  al  cual  él  se  había  opuesto. 

El  Señor  Doctoi  Saenz  Peña  dijo :  la  Comisión  ha  creído,  que 
á  pesar  de  haber  estatuido  todos  los  principios  que  deben  regir  las 
materias  de  jurisdicción  territorial,  debía  establecer  también  princi- 
pios especiales  que  determinasen  la  jurisdicción  abordo  de  los  buques, 
y  lo  ha  hecho  así  porque  los  usos  y  principios  que  rigen  la  jurisdic- 
ción marítima,  son  materia  de  controversias  que  no  se  producen  cuan- 
do aquella  se  refiere  al  territorio. 

Recuerda,  por  otra  parte,  que  el  artículo  11  comprende  no  solo  los 
buques  de  guerra,  que  indiscutiblemente  gozan  de  los  privilegios  de 
la  extraterritorialidad,  sino  también  á  los  buques  mercantes,  sobre 
los  cuales  numerosos  autores  discuten  el  alcance  que  deben  tener,  y 
el  imperio  que  han  de  ejercer  sobre  estas  naves,  las  leyes  del  Estado 
á  que  pertenecen. 

Se  vota  el  artículo  11,  siendo  aprobado  en  estos  términos: 

«  Los  crímenes  y  delitos  cometidos  abordo  de  un  buque  de  guerra 
«  ó  mercante  en  las  condiciones  proscriptas  en  el  artículo  2.*,  se. 
«  rán  juzgados  y  penados  con  arreglo  á  lo  que  estatuye  dicha  dis- 
«  posición.  » 
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Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argeotina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil; 
La  República  de  Chile. 

Se  puso  en  discusión  el 

Artículo  12. 

«  Los  crímenes  y  delitos  cometidos  abordo  de  los  buques  mercan- 
«  tes,  son  juzgados  y  penados  por  la  ley  del  Estado  en  cuyo  territo- 
«  rio  marítimo  se  encuentran.  » 

El  Señor  Prats  hizo  algunas  observaciones  respecto  de  la  redac- 
ción del  artículo,  la  cual  no  le  parece  muy  correcta. 

En  seguida  se  suscitó  una  breve  discusión  al  respecto,  en  la  que 
tomaron  parte  el  Señor  Presidente,  y  los  Señores  Ramírez,  Saenz  Pe- 
fia,  Prats,  Vaca-Guzman,  Matta  y  Figueira. 

El  Señor  Prats  pidió  que  se  suspendiera  el  debate  de  este  artí- 
culo, porque  tenía  que  hacer  algunas  observaciones,  y  le  faltaba  el 
tiempo  para  ello,  en  razón  de  lo  avanzado  de  la  hora. 

Así  se  acordój  levantándose  la  Sesión  á  las  6.30  p.m. 

Ild.    García  Lagos 

Presidente. 

Roque  Saenz  Pe^ta 
Majíl.  Quintana 
Sgo.  Vaca-Guzman 

D)\II?íOOS    DE    AVDRVDE    FiaUEIRA 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 
José  Z.  Caminos 
.    M.    M.    Gálvez 
G o>  ^p  T.o    Ramírez 


ACTA  NÜM.  16. 

SESIÓN  DEL  12  DE  DICIEJIBRB  DE  1888. 
Presidencia  del  Señor  Doctor  Don  Ildefonso    García  Lagos. 

Estando  presentes  : 
Por  la .BepOblica  Argentina: 

El  Señor  Doctor    Don  Rí»que  Sabnz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana. 

Por  la  República  de  Solivia: 

El  Señor  Doctor  Don    Santiago  Vaca-Guzman. 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira  . 
Por  la  RepíMica  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta  ; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats. 

Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

Por  la  Repitblica  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez. 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García    Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 
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La  Sesión  se  abre  á  las  3  p.  in. 

Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

Continúa  la  discusión  del  artículo  12  del  proyecto  de  Tratado 
íobre  Derecho  Penal. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  propuso  que  el  artículo  en  debate 
llera  redactado  como  sigue: 

<  Los  crímenes  y  delitos  cometidos  abordo  de  los  buques  mercau- 

t  tes,  son  juzgados  y  penados  por  la  ley  del  Estado  en  cuyas  aguas 

:  jurisdiccionales  se  encontraba  el  buque  al  tiempo  de  perpetrarse 
5  la  infracción.» 

C5omo  se  ve,  dijo,  el  espíritu  del  artículo  es  el  mismo,  solamente 
la  tratado  de  darle  una  forma  mas  clara,  según  lo  habían  indicado 
ilgunos  de  los  Señores  Plenipotenciarios  que  tomaron  parte  en  el 
lebate  en  la  Sesión  anterior. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  manifestó:  que  la  Comisión  aceptaba 
a  modificación  propuesta. 

Se  vota  el  artículo  12,  y  es  aprobado  en  los  términos  indicados 
>or  el  Señor  Doctor  Vaca-Guzman. 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia ; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú ; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 
Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo   13. 

«  Se  declaran  aguas  territoriales,  á  los  efectos  de  la  jurisdicción 
«  penal,  las  comprendidas  en  la  extensión  de  cinco  millas  desde  la 
<  costa  de  tierra  firme  é  islas  que  forman  parte  del  territoilo  de  cada 
«  Estado.  > 
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No  siendo  obseryado, repuso  á  votación  y  ae  aprueba. 

Votaron  : 

Por  la  afírmatiya : 

La  República  Argentina; 

La  República  deBolivia; 

La  República  de  Chile ; 

La  República  del  Paraguay ; 

La  República  del  Perú ; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa : 

El  Imperio  del  Brasil. 
Se  pone  en  discusión  el 

Artículo  14. 

€  Los  crímenes  considerados  de  piratería  por  el  Derecho  Públi 
€  Internacional  quedan  sujetos  á  la  jurisdicción  del  Estado  bí 
<  cuyo  poder  caigan  los  delincuentes.  > 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  manifestó:  que  las  dispc 
clones  contenidas  en  los  artículos  13  y  14  pertenecen  á  la  esfe 
del  Derecho  Internacional  Público,  del  cual  no  le  parece  convenie 
te  separar  la  materia  para  incluirla  en  una  Convención  sobre  Derec 
Internacioual  Privado;  no  solamente  i)or  ser  extraña  á  ésta,  si 
también  porque  la  jurisdicción  penal  «lebe  aprovecharé  perjudica 
cualquier  modificación  que  el  Derecho  Internacional  venga  á  inti 
ducir,  tanto  sobre  la  extensión  de  las  aguas  territoriales  de  ca^ 
Estado,  como  sobre  la  definición  de  los  crímenes  de  piratería  ce 
siderados  por  el  Derecho  Público  Internacional:  no  le  parece  qi 
pueda  ser  objeto  de  contestación  la  competencia  generalmente  rec 
nocida  de  la  jurisdicción  del  Estado  en  cuyo  poder  caigj 
los  delincuentes  piratas  para  conocer  de  sus  crímenes,  ni  pue< 
haber  á  tal  respecto  conílicto  de  jurisdicción  entre  los  Estados,  i 
por  depender  la  competencia  del  hecho  de  la  captura,  ya  por  s 
tales  delincuentes  reputados  como  enemigos  públicos  de  todas  1 
Naciones. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  expuso:  que  la  oposición  del  Sen 
Doctor  de  Andrade  Figueira,  guarda  perfecta  lógica  con  las  obse 
vaciones  que  en  la  Sesión  anterior  presentó  al  Honorable  Congres 
Desdé  que  considera  que  el  Derecho  Penal  sale  del  límite  y  de  1 
términos  del  Derecho  Internacional  Privado,  es  bien  claro  que  tod 
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y  cada  una  de  las  disposiciones  consignadas  en  este  proyecto,  y 
que  al  Derecho  Penal  se  refieren,  las  ha  de  encontrar  fuera  del 
alcance  que  quiere  dar  á  la  misión  del  Honorable  Congreso;  pero 
éste  se  ha  colocado  en  una  situación  diametraimente  opuesta  á  la 
indicada  por  el  referido  Señor  Plenipotenciario. 

Agregó:  que  el  Derecho  Internacional  Privado  es  una  materia 
isencialmente  de  competencia.  Así  lo  dice  Brocher  y  otros  trata- 
listas  que  se  ocupan  de  él,  y  que  al  dilucidar  cuestiones  que  se 
•efieren  á  la  competencia,  tienen  que  comenzar  por  establecer  la 
urisdiccion.  El  artículo  13  determina  la  jurisdicción  del  Estado 
)ajo  cuyo  poder  caigan  los  delincuentes,  y  el  15  la  piratería.  Res- 
)ecto  de  ésta  observó  que  es  un  acto  que  puede  ser  perpeti*ado 
anto  en  alta  mar  como  en  aguas  territoriales,  estando  por  consi- 
^iente  perfectamente  tratado  en  el  Derecho  Internacional,  que  debe 
empezar  por  consignar  toda  la  materia  relativa  á  la  jurisdicción. 

Dijo,  ademas,  que  el  artículo  en  debate  determina  la  forma  y  la 

urisdiccion  competente  para  castigar  el  delito  de  piratería,  porque 

ocupándose  el  Honorable    Congreso  del    Derecho  Penal,  le  parece 

ógico  ocuparse    también  de   los    delitos  que  pueden  dar   lugar  á 
ionflictos  de  jurisdicción. 

Añadió:  que  se  adelantaría  bien  poco  con  que  la  legislación  interna 
le  cada  Estado  fe  reconociera  competente  para  juzgar  la  pimtería 
>n  casos  determinados,  si  los  Estados  aquí  representados  le  recouo- 
liesen  ese  derecho. 

Terminó  diciendo  '^ue  precisamente  dictar  reglas  para  evitar 
onflictos  y  dirimirlos  en  caso  de  que  se  produzcan,  es  el  objeto 
principal  de  los  trabajos  de  este  Congreso. 

Votado  el  artículo  14,  es  aprobado  en   estos  términos: 

€  Los  crímenes  considerados  de  piratería  por  el  Derecho  Público 
Internacional,  quedan  sujetos  á  la  jurisdicción  del  Estado  bajo 
cuyo  poder  caigan  los  delincuentes.> 

Votaron : 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 


£i^%J 


Por  la  negativa: 


o' 


El  Imperio  del  Brasil. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  hizo  presente  que  por  acuerdo  de  la 
Comisión  de  Derecho  Penal,  se  resolvió  que  él  fuera  Miembro  Infor 
mante  del  proyecto  en  general,  y  contestara  las  observaciones  que  se 
dirigieran  al  título  de  la  jurisdicción. 

Habiendo  terminado  su  cometido  en  dicho  carácter,  manifestó: 
que  el  título  relativo  al  Asilo  debe  ser  sostenido  por  el  Señor 
Doctor  Chacaltana,  el  de  la  Extradición,  por  el  Señor  Doctor 
Caminos,  y  los  otros  puntos  del  pi'oyecto  por  el  Señor  Doctor  Ra- 
mírez. 

Se  pasa  al 

TÍTULO   II. 

DEL  ASILO. 

Se  pone  en  discusión  el 

Artículo  15. 

«  Ningún  delincuente  que  se  asile  en  el  territorio  de  un  Estado 
«  podrá  ser  entregado  á  las  autoridades  de  otro,  sino  de  conformidad 
t  á  las  reglas  que  rigen  la  extradición.  > 

El  Señor  Prats  propuso  que  se  dijera:  podrá  ser  redamado  ó  sino 
comprendiéndolo  todo,  decir:  solo  y  de  conformidad  á  las  reglan  del 
presente  Tratado  podrá  tener  lugar  la  extradición  entre  Uis  naciones 
contratantes. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  dijo:  que  con  la  primera  modifica- 
ción parece  que  se  dejara  al  Estado  que  entrega,  la  libertad  de  ac- 
ción para  acceder  al  pedido  enferma  distinta,  mientras  que  dejando  el 
artículo  como  lo  presenta  la  Comisión,  ya  sabe  el  Estado  que  reclama 
un  reo,  que  no  se  le  debe  entregar  si  no  se  llenan  las  formalidades  en 
él  prescriptas. 

En  cuanto  á  la  segunda  forma  indicada,  le  parece  que  mas  bien 
se  refiere  al  derecho  de  extradición  que  al  asilo.  El  título  de  la  ex- 
tradición tiene  un  principio  establecido,  dijo,  mas  ó  menos  en  esa 
forma;  pero  el  que  se  discute  es  un  principio  que  se  refiere  mas  al 
asilo  que  á  la  extradición. 

El  Señor  Prats  expuso:  que  según  la  impresión  que  le  había  de- 
jado la  lectura  del  artículo,  le  parece  que  se  trata  de  imponer  una 
obligación  al  Estado  de  quien  se  solicita  la  extradición.  Cree  que  el 


pensamiento  dominante  de  la  disposición  no  está  perfectamente  tra- 
ducido,— pues  él  es  que  no  se  reclame  ni  se  entregue  sino  de  confor- 
midad al  Tratado. 

Por  consiguiente,  entiende  que  eso  mismo  debiera  establecerse 
con  toda  claridad. 

Agregó:  que  es  indiscutible  el  derecho  de  reclamar,  lo  que 
puede  objeterse  es  que  se  reclame  con  la  obligación  correlativa 
respecto  de  ese  derecho,  que  es  el  principio  dominante  de  la  dis- 
posición. 

Propuso  esta  fórmula :  Solo  de  conformidad  á  las  reglas  del  presente 
Tratado  podrá  tener  lugar  la  extradición. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  dijo:  que  suponieudo  que  la  modi- 
ficación indicada  por  el  Señor  Prats  es  de  forma,  sostiene  que  el 
artículo  propuesto  por  la  Comisión  es  mas  comprensivo  que  aquella. 
Si  todos  los  Estados,  agregó,  representados  en  este  Congreso,  acep- 
tan las  disposiciones  del  artículo  en  debate,  todos  ellos  se  comprome- 
ten á  seguir  el  principio  en  él  consignado,  de  no  entregar  á  un  reo 
asilado  en  el  territorio,  sino  de  conformidad  á  las  reglas  establecidas 
para  la  extradición. 

En  este  sentido,  cree  que  el  artículo  debe  mantenerse,  y  aun 
cuando,  como  ha  dicho  anteriormente,  la  parte  relativa  á  la  extradi- 
ción se  funda  en  principios  que  tienen  el  mismo  alcance  del  citado 
artículo,  sin  embargo,  la  Comisión  ha  creido  conveniente  colocarlo 
también  en  el  título  del  asilo,  para  establecer  el  principio  general  que 
rige  á  todos  los  casos  de  extradición. 

El  Señor  Prats  pidió  al  Señor  Presidente  se  sirviera  poner  á  vo- 
tación las  indicaciones  que  se  hacían  tendentes  á  modiíicar,  en 
alguna  manera,  los  artículos  propuestos  por  la  Comisión,  lo  que 
nunca  se  hacía,  pues  no  se  había  votado  aún  ninguna  indicación. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  se  opone  á  lo  propuesto  por  el  Señor 
Prats,  porque  cree  que  en  todos  los  cuerpos  colegiados  se  usan  pro- 
cedimientos contrarios. 

Agregó:  que  cuando  se  trata  de  modificaciones  que  alteniri  un 
artículo,  entonces  el  Congreso,  si  cree  mas  aceptables  aquellas  que 
éste,  lo  rechaza  y  pone  después  á  votación  dichas  modificaciones. 
Que  este  es  el  procedimiento  que  corresponde  adoptar  en  el  pre- 
sente caso. 

El  Señor  Prats  dijo:  hay  casos  en  que  no  se  debe  proceder  de 
otra  manera  que  votando  las  indicaciones.  Esto  sucede,  v.  gr., 
cuando   nadie  hace  oposición  á  un  artículo  en  discusión,  en  cuanto 


á  su  fondo  ó  al  principio  que  en  él  se  establece ;  pero  hay,  no  obs- 
tante, alguna  indicación  de  detalle  que  importa  una  ligera  agregación, 
supresión  ó  modificación.  Lo  que  debe  hacerse,  á  su  juicio,  es  dar  por 
aprobado  el  artículo,  sin  perjuicio  de  votarse  la  indicación,  y  recibir, 
acto  continuo,  votación  sobre  la  indicación. 

Según  el  procedimiento  actual,  cual  es,  recibir  votación  sobre  el  ar- 
tículo original  únicamente,  dando  por  rechazadas  todas  las  indica- 
ciones, puede  resultar  que  los  que  estén  por  la  modificación  lo  recha- 
cen, con  la  esperanza  de  que  sea  aprobado  con  la  modificación  después, 
Y  así  aparecerá  el  artículo  con  uno,  dos  ó  mas  votos  en  contra.  En 
tanto  que  votada  la  indicación  expresamente,  y  rechazada,  el  artículo 
original  aparecerá  aprobado  por  unanimidad. 

VA  Señor  Presidente  cree  que  lo  que  corresponde  es  que  el  Con- 
greso dcc'are  si  debe  vt)tarse  como  lo  indica  el  Señor  Prats. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  propuso  que  se  vote  en  esta  forma: 
si  ha  de  tener  preferencia  en  la  votación  el  proyecto  de  la  Comisión 
ó  la  modificación  del  Señor  Prats. 

El  Señor  Presidente  puso  á  consideración  del  Honorable  Congreso 
si  el  proyecto  de  la  Comisión  había  de  votarse  antes  que  las  indica- 
ciones que  se  hagan. 

Se  resolvió  en  sentido  afirmativo. 

Votado  el  artículo  15,  es  aprobado  en  esta  forma: 

«  Ningún  delincuente  que  se  asile  en  el  territorio  de  un  Estado,  po- 
«  drá  ser  entregado  alas  autoridades  de  otro,  sino  de  conformidad  á 
«  las  reglas  que  rigen  la  extradición.  > 

Votaron : 

Por  la  afirmativa : 

La  República  Argentina; 

La  República  deBolivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 

Se  pasa  á  discutir  el  artículo  16. 

16 


<  El  asilo  es  inviolable  para  los  perseguidos  por  delitos  políticos, 
«  pero  la  Nación  de  refugio,  tiene  el  deber  de  impedir,  que  los 
€  asilados  realicen  en  su  territorio,  actos  que  pongan  en  peligro 
c  la  paz  pública  de  la  Nación  contra  la  cual  han  delinquido.  » 

El  Señor  Prats  opinó  por  la  supresión  de  este  artículo,  porque  no 
hace  mas  que  establecer  todo  lo  que  se  determina  en  el  resto  del  tí- 
tulo relativo  á  la  extradición,  y  muy  expresa  ó  literalmente  en  el  ar- 
tículo 23,  lo  cual  le  parece  una  redundancia. 

El  Señor  Doctor  Chacaltanadijo:  que  indudablemente  el  artículo 
16  consigna  el  mismo  principio  que  el  23;  pero  al  tratarse  del  asilo, 
no  podía  dejarse  de  establecer  como  principio  fundamental,  sn  invio 
labilidad  para  ciertos  y  determinados  casos. 

Pero  convenía  también  dejar  consignado,  que  la  inviolabili 
dad  de  ninguna  manera,  podía  y  debía  afectar  los  intereses  y 
derechos  del  Estado  extranjero  que  perseguía  un  delincuente  po- 
lítico. 

Concluyó  manifestando  que  si  la  primera  parte  del  artículo  16  tie- 
ne el  mismo  alcance  que  el  artículo  23,  la  Comisión  de  redacción,  al 
revisar  el  Tratado  después  de  aprobado,  verá  si  es  ó  no  conveniente  . 
suprimir  ese  principio  de  alguno  de  los  dos  artículos  citados  ó  dejar- 
los como  están;  pero  por  el  momento  le  parece  que  debe  aprobarse 
el  artículo  en  la  forma  en  que  está  concebido. 

El  Señor  Prats  significó:  que  temía  que  quedara  consignado  como 
resolución  del  Congreso,  que  habría  una  Comisión  de  redacción,  la  cual 
iría  hasta  el  punto  de  suprimir  artículos. 

Llamó  la  atención  del  Honorable  Congreso  al  respecto,  diciendo  que 
eso  no  era  nada  correcto,  y  que  se  opone  decididamente  á  esa  teoría, 
porque  le  parece  que  cada  artículo  debe  dictarse  tal  cual  es  y  tal 
cual  ha  de  quedar. 

Se  podría  consentir,  agregó,  que  se  cambiase  una  palabra  ó  se  pu- 
siese una  coma,  pues  es  cuestión  de  mero  lenguaje,  y  esto  con  ciertas 
restricciones;  pero  dejar  un  artículo  en  la  inteligencia  de  que  lo  re- 
dactará mas  tarde  una  Comisión,  en  una  forma  distinta  de  la  que 
tiene,  le  parece  que  traería  dificultades. 

Sostiene  que  cuando  se  dicta  una  ley,  es  necesario  fijar  bien  la 
forma;  porque  está  tan  íntimamente  ligada  con  el  fondo,  que  á  veces 
se  confunde  el  pensamiento  que  se  tiene,  con  el  que  se  expresa. 

Protesta,  pues,  de  la  doctrina  (¡ue  se  quiere  establecer. 

Concluyó  manifestando  que  hay  que  hacer  un  estudio  serio  y  de- 
tenido de  las  correcciones  de  lenguaje  y  de  redacción;  y  en  este  caso, 
cree  que  cuando  se  presenten  observaciones,  deben  dejarse  para  el 
dia  siguiente,  á  fin  de  estudiarlas. 


El  Sefior  Doctor  Chacaltana  dijo:  que  sin  entrar  á  discutir  si  las 
cuestiones  de  redacción  deben  referirse  á  la  supresión  de  una  coma  ó 
de  una  palabra,  ó  si  por  aquellas  debe  también  entenderse  el  cambio 
de  giro  al  expresar  el  pensamiento  manifestó  que  en  su  concepto 
tanto  una  como  otra  cusa  pueden  alterar  el  fondo  del  pensamiento 
consignado  en  el  artículo. 

Por  consiguiente,  no  acepta  de  ningún  modo  que  por  cuestiones  de 
redacción  se  entienda  la  supresión  de  una  palabra  ó  de  una  coma^ 
porque  esto  también  puede  alterar  tanto  ó  mas  el  sentido,  que  el 
cambio  del  giro  de  la  frase. 

Desde  luego,  expuso,  el  señor  Prats  no  ha  objetado  ni  la  forma  ni 
el  fondo  del  artículo  16:— ha  dicho  simplemente  que  el  pensamiento 
consignado  en  él,  está  expresado  también  en  el  23. 

Le  parece,  pues,  que  lo  natural  sería  aceptar  la  forma  y  el  fondo 
del  artículo  16,  y  que  el  sefior  Prats  votase  oportunamente  en  contra 
del  23. 

El  Señor  Prats  dijo:  que  abundaba  en  la  manera  de  pensar  del  Se- 
ñor Doctor  Chacaltana  en  cuanto  se  refiere  á  que  no  se  debe  alterar 
ni  una  palabra,  ni  una  coma,  y  esta  ha  sido  siempre  su  opinión. 

No  obstante,  agregó,  por  no  ser  tan  severo,  consintió  en  que  se 
modifícase  una  coma  ó  una  palabra,  pero  bien  entendido  siempre  que 
esa  modificación  no  alterase  el  sentido. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  expre>só:  que  ademas  de  ser 
extraña  al  Derecho  Internacional  Privado,  toda  la  materia  referente 
al  asilo  de  que  se  ocupa  el  título  2.",  le  parece  que  las  disposiciones 
de  los  artículos  J6  y  17,  de  los  cuales  tratará  en  conjunto  para  mayor 
brevedad,  se  refieren  á  las  relaciones  de  Nación  á  Nación  y  á  las  res- 
pectivas Legaciones,  y  no  á  las  relaciones  de  individuo  á  individuo. 
El  artículo  16  contiene  en  su  primera  parte  un  precepto  que  se  en" 
cuentra  consignado  en  el  artículo  23,  prohibiendo  la  extradición  de 
los  delincuentes  perseguidos  por  motivos  políticos,  y  por  eso  le  pare- 
ce superfina;  y  en  la  segunda  parte  consagra  el  deber,  sin  duda  ri- 
guroso, que  incumbe  á  la  Nación  de  refugio,  de  impedir  que  los 
asilados  en  su  territorio  realicen  actos  que  pongan  en  peligro  la  paz 
pública  de  la  Nación  contra  la  cual  han  delinquido;  pero  este  es  un 
deb«ír  regido  por  el  Derecho  Público  Internacional,  cuya  ejecución 
depende  de  medios  diplomáticos,  y  aun  de  la  apreciación  de  las  cir- 
cunstancias en  que  se  puedan  encontrar  ambos  Estados,  ó  cada  uno 
de  ellos:  el  reclamante  y  el  de  refugio. 

El  Señor  Doctor  Aceval  indicó  que  convendría  sustituir  la  palabra 
inviolaile  por  la  de  respetado,  porque  dejando  aquella  parecería  que 
hay  casos  en  que  el  asilo  puede  ser  violado,  y  otros  en  que  es  invio- 
lable. 


El  Señor  Doctor  Chacaltana  contestando  al  Sefior  Doctor  de  Andrade 
Figueira,  dijo:  que  es  evidente  que  la  segunda  parte  del  artículo  16 
tiene  mucha  relación  con  las  materias  correspondientes  al  Derecho  In- 
ternacional Público,  pero,  agregó,  debe  tenerse  en  consideración  que 
así  como  las  diferentes  ramas  del  derecho  tienen  entre  sí  muchos 
puntos  de  contacto,  y  á  veces  al  estudiar  una,  hay  necesidad  de  acu- 
dir á  otras;  así  sucede  también  en  estas  dos  ramificaciones  del  Dere- 
cho Internacional  Público  y  Privado  cuyas  doctrinas  están  íntimamen- 
te ligadas,  sucediendo  que  al  establecer  unas  no  se  puede  prescindir 
de  las  otras,  porque  llegaríamos  al  resultado  de  que  varias  veces  los 
principios  consignados  en  el  Derecho  Internacional  Privado,  estarían 
en  oposición  con  los  del  Derecho  Internacional  Público.  Pero  hay  ca- 
sos, como  el  presente,  en  que  después  de  establecido  un  principio  que 
pertenece  exclusivamente  al  Derecho  Internacional  Privado,  como  es 
la  primera  parte  del  artículo  16,  no  se  puede  prescindir  de  considerar 
esos  principios  íntimamente  ligados  á  él,  por  mucha  relación  que  ten- 
gan con  el  Derecho  Internacional  Público. 

Dijo  también  que  se  trataba  ademas  de  una  cuestión  de  competen- 
cia: la  de  decidir  si  un  individuo  puede  ser  juzgado  por  el  soberano 
del  territorio  en  donde  ha  delinquido  ó  si  debe  ser  juzgado  por  el  so- 
berano del  territorio  donde  está  asilado,  ó  si  no  debe  ser  entregado  á 
la  nación  que  lo  reclama  para  enjuiciarlo. 

En  cuanto  á  la  observación  hecha  por  el  Señor  Doctor  Aceval,  dijo: 
que  las  palabras  será  respeiado  significan  en  su  concepto  lo  mismo 
que  inviolable,  porque  en  ambos  casos  debe  entenderse  que  ningún  Go- 
bierno podrá  pedir  hi  extradición  de  un  individuo  acusado  de  deli- 
tos políticos  y  que  se  ha  asilado  en  territorio  extraño. 

El  Señor  Doctor  Quintana  expuso:  que  las  objeciones  aducidas  por 
el  Señor  Plenipotenciario  del  Brasil,  contra  todos  los  artículos  del 
proyecto  en  discusión,  son  de  fondo  ó  son  de  forma. 

En  cuanto  á  las  de  fondo,  dijo,  que  su  discusión  es  inconducente, 
porque  el  Señor  Plenipotenciario  abriga  opiniones  fundamentalmente 
opuestas  á  las  de  la  Comisión,  que  son  las  de  todos  los  demás  miem- 
bros del  Congreso.  El  Señor  Plenii)otenciario  ha  sostenido,  en  la  se- 
sión anterior,  que  el  Derecho  Penal  no  puede  ser  incluido  en  el  Dere- 
cho Internacional  Privado,  y  el  Congreso  ha  decidido  ya  lo  contrario. 

Por  lo  que  hace  á  las  de  forma,  carecen,  en  general,  de  toda  impor- 
tancia, y  la  que  ha  dirigido  en  especial  al  artículo  discutido,  no  la 
tiene,  porque  si  bien  es  cierto  que  las  naciones  cultas  no  insisten  en 
reclamar  la  extradición  de  los  reos  políticos,  lo  es  también  que  no  es- 
tán conformes  sobre  lo  que  debe  reputarse  delito  político,  y  mucho 
menos  sobre  la  suerte  del  delito  común  conexo  con  el  político. 


-  229  — 
Se  vota  el  artículo  16,  siendo  aprobado  en  esta  forma: 

c  El  asilo  es  inviolable  para  los  perseguidos  por  delitos  políticos, 
»  pero  la  Nación  de  refugio,  tiene  el  deber  de  impedir,  que  los  asilados 
»  realicen  en  su  territorio,  actos  que  pongan  en  peligro  la  paz  pública 

>  de  la  Nación  contra  la  cual  han  delinquido.» 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil; 
La  República  de  Chile. 

8e  pasa  á  discutir  el 

Articulo  17. 

<  El  presunto  reo  de  delitos   comunes  que  se  asilase  en  una  Lega- 

>  cion,  deberá  ser  entregado  por  el  gefe  de  ella  á  las  autoridades  loca- 
»  les,  previa  gestios  del  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  cuando 
»  no  lo  efectuase  expontáneamente.> 

«  Dicho  asilo  será  respetado  con  relación  á  los  perseguidos  por  de- 
»  litos  políticos;  pero  el  gefe  de  la  Legación  está  obligado  á  poner 
»  inmediatamente  el  hecho  en  conocimiento  del  Gobierno  del  Estado 

>  ante  el  cual  está  acreditado,  quien  {)odrá  exigir  que  el  perseguido 
»  sea  puesto  fuera  del  territorio  nacional  doLtro  del  mas  breve  plazo 
»  posible. 

«  El  gefe  de  la  Legación  podrá  exigir  á  su  vez  las  garantías  nece- 

>  sarias  para  que  el  refugiado  salga  del  territorio  nacional,  respetan- 
»  dose  la  inviolabilidad  de  su  persona. 

«  El  mismo  priücipio  se  observará  con  respecto  á  los  asilados  en  los 
»  buques  de  guerra  surtos  en  aguas  territoriales.  » 

El  Sefior  Prats  propuso  que  se  suprimiese  la  palabra  j^re^n/o.  Fué 
aceptada  esta  indicación. 

El  Señor  Ductor  de  Andrade  Figueira  expuso:  que  el  artículo  17  le 
parece  que  dá  mérito  á  la  misma  censura  que  el  16,  tanto  en  la  parte 
en  que  trata  del  asilo  en  una  Legación,  de  los  delincuentes  por  críme- 
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nes  comunes,  como  en  la  que  se  refiere  al  asilo  por  delitos  políticos: 
son  disposiciones  relativas  á  la  materia  política,  cuya  apreciación  debe 
antes  correr  por  cuenta  y  bajo  la  responsabilidad  de  los  gobiernos, 
que  constituir  asunto  de  un  Tratado  especial  sobre  Derecho  Privado 
Internacional. 

No  cree  prudente  la  estipulación  relativa  á  la  expulsión  del  refu- 
giado político  fuera  del  territorio  nacional  como  obligación  precisa, 
positiva  é  independiente  de  la  apreciación  de  circunstancias  ocasio- 
nales. 

Por  lo  demás,  no  impugna,  en  general,  las  doctrinas  consignadas  en 
este  como  en  otros  artículos  que  se  han  considerado,  pues  antes  bien 
reconoce  que  son  correctos. 

8e  vota  el  artículo  17,  siendo  aprobado  en  esta  forma: 

€  El  reo  de  delitos  comunes  que  se  asilase  en  una  Legación,  deberá 

>  ser  entregado  por  el  gefe  de  ella  á  las  autoridades  locales,  previa 
»  gestión  del  Ministerio  de  Relacione  Exterioress,  cuando  no  lo  efeo- 
»  tuase  expontáneamente. 

c  Dicho  asilo  será  respetado  con  relación  á  los  perseguidos  por  de* 
»  litos  políticos;  pero  el  gefe  de  la  Legación  está  obligado  á  poner 
»  inmediatamente  el  hecho  en  conocimiento  del  Gobierno  del  E^sta- 
»  do  unte  el  cual  está  acreditado,  quien  podrá  exigir  que  el  persegui- 
»  do  sea  puesto  fuera  del  territorio  nacional  dentro  del  mas  breve 
»  plazo  posible. 

€  El  gefe  de  la  Legación  podrá  exigir  á  su  vez  las  garantías  nece- 
»  sarias  para  que  el  refugiado  salga  del  territorio  nacional,  respetán- 

>  dose  la  inviolabilidad  de  su  persona. 

«  El  mismo  principio  se  observará  con  respecto  á  los  asilados  en  los 
»  buques  de  guerra  surtos  en  aguas  territoriales.  > 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 

Se  pasa  á  discutir  el 
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Artículo  18. 

«  Exceptúase  de  la  regla  establecida  en  el  artículo  15  á  los  deser- 
»  tores  de  la  marina  de  guerra,  surta  en  aguas  territoriales  de  u^ 
»  Estado.  "  •- 

*  Esos  desei'tores,  cualquiera  que  sea  su  nacionalidad,  deberán  ser 

>  entregados  por  la  autoridad  local,  á  peoido  de  la  Legación,  ó  en  defec- 
»  to  de  ésta,  del  agente  consular  respectivo,  previa  la  prueba  de 
»  identidad  del  presunto  desertor.  » 

El  Señor  Prats  pidió  igualmente  que  se  suprimiese  de  este  artículo 
la  p2L\i\hv2L  pre&unto. 

El  Señor  Presidente  propuso  que  se  dijese  7a  identidad  de  la  persona. 

Se  vota  el  artículo,  y  queda  aprobado  en  los  siguientes  términos: 

«  Exceptúase  de  la  regla  establecida  en  el  artículo  15  á  los  deser- 
»  toros  de  la  marina  de  guerra  surta  en  aguas  territoriales  de  un 
»  Estado. 

<  Esos  desertores,  cualquiera  que  sea  su  nacionalidad,  deberán  ser 

>  entregadí  s  por  la  autoridad  local,  á  pedido  de  la  Legación,  ó  en 
»  defecto  de  ésta,  del  agente  consulor  respectivo,  previa  la  prueba  de 

>  identidad  de  Ui  persona.  » 

.  Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 

Se  pasa  á  cuarto  intermedio. 

Continúa  la  Sesión. 

Se  entra  á  discutir  el 
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TÍTULO  III. 

DEL  RÉGIMEN  DE  LA  EXTRADICIÓN. 

Artículo  19. 

«  Los  Estados  signatarios  del  presente  Tratado,  estarán  obligados  á 
»  entregárselos  delincuentes  que  se  refugien  en  su  territorio,  sienr 
>  pre  que  concurran  las  siguientes  circunstancias: 

>  1.'  Que  la  Nación  que  reclama  el  delincuente,  tenga  jurisdic- 

»  cion  para  conocer  y  fallar  en  juicio  sobre  la  infracción 
»  que  motiva  el  reclamo. 

>  2.'  Que  la  infracción,  por  su  naturaleza,  autorice  la  entrega. 

*  3/  Que  la  Nación  reclamante  presente  documentos  que,  según 

>  sus  leyes,  autoricen  la  prisión  y   el   enjuiciamiento  del 

>  reo. 

»  4/  Que  el  delito  m»  esté  prescripto  con  arreglo  á  la  ley  del  país 

>  reclamante.  > 

El  Seóor  Doctor  de  Andrade  Figueira  manifestó:  que  la  materia  de 
odo  el  presente  título  3."  que  se  denomina  «Del  régimen  de  la  extra- 
dición», le  parece  también  extraña  al  Derecho  Internacional  Privado; 
antes  bien  es  un  recurso  diplomático,  regido  por  el  Derecho  Público 
Internacional,  bajo  cuyo  régimen  pueden  celebrarse,  sin  duda  alguna, 
y  de  hecho  se  han  celebrado,  frecuentemente,  convenciones  interna- 
cionales. Admitiendo,  sin  embargo,  la  doctrina  del  artículo  19,  le  pa- 
rece que  la  cláusula  4.',  relativa  á  la  prescripción  del  delito  según  la 
ley  del  país  reclamante,  es  [)or  demás  exclusiva,  y  tal  vez  una  conse- 
cuencia de  la  doctrina  de  la  justicia  penal  territorial.  El  principio 
aceptado,  generalmente,  es  que  rija  la  prescripción  mas  fiívorable  al 
delincuente,  en  vista  de  que,  en  general,  las  naciones  no  conceden  la 
extradición  sino  por  hechos  igualmente  punibles  por  sus  legislaciones 
internas. 

El  Señor  Doctor  Caminos  dijo:  que  al  contestar  al  Señor  Doctor  de 
Andrade  Figueira,  no  abundaría  respecto  de  la  primera  objeción,  en 
las  consideraciones  hechas  anteriormente  por  el  Señor  Doctor  Saenz 
Peña,  en  cuanto  á  que  tampoco  la  extradición  es  materia  propia  del 
Derecho  Internacional  Privado.  Pero  como  el  Señor  Doctor  de  An- 
drade Figueira  ha  agregado  otra  observación  sobre  el  4."  inciso  de 
este  artículo,  hace  presente  que  ella  contraría  por  completo  el  siste- 
ma de  la  ley  territorial  que  ha  servido  de  base  á  la  Comisión  para 
redactar  este  proyecto. 

Añadió:  que  al  establecerse  que  el  delito  no  esté  prescripto  por  la 
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ley  del  país  reclamaüte,  no  se  hu  hecho  sino  rechazar  la  teoría  incon- 
sistente de  la  reciprocidad  y  del  paralelismo  de  las  lej^islaciones  que 
ha  servido  de  base  precisamente  al  sistema  contrario. 

La  Comisión  se  ha  fundado  en  un  principio  mas  lógico:  en  el  que 
sirve  de  base  á  la  prescripción,  que  no  es  otro  sino  el  mismo  que  for. 
ma  el  fundamento  de  la  penalidad,  es  decir:  el  interés  social  del  país 
en  que  se  ha  cometido  el  delito  y  no  el  del  país  de  refugio,  que  no 
teniendo  el  derecho  de  castigar,  tampoco  podría  tener  el  de  abdicar 
de  ese  mismo  derecho. 

En  este  sentido  el  reo  no  podrá  ser  juzgado  sino  por  la  ley  del 
país  reclamante,  cuyas  disposiciones  han  sido  violadas. 

Terminó  diciendo  que  la  prescripción  es  una  concepción  legal  libe- 
ratoria de  la  pena  en  favor  del  delincuente  y  en  virtud  del  trascurso 
del  tiempo;  y  sería  ilógico  conceder  á  la  ley  del  país  de  refugio,  ó  á 
la  ley  mas  favorable  al  delincuente,  hacer  uso  de  esa  liberación,  cuan- 
do no  se  ha  violado  ninguna  ley  territorial  ni  se  ha  cometido  en  él 
delito  alguno. 

El  Señor  Doctor  Aceval  indicó  que  convendría  determinar  en  el 
artículo,  con  toda  precisión,  los  documentos  que  deberían  enviarse 
para  solicitar  la  extradición. 

El  Señor  Doctor  Caminos  dijo:  que  les  documentos  que  deben  en- 
viarse, son  aquellos  t\e  carácter  oficial  y  necesarios  para  comprobar 
que  en  el  país  reclamante  autorizarían  la  prisión  del  reo:  que  por  otra 
parte,  en  el  artículo  30  del  mismo  proyecto,  se  indican  ios  documen- 
tos á  que  alude  el  artículo  en  discusión. 

El  Señor  Presidente  propuso  que  se  redactase  el  inciso  2."  en  esta 
forma: 

*  Que  el  delito  no  esté  exceptuado  de  extradición,  atendida  su  na- 
»  tu  raleza  ó  su  gravedad.» 

Después  de  un  cambio  de  ideas  entre  el  Señor  Presidente  y  los  Se- 
ñores Doctores  Caminos  y  Ramírez,  se  propuso  la  siguiente  adición 
como  inciso  5."  del  artículo  19: 

«  Que  el  reo  no  haya  sido  penado  por  el  mismo  delito  y  cumplido 
>  su  condena.  > 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  expresó:  que  respecto  de  la 
cláusula  5.',  le  parece  que  en  el  mismo  caso  del  delito  castigado  ó  de  la 
sentencia  ejecutjida,  está,  el  delincuente  que  hubiera  sido  absueltoi 
pues  la  razón  es  la  misma,  y  si  Ins  documentos  que  autorizan  la  prisión 
del  reo  no  excluyen  el  primer  caso,  tampoco  pueden  excluir  el  se- 
gundo. 
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Votado  el  artículo,  es  aprobado  en  esta  forma: 

<  Los  Estados  signatarios  del  presente  Tratado  estarán  obligados  á 
»  entregarse  l«>s  delincuentes  que  se  refugien  en  su  territorio,  siein- 
»  pre  que  concurran  las  siguientes  circunstancias: 

»  1.'  Que  la  Nación  que  reclama  el  delincuente  tenga  jurisdicción 
»  para  conocer  y  fallar  enjuicio  sobre  la  infracción  que  mo- 

>  ti  va  el  reclamo. 

»  2.'  Que  la  infracción,  por  su  naturaleza,  autorice  la  entrega. 
»  3.*  Que  la  Nación  reclamante  presente  documentos,  que  según 

>  sus  leyes  autoricen  la  prisión  y  el  enjuiciamiento  del  reo. 

>  4.'  Que  el  delito  no  esté  prescripto  con  arreglo  á  la  ley  del 

»  país  reclamante. 

>  5.'  Que  el  reo  no  haya  sido  penado  por  el  mismo  delito  y  cum- 

»  plido  su  condena. » 

Votaron : 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 

En  discusión  el 

Artículo  20. 

«  La  extradición  ejerce  todos  sus  efectos  sin  que  en  ningún  caso 
»  pueda  impedirla  Ip  nacionalidad  del  reo.» 

El  Señor  Prats  se  opone  á  este  artículo,  aun  cuando  se  hace  cargo 
de  las  razones  que  lo  han  dictado,  pues  entiende  que  la  doctrina  que 
él  establece  es  aceptada  por  muchas  y  muy  buenas  autoridades,  pero 
en  cambio,  hay  muchas  también  y  mejores  que  la  rechazan. 

En  teoría,  dijo,  los  principios  de  jurisprudencia  autorizan,  hasta 
cierto  punto,  tal  disposición,  pero  no  dejan  de  haber  razones  podero- 
sas que  obran  en  contra;  y  es  por  eso  que  en  la  mayor  parte  de  los 
Tratados  celebrados,  se  reconoce  la  excepción  de  los  propios  nacio- 
Dales. 
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Citó  la  autoridad  de  Calvo,  el  cual  dice  que  todas  las  convenciones 
recientemente  celebradas  por  los  diversos  Estados  Europeos,  estable- 
cen esa  excepción . 

Terminó  expresando  que  Chile  ha  celebrado  varios  Tratados  en  los 
cuales  se  ha  admitido  el  mismo  principio,  al  cual  él  se  inclina.  Pidió 
en  consecuencia  la  supresión  de  dicho  artículo. 

El  Señor  Doctor  Caminos  expuso:  que  era  cierto  que  los  innumera- 
bles Tratados  celebrados  no  solamente  entre  Estados  Europeos,  sino 
también  entre  estos  y  los  de  América,  han  establecido  la  cláusula  de 
ano  extradición  de  los  propios  nacionales;  pero  este  principio,  agregó, 
que  se  ha  consagrado  en  el  Derecho  Europeo,  es  inaceptable,  no  solo 
bajo  el  punto  de  vista  del  derecho  y  de  la  justicia  en  general,  sino 
también  teniendo  presente  la  base  en  que  reposa  el  proyecto  en  dis" 
cusion. 

La  nacionalidad,  dijo,  depende  de  las  diversas  legislaciones  y  de 
distintas  causas,  estando,  ademas,  sujeta  á  muchas  contingencias. 

Un  peruano  comete  un  delito  en  el  Perú  y  mas  tarde  se  nacio- 
naliza como  argentino. 

En  este  caso,  se  tendría  que  el  Perú  no  podría  castigar  aquel  de- 
lincuente por  el  solo  hecho  de  haber  cambiado  de  nacionalidad. 

Esto,  como  se  vé,  tendería  á  consagrar  la  impunidad  de  un  delito, 
lo  que  en  principio  y  precisamente  para  los  fines  que  se  persiguen 
al  celebrar  esta  Convención,  no  puede  aceptarse  de  ninguna  manera 

Existe,  ademas,  una  razón  general  en  apoyo  del  principio  que  esta- 
blece el  artículo  en  discusión  y  es  la  de  que  los  mismos  Estados  en 
los  cuales  se  refugiasen  los  delincuentes  están  interesados  y  casi  obli- 
gados á  satisfacer  ó  á  auxiliará  la  justicia  extrangera. 

El  Señor  Prats  propuso  el  artículo  en  la  forma  siguiente: 

«  No  habrá  lugar  á  extradición  respecto  de  los  nacionales  asilados 
«  en  su  propia  patria.  » 

El  Señor  Doctor  Caminos:  la  modificación  indicada  por  el  Señor. 
Prats,  si  bien  pone  á  salvo  á  los  que  pudieran  tomar  otra  nacionalidad, 
en  cambio  deja  subsistente  el  principio  respecto  de  los  nacionales. 

El  Señor  Prats  dijo  que  tal  era  su  objeto. 

El  Señor  Doctor  Caminos  expresó:  que  eso  sería  destruir  el  princi- 
pio de  la  ley  territorial,  y  que  por  lo  tanto  insistía  en  aceptar  el  prin- 
cipio del  artículo. 

El  Señor  Prats  manifestó:  que  respetando  la  doctrina  y  el  principio 
que  sostienen  los  Señores  miembros  de  la  Comisión^  !jor  sw  '^'w^fc.^«^K«v• 
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te  no  estar  conforme  con  ellos,  y  opta  por  lo  que  establece  Calvo,  de 
conformidad  á  los  Tratados  ültimainente  celebrados  por  casi  todas  las 
Naciones  de  Europa  y  aún  de  América. 

El  Señor  Doctor  Caminos  expuso:  que  era  exacto  que  innumera- 
bles autores  d:fienden  la  doctrina  á  que  se  inclina  el  Señor  Prats, 
pero  la  Comisión,  dijo,  ha  creido  que  ella  es  inconsistente,  que  sus 
argumentos  no  tienen  base  fija,  considerados  bajo  el  punto  de  vista 
del  derecho  y  de  la  justicia  penal. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  6.5  p.  m. 

Ild.  García  Lagos 

Presidente, 

Roque  Saenz  PeSía 

Manl.  Quintana 

Sgo.    Vaca  -  Guzm  an 

Domingos  de  Andrade   Figueira 

Guillermo  Matta 

B .   Prats 

Benj.    Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.    M.    Gal  vez 

Gonzalo  Ramírez 


AiTA  MM.  17. 

SESIÓN  DEL  li  DE  DICIEMBRE  DK  18S8- 
Presidencia  del  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos . 

ElSTANDO  PRESKXTES: 

For  la  BepiMim  Argentina: 

El  Sbííor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Pe:^a; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana. 

Por  la  Bepública  de  Bolivia: 

El  Se:Sor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman. 

Por  el  Imperio  del  Brasil : 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figüeira. 

Por  la  RepiWica  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats. 

Por  la  Kejmblica  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

Por  la  Repuhlica  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez. 

Por  la  República  Oriental  del  Untgnay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 


La  Sesión  se  abre  á  las  3.15  p.  m. 

8e  leyó,  aprobó  y  firmó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

Continúa  la  discusión  del  ai*tículo  20  del  Tratado  de  Derecho 
Penal. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  dijo:  el  Señor  Miembro  Informante 
de  la  Comisión,  ha  dejado  contestadas  ampliamente  las  objeciones 
dirigidas  al  artículo  en  debate ;  pero  me  considero  obligado  á  expo- 
ner mis  propias  opiniones,  porque  al  combatir  el  privilegio  de  la 
nacionalidad,  cuando  se  quiere  rehusar,  fundado  en  él,  la  extradición 
del  delincuente,  me  he  separado  de  los  términos  de  la  ley  argentina, 
y  quiero  que  mi  Grobierno  pueda  conocer  en  oportunidad  los  mo- 
tivos determinantes  de  mi  voto,  y  de  mi  actitud  deliberada  y  con- 
ciente. 

Al  producirme  en  términos  contrarios  á  la  ley  nacional  de  extra 
dicion,  lo  hago  cediendo  á  un  criterio  jurídico  é  internacional,  que 
debe  presidir,  en  mi  concepto,  las  deliberaciones  del  Honorable  Con- 
greso; criterio  de  que  se  prescinde  con  frecuencia,  en  la  sanción  de 
leyes  de  carácter  interno,  por  mas  que  ellas  estén  llamadas  á  actuar 
en  la  vida  de  relación  de  los  Estados;  las  dificultades  surgen  y  se 
palpan  á  medida  que  se  siente  funcionar  el  engranaje  de  estos  me- 
canismos, que  complican  la  jurisdicción,  y  entonces  debemos  aco- 
meter su  mejoramiento  y  su  reforma,  libres  de  preocupaciones 
locales,  exento?  de  egoísmos  y  animados  de  miras  elevadas,  que  se 
inspiren  en  las  verdaderas  nociones  de  la  ciencia  jurídica. 

Son  tres  los  casos  que  puede  presentar  un  nacional,  en  los  delitos 
producidos  fuera  del  territorio  de  su  nación. 

Es  el  primero,  cuando  el  culpable  se  mantiene  ea  el  territorio  ex- 
tranjero donde  cometió  su  crimen;  es  el  segundo,  cuando  después 
de  delinquir,  el  reo  ha  buscado  asilo  en  un  tercer  Estado,  que  no  es 
el  de  su  origen,  pero  tampoco  el  del  delito;  el  tercer  caso,  que  en 
este  momento  nos  ocupa,  ocurre  cuando  el  culpable  se  ha  refugiado 
en  el  territorio  de  su  país  de  origen. 

La  solución  de  los  dos  primeros  casos,  no  ofrece  dificultad,  toda 
vez  que  hemos  votado  la  territorialidad  de  la  ley  penal ;  los  tribuna- 
les y  las  leyes  del  territorio  en  que  se  ha  delinquido,  tienen  y 
ejercen  una  competencia  indispuüible,  que  creo  haber  demostrado 
extensamente  en  el  informe  general;  pero,  en  el  caso  tercero,  cuan- 
do el  reo  se  ha  asilado  en  su  nación,  ¿deben  derogarse  estos  prin- 
cipios, por  efecto  del  vínculo  político  del  delincuente,  con  la  nación 
que  le  dio  origen  y  que  le  presta  asilo?  —  En  otros  términos  :  ¿  la 
extradición  y  la  cí»mpetencia  de  los  tribunales  del  crimen,  deben 
deponer  su  jurisdicción  originaria,  ante  la  nacionalidad  del  delin- 
cuente, cuando  es  su  propio  país  quien  le  dá  asilo  ? 


Yo  entiendo,  Señores,  que  este  raro  privilegio  de  la  nacionalidad, 
sustrayendo  al  culpable  del  locus  delicH,  perturba  todo  el  orden  de 
las  jurisdicciones,  y  ataca  el  principio  de  la  ley  territorial,  con 
menoscabo  déla  soberanía;  y  si  bien  es  cierto,  que  se  aduce  el 
interés  del  regnícola,  para  fundar  esta  excepción  perturbadora,  él 
no  puede  llevarnos  hasta  incurrir  en  estas  inconsecuencias  lamen- 
tables; máxime  si  se  recuerda,  que  no  se  defíende  propiamente  el 
interés  del  nacional,  sino  la  ventaja  del  culpable,  que  no  debe  tener 
nacionalidad  á  los  ojos  de  la  ley  penal. 

Yo  me  explico  el  personalismo  de  las  leyes,  cuando  él  se  funda  en 
un  interés  legítimo ;  me  explico  ese  estatuco  personal,  que  rige  la 
capacidad  civil  de  las  personas,  donde  quiera  que  se  hallen,  ^  me  lo 
explico  sin  justificarlo,  porque  si  bien  se  trata  de  una  protección 
innecesaria  en  los  tiempos  modernos,  ella  ampara,  por  fin,  intereses 
lícitos  y  honestos,  como  son,  á  no  dudarlo,  los  que  se  refieren  al 
ejercicio  de  los  derechos  civiles;  pero  esa  misma  protección,  inspi- 
rada en  actos  delictuosos,  y  protegiendo  á  malhechores  y  á  culpables, 
no  puede  fundarse  en  noción  alguna  jurídica  ni  moral ;  la  protec- 
ción se  explica  sobre  el  sujeto  de  un  derecho,  pero  de  ningún  modo, 
sobre  el  as.ente  de  un  delito. 

La  extradición,  por  otra  parte,  no  importa  juicio  ni  castigo;  tiene 
por  objeto  someter  al  delincuente  á  la  jurisdicción  del  delito,  repo- 
niendo las  cosas  al  estado  que  tenían  en  el  momento  de  su  consuma- 
ción, estable. 'iendo  que  la  fuga  no  altera  la  condición  legal  del  reo, 
ni  sirve  á  crear  una  complicidad  reprobada,  con  el  país  de  origen; 
este  principio,  pues,  fluye  lógica  y  naturalmente  del  derecho  inter- 
nacional moderno,  que  ha  consagrado  la  solidaridad  de  los  Estados, 
en  pro  de  la  justicia  y  en  contra  de  la  impunidad,  á  diferencia  de 
la  vieja  escuela,  que  amparaba  al  culpable  contra  las  exigencias  de 
la  justicia  social ;  no  podemos,  pues,  romper  este  pacto  de  solida- 
ridad universal,  en  nombre  de  un  vínculo  político,  que  no  agrava 
ni  atenúa  el  alcance  del  mal,  y  que  no  puede  atacar  la  jurisdic- 
ción originaria,  porque,  como  ha  dicho  muy  bien  el  Doctor  Ramírez 
en  su  notable  libro,  la  sociedad  castiga  al  agente  del  crimen,  como 

miembro  de  la  colectividad    social,  y  no  como  parte  de  tal  ó  cual 
colectividad  política;  no  se  procesa  al  belga,  al  francés  ni  al  austríaco, 

sino  al  ser    conciente  y  responsable  ante  los  tribunales  y  la  ley  en 

cuyo  territorio  delinquió. 

Se  dice,  en  apoyo  del  principio,  que  el  país  de  origen  no  pretende 
la  impunidad  del  regnícola,  sino  que  reclama  el  derecho  de  impo- 
nerle por  sí  mismo  el  castigo;  pero,  ¿cual  sería  la  ley  que  deter- 
minaría la  pena? 

¿Sería  la  del  mismo  país  de  origen?  Caemos  entonces  en  la  inconse- 
cuencia de  aplicar  una  ley  que  no  ha  sido  violada  ni  desconocida, 
por  los  actos  que  se  reprimen;  se  impone  una  pena  y  se  aplica  una 


ley,  á  la  que  el  regnícola  no  estaba  sometido,  en  el  momento  de 
delinquir,  toda  vez  que  se  hallaba  sujeto  á  la  jurisdicción  y  al  impe^ 
rio  del  territorio  del  delito ;  y  se  explica  fi&cilmente  toda  la  pertur- 
bación que  trae  consigo  esta  dualidad  de  soberanías,  pesando  al 
mismo  tiempo  sobre  un  mismo  sujeto;  esto  sin  contar  con  el  ataque 
que  se  lleva  á  la  independencia  de  un  Estad  \  castigando  delitos  y 
ejerciendo  actos  de  seguridad  y  represión,  que  corresponden  origina- 
riamente al  soberano  territorial. 

Si  se  aplican,  no  ya  las  leyes  de  la  nación  de  origen,  sino  las  leyes 
del  territorio  en  que  el  delito  se  produjo,  la  inconsecuencia  es  mas 
evidente  todavía,  porque  la  ley  penal  que  es  territorial  por  su  carác- 
ter, por  su  esencia  y  por  el  voto  unánime  del  Honorable  Congreso, 
vendría  á  salvar  las  fronteras  de  cada  Estado,  y  á  ser  aplicada  por 
jueces  extranjeros  que  se  sustituirían  á  los  jueces  naciouales,  lle- 
vando un  segundo  ataque  al  principio  de  la  soberanía;  la  ley  y  la 
nación  ultrajadas  no  habrían  tenido  en  (^l  caso  reparación  ni  desagra- 
vio; la  pena  tampoco  sería  ejemplar. 

Se  dice  que  la  entrega  de  un  nacional  es  un  acto  violento  y  re- 
pulsivo, pero  no  se  justifica  la  causa  determinante  de  estos  senti- 
mientos. 

¿Consiste  en  que  se  haga  justicia? 

¿  Consiste  en  el  ejercicio  de  las  soberanías  respectivas,  aunadas  en 
el  interés  moralizador  del  castigo? 

Nótese  bien,  que  yo  he  dado  por  establecida  la  conveniencia  y  la 
ventaja  del  regnícola,  en  ser  juzgado  por  el  país  de  origen:  no  he 
querido  discutir  el  punto  especiahiiente,  pero  me  sería  fácil  demos-  . 
trar  que,  en  muchos  casos,  se  encuentran  mas  ventajas  en  el  juicio 
de  los  tribunales  extranjeros,  y  entre  otros  se  nos  ofrece  aquel,  en 
que  la  pena  del  país  del  delito,  es  menos  grave  que  la  del  país  de 
origen ;  en  cuanto  á  la  imparcialidad  de  la  justicia,  la  condición  del 
extranjero,  se  ha  dicho  muy  bien,  inspira  sentimientos  protectores 
é  interesa  de  una  manera  favorable  la  benevolencia  de  los  jueces; 
pero  no  desearía  detenerme  sobre  estos  argumentos,  como  tampoco 
sobre  la  dificultad  de  esos  procesos,  tramitados  á  tres  mil  lejanas  del 
delito,  de  la  prueba  y  de  los  cómplices;  fáciles  ó  imposibles  estos 
últimos,  perjudicado  ó  beVieficiado  el  delincuente,  yo  necesito  solu- 
cionar el  |)unto  con  los  [)rincipios  legales  y  con  el  interés  de  los 
Estados,  no  de  modo  alguno  con  la  ventaja  de   los  malhechores. 

¿  De  donde  nace,  repito,  esa  repulsi  »n  á  la  entrega  del  regnícola 
qne  ha  delinquido? 

¿Acaso  los  Estados  signatarios  del  presente  Traüid^,  no  nos  ofre- 
cen garantías,  en  la  organización  de  sus  tribunales  ó  en  los  preceptos 

de  su  legislación  penal? 
¿  Habremos  constituido  un  Congreso  Internacional  paní  defender- 


nos  unos  Gobiernos  de  otros,  sustrayéndonos  los  propios  delincuentes, 
por  un  sentimiento  injustificado  de  desconfianza  }'  de  temor? 

Semejantes  sentimientos  nos  demostrarían  que  la  ciencia  del  De- 
recho Internacional  Privado,  no  ha  completado  todavía  la  evolución 
de  sus  progresos,  j  que  el  viejo  sentimiento  de  hostilidad  y  de  ren- 
cor, que  la  historia  nos  descubre  en  el  corazón  de  los  pueblos 
antiguos,  ha  sido  sustituido  [lor  desconfianzas  invencibles  y  por  reser- 
vas que  ellas  se  inspiran. 

Si  hay  un  Estado,  cuya  justicia  no  nos  merece  confianza,  debiéra- 
mos empezar  por  denegarle  la  celebración  de  todo  pacto;  no 
debiéramos  entregarle  los  nacionales  refugiados,  pero  tampoco  per- 
mitirle el  jui  cío  de  los  mismos,  cuando  se  han  mantenido  en  el  territo- 
rio del  delito. 

¿  Acaso  la  evasión  altera  en  forma  alguna  el  vínculo  de  la  nacio- 
nalidad V  la  condición  iurídica  del  reo? 

¿  Acaso  la  fuga,  fortifica  los  deberes  de  la  nación  de  origen,  y  los 
hace  mas  imperiosos  y  exigibles  que  cuando  el  culpable  se  mantiene 
bajo  la  espada  de  esa  justicia  corrompida  ó  absurda? 

Hay  mas;  no  es  solo  el  nacional  el  que  debe  ser  rehusado,  sino 
también  el  extranjero,  que  ha  buscado  libremente  las  garantías  que 
le  acuerdan  nuestras  leyes,  y  á  quien  lo  extraemos  del  suelo  nacio- 
nal, para  entregarlo,  privado  de  su  libertad,  á  una  justicia,  que  la 
rechazamos  para  nosotr«»s  mismos,  como  contrariad  toda  filosofía  y  á 
todo  scntimieuto   humanitario. 

La  lógica  de  estas  desconfianzas  nos  llevarían,  repito,  á  imponerla 
\ey  de  orígon  sobre  todos  los  nacionales,  aún  sobre  los  que  se  en- 
cuentran en  poder  de  los  tribunales  extranjeros;  y  sería  curioso,  dice 
muy  bien  Heruard,  queeljiaís  de  origen,  j)idiera  la  entrega  del  cul- 
pable, al  |)aís  en  que  delinquió;  esto  seria,  agrega  el  distinguido 
publicista,  invertir  todas  lius  nociones  de  la  extradición,  pidiendo  aun 
Estado  la  entrega  del  delincuente  en  nombre  de  la  nacionalidad,  y 
acordándola  el  otro  con  vejamen  de  su  soberanía. 

El  Señor  Plenipotenciario  por  Cliile  ha  citado  un  autor  que,  sino 
aboga  por  su  tesis,  hace  saber  al  Honorable  Congreso,  que  la  mayoría 
de  los  tratados  están  en  favor  del  privilegio;  pero  contra  el  hecho 
que  enuncia  el  Señor  Calvo  y  (]ue  es  de  todos  conocido,  se  oponen- 
autoridades  científicas  como  Weiss,  Billot,  Bernard  y  tantos  otros, 
que  se  anticipan  al  argumento  del  Honorable  Plenipotenciario  de 
Chile,  y  le  contestan  que  hay  en  efecto,  en  favor  de  este  privilegio, 
muchos  mas  frotados,  que  razones  jurídicas. 

Me  sorprende,  por  otra  parte,  que  el  Honorable  Plenipotenciario 
por  Chile,  muestre  tanta  admiración  por  los  tratados  que  ha  celebra- 
do la  Europa,  cuando  en  otros  momentos  se  ha  manifestado  tan  des- 
deñoso con  los  ejemplos  déla  Francia,  de   la  Italia,  de^la  Bélgica  y 
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demás  Estados  Europeos,  que  tuve  el  honor  de  recordarle,  pora  fun- 
dar el  derecho  de  expulsión, — entonces  el  Honorable  Plenipotenciario 
apartaba  de  ellos  su  mirada,  para  dirigirla  sobre  América  y  muy 
especialmente  sobre  Chile;  hoy  prescinde,  el  Señor  Plenipotenciario, 
de  la  América,  y  busca  en  el  viejo  mundo  los  principios  áseguir;pero 
el  principio  que  sostiene  la  Comisión,  se  practica  en  ambos  conti- 
nentes, como  me  será  fácil  probarlo;  la  Inglaterra  entrega  los  subdi- 
tos británicos  á  la  España,  si  bien  ésta  no  le  entrega  los  peninsulares; 
los  Estados  Unidos  del  Norte  se  cambian  los  prófugos  con  la  Ingla- 
terra, y  la  República  Argentina  ha  hecho  igual  cosa  con  la  Oriental 
del  Uruguay;  la  Francia  entregó  sus  subditos  bajo  Luis  XIV,  y  Na- 
poleón I  dio  un  decreto,  que  lo  tengo  á  la  mano,  fijando  el  procedi- 
miento para  la  entrega  de  los  subditos  franceses. 

Los  ejemplos  citados  nos  demuestran,  que  esta  cuestión  no  puede 
resolverse  con  sentimientos  de  orgullo  ni  de  egoismo  nacional;  la 
Inglaterra  ha  llevado  hasta  el  extrerno,  ese  sentimiento  que  en  el  sub- 
dito inglés  tócalos  límites  de  la  arrogancia  y  la  soberbia;  la  Francia, 
bajo  Napoleón  I,  no  estimaba  nienos,  una  nacioualidad  (|ue  se 
confundía  con  la  gl  »ria;  los  Estados  Unidos  del  Norte,  la  República 
Argentina  y  la  Oriental,  abrigan  esos  nobles  sentimientos,  que  levan- 
tan el  espíritu  del  Honorable  Plenipotenciario  de  Chile;  pero  los 
Estados  que  se  citan,  no  hacendé  la  protección  de  los  culpables,  una 
cuestión  de  dignidad  nacional;  creen  al  contrario,  que  el  honor  de  la 
nación  está  interesado  en  la  represión  de  los  delitos  que  mancillan  la 
ciudadanía,  exponiéndola  en  la  vergüenza  de  las  estadísticas  del  cri- 
men; y  creen  (jue  la  bandera  que  es  el  símbolo  de  la  nacionalidad,  debe 
extenderse  sobre  sus  buenos  hijos  y  no  sobre  malhechores  y  oul[)ables, 
que  buscan  la  impunidad  en  una  protección  inmerecida  y  re- 
probada. 

El  Señor  Plenipotenciario  por  Chile,  que  votó  en  contra  del  artícu- 
lo 1."  de  este  proyecto,  por  considerarlo  redundante,  afirmando 
que  él  estaba  escrito  en  la  legislación  de  Chile  y  en  casi  todas  las 
de  la  América  del  Sud,  no  guarda  á  mi  juicio  perfecta  cousecuencia, 
al  votar  en  contra  del  que  se  discute. — Si  la  ley  chilena  es  territorial 
y  aplica  al  reo  la  ley  del  país  en  que  delinquió,  con  prescindencia 
de  la  nacionalidad  del  agenie,  de  la  victima  ó  del  dumnificadu,  según 
lo  afirma  el  Honorable  Plenipotenciario  ¿como  puede  sustentar  hoy, 
el  privilegio  de  la  nacionalidad  del  agente,  para  arrancarlo  de  esa 
jurisdicción,  que  la  ley  chilena  reconoce  y  á  la  que,  el  Hononible 
Plenipotenciario  quiere  sujetarse? 

Se  dirá  tal  vez  que  aquel  principio  determina  la  jurisdicción,  y  éste 
impone  la  entrega  del  nacional  culpable;  pero  no  puede  suponerse 
que  las  jurisdicciones  se  reconocen  y  declaran,  para  sustraerles   al 
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mismo  tiempo  los  reos;  declarar  una  jurisdicción  y  no  someterle  los 
culpables,  vale  tanto  como  no  declarar  ninguna;  la  extradición,  no  es 
sino  el  instrumento  de  Ja  jurisdicción,  despojaría  de  él,  es  volvería 
inútil  y  contradictoria. 

Contestadas  las  observaciones  del  Señor  Plenipotenciario  de  Chile, 
debo  haceriíie  carj^o  de  las  presentadas  por  el  Honorable  Represen- 
tante del  Brasil;  él  ha  afirmado  combatiendo  el  proyecto  en  general, 
que  la  Constitución  del  Imperio  prohibe  ásu  Gobierno  la  entrega  de 
los  subditos  brasileros.  Debo  manifestar  á  mi  Honorable  Colega,  el 
ilustre  Representante  del  Hrasil,  que  he  leido  cuidadosamente  la 
Carta  del  Imperio,  como  todas  las  reformas  que  so  le  han  introducido 
desde  182i3  hasta  la  fecha,  y  puedo  asegurar  al  Honorable  Congreso, 
que  no  he  tenido  la  fortuna  de  encontrar  el  artículo  citado  por  el  ilus- 
trado Plenipotenciario. 

El  Honorable  Representante  del  Imperio,  puede  aducir  leyes  de 
carácter  interno,  que  se  opongan  á  los  principios  que  sostengo,  pero 
puedo  afirmar,  que  le  será  imposible  apoyarse  en  la  Constitución  de 
su  país,  para  negar  su  asentimiento  al  artículo  que  discutimos. 

En  materia  de  garantías  y  de  derechos  individuales,  la  Constitución 
del  Brasil  dice  menos  que  la  Constitución  Argentina,  pero  no  dice 
mas,  y  yo  estoy  dentro  de  la  Carta  Fundiimental  de  mi  Nación  al 
sostener  el  artículo  que  debatimos,  como  lo  estaría  el  Honorable  Ple- 
nipotenciario del  Imperio,  si  (|uisiera  prestar  sfi  valioso  concurso  al 
Tratado  do  (jue  nos  ocupamos. 

Yo  sé,  Señores  Plenipotenciarios,  que  sostengo  en  este  momento,  las 
ideas  y  los  principios  del  porvenir;  yo  sé  que  el  sentimiento  de  la  na- 
cionalidad, perturba  lamentablemente  la  noción  jurídica  que  debe 
presidir  el  orden  de  las  jurisdicciones  y  de  la  soberanía;  pero  pienso 
con  Weiss,  con  Bernard  y  con  los  tratadistas  modernos  mas  aventaja- 
dos, que  los  pactos  internacionales  han  de  volver  sobre  los  verdaderos 
principios,  aclamándolos  como  a  última  palabi*a  del  Derecho  Inter- 
nacional Privado. 

Para  terminar,  voy  á  permitirme  repetir  las  palabras  que  Julio 
Favre  pronunciíiba  en  el  Cuerpo  Legislativo  Francés,  y  que  tan  bien 
interpretan  las  opiniones  que  sostengo,  si  bien  no  hago  mia  la  energía 
de  concepto  con  que  ataca  á  sus  adversarios:  <  Es  á  mi  juicio,  una 
preocupación  estrecha,  mezquinado  nacionalidad,  dice,  el  pretender 
que  la  extradición  no  puede  tener  lugar  sino  en  circunstancias  de- 
terminadas. La  extmdition,  estad  seguros,  Señores,  será  la  última 
palabm  de  esta  lucha  entre  principios  contradictorios,  por  tanto  tiem- 
po divididos,  y  que  acabarán  por  confundirse  en  un  sentimiento  co- 
mún de  justicia.» 

He  dicho. 


El  Sefior  Prats  manifestó :  que  al  impugnar  el  artículo  en  discu- 
sión tuvo  la  complacencia  de  reconocer  las  razones  jurídicas  y  de 
diverso  orden  que  sin  duda  habían  inducido  á  la  Comisión  á  pro- 
ponerlo. 

No  lie  negado,  agregó,  los  principios  de  jurisprudencia  que  se  ha- 
yan tenido  en  cuenta  para  apoyarlo. 

Siente  á  su  vez  que  no  se  le  haya  reconocido  también  por  los 
Honorables  miembros  de  la  Comisión,  el  derecho  que  ha  tenido  para 
combatirlo,  fundado,  no  como  se  ha  creído  en  un  espíritu  estrecho 
de  egoísmo  y  menos  de  desconfianza,  sino  en  los  motivos  que  ex- 
pu.^o  en  la  Sesión  anterior. 

El  Sefior  Doctor  Saenz  Peña  no  desearía  de  ninguna  manera, 
dijo,  ofender  la  susceptil)il¡dad  de  su  Honorable  Colega  el  Señor  Prats, 
á  quien  debe  explicar  el  alcance  de  sus  palabras. 

Expresó:  que  al  mencionar  ese  sentimiento  de  desconfianza,  se 
ha  referido  al  argumento  que  hacen  valer  todos  los  autores  que 
combaten  el  principio  por  él  defendido,  y  de  ninguna  manera  al  es- 
píritu con  que  el  Señor  Prats  lia  sostenido  sus  ideas  con  perfecto 
derecho. 

Observó,  ademas,  que  lu  palabra  estrecho  solo  la  híibía  empleado  al 
citar  líis  de  Julio  Favre,  que  acababa  de  leer. 

El  Señor  Prats  acepta  y  agradece  la  explicación  del  Señor  Doctor 
Saenz  Peña;  pero  debe  mantener,  dijo,  sus  ideas  sobre  el  j)articular, 
negando  también  (jue  no  haya  razones  filosóficas  muy  poderosas  que 
apoyen  la  doctrina  que  sostiene,  desde  que  la  gran  mayoría  de  las  na- 
ciones V  de  los  autores  la  susítMitan. 

Agregó:  que  era  '_*1  primero  en  a[)lau(l¡r  al  Señor  Plenipotenciario 
Doctor  Saenz  Peña  cuando  dice:  <  para  mí  vahí  mas  una  razón,  mi 
razón,  que  todos  los  Tratados.  » 

Efectivamente,  cree  que  valen  mas  nizones  que  autores;  pero  cree 
también  que  vale  la  pena  de  tomarlos  en  cuenta,  cuando  se  venti- 
lan cuestiones  de  derecho  y  de  jurisprudencia. 

La  propia  razón,  el  propio  criterio, á  que  el  Honorable  Señor  Doc- 
tor Saenz  Peña  y  el  que  habla  tributan  el  debido  homenaje,  acon- 
seja creer  quecuan<io  los  Iv  tados  han  adoptado  casi  uniformemente 
una  regla  de  conductji,  esa  regla  tiene  razón  de  ser. 

Y  tan  cierto  es  que  la  tiene  en  el  presente  caso,  la  que  discutimos, 
que  se  inclina  á  creer,  agregó,  (jue  la  fniternidad  misma,  la  cordia- 
lidad entre  las  naciones  aquí  representadas  les  aconseja,  á  su  juicio, 
establecer  excepción  en  favor  de  sus  nacionales. 

Todos  sabemos  que  los  tribunales  de  justicia,  por  mas  rectos  é 
lustrados  que  sean,  no  están  exentos  de  críticas  malévolas,  y  aún  de 
imputaciones  calumniosas. 
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Los  que  pierden,  y  particularmente  en  causas  criminales,  atribu- 
yen su  pérdida  á  ignorancia  del  juez,  á  parcialidad,  á  malquerencia. 

Ahora  bien:  si  esto  sucede  en  el  propio  suelo  ¿que  no  sucederá, 
respecto  de  los  jueces  extranjeros? 

Que  algunas  sentencias  condenatorias  se  dicten  por  los  tribuna- 
les de  alguna  de  las  Naciones  aquí  representadas  contra  subditos  de 
otra,  y  veremos  como  son  juzgados  por  el  pueblo.  La  susceptibilidad 
nacional  se  sentiría  herida,  y  no  faltiiría  quienes  atizaran  la  dis- 
cordia. 

Los  resultados  serian  negativos. 

Añadió:  que  á  su  juicio  bien  ha  podido  ser  este  el  motivo  por  que 
en  algunos  tratados  se  haya  estipulado  la  no  entrega  de  los  nació- 
nales. 

Expuso  también  que  nada  estaba  mas  distante  de  su  ánimo  que 
desconfiar  de  la  rectitud  de  los  tribunales  de  las  naciones  represen- 
tadas en  el  Congreso,  tanto  mas  cuanto  que  perteneciendo  á  la  ma- 
gistratura de  su  país,  sabe  que  los  tribunales  no  se  inspiran  sino  en 
los  priccipios  de  la  justicia.  Pero  esto  no  está  en  el  espíritu  de  las 
gentes,  ajenas  al  manejo  de  los  negocios  judiciales. 

Significó:  que  el  Señor  Doctor  Saenz  Peña  y  el  Miembro  Infor- 
mante de  la  Comisión  le  habían  ahorrado  el  trabajo  de  mencionar 
los  innumerables  Tratados  y  las  opiniones  de  los  autores  que  susten- 
tan el  principio  que  él  defiende,  desde  (jue  han  reconocido  el  hecho. 

Hay,  dijo,  ademas,  en  los  negocios  de  jurisprudencia,  como  en 
otros,  ciertas  verdades  de  sentimiento  (jue  es  necesario  respetar: — 
los  principios  severos  de  jurisprudencia  inducen  indudablemente  á 
castigar  á  todos  los  culpables,  cualesquiera  que  ellos  sean,— á  todos 
los  que  contribuyen  á  la  ejecución  del  crimen,  á  los  que  amparen 
á  los  delincuentes,  ó  los  oculten,  etc.  No  obstante  esto,  en  todos  los 
Estados  se  exime  de  responsabilidad  al  padre  respecto  del  hijo:  no 
hay  encubrimiento  cuando  le  oculta  y  no  lo  entrega  á  la  justicia.  El 
padre,  en  este  caso,  no  es  reo  de  pena;  sin  embargo,  de  que  hablan- 
do jurídicamente  el  hecho  es  poco  correcto,  porque  la  justicia  debe 
hacerse  siempre,  castigando  al  culpable.  Así  pues,  en  idéntica  cir- 
cunstancia se  encuentra  el  Estado:  no  se  entrega  con  las  mismas  fa- 
cilidades á  un  nacional  que  á  un  extnuijero,  porque  las  situaciones 
son  diversas. 

Obligará  un  padre  á  entregar  á  su  hijo  es  imponerle  una  pena, 
un  pesar  incomparable;  por  esto  no  lo  establece  la  ley,  y  sí  el  deber 
de  no  ocultar  á  otro  delincuente  cualquiera. 

Manifestó:  que  no  pretendía  establecer  de  una  manera  absoluta  la 
paridad  de  estos  casos,  sino  dejar  consignado  que  hay  verdades  de 
cierto  sentimiento  que  es  necesario  respetar,  y  que  se  tocan  estos 
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dos  principios  de  jurisprudencia  reconocidos  en  todas  las  legislacio- 
nes: el  amparo  de  los  hijos  y  hermanos,  y  el  amparo  de  los  n<»cio- 
nalcs. 

Terminó  expresando  que  prefería  mantener  esta  doctrina,  que  ha 
sido  aceptada  en  alj^uaos  tratados  que  ha  celebrado  su  país,  y  que 
^a  vé  sustentada  por  la  ^ran  mayoría  de  las  Naciones  y  de  los  au- 
tores, y  en  virtud  también  de  las  razones  que  ha  aducido,  que  tien- 
den precisamente  á  la  conservación  de  la  armonía  y  de  la  cordiali- 
dad de  las  relaciones  entre  los  Estados. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Fij^ueira  juz<^a  de  su  deber  interve- 
nir en  el  debate  para  corresponder  á  la  invitación  que  se  le  acaba  de 
hacer.  Confírma  la  proposición  anteriormente  emitida  de  qne  por 
la  legislación  actual  del  Brasil,  ol  Gobierno  no  [)odría  consentir  en 
la  extradición  del  nacional  en  un  Tratado  internacional,  ya  porque 
en  los  términos  del  artículo  179  de  su  Constitución,  que  garante  la 
inviolabilidad  de  los  derechos  civiles  y  políticos  de  los  ciudadanos 
brasileros,  teniendo  por  base  la  libertad,  la  seguridad  individual  y 
la  propiedad,  §  1/,  ningún  ciudadano  |)uede  ser  obligado  á  hacer  ó 
dejar  de  hacer  alguna  cosa  sino  en  virtud  de  la  ley,  ya  porque»  en  los 
términos  del  parágrafo  6."  les  está  garantido  el  derecho  de  conser- 
varse en  el  seno  del  Imperio  como  les  convenga;  considerándose  la 
expulsión  del  nacional  fuera  del  territorio  como  efecto  de  la  pena  de 
extrañamiento  que  hace  perder  U)s  derechos  de  ciudadano  brasilero 
en  los  términos  del  artículo  7."  parágrafo  3.**  de  la  citada  Constitu- 
ción, y  de  la  disposición  correlativa  del  respectivo  Código  Criminal. 
Tal  ha  sido  la  inteligencia  dada  en  el  país  á  los  textos  de  su  Cons- 
titución, que  solamente  en  los  casos  graves  y  especiales  de  que  trata 
el  parágrafo  35  del  citado  artículo  170  permite  la  suspensión  de  la 
garantía  constitucional,  por  tiempo  dííterminado  y  mediant*^.  las  pre- 
cauciones allí  establecidas. 

Bien  lejos,  dijo,  de  haber  ley  facultando  al  Gobierno  para  acordar 
la  extradición  del  nacional,  [)or  delito  cometido  en  país  extranjero, 
hay  por  el  contrario  ley  que  implícitamente  le  niega  dicha  facultad, 
tal  es  la  de  4  de  Agosto  de  1875,  que  hace  castigar  al  nacional  por 
crímenes  cometidos  en  país  extranjero  y  por  los  cuales  podría  recla- 
marse su  extradición  al  Gobierno  del  Brasil.  Así,  pues,  la  extmdi- 
cion  de  éste  no  tendría  razón  de  ser,  quedando  á  la  Nación  perjudica- 
da por  el  crimen,  el  derecho  perfecto  de  exigir  su  castigo,  según  los 
términos  de  la  ley  brasilera,  que  no  es  es[)ecial  del  país,  sino  repro- 
ducción de  la  legislación  casi  universal  de  los  pueblos  civilizados. 

La  disposición  del  artículo  20  que  se  discute,  no  puede  interesar 
al  Gobierno  que  él  representa,  imposibilitado  de  aceptarla  en  vista 
de  su  legislación  y  menos  aun  sin  permiso  legislativo. 

Sin  embargo,  no  le  parece  en  tesis  general,  tan  infundada  como  al 
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Señor  Plenipotenciario  que  le  ha  precedido  en  el  uso  de  la  palabra 
la  negativa  de  los  gobiernos  á  la  extradición  de  sus  nacionales  y  á 
entregarlos  á  las  autoridades  del  Estado  en  cuyo  territorio  cometie- 
ron el  delito,  sobre  todo  cuando  el  país  de  origen  castiga  el  crimen 
cometido  en  el  extranjero  por  sus  nacionales. 

Tal  regla,  aún  hoy  generalmente  reconocida  y  constantemente 
practicada  entre  las  Naciones,  se  funda,  por  una  parte  en  la  pro- 
tección especial  que  cada  pi»ís  debe  á  sus  hijos,  y  por  otra,  en  el 
derecho  que  le  asiste  de  averi'j:uar  si  la  justicia  penal  del  Estado 
que  pide  la  extradición,  ofrece  garantía  suficiente  de  imparciali- 
dad y  de  civilización. 

Que  á  los  derechos  especiales  que  la  Patria  tiene  sobre  sus  hi- 
jos deben  corresponder  obligaciones  especiales  en  cuanto  á  su 
protección,  —  es  un  punto  que  no  puede  admitir  contestaciones  ni 
ante  la  razón  ni  ante   la   historia. 

Tal  protección  puede  obstar  á  que  el  país  de  origen  entregue 
su  nacional  en  determinadas  circunstancias;  y  así  se  explica  la  ne- 
gativa de  las  naciones  al  totiiar  á  este  respecto,  obligación  positi- 
va y  precisa  por  tratados  internacionales,  así  como  es  explicable 
también,  la  prohibición  impuesta  por  varias  legislaciones  de  los 
pueblos  mas  cultos.  La  impunidad  que,  en  casos  especiales  po- 
dría resultar  de  ahí,  está  corregida  por  la  doctrina  que  también 
hoy  generalmente  reconocen  y  practican  las  legislaciones  de  casi 
todas  las  naciones,  es  decir,  la  del  castigo  de  los  crímenes  come- 
tidos en  el  extranjero  por  sus  nacionales.  La  competencia  para 
el  castigo  no  puede  ser  seriamente  contestada,  visto  que  ella  es 
obra  y  hechura  del  legislador,  que  tanto  la  puede  fundar  en  la 
división  territorial,  como  en  la  especialidad  de  las  causas,  según 
el  interés  del  orden  público. 

Menos  puede  obstar  el  carácter  territorial  de  la  ley  penal,  que 
no  puede  entenderse  en  el  sentido  exclusivo  de  excluir  los  crí- 
menes |)erpetrados  fuera  del  territorio,  sino  solamente  en  el  sen- 
tido de  no  [loderse  aplicar  sino  dentro  del  país,  siendo  por  tanto 
aplicable  dentro  de  él,  á  aquellos  crímenes. 

La  ley  penal  es  tan  territorial  como  la  ley  civil,  como  la  de  las 
jurisdicciones  y  de  proct^dimiento  de  cada  país:  y  sin  embargo, 
no  se  contesta  que  estiis  produzcan  efectos  internacionales  ó  rijan 
actos  practicados  fuera  del  país:  negarlo  sería  destruir  por  su  base 
el  Derecho  Internacional  Privado.  La  reciprocidad  de  las  legisla- 
ciones internas  de  cada  país,  cuya  importancia  en  este  asunto  in- 
sistirá siempre  en  encarecer,  asegura  el  concurso,  el  asentimiento 
y  la  adhesión  formal  de  todos  los  Estados  á  una  regla  común  para 
dirimir  los  conflictos  interniicionales  de  sus  leyes,  y  excluyen 
toda  suposición  de  usurpación. 
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No  es  en  una  mera  sospecha  de  la  justicia  penal  extranjera,  como 
le  parece  al  Señor  Plenipotenciario  preopinante,  que  se  funda 
la  negativa  de  la  extradición  en  debate,  sino  en  la  oblij^cion  in- 
contestable que  asiste  á  cada  país,  á  quien  se  requiere  la  extradi- 
ción, aun  del  extranjero  asilado  en  su  territorio,  de  averiguar  si 
la  justicia  penal  del  Estado  reclamante  ofrece  las  indispensables 
garantías,  tanto  en  el  proceso,  como  eo  la  naturaleza  y  grados  de 
las  penas.  Semejante  obligación,  se  hace  aún  mas  rigurosa,  tra- 
tándose del  nacional  á  quien  la  patria  debe  especial  protección. 

También  correspondería  al  Estado  reclamado  verificar  las  institu- 
ciones judiciales  del  país  reclamante,  que  no  pueden  dejarse  de 
tomar  en  consitieracion  al  ejercer  cada  país  el  derecho  de  conce- 
der la  extradición.  No  hay  duda  que  la  presunción  general  es 
que  cada  país  tiene  la  mas  regular  administración  de  justicia,  pero 
también  es  cierto  que  por  circunstancias  locales  y  de  ocasión» 
por  motivo  de  conmociones  iuteruíts,  ó  de  guerras  externas,  de  las 
cuales  desgraciadamente  resultan  odios  profundos  entre  los  pueblos, 
la  administración  de  justicia  interna  está  expuesta  á  sufrir  eclip- 
ses. En  estas  condiciones,  no  puede  escapar  á  la  prudencia  de  un 
Congreso  político  que  se  reúne  para  íijar  reglas  de  conducta 
internacionales,  la  consideración  de  atender  á  la  posición,  derecho 
y  obligación  de  la  nación  reclamada,  de  conceder  ó  negar  la  ex- 
tradición pedida,  según  la  apreciación  de  las  circunstancias,  no  obli- 
gando á  asumir  por  un  Tratado,  un  compromiso  preciso,  positivo 
y  práctico,  que  en  el  estado  actual  de  la  civilización  de  los  pue- 
blos, ni  dejaría  de  ser  arriesgado  ni  tendría  el  apoyo  indispensable 
de  una  fuerte  doctrina  generalmente    aceptada. 

Concluyó  manifestando  que  solamente  estaría  de  acuerdo  con  la 
extradición  del  nacional,  cuyo  país  no  castigase  el  crimen  por  él 
perpetrado  en  el  extranjero;  y  esto  en  el  interés  de  la  solidaridad 
de  las  sociedades  en  la  represión  penal,  asunto  de  capital  impor- 
tancia, y  del  cual,  con  razón,  tanto  se  ocupó  el  Señor  Plenipoten- 
ciario preopinante.  No  así  con  relación  á  aquellas  naciones  que, 
concillando  todos  los  derechos  y  todos  los  intereses  generales  y  de 
humanidad,  tanto  como  nacionales  y  políticos,  no  promueven 
menos  eficazmente  la  solidaridad  internacional  en  la  represión  de 
los  crímenes,  castigando  por  sus  legislaciones  internas,  aún  los  co- 
metidos fuera  del  país. 

Se  pasa  á  cuarto  intermedio. 

Continúa  la  Sesión. 

El  Señor  Doctor  Q»  jntana  dijo :  no  abrigo  la  intención  de  exa- 
minar bajo  todos  sur.  aspectos  la  cuestión  trabada,  desde  la  última 
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sesión,  á  propósito  del  artículo  20  del  proyecto  de  la  Comisión  de 
Derecho  Penal.  Sería  una  tarea  superfina,  y  sobre  todo  arriesga- 
da, después  del  luminoso  discurso  de  mi  distinguido  colega  por  la 
República  Argentina.  El  la  trató  á  ftjndo,  aduciendo  en  favor  del 
artículo  observaciones  concluyentes  y  autoridades  irrecusables. 
Tomando,  pues,  la  discusión  á  la  altura  en  que  se  halla,  solo  me 
ocuparé  de  rebatir  suscintamente  las  principales  consideraciones 
invocadas  por  el  digno  Representante  del  Brasil  para  aconsejar- 
nos, tan  oficiosa  como  decididamente,  que  desechemos  el  artículo 
en  debate. 

Por  mi  parte,  entendí  también  que  el  Señor  Plenipotenciario,  á 
quien  tengo  el  honor  de  contestnr,  había  manifestado  con  insisten- 
cia que  la  Constitución  del  Imperio  prohibía  categóricamente  la  ex- 
tnidicion  de  sus  nacionales.  Demostrado  lo  contrario,  por  mi  cole- 
ga el  Doctor  Saeuz  Peña,  el  Señor  Plenipotenciario,  á  falta  de  un 
texto  expreso  en  su  apoyo,  se  limita  á  responder  que  la  prohibi- 
ción fiuye  del  espíritu  del  instrumento  y  termina  declarando  que 
la  dificultad  es  mas  legal  que  constitucional.  Las  constituciones  de 
todos  estos  países  contienen  declaraciones  análogas  á  las  de  la 
Constitución  del  Brasil,  sin  que  nadie  haya  creído,  ni  por  un  ins- 
tante, que  de  ellas  pudiera  derivarse  la  proposición  sustentada  por 
el  Señor  Plenipotenciario.  Mus,  ya  que  él  mismo  prefiere  ahora 
colocarse  en  el  terreno  puramente  legal,  sería  inoficioso  y  hasta 
incorrecto  insistir  sobre  el  argumento  constitucional  así  abandona- 
do por  el  Señor  Plenipotenciario. 

Felizmente  la  oposición  á  entregar  los  nacionales  es  todavía  me- 
nos sostenible  del  punto  de  vista  legal.  Negando  de  nuevo  que 
la  verdadera  misión  de  esta  augusta  Asamblea  se  reduzca  á  con- 
sagrar las  preícripciones  de  leyes  internas  ó  á  suplir  sus  vacíos, 
diré  una  vez  mas  que  su  mandato  sería,  bajo  tales  supuestos,  in^ 
necesario  ó  irrealizable.  Innecesario,  si  las  leyes  fuesen  comple- 
tas é  idénticas;  porque  el  derecho  interno  se  habría  entonces 
anticipado  al  externo.  Irrealizable,  si  fueran  incompletas  ó  discon- 
formes; porque  las  estipulaciones  indispensables  ó  admisibles  para 
los  unos  resultarían  ociosas  ó  inaceptables  para  los  otros.  Por  lo 
demás,  la  competencia  de  una  ley  contra  un  tratado  es  absoluta- 
mente insostenible;  puesto  que  el  tratado,  ademas  de  revestir 
carácter  legal,  constituye  al  mismo  tiempo  un  pacto  de  orden  in- 
ternacional. Así  sucede  por  lo  meaos  en  la  República  Argentina, 
donde  un  artículo  de  la  Constitución  establece  la  preeminencia  de 
los  tratados  sobre  las  leyes  puramente  internas. 

No  será,  sin  duda,  cómoda  la  situación  de  un  Plenipotenciario 
invitado  á  negociar  sobre  bases  opuestas  á  las  de  sus  leyes 
patrias  ó  adherir  á  cláusulas  que  no  guarden  armonía  con  ellas; 
pero  esa  es  una  cuestión  puramente   personal,  que   solo  á    él    in- 
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cumbe  resolver,  de  acuerdo  cou  las  instrucciones  de  su  gobierno  y 
con  sus  convicciones  personales.  Cuando  sus  instrucciones  se  lo 
prohiban  ó  sus  convicciones  se  lo  impidan,  es  evidente  que  su  de- 
ber lo  inducirá  á  rehusar  la  invitación.  Por  el  contrario,  cuando 
sus  instrucciones  se  lo  permitan  y  sus  convicciones  se  lo  aconse- 
jen, es  también  evidente  que  su  deber  lo  inducirá  á  aceptarla. 
En  ambos  casos,  su  actitud   será  igualmente  digna  y  respetable. 

Los  Plenipotenciarios  Argentinos  abonarnos  estas  ideas  con  nues- 
tra conducta.  Aún  cuando  nuestra  ley  general  de  extradición, 
bien  moderna  por  cierto,  puesto  que  data  del  85,  rehusa  la  entre- 
ga de  los  nacionales,  no  hemos  vacilado  en  admitirla  y  defenderla; 
porque  nuestras  instrucciones  nos  dejan  amplia  libertad  para  adhe- 
rir á  todo  lo  que  tienda  á  estrechar  los  vínculos  fraternales  que 
felizmente  ligan  á  estos  i)uel)los  y  porque  reputanios  la  entrega 
mas  política,  mas  científica  y  mas  ni  oral  que  la  negativa,  como 
también  la  reputaba  el  Señor  Plenipotenciario,  cuyos  conceptos  me 
complaceré  siempre  en  recordar. 

El   Señor  Doctor  de  Audrade  Figueira.     Antes  que  la  impunidad. 

El  Señor  Doctor  Quintana.  Perfectamente.  Aunque  el  Señor 
Plenipotenciario  lo  reconoció  en  absoluto,  la  restricción  actual  no 
me  priva  de  invocar  su  opinión  á  favor  del  artículo  discutido, 
atendiendo  á  que  la  entrega  ó  la  impunidad  serían  precisamente 
los  dos  extremos  del  dilema  para  las  naciones  sudamericanas, 
á  excepción   del  Brasil. 

La  primera  lectura  del  proyecto,  adoi)tado  en  general,  basta  en 
efecto  para  penetrarse  de  que  él  reposa  sobre  el  gran  principio  de 
la  soberanía  territorial  para  el  ejercicio  de  la  justicia  represiva. 
Sentada  esta  premisa,  cuya  exactitud  ha  sido  expoutáneamente  re- 
conocida por  el  Señor  Plenipotenciario  en  diversas  ocasiones,  la 
extradición  del  nacional  que  haya  delinquido  en  alguna  de  las 
Naciones  Contratantes,  íluye  sin  esfuerzo  como  consecuencia  obligada 
del  principio  fundamental  de  la  materia.  Negar  la  entrega,  sin  mas 
razón  v,ue  la  nacionalidad  del  culpable,  seria  una  desviación  injus- 
tificada de  aquel  principio  salvador,  sea  que  el  delito  deba  ó  no 
reprimirse  en  el  país  á  que  el  delincuente  pertenezca. 

Siempre  que  la  ley  interna  provee  al  castigo  del  natural  que 
delinquió  en  otro  país,  el  reo  es  sacado  de  sus  jueces  natumles, 
que  son  los  del  lugar  donde  perpetró  el  hecho ;  es  sometido  á  pro- 
cedimientos que  no  son  aquellos  sobre  cuya  garantía  debió  contar; 
y  es  penado  en  nombre  de  una  ley  que  tampoco  es  la  que  él 
violó.  Siempre  que  la  ley  interna  guarda  silencio,  la  impunidad 
es  entonces  el  privilegio  de  la  nacionalidad.  El  acatamiento  sin 
restricción  de  la  soberanía  territorial  y  la  entrega  consiguiente  del 
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culpable  á  las  autoridades  del  país  ofendido  se  impone,  por  tanto 
como  la  única  solución  que   permite  escapar  á  los  extremos   de  la 
negativa  que  fatalmente  conduce   á  la  violencia  ó  á  la  impunidad. 
El  Señor  Plenipotenciario  ha  tachado  sin   embargo  el    principio 
de  la  soberanía  territorial,  de  antiguo  y    hasta  caduco. 

Diciéndose  al  mismo  tiempo  conservador  en  jurisprudencia  y 
citando  á  la  vez  los  tratados  en  su  apoyo,  ha  incurrido  á  mi  jui- 
cio en  una  contradicción,  de  que  no  me  es  dado  prescindir  para 
desvirtuar  la  autoridad  de  su  palabra,  con  la  esperanza  de  que  su 
discreción  no  iiallará  incorrecta  e^sta  observación  de  carácter  par- 
lamentario, aunque  personal.  Si  el  principio  es  tradicional  en  el 
derecho  ¿como  lo  repudia  á  título  de  conservador  en  jurispruden- 
cia? Si  tratados  modernos  lo  consagran  ¿como  lo  rechaza  á  título 
de  antiguo  y  caduco?  Es  que  la  justicia  territorial  se  impone  á 
todos  los  espíritus  como  expresión  genuina  é  intergiversable  de  la 
independencia  de  las  naciones,  de  su  soberanía  legislativa  y  de  la 
siipremacia  de  sus   tribunales. 

¿Cual  es,  por  otra  parte,  la  razón  de  ser  de  las  estipulaciones 
objetadas?  ¿Hay  acaso  uniformidad  en  los  tratados  que  á  cada 
paso  se  recuerdan  en  el  curso  de  esta  discusión?  Las  estipulaciones 
internacionales  son  generalmente  rutinarias,  y  los  tratados  aparecen 
vaciados  en  un  molde  común.  Las  convenciones  de  extradición 
responden  especialmente  á  una  noción  tan  añeja  como  inhumana  de 
la  condición  del  hombre  fuera  de  su  patria.  El  extranjero  ha 
dejado  de  ser  el  esclavo  y  el  enemigo  de  los  tiempos  antiguos,  para 
llegar  á  ser  el  semejante,  el  amigo,  el  hermano  de  la  época  moderna. 
En  la  América  del  Sud,  principalmente,  los  derechos  civiles,  lejos 
de  ser  el  patrimonio  exclusivo  del  nacional,  son  ampliamente  com- 
partidos por  naturales  y  extranjeros.  El  título  mismo  de  ciudadano 
y  el  goce  de  todos  los  derechos  políticos  anexos  á  la  ciudadanía 
pueden  ser  fácilmente  adquiridos  por  un  acto  expontáneo  de  la 
voluntad  del  extranjero.  Bajo  este  nuevo  orden  de  ideas,  mas  justo» 
mas  humano,  mas  fraternal,  la  negativa  de  la  entrega  de  los  nacio- 
nales envolvería  un  anacronismo  y  un  conti-asentido. 

Ademas,  del  mismo  modo  que  la  Comisión  se  ha  apresurado  á 
declarar  con  lealtad  que  la  mayoría  de  los  tratados  vigentes  están 
en  pugna  con  el  principio  que  ella  sostiene,  sus  contradictores  se 
han  visto,  á  su  turno,  obligados  á  reconocer  que  algunos  de  ellos, 
celebrados  por  la  Inglaterra  y  los  Estados  Unidos,  han  introducido 
en  los  últimos  tiempos  el  mismo  principio,  de  suerte  que  no  existe 
unanimidad  sobre  el  punto  debatido  y  que  una  tendencia  reaccionaria 
comienza  á  liacerse  sentir  en  favor  de  la  entrega  de  los  delincuen- 
tes, sin  distinción  alguna  de  nacionalidad. 

Este    Congreso    no  es    indudablemente   una  Academia,  pero  los 
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hombres  de  ciencia  preparan  en  teoría  las  soluciones  que  los  hombres 
públicos  adoptan  en  la  práctica,  de  modo  que  no  debe  por  eso  eu- 
cerrarse  dentro  del  pasado,  renunciando  á  todo  progreso  jurídicojy 
condenándose  á  la  esterilidad  internacional.  Si,  pues,  la  extradi- 
ción de  los  nacionales  consulta  mejor  que  la  impunidad  y  que^Jel 
juicio  propio  las  aspiraciones  de  la  moral,  las  exigencias  de  la  jus- 
ticia y  las  mutuas  conveniencias  de  todos,  no  podemos  vacilar  en 
consignarla  entre  las  estipulaciones  del  Tratado  á  celebrar. 

Unextniriado  sentimiento  de  simpatía  liácia  el  nacional  delincuen- 
te y  un  injustificado  espíritu  de  desconfianza  hacia  la  justicia  extran- 
jera, han  sido  también  traidos  á  discusión  para  explicar,  ya  que  no 
para  disculpar,  la  resistencia  con  que  la  entrega  de  los  nacionales 
tropieza  en  este  recinto. 

No  comprendo  los  sentimientos  de  compasión  que,  guiados  por 
un  falso  espíritu  de  nacionalidad,  pretenden  favorecer  al  malhechor 
prescindiendo  de  sus  víctimas.  El  sentimentalismo,  de  que  tanto  se 
ha  abusado  en  el  romance,  debe  permanecer  ajeno  á  la  jurispru- 
dencia, reputada  como  la  mas  exacta  de  todas  las  ciencias  sociales. 

La  desconfianza  sería  también  incomprensible  de  parte  de  pueblos 
que  se  aproximan  y  se  tienden  la  mano  para  ocuparse  cordialmente 
de  ajustar  convenciones  que  los  liguen  mas  íntimamente  sobre  la 
base  inconmovible  de  los  intereses  de  todos  y  del  derecho  de  cada 
uno.  Aquel  que,  inspirándose  en  otras  ideas,  pretendiera  hacer  á 
los  demás  el  blanco  de  sospechas  mortificantes,  se  expondría  á  que 
ellos  se  las  devolvieran  á  su  vez;  pues  el  que  no  confía  en  los  otros, 
autoriza  á  que  se  desconfíe  de  sí  mismo  y  quien  niega  sus  nacio- 
nales, por  temor  de  que  la  justicia  extranjera  los  castigue  con 
severidad  ilegal,  dá  margen  á  suponer  que  los  retiene  para  asegurar- 
les la  impunidad  ó  para  juzgarlos  con  una  lenidad  no  menos  ilegal. 

De  consiguiente,  las  leyes  internas,  que  implícitamente  nacionali- 
zan el  crimen  para  someterlo  al  imperio  de  sus  tribunales,  están 
muy  lejos  de  importar  una  solución:  son  apenas  un  expediente  que 
entraña  los  mas  graves  peligros  y  que  conculca  todas  las  nociones 
fundamentales  de  la  justicia  represiva.  La  entrega  de  los  nacionales 
aconsejada  por  la  Comisión,  es  por  lo  mismo  la  única  medida  que, 
ademas  de  consultar  el  elevado  pensamiento  que  ha  presidido  á  la 
reunión  del  Congreso,  hace  posible  la  conveniente  sustanciaron  del 
juicio,  facilita  la  acertada  decisión  de  la  causa  y  responde  al  condig- 
no castigo  del  reo.  Donde  el  delito  se  comete,  es  donde  existen  los 
elementos  de  prueba:  allí,  donde  es  mejor  conocida  la  ley  aplicable 
al  caso:  y  allí  donde  la  justicia  y  el  interés  social  demandan  el  com- 
pleto desagravio  de  la  vindicta  pública  y  privada. 

Ella  se  impone  por  otra  parte  como  el  corolario  y  complemento 
del  principio  fundamental  de  la   territorialidad  de  la  ley   penal  ya 
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sancionada  por  el  Congreso  y  que  es  la  base  sobre  que  reposa  todo 
el  proyecto  en  discusión.  Desechándola  ahora,  no  nos  quedaría 
siquiera  la  débil  satisfacción  de  recomendar  la  sanción  de  una  ley 
interna  análoga  á  la  del  Brasil,  que  el  Señor  Plenipotenciario  nos 
aconsejaba  con  tanto  empeño;  porque,  respondiendo  á  principios 
diametralmeiite  opuestos,  sería  la  negación  mas  absoluta  de  la  justicia 
territorial.  Puedo  así  repetir  con  toda  seguridad  que  estamos  forza- 
dos á  optar  entre  la  extradición  6  la  impunidad. 

¡Desgraciados,  exclamaba  el  Señor  Plenipotenciario,  con  acento 
conmovido,  los  pueblos  que  no  sienten  la  necesidad  de  proteger  á. 
sus  nacionales! 

Una  exclamación,  por  elocuente  que  sea,  no  basta  para  desnatu- 
ralizar á  tal  punto  la  protección  que  los  pueblos  dispensan  á  sus 
naturales  residcnites  en  país  extranjero.  Esa  protección,  que  la 
civilización  universal  restringe  dentro  de  límites  cada  dia  mas  estre- 
chos, solo  tiende  á  garantir  el  libre  ejercicio  <le  los  derechos  civiles 
de  los  extranjeros  en  todas  las  manifestaciones  de  su  vida  social, 
científica,  mercantil  é  industrial;  pero  no  puede  ni  debe  extenderse 
hasta  escudar  al  culpable  contra  las  reclamaciones  del  país  cuyas 
leyes  violó.  El  pabellón,  símbolo  del  honor  y  de  la  integridad  na- 
cional, no  está  destinado  á  cobijar  entn^  sus  pliegues  ni  el  delito  ni 
el  delincuente.  ¡Desgraciados  los  pueblos  que,  so  pretexto  de  pro- 
teger á  sus  naciímales,  acuerdan  al  crimen  carta  de  ciudadanía  IDiga- 
mos  pues,  una  vez  por  todas,  que  el  crimen  no  tiene  patria  ni  bandera. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figucira  confirmó  extensamente  las 
opiniímes  por  él  vertidas  anteriormente  sobre  el  artículo  en  debate. 

Siendo  las  6  p.  m.  se  levanta  la  Sesión,  quedando  con  la  palabra 
el  Señor  Doctor  Saenz  Peña. 

Ili).  (tatícia  Lagos 

Presidente. 

Roque  Sakxz   Pena 
Manl.   (Quintana 
S(¡o.    Vaca-(tuzman 
Domingos   de  Andrade  Figüeíra 
Guillermo    Matta 
B,  Puats 
Ben.t.  Aceval 
José  Z.  ( Caminos 
Cesáreo  Chacaltana 
M.  M.  Gálvez 
Gonzalo  Ramírez 


ACTA  NÜM.  18. 

SKSinX  DEL  17  DE  DICIEMBRE  DE  1888. 

Presidencia  del  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos. 

Estando  presente?:: 

For  la  RepíMica  Argentina: 

El  SeSíor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Pe>ía; 
El  Se5íor  Doctor  Don  Manuel  Quintana. 

For  la  lieimhlicu  de  Bolima: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman. 

For  el  Imperio  del  Brasil : 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira. 

For  la  República  de  Chile: 

El  Se5íor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats. 

For  la  Rejndflica  del  Faraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

For  la  Re2)üblica  del  Ferú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez. 

For  la  Repüblica  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 
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La  Sesión  se  abre  á  las  3.30  p.  m. 

Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  expuso:  que  aunque  había  quedado 
con  la  ])alabra  en  la  Sesión  anterior,  renunciaba  al  uso  de  ella  á  fin 
de  abreviar  la  discusión,  y  propender  así  á  activar  los  trabajos  del 
Honorable  Congreso. 

Vota'io  el  artículo  20,  e^  aprobado  en  esta  forma: 

«  La  extradición  ejerce  todos  sus  efectos  sin  que  en  ningún  caso 
«  pueda  impedirla  la  nacionalidad  del  reo.  » 

Votaron : 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  neiíutiva: 

El  Imperio  del  I^rasil ; 
La  República  de  Chile. 

Se  pasa  á  discutir  el  artículo  21. 

«Los  hechos  tjue  autorizan  la  extradición  son: 

« 1."  Respecto  á  los  presuntos    delincuentes,  las  infracciones  que  se- 

<  ííun  la  ley  penal  déla  Nación  requeriente,  se  hallen  sujetas 
«  á  una  i)ena  cuyo  máxinuim  de  agravación,  en  esa  clase  de 

<  delitos,  no  sea  meuor  de  dos  años  de  prisión.» 

«  2.**  Respecto  de  los  sentenciados,  las  que  sean    castigadas  con  un 
<  año  de  prisión  como   mínimum.  > 

El  Señor  Prats  dijo:  que  le  parecía  mas  ordenado  y  conveniente 
determinar  en  un  solo  artículo  lo  que  se  establece  en  los  artículos  21, 
22  y  23  de  la  Comisión. 

En  consecuencia,   propone  la  siguiente  forma : 

€  No  habrá  lugar  á  extradición  por  los  delitos  que  á    continuación 
<  se  expresan: 
«  El  duelo; 
•  El  adulterio; 


*  Los  políticos  que  afectan  la  seguridad  interior  del  Estado  ó  su 
€  soberanía  6  seguridad  exterior ; 

«  Los  que  no  puedan  ser  penados  con  menos  de  dos  años  de  presi- 
«  dio  ó  relegación,  ó  de  tres  años  de  confinamiento,  extrañamiento  ó 
«  destierro.» 

Agregó:  que  la  extradición  debe  acordarse  por  delitos  de  cierta 
gravedad,  y  á  los  cuales  pueda  aplicarse  una  pena  mayor  que  la  de 
un  año  de  prisión. 

Por  esta  razón,  se  establece  en  el  articulo  que  propone,  la  pena  de 
tres  años. 

En  los  artículos  21,22  y  23  de  la  Comisión,  se  fija  el  tiempo  limi- 
tando la  extradición  á  cierto  número  de  delitos. 

Por  consiguiente,  cree  que  es  mejor  decir:  no  habrá  lugar  á  extra- 
dición por  los  delitos  que  á  continuación  se  expresan. 

Concluyó  exponiendo  que  con  la  fórmula  que  ha  propuesto  queda 
comprendido  todo,  y  la  presenta  sin  oponerse  al  artículo  en  debate, 
sino  en  cuanto  limita  á  un  año  la  pena  para  la  extradición. 

El  Señor  Doctor  Caminos  dijo:  que  al  redactar  los  artículos  21,  22  y 
23,  y  especialmente  este  último,  la  Comisión  había  creído  que  era 
mejor  establecer  como  base  de  la  extradición,  el  grado  de  penalidad 
impuesto  por  la  ley  del  país  reclamante,  y  no  sujetarla  aun  de- 
talle extenso  de  los  hechos  que  le  darían  lugar. 

Hizo  también  presente  que  el  sistema  de  enumerar  los  delitos  deja 
á  veces  muchos  vacíos  que  no  pueden  llenarse,  en  virtud  de  las  di- 
versas legislaciones  en  que  estos  tratados  tienen  que  fundarse. 

En  este  sentido,  agregó,  es  que  la  Comisión  ha  tomado  como  base 
del  alcance  de  la  extradición,  el  grado  de  penalidad  según  la  ley  del 
país  reclamante,  y  ha  e«^tablecido  dos  categorías,  atendiendo  al  ca- 
rácter ó  condición  en  que  puede  encontrarse  el  reo  á  los  ojos  déla 
ley,  es  decir,  el  de  procesado  ó  perseguido,  ó  tambicL  el  de  conde- 
nado. 

Por  otra  parte,  no  podría  aceptarse  la  indicación  del  Señor  Prats, 
porque  ella  establecería  tal  vez  una  verdadera  confusión,  y  piensa 
que  es  mas  correcto  determinar  primero  la  regla  general,  y  en  segui- 
da las  excepciones  consiguientes. 

Se  sigue  un  ligero  debate  entre  los  Señores  Prats  y  Caminos  res- 
pecto á  si  habría  ó  no  lugar  para  solicitar  la  extradición  de  un  indi- 
viduo condenado  á  la  pena  de  destierro. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dijo:  que  si  se  trata  de  una  pena  que 
no  importe  la  obligación  para  el  reo  de  permanecer  en  el  país,  es 
contradictorio  que  se  pida  su  extradición,  puesto  que  no  va  áser  preso. 

El  destierro,  cuando  es  á  determinados  lugares,  toma  el  carácter  de 

la  pena  de  prisión  ó  de  presidio. 
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Concluyó  expresando  que  cuando  un  Estado  cree  que  no  debe 
reducir  á  prisión,  privando  de  su  libertad  personal  á  un  reo,  no  hay 
base  para  castigarlo.  Esto  mismo  lo  establece  la  ley  francesa  y 
también  la  argentina. 

El  Señor  Doctor  Gálvez  cree  que  sería  conveniente  fijar  If.  pena 
de  prisión  ü  otras  graves,  porque  la  mente  de  la  Comisión,  asi  como 
la  de  los  tratadistas,  es  esiqtaecer  la  pena  como  medio  de  deter- 
minar los  casos  de  extradición  en  relación  con  la  gravedad  de  los 
delitos. 

Por  consiguiente,  de  lo  que  se  trata  es  de  consignar  el  máximum 
ó  el  mínimum  de  la  pena. 

El  Señor  Presidente  dijo:  que  aceptaba  la  sustitución  de  la  nomen- 
clatura generalmente  usada  en  los  tmtados.  por  la  fijación  de  un 
máximum  de  pena  aplicable;  pero  que  considera  conveniente  esta- 
blecer en  lugar  de  tantos  años  de  prisión,  tantos  años  de  pena  jínm- 
tiva  de  la  libertady  ú  otra  equivalente.  Las  penas  de  aquella  clase 
son  comunmente  las  de  presidio,  penitenciaría  y  prisión;  los  términos 
cuyo  uso  se  propone  abrazarían  por  consij^uiente  aquellas  distintas 
penas.  En  cuanto  á  la  referencia  á  la  pena  equivalente,  lu  encuen- 
tra aconsejada  por  los  que  sostienen  el  sistema  del  proyecto. 

En  cuanto  á  los  términos,  cree  que  deben  fijarse  algo  mayores; 
pam  la  extradición  se  supone  que  ha  mediado  un  delito  de  cierta- 
gravedad. 

Podría  establecerse,  respecto  de  los  presuntos  delincuentes,  que  la 
pena,  privativa  de  la  libertad  personal  consignada  en  las  leyes  del 
país  requeriente,  no  baje  de  cuatro  años,  y  respecto  de  los  senten- 
ciados, que  no  baje  de  dos  años. 

El  Señor  Prats  acepta  las  indicaciones  del  Señor  Presidente. 

Después  de  un  cambio  de  ideas  entre  los  Señores  Caminos,  Pmts, 
Saenz  Peña  y  Chacaltana,  fué  aprobado  el  artículo21  en  la  siguiente 
forma,  propuesta  por  el  último  de  los  citados  Plenipotenciarios,  y 
aceptada  por  la  Comisión: 

«  Los  hechos  que  autorizan  la  extradición  son: 

«  1.'    Respecto  á  los   presuntos  delincuentes,  las  infi-acciones  que 

<  según  la  ley    penal  de  la  Nación    requeriente,  se  hallen 
«  sujetas  auna  pena  privativa  de    la    libertad,  que   no  sea 

<  menor  de  dos  años,  ú otra  equivalente; 

«  2.*    Respecto  de  los  sentenciados,  las  que  sean  castigadas  con  un 

<  año  de  la  misma  pena  como  mínimum. 
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Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Pai-aguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del   Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 

Se  puso  en  discusión  el  articub  22. 

<  No  son  susceptibles  de  extradición  los  siguientes  delitos: 
«  El  duelo; 

«  El  adulterio; 
«  Las  injurias  y  calumnias  ; 
«  Los  delitos  contra  los  cultos  ; 

«  Los  delitos  comunes  conexos  con  cualquiera  de  los  anteriormente 
enumerados,  son  susceptibles  de  extradición.  > 

El  Señor  Prats  propuso  que  se  dijese:  no  son  susceptibles  de  extra- 
dición los  reos  de  los   siguientes  delitos. 

Aceptada  la  indicación  del  Señor  Prats,  se  vota  el  artículo  22,  y  es 
aprobado  en  esta  forma: 

♦  No  son  susceptibles  de  extradición  los  reos  de  los  siguientes 
«  delitos: 

«  El  duelo; 

<  El  adulterio ; 

«  Las  injurias  y  calumnias; 

<  Los  delitos  contra  los  cultos  ; 

«  Los  reos  de  delitos  comunes  conexos  con  cualquiera  de  los  an- 
«  teriormente  enumerados,  están  sujetos  á  extradición. » 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina ; 
La  República  de  Bolivia  ; 
La  República  de  Chile  ; 
La  República  del  Paraguay ; 
La  República  del  Perú; 
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La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  uegativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  23. 

€  Tampoco  están  sujetos  á  extradición  los  delitos  políticos  y  todos 
«  aquellos  que  atacan  la  seguridad  interna  ó  externa  de  un  Estado, 
<  ni  los  comunes  que  tengan  conexión  con  ellos. 

«  La  clasificación  de  estos  delitos  se  hará  por  la  Nación  requerida, 
«  con  arreglo  á  la  ley  que  sea  mas  favorable  al  reclamado.» 

El  Señor  Doctor  Ramirez  propuso  que  se  dijese:  no  están  sujetos  á 
extradición,  etc. 

Admitida  la  indicación  del  Señor  Doctor  Ramirez,  se  vota  el  ar- 
tículo 23,  siendo  aprobado  en  estos  términos: 

€  No  están  sujetos  á  extradición  los  reos  de  delitos  políticos  y  todos 
c  aquellos  que  atacan  la  seguridad  interna  ó  externa  de  un  Estado, 
€  ni  los  comunes  que  tengan  conexi<»n  con  ellos. 

€  La  clasificación  de  estos  delitos  se  hará  por  la  Nación  requerida, 
«  con  arreglo  á  la  ley  que  sea  mas  favorable  al  reclamado.  > 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 

Se  pasa  á  discutir  el  artículo  24,  y  es  aprobado  tal  cual  lo  ha  pro- 
puesto la  Comisión,  en  estos  términos: 

<  Ninguna  acción  civil  ó  comercial  que  se  relacione  con  el  reo,  po- 
«  drá  impedir  la  extradición.  » 
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VotHFon: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Solivia; 

La  República  de  Chile ; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa; 

El  Imperio  del  Brasil. 

Se  puso  en  discusión  el  articulo  25. 

«  La  extradición  no  podrá  ser  acordada  cuando  el  delincuente  que 
«  se  reclama  se  halle  sujeto  á  la  acción  judicial  represiva  del  Estado 
«  requerido,  mientras  el  juicio  y  la  pena  no  surtan  todos  sus  efectos. » 

Después  de  un  largo  debate,  en  el  cual  tomaron  parte  el  Señor 
Presidente  y  los  Señores  Prats,  Ramírez,  Caminos,  Vaca-Guzman,  Cha- 
caltana,  Saenz  Peña  y  Quintana,  se  suspendió  la  discusión  de  dicho 
artículo  hasta  la  próxima  Sesión,  á  fin  de  que  la  Comisión  pudiera 
ponerse  de  acuerdo,  y  darle  una  nueva  redacción  que  tal  vez  concillase 
todas  las  opiniones. 

Se  pasa  á  cuarto  intermedio. 

Continúa  la  Sesión. 

Se  puso  en  discusión  el 

Artículo  26. 

«  Los  individuos  cuya  extradición  hubiase  sido  concedida,  no  po- 
«  drán  ser  juzgados  ó  castigados  por  crímenes  políticvis    anteriores  á 

<  la  extradición,  ni  por  actos  conexos  con  ellos. 

<  Los  crímenes  no  exceptuados  en  el  artículo  22,  que  no  hubiesen 
«  motivado  la  extradición,  podrán    ser  juzgados  y    penados,   previo 

<  consentimiento   del  gobierriO  requerido,  acordado  con    arreglo    al 

<  procedimiento  establecido  en  el  presente  Tratado.  » 

El  Señor  Prats  manifestó:  que  le  parecía  que  el  pensamiento  de  la 
Comisión  no  está  expresado  en  una  forma  bien  correcta.  Cree  que 
las  palabras  consentimiento  del  gobierno  requerido,  es  una  expresión 
impropia,  porque  el  gobierno,  en  la  mayor  parte  de  los  casos,  si  no  en 
todos,  no  hace  masque  servir  de    órgano  en  esta    clase  de  asuntos, 
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siendo  la  justicia  ordinaria  de  los  Estados,  la  que  debe  intervenir  en 
ellos.  En  consecuencia,  propuso  que  el  artículo  se  redacte  en  los 
siguientes  términos: 

«  No  se  podrá  juzgar  ni  penar  á  un  individuo  cuya  extradición  se 
«  ha  obtenido  por  delitos  anteriores  al  que  la  motivó,  sino  en  el  caso 
<  de  que  la  extradición  sea  también  procedente  por  esos  delitos,  se- 
c  gun  las  reglas  del  presente  Tratado,  debiendo  hacerse  esta  decla- 
€  ración  por  el  Essado  á  quien  corresponde  otorgarla.  » 

Los  Señores  Doctores  Caminos  y  Ramírez  expresaron:  que  el  ar- 
tículo propuesto  por  el  Señor  Prats  era  igual  al  de  la  Comisión,  sien- 
do la  forma  del  de  ésta,  aún  mas  clara. 

Él  Señor  Presidente  propuso  la  siguiente  redacción,  con  la  cual 
creía  que  se  conciliaban  los  propósitos  de  la  Comisión  con  In  indica- 
ción del  Señor  Prats: 

«  Los  individuos  cuya  extradición  hubiese  sido  concedida,  no 
«  podrán  ser  juzgados  ni  castigados  \ior  delitos  políticos  anteriores 
«  á  la  extradición,  ni  ])or  actos  conexos  con  ellos. 

«  Podrán  sin  embargo  ser  juzgados  y  penados  previo  consenti- 
«  miento  del  Estado  reípierido,  acordado  c(.  u  arreglo  al  presente 
«  Tratado,  los  delitos  susceptibles  de  extradición  que  no  hubiesen 
«  dado  causa  á  la  va  concedida.  » 

La  Comisión  aceptó  la  redacción  propuesta  por  el  Señor  Presi- 
dente. 

El  Señor  Prats  manifestó:  que  en  el  presente  caso,  y  recordando 
sus  indicaciones  anteriores,  lo  (jue  correspondía  era  poner  á  votación, 
— ])rimero,  la  f(u-nia  [)roj)uesta  por  él,  en  seguida  la  del  Señor 
Presidente,  v  en  último  término  la  de  la  Comisión. 

El  Señor  Doctor  llamirez  dijo:  quií  cuando  la  Comisión  acepta 
una  modificación,  se  vota  ésta  como   emanada  de  la  misma. 

Puesto  á  votación  el  artículo  pro[)ncsto  por  el  Señor  Presidente, 
y  que  la  Comisión  hizo  suyo,  el  Señor  Prats  manifestó:  (jue  votaría 
á  su  favor  en  el  concepto  de  haber  sido  rechazada  la  forma  de 
redacción  que  él  indicó. 

Votaron : 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 
La  República  de  Bolivia; 
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La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay ; 

La  República  del  Perú ; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa : 

El  Imperio  del  Brasil. 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  27. 

<  Cuando  las  gestiones  de  extradición  tuviesen  por  origen  diferen- 
«  tes  delitos,  lu  entrega  se  otorgará  en  primer  lugar  al  Estado  en  el 
«  cual  la  infracción  fuese  mas  grave. 

<  Si   los  delitos  fuesen  de  la  misma  gravedad,  al  que  tuviera  la 

<  prioridad    en    el  pedido    de    extradición,   y    si    todos    los  pedidos 
«  tuvieran  la  misma  fecha,  el  país  requerido  determinará  el   orden 

<  de  la  entretía.  > 


El  Señor  Prats  expuso:  que  según  está  redactad»  este  articulo, 
las  gestiones  de  extradición  pueden  ser  de  diverso  origen  respecto  de 
un  solo  Estado,  porque  en  él  no  se  establece  que  ellas  procedan 
de  diferentes  Estados.  Para  este  caso,  no  se  fija  ninguna  regla  de 
procedimiento,  ni  se  consigna  tampoco  quien  deba  hacer,  la  clasi- 
ficación sobre  la  gravedad  de  los  delitos,  para  otorgar  la  extradición 
en  favor  de  determinado  país. 

Tal  clasificación  debe  ser  hecha  por  la  autoridad  corresi)ondiente 
del  Estado  de  (|uien  se  solicita  la  extradición,  que  son  los  tribunales 
de  justic'a. 

El  artículo  presentado  por  la  Comisión  nada  dice  respecto  al 
tiempo  en  (jue  deban  sustanciarse  las  causas,  lo  que  á  su  juicio  debe 
determinarse  de  una  manera  clara  y  expresa. 

En  cuanto  al  artículo  28,  sobre  el  cual  llama  la  atención  del 
Honorable  Congreso,  dijo,  que  solo  se  refería  al  caso  de  reextra. 
dicion,  esto  es,  que  el  Estado  á  quien  se  entregó  el  reo,  lo  devuelve 
al  Estado  que  acordó  la  extradición. 

El  Señor  Doctor  Caminos  explicó  el  sentido  del  artículo  28,  ma- 
nifestando que  la  jurisdicción  de  refugio,  es  la  que  debe  acordar  la 
extradición  del  delincuente  que  ya  se  ha  concedido  á  otro  Estado, 
en  el  caso  en  que  éste  requiera  al  reo. 

El  Señor  Prats  dijo:  que  su  doctrina  es  que  cuando  se  solicite  por 
diversos  Estados  la  entrega  de  un  reo  que  se  encuentra  en  un  Esta- 


—  264  — 

do  determinado,  deben  sustanciarse  las  causas  de  extradición,  tantas 
como  ellas  sean,  con  el  fin  de  saber  á  que  Estado  debe  entregarse 
primero. 

Con  el  propósito  de  aclarar  los  artículos  27  y  28,  propuso  que 
ambos  se  refundiesen  en  la  siguiente  forma : 

«  Si  varios  Estados  solicitaren  la  extradición  de  un  mismo  indivi- 
«  dúo,  se  sustanciarán  las  causas  hastii  resolverse  eñ  cada  una  de 
«  ellas  lo  que  fuere  de  derecho. 

c  Si  la  extradición  se  acordara  en  favor  de  un  Esttido  y  se  negara 
c  respecto  de  los  otros,  se  entregará  á  aquel  la  persona  reclamada, 
c  cesando  todo  derecho  de  parte  de  los  últimos. 

c  Si  se  acordara  en  favor  de  dos  ó  mas  Estados,  se  entregaró  el 

<  inculpado  i  aquel  en  que  se  le  impute  un  delito  mas  grave.  Este 

<  Estado  si  el  acusado  fuese  absuelto,  ó  cuando  cumpliese  su  con- 
«  dena  en  el  caso  contrario,  lo  pondría  á  disposición  del  que  corres- 
«  ponda,  atendida  la  gravedad  del  delito,  y  así  sucesivamente 

«  La  autoridad  que  conoce  del  juicio  de  extradición,  fijará  el 
«  orden  que  haya  de  guardarse,  atendida  la  regla  precedente.  » 

El  Señor  Doctor  Ramirez  dijo:  el  artículo  27  establece  solamente 
como  han  de  entregarse  los  reos.  Cree  que  lo  único  que  podría 
consignarse  es  un  inciso  3.",  dcdanuido  que  no  se  hará  la  entrega 
de  los  reos  mientras  no  estuviesen  sustanciados  y  definidos  todos  los 
pedidos  de  extradición. 

El  Señor  Prats  insistió  en  las  razones  que  tuvo  para  proponer  la 
refundición  de  los  artículos  27  y  28,  en  el  que  ha  presentado. 

Al  poner  a  votación  el  Señor  Presidente  el  artículo  27  de  la 
Comisión,  el  Señor  Prats  expresó  que  deseanli  se  hiciese  constar 
que,  rechazada  su  indicación,  votaría  por  dicho  artículo. 

El  referido  artículo  quedó  a|)robado  en  los  siguientes  términos: 

«  Cuando  las  gestoines  de  extradición  tuvieren  por  origen  dife- 
c  rentes  delitos,  la  entrega  se  otorgará  en  primer  lugar  al  Estado 
«  en  el  cual  la  infracción  fuese  mas  grave. 

«  Si  los  delitos  fuesen  de  la  misma  gmvedad,  al  que  tuviese  la 
c  prioridad  en  el  pedido  de  extradición,  y  si  todos  los  pedidos 
c  tuvieran  la  misma  fecha,  el   país  requerido  determinará  el  orden 

<  de  la  entrega. » 
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Votaron : 

Por  la  afirmativa : 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Solivia ; 

La  República  de  Chile ; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú;¡ 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 
Se  entra  á  discutir  el 

Artículo  28. 

«  Corresponde  á  la  jurisdicción  de  refugio  acordar  la  reextradicion 
«  de  un  delincuente  que  hubiese  sido  entregado  á  un  [Estado,  en  los 
«  casos  que  ella  procediese  á  favor  de  otro.  > 

El  Señor  Doctor  Ramírez,  de  acuerdo  con  la  Comisión,  y  á  fin  de 
aclarar  la  redacción  de  este  articulo,  propuso  (jue  fuese  sustituido 
por  el  siguiente: 

<  En  el  caso  de  que  entregado  un  reo  per    un    Estado,   sobrevi- 

<  niese  un    nuevo   pedido  de    extradición  de  parte  de  otro  Estado, 

<  antes  de  que  el  delincuente  fuese  puesto  en  libertad,  correspon- 
«  derá  conceder  ó  negar  la  extradición  á  la  misma  Nación  que 
«  hubiese  deferido  á  la  entrega.  » 

El  Señor  Prats  dijo:  que  cmno  en  el  artículo  que  propuso,  estaban 
comprendidos  tanto  el.  27  como  el  28,  á  su  juicio,  de  una  manera 
mas  clara  y  menos  expuesta  á  inconvenientes,  que  cree  no  se  salvan 
en  el  que  acaba  de  presentar  el  Señor  Doctor  Ramírez,  y  habién- 
dose ya  pronunciado  el  Honorable  Congreso  respecto  de  su  propo- 
sición, solo  le  restaba  manifestar  su  disentimiento. 

Votado  el  artículo  28,  es  aprobado  en  esta  forma : 

<  En  el  caso  de  que  entregado  un  reo  por  un  Estado,  sobreviniese 

<  un  nuevo  pedido  de  extradición  de  parte  de  otro  Estado,  antes  de 
«  que  el  delincuente  fuese  puesto  en  libertad,  corresponderá  conceder 
«  ó  negar  la  extradición  á  la  misma  Nación  que  hubiese  deferido  á 
«  la  entrega.  > 
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Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia ; 

La  República  del  Paraguay ; 

La  República  del  Perú  ; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil ; 
La  República  de  Chile. 

Se   puso   en  discusión   el 

Artículo  29. 

<  Cuando  la  pena  (pie  haya  de  aplicarse  al  reo  sea  la  de  inuei-te, 

<  el    Estado  (|ue  otorga  hi  extradición,  ])odrá    exigir  sea  sustituida 

<  por  la  pena  inferior  inmediata.  > 

Votado  t»ste  artículo,  c.s  aprobíido  sin  observación. 

Votaron : 

Por  hi  aíirniativu; 

La  Rei)ública  Argentina; 

La  Re[)úl)lica  de  Holivia; 

La  Re[)úblicii  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú ; 

La   Rei)ública  Oriental  del    Uruguay. 


Por  la  negativa 


El  lm¡)er¡o  del  Hnisil. 

Por   moción   del  Señor   Doctor  Ramírez,    el    Honorable  Congreso 
esolvióque  las  sesiones  empezaran  á  las  2  p.  m. 
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La  SesioD  se  levanta  alas  6. 20  p.  m. 

Ild.  García  Lagos. 

Presidente. 

EoQUE  Saenz  Peña. 

Manl.  Quintana. 

Sgo.    Vaca-Güzman. 

Domingos  de  Akdrade  Figueiba. 

Guillermo  Matta. 

B.  Prats. 

Benj.  Aceval. 

José  Z.  Caminos. 

Cesáreo  Chacaltana. 
M.  M.  Gálvez. 

Gonzalo  Ramírez. 


ACTA  NÜM.  19. 

SESIÓN  DEL  19  DE  DICIEMBRE  DE  Í888. 
Presidencia  del  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  (Jarcia  Lagos. 
Estando  presentes: 

"Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña  ; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana. 

Por  la  República  de  lioUvia. 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman. 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andradb  Fxgubira. 
Por  la  República  de  Chite: 

El  Señor  Don  Belisario  Prats. 

Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

Por  la  República  del  Perú  : 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez. 

Por  la  República  Oriental  del  TJfugimy: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 
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La  Sesión  se  abre  á  las  2.30  p.  m. 

Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

El  Sefior  Doctor  Caminos  manifestó :  que  la  Comisión  de  Dere- 
cho Penal  cree  conciliar  todas  las  opiniones  vertidas  en  la  Sesión 
anterior,  presentando  el  artículo  25,  redactado  en  los  siguientes 
términos: 

€  La  entrega  del  reo  podrá  ser  diferida  mientras  se  halle  sujeto 
«  á  la  acción  penal  del  Estado  requerido,  sin  que  esto  impida  la 
«  sustanciacion  del  juicio  de  extradición.  > 

Votado  dicho  artículo,  es  aprobado  en  la  forma  presentada  por 
el  Señor  Doctor  Caminos. 

Votaron  : 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paragua^v  ; 

La  República   del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa : 

El  Imperio  del  Brasil. 

Se  pasa  al 

TÍTULO  IV. 

DEL   PROCEDIMIENTO  DE  EXTRADICIÓN. 

En  discusión  el 

Artículo  30. 

«Las  demandas  de  extradición  serán  introducidas  por  las  Lega- 
€  clones  ó  agentes  consulares  respectivos,  y  en  el  caso  que  no 
«  los  hubiera,  directamente  de  Gobierno  á  Gobierno,  debiendo  ser 
«  acompañadas  de  los  siguientes  documentes  : 

€  1."  Copia  legalizada  de  la   ley    penal  aplicable  á  la  infracción 
que  motiva  el  pedido; 
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<  2/  Copia  legalizada  de  la  sentencia  cí)ndeuatoria  ejecutoriada, 
cuando  se  trate  de  un  delincuente  que  hubiese  sido  juzgado; 

«  3.*  Copia  legalizada  del  auto  de  detención  y  demás  anteceden- 
tes á  que  se  refiere  el  inciso  3."  del  artículo  19.  > 

El  Señor  Doctor  Ramírez,    á    nombre  de  la    Comisión,   propuso 
que  el  artículo  3/  fuera  redactado  de  la  siguiente  manera: 

«Los  pedidos  de  extradición   serán  introducidos  por  los  agentes 
diplomáticos  ó  consulares    respectivos,  y    en    defecto    de    éstos, 
directamente  de    Gobierno    á    Gobierno,   debiendo  ser  acompaña- 
<  dos  de  los  siguientes  documentos: 


c 
c 


<  1."  Respecto  de  los  presuntos  delincuentes,  copia  legalizada  de  la 

<  ley  penal  aplicable  á  la  infracción  que  motiva  el  pedido,  y  del 
c<  auto  de  detención  y  demás  antecedentes  á  que  se  refiere  el 
*  inciso  3."  del  artículo  19. 

«  2."  Si  se  trata  de  un  sentenciado,    copia   legalizada  de    la   sen- 
«  tencia  condenatoria    ej centonada,    exhibiéndose     á   la     vez, 

<  en  igual  forma,  la  justificación  de  que  el  reo  ha  sido  citado, 
«  y   representado    en    el   juicio    ó    declarado   legal  mente    re- 

<  beldé.  » 

Como  se  vé,  dijo,  las  modificaciones  prosentadas  tienden  á  acla- 
rar mas  el  artículo,  especificando  los  documentos  que  han  de  en- 
viarse cuando  se  trate  de  un  presunto  reo  ó  cuando  el  pedido  de 
extradición  se  refiera  á  un  condenado. 

Se  vota  y  es  aprobado  el  artículo  30  en  la  forma  presentada  por 
el  Señor  Doctor  Ramírez. 

Votaron  : 

Por  la  afirmativa  : 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  de  Chile; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú  ; 

La  República  Oriental    del  Uruguay 

Por  la  negativa : 

El  Iniperio  del  Brrasil 
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8e  pasa  á  discutir  el 

Articule  31. 

«  Si  el  Gobierno  requerido  considerase  improcedente  la  deman- 
«  da  por  defectos  de  forma,  devolverá  los  documentos  respectivos 
«  al  Gobierno  que  formuló  el  pedido,  expresando  la  causa  y  de- 
«  fectos  que  impiden  la  sustanciacion   de  éste.  » 

El  Señor  Doctor  Ramirez,  á  nombre  de  la  Comisión,  propuso 
que  el  artículo  31  se  modificase  coirio  sigue : 

«  Si  el  Gobierno  requerido   considerase    improcedente  el    pedido 

<  por  defectos  de  forma,  devolverá  los  documentos  respectivos  al 
«  Gobierno  que  lo  formuló,  expresando  la  causa  y  defectos  que 
«  impiden  su  sustanciacion  judicial.» 

El  Señor  Prats  indicó  que  se  dijese:  si  la  autoridad  correspon- 
diente del  Estado  requerido,  en  vez  de  si  el  Gobierno  requerido.  Cree 
que  la  redacción  que  propone  es  más  apropiada,  porque  habrá  ca- 
sos en  que  el  conocimiento  de  estos  asuatos  corresponda  exclusi- 
vamente á  los  tribunales  de  justicia. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  expresó :  que  no  habría  inconve- 
niente en  sustituir  la  palabra  Gobierno  por  la  de  Estado. 

El  Señor  Prats  acepta  la  indicación  del  Señor  Doctor  Saenz  Peña. 

Votado  el  artículo  31,  es  aprobado  en  esta  forma: 

«  Si  el  Estado  requerido  considerase  improcedente  el  pedido 
«  por  defectos  de  forma,  devolverá    los    documentos  respectivos  al 

<  Gobierno  que  lo  formuló,  expresando  la  causa  y  defectos  que 
«  impiden  su  sustanciacion  judicial.  > 

Votaron : 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La   República  de  Chile; 

La   República   del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil. 
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Eo  discusión  el 

Artículo  32. 

<  Si  el  pedido  de  extradición  hubiese  sido  introducido  en  debi- 
4  da  forma,  el  Gobierno  requerido  remitirá  todos  los  antecedentes 
«  al  Juez  ó  Tribunal  competente,    quien    ordenará    la  prisión    del 

<  reo,  si  a  su  juicio  procediera  tal  medida,   con  arreglo  á   lo  esta- 
«  blecido  en    el  presente  Tratado.  > 

El  Señor  Doctor  Ramírez  propuso,  á  nombre  de  la  Comisión,  que 
el    artículo  32  se  redactase  así: 

«  Si  el  pedido  de  extradición  hubiese  sido  introducido  en  debi- 
«  da  forma,  el  Gobierno  requerido  remitirá  todos  los  antecedentes  al 

<  Juez  ó  Tribunal  competente,  quien  ordenará  la  prisión    del   reo  y 

<  el    secuestro  de  los  objetos    concernientes  al  delito,  si    á  su  jui- 
«  cío  procediese  tal    medida,   con  arreglo  á    lo  establecido    en    el 

<  presente  Tratado.  > 

La  Comisión  indica  esta  modificación,  que  consiste  en  autorizar 
al  juez,  no  solo  para  proceder  á  la  j)r!SÍon  del  reo,  sino  también 
al  secuestro  de  los  objetos  concernientes  al  delito. 

El  Señor  Prats  prepuso  la  siguiente  fórmula  respecto  del  artículo 
en  debate: 

<  Admitidíi  la  demanda  de  extradición,  se  sustanciará  el  juicio  por 
«  las  autoridades  y  en  conformidad  alas  leyes  del  Estado  que  conoce 
«  en  él.» 

Dijo:  que  con  la  redacción  que  él  dá  al  artículo,  desaparece 
la  intervención  directa  que  quiere  atribuirse  al  Gobierno  para 
apreciar  si  los  pedidos  de  extradición  se  presentan  ó  no  en  forma, 
siendo  así  que  tal  cosa  corresponde  ala  competente  autoridad  judicial. 

Agregó:  que  no  le  parece  propio  establecer  en  el  Tratado,  los 
términos  y  condiciones  en  que  el  tribunal  decretará  la  prisión, 
porque  esto  corresponde  á  la  legislación  interna  de  cada  país. 

Por  otra  parte,  es  sabido  que  hay  delitos  que  según  las  leyes  de 
la  nación  en  que  se  ha  refugiado  el  delincuente,  no  merecen  pri- 
sión, y  que  el  reo  puede  ser  excarcelado  bajo  fianza.  Sin  embargo, 
este  Tratado  obliga  á  mantenerlo  en  prisión,  lo  cual  no   es  correcto, 

Piensa  que  tanto  el  artículo  en  discusión  como  los  subsiguientes, 
son  de  mera  reglamentación,  siendo  por  consiguiente  innecesario  é 
inconveniente   darles  cabida  en  este  Tratado. 

Convenciones  como  la  presente  deben  limitarse  á  consignar  re- 
glas generales,  esto  es,  si  hay  ó  no  lugar  á  extradición,  que  personas 
están  sujetas  á  ella  y  porque  delitos,  etc.,  etc.;  en  fin,  todo  lo  que  es 
sustancial. 
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Terminó  diciendo  que  votaría  en  contra  de  los  demás  artícolos 
de  este  proyecto,  fondado  en  que  la  reglamentación  que  ellos 
establecen  corresponde,  como  lo  ha  expuesto  ja,  á  la  l^islacion 
interna  de  los   Estados  Contratantes. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dijo:  el  jálelo  de  extradición  no  es 
un  juicio  privado  de  cada  Estado, — es  un  asunto  de  Interés  común 
á  todas  las  Naciones  Contratantes. 

No  es  posible,  manifestó,  que  dicho  juicio  .sea  ordinario  en  un 
Estado  y  sumario  en  otro,  sin  que  la  extradición  se  convierta  en 
lo   que  se  llama  en  Derecho  un  contrato  leonino. 

Es  necesario,  cuando  menos,  a^egó,  señalar  los  principi«»s  diri- 
gentes de  manera  que  se  consigan  estos  dos  resultados:  que  el  juicio 
sea  breve,  y  se  garantice    la   defensa  del  reo. 

No  es  posible  decir  tampoco,  que  la  prisión  se  efectúe  con 
arreglo  á  las  leyes  de  procedimientos  de  cada  Estado,  porque  cuan- 
do menos,  esto  tendría  el  inconveniente  de  reaccionar  contra  los  prin- 
cipios que  ha  sancionado  el  Honorable  Congreso.  Considera,  pues, 
necesario  establecer  un  y)rocedi miento  uniforme  para  los  juicios 
de  extradición,  teniendo  en  cuenta  que,  como  antes  lo  ha  expresado, 
se  discuten  intereses  comunes  á  todos  los  Estados  Contratantes. 

Si  un  gobierno  que  solicita  la  extradición  de  un  reo,  no  envía 
en  debida  forma  los  recaudos  necesarios,  lo  natural  es  que  el  Esta- 
do requerido  los  devuelva,  pidiéndole  los  presente  como  corres- 
ponde. Si  así  lo  hiciese,  en  tal  caso  el  gobierno  á  quien  se  diri- 
ge el  pedido,  remitirá  los  documentos  al  juez  ó  tribunal  com- 
petente. 

Se  extendió  en  consideraciones  tendentes  á  demostrar  la  conve- 
niencia de  fijar  el  procedimiento  que  debe  observarse  en  los  jui- 
•  cios  de  extradición,  que  ocurran  en  los  Estados  Contratantes. 
Con  esto  no  se  ataca  la  independencia  y  soberanía  de  las  Nacio- 
nes, pues  si  bien  es  exacto  que  no  se  tienen  en  cuenta,  en  este 
caso,  los  C(^digos  particulares  de  los  Estados,  es  porque,  tratándose 
de  un  interés  común,  debe  regir  la  ley  ce  mun  y  no  la  interna 
de  cada    país. 

Votado  el    artículo    32,  quedó    aprobado  en   la  siguiente  forma: 

«  Si  el  podido  de  extradición  hubiese  sido  introducido  en  debi- 
<  da  forma,  el  Gobierno  requerido  remitirá  todos  los  antecedentes 
€  al  Juez  ó  Tribunal  competente,  quien  ordenará  la  prisión  del  reo 
«  y  el  secuestro  de  los  objetos  concernientes  al  delito,  si  á  su  jui- 
t  cío  procediese  tal  medida,  con  arreglo  á  lo  establecido  en  el 
«  presente  Tratado.  > 
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Yetaron : 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa. 

El  Imperio    del  Brasil; 
La  República  de  Chile. 

Se  puso  en  discusión   el 

Artículo  33. 


<  En  todos  los  casos   en  que  según  lo    establecido  en   este  Tí- 

<  tulo,  procede  el   arresto    del  refugiado,    se    le  hará  saber  en  el 

<  término  de  veinte  y  cuatro  horas  la  causa  de  su  detención, 
«  tomándosele    declaración  dentro  del   mismo  término.» 

'El  vSeñor  Doctor  Ramírez  dijo:  que  la  Comisión  ha  introducido 
una  ligera  modificación  á  este  artículo,  porque  cree  que  la  toma 
de  declaración  es  inútil  en  el  presente  caso,  pues  basta  el  hecho 
de  notificar  al  reo,  en  el  término  de  veinte  y  cuatro  horas,  la 
causa  de  su  prisión  y  al  mismo  tiempo  que  puede  hacer  uso  del 
derecho  que  le    acuerda  el  artículo  34. 

El  Señor  Presidente:  como  el  artículo  19,  se  refiere  á  los  casos 
en  que  deben  estar  colocados  los  Estados  para  hacer  efectiva  la 
extradición,  y  se  usa  la  palabra  prisión,  le  parece  conveniente,  que 
en  los  demás  artículos  se  conserve  el  mismo  término,  dejando  la 
de  detención  ó  arresto provismio  para  una  circunstancia  especial  de 
urgencia. 

Se  vota  el  artículo  33,  propuesto  por  el  Señor  D'ictor  Ramírez  á 
nombre  de    la  Comisión,  y  es  aprobado  en  esta  forma: 

c  En  todos  los  casos  en  que  proceda  la  prisión  del  refugiado,  se 

<  le  ha^á  saber  su  causa  en  el  término  de  veinte  y  cuatro  horas 
«  y  que  puede  hacer  uso  del  derecho  que  le  acuerda  el  artículo 
€  siguiente.  > 

Votaron : 

Por    la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 
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La  Repáblica  de  Boliría; 

La  República  del  Paragnaj; 

La  Repáblica  del  Perú; 

La  República  Oriental    del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil; 
La  Repúbli(;a  de  Chile. 

Se   pasa  á  disentir  el 

Artículo  34. 

«  El  detenido  podrá,  dentro  de  tres  días  perentorios  contados  desde 
<  el  día  siguiente  á  aquel  en  que  se  le  tomó  la  primera  declaración, 
«  oponer  excepciones  tendentes  á  justificar: 

«  !.•  Su  faltíi  de  identidad; 

«  2*  Los  defectos  de  que  adolezcan    los  documentos    presentados; 

«  3.*  La  improcedencia  6  extinción  de  la  acción  de  extradición, 
«  según  lo  estatuido  en  este  Tratado.  » 

El  Scfior  Doctor  Ilamirez  propuso,  en  nombre  de  la  Comisión,  que 
e«te  artículo  fuese  redactado  así : 

«  El  deteniílo  podrá,  dentro  de  tres  días  perentorios  contados  desde 
«  el  siguiente  al  de  la  notificación,  oponerse  á  la  extradición,  ale- 
«  gando  : 

«  1.*  (¿ue  no  es  la  [)ersoi]a  reclamada; 

«  2."  Los  defectos  de  íjuc  adolezcan  los  documentos   presentados; 

<  3*  La  imi>rocedencia  del  ¡jcdido  de  extradición.  » 

l)esi)ues  de  un  cambif»  de  ¡deas  entre  el  Señor  Presidente  y  los  Se- 
flores  Doctores  Ramírez  y  Vaca-Guzman,  se  vota  el  artículo  34,  siendo 
aprobado  como  sigue: 

«  El  reo  podrá,  dentro  de  tres  días  perentorios,  contados  desde  el 
«  siguiente  al  de  la  notificación,  oponerse  á  la  extradición,  alegando: 

«  1."  Que  no  es  la  f)ersona  reclamada; 

«  2."  Los  defectos  de  forma  de  que  adolezcan  los  documentos  pre- 
«  sentados ; 

<  3.*  La  improcedencia  del  pedido  de  extradición.» 

Votaron : 

Por  la  afirmativa : 

La  Re[)üblica  Argentina; 


La  República  de  Boliviu; 

La  República  del  Paraguay ; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil ; 
La  República  de  Chile. 

En  discusión  el 

Artículo  35. 

<  El  Estado  requeriente  podrá  constituir  un  representante  especial 
€  á  los  efectos  del  juicio  de  extradición.  Pero  la  falta  de  éste  no 
«  impedirá,  en  ningún  caso,  el  curso  regular  de  la  sustanciacion  del 
«  proceso.  > 

El  Señor  Doctor  Ramirez  dijo:  que  la  Comisión  retira  este  artícu- 
lo, porque  considera  inconveniente  que  las  Naciones  sean  represen- 
tadas por  apoderados  particulares,  sin  perjuicio  de  que  los  agentes 
diplomáticos,  y  en  su  caso  los  consulares,  puedan  imponerse  del 
estado  del  proceso,  trasmitiendo  á  sus  Gobiernos  las  noticias  que 
creyesen  convenientes. 

Se  dio  por  retirado  el  artículo  35. 

Se  pone  en  discusión  el 

Artículo  36. 

«  En  los  casos   en   que    fuere   necesaria  la   comprobación  de  las 

<  excepciones  alegadas,  y  el  detenido  la  ofreciese  al  oponer  éstas, 
«  se  reabrí ró  el  incidente  á  prueba,  rigiendo  respecto  de  ella  y  de 

<  sus  términos,  las  prescripciones  de  la  ley  procesal  del  Estado  re- 

<  querido. » 

El  Señor  Doctor  Ramirez  manifestó:  que  la  Comisión  había creido 
conveniente  modificar  este  artículo  en  los  siguientes  términos,  en 
los  cuales  se  vota  y  es  aprobado : 

€  En  los   casos    en  que  fuese  necesaria  la   comprobación    de  los 

<  hechos  alegados,  se  abrirá  el  incidente  á  prueba,  rigiendo  respec- 
*  to  de  ella  y  de  sus  términos  las  prescripciones  de  la  ley  procesal 
«  del  Estado  requerido.  > 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 


La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa : 

El  Imperio  del  Brasil ; 
La  República  de  Chile. 

Se  puso  en  discusión  el 

Artículo  37. 

«  Producida  la  prueba,  el  Juez  ó  Tribunal  competente  fallará  sin 
«  mas  trámite,  en  el  término  de  diez  dias,  declarando  si  hay  ó  no 
«  lugar  á  la  extradición. 

«  Dicha  resolución  será  apelable  en  relación,  dentro  del  término  de 
«  tres  dias,  para  ante  el  Tribunal  competente  de  última  instancia,  el 
c  cual  pronunciará  su  decisión  en  el  í»lazo  de  cinco  dias.  > 

El  Señor  Doctor  Ramírez  propuso,  á  nombre  de  la  Comisión,  que 
el  artículo  fuese  redactado  así : 

<  Producida  la  prueba,  el  incidente  será  fallado  sin  mas  trámite  en  el 
«  término  de  diez  dias,  declarando  si  hayo  no  lugar  á   la  extradición. 

Dicha  resolución  será  apelable  en  relación,  dentro  del  término  de 
€  tres  dias  para  ante  el  Tribunal  competente  de  última  instancia,  el 
«  cual  pronunciará  su  decisión  en  el  plazo  de  cinco  dias.  > 

Votado  el  artículo  37,  queda  aprobado  en  esta  forma: 

«  Producida  la  prueba,  el  incidente  será  fallado  sin  mas  trámite,  en 
«  el  término  de  diez  dias,  declarando  si  hay  ó  no  lugar  á  la  extra- 
«  dicion. 

«Dicha  resolución  será  apelable  dentro  del  término  de  tres  dias, 
«  para  ante  el  Tribunal  competente,  el  cual  pronunciará  su  deci- 
t  sion  en  el  plazo  de  cinco  dias.  > 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del    Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 


id*  V 


Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil; 
La  República  de  Chile. 

Se  pasa  á  discutir  el 


Artículo  38. 


«  Si  la  sentencia  fuese  favorable  al  pedido  de  extradición,  el  Tri- 
«  bunal  que  pronunció  el  fallo  lo  hará  saber  inmediatamente  al 
^  Poder  Ejecutivo,  á  fin  de  que  provea  lo  necesario  para  la  entrega 
«  del  delincuente. 

«  Si  fuese  contraria,  el  Juez  ó  Tribunal  ordenará   la  inmediata   li- 

*  bertad  del  detenido  y  lo  comunicará  al  Poder  Ejecutivo,  para  que 
«  por  el  órgano  respectiv)  haga  saber  la  negativa  al  Gobierno  re- 
«  queriente,  expresando  la  causa  en  que  se  funda. 

«  En  los  casos  de  negativa,  debe  reabrirse  el  juicio  de  extradición 
«  siempre  que  el  Gobierno  reclamante  presente  nuevos  documentos 
«  ó  complementase  los  ya  presentados.  * 

El  Señor  Doctor  Ramirez,  á  nombre  de  la  Comisión,  propuso 
que  este  articulo  fuese  redactado  en  los  siguientes  términos,  con  lo 
cual  se  modifican  los  incisos  2."  y  3.": 

€  Si  la  sentencia  fuese  favorable  al  pedido  de  extradición,  el  Tri- 

<  bunal  que  pronunció   el    fallo  lo  hará  saber  inmediatamente  al  Po- 

<  der  Ejecutivo,  á  fin  de  que  provea  lo    necesario    para  la  entrega 

<  del  delincuente. 

<  Si  fuese  contraria,  el  Juez  ó  Tribunal  ordenará  la  inmediata 
«  libertad  del   detenido,  y  lo  comunicará  al  Poder  Ejecutivo,  adjun- 

♦  tando  copia  de  la  sentencia,  para  que  la  ponga  en  conocimiento 
«  del  Gobierno  requeriente. 

<  En  los  casos  de  negativa  por  insuficiencia  de  documentos,  debe 
«  reabrirse  el  juicio  de  extradición,  siempre  que  el  Gobierno  recla- 
«  mante  presentase  otros,  ó  complementase  los  ya  presentados.  » 

Se  vota  el  artículo  en  la  forma  presentada  por  el  Señor  Doctor  Ra- 
mirez y  es  aprobado. 

Votaron : 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina  ; 

La  República  de  Bolivia  ; 

La  República  del  Paraguay  ; 

La  República  del  Perú  ; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 
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Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil ; 
La  República  de  Chile. 

Se  pone  en  discusión  el 

Artículo  39 

<  Siempre  que  el  detenido  manifestase  su  conformidad  con  el  pe- 
«  dido  de  extradición,  el  Juez  ó  Tribunal  competente  labrará  acta 
«  de  los  términos  en  que  esa  conformidad  haya  sido  prestada,  y  de* 
<  clararé,  sin  más  trámite,  la  procedencia  de  la  extradición. » 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dijo  que  la  Comisión  aconseja  suprimir 
la  palabra  competente. 

Se  vota  el  artículo  con  la  supresión  indicada  y  es  aprobado. 

Votaron  : 

Por  la  afirmativa  : 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay ; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa : 

El  Imperio  del  Brasil ; 
La  República  de  Chile. 

Se  pasa  á  cuarto  intermedio. 

Continúa  la  Sesión. 

Preside  el  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña. 

En  discusión  el 

Articulo  40. 

«Todos  los  objetos  concernientes  al  crimen  que  motiva  la  extradi- 

<  cion  y  que  se  hallaren  en  poder  del  delincuente,  serán  remitidos 

<  al  Estado  que  obtuvo  la  entrega. 

«  Los  que  se  hallaren  en  poder  de  terceros,  no  serán  remitidos  sin 
c  que  los  poseedores  sean  oídos  previamente  y  resuéltose  las  excep- 

<  clones  que  opongan.  » 


CéKJX 


El  Señor  Doctor  Ramírez  indicó:  que  en  lugar  de  decirse  todos 
los  objetos  concernientes  al  crimen,  se  dijese  concernientes  al  delito. 

El  Señor  Doctor  Aceval  propuso  que  en  vez  de  delincuente  se  di- 
jese reo. 

Votado  el  artículo  con  las  modificaciones  indiciídas,  queda  aprobado 
en  esta  forma : 

<  Todos  los  objetos  concernientes  al  delito  que  motiva  la  extradi- 
«  cíon  7  que  se  hallaren  en  poder  del  reo,  serán  remitidos  al  Estado 
<  que  obtuvo  la  entrej^a.  » 

«  Los  que  se  hallaren  en  poder  de  terceros,  no  serán  remitidos  3in 
«  que  los  poseedores  sean  oídos  previamente  y  resuéltose  las  excep- 
«  ciones  que  opongan.  » 

Votaron : 

Por  la  afirmativa: 

La  República   Argentina; 

La  República  de  Bolivia ; 

La  República  del  Paraguay ; 

La  República  del  Perú  ; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa  : 

El  Imperio  del  Brasil ; 
La  República  de  Chile. 

Se  puso  en  discusión  el 

Artículo  41. 

«  En  los  casos  de  consumarse  la  extradición  por  la  vía    terrestre, 

<  corresponde  al  Estado  requerido  efectuar  la  traslación  del  inculpado 
«  hasta  la  frontera  del  Estado  requeriente,  ó  de  la  de  aquel  por  cuyo 

<  territorio  hubiese  de  pasar. 

«  En  los  casos  en  que  la  traslación  del  reo  deba  efectuarse  por  la 
«  via  marítima  ó  fluvial,  la  entrega  se  hará  por  la  Nación  reclamada, 
«  en  el  puerto  de  embarque,  á  los  agentes  que  debe  constituir  la 
«  Nación  requeriente. 

«  El  Estado  requeriente  podrá,  en  todo  caso,  constituir  uno  ó  mas 
«  agentes  de  seguridad;  pero  la  intervención  de  éstos  quedará  subor- 

<  dinada  á  los  agentes  ó  autoridades  del  territorio  requerido  ó  del 
*  de  tránsito.  » 
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El  Señor  Doctor  Ramírez  manifestó:  que  la  Comisión  proponía 
una  ligera  modificación  á  este  artículo,  y  era,  la  de  establecer  que 
los  reos  fuesen  entregados  en  el  punto  mas  adecuado  de  la  frontera 
terrestre  ó  en  el  puerto  mas  apropiado  de  embarque. 

El  Sef5or  Doctor  Vaca-Guzman  expresó:  que  en  el  2/  inciso  sería 
mas  conveniente  pfmer  por  la  Nadan  que  hubiese  de  hacer  la  entrega. 

Votado  este  artículo  queda  aprobado  como  sigue  : 

«  En  los  casos  de  practicarse  la  entrega  del  reo  por  la  vía  terrestre, 
«  corresponderá  al  Estado  requerido  efectuar  la  traslación  del  incul- 
«  pado  hasta  el  punto  mas  adecuado  de  su  frontera. 

«  Cuando  la  traslación  del  reo  deba  efectuarse  por  la  vía  marítima 
«  ó  fluvial,  la  entrega  se  hará  en  el  puerto  mas  apropiado  de  embar- 
«  que,  á  los  agentes  que  debe  constituir  la  Nación  requeriente. 

«  El  Estado  requeriente  podrá,  en  todo  caso,  constituir  uno  ó  mas 
«  agentes  de  seguridad;  pero  la  intervención  de  éstos  quedará  subor- 
«  dinada  á  los  agentes  ó  autoridades  del  territorio  requerido  ó  del  de 
«  tránsito.  » 

Votaron  : 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  B(»livia  ; 

La  República  del  Paraguay  ; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa : 

El  Imperio  del  Brasil ; 
La  República  de  Chile. 


Se  pasa  á  discutir  el 


Artículo  42. 


«  Cuando  para  la  entrega  de  un  inculpado,  cuya  extradición  hu- 
«  biese  sido  acordada  por  una  Nación  á  favor  de  otra,  fuese  necesano 
«  atravesar  el  territorio  de  un  Estado  intermedio,  el  tránsito  será 
«  autorizado  por  éste,  sin  exigirse  otro  requisito  que  el  de  la  exhibí" 
«  cion  por  la  via  diplomática,  del  decreto  de  extradición  expedido 
«  por  el  Gobierno  que  otorgó  aquella  y  del  cual  se  acompañará  tes- 
c  timonio  en  forma.  > 


£á^.MJ 


El  Señor  Doctor  Ramirez,  á  uombre  de  la  Comisión,  propuso  que 
este  artículo  fuese  redactado  así : 

«  Cuando  para  la  entrega  de  un  reo,  cuya  extradición  hubiese  sido 
«  acordada  por  una  Nación  á  favor  de  otra,  fuese  necesario  atravesar 
«  el  territorio  de  un  Estado  intermedio,  el  tránsito  sera  autorizado 
«  por  éste,  sin  exigirse  otro  requisito  que  el  de  la  exhibición  por  la 
«  via  diplomática  del  testimonio  en  forma  del  decreto  de  extradición 
«  expedido  por  el  Gobierno  que  la  otorgó. » 

Se  vota  este  artículo  en  la  nueva  forma  indicada  por  el  Señor 
Doctor  Ramirez,  y  es  aprobado. 

Votaron : 

Por  la  atiimativa : 

La  República  Argentina ; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay  ; 

La  República  -del  Perú  ; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa : 

El  Imperio  del  Brasil ; 
La  República  de  Chile. 

En  discusión  el 

Artículo  48. 

«  Si  el  tránsito  fuese  acordado,  las  autoridades  respectivas  presta- 
«  rán  sus  auxilios  á  fin  de  evitar  la  evasión  y  facilitar  la  conducción 
<  del  TOO  por  su  territorio  jurisdiccional.  » 

El  Señor  Doctor  Ramirez,  á  nombre  de  la  Comisión,  propuso  esta 
fórmula  para  el  artículo  en  debate  : 

«  Si  el  tránsito  fuese  acordado,  regirá  lo  dispuesto  en  el  inciso  3.* 
«  del  artículo  41.  > 

Votado  el  artículo  con   la  modificación  propuesta,  es  aprobado. 

Votaron : 

Por  la  afirmativa  : 

La  República  Argentina ; 


—  Yí^  — 

Lh  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay ; 

La  República  del  Perú ; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil; 

La  República  de  Chile. 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  44. 

«Los  gastos  que  demande  la  extradición  del  reo,  serán  por  cuenta 
«  del  Estado  requerido  hasta  el  momento  de  la  entrega,  y  desde  en- 
« tonces  á  cargo  del  Gobierno  requeriente.  » 

Votado  este  artículo,  es  aprobado  sin  observación . 

Votaron : 

Por  la  afirmativa : 

La  República  Argentina ; 

La  República  de  Bolivia ; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa : 

El  Imperio  del  Brasil ; 
La  República  de  Chile. 

Se  pone  en  discusión  el 

Artículo  45. 

«  Cuando  la  extradición  fuese  acordada  y  se  tratase  de  un  incul 
«  pado,  el  Gobierno  que  la  hubiese  obtenido,  comunicará  al  que  la 
€  concedió,  la  sentencia  definitiva  recaída  en  la  causa  que  motivó 
<  aquella.  > 

Votado  este  artículo,  es  aprobado  sin  observación. 

Votaron : 

Por  la  afirmativa  : 

La  República  Argentina; 
La  República  de  Bolivia; 
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La  República  del  Paraguay ; 

La  República  del  Perú; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa*. 

El  Imperio  del  Brasil ; 
La  República  de  Chile. 

Se  pasa  al 

TÍTULO  V. 

DE    LA    PRISIÓN   PREVENTIVA. 

En  discusión  el 

Artículo  46. 

«  En  caso  de  nrt^encia,  el  Estado  requerido  ordenará  el  arresto 
«  provisorio  del  roo,  cuando  así  lo  pida  el  Estado  requeriente,  por  la 
«  via  postal  ó  telegnUica,  siempre  que  se  invoque  para  ello  la  exis 
<  tencia  de  una  sentencia  ó  de  una  orden  de  prisión,  y  se  determine 
€  con  claridad  la  naturaleza  del  delito  condenado  ó  perseguido.» 

El  Señor  Doctor  Hamirez,  á  nombre  de  la  Comisión,  propuso  la 
siguiente  redacción  para  el  artículo  en  debate: 

«  Cuando  los  Gobiernos  signatarios  reputasen  el  caso  urgente, 
podrán  solicitar  por  la  vía  postal  ó  telegi'áfica,  que  se  proceda  ad- 
ministrativamente al  arresto  provisorio  del  reo,  así  como  á  la  se. 
guridad  de  los  objetos  concernientes  al  delito,  y  se  acíiederá  al 
pedido,  siempre  que  se  invoque  la  existencia  de  una  sentencia  ó 
de  una  orden  de  prisión  y  se  determine  con  claridad  la  naturaleza 
del  delito  castigado  ó  pei'seguido.  j» 

Votado  este  artículo  es  aprobado  en  la  forma  propuesta  por  el  Se. 
ñor  Doctor  Ramírez. 

Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay ; 

La  República  del  Perú  ; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 
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Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil ; 
La  República  de  Chile. 

Se  entra  á  discutir  el 

Artículo  47 

<  El  detenido  será  puesto  en  libertad,  si  el  Estado  requeriente  no 
<  hubiese  deducido  la  demanda  de  extradición  en  los  diez  dias  si- 
«  guientes  á  la  llegada  del  primer  correo  que  se  despachó  con  poste- 
«  rioridad  á  la  fecha  en  que  se  hizo  el  pedido  de  detención  pre- 
«  ventiva.> 

El  Señor  Doctor  Ramírez,  á  nombre  de  la  Comisión,  propuso 
que  este  artículo  se  modificara  en  la  siguiente  forma: 

<  El  det'^.nido  será  puesto  en  libertad,  si  el  Estado  requeriente  no 
«  hubiese  |)resentad()  el  j)edído  de  extradición  dentro  de  los  diez  dias 
€  de  la  llegada  del  primer  correo  despachado  después  del  pedido  de 
«  arresto  provisorio.  > 

Votado  este  artículo  en  la  nueva  forma  propuesta  por  el  Señor 
Doctor  Ramírez,  es  aprobado. 

Votaron : 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina ; 

La  República  de  Bolivia  ; 

La  República  del  Paraguay  ; 

La  República  del  Perú ; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  ueürativa: 


ir>' 


El  Imperio  del  Brasil; 
La  República  de  Chile. 

En  discusión  el 

Artículo  48 


«  En  todos  los  casos  de  prisión  preventiva,  las  responsabilidades 
«  que  de  ella  emanen  corresponden  al  Gobierno  que  solicitó  la  de- 
<  tención.» 

Se  vota  esto  artículo  y  es  aprobado. 
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Votaron: 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay ; 

La  República  del  Perú ; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil ; 
La  República  de  Chile. 

El  Señor  Presidente  manifestó:  que  había  terminado  la  discusión 
del  proyecto  de  Tratado  sobre  materia  penal,  agregando,  que  creía 
que  algunos  de  los  Señores  Plenipcítenciarios  tenían  la  idea  de  pro- 
poner varios  artículos  complementarios  que  se  refieren  ala  forma  en 
que  aquel  debe  suscribirse. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  somete  á  la  coosideracion  del  Honorable 
Congreso,  los  siguientes  artículos  complementarios  del  Tratado,  la 
fórmula  de  introducción  y  su  parte  final : 

Artículo  48 

€  No  es  indispensable  para  la  vigencia  de  este  Tratiido,su  ratifica- 

<  cion     simultanea    por  todas   las  Naciones  signatarias.     Laque  lo 
«  apiruebe  lo  comunicará  á  los  Gobiernos   Argentino  y  Oriental  del 

<  Uruguay,  para  que  lo  trasmita  á  las  demás  Naciones  Contratantes. 
«  Este  procedimiento  hará  las  veces  de  un  cange. » 

Artículo  49 

«  Hecho  el  cange  indicado  en  la  forma  del  artículo  anterior,  el 
«  Tratado  quedará  en  vigor  desde  ese  ac^o  y  por  tiempo  indefinido 
€  entre  las  Naciones  que  lo  hubiesen. efectuado.  > 

Artículo  50 

«  El  artículo  48  es  extensivo  alas  Naciones  que,  no  habiendo  coj- 

<  currido  á  este  Congreso,  quisieran  adherirse  al  presente  Tratadc.» 

Artículo  51 

<  Si  en  el  trascurso  del  tiempo,  algunas  de  las  Naciones  Contratan- 
«  tes  creyese  necesario  introducir    modificaciones  en  este  Tiatado, 

<  notificará    á   las  demás  Naciones  su  voluntad  de  hacer  cesar  sus 
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«  efectos  en  la  parte  correspondiente»  pero  no  quedará  desligada  sino 
«  tres  años  después  de  ese  acto,  término  en  que  se  procurará  llegar  á 
«  un  nuevo  acuerdo,  por  la  vía  y  forma  que  se  crea  mas  conveniente.» 

Artículo  52 

«  Las  estipulaciones  del  presente  Tratado  solo  serán  aplicables  4 
«  los  crímenes  y  delitos  perpetrados  con  posterioridad  á  la  fecha 
«  de  su  vigencia. » 

«  Jai  República  Ar<^entina,  la  de  liolivia,  etc.,  etc.,  con  el  propósito 
«  de  facilitíir  la  adiniuistruciou  de  justicia  en  la  represión  de  los  crí- 
«  menes  y  delitos  cometidos  en  su  res[)ectiva  jurisdicción  territorial, 
c  han  convenido  en  celebrar  un  Tratado  de  Derecho  Penal  Interna- 
«  cional,  por  medio  de  sus  respectivos  Plenipotenciarios,  reunidos  en 
«  la  ciudjiíd  de  Montevideo,  por  iniciativa  de  los  Gobiernos  de  las  Re- 
<  públicas  Argentina  y  ürientnl  del  Uruguay  en  Congreso  Jurídico 
€  Internacional  Sud-Americano,  estando  representadas: 

€  La  República  Argentina,  etc.,  ete 


«  Quienes,  previa  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  (jue  hallaron 
«  en  debida  forma,  y  después  de  las  cM)nferenciíis  y  discusiones  del 
«  caso,  han  acordado  lns  estipulaciones  siguientes: 

(Sigue  el  Tratado) 

<  En  fe  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de  las    Naciones  mencio- 

<  nadas  las  hemos  firmado  y  sellado  en  el   número    de.    ..ejemplares 

<  á  los. . .  .dias  del  mes  de. . .   de  1889.» 

Por  indicación  del  Señor  Prats,  se  dis[)Uso  la  impresión  de  las  propo- 
siciones del  Señor  Doctor  Ramirez,  para  distribuirlas  á  los  Señores 
Plenipotenciarios. 

Después  de  un  cambio  de  ideas  entre  el  Señor  Presidente  y  los 
Señores  Quintana^  Gal  vez  y  Prats,  se  resolvió  que  el  Honorable 
Congreso  no  celebrará  sesión  hasta  el  dia  2  i  del  corriente,  en  la  cual 
debe  comenzar  la  discusión  fiel  i)royecto  de  Derecho  Procesal,  Pro- 
piedad Literaria,  Inventos  y  Marcas  de  Fábrica,  sin  perjuicio  de  ocu- 
parse en  la  misma  Sesión  ó  en  cualquiera  de  las  subsiguientes,  de  los 
artículos  propuestos  por  el  Señor  Doctor  Ramirez. 

Por  indicación  del  Señor  Presidente,  y  después  de  un  breve  debate, 
en  el  cual  tomaron  parte  los  Señores  Prats,  Ramirez,  Gálvez  y  Quin- 
tana, el  Honorable  Congreso  decidió  que  cada  Comisión  nombrase  de 
su  seno  uno  ó  dos  Plenipotenciarios  que  se  ocupasen  de  los  trabajosde 


corrección,  revisión,  etc.,  del    Diario  de  Sesiones,  en  la  parte  que  á 
cada  una  de  ellas  les  corresponda. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  4.50  p.  m. 

Ild.  Gabcia  Lagos 

Presidente. 

Roque  Saenz   PeSTa 
Manl.  Quintana 
Sgo.   Vaca-Güzman 
Domingos   de  Andrade  Figueira 

B.  Pbats 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 
Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 


Vi 


ArTA  NCM.  20. 

SESIÓN  DEL  2í  DE  DICIEMBRE  DE  1888. 

Presidencia  del  Señor   Doctor   Don  Ildefonso  García  Lagos. 
Estando  presentes: 

Por  la  Repííblica  Argentina: 

El  Se>íor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Pe5Ja; 

El  Se^or  Doctor  Don  Manuel  Quintana. 

Por  la  Rqmhlica  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  SANTiAao  Vaca-Guzman. 

Por  él  Imperio  del  Brasil: 

El  Se5:or  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira. 

Por  la  Bepiil>lica  de  Cliile: 

El  Se5Jor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Se5Jor  Don  Belisario  Prats. 

Por  la  Repi¿bUca  del  Paraguay: 

El  Se5íor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval. 

Por  la  Bepühlicu  dd  Perú,: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez. 

Por  la  Bepüblica  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 

La  So/Sion  se  abre  á  las  2.45  p.  m. 
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Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  Actii  de  la  Sesión  anterior. 

Después  de  un  cambio  de  ideas  entre  el  Señor  Presidente  y  los 
Señores  Vaca-Guzman,  Ramírez,  Saenz  Peña,  Quintana,  Gálvez  y 
Chacaltana,  se  aprobaron  en  la  siguiente  forma,  los  artículos  com- 
plementarios del  proyecto  de  Tratado  sobre  Derecho  Penal  Inter- 
nacional, el  preámbulo  del  mismo  y  su  parte  final,  presentados 
en  la  Sesión  anterior  por  el  Señor  Doctor  Ramírez. 

Artículo    48. 

«  No  es  indispensable  pai*a  la  vi^rencia  de  este  Tratado,  su  rati- 
«  ficacion  simultánea  por  todas  Irs  Naciones  signatarias.  La  que  lo 

<  apruebe,  lo  comunicará  á  los  Gobiernos  Argentino  y  Oriental 
«  del  Uruguay,  para  que  lo  hagan  saber  á  las  demás  Naciones 
€  Contratantes.    Este  precedimiento  hará  las  veces  de  cange.» 

Artículo  49. 

€  Hecho  el  cange  indicado  en  la  forma  del  artículo  anterior,  el 
«  Tratado  quedará  en  vigor  desde  ese  acto,  y  por  tiempo  indefinido 
«  entre  las  Naciones  que  lo    hubiesetj  efectuado.» 

Artículo  50. 

«  El  artículo  48  es  extensivo  á  las  Naciones  que,  no  habiendo 
«  concurrido  á  este  Congreso,  quisieran  adherirse    al  presente  Tra- 

<  tado.» 

Artículo  51. 

«  Si  alguna  do  las   Naciones    signatarias  creyese  necesario  íntro- 

<  ducir  modificaciones  en  este  Tratado,  notificará  á  las  demás  su 
«  voluntad  de  hacer  cesar  sus  etbctos  en  todo  ó  en  parte,  pero  no 
«  quedará  desligada  sino  dos  anos  después  de  ese  acto,  término  en 
«  que  se  procurará  llegar  á    un   nuevo  acuerdo.» 

Artículo  52. 

€  Las  estipulaciones  del  presente  Tratado,  solo  serán  aplicables 
«  á   los  crímenes    y  delitos    perpetrados  durante  su  vigencia.  » 

«  S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Argentina;  S.  E.  el  Pre- 
«  sidente  de  la  Repúblca  de  Holivia,  etc.,  etc.,  han  convenido 
«  en  celebrar  un  Tratado  de  Derecho  Penal  Internacional  por  medio 
«  de  sus  respectivos  Plenipotenciarios,  reunidos  en  Congreso,  en  laciu- 
«  dad  de  Montevideo,  por  iniciativa  de  los  Gobiernos  de  las  Repúbli- 
«  cas  Argentina  y  Oriental   del  Uruguay,    estando  representados: 
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S.  E.  el  Presidente  de  la  República  Argentina 

Por 

El  Señor  Doctor 


Quienes,  previa  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  que  hallaron 
en  debida  forma,  y  después  de  las  conferencias  j  discusiones  del 
caso,  han  acordado  Ips  estipulaciones  siguientes: 


En  fe  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de  las  Naciones  menciona- 
das, lo  firman  y  sellan  en  el  número  de ejemplares,  en  Mon- 
tevideo, á  los dias  de  ...  .de  1889. 

(L.  S.) 

El  Señor  Presidente  consultó  si  debía  encargarse  á  una  Comi- 
sión de  Redacción  el  trabajo  de  corregir  el  proyecto  de  Derecho 
Penal,  ya  aprobado. 

El  Señor  Prats  manifestó:  que  convenía  establecer  de  una  ma- 
nem  concreta  el  cometido  de  dicha  Comisión. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  expresó:  que  dicha  Comisión  debía 
limitarse  simplemente  á  compaginar  el  proyecto  tal  como  ha  sido 
aprobado,  y  proponer  aquellas  correcciones  que  no  alteren  absolu- 
tamente el  pensamiento,  sino  (]ue  mejoren  la  redacción  de  los  ar- 
tículos, sin  perjuicio  de  que  si  alguno  de  los  Señores  Plenipoten- 
ciarios quisiera  indicar  enmiendas  ó  modificaciones,  y  fuesen 
ellas  aceptadas  por  el  Honorable  Congreso,  no  habría  inconveniente 
(le  ninguna  clase. 

El  Señ'tr  Prats  manifestó  su  conformidad  á  tal  proposición, 
siempre  que,  la  Comisión  se  limitase  á  las  correcciones  de  mero 
lenguaje. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  propuso:  que  la  Comisión  se  com- 
pusiese de  dos  de  los  miembros  de  la  de  Derecho  Penal,  encar- 
gándose los  otros  dos  del  trabajo  relativo  al  Diario  de  Sesiones, — 
V  así  se  ací^rdó. 

En  seguida  se  pasa  á  considerar  el  proyecto  relativo  á  Procedi- 
mientos Judiciales,  que  corrii  agregado  al  Acta  número  9  de  la 
Sesión  habida  el  24  de  Octubre  último. 

El  Señor  Doctor  Gálvez,  Miembro  Informante  de  la  Comisión 
respectiva,  se  expresó  en  estos  términos: 

Señores  Plenipotenciarios: 

Habiendo  sido  designado  por  mis  estimables  colegas  de  Comisión, 
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Miembro  Informante  para  manifestar  al  Honorable  Congreso  los 
fundamentos  de  las  disposiciones  consignadas  en  los  proyectos  re- 
lativos al  Procedimiento  Judicial,  al  cumplimiento  de  las  Sentencias 
y  Fallos  Arbitrales;  á  la  Propiciad  Literaria,  Artística  é  Industrial  y 
Marcas  de  Fábrica,  tengo  la  honra  de  dirigiros  la  palabra,  y  no 
abusaré  de  vuestra  benévola  atención,  por  que  con  la  brevedad  que 
me  sea  posible,  trataré  de  cumplir   nii  cometido. 

TÍTULO  I. 

La  Comisión  establece  respecto  al  Procedimiento  Judicial,  que 
los  juicios,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza,  se  tramitarán  según  la 
ley  de  la  Nación  en  cuyo  territorio  se  entablen  las  acciones,  y 
sujeta  á  esa  misma  ley  las  pruebas  que  las  partes  ofrezcan  para 
acreditar  sus  derechos;  pero  concede  que  las  pruebas  permitidas 
por  la  ley  que  rige  el  acto  jurídico,  se  actúen  en  el  lugar  del  jui- 
cio, cuando  se  trate  de  acreditar  la  existencia  de  dicho  acto,  si 
esas  pruebas  no  estuviesen  prohibidas  por  razones  de  orden  pú- 
blico. 

El  principio  adoptado  por  la  Comisión  en  el  artículo  1/,  es  pues, 
el  que  aceptan  en  general  los  tratadistas  de  Derecho  Internacional 
Privado,  y  forma  parte  de  la  jurisprudencia  casi  universal,  se- 
gún lo  expresa  en  su  exposición  de  motivos  al  Gobierno  del  Perú, 
el  Presidente  del  Congreso  reunido  en  Lima  en  1878,  Doctor  Don 
Antonio  Arenas.  Y  en  efecto,  Foclix  dice:  que  la  competencia 
de  las  autoridades  y  la  forma  de  los  procedimientos,  se  rigen  por 
la  ley  del  país  donde  la  demanda  se  entabla,  cualquiera  que  sea 
la  ley  bajo  cuyo  imperio  hayan  pasado  los  hechos  que  la  motivan, 
y  agrega,  que  este  principio  está  unánimemente  adoptado  por  todos 
los  autores.  Fiore,  dice  á  su  vez,  que  está  generalmente  admi- 
tido que  los  actos  del  procedimiento  se  rijan  por  la  kx  fori 
y  Stor}'^  y  Dudley-Field  se  expresan  del  mismo  modo.  Vaquet 
sostiene  por  su  parte,  que  las  leyes  del  procedimiento  son  de  orden 
público  y  que  rigen  exclusivamente  en  el  país  en  que  se  incoe 
el  litigio. 

Respecto  á  las  pruebas,  el  principio  consignado  en  el  artículo  ?.* 
es  también  el  que  aceptan  generalmente  los  escritores;  de  Derechf»  In- 
ternacional Privado:  así  Ka;Jix  opina,  que  la  actuación  de  las  pruebas 
es  la  secuela  necesaria  de  las  formalidades  de  los  juicios,  y  Vaquet 
agrega,  que  la  manera  de  actuarse  las  pruebas,  como  cuestión  de 
procedimiento,  está  sujeta  á  hi  lex  fori,(\  la  ley  del  país  en  que  el 
proceso  se  entabla,  siendo  por  cf»nsigu¡ente  esta  ley  laque  determina 
la  incapacidad  de  los  testigos  las  causas  de  recusación  y  de  excusa. 
Ja  prestación  del  juramento,  etc.,  etc. 
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TÍTULO   II. 

En  el  Título  2.*  sobre  el  cumplimiento  de  los  exhortos,  de  las  sen- 
tencias y  fallos  arbitrales,  ha  separado  la  Comisión  la  parte  civil  de 
la  criminal,  con  el  objeto  de  dar  á  lasdisposiciouas  relativas  á  cada 
una  de  esas  materias,  la  claridad  y  precisión  debidas,  y  porque,  en 
el  caso  de  que  la  Comisión  encargada  de  la  parte  penal  se  ocupase 
de  reglamentar  el  procedimiento  de  la  extradición,  como  en  efectx)  lo 
ha  hecho,  5' el  Honorable  Congreso  tuviese  á  bien  acordar  la  supre- 
sión de  la  sección  2.'  del  Título  II  del  proyecto,  pueda  hacerse  fácil- 
mente y  sin  alterar  las  disposiciones  contenidas  en  la  sección  1.*,  que 
se  contrae  exclusivamente  á  la  parte  civil. 

No  ha  sido  ciertamente  motivo  de  controversia  para  la  Comisión, 
la  aceptación  del  principio  consignado  en  el  artículo  3.' del  proyecto. 
Es  el  mismo  que  sirvió  de  base  al  Tratado  ajustado  en  Lima  en 
1878,  el  que  trae  el  proyecto  de  nuestro  colega  el  Doctor  Don  Gonzalo 
Ramirez,  y  el  que  sostienen  la  mayor  parte  de  los  tratadistas  que  se 
ocupan  de  la  materia. 

La  doctrina  de  revisar  las  sentencias  y  fallos  pronunciados  en  un 
país,  para  que  tengan  efecto  en  otro  Estado,  por  estar  comprometi- 
dos los  intereses  de  un  nacional  ó  porque  se  alega  injusticia  en  el 
fallo,  y  la  doctrina  de  dar  á  las  sentencias  solo  el  carácter  de  medios 
de  defensa  ó  de  excepciones  perentorias  de  cosa  juzgada,  han  sido  doc- 
trinas de  transición  entre  el  exclusivismo  del  imperio  déla  jurisdiccioa 
territorial,  y  las  exigencias  del  progreso  de  los  pueblos  mod¿rLCS. 

Expedida  una  sentencia  ó  un  fallo  arbitral  con  el  cai*áct3r  de  eje- 
cutoriado ó  pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada  en  un  Estado,  no  era 
posible  que  en  los  demás  Estados  no  tuviese  el  mismo  valor  y  signi- 
ficación, sin  que  quedasen  comprometidos  los  fueros  de  la  justicia  y 
de  las  conveniencias  internacionales,  sobre  todo,  tratándose  de  las 
relaciones  de  las  Naciones  del  Continente  Sud-Americano  que  tienen 
intereses  comunes,  instituciones  análogas  y  las  mismas  bases  en  su 
legislación  civil  y  criminal.  Para  dar  ensanche  y  seguridad  en  las 
relaciones  comerciales  de  los  Estados,  ha  sido,  pues,  preciso  estable- 
cer en  el  artículo  3."  que  las  sentencias  y  fallos  dictados  en  asuntos 
civiles  y  comerciales,  con  el  carácter  de  definitivos,  en  uno  de  los 
Estados  signatarios,  tendrán  en  los  territorios  de  los  demás,  la  misma 
fuerza  que  en  el  país  en  que  se  pronunciaron,  con  las  calidades  apun- 
tadas en  los  artículos  4.^  5.",  6.'  y  l.\  que  no  son  restricciones  del 
principio,  sino  garantías  en  favor  de  los  interesados  en  el  litigio,  y 
resguardo  de  la  soberanía  del  territorio  en  que  se  pide  la  ejecución 
de  la  sentencia. 

Así  en  el  artículo  4.'  se  señalan  los  documentos  que  habrá  de 
acompañarse,  y  el  juez  ante  quien  deberá   e\i\aX>W?»^.  \^  ^'^<ei<í*\i¿\<^\i* 
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y  se  ha  designado  al  juez  ó  tribunal  de  primera  instancia,  tanto 
porque  es  ante  él  que  se  entabla  la  ejecución  de  las  sentencias  y 
fallos  expedidos  en  el  propio  territorio,  según  la  ley  de  procedi- 
mientos de  los  Estados  Americanos,  cuanto  porque  pudiendo  promo- 
verse alguna  controversia  sobre  los  puntos  contenidos  en  el  artículo 
5.',  era  preciso  concederá  la  parte  perjudicada  los  recursos  de  ape- 
lación ú  otros  que  permita  la  ley  del  país  de  la  ejecución.  El  artículo 
6.°  complétala  disposición  contenida  en  el  artículo  4.",  y  confirma  la 
doctrina  del  3.*,  pues  expresa  de  una  manera  explícita  que  la  con- 
troversia nunca  recaerá  sobre  la  sentencia  en  sí  misma  y  prohibe 
reabrir  el  juicio  y  revisar  la  sentencia  cuyo  cumplimiento  se  pide. 

En  el  artículo  5."  se  fijan  las  condiciones  que  deben  reunir  las 
sentencias  y  de  las  cuales  podrá  ocuparse  el  juez  ó  tribunal,  y  esos 
condiciones  son  las  que  establecen  uniformemente  Foelix,  Fiore, 
Pradier-Fodéré  y  Vaquet,  y  las  que  aparecen  también  en  el  Tratado 
de  juristas  de  Lima  y  en  el  proyecto  del  Doctor  Ramírez.  Pretender 
justificar,  por  mi  parte,  esas  condiciones,  sería,  pues,  inconducente, 
desde  que  todos  los  que  se  dedican  al  estudio  de  estas  materias 
convienen  en  que  dichas  condiciones  bastan  para  resguardar  los 
fueros  de  la  justicia  en  general  y  de  la  ley  del  territorio  de  la  eje- 
cución. 

En  el  artículo  7."  se  reproduce  el  principio  de  la  lex  fori,  á  que  se 
contrae  el  artículo  1.",  y  hemos  consignado  esa  disposición  de  un 
modo  especial,  para  evitar  que  la  suspicacia  de  las  partes  ó  la  debili- 
dad délos  jueces,  den  cabida  á  cuestiones  embarazosas  é  inútiles. 

La  Comisión  se  ha  ocupado  también  de  los  actos  de  jurisdicción 
voluntaria,  para  darles  en  los  Estados  signatarios  un  valor 
probatorio,  análogo  al  que  les  acuerda  la  ley  del  Estado  en  que  se 
han  realizado;  y  la  Comisión  ha  procedido  así,  por  cuanto  la  in- 
terposición de  la  autoridad  judicial  para  confirmar  la  voluntad  de  las 
partes,  ó  para  practicar  un  hecho,  dá  á  esos  actos  de  jurisdicción 
voluntaria  toda  la  solemnidad  de  los  actos  públicos,  y  el  de  docu- 
mentos fehacientes  y  auténticos  á  aquellos  en  que  se  consignan. 
Un  inventario  judicialmente  practicado,  la  emancipación  de  un 
menor  con  aprobación  judicial  ú  otro  acto  semejante,  no  pueden 
dejar  de  merecer  fe,  ni  de  producir  sus  efectos  probatorios,  cuando 
la  parte  interesada  en  un  litigio  los  presenta  para  acreditar  un  he- 
cho ó  un  derecho.  El  artículo  8."  responde,  según  esto,  á  las  exigen- 
cias de  una  recta  administración  de  justicia,  y  todos  los  tratadistas 
que  hemos  consultado  están  acordes  en  enseñar  ese  principio  como 
de  conveniencia  universal.  Foelix  se  expresa  así:  vamos  á  demostrar 
que,  aun  en  los  Estados  como  Francia,  que  rehusan  reconocer  la 
autoridad  de  la  cosa  juzgada  en  país  extranjero,  se  admite  la  autori- 
dad  de  Jos  actos  de  jurisdicción  voluntaria. 
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Siendo  muy  frecuentes  los  casos,  en  los  juicios  que  se  tramitan  en 
un  Estado,  de  necesitarse  que  las  autoridades  de  otro  Estado  practi" 
quen  alguna  diligencia  ó  hagan  una  citación,  se  ha  establecido,  tanto 
por  la  conveniencia  que  de  la  reciprocidad  resulta,  cuanto  por  la  cor- 
tesía con  que  deben  tratarse  las  Naciones  entre  sí,  la  próctica  de  no 
poner  óbice  al  cumplimiento  de  los  exhortos  y  cartas  rogatorias  en 
que  esas  diligencias  se  solicitan,  y  la  Comisión,  conformándose  con 
esa  práctica,  y  teniendo  en  cuenta,  ademas,  las  poderosas  razones  en 
que  se  apoya,  no  solo  ha  consignado  en  el  artículo  9.',  el  precepto  de 
que  se  cumplan  los  exhortos  y  cartas  rogatorias  que  estén  debida- 
mente legalizados,  sino  que  ha  ampliado  el  procedimiento  en  el 
artículo  10.  En  efecto,  en  este  artículo  se  estatuye  que,  cuando  los 
exhortos  y  cartas  rogatorias  contengan  comisiones  de  trascendencia, 
como  son  las  de  practicar  embargos,  nombrar  peritos,  depositarios  ó 
tasadores,  no  solo  deba  el  juez  limitarse  al  estricto  cumplimiento  del 
encargo,  sino  dictar  las  providencias  que  conduzcan  á  solucionar 
todas  las  dificultades  que,  con  motivo  de  la  comisión,  puedan  susci- 
tarse, á  fin  de  evitar  dilaciones  perjudiciales  y  mayores  gastos  á  los 
interesados.  Cuando  á  consecuencia  de  una  quiebra,  por  ejemplo, 
sea  preciso  practicar  un  inventario  y  tasación  de  bienes  en  otro 
Estado,  y  se  haga  indispensable  designar  los  escribanos,  peritos  y  de- 
positarios que  han  de  intervenir  en  esas  diligencias,  racional  es  que 
el  juez  comisionado,  que  conooe  la  localidad,  proceda  por  sí  mismo, 
y  síl  esperar  nuevas  indicaciones  del  juez  de  la  quiebra,  quien, 
por  las  dificultades  que  ofrece  la  distancia,  no  puede  atender  satis- 
factoriamente á  las  justíxs  exigencias  délas  partes. 

El  artículo  10  completa,  pues,  las  disposiciones  generalmente 
aceptadas  sobre  el  cumplimiento  de  los  exhortos,  y  evita  con  las 
restricciones  finales  cualquiera  atingencia  que  pudiera  hacerse  sobre 
los  fueros  de  la  jurisdicción  local,  por  cuanto  exige  para  el  cumpli- 
miento de  las  comisiones  que  emanen  de  juez  competente,  que 
estén  los  exhortos  debidamente  legalizados,  que  las  diligencias  no 
se  opongan  á  los  priocipios  de  derecho  internacional  sancionados  en 
el  Tratado,  ni  estén  prohibidas  por  las  leyes  del  lugar  en  que  se 
cumple  la  comisión. 

En  el  artículo  11  se  indica  que  en  el  cumplimiento  de  los  ex- 
hortos se  observarán  las  leyes  del  procedimiento  del  país  de  la 
ejecución,  que  es  el  principio  de  la  lex  fori  consignado  en  el  ar- 
tículo 1.',  y  en  el  artículo  12  se  declara  que  los  interesados  en  el 
cumplimiento  de  los  exhortos  ó  cartas  rogatorias  podrán  nombrar 
sus  apoderados,  á  fin  de  que  vigilen  por  los  intereses  comprome- 
tidos en  la  comisión. 

Como  el  nombramiento  de  apoderados  expensados  por  quienes 

confieren  el  mandato,  está  universalmente  aceptado  en  jurisprudea- 
cia,  no  ha  tenido  la  Comisión  inconveniente  p^xa  wí\í%\^"ííx:  ^\í  «^ 
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proyecto,  la  facultad  de  üombrarlos,  y  ha  reproducido  el  artículo 
85  del  proyecto  de  Código  de  Derecho  Interoaciooal  Privado  del 
Señor  Plenipotenciario  por  el  Uruguay,  Doctor  Ramirez. 

TÍTULO  líl. 

Respecto  á  la  legalización  de  los  documentos  expedidos  en  un 
Estado  para  que  surtan  sus  efectos  en  otros  Estados,  ha  hecho  la 
Comisión  la  conveniente  distinción  entre  los  exhortes  en  materias 
civil  y  comercial,  y  los  relativos  á  la  |)enal.  En  los  asunto»  civiles 
y  comerciales,  los  exhortes  y  las  cartas  r  gtitorias  revisten  un  carác- 
ter privado,  os  la  acción  de  l(»s  }»articiilares  hi  que  se  ejercita  en  la 
tramitación  de  Ins  documentos,  haciéndose  por  esto  indispensable 
señalar  los  requisitos  que  patenticen  su  autenticidad:  en  la  materia 
penal  no  sucede  lo  mismo,  —  las  infracciones  de  la  ley  que  dan 
motivo  para  la  extradición  de  los  criminales,  afectan  siempre  al 
orden  público,  las  gestiones  se  entablan  siempre  oficialmente  por 
la  via  diplomática,  esto  es,  |)or  conducto  autorizado,  de  manera  que 
no  cabe  el  temor  de  (¡ue  los  documentos  sean  falsos  ó  estén 
adulterados. 

Correspondiendo  al  régimen  interior  de  los  Pastados,  las  formalida- 
des que  deben  observarse  |)ara  la  legalización  de  los  documentos, 
no  se  ha  ocupado  de  ellas  la  Comisión,  y  propone  solamente  que, 
después  de  cumplidas  esas  formalidades,  intervenga  el  agente  diplo- 
mático ó  consular  del  país  á  donde  debe  producir  sus  efectos  el 
documento,  á  lin  de  que,  autenticada  la  firma  del  último  funcio- 
nario del  Kstado,  en  que  se  expide  el  docn monto,  ptieHa  en  aquel 
país,  hacerse  la  confrontación  por  el  Ministerio  de  Relaciones  Ex- 
teriores, si  íisí  se  considerase  necesario. 

La  Comisión  establece  que  los  agentes  consulares  |)ueden  legalizar 
las  firmas  de  los  funcionarios  de  la  localidad  en  que  residen,  á  fin 
de  evitar  los  i;íist()s  y  las  demoras  ([ue  ocasionarían  á  los  interesa- 
dos la  remisión  de  los  documentos  á  la  capital  del  Estado,  para 
obtener  la  del  agente  diplomático.  Resguardada  la  autenticidad  <ie 
los  documentos  con  la  intervención  de  los  agentes  di[)loniáticos  ó 
consulares,  según  el  lugar  donde  la  diligencia  se  practi(|ue,  no  hay 
razón  |)ara  recargar  con  mayores  trabiis  las  dificultades  naturales 
que  se  Oj)Onen  si(?nipre  á  la  marcha  de  los  negocios,  sobre  todo 
cuando  las  cuestiones  judiciales  se  ventilan  en  países  diversos. 

DE   LA    PROPIEDAD    LITERARIA,  ARTÍSTICA    É    INDUSTRIAL. 

TÍTULO   I. 

Estando  reconocida  en  casi  todas  las  legislaciones  modernas,  el 
derecho  de  propiedad  á  las  producciones  de  la  inteligencia,  no  habría 
la  Comisión  cumplido  con  su  deber,  si  no  hubiera  consignado  en  el 
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proyecto  el  derecho  «le  propiedad  literaria  y  artística  de  la  manera 
mas  amplia  y  explícita  que  fuera  posible,  y  esa  declaración  se  ha  he- 
cho tanto  mas  necesaria,  cuanto  que,  por  no  haber  tratados  especiales 
entre  los  Estados  Americanos  y  entre  éstos  y  los  Europeos,  que^ran- 
ticeu  tan  sagrados  derechos,  han  sido  estos  conculcados  sin  miramien- 
tos de  ninguna  especie. 

Consignado  el  principio  que  reconoce  el  derecho  de  propiedad  lite- 
raria y  artística,  se  hti  ocupado  la  Conjision  de  solucionar  el  conflic- 
to que  resulta  de  no  acordarse  á  las  producciones  de  la  inteligencia,  el 
derecho  de  propiedad  perpetua,  sino  temporal  y  por  plazos  que  va- 
rían según  los  países. 

Para  salvar  esa  diücultad,  se  ha  estatuido  en  el  artículo  2."  del  pro- 
yecto, que  los  derechos  de  autor  en  un  país,  no  tendrán  en  otro  mas 
duración  que  la  (jue  en  él  se  acuerde  á  los  autores  originarios,  por- 
que no  seria  conveniente  ni  justo,  establecer  en  los  Estados,  diferen- 
cias favorables  para  los  autores  que  primitivamente  obtuvieron  el 
reconocimiento  de  un  derecho  en  otros  países.  Esas  diferencias,  ya 
que  son  inevitables,  tienen  mas  bien  c^ue  establecerse  tomando  por 
punto  de  partida  la  limitación  de  los  derechos  originarios  del  autor, 
cuando  en  dicho  país  de  origen  es  el  plazo  menor,  á  íin  de  que  las 
obras  científicas  y  literarias  salgan  cuanto  antes  del  dominio  parti- 
cular, para  entraren  el  movimiento  general  de  las  ideas  que  forman 
el  patrimonio  de  la  humanidad. 

La  Comisión  ha  reconocido  también  el  derecho  de  propiedad  á  los 
traductores  de  obras  publicadas  en  otros  idionuis,  y  en  países  con 
quienes  no  tengan  los  Estados  signatarios,  compromisos  especiales, 
porque  es  preciso  estimular  el  trabajo  de  rej>ro(luccion  de  obras  cien- 
tíficas y  literarias,  que  contribuyan  al  progreso  intelectual  y  moral  de 
los  pueblos  americanos;  pero  no  ha  creído  la  Comisión  que  sea  justo 
conceder  derechos  exclusivos  á  los  que  se  limitan  á  coleccionar  trozos 
ó  fragmentos  de  obras  destinadas  á  la  enseñanza  pública,  porque,  ade- 
mas de  que  en  esos  trabajos  no  hay  creación  de  la  inteligencia,  deben 
entregarse  semejantes  publicaciones  al  dominio  público,  para  facilitar 
la  educación  de  la  juventud. 

En  el  proyecto  de  Código  Internacional  del  Señor  Doctor  Ramírez, 
se  establece  (artículo  76),  que  cuando  no  esté  indicado  en  la 
obra  el  nombre  del  autor,  se  tenga  al  editor  como  su  causa  habien- 
te, y  con  facultad  de  hacer  respetar  los  derechos  de  aquel;  pero  la 
Comisión  ha  creído  que,  si  los  aut)res  no  han  querido  consignar  sus 
nombres  ó  seudónimos  en  sus  obius,  es  porque  no  han  tenido  el  pro- 
pósito de  reservarse  el  derecho  de  reproducirlas,  sino  que  genero- 
samente las  han  entregado  al  dominio  público.  Mas,  si  no  ha  sido 
ese  su  prop<Í8Íto,  sino  el  de  ceder  sus  derechos  al  editor,  fácil  es 
que  éste  lo  declare  en  cualquiera  parte  del  libro  y  haga  constar 
que  se  sustituye  al  autor,  ó  que  lo  representa  para    defender  sus  de' 
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rechos.  En  vez,  pues,  de  dar  al  silencio  del  autor  la  interpretación 
favorable  para  el  editor,  ha  preferido  la  Comisión  hacerlo  en  benefi- 
cio general,  cuando  no  se  haga  en  el  libro  declaración  explícita  de 
ninguna  clase. 

La  Comisión  para  formular  su  proyecto  ha  tenido  á  la  vista  el 
trabajo  del  Doctor  Ramírez  y  el  de  Dudley-Field,  que  es  el  que  mas 
extensamente  se  ha  ocupado  déla  materia,  c»)mentando  entre  otros 
tratados  europeos,  el  de  Francia  con  la  Gran  Bretaña,  y  las  últimas 
conferencias  del  Congreso  de  Berna. 

TÍTULO  IL 

PROPIKDAD   INDUSTRIAL. 
SECCrOX  1" 

Fatentcs  dt  invención. 

Aunque  en  cada  Estado  se  establecen  formalidades  diversas  para 
conceder  las  patentes  de  invención  y  los  plazos  que  se  acuerdan  para 
gozar  del  privilegio  son  también  diferentes,  común  es  á  todos  los  Es- 
tados Americanos,  otorgar  patentes  a  favor  de  los  que  descubren 
procedimientí'S  nuevos  ó  aplican  y  perfecciona»!  los  cont>cidos,  con- 
tribuyendo de  esa  manera  al  desarrollo  de  sus  industrias  y  de  su 
riqueza.  La  Comisión  conformándose  con  ese  principio  de  legisla- 
ción, lo  ha  consignado  en  el  proyecte»,  procurando  dar  facilidades  á 
los  inventores  para  obtener  el  registro  de  sus  patentes  en  ios  Esta- 
dos signatarios,  pero  sin  comprometer  las  disposiciones  reglamenta- 
rias de  cada  uno  de  ellos.  El  plaz(»dc  un  año,  acordado  á  los  inven- 
tores en  el  proyecto,  para  solicitar  el  registro,  parecerá  tal  vez  un  tanto 
largo,  desde  que  en  el  proyecto  de  Código  Internacional  de  Dudley- 
Field  se  propone  solo  el  de  tres  meses;  pero  la  Comisión  lia  creido 
que  el  plazo  debía  ser  mas  largo  ^_tov  las  muchas  dificultades  que  em- 
barazan la  comunicación  y  por  las  distancias  enormes  que  separan 
á  los  Estados  Americanos. 

Para  decidir  las  cuestiones  sobre  la  prioridad  de  las  invenciones, 
ha  preferido  la  Comisión  tomar  como  punto  de  |)artida  la  fecha  de 
la  solicitud,  en  lugar  de  la  de  concesión,  por  cuanto  aquella  no  esta 
sujeta  a  eventualidades,  mientras  (^ue  ésta  sí,  puesto  que  puede  suce- 
der muy  bien  que  una  solicitud  posterior  sea  acogida  favorablemen- 
te en  un  país,  cuando  por  la  lentitud  de  las  tramitaciones  en  otro 
Estado,  esté  todavía  pendiente  una  [)eticion  mas  antigua. 

SECCIÓN  2.- 

De  las  enarcas  de  comercio  y  de  fábrica. 

La  Comisión  ha  dejado  á  la  legislación  particular  de  cí\da  uno  de 
los  Estados  signatarios,  la  independencia  necesaria  para  reglamentar 


—  301   - 

las  condiciones  bajo  las  cuales  se  conceda  el  derecho  exclusivo  de 
usar  una  marca  ó  signo  de  fábrica;  pero,  en  protección  á  los  in- 
tereses del  comercio,  ha  consignado  en  el  artículo  19,  el  mismo 
principio  que  para  el  registro  de  las  patentes  de  invención. 

Quizá  parecerá  poco  conforme  á  la  redacción  de  un  tratado,  que 
se  haga  en  el  artículo  21,  así  como  se  ha  hecho  en  el  16,  una  e^spe- 
cie  de  definición  ó  explicación  de  lo  que  debe  entenderse  por 
marcas  ó  signos  de  fábrica  y  por  invenciones;  pero  la  Comisión  ha 
aceptado  ese  procedimiento,  no  solo  porque  así  lo  hacen  todos  los 
tratadistas  en  sus  obras,  así  acostumbran  hacerlo  los  legisladores 
en  cada  uno  de  los  Estados,  y  así  se  ha  hecho  en  los  últimos  tra- 
tados, sino  porque  col  es»  explicación  se  evitan  las  reclamaciones 
que  pudieran  intentar  los  que  por  especulación  y  caprichosamente 
llamaren  invenciones,  á  aplicaciones  sin  importancia,  ni  utilidad  para 
las  industrias. 

Tanto  en  el  Título  sobre  la  propiedad  intelectual,  como  en  el  de  la 
industrial,  ha  consignado  la  Comisión  un  artículo,  en  que  se  expresa 
que  los  juicios  (jue  se  promuevan  por  las  usurpaciones,  falsificacio- 
nes y  adulteraciones  que  puedan  cometerse,  se  tramitarán  con  arreglo 
á  las  leyes  del  país  en  donde  se  haya  ocasionado  el  daño,  porque  es 
en  el  lugar  en  (jue  se  ha  incurrido  en  responsabilidades,  donde  debe 
apreciarse  su  trascendencia  y  valorizarse   la  indemnización. 

La  Comisión  debe  numifestar  al  Honorable  Congreso  que,  si  en  el 
proyecto  que  somete  á  sus  deliberaciones,  no  se  ha  ocupado  del 
Derecho  Jurisdiccional,  materia  conexa  con  el  procedimiento,  hasta 
el  punto  de  ser  en  los  Códigos  de  Procedimientos,  en  los  que  se 
determina  la  competencia  de  los  jueces  para  entender  en  las  cuestio- 
nes que  se  promuevan,  ha  sido  porque,  constituyendo  cada  una  de 
las  mnterias  encomendadas  al  estudio  de  las  Comisiones,  un  pro- 
yecto de  Tratado  aparte,  ha  conceptuado  que  era  niíis  natural  que 
en  cada  uno  de  ellos  se  determinase  la  jurisdicción  competente,  para 
dar  mayor  unidad  á  sus  disposiciones,  que  formar  un  proyecto  inde- 
pendiente que,  por  sí  solo  no  tendría  aplicación  práctica.  En  el  pro- 
yecto sobre  Derecho  Comercial,  ha  procurado  el  que  habla,  en  per- 
fecto acuerdo  con  su  colega  de  Comisión,  el  muy  distinguido  Señoi 
Doctor  Ramírez,  que  se  precise  en  cada  uno  de  los  casos  la  juris- 
dicción á  que  están  sometidos;  y  en  la  materia  penal  se  ha  proce- 
dido también  de  la  misma  manera  por  la  Comisión  encargada  de 
ese  ti-abajo.  Si  el  Honorable  Congreso  encuentra  que  la  Comisión, 
en  cuyo  nombre  tengo  el  honor  de  dirigiros  la  palabra,  ha  incurrido 
en  la  omisión,  de  una  parte  de  su  cometido,  atribuyalo  á  una  equivo- 
cación de  concepto,  y  no  á  falta  de  voluntad,  pues  la  ha  tenido  so- 
brada para  cumplir  la  labor  que  tuvisteis  á  bien    encomendarle. 

Para  la  Comisión  será  sumamente  satisfactorio,  Señores  Plenipo- 
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teociarios,  que  los  proyectos  que  somete  á  vuestro  ilustrado  criterio 
merezcan  vuestra  benévola  acogida  y  sirvan  de  base  á  los  respectivos 
Tratados  que  el  Honorable  Congreso  va  á  someter  á  los  Excelentísimos 
Grobiernosaquf  representados;  y  que  tantti  influencia  están  llamados 
á  ejercer  en  las  relaciones  de  los  Estados  Americanos  entre  sí,  y  en 
las  que  felizmente  mantienen  con  los  Estados  de  Europa. 

Finalmente,  la  Comisión  ha  tomado  en  consideración  las  observa- 
ciones que  algunos  Señores  Pleniputenciarios  han  hecho  privadamen- 
te sobre  varios  artículos  del  proyecto, — observaciones  (jue  han  sido 
acer»tadas,  y  de  lasque  se  hará  niérito  al  discutirse  cada  uno  de  los 
títulos  del  proyecto  sometido  al  debate  del  Ilcmorable  Congreso. 

Fué  aprobado  en  general,  por  unauimidad,  el  proyecto  sobre 
Procedimientos  Judiciales. 

En  discusión  particular. 


IIKL  PKiiCKDlMEMü  JUDICIAL 
TÍTULO    1. 

PRINCIPIOS    GKNKRALES. 

Artículo   1." 

«  Los  juicios  que  se  promuevan  en  los  Estados  signatarios,  y  las 
«  excepciones  que  se  deduzcan,  se  tramitarán  según  la  ley  de  proce- 
«  dimientos  de  la  Nación  en  cuyo  territ'irio  se  entablen  las  acciones 
«  ó  incidencias  judiciales,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza.  > 

El  Señor  Doctor  Gálvez  dijo:  habiéndose  observado  que  en  el 
término  los  juicios  están  comprendidas  también  las  excepciones  que 
puedan  promover  las  partes  interesadas,  así  como  que  no  era  nece- 
saria la  frase  que  se  promuevan  e}i  los  Estados  signatarios,  la  Comisión 
ha  convenido  en  redactar  el  artículo  en  la  forma  siguiente: 

«  Los  juicios  se  tramitarán  según  la  ley  de  la  Nación  en  cuyo 
«  territorio  se  entablen  las  acciones  ó  incidencias  judiciales,  cual- 
«  quiera  que  sea  su  naturaleza. » 

Después  de  un  breve  debate,  en  el  que  tomaron  parte  el  Señor 
Presidente  y  los  Señores  Pmts,  Quintana,  Gálvez  y  Ramirez,  quedó 
redactado  el  artículo  1."  en  la  siguiente  forma,  en  la  cual  se  vota  y 
es  aprobado  por  unanimidad  : 
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c  Los  juicios  y  sus  incidencias  cualquiei*&quesea  su  naturaleza,  se 
«  tramitarán  con  arregrlo  á  la  ley  de  procedimientos  de  la  Nación  en 
«  cuyo  territorio  se  promuevan.  » 

Se  entra  á  discutir  el 

Artículo  2." 

«Lr.  ley  de  procedimientos  dellut^ren  que  se  siga  el  juicio,  regiré 
«  en  lo  que  toca  á  las  pruebas  que  los  interesados  ofrezcan  para  jus. 
«  tiíicar  sus  derechos;  pero  cuando  se  trate  de  probar  la  existencia 
«  del  acto  jurídico  ó  de  apreciar  su  forma,  entonces  la  prueba  se  arre- 
«  írlaráá  la  ley  del  lugar  en  que  el  acto  se  realizó,  siempre  que  no 
«  esté  prohibida  aquella  en  el  lugar  en  que  se  produce.  » 

El  Señor  Doctor  Gálvez  expresó:  que  la  Comisión  había  estable- 
cido que  las  pruebas  se  arreglíirían  á  la  ley  del  lugar  en  que  el  acto 
se  realizó,  ¡)ero  que,  importando  esto  anticiparse  á  determinar  el 
principio  á  que  dicho  acto  debía  sujetarse,  era  mas  conveniente  re- 
tirar esa  declaración  de  la  parte  procesal  y  dejarla  para  la  civil,  de 
manera  que  el  artículo  quednría  así:  la  ley  á  que  estuviera  sujeto 
el  acto  jurídico,  materia  del  procedo. 

De  este  modo,  dijo,  se  deja  toda  inde[)endencia  á  las  resoluciones 
posteriores  del  Congreso  respecto  de  l*i  ley  que  regirá  el  acto  jurí- 
dico, ya  sea  la  del  lugar  donde  el  acto  se  realizó  ó  ya  la  del  país  en 
donde  el  cí)ntrato  ó  acto  va  á  ejecutarse. 

En  consecuencia,  indicó  á  nombre  de  la  Comisión,  esta  fórmula  para 
el  aríículo  en  discusión: 

*  Las  pruebas  se  admitirán  y  aprecianln  según  la  ley  que  rija  la 
«  relación  jurídica  ventilada  en  el  proceso. 

«  Se  exceptúan  aquellas  que  la  ley  del  lugar  del  juicio  no  autorice 
«  por  su  naturaleza,  como  medios  probatorios  en  general.  » 

Agregó:  que  en  un  j)aís  no  se  pueden  admitir  como  medios  de 
prueba,  sino  aquellos  que  según  sus  leyes,  son»  medios  probatorios  per 
mitidos  por  ellas. 

El  Señor  Prats  preguntó  en  que  condición  quedaría,  por  ejemplo,  un 
actojurídico  que  pueda  probarse  por  declaración  de  testigos  en  el  lugar 
en  que  se  realizó,  pero  respecto  del  cual  no  sed  admitida  dicha 
prueba  en  el  país  en  que  se  sigue  el  juicio. 

El  Señor  Doctor  Gal  vez  dijo:  que  según  el  artículo,  las  pruebas 
que  se  consideren  contrarias  á  las  leyes  del  país  en  que  el  acto  va  á 
ejecutarse,  es  indudable  que  no  serían  admitidas  por  éste. 


El  Señor  Prats  significó  que  preferíala  primitiva  redacción  del  ar- 
tículo, por  ser  mas  clara. 

El  Señor  Doctor  deAndrade  Figueira  propuso:  que  se  dijese  excep- 
tuase aquel  género  de  pruebas  qiie  la  leí/  del  Uigar  del  juicio  no  autorice. 

El  Señor  Prats  preguntó  que  si  el  acto  jurídico  de  que  se  trata 
se  rige  por  la  ley  del  país  extranjero  en  que  válidamente  se  ha 
celebnido,  —  se  arreglará  también  la  prueba  en  su  forma  y  en  su 
fondo  á  dicha  ley.  Parece  indicarlo  así  el  inciso  1."  del  artículo. 

El  Señor  Doctor  Gálvez  manifestó:  que  en  la  prueba  se  consideran 
dos  cosas; — su  carácter  probatorio  para  formar  el  concepto  del  juez,  y 
la  simple  tramitación,  que  se  sigue  con  arreglo  á  la  ley  del  país  en 
que  se  produce. 

Se  sigue  un  breve  debate  entre  los  Señores  Gálvez  y  Prats,  respecto 
á  que  si  la  prueba  en  todo  juicio  debe  regirse  por  la  ley  del  lugar  ea 
que  él  se  ventila. 

El  Señor  Doctor  Cliacaltana  expuso:  que  hay  prueba-s  que  no  sola- 
mente no  se  admiten  en  un  país  dado,  sino  que  se  reputan  contrarias 
á  sus  principios  y  á  la  existencia  de  sus  instituciones. 

Agregó:  las  excepciones  que  establece  el  artículo  2."  tienden  á  evi- 
tar que  tales  pruebas,  consideradas  como  contrarias  al  orden  público 
se  produzcan  en  ningún  caso,  ni  puedan  servir  de  base  á  los  jueces 
para  dictar  sus  fallos. 

El  Señor  Prats  dijo:  que  debía  establecerse  claramente  que  todo 
juicio  que  se  siga  en  cualquiera  de  las  Naciones  Contratantes,  se 
tramite  con  arreglo  á  sus  leyes. 

Después  de  una  ligera  discusión,  en  la  que  tomaron  parte  los 
Señores  Prats,  Ramírez,  Quintana,  Gálvez  y  Chacaltana,  el  artículo 
quedó  aprobado  por  unanimidad  en  los  siguientes  términos: 

Artículo   2.'' 

«  Las  pruebas  se  admitirán  y  apreciarán  según  la  ley  que  rija  la 
«  relación  jurídica  ventilada  en  el  proceso. 

«  Se  exceptúa  aquel  género  de  pruebas  que  la  ley  del  lugar 
«  del  juicio  no  autorice  por  su  natumleza.» 

Se  pasa  al 
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TÍTULO  n. 

DEL  CUMPLIMIENTO  DI  LOS  EXHORTOS,  SENTENCIAS  Y  FALLOS  ARBITRALES. 

SECCIÓN  1*. 

PARTE    CIVIL. 
En   discusión   el 

Artículo   3.* 

«  Las  sentencias  y  fallos  arbitrales  homologados  dictados  en  asun- 

<  tos  civiles  y  comerciales  en   uno  de   los  Estados  signatarios,  ten- 

<  drán  en  los  territorios  de  los  demás,  la  misma  fuerza  que  en  el 
'<  país  en  que  se  han  pronunciado  y  se  cumplirán  por  sus  auto- 
«  ridades,  cifiéndose  á  lo  prescrito  en  este  Tratado.  > 

El  Señor  Doctor  Gálvez,  propuso  á  nombre  de  la  Comisión,  que 
el  artículo  se  redactase  en  la  forma  siguiente : 

«  Las  sentencias  y  fallos  arbitrales  dictados  en  asuntos  civiles  y 
«  comerciales  en  uno  de  los  Estados  signatarios,  tendrán  en  los 
«  territorios  de  los  demás,  la  misma  fuerza  que  en  el  país  en  que 
«  se  han  pronunciado,  si  reúnen    los   requisitos   siguientes: 

<  (a)  —  Que  la  sentencia  6  fallo  haya  sido  pronunciado  por  tri- 
'  bunal  *  competente  en  la  esfera  internacional,  y  que  tenga  el 
«  carácter  de  ejecutoriado  ó  pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada, 
*  en  el  Estado  en  que  se  ha  expedido; 

€  (b) — Que  la  parte  contra  quien  se  ha  dictado,  haya  sido  le- 
«  galmente  citada  y  representada,  ó  declarada  rebelde,  conforme 
«  á  la  ley  del   país  en  donde  se  ha  seguido  el  juicio.  > 

El  Señor  Doctor  Quintana  indicó  la  conveniencia  de  dividir  en 
dos  el  inciso  a,  por  tratarse  de  asuntos  distintos. 

El  Señor  Doctor  Gálvez  acepta  la  indicación  del  Señor  Doctor 
Quintana,  y  propone  ademas  á  nombre  de  la  Comisión,  que  se 
sustituya  la  palabra  pronunciado  por  la  de  expedido. 

Se  vota  el  artículo  3.",  y  es  aprobado  por  unanimidad  en  esta 
forma : 

<  Las  sentencias  y  fallos  arbitrales  dictados  en  asuntos  civiles  y 
«  comerciales  en  uno  de  los  Estados  signatarios,  tendrán  en  los 
«  territorios  de  los  demás,  la  misma  fuerza  que  en  el  país  en  que 
«  se  han  pronunciado,  si   reúnen  los  requisitos  siguientes: 
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«  (a) — Que  la  sentencia  ó  fallo  haya  sido  expedido  por  tribunal 
«  competente  en  la   esfera  internacional ; 

*  (^) — Qu®  tenga  el  carácter  de  ejecutoriado  ó  pasado  en  autori- 

«  dad  de  cosa  juzgada  en  el  Estado  en  que  se  ha  expedido  ; 
«  (c) — Que  la  parte  contra  quien  se  ha  dictado  haya   sido  legal- 
«  mente  citada  y  representada  ó  declarada  rebelde,  conforme 
*  á  la  ley  del   país  en  donde  se  ha  seguido  el  juicio.  > 

Habiendo  pasado  á  formar  parte  del  artículo  3.°,  los  incisos  a  y  b 
del  artículo  5.*,  éste   queda,  por  consecuencia,  suprimido. 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  4." 

«  La  ejecución  de  Uis  sentencias  y  fallos  arbitrales  homologados, 
«  se  pedirá  al  juez  ó  tribunal  de  primera  instancia  del  lugar  en 
«  que  han  de  cumplirse,  para  lo  cual  se  presentará  el  exhorto, 
«  conteniendo  insertos  : 

1."  —  La  sentencia  ó  fallo  íntegramente ; 

2.*  —  Las  piezas   necesarias   paní    acreditar  que  las   partes    han 

sido  citadas; 

3.'  —  Copia  de  las  leyes  en  que  se  apoya  la  sentencia; 

4.*  —  Copia  de  las  leyes  que  den    á   las   sentencias  ó  fallos  el 

carácter  de  ejecutoriados  ó  |)asadoseu  autoridad  de  cosa  juzgada.» 

El  Señor  Doctor  Gálvez,  á  nombre  de  la  Comisión,  propone  que 
el  artículo  se  redacte  como  sigue : 

«  Los  documentos  indispensables  para  solicitar  el  cumplimiento 
<  de  las  sentencias  y  fallos  arbitrales,  son    los  siguientes: 

«  1."  —  Copia  íntegra  de  la  sentencia  ó  fallo   arbitral; 

<  2."  —  Copia  de  las   piezas  necesarias  para  acreditar  que  las  par- 

<  tes  han  sido  citadas; 

«  3."  —  Copia  auténtica  del  auto  en  que  se  declare  que  la  sen- 
«  tencia  ó  laudo  tiene  el  carácter  de  ejecutoriado  ó  pasado  en 
«  autoridad  de  cosa  juzgada,  y   de  Ins  leyes  en  que  dicho  auto  se 

*  funda.  > 

Se  vota  el  artículo  en  la  forma  |)ropuesta  por  el  Señor  Doctor 
Gálvez  y  es  aprobado  por  unanimidad. 

Se  entra  á  discutir  el  artículo  6.*,  por  haberse  suprimido  el  5.*, 
como  queda  dicho. 

«  La   parte  que  se  considere    perjudicada    con   el  auto    del   juez 
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•  exhortado,  podrá  interponer    los  recursos  que  la  ley  permita  en 

•  el  país  de  la  ejecución ;  pero  se  prohibe  toda  controversia  que 
«  no  se  refiera  á  alguno  de  los  casos  puntualizados  en  el  artículo 
«  anterior.  > 

El  Señor  Doctor  Gálvez,  á  nombre  de  la  Comisión,  manifestó: 
que  estando  garantizados  los  derechos  de  los  interesados  en  el  ar- 
tículo 7.*,  debe  suprimirse  el  6.'  por   innecesario. 

Se  dá  por  suprimido. 

En  discusión  el 

Artículo  7.* 

<  El  carácter  ejecutivo  ó  de  apremio  de  las  sentencias  ó  fiallos 
«  arbitrales  homologados  y  el  juicio  á  que  den  lugar  para  su 
«  cumplimiento,  será  el  que  determine  la  ley  de  procedimientos 
«  del  Estado  en  donde  se  pide  la  ejecución.  > 

El  Señor  Doctor  Quintana  propone  que  se  diga:  el  juicio  á  que 
su  cumplimiento  dé  lugar,  en  vez  de  el  juicio  á  que  den  lugar  para 
8U  cumplimiento. 

El  Señor  Doctor  Gálvez,  á  nombre  de  la  C  >mision,  dijo :  que 
convendría  suprimir  la  palabra  homologados  por  innecesaria. 

Se  vota  el  artículo  7.^  y  es  aprobado  por  unanimidad  en  esta 
forma: 

«  Ei  carácter  ejecutivo  ó  de  apremio  de  las  sentencias  ó  fallos  ar- 

•  bitrales,  y  el  juicio  á  que  su   cumplimiento  dé  lugar,  será  el  que 

•  determine  la  ley  du   procedimientos  del  Estado  en  donde  se  pide 
«  la  ejecución.  > 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo   S.' 

«  Los  actos  de  jurisdicción  voluntaria,   como  son  los  inventarios, 

•  apertura  de  testamentos,  tasaciones  ú  otros  semejantes,  practica- 
«  dos  en  un  Estado,  solo  tendrán    en  los  demás  Estados  signatarios 

•  el  carácter  probatorio,  cuando  reúnan  las  condiciones  del  artículo 
«  2.'  de  este  Tratado. » 

El  Señor  Doctor  Gálvez,  á  nombre  de  la  Comisión,  propuso  la 
siguiente  redacción  para  el  artículo  en   debate: 

<  Los  actos  de  jurisdicción    voluntaria,  como  son  los   inventarios, 
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<  apertura  de  testamentos,  tasaciones  ú  otros  semejantes,  practica- 

<  dos  en  un  Estado,  tendrán  en  los  demás  Estados  el  mismo  valor 
«  que  si  se  hubiesen  realizado  en  su  propio  territorio,  si  reúnen 
«  los  requisitos  establecidos  en  los  artículos  anteriores.  > 

Se  vota  el  artículo  en  la  nueva  forma  propuesta  por  el  Señor  Doc- 
tor Gálvez,  y  es  aprobado  por  unanimidad 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo   9/ 

«  Los  exhortos  ó  cartas  rogatorias  que  tengan   por    objeto  hacer 

<  notificaciones,  recibir  declaraciones  ó  practicar  cualquiera  diligen- 
«  cia  de  esa   naturaleza,   se  cumplirán   en  los  Estados  signatarios, 

<  siempre  que    dichos   exhortos    ó   cartas   rogatorias    estén   debida- 


«  mente  legalizados.  > 


El  Señor  Doctor  Gálvez,  á  nombre  de  la  Comisión,  propuso  que 
á  este  articulo  se  le  diera  hi  siguiente  redacción : 

«  Los  exhortos  y  cai-tas  rogatorias  que  tengan  por  objeto  hacer 
c  notificaciones,  recibir  declaraciones  ó  practicar  cualquiera  otra 
«  diligencia  de  carácter  judicial,  se  cumplirán  en  los  Estados  sig- 
«  natarios,  siempre  que  dichos  exhortos  ó  cartas  rogatorias  reúnan 
«  las  condiciones  establecidas  en  este  Tratado.  > 

Votado  el  artículo  con  la  nueva  redacción  propuesta  por  el  Señor 
Doctor  Gálvez,  es  aprobado  por  unaniniidad. 

En  discusión  el 

Artículo  10. 

«  Cuando  los  exhortos  ó  cartas  rogatcu-ias  se  refieran   á  embargos, 

<  tasaciones,  inventarios  ó  diligencias  preventivas,  el  juez  exhortado 

<  proveeré  loque  fuere  necesario  respecto  á    nombramiento  de  peri- 

<  tos,  tasadores,  depositarios  y  en  general  proveerá  á  todo  aquello 
«  que  sea  conducente  al  mejor  cum[)lirnie!ito  de  la  comisión,  con  tal 

<  deque  la  providencia  solicitada  reúna  las  cf»ndiciones  establecidas 
«  en  los  incisos  c  y  d  del  artículo  5."  y  hayan  sido  expedidos  por 
«  juez  competente  y  legalizados  del)idanience.> 

El  Señor  Doctor  Gálvez,  á  nombre  de  la  Comisión,  propuso  que 
este  artículo  fuese  modificado  como  sigue: 

«  Cuando  los  exhortos  ó  cartas  rogatorias  se   refieran  á   embargos 
€  tasaciones,  inventarios  ó  diligencias  preventivas,  el  juez  exhortada 


OKJU     -- 


*  proveerá  lo  que  fuere  necesario  respecto  á  nombramiento  de  pe- 

<  ritos,  tasadores,  depositarios  y  en  general  á  todo  aquello  que  sea 
«  conducente  al  mejor  cumplimiento  de  la  comisión .> 

Votado  el  artículo  en  la  forma  propuesta  por  el  Señor  Doctor  Grál- 
vez,  fué  aprobado  por  unanimidad. 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  11. 

•  Para  el  cumplimiento  de  los  exliortos  y  cartas  rogatorias,  se  ob- 
«  servarán  las  leyes  del  país  en  donde  se  pide  su  ejecución.» 

El  Señor  Doctor  Gálvez,  á  nombre  de  la  Comisión,  indicó  que  con- 
venía dar  á  este  artículo  la  sitrniente  redacción: 

<  Los  exhortes  y  cartas  rogatorias  se  diligenciarón  con  arreglo  á 
«  las  leyes  del  país  en  donde  í?c   pide  la  ejecución.» 

Se  vota  el  artículo  11,  y  es  aprobado  por  unanimidad  en  la  forma 
propuesta  por  el   Señor  Doctor  Gálvez. 

Se  pasa  á  disentir  el 

Articulo  12. 

«  Los  individuos  particulares  interesados  en  la  ejecución  de  los  ex- 
«  hortos  ó  cartas  rogatorias,  podrán  joustituir  apoderados,   siendo  de 

<  su  cuenta  los  gastos  que  ocasionen. > 

El  Señor  Doctor  Rainirez  propuso  que  se  dijese  en  vez  de  los  indi- 
viduos pnrficulariis,  los  interesados  en  la  ejccuciofi. 

El  Señor  Matta  apoyó  esta  indicación. 

Se  vota  el  artículo  y  es  aprobado  por  unanimidad  en  los  términos 
siguientes : 

«  Los  interesados  en  la  ejecución  de  los  exhortos  ó  cai-tas  rogato- 

*  rias,  podrán  constituir  apoderados,  siendo  de  su  cuenta  los  gastos 
«  que  ocasionen. > 

El  Señor  Doctor  Ramírez  hizo  moción,  que  fué  apoyada  por  unani- 
midad, para  que  el  Honorable  Congreso  prolongase  la  Sesión  hasta 
terminar  la  discusior  de  los  artículos  relativos  á  Legalizaciones. 

Por  indicación  del  Señor  Presidente,  se  hace  cimstar  que  se  ha  re- 
tirado la  Sección  2.'  (Parte  Criminal),  artículos  13. 14, 15, 16. 17  y  18, 
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por  estar  ya  esa  materia  incluida  en  el  proyecto  de  Tratado  sobre 
Derecho  Penal. 

Se  pasa  al 

TÍTULO  III. 

DE  LAS   LEGALIZACIONES. 

En  discusión  el 

Artículo    19. 

«  Las  sentencias  y  laudos  homologados,  expedidos  en  asuntos  ci- 
«  viles  y  comerciales,  las  escrituras  públicas  y  demás  documentos 
«  auténticos,  otorgados  por  los  funcionarios  de  un  Estado,  surtirán 
«  sus  efectos  en  los  otros  Estados  signatarios,  con  arreglo  á  lo  esti- 
«  pulado    en    este  Ti-atado,    siempre    que    estén    debidamente    le- 

<  galizados.» 

El  Señor  Doctor  Gálvez,  á  nombre  de  la  Comisión,  propuso  que 
este  artículo  se  redactase  del  modo  siguiente: 

«  Las  sentencias  ó  landos  homologados,  expedidos  en  asuntos  civi- 
«  les    y  comerciales,  las    escrituras    públicas  y   demás  documentos 

<  auténticos,  otorgados  por  los  funcionarios  de  un  Estado,  y  los 
«  exhortos  y  cartas  rogatorias,  surtirán  sus  efectos  en  los  otros  Es- 
«  tados  signatarios,  con  arreglo  á  lo  estipulado  en  este  Tratado,  siem- 
«  pre  que  estén  debidamente  legalizados.» 

Votado  el  artículo  19,  es  aprobado  por  unanimidad,  cu  la  forma 
propuesta  por  el  Señor  Doctor  Gálvez. 

En  discusión  el 

Artículo  20. 

<  Se  entiende  que  la  legalización  se  halla  en  debida  forma,  enan- 
te do  la  última  firma  puesta  en  el  país  de  la  procedencia  del  docu- 
«  mentó,  con  arreglo  á  sus  leyes  y  prácticas  establecidas,  viene 
€  autenticada  por  el  agente  diplomático  ó  consular  que  en  dicho  país 
»  ó  en  la  localidad  tenga  acreditado  el  gobierno  del  Estado  en  cuyo 
«  territorio  se  pide  la  ejecución,  de  manera  que  la  comprobación  de 
«  la  autenticidad  del  documento,  pueda  hacerse  por  el  Ministerio  de 

<  Relaciones  Exteriores  de  dicho  Estado,  siempre  que  se  considere 
«  necesaria.» 

El  Señor  Doctor  Gálvez,  á  nombre  de  la  Comisión,  propuso  que  el 
artículo  se  modificara  como  sigue : 
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«  La  legalización  se  considera  hecha  en  debida  forma,  cuando  se 
«  practica  con  arreglo  á  las  leyes  del  país  de  la  procedencia,  y  el 
«  documento  está  autenticado  por  el  agente  diplomático  ó  consular 
«  que  en  dicho  país  ó  en  la  localidad  tenga  acreditado  el  gobierno 
<  del  Estado  en  cuyo  territorio  se  pide  la  ejecución. » 

Se  aprueba  por  unanimidad  el  artículo  propuesto  por  el  Señor  Doc- 
tor Gálvez. 

Por  indicación  del  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira,  se  resolvió 
que  los  artículos  relativos  á  las  legalizaciones  se  colocasen  en  segui- 
da del  artículo  2/  de  este  proyecto. 

Por  moción  del  Señor  Doctor  Saenz  Peña,  quedó  resuelto  que  la 
próxima  Sesión  tuviese  lugar  el  Viernes  27  del  corriente. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  6.15  p.  m. 

Ild.  García  Lagos 

Presidente. 

Roque  Saenz  Pe5ía 

Manl.  Quintana 

Sgo.    Vaca-Guzman 

Domingos  de  Andrade    Figueira 

Guillermo  Matta 

B.   Prats 

Benj.    Aceval 

Cesáreo  Chacaltana 

M.    M.    Gálvez 
Gonzalo  Ramírez 
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ACTA  NÜM.  21- 


SESIÓN  DEL  28  DE  DICIEMHKE  DE  1888. 

Presidencia  del  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos. 

Estando  presentes: 

Por  la  República  Argenfijia: 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  (Quintana. 

Por  la  UepühUca  de  Bolima: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Güzman. 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira. 

Por  la  Repiíblica  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats. 

Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval. 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez. 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 


La  Sesión  se  abre  á  las  2.35  p.  m. 

Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

El  Señor  Presidente  pidió  á  la  Comisión  de  Derecho  Procesal 
tuviese  á  bien  presentar  el  preámbulo  y  el  final  del  proyecto  de 
Tratado. 

El  Señor  Doctor  Gálvez,  á  nombre  de  la  Comisión,  propuso  que 
la  fórmula  adoptada  para  el  proyecto  de  Tratado  de  Derecho  Penal, 
sirviese  también  para  los  demás  convenios.    Asi  se  resolvió. 

Se  vota  en  general,  y  es  aprobado  por  unanimidad  el  proyecto 
de  Tratado  sobre  Propiedad  Literaria  y  Artística,  que  corre  agre- 
gado al  Acta  número  9,  de  la  Sesión  celebrada  el  24  de  Octubre  último. 

TÍTULO     L 

DE  LA   PROPIEDAD    LITERARIA  Y    ARTÍSTICA 

En  discusión  el 

Artículo  I."* 

€  El  autor  de  toda  obra  literaria  ó  artística  que  en  cualquiera  de 
«  los  Estados  signatarios  sea  reconocido  con  derecho  á  la  propiedad 
«  de  dicha  obra,  gozará  en  los  demás  Estados  de  los  derechos  que 
«  le  acuerde  la  ley  del  país  en  que  tuvo  lugar  la  primera  publicación  ó 
«  producción  de  la  obra.  > 

El  Señor  Doctor  Gálvez  dijo:  que  aceptando  la  Comisión  las 
observaciones  que  le  han  sido  iiechas  pur  algunos  Señores  Ple- 
nipotenciarios acerca  de  la  necesidad  de  anteponer  al  artículo  1.° 
otro,  en  el  que  se  establezca  que  los  Estados  Americanos  se  compro- 
meten á  amparar  los  derechos  de  la  propiedad  literaria  y  artística, 
ha  convenido  en  formularlo  en  los  siguientes  términos: 

€  Los  Estados  signatarios  se  comprometen  á  amparar  los  derechos 
«  de  la  propiedad  literaria  y  artística,  en  conformidad  con  lo  estipvla- 
«  do  en  este  Tratado.  > 

Por  indicación  del  Señor  Presidente  y  de  los  Señores  Matta  v 
Quintana,  se  sustituyó  la  palabra  amparar  por  las  de  reconocer  y 
proteger. 

Se  vota  el  artículo,  y  es  aprobado  por  unanimidad,  en  esta  forma: 

«  Los  Estados  signatarios  se  comprometen  á  reconocer  y  proteger 
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«  los  derechos  de  la  propiedad  literaria  y   artística,  en  c>onformidad 
«  con  lo  e.otipulado  en  este  Tratado.» 

El  Señor  Doctor  Gálvez,  á  nombre  de  la  Comisión,  propuso  la  si- 
f^ien te  fórmula  para  el  articulo  1.': 

<  El  autor  de  toda  obra  literaria  ó  artística  gozará  en  los  Estados 
«  signatarios  de  las  garantías  que  le  acuerde  Ja  ley  del  Estado  en 
«  que  tuvo  lugar  su  primera  publicación  ó  producción.» 

El  Señor  Presidente  propuso  que  se  dijese:  el  autor  de  toda  obra 
literaria  ó  artística  y  mis  camas  habientes. 

El  Señor  Doctor  Gálvez  manifestó:  que  estando  reconocidos  los  de- 
rechos del  autor,  lo  están  igualmente  los  de  los  sucesores;  por  cuya 
razón  la  Comisión  creyó  que  no  había  necesidad  de  establecer  nada 
al  respecto. 

El  Señor  Prats  dijo:  que  convenía  consignar  en  el  Acta  la  explica- 
ción del  Señor  Doctor  Gálvez. 

El  Señor  Presidente  hizo  notaren  apoyo  de  su  indicación,  que  en 
el  artículo  2.''  del  proyecto  no  se  habla  de  enajenación  en  favor  de 
autores,  sino  de  editores,  por  lo  cual  no  estaría  demás  decir,  que  los 
que  suceden  á  los  autores  están  igualmente  garantidos. 

El  Señor  Doctor  Quintana  tratándose,  dijo,  de  una  propiedad  que 
ha  sido  tan  discutida  y  que  nunca  se  ha  reconocido  en  absoluto,  le 
parece  conveniente  establecer  que  ella  no  se  limita  solo  á  la  vida 
del  autor,  sino  que  se  garantiza  también  el  derecho  de  la  sucesión. 
Piensa,  por  consiguiente,  que  podría  ponerse  la  palabra  sucesores. 

El  Señor  Matta  indicó  que  tal  vez  conviniese  consignar  en  un  inci- 
so, que  los  sucesores  no  tienen  los  mismos  derechos  que  el  autor. 

Después  de  un  ligero  debate  entre  el  Señor  Presidente  y  los  Seño- 
res Matta,  Quintana,  Aceval  y  Gálvez,  respecto  á  los  derechos  que 
corresponden  al  autor  y  á  sus  sucesores,  se  vota  el  artículo,  y  es  apro- 
bado por  unanimidad  en  esta  forma : 

«  El  autor  de  toda  obra  literaria  ó  artística  y  sus  sucesores,  goza 
«  rán  en  los  Estados  signatarios  de  los  derechos  que  les  acuerde 
«  la  ley  del  Estado  en  que  tuvo  lugar  su  primera  publicación  ó  pro- 
«  duccion.» 
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8e  pone   en  discusión  el 

Artículo  2." 

«  El  derecho  de  propiedad  del  autor  de  una  obra  impresa  ó  manus- 
«  crita  comprende  la  facultad  de  disponer  de  ella,  de  publicarla  6  de 
*  venderla  á  uno  ó  á  nmchos  editores  y  de  traducirla;  en  una  palabra, 
«  comprende   la  facultad  de  aprovecharse  de  sus    productos,    como 

<  si    fuera  una   propiedad   mueble  ó    inmueble,     dentro    de  cierto 
«  plazo. > 

El  Señor  Doctor  Gálvez  expuso:  (jue  lu  Comisión  aceptando  tam- 
bién ciertas  observaciones  de  algunos  Señores  Plenipotenciarios, 
que  ha  considerado  justas,  propone  que  en  lugar  de  la  palabra  jurí- 
dica vefiderla  se  ponga  enajenarla,  que  es  un  término  mucho  mas 
genérico. 

Ademas,  indicó  que  se  su[)rimiese  la  última  parte  de  este  artículo, 
para  no  establecer  comparaciones  entre  la  propiedad  literaria  y  artísti- 
ca y  las  de  otra  naturaleza,  tanto  mas  cuanto  que  la  primera  se  rige 
por  las  leyes  de  cada   país. 

Se  ha  agregado  también,  dijo,  la  palabra  reproducirla,  con  relación 
á  la  reproducción  de  obras  artísticas  de  otro  género,  como  las  de  pin- 
tura V  escultura. 

Terminó  proponiendo  el  artículo  en  la  siguiente  forma: 

*  El  derecho  de  propiedad  del  autor  de  una  obra  impresa  ó  ma" 
€  nuscrita,  comprende  la  facultad  de  disponer  de  ella,  de  publicarla, 
«    de    enajenarla,    de    traducirla    y    de  reproducirla   en  cualquiera 

<  forma. » 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  hizo  notar  la  conveniencia 
de  suprimir  las  |)alabras  impreca  ó  manuscrita,  sustituyéndolas  por 
las  de  literaria  ó  artística. 

Votado  el  artículo,  es  aprobado  por  unanimidad,  como  sigue: 

*  El  derecho  de  [)ropiedad  del  autor  de  una  ol)ra  literaria  ó  ar. 
«  tística,  comprende  la  facultad   de  disponer  de  ella,  de  publicarla, 

<  de  enajenarla,  de  traducirla  ó  autorizar  su    traducción    y    de    re- 
«  producirla  en  cualquiera  forma.  > 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo   3." 
«  El  término  de  la    propiedad   literaria  ó   artística    no  excederá 
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«  en  cada  Estado  del  que  rige  para  los  autores  que  en  él  obten- 
«  gan  ese  derecho.  Este  plazo  se  reducirá  al  señalado  en  el  país 
«  de  origen,  si  fuere  menor.» 

El  Señor  Doctor  Gálvez  expresó :  que  la  Comisión  había  modi- 
ficado la  redacción  de  este  artículo,  teniendo  en  cuenta  las  obser- 
vaciones hechas  por  algunos  Señores  Plenipotenciarios  respecto  á 
la  duración  y  extensión  de  los  derechos  que  se  conceden  al 
autor. 

De  modo  que,  agregó,  se  ha  conservado  el  artículo  tal  como 
estaba,  ampliándolo  únicamente  en  la  extensión  de  los  derechos. 

Lo  propone,  pues,  en  estoí^  términos: 

«  La  extensión  y  duración  de  los  derechos  de  la  propiedad  lite- 
'  raria  ó  artística,  no  excederá  en  cada  Estado,  de  la  que  se 
<  acuerde  á  los  autores  que  en  él  obtuviesen  ese  derecho,  y  se 
«  reducirá   á  lo  establecido  en  el  país  de  origen,  si  fuere  menor. » 

En  seguida  se  produce  un  debate,  en  el  cual  toman  parte  el 
Señor  Presidente  y  los  Señores  Quintana,  de  Andrade  Figueira, 
Prats,  Ramírez,  Aceval,  Matta  y  Gálvez,  respecto  de  la  redacción 
que  debe  darse  á  este  artículo,  y  especialmente  acerca  de  las  pa- 
labras amplitud,  extensión  y   duración  de  derechos. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  propuso  la  siguiente  fórmula  para 
el  artículo  en  discusión: 

«  Ningún  Estado  estará  obligado  á  reconocer  el  derecho  de  pro- 
*  piedad  literaria  ó  artística  por  mayor  tiempo  del  que  rige  para 
«  los  autores  que  en  él  obtengan  ese  derecho.  Este  tiempo  podró 
V  limitarse  al  señalado  en  el  país  de  origen,  si  fuere  menor.  > 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  presentó  la  siguiente  forma,  que 
conceptúa   mas  concreta : 

<  El  término  de  la  propiedad  literaria  ó  artística,  será  el 
«  que  rija  en  cada  Estado  para  los  autores  que  en  él  obtengan 
«  ese  derecho.  > 

El  derecho  de  propiedad,  dijo,  debe  regirse  por  las  leyes  del 
país  donde  él  se  ha  reconocido. 

Si  por  ejemplo,  añadió,  se  obtiene  en  un  país  un  derecho  que 
está  limitado,  no  hay  razón  para  que  porque  se  haya  hecho  pri- 
mitivatnente  la  publicación  de  la  obra  en  un  Estado  donde  era 
aún  mas  restringida  la  cláusula,  no  goce  el  autor  de  un  derecho 
mas  amplio  en    otra  Nación. 
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Agregó :  el  autor  que  ha  obtenido  el  derecho  de  propiedad, 
debe  gozar  de  él  en  cualquiera  de  los  Estados  signatarios. 

Si  los  autores  nacionales,  los  que  residen  en  el  país,  tienen  un 
plazo  determinado,  no  hay  razón  para  que  él  se  aumente  ó  dis- 
minuya tratándose  de  autores  del  exterior. 

El  derecho  de  propiedad  se  adquiere  desde  el  momento  en  que 
el  autor  deposita  la  obm  ante  la  autoridad  respectiva.  Esa  obra 
se  reproduce  mas  tarde  en  otro  país  y  no  se  modiíica  por  3sto  la 
condición  del  derecho  adquirido,  el  cual  debe  estar  salvaguardado 
por  las  leyes  del  país  en   donde  se  goza  de   él. 

Cree  que  la  fórmula  que  ha  propuesto  satisface  ampliamente  el 
derecho    de  propiedad,  respetándose  la    legislación  de  cada  país. 

Entiende,  por  último,  que  la  limitación  del  término  con  respecto 
á  la  primera  publicación  que  se  haya  hecho,  es  restringir  en  cier- 
to modo  el  derecho  de  propiedad. 

El  Señor  Doctor  Quintana  manifestó:  que  sentía  no  estar  de 
acuerdo  con  la  opinión  del  Señor  Plenipotenciario  de  B(»livia,  cu- 
yas doctrinas  tienen  contra  sí  la  autoridad  de  todos  los  tratiidos  y 
precedentes,  así  como  la  opinión  de  Benoidt,  Weiss,  Ramírez  y  la 
de  otros  tratadistas  que  consagran  la  limitación.  El  Tratado  de 
Berna  también  la  establece. 

En  cuanto  al  fondo  de  la  cuestión,  dijo,  que  el  autor  que  pide 
el  reconocimiento  de  un  derecho  no  |)uedc  aspirar  á  un  término 
mayor  que  aquel  que  acuerda  la  ley  interna  del  país  al  cual  se 
acogió. 

Por  otra  parte,  si  el  termino  de  la  duración  del  derecho  de  una 
propiedad  literaria  ó  artística,  ha  vencido  en  el  país  de  origen, 
la  obra  es  ya  del  dominio  público,  y  no  sería  justo  que  los  demás 
Estados  estuviesen  obligados  4  protegerla  cuando  ha  caducado  en 
la  Nación   que  le  reconoció  aquel  derecho. 

El  Señor  Matta  dijo:  que  aunque  jMirticipa  de  las  ideas  del 
Señor  Plenipotenciario  de  Bolivia,  la  Comisión  tuvo  en  vista,  que 
si  no  se  establecía  esa  limitación,  se  apartaría  de  la  regla  gene" 
ral  establecida  en  todos  los  tratados,  y  no  se  conseguiría  nada 
práctico. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  dijo:  en  todos  los  tratados  cele- 
brados, tanto  por  Fmncia,  Alemania  c  Italia,  en  el  de  Berna  y  en 
otms  estipulaciones,  existe  esta  limitación  al  derecho  de  propiedad 
literaria;  pero  examinando  lo  que  es  |)iopiamente  la  propiedad, 
ésta  se  .puede  considerar  en  las  misma.8  coridiciones  que  el  derecho 
de  propiedad  de  cualquier  otro    bien. 

No  hay  razón  para  que  los  Estados  limiten  esa  propiedad 
con  relación  á   los  derechos  que    han  acordado  sus  propias  leyes. 
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Coiíio  esta  cuestión  sería  de  larcas  discusiones,  no  insiste  en  su 
maneni  de  pensar;  y  en  defecto  de  aceptarse  su  proposición,  ad- 
mitiría la  disposición  del  artículo,  que,  como  se  ha  dicho,  tiene 
precedentes. 

Ademas,  se  trata  de  establecer  reglas  <^ue  recien  se  van  á  ensa- 
yar en  la  América  del  Sud,  y  conviene  en  que  no  es  posible  lle- 
gar desde  luego  á  soluciones  trascendentales  que  en  realidad, 
aunque  combatidas,  se  liallan  en  oposición  con  los  principios  ad- 
mitidos en  Europa. 

En  consecuenciii,  retira  el  artículo  que  había  propuesto,  pidien- 
do que  se  hagan  constar  sus   opiniones  en  el  acta. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira :  considem  innecesario 
este  artículo,  |)orque  lo  que  en  él  se  establece  está,  á  su  juicio, 
Consignado  en  el  articulo  1." 

Votado  el  artículo  propuesto  por  el  Señor  Doctor  Chacaltana,  es 
aprobado  por  unanimidad,  en  estos  términos: 

<  Ningún  Estado  estará  fíbligado  á  reconocer  el  derecho  de  pro- 
<c  piedad  literaria  ó  artística  por  mayor  tiempo  del  que  rige  para 
*  los  autores  (jue  en  él  obtengan  ese  derecho.  Este  tiempo  podrá 
«  limitarse  al  señalado  en    el    país   de  origen,  si  fuere  menor.  > 

Se  pasa  á   discutir  el 

Artículo  4.° 

«  En  la  expresión  de  obras  liicrarias  y  artéticas  se  comprenden 
los  libros,  folletos,  memorias  académicas,  alegatos,  corresponden- 
cias privadas,  lecciones  orales  de  los  profesores,  novelas  y  otros 
escritos.  Se  comprenden  también  las  obras  dramáticas,  óperas, 
zarzuelas,  cánticos  en  sus  dos  formas,  la  de  impresión  y  repre- 
sentación escénica,  los  dibujos,  las  [íinturas,  esculturas,  gmbados, 
litografías,  planos  de  arquitectura,  croquis  y  cuadros  plásticos 
relativos  á  geografía  y  ciencias  naturales,  y  en  general  todo 
aquello  ([ue  es  el  producto  ex[)ontáueo  y  libre  del  trabajo  inte- 
lectual del  hombre  » 

Después  de  un  debate,  en  el  cual  tomaron  parte  el  Señor  Pre- 
sidente y  los  Señores  Gal  vez,  Ramírez,  Vaca-Guzman,  Quintana, 
Matta,  Chacaltana,  Prats,  de  Andrade  Figueira  y  Aceval,  se  resol- 
vió redactar  el  artículo  en  la  forma  siguiente,  en  la  cual  se  vota, 
y  es  aprobado  por  unanimidad  : 

«  La  expresión  obras  literarias  y  artísticas  comprende  los  libros, 
«  folletos    y   cualesquiera    otros  escritos;  las    obras   draviMkt\RSN&    ^ 


«  dramático-musicales,  las   composiciones  musicales  con  ó  sin  pala- 

*  bras ;  las  obras  de  dibujo,  de  pintura,  de  escultura,  de  grabado  I 
«  las  obras  fotográficas  y   coreográficas;  las  litografías,  las    ilustra- 

<  ciones,  las  cartas  geográficas,  los  planos,  croquis  y  trabajos  plás- 
«  ticos,  relativo?  á  geografía,  á  topografía,  á  arquitectuní  6  á  cien- 
«  cias  en  general ;  en  fin  cualquiera  producción  del  dominio  lite- 

*  rario,  científico  ó  artístico  que  pudiera  publicarse,  por  cualquier 
«  modo  de  impresión  ó  de  reproducción.  > 

Se  puso  en  discusión  el 

Artículo   5." 

<  Los  traductores  de  obrHs  publicadas  en  otros  idiomas  y  de 
«  otros  países,  que  no  sean  los  signatarios,  gozarán  en  estos,  respec- 
'  to  á  sus  versiones  de  los  derechos  acordados  á  los  autores,  pero 
«  no  podrán  impedir  que  otros  publiquen  versiones  nuevas  de  la 
«  obra  original.  > 

El  Señor  Doctor  Gal  vez  dijo  que  la  Comisión  creía  que  el  ar- 
tículo debía  redactarse  en  esta  forma : 

«  Los  derechos  que  se  reconocen  ú  las  obras  literarias  y  artísti- 
«  cas  en  el   artículo   4.''    solo  son    extensivos  á   los  traductores   de 

<  obras  que  estén  en  el  dominio  público,  pero  respecto  únicamente 
«  á  la  versión  que  han    hecho  de  la  obra  originaria   y  sin  que  se 

<  les  reconozca  el  derecho  de  impedir  la  circulación  de  otras  tra- 
t  d acciones  de  la  misma  obra.  > 

El  Sefíor  Doctor  Chacaltana  después  de  hacer  algunas  consi- 
deraciones respecto  á  los  derechos  de  autor  y  de  traductor,  opinó 
por  la  supresión  de  este  artículo,  á  no  ser  que  se  declarara  so- 
lemnemente que  el  derecho  que  se  reconoce  recíprocamente  á  los 
Estados  signatarios,  se  reconoce  también  á  los  Estados  Europeos. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dijo  :  que  el  artículo  se  refiere  sola- 
mente á  los  Estados  Contratantes,  y  no  á  las  Naciones  de 
Europa. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  expuso :  que  se  trata  de  las  obras 
que  están  en  el  dominio  piiblico,  cualquiera  que  sea  su  proceden- 
cia y  en  tal  concepto,  si  ellas  proceden  de  un  país  que  no  tiene 
tratados  con  las  Naciones  representadas  en  este  Congreso,  se  con- 
cede al  traductor  el  derecho  de  usufructuar  el  pensamiento,  la 
sustancia,  el  fondo  de  la  obra ;  en  una  palabra,  aquello  que  puede 
producir  mayores  utilidades. 


\^»é  ^ 


El  Señor  Doctor  Ramírez  propuso  que  se  dijera  en  un  inciso:  que 
cuando  el  Estado  no  reconociese  á  un  autor  el  derecho  á  su  obra, 
no  podría  reconocerse  la  propiedad  de  la  traducción. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  dijo:  que  si  las  Naciones 
extranjeras  querían  que  se  garantizase  la  propiedad  de  la  traducción, 
lo  que  correspondía  era  que  celebrasen  tratados  con  las  represen- 
tadas en  ei^ÍQ  Congreso. 

Se  sigue  una  breve  (iiscusiíui  entre  el  Señor  Presidente  y  los 
Señores  Ramírez,  Matta,  de  Andrade  Figueira  y  Chacaltana,  acerca 
de  los  derechos  que  corresponden  al  traductor,  y  á  lo  que  se  en- 
tiende por  dominio  público   de  una  obra. 

Se  pasa  á  cuarto  intermedio. 

Continúa  la  Sesión. 

El  Señor  Doctor  Quintana  propuso  la  siguiente  redacción  para 
el  artículo  5.",    sin  perjuicio  de  aceptar  cualquiera  otra  forma: 

<  Los  traductores  de  obras  cuya  propiedad  no  esté  legal  mente 
«garantida,  gozarán  respecto  de  suo  traducciones,  de  los  derechos 
«  concedidos   por  el    artículo .pero  no  podrán  oponerse  á  nue- 

<  vas  y  distintas  traducciones.  > 

El  Señor  Doctor  Gálvez  propuso  á  su  vez,  á  nombre  de  la  Co- 
misión, que  el  artículo  fuera  redactado  del  modo  siguiente: 

<  Los  traductores  de  obras  acerca    de  las  cuales  no  exista   ó   se 

<  haya  extinguido  el  derecho  de  propiedad,  gozarán  respecto  desús 
«  traducciones,   de    los  derechos  declarados  en  el  artículo  3.",   pero 

<  no  podrán  impedir  la  publicación  de  otras  traducciones  de  la 
«  misma   obra.» 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  propuso  que  se  agrega- 
se la  palabra  garantido  después  de  las  del   dereclw  de  propiedad. 

Fué  aceptada  esta  indicación. 

Votado  el  artículo,  es  aprobado  por  unanimidad  es  estos  tér- 
minos: 

<  Los  traductores  de  obras  acerca    de  los  cuales    no  exista  ó  se 

<  haya  extinguido  el  derecho  de  propiedad  garantido,  gozarán  res- 
«  pecto  de  sus  traducciones,  de  los  derechos  declarados  en  el  artl- 
«  culo  3.°  y  no  podrán  impedir  la  publicación  de  otras  traduccio- 
«  nes  de  la  misma  obra.» 


En  discusión  el 

Artículo  6/ 

<  Los  artículos  de  diarios  ó  periódicos  y  especialmente  los  de 
polémica  política,  podrán  repnxiucirse,  citando  el  diario  de 
donde  se  toman,  excepto  cuando  la  publicación  sea  una  novela, 
en  la  parte  del  diario  que  se  llama  folletín  ó  artículos  de  cien- 
cias y  artes,  y  cuando  sus  autores  ó  causa-habientes  prohiban  su 
reproducción.  > 

El  Señor  Doctor  Gal  vez  expresó   que  la  Comisión  modifica  esie^ 
artículo  como  sigue : 

<  Los  artículos   de   diarios    y     periódicos  y    especialmente  los  de 

<  polémica  política,    ])odráu    reproducirse,    citándose   el  diario    de 
«  donde  se  toman,  excej^to    aquellos    artículos  de  ciencias  y    artes 

<  cuya  reproducción  se    Jiubiera  prohibido    expresamente    por    sus 
«  autores.» 

El   Señor  Doctor  Ramirez  pidió    que   se    suj>rimiese    la    palabra 
especialmente. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  |)ropuso  que  el  artículo  se  redac- 
tase en  estos  términos : 

«  Los  artíciilos  de  periódicos    ])odnin  reproducirse  en  publicacio- 
«  nes  análogas,    citándose   (*i  diario  de  donde  se  toman. 
«  La  reproducción    en  los  niisuKvs.    de  escritos  literarios  y  cientí- 

<  (icos,  solo  podrá   hacerse  siempre    (jue    ios  autorívs  ó  sucesores  de 

<  sus  derechos  no  lo  j)roh¡b¡esen.  > 

El  Señor  Doctor  Hamircv.  pi'opone  (pie  se  diga:  solo  habrá  dere- 
cho (le  reproducir  un  arUcuJo  cuando  el  autor  no  lo  prolñha. 

Después  de  un  cauíbio  de  ideas  entre  Uis  Reñin-es  Ramirez,  Gálvez, 
Aceval,  Matta  y  Prats,  se  redacta  el  artículo  en  la  siguiente  forma,  y 
votado  se  aprueba  |>or  unaniuiidjid: 

<  Los  artículos  de  j)eriódico>  podrán  rei)roducirse  citándose  su  pro- 
«  cedencia.  Se  excej)túar]  los  (pie  versan  sobi'e  ciencitis  y  artes,  y 
«  cuya  reproducción  se  luibiera  prohibido  expr(\samente  por  sus  au 

<  tores.  » 

El  Señor  Doctor  Gálvez,  á  nombre  de  la  Comisión,  propone  el  si- 
guiente artículo: 

«  Los  discursos  pronunciados  ó  leídos  en  las  asambleas  deliberantes, 
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«  ante  los  tribunales  ó  en  las  reuniones  públicas  y  las  lecciones  ora- 

«  les  de  los  profesores,  pueden  ser  publicados  en  los  periódicos;  pero 

«  solo  el  autor  tiene  el  derecho  de  publicarlos  y  coleccionarlos  en 

«  forma  de  libros  y  folletos.  » 

Manifestó:  que  puede  haber  lecciones  de  profesores  ú  otra  clase  de 
escritos  científicos,  que  se  den  á  la  publicidad,  y  que  podrían  repro- 
ducirse, si  el  autor  no  lo  prohibiese;  pero  que  el  derecho  de  colec- 
cionar discursos  ó  lecciones  solo  puede  reconocerse  á  favor  del 
autor. 

Se  suscita  una  discusión  entre  los  Señores  de  Andrade  Figueira, 
Gal  vez,  Ramire7>,  Chacaltona,  Prats  y  Quintana,  respecto  al  derecho 
para  reproducir  y  coleccionar  los  discursos  y  lecciones  orales,  etc., 
después  de  la  cual  se  redactó  el  artículo  en  la  forma  siguiente,  en  la 
que  fué  aprobarlo  [)or  unanimidad: 

<  Los  discursos  pronunciados  /»  leídos  en  las  asambleas  deliberantes, 
«  ante  los  tribunales  ó  en  las  reuniones  públicas,  pueden  ser  publi- 
«  cados  en  la  prensa  periíWlica.  » 


En  discusión  el 


Artículo  7. 


€  Las  [)ublicaciones  de  fiagmentos  ó  trozos  selectos  de  obras  que 
«  se  coleccionen  y  adopten,  en  cualquiera  ríe  los  Estados  signatarios, 

<  para  que  sirvan  de  texto  de  lectui-a  ó  de  aprendizaje  en  los  ramos 
«  di  la  enseñanza  pública,  no  dan  derecho  á  la  propiedad  y  podrán 

<  re[)roducirse  y  adoptarse  libremente  en  los  otros  Estados.  > 

El  Señor  Doctor  Gálvez  manifestó:  que  la  Comisioi¿,  aceptando 
algunas  indicaciones  de  varios  de  los  Señores  Plenipotenciarios,  en 
vez  de  declarar  que  no  hay  derecho  de  propiedad  por  las  publicacio 
nes  de  fragmentos  y  trozos  selectos  de  obras,  etc.,  deja  en  el  artículo 
que  ese  derecho  sea  regido  por  las  leyes  [jarticulares  de  cada  uno  de 
los  Estados. 

Por  consiguiente,  propone  el  artículo  en  estos  términos: 

«  Las  publicaciones  de  fragmentos  ó  trozos  selectos  de  obras  que  se 
«  coleccionen  y  adopten,  en  cualquiera  de  los  Estados  signatarios, 
*  para  que  sirvan  de  texto  de  lectura  ó  de  aprendizaje  en  los  ramos 

<  de  la  enseñanza  pública,  se  regirán  por  las  leyes  de  cada  Estado.  » 


Después  de  algunas  consideraciones  aducidas  por  el  Señor  Presi. 
dente  y  por  los  Señores  Géluinvez,  QPb*  natats,  Matta,  Ramírez, 
Vaca-Guzman  y  de  Andrade  Figueira,  sobre  si  debía  ó  no  recono- 
cerse el  derecho  de  propiedad  por  las  publicaciones  de  fragmentos  y 
trozos  selectos  de  obras,  etc.,  el  Señor  Doctor  Quintana  propuso  la 
siguiente  fórmula  para  el  articulo  er  debate: 

€  Los  trozos  de  obras  que  gocen  del  derecho  de  propiedad,  solo 
«  podrán  ser  coleccionados  con  permiso  de  sus  respectivos  autores. 

«  Las  colecciones  hechas  con  ese  permiso,  gozarán  de  los  derechos 
€  acordados  por  el  artículo  3/ 

€  También  los  gozarán  his  colecciones  de  trozos  de  obras  cuya  pro- 
€  piedad  no  esté  garantida,  siempre  que  esas  colecciones  sean  desti- 
<  nadas  á  la  enseñnnza  pública.  * 

El  Señor  Doctor  Gal  vez  dijo:  que  la  Comisión  retiraba  el  artículo 
en  discusión. 

El  Señor  Doctor  Quintana  propuso  que  se  suspendiera  el  debate  de 
este  artículo  para  tratarlo  con  mayor  detenimiento  en  la  próxima  Se- 
sión.    Así  se  acordó. 

En  diíicusion  el 

Artículo  8." 

€  Los  derechos  de  autor  se  reconocerán,  salvo  prueba  en  contrario, 
«  á  favor  de  las  personas  cuyos  nombres  ó  seudcUiiinos  estén  indica- 
«  dos  en  la  carátula,  dedicatoriu,  introducción  ó  íju  de  la  obi-a.  > 

El  Señor  Doctor  Chacaltaua  propuso  la  siguiente  fórmula  para  el 
artículo  en  debate: 

«  Los  derechos  de  autor  ó  traductor  se  atribuirán  en  los  Estados 
€  signatarios  á  las  personas  en  cuyo  favor  se  hubieran  reconocido  en 
«  cualquiera  de  ellos,  con  arreglo  al  artículo  2.% 

El  Señor  Doctor  Quintana  expresó:  que  convenía  no  olvidar  que 
se  negociaba  un  Tratado  sobre  Propiedad  Literaria  entre  países  que  no 
tienen  ley  especial  sobre  la  materia. 

En  consecuencia,  agregó,  este  Tratado  tiene  ciertos  caracteres  de  ley 
interna  y  de  ley  externa. 

Piensa  que  el  artículo  de  la  Comisión  no  se  opone  ni  se  roza  con 
el  propuesto  por  el  Señor  Doctor  Chacaltana. 
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Por  moción  del  Señor  Doctor   Chacaltana   se  levanta  la  Sesión 
siendo  las  6.15  p.  m. 

Ild.    Garcu  Lagos 

Presidente. 

Manl.  Quintana 
Sgo.  Vaca-Guzman 
Domingos  de  Andrade  Figüeiba 
Guillermo  Matta 
B.  Prats 
Benj.  Aceval 
Cesáreo  Chacaltana 
M.    M.    Gálvez 
Gonzalo    Bamirez 


AITA  mi  22. 

SF.SION  DEL  31  DE  DICIEMBIIE  DE  18S8. 

Presideucia  del  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  Giircia  Lagos. 

Estando  presentes : 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana. 

Por  la  Ttepühlica  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don    Santiago   Vaca-Guzman. 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira. 

Por  la  liepíMica  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats. 

Por  la  Kepública  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval. 

Por  la  BepxMica  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Ciiacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  GAlvez. 

Por  la  RepiMica  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García    Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 
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La  Sesión  se  abre  á  las  2.15  p.  m. 

Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

El  Señor  Presidente  hizo  dar  lec.turadel  siguiente  proyecto,  presen- 
tado por  los  Señores  Plenipotenciarios  Doctores  Don  Roque  Saenz 
Peña,  Don  Manuel  Quintana,  Don  Santiago  Vaca-Guznian  y  Don  Gon- 
zalo Ramirez : 

« Los  Gobiernos  de  la  República  Argentina,  de  Bolivia,  del  Brasil, 
de  Chile,  del  Paraguay,  del  Perú  y  de  la  República  Oriental  del 
Uruguay,  penetrados  de  la  conveniencia  de  fijar  con  precisif)n  reglas 
generales  que  presidan  la  aplicación  de  las  leyes  de  cualquiera  de 
sus  respectivos  países  en  el  territorio  de  los  otros,  en  los  casos  que 
determinen  los  Tratados  que  desean  celebrar  sobre  las  diversas 
materias  del  Derecho  Internacional  Privado,  reunidos  en  Congreso 
por  medio  de  sus  Plenipotenciarios,  á  saber: 

(Aquílos  nombres  de  los  Señores  Plenipotenciarios.) 

€  Han  resuelto  ajustar  un  Tratado  Preliminar  en  los  términos  si- 
guientes : 

Artículo    I.** 

«Las  leyes  de  los  Estados  Contratantes,  serán  aplicadas  en  los  casos 
ocurrentes,  con  prescindencia  de   la  nacionalidad    de   las  personas 
«  interesadas  en  la  relación  jurídica  de  que  se  trate. 


c 


Artículo  2." 

«  Su  aplicación  será  hecha  de  oficio  por  el  juez  de  la  causa,  aún 
«  cuando  los  litigantes  no  aleguen  ni  prueben  su  existencia  y  conte- 
«  nido. 

Artículo  3.„ 

«  Todos  los  recursos  acordados  por  la  ley  de  procedimientos  del 
«  lugar  del  juicio  para  los  casos  resueltos  según  su  propia  legisla- 
«  cion,  serán  igualmente  admitidos  para  los  que  se  decidan  en 
«  virtud  de  las  leyes  de  cualquiera  de  los  otros  Estados. 

Artículo   4." 

€  Las  leyes  de  los  demás  Estados,  jamás  serán  aplicadas  contra  los 
<  principios  del  derecho  político,  las  leyes  de  iSrden  público,  ó  las 
*  buenas  costumbres  del  lugar  del  proceso. 
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Artículo  5.* 

«  Para  facilitar  el  cumplimiento  de  este  Tratado,  los  Gobiernos  se 
»  obligan  á  trasmitirse  recíprocamente  dos  ejemplares  auténticos  de 

*  las  leyes  vigentes,  y  de  las  que  posteriormente  se  sancionen  en 
«  sus  respectivos  países. 

« (Aquí  las  cláusulas  generales  agregadas  al  Tnitado  sobre  Derecho 

*  Penal.) 

<  En  fe  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios    arriba  designadas,  lo  íir- 

«  ruamos  v  sellamos  á  los dias  del  mes  de — 

«  Roque  Saenz  Peña.  —  Manl.  Quintana.  —  Sao.   Vaca-Guzman. — 
«  Gonzalo  Ramírez.  » 

Se  resolvió  que  el  proyecto  déla  referencia  se  imprimiera  y  fuera 
re{)artido  á  los  Señores  Plenipotenciarios. 

Continúa  la  consideración  del  proyecta»  de  Tratado  sobre  Propie- 
dad Liteniria  y  Artística. 

Se  puso  en  discusión  el  siguiente  aiiículo,  propuesto  por  el  Señor 
Doctor  Quintana,  en  la  Sesión  anterior: 

«  Los  trozos  (le  obras  que  gocen  del  derecho  de  propiedad,  solo 
«   podrán  ser  coleccionados  con  permiso  de  sus  respectivos  autores. 

<  Las  colecciones  hechas  con  ese  permiso,  gozarán  de  los  derechos 
«  acordados  por  el  artículo  3.° 

«También  los  gozarán,  las  colecciones  de  trozos  de  obras  cuya 
<  propiedad  W)  esté  garantida,  siempre  que  esas  colecciones  sean 
«  destinadas  á  la  enseñanza  pública.  » 

El  Señor  Doctor  Quintana  dijo:  que  no  habiendo  sido  posible  uni- 
formar las  opiniones  sobre  dicho  artículo,  é  insistiendo  la  Comisión 
en  el  retiro  del  propuesto  por  ella,  pedía  al  Honorable  Congreso,  de 
acuerdo  con  los  Señores  Plenipotenciarios  que  apoyaban  el  artículo 
presentado  por  él,  el  permiso  necesario  para  retirarlo. 

Previa  votación,  seda  por  retirado  el  artículo  que  había  propuesto 
el  Señor  Doctor  Quintana. 

En  discusión  el  artículo  8.",  que  quedo  pendiente  en  la  Sesión  an 
terior: 

«  Los  derechos  de  autor  se  reconocerán,  salvo  prueba  en  contrario, 
«  á  favor  de  las  personas  cuyos  nombres  ó  seudónimos  estén  indi- 
'  cados  en  la    carátula,  dedicatoria,  introducción  ó  fia  de  la.  <^\s'ssw> 
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No  insistiendo  la  Comisión  en  la  forma  en  que  había  presentado  este 
artículo,  se  dio  lectura  del  sustitutivo,  propuesto  por  el  Señor  Doctor 
Chacaltana,  concebido  en  los  siguientes  términos: 

«Los  derechos  de  autor  ó  traductor  se  atribuirán  en  los  Estados 
«  signatarios  á  las  personas  en  cuyo  favor  se  hubieran  rece  nocido  en 
«  cualquiera  de  ellos,  con  arreglo  al  artículo  2." » 

El  Señor  Presidente  hizo  notar  que  este  artículo  debía  referirse 
también  á  la  propiedad  artística. 

El  Señor  Matta  indicó  que  podría  decirse  los  derechos  de  propiedad 
de  una  obra  liieraria  ó  artística. 

El  Señor  Doctor  Chacnltana  dijo:  que  hnbía  [)resentndo  el  artículo, 
considerando  su  objeto  btijo  el  punto  de  vista  internacif)nid,  porque  lo 
considera  innecesario  como  ley  interna. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  pro|)uso  estji  fórmula:  Jos  derechos  de  pro- 
piedad literaria  y  artística. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  prv>pnso:  que  en  \\i^\\y  á^  introducción  6 
fin  de  la  obra,  se  dijese  /?w  ó  cuerpo  de  la  obra. 

El  Señí>r  Doctor  Gálvez  presentó  la  siguiente  fórmula  : 

«  Los  derechos  de  autor  se  reconocerán,  salvo  prueba  en  contm- 
<  rio,  á  favor  de  las  [)ersonas  cuyos  nombres  ó  seudónimos  estén 
>  indicados  en  la  obra  literaria  ó  artística-  » 

Se  vota  y  aprueba  unánimemente  el  artículo,  en  la  forma  indicada 
por  el  Señor  Doctor  Gálvez. 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  9.' 

<  Si  los  autores  (piisiesen  reservar  sus  nombres,  podrán  ex[)resar 
«  los  editores,  en  la  forma  in<licada  en  el  artículo  anterior,  que  á 
•  ellos  corresponden  los  derechos  de  autor. » 

El  Señor  Presidente  propone  que  en  vez  de  decirse  podrán  expresar 
los  eai¿cres  en  la  forma  indicada  en  el  artículo  anterior,  que  á  ellas 
corresponden  los  derechos  de  autor,  se  diga  deberán  expresar  que  á  ellos 
les  corresponde  los  derechos  de  autor. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  dijo:  que  este  nrtículo  debería 
figurar  como  último  inciso  del  artículo  [irecedente,  por  su  correla- 
ción con  él. 


--  oo 


Se  vota  el  artículo  en  debute,  y  es  aprobé  do  por  unanimidad  en 
esta  forma,  ':Iebiendo  atj;regarse  como  último  ini  iso  del  artículo  8*: 

«  Si  los  autores  quisiesen  reservar  sus  nombres,  deberán  expresar 

<  los  editores  que  á  ellos  corresponden  los  dere^^hos  de  autor.» 

Se  pone  en  discusión  el 

Artículo  10. 

*  Las  responsabilidades  en  que  incurran  los  que  usurpen  el  de- 
«  recho  de  propiedad  literaria  ó  artística,  se  regirán  por  las  leyes  de 
«  los  países  en  que  el  fraude  se  haya  cometido  y  se  haya  ocasio- 
€  nado  el  perjuicio.  » 

El  Señor  Presidente  manifestó  que  como  no  se  establece  nada  res- 
pecto á  jurisdicción  en  esta  materia,  propondría  la  siguiente  fórmula: 

«  Las  cuestiones  que  se  susciten  en  los  Estados  signatarios  y  las 
«  responsabilidades  en  que  incurran  los  que  usurpen  el  derecho  de 
€  propiedad  literaria  ó  artística,  se  regirán  por  las  leyes  de  los  países 
«en    que   el  fraude    se    haya   cometido  y  se    haya  ocasionado    el 

<  perjuicio. » 

El  Señor  Doctor  Ramírez  indicó  que  podría  ponerse  las  reftponsa- 
hilidades  en  que  incurran,  etc.,  etc.,  se  ventilarán  ante  los  tribunales  y  se 
regirán  por  las  leyes  de  los  países  y  etc.  y  etc. 

El  Señor  Doctor  Gálvez  expuso:  que  en  materia  procesal,  la  Co- 
misión había  establecido  que  toda  cuestión  se  rija  por  las  leyes  del 
lugar  donde  ella  se  inicie. 

Después  de  un  cambio  de  i<leas,  quedó  redactado  el  artículo  en  la 
siguiente  forma,  en  la  cual  se  vota  y  es  aprobado  unánimemente: 

«  Las  responsabilidades  en  que  incurran  los  que  usurpen  el  derecho 
«  de  propiedad  literaria  ó  artística,  se  ventilarán  ante  los  tribunales 
«  y  se  regirán  por  las  leyes  del  país  en  que  el  fraude  se  haya 
«  cometido. » 

En  discusión  el 

Artículo  11. 

€  Se  consideran   producciones   ilícitas  y    por  consiguiente  sin  de- 

<  rechos  á  la  propiedad  y  responsables  de  usurpacjon  á  los  autores, 
«  las  apropiaciones  indirectas  de  otras  obras  que  bajo  el  nombre  de 
«  adaptaciones  ó  arreglos,  adicionan  ó  suprimen  lo  escrito  por  un 
€  autor  y  sin  que  él  los  haya  autorizado. » 


El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  propuso  la  siguiente  forma: 

€  Se  consideran  producciones  ilícitas  y  quedan  sujetas  á  lo  dis- 
«  puesto  en  el  artículo  anterior,  las  apropiaciones  indirectas  de  otras 
«  obras  que  bajo  el    nombre   de   adaptaciones  ó  arreglos,  adicionen, 

<  modifiquen  ó  supriman  lo  escrito  por  un  autor,  sin  que  éste  hubiese 

<  autorizado  tales  alteraciones. » 

El  Señor  Presidente  expresó  que  para  mayor  claridad  era  necesario 
decir  obras  literarias  ó  artúiicas. 

El  Señor  Doctor  Quintana  propuso  que  el  artículo  en  debate  se 
sustituyese  por  el  siguiente,  adoptado  por  la  Convención  de  Berna: 

«  Son  especialmente  comprendidas  entre  las  reproducciones  ilícitas, 
«  á  las  cuales  se  aplica  el  presente  Tratado,  las  apropiaciones  indirectas 
«  no  autorizadas  de  una  obra  literaria  ó  artística,  designadí^s  bajo 
«  nombres  diversos  como  adaptaciones,  arreglos,  etc.,  cuando  no  sor. 
^  mas  que  la  reproducción  de  la  obra  en  la  misma  ó  bajo  otra  forma, 
«  con  cambios,  adiciones,  supresiones  no  esenciales,   sin  presentar  el 

<  carácter  de  una  nueva  obra  original.» 

Después  de  un  ligero  cambio  de  ideas  entre  los  Señores  Matta, 
Gálvez  y  Prats,  se  decidió  suspender  la  discusión  de  este  artículo  para 
redactarlo  posteriormente . 

En  discusión  el 

Artículo  12. 

«  El  reconocimiento  del  derecho  de  propiedad  de  las  obras  literarias 
«  y  artísticas  no  quita  á  los  Gobiernos  de  los  Estados  signatarios  la 
^  facultad  que  tienen  de  prohibir  que  se  publiquen,  circulen,  repre- 
«  senten  ó  expongan  aquellas  obras,  cuya  reproducción  consideren 
«  contrarias  á  la  moral  y  á  las  buenas  costumbres,  ó  con  tendencia  á 
«  perturbar  el  urden  público.  » 

El  Señor  Doctor  R-^mirez  indicó  que  debía  ponerse  la  palabra 
reproduzcan  antes  úejnihliquen,  y  en  lugar  de  ó  con  tendencia,  etc.,  ó  á 
la  conservación  del  orden  público. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  propuso  que  se  dijese  contra 
las  leyes,  la  moral  y  las  buenas  costumbres. 

El  Señor  Presidente  cree  que  la  proposición  del  Señor  Doctor  de 
Andrade  Figueira  vendría  á  restringir  el  concepto  del  artículo,  por- 
que pueden  haber  emblemas  ó  reproducciones  que  no  estén  pena- 
dos por  la  ley,  y  que  sin  embargo  sean  contrarios  á  las  buenas 
costumbres  y  al  orden  púl)l¡ro. 
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El  Señpr  Prati*  dijo:  que  la  prohibición  para  publicar  y  circular 
obras,  debía  hacerse  con  arreglo  á  las  leyes  de  los  respectivos 
Estados. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  observe')  que  puede  <?uceder  que  en 
un  Estildo  se  dicte  una  ley  prohibiendo  la  publicación  de  una  obra, 
por  ejemplo,  sobre  ciencias  naturales. — Según  este  artículo,  agregó, 
los  derechos  de  los  autores  que  gocen  de  propiedad  por  obras  de  esa 
especie  en  otros  países,  no  podrían  reclamar  ese  derecho  en  aquel 
Estado,  por  existir  en  él  una  ley  prohibitiva  de  la  ])ublicacion  de 
tales  obras. 

El  Señor  Presidente  manifestó:  que  |)ara  conciliar  la  proposición 
del  Señor  Doctor  de  Andradc  Figueira,  con  las  demás  que  se 
han  presentado,  podría  decirse  que  sean  contrarias  á  las  leyes  que 
protegen  la  moral,  las  huertas  costnmhres  y  la  con.ser vacian  del  orden 
público. 

El  Señor  Doctor  Ramirez  piensa  que  no  es  conveniente  hacer 
referencia  á  las  leyes  particulares  de  cada  Esta  o,  porque  como  ellas 
pueden  promulgarse  después  del  Tratado,  resultaría  que  una  Nación, 
invocando  su  legislación  interna,  dejaría  sin  efecto  este  Convenio,  y 
prohibiría  la  publicación  de  tales  ó  cuales  obras,  aun  cuando  las 
autorizase  el  espíritu  y  la  letra  del  Tratado. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  propuso  la  siguiente  modificación: 

<  El  reconocimiento  del  derecho  de  propiedad  de  las  obras  lite- 
«  rarias  y  artísticas  no  priva  á  los  Gobiernos  de  los  Estados  signa- 
«  tarios  de  la  facultad  que  tienen  para  impedir  la  circulación, 
«  representación  ó  exhibición  de  obras  prohibidas  por  sus  leyes,  por 
«  considerarlas  contrarias  á  la  moral,  á  las  buenas  costumbres,  ó  á 

<  la  conservación  del  orden  público.  » 

Después  de  un  cambio  de  ideas  entre  los  Señores  Gálvez,  Prats, 
Ramirez  y  Matta,  el  artículo  en  debate  fué  redactado  en  estos  tér- 
minos, en  los  cuales  se  vota  y  es  aprobado  unánimemente: 

«  El  reconocimiento  del  derecho  de  propiedad  de  las  obras  litera- 
«  rias  ó  artísticas  no  priva  á  los  Estados  signatarios  de  la  facultad  de 
«  prohibir,  con  arreglo  á  sus  leyes,  que  se  reproduzcan,  publiquen, 
€  circulen,  representen  ó    expongan,  aquellas    obras    que    se  consi. 

<  deren  contrarias  á  la  moral  ó  á  las  buenas  costumbres.  > 

El  Señor  Doctor  Gálvez,  á  nombre  de  la  Comisión,  presenta  la 
siguiente  redacción  para  el  artículo  11,  cuya  discusión  había  que- 
dado en  suspenso: 


«  Se  coüsideran  rejíroducciones  ¡lícitas,  las  apropiaciones  indirec- 
•  tas,  no  autorizadas  por  sus  autores,  de  una  obra  literaria  ó  artís- 
«  tica  y  que  se  designan  con  nombres  diversos,  como  adaptaciones, 
«  arreglos,  etc.,  etc.,  y  que  no  son  mas  que  reproducción  de  aquella, 

<  sin  presentar  por  sus  modificaciones,  adiciones  ó  supresiones, 
«  carácter  de  obra  original.  > 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  pidió  que  se  suprimiera  la  frase  por 
sus  modificacioms. 

El  Señor  Doctor  Gálvez  dijo  qu\  aceptímdo  esa  y  otras  observa- 
cion«^s,  el  artículo  quedaría  modificado  en  esta  forma,  en  la  cual  se 
vota  y  es  aprobado  por  unanimidad: 

«  Se  consideran  rei)roduccionos  ilícitas,  las  apropiaciones  indirectas, 
«  no  autorizadas,  de  una  obra  literaria  ó  artística  y  (jue  se  designan 

<  con  nombres  diversos,  como  ada[)taciones,  arreglos,  etc.,  etc.,  y  que 
«  no  son  mas  que  reproducción  de  aquella,  sin  presentar  el  carácter 
«  de  obra  original.  > 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  dijo:  (pie  el  artículo  que  se  acaba- 
ba de  aprobar  debía  colocarse  inmediatamente  antes  de  los  relativos 
á  jurisdicción.     Así  se  acordó. 

Se  pasa  á  cuarto  intermedio. 

Continúa  la  Sesión. 

TÍTULO    lí. 

DE    LA    PUOPIKDAI)    INDUSTRIAL. 

SE'"/IOX    1.- 

En  discusión  el 

Artículo  13. 

«  Los  nacionales  ó  extranjeros  que  obtengan  píitente  ó  privilegio  de 
«  invención  con  arreglo  á  las  leyes  <le  alguno  de  los  Estados  signata. 
«  rios,  disfrutarán  en  los  demás  Estados  de  los  derechos  de  autores  ('» 
€  de  inventores,  si  en  el  término  máximo  de  un  año,  hacen  registrar 
«  su  patente  en  la  forma  determinada  por  las  leyes  de  cada  país.  > 

El  Señor  Doctor  Ramírez  propone  que  en  lugar  de  decirse  naciona- 
les o  extranjeroSy  se  diga  toda  persona,  etc.,  y  al  final  por  las  leyes  del  país 
en  que  pidiere  el  reconocimiento. 


El  Señor  Presidente  propuso  que  se  dijese  simplemente  los  derechos 
de  inventor. 

El  Señor  Doctor  Quintaua  iiidictS  que  al  final  de  este  artículo  se 
dijese  en  la  forma  designada  por  ¡us  leyes  del  país  donde  pidiese  su  re- 
cofiocimiento. 

El  Señor  Matta  expuso:  que  la  Comisión  ha  querido  establecer  en 
la  forma  determinada  por  las  ley^s  de  cada  país  si  se  pretende  que  en 
cada  uno  de  ellos  se  reconozca  la  invención. 

El  Señor  Doctor  Quintana  dijo:  que  el  inventor  solo  tenía  que  ob- 
servar Ins  leyes  de  los  países  en  los  cuales  pide  el  reconocimiento  de 
su  patente. 

El  Señor  Doctor  Aceval  indic '» (jue  era  conveniente  establecer  con 
arredilo  á  (ine  W.y  [uxlría  obtenerse  la  patente  de  invención. 

El  artículo  sea|)n>l»(5  unáninuMnente  en  la  siguiente  forma: 

«  Toda  persona  (pie  obten«¿:a  j)atente  ó  privilegio  de  invención  en 
'<  alguno  (le  los  Estados  signatarios,  disfrutará  en  los  denuis  de  los 
«  derechos  de  inv(»ntor,  si  en  el  ti^'rniino  máximo  de  un  año  hiciese 
«  registrar  su  i)atente  en  la  forma  determinada  por  las  leyes  del  país 
«  en  que  pidiese  su  reconocimiento.  » 

En  discusión  el 

Artículo  14. 

«  El  núuuu'o  de  años  del  piivih^^io  será  el  ([ue  lijen  las  leyes  de 
«  cada  país,  redncit-ndose  ese  i>laz()  al  señídado  i>orlas  del  Estado  en 
«  que  primitivamente  se  acord(')  la  patente,  si  tuiuel  fuese  menor.» 

El  Señor  Doctor  Ramirez  in(lic(')  que  debería  decirse  las  leyes  del 
país  en  qíw  prrtenda  hacerse  efrcfira. 

El  Señor  Presidente  propuso  (lue  el  artículo  fuera  modiíicado  en 
esta  formíi,  en  la  cual  se  vota  y  es  aprobado  unánimemente: 

«  El  númeru  de  años  del  privilegio  será  el  que  fijen  las  leyes  del 
«  país  en  que  se  pretenda  hacerlo  efectivo.  Ese  plazo  podrá  ser  li- 
«  mitado  al  señalado  por  las  del  Estado  en  que  primitivamente  se 
«  acord  '»  la  patente,  si  fuese  nuMior. » 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  15. 

«  Las  cuestiones  que  se  susciten  sobre  la  prioridad  de  la  invención, 


«  se  resolverán  teniendo  en  cuenta  la  fecha  de  la  solicitud  de  la  pa 
€  tente  en  el  país  en  que  se  otorgó  por  la  primera  vez.  » 

Se  suscita  una  breve  discusión  entre  el  Señor  Presidente  y  los  Se- 
ñores Quintana,  GálvezChacaltana,  Aceval,  y  Matta,  res])ecto  á  conno 
debía  resolverse  la  cuestión  sobre  la  prioridad  en  el  pedido  de  privi- 
legio de  invención,  y  acerca  de  si  la  invención  se  rige  por  la  ley  del 
país  en  que  se  solicita  la  patente. 

El  Señor  Doctor  Aceval,  á  nombre  de  la  Comisión,  propuso  que  el 
artículo  se  modificara  en  los  siguientes  términos,  en  los  cuales  se  vota  y 
es  aprobado  unánimemente: 

€  Las  cuestiones  que  se  susciten  sobre  la  prioridad  de  la  invención, 
€  se  resolverán  teniendo  en  cuéntala  fecha  de  la  solicitud  de  las  paten- 
«  tes  respectivas  en  los  países  en  que  se  otorgaron.  > 

Se  puso  en  discusión  el 

Artículo  16. 

«  Se  considera  invención  ('»  descubrimiento  un  nuevo  modo,  aparato 
»  mecánico  n  manual  que  sirva  para  fabricar  r:uevos  productos  indus- 
€  triales  y  la  aplicación  de  medios  perfeccionados  para  conseguir re- 

<  sultados  superiores  dolos  productos  industriales  ya  conocidos  y  que 
«  adquieren  con  esta  transformación,  importancia  diversa  ei.  los  mer- 

<  cados  de  comercio.  Exce[)túanse  de  esta  regla,  las  invenciones  y 
«  descubrimientos  que  hubieran  tenido  cierta  [)ublicidad  en  alguno 
«  de  los  Estados  signatarios  ó  en  otros  (iu3  no  estén  ligados  j)or  este 
«  Tratado.  Exce[)tnanse,  también,  his  confecciones  farmacéuticas,  y 
«  en  general  aquellas  (jue  por  ser  puramente  teóricas  no  tengan  apli- 
«  cacion  á  industria  alguna,  y  las  que  fueran  contrarias  á  la  moral  y  á 
«c  las  leyes  del  país  en  donde  las  patentes  de  invención  lian  de  expe- 
«  dirse  » 

El  Señor  Doctor  Gálvez  manifest/»:  que  la  Comisión  ha  aceptado  la 
indicación  de  algunos  Señores  Pleni[)otenciarios,  [)ara  consignar  por 
incisos  las  excepciones  que  estal)lece  este  artículo. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  cree  que  las  excepciones  que  se  es- 
tablecen i  ueden  dividirse  en  tres  incisos,  quedando  el  artículo  en  la 
forma  siguiente: 

«  Se  considera  invención  ó  descubrimiento: 

»  1."  Un  nuevo  modo,  aparato  mecánico  6  manual  que  ^^irva  paní 
>  fabricar  nuevos  productos  industriales; 
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«  2.*  La  aplicación  de  medios  para  conseguir  productos  nuevos  6 
«  resultados  superiores  de  los  productos  industriales  ya  conocidos  y 
«  que  adquieran  con  esta  transformación  importancia  diversa  en  los 
«  mercados  de  comercio. 

"  No  se  comprenden  en  la  regla  anterior: 

<  1/  Las  invenciones  y  descubrimientos  que  hubieran  tenido  publi- 
«  cidad  en  alguno  de  los  Estados  signatarios,  6  en  otros  que  no  estén 
«  ligados  por  este  Tratado; 

«  2/  Las  que  no  tengan  aplicación  á  industria  alguna; 

«3.*  Las  que  fueran  contrarias  á  la  moral.  > 

Respecto  á  las  confecciones  farmacéuticas,  dijo,  que  muchas  de  ellas 
pueden  ser  aplicadas  á  las  industrias;  y  acerca  de  las  invenciones, 
puramente  teóricas,  expresó,  que  no  hay  para  que  consignarlas,  pues- 
to que  no  son  de  aplicación   industrial. 

Por  otra  parte,  agregó,  se  sabe  de  antemano  que  los  gobiernos  no 
otorgan  una  patente  en  contra  de  lo  que  determinan  las  leyes  espe- 
ciales sobre  la  materia. 

El  Señor  Doctor  Gálvez  expuso:  que  la  Comisión  había  tenido  en 
cuenta  evitar  que  se  pretenda  pedir  privilegio  á  título  de  invención 
sobre  materias  que  no  deban  tenerla,  y  con  tal  íin  se  ha  establecido 
que  las  patentes  se  expidan  con  arreglo  á  las  leyes  particulares  de 
cada  Estado. 

Agregó:  que  se  habla  de  confecciones  farmacéuticas  y  de  todas 
aquellas  puramente  teóricas,  porque  es  el  término  usado  general- 
mente en  las  leyes  sobre  la  materia. 

Lo  que  establece  el  artículo  es  lo  mismo  que  esté,  consignado  en 
las  leyes  particulares  de  la  República  Argentina,  de  la  Oriental  del 
Uruguay,  del  Perú  y  de  Chile. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzmau  entiende  que  convenciones  de  esta 
naturaleza  debe  n  referirse  á  leyes  internas,  que  son  las  que  deter 
minan  si  una  confección  farmacéutica  debe  ó  no  ser  patentada  como 
invención  que  merezca  el  privilegio  acordado  por  la  ley. 


'% 


"^El  Señor  Doctor  Ramírez  preguntó  cual  era  el  alcance  de  la  frase 
confecciones  farmacéuticas,  y  si  ella  se  refiere  á  toda  preparación  cono- 
cida en  la  terapéutica. 

El  Señor  Doctor  Gálvez  expuso:  que  las^r^c^^dka  rsifedÁ^^'i^  ^^  \^  ^§^ 
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ñera],  y  las  preparaciones  que  hacen  los  farmacéuticos  no  se  paten- 
tan. Afiadió:  que  para  que  ellas  gocen  de  patente  es  necesario  que 
la  facultad  de  medicina  las  reconozca  y  las  declare  como  preparacio- 
nes que  tienen  un  carácter  especial. 

El  Señor  Presidente  cree  innecesaria  la  primera  excepción  que 
establece  el  artículo;  porque  es  entendido  que  para  otorgarse  la  pa- 
tente es  indispensable  que  se  trate  de  un  nuevo  método,  medio  6  pro- 
cedimiento, etc.,  etc.  Si  él  está  en  el  dominio  público  en  los  Estados 
Contratantes  ó  fuera  de  ellos,  no  es  una  cosa  nueva;  no  e^  un  inven- 
to que  en  realidad  deba  patentarse  por  un  privilegio. 

Piensa  que  también  es  innecesaria  la  segunda  excepción,  desde 
que  se  ha  definido  lo  que  es  invención,  y  si  las  preparaciones  far- 
macéuticas de  que  se  trata  no  sirven  para  los  fines  industriales  de 
que  se  hace  mérito. 

El  Señor  Doctor  Gal  vez  hizo    notar  que  en  Europa  hay  ciertos 

artículos   medicinales  que  se  expenden  sin   garantía  ni  patente  Oel 

gobierno. 

• 
El  Señor  Presidente  dijo :  que    en  algunos    pueblos  de   Europa 

se  acordaba  la  patente,  pero  sin  privilegio  de  parte  del  gobierno. 
Aquí  lo  que  se  pretende  es  establecer  la  regla  que  sirva  para  pe- 
dir privilegio  por  un  nuevo  medio  ó  por  una  aplicación  nueva,  y 
propone  que  el  artículo  empiece  con    esta  redacción : 

«  Se  reputa  invención  el  descubrimiento  de  un  nuevo  modo, 
«  de  un   aparato  mecánico,  etc.,  etc.  » 

El  Señor  Doctor  de    Andrade  Figueira   propone  que  se  diga  : 

«  — Se  considera  invención  el  descubrimiento  de  nuevos  productos 
«  industriales,  etc.»,  y  que  se  suprima  lo  reíereute  á  preparaciones 
farmacéuticas. 

Después  de  un  cambio  de  ideas  entre  el  Señor  Presidente  y  los 
Señores  Saenz  Peña,  de  Andrade  Figueira,  Quintana,  Gálvez,  Ace- 
val,  Matta  y  Vaca-Guzínan,  el  artículo  en  debate  fué  redac- 
tado así : 

«  Se  considera  invención  ó  descubrimiento  todo  nuevo  producto 
«  industrial,  lo  mismo  que  un  nuevo  modo,  aparato  mecánico  ó 
<  manual,   que  sirva  para  fabricar  productos  industriales. 

«  Está  comprendida  también  la  aplicación  de  medios  perfeccio- 
«  nados  para  conseguir  resultados  superiores  á  los  ya  conocidos. 
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€  No  serán  patentadas: 

«  I.*" — Las  invencipnes  y  descubrimientos  que  hubieran  tenido 
«  publicidad  en  alguno  de  los  Estados  signatarios  y  en  otros 
«  que  no  estén  ligados  por  este  Tratado; 

«  2.* — Las  que  fueran  contrarias  á  la  moral  y  á  las  leyes  del 
«c  país  en  donde  las  patentes  de  invención  hayan  de  expedirse  ó 
«  de  reconocerse. » 

Votado  el  artículo,  es  aprobado  por  unanimidad  en  los  términos 
en  que  queda  trascrito. 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  17. 

«  El  derecho  de  inventor  comprende  no  solo  la  facultad  de  dis- 
«  frutar  de  los  beneficios  que  produzca,  sino  la  de  transferirlo  á 
«  otros,  observando  siempre  las  leyes  del  Estado  en  que  la  trans- 
«  ferencia  tenga  lugar.  » 

El  Señor  Doctor  Ramirez  cree  que  no  siempre  deben  observar- 
se las  leyes  del  Estado  en  que  se  hace  la  transferencia,  y  pre- 
gunta á  que  leyes  se  subordinaría  el  inventor  que,  estando  de 
tránsito  en  Montevideo,  transfiriese  sus  derechos  patentados  en 
Buenos  Aires. 

El  Señor  Doctor  Gálvez  dijo:  que  la  mente  de  la  Comisión  al 
eí  tablecer,  en  el  Estado  en  que  la  transferencia  tetiga  lugar,  fué  la 
de  que  en  el  Estado  en  que  ella  se  realiza  es  donde  va  á  hacerse 
uso  del    derecho  que  acuerda  la  invención. 

El  Señor  Doctor  Ramirez  propuso  la  siguiente  redacción  para  el 
artículo  en  debate,  la  cual  siendo  aceptada  por  la  Comisión,  se 
vota  y  es  aprobado  por  unanimidad  : 

<  El  derecho  de  inventor  comprende  |la  facultad  de  disfrutar  de 
«  la  invención  y  de  transferirla  á  otros. » 

En  discusión  el 

Articulo  18. 

«  Las  responsabilidades  civiles  y  criminales  en  que  incurran  los 
«  que  dañen  el  derecho  del  inventor,  se  perseguirán  y  penarán  con 
«  arreglo  á  las  leyes  del   país  en  donde  se  oíi^\o\í^  ^\  ^•a.tv^.> 
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Después  de  un  ligero  cambio  de  ideas  entre  el  Señor  Presi- 
dente y  los  Señores  Doctores  Quintana  y  Gálvez,  el  artículo  en 
debate  quedó  aprobado  por  unanimidad  en  los  siguientes  tér- 
minos : 

«  Las  responsabilidades  civiles  y  criminales  en  que  incurran  los 
«  que  dañen  el  derecho  del  inventor,  se  perseguirán  y  penarán 
«  con  arreglo  á  las  leyes  del  país  en  que  se  haya  ocasionado  el 
«  perjuicio.» 

Se  pasa  á  la 

SECCIÓN  2.' 
DE    LAS    MARCAS   DE     COMERCIO   Y    DE    FÁBRICA. 

En  discusión  el 

Artículo  19. 

«  Tanto  los  nacionales  como  los  extranjeros  á  quienes  se  les  con 
«  ceda  en  uno  de  los  Estados  sií!:nt!tari()s,    el  derecho   de    usar  ex 
«■  elusivamente  una  marca  de  comercio  ó  de  fábrica,  podrán  gozar 
«  del  mismo  privilegio    en  los  domas    Estados,  si  se  someten  á  las 
«  formalidades  y  condiciones  establecidas  por  las  leyes  y  reglamen- 
«  tos  de  cada  uno  de  ellos.» 

El  Señor  Doctor  Ramírez  pro|)uso  que  en  vez  de  fanfo  los  na- 
cimiales  como  los  extranjeros,  se  dijese  toda  persona. 

¥j\  Señor  Doctor  Vaca-(tU'/míui  pro|)One  que  al  final  del  artículo 
se  diga  con  sujeción  á  las  formalidades  //  condiciones  estahlecida>s  por 
sus  leyes. 

Se  vota  el  artículo,  y  es  aprobado  [^or  unanimidad  en  esta  forma: 

«  Toda  persona  á  quien  se  conceda  en  uno  de  los  Estados  sig- 
<  natarios,  el  derecho  de  usar  exclusivamente  una  rmirca  de  co- 
«  mercio  ó  de  fábrica,  gozará  del  mismo  privilegio  en  los  demás 
«  Estados,  con  sujeción  á  las  formalidades  y  condiciones  estiibleci- 
«  das  por  sus  leyes.  > 

Se  pasa  á  discutir    el 

Artículo  20. 

«  El  derecho  de  usar  una  marca  de  comercio  ó  de  fábrica,  com- 
«  prende  la  facultad  de  trasmitirla  con  la  negociación  ó  empresa, 
«  cumpliendo  con  los  requisitos  prescritos  por  las  leyes  del  Estado 
*  CD  que  se  verifique  la  ti-asmision  ó  la  venta.» 


El  Señor  Doctor  Quintana  propuso :  que  se  suprimiese  todo  lo 
que  se  dice  después  de  la  palabra  trasmitirla. 

El  Señor  Presidente  propone  que  se  agregue  la  palabra  enagenar- 
la,  y  que  en  lugar  de  negociación,  se  diga  negocio  ó  industria. 

El  Señor  Doctor  Quintana  manifestó  que  el  artículo  podía  redac- 
tarse así:  el  derecho  de  mar  una  marca  de  coynercio  b  de  fábrica, 
cmnprefide  la  Jaadtad  de  trasmitirla  ó  enagenarla . 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  indicó  que  podría  suprimirse  la  pa- 
labra usar. 

El  Señor  Matta  dijo:  que  le  parece  mas  clara  la  redacción  del 
artículo  propuesto  por  la  Comisión  refiriéndose  á  marcas  y  al  uso 
que  se  hace  de  estas  en  el  comercio,  que  como  se  sabe,  es  la  ga- 
rantía de  la  honorabilidad  de  los  comerciantes. 

El  Señor  Doctor  Ramirez  manifestó:  que  el  uso  de  una  marca 
puede  ser  menos  que  la  propiedad  de  ella;  porque  el  derecho  de 
usar  puede  limitarse  a   un  tiempo  determinado. 

El  Señor  Matta  observó  (pie  de  lo  que  se  trata  es  del  derecho 
de  usar  una  marca  de  fábrica. 

El  Señor  Doctor  Quintana  dijo:  la  cesión  del  negocio  no  debe 
ser  condición  del  traspaso  en  In  marca;  porque  el  propietario  pue- 
de traspasar  únicamente  el  uso  de   la    marca  y  no  su  propiedad. 

El  Señor  Matta  manifestó  que  la  Comisión  insistía  en  conservar 
la  palabra  u^ar. 

El  Señor  Doctor  Quintana  expuso :  que  solamente  se  trata  de 
establecer  que  el  que  va  á  usar  del  derecho  puede  enajenarlo  en 
absoluto  ó  solamente  compartir  el  uso  de  la  marca. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  se  pone  en  el  caso  en  que  un  in- 
dividuo adquiere  de  otro  el  derecho  de  usar  una  marca  de 
fábrica. 

Según  el  artículo,  el  usufructuario  podría  transferir  la  propiedad 
del  mismo  invento,  lo  que  es  inaceptable,  porque  nadie  puede  tras- 
mitir un  derecho  que  no  tiene;  es  evidente  que  el  usufructuario 
«o  goza  del  derecho  de  propiedad,  y  entonces  mal  puede  ena- 
genarlo. 

Cree,  pues,  que  el  uso  de  una  marca  es  una  limitación  al  dere- 
cho, que  no  puede  ser  ampliado  al  tratarse  de  transferir  los  mismos ; 
se  debe,  en  su  opinión,  hablar  de  la  propiedad,  y  no  del  uso  del 
inveato,  al  principio  del  artículo. 


El  Señor  Doctor  Quintana  propuso  e^ta  fórmula: 

f  La  propiedad  de  una  marca  de  comercio  ó  de  fábrica,  com- 
«  prende  la  facultad  de  usarla,  trasmitirla  ó  enajenarla.» 

Se  vota  el  artículo  en  la  forma  propuesta  por  el  Señor  Doctor 
Quintana  y  es  aprobado  por  unanimidad. 

Se  pone  en  discusión  el 

Artículo  21. 

<  Se  entiende  que  es  marca  de  comercio  ó  de  fábrica,  el  signo, 
emblema  ó  nombre  externo  que  el  comerciante  ó  fabricante 
adopta,  al  expender  sus  mercaderías  y  sus  productos  para  dis- 
tinguirlos de  los  de  otros  empresarios  que  negocian  en  artículos 
de  la  misma  especie.  Pertenecen  ümibien  á  esta  ciase  de  mar- 
cas las  llamadas  dibujos  de  fábrica  ó  labores  que,  por  medio  del 
tejido  ó  de  la  impresión,  se  estampan  en  el  producto  mismo  que 
se  pone  en  venta.  > 

El  Señor  Presidente  cree  conveniente  agregar  las  palabras  y 
aplica  á  stis  mercaderlds  en  seguida  de  la  de  adopta.  Propuso  tam- 
bién que  la  palabra  emp^'esarios  fuese  sustituida  por  las  de  otros 
industriales  b  comer  dátiles. 

El  artículo  fué  aprobado  por  unanimidad  en  los  siguientes  tér- 
minos: 

«  Se  reputa  marca  de  comercio  ó   de  fábrica,   el  signo,  emblema 

<  ó  nombre    externo    que    el    comerciante    ó    fabricante   adt)pta  y 

<  aplica  á  sus  mercaderías  y  [iroductoí;,  para  distinguirlos  de  los  de 
«  otros  industriales  ó  comerciantes  que  negocian  en  artículos  de 
«  la  misma  especie. 

<  Pertenecen  también  á  esta  clase  de  marcas  las  llamadas  dibu- 
t  jos  de  fábrica  ó    labores  que,   por  medio  del  tejido  ó    de  la   im- 

<  presión,  se  estiunpan  en  el  producto  mismo  que  se  pone  en  venta.  » 

En  discusión  el 

Artículo  22. 

«  Las  felsificaciones  y  adulteraciones  de  las  marcas  de  comercio 
«  y  de  fábrica,  se  perseguirán  con  arreglo  á  las  leyes  del  Estado 
«  en  cuyo  territorio  se  comete  el  fraude  y  se  causa  el  daño. » 

El  Señor  Doctor  Ramírez  propuso  que  el  artículo  se  modificase 
en  esta  forma,  en  la  cual  se  vota  y   es  aprobado  por  unanimidad  : 


«  Las  falsificaciones  y  adulteraciones  de  las  marcas  de  comercio 
«  7  de  fábrica,  se  perseguirán  ante  los  tribunales  con  arreglo  á  las 
€  leyes  del   Estado  en  cuyo  territorio  se  comete  el  fraude.  > 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  manifestó :  que  la  Comisión  de 
correcciones  del  proyecto  de  Tratado  Penal  lo  había  revisado, 
dándole  la  forma  definitiva  que  debe  tener. 

Después  de  un  cambio  de  ideas  entre  los  Señores  Quintana, 
Saenz  Peña,  Ramírez,  Grálvez  y  Matta,  el  Honorable  Congreso  re- 
solvió que  la  próxima  Sesión  tuviese  lugar  el  dia  4  de  Enero 
próximo. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  6.50  p.  m. 

Ild.  García  Lagos. 

Presidente. 

RcQUE  Saenz  Peña. 
Manl.  Quintana. 
Sao.    Vaca-Guzman. 
Domingos  de  Andrade  Figueira. 
Guillermo  Matta. 
B.  Prats. 
Benj.  Aceval. 
Cesáreo  Chacaltana. 
M.  M.  Gálvez. 

Gonzalo  Ramírez. 
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UTA  NüM.  23. 


SESIÓN  DEL  i  DE  ENEIIO  DE  1889. 

Presidencia  del  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos 

Estando  presentes: 

For  la  Repúhlicn  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana. 

Por  la  BepúhUca  de  Bolivia: 

El  Señor  !^^octor  Don  Santiago   Vaca-Guzman. 

Por  el  Imperio  del  Bi .    il : 

El  Señor  Doctor  D(  mingos  de  Andrade  Figueira. 

Por  la  Rejnchlica  de  '     He 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Remsario  Prats. 

Por  la  Eejmhlica  dd  Jara^uay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval. 

Por  la  Rejmblica  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez. 

Por  la  Bepiihlica  Oriuüal  del  Ui'uguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos. 


La  Sesión  se  abre  á  las  8  p.  m. 

Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

A  indicación  del  Señor  Presidente,  el  Honorable  Congreso  se 
constituyó  en  Comisión  General  para  tomar  en  consideración  las 
correcciones  de  forma  introducidas  por  las  Comisiones  respectivas, 
en  los  proyectos  de  Tratados  de  Derecho  Penal  y  de  Derecho  Pro- 
cesal. 

Los  referidos  proyectos  quedaron  definitivamente  aprobados  en 
los  siguientes  términos : 

TRATADO  DE  DERECHO  PENAL  INTERNACIONAL. 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República,  etc.,  etc., han 

convenido  en  celebrar  un  Tratado  de  Derecho  Penal  Internacional, 
por  medio  desús  respectivos  Pleuipoteuciarios,  reunidos  en  Congreso, 
en  la  Ciudad  de  Montevideo,  por  iniciativa  de  los  Gobiernos  de  las 
Repúblicas  Argentina  y  Oriental  del  Uruguay,  estando  represen- 
tados : 

S.  B.  el  Presidente  de  la  República por  el  Señor  Doctor 

Don 

Quienes,  previa  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  que  hallaron 
en  debida  forma,  y  después  de  las  conferencias  y  discusiones  del 
caso,  han  acordado  las  estipulaciones  siguientes: 

TÍTULO  I. 

DE    LA     .JURISDrCCION. 

Artículo  1." 

Los  delitos,  cualquiera  que  sea  la  nacionalidad  del  agente,  de  la 
víctima  ó  del  damnificado,  se  juzgan  por  los  tribunales  y  se  penan 
por  las  leyes  de  la  Nación  en  cuyo  territorio  se  [>erpetran. 


Artículo  2.* 

Los  hechos  de  carácter  delictuoso  perpetrados  en  un  Estado  que 
serian  justiciables  por  las  autoridades  de  éste,  si  en  él  produjeran 
sus  efectos;  pero  que  solo  dañan  derechos  é  intereses  garantidos  por 
las  leyes  de  otro  Estado,  serán  juzgados  por  los  tribunales  y  pena- 
dos según  las  leyes  de  este  último. 


Artículo  3.* 

Cuando  un  delito  afecta  á  diferentes  Estados,  prevalecerá  para 
juzgarlo  la  competencia  de  los  tribunales  del  país  damnificado  en 
cuyo  territorio  se  capture  al  delincuente. 

Si  el  delincuente  se  refugiase  en  un  Estado  distinto  de  los  dam- 
nificados, prevalecerá  la  competencia  de  los  tribunales  del  país  que 
tuviese  la  prioridad  en   el  pedido  de  extradición. 

Artículo  4." 

En  los  casos  del  artículo  anterior,  tratándose  de  un  solo  delin- 
cuente, tendrá  lugar  un  solo  juicio,  y  se  aplicará  la  pena  mas  grave 
de  las  establecidas  en  las  distintas  le^'es  penales  infringidas. 

Si  la  pena  mas  grave  no  estuviera  admitida  por  el  Estado  en  que 
se  juzga  el  delito,  se  aplicará  la  que  mas  se  le  aproxime  en  gra- 
vedad. 

El  juez  del  proceso  deberá,  en  estos  casos,  dirigirse  al  Poder  Eje- 
cutivo para  que  éste  dé  conocimiento  de  su  iniciación  á  los  Estados 
interesados  en  el  juicio. 

Artículo  5." 

Cualquiera  de  los  Estados  signatarios  podrá  expulsar,  con  arreglo 
á  sus  leyes,  á  los  delincuentes  asilados  en  su  territorio,  siempre 
que  después  de  requerir  á  las  autoridades  del  país  dentro  del  cual  se 
cometió  alguno  de  los  delitos  que  autorizan  la  extradición,  no  se 
ejercitase  por  éstas  acción  represiva  alguna. 

Artículo  6.' 

Los  hechos  realizados  en  el  territorio  de  un  Estado,  que  no  fueren 
pasibles  de  pena  según  sus  leyes,  pero  que  estuviesen  penados  por  la 
Nación  en  donde  producen  sus  efectos,  no  podrán  ser  juzgados 
por  ésta,  sino  cuando  el  delincuente  cayese  bajo  su  jurisdicción. 

Rige  la  misma  regla  respecto  de  aquellos  delitos  que  no  auto- 
rizan la  extradición  de  los  reos. 

Artículo  7." 

Para  el  juzgamiento  y  castig)  de  los  delitos  cometidos  por  cual- 
quiera de  los  miembros  de  una  Legación,  se  observarán  las  reglas 
establecidas  por  el  Derecho  Internacional  Público. 

Artículo  8.* 

Los  delitos  cometidos  en  alta  mar  ó  en  aguas  neutrales,  ya  sea 
á  bordo  de  buques  de  gueiTa  ó  mercantes,  se  juzgan  y  penan  por 
las  leyes  del  Estado  á  que  pertenece  la  bandera  del  buque. 


Artículo  9.* 

• 

Los  delitos  perpetrados  á  bordo  de  los  buques  de  «rnerra  de  ud 
Elstado,  que  .«e  encuentren  en  a^uas  territoriales  de  otro,  se  jnz^n 
7  penan  con  arreglo  ¿  las  leyes  del  Estado  d  que  dichos  butpies 
pertenezcan. 

También  se  juzgan  y  penan  según  las  leyes  del  país  á  que  los 
buques  de  guerra  pertenecen,  los  hechos  punibles  ejecutados  fuera 
del  recinto  de  estos,  por  individuos  de  su  tripulación  6  que  ejerzan 
algún  cargo  en  ellos,  cuando  dichos  hechos  afecten  principalmente 
el  orden  disciplinario  de  los  buques. 

Si  en  la  ejecución  de  los  hechos  punibles  solo  intervinieren  indi- 
viduos no  pertenecientes  al  personal  del  buque  de  guerra,  el  enjui- 
ciamiento y  castigo  se  veriíicai-á  con  íirreglo  á  las  leyes  <lel  Estado 
en  cuyas  aguas  territoriales  se  encuentra  el  buque. 

Artículo  10. 

Los  delitos  cometidos  á  bordo  de  un  buque  de  guerra  ó  mercante 
en  las  condiciones  proscriptas  en  el  artículo  2.*,  serán  juzgados  y 
penados  con  arreglo  á  lo  que  estatuye  dicha  disposición. 

Artículo  11. 

Los  delitos  cometidos  á  bordo  de  los  buques  mercantes,  son  juz- 
gados y  penados  por  la  ley  del  Estado  en  cuyas  aguas  jurisdiccio- 
nales se  encontraba  el  buque  al  tiempo  de  perpetrarse  la  infracción. 

Artículo  12. 

Se  declaran  aguas  territoriales,  á  los  efectos  de  la  jurisdicción 
penal,  las  com¡)rendidas  en  la  extensión  de  cinco  millas  desde  la 
costa  de  tierra  firme  é  islas  que  forman  parte  del  territorio  de  cada 
Estado. 

Artículo  13. 

Los  delitos  considerados  de  piratería  por  el  Derecho  Internacional 
Público,  quedan  sujetos  á  la  jurisdicción  del  Estado  bajo  cuyo  poder 
caigan  los  delincuentes. 

Artículo  14. 

La  prescriocion  se  rige  por  las  leyes  del  Estado  al  cual  corresponde 
el  c  nocimiento  del  delito. 
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TÍTULO  II. 

DEL    ASILO. 

Artículo  15. 

Ningún  delincuente  asilado  en  el  territorio  de  un  Estado  podrá 
ser  entregado  á  las  autoridades  de  otro,  sino  de  conformidad  á  las 
reglas  que   rigen  la  extradición. 

Artículo    16. 

El  asilo  es  inviolable  para  los  perseguidos  por  delitos  políticos,  pero 
la  Nación  de  refugio  tiene  el  deber  de  impedir  que  los  asilados  reali- 
cen en  su  territorio,  actos  que  pongan  en  peligro  la  paz  pública  de 
la  Nación  contra  la  cual  han  delinquido. 

Artículo  17. 

El  reo  de  delitos  comunes  que  se  asilase  en  una  Legación,  deberá 
ser  entregado  j)or  el  gefe  de  ella,  á  las  autoridades  locales,  previa  ges- 
tión del  Mini.<^terio  de  Relaciones  Exteriores,  cuando  no  lo  efectuase 
expontáneamcnte. 

Dicho  a.silo  será  respetiido  con  relación  á  los  peráeguidos  por  de- 
litos políticos;  pero  el  gefe  de  la  Legación  está  obligado  á  poner 
inmediatíimente  el  hecho  en  coiiociuiiento  del  Gobierno  del  Estado 
ante  el  cual  está  acreditado,  quien  [xxirá  exigir  que  el  perseguido 
sea  puesto  fuera  del  territorio  nncional,  dentro  del  mus  breve  plazo 
posible. 

El  gK^Wi  de  la  Legación  podrá  exigir  á  su  vez,  las  garantías  necesa- 
rias para  que  el  refugiado  salga  del  territorio  nacional,  respetándose 
la  inviolabilidad  de  su  persona. 

El  mismo  principio  se  observará  con  respecto  á  los  asilados  en  los 
buques  de  guerra  surtos  en  aguas  territoriales. 

Artículo  18. 

Exceptúase  de  la  regla  establecida  en  el  artículo  15,  á  los  deser- 
tores de  la  marina  de  guerra  surta  en  aguas  territoriales  de  un 
Estado. 

Esos  desertores,  cualquiera  que  sea  su  nacionalidad,  deberán  ser 
entregados  por  la  autoridad  local,  á  pedido  de  la  Legación,  ó  en 
defecto  de  esta,  del  agente  consular  respectivo,  previa  la  prueba  de 
identidad  de  la  persona. 
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TÍTULO  III. 

DEL  RÉGIMEN  DE  LA  EXTRADICIÓN. 

Artículo   19. 

Los  Estados  signatarios  se  obligan  á  entregarse  los  delincuentes  re- 
fugiados en  su  territorio,  siempre  que  concurran  las  siguientes  cir- 
cunstancias: 

1.'  Que  la  Nación  que  reclama  el  delincuente  tenga  jurisdicción 
para  conocer  y  fallar  en  juicio  sobre  la  infracción  que  motiva 
el  reclamo; 

2.' — Que  la  infracción,  por  su  naturaleza  ó  gravedad,  autorice  la 
entrega; 

3.' — QuelaJíacion  reclamante  presente  documentos  que,  según  sus 
leyes  autoricen  la  prisión  y  el  enjuiciamiento  del  reo; 

4.' — Que  el  delito  no  esté  prescripto  con  an-eglo  á  la  ley  del  país 
reclamante; 

5.' — Que  el  reo  no  haya  sido  penado  por  el  mismo  delito  ni  cum- 
plido su  condena. 

Artículo  20. 

La  extnidicion  ejerce  todos  sus  efectos  sin  que  en  ningún  caso 
pueda  impedirla  la  nacionalidad  del  reo. 

Artículo  21. 

Los  hechos  que  autorizan  la  entrega  del  reo,  son  : 

1."  Respecto  á  los  presuntos  delincuentes,  lasintraccioues  que  según 
la  ley  penal  de  la  Nación  requeriente,  se  hallen  sujetos  á  una 
pena  privativa  de  la  libertad,  que  no  sea  menor  de  dos  años 
ú  otra  equivalente. 

2." — Respecto  de  los  sentenciados,  las  que  sean  castigadas  con  un 
año  de  la  misma  pena  como  mínimum. 

Artículo  22. 

No  son  susceptibles  de  extradición,  los  reos  de  los  siguientes 
delitos: 

El  duelo; 
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El  adulterio; 

Las  injurias  y  calumnias; 

Los  delitos  contra  los  cultos. 

Los  reos  de  delitos  comunes  conexos  con  cualquiera  de  los  ante- 
riormente enumerados,  están   sujetos  á  extradición. 

Artículo  23. 

Tampoco  don  mérito  á  la  extradición,  los  delitos  políticos  y  todos 
aquellos  que  atacan  la  seguridad  interna  ó  externa  de  un  Estado,  ni 
los  comunes  que  tengan  conexión  con  ellos. 

La  clasificación  de  estos  delitos  se  hará  por  la  Nación  requerida, 
con  arreglo  á  la  ley  que  sea  mas  favorable  al  reclamado. 

Artículo  24. 

Ninguna  acción  civil  ó  comercial  relacionada  con  el  reo  podrá  im- 
pedir su  extradición. 

Ai-tículo  25. 

La  entrega  del  reo  podrá  ser  diferida  mientras  se  halle  sujeto  á  la 
acción  penal  del  Estado  requerido,  sin  que  esto  impida  la  sustan- 
ciacion  del  juicio  de  extradición. 

Artículo  26. 

Los  individuos  cuya  extradición  hubiese  sido  concedida,  no  podrán 
ser  juzgados  ni  castigados  por  delitos  políticos  anteriores  á  la  extra- 
dición, ni  por  actos  conexos  con  ellos. 

Podrán  ser  juzgados  y  penados,  previo  consentimiento  del  Estado 
requerido,  acordado  con  arreglo  al  presente  Tratado,  los  delitos  sus- 
ceptibles de  extradición  que  no  hubiesen  dado  causa  ala  ya  concedida. 

Artículo  27. 

Cuando  diversas  Naciones  solicitaren  la  entrega  de  un  mismo  indi- 
viduo pt)r  razón  de  diferentes  delitos,  se  accederá  en  primer  término, 
al  pedido  de  aquella  en  donde  á  juicio  del  Estado  requerido  se 
hubiese  cometido  la  infracción  mas  grave.  Si  los  delitos  se  esti- 
masen de  la  misma  gravedad,  se  otorgaró  la  preferencia  á  la  que 
tuviese  la  prioridad  en  el  pedido  de  extradición ;  y  si  todos  los  pe- 
didos tuvieran  la  misma  fecha,  el  país  requerido  determinará  el  orden 
de  la  entrega. 
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Artículo  28. 

Si  después  de  verificada  la  entrega  de  un  reo  á  un  Estado,   sobrevi 
niese  respecto  del  mismo  individuo  un  nuevo  pedido  de  extradición  de 
parte  de  otro  Estado,  corresponderá  acceder  ó  no  al  nuevo   pedido,  á 
la  misma  Nación  que    verificó   la  primera   entrega,    siempre  que  el 
reclamado  no  hubiese  sido  puesteen  libertad. 

Artículo  29. 

Cuando  la  pena  que  haya  de  aplicarse  al  reo  sea  la  de  muerte,  el 
Estado  que  otorga  la  extradición,  podrá  exigir  sea  sustituida  por  la 
pena   inferior  inmediata. 

TÍTULO  IV. 

DEL   PROCEDIMIENTO  DE  EXTRADICIÓN. 

Artículo  30. 

Los  pedidos  de  extradición  serán  introducidos  por  los  agentes  di- 
plomáticos ó  consulares  respectivos,  y  en  defecto  de  estos,  direc- 
tamente de  gobierno  á  gobierno,  y  se  acnnipauarán  los  siguientes 
documentes  : 

1/  Respecto  de  los  presuntos  delincuentes,  copia  legalizada  de  la 
ley  [)eual  aplicable  á  Iti  infracción  que  motiva  el  pedido,  y  del 
auto  de  detención  y  demás  antecedentes  á  que  se  refiere  el 
inciso  3.°  del  artículo  19. 

2.* — Si  se  trata  de  un  sentenciado,  copia  legalizada  de  la  senten- 
cia condenatoria  ejecutoriada,  exhibiéndose  á  la  vez,  en  igual 
forma,  la  justificación  de  que  el  reo  ha  sido  citado,  y  represen- 
tado en  el  juicio  ó  declarado  legidinente  rebelde. 

Artículo  31. 

Si  el  Estado  requerido  considerase  improcedente  el  pedido  por  de- 
fectos de  forma,  devolverá  los  documentos  resi)ectivos  al  Gobierno  que 
lo  formuló,  expresando  la  causa  y  defectos  que  im[)iden  su  sustan- 
ciacion  judicial. 

Artículo  32. 

Si  el  pedido  de  extradición  hubiese  sido  introducido  en  debida 
forma,  el  Gobierno  requerido  remitirá  todos  los  antecedentes  al  juez  ó 
tribunal  competente,  quien  ordenará  la  prisión  del  reo  y  el  secues- 
tro de  los  objetos  concernientes  al  delito,  si  á  su  juicio  procediese 
tal  medida,  con  arreglo  á  lo  establecido  en  el  presente  Tratado. 
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Artículo  33. 

En  todos  los  casos  en  que  proceda  la  prisión  del  refugiado,  se  le 
hará  saber  su  causa  en  el  término  de  veinte  'y  cuatro  horas  y  que 
puede  hacer  uso   del  derecho  que  le  acuerda  el  artículo  siguiente. 

Artículo  34. 

El  reo  podrá,  dentro  de  tres  dias  perentorios  contados  desde  el 
siguiente  al  de  la  notificación,  oponerse  á  la  extradición,  alegando: 

1." — Que  no  es  la  persona  reclauíada; 

2.* — Los  defectos  de  forma   de    que  adolezcan  los  documentos  pre- 
sentados; 

3.** — La  improcedencia  del  pedido  de  extradición. 

Artículo  35. 

En  los  casos  en  que  í^se  necesaria  la  comprobación  délos  hechos 
alegados,  se  abrirá  el  incidente  á  prueba,  rigiendo  respecto  de  ella 
y  de  sus  términos  las  prescripciones  de  la  ley  procesal  del  Estado 
requerido. 

Artículo  36. 

Producida  la  prueba,  el  incidente  será  fallado  sin  mas  trámite, 
en  el  término  de  diez  dias,  declarando  si  hay  ó  nu  lugar  á  la  ex- 
tradición. 

Dicha  resolución  será  apelable  dentro  del  término  de  tres  dias,  para 
ante  el  tribunal  competente,  el  cual  pronunciará  su  decisión  en  el 
plazo  de  cinco  dias. 

Artículo  37. 

Si  la  sentencia  fuese  favorable  al  pedido  de  extradición,  el  tribu- 
nal que  pronunció  el  fallo,  lo  hará  saber  inmediatamente  al  Poder 
Ejecutivo,  á  fin  de  que  provea  lo  necesario  para  la  entrega  del  de- 
lincuente. 

Si  fuese  contraria,  el  juez  ó  tribunal  ordenará  la  inmediata  liber- 
tad del  detenido,  y  lu  comunicará  al  Poder  Ejecutivo,  adjuntando 
copia  de  la  sentencia,  para  que  la  ponga  en  conocimiento' del  Gobier- 
no requeriente. 

En  los  casos  de  negativa  por  insuficiencia  de  documentos,  debe  re- 
abrirse el  juicio  de  extradición,  siempre  que  el  Gobierno  reclamante 
presentase  otros,  6  complementase  los  ya  presentados. 
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Artículo  38. 

Si  el  detenido  manifestase  su  conformidad  con  el  pedido  de  extra* 
dicion,  el  juez  ó  tribunal  labrará  acta  de  los  términos  en  que  esa 
conformidad  haya  sido  prestada,  y  declarará,  sin  mas  trámite,  la  pro- 
cedencia de  la  extradición. 

Artículo  39. 

Todos  los  objetos  concernientes  al  delito  que  irotiva  la  extradición 
y  que  se  hallaren  en  poder  del  reo,  serán  remitidos  al  Estado  que 
obtuvo  la  entrega. 

Los  que  se  hallaren  en  poder  de  terceros,  no  serán  remitidos  sin 
que  los  poseedores  sean  oidos  previamente  y  resuéltose  las  excepcio- 
nes que  opongan. 

Artículo  40. 

En  los  casos  de  hacerse  la  entrega  del  reo  por  la  vía  terrestre, 
corresponderá  al  Estado  requerido  efectuar  la  traslación  del  inculpa- 
do hasta  el  punto   mas  adecuado  de  su  frontera. 

Cuando  la  traslación  del  reo  deba  efectuarse  por  la  vía  marítima 
ó  fluvial,  la  entrega  se  hará  en  el  puerto  mas  apropiado  de  embar- 
que, á  los  agentes  que  debe  constituir  la  Nación  requeriente. 

El  Estado  requeriente  podrá,  en  todo  caso,  constituir  uno  ó  mas 
agentes  de  seguridad;  pero  la  intervención  de  éstos  quedará  subor- 
dinada á  los  agentes  6  autoridades  del  territorio  requerido  ó  del  de 
tránsito. 

Artículo  41. 

Cuando  para  la  entrega  de  un  reo,  cuya  extradición  hubiese  sido 
acordada  por  una  Nación  á  favor  de  otra,  fuese  necesario  atravesar 
el  territorio  de  un  Estado  intermedio,  el  tránsito  será  autorizado  por 
éste  sin  otro  requisito  que  el  de  la  exhibición  por  la  vía  diplomática 
del  testimonio  en  forma  del  decreto  de  extradición,  expedido  por  el 
Gobierno  que  la  otorgó. 

8i  el  tránsito  fuese  acordado,  regirá  lo  dispuesto  en  el  inciso  3.* 
del  artículo  anterior. 

Artículo  42. 

Los  gastos  que  demande  la  extradición  del  reo.  serán  por  cuenta  del 
Estado  requerido  hasta  el  momento  de  la  entrega,  y  desde  entonces 
á  cargo  del  Gobierno  requeriente. 
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Artículo  43. 

Cuando  la  extradición  fuese  acordada  y  se  tratase  de  un  enjuicia- 
do, el  Gobierno  que  la  hubiese  obtenido,  comunicará  al  que  la  con- 
cedió, la  sentencia  definitiva  recaída  en  la  causa  que  motivó 
aquella. 

TÍTULO  V. 

DE  LA  PRISIÓN  PREVENTIVA. 

Artículo  44. 

Cuando  los  Gobiernos  signatarios  reputasen  el  caso  urgente,  podrán 
solicitar  por  la  vía  postal  ó  telegráfica,  que  se  proceda  administrativa- 
mente al  arresto  provisorio  del  reo,  así  como  á  la  seguridad  de  los 
objetos  concernientes  al  delito,  y  se  accederá  al  pedido,  siempre  que 
se  invoque  la  existencia  de  una  sentencia  ó  de  una  orden  de  pri- 
sión y  se  determine  con  claridad  la  naturaleza  del  delito  castigado 
ó  perseguido. 

Artículo  45. 

El  detenido  será  puesto  en  libertad,  si  el  Estado  requeriente  no 
presentase  el  pedido  de  extradición  dentro  de  los  diez  dias  de  la  lle- 
gada del  primer  correo  despachado  después  del  pedido  de  arresto 
provisorio. 

Artículo  46. 

En  todos  los  casos  de  prisión  preventiva,  las  responsabilidades  que 
de  ella  emanen  corresponden   al  Gobierno  que  soliciüS  la  detención. 

DISPOSICIONES  GENERALES. 

Artículo  47. 

No  es  indispensable  para  la  vigencia  ái\  este  Tratado  su  ratifica- 
ción simultánea  por  todas  las  Naciones  signatarias.  La  que  lo 
apruebe  lo  comunicará  á  los  Gobiernos  de  las  Repúblicas  Argenti- 
na y  Oriental  del  Uruguay  para  que  lo  hagan  saber  á  las  demás 
Naciones  Contratantes.  Este  procedimiento  hará  las  veces  de 
canee. 

Artículo  48. 

Hecho  el  cange  en  la  forma  del  artículo  anterior,  este  Tratado 
quedará  en  vigor  desde  ese  acto  por  tiempo  indefinido. 
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Artículo  49. 

Si  alguna  de  las  Nacioues  signaüirias  creyese  conveDieute  desligar- 
se del  Tratado  ó  introducir  modificaciones  en  él,  lo  avisará  á  las 
demás;  pero  no  quedará  desligada  sino  dos  afios  después  de  la  de- 
nuncia, término  en  que  se  procurará  llegar  á  un  nuevo  acuerdo. 

Artículo  50. 

Las  estipulaciones  del  presente  Tratado  solo  serán  aplicables  á  los 
delitos  perpetmdos  durante  su  vigencia. 

Artículo  51. 

El  ai*tículo  47  es  extensivo  á  las  Naciones  que  no  habiendo  concu- 
rrido á  este  Congreso,  quisieran  adherirse  al  presente  Tratado. 

En  fe  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  délas  Naciones  mencionadas» 
lo  firman  y  sellan  en  el  número  de.  .  .  ejemplares,  en  Montevideo 
á  los.  .  .  dias  del  mes  de  Enero  del  añ»  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  nueve. 

(L.  S.)  Siguen  las  firmas  de  los  Señores  Plenipotenciarios. 

TRATADO   m  DERECnO  PKOrKSAL. 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República,  et<í.,  etc.,  han  convenido  en 
celebrar  un  Tratado  de  Derecho  ProcesJíl,  |>or  medio  de  sus  Pleni- 
potenciarios, reunidos  en  Con«>reso,  en  la  Ciudad  de  Montevideo,  por 
iniciativa  de  los  Gobiernos  de  las  Repúblicas  Argentina  y  Oriental 
del  Uruguay,  estando  representados: 

S.   E.  el  Presidente  de  la  Re|)ública por  el  Señor  Doctor 

Don 

Quienes,  previa  exhibición  de  s'.is  Plenos  Poderes,  que  hallaron  en 
debida  forma,  y  después  de  las  conferencias  y  discusiones  del  caso, 
han  acordado  las  estipulaciones  siijuientes: 

TÍTULO  I. 

PRINCIPIOS     GENERALES. 

Artículo  1.' 

Los  juicios  y  sus  incidencias,  cualquiera  quesea  su  naturaleza,  se 
tramitarán  con  arreglo  á  la  ley  de  procedimientos  de  la  Nación,  en 
cuyo  territorio  se  promuevan. 
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Artículo  2/ 

Las  pruebas  se  admitirán  y  apreciarán  según  la  ley  á  que  esté 
sujeto  el  acto  jurídico,  materia  del  proceso. 

Se  exceptúa  el  género  de  pruebas  que  por  su  naturaleza  no  auto- 
rice la  ley  del  lugar  en  que  se  sigue  el  juicio. 

TÍTULO   IL 

DK   LAS    LEGALIZACIONES. 

Artículo    3." 

Las  sentencias  ó  laudos  homologados  expedidos  en  asuntos  civiles 
y  comerciales,  las  escrituras  públicas  y  demás  documentos  auténticos 
otorgados  por  los  funcionarios  de  un  Estado,  y  los  exhortos  y  cartas 
rogatorias  surtirán  sus  efectos  en  los  otros  Estados  signatarios,  con 
arreglo  alo  estipulado  en  este  Tratado,  siempre  que  estén  debida- 
mente legalizados. 

Artículo  4.* 

La  legalización  se  considera  hecha  en  debida  forma,  cuando  se 
practica  con  arreglo  á  las  leyes  del  país  de  donde  el  documento  proce- 
de, y  éste  se  halla  autenticado  por  el  agente  diplomático  ó  consular 
que  en  dicho  país  ó  en  |la  localidad  tent^a  acreditado  el  Gobierno 
del  Estado  en  cuyo  territorio  se  pide  la  ejecución. 

TÍTULO  IIL 

DEL  CUMPLIMIENTO  DE  LOS  EXHORTOS,  SENTENCIAS  Y  FALLOS  ARBITRALES. 

Artículo  5.* 

Las  sentencias  y  fallos  arbitrales  dictados  en  asuntos  civiles  y  co- 
merciales en  uno  de  los  Estados  signatarios,  tendrán  en  los  territo- 
rios de  los  demás,  la  misma  fuerza  que  en  el  país  en  que  se  han 
pronunciado,  si  reúnen  los  requisitos  siguientes  : 

(a)  Que  la  sentencia  6  fallo  haya  sido  expedido  por  tribunal  com- 
petente en  la  esfera  internacional; 

(h)  Que  tenga  el  carácter  de  ejecutoriado  ó  pasado  en  autoridad 
de  cosa  juzgada  en  el  Esüido  en  que  se  ha  expedido; 

(c)  Que  la  parte  contra  quien  se  ha  dictado,  haya  sido  legalmente 
citada  y  representada  ó  declarada  rebelde,  conforme  á  la  ley 
del  país  en  donde  se  ha  seguido  el  juicio; 

(d)  Que  no  se  oponga  á  las  leyes  de  orden  público  del  país  de  su 
ejecución. 


Artículo  6/ 

Los  documentos  indispensables   para  solicitar  el  cumplinniento  de 
las  sentencias  y  tallos  arbitrales,  si m  los  siguientes: 

(a)  Copia  íntegra  de  la  sentencia  ó  fallo  arbitral; 

(b)  Copia  de  las  pieza<?  necesarias  para  acreditar  que  las  partes 
han  sido  citadas; 

(c)  Copia  auténtica  del  auto  en  que  se  declare  que  la  sentencia  ó 
laudo  tiene  el  carácter  <le  ejecutoriado  (')  pasado  en  autoridad 
de  cosa  juzgada,  y  de  las  le-i's  en  ijue  dicho  auto  se  funda. 

Articulo  7/ 

El  carácter  ejecutivo  6  de  ai^reinio  de  las  sentencias  ó  fallos  arbi- 
trales, y  el  juicio  á  que  su  cunipüniiento  dé  lugnr,  semn  los  i^ue  de- 
termine la  ley  de  procediniieutos  del  Estado  en  donde  se  pide  la 
ejecución. 

Artículo  8." 

Los  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  como  son  los  inventarios, 
apertura  de  testamentos,  tiis.iciones  ú  otros  semejantes,  practicados  en 
un  Estado,  tendrán  en  los  demás  Estados  el  mismo  valor  que  si  se 
hubiesen  realizado  en  su  j)ropio  territorio,  con  tal  de  que  reúnan  los 
requisitos  establecidos  en  los  artículos  anteriores. 

Artículo  9." 

Los  exhortos  y  cartas  rogatorias  (jue  tengan  por  objeto  hacer  no- 
tificaciones, recibir  declaraciones  ó  [»racticar  cualquiera  otra  diligen- 
cia de  carácter  judicial,  se  cumplirán  en  los  Pastados  signatarios, 
siempre  que  dichos  exhortos  ó  cartas  rogatorias  reúnan  las  condicio- 
nes establecidas  en  este  Tnitado. 

Artículo   10. 

Cuando  los  exhortos  ó  cartns  rogatorias  se  refieran  á  embargos, 
tasaciones,  inventarios  ó  diligencias  [)reveiitivas,  el  juez  exhorüido 
proveerá  lo  que  fuere  necesari'^^^  respecto  al  nombramiento  de  peritos, 
tasadores,  depositarios  y  en  general  á  todo  aquello  que  sea  condu- 
cente al  mejor  cumplimiento  de  la   comisión. 

Artículo  11. 

Los  exhortos  y  cartas  rogatorias  se  diligenciarán  con  arreglo  á  las 
leyes  del  país  en  donde  se  pide  la  ejecución. 
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Artículo  12. 

Los  interesados  en  la  ejecución  de  los  exliortosy  cartas  rogatorias, 
podrán  constituir  apoderados,  siendo  de  su  cuenta  los  gastos  que 
estos  apoderados  y  las  diligencian'    ocasionen. 

DISPOSICIONláS    GENERALES. 

Artículo  13. 

No  es  indispensable  para  la  vigencia  de  aste  Tratado  su  ratificación 
simultánea  por  todas  las  Naciones  signatarias.  La  que  lo  apruebe 
lo  comunicará  á  los  Gobiernos  de  las  Repúblicas  Argentina  y  Oriental 
del  Uruguay,  para  que  lo  hagan  saber  á  las  demás  Naciones  Con- 
tratantes.   Este   procedimiento    hará  las  veces  de  cange. 

Artículo  14. 

Hecho  el  cange  en  la  forma  del  artículo  anterior,  este  Tratado 
quedará  en  vigor  desde  ese  acto  por  tiempo  indefinido. 

Artículo  15. 

Si  alguna  de  las  Naciones  signatarias  creyese  conveniente  desli- 
garse del  Tratado  ó  introducir  modificaciones  en  él,  lo  avisará  á  las 
demás;  pero  no  quedará  desligada  sino  dos  años  después  de  la  de- 
nuncia, término  en  que  se  procurará  llegar  á  un  nuevo  acuerdo. 

Artículo  16. 

El  artículo  13  es  extensivo  á  l-as  Naciones  que  no  habiendo  con- 
currido á  este  Congreso,   quisieran  adherirse   al  presente  Tratado. 

En  fe  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de  las  Naciones  mencio- 
nadas, lo  firman  y  sellan  en  el  número  de ejemplares,  en  Mon- 
tevideo, á  los dias  del  mes  de  Enero  del  año  de  mil  ochocientos 

ochenta  y  nueve. 

(L.  S.)    Siguen  las  firmas  de  los  Señores  Plenipotenciarios. 

El  inciso  d  del  artículo  5."  del  proyecto  de  Tratado  de  Derecho 
Procesal,  fué  restablecido  por  indicación  del  Señor  Doctor  de  Andradé 
Figueira. 

El  Honorable  Congreso  resolvió  que  la  próxima  Sesión  tuviese 
lugar  el  dia  9  del  corriente. 
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La  Sesión  se  levanta  á  las  5.20  p.  m. 

Ild.  Gabcia  Lagos 

PnddoDto. 

EoQUE  Saenz  PeSía 
Manl.  Quintana 
Sgo.   Vaca-Güzman 

DoiaNGOS    DE  AnDBADE  FiaUEIBA 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

Benj.  Ageval 

Cesáreo  Chagaltana 
M.  M.  Gálvez 


ACTA  NÜM.  24. 

SESIÓN  DEL  9  DE  ENERO  DE  1889. 

Presidencia  del  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña. 

Estando  presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  SeSíor  Doctor  Dox  Eoquk  Saenz  Pe.Sía; 
El  Se^or  Doctor  Don  Manuel  Quintana. 

Por  la  BepiihUca  de  Bolivia: 

"El  SeíJor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman. 

Por  el  Imperio  del  Brasil : 

El  Sbííor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira. 

Por  la  RepiMica  d/i  Chile: 

El  SeSíor  Don  Guillermo  Matta; 
El  SeSor  Don  Belisario  Prats. 

Por  la  Repüblica  del  Paraguay: 

El  SeíJür  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Se5íor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

Poi'  la  Repüblica  del  Perú: 

El  Se5^ob  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Seí^or  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez. 

Por  la  Repüblica  Oriental  del  Uruguay: 

El  Se5?or  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 


La  Sesión  se  abre  ¿  las  2.35  p.  m. 

Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

El  Honorable  Congreso  se  constituyó  en  Comisión  General  para 
considerar  las  cor^eccione^  de  forma,  introducidas  por  la  Comisión 
respectiva,  en  los  proyectos  de  Tratados  referentes  á  Propiedad  Li- 
teraria y  Artística,  y  á  Propiedad  Industrial. 

Por  moción  del  Señor  Doctor  Quintana,  el  Honorable  Congreso 
resíílvió,  que  el  proyecto  de  Tratado  relativo  á  Propiedad  Industrial, 
se  dividiese  en  dos,  uno  sobre  Marcas  de  Fábrica  y  de  Comercio,  y 
otro  sobre  Patentes  (le  Invención. 

Los  proyectos  de  Tratados  de  la  referencia,  quedaron  aprobados  en 
los  términos  siguientes: 


TlüTADO  SOBRE  PROPlEDAl)   L1TER\R[A  Y  \RT1STICA. 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República,  etc.,  etc.,  han  convenido  en 
celebrar  un  Tratado  sobre  Propiedad  Liteniria  y  Artística,  por  medio 
de  sus  Plenipotenciarios,  reunidos  en  Congreso,  en  la  Ciudad  de 
Montevideo,  por  iniciativa  de  los  Gobiernos  de  las  Repúblicas  Argen- 
tina y  Oriental  del  Uruguay,  estando  representados: 

S.  E.  el   Presidente  de  la   República por  el   Señor   Doctor 

Don 

Quienes,  previa  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  que  hallaron  en 
debida  forma,  y  después  de  las  conferencias  y  discusiones  del  caso, 
han  acordado  las  estipulaciones  siguií*ntes: 

Artículo  1." 

Los  Estados  signatarios  se  comprometen  á  reconocer  y  proteger 
los  derechos  de  la  propiedad  literaria  y  artística,  en  conformidad 
con  las  estipulaciones  del  presente  Tratado. 

Artículo  2." 

El  autor  de  toda  obra  literaria  ó  artística  y  sus  sucesores,  gozarán 
en  los  Estados  signatarios  de  los  derechos  que  les  acuerde  la  ley 
del  Estado  en  que  tuvo  lugar  su  primera  publicación   ó  producción. 

Artículo  3.' 

El  derecho  de  propiedad  de  una  obra  literaria  ó  artística,  com- 
prende para  su  autor,  la  facultad  de  disponer  de  ella,  de  publicarla, 
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de  enajenarla,  de  traducirla  o  de  autorizar  su  traducción,  y  de  repro- 
ducirla en  cualquiera  forma. 

Artículo  4/ 

Ningún  Estado  estará  obli^^ado  á  reconocer  el  derecho  de  propie- 
dad literaria  6  artística,  por  mayor  tieuipo  del  que  rija  para  los 
autores  que  en  él  obtengan  ese  derecho.  Este  tiempo  podrá  limi- 
tarse al  señalado  en  el   país  de  origen,  si  fuere  menor. 

Artículo  5." 

En  la  ex[>n'sion  ohras  Jiferarias  y  artísticas,  se  comprende  los  li- 
bros, foILtos  y  cualesquiera  otros  escritos;  las  obras  dramáticas  ó 
dramático-nuisi«:ales,  las  coreográíioas,  las  composiciones  musicales 
con  ó  sin  palabras;  los  dibujos,  las  pinturas,  las  esculturas,  los  gra- 
bados; las  obras  fotográficas,  las  litografías,  las  cartas  geográficas,  los 
planos,  cróíjuis,  y  trabajos  plásticos  relativos  á  geografía,  á  topografía, 
arquitectura  ó  á  ciencias  en  general;  y  en  fin  se  comprende  toda 
producción  del  dominio  literario  (')  artístico  que  pueda  publicarse  por 
cualquier  modo  de  impresión  ó  reproducción. 

Artículo  H.° 

Los  traductores  de  obras  acerca  de  las  cuales  no  exista  ó  se  haya 
extinguido  el  derecho  de  pr(>[)iedad  garantido,  gozarán  respecto  de 
sus  traducciones  de  los  derech'vs  declarados  en  el  artículo  3.*,  mas  nfc 
podrán  imi)edir  la  publicación  de  otras  traducciones  de  la  misma  obra. 

Artículo  7." 

Los  artículos  de  periódicos  podrán  reproducirse,  citándose  la  publi- 
cación de  donde  se  toman.  Se  exceptúan  los  artículos  que  versen 
sobre  ciencias  y  artes,  y  cuya  reproducción  se  hubiera  prohibido 
expresamente  por  sus  autores. 

Artículo  ^: 

Pueden  publicarse  en  la  prensa  periódica  sin  necesidad  de  autori- 
zación alguna,  los  discursos  pronunciados  ó  leídos  en  las  asambleas 
deliberantes,  ante  los  tribunales  de  justicia,  ó  en  las  reuniones 
públicas. 

Artículo  9." 

Se  consideran  reproducciones  ilícitas,  las  apropiaciones  indirectas 
no  autorizadas,  de  una  obra  literaria  ó  artística  y  que  se  designan 
con  nombres  diversos,  como  adaptaciones,    arreglos,  etc.,  etc.,  y  c^üe 
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no  80D  mas  aue  reproducción  de  aquella,  sin  presentar  el  carácter  de 
obra  original. 

Artículo  10. 

Los  derechos  de  autor  se  reconocerán,  salvo  prueba  en  contrarío, 
á&vordelas  personas  cuyos  nombres  ó  seudónimos  estén  indicados 
en  la  obra  literaria  ó  artística. 

Si  los  autores  quisieren  reservar  sus  nombres,  deberán  expresar 
los  editores  que  á  ellos  corresponden  los  derechos  de  autor. 

Artículo  11. 

Las  responsabilidades  en  que  incurran  los  que  usurpen  el  derecho 
de  propiedad  literaria  ó  artística,  se  ventilarán  ante  los  tribunales  y 
se  regirán  por  las  leyes  del  país  en  que  el  fraude  se  haya  cometido. 

Artículo  12. 

El  reconocimiento  del  derecho  de  propiedad  de  las  obras  literarias 
ó  artísticas,  no  priva  á  los  Estados  signatarios  de  la  facultad  de  pro- 
hibir, con  arreglo  á  sus  leyes,  que  se  reproduzcan,  publiquen,  cir- 
culen, representen  ó  expongan,  aquellas  obras  que  se  consideren 
contrarias  á  la  moral  ó  á  las  buenas  costumbres. 

Artículo  13. 

No  es  indispensable  para  la  vigencia  <ie  este  Tratado  su  ratifica- 
ción simultánea  por  todas  las  Naciones  signatarias.  La  que  lo  apruebe 
lo  comunicará  á  los  Gobiernos  de  las  Repúblicas  Argentina  y 
Oriental  del  Uruguay,  para  que  lo  hagan  saber  á  las  demás  Nacio- 
nes Contratantes.     Este  procedimiento  hará  las  veces  de  cange. 

Artículo  14. 

Hecho  el  cange  en  la  forma  del  artículo  anterior,  este  Tratado 
quedará  en  vigor  desde  ese  acto  por  tiempo  indefinido. 

Artículo  15. 

Si  alguna  de  las  Naciones  signatarias  creyese  c( inveniente  desli- 
garse del  Tratado  ó  introducir  modificaciones  en  él,  lo  avisará  á  las 
demás ;  pero  no  quedará  desligada  sino  dos  años  después  de  la  de- 
nuncia, término  en  que  se  procurará  llegará  un  nuevo  acuerdo. 

Artículo  16. 

El  artículo  13  es  extensivo  á  las  Naciones  que  no  habiendo  con- 
currido á  este  Ciongreso,  quisieran  adherirse  al  presente  Tratado. 
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En  fe  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de  las  Naciones  mencio- 
nadas, lo  firman  y  sellan  en  el  número  de ejemplares,  en  Mon- 
tevideo, á  los dias  del  mes  de  Enero  del  año  de  mil  ochocientos 

ochenta  v  nueve. 

(L.  S.)  Siguen  las  firmas  de  los  Señores  Plenipotenciarios. 


TRATADO  SOBRE    MARCAS  DE  COMERCIO   Y  DE  FABRICA- 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República,  etc.,  etc.,  han  convenido  en 
celebrar  un  Tratado  sobre  Marcas  de  Comercio  y  de  Fábrica,  por 
medio  de  sus  Plenipotenciarios,  reunidos  en  Congreso,  en  la  Ciudad 
de  Montevideo,  por  iniciativa  de  los  Gobiernos  de  las  Repúblicas 
Argentina  y  Oriental  del  Urugua3%  estando  representados : 

S.  E.  el   Presidente  de  la   República por  el  Señor  Doctor 

Don 

Quienes,  previa  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  que  hallaron  en 
debida  forma,  y  después  de  las  conferencias  y  discusiones  del  caso, 
han  acordado  las  estipulaciones  siguientes: 

Artículo  1." 

Toda  persona  á  quien  se  conceda  en  uno  de  los  Estados  signatarios, 
el  derecho  de  usar  exclusivamente  una  marca  de  comercio  ó  de  fá- 
brica, gozará  del  mismo  privilegio  en  los  demás  Estados,  con  sujeción 
á  las  formalidades  y  condiciones  establecidas  por  sus  leyes 

Artículo  2.* 

La  propiedad  de  una  marca  de  comerciojó  de  fábrica,  comprende 
la  facultad  de  usarla,  trasmitirla  ó  enajenarla. 

Artículo  3." 

Se  reputa  marca  de  comercio  6  de  fábrica,  el  signo,  emblema  ó 
nombre  externo  que  el  comerciante  ¡ó  fabricante  adopta  y  aplica  á 
sus  mercaderías  y  productos,  para  distinguirlos  de  los  de  otros  in- 
dustriales 6  comerciaiites  que  negocian  en  artículos  de  la  misma 
especie. 

Píutenecen  también  á  esta  clase  de  marcas,  las  llamadas  dibujos 
de  fábrica  ó  labores  que,  por  nuniio  del  tejido  ó  de  la  impresión,  se 
estampan  en  el  producto  mismo  que  se  pone  en  venta. 

Artículo  4." 
Las  falsificaciones  y  adulteraciones  de  las  marcas   de  comercio  y 
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de  fabricarse  perseguirán  ante  los  tribuDales  con  arreglo  á  las  leyes 
del  Fletado  en  cuyo  territorio  se  cometa  el  fraude. 

Artículo5/ 

No  es  indispensable  para  la  vigencia  de  este  Tratado  su  ratificacioD 
simultánea  por  todas  las  Naciones  signatarias.  La  que  lo  apruebe 
lo  comunicará  á  los  Gobiernos  de  las  Repúblicas  Argentina  y  Orien- 
tal del  Uruguay,  paní  que  lo  hagan  saber  á  las  domas  Naciones 
Contratantes.    Este  procedimiento  haró  las  veces  de  cange. 

Artículo  6.' 

Hecho  el  cange  en  la  forma  del  articulo  anterior,  este  Tratado 
quedará  en  vigor  desde  ese  acto  por  tiempo  indeíinuio. 

Artículo  ?.• 

Si  alguna  de  las  Naciones  sigiintariiis  creyese  coiiveniente  desli- 
garse del  Tratado  6  introducir  morliíicaciones  en  él,  lo  avisará  á  las 
demás;  pero  no  quedará  desligada  sino  dos  años  después  de  la  de- 
nuncia, término  en  que  se  procurará   llegíir  á  un  nuevo  acuerdo. 

Articule»  8/ 

El  artículo  5."  es  extensivo  á  las  Naciones  que  no  habiendo  con- 
currido á  este  Congreso,  quisieran  adherirse  al  presente  Tratado. 

En  fe  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de  las  Naciones  menciona- 
das, lo  ñrman  y  selUm  en  el  número  de. . . .  ejemi)lares,  en  Mon- 
tevideo, á  los. ...  . .  dias  del  mes  de  Enero  del  año  de  mil  ochocien- 
tos ocheuta  y  nueve. 

(L.  S.)  Si{fucn  las  firmas  de  los  Señores  Pleuipoteiiciarios. 

TRATADO  SOltlíE  l'ATtNTKS  DE  INVENCIÓN- 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República,  etc.,  etc., han 

convenido  en  celebrar  un  Tratado  sobre  Patentes  de  InvíMicion,  por 
medio  de  sus  Plenipotenciarios,  reuni<ios  en  Congreso,  en  la  Ciudad 
de  Montevideo,  por  iniciativa  de  los  Gobiernos  de  las  Repúblicas  Ar 
gentina  y  Oriental  del  Uruguay,  estando  representa  Jos: 

S.  E.  el  Presidente  de    la    República por   el   Señor  Doctor 

Don 

Quienes,  previa  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  (jue  hallaron 
en  debida  forma,  y  después  de  las  conferencias  y  discusiones  del 
caso,  han  acordado  las  estipulaciones  siguientes : 
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Artículo  1/ 

Toda  persona  que  obtenga  patente  ó  privilegio  de  invención  en 
alguno  de  los  Estados  signatarios,  disfrutará  en  los  demás,  de  los 
derechos  de  inventor,  si  en  el  térn^ino  máximo  de  un  año,  hiciese 
registrar  su  patente  en  la  forma  determinada  por  las  leyes  del  país 
en  que  pidiese  su  reconocimiento. 

Articulo  2." 

El  número  de  años  del  privilegio  .'era  el  que  fijen  las  leyes  del 
pais  en  que  se  pretenda  hpccrlo  efectivo.  Ese  plazo  podrá  ser  limi 
tado  al  señalado  por  las  leyes  del  Estado  en  que  primitivamente 
se  acordó  la  patente,  si  fuese  menor. 

Artículo    3/ 

Las  cuestiones  que  se  susciten  sobre  la  prioridad  de  la  invención, 
se  resolverán  teniendo  en  cuenta  la  fecha  de  la  solicitud  de  las  pa- 
tentes respectivas,  en  los  países  en  que  se  otorgaron. 

Artículo  4." 

Se  considera  invención  ó  descubrimiento,  un  nuevo  modo,  apara- 
to mecánico  ó  inanual,  que  sirva  para  fabricar  productos  industriales; 
el  descubrimiento  de  un  nuevo  producto  industrial  y  la  aplicación 
de  medios  perfeccionados  con  el  objeto  de  conseguir  resultados  supe- 
riores á  los  va  conocidos. 

No  podrán  obtener  patente: 

1."  Las  invenciones  y  descubrimientos  que  hubieran  tenido  publi- 
cidad en  alguno  de  los  Estados  siíjnatarios,  ó  en  otros  que  no 
estén  ligados  por  este  Tratado; 

2.**  Las  que  fueran  contrarias  á  la  moral  y  á  las  leyes  del  país  en 
donde  las  patentes  de  invención  hayan  de  expedirse  ó  de  reco- 
nocerse. 

Artículo  5.** 

El  derecho  de  inventor  comprende  la  facultad  de  disfrutar  de  su 
invención  y  de  transferirUi  á  otros. 

Artículo  6.' 

Las  responsabilidades  civiles  y  criminales  en  que  incurran  los  que 
dañen  el  derecho  del  inventor,  se  perseguirán  y  penarán  con  arreglo 
á  las  leyes  del  país  en  que  se  haya  ocasionado  el  perjuicio. 


**\»v^ 


Artículo  7.' 

No  es  indispensable  para  la  vigencia  de  este  Tratado  su  ratificación 
simultánea  por  todas  las  Naciones  signatarias.  La  que  lo  apruebe  lo 
comunicará  á  los  Gobiernos  de  las  Repúblicas  Argentina  y  Oriental 
del  Uruguay,  para  que  lo  hagan  saber  á  las  demás  Naciones  Contra- 
tantes.    Este  procedimiento  hará  las  veces  de  cange. 

Artículo  8.' 

Hecho  el  cange  en  la  forma  del  artículo  anterior,  este  Tratado 
quedará  en  vigor  desde  ese  acto  por  tiempo  indefinido. 

Artículo   9/ 

Si  alguna  de  las  Naciones  signatarias  creyese  conveniente  desligar- 
se del  Tratado  ó  introducir  modificaciones  en  él,  lo  avisai*á  á  las  de- 
mas;  pero  no  quedará  desligada  sino  dos  años  después  de  la  denuncia, 
término  en  que  se  procurará  llegar  á  un  nuevo  acuerdo. 

Articulo  10. 

El  artículo  7.'  es  extensivo  á  las  Naciones  que  no  habiendo  con- 
currido á  este  Congreso,  quisieran  adherirse  al  presente  Tratado. 

En  fe  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de  las  Naciones  menciona- 
das, lo  firman  v  sellan  en  el  número  de ejemplares,  en  Montevi- 
deo, á  los dias  del  mes   de  Enero  del  año  de  mil   ochocientos 

ochenta  y  nueve. 

(L.  S.)  Siguen  las  firmas  de  los  Señores  Plenipotenciarios. 

El  Señor  Doctor  de  Andradc  Fij^ueira  |)ropnso  los  siguientes  artí- 
culos, destinados  á  garantir  la  ejecución  de  los  Tratados  que  quedan 
trascritos: 

Artículo. . . . 

La  ejecución  de  las  obligaciones  recíprocas  contenidas  en  el  pre- 
sente Tratado,  está  subordinada,  tanto  cuanto  fuere  necesario,  al 
cumplimiento  de  las  formalidades  y  ret¿:las  establecidas  por  las  leyes 
constitucionales  de  aquellas  de  las  Altas  Partes  Contratantes  que 
deben  provocar  su  aplicación,  6  que  ellas  se  obligan  á  hacer  en  el 
mas  breve  plazo  posible. 

Artículo. . . . 

Los  Estados  Contratantes  que  no  posean  aún  leyes  para  todos  los 


ACTA  NÜM.  25. 

SESIÓN  DEL  11  DE  ENERO  DE  1889. 

Presidencia  del  Señor   Doctor   Don  Roque  Saenz  Peña. 
Estando  presentes: 

Por  la  BepiMica  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  PeSía; 

El  Señor  Doctor  Don  Manl^l  Quintana. 

For  la  Reptiblica  de  Bólivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman. 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Fiqüeira. 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats. 

Por  la  Bepühlica  del  Paraguay. 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 

El  Señor  Doctor  Don   José  Z.  Caminos. 

Por  la  Bepühlica  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  MarJa  Gálvez. 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 
La  Sesión  se  abre  á  las  2.40  p.  m. 


ACTA  NÜM.  25. 

SESIÓN  DEL  II  DE  ENERO  DE  1889. 

Presidencia  del  Sefior   Doctor   Don  Roque  Saenz  Peña. 
Estando  presentes: 

For  la  República  Argentina: 

El  SeSJür  Doctor  Don  Roque  Saenz  PeS^a; 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana. 

For  la  República  de  Solivia: 

El  Se5?or  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Güzman. 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Se5^or  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figüeira. 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Seí^or  Don  Guillermo  Matta; 

El  SeíJor  Don  Belisario  Prats. 

Por  la  Repiihlica  del  Paraguay, 

El  Seííor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 

El  Seiíor  Doctor  Don   José  Z.  Caminos. 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Seiíor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 

El  SeSíor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez. 

Por  la  RepiMica  Oriental  del  Uruguay: 
El  SeíÍor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 
La  Sesión  se  abre  á  las  2.40  p.  m. 
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Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

El  Scfior  Presidente  consultó  si  el  Honorable  Congreso  debía  ó  na 
ocuparse  en  la  presente  Sesión,  de  los  artículos  adicionales  al  Trata* 
do  sobre  Propiedad  Literaria  y  Artística  y  sobre  Propiedad  Industrial, 
presentados  i^nteriormente  por  el  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueiía» 

El  Sefior  Matta  considera  conveniente  postergar  la  discusión  de 
esos  artículos  hasta  después  de  terminados  los  Tratados  pendientes, 
porque  entiende  que  ellos  se  refieren  á  todos  los  Convenios.  Ahora 
bien:  si  el  Honorable  Congreso  determinara  que  se  discutieran  en 
esta  Sesión,  se  opondría  á  la  admisión  de  ellos;  pues  los  cree  perfecta- 
mente comprendidos  en  el  artículo  1"  y  en  los  subsiguientes  del 
Tratado  sobre  Propiedad  Literaria,  y  ademas,  porque  aquellas  Nacio- 
nes que  no  tengan  leyes  para  proteger  la  propiedad  literaria,  tal 
como  se  han  comprometido  en  el  Tratado,  las  dictarán  tan  pronto 
como  puedan. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  manifestó:  que  decide  que 
los  Gobiernos  se  comprometen  á  garantir  el  derecho  de  propiexiad  pe 
una  ley  interna,  la  obligación  de  dictarla  en  cada  país,  es  una  necv 
sidad.  Supone  que  el  Tratado  tal  como  está  no  tendría  ningín 
efecto  positivo. 

El  Señor  Presidente  pregunta  al  Señor  Matta  si  insiste  en  su  i  idi- 
cacion  de  aplazar  la  discusión  de  q.?>íQí  asunto. 

El  Señor  Matta  expresó:  que  insistía  en  ella,  porque  está  en  des- 
acuerdo cou  el  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira,  hasta  en  los  térmi- 
nos de  dichos  ai-tículos.  El  primero  anula  el  Tratado  aprobado,  desde 
que  lio  subordina  á  la   ejecución  de  ciertas  obligaciones  posteriores. 

El  Señor  Doctor  Chacaltaoa  expuso:  que  desde  que  no  hay  otro 
asunto  de  que  ocuparse  eu  la  presente  Sesión,  uo  vé  inconveniente 
en  que  se  entre  á  discutir  los  artículos  presentados  por  el  Señor  Doc- 
tor de  Andrade  Figueira. 

El  Señor  Doctor  Ramirez  se  manifiesta  en  igual  sentido. 

El  Señor  Matta  ])ara  no  prolongar  el  debate,  retira  su  indicación. 

Se  entra  á  discutir  los  artículos  presentados  por  el  Señor  Doctor  de 
Andrade  Figueira. 

El  Señor  Doctor  Ramirez  considera  de  todo  punto  innecesaria  la 
consignación  de  tales  artículos,  porque  en  el  Tratado  está  garan- 
tida la  propiedad  literaria,  y  siendo  así,  no  puede  dudarse  que  los  E3s- 
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tados  Contratantes  se  apresurarán  á  promulgar  la  respectiva  ley  desti- 
nada á  complementarlo.  Agregó:  que  si  hubiese  alguna  omisión  á 
este  respecto,  reclamarían  de  ella  los  Estados  damnificados. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  manifestó:  que  los  dos  ar- 
tículos adicionales  que  ha  presentado  se  refieren,  el  primero,  al  pro- 
yecto de  los  Tratados  sobre  Propiedad  Literaria  y  Artística,  y  también 
al  proj'ecto  sobre  Propiedad  Industrial,  en  todos  sus  ramos, — el  se- 
gundo, solamente  á  este  último,  que  en  la  redacción  primitiva  presen- 
tada por  la  Comisión,  formaba  parte  del  primero,  con  el  Título  11, 
dividido  en  dos  secciones.  Dijo  ademas,  que  refiriéndose  los  Tratados 
proyectados  á  las  leyes  internas  de  Its  Países  Contratantes,  ya  en 
cuanto  al  privilegio  ó  derechos  que  ellas  pueden  conceder,  ya  en 
cuanto  á  la  extensión,  duración  y  demás  modalidades  de  las  mismas 
concesiones,  le  parecía  conveniente  completar  el  Tratado  con  las 
disposiciones  de  los  artículos  presentados  ad  instar  de  lo  que  se  ha 
practicado  en  otras  convenciones  internacionales,  y  especialmente  en 
la  celebrada  en  Paris  en  el  año  de  1883,  y  la  subsiguiente  Conferencia 
de  Roma  de  1886,  constituyendo  la  Union  Industrial  entre  diversas 
Naciones  de  Europa  y  de  América.  Que  dependiendo  así  la  eficacia 
de  los  Tratados  proyectados  en  varios  puntos,  y  no  en  todos,  de  leyes 
internas,  le  parecía  consecuente: 

1.*  Que  la  ejecución  de  las  obligaciones  que  de  ellos  resultasen, 
quedase  sobordinada,  tanto  cuanto  fuese  necesario,  á  las  leyes 
internas  bajo  cuya  dependencia  quedaban  los  derechos  otor- 
gados; 

2."  Que  las  Altas  Partes  Contratantes,  á  quienes  incumbe  la  apli- 
cación de  los  Tratados  proyectados,  provocasen  la  promulga- 
ción de  tales  leyes  internas,  según  las  formalidades  y  reglas 
establecidas  por  sus  respectivas  leyes  constitucionales; 

3."  Que  los  Estados  Contratantes  que  aun  no  tuviesen  leyes  para 
todos  los  ramos  de  la  propiedad  industrial,  las  hiciesen  pro- 
mulgar, completando  sus  legislaciones  sobre  tal  materia; 

4.*  Que  ese  doble  compromiso  lo  tomen  ellos  y  lo  cumplan  en  el 
mas  breve  plazo  posible. 

Añadió:  que  la  obligación  genérica  de  hacer  reconocer  y  proteger 
la  propiedad  literaria  é  industrial,  consignada  vagamente  en  los  pro- 
yectos, no  le  parecía  suficiente,  porque  por  los  mismos  quedaba  tal 
derecho  dependiente  de  leyes  internas;  mas  bien  creía  conveniente, 
una  obligación  mas  positiva  y  precisa  para  hacer  promulgar  tales  le- 
yes internas,  de  las  cuales  vendría  á  depender  la  efectividad  de   las 
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garantías  aseguradas  por  los  Tratados.  Que  destínándose  estos  á  afir- 
mar entre  las  Naciones  Contratantes  el  principio  de  la  reciprocidad» 
que  tiene  por  base  la  igualdad  de  tnitamiento,  le  parecía  el  medio 
mas  regular  de  no  privar  á  los  subditos  de  las  Naciones  Contratantes, 
donde  no  existan  leyes  internas  al  respecto,  de  las  mismas  ventajas 
aseguradas  á  los  autores  de  las  Naciones  que  las  tienen. 

Que  pudiendo  haber  leyes  internas  de  carácter  penal,  como  las 
liay,  que  protegen  los  derechos  del  autor  nacional,  y  no  así  los  de  los 
autores  extranjeros,  que  quedan  dependientes  de  la  condición  de 
reciprocidad,  solo  por  otra  ley  interna,  igualniente  de  carácter  penal, 
podrían,  estos  últimos,  ser  debidamente  p:arantidos,  así  como  los  Go- 
biernos Contratantes  responder  por  la  fiel  y  plena  ejecución  de  los 
Tratados  celebrados. 

Terminó  diciendo  que  la  materia  le  parecía  importante  como  com- 
plemento obligado  de  los  Tratados  proyectados,  pero  que  el  Honorable 
Congreso  resolvería  en  su  sabiduría  lo  que  tuviera  por  mas  acertado, 
quedando  á  salvo  su  responsabilidad  con  la  presentación  de  los  artí- 
culos en  discusión. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  cree  que  el  Tnitado  contiene  el  reconoci- 
miento de  la  propiedad  literaria,  y  que  no  es  necesario  que  todos  los 
Estados  promulguen  su  ley  ó  la  completen,  para  que  tal  derecho  sea 
reconocido. 

El  Estado  que  tenga  su  ley,  podrá  siempre  reclamar  el  respeto 
del  dereeho  de  su  propiedad  artística  y  literaria. 

Piensa  que  el  Tratado  es  un  verdadero  Ciuligu  Internacional,  que 
determina  los  principios  que  consaj^ran  los  derechos  de  propiedad 
literaria  y  artística.  Por  otra  parte,  él  también  establece  para  los  Esta- 
dos Contratantes,  la  obligación  <le  penar  las  usurpaciones  de  la  pro- 
piedad literaria,  y  está  implícita  en  esa  estipulación,  la  de  prom  ulgr 
la  ley  correspondiente. 

No  desconoce  que  los  Estados  tengan  el  deber  de  completar  su  le- 
gislación interna  en  todo  aquello  que  contribuya  á  hacer  efectivo  el 
Tratado;  pero  esta  obligación  está  virtualmente  contenida  en  el  Con- 
venio, y  por  consiguiente,  no  hay  necesidad  de  consignarla  por  se- 
parado, pues  eso  supondría  que  las  Naciones  signatarias  van  á  ser 
omisas  en  el  cumplimiento  de  sus  obligaciones  internacionales. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  confirmando  las  opiniones  del  Señor 
Doctor  Ramírez  manifestó  :  que  efectivamente  en  el  Tnitado  mismo 
puede  decirse  que  existen  disposiciones  de  carácter  interno  condu- 
centes á  proteger  la  propiedad  literaria  en  cada  país. 

Refiriéndose  á  lo  manifestado  por  el  Señor  Doctor  de  Andrade  Fi- 
gueira,  en  cuanto  á  la  necesidad  de  que  los  Estados  conipleten  su 
legislación  para  hacer  efectivo  el  Tratado  dijo :  que  hasta  cierto  punto 


podría  reputarse  que  esas  leyes  de  carácter  interno,  comí  deja  dicho, 
existen  hoy  dia,  sino  de  una  manera  especial  y  reglam"*>ntaria,  al  me- 
nos consagrada  por  la  experiencia  y  por  la  práctica  establecida  en  di- 
versos casos  ocurridos. 

En  la  República  Argentina,  donde,  por  ejemplo,  dijo,  aún  no  hay 
ley  alguna  sobre  propiedad  literaria,  ocurrió  el  siguiente  caso:  se  hizo 
la  reimpresión  no  autorizada  de  una  obra  de  un  autor  muy  conocido; 
inmediatamente  de  producirse  el  hecho,  aquel  se  presentó  ante  los 
tribunales  demandando  indemnización  por  los  perjuicios  que  le  cau- 
saba la  reimpresión  ilícita  de  la  obra.  A  pesar  de  no  existir  ley  al- 
guna que  garantizase  la  propiedad  literaria,  ni  determinase  el  plazo 
de  su  goce,  llevado  el  cas»»  á  los  tribunales,  fueron  éstos  los  que  re- 
conocieron ampliamente  lus  derechos  á  favor  del  autor  y  le  ampararon 
en  su  goce. 

Agregó:  que  en  el  caso  de  existir  una  reclamación  en  un  Estado, 
por  la  falta  de  leyes  internas,  éste  se  vería  obligado  á  dictar  una  re- 
solución provisoria  sobre  la  materia  ó  á  someter  un  proyecto  á  las 
Cámaras,  proponiendo  la  reglamentación  de  lo  que  está  ya  estatuido 
en  las  leyes  generales  y  en  la  aplicación  ordinaria  de  ellas,  en  defecto 
de  leyes  especiales.  Si  las  leyes  garantizan  la  propiedad  en  general, 
no  hay  mas  que  hacer  su  aplicación  en  los  casos  que  ocurran,  condu- 
centes a  garantir  la  propiedad  literaria,  amparada  por  los  principios 
constitucionales. 

Terminó  expresando  que  está  en  el  interés  de  los  Estados  que 
este  Tratado  se  lleve  á  la  práctica,  por  los  beneficios  que  él  acuerda, 
y  supone  que  ninguna  Nación  será  omisa  en  dictar  las  leyes  de  orden 
reglamentario   para  su  fiel  ejecución. 

El  Señor  Presidente  observo,  dijo,  que  todos  los  Señores  Plenipo- 
tenciarios están  de  acuerdo  en  el  fondo  de  la  cuestión,  esto  es,  que 
las  leyes  sobre  propiedad  literaria  deben  dictarse  por  los  respectivos 
Estados. 

Por  consiguiente,  cree  que  la  cuestión  es  simplemente  de  forma:  si 
la  obligación  moral  que  los  Señores  Plenipotenciarios  han  contraído 
ante  sus  respectivos  Gobiernos  debe  consignarse  en  el  cuerpo  del 
Tratado,  ó  si  tomando  el  espíritu  de  la  discusión  habida  en  el  seno 
del  Congreso,  bastarí-a  á  sus  propósitos  la  constancia  de  ella  en  el 
Acta  y  en  el  Diario  de  Sesiones. 

Hizo  moción  para  que  el  asunto  fuese  resuelto  en  este  último 
sentido. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  expuso:  que  lejos  de  no  quedar  garan- 
tida por  este  Tratado  la  propiedad  literaria  si  no  se  dictan  leyes  in- 
ternas, sucede  todo  lo  contrario.  Pasaría  lo  que  hoy  ocurre  en  la 
República  Argentina.  Su  Constitución  consagra  el  derecho  de  los 
autores,  pero  agrega:  que  el  plazo  qtie  el  plazo  por  el  cual  gozarán  de  ese 
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Ancho  será  objeto  de  una  ley  especial.  Allí  do  se  ha  entendido  que  no 
hay  derecho  mientras  no  se  dicta  esa  ley.  Por  el  contrario,  todos 
convienen  en  que  el  derecho  de  propiedad  no  tiene  término  mientras 
no  lo  limite  el  legislador. 

Es  necesario  tener  en  cuenta,  agregó,  que  no  se  trata  de  la  propie- 
dad literaria  de  los  ciudadanos  de  una  uacion  determinada.  La  pro- 
piedad nacional,  con  arreglo  á  la  letra  y  al  espíritu  del  Tratado  ya 
aprobado,  es  la  del  país  donde  la  obra  se  publica  por  primera  vez. 
En  este  sentido  el  Estado  garante  la  propiedad  literaria,  aun  cuando 
no  se  promulguen  leyes  internas. 

El  Señor  Doctor  Quintana  dijo:  que  no  había  comprendido  bien  el 
artículo  1.*  del  proyecto  presentado  por  el  Señor  Plenipotenciario  por 
el  Brasil.  Cuando  observó  que  en  él  se  hablaba  <lel  cumplimiento 
de  las  formalidades  constitucionales  de  cada  país,  no  sosiiechó  que 
pudiera  referirse  á  la  sanción  de  una  ley  de  propiedad  literaria  por 
aquellos  Estados  que  carecieran  de  ella. 

Entendió,  por  el  contrario,  que  se  proponía  estipular  la  obligación 
de  someter  los  Tratados  á  la  aprobación  délos  Congresos  de  las  Nacio- 
nes concurrentes.  Como  era  natural,  agregó,  estaba  preparado,  no 
obstante  toda  la  deferencia  que  su  distinguido  colega  merece,  á  negar 
su  voto  al  artículo  propuesto.  No  podía,  en  efecto,  admitir  que  fuera 
materia  de  estipulación  internacional  que  los  Poderes  Públicos  hu- 
bieran de  cumplir  sus  deberes  constitucionales. 

Añadió:  que  las  pocas  palabras  que  ha  logrado  escuchar  al  Señor 
Plenipotenciario,  le  convencen  ahora  de  que  el  verdadero  objeto  de 
ese  artículo,  cuya  redacción  no  le  parece  la  mas  apropiada,  es  obliga 
á  los  Estados  que  aún  no  tengan  ley  de  propiedad  literario  y  artísticíi 
á  dictarla  dentro  del  mas  breve  plazo  posible,  no  permitiéndoles 
acogerse  entre  tanto  á  los  beneficios  del  Tratado,  porque  se  reputa 
su  sanción  como    base  indispensable  de  la  reciprocidad. 

Sospecha  que  el  Señor  Plenipotenciario,  al  formular  su  proyecto, 
no  ha  tenido  bien  presente  el  contenido  del  artículo  que  encabe- 
za precisamente  el  Tratado  de  Propiedad  Literaria  y  Artística. 
Como  la  propiedad  literaria  y  artística  solo  queda  reconocida  y 
amparada  por  medio  de  la  ley  correspondiente,  es  de  toda  eviden- 
cia que  la  estipulación  propuesta  está  en  esencia,  sino  en  sus  tér- 
minos, contenida  en  el  citado  artículo  y  aparece  entonces  como 
una  redundancia  completamente  innecesaria. 

Concediendo  lo  contrario,  la  sanción  de  la  ley  sobre  propiedad 
literaria  y  artística  sería  siempre  para  todos  los  países,  que  aún  no 
la  tengan,  una  obligación  derivada  de  los  términos  generales  del 
Tratado.  Los  que  desean  el  fin  deben  poner  en  acción  los  medios 
l>ropios  para  conseguirlo,  y  la  ley  que  se   procura    es    sin    disputa 
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la  mas  adecuada  para  imprimir  vida  práctica    al   Tratado    que    se 
acaba  de  celebrar. 

Tal  vez  se  objetará  que  ese  compromiso  implícito  es  únicamen- 
te moral.  Contestaría  entonces,  dijo,  que  el  que  se  propone,  á  pe- 
sar de  ser  explícito,  no  es  tampoco  mas  que  moral. 

Está  en  lu  naturaleza  de  las  cosas  que  semejantes  estipulacione^s 
sean  solo  de  efecto  moral,  absteniéndose  de  conminaciones  reñidas 
con  la  fe  que  cada  una  de  las  Naciones  Contratantes  debe  inspi- 
rar á  las  demás.  El  Estado  que  no  cumpliera  expontánea mente 
los  deberes  que  implícitamente  fluyen  de  los  Tratados  que  cele- 
bra, no  permitiría  esperar  que  cumpliría  mejor  los  que  contrajera 
ex])lícitamente  sin  sanción  coercitiva.  Así,  pues,  consignar  en  el 
Tratado  sobre  Propiedad  iliteraria  y  Artística,  el  artículo  presentado 
por  el  Señor  Plenipotenciario,  no  robustecería  la  obligación  que 
pesa  sobre  cada  uno  de  los  Estados  concurrentes  y  nos  expondría 
á  herir  sin  objeto  las  jusbis  susceptibilidades  de  aquellos  países  que 
todavía  no  han  dictado  su  ley  sobre  la  materia,  pero  que  se  apre- 
surarán sin  duda  á  verificarlo,  así  que  el  cange  del  Tratado  lo 
ponga  en  inmediata  vigencia. 

Quiero  sin  embargo,  colocarme,  expuso,  en  el  mismo  terreno  en 
que  el  Señor  Plenipotenciario  se  coloca,  para  sostener  que  el 
Inconveniente  que  él  apuntaba  no  puede  producirse  y  que  en 
consecuencia  esa  estipulación    no  tiene  razón  de  ser. 

El  Señor  Plenipotenciario  dice  que  aquellos  países  que  tienen  su 
ley  interna  sobre  propiedad  literaria  y  artística,  se  peijudicarían 
toda  vez  que  aquellos  que  todavía  no  la  tienen  pudieran  acogerse 
á  los  beneficios  del    Tratado. 

Si  el  Señor  Plenipotenciario  se  digna  recordar  el  texto  del  ar- 
tículo 2.**  del  Tratado,  tendrá  ()ue  reconocer  la  inadmisibilidap  de 
semejante  suposición.  Con  arreglo  á  ese  artículo,  los  Estados  Con- 
tratantes solo  están  obligados  á  proteger  la  propiedad  literaria  y 
artística  cuando  ella  haya  sido  reconocida  en  el  país  de  orígen 
de  la  obra,  de  conformidad  á  su  propia  ley.  Desde  que  en  ese 
país  no  haya  ley  de  propiedad  literaria  y  artística,  ella  no  puede 
ser  declarada  en  las  condiciones  del  Tratado,  y  por  tanto  los  de- 
mas  Estados  no  tienen  el  deber  de  respetarla.  La  falta  de  reci- 
procidad y  el  temor  del  perjuicio  consiguiente  desaparecen  pues, 
completamente. 

Ahora,  si  la  persona,  que  publica  su  obra  en  un  país  que  care- 
ce de  ley,  desea  obtener  la  protección  de  alguno  que  la  tenga,  el 
caso  no  estaría  regido  pot  el  Tratado  3'  caería  bajo  el  imperio 
de  la  ley  respectiva,  con  arreglo  á  la  cual  la  protección  podría 
serle  acordada  ó  negada,  sin  que  ni  él,  ni  el  país  de  orígen  de 
la  obra,  pudieran  invocar  el  Tratado  contra  las  disposiciones  de  la 
ley  y  las  resoluciones  que  en  su  virtud  se  hubiesen  adoptado. 


Así,  todo  el  incooTeniente  posible  de  esta  situación  anómala  y 
moralmente  inadmisible,  porque  es  inadmisible  que  Estados  que 
tratan  seriamente  de  garantir  la  prf>|)iedad  literaria  no  adopten  los 
medios  conducentes  á  su  objeto,  totlo  el  ¡ncínveniente,  agregó,  de 
semejante  situación,  sería  pura  aquellos  países  á  los  cuales  la  falta 
de  ley  no  eximiría  del  deber  de  garantizar  la  propiedad  liteniria 
declarada  por  los  demás  y  privaría  sin  embargo  del-  derecho  de 
exigir  que  las  obras  publicadas  dentro  de  su  territorio  fuesen 
amparadas  por  los  otros. 

Por  lo  demás,  añadió,  advierto  que  el  fantasma  de  la  nacionali- 
dad asoma  la  cabeza  y  reputo  de  mi  deber  salirle  sin  demora  al 
encuentro. 

La  propiedad  litemria  es  justamente  la  materia  en  que  el  De- 
recho Internacional  Privado  ha  eliminado  todo  privilegio  basado 
sobre  la  nacionalidad  de  los  autores.  Aquellos  Estados  que  mas  se 
distinguen  por  su  energía  y  perseverancia  en  consagrar  el  princi- 
pio de  la  nacionalidad  personal  como  fuente  de  derechos  especia 
les,  lo  han  repudiado  de  la  manera  mas  categórica  en  cuanto  se 
reíiere  á  la  propiedad  liteniria  ó  artística.  Para  no  extenderme, 
dijo,  innecesariamente  sobre  este  tópico,  me  bastaré  referirme  á 
la  última  Convención  de  Berna,  que  es  hasta  ahora  y  será  por 
mucho  tiempo  el  modelo  de  todas  las  convenciones  de  este  género. 
Tanto  la  Francia  como  la  Bélgica  y  la  Italia,  que  son  las  Nacio- 
tes  mas  decididas  en  pro  de  la  nacionalidad  como  principio  fun- 
damental del  Derecho  Internacional  Privado,  han  adherido  al  ar- 
tículo 2.*,  uno  de  cuyos  incisos  declara  que,  por  país  de  origen  so 
entiende,  no  aquel  á  que  el  autor  [)ert'^nece,  sino  aquel  en  que  la 
obra  se  publica.  La  nacionalidad  del  autor  ha  sido,  pues,  pros- 
cripta para  siempre  de  las  estipulaciones  internacionales  sobre  pro- 
piedad literaria  y  artística. 

De  lo  expuesto  resulta,  en  definitiva,  que  el  artículo  sustentado 
por  el  Señor  Plenipotenciario,  sería  una  repetición  innecesaria  del 
artículo  1.**;  que  la  aprobación  del  Tratado  envuelve  el  compromi- 
so moral  de  dictar  las  leyes  necesarias  á  íin  de  hacerlo  efectivo- 
que  la  carencia  de  tales  leyes  no  irrogará  perjuicio  alguno  á  los 
Estados  que  las  tengan  y  que  los  omisos  en  dictarlas  serán  los 
únicos  perjudicados  por  su  propia  omisión. 

Esto  no  obstante,  el  interés  que  el  Señor  Plenipotenciario  ha 
manifestado  en  favor  del  artículo  discutido  y  las  consideraciones 
que  todos  nos  dispensamos  en  estos  casos,  para  conciliar  las  opi- 
niones hasta  donde  es  posible,  le  inducen  á  terminar  declarando 
que  no  tiene,  por  su  parte,  dificultad  para  que,  si  sus  distinguidos 
colegas  lo  hallan  oportuno,  el  pensamiento  que  el  Señor  Pleni- 
potenciario desea  consignar  en  un  artículo  adicional  del  Trataiio, 
sea  acogido  por  todos  en  forma  de  voto,  por  la  sanción,  á  la  ma- 
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yor  brevedad  posible,  de  todas  las  leyes  tendentes  á  la  mejoi 
ejecución  de  los  Tratados  celebrados  y  á  celebrar,  voto  que  S€ 
consignaría  en  el  Protocolo  de  clausura  de  las  Sesiones  del  Congre- 
so, como  se  hizo  en  la  última  Conferencia  de  Paris  sobre  la  Pro- 
tección de  los  Cables  Telegráficos. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  dijo:  que  ademas  de  las  razones 
aducidas  para  manifestar  lo  innecesario  del  proyecto  presentado 
por  el  Señor  Plenipotenciario  del  Brasil,  debe  significar  que  en  su 
concepto,  no  satisface  al  objeto  que  el  mismo  Señor  Plenipotenciario 
se  propone. 

El  artículo  2.*  dice:  «Los  Estados  Contratantes  que  no  posean 
<  aún  leyes  para  todos  los  ramos  de  la  propiedad  industrial  debe- 
«  rán  complelaVy  su  legislación  sobro  tal  materia,  en  el  mas  breve 
€  plazo  posible.  <i 

Paia  que  este  artículo  tuviese  alguna  significación  precisa  y  no 
careciese  c'e  eficacia  en  sus  aplicaciones,  sería  necesario  que  se 
determinase  ó  definiese  lo  que  se  entiende  por  completarla  legisla- 
ción sobre  determinada  materia. 

Un  Estado  puede  creer  que  con  tres  ó  cuatro  artículos,  con 
tres  ó  cuatro  fórmulas  distintas  queda  completada  su  legislación 
sobre  propiedad  literaria  ó  industrial;  y  otros  Estados  pueden  creer 
al  contrario,  que  para  completar  su  legislación  sobre  las  expresa- 
das materias,  sea  necesario  tratar  las  cuestiones  que  ellas  envuel- 
ven, con  maj^or  latitud,  bajo  distintas  faces  y  consignando  al  efecto 
mayor  número  de  disposiciones.  El  artículo  segundo  del  proyecto 
dice:  completar  su  legislación,  ¿Que  es  lo  que  so  entiende,  pues, 
por  completar  la  legislación   de  un  país? 

Ahora:  si  no  se  trata  de  completar  las  legislaciones  respectivas; 
si  lo  que  se  quiere  expresar  es  que  las  Naciones  que  carezcan  de 
leyes  especiales  sobre  propiedad  industrial  deben  darse  una  á  la 
mayor  brevedad  posible,  el  Tratado,  como  se  ha  manifestado  por 
algunos  colegas,  salva  perfectamente  la  dificultad.  Desde  que  sea 
aprobado  por  las  Naciones  Contratantes,  es  una  ley  para  todas 
ellas;  y  en  ese  Convenio  se  reconoce  el  derecho  de  propiedad  á 
los  autores    de  inventos  industriales,   cualquiera    que    ellos  fueran. 

Aprobado  él  Tratado  respectivo  por  las  Naciones  Contratantes,  él 
pasa  á  ser  ley  en  todas  y  cada  una  de  las  que  lo  aprueben;  y  por 
consiguiente,  al  autor  de  cualquier  invento  cuya  propiedad  se  le 
ha  reconocido  en  un  país,  se  le  reconoce  el  mismo  derecho  de 
propiedad  en  los  demás,  solo  por  efecto  de  los  compromisos  ad- 
quiridos en  el  Tratado  ya  celebrado. 

Ha  dicho  también  el  Excelentísimo  Plenipotenciario  del  Brasil,  que 
las  responsabilidades  que  dañen  el  derecho  del  inventor,  deberán 
perseguirse  y  penarse,  según  el  tenor  de  las  disposiciones  ya  aproba- 
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das,  con  arreglo  á  las  leyes  del  país  en  donde  se  ocasione  el  dafió. 
Por  consiguiente,  agrega,  que  si  el  país  en  donde  se  ha  inferido 
el  daño  no  tiene  una  ley  especial  sobro  propiedad  industrial,  será 
imposible  perseguir  y  penar   á  los  usurpadores  del  derecho  ajeno. 

Ño  se  pueden  negar,  en  efecto,  las  ventajas  de  que  los  Países  Con- 
tratantes tengan  leyes  especiales  que  faciliten  el  cumplimiento  de 
los  pactos  celebrados;  pero  no  cree  que  la  falta  de  esas  leyes 
especiales  impidan  en  el  presente  caso  que  el  propietario  de  un 
invento  industrial  pueda  hacer  efectivos  sus  derechos  en  cualquiera 
de  los  Elstados  Contratantes.  En  efecto:  todos  vSe  comprometen  á 
reconocer  la  propiedad  otorgada  en  cualquiera  de  ellos ;  y  cuando 
en  un  Estado  se  reconoce  un  derecho,  cualquiera  que  sea  su  natu- 
raleza y  especie,  se  le  reconoce  con  todos  los  atributos  que  le  son 
inherentes.  Ahora  bien,  cuando  un  derecho  reconocid  »  por  el  Es- 
tado es  violado,  ese  derecho  dá  origen  á  una  acción  ó  á  un  recla- 
mo ante  la  autoridad  pública  competente,  para  pedir  que  proteja 
su  inviolabilidad  y  ordene   la  reparación   de  los  darlos  ociisionados. 

Si  hay  una  ley  especial  que  determine  la  manera  de  ventilar 
el  reclamo  y  decretar  la  reparación,  es  indudable  que  se  proce- 
derá con  arreglo  á  ella.  Pero  si  esa  ley  especial  no  existe,  ¿no 
habrá  medio  de  perseguir  la  reparación  ?  —  Sí  lo  habrá.  En 
esos  casos,  la  acción  se  entabla  y  resuelve  con  arreglo  á  la  ley 
ordinaria  de  procedimientos;  y  si  no  hay  pena  especial  para  los 
violadores  del  derecho  de  propiedad  industrial,  las  leyes  generales 
de  todo  país  autorizan  que  en  esos  casos  se  pida  la  correspondiente 
indemnización  por  daños  y  perjuicios. 

Cuando  los  artículos  aprobados  sobre  propiedad  industrial,  dicen, 
pues,  que  las  responsabilidades  de  los  usur[)ii(lores  del  derecho  del 
inventor  deben  perseguirse  y  penarse  con  arreglo  á  las  leyes  del 
país  en  donde  se  ocasione  el  daño,  se  reíioreu  tanto  á  las  leye^s  es- 
peciales dictadas  sobre  el  particular  como  á  las  generales  que  se 
aplican  siempre  que  se  trata  de  proteger  derechos  y  ventilar  ac- 
ciones, respecto  de  los  cuales  no  se  ha  establecido  reglamentación 
alguna. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  dijo:  las  únicas  leyes 
aplicables  en  estos  casos  son  la;  leyes  especiales  dictadas  sobre  la 
materia  de  que  se  trata.      Las  demás  leyes  no  pueden  aplicarse. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  no  vé  el  inconveniente  para  que  las 
leyes  civiles  de  carácter  general  no  sean  aplicables,  cuando  result® 
comprobada  la  deficiencia  de  las  leyes  dadas  para  proteger  derechos 
determinados,  reconocidos  y  proclamados.  Y  sostiene,  que  aún  en 
el  caso  de  que  todos  los  Estados  tengan  leyes  especiales  s»>bre 
propiedad  industrial,  les  será    indispensable  muchas  veces  recurrir 
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é  la  aplicación  de  las  leyes  (\e.  carácter  general,  para  proteger  debi- 
damente los  derechos  inherentes  á  esa  propiedad.  Las  leyes  espe- 
ciales sobre  propiedad  industrial  no  se  ocupan,  por  ejemplo,  de  deter- 
minar la  forma  y  condiciones  de  la  prueba  testimonial  y  otras  distintas, 
que  sea  necesario  presentar  para  esclarecer  las  acciones  que  se 
intenten.  Es  claro  que  cuando  el  caso  se  presenta,  se  reciben  las 
declaraciones  de  testigos  y  las  pruebas  de  peritiije  con  arreglo  á  la 
ley  general  de  procedimientos.  Y  es  indudable  que  no  se  podría 
proceder  con  arreglo  á  esta  última  ley,  si  en  ningún  caso  pudiera 
tener  aplicación,  cuando  se  trattise  de  proteger  la  propiedad  indus- 
trial, como  lo  pretende  el  Excelentísimo  Señor  Doctor  de  An- 
drade  Figueini. 

Debo  teneisc  presente,  ademas,  que  la  aplicaci(»n  de  las  leyes 
generales  de  los  Estados,  especialmente  las  de  procedimientos,  para 
proteger  los  derechos  reconocidos,  ya  se  trate  de  nacionales  ó  ex- 
tranjeros, está  sancionada  por  el  artículo  primero  del  Tratado  sobre 
procedimiento  judicial.  Se  ha  establecido  en  él  que  todo  juicio  y 
sus  incidencias  se  ventilará  con  arreglo  á  la  ley  de  procedimientos 
de  la  nación  en  cuyo  territorio  se  entablen  las  acciones.  Si  en  un 
Estado  determinado  se  promueve,  pues  un  juicio  sobre  propiedad 
industrial,  tendrá  que  seguirse  con  arreglo  á  la  ley  de  procedi- 
mientos de  este  Estado :  conforme  á  la  ley  de  carácter  peculiar  si 
se  ha  dado  alguna ;  y  en  defecto  de  esta,  con  arreglo  á  las  leyes  de 
carácter  general.  En  uno  y  otro  caso,  se  ventilan  las  responsabili- 
dades de  los  que  dañen  el  derecho  del  inventor,  con  arreglo  á  las 
leyes  internas  del  país  en  que  se  ocasione  el  daño;  en  ambos  casos 
se  cumple  el  tenor  y  el  espíritu  del  artículo  que  así  lo  establece 
en  el  Tratado  sobre  Propiedad  Industrial;  en  ambos  casos  la  propie- 
dad industrial,  reconocida  con  la  aprobación  del  Tratado  respectivo, 
queda  garantizada,  ya  bajo  el  imperio  de  las  leyes  especiales  que 
los  Estados  se  darán  si  les  conviene,  ya  bajo  el  imperio  de  sus  leyes 
generales 

La  obligación  de  darse  leyes  especiales  ó  de  completar  las  exis 
tentes  sobre  propiedad  industrial,  estipulada  en  la  forma  de  un  com- 
promiso solemne,  en  realidad  á  nada  obligaría,  si  no  se  determinase 
al  mismo  tiempo,  el  sentido  y  la  extensión  que  dichas  leyes  deben 
tener  pam  refíutarse  completas;  y  esta  determinación  entrañaría; 
por  sí  misma,  una  serie  de  inconvenientes  que  es  innecesaric 
enumerar. 

Terminó  diciendo:  los  Estados  Contratantes  que  aprueben  los 
Tratados  que  se  proyectan,  interesados  como  han  de  estar  en  cumplii 
dichos  pactos,  con  la  mayor  buena  fe,  se  darán  todas  las  leyeí 
internas  que  reputen  necesarias  ó  convenientes,  pam  su  mejoi 
cumplimiento ;  se  darán  algunas  ó  no  se  darán  ninguna  nueva  si  repu- 
tan que  así  también  pueden  cumplir  satisfactoriamente  sus  comQcotsv\sfó% 
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El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueiiti  contesta  é  los  Señores  Pie- 
DÍ|X)tenciarios  que  le  han  precedido  en  el  uso  de  la  palabra,  explica 
sus  observaciones  anteriores,  é  insiste  en  ellas. 

El  Señor  Doctor  Gálvez  apoya  la  indicación  del  Señor  Doctor 
Quintana  para  que  en  un  Protocolo  final  se  consigne  un  voto  del 
Congreso  dirigido  á  los  Gobiernos  Contratantes,  recomendándoles 
hagan  cuanto  sea  posible  á  fin  de  completar  su  legislación  con  el 
objeto  de  que  el  Tratado  tenga  su  debida  ejecución. 

El  Señor  Presidente  manifestó:  que  con  anterioridad  había  pre- 
sentado una  moción  invitando  al  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira 
á  que  aceptase  que  esa  aspiración  y  voto  del  Congreso  se  hiciera 
constar  en  el  Acta  y  en  el  Diario  de  Sesiones.  De  tal  modo  quedaría 
consignado  el  espíritu  y  el  propósito  de  esta  discusión,  es  decir: 
que  todos  los  Estados  deben  dictar  sus  leyes  internas  protegiendo 
la  propiedad  literaria  é  industrial.  Se  evitaría  así  extender  un 
Protocolo  especial  que  no  tendría  fuerza  coercitiva,  ni  mayor 
eficacia  que  la  que  le  dá  el  temperamento  propuesto. 

El  Señor  Prats  apoya  la  indicación  del  Señor  Presidente,  y  dice 
que  puede  darse  por  terminada  la  cuestión,  levantando  el  Acta  en 
la  cual  consten  las  opiniones  emitidas  sobre  este  asunto. 

Así  se  resolvió,  votándose  por  unanimidad  la  moción  del  Señor 
Presidente. 

El  Señor  Presidente  invitó  á  los  Señores  Plenipotenciarios  á  sus- 
cribir los  Tratados  sobre  Derecho  Procesal,  y  sobre  Propiedad  Lite- 
raria y  Artística. 

Después  de  firmados  los  Tratados  de  la  referencia,  se  dio  lectura 
del  siguiente  despacho: 

Comisión  Especial  sobre  Jurisdicción  en  Materia  Civil. — Montevideo, 
Enero  11  de  1889. — Al  Excelentísimo  Señor  Presidente  del  Congreso 
Internacional  Sud-Americauo. — Señor: — La  Comisión  especial  encar- 
gada de  formular  un  proyecto  sobre  Jurisdicción  en  Materia  Civil, 
tiene  el  honor  de  poner  en  manos  de  V.  E.  el  que  acaba  de  redactar, 
á  fin  de  que  él  sea  sometido  al  conocimiento  del  Honorable  Con- 
greso, que  dignamente  preside  V.  E. 

El  Señor  Plenipotenciario  por  la  República  Argentina,  Doctor 
Don  Manuel  Quintana,  prestará  los  informes  relativos  al  proyecto 
de  nuestra  referencia. 

Con  toda  consideración,  ofrecemos  al  Señor  Presidente  el  testimo- 
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nio  de  nuestro  respeto  y  particular  estima. —  Manl.  Quintana. 
Sqo.  Vaca-Güzman. — M.  M.  Gálvez. 

Artículo 


Las  acciones  personales  deben  entablarse  ante  los  jueces  del  lugar 
á  cuya  ley  está  sujeto  el  acto  jurídico  materia  del  juicio. 

Podrán  entablarse,  igualmente,  ante  los  jueces  del  domicilio  del 
demandado. 

Artículo 

La  declaración  de  ausencia  debe  solicitarse  ante  el  juez  del  últi- 
mo domicilio  de  la  persona  de  cuya  ausencia  se  trate. 


Artículo 


El  juicio  sobre  capacidad  ó  incapacidad  de  las  personas  para  el 
ejercicio  de  los  derechos  civiles,  debe  seguirse  ante  el  juez  de  su 
domicilio. 

Artículo 


Las  acciones  que  procedan  del  ejercicio  de  la  patria  potestad  y  de 
la  tutela  y  cúratela  sobre  la  persona  de  los  menores  é  incapaces 
y  de  estos  contra  aquellos,  se  ventilarán,  en  todo  lo  que  les  afecte 
personalmente,  ante  los  tribuiijiles  del  país  en  que  estén  domiciliados 
los  padres,  tutores  y  curadores. 


Artículo. 


Las  acciones  que  versen  sóbrela  propiedad,  enajenación  ó  actos 
que  afecten  los  bienes  de  los  incapaces,  deben  ser  deducidas  ante 
los  jueces  del  lugar  en  que  esos  bienes  se  hallan  situados. 


Artículo. 


Son  jueces  competentes  para  conocer  del  juicio  de  rendición  de 
cuentas  de  la  tutela  y  cúratela,  los  del  lugar  en  el  cual  fué  discernido 
el  cargo. 


Artículo. 


El  juicio  sobre  nulidad  del  matrimonio,  divorcio,  disolución  del 
vínculo  matrimonial,  y  en  general,  todas  las  cuestiones  que  afecten 
sus  relaciones  personales,  se  iniciarán  ante  los  jueces  del  domicilio 
conyugal. 


Artículo.  . . . 


Serán  jueces  competentes  para  resolver  las  cuestiones  que  surjan 
entre  esposos,  sobre  enajenación,  ú  otros  actos  que  afecten  los  bienes 
de  la  sociedad  cr)n7uyal,  los  del  lugar  en  que  estén  ubicados  esos 
bienes. 


Artículo. 


Los  jneces  de  la  residencia  délas  personas,  son  competentes  para 
conocer  de  las  medidas  de  protección  y  seguridad  determinadas  en 
el  artículo 

Artículo 


Los  j vicios  relativos  á  la  existencia  y  disolución  de  cualquiera 
sociedad  civil,  deben  seguirse  ante  los  jueces  del  lugar  de  su  do- 
micilio. 


Artículo 

Los  juicios  á  que  dé  lugar  la  sucesión  por  causa  de  muerte,  se 
seguirán  ante  los  jueces  de  los  lugares  en  que  so  hallen  situados 
los  bienes  hereditarios. 


Artículo 


Las  acciones  reales  v  las  denominadas  mixtas,  deben  ser  deducidas 
ante  los  jueces  del  lugar  en  el  cual  exista  la  cosa  sobre  que  la 
acción  recaiga. 

Si  comprendieren  cosas  situadas  en  distintos  lugares,  el  juicio 
debe  sor  [)romovido  ante  los  jueces  del  lugar  de  cada  una  de  ellas. 

Montevideo,  11  de  Enero  de  1889.— Manl.  Quintana.— Sgo.  Vaca- 
Gi'ZMAN. — M.  M.   Galvez. 

Se  dispuso  la  impresión  de  los  documentos  que  preceden,  para  ser 
repartidos  á  los  Señores  Plenipotenciarios. 

El  Honorable  Congreso  resolvió  reunirse  el  Miércoles  16  del  co- 
rriente, á  fin  de  ocuparse  de  la  Materia  Civil. 
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La  Sesión  se  levanta  á  las  4.25  p.  m. 

BoQUB  Sabnz  PbI^a 

Manl.  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Domingos  de  Andbade  Figueiba 

Guillermo  Matta 

B.  Pbats 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.    M.    Gálvez 

Gonzalo    Eamirez 
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ACTA  NÜM.  26. 

SESIÓN  DEL  21  DE  ENERO  DE  1889. 

Presideucia  del  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  Garda  Lagos. 

Estando  presentes: 

Vor  lu  Repíihlica  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña. 

Por  la  UepíMica  de  BoHvia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman. 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira. 
Por  la  Repiiblica  de  Chile: 

El  Señor  Don  Belisario  Prats. 

Por  la  ReptMica  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor    Don  José  Z.  Caminos. 

Por  la  Itepid)lica  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  GAlvez. 

Por  la  RepíMica  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 
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L:i  Sesión  se  abre  á  las  2.50  p.  m. 
Se  leyó,  aprobó  y  firmó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

Se  dio  lectura  del  siguiente  proyecto: 

Los  Plenipotenciarios    que   suscriben,  proponen  el  siguiente  pro 
yecto  de  Tratado. 

Artículo  1.*  —  Los  nacionales  ó  extranjeros,  que  en  cualquiera  de 
los  Estados  signatarios  de  este  Tnitado,  hubiesen  obtenido  titulo  6 
diploma  expedido  por  la  autoridad  nacional  competente,  para  ejer- 
cer profesiones  liberales  ó  científicas,  se  tendrán  por  habilitados  para 
ejercerlas  en  los  otros  Estados. 

Artículo  2.' — Los  grados  académicos  conferidos  por  cualquiera  de 
las  Universidades  Nacionales  de  los  Estados,  tendrán  en  las  Univer- 
sidades de  los  demás,  el  mismo  valor  que  si  hubiesen  sido  confe- 
ridos por  sus  propias  Universidades. 

Artículo  3."— Para  que  los  documentos  á  que  se  refieren  los  artí- 
culos anteriores,  produzcan  los  efectos  expresados,  se  requiere: 

1.' — La  exhibición  del  título  ó  diploma  debidamente  legalizado; 

2/ — Que  el  que  lo  exhiba,  acredite  ser  la  persona  á  cuyo  favor  ha 
sido  expedido. 

Montevideo,  Enero  6  de  1889.—  Sao.  Vaca-Guzman.  —  José  Z. 
Caminos.— Cesáreo  Chacaltana.  — M.  M.  Gálvez.— Ild.  García 
Lagos. — Gonzalo  Ramírez. 

El  Señor  Presidente  invitó  á  los  Señores  Plenipotenciarios  á  sus- 
cribir los  Tratados  sobre  Marcas  de  Comercio  y  de  Fábrica  y  sobre 
Patentes  de  Invención. 

Después  de  firmados  los  Tratados  de  la  referencia,  el  Señor  Presi- 
dente dijo:  que  antes  de  mandar  extenderlos  ejemplares  del  Tmtado 
de  Derecho  Penal  Internacional,  deseaba  saber  si  h  suscribirían 
también  los  Señores  Plenipotenciarios  del  Brasil  y  de  Chile. 

El  Señor  Prats  manifestó :  que  los  PIenii)otenciarios  de  Chile  se 
encontniban  en  el  caso  de  no  suscribir  el  Tratado  de  Derecho  Penal, 
porque  habiendo  rechazado,  como  consta  de  las  actas  respectivas,  un 
número  considerable  de  artículos,  relacionados  esencialmente  con 
su  fondo,  creen  que  no  quedaría  en  los  restantes  materia  suficiente 
para  un  cuerpo  de  Tratado  armónico  y  regular. 
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El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  dijo:  que  como  lo  ha  manifes- 
tado anteriormente,  no  suscribiría  el  Tratado  de  Derecho  Penal, 
porque  ademas  de  que  sus  cláusulas  están  en  oposición  con  la  le- 
gislación del  Brasil,  entendía  que  esa  materia  era  ajena  al  Dere- 
cho Internacional  Privado,  especialmente  en  lo  que  respecta  á  la 
extradición. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  expuso :  que  había  recibido  instruc- 
ciones del  Gobierno  Argentino  pura  pedir  el  consentimiento  del 
Honorable  Congreso  á  íin  de  hacer  la  impresión  del  Diario  de 
Sesiones. 

Dijo  ademas,  que  el  Señor  Presidente  le  ha  ma  jifestado  cierta  re- 
sistencia á  dicha  impresión,  resistencia  que  no  considera  fundada, 
porque  cree  que  tal  trabajo  tendría  derecho  para  hacerlo  cualquiera 
de  los  Gobiernos  representados  en  el  Congreso. 

El  Señor  Presidente  manifestó:  que  siéndolas  Actas  tan  minucio- 
sas, consideraba  casi  innecesario  el  Diario  de  Sesiones,  que  por 
otra  parte  no  se  acostumbra  llevar  en  esta  clase  de  Congresos. 

Respecto  déla  publicación  del  Diario  de  Sesiones,  expresó  que  ella 
debía  ser  consentida  ó  aprobada  por  el  Congreso. 

Piensa  que  no  es  regular  que  se  hagan  publicaciones  de  los  tra- 
bajos, antes  que  estos  lleguen  á  conocimiento  de  los  Gobiernos 
respectivos. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  expresó:  que  los  Tratados  que  se 
Celebmu  en  este  Congreso,  llegan  á  conocimiento  de  los  Gobiernos 
respectivos,  inmediatamente  después  de  firmados.  Por  otra  parte,  se 
sabe  que  previamente  han  sido  consultados  sobre  las  disposiciones 
de  fondo  que  en  aquellos  se  consignan.  De  manera,  agregó,  que 
están  siempre   instruidos  de  lo  que  ocurre  en  el  seno  del  Congreso 

El  precedente  invocado  de  que  en  estos  Congresos  no  se  lleva 
Diario  de  Sesiones,  no  alcanza  á  demostrar  su  inconvenicLcia. 

Entiende  que  el  Diario  de  Sesiones  es  el  comentario  fiel  y  autén- 
tico del  espíritu  y  del  propósito  de  todas  y  de  cada  una  de  las  dispo- 
siciones sancionadas. 

Considera  que  sería  difícil  probar  que  no  es  conveniente  que 
queden  escritos  esos  precedentes,  que  son  la  ilustración  de  los  Tra- 
tados mismos. 

El  Señor  Presidente  repite  que  siendo  tan  minuciosas  las  Actas,  no 
sería  necesario,  en  realidad,  llevar  Diario  de  Sesiones,  tanto  mas 
cuanto  que  todos  los  informes,  proyectos,  etc.,  están  incorporados  en 
aquellas. 

Por  lo  que  respecta  á  la  publicación  del  Diario  de  Sesiones,  dijo 
que  el  Honorable  Congreso  resolvería  lo  que  astimase  oportuno. 


El  Señor  Doctor  Saenz  Pefía  expresó :  que  excusaba  entrar  á  demos- 
trar la  conveniencia  del  Diario  de  Sesiones,  desde  que  el  Honorable 
Congreso  había  resuelto  que  se  llevara,  dando,  ademas,  á  un  Miem- 
bro de  cada  CJomision  el  encargo  de  revisar,  corregir,  etc.,  los  tra- 
bajos para  su  publicación. 

Hizo  también  presente  que  el  trabajo  al  cual  se  refiere,  debía 
efectuarse  antes  de  la  clausura  del  Congreso,  porque  después  de 
este  acto,  la  ausencia  de  los  Señores  Plenipotenciarios  dificultaría  ó 
tal  vez  imposibilitaría  su  terminación,  y  contm  lo  resuelto  no  habría 
Diario  de  Sesiones. 

SI  Señor  Doctor  Vaca-Guzmancrée  quedada  la  naturaleza  de  este 
asunto,  y  no  hallándose  presentes  varios  Señores  Plenipotenciarios, 
convendría  aplazar  su  resolución  hasta  la  próxima  Sesión.  Así  se  re- 
solvió, después  de  un  ligero  debate,  en  el  cual  tomaron  parte  el 
Señor  Presidente  y  los  Señores  Saeuz  Peña,  Chacaltana,  Prats,  Vaca- 
(juzman,  Ramirez  y  Caminos. 

Solevanta  la  Sesión, siendo  las  4.35 p.  m. 

Ild.  García  Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  Peña 

Sgo.  Vaca-Güzman 

Domingos  de  Ajndbade  Figüeiba 

B.  Prats 

José  Z.  Caminos 

Ces/beo  Chacjaltana 

M.  M.  Gal  VE/. 

Gonzalo  Ramibez 


ACTA  NÜM.  27. 


SESIÓN  DEL  23  DE  ENERO  DE  1889. 

Presidencia  del  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos. 

Estando  presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña  ; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana. 

Por  la  República  de  Bolivia . 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman. 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira. 
Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats. 

Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Sbñor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez. 

Por  la  República  Oriental  del  üfuguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 
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La  Sesión  se  abre  á  las  2.35  p.  m. 

Se  leyó,    aprobó  y  firmó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

El  Señor  Doctor  Ramirez  refiriéndose  á  la  discusión  habida  en  la 
Sesión  anterior  sóbrela  publicación  y  circulación  del  Diario  de  Sesio» 
nes  dijo:  que  podría  arribarse  á  una  solución  que  concilinse  las  dis- 
tintas opiniones  vertidas  por  los  Señores  Plenipotenciarios,  establecien- 
do que  fuese  el  Congreso  quien  se  encargase  de  ese  trabajo,  determi- 
nando á  la  vez  que  la  circulación  no  debía  hacerse  sino  un  mes 
después  de  clausuradas  sus  Sesiones. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  manifest<):que  como  no  estaban  pre- 
sentes todos  los  Señores  Plenipotenciarios  cuando  formuló  su  moción 
sobre  publicación  del  Diario  de  Sesiones,  se  creía  en  el  deber  de 
reproducirla.  Dijo:  que  había  pedido  á  nombre  del  Grobierno 
Ai^entino  el  consentimiento  del  Honorable  Congreso  para  hacer  la 
impresión  y  circulación  del  Diario  de  Sesiones.  Agregó:  que  después 
de  haber  meditado  sobre  este  punto,  pensaba  queá  su  moción  po- 
dría dársele  un  carácter  mas  amplio  y  general,  declarando  que 
todos  y  cada  uno  de  los  Gobiernos  aquí  representados  fuesen  los 
jueces  de  la  publicidad  y  de  la  reserva  de  los  actos  del  Congreso 
desde  el  momento  en  que  los  Tratados  se  suscribiesen,  estando 
por  consiguiente  autorizados  para  hacer  esa  impresión  y  darle  pu- 
blicidad. 

El  Señor  Doctor  Ramirez  hizo  presente  que  la  moción  del  Señor 
Doctor  Saenz  Peña,  tenía  á  su  juicio,  el  inconveniente  de  que  un 
Gobierno  publicásemos  Tratados  y  demás  trabajos  del  Congreso  antes  de 
que  los  demás  tuviesen  conocimiento  de  ellos,  razón  por  la  cual  acep- 
tó la  limitación  de  que  solo  i)ud¡era  hacerse  la  publicación  ordenada 
por  el  Congreso  ó  por  los  Gobiernos,  un  mes  después  de  clausuradas 
las  sesiones.  Por  otra  parte,  no  niega  á  los  Gobiernos  el  derecho  de 
hacer  tales  publicaciones,  pero  si  con  la  limitación  indicada  an- 
teriormente. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  dijo:  que  no  veía  el  inconveniente 
indicado  por  el  Señor  Doctor  Ramirez  desde  que  los  Tratados 
una  vez  firmados  se  enviaban  sin  demora  á  los  Gobiernos  sig- 
natarios. 

El  Señor  Doctor  Quintana  entiende  que  no  tiene  el  Honorable 
Congreso  facultades  para  fijar  el  tiempo  dentro  del  cual  los  Gobiernos 
pueden  publicar  los  Tratados  celebrados. 

Manifestó,  ademas,  que  corresponde  á  la  discreción  de  los  Gobier- 
nos hacer  esa  publicación  en  la  oportunidad  debida,  teniendo  para 
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ello  en  ciieota  las    consideraciones    que  se    merecen   los   Estados 
entre  sí. 

El  Señor  Prats  expresó:  que  no  le  parecía  correcto  la  publicación 
del  Diario  de  Sesiones  por  los  Gobiernos  aisladamente,  y  dentro  de  un 
tiempo  mas  ó  menos  largo  6  corto.  Concibe  sí,  tal  trabajo  acordado  por 
todos  los  Señores  Plenipotenciarios. 

No  comprende  porque  se  niega  al  Congreso  el  derecho  de  disponer 
la  publicación  del  Diario  de  Sesiones,  cuando  así  como  el  mismo  Con- 
greso decidió  guardar  secreto  sobre  sus  resoluciones,  pue<le  también 
disponer  la  publicidad  de  todos  sus  actos. 

Terminó  diciendo  que  podía  autorizarse  al  Señor  Presidente  para 
dictar  las  providencias  necesarias  á  íin  de  hacer  la  publicación  del 
Diario  de  Sesiones,  aún  cuando  no  considera  indispensable  esa  pu- 
blicación, dada  la  minuciosidad  de  las  Actas. 

Después  de  un  cambio  de  ideas  entre  los  Señores  Saeuz  Peña,  Ramí- 
rez, Quintana,  Chacaltana,  Gálvez,  Matta  y  Caminos,  se  resolvió  que 
los  originales  y  todos  los  documentos  relativos  al  Congreso  quedasen 
depositados  en  la  Cancillería  Oriental  y  á  disposición  de  los  Gobiernos 
Contratantes  para  (jue  estos  pudiesen  hacer  tomar  las  copias  que  cre- 
yesen convenientes. 

El  Señor  Doctor  Saenz  Peña  manifestó  la  conveniencia  de  intro- 
ducir una  pequeña  modificación  en  el  Reglamento  Interno,  res- 
pecto al  número  de  las  Naciones  (jue  deben  estar  representadas 
en  cada  Sesión,  para  que  el  Congreso  pueda  funcionar  y  adoptar 
resoluciones. 

Uno  de  los  artículos  del  referido  Reglamento,  establece  que  para 
que  eso  tenga  lugar,  es  necesario  que  estén  representados  todos 
los  Estados.  Entre  tanto,  agregó,  hay  dos  Naciones  que  han  enviado 
oada  una  de  ellas  un  solo  Plenipotenciario.  La  falta  de  alguno  de 
estos,  por  cualquier  causa,  p  idría  paralizar  por  completo  los  trabajos. 
Afín  de  evitar  los  inconvenientes  que  tal  situación  pudiera  presentar, 
hizo  moción  para  que  el  Congreso  funcionase  con  la  mayoría  de  las 
Naciones  en  él  representadas. 

Después  de  un  cambio  de  idciis  entre  el  Señor  Presidente  y  los  Seño- 
res Gálvez,  Chacaltana,  Quintana,  Prats,  Saenz  Peña,  Ramírez,  Figuei- 
ray  Mttta,  el  artículo  2."  del  Reglamento  quedó  moditícado  en  los 
siguientes  términos: 

Artículo  2* 

«  Habrá  Sesión,  y  podrá  tomarse  resolución  sobre  las  materias  de  que 
«  se  ocupa  el  Congreso,  siempre  que  se  hallen  represeat&d«.&  <5,>^^í!ifccs> 
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<  ó  mas  Naciones  por  alguno  de  sus  Plenipotenciarios.   Se  Iconsidem 

<  confio  resolución  del  Congreso,  la  adoptada  por  la  mayoría  de  las 
«  Naci'ínes  representados  en  la  Sesión.  Los  miembros  del  Congreso 
c  que  hubiesen  disentido  tendrán  el  derecho  de  hacer  constar  la  di- 
*  sidencia  en  el  acta  respectiva.  * 

El  Señor  Presidente  invitó  á  los  Señores  Plenipotenciarios  á  sus- 
cribir el  Tratado  de  Derecho  Penal  Internacional. 


DISCÜSIÜN  DEL  PROYECTO  DE  TIUTADO  DE  DERECHO  CIVI! , 

Inmediattimente  después  de  firmado  el  Tratado  de  la  referencia,  el 
Señor  Presidente  concedió  el  uso  de  la  palabra  al  Señor  Doctor 
Quintana,  Miembro  Informante  de  la  Comisión  de  Derecho  Civil  en 
mayoría,  el  cual  se  expresó  en  los  siguientes  términos: 

Señor  Presidente: 

La  Comisión  de  Derecho  Civil  ha  sido  la  menos  feliz  de  las  Co- 
misiones del  Congreso. 

El  Señor  Plenipotenciario  por  el  Brasil  tenía  un  puesto  reservado 
en  ella;  pero  no  ha  tomado  parte  en  sus  trabajos,  á  causa  de  la  de- 
mora de  su  incorporación.  Felizmente,  su  presencia  en  estas  se- 
siones le  permitirá  contribuir  al  examen  de  los  proyectos  pre- 
sentados. 

Los  miembros  restantes  de  la  Comisión  no  hemos  logrado  uni- 
formar nuestras  ideas.  Divididos  en  dos  fracciones,  la  mayoría 
redactó  su  proyecto  y  la  minoría  formuló  en  seguida  un  contra- 
proyecto. 

A  la  ilustración  del  Congreso  toca  resolver  la  divergencia  surgida, 
y  la  mayoría  de  la  Comisión  se  inclinará  respetuosanicnte  ante  sus 
decisiones,  persuadida,  como  lo  está,  de  que  se  han  de  inspirar  en 
los  principios  mas  elevados  de  la  viiencia,  consultando  al  mismo 
tiempo  las  supremas  necesidades  de  la  América. 

Hecha  esta  solemne  declaración,  entro  de  lleno  á  fundar  el  pro- 
yecto de  la  mayoría  de  la  Comisión,  en  cuyo  ncmibre  tengo  el 
honor  de  hablar. 

DE   LAS  PERSONAS. 

Las  personas  constituyen  el  primero  y  mas  importante  de  los  su- 
jetos del  Derecho  Civil  Internacional.  Ademas  de  la  capacidad  ge- 
neral de  las  personas  físicas  y  jurídicas,  el  título  se  ocupa  del  domicilio, 
ausencia,  matrimonio,  filiación,  patria  potestad,  tutela  y  cúratela.  En 
el  interés  de  la  mayor  claridad,  será  dividido  en  dos  partes,  una  de 
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las  cuales  se  ocupará  de  la  capacidad,  domicilio  y  ausencia  de  las  per- 
donas y  la  otra  versará  sobre  el  matrimonio,  filiaciim  y  demás  rela- 
ciones de  familia. 

PARTE  PRIMERA. 

Las  naciones  están  oblio:adas  á  proteger  á  todos  sus  habitantes 
en. el  ejercicio  de  sus  derechos  civiles.  Este  deber  internacional 
exige  que  el  estado  de  las  personas,  sus  relaciones  de  familia,  sus 
bienes,  derechos  y  obligaciones  sean  gobernados  por  reglas  confor- 
mes á  su  naturaleza  y  apropiadas  á  sus  fines.  El  nacional  como 
el  extninjero  deben  tener  en  todo  país  una  condición  legal  y  un 
régimen  determinado;  porque  sus  variadas  é  innumerables  rela- 
ciones jurídicas  no  pueden  quedar  abandonadas  al  acaso  ni  á 
la  arbitrariedad   sin   comprometer  la  seguridad    misma  del   Estado. 

Tres  sistemas  igualmente  absolutos  y  por  tinto  igualmente  exclusi- 
vos se  disputan,  en  el  terreno  del  Derecho  Internacional  Privado, 
el  gobierno  de  la  capacidad  general  de  contratar,  que  e-s  el  rasgo 
mas  saltante  de  la  personalidad  humana  en  la  vida  civil,  á  saber,  el 
de  la  ley  nacional  de  las  partes  contratantes,  el  de  la  ley  del  lugar 
de  la  celebración  del  acto  y  el  de  la  ley  del  domicilio  de  los  con- 
trayentes. 

El  sistema  de  la  ley  nacional,  desconocido  en  la  antigüedad  y  en  la 
edad  media,  es  sustentado  por  gran  número  de  autores  modernos,  entre 
los  cuales  se  cuentan  Bluntschli,  Weiss,  Despagnet,  Mancini,  Fiore, 
Martens,  Laurent,  Rivier,  Pacheco,  Pérez  Gomar  y  Calvo.  La  mayor 
parte  de  lus  ci^digos  europeos  y  algunos  americanos  lo  consignan, 
como  sucede  en  Francia,  Italia,  España,  Bélgica,  Venezuela  y  Brasil. 
El  Congreso  de  Lima  lo  insertó  también  entre  las  cláusulas  de  su  pro 
yecto  fie  Tn.tado  Civil. 

A  pesar  de  tan  imponente  masa  de  autoridades,  la  mayoría  de  la 
Comisión  no  ha  vacilado  un  solo  instante  para  repudiar  de  la  mane- 
ra mas  absoluta  el  sistema  de  la  nacionalidad,  como  que  carece  de 
tradición  histórica,  no  se  apoya  en  principios  genuinamente  jurídicos, 
levanta  un  obstáculo  parala  homogeneidad  en  el  presente  y  envuelve 
un  peligro  para  la  unidad  en  el  futuro  de  todos  los  pueblos  del  Conti- 
nente Americano. 

¿Que  tiene  de  común  el  bárbaro  conquistador  del  imperio  romano 
cor  el  pacífico  inmigrante  de  nuestra  época?  La  antigüedad  cono- 
cía las  guerras  de  conquista  que  arrebataban  la  soberanía  de  los  pue- 
blos vencidos:  datado  ayer  la  inmigración  individual,  que  busca  la 
hospitalidad  sometiéndose  sin  reservas  á  la  ley  del  país  que  frater- 
nalmente la  recibe  en  su  seno.  Factor  nuevo,  elemento  tranquilo  y 
laborioso,  no  pretende  imponer,  con  la  persona,  las  leyes  de  la 
patria,   que  fueron   impotentes  para  sacarlo  victorioso    ea  la.  \níAsw 


—  396  — 

batalla  de  la  vida  y  acata  voluntariamente  las  leyes  de  laütacion,  á 
cuyo  amparo  se  acoge  en  demanda  de  hogar  y  de  trabajo,  de  familia  y 
de  felicidad. 

Jurídico  en  la  superñcie,  político  en  el  fondo,  el  sistema  de  lu 
nacionalidad  confunde  á  sabiendas  dos  órdenes  do  ideas  v  de  reía- 
clones  tan  distintos  entre  sí,  que  son  en  realidad  diainetral mentó 
opuestos.  El  derecho  ]>olítico  no  es  el  civil  y  el  ejercicio  de  la 
ciudadanía  es  independiente  de  la  capacidad  de  contratar.  El  pri- 
mero solo  afecta  al  nacional;  mientras  que  el  segundo  tiene  por 
sujeto  al  hombre.  La  ciudndanía  determina  el  goce  de  funciones 
jiúblicas;  mientras  que  la  capacidad  gira  en  la  esfera  de  los  dere- 
chos privados. 

Las  naciones  americanas,  recibiendo  continuamente  millares  de 
inmigrantes  de  todas  las  nacionaüiiades  existentes,  perderían  mpida- 
mente  su  propia  cohesión,  si  la  capacidad  de  los  inmigrantes,  su  es- 
tado y  familia  hubieran  de  continuar  regidos  para  siempre  por  las 
de  la  leyes  patria  abandonada.  Su  unida<l  política,  expresión  elevado 
de  la  sobenuiía,  lo  tardaría  tam[)oco  en  resentirse  de  su  fulta  de  unidad 
legislativa  y  el  fraccionamiento  sería  con  el  tiempo  la  amenaza  ocns- 
tante  de  su  integridad.  Ahora  bien,  si  los  [)ueblos  pueden  jugar  su 
independencia  al  azar  de  las  batallas,  jamás  la  abdican  voluntaria- 
mente en  anís  de  nada  ni  de  nadie. 

Por  lo  demás,  la  nacionalidad  de  difícil  averiguación,  cambiable  á 
discreción  de  los  individuos,  expuesta  á  duplicarse  legalmente  y 
perdible  aún  contra  la  voluntad  de  los  interesados  en  conservarla, 
no  ofrece  ciertamente  base  áin[)lia  y  segura  para  asentar  sobre  ella 
el  principio  regulador  de  la  capacidad  [)ei*sonai,  como  enérgicamente 
lo  demuestran  Alcorta  y  Rarnirez,  como  Asser  lo  reconoce  evasiva- 
mente y  como  implícitamente  lo  declara  Bar,  atribuyéndole  la  ducti- 
lidad de  la  cera  y  la  elasticidad  de  la  goma. 

El  sistema  de  la  ley  (\q\  lugar  de  la  celebración  del  acto,  que 
comprende,  entre  sus  combinaciones,  el  de  la  residencia,  por  efíme- 
ra que  sea,  no  ha  logrado  alcanzar  los  honores  de  la  codiíicacion  y 
solo  puede  ostentar  en  su  apoyo  las  opiniones,  discordantes  en  los 
detalles,  de  un  escasísimo  núniero  de  autores,  de  los  cuales  nin- 
guno adhiere  francamente  al  principio  de  la  residencia  pura  y 
simple,  que  aparece  sustentíindo  por  la    minoría   de  la  Ccanision. 

La  primera  combinación  de  Wacchter,  fundada  sobre  uua  distin- 
ción injustiflcable  entre  la  capacidad  y  sus  efectos,  ha  sido  magis- 
tralmente  refutada  por  Savigny,  como  inconsecuente  y  arbitraria. 
La  segunda,  fusión  incoherente  de  la  nacionalidad  con  el  domicilio, 
aunque  propuesta  por  el  Instituto  de  Oxford,  ha  sido  unánimemente 
rechazada  sin  discusión.  La  tercera,  producto  híbrido  de  la  asocia- 
ción de  la  ley  personal  con  la   territorial,  se  resume  en  una  injus 
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tincada  divisiOD  de  la  capacidad  en  capacidad  de  hecho  j  de  derecho, 
cuya  invención  pertenece  é  Bar,  Freitas  y  Olivart. 

La  mera  residencia  es  circunstancia  demasiado  accidental,  secun- 
daria y  variable  para  confiarle  el  régimen  de  la  capacidad  de  las 
personas.  Hoy  aquí,  mañana  allá,  la  capacidad  de  contratar  surgi- 
ría iS  desaparecería  con  la  misina  facilidad  y  rapidez  con  que  el 
cambio  de  lugar  acarrease  un  cambio  de  legislación.  Mientras 
tanto,  si  hay  algo  en  realidad  indiscutible  es  que  la  capacidad  de 
las  personas,  debiendo  constituir  una  situación  normal  para  el  ejer- 
cicio de  la  vida  civil,  que  refluye  decisivamente  sobre  la  estabili- 
dad de  las  transacciones  y  la  seguridad  de  los  terceros,  no  puede 
quedará  la  merced  de  cambios  mas  ó  menos  bruscos  y  frecuentes 
del  lugar  de  la   simple  residencia. 

Partidarios  de  la  nacionalidad,  como  Bardy  Fiore — sostenedores  del 
domicilio  como  Savighy  y  Story — todos  reconocen  que  la  normalidad 
de  la  caj>acidad  «le  las  personas  es  un  principio  esencial  déla  materia, 
debiendí)  en  consecuencia  buscarse  uua  ley  cualquiera,  pero  ünica 
y  durable,  á  la  que  los  elementos  constitutivos  de  la  personali- 
dad hayan  de  quedar  plenamente  sometidos  para  la  generalidad 
de  las  relaciones  jurídicas,  cualquiera  que  sea  el  país  donde  la 
persona  resida. 

Esa  Ipy  no  puede  ni  debe  ser  la  de  la  residencia,  cuyo  carácter 
precario  la  priva  de  toda  fijeza  y  le  imprime  el  sello  de  una  va- 
riabilidad limitada.  No  es  en  el  lugar  de  la  residencia  que  se  concentran 
los  intereses  generales  de  la  persona.  No  es  allí  que  ella  obra  y 
negocia  de  ordinario,  ni  allí  donde  se  forman,  se  ligan  y  encade- 
nan sus  relaciones  con  los  demás.  Esencialmente  accidental  y 
transitoria,  sería  antijurídico  que  la  capacidad  de  las  personas  le 
quedara  sometida. 

El  sistema  de  la  ley  del  domicilio  es  defendido  entre  los  anti- 
guos por  D'Argentré,  Voet,  Rodemburgo,  Froland,  Hercion,  Bou- 
llenois  y  Pothier.  Entre  los  modernos,  lo  siguen  Merlin,  Deman- 
geat,  Borrillich^  Savigny,  Schafíuer,  Keller,  Burge,  Phillimore, 
Dicey,  Ha  US,  Rocco,  Story,  W  beatón,  Pinedo,  Alcoiia,  Ramí- 
rez, y  otros.  Está  ademas  consagrado  por  las  legislaciones  de 
Alemania,  Inglaterra,  Austria,  Estados-Unidos,  Paraguay  y  República 
Argentina. 

Cuando  una  persona  reside  en  algún  país  con  intención  de  per- 
manecer en  él  habitual  mente,  cuando  se  inéorpora  á  la  sociedad, 
toma  sus  costumbres  y  habla  su  idioma,  cuando  tal  vez  contrae  allí 
vínculos  estrechos  de  parentesco  y  asienta  el  hogar  de  su  familia, 
cuando  entra  en  relaciones  de  negocio,  dedicándose  normalmente 
á  la  industria,  al  comercio  ó  al  trabajo  y  fundando  allí  su  princi- 
pal establecimiento,  es  de  interés  general  que  las  leyes  de  ese.  ^^'^ífi» 
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rijan  su  e.<^tido  y  determioeo   su  capacidad  para  todos  los  actos  de 
la  vida  civil. 

La  ley  del  domicilio,  colocando  á  todos  los  habitantes  bajo  el 
imperio  de  una  regla  común,  robustece  la  cohesión  de  las  agru- 
paciones sociales,  facilita  el  desarrollo  de  los  negocios  al  amparo 
de  una  ley  igual  para  todos,  no  ofrece  el  peligro  de  hallarse  sin 
ley  ó  de  ti"opezar  con  una  doble  ley  aplicable  á  la  capacidad  in- 
dividual y  respeta  la  autonomía  de  las  personas  de  cuya  voluntad 
depende  la  elección  del  domicilio  adecuado  para  el  ejercicio  de 
sus  derechos  civiles. 

Mas  jurídico  que  la  nacionalidad  y  menos  variable  que  la  resi- 
dencia, el  sistema  del  domicilio  resiste  con  éxito  á  los  embates  de 
los  partidarios  de  los  otros  sistemas.  Su  carácter  eminentemente 
jurídico  previene  las  objeciones  sacadas  de  una  supuesta  confusión 
entre  el  origo  y  el  domicilium  délos  antiguos  tratadistas,  al  mismo 
tiempo  que  reviste  las  condiciones  pertinentes  de  una  doctrina  de 
derecho  privado.  Basado  sobre  la  permanencia  ordinaria  en  un 
lugar  preciso,  ella  le  imprime  un  sello  de  lijeza  relativa,  que  impi- 
de la  frecuencia  de  los  cambios  y  que  subsana  todos  sus  inconve* 
nientes,  manteniendo  la  capacidad  adquirida  en  el  domicilio  ante- 
rior y  ílesignando  la  residencia  como  domicilio  del  que  C4irezca  de 
otro  menos  instable. 

Ha  sido  en  virtud  de  estas  cfmsid^raciones  generales  que  la  ma 
yoría  de  la  Comisión  somete  la  ca[)ac¡dad  de  toda  clase  de  [)ersonas 
á  la  ley  de  su  domicilio,  sin  perjuicio  de  los  requisitos  exigidos  por 
las  leyes  del  país,  adonde  las  personas  jurídicas  pretendan  trasladar- 
se, cuando  (|uieran  ejercer  sus  operaciones  fuera  de  los  límites  de 
aquel  en  que  fueron  creadas,  porque,  siendo  de  existencia  puramen- 
te legal,  no  i)ueden  nacer,  conservarse  ó  negociar  si  no  dentro  del 
territorio  ácuya  soberanía  deben  su  existencia  jurídica. 

No  obstante  la  influencia  que  el  domicilio  tiene  sobre  las  diver- 
sas llamas  del  Derecho  Internacional  Privadf»,  la  mayoría  de  la  Co- 
misión no  ha  creído  del  caso  reglarlo  en  el  Tratado  de  Derecho  Ci- 
vil, ha  preferido  dejarlo  bajo  la  legislación  interna  de  cada  país  á 
que  en  realidad  corresponde  y  se  ha  limitado  por  lo  mismo  á  pre- 
venir todo  conflicto  posible  entre  las  leves  de  dos  ó  mas  Estados 
declarando  que,  en  caso  de  contradicción,  debe  prevalecer  la  ley  del 
lugar  de  la  residencia  para  la  determinación  de  las  condicionen 
constitutivas  del  domicilio  jurídico. 

Análoga  actitud  ha  asumido  con  relación  á  la  ausencia.  Muchos 
internaeionalistas  se  ocupan  de  ella  con  detención;  pero  la  mayoría 
de  la  Comisión  ha  pensado  que  esa  materia  es  niius  bien  del  dominio 
de  la  legislación  interna  de  cada  país.  Lo  único  indispensable  era 
determinar  la  jurisdicción  competente  para  la  declaración  de  au- 
sencia y  los  efectos  legales  que  la  pronunciada  en   uno  de  los   Esta- 
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dos  debiera  producir  en  el  territorio  de  los  demás.  De  lo  pri- 
mero se  ocupará  en  el  título  con*espondiente  á  la  jurisdicion. 
Respecto  de  lo  segundo,  ha  decidido  que  los  efectos  jurídicos  de  la 
ausencia  sobre  los  bienes  se  determine  por  la  ley  de  su  situación 
y  que  las  demás  relaciones  jurídicas  del  ausente  sigan  gobernán- 
dose  por  las  mismas  leyes  que  anteriormente  las  regían. 

Por  su  parte  el  artículo  4.*  del  proyecto  de  la  minoría  de  la  Co- 
misión ha  basado  la  capacidad  de  las  persoiias  en  la  ley  de  lugar 
de  su  residencia,  lo  que  marca  su  primer  disentimiento  fundamental 
ó  que  afecta  al  fondo  del  sistema  á  seguir  en  esta  materia.  Los  tres 
primeros  artículos  corresponden  propiamente  á  una  ley  de  ciuda- 
danía y  en  todo  caso  no  pertenecen  al  Tratado  Civil.  El  artículo  5.' 
está  en  contradicción  con  el  4.",  porque  somete  los  efectos  jurídicos 
de  la  capacidad  á  la  ley  del  lugar  déla  celebración  del  acto.  El  6.* 
es  una  derogación  del  principio  de  la  residencia  ó  de  la  celebración 
en  favor  de  las  leyes  nacionales. 

Los  artículos  T."*  y  8.**  deíinen  el  domicilio  á  los  efectos  del  Tratado 
y  atribuyen  á  los  incapacitados  el  domicilio  de  sus  representantes 
legales.  El  9.°  sujeta  todos  los  derechos  y  obligaciones  del  ausente 
á  la  ley  de  su  último  domicilio,  lo  que  importa  sustraerlos  á  las 
leyes  que  debieran  regirlos  según  su  propia  naturaleza  en  virtud 
de  un  hecho  que,  como  la  ausencia,  no  puede  surtir  efectos  retroac- 
tivos sobre  relaciones  jurídicas    preexistentes. 

Finalmente  el  proyecto  de  la  minoría  elimina  el  párrafo  de  las 
personas  jurídicas  y  la  mayoría  ignora  las  causas  á   que  la  supresión 

obedece.  Si  es  voluntaria,  no  es  justiGcada,  puesto  que  la  so* 
ciedad  anónima,  forma  típica  de  la  persona  jurídica  de  carócter 
privado,  tiene  en  la  actualidad  una  importancia  extraordinaria  y 
es  el  objetivo  de  muchos  libros,  leyes  y  tratados.  Si  es  involuntaria 
importa  un  vacío  que  la  prudencia  aconseja  llenar. 

PARTE    SEGUNDA. 

Hasta  íines  del  siglo  pjisado,  las  naciones  cristianas  y  católicas 
habían  reputado  el  matrimonio  como  un  verdadero  sacramento,  ex- 
clusivamente regido  por  las  leyes  canónicas,  sometido  á  la  jurisdicción 
de  la  iglesia  é  indisoluble  en  consecuencia  ciialquieca  que  fuese  la 
causa  alegada. 

El  espíritu  de  análisis,  que  distingue  á  nuestro  siglo,  no  ha  tardado 
en  separar  el  contrato  civil  de  la  institución  religiosa  pam  sujetarlo 
al  imperio  dehí  ley  laica,  entregarlo  á  los  tribunales  seglares  y  auto- 
rizar su  disolución,  en  determinados  casos,  aiin  contra  la  voluntad  de 
uno  ú  otro  de  los  contrayentes. 

Sin  embargo,  bajo  cualquier  aspecto  que  sea  considerado,  el  ma- 
trimonio es   siempre  la  única  base  digna  de  la  familia,  como  la  fa- 
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miliu  es  la  únir^i  base  sólida  de  la  sociedad,  lo  que  basta  para 
explicar  la  atención  solícita  que  el  legislador  le  ha  dispensado,  las 
garantías  especiales  de  que  ha  querido  rodearlo  y  la  estabilidad, 
por  lo  meaos  relativa,  que   nunca  ha  dejado  de  acordarle. 

La  naturaleza  íntima  del  mjitritnonio,  las  vinculacione-s  personales 
que  establece  y  las  consecuencias  trascendentales  que  produce  han 
inipulsado,  pues,  al  legislador  á  colocarlo  en  una  categoría  especial, 
facilitando  su  celebración,  aceptando  el  contraído  en  país  extranjero 
y  haciendo  de  ese  solemne  contrato  la  piedra  angular  de  todas  las 
relaciones  de  familia. 

Del  punto  de  vista  internacional,  la  primera  dificulüxd  que  el 
matrimonio  provoca  es  averiguar  si  la  capacidad  de  los  contrayentes 
ha  de  ser  regida  por  la  ley  que  la  gobierna  en  general  ó  lo  ha  de 
ser  por  una  ley  especial  en  atención  á  las  especial  (si  mas  relaciones 
de  derecho  que  él  engendra. 

Tino  de  los  sistemas  formulados  hace  regir  la  capacidad  para  ca- 
sarse por  la  mismf.  ley  que  rige  la  capacidad  de  contratar.  Este 
sistema,  sostenido  por  la  mayoría  de  los  escritores,  entre  ellos 
Foelix,  Demolombe,  Bar,  Zacharioe,  Phillimore,  Wharton,  Fiore, 
Esperson,  Brocher,  Freitas  y  otros,  ha  sido  también  aceptado  por  los 
códigos  de  Francia,  Italia,  Bélgica,  España,  Venezuela,  Méjico,  Brasil 
y  algunos  otros. 

Sus  razones  están  lejos  de  ser  convincentes.  El  matrimonio  afecta 
sin  duda  la  persona;  pero  la  afecta  de  una  manera  muy  diversa 
que  la  generalidad  <le  los  contratos,  así  por  su  naturaleza,  como 
por  sus  condiciones,  efectos  y  duración.  Hay  ademas  un  grande 
interés  público  en  estimular  y  |)r()])agnr  la  institución  matrimonial 
y  no  es  por  tunt^  de  extrañar  que,  con  ese  objeto,  la  capacidad  de 
los  contrayentes  salga  fuera  de  su  ley  general. 

Otro  sistema  ha  sido  formulado  por  Savigny  en  favor  de  la  ley  del 
domicilio  del  marido  al  tiempo  de  la  celebración  del  matrimonio; 
pero  nparte  de  que  su  doctrina  no  ha  sido  adoptada  por  ningún  otro 
jurisconsulto  y  no  ha  sido  incorporada  á  un  s(»lo  código,  adolece  del 
mismo  defecto  (]ue  la  anterior  de  asimilar  el  matrimonio  á  los  contra- 
tos ordinarios  de  la  vida  civil. 

El  último  sistema  es  el  que  sujeta  la  capacidad  de  los  contrayentes 
á  la  ley  del  lugar  de  su  celebración.  Esta  solución,  apoyada  por 
Meyer,  Kent,  Burge,  Story,  Halleck,  Lawrence,  Dudley-Field,  Bishop, 
Seymour,  Santword,  Parson,  Shelford,  Beauchet  y  Gallespie,  ha  sido 
adoptada  por  las  legislaciones  de  Inglaterra,  Estados  Unidos,  Chile, 
Paraguay,    Re[)ública  Argentina  y  República  Oriental  del  Uruguay. 

Aboga  en  favor  de  su  admisión  la  conveniencia  de  facilitar  la  ce- 
lebración del  matrimonio,  sobre  todo  en  pueblos  escasos  de  población 
y  favorecidos  por  la  inmigración  euro[)ea.  Siendo  siempre  cierto 
el  lugar  de  la  celebración  y  único  para  ambos  contrayentes,  se  llega 
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é  la  uniformidad,  que  tanto  allana  las  dificultades  internacionales  en 
materia  de  capacidad.  Tratándose  de  un  acto  que  requiere  multitud 
-de  formalidades  y  condiciones  y  en  que  la  voluntad  de  las  partes 
predomina  tanto  para  su  realización,  es  oportuno  buscar  el  acuerdo 
de  la  ley  y  de  la  voluntad  que  concurren  en  el  lugar  de  la  cele- 
brarion  del  matrimonio. 

Respecto  á  las  fc^rmas  mismas  del  uiatrimonio,  no  existe  cuestión 
alí(n na  fundamental;  pues  la  doctrina  y  la  legislación  están  de  pleno 
acuerdo  en  admitir  que  ellas  deben  ajustarse  á  la  ley  del  lugar 
donde  el  acto  se  celebra,  de  suerte  que,  por  esa  misma  ley,  deben 
<lec¡(l¡rse  todas  las  contestaciones  referentes  á  la  existencia  y  va- 
lidez del  matrimonio. 

Solución  tan  uniforme  y  ttin  autorizada  no  importa  una  desviación 
<le  los  principios  á  que  mas  adelante  se  sujetan  las  cuestiones  re- 
lativas á  la  forma,  existencia  y  validez  de  los  actos  jurídicos.  El 
matrimonio  se  supone,  siempre  consumado  en  el  mismo  lugar  en 
que  se  celebró  y  la  solución  propuesta  se  convieiie  así  en  una 
confirmación  de  la  regla  mencionada.  Aún  en  caso  contrario,  la 
desviación,  si  desviación  hubiese,  podría  ser  fácilmente  justificada 
por  los  mismos  fundamentos  aduci<]os  respecto  de  la  capacidad  de  los 
contraveutcs. 

Merced  á  esta  solución  quedan  virtualmente  eliminadas  todas 
las  cuestiones  que  los  autores  promueven  acerca  de  los  matrimonios 
autorizados  por  agentes  diplomáticos,  los  denominados  in  fraudem 
legis,  los  celebrados  sin  la  ceremonia  religiosa  prescripta  por  la  ley 
personal  de  los  cónyuges  y  los  ajustados  á  las  prescripciones  de  la 
ley  personal  en  contravención  á  la  del  lugar  de  la  celebración.  Los 
primeros  no  serán  válidos  j)or  falta  de  autorización,  como  lo  de- 
muestran Merlin,  Laurent,  Lawrence,  Olivi,  Brocher  y  Alcorta.  Los 
segundos  y  terceros  lo  serán,  porque  no  hay  fraude  desde  que  se 
obí-erva  una  forma  legal,  como  lo  ensefian  Story,  Kent,  Schaffner, 
Walker,  Fergusson,  Westlake,  Bar,  Fi^ld,  Bishop,  Olivi,  Halleck, 
Despagnet  y  Alcorta,  invocando,  entre  otros  fundamentos  una  de- 
<5ision  de  los  tribunales  de  Massachussets  y  las  prescripciones  de 
lo»^  Códigos  del  Paraguay  y  República  Argentina.  Los  últimos 
serán  nulos;  puesto  que  la  ley  del  matrimonio  debe  tener  la  uni- 
dad necesaria  pura  evitar  que  sii  validez  adolezca  de  intermi- 
tencias de  lugar  ó  de  tiempo,  couío  lo  sostienen  Merlin,  Story, 
Duguid,  Pie,  Verger,  Despagnet  y  Alcorta,  cuyas  o|.iniones  están 
<le  acuerdo  con  lo  resuelto  en  los  Códigos  del  Paraguay  y  República 
Argentina.  *^ 

Por  lo  que  hace  á  las  relaciones  personales  de  los  casados,  siendo 
las  lej^es  que  las  establecen  de  verdadero  orden  público,  en  razoo 
-de  los  motivos  de  interés  general  que  las  animan,  no  pueden  sei: 
regidas  por  otra  ley  que  la  del  domicilio  uxBfccVuwixvvaX^  ^<í>vcv^  Vn  ^^^^Sssc^ 
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también  aunque  no  se  tratase  de  leyes  de  orden  público,  en  virtud 
de  las  razones  expuestas  acerca  de  la  capacidad  de  las  personas 
en  general. 

Finalmente  todo  lo  que  atañe  á  lu  separación  temporal  de  los 
esposos  debe  ser  regido  por  la  ley  del  domicilio  conyugal  á  mérito 
de  las  mismas  razones;  mientras  que  la  disolución  del  vínculo 
matrimonial  solo  queda  sujeta  a  la  misma  ley,  bajo  la  explícita  cou- 
dicion  de  que  la  causal  alegada  para  la  disolución  sea  también 
autorizada  por  la  que  gobierna  la  validez  del  matrimonio,  es  decir 
la  ley  que  presidió  á  su  celebración. 

Definidas  las  leyes  que  rigen  el  matrimonio  bajo  todos  sus  tuspec- 
tos,  quedan  implícitamente  determinadas  las  que  deben  gobernar 
las  relaciones  de  familia  que  nacen  del  matrimonio,  como  la  filia- 
ción legítiuia,  la  legitimación  por  subsiguiente  matrimonio  y  la 
patria  potestad,  así  como  la  tutela  y  cúratela  destinadas  á  suplirla 
en  los  casos  cornispondientcs.  La  filiación  y  la  legitimación  se 
reglan  por  la  misma  ley  del  matriinonio:  las  relaciones  personaleí» 
entre  padres  é  hijí>s,  tutores  é  incapaces,  como  las  de  marido  y 
mujer,  por  la  ley  del  doinicilio  de  la  persona  (jue  ejercita  el  cargo: 
las  que  afecten  los  bienes  por  la  de  su  respectiva  situación,  sin 
perjuicio  de  que  la  ley  del  lugar  de  la  residencia  det<M-mine  las 
medidas  urgentes  indispensables  para  mantener  la  autoridad  del 
marido  sobre  la  mujer,  de  los  padres  sobre  los  hijos  y  de  los  guar- 
dadores sobre  sus  pupilos,  medidas  que  son  de  carácter  excepcional 
y  á  menudo  puramente  preventivas  ó  policiales. 

Es  muy  satisfactorio  para  la  mayoría  de  la  Comisión  hacer  cons- 
tar que  el  proyecto  de  la  minoría,  somete  igualmente  lu  validez 
del  matrimonio  á  la  ley  del  lugar  de  su  celebración,  lo  que  la  in- 
duce á  pensar  que  también  le  somete  todo  lo  relativo  á  la  caj)acidad 
de  los  contrayentes  y  á  las  formas  ilel  acto.  Siente  si  que  la  inte- 
gridad del  sistema,  haya  sido  mutilada  por  las  excepciones  intro- 
ducidas en  el  inciso  2."  artículo  10  y  en  el  artículo  11  en  favor  de 
la  ley  nacional  de  los  contrayentes;  porque,  aunque  tomadas  del 
Código  de  Chile,  las  reputa  infundadas  por  las  razones  ya  emitidas. 

Es  del  mismo  modo  penoso  para  la  mayoría  de  la  Comisión,  ob- 
servar, en  cumplimiento  de  sus  deberes  austeros,  que  el  proyecto 
de  la  minoría,  mutilando  el  de  la  mayoría,  no  determina  la  ley 
aplicable  a  las  relaciones  i)ersonales  de  los  esi)Osos  y  guarda  pro- 
fundo silencio  acerca  de  la  filiación,  la  patria  potestad,  la  tutela  y 
cúratela,  materias  que  son  incuestionablemente  del  resc»rte  de  un 
Tratado  Civil  Internacional  y  cuya  eliminación  no  puede  por  lo 
mismo  explicarse  satisfactoriamente. 
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DK    LOS   BIENES. 

Los  bienes,  que  constituyen  otro  de  los  sujetos  del  Derecho  Civil 
se  dividen  en  corporales  é  incorporales,  y  los  corporales  se  subdi- 
viden  en  raíces  y  muebles. 

Acerca  de  los  bienes  raíces,  la  doctrina  y  la  legislación  han  es- 
tado siempre  de  acuerdo  para  someterlos  al  imp^Tio  de  la  ley  del 
lugar  de  su  situación.  Profesado  este  sistema  por  los  autores  de 
todos  los  tiempos,  ha  sido  adoptado  por  los  códigos  de  todos  los 
países.  La  supremacía  de  la  ley  territorial  en  el  régimen  de  los 
inmuebles  parecía  así  un  axioma  consagrado  por  la  triple  autoridad 
de  la  tradición  histórica,  de  la  ciencia  jurídica  y  del  derecho 
positivo. 

Fiore  y  Laurent,  adeptos  fervientes  de  la  escuela  que  pretende 
peVsonalizar  toda  ley,  han  llevado  sin  embargo  su  fanatismo  doctri- 
nario hasta  sostener  que  los  bienes  raíces  deben  subordinarse  á  la 
ley  nacionnl  del  propietario  en  todas  aquellas  relaciones  de  orden 
privado,  que  no  rocen  directamente  los  intereses  políticos,  econótnicos 
ó  sociales  del  país  donde  se  hallen  ubicados. 

Hace  cercado  un  siglo  qne  Portalis,  invocando  la  soberanía  del 
Estado,  condensó  en  breves  y  elocuentes  palabras  el  fundamento  ca- 
pital de  la  preeminencia  de  la  ley  territorial  sobre  los  inmuebles, 
A  pesar  de  su  indisputable  talento,  Fiore  ha  sido  desautorizado  por  el 
Código  Civil  de  Italia,  que  sanciona  el  principio  universal.  Laurent, 
con  toda  su  erudición  y  toda  su  autoridad  no  ha  logrado  impo- 
nerse á  la  Comisión  Revisora  del  Código  Civil  Belga,  que  lo 
refuta  victoriosamente. 

Innovación  tan  gratuita  como  aventurada  ha  sucumbido,  sin  lucha 
y  sin  esfuerzo,  bajo  el  peso  de  su  propia  enormidad  y  apenas  se  con- 
cibe (|ue  haya  sido  formulada  j)or  inteligencias  tan  distinguidas; 
puesto  que  ataca  el  predominio  de  la  soberanía  local,  carece  de  toda 
precisión  científica  y  solo  ofrece  un  sistema  incompleto  de  soluciones 
para  las  dificultades  de  que  el  régimen  de  los  inmuebles  quedaría 
plagado,  si  hubiera  de  prescindirse  de  su  ley  natural,  que  es  la  del 
lugar  de  su  situación. 

Abarcando  la  soberanía  del  Estado  t)d)  el  territorio  sometido  á 
su  imperio  y  jurisdicción,  su  unidad,  integridad  é  indivisibilidad  exi- 
gen que  ella  retenga  el  régimen  universal  de  la  propiedad;  que  fije 
la  condición  jurídica  délas  cosas;  que  determine  las  quesean  enaje- 
nables; que  regle  los  derechos  del  propietario  y  del  poseedor:  en  una 
palabm  que  predomine,  con  exclusión  de  cualquiera  otra,  sobre  todo 
cuanto  se  refiera  á  los  derechos  reales  de  que  los  bienes  son  sus- 
ceptibles. 

Laurent,  que  es  el  que  mas  netamente  ha  formulado  la  nueva  dA<ir 
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trina,  recouoce  que  el  régimeu  de  los  ioipuebles  afecta  en  el  mas 
alto  grado  el  interés  social  de  la  nación  donde  están  ubicados.  Ahora 
bien,  siendo  un  principio  incontestable  que  la  ley  personal  debe  su- 
bordinarse á  la  territorial,  siempre  que  el  interés  social  resulte  com- 
prometido, su  doctrina  conduce  á  los  mismos  resultados  que  el  siste- 
ma tradicional  que  pretende  reemplazar  y  es  la  ley  de  la  situación 
de  los  inmuebles  la  que  se  aplica  en  definitiva,  merced  al  elemento 
del  interés  social,  cuyos  límites  no  es  dado  fijar  de  antemano  con  toda 
precisión  y  cuya  intervención  no  puede  menos  de  complicar  grave- 
mente las  cuestionen  de  suyo  graves  que  lleguen  á  suscitarse. 

Aún  dejando  de  lado  las  dificultades  inherentes  á  la  incertidani- 
bre  de  la  nacionalidad  y  su  lucha  tenaz  con  la  teoría  del  domicilio, 
también  personal,  el  nuevo  sistema  deja  insolubles  muchas  otnis  que 
surgen  á  cada  [)aso.  ¿Que  ley  se  aplicará  cuando  la  persona  del  pro- 
pietario sea  desconocida?  ¿Que  ley  debe  i)r¡uuir  sicMupre  que  se  trate 
de  una  cuestión  de  dominio  entre  personas  de  distintas  nacionalida- 
des? Si  la  cosa  p<*rteneciese  á  varias  personas,  nacionales  de  diversos 
países,  ¿la  ley  de  cual  de  ellas  sería  preferida? 

Lo  arbitrario  del  sistema  de  la  personalidad  de  las  leyes  regulado- 
ras de  los  inmuebles,  sus  deficiencias  é  impracticabilidad  surgen  en  el 
momento  mismo  en  que  se  trata  de  su  aplicación,  de  suerte  que  no 
sería  jurídico  ni  posible  abandonar  el  tradicional  sistema  de  la  ley 
territorial,  que,  basado  sobre  el  hecho  visible  de  la  situación,  resuelve 
seguní  y  uniformemente  toda>;  las  dificultades  que  pueden  presentarse 
en  las  relaciones  de  la  vida  diaria. 

Por  lo  que  hace  á  los  bienes  muebles,  la  doctrina  y  la  legislación 
no  han  sido  unánimos  ni  consistentes.  Los  viejos  estatiitarios  los  hacían 
depender  de  la  ley  personal  del  propietario  y  algunos  tratadistas  mo- 
dernos repiten  todavía  su  ])intoresco  adagio  movilia  osftibits  inhfvrent. 
Los  códigos  antiguos  adoj)taron  el  mismo  sistema  y  los  menos  recien- 
tas  lo  conservan  aún. 

Los  jurisconsultos  alemanes  Waechter  y  Savigny  han  sido  los  pri- 
meros en  rei)ud¡ar  la  distinción  entre  muebles  é  inmueble,s,  como 
incompatible  con  la  verdadera  naturaleza  <]e  las  cosas  é  inconsecuente 
con  el  principio  fun<]aineDtal  de  la  soberanía  del  Estado.  La  nueva 
doctrina  de  tan  emine.ites  jurisconsultos  ha  sido  prohijada  en  Europa 
por  Bar,  Marcadé,  Demolombe,  Fiore,  Lamonaco,  Phillimore,  West- 
lake,  Asser,  Rivier,  Laurent,  los  Revisadores  del  Código  Relga  y  otros 
muchos.  Wheaton,  Relio,  Sanojo,  Chacón,  Freitas,  Alcorta  y  Ramí- 
rez la  siguen  en  América.  El  mismo  Rard,  acérrimo  partidario  de  la 
doctrina  opuesta,  se  vé  forzado  á  declarar  que  si  los  muebles  e.stán,  en 
teoría,  sometidos  á  la  ley  del  domicilio,  el  principio  es  rara  vez 
aplicable,  de  hecho,  por  mzones  de  órdcL  público,  de  modo  que  la 
regla  resulta  prácticamente  la  excepción  y  que  los  muebles  son  casi 
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siempre  regidos  por  las  leyes  del   país  donde   están   materialmente 
situados. 

El  considerable  desenvolvimiento  de  la  importancia  de  los  bienes 
muebles  en  nuestros  dias  ha  llamado  la  atención  de  los  legisladores 
acerca  de  su  verdadera  naturaleza,  de  su  situación  efectiva  y  de  la  ley 
que  debe  en  consecuencia  regirlos.  Rechazando  la  tradicional  distin- 
ción que  los  sometía  á  un  régimen  diferente  del  de  los  inmuebles,  los 
Códigos  de  Baviera,  Colombia,  wSan  Salvador,  Chile,  Paraguay  y  Re- 
pública Argentina  sujetan  los  unos  y  los  otros  al  imperio  de  la  ley 
territorial.  Aún  el  Código  de  Italia,  monumento  legislativo  del  pre- 
dominio de  la  ley  personal,  después  de  imponerles  la  ley  nacional 
del  propietario,  no  ha  podido  abstenerse  de  dejar  á  salvo  las  disposi- 
ciones de  la  ley  del  país  donde  se  encuentren,  salvedad  tachada  por 
Asser  como  falta  de  rigor  jurídico  y  que  es  mas  bien  un  homenaje 
justamente  rendido  al  predominio  inevitable  de  la  ley  local. 

La  verdad,  nada  mas  que  la  verdad  se  necesita  para  demostnir  la 
justicia  de  la  asimilación  de  muebles  é  inmuebles  del  punto  de  vista 
de  la  ley  aplicable  á  los  unos  y  los  otros.  Pretender  que  los  mue- 
bles carecen  de  situación  es  sustituirla  ficción  á  la  realidad;  porque, 
de  hecho,  los  muebles  tienen  una  situación  efectiva  en  el  lugar  don- 
de se  encuentran.  Que  carezcan  de  situación  fija,  en  el  sentido  de  que 
pueden  ser  fácilmente  trasladados,  prueban  por  el  contmrio  que 
tienen  una  situación  real,  sin  la  cual  el  catnbio  de  lugar  resultaría 
absolutamente  inconcebible.  Que  no  estén  siempre  adheridos'  al 
suelo  nacifaial,  no  itnj)ide  tampoco  que  estén  dentro  del  territorio 
patrio  y  que  deban  en  consecuencia  regirse  pcu*  sus  leyes  al  mismo 
título  que  los  inmuebles. 

La  doctrina  tra<licional,  tan  opuesta  en  apariencia  á  la  unidad  de 
la  ley  reguladora  de  muebles  é  intnuebles,  es  en  el  fondo  el  testi- 
monio mas  concluyente  que  [)udicra  aducirse  contra  la  separación 
establecida  por  ella  misma.  Para  demostrar  (jue  los  muebles  de- 
bían regirse  por  la  ley  personal  de  su  pro[)ietario,  les  atribuía  una 
situación  ficticia  en  el  lugar  donde  él  se  hallaba  donúciliado.  Esta 
ficción,  que  ligaba  los  muebles  al  lugar  de  su  supuesta  situación, 
tenía  precisamente  por  objeto  escapar  al  reproche  de  inconsecuencia 
en  la  determinación  de  la  ley  aplicable  y  permite  deducir  con  se- 
guridad que,  si  la  ley  del  domicilio  los  regía,  no  erd  en  el  carácter 
de  ley  perscmal  del  propietario,  sino  de  ley  real  impuesta  por  la  si- 
tuación de  la  cosa  misma. 

Algunos  de  los  autores  y  códigos  invocados  en  favor  de  la  asimi- 
'ación  de  los  muebles  á  los  raíces,  del  punto  de  vista  de  la  ley  por 
la  cual  deben  regirse,  exceptúan  los  muebles  en  tránsito  y  los 
de  uso  personal  del  propietario  para  simeterlos  ala  ley  de  su  domi- 
cilio; pero  esta  desviación  del  principio  general  de  la  situación  en- 
vuelve  una  positiva  inconsecuencia,    enérg\e«ttc\^ti\*^  T^v*\\\ní\^'5v  >^^"t 
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Laurent  y  la  ComisiOD  Examinadora  del  CJódigo  Civil  Belga,  así  como 
])or  lc»s  Códigos  de  Bavieray  de  Chile,  que  son  completamente  ra- 
dicalivs  sobre  la  materia. 

De  la  circunstancia  de  qne  algunos  bienes  muebles  estén  destina- 
dos á  cambiar  de  situación  mas  á  menudo  que  otros,  como  el  equi- 
pnjc  de  un  viajero  y  las  mercaderías  en  tránsito,  no  se  sigue  que 
s(-ti  lógico  abandonar  el  principio  que  reposa  sobre  la  situación  de 
licrho  de  los  objetos  de  que  se  trata.  La  facilidad  y  frecuencia  con 
que  ellos  mudan  de  lugar  causará  tal  vez  una  gran  dificultad  de 
hecho  j>ara  la  determinación  áo  la  ley  aplicable  al  caso  e.special 
que  la  motiva;  mas  no  implica  la  necesidad,  ni  la  conveniencia,  ni 
In  justicia  de  aban<lonar  el  principio  verdadero  para  sustituirlo  yjor 
otro  ficticio.  Mas  6  menos  acciíiental  y  pasajera,  tales  objetos  ten- 
drán siempre  una  situación  y  ella  es  el  antecedente  de  hecho  que 
justifícala  aplicación  del  derecho  territorial. 

E\\  lo  qne  concierne  á  los  muebles  especialmente  destinados  al 
servicio  de  la  persona,  sería  poc»)  jurídico  y  equitativo  sustraerlos  á 
la  ley  del  país  donde  se  encuentran  y  despojar  á  ios  acreedores  de 
las  garantías  que  la  ley  territorial  les  acuerdn.  Si  se  trata  de  mer- 
caderías en  tránsito,  rnra  vez  serán  materia  de  derechos  reales  y 
difícilmente  podrán  ser  deteni<]as  por  los  acreedores  locales;  pero  no 
existe  razón  alguna  jurídica  [mra  eximirlas  de  la  ley  del  lugar  por 
donde  pasan,  mientras  se  encuentren  en  él.  Por  breve  y  precaria 
que  se  suponga  su  estadía  en  el  territorio,  es  la  ley  de  ese  territorio 
la  que  impera  sobre  ellos,  siempre  que  se  trate  del  ejercicio  de 
cualquier  derecho  real. 

De  acuerdo  con  las  prece<lentcs  consideniciones,  la  mayoría  de  la 
Comisión  ha  reílactado  el  título  de  los  Bienes  proscribiendo  toda 
distinción  entre  muéblese  inmuebles,  sujetándolos  sin  excepción  4 
la  ley  del  lugar  (ion<le  existan,  fijando  la  ubicación  de  1  s  buques 
y  sus  cargamentos  en  aguas  no  jurisdiccionales,  situando  los  dere- 
chos creditorios  en  el  lugjir  en  qne  la  obligación  debe  ser  cumplida, 
poniéndolos  derechos  adquiridos  sobre  muebbs  á  cubierto  de  un 
cambio  j)osterior  de  situación  y  previendo  el  caso  en  que  la  ley  del 
nuevo  lugar  exija  otras  condiciones  de  ft)rma  ó  de  fondo  para  la  ad- 
quisición y  conservación  de  tales  derechos. 

La  mayoría  ha  observado  con  profunda  satisfacción  que  la  minoría 
asimila  también  los  bienes  muebles  á  los  ra'ces,  los  sujeta  sin  ex- 
cepción al  imperio  de  la  ley  territorial  y  asigna  idéntica  ubicación 
á  los  buques,  cargamentos  y  derechos  creditorios,  de  suerte  que,  tan- 
to por  uno  como  por  otro  título,  la  calidad  de  las  cosas,  su  enajena- 
bilidad,  la  adquisición,  conservación  y  extinción  de  todo  derecho  real 
por  su  naturaleza  es  gobernada  por  la  ley  local. 

Toda  su  disidencia  sobre  esta  im[)ortante  materia,  se  reduce  é 
i/ítrod ucir  una  salvedad  en  favor  de  la  validez  de  los  contratos  cele- 
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brados  en  países  distintos  del  de  la  situación  de  los  bienes  y  á  supri- 
mir las  reglas  propuestas  para  el  caso  de  cualquier  cambio  en  la  situa- 
ción de  los  muebles.  La  salvedad,  sacada  del  Código  de  Chile,  es 
ajena  á  este  título  '-jue  se  concreta  al  régimen  délos  bienes  y  pro- 
piamente corresponde  al  título  délos  Actos  Jurídicos.  La  supresión 
envuelve  una  omisión  tanto  menos  justificada  cuanto  que  los  artículos 
19  y  21  de  sn  contra-proyecto  preven  el  caso  respecto  de  la  prescrip- 
ción. Pero  í-ea  de  esto  lo  que  fuere,  la  verdad  es  que  la  minoría  ha 
reproducido  la  parte  fundamental  del  título  de  la  mayoría  y  que  las 
disidencias   apuntadas  salen  de  los  límites  de  la  discusión   general. 

DE  LOS  ACTOS  JURÍDICOS. 

Los  actos  jurídicos,  considerados  en  sí  mismos  y  con  abstracción 
de  las  personas,  constituyen  el  tercer  sujeto  del  derecho. 

Siendo  el  vasto  campo  donde  la  vida  civil  se  desarrolla  activa- 
mente, era  de  esperar  que  la  ciencia  les  hubiera  trazado  de  tiempo 
atrás  reglas  fijas,  claras  y  precisas,  que,  comunmente  aceptadas,  sir- 
viesen de  guia  á  los  contrayentes,  cerrasen  la  puerta  á  las  acechan- 
zas lie  la  mala  fe  y  evitasen  las  contestaciones  judiciales,  que  tan- 
to perjudican  á  la  seguridad  de  las  transacciones  y  que  tan  alarman- 
tes proporciones  han  tomado  en  nuestros  dias. 

Nada,  por  desgracia,  está  mas  distante  de  la  realidad.  La  diver- 
sidad de  ios  sistemas  y  la  disconformidad  de  las  opiniones,  ejer- 
ciendo su  influencia  deletérea  sobre  la  doctrina  y  la  legislación,  han 
oscurecido  la  materia  y  plagádolade  dificultades  insuperables,  no  para 
el  común  délas  gentes,  sino  aún  para  los  hombres  encanecidos  en 
el  estudio  de  la  ciencia.  Parecerá,  pues,  quimérico  y  hasta  preten- 
cioso buscar  siquiera  un  rayo  de  luz  para  proyectarlo  sobre  este  ver- 
dadero caos;  pero  intentarlo  es  un  deber  y  los  deberes  no  se  dis- 
cuten. 

Desde  los  tiempos  mas  remotos,  la  libertad  de  las  partes  es  el 
principio  que  domina  soberanamente  la  materia  de  los  actos  jurídi- 
cos. La  voluntíid  individual  es  la  primera  regla  de  las  convencio- 
nes humanas  y  por  eso  se  repite  siempre  que  las  convenciones  le- 
galmente  celebradas  son  la  ley  de  lo  contrayentes.  No  es  necesario 
que  ellos  determinen  las  cláusulas  todas  de  su  contrato:  les  basta 
referirse  á  una  ley  cualquiera  para  que  se  la  repute  incorporada  á 
la  convención.  Tan  amplia  autonomía  no  reconoce  otras  limitacio- 
nes que  las  que  derivan  de  la  organización  política,  del  orden  pú- 
blico ó  de  las  buenas  costumbres  del  país  cuyas  leyes  hayan  de  re- 
gir la  relación  jurídica  que  se  procure  contraer. 

Cuando  las  partes,  renunciando  á  su  libertad  de  acción,  no  hayan 
fijado  expresa  ni  tácitamente  la  ley  á  que  desean  someter  sus  esti- 
pulaciones, entonces  la  autoridad  debe  intervenir,   á  título  de  soh^- 


rana^  para  designar  esa  ley  y  desde  este  momento  aparecen  la  conñi' 
sion  de  las  ideas,  la  contradicción  de  los  sistemas,  la  disconformidad 
de  las  doctrinas  y  la  oposición  de  las  decisiones  legislativas  6  judi* 
ciales    llamadas  á  resolver  el  conflicto. 

Apreciando  en  conjunto  los  autores  y  los  códigos,  puede  afirmarse, 
sin  temor  de  contradicción,  que  ellos  distinguen  en  las  obligaciones 
convencionales  las  formas  externas,  su  sustancia  intrínseca,  sus  efec- 
tos ordinarios,  sus  consecuencias  accidentalts  y  por  fin  su  corraspon- 
diente  ejecución,  comprendiendo  dentro  de  estas  denominaciones,  re- 
lativamente generales  todos  los  numerosos  elementos  que  atañen  á 
la  celebración,  validez  y  cumplimiento  de  dichas  obligaciones. 

Por  lo  que  hace  á  las  formas  externas,  la  opinión  corriente  entre 
escritores  y  codificadores  las  hace  depender  de  la  ley  del  lugar  don- 
de el  acto  se  celebró.  Regla  al  parecer  tan  sencilla  y  tan  justa,  no 
deja  sin  embargo  de  suscitar  serias  dificultades  en  su  aplicación. 
¿Donde  se  entiende  celebrado  el  contrato,  sobre  todo  entre  ausentes 
por  medio  de  correspondencia  ó  do  mandatarios?  ¿Comprende  los 
contratos  sobre  bienes  situados  en  distinto  país,  sea  que  sus  leyes 
exijan  ó  no  formas  especiales  para  reconocerlo  y  respetarlo?  Si  la 
obligación  hade  ser  ejecutada  eu  otro  lugar  ¿podi-á  ser  regida  por 
distinta  ley  que  la  suya?  Fa^lix,  que  ha  sido  el  mas  ardiente  pro- 
pagandista de  la  regla  y  que  en  su  apoyo  invoca  cerca  de  cuarenta 
autores  se  vé  forzado  á  introducir  distinciones  y  admitir  excepcio- 
nes, que,  por  lo  menos,  limitan  engrande  escala  su  aplicación. 

Respecto  á  la  sustancia  intrínseca,  Fcelix  y  Fittnian  sostienen 
que  la  ley  del  lugar  de  la  celebración  cora|)reDde  taml)icn  la  per- 
fección, naturaleza,  validez  é  inteligencia  déla  couvencion  así  como 
las  acciones  rescisorias,  resohitorins  ó  revocatorias  que  procedan  de 
ella  misma.  Laurent  y  Despagnct  someten  el  objeto  del  conti-ato 
al  imperio  de  la  ley  del  lugar  de  la  (telebraciou  y  sus  vicios  sustan- 
ciales á  la  ley  nacional  de  las  partes.  Freitas  adhiere  á  la  ley  del 
lugar  de  lacelebnicion  en  cuanto  al  objeto  del  acto  y  reserva  los  vicios 
sustanciales  parala  ley  del  lugar  del  jiiicio.Mcrlin,  De  mangeat,  Rocco, 
Fiore,  Casanova,  Olivart  y  otros  sujetan  el  objeto  y  todos  los  vicios 
de  que  la  convención  pudiera  adolecer  á  la  ley  del  lugar  de  la  cele- 
bración. No  obstante  la  profunda  ananjuía  de  sus  opiniones,  todos 
ó  casi  todos  están  de  acuerdo  en  dejar  fuera  del  dominio  de  la  ley 
del  lugar  de  la  celebración  varias  exco{>c iones,  entre  las  cuales  so- 
bresalen, eu  primer  término,  todos  los  contratos  á  ejecutar  en  otro 
país  por  la  naturaleza  de  las  cosas,  la  voluntad  de  las  partes  ó  la 
disposición  de  las  leyes. 

En  cuanto  á  los  efectos  ordinarios,  Merlin,  Fcelix,  Rocco,  Weiss, 
Haus,  Esperson,  Lomonaco,  Massé,  Hard  y  otros  los  distinguen  de  las 
consecuencias  accidentales  para  regir  los  efectos  por  la  ley  del  lugar 
de  la  celebración  y  las  circunstancias  por  la  del  lugar  de  la  ejecución 
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Ó  de  los  hechos,  según  los  casos  respectivos;  mientras  que  Bar,  Fiore, 
Asser,  Laurent  y  otros  rechazan  toda  distinción  entre  efectos  y  con- 
secuencias para  someterlos  á  la  ley  del  lugar  del  domicilio  del  deu- 
dor, á  la  del  lugar  de  la  ejecución  del  contrato  ó  á  la  del  lugar  de 
su  celebración,  de  acuerdo  con  sus  respectivos  principios  fundamen- 
tales en  materia  de  obligaciones. 
Finalmente,  acerca  del  cumplimiento  del  contrato,  todos   están    de 

acuerdo  en  ajustarlo  ala  ley  del  lugar  de  antemano  designado  para 
su  ejecución,  ya  sea  por  la  situación  do  la  cosa  objeto  de  la  obliga- 
ción, ya  por  mandato  del  legislador,  ya  por  elección  de  los  contra- 
yentes, con  las  restricciones  de  órdeii,  aún  cuando  no  lo  estén  pre- 
cisamente acerca  de  lo  que  la  ejecución  debe  comprender,  como  re 
sultii  de  la  confrontación  de  los  autores  mencionados  y  demás  que  se 
ocupan  del  punto  en  cuestión. 

No  obstante  lo  somero  de  la  precedente  exposición,  ella  basta 
para  poner  de  manifiesto  que  toda  la  ciencia  délos  tratadistas,  sus 
libros  y  discusiones  no  haii  logrado  arribar  á  conclusiones  netas  y 
precisas,  que  se  impongan  al  común  consenso,  para  la  resolución  de 
la  innumerable  diversidad  de  cuestiones  que  se  agitan  con  motivo  de 
las  obligaciones  convencionales,  tipo  el  mas  frecuente  y  trascenden- 
tal de  los  actos  jurídicos,  de  manera  que  esta  importantísima  mate- 
ria del  Derecho  constituye  en  la  actualidad  un  laberinto,  cuyas  diü- 
cultades  se  agravan  en  razón  directa  de  las  nuevas  disidencias  que 
aparecen. 

En  presencia  de  semejante  situación,  todo  espíritu  recto  y  lógi- 
co es  insensiblemente  conducido  á  preguntarse  si  no  será  lícito 
prescindir  de  todos  estos  sistemas  oscuros,  hostiles  y  contradictorios 
para  buscar  la  solución  del  problema  en  la  adopción  de  otro 
sistema  mas  simple,  mas  racional  y  mas  científico,  que,  sometiendo  á 
las  relaciones  jurídicas  á  una  sola  ley^  despeje  la  materia  de  to- 
das  las   dificultades  que  la  rodean,    la  oscurecen  y  la  dominan. 

La  afirmativa  sería  una  temeridad  imperdonable  si  ella  no  pu- 
diera apoyarse  en  la  doctrina  de  eminentes  jurisconsultos  é  invo- 
car la  autoridad  de  códigos  respetables.  El  nudo  gordiano  se  desata 
proscribiendo  la  funesta  influencia  de  la  ley  del  lugar  de  la  ce- 
lebración para  sujetarse  exclusivamente  á  la  ley  del  lugar  de  la 
ejecución  de  las  convenciones.  Tal  es,  en  esencia,  el  sistema  bos- 
quejado por  Waechter,  desarrollado  por  Savigny,  apoyado  por 
Phillimore,  ampliado  por  Ramirez  y  que  propiamente  arranca  del 
Derecho  Romano,  esa  fuente  inagotable  de  equidad,  de  justicia  y 
de  ciencia.  Tal  es  sobre  todo,  por  aventurado  que  parezca  decirlo, 
el  sistema  que  fatalmente  fluye  de  las  opiniones  y  decisiones  de 
los  mismos  autores  y  códigos  que  mas  ostensiblemente  lo  con- 
tradicen. 

Aún  cuando   la  regla  locus  regit   actum  goce   de    incuestiouahl^ 
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autoridad  desde  el  tiempo  de  los  grandes  estatutarios,  haya  atra- 
vesado iDCóluiiie  las  vicisitudes  científícas  de  los  últimos  tiempos  y 
haya  llegado  hasta  nosotros  rodeada  de  una  aureola  que  todavía 
deslumbi-a  á  eí'píritus  selectos,  la  verdad  es  que  nadie  conoce  con 
exactitud  su  verdadero  origen,  ni  la  época  en  que  apareció,  ni  la 
órbita  precisa  de    su   acción. 

Ilúse  pretendido  derivarla  del  Derecho  Romano;  pero  esa  pre- 
tensión se  estrella  contra  el  texto  expreso  de  la  ley  21  del  Dijesto 
titulo  De  obligationihus  et  uctiouibus.  Bartolo  ha  sido  indicado 
como  su  vordadero  autor;  pero,  simple  glosador  de  las  leyes  ro- 
manas, no  podía  revelarse  contra  su  autoridad  paní  cambiar  su 
letra  ni  torcer  su  espíritu.  Háse  atribuido  por  último  a  los  esta- 
tutarios; pero,  si  bien  su  notoriedad  data  de  la  Edad  Media,  ninguno  de 
ellos  se  proclama  six  autor  y  muchos  de  los  mas  famoso^  des- 
conocen su  imperio. 

Restringida  por  algunos  autores  modernos  á  la  forma  inicial  de 
los  contratos,  extendida  por  otros  a  todo  lo  que  se  refiere  á  su 
naturaleza,  validez  ó  alcance  y  ampliada  por  no  pocos  hasta  en- 
tregarle los  vicios  sustanciales  de  que  pudieran  adolecer,  ninguno 
ha  osado  someterle  nada  de  cuanto  se  rcíiere  á  su  ejecución,  que 
es  precisamente  el  objetivo  liual  de  todo  contrato,  como  que 
comprende  todas  las  prestaciones  recíprocas  de  las  partes  acerca 
de  la  entrega  y  recepción  de  la  cosa,  modo  del  pago  y  moneda 
en  que  debe  verificarse,  ofertas  reales  y  cousiguaci<.)ii  del  precio, 
obligación  de  dar  recibo  y  mora  del  deudor,  intereses  moratorios 
y  danos  y  peijuicios  de  la  inejecución,  así  como  todos  los  inci- 
dentes que   pudieran  suscitarse  a  su  respecto. 

Trátase  de  una  regla  tan  incierta,  tan  vaga  y  tan  controver- 
tible, que  sus  propios  defensores  no  han  logrado  ponerse  de  acuer- 
do sobre  su  carácter  para  decidir  si  es  facultativa  ú  obligatoria.  A 
la  vez  que  Waechter,  Savigny,  Rocco,  F<elix,  Massé,  Phillimore, 
Wheaton,  Bard,  Despagnet,  Olivart  y  Pimenta  Bueno,  sostienen 
que  es  puramente  facultativa,  Merlin,  Westlake,  Story,  Napolitani, 
Asser  y  Laurent  la  declaran  rigurosamente  obligatoria  y  Massé, 
Vaquette,  Mancini,  Fiore  y  Lomonaco,  aceptando  su  carácter  im- 
perativo, hacen  una  excepción  en  favor  de  la  ley  nacional  de 
los  contrayentes.  ¿Que  regla  es  esta  que  tales  cuestiones  suscita, 
que  á  tan  fundamentales  disentimientos  se  presta  y  cuyo  único 
resultado  es  colocar  la  ciencia  en  la  i)endieute  fatal  de  la  confu- 
sión,  de  la   incertidumbre  y  déla  anarquía? 

Por   otra  parte,  las  razones    aducidas  en  defensa    de   la  regla  no 
resisten    al    mas  ligero   examen,  su  completa  insuficiencia  para   di 
rimir    los   conflictos   de    la  materia  es   confesada    por  sus   propios 
defensores  y   su  absoluto  rechazo  se  impone  como  un  deber  inelu- 
dible de    la  ciencia,  que  no  puede   sacrificar  la  severidad   de  sus 
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principios,  la  exactitud  de  sus  deducciones  y  la  estabilidad  de  las 
convenciones  humanas  en  aras  de  sentencias  anónimos  sin  mas  ti' 
tulo  que   el   tiempo,    ni  mas  fundamento  que  la    rutina. 

Del  mismo  modo  que  las  personas  que  tienen  bienes  situados  en 
distintas  partes  están  obligadas  á  conocer  las  leyes  que  los  rigen  en 
cada  nación,  también  lo  están  á  conocer  las  leyes  del  país  donde 
han  de  ejercitar  los  derechos  ó  cumplir  las  obligaciones  proce- 
dente<?  de  sus  contratos,  cualquiera  que  sea  el  lugar  de  su  ce- 
lebración. Esta  obligación  no  compromete  la  subsistencia  de  los 
actos  celebrados  de  buena  fe,  siempre  que  sean  ajustados  á  su  ley, 
va  porque  los  actos  jurídic()s,  ademas  de  sinceros,  deben  ser  lega- 
les, ya  porque  no  se  tmta  de  repudiar  toda  ley  sino  de  deter- 
minar la  que  haya  de  gobernar  la  relación  jurídica  del  caso.  La 
necesidad  de  conocer  la  ley  del  lugar  de  la  ejecución  de  los  con- 
tratos es  inevitable,  aún  cuando  la  forma  y  sustancia  sean  regidas 
por  la  ley  del  lugar  de  su  celebración,  de  suerte  que  conservan- 
do, aunque  no  vsea  mas  que  las  dos  leyes  de  la  celebración  y  de 
la  ejecución,  la  dificultad,  lejos  de  simplificarse,  se  agrava,  porque 
se  duplica. 

Cuando  dos  personas  contratan  sobre  cosas  situadas  en  un  lugar 
y  se  comprometen  á  llenar  sus  obligaciones  en  el  mismo  lugari 
el  caso  cae  bajo  el  imperio  de  la  ley  interna  del  país,  bajo  cual- 
quier aspecto  que  se  le  encare,  desde  que  ninguna  otra  ley  puede 
disputarle  el  gobierno  de  la  relación  jurídica  así  formada.  Cuando 
el  contrato  versa  sobre  cosas  situadas  en  otro  lugar  ó  debe  cum- 
plirse en  distinto  lugar  de  aquel  en  que  fué  celebrado,  recien 
surge  el  caso  de  Derecho  Internacional  Privado;  porque  entonces 
dos  ó  mas  leye^  pueden  disputarse  el  predominio  de  la  relación. 
Y  bien,  la  insuficiencia  de  la  regla  analizada  aparece  simultánea- 
mente con  el  caso;  puesto  que,  así  Fcelix  como  Cocceji,  Story, 
Burge,  Haus,  Weiss,  Bard,  Asser,  Laurent  y  demás  declamn  que  el  ca- 
so se  rige  entonces  por  la  ley  del  lugar  de  la  ejecución.  Quiere  decir 
que  el  lugar  de  la  ejecución  es  el  que  realmente  predomina  y  el 
único  por  tanto  en  aptitud  de  determinar  la  ley  aplicable  á  la  rela- 
ción jurídica  de  su  referencia. 

Tan  grande  es  el  imperio  de  la  lógica,  aún  sobre  los  espíritus  mas 
preocupados,  que  Brocher  no  ha  podido  menos  de  decir  ingenua- 
mente que  la  regla  lom^  regit  actum  suscita  graves  dificultades  del 
doble  punto  de  vista  de  la  prueba  y  de  la  garantía  de  las  obligacio- 
nes; que  Savigny  y  Haus  confiesan  paladinamente  que  en  ciertos 
<íasos  importa  una  verdadera  derogación  de  las  leyes  destinadas  á 
regir  los  actos  jurídicos  y  que  Foelix  admite  la  posibilidad  de  que 
la  opinicn  de  Eichhorn  en  favor  de  la  ley  del  domicilio,  sea  mas 
-conforme  al  derecho  estricto.  La  verdad  de  las  cosas,  la  lógica  de 
los  principios  y  la  seguridad  de  los  aotos  jurídicos  eKl^<?Avvk5^  ^y^xisé^- 
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guíente  que  la  regla  locus  regit  acfutn  sea  proscriptu,  7  proscripto 
para  siempre,  del  Derecho  Internacional  Privado.  Esta  ciencia  tiene 
también  sus  armas  defensivas  contra  las  nociones  perturbadoras  y 
jamas  las  empleará  mas  justa  y  ventajosamente  que  eliminando  dicha 
regla  como  principio  general  en  materia  de  actos  jurídicos. 

Pero  si  es  lícito  repudiar  un  sistema,  es  indispensable  reemplazarlo 
con  otro  que  responda  mejor  á  todas  las  exigencias  que  eítá  llamado 
á  satisfacer.  Ese  sistema  no  es  necesario  inventarlo;  porque  ya  existe 
claramente  formulado  y  victoriosamente  defendido.  Es  el  nuevo 
sistema,  hace  un  momento  indicado,  de  la  ley  del  lugar  de  la  ejecu- 
ción de  las  convenciones  para  regirlas  abrazando  formas,  sustancias, 
efectos,  cumplimiento  y  denuis  que  les  concierne  desde  que  nacen 
hasta  que  mueren.  El  eistema  se  completa  con  la  designación  del 
lugar  en  que  las  convenciones  deben  cumplirse,  siempre  que  las 
partes  no  la  hagan  dentro  de  los  limites  en  que  su  arbitrio  puede 
ejercitarse. 

La  ley  del  Digesto,  antes  citada,  establece  que:  «contraxisse  unus 
quisque  in  eo  loco  inteliigitur,  in  quo  iit  solveret,  se  obligavit.»  La 
ley  3  título  5  libro  42  del  Digesto  dijo  también  que:  <Coutractuni  au- 
tem  non  utique  eo  loco  inteliigitur,  quo  negotium  gestuin  sit;  sed  quo 
solvenda  est  pecunia.»  Era,  pues,  una  máxima  del  Derecho  Romano 
que  el  contrato  se  entiende  celebrado  en  el  lugar  de  su  ejecución, 
y  sobre  esa  base  granítica  pudo  asentarse  el  sistema  que  les  en- 
trega  el   gobierno  de  lu  estipulación  bajo  todos  sus  aspectos. 

Sin  embargo,  Savigny,  á  quien  en  justicia  pertenece  el  altísimo 
honor  de  haber  formulado  el  nuevo  sistema,  que  tanta  notoriedad 
le  ha  dado  en  el  mundo  de  la  ciencia,  desdeñó  aíjuel  fundamento, 
cediendo  á  las  corrientes  de  una  crítica  poco  justificada  y  prefirió 
asentarlo  sobre  un  estudio  detenido  de  la  esencia  de  la  obli^^acion 
que  conduce  á  lijar  su  asiento  jurídico  en  el  lugar  designado  para  su 
cumplimiento. 

Como  Savigny  lo  dice,  toda  obligación  resulta  «le  hechos  visibles; 
toda  obligación  se  cumple  por  hechos  visibles.  Unos  y  otros  pasan 
sucesivamente  en  algún  lugar  y  así,  para  determinar  el  asiento  de 
la  obligación,  es  forzoso  escoger  entre  el  lugar  en  que  ella  nace  y 
el  lugar  en  que  se  cumple,  entre  su  [)riucipio  y  su  íin.  Ahora 
bien,  encarando  la  cuestión  de  un  j)unto  de  vista  general  ¿cual  de 
los  dos  términos  mereceró  la  preferencia  ? 

No  será  sin  duda  el  primero,  que  es  en  sí  un  hecho  accidental, 
fugitivo,  extraño  á  la  esencia  de  la  obligación  como  á  su  desarrollo 
y  á  su  eficacia  ulterior.  Si  el  lugar  en  que  la  obligación  nace, 
tuviera,  en  el  concepto  de  las  partes,  una  inpportancia  duradera  y 
que  debiera  extenderse  al  porvenir,  no  sería  ciertamente  por  el 
hecho  de  la  celebración  del  contrato  sino  en  virtud  de  circunstancias 
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exteriores,  ajenas  á  este  hecho,  probando  que  la  espectativa  de  las 
pai*tes  ha  sido  expresamente  dirigida  hacia  ese  lugar. 

No  sucede  lo  mismo  con  el  cumplimiento,  que  pertenece  á  la 
esencia  de  la  obligación.  Consistiendo  la  obligación  en  hacer  cierta 
7  necesaria  una  cosa  antes  incierta  y  sometida  al  libre  arbitrio  de 
una  persona,  la  cosa,  que  resulta  necesaria  y  cierta,  es  precisamen- 
te el  cumplimiento  de  la  obligación  y  es  así,  sobre  ella,  que  la 
atención  de  las  partes  se  concentra.  Luego,  es  de  la  esencia  de  la 
obligación  que  el  lugar  del  cumplimiento  sea  reputado  su  asiento 
jurídico. 

La  insustancial  distinción,  que  Fiore  recogió  de  Msevius,  Voet, 
Rocco  y  Foelix,  entre  el  vinculum  juris  y  el  onus  conventionis,  no 
puede  aspirar  á  conmover  estos  s'didos  fundamentos,  que  el  temor 
de  desvirtuar  me  ha  inducido  á  reproducir  textualmente.  No  existe 
vinculum  sin  onus  ni  onus  sin  vinculum.  ¿Se  concebiría  un  con- 
trato sin  obligación,  ni  obligación  sin  objeto?  El  vinculum  y  el 
onus  estAn  pues  íntimamente  ligados  entre  sí,  se  suponen  recíproca- 
mente, no  pueden  desligarse  en  absoluto  y  tienen  que  caer  en  con- 
secuencia bajo  el  imperio  de  la  misma  regla. 

Si  alguna  observación  puede  dirigirse  con  éxito  á  Savigny  es  que 
se  haya  detenido  ante  las  formas  externas  de  las  convenciones,  de- 
jándolos fuera  de  la  acción  de  su  sistema,  por  los  fútiles  pretextos 
que,  con  marcada  contmriedad,  aduce  en  apoyo  de  la  restricción.  Es 
de  buen  principio  que  todo  acto  sea  indivisible  del  punto  de  vista 
de  la  ley  que  haya  de  regirlo;  que  su  forma  sea  inseparable  de  su 
fondo;  y  que  tanto  bajo  uno,  cómo  bajo  otro  aspecto,  sea  exclusiva- 
mente regido  por  una  sola  y  única  ley.  En  esto  precisamente  es- 
triba el  mérito  de  la  ampliación  de  Ramírez,  el  cual,  sobreponién- 
dose á  la  autoridad  del  gran  jurisconsulto  alemán,  no  trepidó  en 
llevar  su  teoría  hasta  sus  últimas  consecuencias  para  hacer  regir  las 
jornias  por  la  misma  ley  destinada  á  gobernar  el  fondo  del  acto 
jurídico. 

Casi  todo'?  los  grandes  estatutarios,  con  Dumoulin  á  la  cabeza,  han 
enseñado,  desde  hace  mas  de  trescientos  años,  que  los  contratos,  á 
cumplir  en  otro  lugar  que  el  de  su  celebración,  se  rigen  por  la  ley 
del  lugar  en  que  deben  ser  cumplidos.  Esta  doctrina  es  también 
profesada  por  casi  todos  los  tratadistas  modernos  y  Story  la  declara 
de  justicia  natural.  Westlake  mismo  reconoce  que  la  jurisprudencia 
inglesa  no  se  pronuncia  de  un  modo  absoluto  por  uno  ú  otro  lugar, 
y  que  resuelve  cada  caso  según  la  ley  del  país  en  que  reputa  que 
la  obligación  tuvo  su  asiento  jurídico. 

Los  Códigos  de  Prusia,  Sajonia,  Colombia  y  San  Salvador  consagran 
la  misma  doctrina.  Los  de  Chile  y  de  la  República  Oriental  del  Uru- 
guay niegan  todo  valor  á  las  escrituras  privadas  otorgadas  en  país 
extranjero,  en  los  caso    en  que  ellos  exigen  instrumentos  públicos 
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para  prnel»as  que  ha  jan  de  rendirse  dentro  de  sus  respectivos  países^ 
El  de  Chile  sujeta  también  á  las  leyes  chilenas  los  efectos  de  los 
contratos  otorgados  en  otro  país  para  cumplirse  en  Chile.  El  Código 
Argentino  y  el  d^l  Paraguay  han  sido  ademas  tachados  por  un  dis- 
tinguido escritor  de  anteponer,  en  ese  último  caso,  la  validez  de  las 
convenciones  particulares  á  la  eficacia  de  la  soberanía  nacional. 

Ahoni  bien,  si,  según  estas  mismas  opiniones  y  decisiones,  la  ley 
del  lugar  de  la  celebración  solo  rige  los  actos  jurídicos  bajo  condición 
de  que  han  de  ser  ejecutados  en  el  mismo  lugar  y  la  del  lugar  de  la 
ejecución  predomina  toda  vez  <|ue  ambos  lugares  no  c(»inciden  ¿no 
es  evidente  qne  la  ley  del  país  en  que  la  convención  debe  ser  cum- 
plida es  la  verdudeni  ley  del  acto  jurídico  á  fin  de  que  lo  principal 
no  quede  subíinlinado  á  lo  accesorio,  lo  secundario  á  lo  esencial,  la 
verdad  á  la  ficción  ? 

Fija<lo  el  principio  fundamental  de  la  materia,  toda  la  dificultad 
se  reiluciría  á  ricslindar  con  acierto  y  claridad  los  lug-ares  donde  los 
diversos  cí»ntnit()s  deben  ser  cumplidos,  determinar  igualmente  el 
asiento  jurídico  de  las  obligaciones  que  nacen  sin  convención  y  es- 
tablecer las  formalidades  ([ue  han  de  revestir  los  instrumentt)s  pú- 
blicos ó  privados,  que  no  son  por  cierto  los  contratos  mismos,  sino 
los  escritos  (|ue  losc(»nsignan  con  el  objeto  de  preestíiblecer  la  prueba 
de  su  existencia,  de  los  derechos  que  confieren  y  de  las  obligaciones 
que  imp( men  á  íin  de  prevenir  (')  decidir  las  diferencias  que  su  cum- 
plimiento [)U(liera  suscitar. 

Esto  es  precisamente  lo  (pie  la  mayoría  de  la  Comisión  lia  hecho 
en  el  título  analizado.    El  sistema  aíioptado  por  ella  podrá  no  con 
quistar  las  aiiliesiones  (le  la  opinión;  mas  la  elección  no  debería  ser 
dudosa,  sobn»  todo  del  i)unto  de  vista  práctico,  que  reviste  una  iin 
portancia  capital  en  esta   difícil  materia.    Creación  aruniima,  noción 
amlíígua,  t(M»rííi  falsa,  sistema  sin  vida,  la  regla  locus  regit  aciiim  solo 
alcanza  á  rell(»jar  sobre  los  actos  jurídicos  la  confusión,  la  ins(íguri- 
dad,  la  complicación  y  la  ananjuía  de  sus  propios  defensores.     De 
parte  (W  \.\  l(\v  del  lugar  de  la  ej(".cucion,  está  la  autoridad  de  un  ju- 
risconsulto cuyo  nombre  se  j)ronuncia  siempre  con  n^.speto,  la  claridad 
de  la  concepción  científica,  la  solidez  de  las'  razones  en  que  se  apoya 
y  una  simplicidtid  tan  completa  (jue  descarta  todo  peligro  de  dificulta- 
des de  interpretación  ()  de  aplicación  á(jue  jamás  escaparía  el  siste- 
ma opuesto,  cuajado  de  excepciones  tan  numerosas  como  contradic- 
torias. 

P.)r  lo  domas,  aunque  la  máxima  combatida  hubiera  de  prevalecer 
una  vez  mas,  el  título  de  la  minoría  tendría  que  ser  depurado  de  las 
repetidas  incongruencias  que  lo  privan  de  la  unidad  y  de  la  Wgica 
que  deben  caracterizar  esta  clase  de  trabajos.  Aparentemente  asen- 
tado sobre  la  regla  locas  regit  acium,  responde,  en  su  estructura  gene- 
ral, á  diversos  [írincipios  de  todo  punto  inconciliables.    Los  artículos 
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22  y  29  confírman  la  ley  del  lugar  de  la  celebración ;  los  artículos  23 
y  26  optan  por  la  ley  del  lugar  de  la  ejecución;  los  artículos  24  y  25 
salvan  la  ley  nacional  de  las  partes ;  y  el  27  erige  su  voluntad  en 
regla  suprema  de  la  materia.  ¿Merece  esto  el  nombre  de  eclectismo  ? 
A  juicio  de  la  mayoría,  es  simplemente  inconsecuencia  y  contradic- 
ción. 

DE  LA    SOCIEDAD  CONYUGAL. 

La  intimidad  de  las  relaciones  matrimoniales  no  podía  identificar 
las  personas  de  los  esposos  sin  influir  al  mismo  tiempo  sobre  sus  in- 
tereses materiales,  que  tiende  siempre  á  confundir  sujetándolos  de 
ordinario  á  un  destino  común.  El  matrimonio  no  se  limita,  pues,  á 
actuar  sobre  los  cónyuges,  sino  que  obra  también  sobre  sus  bienes. 
De  las  relaciones  personales  se  ocupó  el  título  Del  matrimonio:  el 
presente  versa  sobre  las  relaciones  pecuniarias. 

Hajo  las  diversas  denominaciones  de  régimen  matrimonial,  contrato 
nupciíil  ó  sociedad  conyugal,  se  designa  y  comprende  el  conjunto  de 
reglas  destinadas  á  gobernar  los  bienes  presentes  y  futuros  de  mari- 
de y  mujer  del  triple  punto  de  vista  de  la  propiedad,  del  goce  y  de  la 
administración,  conjunto  de  reglas  que  pueden  dimanar  de  la  voluntad 
de  las  partes  ó  de  las  disposiciones  de  la  ley. 

La  liberta<l,  que  es  de  la  esencia  de  las  convenciones  humanas,  no 
debía  ser  desconocida  en  materia  de  estipulaciones  matrimoniales. 
Principio  universal  en  la  doctrina,  ha  prevalecido  asimismo  en  todas 
las  legislaciones  antiguas  y  modernas,  con  excepciones  tan  escasas, 
y  desautorizadas  que  no  merecen  la  pena  de  ser  tomadas  en  cuenta. 
El.  su  virtud,  los  que  se  casan  son  dueños  de  adoptar  el  régimen 
que  prcíienin,  de  determinar  sus  condiciones  y  aún  de  referirse  á 
cualquier  ley  propia  ó  ajena.  Su  autonomía  no  reconocerá  mas  lí- 
mites que  los  que  el  Derecho  impone  á  la  voluntad  de  los  contrayen- 
tes ó  á  la  aplicación  de  las  leyes  extranjeras. 

Siempre  que  los  esposos  se  abstienen  de  celebrar  contrato  alguno 
ó  cuando  el  celebrado  adolece  de  deficiencias  que  no  se  resuelven 
por  su  propio  contenido,  entón-'^es  el  legislador  toma  la  palabra  para 
suplir  el  silencio  de  las  partes,  sometiendo  ipso  jure  sus  bienes  al  ré. 
gimen  que  considera  mas  en  armonía  con  los  intereses  generales,  log 
fines  del  matrimonio  y  la  seguridad  de  todos.  De  ahí  que  la  mayor 
parte  de  los  escritores,  apreciando  el  silencio  de  los  esposos  como  un 
asentimiento  implícito  á  la  ley  del  caso,  sostengan  que  su  aplicación 
reposa  sobre  una  convención  tácita,  pero  innegable.  A  Dumoulin 
pertenece  el  honor  de  haber  formulado  esta  doctrina  á  que  se  han 
plegado  Savigny,  Bard,  Demolombe,  Arntz,  Haus,  Weiss,  Durand. 
Asser,  Laurent,  Ramírez  y  muchos  otros. 

Hasta  aquí,  las  disidencias  no  son  sensibles  y  la  discusión  se  man- 
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tiene  por  lo  mismo  dentro  de  estrechos  limites.  La  disconformidad 
y  la  controversia  se  agravan  recien  cuando  se  trata  de  escojá^er  la 
ley  á  cuyas  disposiciones  han  de  quedtr  los  esposc»s  sometidos,  sea 
por  efecto  de  una  convención  tácita,  sea  por  la  voluntad  siibemua 
del  le<¡:i<ílador.  Unos,  como  Fiore  y  Weiss,  se  pronuncian  por  In  ley 
nacional  del  marido  en  su  carácter  de  gefe  de  la  comunidad.  Otros 
como  Troplong  y  Fittman,  optan  por  la  ley  del  lugar  de  la  celebra- 
ción del  matrimonio.  Algunos,  conioFa»lixy  el  Congreso  de  Juriscon- 
sultos de  Lima  distinguen  entre  muebles  y  mices,  adhiriéndose  á 
la  ley  de  la  situación  paní  los  segundos. 

Respecto  de  los  primeros,  bastará  repetir  que  la  nacionalidad  ca- 
rece de  todas  las  condiciones  indispensables  [  ara  servir  de  funda- 
mento á  un  principio  de  Derecho  Civil  Internacional.  La  opinión  de 
los  segundos  supone  una  analogía  que  no  existe  entre  el  contnito 
matrimonial  y  todos  los  demás,  basa  una  situación  permanente  sobre 
una  circunstancia  accidental  y  extiende  el  alcance  de  la  regla  loáis 
regit  nctnm  é  relaciones  que  no  tienen  la  menor  atingencia  con  elle. 
Los  últimos  olvidan  que  todas  las  partes  del  régimen  matrimonial 
acerca  de  los  bienes  se  ligan  estrechamente;  que  la  distinción  entre 
muebles  é  inmuebles  es  completamente  arbitraria;  que  la  situación 
respectiva  <le  los  esposos,  en  cuanto  á  los  bienes  no  sabría  fraccio- 
narse para  obedecerá  l^yes  diferentes;  y  que  la  aplicación  simultá- 
nea de  principios  opuestos  á  idénticos  elementos  patrimoniales  pro- 
duciría inevitablemente  resultaílos  anormales  é  injustos. 

Deselladas  e^tas  diversas  solucione'^,  solo  queda  en  pié  la  que 
ofrece  la  lev  del  domicilio  convujíal  esco'íido  de  común  acuerdo  entre 
ambos  esposos  ó  determinatlo,  en  (lefecto  de  acuerdo,  por  el  domicilio 
del  marido  al  tiempo  déla  celebración  ilel  matrimonio,  cuya  solución 
cuenta  en  su  apoyo  con  la  inijionente  autoridad  de  la  tradición  jurí- 
dica, de  la  doctrina  corriente,  de  la  legislación  general  y  de  la  juris- 
prudencia de  los  tribunales  de  P]uropa  y  América. 

La  iniciativa  de  la  solución  propuesta  se  remonta  en  efecto  á  Du- 
moulin,  con  motivo  de  una  cousnlta  que  le  fué  dirigida  sobre  la  natu- 
raleza y  efecto**  de  las  convenciones  matrimoniales  referentes  á  los 
bienes  y,  aunque  disintiendo  en  cuanto  á  los  fundamentos,  su  opinión 
ha  sido  a(tO[)tada  por  casi  todos  los  grandes  estatutarios,  entre  los 
cuales  figuran  J.  Voet,  Froland,  Boullenois  y  Houliier.  Entre  los  au- 
tores modernos,  la  ley  del  domicilio  es  defendida  por  Merlin,  Rocco, 
Waechter,  Savigny,  Bar,  Demangeat,  Rivier,  Haus,  Arntz,  Bard, 
Phillimore,  Westlake,  Laurent,  Karnirez  y  muchos  uuis.  Los  códigos 
y  las  decisiones  en  Alemania,  Francia,  Inglaterra,  Bélgica,  Esüidos 
Uniílos  de  Norte-América  y  varias  naciones  de  la  América  del  Sud 
responden  al  mismo  principio. 

La  ley  del  domicilio  matrinmnial,  asiento  de  la  sociedad  conyugal, 
se  impone,   pues,  como  la  única  apta  para  gobernar  las  relaciones 
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pecuniarias  do  marido  y  mujer,  en  defecto  de  estipulaciones  espe- 
ciales, ya  se  tome  por  punto  de  partida  la  idea  de  la  convención  tá- 
cita de  Duinoulin,  el  sometimiento  voluntario  á  sus  disposiciones,  de 
Savi*rny  ó  el  imperio  directo  de  la  misma  ley,  de  Bar. 

Todas  estas  divisiones  carecen  de  sentido  práctico  y  convergen 
háci:i  el  sistema  de  la  ley  del  domicilio ;  porque  no  sería  lógico  ne- 
gar á  la  convención  tácita  el  mismo  alcance  que  á  la  expresa,  ni  im- 
pedir que  la  sumisión  voluntaria  de  las  partes  pi'odnjera  sus  efectos 
naturales,  ni  mucho  menos  sustraerse  á  la  autoridad  de  la  ley  que  se 
obligatoria  por  naturaleza. 

Siendo  el  domicilio  matrimonial  el  lugar  de  la  residencia  personal 
de  los  casados  por  tiempo  indefinido  y  el  foco  de  su  actividad  indus- 
trial, mercantil  ó  profesional,  tiene  que  ser  forzosamente  reputado,  en 
el  silencio  de  las  partes,  como  el  único  elegido  para  determinar  la 
existencia,  composición  y  desenvolvimiento  de  la  asociación  conyugal 
y  el  único  por  consiguiente  cuya  ley  debe  regir  todas  sus  relaciones 
pecuniarias  desde  el  instante  mismo  del  matrimonio. 

Puede  sin  duda  cambiar  cuando  menos  se  piense;  pero  ese  cambio 
no  afectará  en  lo  mínimo  las  condiciones  recíprocas  de  los  esposos 
en  relación  á  sus  bienes,  las  que,  libres  de  toda  influencia  procedente 
de  hechos  posteriores  al  casamiento,  deben  continuar  en  el  futuro 
tales  cuales  ellas  nacieron  bajo  el  amparo  de  la  ley  vigente  en  el 
primer  domicilio  conyugal. 

Hace  mas  de  seiscientos  años  que  la  ley  23,  título  11,  partida  4,  que 
ha  sido,  hasta  ahora  puco,  el  derecho  común  de  todos  los  pueblos  de 
la  América  Española,  declaró  que  las  disposiciones  de  las  leyes  con- 
cernientes á  los  bienes  de  los  esposos  en  la  época  de  su  casamiento, 
no  serían  obstruidas  ni  modificadus  por  las  de  la  ley  ó  costumbre  del 
lugar  á  donde  fuesen  después  á  morar,  y  esa  declaración  ha  sido  re- 
cogida como  la  expresión  concreta  de  la  justicia  por  autores  de  tanta 
nota  como  Savigny,  Bar,  Haus,  Weiss,  Bard,  Martens,  Asser,  Rivier, 
Olivart,  Rougelot,  Teichman,  Lpurent,  Ramírez,  Westlake  y  otros. 

La  ley  que  empezó  á  gobernar  las  relaciones  de  los  esposos  en  lo 
concerniente  á  los  bienes  no  puede  quedar  á  la  merced  de  un  cam- 
bio de  domicilio:  cualquiera  que  sea  el  régimen  adoptado  ó  el  sis- 
tema ó  que  se  obedezca,  debe  ser,  por  el  contrario,  inmutable.  Está 
en  la  naturaleza  de  estas  relaciones  que,  en  defecto  de  estipulación 
previa,  sigan  al  matrimonio  á  todas  partes  y  duren  tanto  como  el 
mismo.  Las  leyes  del  nuevo  lugar,  al  reglar  el  matrimonio  del 
punto  de  vista  de  sus  consecuencias  pecuniarias,  no  se  preocupan 
tampoco  de  las  personas  que  se  han  casado  en  otro  lugar  ni  de  los 
bienes  que  puedan  adquirir  en  él  sino  de  aquellos  que  se  casan  bajo 
su  imperio  y  que  invocan  su  protección. 

Asociar  por  otra  parte  el  régimen  matrimonial  á  las  fluctuaciones 
mas  ó  menos  frecuentes  del  domicilio   conyugal,  librado   exclusiva^ 
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mente  á  la  decisión  del  marido,  sería  entregarle  sin  defensa  los 
intereses  de  su  mujer,  dejando  á  su  arbitrio  la  creación  ó  cesación 
de  la  sociedad  conyugal  mediante  un  simple  cambio  de  domicilio , 
situación  desigual,  injusta,  inicua,  que  solo  puede  evitarse  procla- 
mando la  inmutabilidad  de  las  convenciones  matrimoniales  consagra- 
das por  la  voluntad  de  las  partes  6  el  mandato  del  legislador. 

Esta  sí)lucion  no  se  contra<?ice  directa  ni  indirectamente  con  el 
principií»  sobre  <]ue  reposa  el  régimen  de  los  bienes,  como  parece 
que  algunos  códigos  y  autores  lo  hubiesen  supuesto.  El  domicilio 
puede  gobernar  las  relaciones  de  los  esposos  donde  quieni  que  los 
bienes  se  encuentren,  porque  son  relaciones  de  canicter  personal.  La 
situación  debe  regir  los  bienes,  muebles  ó  inmuel)le.s;  [»orque  ese 
régimen  versa  sobre  los  derechos  reales,  sujetos  siempre  á  la  ley 
local.  Así,  [»uos,  la  suposición  nace  de  una  confusión  inadmisible 
entredós  «ordenes  distintos  de  relaciones  jurídicas  y  ambos  principios 
ginm  armónicamente  dentro  íIo  sus  propias  esteras. 

Confrontando  ahora  el  título  déla  mavoría  con  el  de  la  minoría,  se 
advierte  sin  dificultad  que  esta  accptíi  las  ideas  de  la  mayoría  y  que 
se  ha  reducido  á  englobarlas  en  un  solo  artículo.  La  concisión  es 
muy  recomendable,  siempre  que  no  perjudique  á  la  claridad  del  con- 
cepto ó  á  la  integriílad  del  sistema  y  de  ambos  inconvenieutes  ado- 
lece la  refundición  aludida. 

Aunque  fundamentalmente  de  acuerdo  respecto  á  la  teoría  del 
domicilio,  el  único  artículo  de  la  minoría  no  pr  )vee,  por  lo  menos 
explícitamente,  á  la  suerte  de  las  relaciones  pecuniarias  <ie  los  esposos 
en  el  caso  de  un  cambio  posterior  de  domicilio.  ¿Se  trata  de  una 
omisión  involuntaria?  Conviene  salvarla.  ¿Seregiráu  por  las  leyes 
del  domicilio  superveniente?  Lo  rechazan  las  razones  antes  expue^s- 
^^'  ¿Seguinin  rigiéndose  por  las  leyes  del  primer  tlomicilio?  Debe 
decirse  positivanuMite  á  íin  de  que  los  esposos  y  sus  intereses  cuen- 
ten con  la  seguridad  a  que  tienen  indis[)utal)le  derecho. 

DE   LAS   SUCESIONES. 

La  materia  délas  sucesiones  es  una  de  his  uuis  vastas  y  complejas 
del  Derecho  Civil  Interno  de  cada  pueblo.  Derivado  del  principio 
fundamental  de  la  propiedad  y  abrazando  tanto  la  herencia  legítium 
como  la  testamenüiría,  ella  comprende  todo  cuanto  se  relaciona  con 
las  disjKsiciones  <le  última  voluntad,  los  títulos  y  derechos  de  los 
herederos  forzosos  <'»  voluntarios,  la  parte  correspíuidienteá  cada  uno 
de  ellos,  la  mayor  6  menor  extensión  del  derecho  de  representación, 
la  manera  de  repartir  los  créditos  y  las  deudas,  en  una  palabra, 
todo  loque  se  refiere  á  la  adquisición  y  posesión  de  los  bienes  finca- 
dos. Aunque  estas  cuestiones  deben  ser  estudiadas  bajo  diversos 
a8i)ectos  que  interesan  al  régimen    social,    económico  y  político  de 
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las  naciones,  las  difícultades  son  relativamente  sencillas;  porque  solo 
se  trata  de  una  trasmisión  de  bienes  soberanamente  regida  por  la 
propia  ley. 

El  asunto  cambia  de  faz,  se  agranda  y  hasta  se  eleva  cuando  las 
sucesiones  tienen  que  ser  estudiadas  en  sus  relaciones  con  el  Dere- 
cho Civil  Internacional;  porque,  saliendo  entonces  del  dominio  del 
derecho  esencialmente  privado,  se  encuentra  en  presencia  de  sobe- 
ranías rivales  que  se  disputan  el  dominio  de  la  materia  y  de 
leyes  tan  distintas  como  distintas  son  las  condiciones,  necesidades, 
instituciones  y  tendencias  de  pueblos  que  obedecen  á  diversos  ele- 
mentos geográficos,  históricos,  políticos  y  morales. 

Desde  este  alto  punto  de  vista,  los  que  se  obstinan  en  no  ver  en  la 
herencia  mas  que  un  simple  cambio  de  propietario,  no  solo  empe- 
queñecen sino  que  desnaturalizan  la  cuestión.  La  elección  déla  ley 
destinada  á  regir  las  sucesiones  baje»  su  faz  internacional  no  depende 
tanto  de  las  relaciones  del  heredero  con  su  causante,  como  de  la 
organización  de  los  pueblos  á  los  cuales  su  aplicación  debe  afectar 
en  los  principios  constitutivos  del  gobierno  de  la  sociedad,  de  la  fa- 
milia y  de  los  bienes.  La  mayoría  de  la  Comisión,  lógica  con  los 
principios  desenvueltos  en  los  títulos  anteriores,  prefiere  en  conse- 
cuencia la  ley  del  lugar  de  la  situación  de  los  bienes  para  que  rija 
las  sucesiones  bajo  todos  sus  aspectos. 

La  territorialidad  de  las  leyes  suce^sorias  arranca  del  Derecho  Ro- 
mano, cuya  gran  autoridad  se  mantiene  casi  intacta  al  través  de  los 
siglos.  Las  negativas  apasionadas  de  sus  adversarios  son  impoten- 
tes para  tergiversar  el  texto  elocuente  de  las  leyes  19  §  final  D.  D. 
De  judiciis,  84  §  10  D.  D.  De  legatis,  242  §  último  D.  D.  De 
verborum  significatione,  1,  2  y  3  Codicis  ubi  in  rem  actio  y  única 
Codicis  ubi  de  hereditate.  Ninguna  de  ellas  lo  consagra  expresa- 
mente; m8s  el  principio  de  la  territorialidad  surge  como  consecuen- 
cia obligada  del  conjunto  de  sus  disposiciones. 

El  mismo  sistema  ha  sido  enseñado  en  la  Edad  Media  por  casi  todos 
los  estatutarios  de.  mas  nota,  como  Bartolo,  Voet.  Boullenois  y 
Bourgoigne.  Según  Burgundio  «  Siquidem  solemnitates  testamenti  ad 
jura  personaba  non  pertinent:  quia  sunt  quíedan  qualitas  bonis 
ipsis  impressa,  ad  quam  tenetur  respicere  quisquís  in  bonis  aliquid 
alterat.  Nam  ut  jura  realia  non  porrigunt  effectum  extra  territo- 
rium  ;  ita  et  hanc  pra  se  virtutem  fernut  quod  necalieni  territoriileges 
in  se  recipiant.  >  Según  Froland,  «La  primero  regla  es  que  el  estatuto 
real  no  sale  de  su  territorio.  De  aquí  se  sigue  que  en  el  caso  en 
que  se  trate  de  sucesión,  de  la  manera  de  dividirla,  de  la  parte  de 
los  bienes  de  que  se  puede  disponer  entre  vivos  ó  por  testamento, 
del  haber  de  la  viuda  ó  hijos,  de  legítima,  retracto,  etc.,  es  necesario 
someterse  á  las  costumbres  de  los  lugares  en  que  los  fundos  esté.o. 
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situados.  >    D'Argentré  llega  hasta  afirmar  que  los  niños  de   su  época 
DO  ignoraban  la  realidad  del  estatuto  sucesorio. 

Shaffner,  Bar,  Foelix,  Demangeat,  Aubry,  Burge,  Westlake,  Story, 
Wharton,  Demolombe,  Calvo,  Ramirez  y  multitud  de  otros,  entre  los 
cuales  figuran  todos  los  civilistas  franceses,  con  dos  únicas  excepcio- 
nes, sostienen  la  misma  doctrina,  por  lo  menos  respecto  de  los  bienes 
raíces.  De  acuerdo  con  Rocco,  la  ley  del  lugar  de  la  situación  debe 
aplicarse,  no  solo  pam  regular  la  condición  jurídica  de  las  cosas  exis- 
tentes en  el  territorio,  sino  también  los  derechos  sobre  los  inmuebles 
y  por  tanto  los  mismos  derechos  sucesorios,  las  donaciones  entre 
los  cónyuges,  la  cuota  legítima  y  aún  la  edad  para  disponer  de  los 
inmuebles  por  testamento,  la  revocabilidad  y  caducidad  de  las  dispo- 
siciones de  última  voluntad,  la  revocación  de  las  donaciones  entre 
vivos  y  en  general  todos  los  derechos  sobre  inmuebles  existentes  en 
el  territorio.  Zacharia?  incluye  entre  las  leyes  reales  todas  las  relati. 
vas  á  las  sucesiones  ab  intestato  regulares  é  irregulares,  ordinarias  y 
anormales;  las  referentes  á  las  sucesiones  testamentarias;  las  que 
restringen  la  libertad  de  disponerá  título  gratuito,  sea  en  absoluto  ó 
en  relación  á  determinadas  personas,  y  las  que  regulan  la  parte  dis- 
ponible de  los  bienes  sea  ordinaria,  sea  excepcionalmente. 

La  teoría  de  que  la  sucesión  compuesta  de  bienes  inmuebles  debe 
ser  regida  por  la  lex  rei  sitoe  es  una  tradición  tan  universi.1  y  casi 
incontestada,  que  ha  servido  naturalmente  de  base  tanto  á  la  legisla- 
ción como  á  la  jurisprudencia  internas  en  Alemania,  Austria,  Ho- 
landa, Francia,  Bélgica,  Inglaterra,  América  del  Norte  y  América 
del  Sud,  como  Icalmentelo  reconocen  Asser,  Fiorey  Luurent  á  pesar 
de  toda  su  predilección  |)or  la  ley  nacional  del  causante  de  la  su- 
cesión. 

Finalmente  ella  ha  sido  de  tiempo  atrás  elevada  á  la  categoría  de 
estipulación  internacional  entre  las  mas  grandes  naciones,  por  medio 
de  tratados  que  la  consagran  en  términos  inequívocos.  El  artículo  2." 
de  la  Convención  celebrada  entre  Austria  y  Francia,  con  fecha  11 
de  Diciembre  de  1866  sobre  Reglamento  de  las  Sucesiones,  declara 
literalmente  que  los  bienes  inmuebles  son  regidos  por  la  ley  local  y 
que  la  jurisdicción  local  es  competente  para  liquidar  la  sucesión. 
Los  artículos  10  y  siguientes  del  Tratado  sobre  Sucesiones  celebrado 
entre  Francia  y  Rusia,  en  1.*  de  Abril  de  1874,  establecen  igualmente 
que  la  sucesión  de  bienes  inmuebles  será  regida  por  las  leyes  del 
país  en  el  cual  los  inmuebles  estén  situados  y  que  el  conocimientf» 
de  toda  demanda  6  contestación  referente  á  las  sucesiones  de  inmue 
bles  pertenecerá  exclusivamente  á  los  tribunales  del  país  de  la  si- 
tuación de  los  bienes.  Análoga  estipulación  consigna  el  Tratado  de 
Rusia  con  Alemania  fecha  12  de  Noviembre  de  1874.  El  artículo  B.** 
del  Ti-at«do  de   Amistad,    Comercio  y  Navegación  ajustado  entre 
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Francia  y  Servia,  el  18  de  Junio  de  1883,  contiene  una  disposición 
idéntica  á  la  del  Tratado  con  Rusia. 

Por  su  parte,  la  mayoría  de  la  Comisión,  fiel  á  sus  principios, 
ha  creido  que  los  muebles  de  la  sucesión  deben  ser  bimbieu  regidos 
por  la  ley  local  de  su  situación  ;  puesto  que,  siendo  completamente 
arbitraria  toda  distinción  entre  muebles  é  inmuebles,  del  punto  de 
vista  de  los  derechos  reales  de  que  son  susceptibles,  como  ya  lo  ha 
demostrado,  es  evidente  que  la  adquisición  de  su  dominio  y  posesión, 
á  título  heretlitario,  tiene  ([ue  gobernarse  por  la  misma  ley  que  los 
bienes  raíces  de  la  sucesión. 

Desde  que  la  soberanía  es  una  é  indivisible,  desde  que  es  todo  ó 
nada,  como  decía  Portal is,  es  necesario  admitir  que  ella  se  extiende  á 
todos  los  bienes  de  que  la  sucesión  se  compone,  cualquiera  que  sea 
su  naturaleza  é  importancia.  ¿Podría  sostenerse  que  la  soberanía 
quedaría  menoscabada  si  no  i  ni  pemse  sobre  un  bien  raíz  de  ínfima 
importancia  y  que  permanecería  intacta  aún  cuando  bienes  muebles 
de  gran  valor  escapasen  á  su  acción?  No,  absolutamente  no.  Como 
lo  dice  Merlin,  el  poder  de  la  ley  local  debe  ser  el  mismo  sobre 
todos  los  muebles  é  inmuebles  existentes  dentro  <iel  territorio  sujeta 
á  su  imperio. 

Si  la  distinción  tradicional  entre  ambas  clases  de  bienes  no  tiene 
razón  de  ser  en  tesis  general,  carece  de  todo  sentido  en  materia  de 
sucesiones.  Podría  comprenderse  que  un  mueble  determinado  si- 
guiese la  condición  de  su  propietario  ó  poseedor  por  la  circunstancia 
especial  de  estar  directamente  destinado  al  servicio  de  la  persona. 
Jamás  podría  ex[>licarse  satisfactoriamente  ([ue  un  conjunto  de  bie" 
nes,  quizá  los  mas  importantes  de  la  sucesión  y  mas  ajenos  al  uso 
personal  del  fallecido,  hubieran  de  escapar  á  la  ley  del  lugar  de  su 
situación  efectiva  y  notoria  por  la  simple  circunstancia  de  ser 
muebles. 

¿Como  fraccionar  por  otni  parte  la  sucesión  sobre  muebles  é  in- 
muebles situados  dentro  del  mismo  país  para  reglarla  por  leyes  dis- 
tintas y  tal  vez  opuestas?  Esüi  sería  sin  embargo  la  consecuencia 
fatal  de  la  distinción  en  materia  de  sucesiones;  puesto  que  los  raíces 
continuarían  regidos  por  la  ley  <le  su  situación  mientnis  que  lo.s^ 
rrmebles  pasarían  á  ser  gobernados  por  la  ley  personal  del  causante. 
Pero  es  que  la  existencia  de  muebles  entre  l(»s  bienes  <ie  la  suce* 
sion  no  imede  quebrar  su  unidad  dentro  de  los  límites  territoriales 
ílel  país  por  cuya  ley  debe  ser  reglada  en  conjunto  y  detalles.  Sien- 
do, dentro  de  o^sos  límites,  una  sola  entidad  jurídica,  aunque  com- 
[íuesta  de  bienes  de  toda  clase,  solo  puede  estar  sometida  á  una 
misma  y  única  ley  bajo  cualquier  aspecto  que  se  le  considere. 

No  obstante  la  influencia  decisiva  de  la  doctrina,  de  la  legislación^ 
de  la  jurisprudencia  y  de  las  estipulaciones  internacionales,  Wae- 
chter,  Savigny,  Laurent,   Durand,  Weiss,  Fiore  y  Mancini  han  i^m- 
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cnrndrí  reaccionar  contra  los  principios  recibidos,  sosteniendo,  con 
el  Código  Civil  de  Italia  y  el  proyecto  de  C<^d¡go  Civil  de  Bélgica, 
que  las  sucesiones  deben  regirse,  cualesquiera  que  sean  los  bienes  de 
que  se  componga  y  los  lugares  donde  existan,  pov  la  ley  personal 
del  de  atjus,  sin  perjuicio  de  dividirse  entre  la  nacionalidad  y  el 
domicilio  y  de  disentir  sobre  otros  puntos  de  interés  menos  capital. 

Óptese  por  la  nacionalidad  ó  por  el  «lomicilio  para  detenninar  la 
iey  personal  del  causante  de  la  sucesión,  prescíndase  por  un  instante 
de  Ins  objeciones  aducidas  contra  todo  sistema  de  ley  personal  p«ini 
el  régimen  de  los  bienes  y  admítase  en  hipótesis  la  conveniencia 
de  sujetar  á  una  sola  ley  la  trasmisión  de  los  bienes  por  causa  de 
muerte,  aun  cuando  se  hallen  diseminados  en  multitud  de  países, 
no  por  e^so  sería  ilógico  negar,  como  la  mayoría  de  la  Comisión  lo 
niega  rotundamente,  que  entre  las  relaciones  personales  y  el  régi 
men  de  los  bienes  exista  esa  íntima  conexión  que  la  escuela  de* 
los  autores  citados  cree  haber  descubierto  y  que  es  la  piedra  angu 
lar  de  su  moderno  sistema. 

Lejos  de  eso,  la  diversidad  entre  ambos  órdenes  de  ideas  es  tan 
radical  y  U\n  profunda  la  incompatibilidad  de  la  solución  propuesta 
con  la  realidad  d(i  las  leyes  dirijentes  de  los  bienes,  que  Savigny» 
Fiore,  Laurent  y  Asser  declaran  lealmcnte  que  la  aplicación  genera- 
del  principio  de  la  ley  {>ersonal  al  régimen  de  las  sucesiones,  tro* 
pieza  con  dificultades  teóricas  y  prácticas  verdaderamente  invenci" 
bles  en  todos  aquellos  países  donde  los  bienes  son  gobernados  por 
la  ley  de  su  situación,  países  que  forman  la  mayor  parte  de  la 
Europa  y  que  com])ren<len  toda  la  América,  íIc  suerte  ((ue  no  puede 
as[)irar  fundíidamente  á  sustituir  al  tradicional  sistema  que  erige  la 
Un'  territorial  en  única  lev   le  las  sucesiones. 

Así  pues.  [)ara  saber  (juien  <lebe  suceder,  á  que  bienes  y  en  que 
porciones,  según  ha  «lidio  Houllenois;  para  determinar  el  orden  de 
las  sucesiones,  la  cuota  de  los  derechos  sucesorios  v  la  validez  de 
las  disposiciones  testamentarias,  so^mi  d(MMa  Demolombe;  para  regir 
la  capacidad  del  causante  ó  del  heredero — la  forma,  validez  y  efectos 
del  testamento — los  títulos  v  derechos  hereditarios  de  cónyuü^es  ó 
parientes — la  existencia  y  monto  de  legítimas  ó  reservas — en  suma, 
todo  lo  relativo  á  la  sucesión  lei^itima  ó  testamentaria,  seirun  dice 
la  mayoría  de  la  Comisión,  es  necesario  acudir  á  la  ley  del  ])aís  de 
lo  res{)ectiva  situación  de  los  bienes  hereditarios,  que  se  impone 
como  principio  dominante  de  la  materia  con  toda  la  exclusividad  y 
con  toda  la  autoridad  de  la  soberanía  territorial. 

En  efecto,  la  sucesión  es  institución  del  Derecho  Civil,  no  del 
Derecho  Natural.  Serian  de  lo  contrario  inesplicable-s  las  variadas 
y  trascendentides  diverjencias  de  las  leyes  vigentes  sobre  la  materia 
en  el  mundo  civilizado,  diveijencias  que  llegan  hasta  consagrar  en 
unos  países  la  absoluta  libertad  de  testar  mientras  que  otros  couser 
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Tan  las  legítimas  y  aún  restringen  la  cuota  antiguamente  dispo- 
nible entre  los  mismos  herederos  forzosos.  ¿  Por  que  no  atenerse 
entonces  para  reglar  las  sucesiones  á  la  ley  del  Estado  que  rige 
los  bienes  existentes  dentro  de  su  territc^rio  ? 

Siendo  la  sucesión  un  título  translativo  del  dominio  de  los  bienes 
que  componen  el  acervo  hereditario,  constituye  un  derecho  real  que 
debe  gobernarse  por  la  misma  ley  que  gobierna  todos  los  derechos 
reales :  siendo  los  derechos  reales  regidos  por  la  ley  del  lugar  de  la 
situación  de  los  bienes,  esa  misma  ley  tiene  que  regir  las  sucesiones, 
so  pena  de  incurrir  en  una  inconsecuencia  que  importaría  una 
verdadera  contradicción  y  que  nada  alcanzaría  á  justificar. 

En  la  diversidad  de  las  opiniones  y  en  la  ausencia  de  otro  sistema 
preferible,  es  lógico  sujetar  la  trasmisión  de  la  universalidad  de  los 
bienes  que  constituyen  la  herencia  á  la  misma  ley  que  habría 
regido  la  tnismision  de  cualquiera  de  esos  bienes  durante  la  vida 
del  causante;  porque  la  cantidad  de  bienes  comprendidos  en  la 
trasmisión  no  altera  la  naturaleza  del  acto  jurídico  ni  la  desapari- 
ción del  propietario  modifica  el  carácter  de  las  leyes  á  que  sus 
bienes  estaban  sujetos,  como  seria  necesario  para  que  fuese  admisible 
semejante  dualidad  de  leyes  según  que  la  trasmisión  procediese  de 
una  enageuacion  entre  vivos  ó  de  una  liberalidad  mortis  causa. 

La  obligación  de  solicitar  la  posesión  de  los  bienes  hereditarios 
ante  los  tribunales  del  país  de  su  situación  implica  que  la  ley  terri- 
torial del  lugar  donde  los  bienes  se  encuentran  es  la  verdadera  ley 
de  la  sucesión :  porque,  no  siendo  en  el  fondo  toda  cuestión  de  De- 
recho Internacional  Privado  mas  que  una  cuestión  de  cjmpetencia 
entre  dos  soberanías  distintas,  la  ley  que  determina  la  jurisdicción 
se  halla  lógicamente  ligada  con  la  ley  que  gobierna  la  relación 
jurídica  comprometida  en  el  juicio  deque  se  trate. 

El  derecho  del  fisco  á  las  sucesiones  vacantes  dentro  del  país, 
basado  sobre  el  dominio  eminente  del  Estado  y  declarado  por  la 
legislación  universal,  es  un  nuevo  y  poderoso  fundamento  en  favor 
de  la  territorialidad  de  la  ley  de  las  sucesiones ;  pues  ese  derecho 
importaría  un  verdadero  despojo  del  fisco  del  país  del  fallecido,  si  la 
herencia  hubiera  de  ser  discernida  con  arreglo  á  la  ley  personal  del 
causante,  como  la  lógica  ha  impulsado  á  Fiore  á  sustentarlo  sin 
razón. 

Desde  que  el  teiTitorio,  dicen  Aubry  y  Rau,  parafraseando  á 
Portalis,  es  la  base  material  del  Estado,  cuya  existencia  se  encuen- 
tra así  estrechamente  vinculada  al  destino  de  los  inmuebles 
que  coi'iponen  ese  territorio,  ningún  legislador  ha  podido  consentir 
en  someter  los  inmuebles  situados  dentro  de  su  país  al  imperio 
de  una  ley  extraña.  En  consecuencia,  la  regla  de  que  los  inmue- 
robles  son  regidos  por  la  ley  de  su  situación  es  seguida  por  todos 
los  pueblos  civilzados.    Ahora  bien,  por  lo  que  hace  á  loa  motucc^ 
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fundamentales  de  esta  regla  no  hay  que  distinguir  entre  la  trasmisión 
á  titulo  particular  ¡de  uno  ó  muchos  inmuebles  determinados  j  la 
adquisición  á  titulo  universal  del  conjunto  do  inmuebles  de  una 
sucesión. 

Toda  ley  de  sucesión  es,  según  Demangeat,  una  ley  poHtica,  una 
ley  que  interesa  al  orden  público  El  derecho  privado  en  materia 
de  sucesión  se  plega  siempre  á  las  exijeueias  del  sistema  de  gobierno 
existente.  Según  que  el  gobierno  es  de  privilegio  ó  democrático, 
la  idea  del  mouopolio  ó  de  la  igualdad  domina  en  las  leyes  suceso- 
rias Todas  aparecen,  en  un  grado  mas  ó  menos  remarcable,  como 
los  instrumentos  de  que  el  legislador  se  sirve  pam  hacer  predominar 
tal  ó  cual  gran  principio  de  organización  social  ó  política.  Hay  de 
consiguiente  un  positivo  interés  público  en  que  la  ley  propia  rija 
toda  sucesión  acerca  de  los  bienes  situados  dentro  de  cíida  país. 

Vanamente  se  objeta  por  los  adversarios  del  sistema  de  la  ley  local 
en  materia  de  sucesiones  que  su  aplicación  desconoce  el  verdadero 
carácter  de  heredero;  que  modifica  sustancialmente  la  naturaleza 
propia  de  la  sucesión ;  que  despotiza  la  voluntad  del  causante,  base 
esencial  del  derecho  hereditario;  que  destruye  la  unidad  de  las  dis- 
posiciones de  última  voluntad  imponiendo  la  necesidad  de  múltiples 
testamentos; y  que  conduce  fatalmente  á  la  prosecución  de  divereos 
juicios  sucesorios,  dificultando  el  pago  de  los  créditos  pasivos  de  la 
sucesión. 

El  heredero  no  es  un  simple  continuador  de  la  persona  de  su  cau- 
sante, sino  su  verdadero  sucesor,  mediante  un  título  trauslativo  de 
dominio,  del  misino  modo  que  cualquier  otro  causa-habiente  á  título 
singular,  como  la  compra,  la  pcrmutii  ó  la  donación  entre  vivos. 
La  facultad  de  aceptar  la  herencia  bajo  beneficio  de  inventario,  que 
es  de  legislación  común,  corrobora  la  separación  de  ambos,  eximiendo 
al  sucesor  de  toda  responsabilidad  personal  por  las  deutlas  de  su 
antecesor.  Esa  misma  precaución  no  es  necesaria  respecto  de  las 
sucesiones  de  inmuebles  en  Inglaterra  y  Estados  Unidos;  pues  allí 
el  heredero  no  es  obligado  ultra  vires  por  la  ñUta  de  inventario  como 
condición  de  la  aceptación  de  la  herencia. 

Aunque  el  conjunto  del  patrimonio,  no  siendo  un  objeto  exterior 
y  confundiéndose  con  la  persona  misma  de  su  [)ropietario,  no  tuviera 
situación  distinta  de  la  del  domicilio  de  la  persona,  la  objeción  no 
sería  concluj'^ente.  Es  absolutamente  imposible,  en  la  trasmisión  del 
patrimonio,  hacer  abstracción  eompleüi  de  los  objetos  que  lo  compo- 
nen. Siempre  se  trata  en  definitiva  del  destino  de  los  bienes  heredi- 
tarios y  las  causas  que  hacen  rechazar  la  autoridad  de  las  leyes 
estrangeras  sobre  la  adquisición,  conservación  y  enajenación  de  los 
bienes  militan  con  mas  fuerza  en  los  traspasos  por  vi  a  de  sucesión 
que  en    las    enajenaciones    á    título   particular;    porque    el  primer 
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modo  de  trasmisión  es  á  la  vez  mas  general  y  mas  amplío  que  el 
segundo. 

No  es  exacto  que  la  voluntad  individual  sea  la  regla  suprema 
del  derecho  sucesorio  ni  que  ella  sea  aniquilada  por  la  aplicación  de 
Iii  ley  territorial  en  vez  de  la  personal  del  finado.  Para  el  régimen- 
de  las  sucesiones,  todo  legislador  toma  ordinariamente  en  cuenta 
las  afecciones  naturales  y  presuntas  del  hombre;  pero,  sea  cual  fuera 
la  ley  de  la  sucesión,  esta  c(>nsideraci()n  no  es  ni  puede  ser  míis  que 
secundaria,  especialmente  en  aquellos  países  en  que  la  libertad 
absoluta  de  tastar  no  es  admitida  y  en  que  la  institución  de  las 
legitimas  y  reservas  responde  á  los  principios  fundamentales  de  su 
organización  social  y  política.  Las  vistas  políticas,  los  motivos  de 
interés  social  dominan  la  materia  de  las  sucesiones  y  son  una  razón 
niaíj  para  ponerlas  al  abrigo  de  la  aplicación  de  leyes  ajenas  á  la 
soberanía  del  país  donde  existen  los  bienes  de  que  la  sucesión  se 
Cíuiiponc 

La  singularidad  del  testamento,  lejos  de  constituir  un  axioma 
jurídico,  solo  puede  ser  invocada  merced  á  una  lastimosa  confusión 
con  la  unidad  de  contesto  del  acto,  (jue  la  facción  del  testamento 
justificaba  entre  los  romanos  y  que  las  leyes  españolas  exijían  tam- 
bién sin  los  mismos  fundamentos.  ¿Que  principios,  que  razones, 
que  intereses  se  oponen  á  que  una  misma  persona  otorgue  dos  ó 
mas  testamentos  y  á  que  todos  ellos  sean  igualmente  válidos  en  todo 
cuanto  no  se  contradigjín?  ¿Y  si  la  multiplicidad  del  testamento  no 
ofrece  inconveniente  alguno  aún  tratándose  de  bienes  situados  den- 
tro de  un  solo  país  ¿por  que  lo  ofrecería  que  los  bienes  de  cada 
país  fueran  materia  de  un  testamento  especial  ó  aislado?  Pero  ni 
esto  mismo  es  siquiera  necesario;  puesto  que  ui.  solo  testamento 
por  acto  público  bastaría  para  todos  los  bienes,  por  mas  numerosos 
y  distintos  que  fuesen  los  países  de  su  respectiva  situación,  desde 
que  el  testamento  auténtico  es  do  legislación  universal. 

No  son  únicamente  las  leyes  españolas  las  que  admitían  en  prin- 
cipio la  pluralidad  del  testamento:  también  la  admiten  los  Códigos 
actuales  de  la  mayor  parte  de  las  Naciones  representadas  en  este 
Congreso.  Las  leyes  21,  22  y  24,  título  1  Partida  6,  el  artículo  523 
del  Código  de  Bolivia,  el  fe53  del  del  Perú  y  el  967  del  <le  la  Repú- 
blica Oriental  del  Uruguay  declaran  literalmente,  que  el  testamento 
posterior  deja  subsistente  el  anterior  en  todo  lo  que  no  lo  contradiga* 
excepto  el  caso  en  que  el  testador  dispcmga  expresamente  lo  contrario. 
El  artículo  1215  del  -Código  de  Chile  dice  también  que:  «Un  testa- 
mento no  se  revoca  tácitamente  en  todas  sus  partes  por  la  existen- 
cia de  otro  ú  otros  posteriores.  Los  testamentos  posteriores,  que 
expresamente  no  revoquen  los  anteriores,  dejarán  subsistentes  en 
estos  las  disposiciones  que  no  sean  incompatibles  con  las  posteriores 
ó  contrarias  á  ellas.» 
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VA  mismo  Ciilvo,  tan  adicto  de  ordinario  á  las  doctrinas  preva- 
líMiU'H  (ín  Kiirn|m,  deápues  de  sostener  que  la  sucesión  de  muebles 
H(í  ri^<*  |)or  la  ley  del  lugar  del  domicilio  del  causante  y  que  la  de 
íriinnel>le?4  su  fífd)íerna  ¡>or  la  ley  del  lugar  de  su  situación,  agrega 
en  la  píigina  211,  tomo  2."  de  su  última  edición  que,  si  la  sucesión 
H{\  r(im|»on(í  de  muebles  é  inmuebles,  el  testador  debe  revestir  su 
t(».stani(uito  <h»  las  formalidades  requerida^  por  las  leyes  del  lugar  de 
Hu  domicilio  y  del  lugar  de  la  situación  de  los  inmuebles  6  puede 
mn.M  bien  formular  sus  <lisposicioncs  en  dos  actos  separados,  hechos 
re..H|M»ct¡vamriitií  conforme  á  las  leyes  del  país  en  que  cada  uno 
<!(»))(»  recibir  su  ejecución. 

1)(»1  mismo  modo  (|uc  la  multiplicidad  de  los  testamentos,  la 
|)luralidad  de  las  sucesiones,  en  razón  directa  del  número  de  i>jii3es 
ílonde  los  bienes  estén  situa<los,  no  puede  ser  invocada  con  éxito 
contra  el  [uincipio  «le  la  ley  territorial;  porque  la  teoría  de  la  uui- 
da<l  <le  la  sucesión,  proclamada  por  las  leyes  internas  de  cada  país. 
H(^  reliere  únicamente  á  los  bienes  existentes  dentro  de  los  límites 
territoriales  del  país  respectivo  y  no  puede  abrazar  también  los  bie- 
nes situados  en  otros  países,  sin  atacar  la  soberanía  de  sus  leyes  é 
invadir  la  jurisdicción  de  sus  tribunales. 

KaciluuMite  se  comprende  que  todos  los  bienes  hereditarios  for- 
men una  sola  masa  cuando  se  hallen  ubicados  dentro  de  un  mismo 
país;  puesto  (|ue  la  teoría  se  aplica  entonces  á  un  caso  de  derecho 
interno.  ivgidi>  por  su  propia  lev.  De  ningún  modo  se  justifica  esa 
teoría  cuaudí»  recae  sobre  bienes  ubicados  en  distintos  países;  puesto 
que  diversa^i  <obenmíiis  -e  encuentran  en  tal  caso  frente  á  frente 
para  disputarse  el  irobierno  ilo  la  suce-^ion  res[»ecto  de  cada  lote  de 
bienes  y  que  el  asunto  entra  por  tantr»  «le  lleno  en  el  «ininjnio  del 
Uen^'ho  Internacional  PrÍNa<i«».  K«-r.:;'arar  ambas  situaciones,  para 
sujetarlas  a  la  misuu\  rciila.  <oria  c  i::\ii:lir  ia  narundcza  «le  los  ca- 
M»s  'iu puestos  \  teri:i\crs;ir  !a  e-iora  'ie  i:.-  leyes  c»'mpr«  mt-tida^. 

A^K  la  phirí\liiia^l  tic  !a-  -vuc-iv  i.c-.  or.  vez  de  ser  una  herejía 
cicutuica  esta  ctní>ai:na:;:  i-.  r  ar.ticv.v^  :ox:i^s  v  m»  ími»iiie  el  cobro 
reiiular  de  \>s  cror.itos  ;  asix.  >  iie  !a  ÍKTt':.o:a.  «Quo  i  ^uu:  bona  di- 
xev'^í^  íerri:\^r;ÍN  ^iev\a  r.r.v  íie  i-. *.•>.•  I :.  x:a  toti-^em  latriínonia  in- 
telbí:r»r.t;\r*  lnír.o\:'.ia.  .'oo.a  .^;;ar.  V.  ot.  .;e:orri  sei"u:ni;uin  lei:e>  !«*• 
cí  nt  quo  s;:a  sur.:,  a^.Ov  :::  t. :  voi.rir:  -üboar.:  <;iveri<i  '¡«airimonia, 
ac  \o;  l!o:^\-;:r,:o<,  ^;;;v:  v>  •.^v^^<o  '/.rx  :::e:.::l'r.s  :i:m'V.>;ia  exis- 
tuu;,  l.a<  ^  :\  ;;  ;a*.o<  .;:;  i  :v:  :i  -  ;/.  i'trv.oi*  re  íes  oervvhos  de  los 
a^  txv*;v^*,v<  »\"  la  sv.oe^ir:.  .:-:o  :,::  V.. :  :ut  :.:o  >:»>a  ::is  >  r  l«i5  anicu- 
**^s  í-;-.alo<  ^"c.  v:\  \iv:.    ro    ;;  ::;;."•    ..;.     t    :;  C*  misior:.  l^i-^íco  &"'l»re 
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Tiiente  idéoticos.  Todo  juez  llamado  á  conocer  de  una  sucesión,  co 
arreglo    á  cualquiera  de  ellos,  no  podría  abstenerse  de  declarar  que 
las  sucesiones  están  efectivamente  sometidas  al  imperio  de  la  ley  del 
lugar  de  la  situación  de  los  bienes,  con  prescindencia  de  toda  distin- 
ción entre  muebles  y  raíces. 

Sus  disidencias  se  reducen  á  que  el  proyecto  de  la  minoría  segre- 
ga varias  disposiciones  del  de  la  mayoría  acerca  de  la  maneni  como 
las  deudas  deben  ser  sat¡sfecha<?,  intercala  prescripciones  extrañas  á 
la  materia  como  la<?  referentes  al  procedimiento  en  rebeldía  y  repite 
innecesariamente  otras  que  versando  sobre  la  nacionalidad,  no  perte- 
necen al  titulo  de  las  Sucesiones.  Pero  todas  estas  divergencias  son 
de  simple  detalle  y  njenas  por  tanto  á  la  discusión  en  general.  El  de- 
bate en  píuticular  permitirá  analizarlas  detenidamente,  «-i  llegase  á 
^er  necesario. 

DE  LA  PRESCRIPCIÓN 

Ocupándonos  de  un  Tratado  de  Derecho  Civil  Internacional,  no 
tendriamos  objeto  en  estudiar  la  prescripción  en  sus  fundamentos, 
desarrollo,  ni  detalles.  Moral  ó  inmoral,  justa  ó  injusta,  es  una  institu- 
ción universal  del  derecho  positivo  de  las  naciones  cultas  y  sus  for- 
mas, condiciones  y  efectos  pertenecen  al  derecho  interno  de  cada  Es- 
tado. 

Toda  nuestra  misión  se  reduce  á  encararla  bajo  su  doble  faz  ex- 
tintiva  ó  adquisitiva  para  determinar  con  precisión  la  ley  que  debe 
regirla  en  cada  uno  de  sus  aspectos,  previendo  todos  los  casos  que 
pueden  ofrecerse  en  el  curso  de  las  relaciones  civiles  á  tín  de  que 
ninguno  escape  á  una  solución  fijada  de  antemano,  basatla  sobre  la 
ciencia  y  ajustada  á  las  conveniencias  bien  entendidas  de  todos. 

Laurent  y  la  Comisión  Examinadora  del  Código  Civil  Belga  sos- 
tienen (le  común  acuerdo  que  la  prescripción  afecta  esencialmente 
el  í^rden  público  internacional.  Si  hay,  segnn  Laurent,  una  ley  en  que 
el  derecho  'e  la  sociedad  domine,  es  la  que  establece  la  prescripción; 
porque,  solo  á  nombre  del  derecho  social,  puede  despojar  de  su  de- 
recho al  propietario  para  atribuirlo  al  poseedor.  Según  la  Comisión, 
^a  prescripción  es  de  orden  público,  solo  la  ley  determina  sus  con- 
diciones y  los  particulares  son  impotentes  pai*a  modificarlas.  Con  un 
punto  de  partida  común,  arriban  natumlmente  á  la  misma  conclu- 
sión, á  saber,  que  la  prescripción  sea  extintiva,  sea  adquisitiva, 
verse  sobre  muebles  ó  inmuebles,  es  gobernada  exclusivamente  por 
la  ley  que  rige  el  derecho  mismo  s:)metido  á  ese  modo  de  adquisi- 
ción ó  extinción. 

Pothier  piensa  que  la  prescripción  debe  ser  regida  por  la  ley  del 
domicilio  del  acreedor  ó  propietario,  alegando  que  solo  pueden  ser 
privados    de  sus  cosas  en  virtud  de  la  ley  á  que  están  sometidos* 
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Massé,  Flore  }'  Asser  contestan  á  Pothier  que  él  supone  que  el 
acreedor  es  aún  propietario,  cuando  se  trata  precisamente  de  decidir 
si  consei'va  todavia  su  derecho  y  que  sería  girar  dentro  de  un  círcu- 
lo vicioso  desde  que  el  deudor  ó  poseedor  tendrían  fundamento  para 
pretender  á  su  turno  que  no  podrían  ser  privadas  de  su  excepción 
por  una  ley  á  la  que  tampoco  están  sí)metidos. 

J.  Voet,  Bouhier,  Dunod,  Merlin  y  otros  aplican  la  ley  del  domicilio 
del  deudor,  por  cuanto  la  reputan  una  excepción  que  no  aniquila  el  de- 
recho del  acreedor  y  que  solo  impide  su  ejercicio  judicial.  Pardessus, 
Fiore  y  Asser  objetan  que  el  término  de  la  acción  tiene  que  se^  siempre 
cierto  y determinaílo;  que  no  debe  variarpor  la  voluntad  de  una  de  las 
partes  contra  la  de  la  otni;  y  (jue,  teniendo  el  deudor  la  libertad  de 
cambiar  de  domicilio,  quedaría  á  su  arbitrio  abreviar  el  tiempo  de  la 
prescripción. 

Pardessus  |>roruni  salvar  las  precedentes  objeciones  haciendo  de* 
pender  el  plazo  de  la  ley  del  domicilio  que  el  deudor  tenía  al  tiempo 
en  que  contrajo  la  obligación;  ])cro  Merlin,  al  cual  se  adhieren  Fiore 
y  Asser,  habia  contestado  de  antemano  que,  si  la  prescripción  impor- 
ta un  beneficio  ací»rdado  al  deudor,  es  razonable  que  el  deudor  pue. 
da  disfrutarlo  en  su  nuevo  domicilio  y  que  el  acreedor  soporte  la 
consecuencia  de  no  babor  procedido  oportunamente  en  e^e  nuevo 
domicilio  del  deudor. 

Bartolo,  Mascardo,  Bourgoi*^ne,  Troplonií  y  Lehr  prefieren  la  lev 
del  lugar  del  pago,  observando  que  la  [irescripcion  es  en  cierto  mo" 
do  la  pena  de  la  negligencia  del  acreedor  y  que  la  omisión  es  come- 
tida en  el  lugar  del  pago.  La  inadmisibilidad  deestii  solución  se  pone 
en  cvideucia  negando  con  Asser  (jue  la  [)rescri|)CÍon  sea  de  modo  al- 
gún »  nna  pena  contra  el  acreedor  y  sosteniendo  con  Laurent  que  es 
simplemente  una  institución  de  orden  y  trauíiuilidad  sociales. 

Huber,  J.  Voet,  Boullenois,  Wlieaton,  Kent,  Story  y  Burge  miran 
la  prescripción  como  perteneciente  al  procedimiento  y  se  pronuncian 
en  consecuencia  por  la  ley  del  lugar  del  juicio.  Asser  piensa  con 
razón  (pie  la  prescripción  pertenece  (i  la  legislación  sustantiva  y  no 
forma  por  tanto  parte  del  procedimiento.  Fiore,  partiendo  de  la  base 
de  que  el  acreedor  está  obligado  á  seguir  el  fuero  del  deudor,  que 
es  ordinariamente  el  lugar  de  su  domicilio,  renueva  la  objeción  deque 
el  acreedor  quedada  en  tal  caso  sometido  al  arbitrio  del  deudor,  cuya 
facultad  de  mudar  de  domicilio  es  verd.ilcramiMit-3  incontestable. 

¿Cual  es,  entonces  la  ley  que  debe  regirla  prescripción  bajo  su 
doble  faz  extintiva  y  ad(|uis¡tiva?  Ajuicio  de  la  mayona  de  la  Co- 
misión la  respuesta  puede  formularse  en  una  regla  general,  á  saber, 
que  la  prescnpcion  es  regida  por  la  ley  que  gobierna  la  relación  ju- 
rídica de  cuya  prescripción  se  tmte.  Así,  la  prescripción  extintiva 
de  acciones  personales  está  subordinada  á  la  ley  del  lugar  de  su  cum- 
plimiento, la  de  acciones  reales  á   la  de  la  situación  de  los  bienes 
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gnivatlos  sio  distinción  de  raíces  ó  muebles  y  la  adquisitiva  de  cosas 
corpomles  á  la  de  su  situación,  cualquiera  que  sea  sn  uatiiniJeza.de 
acuerdo  con  lo  estatuido  en  los  títulos  relativos  á  los  Bienes  y  á  los 
Actos  Jurídicos. 

Tal  es  en  el  fondo  la  doctrina  de  Schaffner,  Waechter,  Savigny, 
Rocco,  Demangeat,  Fiorc,  Asser,  Rivier,  Laurent,  Ramírez  y  la  Co- 
misión Revisora  del  Código  Civil  Belga,  los  cuales,  por  mas  discon- 
formes que  sean  los  principios  generales  de  sus  respectivas  escuelas 
y  las  reglas  especiales  á  que  sujetan  los  derechos  personales  ó  reales, 
están  todos  de  acuerdo  para  someter  la  prescripción,  cualquiera  que 
sea  sn  naturaleza,  á  la  misma  ley  que  rige  las  relaciones  de  dere- 
cho á  que  ella  se  reíiere. 

Bajo  su  faz  extiutiva,  la  prescripción  no  es  en  efecto  mas  que  un 
medio  de  enervar  las  acciones  dirigidas  á  hacer  efectivas  las  obligo, 
clones  pendientes.  Siendo  el  deber  jurídico  la  resultante  del  derecho 
del  acreedor  para  obligar  al  deudor  á  la  prestación  convenida,  la 
acción  se  liga  íntimamente  á  la  obligación  y  debe  ser  regida  por  la 
misma  ley.  Cuando  dos  personas  contratan,  consienten,  tácita  pero 
claramente,  en  que  el  término  dentro  del  cual  la  una  pueda  proce- 
der contra  la  otra,  para  compelerla  al  cumplimiento  de  su  obliga- 
ción, dependa  de  la  ley   bajo  cuyo  imperio  nació  la  acción. 

Esta  solución,  como  Savigny  lo  hace  notar,  es  la  mas  conforme  á 
los  principios  y  á  la  equidad  A  los  principios;  porque,  d éter m  nan- 
do  de  un  modo  cierto  la  ley  de  la  prescripción,  impide  todo  cuan- 
to una  de  las  partes  pudiera  intentar  en  perjuicio  de  la  otra.  A  la 
equidad;  porque,  así  como  al  acreedor  no  es  lícito  preferir,  para 
el  ejercicio  de  su  acción,  el  lugar  donde  la  prescripción  dure  mas, 
tampoco  es  permitido  al  deudor  optar,  mediante  un  cambio  de 
domicilio,  por  el    lugar  donde  dure   menos. 

Bajo  su  faz  adquisitiva,  podría  s:)stenerse  con  esperanza  de  éxito, 
que,  importando  en  realidad  nna  causal  de  extinción  del  dominio, 
bastaría  aplicarle  la  misma  regla,  por  cuanto  los  derechos  reales, 
en  su  carácter  de  tales,  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  de  la  situa- 
ción de  los  bienes  sobre  que  recaen 

Dejando  sin  embargo  de  lado  esta  cuestión,  puramente  especu- 
lativa, para  considerar  la  prescripción  como  un  medio  de  adquirir 
derechos  reales,  se  arriba  siempre  al  mismo  resultado,  es  decir,  á 
gobernarla  por  la  ley  del  lugar  de  la  situación  de  los  bienes,  sean 
muebles,  sean  raíces.  Una  vez  estíiblecido,  como  queda  en  el  tí- 
tulo respectivo,  que  la  adquisición,  conservación  y  extinción  de  los 
derechos  reales,  están  sometidas  á  la  ley  del  lugar  donde  las  co- 
sas se  encuentran,  la  primera  consecuencia  á  deducir  de  esa  pre- 
misa es  que  la  prescripción  debe  ser  también  reglada  por  la  mis- 
ma ley  que  gobierna  las  cosas.  Dejar  los  bienes  bajo  el  imperio 
de  la  ley    del  lugar  de  su  situación    y    sujetar  su  prescrii^ioa  é. 
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otra  ley  distinta,  cualquiera  que  ella  fuese,  sería  incurrir  en  la 
mas  chocante  y  la  mas  injustificada  de  las  contradicciones  po- 
sibles. 

Mas,  como  el  detentador  de  una  cosa  mueble  puede  trasladarla 
de  un  lugar  á  otro,  es  conveniente  prever  el  caso  para  resolverlo, 
dentro  de  la  doctrina  establecida,  declarando  que  la  prescripción 
se  regirá  por  la  ley  del  lugar  donde  se  consume;  porque,  antes 
de  consumarse,  solo  «existe  un  derecho  en  espectativa,  sin  título 
para  eximirse,  de  la  influencia  de  la  ley  del  lugar  de  la  nueva 
siuucion  de  la  cosa,  del  mismo  modo  que  esta  ley  carecería  de- 
autoridad para  desconocer  la  prescripción  consumada  antes  de  la 
traslación  de  la  cosa,  porque  semejante  desconocimiento  importa- 
ría atribuirse  efecto  retroactivo  para  destruir  derechos  adquiridos 
sobre  cosjus  .";ue  no  estaban  entonces  sujetas  á  su  imperio. 

Las  conclusiones  de  la  mayoría  de  la  Comisión  son  tan  fundadas 
é  incontrovertibles  que  la  minoría  se  ha  limitado  á  reproducir  su 
título  sin  mas  alteración  que  la  de  regir  la  prescripción  de  la  cosa 
mueble,  cambiada  de  lugar,  por  la  ley  de  aquel  en  que  empezó,  en 
vez  de  aquel  en  que  se  consumó;  alteración  de  mero  detalle,  inad- 
misible por  las  razones  expuestas  y  cuyo  examen  pertenece  por  lo 
demás  á  la  discusión  en  particular  de   l(»s  artículos  correspondientes. 


He  terminado  la  fatigosa  tarea  de  fundar  el  proyecto  de  la  ma- 
yoría (le  la  Comisión  en  presencia  del  contra  proyecto  de  la  mi- 
noría. 

No  pretendo  haber  dicho  nada  nuevo.  La  modestia  de  mi  in- 
forme no  necesita  siquieni  escudarse  tras  el  excéptico  nihil  novum 
sub  solé  y  reconozco  por  el  contrario  expontáneamente  cuan  pesada 
contribución  me  he  creido  en  el  caso  de  imponer  á  las  exposiciones 
de  los  tratadistas  cuyas  doctrinas  he  invocado  en  apoyo  de  las  solu- 
ciones propuestas. 

La   mayoría  tampoco    cree  haber  j)ronunciado  la  última   palabra 

de  la  ciencia.  ¿Quien  osaría  decirla  cuando  el  Derecho  Interna- 
cional Privado  se  halla  todavía  en  pleno  desarrollo,  despertado  hace 
poco  de  su  letargo  por  el  célebre  caso  de  la  Princesa  de  BeaufiFre- 
mont  que  conmovió  el  mundo  jurídicu  y  agitó  la  opinión  de  dos 
naciones  poderosas  ? 

Solo  aspira  la  mayoría  á  que  se  le  haga  la  justicia  de  reconocer 
que  nada  ha  omitido  de  lo  que  estaba  á  su  alcance  para  formular 
un  proyecto  serio,  metódico,  armónico  y  completo,  estudiando 
cuanto  se  ha  escrito  sobre  esta  dificilísima  uuiteria  y  [)rebtando  es- 
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pedal  atención  á  la  obra  de  nuestro  distinguido  colega  el  Scfior 
Doctor  Ramírez,  digna  de  nnencion  por  la  solidez  de  su  preparación, 
la  independencia  de  su  criterio  y  la  exactitud  general  de  su 
doctrina. 

Lejos,  pues,  de  pensar  que  su  trabajo  sea  perfecto,  la  mayoría 
aprovechará  el  debate  en  particular  para  indicar  varias  modifica- 
ciones secundarias  que  le  han  sido  en  parte  sugeridas  por  algunos 
Señores  Plenipotenciarios  y  admitiró  con  placer  todíis  las  que,  sin 
romper  la  unidad  del  proyecto  ni  alterar  sus  principios  fundamen- 
tales, sean  propuestas  en  el   curso  de  la  discusión. 

Procediendo  así,  l:i  mayoría  ejecutará  un  acto  de  honestidad 
científica  y  rendirá  un  justo  homenaje  á  la  ilustración  de  sus  dis- 
tinguidos colegas. 

Ahora,  que  mi  última  palabra  sea  la  palabra  de  la  gratitud  por 
la  indulgente  atención  con  que  el  Congreso  se  ha  dignado  es- 
cucharme. 

Varios  Señores  Plenipotenciarios:  Muy  bien! 

El  Señor  Prats,  Miembro  Informante  de  la  Comisión  de  Derecho 
Civil   en  minoría,  se  expresó  en   estos  términos: 

Señor  Presidente: 

En  oficio  de  fecha  14  de  Noviembre  último  hice  presente  á 
V.  E.  que  oportunamente  sometería  á  su  ilustrada  consideración 
los  motivos  de  mi  disidencia  con  mis  honorables  colegas  de  la 
Comisión  de  Derecho  Civil. 

Es  llegado  el  momento  de  cumplir  con  ese   deber. 

Al  hacerlo  prescindiré  de  todo  detalle  que  carezca  de  verdadera 
importancia,  pam  contraerme  únicamente  á  los  principios  funda- 
mentales que  sirven  de  base  á  hs  proyectos,  salvo  respecto  de 
aquellos  puntos  acerca  de  los  cuales  la  mayoría  se  ha  servido  in- 
vitarme á  dar  explicaciones:  sería  descortesía  no  apresurarme  á 
complacerla. 

Debo  empezar  por  declarar  que  á  los  Representantes  de  Chile 
no  les  es  posible  seguir  el  ejemplo,  por  mas  de  un  aspecto  no- 
table, dado  por  la  mayoría  de  estar  dispuesta  á  aceptar  resignada- 
mente  el  voto  del  Congreso. 

Soy  de  opinión  de  que  los  principios  y  reglas  de  conducta  inter- 
nacional de  que  aquí  liemos  venido  á  ocuparnos  no  se  resuelven 
por  votos  de  mayoría;  de  que  es  necesario  tratar  de  llegar  á  un 
acuerdo,  cediendo  cada  cual  algo,  y  á  ello  estamos  dispuestos,  pero 
solo  en  lo  que  no  sea  de  cierta  trascendencia,  y  de  que,  si  el  acuerdo 
no  es  posible,  la  minoría  debe  resignarse,  no  á  aceptar  el  acuerdo 
de  la  mayoría,  sino  á  mantener  su  completa  libertad  de  acción. 
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Dudas  estas  explicaciones,  entro  en  materia,  siguiendo  el  orden 
observado  en  los  proyectos  mismos. 

Se  empieza  [)or  establecer  las  reglas  á  que  debe  estar  subordina- 
da la  ca|)acidad  de  las  personas  y  se  opta  en  el  proyecto  de  lu  Co- 
misión por  las  leyes  del  domicilio;  en  el  mió  por  las  de  la  residencia. 

Según  aquellas,  siempre  que  los  habitantes  de  un  país  celebi'ea 
un  contnito  ó  ejecuten  un  acto  jurídico  cualquiera,  deberá  califi- 
carse la  capacidad  de  los  coutraümtes,  no  según  la  ley  del  país 
mismo  de  su  residencia  y  en  que  el  acto  se  ejecutíi,  sino  seguu  las 
leyes  del  país  en  que  se  hallan  domiciliados. 

Esto,  en  primer  lugar,  es  coutrario  á  la  soberanía  de  las  Nacio- 
nes, según  la  cual  las  leyes  de  cada  una  de  ellas  imperan  sobre 
todos  sus  habitantes.  Cada  Estado,  dice  Fcelix,  tiene  el  poder  de 
fijar  las  condiciones  necesarias  para  poseer  las  propiedades  muebles 
6  inmuebles  que  existen  en  su  territorio,  para  su  trasmisión  ó  ex- 
propiación, cofno  también  para  determinar  el  estado  ó  la  capacidad  de 
las  personas  que  en  él  se  encuentran,  y  la  validez  de  los  contratos 
y   otros  actos  que  en  él  se   veriíican»  (T.  1.'  N.'  9). 

Por  otra  parte,  la  regla  fijada  por  la  Comisión  diíiculta  las  rela- 
ciones comerciales  y  de  todo  género  é  impone  á  los  interesados  y  á 
los  funcionarios  que  deben  intervenir  en  estos  casos,  paní  la  debida 
solemnidad  del  acto,  serias  dificultades. 

De  la  misma  manem  cuando  se  trata  de  decidir  acerca  de  la  va- 
lidez de  una  obligación  contraida  en  país  extranjero,  atendida  la 
capacidad  no  habrán  de  atenerse  las  autoridades  á  las  leyes  del 
país  en  \,ue  se  ejecutó  el  acto  jurídico,  sino  á  las  de  aquel  en  que  se 
hallaba  entonces  domiciliada  la  persona  obligada. 

¿Y  que  í andamento  tiene  esta  |)reícreucia  por  la  ley  del  domicilio 
en  desprecio  de  la  ley  de  la  actual  residencia? 

Se  comprende  fácilmente  la  |)refcrencia  (juc  reclaman  los  parti- 
darios de  la  ley  de  la  nacionalidad.  Notables  autorichules  la 
sustentan  como  Fiore,  Laurent,  Maucini,  etc.  Su  fundamento  es 
el  respeto  ó  la  personalidad  humana,  á  la  ley  de  la  propia 
nación  que  imprime  carácter  en  sus  hijos,  como  lo  explica  Fiore. 
(T.   1."  N.**  53.) 

Otra  razón  atendible  respecto  del  [)rincipio  del  estatuto  personal 
y  que  habla  elocuentemente  en  contra  del  adoptado  por  la  Co- 
misión es  esta: 

En  cada  nación  se  determinan  las  condiciones  para  íijar  el  estado 
y  capacidad  de  las  personas  tomando  en  cuenta  el  desarrollo  físico 
é  intelectual  de  sus  habitantes,  en  lo  cual  influye  el  clima,  la  edu- 
cación, los  hábitos,  etc.  Y  por  eso  es  que  se  advierte  notables  di- 
ferencias á  este  respecto  entre  las  naciones. 

¿Y  que  sucede  tomando  por  base  el  domicilio?  Todo  lo  con- 
trario. 
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Por  el  mero  hecho  de  estar  o  haber  estado  domiciliado  un  indi- 
viduo en  un  país  en  que  la  mayor  edad  se  fija  á  los  veinte  y  un 
años,  por  ejemplo  en  Francia,  había  de  reputársele  mayor  en  cual, 
qnier  otro  en  que  se  encuentre  aún  cuando  en  esta  y  en  su  propia 
Nación  se  exijan  al  efecto  veinte  y  cinco  años,  como  en  Chile  y  en 
la  mjiyor  parte  de  los  países  regidos  por  el  Derecho  Romano. 

Se  sabe  que  el  domicilio  se  adquiere,  por  el  hecho  del  estable- 
cimiento en  un  lugar  con  ánimo  de  permanecer  en  él  indefinida- 
mente. Por  lo  tanto  puede  bastar  una  residencia  en  esas  condiciones 
por  un  corto  tiempo,  seis  meses  v.  gr.  Este  hecho  aislado,  esta  mera 
circunstancia  es  la  que  ha  de  fijar  para  siempre  su  estado  y  capacidad 
personal.  Adonde  quiera  que  vaya  se  habró  de  atender  á  ella,  en 
desprecio  de  las  leyes  que  ahí  rijan  y  de  las  de  la  propia  na- 
cionalidad. 

No  se  comprende  pues  la  preferencia  por  la  ley  del  domicilio  sobre 
la  ley  del  país  en  que  la  per-oua  reside,  contrata  y  se  obliga.  Cuan- 
do esta  rige,  todo  es  fácil  y  sencillo,  cuando  impera  la  otra,  todo 
ofrecerá  dificultades  y  embarazos. — La  persona  con  quien  se  vá  á 
contratar  ¿estará  domiciliada  en  otra  parte?  ¿Que  leyes  regirán 
ahí  en  donde  está  ó  en  donde  puede  estar  domiciliada? 

Los  funcionarios  que  en  cada  paí<  concurren  á  ciertos  actos  para 
solemnizarlos  saben  su  oficio  ahí  donde  funcionan,  saben  á  que  ate- 
nerse con  respecto  á  la  capacidad  de  los  contratantes.  ¿Podrán  ex- 
pedirse con  igual  facilidad  en  actos  que  se  rijan  por  las  leyes  de 
otras  naciones  ? 

Ninguna  de  estas  dificultades  puede  presentarse  si  se  adopta  el 
principio  de  la  residencia  con  el  cual  se  respeta  también  el  de  la 
soberanía  de  cada  nación.  Ahí  donde  una  persona  ejecuta  un  acto 
es  donde  debe  ser  capaz  de  ejecutarlo.  Las  leyes  del  país  en  que 
se  ejecuta  son  las  que  deben  observarse. 

Con  lo  expuesto  acerca  de  este  punto  quedan  demostrados  los  mo- 
tivos porque  no  he  podido  aceptar  el  proyecto  de  la  mayoría  y  que 
me  han  inducido  á  formular  los  artículos  4.*,  5.*  y  6.'  del  que  he 
presentado  por  mi  parte. 

Adoptado  este  no  tendrían  razón  de  ser  los  artículos  1*,  2',  3',  4% 
10,  11,  12  y  14  del  de  la  mayoría. 

La  Comisión,  consecuente  con  sus  ideas  contrarias  á  ia  observación 
de  las  leyes  del  país  en  que  se  reside  ha  establecido  lo  siguiente  en 
la  importante  materia  «De  las  Obligaciones.» 

Artículo  9." 
«  La  ley  del  lugar  donde  los  contratos  deben  cumplirse  rige: 
(a)    Sus  formas  y  solemnidades; 


(b)    So  existencüi  y  nataraleza; 
(e)    Su  validez  y  subsistencia; 

(d)  Sos  efectos  y  coosecueocíns; 

(e)  Su  ejecución  y  extinción. 

(f)  En  suma,  todo  cuanto  les  concierne,  bajo  cualquier  aspecto 
que  sea.» 

El  que  suscribe,  encargado  especialmente  por  sus  Honorables 
Colegas  de  la  Comisión  del  estudio  de  esta  importante  materia, 
propuso  la  adopción  de  las  reglas  contenidas  en  el  título  respec- 
tivo del  proyecto  acompañado  y  cuya  base  es  el  primñpio  locas 
regit  adum  establecido  en  el  artículo  22 ;  pero  no  tuvo  la  fortuna 
de  que  fueran  aceptadas  por  la  Comisión. 

Según  dicho  artículo,  los  contratos  celebrados  y  actos  ejecutados 
en  cualquiera  de  los  Estados  signatarios  del  Tratado,  en  confoi- 
midad  ¿  sus  leyes,  se  reputarán  válidos  en  todos  los  demás  sin 
I>eijuicio  de  las  excepciones  ó  limitaciones  contenidas  en  el  mismo 
Traüido. 

La  sanidad  de  la  doctrina  que  este  artículo  reconoce  se  impone  á 
su  mera  lectura.  ¿Que  otra  regla  sería  mas  adecuada  á  la  mas- 
perfecta  fraternidad  ?  ¿  Cual  que  consulte  mejor  los  intereses  socia- 
les? ¿Cual  sería  mas  fácil  en  su  ejecución  práctica?  ¿Cual  otra 
se  conformaría  mejor  á  los  intereses  y  necesidades  del  comercia 
y  la  industria?  ¿Cuales  son  los  inconvenientes   que  ofrece? 

Nada  mejor  puedo  hacer  pura  responder  á  estas  cuestiones  que 
referirme  á  los  mas  notables  autores  que  han  tratado  de  e^ta 
materia. 

Espero  que  el  Honorable  Congreso  no  hh  de  tener  á  mal  que 
reclame  su  atención  mas  benévola.  La  impoi-tancia  de  la  materia 
y  el  deber  en  que  me  creo  de  explicar  y  apoyar  mi  línea  de  con- 
ducta en  el  desempeño  de  mis  trabajos  en  la  Comisión,  me  excu- 
sarán  también. 

«  Un  principio  hoy  dia  generalmente  adoptado  por  las  nacio- 
«  nes,  dice  Fdilíx,  es  que  la  forma  de  hs  ocios  se  regla  por  la  ley 
«  del  lugar  en  el  cual  han  pasado  ó  se  han  ejecutado.  Es  decir  que 
«  para  la  validez  de  todo  acto  ba«ta  observar  las  formalidades  pres- 
«  criptas  por  ley    del   lugar  en   que  se  ejecuta.  > 

El  principio  que  acabamos  de  enunciar  se  aplica  á  todos  los 
actos  lícitos  del  hombre,  convencionales  ú  otros :  así,  él  regla  los 
actos  del  estado  civil,  los  actos  de  celebración   del  matrimonio,  las 
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donaciones,  los  testamentos,  todas  las   convenciones  á  título  one- 
roso.»  (FobIíx  —  Derecho  Internacional  —  T.   1.'  N."  73). 

Este  ilustre  publicista  cita  cincuenta  autoi*es  que  son  de  su  opi- 
nión 7  la  doctrina  de  la  Corte  de  Casación  de  Francia  y  las  Cortes 
de  Rouen. 

La  regla  indicada,  agrega,  no  se  aplica  solamente  é  los  actos 
públicos  ó  solemnes,  sino  también  á  los  que  constan  de  documen- 
tos privad  "»s. 

El  mismo  autor  desarrolla  esta  doctrina  en  los  Nos.  79  y  siguien- 
tes de  la  obra  citada. 

En  cuanto  al  fonílo  ó  valor  intrínseco  de  los  actos  jurídicos,  he 
aquí  como  se  expresa: 

«  El  principio  general  en  esta  materia  es  que  las  partes  contra- 
«  tantes  han  tenido  la  intención  de  conformarse  en  sus  conven- 
«  ciones  á  la  ley  del  lugar  en  que  se  han  perfeccionado.  (T.  1/ 
€  N."  96. ) 

<  Meriin,  agrega  en  el  número  citado,  se  expresa  en  los  siguien- 
«  tes  términos:  Todo  hombre  que  contrata  en  un  país,  sea  domi- 
<-  ciliado  ó  no,  nacional  ó  extranjero,  a  Ihiere  á  las  cláusulas  del 
«  tratado  que  hace  el  sentido  y  las  consecuencias  de  las  leyes  del 
«  país.  (  Repertorio  Merlin,   V.   Etranger.  ) 

<  La  necesidad  de  las  relaciones  entre  las  naciones,  dicen  M.  M.  Kent 
«  y  Story.  ha  hecho  establecer  que  la  valirlez  de  un  contrato  y 
«  todo  lo  que  concierne  á  su  naturaleza,  el  lazo  vincnlum  obliga- 
«  tionis,  como  todo  lo  relativo   á  su '  interpretación,   depende  de  la 

<  ley  del  lugar  en  que  se  ha  celebrado.  > 

Sería  demasiado  molesto  acumular  mas  citas  de  este  autor,  maes- 
tro en  la  materia;  pero  debo  hacer  notar  que  ni  él  ni  ninguno  de 
los  tratadistas  á  que  en  este  estnditi  me  refiero,  se  imaginan  siquiera 
que  puede  dejar  de  aplicarse  la  máxima  locus  regit  actum  con 
que  encabeza  el  capítulo  de  su  nbra  citada  y  que  sirve  de  funda' 
mentó  á  su  doctrina.  ( Foelix  —  Derecho  Internacional  —  T.  1. 
^:  78  al  108 ). 

Otro  publicista  no  menos  notable,  Fiore,  dice  á  este  respecto: 
«  Cuando  no  se  ha  declarado  expresamente  que  se  prefiere  la  ley 
del  lugar  de  la  ejecución  á  la  del  domicilio  del  deudor  ó  acreedor 
ó  la  preferencia  no  resulte  de  circunstancias  de  un  modo  cierto, 
debe  presumirse  que  las  partes  se  han  referido  á  la  ley  vigente  en 
el  lugar  donde  han  realizado  el  acto  que  ha  dado  origen  al  vínculo 
jurídico.  (  Fiore  T.  1.'  N.'  112.  )  » 

Con  arreglo  á  la  ley  del  lugar  donde  se  contrae  la  obligación, 
es  como  debe  decidirse  si  es  civil  6  natural,  si  es  pura  y  simple 
ó  condicional,  si  consiste  en  dar  6  en  hacer  y  si  es  una  obligación 
m  cfjerte  6  una  obligaiis  generis.  (Fiore  T.  1.'  N.*  141). 
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En  cuanto  á  la  solidaridad  de  los  deudores  comprometidos,  ya 
se  derive  inmediatamente  de  la  ley,  ya  proceda  de  un  convenio 
en  donde  se  haya  estipulado  expresamente,  debe  ser  regida  por 
la  ley  del  lugar  donde  se  ha  realizado  el  contrato.  (Fiore  T.  1.' 
N/  142). 

Cuando  las  partes  no  han  declarado  nada  expresamente,  la  «  lex 
loci  contractus»  es  la  que  debe  determinar  todos  los  efectos  jurí- 
dicos inmediatos  que  del  contrato  se  derivan,  ya  sea  por  disposición 
de  la  ley.  ya  por  la  costumbre.  (Fiore  T.  1/  N.'  146). 

No  es  menos  explícito  el  célebre  Laurent.  «  ¿  Que  ley  se  sigue, 
pregunta,  para  reglar  hi  forma  de  los  actos?  Hay  sobre  este  punto 
un  viejo  adagio  que  está  admitido  por  todos  los  autores  y  consttqrado 
po^'  todas  las  legislaciones:  locus  regit  actum »  (Laurent  T  2,'* 
N.'  233 ). 

El  acto  ejecutado  según  las  formas  del  lugar  de  su  otorgamiento, 
es  válido  en  todas  partes,  cualquiera  que  sea  la  nacionalidad  de  los 
interesados  (Laurent  T.  2."  N.''  239). 

«  Se  pregunta  si  un  acto  auténtico  debe  ser  recibido  en  el  extran- 
jero en  las  formas  proscriptas  por  la  ley  local.  Apenas  puede 
formularse  esta  pregunta  porque  la  afirmativa  es  de  evidencia  » 
(  Laurent  T.  2."  N.**  245). 

Citaré  por  fin  á  Calvo,  cuya  autorizada  opinión  llega  á  parecer 
exagerada.  «  En  derecho  estricto,  dice,  los  contmtos  deben  ser 
regidos  en  cuanto  al  valor  legal  de  su  forma  y  en  cuanto  á  los 
efectos  que  se  derivan  de  sus  estipulaciones  por  la  ley  del  lugar 
en  que  se  han  celebrado.  Esta  regla  deducida  del  axioma  lex  loci 
contractas  está  fundada  no  solo  en  la  conveniencia  mutua  de  los 
individuos,  sino  en  la  necesidad  moral  para  las  naciones,  de  vivir 
en  relaciones  íntimas  las  unas  con  las  otras.  El  Estado  que  cesara 
de  aplicar  esta  regla  se  aislaría  del  movimiento  general  de  la  civi- 
lización y  volvería  luego  por  una  pendiente  fatal  al  estado  de 
barbarie  de  las  tribus  salvajes  »  (Calvo,  Derecho  Internacional  5' 
edición  — T.  2/  §  965). 

No  debemos  aceptar  esta  exageración. 

Pero,  me  pregunto:  ¿Es  posible  que  sea  desconocido  y  recha- 
zado QS>ÍQ,  axioma  en  el  Coní^reso  Internacional  reunido  hov  en 
Montevideo? 

Y  ¿por  que  lo  sería? 

<  Porque  ya  es  necesario  reaccionar  contra  un  principio  cuyo 
origen  se  ignora  y  que  se  ha  venido  imponiendo  con  el  trascurso 
del  tiempo,  principio  que  condena  la  ciencia  jurídica.  Porque  es 
necesario  hacer  la  luz  en  el  caos  á  que  nos  han  condenado  los 
autores  que  lo  sostienen  y  las  naciones  que  lo  reconocen.  > 

El  Congreso  lo  ha  oído:  se  trata  de  reaccionar  contra   el  orden 
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<le  cosas  actual  y  contra  la  opinión  casi  unánime  de  los  publicistas, 
de  las  naciones  y  contra  nuestros  códigos. 

Es  otra  la  regla  que  debe  consagrarse  según  la  maj'^oría,  á  saber: 

La  ley  del  lugar  donde  los  contratos  deben  cumplirse. 

Esa  ley  es  la  que  según  la  mayoría  de  la  Comisión  debe  regir 
en  los  contratos  todo  cuanto  les  concierne  bajo  cualquier  aspecto. 

El  Honorable  Congreso  advertirá  seguramente  que  el  sistema 
ideado  por  la  Honorable  Comisión  ofrece  serios  inconvenientes:  con 
efecto,  en  el  mayor  número  de  cases,  las  personas  que  poseyendo 
bienes  en  diversos  países,  deseen  contratar  con  ellos,  ignorarán  las 
leyes  á  que  deben  ajustar  sus  contratos,  y  no  faltarán  ocasiones 
en  que  no  les  será  posible  adquirir  ese  conocimiento.  En  todo 
caso  se  les  impone  molestias  y  gastos  que  ninguna  razón  de  ser 
tienen. 

Pueden  ocurrir  inconvenientes  no  solo  difíciles  de  vencer,  sino 
imposibles.  ¿Que  se  hará  si  en  el  lugar  en  que  están  situados  los 
bienes  se  exigen  requisitos  que  no  pueden  llenarse  en  el  lugar  en 
que  el  contrato  se  celebra?  Los  testamentos  dice  Laurent  hacién- 
dose cargo  de  este  inconveniente  (tomo  2'  número  236),  se  otorgan 
ante  hi  justicia,  según  la  ley  prusiana  y  ante  un  notario  entre 
nosotros. 

Inútilmente  un  prusiano  querró  testar  entre  nosotros  ante  un  tri- 
bunal; el  juez  se  declararía  incompetente.  Ha  sido  pues  nece- 
sario permitir  al  prusiano  hacer  testamento  ante  notario.  De  la 
misma  maueni  los  fninceses  y  los  belgas  que  desean  contratar  en 
país  extranjero,  ahí  en  donde  no  hay  notarios,  estarán  obligados 
á  conformarse  á  las  leye^  del  país. 

En  cuanto  á  los  documentos  privados,  la  dificultad  es  menor, 
pero  subsiste  ¿Quien  rednctíi  lo-¡  actos?  Rara  vez  son  las  partes; 
de  ordinario  son  los  agentes  de  negocios.  Estos  no  conocen  sino  la 
práctica  legal  del  país  en  que  ejercitau  su  ministerio.  En  cuanto 
á  las  partes,  ellas  están  obligadas,  no  conociendo  las  leyes,  á  valerse 
de  redactores  que  arreglan  los  actos  conforme  á  la  ley  local.  Redac- 
tados en  esta  forma,  hacen  fe  en  todas  partes;  sino  (decía  Portalis, 
exponiendo  los  motivos  del  proyecto  de  Código),  no  habría  ninguna 
seguridad  en  las  relaciones  civiles. 

Pero  hay,  aún,  otro  motivo  de  imposibilidad:  los  funcionarios 
públicos,  notarios,  jueces  ó  lo  que  sean,  están  obligados  á  redactar 
y  formalizar  los  instrumentos  que  otorgan,  según  la  ley  del  lugar 
en  que  desempeñan  sus  funciones.  Ellos  no  pueden  cambiar  las 
formas,  adoptando  los  contratos  á  tantos  países  como  extranjeros 
de  diversas  nacionalidades  haya.  No  conocen  ni  deben  aplicar 
otras  formas,  repito,  que  las   del  lugar  en   que  funcionan. 

La  Honorable  Comisión  no  se  ha  hecho  cargo  de  estas  dificul- 
tades,  que  son  insolubles. 
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¿Que  motivos  tan  poderosos  ha  tenido  paral  apartarse  del  uso 
C'Triente  entre  todas  las  naciones,  para  cambiar  de  raíz  el  ói^leu 
de  cosas  actual? 

Nada  tiene  que  ver  en  la  precedente  cuestión  la  escuela  á  que 
quiera  subordinar  sus  acuerdos  el  Honorable  Congreso. 

Aquí  no  se  trata  de  predominio  de  estatutos.  Ni  los  principios 
del  a^ítatuto  personal,  ni  los  del  estatuto  real  se  comprometen, 
Laureut  lo  dice:  «si  se  atiende  al  lenguaje  tradicional,  es  necesario 
decir  que  el  estatuto,  de  las  formas  del  acto  no  es  ni  personal,  ni 
real»  (T.  2.''  N.**  235). 

Se  ha  visto  también  por  las  trascripciones  que  he  hecho  de 
Finre,  que  este  publicista  partidario  de  la  ley  de  nacionalidad, 
reconoce  y  acepta  como  un  axioma  la  regla —  «locus  regit  actum  ». 

La  presente  cuestión  no  es  pues  de  estatutos.  Los  partidarios  de 
toda-í  las  escuelas  proclaman  el  axioma. 

Se  trata  solo  de  facilitar  al  hombre  en  socicíad  los  medios  de 
estrechar  sus  relaciones,  de  comerciar,  de  ejercitar  los  derechos 
inherentes  á  su  ser,  de  adquirir  bienes  y  disponer  de  los  propios 
en  ílonde  quiera  que  se  encuentre  y  de  la  manera  mas  cómoda 
y  fiícil  posible. 

Hay  todavía  otro  orden  de  consideraciones. 

El  régimen  que  establecería  el  Tratado  en  la  forma  adoptada 
por  la  Comisión,  obligaría  á  las  Naciones  Contratantes,  de  lo  cual 
resultaría  que  el  propósito  de  estrechar  y  facilitar  las  relaciones 
mutuas  sería  contrariado.  En  efecto:  los  residentes  en  esta  Repú- 
blica Oriental  pueden  hoy  celebrar  contratos  que  habían  de  tener 
su  cumplimiento  en  cuahiuiera  de  las  otras  Repúblicas  de  la 
manera  mas  sencilla  y  fácil,  sin  mas  que  dirigirse  al  primer 
notario,  (^  siendo  el  contrato  privado,  ajustán«lose  á  la  ley  aquí 
vigente.  Aprobado  el  Tratado  ¿tendrían  las  mismas  facilidades 
dos  comerciantes,  dos  agricultores,  dos  industriales,  y  aún  dos 
abogados? 

Entre  tanto,  esos  mismos  resideutc  nacionales  ó  extranjeros, 
pueden  seg'iir  contratando  libremente  y  con  las  mismas  facili- 
dades que  hoy  lo  verifican  cuando  el  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones haya  de  tener  lugar  en  cualquier  otro  país  no  signatario. 

¿  Es  esto  razonable  ? 

Si  hubiera  de  entenderse  que  el  Tratado  que  se  celebra,  no  solo 
ligue  á  las  Naciones  signatarias  entre  sí,  sino  que  las  obliga  á 
ajustarse  al  orden  de  cosas  que  establece  en  sus  relaciones  con 
las  demás  Naciones,  nos  colocaríamos  fuera  -leí  derecho  común  de 
las  Naciones  cultas,  como  lo  dice  Calvo.  Derecho  Internacional 
T.   2."  §  965. 

Por  los  inconvenientes  anotados  y  otros  muchos  que  apuntan  los 
notables  publicistas  que  he  citado,  las  naciones  y  los  jurisconsultos 
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han  adoptado,  con  rara  uniformidad,  el  principio  que  el  que  sus. 
cribe  ha  reconocido  en  su  proyecto  y  del  que  se  ha  apartado  la 
Honorable  Comisión. 

El  que  suscribe  ha  tenido,  ademas  de  los  motivos  expuestos,  uno 
especial  para  no  adherirse  al  proyecto  de  la  Comisión,  y  mantener 
el  que  por  su  parte  propuso. 

Ese  motivo  es  el  debido  respeto  á  las  leyes  patrias. 

No  estarán  distantes  los  Representantes  de  Chile  de  aceptar,  por 
su  parte,  modificaciones  de  esas  leyes,  cuando  razones  poderosas  lo 
aconsejen,  pero  sí  lo  estarán,  y,  mucho,  cuando  se  trate  de  derogar 
las  que  tienen  por  fundamento  la  razón,  la  práctica  de  las  naciones 
cultas  y  la  opinión  uniforme  de  los  publicistas,  leyes  de  que  se 
enorgullece  y  de  que  ha  cosechado  buenos  frutos  durante  largos 
años. 

El  Código  Civil  Chileno  conformándose  á  la  práctica  ordinaria 
establece: 

«  La  ley  es  obligatoria  para  todos  los  habitantes  de  la  República 
incluso  los  extranjeros.  >    Art.  14. 

«  Toda  persona  es  legalmente  capaz,  excepto  aquellas  que  la  ley 
declara  incapaces.  >  Art.  Í446 — El  Código  Civil  determina  en  seguida 
quienes  son  incapaces. 

«La  forma  de  los  instrumentos  públicos  se  determina  perlas 
leyes  del  país  en  que  han  sido  otorgados.  »  Art.  19,  etc.,  etc. 

Decía  poco  ha,  que  el  principio  —  «  locus  regit  actum  » —  no  era 
contrario  á  ningún  estatuto;  y  en  efecto,  la  ley  chilena,  que  sujeta 
los  bienes  situados  en  Chile  á  las  leyes  chilenas,  respetando  así  el 
principio  territorial,  admite  no  obstante,  los  contratos  válidamente 
otorgados  en  país  extranjero.  En  este  punto,  como  en  otros,  limita 
el   principio. 

He  aquí  como   se  expresa  á  este  respecto : 

«  Los  bienes  situados  en  Chile  están  sujetos  á  las  leyes  chile- 
nas, aunque  sus  dueños  sean  extranjeros  y  no  residan  en  Chile. 

«  Esta  disposición  se  entiende  sin  perjuicio  de  las  estipulaciones 
contenidas  en  los  contratos  válidamente  otorgados  en  país  extran- 
jero. > 

Pero  los  efectos  de  los  contratos  otorgados  en  país  extranjero, 
para  cumplirse  en  Chile,  se  arreglarán  á  las  leyes  chilenas. 

Como  se  vé,  el  Código  Civil  Chileno  resguarda  los  derechos  anexos 
á  la  situación  de  los  bienes,  sin  desconocer  la  validez  de  los  contra- 
tos celebrados  en  otros  países. 

El  artículo  2411  dice  textualmente:  cLos  contratos  hipotecarios 
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celebrados  en  país  extranjero,  darán  hipoteca  sobre  los  bienes  situar 
dos  en  Chile,  con  tal  que  se  inscriban  en  el  competente  registro.  » 

El  Código  Chileno  reputa  válido  aún  los  contratos  hipotecarios 
celebrados  en  el  extranjero.  Solo  exige  la  inscripción  de  la  hipoteca 
en  el  registro.  Acepta  el  contrato  que  constando  de  escritura  pública, 
es  válido  donde  se  otorgó. 

No  podría,  pues,  el  que  suscribe  aceptar  modificaciones  al  orden 
de  cosas  existente,  y  que,  lo  repito,  no  ha  dejado  nada  que  desear 
durante  largos  años. 

Pero,  se  dice,  y  esta  es  la  razón  de  la  regla  que  la  Honorable 
Comisión  propone:  «  Los  contratos  deben  regirse  por  las  leyes  del 
«  lugar  en  que  se  han  de  cumplir,  porque  en  muchos  casos  tendrán 
«  necesariamente  que  ajustarse  á  ellas  en  su  cumplimiento.  »  Así: 
si  en  un  país  el  arrendamiento  de  bienes  inmuebles  no  puede  hacerse 
por  mas  de  diez  años,  en  balde  será  que  en  un  contrato  de  arrenda- 
miento de  bienes  situados  en  él,  se  haga  por  veinte;  aunque  lo  auto- 
rice la  ley  del  país  en  que  el  contrato  se  celebra.  Si  en  un  país  está 
prohibida  la  prisión  por  deudas,  en  balde  será  que  se  estipule  en 
otro  que  es  permitida.  Si  en  un  país  el  contrato  sobre  bienes  raíces 
debe  hacerse  por  escritura  pública,  no  será  válido  en  él  en  otra  forma,* 
aunque  lo  sea  en  el  país  de  su  celebración. 

En  consecuencia,  es  preferible  á  la  regla  locus  regit  actum  la 
establecida  en  el  artículo  30  de  nuestro  proyecto,  según  la  cual  deben 
regirse  los  actos  jurídicos,  en  cuanto  á  su  forma  y  fondo  por  la  ley 
del  lugar  en  que  han  de  cumplirse. 

Pero  este  raciocinio  de  la  Honorable  Comisión  no  está  fundado  en 
ningún  principio  nuevo  de  Derecho  que  se  haya  hecho  camino  por  los 
progresos  de  la  ciencia.  Foelix  y  los  cincuenta  autores  citados  por 
él,  Laureut,  Fiore,  Merlin,  Calvo  y  !os  citados  por  ellos,  han  sabido 
muy  bien  que  en  ningún  país  culto  pueden  reputarse  como  válidos 
los  actos  jurídicos  prohibidos  por  sus  leyes,  y  que  las  obligaciones 
en  general  deben  reglarse,  en  cnanto  á  sus  efectos,  á  las  leyes  del  país 
en  que  van  á  cumplirse;  y  final  mente,  que,  cuaiido  en  estos  se 
exijan  requisitos  especiales,  es  necesario  llenarlos.  No  obst'^ntc, 
declaran  que  la  regla  «locus  regit  actum»  está  admitida  2>or  todos 
los  autores  y  consagrada  por  todas  las  legislaciones . 

Ellos  han  estudiado  detenidamente  las  dificultades  á  que  puede 
dar  origen  dicha  regla,  á  íin  de  determinar  cual  debe  ser  su  legítima 
significación  y  su  alcance.  Y,  solo  después  de  estudiar  las  obje- 
ciones que  pueden  hacerse,  ya  en  un  sentido,  ya  en  otro,  optan 
por  ella,  reduciendo  á  meras  excepciones  lo  que,  según  los  princi- 
pios de  jurisprudencia,  debe  quedar  excluido.  Véase  sino  lo  que 
cada  uno  dice  latamente  en  los  títulos  que  consagran  á  la  materia 
en  las  obras  citadas. 

No  hay,  pues,  en  esto,  sino  el  estudio  de  una  sencilla  reglamenta- 
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cion  para  establecer  en  un  Tratado  el  procedimiento  mas  correcto. 
En  esa  reglamentación  tendrá  su  lugar  lo  que  la  Honorable  Comi- 
sión observa,  y  con  ello  habrá  desaparecido  la  objeción. 

En  efecto  en  los  tres  casos  que  por  via  de  ejemplo,  acabo  de 
proponer  para  explicar  el  pensamiento  de  mis  Honorables  Colegas» 
la  objeción  se  contesta  con  solo  establecer  la  siguiente  excepción 
al  principio  — « locus  regit  actum.  > 

Los  contratos  que  han  de  producir  efecto  en  un  determinado  Es. 
tado,  no  valdrán  si  exigiéndose  en  él  requisitos  especiales  para  su 
validez,  no  se  llenaren.  Tampoco  se  reputará  válida  en  un  Estado, 
ninguna  obligación  contraria  al  orden  público  ó  ala  moml  -  (artícu- 
los 23  y  26  de  mi  provecto.) 

Estas  excepciones  reconocidas  por  los  jurisconsultos,  deberínn  satis- 
facer ala  mayoría  de  la  Honorable  Comisión,  porque  la  exigencia 
de  escritura  pública  para  venta  de  bienes  inmuebles,  la  prohibición 
de  contratar,  arrendamiento  por  mt\s  de  diez  años,  y  la  prisión  por 
deudas,  son  prescripciones  de  orden  público. 

Si  el  desacuerdo  en  la  Comisión  hubiera  sido  con  respecto  á  deta. 
lies  ó  meras  excej)ciones,  ya  rechazándose  unas  ya  proponiéndose 
otras,  no  habría  sido  difícil  una  solución  uniforme.  Pero  desgracia- 
damente, ha  sido  en  puntos  esenciales.  Se  ha  tomado  por  la  Hono- 
rable Comisión  una  base  inusitada,  que  trastorna  el  orden  de  cosas 
actual  y  que  tiende  á  introducir  confusión  en  nuestras  relaciones 
internacionales. — No  se  advierte  que  las  naciones  obligadas  á  confor- 
marse al  nuevo  orden  de  cosas,  establecido  por  el  Tratado  que  se 
ajustara  en  esa  forma  no  podrían  imponerlo  á  las  demás  naciones  no 
comprometidas,  teniendo  en  tal  caso  las  primeras  que  regirse  por 
dos  legislaciones  diversas;  una  regiría  las  relaciones  délas  Naciones 
comprometidas  entre  sí  y  otra  las  relaciones  de  estas  con  las  demás. 

Otro  de  los  puntos  sustanciales  de  desacuerdo  á  que  me  he  refe- 
rido es  el  relativo  á  la  sucesión  f)0r  causa  de  muerte. 

El  proyecto  de  la  Comisión  establece  lo  que  sigue: 

Artículo  1.' 

«La  ley  del  lugar  déla  situación  délos  bienes  hereditarios  al 
tiempo  de  la  muerte  déla  persona   de  cuya  sucesión  se  trata  rige* 

(a)    La  capacidad  del  cansante  paro  testar; 

(h)    La  del  heredero  ó  legatario  para  suceder; 

(c)  Las  formas,  validez  y  efectos  del  testamento; 

(d)  Los    títulos  y  derechos    hereditarios   de  los    parientes  y  del 
cónyuge  superstite; 


*±i±ú     — 


(e)  La  existencia  y  propoi*^ion  de  las  legítimas; 

(f)  La  existencia  y  monto  de  los  bienes  reservables; 

(g)  En  suma,  todo  lo  relativo  á   la   sucesión    legítima   y   testii- 
mentaría.  » 


Como  se  vé,  una  vez  vigente  el  Tratado  que  la  Comisión  propone, 
un  subdito  peruano  domiciliado  y  residente  en  un  país  y  que  tenga 
bienes  en  Chile  y  en  Bolivia  v.  gr.,  no  podría  testar  válidamente  en 
su  propio  país  en  conformidad  á  sus  leyes,  y  debería  hacerlo  guar- 
dando en  la  forma  y  el  fondo  las  leyes  del  Perú,  de  Chile  y  de 
Bolivia. 

Asimismo  sus  herederos  legítimos,  sean  hijos,  padres,  cónyuge, 
hermanos,  etc.  habrán  de  partirse,  no  según  las  leyes  del  Perú  en 
la  sucesión  intentada,  sino  según  las  del  Perú  y  las  de  Chile  y  las 
de  Bolivia,  reglándose  sus  derechos  por  tantas  legislaciones  cuantos 
sean  los  países  en  que  posea  bienes. 

No  establece  el  proyecto  de  la  Comisión  en  donde  y  en  que  mo- 
mento se  abre  una  sucesión;  pero  como  establece  que  ésta  se  rige 
en  todo,  absolutamente  en  todo,  [)or  las  leyes  del  lugar  en  que  haya 
bienes,  se  sigue  que  debe  abrirse  en  tantos  puntos  como  sean  los  en 
que  bienes  haya. 

No  determina  tampoco  si  habrá  de  ser  uno  el  juicio  de  sucesión 
ó  serán  varios;  pero  es  consecuencia  ineludible  del  artículo  44  que 
ha  de  haber  tantos  juicios  do  sucesión  como  países  en  que  haya 
bienes,  lo  cual  no  solo  ofrecería  graves  dificultades,  sino  que  sería 
imi)osible. 

Tanto  se  aparta  el  proyecto  de  la  Comisión  de  la  jurisprudencia 
universal  en  esta  materia,  que  hasta  el  derecho  de  testar  lo  hace  im- 
posible ó  poco  menos  en  los  casos  á  que  se  refiere.  Preténdese  que 
la  forma  del  testamento  se  rija  por  las  leyes  del  lugar  en  que  e^tán 
situados  los  bienes.  Como  si  un  testamento  pudiera  subordinarse  en 
su  forma  á  leyes  de  diversas  naciones;  ó  como  si  fuera  correcto 
otorgar  tantos  testamentos  diversos  como  pueblos  haya  en  que  el 
testador  tenga  bienes. 

Finalmente  el  i)royecto  llega  hasta  establecer  algo  que  dudo  mu- 
cho pueda  realizarse.  Me  refiero  á  las  reglas  relativas  á  los  acreedo- 
res y  á  la  forma  y  modo  en  que  han  de  ejercitarse  sus  acciones;  se 
les  príva  del  derecho  de  ocurrir  á  donde  ellos  vieron  convenirles; 
se  les  obliga  en  ocasiones  á  dirigirse  á  diversos  lugares,  se  determina 
la  parte  desu  crédito  que  en  cada  país  pueden  cobrar  y  se  les  sujeta 
aun  prorateo  ocasionado  á tantos  inconvenientes  y   dificultades  que 
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en  la  práctica  ha  ele  ser,  si  no  imposible,  poco  menos.  Con  lo  expuesto 
quedan  demostrados  los  motivos  de  mi  disentimiento  de  la  mayoría 
de  la  Comisión  en  los  puntos  sustanciales  del  proyecto  presentado 
por  ella  y  á  los  cuales  se  refiere  la  mayor  parte  de  las  disposiciones 
que  contiene,  de  tal  suerte  que  eliminados  ó  sustituidosporlos  que 
yo  he  adoptado,  por  el  mismo  hecho  deben  desaparecer  todas  las 
disposiciones   basadas  en  ellas.  * 

No  debo,  por  tanto  detenerme  en  el  análisis  de  estas  ni  tampoco 
en  el  de  aquellas  reglas  que  pueden  calificarse  de  mero  detalle. 

Aquí  debería  terminar  mi  exposición,  porque  teniendo  solo  que 
referirse  á  la  discusión  general,  es  inútil  detenerse  en  detalles;  pero» 
oido  lo  que  á  nombre  de  la  mayoría  se  ha  dicho,  faltaría  á  un  deber 
de  coi-tesía,  como  ya  lo  expuse,  no  dando  las  explicaciones  á  que  se 
me  ha  invitado  expresamente  respecto  de  ciertos  vacíos,  inconsecuen- 
cias y  contradicciones  que  la  mayoría  nota  en  mi  proyecto 

El  primer  vacío  que  me  invita  á  explicar  la  mayoría  es  el  que 
resulta  de  mi  silencio  respecto  de  las  personas  jurídicas. 

Extraña  que  haya  hecho  caso  omiso  de  los  artículos  5.'  y  6.'  de  su 
proyecto,  que  es  todo  lo  que  ella  consagra  á  la  materia. 

No  advierte  la  Comisión  que  dichos  artículos  no  estatuyen  nada, 
si  bien   se  considera. 

Con  efecto:  decir  que  una  persona  jurídica  será  capaz  en  aquel 
Estado  en  que  se  le  declare  capaz,  es  decir,  donde  lo  sea,  no  eis 
decir  nada. 

Tan  ciei*to  es  esto,  que  consignado  ó  no  el  artículo  será  capaz  en 
las  Repúblicas  de  Bolivia  y  Argentina,  la  persona  jurídica  que  sus 
leyes  declaran  capaz . 

La  misma  observación  puede  hacerse  respecto  de  los  incisos  1.'  y  2.' 
del  artículo  6.' 

Si  la  existencia  y  capacidad  de  una  persona  jurídica  ha  de  juzgarse 
por  la  ley  en  donde  existe,  y  solo  ha  de  poder  ejecutar  los  actos 
propios  de  sn  institución  en  otro  Estado  en  conformidad  á  las  leyes 
de  esta,  ¿que  objeto  tiene  esta  declaración  en  un  Tratado? 

Si  una  corporación  que  tenga  personería  jurídica  en  el  Uruguay 
se  ha  de  regir  por  las  leyes  del  Uruguay,  y  si  para  ejercer  sus  fun- 
ciones en  la  Argentina  se  sujetará  á  las  prescripciones  de  ésta,  que 
es  todo  lo  estatuido  por  la  mayoría,  ¿que  se  ha  avanzado  con  tale- 
artículos? 

Que  toda  persona  jurídica,  habrá  de  regirse  por  las  leyes  dicta- 
das exprofeso  para  ella  en  el  país  en  que  existe,  y  si  pretende  ejer- 
cer actos  de  su  institución  en  otro  Estado  lo  hará  también,  si  en  él 
se  le  reconoce,  y  en  conformidad  álos  leyes  dictadas  al  efecto.  Eso, 
Señores,  no  es  materia  de  un  Tratado,  e.so  no  es  una   Convención. 
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Eso  es  simplemente  reconocer  en  cada  Nación  el  derecho  que  tiene 
para  gobernarse. 

El  inciso  2.*,  por  su  texto  claro  7  literal,  deja  sin  aplicación  el 
3.^  Él  declara  que  el  carácter  que  invisten  las  personas  jurídicas 
las  habilita  plenamente  para  ejercitar  fuera  del  lugar  de  su  institir 
cion  todas  las  acciones  y  derechos  que  les  corresponden. 

El  inciso  como  se  vé,  no  exceptúa  ninguna  acción  ni  derecho. 

Pregunto:  ¿no  se  comprenden  con  estas  expresiones  las  acciones,  los 
derechos,  propios  de  la  institución,  anexos  á  ella? 

Pero  lo  que  quiere  decir  la  mayoría  es  otra  cosa. 

Lo  que  quiere  decir  es  que  las  personas  jurídicas  pueden  demau- 
dar  en  otras  partes  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  con  ellas 
contraidas,  esto  es,  comparecer  enjuicio. 

Esta  disposición  no  es  necesaria',  y  si  lo  fuera  coiTesponderia  á 
títulos  separados  de  este  proyecto:  al  de  lajurisdiccion  y  al  de  pro- 
cedimientos. 

La  minoría  no  ha  necesitado  liacer  mención  expresa  acerca  de  las 
personas  jurídicas,  porque  sujeta  ó  subordina  la  capacidad  para  todo 
acto  jurídico,  alas  leyes  del  país  en  que  el  acto  se  ejecuta. 

El  caso,  como  todos  aquellos  en  que  deba  apreciarse  la  capacidad» 
se  comprende  en  una  regla  general  que  no  deja  lugar  á  ninguna  duda 
ni  vacilación. 

Y  nótese  que  la  mayoría,  que  tanto  extraña  la  deficiencia  del  pro- 
yecto de  la  minoría  á  este  respecto,  establece  el  mismo  principio, 
pero  dedicándole  especialmente  dos  artículos  con  cuatro  incisos  que, 
en  resumen,  no  hacen  mas  que  reconocer  que  rigen  en  cuanto  á  las 
personas  jurídicas,  las  leyes  del  país  en  que  funcionan. 

Ha  sido,  pues,  una  mera  ilusión  de  hi  mayoría  la  de  creer  que  ha 
tratado  la  materia  magistral  mente,  y  que  la  minoría  ha  prescindido 
por  completo  de  ella. 

No  es  menor  su  ilusión  cuando  cree  encontrar  otras  deOciencias  v 
contradicciones  en  el  título    <  De  las  personas. » 

Si  se  digna  fijar  su  atención  en  el  alcance  de  la  regla  según  la  cual 
la  capacidad  se  juzga  por  la  ley  de  la  residencia,  verá  resueltas  todas 
las  cuestiones  que  pueden  suscitarse.  Verá  üimbien  que,  según  ella, 
no  tienen  razón  de  ser  la  mayor  parte  de  los  artículos  que  contiene 
sobre  esta  materia  su  proyecto. 

En  cuanto  á  contradicciones,  no  las  hay.  La  mayoría  no  ha  demcs' 
trado  el  cargo.  Ello  es  mas  difícil,  sin  duda,  que  hacerlo.  Oportuna- 
mente podremos  debatirlo,  porque  corresponde  al  detalle.  Me  limito 
por  ahora  á  rechazarlo. 

Debo  sí  dar  la  explicación  que  se  ha  servido  pedirme  concreta- 
mente acerca  de  mi  silencio  respecto  de  los  casos  previstos  en  los 
artículos  26,  27,  28  y  29  de  su  pr  »yecto. 
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El  caso  del  articulo  26  está  resuelto  por  la  regla  *  locus  regit 
acturn »    reconocida  en  el  mió. 

La  mayoría,  que  ha  establecido  que  las  obligaciones  se  rigen  por  la 
ley  del  lugar  en  que  deben  cumplirse  hn  necesitado  dar  la  regla  del 
artículo  26. 

La  minoría  que  establece  que  las  obligaciones  se  rigen  por  la  ley 
del  lugar  en  que  se  contraen,  salvo  las  excepciones  que  se  expresan, 
no  ha  debido  ocuparse  de  ese  punto. 

El  artículo  27  estatuye,  bien  que  con  distinta  redacción:  que  los 
derechos  adquiriílos  sobre  bienes  muebles  deben  respetarse,  aunque 
estos  cambien  de  situación. 

Es  decir,  que  quien  es  dueño  de  un  reloj  ó  de  un  mueble  cual- 
quiera, f)Or  haberlo  adquirido  legítimamente  en  Montevideo,  sigue 
siendo  dueño  de  él  en  Buenos  Aires,  si  allá  lo  lleva. 

La  minoría  uo  ha  creído  que  sea  necesario  garantir  por  medio  de 
un  Tratado  el  derecho  de  propiedad  en  estos  Estados. 

En  cuanto  al  artículo  28  ignora  la  minoría  que  haya  pueblo  alguno 
culto  en  que  sea  necesario  llenar  requisitos  de  forma  ó  de  fondo  para 
conservar  Jn  propiedad  délos  objetos  muebles  adquiridos  legítima- 
mente en  otra  parte. 

Ahora,  si  lo  que  se  desea  establecer  es  relativo  á  los  casos  proce- 
dentes de  contratos  defectuosos,  cuyos  vicios  pueden  subsanarse  lle- 
nándose algunos  requisitos  en  el  lugar  de  la  nueva  situación,  como 
parece  desprenderse  del  artículo  siguiente,  eso  no  es  materia  de  un 
Tratado.  Eso  quiere  decir  simplemente  que  el  que  no  es  dueño 
perfecto  de  una  cosa,  no  lo  será  hasta  que  no  la  obtenga  legíti- 
mamente. 

En  cuanto  el  artículo  27  ¿será  necesario  un  Tratado  para  que  se 
reconozca  que  tiene  mejor  derecho  sobre  determinados  bienes  el  que 
los  adquirió  llenando  las  formalidades  exigidas  por  las  leyes,  que 
otro  que  no  los  había  adquirido  legalmente  por  no  haber  llenado  los 
requisitos  necesarios  para  la  adquisición? 

Con  el  mérito  de  lo  expuesto,  creo  haber  demostrado  que,  por  lo 
menos,  el  proyecto  que  he  tenido  el  honor  de  presentar,  no  merece 
ser  tratado  con  la  severidad  con  que  lo  ha  sido  por  parte  de  la  ma- 
yoría;  y  que  bien  podría  á  mi  vez  eximñav  la  extráñela  que  ella 
ha  manifestado,  si  no  tuviera  la  convicción  de  que  ha  puesto  de  su 
parte,  en  el  estudio  délas  grave&  cuestiones  que  aquí  se  dilucidan, 
todo  el  estudio  y  esmero  de  que  ha  sido  capaz  y  de  que  la  falibilidad 
es  inherente  á  ¡a  naturaleza  humana  aún  en  los  espíritus  mas  pri- 
vilegiados. 
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La  Sesión  se  levanta  á  las  7.15  p.  m. 

Ild.  García  Lagos 

Presideiito. 

Boque  Saenz  Peí^a 

Manl.  Quintana 

Sgo.   Vaca-Guzman 

Domingos  de  Andbade  Figuei&a 

(tuillermo  Matta 

B.  Prats 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Eamirez 


Tanto  el  proyecto  de  la  mayoría  como  el  de  la  minoría  de   la  Comisión  de 
Derecho  Civil,  corren  agregados  al  acta  número  10. 


ACTA  NÜM.  28. 


SESIÓN  DEL  26  DE  ENERO  DE  1889. 

Presidencia  del  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos. 

Estando  presentes: 

Tar  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana. 

Por  la  Bepiiblica  de  Bolivia: 

El  Señor  7?octor  Don  Santiago  Vaca-Guzman. 

Por  el  Imperio  del  Bf  u  il : 

El  Señor  Doctor  D(  mingos  de  Andrade  Figueira. 

Por  la  República  de  C  He: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats. 

Por  la  RepiMica  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez. 

Por  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 


La  Sesión  se  abre  á  las  3.50  p.  m. 

Se  leyó  y  aprobó  el  acta  de  la  Sesión  anterior. 

El  Señor  Doctor  Quintana  manifestó :  que  el  informe  de  la  mayoría 
de  la  Comisión  de  Derecho  Civil  se  ha  referido  en  todas  sus  partes  á 
un  proyecto  de  la  n)inoría  que  consta  de  36  artículos,  proyecto  que 
recibió  en  oportunidad  legalizado  debidamente,  pero  que  después  de 
la  Sesión  anterior  se  ha  apercibido  de  que  ademas  de  ese  prinier 
proyecto,  existe  un  segundo  de  34  artículos;  de  manera  que  aparecen 
suprimidos  el  artículo  4*,  relativo  ala  capacidad  de  las  personas  y 
el  16  referente  á  los  derechos  creditorios  y  modificado  ademas  el 
artículo  31  sobre  el  régimen  de  los  bienes  de  los  esposos. 

A  fin  de  que  la  mayoría  de  la  Comisión  no  aparezca  afirmando 
inexactitudes  y  refutando  doctrinas  que  la  minoría  no  hubiera  sus" 
tentado,  pedía  al  Señor  Presidente  se  sirviese  manifestar  la  c»iusa  de 
las  disconformidades  indicadas. 

El  Señor  Prats  dijo:  que  era  exacto  lo  expuesto  por  el  Señor  Doc- 
tor Quintana  y  que  él  hahia  hecho,  al  tiempo  de  la  segunda  impresión 
del  proyecto,  las  modificaciones  indicadas,  creyendo  que  estaba  en 
oportunidad  y  derecho  de  hacerlo;  pero  que,  atentas  las  observacio- 
nes aducidas,  retiraba  la  segunda  edición  de  34  artículos,  dejando 
como  única  subsistente  el  proyecto  de  36  artículos,  sobre  el  cual  la 
mayoría  de  la  Comisión  había  basado  sus  afirmaciones  y  respecto  del 
cual  reproducirá  sus  observaciones  en  la  discusión. 

El  Señor  Doctor  Quintana  manifestó '  ([ue  se  daba  por  satisfecho 
c(m  las  precedentes  explicaciones  del  Señor  Plenipotenciario  Prats. 

El  Señor  Presidente    dio  por  terminado  el  incidente. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Giizman,  se  expresó  en  los  siguientes  tér- 
minos : 

Señor  Presidente  : 

El  Honorable  Miembro  Informante  de  la  minoría  de  la  Comisión 
de  Derecho  Civil,  en  la  exposición  (jue  hizo  en  la  Sesión  anterior, 
fundando  el  proyecto  presentado  por  ella  al  Congreso,  después  de 
combatir  el  de  la  mayoría,  manifest')  <-¡ue  no  se  habían  acreditado  las 
contradicciones  é  inconsecuencia  de  principios  que  mi  Honorable  Co- 
lega el  Señor  Plenipotenciario  por  la  República  Argentina  había  he- 
cho notar  brevemente  en  el  proyecto  de  mi  referencia. 

El  silencio  de  la  mayoría,  sobre  el  particular,  podía,  acaso,  prestar 
margen  jiara  que  se  juzgase  que  el  aserto  formulado  por  ella,  era 
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aventurado,  si  no  inexacto.  Para  evitar,  pues,  toda  duda,  el  que  habla 
cree  necesario  acreditar  la  opinión  que  se  ha  sustentado  al  respecto, 
entrando  para  ello  en  el  examen  general  del  proyecto  de  la  minoría. 
Cree,  ademas,  que  este  examen  es  necesario  para  dar  4  conocer  las 
causas  de  la  disidencia  surgida  desgi-aciadatnente  en  el  seno  de  la  Co- 
misión, disidencia  que  la  mayoi-ía  ha  deplorado,  que  se  ha  mantenido 
á  pesar  de  los  nobles  anhelos  que  ésta  abrigaba  y  de  toda  la  buena 
voluntad  que  manifestó  siempre  para  arribar  á  un  acuerdo  que  uni- 
ficara las  ideas  y  los  propósitos  de  los  miembros  que  formaban 
aquella. 

Pocas  ciencias  han  despertado  en  estos  últimos  tiempos  mayor  in- 
terés, preocupado  mas  hondamente  el  espíritu  de  eminentes  juriscon- 
sultos y  provocado  debates  mas  aíray entes  que  la  que  tiene  por  ob- 
jeto resolverlos  conflictos  que  surgen  de  las  diferencias  de  legislación 
que  se  relacionan  con  el  Derecho  Privado.  Este  movimiento  inte- 
lectual es  lógico  resultado  de  tres  causas  que  actúan  á  la  vez,  y  que 
exigen  con  mayor  imperio  cada  dia  la  solución  de  tan  arduos  proble- 
mas. Por  una  parte  la  codificación  que  empieza  con  el  siglo  amalga- 
ma leyes  dispersas,  heredada»  del  Derecho  Romano  ó  impuestas  por 
el  derecho  consuetudinario  y  determina  en  cada  Estado  una  legis- 
lación positiva,  amoldada  á  las  necesidades  de  cada  país ;  por  otra 
las  facilidades  de  la  comunicación,  acrecentando  todos  los  intereses, 
abren  ancho  campo  á  la  actividad  humana,  las  relaciones  jurídicas 
antes  encerradas  dentro  de  los  lindes  del  territorio  lo  salvan  y  se 
extienden  fuera,  las  razas  se  mezclan,  y  los  pactos  se  multiplican 
entrando  en  inmediato  choque  las  «üsconformidades  del  derecho  que 
ampara  é  cada  sujeto  ó  que  preside á  cada  relación;  finalmente  en 
medio  de  esta  pugna  surge  otro  interés  capital  que  se  cree  compro- 
metido en  estas  colisiones  del  derecho  privado:  el  interés  político, 
que  sin  poder  eviüir  las  emigraciones  humanas,  tiende  á  sujetar  al 
hombre  por  medio  del  imperio  de  las  leyes  locales  haciéndole  seguir 
por  ellas  como  un  grillete  por  donde  quiera  que  vaya. 

Compréndese,  desde  luego,  que  cúmulo  de  cuestiones  de  diversa 
índole,  carácter  y  tendencia  obstruyen  el  camino  de  la  solución  que 
se  busca.  Teorías  mas  ó  menos  fundadas,  doctrinas  diversas,  innova- 
doras ó  arraigadas  á  viejas  tradiciones,  tienden  á  vencer  los  obstácu- 
los sin  conseguirlo.  En  medio  del  debate,  dos  sistemas  sobresalen, 
disputándose  el  secreto  de  la  solución  que  se  busca  y  empeñan  ar- 
dua contienda,  en  la  cual,  nosotros  á  nuestro  turno,  venimos  á  tomar 
parte,  inspirados  por  el  generoso  propósito  de  armonizar  la  legisla- 
ción de  la  América  Latina,  en  cnanto  prudentes  acuerdos  lo  permi- 
tan, y  de  ofrecer  al  mundo  científico  la  expresión  de  nuestras  ideas 
y  de  nuestras  tendencias.  Una  vez  alistados  en  esta  lucha,  nuestras 
labores  caen  inexorablemente  bajo  el  examen  frió  y  escrupuloso  del 
criterio  público,   que  se  muestra  anheloso   de  conocer  ^V  ^\i^  ^^ 
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nuestros  estudios  y  nuestras  decisiones.  Grave,  pues,  muy  grave,  es 
bajo  de  este  concepto  la  responsabilidad  que  el  Congreso  ha  asumido; 
ella  afecta  su  prestigio  como  entidad  moral  á  la  vez  que  el  crédito 
individual  de  los  que  nos  hemos  impuesto  una  tarea  penosa  y  ardua, 
pero  que  desearíamos  fuese  fecunda  y  piovechosa.  He  aquí  porque 
considero  de  altísima  importancia  la  decisión  que  haya  de  adoptarse 
respecto  de  los  dos  proyectos  formulados  por  la  Comisión  de  Dere- 
cho Civil,  cuya  aceptación  ó  rechazo  pende  en  estos  momentos  de 
la  resolución  del  Congreso. 

¿A  cual  de  los  dos  sistemas  que  debate  el  mundo  científico  corres- 
ponden estos?  La  mayoría  de  la  Comisión  ha  basado  el  suyo  en  el 
principio  territorial,  procedente,  no  del  dominio  sobre  el  suelo,  que 
constituia  el  elemento  del  derecho  feudal,  sino  de  la  soberanía  nacio- 
nal, fuente  del  derecho  jurisdiccional  y  base  que  garantiza,  regula 
y  proteje  el  derecho  privado  en  todas  sus  relaciones.  Utilizando  la 
mayoría  el  vasto  caudal  qu3  la  esperiencia  y  el  estudio  científico 
vienen  acumulando  en  su  incesante  labor,  llegó  á  comprender  que 
para  que  un  sistema  pueda  ser  de  posible  aplicación  debe  obedecer 
á  un  principio  único,  desarrollarse  armónicamente  y  no  quebrantar 
su  unidad,  evitando  puedan  falsearse  sus  bases  por  la  aceptación  de 
principios  contrarios,  que  menoscaben  su  espíritu,  extravien  su  ten- 
dencia y  limiten  su  desenvolvimiento.  Obedeciendo  á  estas  ideas 
no  ha  trepidado  en  imprimir  un  sello  radical  á  su  trabajo,  haciendo 
couverjer  relaciones  personales,  bienes,  y  actos  jurídicos,  sobre  el 
principio  fundamental  de  la  ley  territorial,  empleando  para  ello,  á  su 
juicio,  un  mecanismo  simple  en  sus  medios,  fácil  en  su  ejecución  y 
que  permite  el  juego  de  distintas  leyes  sin  peligro  de  colisiones.  Mi 
Honorable  Colega  de  Comisión,  el  Señor  Plenipotenciario  por  la  Re- 
pública Argentina,  ha  dado  á  conocer  laextructura  y  el  espíritu  del 
proyecto  con  toda  amplitud  y  claridad,  lo  cual  me  ahorra  de  entrar 
en  desenvolvimientos,  que  siempre  serían  muy  deficientes  é  imper- 
fectos de  mi  parte. 

¿Que  principio  es  el  que  sirve  de  base  al  proyecto  de  la  minoría? 
¿La  nacionalidad?  ¿La  ley  territorial?  ¿El  justamente  desdeñado 
del  sistema  de  la  cortesía  internacional?  Del  estudio  que  la  mayoría 
de  la  Comisión  ha  verificado  al  respecto, y  déla  exposición  referente 
al  mismo,  hecha  por  su  autor,  resulta  que  no  obedece  á  ninguno  de 
estos  sistemas.  Para  conocer,  pues,  su  base  ó  fundamento  se  hace  nece* 
sario  verificar  su  análisis,  aunque  sea  somera  y  brevemente. 

Siguiendo  el  orden  establecido  en  el  proyecto,  y  pasando  por  alto 
la  distribución  de  materias  que  él  entraña,  y  que  acusan  alguua  falta 
de  ilación  jurídica,  entremos  á  observar  la  sección  1.',  concerniente  á 
las  Personas. 

En  ella  se  nota,  desde  luego,  que  se  hallan  englobadas  dentro  de 
una  denominación  común  tres  cuestiones    de  naturaleza  y  carácter 
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distintos :  la  cuestión  relativa  al  goce  de  los  derechos  civiles,  la  cues 
tion  relativa  á  la  nacionalidad,  y  la  concerniente  4  la  capacidad  de 
las  personas. 

La  primera,  á  juicio  de  la  mayoría,  no  es  cuestión  de  Derecho 
Internacional  Privado,  sino  propia  de  la  legislación  interna  de  cada 
país;  las  leyes  civiles  y  constitucionales  son  las  que  establecen  y 
determinan  la  extensión  del  goce  de  los  derechos  civiles  á  favor  de 
los  extranjeros;  y  esto  es  perfectfimente  lógico,  pues  que  aquel  se 
relaciona  con  la  seguridad  de  cada  país,  con  sus  progresos  y  con  el 
alcance  jurídico  que  se  atribuye  á  dicha  concesión  de  derechos.  Los 
Códigos  Peruano  y  Boliviano,  por  ejemplo,  hasta  hace  pocos  años, 
hacían  depender,  (siguiendo  al  Código  Francés),  el  goce  de  los  dere- 
chos civiles,  de  las  convenciones  diplomáticas  que  se  celebraran 
al  respecto  con  uno  ó  mas  Estados;  limitaban  la  adquisición  de 
inmuebles  al  extranjero,  etc.,  etc.  Para  acordar  ó  negar  el  goce 
de  los  derechos  civiles,  cada  Estado  posee  autonomía  propia;  una 
estipulación  al  respecto  no  haría  mas  que  limitar  aquella.  Procedente 
de  la  soberanía  propia,  esta  materia  es  del  exclusivo  derecho  de  cada 
país,  como  dejo  dicho,  y  no  depende  de  pactos  internacionales  que 
no  harían  mas  que  limitar  su  libertad  en  este  orden. 

No  creo  de  mas  recordar  que  en  el  derecho  europeo,  y  especial- 
mente en  las  relaciones  de  derecho  internacional  privado,  se  hace  una 
distinción  que  señala  los  verdaderos  límites  y  alcance  de  la  expresión 
goce  de  los  derechos  civiles^  consignada  en  el  principio  que  sostiene  el 
proyecto  de  la  minoría.    Lomonaco,  con  el  espíritu  analítico  que  lo 
distingue,  siguiendo  á  Beseler  dice:  Es  necesario  cuidarse  mucho  de 
no  confundir  el  goce  con  el  ejercicio  de  los  derechos   civiles;  el  goce 
es  \a propiedad  del  derecho  civil;  el  ejercicio,  el  uso  del  mismo  dere- 
cho.    El  goce  de  los  derechos  civiles  (capacidad  de  derecho),  es  la 
fUcultad  consagrada  por  la  ley;  el  ejercicio  (capacidad   de  obrar) 
concierne  al   hecho  y  exige  una  capacidad  de  hecho.    Puede,  pues, 
encontrarse  en  una  persona  el  goce  sin  el  ejercicio  de  los  derechos 
civiles.    El  menor  de  edad,  el  incapaz,  tienen  el  goce  de  aquellos 
pueden  adquirir  bienes  por  herencia,  legado,  donación,  etc.,  pero  no 
tienen  el  ejercicio  del  derecho,  porque  no  pueden  disponer  de  tales 
bienes  ni  celebrar  contrato  alguno.  Para  ejercitar  su  acción  necesitan 
obrar  por  medio  de  sus  representantes  legales,  que  suplen  su  inca- 
pacidad civil. 

Pues,  bien,  casi  todos  los  códigos  europeos  consagran  el  goce  de  los 
derechos  civiles  á  favor  del  extranjero,  pero  en  realidad  restringen  ó 
no  les  acuerdan  el  ejercicio  de  ellos,   sino  de   conformidad  á  su  ley 

nacional.    El  artículo  del  proyecto  camina  por  la  misma  senda,  pues 
se  relaciona  con  los  artículos  6.*  y  11,  que  sujetan  el  ejercicio  de  los 
derechos  civiles,  fuera  de  un  Estado,  á  las  leyes  nacionales  d<^Vib»  v^st- 
sona;  la  restricción  en  cuanto  al  ejete\c\o^  e&  ^V\dj^\i\i^. 
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Si  la  persona  se  halla  sujeta  á  las  ]eye8  de  su  patria,  fuera  de  ella^ 
quiere  decir  que  las  franquicias  que  le  acuerde  la  del  país  en  que 
reside  ó  se  domicilia  serán  ilusorias  siempre  que  estas  se  hallen  en 
contradicción  con  aquellas.  Por  tanto,  el  principio  consagrado  en  el 
artículo  1.*  se  halla  destruido  por  lo  que  estatuyen  los  referidos  ar- 
tículos 6/  y  11,  que  sujetan  la  capacidad  déla  persona  para  diversos 
actos  de  la  vida  civil,  á  su  ley  nacional. 

En  cuanto  al  articulo  2.',  que  no  es  mas  que  un  inciso  del  1.*,  tam- 
poco concierne  al  Derecho  Internacional  Privado;  se  consigna  en  él 
una  regla  que  no  es  materia  de  cuestión;  se  trata  de  meras  califica- 
ciones que  no  dan  origen  á  colisión  alguna  y  que  son  objeto  pura  y 
9xclusivamente  del  derecho  interno  de  cada  Estado. 

La  segunda  cuestión,  C(mtenida  en  el  artículo  3.",   tiene  por  olijeto- 
determinar  la  condición  política  délas  personas,  ósea  la  nacionalidad 
á  que  pertenecen  y  la  ley  que  debe  fijar  ésta  en  casos  dudosos.    A 
juicio  del  que  habla,  ella  es  ajena  al  Derecho  Internacional  Privado, 
el  cual  no  tiene  otro  objeto  que  el  de  señalar  la  ley  que  debe  regir 
las  relaciones  jurídicas,  sin  tomar  en  cuenta  la  nacionalidad,  que  es 
un  elemento  extraño  al  ejercicio  de  los  derechos  civiles,  por  mucho 
que  el  sistema  de  la  nacionalidad  quiera  establecer  un  consorcio  q»e 
responde  mas  á   fines  políticos  que  á  una  doctrina  científica.    Los 
publicisüís  que  sostienen  el  principio  de  la  nacionalidad  dan  un  lugar 
preferente  á  la  materia,  lo  cual  es  perfectamente  lógico  en  dicho  sis- 
tema, por  cuanto  la  ley  nacional  rige  la  persona  y  los  actos  jurídicos 
de  ella.     Por  consiguiente,  la  primera  cuestión   que  debe  resolverse 
para  desenvolver  el  sistema,   es  determinar  la   uacionulidad   de   la 
persona,  como  se  la  adquieie,  como  se  modifica,  como  se  pierde,  etc. 
En  el  proyecto  en  cuestión  no  es  [lei-tinente,  por  cuanto  en  él   no 
preside  el  principio  de  la  nacionalidad,  si  bien  es  cierto  que  contri- 
buye, en  algunos  casos,  como  regla  de  decisión,  complicando  el  me^ 
canismo  y  dificultando  las  soluciones  que  se  pr()pone  resolver. 

Pero,  sin  entrar  en  los  extensos  desarrollos  á  que  la  materia  se 
presta,  la  determinación  de  la  nacionalidad  de  las  personas  sería  ob- 
jeto de  un  pacto  especial,  atenta  su  gravedad  y  trascendencia,  é  igno_ 
ro  si  mis  Honorables  Colegas  se  hallan  facultados  para  celebrar  estipu- 
laciones al  respecto;  por  mi  parte  declaro  que  no  me  creo  habilitada 
para  ello. 

Considero,  pues,  que  los  tres  primeros  artículos,  brevemente  exami- 
nados, no  conciernen  á  la  nuitcria  que  se  halla  en  tela  de  juicio,  y 
que  son  ajenos  á  ella. 

Vienen  los  artículos  4.^  5/  y  G."*  en  los  cuales  se  trata  de  determinar 

la  ley  que  debe  regir  la  capacidad  de  las  personas,  siendo  de  notar 

que  el  6.'  pertenece  lógicamente  á  los  actos  jurídicos  y  sus  efectos,  y 

DO  á  la  capacidad  de  las  mismas. 

El  artículo  4.'  establece  que  la  capacidad  de  las  personas  se  rige 


por  las  leyes  del  país  de  su  residencia,  consagrándose  un  principio, 
que  aunque  pei-tenece  á  la  doctrina  territorial,  no  constituye  sistema 
hasta  el  presente.  El  artículo  5.*  concerniente  á  la  validez  de  las 
obligaciones,  la  determina  por  el  lugar  del  contrato,  hallándose  en 
contradicción  con  el  anterior,  pues,  es  obvio  que  las  personas  residen- 
tes en  un  lugar  pueden,  por  los  medios  legales,  contratar  fuera  del 
mismo.  Existen,  pues,  dos  reglas  distintas  para  determinar  la  capa- 
cidad, pero  aún  se  consagra  otra:  la  contenida  en  el  artículo  6."  que 
otorga  pleno  imperio  á  la  ley  nacional,  en  cuanto  á  los  efectos  que  las 
obligaciones  hayan  de  producir  dentro  de  un  Estado,  procedentes  de 
actos  celebrados  en  otro. 

Apliquemos  á  un  caso  práctico  las  reglas  anteriores:  Un  menor 
que  cuenta  veintiún  años,  de  nacionalidad  chilena  (Estado  en  el 
€ual  la  capacidad  se  adquiere  á  los  veinticinco  años),  abandona  la 
casa  paterna,  se  refugia  en  la  República  del  Uruguay,  y  constituye 
en  ella  su  residencia.  En  virtud  del  artículo  4.'  es  jurídicamente 
capaz  para  contratar,  en  tal  concepto  enajena  su  haber  materno  admi- 
nisti-ado  por  el  padre  residente  en  Chile.  Según  los  artículos  4.'  y 
5.',  el  contrato  es  perfectamente  válido;  mas,  según  el  6.*,Jes  absoluta- 
mente nulo,  pues  el  contrato  debe  tener  efecto  en  Chile,  Estado  en 
el  cual  el  vendedor  es  incapaz  para  ejercer  ningún  acto  de  la  vida  civil. 

Consecuencia:  las  reglas  anteriores  son  antagónicas;  debe  elimi" 
narse  el  artículo  4."  ó  bien  el  6.*;  la  subsistencia  de  ambos  mantiene 
un  conflicto  insoluble,  que  puede  afectar  los  intereses  del  comprador, 
ó  bien  colocar  al  vendedor  en  incapacidad  para  contratar,  qujfedando 
destruido  de  hecho  el  principio  establecido  en  el  artículo  4.* 

Pero  hay  otra  consecuencia  no  menos  grave,  que  surge  del  princi- 
pio establecido  en  el  artículo  6.*  Según  él,  las  leyes  patrias  no  pue- 
den ser  infringidas  por  los  nacionales  en  las  estipulaciones  que  cele- 
bren en  el  extranjero;  pero,  como  la  excepción  concierne  solo  á  los 
nacionales,  se  desprende  que  los  extranjeros  que  celebren  estipula- 
ciones en  un  país  y  que  van  á  tener  efecto  en  otro,  como  no  violan 
ninguna  ley  patria,  pueden  infringir  las  ajenas  en  sus  pactos.  Así; 
en  el  caso  propuesto,  si  el  menor  es  extranjero  domiciliado  en  Chile 
y  estipula  el  contrato  referido,  ese  contrato  debe  tener  cumplida  eje- 
cución en  aquella  República,  haciendo  caducar,  por  un  mero  cambio 
de  territorio,  toda  la  autoridad  paterna  y  el  régimen  de  los  bienes  que, 
según  las  leyes  chilenas,  tiene  bajo  de  su  administración  el  padre  de 
familia. 

He  aquí  una  interpretación  del  ai-tículoque  puede  engendrar  sin 
número  de  contradicciones. 

Creo  que  las  tres  reglas  analizadas  agravan  las  dificultades  relati- 
vas á  la  ley  que  debe  regir  la  capacidad  de  las  personas  y  no  solu- 
cionan los  conflictos  á  que  dá  lugar  la  falta  de  un  precepto  fijo  que 
la  determine,  sea  esta  la  del  domicilio  ó  la  de  la  nacionalidad,  que 
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son  las  preconizadas  por  los  intemacionalistas  que  estudian  la  materia. 
Por  lo  demás,  es  digno  de  observarse  que  aun  cuando  el  principio 
establecido  en  el  proyecto  para  determinar  la  capacidad  de  las  per- 
sonas es  el  de  la  residencia,  sin  embargo,  el  mismo  proyecto  afecta 
la  autoridad  que  le  atribuye  al  establecer  en  el  artículo  3.",  que 
cuando  se  trata  de  determinar  la  nacionalidad  dudosa  de  una  perso- 
na, se  dá  preferencia  á  aquella  en  que  se  halla  domiciliada.  Para 
guardar  lógica  entre  las  relaciones  de  carácter  político  y  las  civiles, 
deberia  haberse  dado  la  preferencia  á  la  ley  de  la  residencia,  Lfi  con- 
trario importa  desprestigiar  la  regla. 

En  el  artículo  7.*  se  hace  una  definición  del  domicilio,  que  á  juicio 
de  la  mayoría  pertenece  al  derecho  interno,  por  cuanto  las  relaciones 
jurídicas  en  la  esfera  internacional  giran  sobre  la  base  de  lo  que  con 
sagra  la  legislación  propia  de  cada  Estado. 

El  artículo  8.'  coincide  con  los  referentes  de  la  mayoría,  acerca  de 
lo  cual  no  hay  disidencia. 

El  artículo  9.*  hace  regir  los  derechos  y  obligaciones  áh\  ausente  por 
la  ley  de  su  último  domicilio.  Como  unos  y  otras  deben  recaer  ló- 
gicamente sobre  bienes  de  cualquier  naturaleza  que  sean,  la  ley 
del  domicilio  toma  en  este  caso  el  carácter  de  un  estatuto  personal, 
que  determina  todos  los  efectos  de  hi  ausencia,  como  la  posesión  pro- 
visoria ó  definitiva  de  los  bienes,  etc.,  etc.  De  este  modo  las  leyes 
de  la  situación  do  los  bienes  quedan  anuladas  por  las  del  domicilio. 
Mas,  en  resguardo  de  la  soberanía  territorial,  viene  el  artículo  13,  rela- 
tivo á  los  bienes,  el  cual  sujeta  los  derechos  y  obligaciones  del  au- 
sente á  la  ley  territorial. 

Consecuencio:  ó  el  artículo  9."  se  elimina  para  dejar  subsistente  el 
principio  establecido  en  el  artículo  13,  ó  este  se  suprime  ó  modifica 
para  dar  lugar  al  anterior.  La  permanencia  de  ambos  mantiene  un 
conflicto  insoluble. 

El  artículo  10  consagra  dos  reglas  concernientes  á  la  validez  del 
matrimonio;  por  la  una  éste  es  válido  si  se  celebra  conforme  á  la  ley  del 
lugar;  por  la  otra  es  igualmente  válido  si  se  celebra  conforme  á  las  le- 
yes patrias  de  los  contrayentes. 

Según  esto,  si  la  ley  de  un  Estado  solo  admitiese  el  matrimonio 
religioiio,  no  podría  oponerse  á  la  celebración  del  matrimoiiio  civil 
que  se  intentara  contraer  conforme  á  las  leyes  patrias  de  los  contra- 
yentes. Las  formas  y  condiciones  del  mismo  serían,  por  consiguiente» 
tantas  cuantas  sea  la  variedad  del  elemento  extranjero  en  un  país. 

Se  comprende  sin  grande  esfuerzo  las  consecuencias  que  resul- 
tarían de  esta  dualidad  de  principios,  que  arrebatan  á  la  ley  local 
todo  su  imperio  y  que  autorizan  la  constitución  de  la  familia  en 
un  país  bajo  todas  las  formas  y  condiciones  posibles.  Entre  otros 
peligros,  veamos,  por  ejemplo,  las  consecuencias  que  se  producen 
en  orden  á  la  misma  disolubilidad  del  matrimonio. 
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Por  lo  establecido  en  el  2/  inciso  del  artículo  10,  que  autoriza 
el  matrimonio  cuando  se  celebra  conforme  á  las  leyes  patrias  de 
los  contrayentes,  el  Estado  no  tiene  derecho  para  impedir  la  cele- 
bración de  un  matrimonio  en  el  cual  uno  de  los  cónyuges  proceda 
de  un  consorcio  anterior,  disuelto  por  divorcio  en  otro  Estado, 
por  cnanto  el  nuevo  se  rige  por  las  leyes  patrias  de  los  contrayen- 
tes, y  su  ley  autoriza  tales  vinculaciones.  Pero,  contra  lo  esta- 
blecido en  el  artículo  citado,  el  artículo  12,  en  su  2.*  inciso, 
establece  que  el  matrimonio  disuelto  en  uno  de  los  Estados  sig- 
natarios no  habilita  á  ninguno  de  los  cónyuges  para  contraer  ma- 
trimonio en  otro  (|ue  no   habría  podido  disolverse. 

Viene,  ademas  lo  estatuido  en  el  artículo  11,  que  sujeta  á  los 
nacionales  á  sus  leyes  patrias. 

De  estas  diversas  reglas  pueden  deducirse  estas  consecuencias: 
O  el  2."  inciso  del  artículo  10  se  elimina  para  que  produz^^a  sus 
efectos  el  2."  inciso  del  artículo  11,  pues  si  queda  subsistente  es 
ilusoria  la  facultad  acordada  en  él,  primando  en  absoluto  la  ley  del 
lugar  del  acto.  A  su  vez,  ó  se  dá  á  esta  toda  la  autoridad  que 
debe  poseer,  en  cuyo  caso  es  necesario  también  eliminar  el  ar- 
tículo 11,  pues  de  lo  contrario  se  llega  á  estos  resultados:  1.*  Que 
la  ley  del  lugar  del  acto  es  solo  obligatoria  para  los  nacionales 
que  residan  en  él  ó  los  extranjeros  que  se  sometan  á  su  imperio, 
lo  cual  no  origina  colisiones,  siendo  de  puro  derecho  interno;  2.* 
que  se  hacen  imposibles,  en  muchos  casos,  los  consorcios  de  los 
extranjeros  conforme  á  sus  leyes  patrias,  sobre  todo,  cuando  se 
trata  de  contrayentes  procedentes  de  vinculaciones  disueltas  por 
divorcio;  y  3.'  que  según  lo  esüituido  en  el  artículo  3/,  el  vín- 
culo matrimonial  contraido  en  un  Estado  y  autorizado  por  sus 
leyes,  queda  sujeto  á  la  .«ancion  de  otras  que  por  causales  de 
contravención  á  la  ley  patria  pueden  invalidarlo.  En  suma,  los 
conflictos  que  actualmente  subsisten  por  la  diferencia  de  legisla- 
ciones sobre  esta  importante  materia,  quedan  subsistentes,  pues  los 
artículos  del  proyecto,  lejos  de  resolverlos,  los  complican  por  la 
contradicción  en  que  sus  disposiciones  incurren. 

En  lo  que  concierne  á  los  bienes,  el  artículo  13  que  determina 
la  ley  que  debe  regirlos,  establece  dos  reglas  distintas:  la  del  lu- 
gar del  contrato  y  la  de  la  situación  de  aquellos.  Según  los  tér- 
minos del  artículo,  un  contrato  celebrado  válidamente  en  país 
extraño  lo  somete  á  la  ley  del  lugar  de  la  celebración  del  acto;  si 
el  espíritu  del  artículo  no  fuera  este,  la  expresión  que  esto  con- 
signa sería  una  anomalía;  á  su  vez,  los  efectos  que  deban  recaer 
s(»bre  los  bienes  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  de  su  situación. 
Ahora  bien,  como  los  contratos  que  tienen  por  objeto  los  bienes,  tie- 
nen que  producir  sus  efectos  sobre  ellos  de  un  modo  inexorable,  hi 
excepción  que  se  establece  en  la  primera  parte  del  artículo  se  halla 


-  456  — 

destruida  por  la  regla  establecida  e»i  la  segunda ;  el  conflicto  queda 
subsistente  por  causa  de  esta  dirersidud  de  principios. 

Dvbo  hacer  notar  que  los  artículos  que  sul)siguen  en  esta  sección, 
ó  los  señalados  con  los  números  14,  15  7  16  del  proyecto,  que  col- 
tiene  36  artículos,  así  como  también  los  relativos  á  la  prescripción 
han  sido  benévolamente  acogidos  por  el  Honorable  Miembro  de  lu 
minoría,  reproduciéndolos  del  proyecto  de  la  mayoría,  salvo  alguna 
que  otra  moditicacion  ;  todos  ellos  responden  al  sistema  territorial 
que  ésta  sostiene. 

En  cuanto  á  las  obligaciones,  el  ?\rtícalo  22  del  proyecto  coiisagni 
respecto  de  los  contrato^?  la  ley  del  lugar  del  acto,  la  cual  rige  el 
fondo  y  la  forma  de  los  mismos,  otorgando  validez  internacional  á  los 
actos  celebrados  bajo  su  imperi»».  Sin  embargo  de  lo  absoluto  de  la 
regla,  los  mismos  actos  se  hallan  sometidos  á  distintas  leyes  ;  así, 
el  artículo  25  establece  que  los  contratos,  pueden  c*ílebrarse  fuera 
del  territorio  nacional  conforme  á  las  leyes  nacionales  de  las  partes, 
de  donde  se  deduce  que  estas  pueden  dejar  sin  efecto  las  del  Ingiir 
del  acto. 

El  artículo  16  del  proyecto  primitivo  y  el  23,  hacen  regir  el  contrato 
por  la  ley  del  lugar  en  que  deb^  tener  efecto  ó  cumplirse.  Esta  úl- 
tima disposición  impera,  sobre  todo,  cuando  sd  exijan  requisitos  es- 
peciales para  su  validez  en  el  lugar  de  la  ejecución.  Tres  reglas  dife- 
rentes rigen,  pues,  las  obligaciones  y  se  anulan  recíprocamente.  La 
aplicación  del  principio  fundamental  consignado  en  el  artículo  22 
solo  podrá  tener  eficacia  en  casos  muy  señalados,  como  por  ejemplo, 
cuando  las  leyes  de  los  Estados  se.m  uniformes  respecto  do  las  for- 
mas y  circunstancias  en  que  se  celebra  el  contrato.  Cuando  esta  uni- 
formidad no  exista,  cuando  la  ley  del  lugar  donde  el  contrato  deba 
cumplirse  exija  requisitos  es2)eciales,  como  lo  estatuye  el  artículo  23, 
el  principio  cede  el  paso  á  esta.  Ahora  bien,  atentas  las  diferencias 
que  al  respecto  existen  en  los  cckiigos,  los  requisitos  especiales  no 
vienen  á  ser  otra  cosa  que  las  forinas  establecidas  en  cada  legislación; 
por  tanto,  la  excepción  contenida  en  el  artículo  23  viene  a  constituir 
la  regla 

Si  se  toman  en  consideración  los  principios  establecidos  en  los  ar- 
tículos 13,  que  sujeta  los  contratos  á  la  situación  de  los  bienes,  el  16, 
que  sujeta  los  créditos  al  lugar  en  que  deben  cumplirse,  el  mencio- 
nado anteriormente,  y  el  25,  que  atribuye  efectos  extmterritoriales  á 
la  ley  nacional,  tenemos  (]ue  el  principio  que  sirve  de  base  al  título 
queda  anulado,  entrando  en  colisión  los  que  (puedan  en  pié. 

El  artículo  27  determina  que  el  contrato  puede  regirse  por  leyes 
distintas  á  las  que  imperan  en  el  lugar  de  su  celebración;  esto  es,  la 
voluntad  de  las  partes  deja  sin  efecto  la  ley  local.  Esta  disposición  no 
pertenece  á  la  esfera  del  Derecho  Internacional  Privado  ;  cuando  dos 
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partes  sujetan  una  contención  á  determinada  ley,  es  ella  la  que  deci- 
de; no  hay  conflicto  de  jurisdicción. 

En  análoga  condición  se  encuentra  lo  que  establece  el  artículo  24, 
que  entraña  una  cláusula  penal  procedente  de  actos  fraudulentos  con 
el  objeto  de  burlar  las  leyes  patrias.  Nunca  podría  disputarse  á  nin- 
gún Estado  el  derecho  que  le  asiste  para  punir  los  hechos  perpetra- 
dos con  el  íin  de  viular  las  leyes  que  ha  impuesto  para  proteger  los 
intereses  de  cuantos  habitan  su  territorio.  Las  sanciones  penales  que 
las  leyes  establecen  no  constituyen  actos  jurídicos,  son  medios  de  ase- 
gurar lu  eficacia  de  las  mismas ;  por  tanto,  el  artículo  es  extraño  al 
título  que  examino. 

Por  lo  que  hace  al  título  de  las  sucesiones,  se  admite  en  los  ar- 
tículos 33  y  35,  la  unidad  é  indivisibilidad  del  juicio,  determinando 
como  asiento  de  este  el  domicilio  del  causante  de  la  sucesión.  Entre 
tanto,  el  artículo  36  establece  que  las  acciones  que  recaigan  sobre 
los  bienes  existentes  fuera  de  aquel,  se  rigen  por  la  ley  del  territorio 
en  el  cual  se  hallan  situados.  Estas  disposiciones  consagran  un  jui- 
cio único  en  el  domicilio  y  tantos  otros  cuantos  sean  los  bienes  sobre 
los  cuales  recaigan  acciones  respecto  de  ellos.  En  el  fondo  prevalece 
la  ley  de  la  situación  de  los  bienes;  doctrina  territorial. 

Respecto  al  tmmite  establecido  en  los  dos  últimos  incisos  del  ar- 
tículo citado,  pertenecen  á  la  legislación  interna. 

Después  de  este  breve  examen,  que  he  procurado  encerrar  dentro 
délos  mas  reducidos  límites,  dejando  para  su  caso  un  análisis  prolijo 
y  mas  detenido  del  proyecto,  se  observa  que  este  obedece  á  los 
siguientes  sistemas  y  doctrinas :  respecto  de  las  personas :  la  ley  de  la 
residencia,  la  del  domicilio,  la  ley  nacional,  la  del  lugar  en  que  se 
contrata;  respecto  délos  bienes:  la  del  lugar  de  su  situación  y  la  del 
contrato.  En  cuanto  á  las  obligaciones:  la  ley  local,  la  nacional,  la 
del  lugar  en  que  el  contrato  debe  surtir  efecto  y  la  que  determina  la 
voluntad  de  las  partes.  Seis  reglas  diferentes  que  en  su  aplicación, 
como  responden  á  principios  distintos,  sustentan  las  colisiones  de 
derecho  que  se  intenta  conjurar. 

Podría  decirse,  quizá,  que  estos  distintos  principios  constituyen 
excepciones  necesarias  de  las  reglas  fundamentales  que  debe  entrañar 
el  proyecto;  pero  se  observa  sin  grande  esfuerzo  que  él  carece  de 
una  base  cierta  y  fija,  y  que  los  diversos  principios  que  forman  su 
estructura,  constituyen  verdadeiiis  reglas  independientes,  que  las 
unas  se  oponen  á  las  otras,  destruyendo  sus  efectos  y  anulándose 
entre  sí. 

Ahora  bien  ;  en  esta  difícil  y  delicadísima  materia,  la  ciencia  de- 
muestra que  para  arribar  á  solucionéis  posibles,  el  sistema  debe 
basarse  en  un  principio  único,  pues  en  cuanto  entran  otros  en  juego 
la  colisión  reaparece,  las  dificultades  aumentan  y  la  solución  se  im- 
posibilita. 
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Ed  la  redacción  de  un  Tratado  especial  sobre  esta  materia,  debe 
presidir  en  primer  término  un  criterio  amplio,  que  abarque  la  rasta 
esfera  en  que  se  agitan  tantos  conflictos  y  que,  despojándose  de  toda 
afección  de  secta,  de  escuela,  de  los  impulsos  del  sentimentalismo 
local,  pueda  encontrarse  con  independencia,  con  absoluta  independen- 
cia en  el  terreno  cientifico,  libre  de  las  trabas  que  oponen  las  leyes 
patrias,  buscando  su  inmunidad,  que  el  proo^reso  de  la  justicia,  de  la 
filosofía  científica  y  de  la  armonía  internacional,  inspirados  en  el  bien 
universal,  tienen  el  deber  de  modificar  cuando  su  espíritu  motiva 
colisiones  insalvables. 

La  mayoría  de  la  Comisión  ha  observado  que  el  proyecto  de  la 
minoría  ha  sido  frecuentemente  basado  en  las  prescripciones  de  las 
leyes  del  Estado  que  representa  el  miembro  que  la  compone;  de 
aquí  que,  se  hayan  introducido  en  el  proyecto  varias  disposiciones 
del  Código  de  Chile,  como  por  ejemplo,  las  consignadas  en  el  ar- 
tículo (>.°  que  modificado,  no  es  mas  que  el  15  de  aquel ;  el  11,  2."  in- 
ciso del  artículo  119,  etc.,  etc.  Ahora  bien,  estas  disposiciones,  que 
tienen  por  objeto  asegurar  la  eficacia  de  las  leyes  chilenas  respecto 
de  sus  nacionales,  que  pueden  ser  necesarias  en  las  legislaciones  inter- 
nas de  determinadíís  pueblos,  ó  de  aquellos,  como  los  de  Europa  en 
los  cuales  la  emigración  llega  á  pronunciarse  en  condiciones  alar- 
mantei^,  convertidas  en  preceptos  generales  de  Derecho  Inicrnacional 
conducen  á  mantener,  si  no  á  reagravar  el  choque  entre  leyes  que 
obedezcan  á  iguales  objetos,  ó  á  menoscabar  las  de  otros  países  que 
no  hayan  previsto  los  casos  á  que  ellas  se  refieren. 

Indudablemente  el  estudio  de  los  códigos  vigentes  ofrece  un  tesoro 
luminosísimo  parala  codificación  del  Derecho  Internacional  Privado» 
pues,  aquellos  patentizan  todas  las  divergencias  que  en  las  legislacio- 
nes internas  existen.  La  misión  del  legislador  en  este  caso  es  la  de 
estudiar  esas  divergencias,  buscar  el  medio  de  evitirlas,  resguardando 
en  cuanto  sea  posible  la  legislación  de  cada  país;  pero  cuando  se 
presentan  casos  en  los  cuales  la  solución  es  imposible  ó  puede  ser 
favorable  para  :inos  Estados  y  desfavorable  para  otros,  el  interés 
común,  inspirándose  en  la  equidad  impone  cesiones  recíprocas;  esto 
es,  la  adopción  de  principios  generales,  aui  cuando  ellos  exijan  la 
reforma  de  las  leyes  locales.  Un  criterio  que  se  separe  de  estos 
propósitos  no  arribará  jamás  á  solución  alguna,  pues,  no  puede  acep- 
tarse que  puedan  erigirse  en  reglas  de  Derecho  Internacional  Pri- 
vado, preceptos  que  afectan  á  diversos  pueblos,  y  que,  buenos  ó  nudos, 
respondan  á  intereses  puramente  nacionales,  que  no  del>en  tener 
imperio  mas  allá  del  radio  de  la  jurisdicción  de  cada  Estado. 

Penetrada  la  mayoría  de  la  Comisión  de  estas  ideas,  comi»ren- 
diendo  que  su  misión  es  la  de  formular  preceptos  comunes  á  muchos 
Estados,  y  no  á  uno  solo,  despojándose  de  todo  espíritu  preconce- 
bido, y  dominandti^ios  impulsos  mismos   del  sentimiento  patriótico, 
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que siempre  seré  aplaudido  en  la  esfera  de  los  deberes  y  del  afecto 
Dacional,  pero  que  afectaría  de  parcial  su  juicio,  y  por  tanto,  de 
.estéril  en  el  terreno  científico,  al  formular  el  proyecto  que  tuvo  el 
honor  de  presentar  al  Honorable  Congreso  no  ha  trepidado  en  sepa- 
rarse, en  casos  inevitables,  de  la  legislación  interna  de  los  Estados 
quesns  miembros  tienen  el  honor  de  representar,  creyendo  que  con 
ello  contribuyen  á  alcanzar  las  soluciones  que  se  buscan,  abriendo  al 
propio  tiempo  nuevos  horizontes  al  progreso  del  derecho  positivo  é 
imponiendo  reformas  en  la  legislación  interna,  que  aproximándose 
mas  á  los  grandiosos  ideales  de  la  justicia,  estrechen,  vinculen  y 
amalgamen  las  relaciones  y  los  intereses  de  estos  pueblos  nuevos 
que  componen  la  América  Latina,  destinados  á  resolver,  por  la  libe- 
ralidad y  la  justicia  de  sus  instituciones,  los  problemas  grandiosos 
que  se  enlazan  con  la  dignificación  individual  del  hombre  y  con  los 
destinos  solidarios  de  la  humanidad    toda. 

No  sería  difícil,  Señor  Presidente,  que  en  el  rápido  examen  que 
acabo  de  hacer,  para  comprobar  las  aserciones  de  la  mayoría  de  la 
Comisión,  hubiese  incurrido  en  algunas  apreciaciones  inexactas;  si 
así  fuese,  ellas  serán  juzgadas  debidamente  por  los  Honorables  Miem- 
bros del  Congreso,  qve  atenta  su  ilustración  y  su  elevado  criterio, 
podrán  discernir  de  que  parte  se  halla  la  equivocación  y  de  que  parte 
se  encuentra  la  exactitud  y  la  lógica. 

He  dicho. 

El  Señor  Prats  manifestó:  que  á  su  juicio,  el  discurso  pronunciado 
por  el  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  es  un  estudio  detallado  que  per 
tenece  necesariamente  á  la  discusión  particular.  Que  él  se  ha  limi- 
tado, como  de  costumbre,  á  las  apreciaciones  generales  sin  descender 
al  examen  minucioso  de  cada  artículo;  pues  si  hiciera  esto  último 
contestíiría  una  á  una  las  observaciones  del  Señor  Plenipotenciario. 
No  obstante,  tomando  en  globo  su  discurso  debe  decir  que  no  hay 
ningún  tratadista  de  Derecho  Internacional  que  no  acepte  las  excep- 
ciones que  él  ha  aceptado  en  materia  de  contratos.  Todos  unifor- 
memente aceptan  el  principio  lo€24^  regit  adum.  Nadie  acepta  que 
sea  válido  un  contrato  en  el  extranjero  violando  las  leyes  patrias. 
Que  un  matrimonio  sea  válido  cuando  se  celebre  entre  extranjeros 
con  arreglo  á  las  leyes  de  la  nación  en  que  se  celebra,  eso  está  con- 
signado en  todos  los  textos  de  Derecho  Internacional.  Que  está  muy 
distante  do  aceptar,  uniformemente  y  sin  excepciones,  los  principios 
de  una  sola  escuela.    Que  toma  lo  mejor  que  le  parece  de  cada  una. 

Que  si  llegase  la  ocasión  de  discutirse  su  proyecto,  entonces  seria 
el  caso  de  contestar  detalladamente  á  todas  las  observaciones. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  expresó :  que  al  examinar  el  ^ro- 
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yecto  de  la  ininoría,  fué  porque  el  Señor  Prats  había  formulado  la 
Hsercioo  de  que  las  afírm aciones  hechas  por  el  Sefior  Doctor  Quin- 
tana no  habían  sido  comprobadas  en  el  informe  que  tuvo  el  honor 
de  presentar  al  Honorable  Congreso,  relativo  al  proyecto  de  la 
mayoría. 

Como  miembro  de  la  Comisión  en  mayoría  creyó  de  su  deber  com» 
probar  que  la  palabra  colectiva  de  la  misma  no  podía  menos  de 
revestir  los  caracteres  de  completa  exactitud. 

En  cuanto  á  los  demás  puntos  á  que  se  ha  referido  el  Señor  Prats, 
dijo:  que  evidentemente  conciernen  al  estudio  en  detalle  del  pro- 
yecto que  el  Señor  Plenipotenciario  preopinante  ha  presentado. 
Que  por  tal  i*azon  se  abstiene  de  contestar  las  observaciones  que  él 
mismo  ha  hecho  en  lo  referente  á  la  capacidad  de  las  personas,  ma- 
trimonio, etc.,  etc. 

Por  lo  que  hace  al  proyecto  de  la  mayoría,  no  existen  las  in- 
consecuencias que  se  le  atribuyen.  El  único  caso  en  que  se  deter 
mina  que  la  ley  de  la  residencia  es  la  que  establece  ó  la  que  rige  el 
acto  jurídico,  es  el  relativo  al  matrimonio,  y  siendo  este  un  contrat«>, 
que  se  ejecuta  donde  tiene  lugar  el  consorcio,  mediante  el  consenti- 
miento de  las  partes,  esta  aparente  excepción,  es  una  confirmación 
del  principio   territorial. 

Por  el  momento  le  parece  inconducente  entrar  en  mayores  ex- 
plicaciones, reservándose  hacerle,  si  fuese  necesario,  en  la  discusión 
particular. 

El  Señor  Presidente  manifestó:  que  á  su  juicio  debía  ponerse  á 
votación  el  proyecto  déla  mayoría;  pero  desearía  que  se  pronuncianí 
sobre  este  punto  el  Honorable  Congreso. 

El  Señor  Prats  dijo:  que  si  el  Honorable  Congreso  vota  y  acepta 
para  la  discusión  el  proyecto  de  la  mayoría,  por  el  hecho  queda 
eliminado  el  de  la  minoría.     Que  puede  votarse  cualquiera  de  ellos. 

El  Señor  Presidente  cree  que  con  arreglo  al  procedimiento  se- 
guido por  otros  cuerpos  colegiados,  debería  votarse  primero  el  de  la 
mayoría. 

El  Señor  Prats  declara  que  no  hace  observación  á  ese  respecto. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  piensa  que  el  proyecto  de  la 
mayoría  debe  ser  la  base  de  la  discusión,  sin  que  por  esto  se  consi- 
dere rechazado  el  de  la  minoría,  que  puede  ser  también  discutido  en 
particular,  como  indicaciones. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dijo:  que  lo  que  puede  ponerse  á  vota- 
ción es  cual  de  los  dos  proyectos  se  toma  por  base  de  la  discusión. 


-  461  — 

El  Señor  Doctor  Cbacaltana  entiende  que  lo  que  primero  se  debe 
Yottir  essi  se  dá  por  terminada  la  discusión  general. 

El  Señor  Doctor  Quintana  manifestó:  que  hay  que  proceder  a  una 
votación,  porqae  si  el  Honorable  CJongreso  quisiera  rechazar  el  pro- 
yecto de  la  mayoría  estaría  en  su  perfecto  derecho.  Por  el  hecho  de 
ser  presentado  por  la  Comisión  no  implica  la  obligación  de  aceptarlo. 

A  su  juicio,  lo  que  corresponde,  es  aceptar  un  proyecto  como  base 
para  la  discusión. 

Se  pone  á  votación,  y  es  aceptado  en  general  como  base  para  la 
discusión,  erproyecto  de  la  Comisión  en  mayoría. 

Se  pasa  á  cuarto  intermedio. 
Continúa  la  Sesión. 

TITULO  I 

DE    LA    CAPACIDAD,    ESTADO    Y    CONDICIÓN    DE     LAS    PERSONAS 

§1 


DE   LAS  PERSONAS. 


En   discusión  el 


Artículo  1  .• 


«La  incapacidad  de  las  personas  para  contratar  por  razón  de  la 
»edad,  sordo-mudez  ó  enfermedades  mentales,  se  rige  por  las  leyes 
»de  su  domicilio.» 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  manifestó:  que  algunos  miembros 
del  Honorable  Congreso  hablan  tenido  la  bondad  de  aproximarse 
á  la  mayoría  de  la  Comisión,  para  hacerle  algunas  observaciones 
respecto  del  proyecto,  las  cuales  habían  sido  atendidas  con  suma 
complacencia  por  ella,  y  contribuirían  sin  duda  á  la  ilustración 
del  mismo. 

Dará  cuenta  de  esas  indicaciones  oportunamente. 

En  el  artículo  en    discusión  se  ha  agregado  la  palabra  capacidad 

y  sustituido  la  de  sordo-mudez,  por  las  de  enfermedades  fisicas   que 

comprenden  enfermedades  de  distinta  índole  y  carácter.   La  Comí* 
sion,  dijo,  se  permite  someterlo  en  estos  términos: 

«La  capacidad   é  incapacidad   de  las    personas  para  contratar  \^<il 
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«razOD  de  )a  edad,  enfermedades  ñsicas  ó    mentales,  se  rige  por  las 
«yes  de  su  domicilio.» 

El  Señor  Prats  jiidió  que  «^e  coosic^oase  que  en  el  proyecto  de 
los  34  artículos  el  1.*  está  redactado  en  términos  que  son  la  con- 
traposición del  que  está  en  debate:  se  rige  la  capacidad  por  la  ley 
de  la  residencia. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  dijo:  cuando  tuve  el  honor  de  ser" 
admitido  ante  la  mayoría  de  la  Comisión  de  Derecho  Civil  para 
exponer  mií-  ideas  sobre  las  diferentes  partes  del  respectivo  pro- 
yecto, formulé  algunas  observaciones  á  este  artículo,  observaciones 
respecto  <\e  las  cuales  me  encuentro  en  el  caso  de  insistir,  porque^ 
sin  ser  atendidas,  el  artículo  adolecería  siempre  de  un  vacío. 

En  él  se  establece  una  regla  para  regir  la  capacidad  de  las 
personas,  en  armonía  con  el  principio  de  la  ley  del  domicilio;  pero 
se  establece  esa  regla  en  una  forma  muy  restringida,  y  no  en 
cuentro  á  la  irerdad  la  razón  para  que  no  se  amplié,  para  que  no 
es  le  dé  mayor  extensión,  para  que  no  se  haga  mas  compren- 
siva. 

Se  dice,  que  la  capacidad  é  incapacidad  de  las  personas  se  re- 
girá por  la  ley  del  domicilio,  para  los  efectos  de  contratar;  y  que 
regirá  la  misma  ley,  atando  la  capacidad  proceda  de  enfermedades 
Jlsicas  ó  mentales. 

Com<»  se  vé,  hay  dos  limitaciones  al  principio  de  la  capacidad: 
una  que  se  refiere  á  su  objeto  ó  al  efecto  que  ella  puede  produ- 
cir;  y   otra  referente  á  sus  cansas    ó  procedencias. 

Si  so  est4ibleciera  un  principio  que  no  limitase  la  capacidad  a] 
solí)  efecto  de  contratar,  sino  que  extendiese  su  esfera  de  acción 
á  todos  los  actos  de  la  vida  civil,  y  si  ese  mismo  principio  se  re- 
firiera á  la  capacidad  ó  á  la  incapacidad  procedente,  no  de  en- 
fermedades físicas  ó  mentales,  sino  de  todos  las  otras  causas  de  que 
puedan  proceder,  se  establecería  indudablemente  un  principio  mas 
general,  que  dominaría  las  diferentes  partes  del  proyecto  que  se 
armonizan  con   ese  [)rincipi(). 

Sábese,  efectivamente,  que  una  persona  puede  ser  capaz  ó  incapaz, 
no  solamente  para  contratar,  sino  también  para  ejecutar  otros  ac- 
tos civiles,  como  para  ser  tutor,  para  ejercer  la  patria  potestad, 
para  contraer  matrimonio,  en  fin  para  ejercer  diversas  y  múltiples 
funciones  del  dominio  de  la  vida  civil,  cuyo  número  no  me  es 
posible  es|)ecificar  ó    relacionar   uno  á  uno,  en   este  momento. 

Sábese  igualmente  que  la  capacidad  ó  incapacidad  puede  proce- 
der, no  solamente  de  enfermedades  físicas  ó  mentales  sino  como 
se  establee»*,  en  algunas  legislaciones  de  Sud-América,  como  suce- 
de con  lus  legislaciones   del  Perú  y  la  de  Chile,  la  capacidad  ó  in- 
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capacidad  puede  proceder  también  de  la  prodigalidad  y  del  estado 
religioso.  El  estado  religioso  incapacita  á  Jas  personaí»  para  ejercer 
todas  las  funciones  civiles  en  algunos  Estados  y  la  mayor  parte 
de  ellos  en  otros,  como  sucede  en  la  República  Argentina:  es  una 
causa  que  produce  en  ciertos  países  incapacidad  absoluta;  una  ver- 
dadem  muerte  civil  de  la  persima. 

La  prodigalidad  también  produce,  se^uu  las  leyes  de  los  países 
en  donde  es  admitida,  cierta  incapacidad  para  el  ejercicio  de  de- 
terminadas funciones  civiles,  y  sujeta  al  pródigo  á  un  estado  de 
interdicción  en    lo  referente  al  manejo  de  sus  bienes. 

Producido  el  estado  religioso  ó  declarada  la  prodigalidad  en  uno 
de  los  países  en  donde  se  admiten  estos  casos  de  incapacidad,  los 
actos  del  incapaz  pueden  pro  lucir  sus  efectos  en  otro  de  los  paises 
en  donde  también  están  aceptados 

Al  mismo  tiempo  puede  suceder  que  en  un  país  se  dé  á  estas 
incapacidades  una  extensión  mayor  que  en  otro;  de  donde  resulta 
la  necesidad  de  determinar  cual  es  la  ley  que  debe  regir,  cual  es 
la  ley   que  debe  prevalecer  en  tales  casos. 

Podia  replicarse  en  esta  forma:  si  se  establece  el  principio  de  la 
capacidad  ó  incapacidad  para  solo  los  efectos  de  contratar,  es 
porque  la  mayor  parte  de  los  actos  de  la  vida  civil  de  una  persona 
se  refieren  á  los  contratos  que  celebm. 

Una  persona  —  me  decia  uno  de  los  estimables  miembros  de  la 
mayoría  de  la  Comisión  —  se  casa  una,  dos  ó  tres  veces  en  su  vida; 
de  manera  que  se  somete  á  la  ley  que  rige  la  celebración  de  su 
matrimonio,  tres  veces  á  lo  mas. 

Una  persona  ejerce  la  tutela,  ola  patria  potestad,  sirve  de  testigo, 
de  procurador  ó  de  apoderado,  en  ciertos  y  en  determinados  casos; 
mientras  tanto  la  gran  mayoría  de  los  actos  de  su  vida  civil,  se  re- 
fiere á  los  contratos  que  celebra.  Por  consiguiente  estableciendo  el 
principio  que  debe  regir  la  capacidad  ó  incapacidad,  cuando  aquella 
se  ejercita  con  el  objeto  de  contratar,  se  le  hace  abarcar  el  mayor 
número  de  actos  que  un  individuo  practica  en  el  trascurso  de  su 
vii!a  civil,  y  se  establece,  por  lo  tanto,  un  principio  de  carócter 
general. 

Sin  embargo,  á  esta  observación,  se  puede  oponer  esta  otra. 

Para  resolver  si  en  la  vida  civil  la  mayoría  de  los  actos  practicados 
se  refiere  á  la  celebración  de  contratos,  sería  necesaria  una  razón 
estadística  que  nos  diera  cuenta  exacta  de  lo  que  á  este  respecto 
pasa;  pero  como  esto  nos  llevaría  demasiado  lejos,  supongo  y  admito 
que  la  mayoría  de  los  actos  de  la  vida  civil  de  una  persona  consiste 
en  la  celebración  de  contratos;  y  aún  así  sostengo  que  la  generalidad 
del  principio  consignado  en  el  artículo  en  debate  es  tan  limitada  que 
no  parece  sino  la  excepción  de  otro  principio  mas  general. 

En  efecto:  ademas  de  las  causas  de  incapacidad  sfttoisA'5^  ^^'t.>si. 


*ü* 


Comisión,  hay  otras  de  carácter  ^neral  ó  especial,  algunas  de  las 
cuales  he  eDumerado  anteriormente.  Si  se  sancionara  pues,  otro 
principio  que  resolviese  la  cuestión  déla  capacidad  cuando  ella  pre- 
cede de  todas  las  causas  que  pueden  darle  origen,  se  habría  estable- 
cido un  principio  de  mayores  alcances  que  el  consignado  en  el 
proyecto.  Y  la  generalidad  del  principio  sería  mayor  aún,  si  se 
dejara  comprender  que  los  efectos  de  la  capacidad  se  referían  tanto 
á  la  celebración  de  contratos  como  á  ¡os  demás  actos  de  la  vidacivil 
sin  perjuicio  de  consignar  después  las  excepciones  que  fuesen  pre- 
cisas. 

También  se  me  ha  espuesto  como  razón  para  no  dar  al  articulo 
en  debate  la  forma  genérica  que  propongo,  la  circunstancia  de  no 
haberse  formulado  con  esa  extensión  por  las  personas  que,  en  di- 
verso sentido,  han  tratado  la  materia.  Esto  no  es  exacto:  recuerdo 
por  el  momento  la  ley  .  argentina  que  establece  el  principio  del 
domicilio  i)am  regir  los  actos  de  la  capacidad  ó  incapacidad  de  las 
personas.  El  artículo  de  la  referida  ley,  que  es  uno  de  los  prime- 
ros del  código  respectivo,  no  limita  los  efectos  de  la  capacidad  á 
las  funciones  <le  contratar,  sino  que  se  exprcMi  con  mayor  gene- 
ralidad. 

Las  disposiciones  aludidas  dicen: 

«  La  capacidad  ó  incapacidad  de  las  personas  domiciliadas  en  el 
«  territorio  de  la  República,  sean  nacionales  ó  extranjeros,  será 
«  juzgada  por  las  leyes  de  este  Código,  aun  cuando  se  trate  de 
«  actos  ejecutados  ó  de  bienes  existentes  en  país  extranjero.  La 
«  capacidad  ó  incapacidad  de  las  |)ersonas  domiciliadas  fuera  del 
<  territorio  de  la  República  será  juzgada  por  las  leyes  de  su  res- 
«  pectivo  domicilio,  aún  cuando  se  trate  de  actos  ejecutados  ó  de 
«  bienes  existentes  en  la  República.» 

Estas  disposiciones,  como  se  vé,  al  ileterminar  el  principio  que 
rige  la  ca|)acidad  ó  incapacidad,  no  .señalan  la  procedencia  de  estas 
ni  limitan  sus  alcances  al  efecto  de  contratar.  Hablan  de  la  ca- 
pacidad en  general;  es  decir,  de  la  capacidad  para  ejercer  los  dife- 
rentes actos  de  la  vida  civil,  ya  se  refieran  ó  no  á  la  celebración  de 
contratos,  ya  procedan  de  enfermedades  físicas  y  mentales  ó  de 
otras  cansas.  De  manera  (|ue  si  en  la  República  Argentina  ocu- 
rre el  caso  de  presentarse  un  individuo  declarado  pródigo  en  otni 
nación  en  donde  tiene  establecido  su  domicilio,  esa  declaración 
tiene  que  producir  sus  efectos  en  territorio    argentino. 

Y  si  esos  efectos  quedasen  destruidos,  no  sería  en  virtud  del 
principio  sentado  en  las  disposiciones  referidas,  sino  por  efecto    de 
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excepciones  expresa  y  perentoriamente  consignadas  en  el  código 
respectivo. 

Asi  como  el  Código  Argentino  establece  el  principio  sin  las  limi- 
taciones del  proyecto  de  la  Comisión  en  mayoría,  lo  estableció 
también,  en  otro  sentido,  el  Congreso  de  Juristas  de  Lima.  En  ese 
Congreso  se  adoptó  el  principio  de  la  nacionalidad;  pero  al  adop- 
tarlo no  se  dijo  que  regiría  la  capacidad  de  las  personas  en  tales 
ó  cuales  casos,  sino  que  se  aplicaría  al  ejercicio  de  los  actos  ci- 
viles, cualquiera  que  fuese  la  procedencia  de  esa  capacidad.  Ese 
acuerdo  dice :  cEl  Estado  y  la  capacidad  jurídica  de  las  personas 
«  se  juzgarán  por  su  ley  nacional.»  En  igual  sentido  lo  establece 
el  Código  Italiano  cuya  doctrina  defiende  Fiore  y  otros  autores. 

Podría  sostenerse  la  inutilidad  de  hacer  extensivo  el  principio  de 
la  capacidad,  á  los  actos  civiles  extraños  á  las  funciones  de  contra- 
tar, fundándose  en  la  circunstancia  de  que  dichos  actos  aparecen 
regidos  por  reglas  consignadas  en  otros  títulos  ó  en  otros  tratados. 
Asi,  para  saber  el  principio  á  que  debe  estar  sujeta  la  capacidad  de 
un  individuo  para  ser  testador,  heredero  ó  legatario,  debe  estarse á  lo 
prescrito  en  el  título  V  del  proyecto  en  debate ;  si  se  trata  de  apre- 
ciar la  capacidad  de  los  esposos  para  hacerse  donaciones,  el  caso 
está  previsto  en  el  título  IV;  análoga  cosa  sucede  respecto  de  la 
capacidad  para  ejercer  la  patria  potestad,  la  tutela  y  cúratela,  casos 
reglamentados  por  los  párrafos  6,  8  y  9  del  título  I.  Ahora  si 
se  tratase  de  resolver  los  casos  de  capacidad  ó  incapacidad  para  ser 
testigo  en  juicio,  arbitro  ó  perito,  entonces  debe  estarse  á  lo  dis- 
puesto en  el  Tratado  sobre  Materia  Procesal,  en  el  cual  se  ha  es- 
tablecido que  todas  las  incidencias  de  un  juicio  deben  tramitarse 
con  arreglo  á  las  leyes  del  país  en  que  éste  se  sigue.  De  manera 
que  la  Comisión  se  ha  concretado  á  establecer  el  principio  de  la 
capacidad  civil  de  las  personas  para  los  casos  no  reglamentados  por 
alguna  disposición  especial  ó  por  algún  otro  tratado ;  no  ha  genera- 
lizado mas,  porque  no  era  necesario  hacerlo. 

La  argumentación  precedente  deja,  sin  embargo,  mucho  que  desear. 
Es  evidente  desde  luego,  qu«  muchas  délas  disposiciones  de  carác- 
ter especial  cuyo  objeto  tiende  á  resolver  las  cuestiones  de  capacidad 
ó  incapacidad  de  las  personas  para  determinadas  funciones  de  la  vida 
civil,  están  enteramente  de  acuerdo  con  el  artículo  primero  del  pro- 
yecto. ¿Que  inconveniente  habría  entonces  para  que  dicho  artículo 
se  redactase  en  una  forma  que  le  permitiera  abarcar  estos  casos 
que  tanto  se  armonizan  con  su  espíritu? 

Al  contrario,  dándole  una  forma  mas  genérica  se  haría  tangible 
el  acuerdo  existente  entre  las  diversas  partes  del  proyecto;  se  vería 
dominando  en  él  una  doctrina  expresada  en  diferentes  formas;  y  se 
sabría  que  las  disposiciones  disconformes  con  esa  teoría  dominante 
constituían  las  excepciones  indispensables. 
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Ma  claro:  los  principios  establecidos  en  el  capítulo  relativo  á  los 
Actos  Jurídicos  y  en  otras  partes  del  proyecto  son  principios  confor. 
mes  con  el  artículo  primero,  ó  en  desacuerdo  con  él. 

Si  están  conformes  con  el  artículo  1.*  esa  es  una  razón  para  que 
queden  comprendidos  en  ese  principio  general,  sin  perjuicio  de  que 
después  se  les  consigne  bajo  una  forma  mas  concreta,  como  ha  suce- 
dido en  los  Tratados  aprobados  hasta  la  fecha. 

Asi  en  el  Derecho  Penal,  el  principio  general  establece  la  terri- 
torialidad de  la  ley  penal ;  y  sin  embargo,  ese  mismo  principio  se 
vé  desenvolviendo  en  diversos  artículos  que  están  implícitamente 
contenidos  en  él. 

Sucede  igual  cosa  en  el  Tratado  relativo  al  procedimiento,  en 
donde  seestoblece  como  principio  general,  que  la  ley  del  lugar  don- 
de se  sigue  el  juicio  regirá  éste  y  sus  incidencias;  y  sin  embargo, 
ese  principio  se  repite  en  otros  que  están  implícitamente  contenidos 
en  él,  que  son  su  consecuencia  ó  si  se  quiere  un  desenvolvimiento 
que  se  hace  para  aclararlo. 

Si  ahora,  se  supone  que  hay  algunas  reglas  especiales  del  pro- 
yecto en  desacuerdo  con  el  principio  general,  esas  reglas  constituirán 
las  excepciones;  pero  nunca  las  excepciones  son  obstáculo  para  que 
los  principios  se  enuncien  con  la  generalidad  que  deben  tener. 

No  sucede  lo  mismo  con  el  proyecto  en  debate. 

El  artículo  primero  restringe  las  causas  de  la  incapacidad  y  los 
objetos  á  que  ella  puede  referirse.  De  manera  que  hay  necesidad 
de  particular  y  minucioso  cuidado  para  establecer  principios  espe- 
ciales para  cnda  uno  de  los  diferentes  casos  no  comprendidos  en  la 
regla  que  se  reputa  general.  Y  corno  la  vida  civil  es  tan  múltiple  y 
variada  en  sus  manifestaciones,  es  posible  que  no  se  prevea  algún 
caso  especial  y  no  se  le  asignen  las  reglas  que  deben  regirlo;  y  en 
semejante  circunstancia  ¿como  se  determinaría  la  capacidad  civil 
de  las  personas  en  el  orden  internacional?  Habría  indudablemente 
un  vacio  que  solo  se  puede  llenar  ensanchando  la  esfera  de  acción 
del  artículo  primero;  es  decir,  no  limitando  las  causas  de  incapaci- 
dad, ni  concretando  sus  efectos.  De  este  modo,  ya  se  sabe  que  todo 
caso  no  regido  por  alguna  de  las  excepciones  consignadas  en  el 
Tratado,  cae  bajo  del  dominio  del  principio  general. 

La  forma  del  artículo  primero  no  parece,  pues,  destinada  á  enun- 
ciar un  principio  de  carácter  general,  sino  á  regir  uno  ó  varios  casos 
determinados:  no  parece  dominar  un  proyecto  en  el  que  se  desen- 
vuelve una  serie  de  doctrinas  cuya  bas3  consiste  en  ese  principio. 

En  mérito  de  las  precedentes  consideraciones,  opino,  en  suma, 
porque  al  hablar  de  la  capacidad  no  se  limiten  sus  alcances  á  los 
efectos  de  conti*atar,  ni  se  circunscriba  su  procedencia  á  las  enferme- 
dades físicas  ó  mentales. 

Creo  que  debe  establecerse  de  una  manei*a  general,  que  lacapaci* 
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dad  ó  iocapacidad  de  las  personas  debe  regirse  por  la  ley  de  su 
domicilio^  ya  que  la  Comisión,  de  acuerdo  con  las  opiniones  domi- 
nantes en  el  Congreso,  ha  optado  por  el  principio  que  la  consagra. 
Por  mi  parte  tampoco  tengo  inconveniente  en  aceptar  la  ley  del 
domicilio,  con  las  restricciones  consignadas  en  el  proyecto. 

Mi  objeto  es  simplemente  hacer  que  se  de  al  principio  una  gene- 
ralidiid  mayor,  á  fin  de  que  abarfue  con  mas  claridad,  las  diferentes 
partes  del  proyecto,  sin  perjuicio  dé  establecer  las  excepciones  que 
se  consideren  mas  ó  menos  bien  fundadas. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  dijo:  que  la  Comisión,  que  antes 
de  ahora  tuvo  el  agrado  de  escuchar  al  Seflor  Doctor  Chacaltana, 
tomó  en  consideración  las  observaciones  que  éste  acaba  de  hacer. 

Que  el  espíritu  del  articulo  tenía  por  objeto  referirse  á  las  inca- 
pacidades física  ó  mental  y  procedente  de  la  minoridad.  Esta  tiene 
que  ser  suplida  para  los  actos  de  la  vida  civil  por  medio  de  una 
representación  especial ;  las  leyes  en  general  consideran  á  la  per- 
sona como  capaz;  la  excepción  es  la  incapacidad,  que  en  la  esfera 
del  Derecho  Internacional  debe  ser  determinada  como  tal,  señalán- 
dose la  loy  que  la  rige. 

Aún  cuando  considera  que  los  términos  en  que  está  radactado  el 
artículo  tienen  la  amplitud  que  cree  necesaria  el  Señor  Plenipoten- 
ciario del  Perú,  por  su  parte  no  tiene  inconveniente  en  que  se  adop- 
te la  modificación  indicada  por  el  Señor  Doctor  Chacaltana. 

El  Señor  Doctor  Quintana  acepta  igualmente  la  indicación  del 
Señor  Doctor  Chacaltana.  Entiende  que  no  hay  propiamente  un 
cambio  de  principio,  sino  simplemente  la  aclaración  de  este. 

La  Comisión,  agregó,  liabia  establecido  el  artículo  en  forma  taxa- 
tiva, para  que  no  se  reputaran  comprendidas  dentro  de  él,  las  inca- 
pacidades provenientes  de  causas  especiales;  pero  como  esas  están  re- 
gidas siempre  por  la  ley  territorial  y  quedan  completamente  salvadas 
con  las  demás  disposiciones  que  se  adoptan  en  otros  artículos,  no  tie- 
ne dificultad  en  aceptar,  como  lo  ha  dicho,  la  indicación  del  Señor 
Doctor  Chacaltana.  De  manera,  añadió,  que  el  artículo  puede  votar- 
se en  esta  forma: 

«  La  capacidad  de  las  persoLas  se  rige  por  las  leyes  de  su  domi- 
cilio. > 

El  Señor  Doctor  Gálvez  cree  que  sería  conveniente  poner:  la  ca- 
pacidad de  las  personaos  para  los  actos  de  la  vida  civil. 

El  Señor  Doctor  Quintana  lo  considera  innecesario  porque  el  tí- 
tulo primero  dice:  De  la  capacidad,  estado  y  condición  de  las  personas. 


El  Sefior  Prats  manifestó:  que  en  el  articulo  en  debate  se  es- 
tablece la  base  para  todo  un  orden  de  cosas  y  de  ideas,  7  que 
el  punto  á  que  dicho  aiiículo  se  refíere  él  lo  ha  tratado  deteDída* 
mente  en  el  discurso  que  pronunció  en  la  Sesión  anterior.  Propuso 
entonces  en  vez  del  domicilio  la  residencia,  sin  entrar  en  detalles, 
(K)rque  comprende  los  casos  á  que  hace  referencia  el  Señor  Ple- 
nipotenciario del  Perú. 

Declara,  ademas,  que  aceptaba  esa  base,  que,  como  dijo  al  em- 
pezar, rige  respecto  de  todos  los  actos  de  la  vida  civil,  y  se  re- 
suelve en  gran  parte,  si  no  en  todo,  la  cuestión  relativa  á  contratos 
y  actos  jurídicos  de  todo  género. 

En  consecuencia,  habiéndose  ocupado  extensamente  de  este  punto 
en  su  referido  discurso,  nó  tiene  porque  detenerse  en  él,  siendo  su 
objeto  simplemente  dar  esta  explicación  para  que  no  se  extrañe 
que  no  entre  en  la  discusión  de  dicho  articulo. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  cree  que  debe  votarse  primero 
la  moción  del  Señor  Doctor  Chacaltana,  sin  perjuicio  de  que  se 
consigne  la  opinión  emitida  por  el  Señor  Plenipotenciario  de  Chile 
en  cuanto  al  principio  que  él  sostiene,  siguiéndose  así  el  orden 
en    que    han    sido    presentadas    la    moción   é  indicación    referidas. 

Se  vota  el  articulo  con  la  modificación  propuesta  por  el  Señor 
Doctor  Chacaltana,  y  es  aprobado  en  esta  forma : 

«La  capacidad  de  las  personas  se  rige  por  las  leyes  de  su  do- 
micilio». 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  manifestir.  que  en  una 
exposición  daría  las  razones  que  tiene  para  no  aceptar  el  artí- 
culo aprobado. 

En  discusión  el 

Artículo  2." 

« La  capacidad,  una  vez  adquirida  por  razón  de  la  edad,  eman- 
«cipacion  6  habilitación  de  edad,  no  puede  ser  modificada  por  la 
« ley  que  impere  en  el  Estado  dentro  del  cual  se  constituye  un 
« nuevo  domicilio.  > 

Votado  el  artículo,  es  aprobado   en  esta  forma : 

«La  capacidad  adquirida  por  la  mayor  edad,  emancipación  6 
«  habilitación,  no  puede  ser  modificada  por  la  ley  que  impere  en 
« el  Estado  dentro  del  cual  se  constituye  un  nuevo  domicilio. » 
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Se  á  pasa  discutir  el 

Artículo  3.' 

<  Los  incapaces  tienen  el  domicilio  de  sus  representantes  legales 
<y  estos  se  reputan  domiciliados    en   el  territorio   del  Estado   por 

<  cuyas  leyes  se    rige  el    cargo  que  ejercen.  > 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  propone  que  se  suspenda  la  dis- 
cusión de  los  artículos  3/  y  4/,  porque  la  Comisión  entiende 
que  deben  ser  trasladados,  dándoles  colocación  en  la  sección  del  Do- 
micilio.   Así  se  resolvió. 

Se    pasa  al 

§"• 

De  las  personas  jurídicas. 

En  discusión   el 

Artículo  5.' 

«  La  persona  jurídica  del  Estado  será  capaz  de  adquirir  y  con- 
« traer  obligaciones  en  el  territorio  de  otro,   de  conformidad   á  las 

<  leyes  de  este.  > 

El  Señor  Doctor  Quintana  indicó:  que  debía  ponerse  la  palabra 
(trechos  después  de  la  de  adquirir,  como  estaba  en  el  original, 
habiéndose  suprimido  por  error  de  imprenta. 

El  Señor  Presidente  propuso  que  se  dijese  la  persona  jurídica 
Estado  y  se  agregase  también  Estado  después  de  la  palabra  otro. 

La  Comisión  acepta  esa  indicación. 

Votado  el  artículo,  es  aprobado  en   esta  forma: 

<  La  persona  jurídica  Estado  será  capaz  de  adquirir  derechos  y 
«  contraer  obligaciones    en  el  territorio    de    otro    Estado,   de   con- 

<  formidad  á  las  leyes  de  este.  > 

Se  puso  en  discusión  el 

Artículo  6.* 
«  La  exisi^encia  y  capacidad  de  las  pecsoüaa  y\x\!6\52í^  ^^  ^»x^f¿vK& 
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*  privado  se  rige  por  las  leyes  del  país  '^.d  el  cual  han    sido  reco- 

<  nocidas  como  tales. 

c  El  carácter  que  revisten  las  habilita  plenamente    para  ejercitar 

<  fuera  del  lugar  de  su  institución   todas    las  acciones  y   derechos 

<  que  les  correspondan. 

K  Mas,  para  el  ejercicio,  fuera  de  aquel,  de  actos    comprendidos 

<  en  el  objeto  especial  de  su  institución,   se  sujetarán  á  las    pres- 

<  cripciones  establecidas    por  el  Estado  en  el  cual  intenten  realizar 

<  dichos  actos.  > 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  dijo:  que  en  este  artículo  la 
Comisión  había  suprimido  en  el  tercer  inciso,  las  palabras  fuera 
de  aquel  por  considerarlas  innecesarias. 

Se    vota    el  artículo  y  es  aprobado  en  esta  forma: 

«  La  existencia  y  capacidad  de  las  personas  jurídicas  de  Carácter 
«  privado,  se  rige  por  las  leyes  del   país  en  el  cual  han  sido  reco- 

<  nocidas    como  tales. 

«  El  carácter  que  revisten  las  habilita  plenamente  para  ejecutar 
« fuera  del  lugar  de  su  institución  todas  las  acciones  y  derechos 
«  que  les  correspondan. 

«  Mas,  para  el  ejercicio  de  actos  comprendidos  en    el   objeto  es- 

<  pecial  de  su  institución,  se  sujetarán  á  las  prescripciones   estable- 

<  cidas  por  el  Estado  en  el  cual   intenten  realizar  dichos  actos. » 


Se  pasa  al 


§111. 

DEL  DOMICILIO 


En  discusión  el 


Artículo  7.' 


«  La  ley  del  lugar  en  el  cual  reside  la  persona,  determina  las 
« condiciones  requeridas  para  que  la  residen(;ia  constituya  do- 
«  micilio.  * 

El  Señor  Prats  dijo:  que  él  aceptaba  la  disposición  de  este  ar- 
tículo; pero  como  no  estaba  conforme  con  todos  los  demás,  no  le 
parecía  regular  tomar  parte  en  la  discusión  y  acuerdo  de  cada  uno 
de  ellos. 

El  Señor  Presidente  dijo:  que  si  el  Señor  Plenipotenciario  estaba 
de  acuerdo  con  lo  que  establecía  el  artículo  en  debate,  no  habría 
iDCOnveniente  en    que  tomase  parte  en   la  discusión  y  votase,  sin 
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perjuicio  de  no  firmar  después  el  Tratado.  Su  concurso  en  log 
artículos  en  que  estÁ  conforme,  sería  siempre  muy  agradable 
para  el  Honorable  Congreso. 

El  Señor  Prats  dijo:  que  en  ese  caso  tendría  que  limitarse  é 
usar  de  la  palabra  y  aceptar  los  artíc  ilos  con  que  está  conformei 
y  guardar  silencio    respecto  de  los  demás. 

El  Señor  Doctor  Quintana  manifestó:  que  esa  era  cuestión  libra- 
da completamente  al  juicio  del  Señor  Plenipotenciario. 

Se  vota  el  artículo,  y  es  aprobado  en    la  forma  trascrita. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  dijo:  que  antes  de  continuar  con 
el  título  relativo  á  la  Ausencia  debía  hacer  presente  que  la  Comi" 
sion  había  reasumido  los  siguientes  artículos:  el  tercero  que  se 
traslada  á  esta  sección,  y  el  inciso  2.'  del  artículo  10  referente 
al  domicilio  conyugal. 

Como  en  el  resto  del  proyecto,  agregó,  se  h».ce  referencia  al 
domicilio  de  las  personas,  se  toma  en  cuenta  el  de  los  incapaces, 
el  conyugal,  y  el  de  aquellos  que  no  lo  tienen  fijo.  La  Comi- 
sión ha  creído  conveniente  hacer  esta  especificación  para  ma- 
yor claridad  é  inteli^-encia  de    los    artículos  que   subsiguen. 

En  consecuencia,  propone  el  artíiulo  en  los  siguientes  términos: 

«Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  y  para 
«  la  mejor  inteligencia  de  las  prescripciones  establecidas  en  el 
«  presente  Tratado,  se  reputa  domicilio: 

«  (a)    El  de  los  incapaces  en   el   de  sus    representantes  legales, 
€  reputándose  éstos  domiciliados  en  el  territorio  del  Elstado  por  cu 
<  yas  leyes  se  rige  el  cargo  que  ejercen. 

*  (b)    El  de  los  cónyuges  en   el  del  matrimonio,  reputándose  por 
« tal  el  del  marido. 

«  (c)    El  de  las  personas  que  no  tuviesen  domicilio  conocido  er 
«  el   lugar  de  su  residencia.  » 

Se  vota    el   artículo  propuesto  por  la   Comisión,  y  es  aprobado 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  dijo:  que  como  algunos  Señore 
Plenipotenciarios  habían  indicado  la  conveniencia  de  suprimir  el  ai 
tículo4.'  por  los  inconvenientes  que  él  podría  originar,  la  Comisio 
después  de  estudiar  el  punto,  está  de  acuerdo  con  la  supresión  prc 
puesta,  lo  cual  somete  á  la  decisión   á^l  Honorable  Congreso. 


til  Honorable  Conjpreso  resolvió  suprimir  el  referido  articulo. 
El  artículo  4.*  decía  asi: 

<  El  cambio  de  domicilio  de  los  menores  de  edad  no  modifica  su 
«  estado  cuando  se  efectúa  sin  el  consentimiento  expreso  ó  tácito  de 
«  sus  representantes  legales. 

«  Se  presume  dicho  consentimiento  si  los  padres  y  tutores  no  re- 
«  claman  contra  el  cambio  de  residencia  antes  que  ésta  se  produzca 
€  con  los  caracteres  de  domicilio.» 


Se  pasa  al 


§  IV. 

DK   LA    AUSENCIA 


En  discusión  el 


Artículo  8.* 


«  Los  efectos  jurídicos  de  la  declaración  de  ausencia  respecto  á 
«  los  bienes  del  ausente  se  determinan  por  la  ley  del  bigar  en  que 
«  esos  bienes  se  hallan  situados. 

«  Las  demás  relaciones  jurídicas  del  ausente  seguirán  gobernán- 
«  dose  por  la  ley  que  las  regía  antes  de  la  declaración  de  ausencia.» 

El  Señor  Doctor  VacaGuzman  propone,  á  nombre  de  la  Co- 
misión, que  este  artículo  se  redacte  en  la  forma  siguiente,  en  la  cual 
se  vota  y  es  aprobado: 

«  Los  efectos  jurídicos  de  la  declaración  de  ausencia  respecto  á 
«  los  bienes  del  ausente  se  determinan  por  la  ley  del  lugar  en  que 
«  esos  bienes  se  hallan  situados. 

i  Las  demás  relaciones  jurídicas  del  ausente  seguirán  gobernán-    , 
«  dose  poi*  la  ley  que  anteriormente  las  regía.  * 


Se  í)asa  al 


§    V. 

•DEL        MATRIMONIO 


En  discusión  el 


Artículo  9/ 


«  La  capacidad  de  las  personas  para  contraer  matrimonio,  y  la  exis- 
«  tencia  y  validez  del  mismo,  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  en  que 
«  se  celebra. 

¡     «  Sin  embargo,  los  Estarlos    signatarios  del    presente  Tratado  no 

i 
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«  están  obligados  á  reconocer  el   matrimonio  que  se    hubiese  cele- 
«  brado   en  uno  de  ellos  cuando  se  halle  afectado  de  alguno  de  los 

<  sie^uien tes  impedimentos: 

«  1.*  Falta  de  edad  de  alguno  de  los  contrayentes,  requiriéndose 
«  catorce  años  cumplidos  en  el  varón  y  doce  en    la  mujer; 

«  2.'  Parentesco  en  línea  recta  por  consanguinidad  ó  afinidad,  sea 
«  legitimo  ó  ilegítimo; 

«  3.*    En  la  línea  transversal  el  parentesco  entre  hermanos  legíti- 

<  mos  ó  ilegítimos; 

«  4.**  Haber  dado  muerte  uno  de  los  cónyuges  al  otro,  ya  sea 
«  como  actor  principal  ó  como  cómplice,  para  casarse  con  el 
«  cónyuge  superstite; 

«  5.*    El  matrimonio  anterior  no  disuelto  legalmente.  » 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  dijo:  que  después  de  tomar  en 
cuenta  las  opiniones  de  algunos  Señores  Plenipotenciarios,  la  Co- 
misión proponía  que  el  artículo  se  redactase  en  la  siguiente  forma,  en 
la  cual  se  vota  y  es  aprobado: 

«  La  capacidad  de  las  personas  para  contraer  matrimonio,  la  for- 
«  ma  del  acto  y  la  existencia  y  validez  del  mismo,  se  rigen  por  la 

<  ley  del  lugar  en  que  se  celebra. 

«  Sin  embargo,  los  Estados  signatarios  no  quedan  obligados  á 
«  reconocer  el  matrimonio  que  se  hubiere  celebrado  en  uno  de  ellos 
«  cuando  se  halle  afectado  de  alguno  de  los  siguientes  impedi- 
«  mentos: 

«  1.'    Falta  de  edad  de  alguno  de  los  contrayentes,  requiriéndose 

<  como  mínimun  catorce  años  cumplidos  en  el  varón  y  doce 

<  en  la  mujer; 

«  2.*  Parentesco  en  línea  recta  por  consanguinidad  ó  afinidad,  sea 
legítimo  ó  ilegítimo; 

«  3.'    Parentesco  entre  hermanos  legítimos  rt  ilegítimos; 

«  4."    Haber  dado  muerte  á  uno  de    los  cónyuges,  ya   sea  como 

<  autor  principal  ó  como  cómplice  para  casarse  con  el  cón- 
«  yuge  superstite; 

«  S.*"    El  matrimonio  anterior  no  disuelto  legalmente.» 

El  Señor  Plenipotenciario  del  Brasil,  Doctor  de  Andrade  Figueira, 
expresó:  que  aceptaba  la  segunda  parte  de  este  artículo,  de^Afti  ^wA^ 


—  474  — 

dice  sin  embargo,  los  Estados  signaiarios,  étc,  votando  en  contra  de 
la  primera  parte  que  establece  la  capacidad  de  las  personas,    etc. 

Ed  discusión  el 

Artículo  10. 

«  Los  derechos  y  deberes  de  los  cónyuges  en  todo  cuanto  afecta 
«  sus  relaciones  personales  s ».  rigen  por  las  leyes  de  su  domicilio» 
«  reputándose  por  tal  el  del  marido. 

«  Si  los  cónyuges  mudaren  do  domicilio,  aquellos  se  regirán  por 
«  las  leyes  del  nuevo  que  adoptaren.» 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman,  á  nombre  de  la  Comisión,  pro- 
pone el  artículo  en  la  siguiente  forma,  en  la  cual  se  vota  y  es 
aprobado : 

«  Los  derechos  y  deberes  de  los  cónyuges  en  todo  cuanto  afecta 
€  sus  relaciones  personales  se  rigen  por  la  ley  del  domicilio  ma- 
«  trimonial. 

«  Si  los  cónyuges  mudaren  de  domicilio,  dichos  deberes  y  dere- 
«  chos  se  regirán  por  las  leyes  del  nuevo  domicilio.  » 

Se  pasa  á  discutir  el 

Ai-tículo  11. 

«  La  ley  del  domicilio  matrimonial  rige  igualmente: 

«  (a)    La  separación  conyugal; 

«  (h)    La  disolución  del  vinculo  matrimonial. » 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzmati  dijo:  que  en  este  artículo  la  Co- 
misión había  hecho  una  agregación  que  consideraba  indispensable, 
y  al  mismo  tiempo  había  suprimido  algunas  palabras  conteni- 
das en   él. 

La  modificación  consiste  en  establecer  que  la  disolución  del  ma- 
trimonio por  divorcio  solo  podrá  tener  efecto  cuando  coincidan  las 
leyes  del  país  en  el  cual  se  .celebró  el  matrimonio  y  la  de  aquel 
en  el  cual  se  intenta  la  disolución.  La  razón  que  ha  habido  para 
ello  es  que  teniendo  el  marido  la  facultad  de  cambiar  de  domi- 
cilio, podría  tiixsladarlo  con  el  objeto  de  producir  la  disolución 
del  vínculo. 

Ademas,  como  se  ha  establecido  (jue  la  ley  local  debe  ser  la 
base  que  rija  las  relaciones  matrimoniales  y  el  vínculo  mismo,  si 
el  matrimonio  se  celebm  sobre  la  base  de  la  indisolubilidad,  es 
evidente,  que  debe  tenerse  en  cuenta  la  ley  del  lugar  de  su  cele- 
bración, cuando   se  trata  de  disolverlo. 
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El  Señor  Doctor  Quintana  cree  que  en  lugar  de  disolución  po- 
dría ponerse  disolubilidad,  quedando  el  articulo  en  esta  forma,  en 
la  cual  se  vota  y  es  aprobado: 

<  La  ley  del  domicilio  matrimonial  rige: 

«  (a)    La  separación  conyugal; 

«  (b)  La  disolubilidad  matrimonial,  siempre  que  la  causal  ale- 
«  gada  sea  admitida  por  la  del  lugar  en  el  cual  se  celebró.» 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  dijo:  que  absteniéndose 
de  votar  no  había  necesidad  de   hacer  constar  su  voto. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  considera  muy  natural  que  el  Señor 
Plenipotenciarto  vote,  siempre  que  esté  conforme  con  la  doctrina. 
Después  de  concluir  el  Tratado  puede  hacer  las  declaraciones  que 
expuso  el  Señor  Plenipotenciario  de  Chile  cuando  se  trató  del 
Derecho  Penal. 

El  Señor  Doctor  Quintana  manifestó:  qne  el  Señor  Plenipoten- 
ciario del  Brasil  podía  tener  la  bondad  de  indicar  á  los  Señores 
Secretarios  los  artículos  en  que  está  conforme;  porque  de  lo  con- 
trario aparecería  mistificada  su  opinión  votando  en  contra  de  lo 
que   acepta. 

Se  pasa  al 

§  VL 

DE   LA   PATRIA   POTESTAD. 

En  discusión  el 

Artículo  12. 

«  La  patria  potestad  en  lo  referente  á  los  derechos  y  deberes 
«  personales,  se  rige  por  la  ley  del  domicilio  de  la  persona  que 
«  la  ejercita. » 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  manifestó  que  este  artículo  había 
sido  modificado  por  la  Comisión  en  la  siguiente  forma: 

<  Los  derechos  y  deberes  personales  que  emanen  de  la  patria 
«  potestad,  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  en  que  se  ejercitan. » 

El  Señor  Doctor  Ramírez  cree  que  el  artículo  debía  votarse  tal 
cual  está  en  el  proyecto. 

El  Señor  Doctor  de    Andrade  Figu^itti  ex-^c^^íi*.  ^^^^^  "^^  ^^HactS». 
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á  &Tor  del  artículo  en  debate  porque    él  está  en  contra  del  prin- 
cipio de  la  nacionalidad. 

Votado  el  artículo,  es  aprobado  en  la  siguiente  forma  : 

<  La  patria  potestad  en  lo  referente  á  los  derechos  y  deberes 
«  personales,  se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  se    ejercita.  » 

En  discusión  el 

Artículo  13. 

c  Los  derechos  inherentes  á  la  patria  potestad  en  cuanto  á  los 
<  bienes  propios  de  los  hijos,  adquiridos  por  cualquier  título  que 
«  fuese,  así  como  la  administración  y  enajenación  de  los  mismos, 
«  se  rigen  por  la  ley  del  territorio  en  que  dichos  bienes  se  hallan 
c  situados.» 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  dijo  que  la  Comisión  había  mo- 
dificado este  artículo  en  la  siguiente  forma,  en  la  cual  se  vota  y 
es  aprobado: 

<  Los  derechos  que  la  patria  potestad  confiere  á  los  padres  so- 
€  bre  los  bienes  de  los  hijos,  así  como  su  enajenación  y  demás 
«  actos  que  los  afecten,  se  rigen  por  la  ley  del  Estado  en  que  di- 
«  chos    bienes  se  hallan  situados. » 


Se  pasa  al 


En  discusión  el 


§  VIL 

DF   L-\    FILIACIÓN. 

Artículo  14. 


«  La  ley  que   rige  el  matrimonio  determina  la  filiación  legítima. 

€  Las  cuestiones  sobre  legitimidad  de  la  filiación,  ajenas  á  la  va- 
«  lidez  ó  nulidad  del  uiatrimonio,  se  rigen  por  la  ley  del  domicilio 
«  conyugal  en   el  momento  del  nacimiento  del   hijo.» 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  expuso:  que  la  Comisión  había 
refundido  en  uno  solo  los  artículos  14  y  15,  con  excepción  del  2* 
inciso  del  artículo  14,  que  se  proponía  como  artículo  separado. 

Se  votan  los  artículos  en  la  forma  indicada,  siendo  aprobados 
en  los  siguientes  términos: 

«  La  ley  que  rige  la  celebración  del  matrimonio  determina  la 
«'  BliaciOD  legítima  y  la  legitimación  por  subsiguiente  matrimonio.  > 


;•  t 


c  Las  cuestiones  sobre   la  legitimidad  déla  filiación,  ajenas  á  la 

<  yalidez  ó  nulidad  del  matrimonio,  se  rigen  por  la  ley  del  domi- 

<  cilio  conyugal  en  el   momento  del  nacimiento  del  hijo.» 

En  discusión  el 

Artículo  16. 

<  Los  derechos  y  obligaciones  concernientes  á  la  familia  ilegítima, 
€  se  rigen  por  la  ley  del  Estado  dentro  del  cual  hayan  de  tener  efecto 
€  las  acciones  procedentes  de  aquellos.  > 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  propuso  que  el  artículo  en  discu- 
sión se  redactase  en  la  siguiente  forma,  en  la  cual  se  vota  y  es 
aprobado : 

«  Los  derechos  y  obligaciones  coucernientes  á  la  filiación  ilegí- 
«  tima  se  rigen  por  la  ley  del  Estado  en  el  cual  hayan  de  hacerse 
«  efectivos.  » 

Se  pasa  al 

§  vm. 

DE  LA   TUTELA   Y  CÚRATELA. 

En  discusión  el 

Artículo  17. 

«  La  tutela  y  cúratela,  en  cuanto  á  los  derechos   y  obligaciones 

<  que  imponen,  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  en  que  tales  cargos  se 

<  desempeñan.  » 

Votado  el  artículo  en  debate,  es  aprobado  como  sigue : 

€  La  tutela  y  cúratela,  en  cuanto  á  los  derechos  y  obligaciones 
«  que  imponen,  se  rigen  por  la  ley  del   lugar  en  el  cual  fué  discer- 

<  nido  el  cargo,  t 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  dijo  que  en  este  parágrafo,  la 
Comisión  proponía  que  se  agregase  el  siguiente  artículo : 

«  El  discernimiento  de  la  tutela  y  cúratela,  se  rige  por  la  ley  del 
r  lugar  del  domicilio  de  los  incapaces,  t 

Votado  este  artículo,  se  aprueba  en  la  forma  propuesta  por  el  Señor 
Doctor  Vaca-Guzman. 


En  discusión  el 


Artículo  18. 


<  El  cargo  de  tutor  ó  curador   discernido  en  alguno  de  los  Esta- 

<  dos  signatarios  del  presente  Tratado  será  reconocido  en  todos  los 

<  demás.  » 

Este  articulo  fué  aprobado  con  la  supresión  de  las   palabras  del 
presente  TrcUado, 

En  discusión  el 

Artículo  19. 

c  Lu  administración  y  enajenación  de  los  bienes  que  los  incapaces 
€  tuvieren   fuera  del  lugar  de  su  domicilio  se  rige  por  la  ley  del 

<  Estado  en  que  dichos  bienes  se  hallan  situados.  » 

Este  artículo  fué  aprobado  en  los  siguientes  términos  : 

c  Las  facultades  de  los  tutores  y  curadores  respecto  de  los  bienes 
«  que  los  incapaces  tuvieren  fuera  del  lugar  de  su  domicilio  se  ejer- 
c  citarán  conforme  á  la  ley  del  Estado  en  que  dichos  bienes  se  hallen 
«  situados.  » 


En  discusión  el 


Artículo  20. 


«  La  hipoteca  legal  que  las  le /es  acuerdan  álos  menores  solo  podrá 
«  producir  sus  efectos  cuando  la  ley  del  Estado  en  el  cual  ejerce  el 
«  cargo  coincida  con  la  de  aquel  en  el  que  se  hallan  situados  los  bie- 
<  nes  que  puedan  ser  afectados  por  ella.  » 

El  Señor  Presidente  hizo  notar  que  en  este  artículo  no  se  hablaba 
de  los  incapaces. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  expresó  que  dicho  artículo  se 
había  modificado  en  esta  forma,  en  la  cual  se  vota  y  es  aprobado : 

«  La  hipoteca  legal  que  las  leyes  acuerdan  á  los  incapaces,  solo  ten- 
«  drá  efecto  cuando  la  ley  del  Estado  en  el  cual  se  ejerce  el  cargo 
c  de  tutor  ó  curador  se  halle  conforme  con  la  de  aquel  en  el  que  se 
«  hallan  situados  los  bienes  afectados  por  ella.  » 


•X%  iJ 


Se  pasa  al 


§    IX. 


DISPOSICIONES   COMÜNBS   A  LOS  §§  V,  VI  Y  VIH. 


En  discusión  el 


Artículo  21. 

<  Las  medidas  urgentes  que  conciernan  á  las  relaciones  personales 
«  de  los  cónyuges  entre  sí,  al  ejercicio  de  la  patria  potestad  y  á  las 
«  funciones  de  los  tutores  y  curadores,  se  rigen  por  la  ley  del  lugar 
«  de  la  residencia  temporaria  ó  accidental  de  los  cónyuges,  padres  de 
«  familia,  tutores  y  curadores.  » 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  propuso,  á  nombre  de  la  Comisión, 
que  el  ai-tículo  en  debate  se  redactase  en  los  siguientes  térmicos,  en 
los  cuales  se  vota  y  es  aprobado : 

<  Las  medidas  urgentes  que  conciernan  á  las  relaciones  personales 
«  entre  cónyuges,  al  ejercicio  de  la  patria  potestad  y  á  la  tutela  y 
<  cúratela,  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  en  que  residan  los  cónyuges, 
«  padres  de  familia,  tutores  y  curadores.  » 

En  discusión  el 


Artículo  22. 


«  La  remuneración  que  las  leyes  acuerdan  á  los  padres,  tutores  y 
«  curadores  y  la  forma  de  las  mismas,  se  rige  y  determina  por  la  ley 
«  del  Estado  en  el  cual  se  ejercitan  tales  cargos.  » 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman  dijo  que  la-  Comisión  proponía 
la  siguiente  forma  para  este  artículo,  en  la  cual  se  vota  y  es 
aprobado : 

<  La  remuneración  que  las  leyes  acuerdan  á  los  padres,  tutores  y 
€  curadores  y  la  forma  de  las  mismaa,  se  rige  y  determina  por  la  ley 
«  del  Estado  en  el  cual  tales  cargos  fueron  discernidos.  » 


Se  pasa  al 


TÍTULO  II. 


DE   LOS  BIENES. 


En  discusión  el 


Artículo  23. 

<  Los  bienes,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza,  son  exclusivamente 
«  regidos  por  la  ley  del  lugar  donde  existen  en  cuanto  á  su  respectiva 
*  calidad,  á  su  enagenabilidad  absoluta  ó  relativa  y  á  todas  las  reía- 
«  clones  de  derecho  de  carácter  real  de  que  son  susceptibles.  » 

El  Señor  Presidente  propuso  que  se  agregasen  las  palabras  á  su 
posesión  después  de  á  su  calidad. 

El  artículo  en  debate  quedó  aprobado  en  los  siguientes  térmiuos  : 

c  Los  bienes,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza,  son  exclusivamente 
c  regidos  por  la  ley  del  lugar  donde  existen  en  cuanto  á  su  calidad, 

<  á  su  posesión,  á  su  enagenabilidad  absoluta  ó  relativa  y  á  todas  las 
€  relaciones  de  derecho  de  carácter  real  de  que  son  susceptibles.  > 

En  discusión  el 

Artículo  24. 

«  Los  buques  en  aguas  no  jurisdiccionales  se  reputan  situados  en 
c  el  lugar  de  su  matrícula.  > 

Se  aprueba  sin  observación. 

En  discusión  el 

Artículo  25. 

«  Los  cargamentos  de  los  buques  en  aguas  no  jurisdiccionales,  se 

<  reputan  situados  en  el  lugar  de  su  destino  deíinitivo. » 

Este  artículo  es  aprobado  en  los  siguientes  términos : 

c  Los  cargamentos  de  los  buques  en  aguas  no  jurisdiccionales,  se 
€  reputan  situados  en  el  lugar  del  destino  definitivo  de  las  merca- 

<  derías. » 
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En  discusión  el 

Ai-tículo  26. 

«  Los  derechos  creditorios  se  reputan  situados  en  el  lugar  en  que 
«  la  obligación  de  su  referencia  debe  cumplirse.  » 

Es  aprobado  sin  observación. 

En  discusión  el 

Artículo  27. 

«  El  cambio  de  situación  de  los  bienes  muebles  no  afecta  los  dere- 
'  chos  adquiridos  con  arreglo  á  la  ley  del  lugar  donde  existían  al 
«  tiempo  de  sn  adquisición.  » 

Es  aprobado  sin  observación. 

En  discusión  el 

Artículo  28. 

«  Si  esos  derechos  procediesen  de  un  contrato,  los  contrayentes 
«  están  obligados  á  llenar  los  requisitos  de  fondo  6  de  forma  exigidos 
«  por  la  ley  del  lugar  de  la  nueva  situación  para  la  adquisición  6 
«  conservación  de  los  derechos  mencionados.  » 

El  Señor  Doctor  Quintana  manifestó:  que  de  acuerdo  con  la  opi- 
nión de  algunos  de  sus  Honorables  Colegas,  la  Comisión  había  con- 
venido en  colocar  este  artículo  como  segundo  inciso  del  anterior 
poniendo  sÍ7i  embargo,  los  interesados  están  obligados  á  llenar,  etc.,  en 
lugar  de  si  esos  derechos  procediesen  de  un  contrato,  los  contra- 
yentes, etc. 

El  artículo  quedó  aprobado  en  est(\s  términos: 

t  El  cambio  de  situación  de  los  bienes  muebles  no  afecta  los  dere- 
c  cliDS  adquiridos  con  arreglo  á  la  ley  del  lugar  donde  existían  al 
«  tiempo  <le  su  adquisición. 

<  Sin  embargo,  los  interesa<los  están  obligados  á  llenar  los  requi- 
<  sitos  de  fondo  6  de  forma  exigidos  por  la  ley  del  lugar  de  la  nueva 
«  situación  para  la  adquisición  6  conservación  de  los  derechos  men- 
«  cionados.  » 


En  discusión  el 

Artículo  29. 

c  Los  derechos   adquiridos  por  terceros  sobre  los  mismos  bienes 

<  de  conformidad  á  la  ley  del  lugar  de  su  nueva  situación,  después 
«  del  cambio  operado  y  antes  de  llenarse  los  requisitos  referidos, 

<  priman  sobre  los  del  primer  adquirente,  sin  perjuicio  de  las  accio- 

<  nes  de  éste  contra  la  persona  con  quien  trató  en  virtud  de  la  ley 
«  que  rija  sus  relaciones  de  derecho.  > 

Este  artículo  íué  aprobado  en  los  siguientes  términos: 

«  Los  derechos  adquiridos  por  terceros  sobre  los  mismos  bienes  de 

<  conformidad  á  la  ley  del  lugar  de  su  nueva  situación,  despnos  del 
c  cambio  operado  y  antes  de  llenarse  los  requisitos  referidos,  priman 
«  sobre  los  del  primer  adquirente.  > 

El  Señor  Plenipotenciario  del  Brasil,  Doctor  de  Andrade  Figueira 
votó  á  favor  de  los  artículos  6.',  7.*,  9/,  19,  20,  21,  22,  23,  24, 
25  y  26. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  7  p.  m. 

Ild.  García  Lagos 

Presidente 

Manl.  Quintana 
Sgo.    Vaca  -  Guzman 
Domingos  de  Andrade    Figueira 
Guillermo  Matta 

B.    Prats 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.    M.    Gálvez 
Gonzalo  Ramírez 


ACTA  NÜM.  29. 

SESIÓN   DKL  28  DE  ENERO  DE  1889. 

Presidencia  del  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos. 

Estando  presente?:  : 

Por  la  Re^níblica  Argentina: 

El  Se5?or  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peí^a; 
El  Seííor  Doctor  Don  Manuel  Quintana. 

Por  la  República  de  Bolwia: 

El  SeSíor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman. 

Por  el  Imperio  del  Brasil : 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figueira. 

Por  la  RejnMica  da  Chile: 

El  Se^or  Don  Guillermo  Matta; 
El  SeSíor  Don  Belisario  Prats. 

Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  SeíJor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

Pm'  la  República  del  Perú: 

El  Sbííop  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez. 

Por  la  República  Oriental  dd  Ürt4gtiay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 

El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 


lott 


La  Sesión  se  abre  á  las  3.10  p.  m. 

Se  leyó  y  aprobó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

Continúa  la  discusión  del  proyecto  de  Tratado  de  Derecho  Civil. 

TÍTULO  IIL 

DE   LOS     ACTOS    JURÍDICOS. 

En  discusión  el 

Artículo  30. 

«  La  ley  del  lugar  donde  los  contratos  deben  cumplirse,  rige: 
«  (a) — Sus  formas  y  solemnidades; 
«  (jb) — Su  existencia  y  naturaleza; 

<  (c) — Su  validez  y  subsistencia; 

<  (d) — Sus  efectos  y  consecuencias; 

<  (e) — Su  ejecución  y  extinción ; 

«  (/) — En  suma,  todo  cuanto  les  concierna,  bajo  cualquier  aspecto 
que  sea.  » 

El  Señor  Doctor  Q.uintnna  manifestó  :  que  la  iruiyoría  de  la  Comi- 
sión de  Derecho  Civil  entendía  ([ne  el  artículo  en  debate  estaba  re- 
dactado de  manera  ([ue  res[)ondía  completamente  á  sus  ideas  y  que 
no  podía  prestarse  tamjxKto  á  (Indas  razonables  ó  fundadas. 

Agredió:  que  la  Comisión  distinguía  entre  la  forma  que  debe  re- 
vestir el  contrato  y  la  (pie  debe  tener  el  documento,  que  á  su  juicio 
no  es  el  contrato  mismo. 

Ace[)tando  sin  embargo,  dijo,  las  indicaciones  de  algunos  Señores 
Plenipotenciarios  y  con  el  |)ro|)(')sito  de  aclarar  el  concepto  del  refe- 
rido articulo,  la  Comisión  lo  [)resenta  en  la  siguiente  fornuí,  sin  per- 
juicio de  admitir  cualquiera  otra  que  conduzca  á  tal  resultiido  : 

«  La  ley  del  lugar  donde  los  contnitos  deben  cumplirse,  rige : 

«  (a) — Si  deben  ó  no  hacerse  por  escrito ; 

€  (&) — En  caso  de  hacerse  por  escrito,  la  calidad  del  documento 
correspondiente ; 
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<  {c) — Su  existeacia  y  naturaleza; 

«  (d) — Su  validez  y  subsistencia  ; 

<  (e)--Sus  efectos  y  consecuencias; 

<  (/) — Su  ejecución  y  extinción  ; 

€  {g) — En  suma,  todo  cuanto  les  concierna,  bajo  cualquier  aspecto 
que  sea.  » 

El  Señor  Presidente  cree  que  en  este  título  debería  establecerse 
la  libertad  de  los  c(»ntiatos,  la  cual  es  sostenida  por  algunos  autores. 
Agregó :  que  esta  doctrina  es  sustentada  por  el  Señor  Doctor  Ramí- 
rez, quien  en  su  libro  consigna  que  la  regla  general  es  que  los  con- 
tratos deben  regirse  por  la  ley  á  que  las  partes  se  hayan  sometido 
voluntariamente,  y  que  solo  á  faltíi  de  dicha  declaración  regirá  la 
ley  del  lugar  de  su  cumplimiento. 

Entiende  que  habría  conveniencia  en  determinar  en  un  Tratado  de 
Derecho  Internacional  Privado,  aquel  principio  que  es  de  derecho 
civil  interno  ó  común. 

El  Señor  Doctor  Quintana  dijo  :  que  la  Comisión  abrigó  por  algún 
tiempo  la  idea  indicada  por  el  Señor  Presidente,  pues  creía  que,  en 
efecto,  podía  empezarse  el  título  con  la  declaración  de  que  las  partes 
estaban  en  libertad  de  adoptar  la  ley  que  hubiera  de  regir  la  formai 
existencia,  etc.,  del  contrato.  Pero  ella  volvió  sobre  esa  idea  teniendo 
presente  (|ue  tal  libertad  no  puede  ser  absoluta,  |)orque  no  puede 
ejercitarse  contra  las  prescripciones  de  orden  púl)lico  relativas  á  los 
contratos  y  en  este  caso  era  indispensable  que  ese  orden  público  se 
determinase  por  una  ley.  Ahora  bien,  teniendo  que  escogerse  esa  ley, 
ella  no  podía  ser  otra  que  la  del  cumplimiento  de  las  obligaciones. 
Debo  agregar,  dijo,  que  el  Señor  Doctor  Ramírez  tuvo  la  deferencia 
de  aceptarlas  ideas  de  la  Comisión. 

El  Señor  Presidente  dijo:  que  le  satisfacían  las  explicaciones  da- 
das, aunque  creía  que  hubiera  sido  conveniente  establecer  lo  que  ha 
indicado  anteriormente;  bien  entendido  que  esto  s^  haría  salvándose 
las  leyes  de   orden  público  y  los  preceptos  de  moral. 

El  Señor  Doctor  Ramírez.  La  lealtad  me  obliga  á  declarar  que 
no  ha  sido  solo  una  deferencia  de  mi  parte  el  haber  adherido  á  la 
supresión  del  artículo  á  que  se  refiere  el  Señor  Plenipotenciario  Doc- 
tor Quintíma.  Creo  que  esa  supresión  se  impone  con  arreglo  á  los 
principios  á  que  se  ajusta  el  título  de  los  Actos  Jurídicos  en  mi  pro- 
yecto de  Derecho  Civil  Internacional. 
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Decía  el  artículo  sexto  de  ese  proyecto:  « Ix)8  contratos  se  rigen, 
«  cualíjuiera  que  sea  el  lugar  en  que  se  celebren,  por  la  ley  á  la  cual 
«  declaran  los  contrayentes  someterse,  siempre  que  la  relación  jurídica 
«  comprometida  en  el  acto  sea  de  libre  cOLtratacion.  » 

Para  que  este  articulo  tenga  aplicación  á  los  casos  ocurrentes,  es 
necesario  determinar  lo  que  es  ó  no  es  de  libre  contratación.  Ahora 
bien:  ¿como  se  resuelve  esta  cuestión  según  el  sistema  adoptado  eu 
mi  proyecto?  Por  la  ley  de  la  ejecución  del  contrato,  de  acuerdo  con 
la  doctrina  sustentada  por  Savigny,  que  hace  regir  el  derecho  de  las 
obligaciones  por  la  ley  del  lugar  de  su  cumplimiento. 

Las  leyes  de  carácter  prohibitivo  quedan  siempre  salvadas  porque 
es  <daro,  que  si  la  ley  del  cumplimiento  del  contrato  rige  todas  las 
relaciones  jurídicas  riel  acto,  á  esa  misma  ley  deben  subordinarse  li»s 
contratos  que  afectan  principios   de  orden  |)úblico. 

Son  el  lugar  del  cumplimiento  de  los  actos  jurídicos,  la  libertad 
de  las  partes  para  conlratar  no  está  limitada  en  ningún  sentido,  el 
principio  de  la  autonomía  de  la  voluntad  de  los  contrayentes  tendría 
que  respetarse  sin  restricción  alguna,  pero  de  acuerdo  con  el  mismo 
princii)io  de  Savigny,  ninguna  relación  jurídica  podría  ser  declarada 
subsistente  en  contravención  a  los  principios  de  urden  público  del 
lugar  del  cumplimiento  del  contrato.  ¿Porque?  Porque  en  el  pro- 
yecto de  la  ma3''oría  y  en  el  mió,  se  acepta  que  las  obligaciones  se 
rigen  por  la  ley  del  lugar  en  que  se  cumplen  y  no  por  la  ley  del  país 
en  que  se  contraen. 

El  artículo  es  indispensable,  dado  el  sistema  de  la  Comisión  en  mi- 
noría, que  establece,  que  todos  los  contratos  se  rigen  por  la  ley  del 
lugar  en  que  se  celebran. 

Partiendo  de  ese  principio  es(jue  puede  surgir  el  conflicto  entre  las 
leyes  del  lugar  déla  celebración  del  acto  jurídico  y  las  leyes  de  or- 
den público  del  lugar  en  que  se  ejecuta  ;  y  ese  conflicto  tendría  que 
resolverse  por  esa  excepción  consignada  en  el  proyecto  de  la  minoría 
y  [)or  la  cual  so  (ístatuye  que  la  ley  del  lugar  de  la  celebración  del 
coijtrato  deja  de  regir  si  es  contraria  á  las  leyes  de  orden  público 
del  lugar  de  la  ejecución. 

Nunca  lamentaré  bastante  que  los  Señores  Delegados  de  Chile  no 
nos  acomi)añen  con  su  voto  en  la  sanción  de  este  proyecto,  porque 
si  bien  lamento  <le  igual  modo  que  el  Señor  Delegado  del  Brasil  no 
le  preste  tampoco  su  asentimiento,  me  explico  su  disidencia  y  la  re^" 
peto,  ponjue  responde  á  principios  y  doctrinas  (|ue  están  en  abierta 
contradicción  con  los  que  sirven  de  fundamento  al  proyecto  de  la 
mayoría.  Entre  üuito  esc  proyecto,  muy  esi)ecialmente  en  el  título 
que  trata  los  Actos  Jurídicos,  adopta  piincipios  que  están  sancionados 
en  el  Código  Civil  de  Chile,  según  lo  demostraré  en  seguida,  recu- 
núendo  á  fuentes  de  interpretación  que  no  ha  de  encontrar  impuras 
la  Comisión  en  minoría. 
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Antes  de  entrar  en  esa  demostración  me  permito  pedir  á  la  Comi- 
sión de  Derecho  Civil  que  ha  dictaminado  en  minoría,  tenga  la  be- 
nevolencia d^.  manifestar  si  al  redacüir  su  proyecto,  ha  creído  ajus- 
tarse á  las  leyes  de  su  país,  y  persuádase  que  esta  pregunta  no  tiene 
mas  objeto  que  demostrar  la  oportunidad  de  la  discusión  que  pro- 
voco. 

Es  decir:  si  considera  que  su  proyecto  está  en  armonía  con  los 
principios  consignados  en  el  Código  de  Chile. 

El  Seni»r  Prats.  Sí  Señor,  indudablemente  es  la  base. 

El  Señor  Presidente.  Advierto  al  Señor  Plenipotenciario,  que  está 
en  discusión  el  proyecto  de  la  mayoría. 

El  Señor  Doctor  Ramirez.  Lo  tengo  muy  presente,  pero  creo  que 
al  discutir  el  mérito  relativo  de  uno  y  otro  proyecto,  no  me  aparto  en 
manera  alguna  del  fondo  del  debate. 

El  Señor  Prats.  Si  el  Señor  Plenipotenciario  me  permite  no  tengo 
mas  que  referirme  á  mi  informe  en  general.  En  él  trato  extensa- 
mente el  punto.  Ahí  tiene  toda  la  respuesta  que  me  pide  y  no  veo  la 
razón  de  ser  de  la  interrogación.  Esa  pregunta  está  detalladamente 
contestada  en  dicho  informe,  de  conformidad  en  doctrinas  con  el 
Código  de  Chile. 

El  Señor  Doctor  Ramirez.  No  tenía  un  recuerdo  cierto  de  esa 
pai*te  de  su  informe,  y  de  ahí  mi  pregunta. 

El  Señor  Prats  .  Yo  me  complacía  en  contestarla. 

El  Señor  Doctor  Ramirez.  El  artículo  22  del  proyecto  de  la  mi- 
noría, que  es  el  primero  del  título  relativo  á  los  Actos  Jurídicos,  pres- 
cribe que  «los  Estados  signatarios  aceptan  el  principio  locus  regit 
aciutny  tanto  respecto  de  la  f>rma  y  solemnidades  externas,  como 
respecto  del  valor  intrínsf»co  de  todo  acto  jurídico,  sin  otras  limitacio- 
nes que  las  establecidas  expresamente  en  el  mismo  Tratado.  En  con- 
secuencia, los  contratos  celebrados  y  actos  jurídicos  ejecutados  en 
cualquiera  de  ellos,  en  conformidad  á  sus  leyes,  se  reputarán  válidos 
en  todos  los  demás,  sin  perjuicio  de  las  excepciones,  etc. »  No  co" 
nozco  Código  alguno  en  que  se  halle  formulado,  en  términos  tan  ab- 
solutos, la  regla  locus  regit  actum,  y  con  aplicación  no  solo  á  la  forma* 
sino  también  al  fondo  de  los  actos  jurídicos. 

El  Señor  Prats .  Con  limitaciones. 

El  Señor  Doctor  Ramírez.  No  discuto  en  este  momento  las  exce^- 
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ciones,  sino  la  regla  general  que  contíene  el  artículo  22  del  proyecta 
de  la  minoría. 

He  buscado  en  el  Código  de  Chile  esa  regla  general,  7  no  la  he 
encontrado ;  mas  aún  en  ese  Código  no  está  consignada  en  ningún 
sentido  la  fórmula  locus  regit  actum,  que  tanto  se  presta  á  la  defensa 
de  todos  los  sistemas. 

Cuando  Savigny  ha  establecido  que  los  contratos  deben  regirse  por 
iú  lugar  de  su  ejecución,  ha  podido  iuvocar  el  mismo  principio,  pues 
([ue  en  realidad  el  lugar  ó  asiento  jurídico,  de  la  obligación  es  aquel 
en  que  produce  todos  sus  efectos. 

Los  que  sostienen  que  los  contratos  deben  regirse  por  la  ley  del 
lugar  de  su  celebración  no  aplican  propiamente  la  regla  locus  regit 
acfum,  sino  esta  otra  locus  regit  ifisfrumenfuSy  por  que  la  verdad  es  que 
la  celebración  del  acto  se  relaciona  especialmente  con  el  instrumento 
que  lo  constata  y  no  con  el  acto  mismo,  el  que  puede  tener  su 
asiento  jurídico  fuera  del  lugar  en  que  se  celebra. 

Pero  re|)ito,  el  Código  Chileno  no  ha  usado  esa  fórmula  en  ningún 
sentido  y  mucho  menos  ha  establecido  la  regla  general  <  de  que  los 
contratos  deben  regirse,  tanto  en  su  forma  como  en  su  fondo,  por  la 
ley  del  lugar  de  su  celebración»  ;  mas  aún,  es  mi  persuasión  que 
aquel  Código  sanciona  la  teoría  contraria,  haciendo  suya  la  doctrina 
de  Savigny  aceptada  por  el  proyecto  de  la  mayoría. 

Y  ya  que  trato  de  interpretar  el  verdadero  alcance  de  las  doctrinas 
aceptadas  por  ol  Código  de  Chile,  ron  relación  a  los  actos  jurídicos 
en  la  esfera  internacional,  ha  de  jiermitirme  mi  distinguido  colega 
(jue  me  rroa  en  condiciones  (!(»  acertar  con  su  letra  y  con  su  espíritu, 
por  qn(í,  con  muy  lijeras  niodificaciones,  el  Código  Civil  Oriental  ha 
hecho  suyos  los  [>rincipios  del  Código  de  Chile  en  la  materia  del 
Derecho  Internacional  Privado. 

El  Señor  Prats.  Exacttimente. 

El  Señor  Doctor  Ramirez.  Pero  á  este  respecto  se  me  ha  facilitado 
un  documento  procedente  de  la  Cancillería  Chilena,  que  puede  ayu- 
darnos á  íijar  con  alguna  precisión  el  espíritu  del  Código  Civil  de 
Chile  con  relación  á  las  resoluciones  que  realmente  formula  sobre  el 
punto  que  debatimos,  no  solo  ponjue  tiene  por  autora  un  eminente 
jurisconsulto  de  aquella  Nación,  sino  también  porque  lo  suscribió  eu 
su  carácter  de  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  y  fué  ademas  redac- 
tado con  motivo  de  haber  sido  citadas  las  Naciones  de  Europa  y 
América  a  un  Congreso  Jurídico  por  el  eminente  jurisconsulto  Man- 
cini,  en  su  calidad  también  de  Ministro  de  Negocios  Extranjeros  de 
Italia. 

En  el  preámbulo  de  esa  nota  se  dá  cuenta  del  objeto  que  la  motiva 
en  los  siguientes  términos: 
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«  Oportunamente  llegó  á  mis  manos  la  trascripción  queV.  S. 
se  dignó  hacerme  de  la  nota  que  le  fué  dirigida  con  fecha  6  de  Marzo 
último  por  el  Honorable  Señor  Encargado  de  Negocios  de  S.  M.  el 
Rey  de  Italia,  en  la  que  por  encargo  de  su  Gobierno,  invita  al  nues- 
tro á  concurrir  con  él  y  con  los  Gobiernos  de  otros  Estados  á  la  cele- 
bración de  acuerdos  ó  pactos  internacionales  que  garanticen  y  unifor- 
men el  goce  de  los  derechos  civiles  del  extranjero  en  el  país  de  su 
residencia,  á  fin  de  prevenir  hasta  donde  sea  posible  los  conflictos, 
mas  ó  menos  graves  y  frecuentes  á  que  dá  margen  la  diversi<lad  de 
los  principios  que  rigen  á  este  respecto  en  la  legislación  interna  de 
cada  país.» 

En  seguida  se  pasa  á  señalar  los  puntos  sobre  los  cuales  deberá 
pronunciarse  el  Congreso.  DescartMudo  aquellos  que  no  son  pertinen- 
tes, el  jurisconsulto  chileno  Señor  Vergara  entra  en  materia  en  los 
siguientes  términos: 

«  Otro  de  los  temas  designados  como  materia  de  acuerdo  entre 
«  nuestro  Gobierno  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  ludia,  es  el 
enunciado  bajo  el  número  6,  esto  es:  definir  la  genuina  significa- 
ción y  el  legítimo  alcance  de  la  máxima  hms  regit  achítn. 
«  Este  punto  no  se  presta  á  duda  alguna  en  nuestra  legislación. 
Ella,  á  la  vez  que  admite  la  máxima  hcNS  regÜ  actumy  cuida  de 
demarcar  la  esfera  dentro  de  la  cual  debe  contenerse  su  aplicación. 
En  efecto,  el  artículo  17  de  nuestro  Código,  dice :  <  La  forma  de 
los  instrumentos  públicos  se  determina  por  la  ley  del  pnis  en  que 
hayan  sido  otorgados.  Su  autenticidad  se  probará  según  las  reglas 
establecidas  en  el  Código  de  Enjuiciamiento. 

«  Jj{\  forma  se  refiere  á  las  solemnidades  externas,  y  la  autenticidad,  al 
hecho  de  haber  sido  realmente  otorgados  y  autorizados  por  las 
personas,  y  de  la  manera  que  en  tales  instrumentos  se  expresa.  » 

La  única  vez  que  el  Código  Chileno  tiene  presente,  sin  designarla, 
la  regla  lociis  regit  adum,  es  para  aplicarla  á  los  instrumentos  pú- 
blicos. 

¿A  que  otros  casos  aplica  el  Có<l¡go  Chileno  la  regla  locas  regit 
actum  ? 

El  Señor  Vergara  agrega  en  la  misma  nota: 

«  Dicho  artículo  se  ocupa  solo  de  la  forma  de  los  instrumentos 
«  píihlinosy  y  nada  dice  de  los  instrumefitoo  privados.  La  causa  de  esta 
«  preterición  es  obvia.  Los  instrumentos  privados  no  tienen  forma 
<  alguna  determinada  por  la  ley :  era,  por  tanto,  inútil  que  el  le- 
«  gislador  se  preocupara  de  prescribir  algo  qi:e  concerul^T5^.4.^x^^^r 
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«  rir  su  observancia,  cuando  tales  instrumentos  están  exentos  de  la 
«  oblit^acion  de  ajustarse  á  forma  alguna. 

<  Cuida,  sí,  de  advertir  que  por  fonna  de  un  acto  se  entiende  las 

<  solemnidades  externas  de  que  debe  estar  revestido. 

«  En  cuanto  á  los  documertos  privados,  sea  cual  fuere  su  forma,  la 
«  ley  los  acoge  siempre,  á  menos  que  versen  sobre  actos  que  hayan 
«  de  producir  efecto  en  Ciiile  y  para  cuyo  otorgamiento  se  requiere 
«  instrumento  público,  según  las  leyes  chilenas.  Así,  el  testamento 
«  ológrafo,  admitido  como  válido  en  ciertos  países,  pero  en  el  carácter 
€  de  instrumento  privado,  no  podría  ser  admitido  en  Chile  como 
«  testamento  para  disponer  de  bienes  situados  en  el  territorio  de  la 
«  República,  pues,  según  nuestro  Código  Civil,  el  testamento  debe 

<  ser  ordinariamente  un  acto  solemne,  admitiéndose  solo  por  excep- 
«  cion  el  testamento  privilegiado  ó  menos  solemne,  que  es  el  verbal  á 
«  presencia  de  tres  testigos,  y  en  casos  de  extremada  urgencia,  el  mi- 
«  litar  V  el  marítimo.  > 

Para  el  Señor  Vergara  es  obvio  que  el  Código  Chileno  no  ha  de- 
bido preocuparse  de  los  documentos  privados;  y  en  tanto  pam  mi 
distinguido  colega  el  Señor  Prats,  la  preterición  no  ha  debido  existir, 
y  en  lugar  de  aplicar  la  regla  locas  regit  ac/wm  únicamente  á  los  ins- 
trumentos públicos,  ha  dicho  que  todos  los  instrumentos,  que  todas 
las  formas  de  los  instrumentos  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  de  la 
celebración  del  contrato. 

Hay,  pues,  abierta  contradicción  entre  lo  que  sostiene  mi  ilustrado 
colega  y  lo  que  establece  la  Cancillería  Chilena  interpretando  el 
mismo  Código  a  que  ha  creído  ajustarse  la  Comisión  en  minoría. 

El  Señor  Prats  .  Si  mal  no  recuerdo,  en  el  mismo  párrafo  ó  en  el 
inmediato,  esa  n  )ta  se  ocupa  de  ios  documentos  privados. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  .  Perfectamente.  Se  ocupa  de  los  docu- 
mentos privados  para  decir  que  éstos  no  se  rigen  por  la  ley  del  lugar 
de  su  celebración. 

El  Código  de  Chile  nada  dice  de  los  documentos  privados.  La 
causa  de  esta  preterición,  dice  el  Señor  Vergara,  es  obvia.  Los  ius 
trunientos  privados  no  tienen  forma  alguna  determinada  por  la  ley, 
á  menos  ([ue  versen  sobre  actos  que  hayan  de  producir  efec- 
tos en  Chile,  para  cuyo  otorgamiento  se  requiera  iustrumento  pú- 
blico. 

Si  el  legislador  chileno  creía  que  no  debía  preocuparse  para 
nada  de  los  contratos  privados,  ¿por  que  el  distinguido  Delegado  de 
Chile,  que  todo  lo  subordina  en  este  Congreso  á  la  legislación  de  su 
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patria,  la  innova,  y  establece  disposicion'js  especiales  sobre  la  forma 
de  los  contratos  privados  ? 

El  Señor  Prats.  Le  contestaré  inmediatamente.  La  contestación  es 
muy  ^encillu. 

La  mayoría  establece  que  se  rigen  los  contratos  por  la  ley  del  lugar 
en  que  se  van  á  cumplir.  El  Código  Chileno  ace{)ta  los  contratos 
celebrados  válidamente  en  otros  países  en  conformidad  á  sus  leyes. 

El  Código  Chileno  no  tenía  para  que  preocuparse  de  los  documentos 
privados. 

El  Scfior  Doctor  Ramírez  .  Cuando  el  Código  de  Chile  habla  es- 
pecialmente de  los  documentos  privados,  es  |jara  establecer  que  la 
forma  se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  van  á  hacerse  efectivos. 

Como  lo  establece  el  Señor  Vergiira,  por  punto  general,  los  instru- 
mentos privados  no  tienen  forma  especial,  y  en  tal  caso  no  hay  con- 
flicto que  resolver,  pero  cuando  la  tienen,  la  ley  que  rige  es  la  del 
lugar  de  la  ejecución.  Esta  es  la  doctrina  chilena.  La  única  disposi- 
ción expresa  en  que  tiene  aplicación  la  regla  locus  regit  adum,  es  la 
relativa  á  los  instrumentos  públicos,  y  esa  excepción  está  en  el  pro- 
yecto de  la  mayoría.  La  Comisión  en  mayoría  se  ha  conformado  mas 
á  la  letra  y  al  espíritu  del  Código  de  Chile,  inconscientemente,  cuan 
do  ha  establecido 

El  Señor  Doctor  Quintana.  No  tan  inconscientemente,  porque  lo 
conocía 

El  Señor  Doctor  Ramírez.  He  usado  la  palabra  en  el  sentido  de 
que  no  había  el  propósito  de  conformar  lo  que  se  ibaá  hacer  con  la 
ley  chilena. 

El  Señor  Doctor  Quintana.  Perfectamente. 

El  Señor  Doctor  Ramírez.  El  proyecto  de  la  Comisión  en  mayoría 
y  el  Código  de  Chile  no  mencionan  en  ningún  sentido  la  fórmula 
locus  regit  actum.  Es  el  Delegado  Chileno  el  que,  en  contra  de  lo 
que  estatuye  el  Código  de  Chile,  hace  especial  mención  de  esa 
fórmula,  y  tomándola  como  regla  general  é  ilimitada,  la  aplica  á 
toda  clase  de  instrumentos;  cuando  el  Cí')digo  de  su  patria  no  la 
hace  regir  sino  con  respecto  á   los  instrumentos  públicos. 

Si  la  Comisión  en  minoría  hubiese  ajustado  su  proyecto  á  lo  es- 
tablecido en  el  Código  de  Chile,  se  habría  limitado á  establecer  (|ue 
los  instrumentos  públicos  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  en  que  se 
otorgan  y  hubiese  negado  toíio  valor  legal  al  documento  privado, 
en  el  país  en  quevá  á  producir  sus  efectos;  si  las  leyes  del  mis- 
mo hicieren  en  él  obligatoria  la  forma  del  instrumento  público. 

Si  asi  hubiese  procedido  la  Comisión  en  minoría  hivU\V^\x\v^>^¿\^^ 
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fielmente  el  pensamiento  del  Coflifica(^or  Chileno  y  sancionado  prin- 
cipios idénticos  á  los  que  consigna  el  proyecto  de  la  mayoría 
siendo  diversas  únicamente  la  forma  en  que  eran  codificados.  Pero 
antes  de  adelantar  en  mis  demostraciones,  pido  á  la  Comisión  en 
mayoría,  se  sirva  indicarme  la  última  forma  de  redacción  que  se 
ha  dado  al  artículo  30  de  su  proyecto . 

El  Señor  Doctor  Quintana.  Esc  artículo  ha  quedado  redactado  en 
la  forma  siguiente: 

<  La  ley  del  lugar  donde  los  contratos  deben   cumplirse,  líge: 

«  (a)     Si  deben  <i  no  hacerse  por  escrito; 

«  (h)  En  caso  de  hacerse  por  escrito,  la  calidad  del  docu mentí» 
«  correspontliente; 

<  (c)    Sn  existencia  y  naturaleza; 
€  {(1)    Su  víiiidoz  y  subsistencia; 

«  {(^     Sus  efectos  y  consecuencias; 
«  (/)    Su  ejecución  y  extinción ; 

«  (.(/)  En  sutna,  todo  cnanto  les  concierna,  bajo  lualquier  aspec- 
€  to  (jue  .sea. » 

El  Scñnr  Doctor  Rainirez.  Perfectuiiiente.  Así  pues,  si  se  trata 
de  súber  si  un  (iocuincuto  ha  de  ser  privado  ó  público,  hay  que 
atender  setruM  el  C(5(iií!:o  Chileno  v  se<j:a ti  el  provecto  de  la  inavoría, 
al    hijear    en  que   el  instruniento   debe  producir  sus  efectos. 

Si  en  Chile  se  exija  docnniento  escrito  para  prol>ar  una  obligti- 
cion  qn(^  va  á  tener  efecto  en  su  territorio,  debe  llenarse  esa  f(»r 
maliciad,  aun  cuando  se  haya  celebrado  el  contrato  en  otra  parte- 
La  exc(»|)c¡on  solo  aparece  cuando  se»  trata  de  instrumentos  públi- 
cos, y  (íS()  está  establecido  en  los  mismos  términos  en  el  Código 
Chileno  y  en  el  proyecto  de  la  Comisión  en  mayoría. 

En  materia  de  formas  de  los  contratos  privados,  se  siguen  por 
el  legislador  dos  tem[>eramentos,  unas  veces  las  abandona  á  la  libre 
voluntad  de  los  contratantes,  y  entonces  como  el  conflicto  de  leves 
no  es  ])osible,  niníi:una  solución  tiene  que  dar  al  respecto  el  Dere- 
cho Internacional  Privado. 

¿Cuando  viene  el  conflicto?  Cuando  la  forma  im  se  deja  á  la 
libertad  de  los  contratantes;  porque  el  lej¿;islador  tiene  en  vista  al 
imponerla,  razones  de  orden  público  ó  de  interés   «general. 
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■ 

Ahora  bien  ¿cuales  son  las  razones  de  utilidad  general  y  cual 
la  ley  de  orden  público  que  deben  ser  respetadas  en  materia  de 
formas  ? 

¿Serón  aquellas  á  que  se  re6ere  la  ley  del  lugar  de  la  cele- 
bración del  contrato,  ó  la  de  aquel  donde  el  contrato  produce  ó 
debe   producir  sus  efectos? 

¿Cual  de  las  Naciones  está  mas  Interesada  en  regir  por  sus 
leyes  ese  contrato? 

¿Será  el  Estado  en  que  el  contrato  se  realiza  accidentalmente; 
ó  aquel  en  que  tiene  su  asieuto  jurídico,  según  la  fórmula  usada 
por  Savigny, — donde  vá  á  cumplirse,  donde  vá  á  producir  sus 
efectos  ? 

No  hay  duda  alguna:  la  doctrina  seu:uu  la  cual  la  forma  del  do- 
cumento privado  debe  ajustarse  á  la  ley  del  pnís  en  que  \á  á 
producir  sus  efectos,  defendida  por  Savigny,  es  la  que  han  acep- 
tado, tanto  la  Comisión  en  mayoría  como  el  Código  Chileno,  el 
que  respeta  y  exajera,  á  mi  juicio,  la  doctrina  de  la  ley  territorial, 
como  sucede  en  materia  de  capacidad. 

Y  lí»  que  observo  respecto  á  la  forma  do  los  contratos  y  actos 
jurídicos,  tieje  igualmente  aplicación  á  las  relaciones  de  derecho 
que  emanan  de  los  mismos.  Tampoco  en  ese  punto  el  proyecto 
de  la  miniaría  se  ajusta  á  lo  estatuido  en  el  Código  Chileno.  Sn 
valde  se  buscarían  en  ese  Código  disposiciones  que  persuadiesen 
de  que  el  legislador  chileno  ha  querido  hacer  regir  las  relaciones 
jurídicas  que  producen  los  contratos,  por  la  ley  del  lugar  de  su 
celebración. 

No  es  esa  tampoco  la  opinión  del  Señor  Verga ra,  habhmdo  como 
Ministro  de  Negocios  Extranjeros  de  su  patria,  y  dirigiéndose  á  su 
Representante  en  Italia,  al  fijarle  las  instrucciones  á  las  cuales 
debía  ceñirse  [en  los  debates  y  resoluciones  del  Congreso  que  se 
proyectaba. 

Después  de  hablar  de  las  formas  de  los  actos  jurídicos  en  los 
términos  que  lo  he  referido,  agrega:  «El  fondo  ó  sustancia  délos 
actos  jurídicos  se  rige   por  otros  principios,  v 

Esto  dice  el  Señor  Vergara  interpretando  el  Código  de  Chile. 
Para  nada  tiene  en  cuenta  la  regla  locus  reqit  actum — lo  dice  ex- 
presamente: <í  en  cuanto  al  fmido  de  los  contratos  se  rigen  por  otros 
irrincipios',^  de  manera,  que  cuando  S.  E.  el  Señor  Prat^  no  ha 
querido  acompañar  á  sus  colegas  de  Comisión  en  la  sanción  del 
proyecto  que  han  presentado,  ha  disentido  fundamentalmente  del 
Código  de  su   patria. 

Para  juzgar  del  valor  intrínseco  de  los  actos  jurídicos  es  me- 
nester tomar  en  cuenta  el  lugar  en  que  se  cumplen  6  producen 
sus  efectos. 


El  Señor   Prats .  No  como  regla  general. 

El  Señor  Doctor  Ramírez.  Guando  menos  tiene  que  reconocer 
S.  E.  que  evidentemente  ni  el  Código  de  Chile,  ni  el  Señor  Ver- 
gara  al  interpretarlo  en  un  documento  de  la  Cancillería  Chilena, 
han  establecido  la  regla  general  consignada  en  el  proyecto  de  la 
minoría  y  según  la  cual  los  contratos,  en  cuanto  á  su  fondo,  se  ri- 
gen por  la  ley  del  lugar  en  que  se  celebran. 

El  Señor  Prats.  Ruego  al  Señor  Plenipotenciario  que  no  suprima 
la  segunda  parte. 

Con  excepción  de  todos  los  casos  exceptuados,  digo  yo  en  mi 
proyecto,  y  son  los  antecedentes  complejro  á  que  es  necesario 
atender. 

El  Señor  Doctor  Ramírez.  Estoy  comparando  el  pi*oyecto  de  la 
minoría  con  el  Código  de  Chile. 

La  regla  general  que  establece  aquel  proyecto  brilla  por  su 
ausencia — permítaseme  la  frase -en  el  Código  Civil  de  Chile;  y 
según  el  documento  de  la  Cancillería  Chilena  a  que  me  vengo  re- 
firiendo, eso  sucede  porque  el  legislador  chileno  no  la  ha  adoptado. 
Tiene  en  cuenta  el  lugar  de  la  ejecución  del  acto  y  no  el  de  la 
celebración . 

El  Señor  Prats.  S.  E.  confunde  el  acto  con  la  ejecución. 

El  Señor  Doctor  Ramírez.  Permítame,  voy    á  continuar. 

El  Señor  Prats.  Está  claro:  padece  una  confusión. 

El  Señor  Doctor  Ramírez.  Permítame  S.  E.  Me  será  fácil  de- 
mostrarle que  el  Código  de  Chile  y  sus  intérpretes  mas  autorizados, 
cuando  hablan  del  lugar  donde  se  ejecutan  los  actos,  se  refieren  al 
lugar  donde  producen   sus  efectos. 

El  Señor  Prats.  Perdone  Señor:  no  le  interrumpiré  mas. 

El  Señor  Doctor  Ramírez .  No  tengo  inconveniente  y  hasta  me 
complace  que  se  me  interrumpa. 

Refiriéndose  á  la  capacidad  civil  dice  el  Señor  Vergara:  «  En 
consecuencia  la  capacidad  civil  del  extranjero  que  ejecuta  algún 
acto  ó  celebra  algún  contrato  en  Chile  será  calificado  conforme  á  la 
ley  chilena,  siempre  que  dicho  acto  ó  contrato  haya  de  producir 
efecto  en  Chile. »  Como  se  vé,  pues,  ante  todo  debe  atenderse  á 
la  ley  del  lugar  en  (pie  el  acto  produce  sus  efectos,  y  eso  es  lo 
que  estiiblece  la  mayoría  de  la  Comisión,  con  respecto  á  los  actos 
jurídicos  en  todo  aquello  que  no  se  refiere  á  la   capacidad  general 
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de  los  contrataDtes.  Ese  es  el   principio  que  establece  como  regla 
general  el  proyecto  en  discusión. 

Permítame  dar  lectura  á  cierta  parte  de  la  nota  interpretativa 
del  Señor  Vergara,  referente  á  la  cuestión  que  debatimos.  (Lee)  *Lu- 
gar  de  la  ubicación  de  la  cosa,  sobre  que  versa  el  contmto.  La  ley  de 
ubicación  es  una  circunstancia  que  por  necesidad  domina  la  vali- 
dez del  acto  á  que  dicha  cosa  se  refiere.  Asi  la  donación  entre 
cónyuges,  válida  «egun  la  legislación  de  algunos  países,  será  revo- 
cable con  relación  á  bienes  situados  en  Chile,  en  tanto  que  no  que- 
dase perfecta  y  confirmada  por  la  muerte  del  donante  antes  que  la 
del  donatario  /(artículo  1138,  inciso 3'  y  1139  del  Código  Civil.) 

Según  la  legislación  chilena,  pues,  cuando  se  celebra  un  contrato 
que  recae  sobre  bienes  muebles  ó  raíces,  debe  regirlo  la  ley  del 
lugar  donde  esos  bienes  estén  ubicados. 

No  puede  desconocerse  que  ese  principio  de  la  legislación  de  Chile 
se  ajusta  en  un   todo  al  proyecto  de  la  mayoría. 

Se  ocupa  en  seguida  el  Señor  Vergara  del  domicilio  convencio- 
nalmente  señalado  para  el  cumplimiento  de  la  obligación  y  dice: 
«  La  designación  de  un  lugar  en  que  la  obligación  debe  cumplirse, 
implica  el  sometimiento  voluntario  de  los  contratantes  á  la  ley  de 
ese  lugar.  En  armonía  con  esta  consideración,  el  inciso  3*  del  ar- 
tículo 16  de  nuestro  Código  Civil  dispone:  Pero  los  efectos  de 
los  contratos  otorgados  en  país  extraño,  p'ira  cumplirse  en  Chile  se 
arreglarán  á  las  leyes  chilenas.  En  consecuencia,  si  se  vende  en 
Francia  una  especie  mueble  que  debe  ser  entregada  en  Chile,  el 
dominio  sobre  la  especie  no  em[)ezará  á  existir  para  el  comprador, 
sino  desde  el  instjmte  de  la  tradición,  porque  esta  es  requerida  por 
las  leyes  chilenas,  como  modo  legal  de  adquirir,  sin  que  baste 
para  ello  como  sucede  en  Francia,  el  solo  consentimiento  del  ven- 
dedor y  comprador.  » 

Es  el  mismo  principio  sancionado  por  la  mayoría  de  la  Comisión 
de  Derecho  civil.  No  dice  el  jurisconsulto  chileno  que  es  nece- 
sario (jue  las  partes  que  contratan  declaren  que  se  someten  á  la 
ley  del  país  en  que  el  contrato  debe  producir  sus  efectos.  Basta 
que  el  contrato  deba  cumplirse  en  determinjido  territorio  para  que 
el  hecho  de  producir  allí  sus  efectos  autorice  la  presunción  legal 
de  que  los  contrayentes  se  han  sometido  á  sus  leyes;  ¿y  yo  pregunto 
cual  es  la  regla  general  entonces  establecida  por  el  Código  Chileno, 
si  todos  los  contratos  que  se  refieren  á  bienes  que  tienen  situación 
determinada  se  rigen  j)or  la  ley  donde  están  esos  bienes,  y  si  todas 
las  convenciones  que  van  á  cumplirse  en  determinado  lugar  están 
sujetas  á  las  leyes  del  mismo? 

De  manera,  j)ues,  que  el  proyecto  de  la  minoría,  estableciendo 
que  todos  los  Estados  deben  ace[)tar  el  principio  locns  regit  acfum, 
tanto  respecto  á  l:i   forma  y  solermiidades  externas,  coovcn  ^lws.  ^^- 
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lucion  al  valor  intrínseco  del  acto  jurídico,  sin  otra  limitación  que 
la  cstaMecJda  expresamente  en  el  mismo  Tratado,  convierte  en  nnn 
regla  «renei-al  un  principio  que  no  está  en  la  letra  del  Código  Chileno 
y  mucho  menos  en  su  espírítu. 

El  Código  de  Chile  es  eminentemente  territorial.  Todo  lo  que 
vá  á  tener  efecto  en  Chile,  todo  lo  que  lo  afecte,  debe  regirse  por 
las  leyes  chilenas.  Ese  es  el  principio  que  emana  de  todas  sus  dispo- 
siciones; pero  siendo  ese  el  principio  de  la  legislación  chilena  en 
Derecho  Internacional  Privado,  con  respecto  á  los  actos  jurídicos,  no 
está  «;videntemente  de  acuenlo  con  el  proyecto  de  la  minoría  que 
manda  regir  el  contrato  por  la  ley  del  lugar  en  que  se  celebra  y  no 
[lor  la  de  aquel  en  qua  se  ejecuta. 

Contradiciendo  ese  principio,  el  artículo  23  riel  proyecto  de  la 
minoría  establece  que: 

«  Los  actos  que  han  de  producir  efectos  en  otro  Estado,  en  queso 
€  exijan  requisitos  especiales  para  su  validez,  no  se  reputan  |»erfccto.« 
€  si  no  se  llenan  esos  requisitos.» 

De  manera,  pues,  (|ue  la  regla  do  la  celebración  del  acto  jurídico 
tiene  eficacia  cuantío  coincide  con  la  ley  del  país  en  que  produce  sus 
efectos;  pen»,  cuando  la  ley  del  lugar  de  la  celebi-acion  del  contrato 
coincide  con  la  de  aípiel  en  que  se  ejecuta  ¿que  conflicto  tiene  que 
resolver  el  Derecho  Internacional  Privado? 

El  conflicto  se  produce  cuando  el  acto  jurídico  se  celebni  en 
un  país  y  se  ejecuta  en  otro  y  si  mi  distinguido  colega  es  de 
opinión  qne  del)e  primar  en  tnl  caso  la  ley  del  lugtir  «mi  que  el 
actr»  jirodncc  los  efectos  r.  cnal  es  en  renUdad  el  pr¡ncii>¡o  rpie 
coiistitnye  la  legla  general  de  -^nlueiiíu  eu  la  niat(U*ia  (iiio  di'^eu- 
timos  V 

¿  SiM'á  la  ley  del  lugar  de  l:i  (•(»l(»!)r;icion  del  conti'íito  ? 

No  puede  ser,  puesto  que  en  los  cnsos  de  conflicto,  entre  la  ley  ilel 
Ingiirdíí  su  celebración  y  la  ley  del  ])aísen  que  se  cumple,  la  última 
prima  sobre  la  primera. 

Kn  resumen,  Señor  Presidente,  creo  haber  demostra<lo,  que  el 
p^royecto  de  la  ininí)ría  no  s(*  ajusta  en  el  título  (¡ue  ^v.  reflere  á 
los  Actos  Jurídicos,  ni  en  su  espíritu  ni  en  su  letra,  á  lo  establecido 
en  el  Cí'xligo  Chileno;  y  que  es  mas  bien  el  de  la  mayoría  el  (|ue 
establece  disposiciones,  qu(í  por  punto  general,  s(»  armonizan  con  las 
doctrinas  consignadas  en  la  legislación  chilena. 

He  dicho. 

El  Señor  Prats  dijo:  que  ])or  toda  respu(\sta  no  tenía  mas  iiuc  refe- 
rirse á  lo  que  extensamente  había  manifestado  en  su  Informe  sobre 
la  materia  en  debate. 
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Después  de  un  ligero  cambio  de  ideas  entre  los  Señores  Ra- 
mirez,  Pratsy  Quiotana  se  dio  el  punto  por  suficientemente  discu- 
tido, y  votándose  el  artículo  propuesto  por  el  Señor  Doctor  Quinta- 
na es  aprobado. 

En  discusión  el 

Artículo  31. 

«  Exceptúase  el  contrato  de  permuta  sobre  cosas  situadas  en  dis- 
«  tintos  lugares,  regidos  por  leyes  disconformes. 

€  Dicho  contrato  se  rige  por  la  ley  del  domicilio  de  los  contra- 
«  yentes  si  fuese  común  al  tiempo  de  celebrarse  la  permuta,  y  por 
€  la  ley  del  lugar  en  que  la  permuta  se  celebró  si  fuese  distinto.  > 

El  Señor  Doctor  Quintana  dijo  que  la  Comisión  había  acordado 
colocar  este  artículo  después  del  35,  modificándolo  en  los  siguientes 
términos,  en  los  cuales  se  vota  y  es  aprobado  : 

«  El  contrato  de  permuta  sobrecosas  situadas  en  distintos  lugares, 
«  regidos  por  leyes  disconformes  se  rige  por  la  ley  del  domicilio  de 
«  los  contrayentes  si  fuere  común  al  tiempo  de  celebrarse  la  permn- 
«  ta,  y  por  la  ley  del  lugar  en  que  la  permuta  se  celebró  si  fuere  dis- 
«  tinto.  » 

El  Señor  Doctor  Quintana  pidió  que  se  diera  lectura  de  los    artí- 
culos 32,  33, 34  y  35,  porque  la  Comisión    había  acordado  refundirlo 
en  uno  solo. 

Se  leen  lus  artículos  indicados  por  el  Señor  Doctor  Quintana. 

Artículo  32. 

<  Los  contratos  sobre  cosas  ciertas  é  individualizadas  deben  cum- 

<  plirse  en  el  lugar  donde    ellas  existían  al    tiempo    de  su  celebra- 

<  cion.  » 

Articulo  33. 

€  Los  contratos  sobre  cosas  determinadas  por  su  género,  deben 
€  cumplirse  en  el   lugar  del  domicilio    del  deudor  al  tiempo  en   que 

<  fueron  celebrados.  » 

Artículo  34. 

«  Los  contratos  sobre  cosas  fungí  bles  deben  cumplirse  en  el   lugar 

<  del  domicilio  del  deudor  al  tiempo  de  su  celebraclftvi.  > 
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Artículo  35. 

«  Los  contratos  sobre  prestación  de  servicios  deben  cumplirse: 

«  (a)    Si  recaen  sobre  cosas,  en   el  lugar  donde  ellas    existan  al 
«  tiempo  de  su  celebración; 

<  (6)  Si  su  eficacia  se  relaciona  con  algún  lugar  especial,  en  aquel 
«  donde  hayan  de  producir  sus  efectos; 

«  (c)    Fuera  de  estos  casos,  en  el  lugar  del  domicilio  del  deudor.  > 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  expresó:  que  no  tenía  dificultad  en 
aceptar  el  espíritu  délos  artículos  leídos,  aun  cuando  creía  qnc  po- 
dían tener  otra  forma  distinta  que  la  actual,  pues  ésta  podría  pres- 
tarse é  inconvenientes  é  interpretaciones  que  afectasen  el  fondo 
de  ellos. 

Manifestó,  ademas,  que  el  objeto  de  este  Tratado  no  debía  ser  de- 
terminar el  lugar  donde  tales  ó  cuales  contratos  hubiesen  de  cum- 
plirse; las  leyes  de  cada  país  resuelven  la  cuestión  con  arreglo  á  prin- 
cipios especiales. 

El  objeto  de  un  Tratado  de  Derecho  Internacional  Privado  es  di- 
rimir los  conflictos  cuando  las  leyes  son  disconformes  sobre  ciertos 
puntos. 

Así  es,  que  al  establecer  que  en  los  contratos  sobre  cosas  ciertas 
é  individualizadas,  la  ley  debe  cumplirse  en  tal  ó  cual  lugar,  se  de- 
terminan eu  cierto  modo  principios  de  carácter  interno  y  no  de  ca- 
rácter internacional. 

El  Señor  Doctor  Quintana  observa  que  se  trata  del  fuero  especial 
de  la  obligación,  sin  perjuicio  del  fuero  general  del  domicilio,  y 
agrega  que  á  fin  de  evitar  toda  discusión,  la  Comisión  propone  la  si- 
guiente fórmula: 

^  En  consecuencia,  los  contratos  sobre  cosas  ciertas  é  individuali- 

<  zadas  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  donde  ellas  existían  al  tiempo  de 
€  su  celebración. 

€  Los  sobre  cosas  determinadas  por  su  género,  por  la  del  lugar  del 

<  domicilio  del  deudor  al  tiempo  en  que  fueron  celebrados.     Los  so- 

<  bre  cosas  fungibles  por  la  ley  del  lugar  del    domicilio  del  deudor 
«  al  tiempo  de  su  celebración. 

<  Los  sobre  prestación  de  servicios: 

«  (a)  Si  recaen  sobre  cosas,  por  la  del  lugar  donde  ellas  exis- 
«  tían  al  tiempo  de  su  celebración  ; 

«  (6)    Si  su  eficacia  se  relaciona  con  algún  lugar  especial,   por 

<  la  de  aquel  donde  hayan  de  producir  sus  efectos; 
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<  {c)  Fuera  de  estos  casas,  por  la  del  lugar  del  domicilio  del 
«  deudor.  » 

Después  de  un  ligero  cambio  de  ideas  entre  los  Señores  Doctores 
Chacaltana,  Quintana,  Ramírez  y  deAndrade  Figueira,  se  vota  y  es 
aprobado  el  artículo  en  la  forma  indicada  por  el  Señor  Doctor  Quin- 
tana, á  nombre  de  la  Comisión 

Se  pasa  á  cuarto  intermedio. 

Continúa  la  Sesión. 

Preside  el  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña. 
En  discusión  el 

Artículo  36. 

«  Los  contratos  accesorios  se  rigen  por  la  ley  de  la  obligación 
«  principal  de  su  referencia.  > 

Se  aprueba  sin  observación. 
Se  entra  á  discutir  el 

Artículo  37. 

«  La  perfección  de  los  contratos  celebrados  por  correspondencia  6 

<  mandatario  se  rige  por  la  ley  del  lugar  del  cual  procedió  la  oferta.» 

Por  indicación  del  Señor  Doctor  Quintana  se  sustituyó  la  palabra 
procedió  por  la  de  partió. 

Se  vota  este  artículo,  y  es  aprobado  con  la  supresión  indicada. 
Kn  discusión  el 

Artículo  38. 

«  Las  obligaciones  que  nacen  sin  convención  deben  cumplirse  en 

<  el  lugar  donde  se    produjo    el  hecho   lícito  ó  ilícito  de  que  pro- 
«  ceden.  » 

El  artículo  en  debate  quedó  aprobado  en  la  siguiente  forma : 

<  Las  obligaciones  que  nacen  sin  convención  se  rigen  por  la  ley 
«  del  lugar  donde   se    produjo  el  hecho  lícito  ó  ilícito   de  que  pro- 

<  ceden.  > 


8e  entra  á  discutir  el 

Artículo  39. 

«  Los  instrumentos  públicos  se  rigen  en  cuanto  á  sus  formas  por 

<  la  ley  del  lugar  en  que  se  otorgan;  los  privados,  por  la  ley  del  lu- 
«  gar  del  cumplimiento  del  contrato  respectivo.  » 

Se  aprueba  este  artículo  sin  observación. 

Se  pasa  al 

TÍTULO  IV. 

DE  LA   SOCIEDAD   CONYUGAL. 

El  Señor  Doctor  Quintana  indicó :  que  este  título  debía  deno- 
minarse De  las  capihdaciones  matrimoniales  en  vez  De  la  sociedad 
conyugal. 

Se  aceptó  la  indicación  del  Señor  Doctor  Quintana. 

En  discusión  el 

Artículo  40. 

«  El  contrato  nupcial  rige  las  relaciones  de  los  esposos,  tanto  res- 
€  pecto  de  los  bienes  que  tengan  al  tiempo  de  celebrarlo,  como  res- 
€  pecto  de  los  que  adquieran  posteriormente.  > 

El  Señor  Doctor  Quinüuia,  á  nombre  de  la  Comisión,  propuso  que 
en  lugar  de  el  contrato  nupcial  rige,  etc.,  se  dijese  las  capitulaciones 
matrimoniales  rigen,  etc.,  y  que  el  artículo  fuese  en  consecuencia 
redactado  en  esta  forma,  en  la  cual  se  vota  y  es  aprobado  : 

«  Las  capitulaciones  matrimoniales  rigen  las  relaciones  de  los  espo- 
sos respecto  de  los  bienes  que  tengan  al  ticínpo  de  celebrarlas,  y 

<  de  los  que  adquieran  posteriormente,  en  todo  lo  que  no  esté  pro- 
€  hibido  por  la  ley  del  lugar  de  su  situación..  » 

Se  entra  á  discutir  el 

Artículo  41. 

«  En  defecto  de  contrato  nupcial  así  como  en  todo  lo  que  él  no  baya 
«  previsto,  las  relaciones  de  los  esposos  sobre  dichos  bienes  se  rigeu 
«  por  la  ley  del   domicilio  conyugal  que   ellos   hubieren    fijado  de 

<  común  acuerdo  antes  de  la  celebración  del  matrimonio. » 

Este  artículo  quedó  aprobado  en  los  siguientes  términos  : 

«  En  defecto  de  capitulaciones  especiales,  así  como  en  todo  lo  que 
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€  ellas  00  hayan  previsto  y  en  todo  lo  que  no  esté  prohibido  por  la 

<  ley  del  lugar  de  la  situación  de  los  bienes,  las  relaciones  de  los 
*  esposos  se  rigen  por  la  ley  del  domicilio  conyugal  que  hubiesen 
€  fijado  de  común  acuerdo  antes  de  la  celebración  del  matrimonio.  » 

Se  leen  y  aprueban  sin  observación  los  siguientes  artículos : 

Artículo  42. 

<  Si  no  hubiesen  fijado  de  antemano  un  domicilio  conyugal,  las 
-«  mencionadas  relaciones  se  rigen  por  la  ley  del  domicilio  del  raa" 
«  rido  al  tiempo  de  la  celebración  del   matrimonio. 

Artículo  43. 

<  El  cambio  de  domicilio  no  altera  las  relaciones  de  los  esposos 
4t  en   cuanto  á  los  bienes,  ya  sean  adquiridos  antes  ó  después  del 

<  cambio.  » 


Se  pasa  al 


TÍTULO    V. 


DE   LAS  SUCESIONES. 


En  discusión  el 


Artículo  44. 


«  La  ley  del   lugar  de    la  situación  de   los   bienes   hereditarios 
«  al  tiempo  de  la  muerte  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trate. 


<  rige  : 


<  (a)    La  capacidad  del  causante  para  testar; 

«  (6)    La  del  heredero  ó  legatario  para  suceder; 
«  (c)    Las  formas,  validez  y  efectos  del  testamento; 

<  {d)    Los  títulos  y  derechos  hereditarios  de  los  parientes  y  del 

cónyuge  superstite ; 

<  (e)    La  existencia  y  proporción  de  las  legítimas; 

«  (/)    La  existencia  y  monto  de  los  bienes  reservables ; 

c  (g)    En  suma,  todo  lo  relativo  á  la  sucesión  legítima  ó  testa- 
mentaria. 

El  Señor  Doctor  Quintana  propuso,  á  nombre  de  la  Comisión,  que 
este  articulo  se  dividiera  en  dos,  en  la  siguiente  fot\w^\ 
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Artículo 


<  La  ley  del  lugar  de  la  situación  de  los  bienes  hereditarios  al 
c  tiempo  de  la  muerte  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trate,  rige 
c  la  forma  del  testamento. 

»  Esto  ni  obstante,  el  testamento  por  acto  público,  otorgado  en 
€  cualquiera  de  los  Estados  contratantes,  será  válido  en  todos  los 
«  demás.  » 

Artículo 


«  La  misma  ley  rige : 

(a)    La  capacidad  del  causante  para  testar; 

(6)    La  del  heredero  ó  legatario  para  suceder; 

(c)  Las  formas,  validez  y  efectos  del  testamento; 

(d)  Los  títulos  y  derechos  hereditarios  délos  parientes  y  del  cón- 

yuge superstite; 

(e)  La  existencia  y  proporción  délas  legítimas; 

(y)    La  existencia  y  monto  de  los  bienes  reservables; 

{g)    En  suma,  todo  lo    relativo  á  la   sucesión    legítima    ó  testa- 
mentaria. > 

Continúa  el  Señor  Doctor  Quintana  manifestando,  en  cuanto  al  pri- 
mero de  esos  artículos,  que  el  testamento  como  acto  publico  es 
admitido  en  todas  las  Naciones,  y  que  sus  disposiciones  se  refieren 
á  la  forma.  Respecto  al  segundo  de  dichos  artículos,  sus  prescripcio- 
nes se  conforman  con  el  derecho  inglés  y  el  norte-americano,  y 
con  la  misma  phiralidad  de  testamentos  a  que  se  ha  referido  ante- 
riormente. 

Agregó:  que  podía  invocar  tiunbien  los  códigos  de  todos  los  países, 
con  la  única  excepción  délos  délas  Repúblicas  Argentina  y  del  Para- 
guay, que  exigen  la  validez  del  testamento  posterior.  Los  Códigos 
de  Chile,  del  Perú  y  de  la  República  Oriental  del  Uruguay,  diceu 
que  el  testamento  posterior  no  revoca  el  anterior,  sino  en  cuanto  sea 
contrario. 

La  pluralidad  del  testamento  es  un  principio  común  á  todos  los 
Estados  representados  en  el  Congreso. 

Después  de  un  cambio  de  ideas  entre  los  Señores  Ramírez,  Quin- 
tana y  Matta,  los  artículos  de  la  referencia  quedaron  aprobados  en  los 
siguientes  términos: 
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Artículo.  . . 

«  La  ley  del  lugar  de  la  situación   de  los  bienes    hereditarios  al 
*  tiempo  de  la  nnuerte  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trate,  rige  la 

>  forma  del  testamento. 

*  Esto  no  obstante,   el  testamento  por  acto  público,    otorgado  en 

>  cualquiera  de  los  Estados  contratantes,  será   válido   en  todos  los 
«  demás.  * 

Artículo. . .. 
«  La  misma  ley  rige; 

(a)  La  capacidad  de  la  persona  para  testar; 

(b)  La  del  heredero  ó  legatario  para  suceder; 

(c)  La  validez  y  efectos  del  testamento; 

(d)  Los  títulos  y  derechos  hereditarios  de  los  parientes,  y  del  cón- 

yuge superstite; 

(e)  La  existencia  y  proporción  de  las  legítimas  ; 

(/)    La  existencia  y  monto  de  los  bienes  reservables ; 

(g)    En  suma,    todo  lo    relativo  á  la   sucesión    legítima   ó  testa- 
mentaria. » 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  45. 

«  Las  deudas  que  deban  ser  satisfechas  en  alguno  de  los  Estados 
»  contratantes,  gozarán  de  preferencia  sobre  los  bienes  allí  existen- 
«  tes  al  tiempo  de  la  muerte  del  causante.   » 

Este  artículo  fué  aprobado  sin  observación. 

En  discusión  el 

Artículo  46. 

«  Si  dichos  bienes  no  alcanzaren  para  la  chancelación  de  las  deudas 

>  mencionadas,  los  acreedores   cobrarán  sus  saldos  con  la  preferencia 

>  que  les  corresponda,  y  en  su  defecto,  á  prorata,  sobre  los  bienes 

>  dejados  en  otros  lugares,  sin  perjuicio  del  preferente  derecho  délos 

>  acreedores  locales.  > 


Este  artículo  fué  aprobado  en  los  siguientes  términos: 

€  Si  dichos  bienes  no  alcanzasen  para  la  chancelación  délas  deu- 
»  das  mencionadas,  los  acreedores  cobrarán  sus  saldos  pniporcioual- 
»  nnente  sobre  los  bienes  dejados  en  otros  lugares,  sin  perjuicio  del 
»  preferente  derecho  de  los  acreedores  locales.  » 

En  discusión  el 

Artículo  47. 

c  Cuando  las  deudas  deban  ser  chanceladas  en  algún  lugar  eo 
€  que  el  causante  no  haya  dejado  bienes,  los  acreedores  exigirán  su 
€  pago  con  las  preferencias  que  les  correspondan,  y  en  su  defecto,  á 
«  prorata,  sobre  los  bienes  dejados  en  otros  lugares,  con  la  mismn  sal- 
«  Ví^dad  establecida  en  el  artículo  precedente.  > 

Este  artículo  fué  aprobado  en  la  siguiente  forma : 

«  Cuando  las  deudas  deban  ser  chanceladas  en  algún  lugar  en  que 
•  el  causante  no  hayr  dejado  bienes,  los  acreedores  exigirán  su  pago 
«  proporcional  mente  sobre  los  bienes  dejados  en  otros  lugares,  con  la 
«  misma  salvedad  establecida  en  el  artículo  precedente. » 

En  discusión   el 

Artículo  48. 

«  Los  legados  de  bienes  determinados  por  su  género  y  que  no 
«  tuvieren  lugar  designado  para  su  pago,  se  rigen  por  la  ley  del 
«  lugar  en  que  se  cobren,  se  harán  efectivos  sobre  los  bienes  que 
«  el  testador  tenga  en  su  último  domicilio,  y  en  defecto  de  ellos» 
€  ó  por  su  saldo,  se  pagarán  á  prorata  de  todos  los  domas  bienes  del 
«  causante.  » 

Después  de  un  ligero  cambio  de  ideas  entre  los  Señores  Doctores 
Quintíina,  Ramirez  y  Caminos,  este  artículo  quedó  aprobado  en  la 
siguiente  forma: 

«  Los  legados  de  bienes  determinados  por  su  género  y  que  no 
«  tuviesen  lugar  designado  para  su  pago,  se  rigen  por  la  ley  del 
«  lugar  del  domicilio  del  testador  al  tiempo  de  su  muerte,  se  harán 
<  efectivos  sobre  los  bienes  que  deje  en  dicho  domicilio,  y  en  defecto 
«  de  ellos,  ó  por  su  saldo,  se  pagarán  i)roporcional mente  de  todos  los 
«  demás  bienes  del  causante,  v 

En  discusión  el 

Artículo    49. 

€  La  obligación  y  forma  de  la  colación  se   rigen  por  la  ley   del 
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<  lugar  á  que  se  hallan  sometidos  los   actos  jurídicos   que  le  den 
«  origen.  > 

Se  suspende  la  discusión  de  este  artículo  hasta  la  próxima  Sesión. 
Se  pasa  al 

TÍTULO  VI. 

DK  LA     PRESCRIPCIÓN. 

Fueron  aprobados  sin  observación  los  siguientes  artículos  : 

Artículo  50. 

«  La  prescripción  extintiva  de  acciones  personales  se  rige  por  la 
«  ley  á  que  las  obligaciones  correlativas  están  sujetas.  > 

Artículo  51. 

«  La  prescripción  extintiva  de  acciones  reales  se  rige  por  la  ley 
«  del  lugar  de  la  situación  del  bien  gravado.  > 

Artículo  52. 

«  Si  el  bien  gravado  fuese  mueble  y  hubiese  cambiado  de  situa- 
>  cion,  la  prescripción  se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  se  haya 
«  completado  el  tiempo  necesario  para  prescribir.  > 

Artículo  53. 

<  La  prescripción  adquisitiva  de  bienes  muebles  ó  inmuebles  se 

<  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  están  situados.» 

Ai-tículo  54. 

«  Si  el  bien  fuese  mueble  y  hubiese  cambiado  de  situación,  la 
«  prescripción  se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  se  haya  completado 
«  el  tiempo  necesario  para  prescribir. » 

El  Señor  Presidente  rnanifestó:  que  quedaba  sancionado  el  pro- 
yecto de  Tratado  de  Derecho  Civil,  con  excepción  del  artículo  49, 
cuya  discusión  se  suspendía  hasta  la  próxima  Sesión. 

El  Señor  Plenipotenciario  del  Brasil,  Doctor  de  Andrade  Figueira, 
votó  á  favor  de  los  artículos  36,  38,  50,  51, 52,  53  y  54  del  proyecto  de 
Tratado  de  Derecho  Civil. 

Previo  un  breve  cambio  de   ideas  entre  el  Señor  Presidente    y  lo?. 
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Señores  Ramírez,  Quiíitana,  Prats,  Matta,  Chacaltana  y  Gálvez,  el 
Honorable  Congreso  resolvió  que  la  próxima  Sesión  tuviese  lugar  el 
30  del  corriente,  pan\  ocuparse  de  los  proyectos  sol)re  Derecho  Co- 
mercial y  sobre  Jurisdicción  en  Materia  Civil.  Adema?,  dispuso  tra- 
tar en  la  presente  Sesión,  el,proyi\cto  relativo  al  Ejercicio  de  Profesiones 
Liberales,  que  corre  agregado  al  Acta  número  26  de  la  Sesión  cele- 
brada el  21  del  corriente. 

El  proyecto  de  la  referencia  fué  puesto  en  discusión  general. 

El  Señor  Matta  considera  innecesario  celebrar  un  Tratado  sobre 
profesiones  liberales.  Dice:  que  esta  materia  está  perfectamente  re- 
glamentada en  Chile  y  en  otras  Naciones  Americanas,  en  las  cuales 
hay  facilidades  para  admitir  los  títulos  respectivos,  llenándose  ciertos 
requisitos  establecidos  por  las  leyes  internas. 

Y  agregó,  ademas,  que  instrucciones  especiales  de  su  Gobierno, 
le  impedían  aprobar  el  proyecto  en  debate,  si  antes  no  se  aceptaba  el 
previo  examen  que  exigen  las  leyes  de  instrucción  pública  de 
su  país. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueini  dice:  que  no  puede  aceptar 
el  proyecto  en  discusión,  porque  no  se  juzga  con  suíicientes  poderes 
para  ello;  puesto  que  estos  son  únicamente  para  tratar  asuntos  rela- 
tivos al  Derecho  Internacional  Privado,  y  el  proyecto  en  debate 
pertenece  á  la  respectiva  ley  orgánica  de  los  Estados,  sobre  instruc- 
ción pública. 

El  Señor  Doctor  Gálvez  expresó:  que  el  proyecto  en  debate  no 
pertenecía,  es  cierto,  estrictamente  á  la  estera  del  Derecho  interna- 
cional Privado;  pero  que  estando  reunidos  en  este  Congrviso  no  solo 
para  establecer  |)rincipios  que  resuelvan  los  conílictos  que  puedan 
surgir  en  la  legislación  de  los  Estados  Sud-Americanos,  sino  para 
procurar,  en  cuanto  sea  posible,  la  fraternidad  de  los  pueblos  de  este 
Continente,  sus  autores  han  creído  que  uno  de  los  medios  de  ligarlos 
mas,  era  celebrar  un  Tratado  como  el  presente. 

Agregó:  que  los  Plenipotenciarios  que  se  creen  autorizados  para 
negociar  el  Convenio  en  discusión,  podían  haberlo  celebrado  fuera  del 
Congreso,  pero  que  estimaban  ser  mas  conveniente,  á  íin  de  darle 
mayor  solemnidad,  que  figurase  como  uno  de  los  trabajos  de  esta 
Asamblea. 

Manifestó  también  que  diversos  Estados  Americanos  han  concluido 
convenios  análogos. 

Se  extendió  en  otras  consideraciones  tendentes  á  demostrar  la  con- 
veniencia del  proyecto  que  se  discute. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  cree  que  la  materia  de  este  Convenio 
pertenece  ala  esfera  del  Derecho  Internacional  Pri>ado. 


—  BOT- 
ES de  Derecho  Interodcional   porque  se  trata  del  cumplimiento  de 
leyes  promulgadas   en  un  Estado   y  que  deben  cumplirse  en  otro 
y  es  Privado  porque  no  compromete  las  relaciones  públicas  de  las 
Naciones. 

En  cuanto  a  la  parte  dispositiva  del  Convenio,  dijo,  que  como  él  era 
partidario  déla  libertad  de  profesiones,  no  podía  oponerse  á  que  las 
ejerzan  en  un  Estado,  los  que  presenten  títulos  que  los  habiliten  para 
ejercitarlas  en  otro. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  llamó  la  atención  del  Honorable 
Congreso  respecto  de  la  circunstancia  de  que  en  el  Tratado  de  De- 
recho Procesal  se  había  aprobado  un  artículo  en  virtud  del  cual  se 
declara  que  los  documentos  auténticos  expedidos  en  un  JEstado,  pro- 
ducirán sus  efectos  en  los  demás. 

Así,  pues,  el  título  de  abogado,  el  de  médico  ó  el  de  ingeniero, 
que  se  hubiere  otorgado  por  la  autoridad  pública  competente  de  un 
Estado,  es  en  realidad  un  documento  auténtico. 

Por  consiguiente,  agregó,  aprobado  el  Tratado,  se  presenta  un  do- 
cumento expedido  en  un  Estado  y  la  Nación  que  lo  recibe  está  en  la 
obligación   de  reconocerlo. 

Hace  presente,  ademas,  que  así  como  los  abogados,  —  los  médicos 
y  los  ingenieros  ejercen  funciones  que  se  relacionan  con  el  procedi- 
miento judicial. 

De  manera,  pues,  terminó  diciendo:  que  el  proyecto  en  debate 
era  en  su  concepto  una  consecuencia  del  Tratado  de  Derecho  Proce- 
sal, en  el  cual  se  establecen  que  los  documentos  auténticos  expedidos 
en  un  Estado  deben  ser  reconocidos  en  los  demás. 

El  Señor  Matta  cree  que  el  Derecho  Procesal  es  materia  distinta 
de  la  que  se  trata.  Manifestó:  que  no  consideraba  el  Convenio  que 
se  discute  comprendido  en  la  categoría  de  aquellas  necesidades 
americanas  que  pueden  ligar  y  estrechar  mas  los  vínculos  de  amis- 
tad de  estos  países. 

El  Señor  Doctor  Aceval  dijo:  que  estaba  conforme  con  el  proyecto 
en  debate,  y  que,  aunque  no  se  creía  autorizado  á  negociarlo,  pur 
suponerlo  fuera  de  la  esfera  del  Derecho  Internacional  Privado,  iba  á 
prestarle  su  aprobación  general  y  particular  en  el  sentido  de  recomen- 
darlo á  la  consideración  de  su  Gobierno. 

Se  aprobó  en  general  el  proyecto  de  la  referencia. 
En   discusión   el 

Artículo  1." 

4  Los  nacionales  ó  extranjeros,  que  en  cualc^iiteT»»  4.^  \r>^  "^^a^^^ 


«  signatarios  de  este  Tratado,  hubiesen  obtenido  título  ó  diploma 
«  expedido  por  la  autoridad  nacional  competente  para  ejercer  profe" 
«  siones  liberales  ó  científicas,  se  tendrán  por  habilitados  para  ejer- 
«  cerlas  en  los  otros  Estados. » 

Este  artículo   fué  aprobado  con  la  supresión  de  las  palabras    ó 
científicas. 

Votaron : 

Por  la  afirmativa : 

La  República  Argentina ; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay ; 

La  República  del  Perú ; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa: 

El  Imperio  del  Brasil; 
La  República  de  Chile. 

En  discusión  el 

Ai-tículo  2.* 

«  Los  grados  académicos  conferidos  por  cualquiera  de  las  universi- 
«  dades  nacionales  de  los  Estados,  tendrán  en  las  universidades  de  los 
«  demás,  el  mismo  valor  que  si  hubiesen  sido  conferidos  por  sus  pro- 
«  pias  universidades.  > 

Por  indicación  del  Señor  Doctor  Quintana,  se  resolvió  suprimir 
este  artículo. 

En  discusión  el 

Artículo   3." 

«  Para  que  los  documentos  á  que  se  refieren  los  artículos  anterio- 
«  res,  produzcan  los  efectos  expresados,  se  requiere: 

«  1."  La  exhibición  del  título  ó  diploma,  debidamente  legalizado; 
«  2.*  Que  el  que  lo  exhiba,  acredite  ser  la  persona  á  cuyo  favor  ha 
«  sido  expedido.  » 

Este  artículo  fué  aprobado  en  los  siguientes  términos : 

«  Para  que  el  título  ó  diploma  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior 
<  produzca  los  efectos  expresados,  se  requiere: 
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«  1.^  La  exhibición  del  mismo,  debidamente  legal'zado  ; 
«  2/  Que  el  que  lo  exhiba,  acredite  ser  la  persona  á  cuyo  fiívor 
<  haya  sido  expedido.  > 

Votaron : 

Por  la  afirmativa: 

La  República  Argentina; 

La  República  de  Bolivia; 

La  República  del  Paraguay; 

La  República  del  Perú ; 

La  República  Oriental  del  Uruguay. 

Por  la  negativa  : 

El  Imperio  del  Brasil ; 
La  República  de  Chile. 

La  Convención  relativa  al  Ejercicio  de  Profesiones  Liberales  quedó 
definitivamente  aprobada  en  la  siguiente  forma : 

S.  E.  el  Presidente   de  la  República ;  S.  E.  el  Presidente  de 

la  República. . .  ,  han  resuelto  celebrar  una  Convención  sobre  el 
Ejercicio  de  Profesiones  Liberales,  por  medio  de  sus  respectivos  Pleni- 
potenciarios, reunidos  en  Congreso,  en  la  Ciudad  de  Montevideo,  por 
iniciativn  de  los  Gobiernos  de  las  Repúblicas  Argentina  y  Oriental 
del  Uruguay,  estando  representados: 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República por 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República por 

Quienes,  previa  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  que  hallaron  en 
debida  forma,  y  después  de  las  conferencias  y  discusiones  del  caso, 
han  acordado  las  estipulaciones  siguientes : 

Artículo  1." 

Los  nacionales  ó  extranjeros,  que  en  cualquiera  de  los  Estados 
signatarios  de  esta  Convención,  hubiesen  obtenido  título  6  diploma 
expedido  por  la  autoridad  nacional  competente  para  ejercer  profe- 
siones liberales,  se  tendrán  por  habilitados  para  ejercerlas  en  los 
otros  Estados. 

Artículo  2.' 

Para  que  el  título  ó  diploma  é  que  se  refiere  el  artículo  anterior 
produzca  los  efectos  expresados,  se  requiere : 

1."  La  exhibición  del  mismo,  debidamente  legalizado; 

2."  Que  el  que  lo  exhiba,  acredite  ser  la  persona  á  cuyo  favor  ha 
sido  expedido. 


Artículo  3/ 

No  eb  íDdispeosable  para  la  vigeociii  de  este  Convenio  sn  ratifica- 
ción simultánea  por  todas  las  Naciones  signatarias.  La  que  lo  apruebe 
lo  comunicará  á  los  Gobiernos  de  la  República  Argentinay  de  la  Re- 
pública Oriental  del  Uruguay  para  que  lo  hagan  saber  á  las  demás 
Naciones  Contratantes.    Este  procedimiento  hará  las  veces  de  cange- 

Artículo  4.* 

Hecho  el  cange  en  la  forma  del  artículo  anterior,  esta  Convención 
quedará  en  vigor  desde  ese  acto  por  tiempo  indefinido. 

Artículo  5.' 

Si  alguna  de  las  Naciones  signatarias  creyese  conveniente  desli- 
garse de  la  Convención  ó  introducir  modificaciones  en  ella^  lo  avisará 
á  l&s  demás;  pero  no  quedará  desligada  sino  dos  años  después  de 
la  denuncia,  término  en  que  se  procuraré  llegar  á  un  nuevo  acuerdo. 

Artículo  6.' 

El  artículo  3."  es  extensivo  á  las  Naciones  que  no  habiendo  con. 
currido  áeste  Congreso,  quisieran  adh::rirse  ala  presente  Convención. 

En  fe  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de  las  Naciones  menciona- 
das, la  firman  y  sellan  en  el  número  de  cinco  ejemplares^  en  Monte- 
video, á  los dias  del  mes  de  Febrero  del  año  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  nueve. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  7  p.  m. 

Ild.    García  Lagos 

Presidente. 

Roque  Saekz  Peña 

Manl.  Quintana 

Sgo.  Vaca-Guzman 

Domingos  de  Axdrade  Figueiba 

Guillermo  Matta 

B.  Prats 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Cha  calta  na 

M.    M.    Gálvez 

Gonzalo    Eamibez 


ACTA  NÚM.  30. 

SESIÓN  DEL  30  DE  ENEKO  DE  1889. 

Presideueia  del  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lag(»s. 

Estando  presentes: 

Fot  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quíntana  . 

Po?'  la  Uepíiblica  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman. 

Fot  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andkade  Figueira. 
Fot  la  BepiMica  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Bblisario  Prats. 

Fot  la  República  del  Faraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor    Don  José  Z.  Caminos. 

Fot  la  República  del  Ferú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  GAlvez. 

Fot  la  República  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 


La  Sesión  se  abre  á  las  2.30  p.  m. 

El  Señor  Presidente  manifestó:  iiue  continuaba  la  discusión  del 
artículo  49  del  Tratado  sobre  Derecho  Civil  que  había  quedado 
suspendida  en  la  Sesión  anterior. 

El  Señor  Doctor  Quintana,  á  nombre  de  la  Comisión,  propone  el 
artículo  en  la  forma  siguiente,  en  la  cual  es  aprobado  sin  obser- 
vación : 

«  La  obligación  de  colacionar  se  rige  por  la  ley  de  la  sucesión  en 
<  que  ella  sea  exigida. 

«  Si  la  colación  consiste  en  algún  bien  raíz  ó  mueble  se  limitará 
€  é  la  sucesión  de  que  ese  bien  dependa. 

«  Cuando  consista  en  alguna  suma  de  dinero,  se  repartirá  entre 
«  todas  las  sucesiones  á  que  concurra  el  heredero  que  deba  la  co- 
«  lacion  proporcional  mente  á  su  haber  en  cada  una  de  ellas.> 

El  Señor  Doctor  Quintana  dijo :  que  la  Comisión  de  Derecho  Civil, 
anticipándose  al  mandato  que  el  Congreso  coníicre  sietnpre  á  las 
comisiones  redacto  ras  de  los  proyectos,  ha  examinado  el  de  Dere- 
cho Civil,  ya  sancionado,  para  proponer  las  correcciones  de  forma, 
haciendo  las  veces  de  comisión  revisora.  Si  el  Honorable  Congreso 
no  tiene  inconveniente,  agregó,  antes  de  entrar  á  discutir  el  de  De- 
recho Mercantil,  podría  darse  lectura  de  todas  las  modificaciones 
para  tomarlas  en  consideración,  á  fin  de  proceder  á  la  impresión 
del  referido  Tratado. 

Habiendo  sido  aprobada  esta  inílicacion,  el  Señor  Doctor  Vaca- 
Guzman  di(')  lectura  del  proyecto,  explicando  las  modificaciones  de 
forma  introducidas  en  el  mismo. 

El  Señor  Presidente.  Desea  que  el  Honorable  Congreso  se  sirva 
resolver  si  ha  de  celebrarse  un  Tratado  Especial  sobre  Jurisdicción, 
ó  bien  si  ha  de  incluirse  esa  materia  en  el  proyecto  de  Derecho 
Civil. 

El  Señor  Prats  manifestó:  que  no  habiendo  aceptado  los  Trata- 
dos sobre  Derecho  Civil  y  Penal;  y  estando,  por  otra  parte,  en  el 
proyecto  sobre  Derecho  Comercial  á  discutirse,  todo  cuanto  es  nece- 
sario en  materia  de  jurisdicción  y  procedimiento,  les  es  absoluta- 
mente imposible  suscribir  el  de  Jurisdicción,  porque,  como  lo  esta- 
blece su  título  es  relativo  á  la  Materia  Civil. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  dijo:  que  el  proyecto  de 
Tratado  sobre  Derecho  Jurisdiccional  está  íntimamente  ligado  con 
el  princi[úo    del   domicilio,  y    en   constjcuencia  en  contra  del  de  la 
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nacionalidad  que  él  Süstiene.   Por  esa  razón  no  puede  adherir  á  dich  » 
Tra  tildo. 

Después  de  un  cambio  de  ideas  entre  el  Señor  Presidente  y  los 
Señores  Doctores  Saenz  Peña,  Elamirez,  Quintana  y  Gálvez,  el  Ho- 
norable Congreso  resolvió  hacer  figurar  el  proyecto  de  Jurisdicción 
en  Material  Civil   como  título  final  del  Tratado  respectivo. 

El  Señor  Presidente.  Pone  en  discusión  geneml  el  proyecto  sobre 
Jurisdicción  en  Materia  Civil,  que  corre  agregado  al  Acta  número  25 
de  la  Sesión  celebrada  el   11  del  corriente. 

El  Señor  Doctor  Quintana  se  expresó  en  los  siguientes  términos: 

Señor  Presidente: 

La  Comisión  especial  me  ha  hecho  el  honor  de  encargarme  la 
exposición  de  los  fundamentos  sobre  que  reposa  el  proyecto  de  Ju- 
risdicción Civil  que  acaba  de  someterse  á  la  discusión  general  del 
Congreso. 

En  Europa,  esta  materia  es  tnuy  grave  f>or  su  naturaleza  y  está 
erizada  de  penosas  dificultades  á  causa  de  la  diversidad  de  si- 
tuaciones que  las  legislaciones  respectivas  crean  á  los  extranjeros, 
ya  domiciliados  ó  transeúntes.  Para  demostrarlo,  basta  el  ejemplo 
de  la  Francia,  cuya  cultura  no  impide  á  sus  mas  renombrados  auto- 
res sostener  que  la  administración  de  justicia  es  una  prerogativa  del 
soberano  y  un  privilegio  del  nacional. 

•  En  la  América  del  Sud  la  materia  se  simplifica  y  las  dificultades 
se  desvanecen;  porque,  gozando  los  extranjeros  de  los  mismos 
derechos  civiles  de  los  nacionales,  deben  tener  un  acceso  igual- 
mente fácil  á  los  tribunales  en  demanda  de  justicia.  Si  el  extran- 
jero goza  en  los  países  sud-americanos  de  todos  sus  derechos 
civiles  ¿que  derechos  serían  esos  que  cualquiera  podría  violar  im- 
punemente? 

La  administración  de  justicia  no  es  una  prerogativa  del  soberano 
ni  un  privilegio  del  nacional:  es  por  el  contrario  una  garantía  de 
la  persona  y  un  deber  del  Estado.  Sin  justicia  eficaz  no  se  concibe 
derecho  efectivo. 

Hay,  adema«,  un  gran  interés  público  para  todo  país  en  mantener 
el  orden  y  \u  tranquilidad  sociales  por  medio  de  una  recta  admi- 
nistración de  justicia.  Negarla  en  absoluto  al  extranjero,  coartársela 
en  determinados  casos  ó  someterla  á  requisitos  esoeciales  sería 
abrir  ancho  campo  al  triunfo  de  la  mala  fe  y  alejar  á  los  extran- 
jeros de  sociedades  tan  inhospitalarias. 

De  aquí  la  tendencia  que  se  advierte  en  las  legislaciones  euro- 
peas en  el    sentido  de    extender    el  amparo  de   los  tribunales   en 
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favor  de  todos  aquellos  que  reclaman  su  protección  y  la  amplitud 
con  que  la  Comisión  ha  creido  deber  acordarla  en  favor  de  toáos- 
los habitantes  de  los  Estados  signatarios,  sin  distinción  alguna  de 
nacionalidad  en  cuanto  al  fondo  del  derecho  ni  la  menor  restric- 
ción en  las  condiciones  de  su  ejercicio. 

Toda  su  tarea  se  ha  reducido  á  tomar  en  consideración  la  diversa 
naturaleza  de  las  acciones  procedentes  de  la  vida  civil  para  deter- 
minar la  jurisdicción  aplicable  de  acuerdo  con  los  principios  funda- 
mentales del  Derecho  Civil  Internacional,  facilitjíndo  en  cuanto  es- 
posible  el  acceso  á  los  tribunales  en  beneficio  del  acreedor  y  sin 
menoscabo  del  deudor. 

Con  este  punto  de  partida  tan  h^gico  y  tan  equitativo,  imponíase 
como  conclusión  ineludible  que  los  juicios  sobre  acciones  personales 
fuesen  cometidos  á  los  tribunales  del  país  cuyas  leyes  rigiesen  las 
obligaciones  correlativas:  que  los  jueces  del  lugar  de  la  situación  de 
los  bienes  fuesen  competentes  para  entender  en  todos  los  juicios  sobre 
acciones  reales  ó  mixtas;  y  que,  sin  perjuicio  de  estos  fueros  espe- 
ciales, todas  las  acciones  pudieran  ser  también  instauradas  en  el 
lugar  del  domicilio  del  deudor. 

He  dicho. 
Se  aprueba  en  general  el  proyecto  de  la  referencia. 
En  discusión  particular. 

DE  LA  JURISDICCIÓN   EN  MATERIA  CIVIL. 

Artículo. . . . 

«  Las  acciones  personales  deben  entablarse  ante  los  jueces  del  lugar 
«  á  cuya  ley  está  sujeto  el  acto  jurídico  materia  del  juicio. 

«  Podrán  entablarse,  igualmente,  ante  los  jueces  del  domicilio 
c  del  demandado.» 

El  Señor  Doctor  Quintana  propone  que  en  este  título  se  supriman 
las  palabnis  efi  materia  civil. 

Fué  aceptada  esa  indicación,  quedando  el  artículo  aprobado  en  la 
forma  trascrita. 

En  discusión  el 

Artículo. . . . 

c  La  declaración  de  ausencia  debe  solicitarse  ante  el  juez  del 
«  último  domicilio  de  la  persona  de  cuya  ausencia  se  trate.> 
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El  Señor  Doctor  Chacaltana.  El  principio  consignado  en  este  ar- 
tículo es  en  sí  mismo  aceptable;  pero  no  percibo  las  aplicaciones 
que  pueda  tener  como  regla  de  Derecho  Internacional  Privado,  ni  la 
necesidad  de  darle  cabida  en  el  Convenio  respectivo. 

Cada  Estado  determina  por  medio  de  leyes  internas  los  casos  en 
que  se  reputa  ausente  á  un  individuo  y  los  efectos  mas  ó  menos 
extensos  de  la  correspondiente  declaración  judicial ;  la  ejecución  de 
esas  leyes  internas  basta  por  sí  sola  para  resguardar  en  cada  terri- 
torio los  bienes  del  ausente  y  los  de  las  personas  interesudas  en  la 
buena  administración  de  aquellt)s. 

Supongamos  que  una  persona  tenga  bienes  en  distintos  lugares: 
en  el  Perú,  en  Chile  y  en  la  República  Argentina.  Si  llegase  á 
ignorarse  su  paradero  en  la  primera  de  las  Repúblicas  mencionadas 
y  se  cumpliesen  los  requisitos  exigidos  por  sus  leyes  para  la  decla- 
ratoria de  ausencia,  esta  se  pronunciará  por  los  jueces  del  Perú  y 
producirá  todos  sus  efectos  en  territorio  peruano. 

¿Que  necesidad  hay  de  que  esa  declaratoria  produzca  sus  resulta- 
dos respecto  de  los  bienes  que  la  misma  persona  tiene  en  Chile  y 
en  la  República  Argentina?  ¿No  es  mas  sencillo  y  mas  conforme 
con  la  soberanía  de  cada  país  dejar  que  la  ausencia  se  vaya  pronun- 
ciando sucesivamente  en  las  otras  naciones,  á  medida  que  en  ellas 
se  cumplan  los  requisitos  exigidos  por  sus  leyes  y  lo  soliciten  los 
interesados? 

Las  leyes  de  los  diferentes  Estados  exigen  términos  mas  ó  menos 
largos,  en  los  cuales  no  se  tenga  noticia  alguna  del  ausente,  para 
que  se  pueda  proceder  á  la  formal  declaratoria  de  la  ausencia.  Al- 
gunas fijan  el  plazo  de  cuatro  años  y  otras  el  de  cinco;  algunas 
reducen  este  tiempo  á  dos  años,  si  se  trata  de  una  persona  cuyo 
paradero  se  ignora  desde  el  dia  en  que  estuvo  sujeta  á  algún  peli- 
gro grave  como  naufragio  ó  acción  de  guerra,  y  otras  prolongan  ese 
plazo  hasta  seis  y  á  diez  años,  si  se  traüi  de  un  ausente  que  ha 
dejado  apoderado. 

Si  todos  los  Estados  contratantes  fijasen  plazos  iguales  y  uniformes 
pai-a  la  declaratoria  de  ausencia,  el  procedimiento  propuesto,  sin 
ser  necesario,  no  ofrecería  mayores  dificultades;  pero  estas  surgen  en 
vista  de  las  diferencias  entre  los  plazos  establecidos.  Puede  suceder, 
efectivamente,  que  declarada  la  ausencia  en  un  país  en  donde  no  se 
haya  tenido  noticia  de  una  persona  durante  dos  años, — con  arreglo 
ásus  leyes, — esa  declaratoria  produzca  sus  efectos  en  otra  nación  en 
donde  el  ausente  dejó  apoderado  y  con  arreglo  á  cuyas  leyes  no 
pueda  proceder  la  ausencia  sino  después  de  ignorarse  por  seis  años 
el  paradero  de  la  persona. 

Aún  cuando  todas  las  leyes  designasen  plazos  uniformes  en  esta 
materia,  la  dificultad  no  habría  desaparecido.  Tratándose  de  varios 
Estados  cuya  soberanía  se  ejerce  en  una  gran  extensión  tercití^^vísk^ 


es  posible  que  una  persona  se  vaya  ausentando  sucesivamente  de 
todos  ellos:  primero  del  Ecuador,  después  del  Perú,  en  seguida  de 
Chile,  después  de  la  República  Oriental  del  Uruguay.  De  manera 
que  cuando  para  el  primer  país  de  donde  se  ausentó,  ha  trascumdo 
el  plazo  fijado  para  la  declaración  de  ausencia,  para  el  último  en 
que  estuvo,  puede  no  haber  trascurrido  sino  la  cuarta  ó  quinta  parte 
del  mismo  plazo;  se  daría  entonces  por  ausente  á  una  persona  que 
en  realidad  no  lo  está,  con  arreglo  á  las  leyes  que  rigen  los  efectos 
de  la  ausencia  en  un  ten'itorio  determinado. 

Podría  decirse,  que  en  eso  consiste  el  Derecho  Internacional 
Privado:  en  determinar  la  ley  que  debe  prevalecer,  cuando  con- 
curren varias  cuya  ejecución  simultánea  es  imposible. 

En  primer  lugar,  no  puede  decirse  que  hay  conflicto  de  leyes, 
pues  mi  último  supuesto  admite  que  todas  las  legislaciones  establez- 
can plazos  exactamante  iguales  para  la  declaratoria  de  ausencia ;  y 
á  pesar  de  esta  suposición  que  permite  el  cumplimiento  de  cual- 
quiera ley,  resaltaría  en  la  práctica  que  la  ausencia  con  efectos 
extraterritoriales,  se  produciría  en  unos  países  bajo  el  régimen  de 
mayores  plazo*?  que  en  otros.  En  segundo  lugar,  lo  que  no  parece 
muy  evidente  es  la  necesidad  de  establecer  un  principio  que  no 
tiende  á  salvar  conflicto  alguno  de  leyes  ni  de  soberanías.  Si  se 
deja,  como  sucede  hoy,  que  cada  Estado  pronuncie  las  declaratorias 
do  ausencia  con  arreglo  á  sus  leyes  y  que  ellas  produzcan  sus 
efectos  respecto  de  los  bienes  situados  en  su  propio  territorio,  no 
habrá  conflicto  alguno;  porque  no  hay  inconsecuencia,  ni  falta  de 
lógica  en  suponer  á  un  individuo  presente  en  un  lugar  y  ausente 
eu  otro,  cuando  el  hecho  es  declarado  |)or  distintas  soberanías  y  con 
arreglo  á  difeutes  leyes.  El  conflicto  lo  crea  el  artículo  en  debate 
al  dar  efectos  eu  un  país  á  una  declaración  pronunciada  en  otro,  lo 
cual  hace  nacer  la  necesidad  de  determinar  la  ley  v  la  iurisdiccion 
que  debe  prevalecer.  En  este  sentido  y  en  esta  forma,  todo  lo  que 
es  del  dominio  jurisdiccional  de  una  nación  se  puede  convertir  en 
materia  del  Derecho  Internacional  Privado. 

No  debe  perderse  de  vista,  ademas,  que  según  el  tenor  de  las  di- 
ferentes legislaciones  civiles,  los  bienes  de  una  persona  declarada 
ausente  se  someten  á  una  condición  parecida  á  la  de  los  bienes 
hereditarios,  dándose  fíosesion  provisoria  ó  definitiva,  según  los  casos, 
á  los  sucesores  testa tnentarios  ó  legales:  la  ausencia,  en  cuando  á 
sus  resultados,  se  equif)ara  á  un  fallecimiento,  cnn  las  restricciones 
propias  de  una  situación  insegura.  Natural  es,  por  lo  tanto,  que  si 
los  juicios  relativos  á  toda  sucesión  por  causa  de  muerte  deben  se- 
guirse según  está  aprobado,  ante  los  jueces  de  los  lugares  en  que  se 
hallan  situados  los  bienes  hereditarios,  igual  procedimiento  se  adopte 
respecto  de  los  ausentes:  dejar  que  en  esta  materia  impere  siempre 
la  jurisdicción  del  país  en  doude  están  situados  los  bienes  del  auseu- 
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te,  ó  ftn  general  en  donde  sea  necesario  pronunciar  la  declaratoria  de 
ausencia. 

El  articulo  de  la  Uomision  puede  colocar  al  ausente  en  una  con- 
dición anómala.  Puede  salir  una  persona  del  Perú  y  no  tenerse 
noticias  suyas  por  el  tiempo  necesario  para  poderse  pronunciar  la 
declaratoria  de  ausencia.  Esa  persona  puede  encontrarse,  entre  tanto, 
en  uno  de  los  lugares  mas  apartados  y  solitíirios  de  la  República 
Argentina,  adonde  no  le  lleguen  las  noticias  de  las  diligencias  prac- 
ticadas para  saber  su  residencia.  Ese  individuo  estaría,  pues,  ausen- 
te de  la  República  Argentina  en  virtud  de  la  declaratoria  hecha  en 
el  Perú,  con  efectos  extraterritoriales;  y,  sin  embargo,  estiría  pre- 
sente, en  realidad. 

Debemos  considerar,  por  último,  que  los  efectos  de  la  declaratoria 
de  ausencia  se  refieren  casi  exclusivamente  al  régimen  de  los  bienes 
del  ausente,  y  estando  estos  sometidos — según  lo  resuelto  en  mate- 
ria <!ivil — á  las  leyes  del  país  en  donde  están  situados,  parece  natural 
someterlos  también  á  la  misma  jurisdicción.  Este  razonamiento 
tiene  por  supuesto  mayor  fuerza  siempre  que  se  trate  de  bienes  in- 
muebles, respecto  de  cuyo  régimen  no  hay  discrepancia  entre  las 
leyes. 

Concluiré  repitiéndolo  que  dije  al  comenzar:  el  artículo  de  la 
Comisión  es  aceptable  como  principio  de  legislación  interna,  mas  no 
como  regla  de  Derecho  Interriacional  Privado.  Sin  oponerme  á  su 
doctrina,  preferiría  que  no  se  consignase  como  parte  de  una  Con- 
vención. 

El  Señor  Doctor  Quintana  dijo:  El  Tratado  de  Derecho  Civil,  acep- 
tado por  el  Congreso,  destina  á  la  Ausencia  un  título  regulando  to- 
dos sus  efectos  territoriales  y  extraterritoriales.  Este  antecedente 
bastaría  por  sí  solo  para  demostrar  la  pertinencia  del  artículo  en  de- 
bate, explícitamente  anunciado  de  antemano  por  el  informe  de  la  ma- 
yoría de  la  Comisión.  Desde  que  la  ausencia  fué  prevista  en  aquel 
Tratado,  es  indispensable  .ieterininar  ahora  la  jurisdicción  competen- 
te para  declararla. 

Ademas,  la  misma  disconformidad  de  las  leyes  internas  de  las  Na- 
ciones congregadas  exige  que  la  ausencia  sea  incluida  entre  nuestras 
estipulaciones.  Constituyendo  la  ausencia  una  condición  de  la  per- 
sona, que  influye  poderosa  y  hasta  decisivamente  sobre  todas  sus  re- 
laciones jurídicas  de  personase  de  bienes,  es  tan  conveniente  como 
científico  que  esa  condición  sea  geneml  y  surta  sus  efectos  en  todas 
partes.  Nada  sería  mas  irregular  y  anormal  que  el  que  la  misma 
persona  fuera  reputada  ausente  en  el  Perú  y  presente  en  la  Repúbli- 
ca Argentina,  pues  un  estado  semejante  de  cosas  privaría  de  la  ad- 
ministración de  sus  bienes  en  el  Perú  á  la  misma  persona  que  la  C(m- 
servase  en  la  República  Argentina  y  podrvatóti  \\^'^^ks\3L^<b\axSss.  ^ 
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diversos  estallos  de  familia,  si  la  suposición  del  Señor  Plenipotencia- 
rio fuese  admisible. 

Por  otra  parte,  la  designación  del  juez  del  último  domicilio  del 
presunto  ausente,  como  único  competente  para  pronunciar  la  declara- 
toria, tiene  precisamente  por  objeto  evitar  los  inconvenientes  de  la 
disconformidad  legislativa  y  la  posibilidad  déla  suposición  del  Señor 
PliMiipotenciario.  Un  simple  cambio  de  domicilio,  por  antiguo  que 
sea,  no  autoriza  jamás  la  declaración  de  ausencia,  si  de  í^ualquier 
modo  se  conoce  la  existencia  de  la  persona,  cuan  distante  sea  el  lugar 
de  su  nuevo  domicilio  ó  de  su  mera  residencia.  La  ausencia  solo  pue- 
de ser  declarada  cuando  la  persona  hii  desaparecido,  cuando  sus  hue- 
llas se  han  borrado  j)or  completo,  cuando  se  carece  de  todu  n'»ticia  á 
su  respecto  y  cuando  su  desaparición,  abandonando  patria,  familia  y 
bienes,  induce á  presumir  con  harto  fundamento  que  ella  sea  la 
consecuencia  obligada  de  la  muerte. 

¿Que  perjuicio  podría  por  lo  demás  alegar  el  declanido  ausente 
en  caso  de  reaparición  |)OsteriorV  Las  medidas  que  la  declaración 
autoriza  son  tutelares  de  su  persona  y  de  sus  intereses;  puesto  que  tie- 
nen por  principal  objeto  •íalvaguardar  las  relaciones  de  la  persona  y 
proveerá  la  seguridad  de  los  intereses.  Esa  declaración  no  es  tam- 
poco una  cosa  juzgada  de  carácter  irrevocable,  desde  que  oasta  que 
el  presunto  ausente  reaparezca  para  que  pueda  asumir  judicialmente 
su  lugar  en  la  familia  y  su  derecho  en  los  bienes. 

Finalmente,  aún  dado  caso  que  nuestras  convenciones  excluyeran 
la  ausencia  y  todo  cuanto  con  ellaserelaciona,  sería  una  quimera,  en 
el  estado  actual  de  las  relaciones  internacionales,  negar  á  la  declara- 
ción de  ausencia  dictada  en  un  país  todo  efecto  sobre  los  bienes  que 
el  ausenta  tuviese  en  otro  cualquiera.  En  el  Tratado  Procesal  hemos 
pactado  (¡uelas  sentencias  de  ios  tribunales  de  cualquiera  de  los  Es- 
tados contratantes  sean  ejecutadas  en  todos  los  demás  y  tal  es  también 
el  principio  recibido  sobre  la  materia  entre  todas  las  naciones  cultas. 
¿Como  excluir  entonces  las  sentencias  que  declaren  la  ausencia  del 
las  personas  con  [jresuncion  de  fallecimiento?  ¿No  es  por  lo  nusmo 
preferible  incluirlas  entre  nuestras  estipulaciones  para  reglarlas  del 
doble  punto  de  vista  de  los  efectos  que  hayan  de  producir  y  de  los 
tribunales  que  tengat  jurisdicción  para  pronunciarlas? 

En  esta  virtud,  la  Coíuísíol,  no  obstante  su  deferencia  hacia  el  Se- 
ñor Plenipotenciario,  insiste  en  c  )nservar  el  artículo  impugnado,  si- 
guiendo el  ejemplo  trazado  [)0r  casi  todos  los  internacionalistas,  que 
como  Fielix,  Rocco,  Fiore,  Laurent,  Hard,  Weiss,  Despagnet,  Hans, 
Asser,  Alcorta  y  Ramírez,  se  ocupan  de  la  ausencia  en  sus  respec- 
tivas obras  por  reputarla  comprendida  dentro  del  vasto  campo  del 
Derecho  Internacional  Privado. 

El  artículo  en  debate  fué  aprobado  en  la  forma  siguiente  : 
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«  La  declaración  de  ausencia  debe  solicitarse  ante  el  juez  del  últi- 
<  me  domicilio  del  presunto  ausente.  » 

Se  aprobaron  sin  observación  los  siguientes  artículos: 

Artículo 

«  El  juicio  sobre  capacidad  ó  incapacidad  de  las  personas  para  el 
«  ejercicio  de  los  derechos  civiles,  debe  seguirse  ante  el  juez  de  su 
«  domicilio.  » 

Artículo 

«  Las  acciones  que  procedan  del  ejercicio  de  la  patria  potestad  y 
«  de  la  tutela  y  cúratela  sobre  la  persona  de  los  menores  é  incapa- 
«  ees  y  de  estos  contra  aquellos,  se  ventilarán  en  todo  lo  que  les  afec- 
*  te  personalmente,  ante  los  tribunales  del  país  en  que  estén  domici- 
-<  liados  los  padres,  tutores  y  curadores.  > 

Artículo 


<  Las  acciones  que  versen  sobre  la  propiedad,  enajenación  ó  actos 
*  que  afecten  los  bienes  de  los  incapaces,  deben  ser  deducidas  ante 
<  los  jueces  del  lugar  en  que  esos  bienes  se  hallan  situados.  » 

Artículo 

*  Son  jueces  competentes  para  conocer  del  juicio  de  rendición  de 
4c  cuentas  de  la  tutela  y  cúratela,  los  del  lugar  en  el  cual  fué  discerní- 
«  do  el  cargo.  » 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo 


«  El  juicio  sobre  nulidad  del  matrimonio,  divorcio,  disolución  del 
<  vínculo  matrimonial,  y  en  general,  todas  las  cuestiones  que  afec- 
«  ten  sus  relaciones  personales,  se  iniciarán  ante  los  jueces  del  do- 
«  micilio  conyugal.  > 

El  Señor  Doctor  Caminos  propuso  que  en  vez  de  la  palabra  disolu 
don  se  pusiese  disolubüidcid. 

El  Sefior  Doctor  Quintana  propuso  que  el  artículo  se  redactase  en 
la  forma  siguiente,  en  la  cual  se  vota  y  es  aprobado: 

«  El  juicioso  manulidad  mir  del  bretonio,  divorcio,  disolución,  y 
«  en  general,  todas  las  cuestiones  que  afecten    las    relaciones  perso- 
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<  nales  de  I03  esposos^  se  iniciarán  ante  los  jueces  del  domicilio  con- 
X  yugal.» 

En  discusión  el 

Artículo 

«  Serán  jueces  competentes  para  resolver  las  cuestione<?  que  surjan 
«  entre  esposos  sobre  enajenación,  ú  otros  actos  que  afecten  los  bie- 
«  nes  de  la  sociedad  conyugal,  los  del  lugar   en  que  estén    ubicados 

<  esos  bienes.» 

El  Señor  Doctor  Quintana  propuso:  que  se  sustituyesen  las  pala- 
bras los  bienes  de  la  sociedad  conyugal  por  las  de  los  bienes  matrimo- 
niales. 

El  Señor  Presidente  propuso :  que  la  palabra  jiieces  que  está  al 
principio  del  artículo  en  debate,  se  colocase  después  de  las  de  bie- 
nes matrimoniales. 

Votado  el  artículo,  es  aprobado  en  esta  forma : 

«  Serán  competentes  para  resolver  las  cuestiones  que  surjan  entre 
«  esposos,  sobre  enajenación  ú  otros  actos  que  afecten  los  bienes  ma- 
«  trimoniales,  los  jueces  del  lugar  en  que  estén  ubicados  esos  bienes.» 


En  discucion  el 


Artículo 


<  Los  jueces  de  la  residencia  de  las  personas,  son  competentes 
«  para  conocer  de  las  medidas  de  protección  y  seguridad  determi- 
«  nadas  en  el  artículo. ...» 

El  Señor  Doctor  Quintana  propuso  que  el  artículo  en  debate  fue- 
se redactado  en  la  forma  siguiente,  en  la  cual  se  vota  y  es  aprobado  : 

€  Los  jueces  de  la  residencia  délas  personas  son  competentes  para 
<  conocer  de  las  medidas  á  que  se  refiere  el  artículo  24.  > 

Fueron  aprobados  sin  observación  los  siguientes  artículos: 

Artículo. . . . 

«  Los  juicios  relativos  á  la  existencia  y  disolución  de  cualquiera 
«  sociedad  civil,  deben  seguirse  ante  los  jueces  del  lugar  de  su  do- 
«  micilio.  » 
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Artículo. ... 

c  Los  juicios  á  que  dé  lugar  la  sucesión  por  causa  de  muerte,  se 
«  seguirán  ante  los  jueces  de  los  lugares  en  que  se  hallen  situados 

<  los  bienes  hereditario?.  » 

Artículo 

«  Las  acciones  reales  y  las  denominadas  mixtas,  deben  ser  dedu- 
«  cidas  ante  los  jueces  del  lugar  en  el  cual  exista  la  cosa  sobre  que 

<  la  acción  recaiga. 

«  Si  comprendieren  cosas  situadas  en  distintos  lugares,  el  juicio 
«  debe  ser  promovido  ante  ¡os  jueces  del  lugar  de  fcada  una  de  ellas.» 

El  Señor  Doctor  Chacaltana  dijo:  que  estando  aprobado  el  proyec- 
to sobre  Jurisdicción,  podía  aprobarse  también  la  redacción  del  mis- 
mo, que,  á  su  juicio,  era  completa.    Así  se  acordó. 

El  Tratado  de  Derecho  Civil  Internacional  quedó  aprobado  en  la 
siguiente  forma: 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República. . . ;  S.  E.  el  Presidente 

de  la  República ;  han  convenido  en  celebrar  un  Tratado  so- 
bre Derecho  Civil  Internacional,  por  medio  de  sus  respectivos  Pleni- 
potenciarios, reunidos  en  Congreso  en  la  Ciudad  de  Montevideo,  por 
iniciativa  de  los  Gobiernos  de  las  Repúblicas  Argentina  y  Oriental  del 
Uruguay,  estando  representados : 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República por 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República por 


Quienes,  previa  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  que  hallaron 
en  debida  forma,  y  después  délas  conferencias  y  discusiones  del  caso, 
han  acordado  las  estipulaciones  siguientes  : 

TÍTULO    I. 

DE   LAS   PERSONAS. 

Artículo    1.* 

La  capacidad  de  las  personas  se  rige  por  las  leyes  de  su  domi- 
cilio. 

Artículo  2.' 

El  cambio  de  domicilio  no  altera  la  capacidad  adquirida  por  eman- 
cipación, mayor  edad  ó  habilitación  judicial. 
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Artículo  3.* 

El  Estado  eo  el  carácter  de  persona  jurídica  tiene  capacidad  para 
adquirir  derechos  y  contraer  obligaciones  en  el  territorio  de  otro  Es- 
tado, de  conformidad  á  las  leyes  de  este  último. 

Artículo  4." 

La  existencia  y  capacidad  de  las  personas  jurídicas  de  carácter 
privado  se  rige  por  las  leyes  del  país  en  el  cual  han  sido  reconocidas 
como  tales. 

El  carácter  que  revisten  las  habilita  plenamente  para  ejercitar  fue- 
ra del  lugar  de  su  institución  todas  las  acciones  y  derechos  que  les 
correspondan. 

Mas,  para  el  ejercicio  de  actos  comprendidos  en  el  objeto  especial 
de  su  institución,  se  sujetarán  á  las  prescripcionss  establecidas  por  el 
Estado  en  el  cual  intenten  realizar  dichos  actos. 

TÍTULO  II. 

DEL    DOMICILIO 

Artículo  5.* 

La  ley  del  lugar  en  el  cual  reside  la  persona  determina  las  condi- 
ciones requeridas  para  que  la  residencia  constituya  domicilio. 

Artículo  e: 

Los  padres,  tutores  y  caradores  tienen  su  domicilio  en  el  territorio 
del   Estado  por  cuyas  leyes  se  rigen  las  funciones  que  desempeñan. 

Artículo  7." 
Los  incapaces  tienen  el  domicilio  de  sus  representantes  legales. 

Artículo  8." 

El  domicilio  délos  cónyuges  es  el  que  tiene  constituido  el  matri- 
monio, y  en  defecto  de  este,  se  reputa  por  tal  el  del  marido. 

La  mujer  separada  judicialmente  conserva  el  domicilio  del  marido 
mientras  no  constituya  otro. 

Artículo  9." 

Las  personas  que  no  tuvieren  domicilio  conocido  lo  tienen  en  el  lu- 
gar de  su  residencia. 
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TÍTULO  m. 

DE   LA    AUSENCIA. 

Artículo  10. 

Los  efectos  jurídicos  de  la  declaración  de  ausencia  respecto  á 
los  bienes  del  ausente  se  determinan  por  la  ley  del  lugar  en  que 
esos  bienes  se   hallan  situados. 

Las  demás  relaciones  jurídicas  del  ausente  seguirán  gobernándose 
por  la  ley  que  anteriormente  las    regía. 

TÍTULO  IV. 

DEL    MATRIMONIO. 

Artículo  11. 

La  capacidad  de  las  personas  para  coijtraer  matrimonio,  la  for- 
ma del  acto  y  la  existencia  y  validez  del  mismo,  se  rigen  por  la  ley 
del  lugar  en  que  se  celebra. 

Sin  embargo,  los  Estados  signatarios  no  quedan  obligados  á  re- 
conocer el  matrimonio  que  se  hubiere  celebrado  en  uno  de  ellos, 
cuando  se  halle  afectado  de  alguno  de  les  siguientes  impedimentos: 

(a)  Falta  de  edad  de  alguno  de  los  contrayentes,  requiriéndose 
como  mínimum  catorce  años  cumplidos  en  el  varón  y  doce 
en  la  mujer; 

(b)  Parentesco  en  línea  recta  por  consanguinidad  ó  afinidad 
sea  legítimo  ó  ilegítimo; 

(c)  Parentesco  entre  hermanos  legítimos  ó  ilegítimos; 

(rf)  Haber  dado  muerte  á  uno  de  los  cónyuges,  ya  sea  como 
autor  principal  ó  como  cómplice,  para  casarse  con  el  cón- 
yuge superstite; 

(e)     El   matrimonio  anterior  no  disuelto    legalmente. 

Artículo   12. 

Los  derechos  y  deberes  de  los  cónyuges  en  todo  cuanto  afecta 
sus  relaciones  personales,  se  rigen  por  las  leyes  del  domicilio 
matrimonial. 

Si  los  cónyuges  mudaren  de  domicilio  dichos  derechos  y  debe- 
res se  regirán  por  las  leyes  del  nuevo  domicilio. 
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Ai-tículo  13. 

La  ley  del  domicilio  matrimonial  rige: 

(a)    La  separación  conyugal; 

(fe)    La  disolubilidad  del  matrimonio,  siempre  que  la  causal  ale- 
gada sea  admitida  por  la  ley  del  lugar  en  el  cual  se  celebró. 

TÍTULO  V. 

DE   LA    PATRIA   POTESTAD. 

Artículo  14. 

La  patria  potestad  en  lo  referente  á  los  derechos  y  deberes  per- 
sonales, se  rige  por  la  ley  del    lugar  en  que  se  ejercita. 

Artículo  15. 

Los  derechos  que  la  patria  potestad  confiere  á  los  ] madres  so- 
bre los  bienes  de  los  hijos,  así  como  su  enajenación  y  demás 
actos  que  los  afecten,  se  rigen  por  la  ley  del  Estado  en  que  dichos 
bienes  se  hallan  situados. 

TÍTULO  VL 

DE   LA  FILIACIÓN. 

Artículo  16. 

La  ley  que  rige  la  celebración  del  matrimonio  determina  la 
filiación  legítima  y    la    legitimación    por  subsiguiente    matrimonio. 

Artículo  17. 

Las  cuestiones  sobre  legitimidad  de  la  filiación,  ajenas  á  la  va- 
lidez ó  nulidad  del  matrimonio,  se  rigen  por  la  ley  del  domicilio 
conyugal  en  el  momento  del  nacimiento  del  hijo. 

Artículo  18. 

Los  derechos  y  obligaciones  concernientes  á  la  filiación  ilegítima 
se  rigen  por  la  ley  del  Estado  en  el  cual  hayan  de  hacerse  efec- 
tivos. 


\^éld%^ 


TÍTULO  VIL 

DB  LA  TUTELA   Y  CÚRATELA. 

Artículo  19. 

El  discernimiento  de  la  tutela  y  cúratela  se  rige  por  la  ley  del. 
lugar    del   domicilio  de  los  incapaces. 

Artículo  20. 

El  cargo  de  tutor  ó  curador  discernido  en  alguno  de  los  Estados 
signatarios,  sei*á  reconocido  en  todos  los  demás. 

Artículo  21. 

La  tutela  y  cúratela,  en  cuanto  á  los  derechos  y  obligaciones 
que  imponen,  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  en  que  fué  discernido 
el  cargo. 

Artículo  22. 

Las  facultades  de  los  tutores  y  curadores  respecto  de  los  bienes 
que  los  incapaces  tuvieren  fuera  del  lugar  de  su  domicilio,  se  ejer- 
citarán conforme  á  la  ley  del  lugar  en  que  dichos  bienes  se  hallan 
situados . 

Artículo  23. 

La  hipoteca  legal  que  las  leyes  acuerdan  á  los  incapaces  solo 
tendrá  efecto  cuando  la  ley  del  Estado  en  el  cual  se  ejerce  el 
cargo  de  tutor  ó  curador  concuerde  con  la  de  aquel  en  que  se 
hallan  situados  los  bienes  afectados  por  ella. 


TÍTULO  VIIL 

DISPOSICIONES   COMUNES   i   LOS  TÍTULOS  IV,  V  Y  VH. 

Artículo  24. 

Las  medidas  urgentes  que  conciernen  á  las  relaciones  personales 
entre  cónyuges,  al  ejercicio  de  la  patria  potestad  y  á  la  tutela  y 
cúratela  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  en  que  residan  los  cónyuges 
padres  de  familia,  tutores  y  curadores. 


Artícalo  25. 

La  remaoeracioo  qae  las  leyes  acuerdan  á  los  padres,  tutores  t 
caradores  y  la  forma  de  la  misma,  se  rige  t  determina  por  la 
ley   del  Rstado  eo  el  cnal  fueron  discernidos  tales  cargos. 

TÍTULO  LS. 

DE     LOS     BIEXES . 

ArtíciiJo  26. 

Los  bienes,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza^  son  exclusira- 
mente  regidos  por  la  ley  del  lugar  donde  existen,  en  cuanto  á 
su  calidad,  á  su  posesión,  á  su  enajenabilidad  absoluta  ó  relativa 
Y  á  todas  las  relaciones  de  derecho  de  carécter  real  de  que  son 
susceptibles. 

Artículo  27. 

Los  buques,  en  aguas  no  jurisdiccionales,  se  reputan  situados  en 
el   lugar  de  su  matrícula. 

Artículo  28. 

Los  cargamentos  de  los  buques,  en  aguas  no  jurisdiccionales,  se 
repuüín  situados  en  el  lugar  del  destino  definitivo  de  las  merca- 
derías. 

Artícalo  29. 

Los  ílcrcchos  creditorios  se  reputan  situados  en  el  lugar  en  que 
la  obligación  de  su  referencia  debe  cumplirse. 

Artículo  30. 

El  cambio  de  situación  de  los  bieues  muebles  no  afecta  los 
derechos  adquiridos  con  arreglo  á  la  ley  del  lugar  donde  exis- 
tían   al  tiempo    de  su  adquisición. 

Sin  emlíargo,  los  interesados  están  obligados  á  llenar  los  requi- 
sitos (le  fondo  ó  de  forma  exigidos  j)or  la  ley  del  iugar  de  la 
nueva  situación  para  la  adquisición  ó  conservación  de  los  derechos 
mencionados. 

Artículo  31. 

Los  derechos  adquiridos  por  terceros  sobre  los  mismos  bienes 
de  conformidad  á  la  ley  de    lugar  de  su  nueva   situación,   de.spues 


—  527  — 

del  cambió   operado  y    antes  de  llenarse   los   requisitos   referidos, 
priman  sobre  los  del  primer  adquirente. 


TÍTULO  X. 

t 

DE    LOS  ACTOS  JURÍDICOS. 

Artículo  32. 

La  ley  del  lugar  donde  los  contratos  deben  cumplirse  decide  si 
es  necesario  que  se  hagan  por  escrito  y  la  calidad  del  documento 
correspondiente. 

Artículo  33. 
La  misma   ley  rige: 
(a)    Su  existencia; 
(fe)    Su  naturaleza; 

(c)  Su  validez; 

(d)  Sus  efectos; 

(e)  Sus  consecuencias; 

(/)    Su  ejecución; 

(g)    En  suma,  todo   cuanto    concierne  á  los  contratos,  bajo  cual- 
quier aspecto  que  sea. 

Artículo  34. 

En  consecuencia,  los  contratos  sobre  cosas  ciertas  é  individuali- 
zadas, se  rigen  por  la  ley  del  lugar  donde  ellas  existían  al  tiempo 
de  su  celebración. 

Los  que  recaigan  sobre  cosas  determinadas  por  su  género,  por 
la  del  lugar  del  domicilio  del  deudor  al  tiempo  en  que  fueron  ce- 
lebrados. 

Los  referentes  á  cosas  fungibles,  por  la  del  lugar  del  domicilio  del 
deudor  al    tiempo  de  su  celebración. 

Los  que   versen  sobre  prestación  de  servicios: 

(a)    Si  recaen  sobre  cosas,  por  la  del  lugar  donde  ellas  existían 
al  tiempo  de  su  celebración; 

(fe)    Si  su  eficacia  se  relaciona   con  algún  lugar  especial,  por  la 
de  aquel   donde   hayan  de  producir  sus  efectos; 


(c)    Fuera  de  estos  casos,  por   la   del  lugar   del    domicilio    del 
deudor  al  tiempo  de  la  celebracioo  del  contrato. 

Artículo  35. 

El  contrato  de  permuta  sobre  cosas  situadas  en  distintos  luga- 
res sujetos  á  leyes  disconformes,  se  rige  por  la  del  domicilio  de 
los  contrayentes,  si  fuese  común  al  tiempo  de  celebrarse  la  per- 
muta y  por  la  del  lugar  en  que  la  permuta  se  celebró,  si  el  do- 
micilio fuese  distinto. 

Artículo  36. 

Los  contratos  accesorios  se  rigen  por  la  ley  de  la  obligación 
principal  de  su  referencia. 

Artículo  37. 

La  perfección  de  los  contratos  celebrados  por  correspondencia  ó 
mandatario  se  rige  por  la  ley    del  lugar  del  cual   partió    la  oferta. 

Artículo  38. 
< 
Las  obligaciones  que  nacen    sin  convención   se  rigen  por   la   ley 

del  lugar  donde  se  produjo  el  hecho  lícito  6  ilícito  de  que  proceden. 

Artículo  39. 

Las  formas  de  los  instrumentos  públicos  se  rigen  por  la 
ley  del  lugar  en  que  se   otorgan. 

Los  instrumentos  privados,  por  la  ley  del  lugar  del  cumplimiento 
del  contrato  respectivo. 

TÍTULO  XI. 

DE   LAS     CAPITULACIONES   MATRIMONIALES. 

Artículo  40. 

Las  capitulaciones  matrimoniales  rigen  las  relacionen  de  los 
esposos  respecto  de  los  bienes  que  tengan  al  tiempo  de  celebrar- 
las y  de  los  que  adquieran  posteriormente,  en  todo  lo  que  no 
esté  prohibido  por  la   ley  del  lugar  de  su   situación. 

Artículo  41. 

En  defecto  de  capitulaciones  especiales,  en  todo  lo  que  ellas  no 
haj^an  previsto  y  en  todo  lo  que  no  esté  prohibido  por  la  ley  del 
lugar  de  la  situación  de  los  bienes,  las  relaciones    de    los  esposos 
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sobre  dichos  bienes,  se  rigeu  por  la  ley  del  domicilio  conyugal 
que  hubieren  fijado,  de  común  acuerdo,  antes  de  la  celebración 
del  matrimonio. 


Artículo  42. 

Si  no  hubiesen  fijado  de  antemano  un  domicilio  conyugal,  la? 
mencionadas  relaciones  se  rigen  por  la  ley  del  domicilio  del  mas 
rido  al  tiempo   de  la  celebi-acion  del   matrimonio. 

Artículo  43. 

El  cambio  de  domicilio  no  altem  las  relaciones  de  los  esposo 
en  cuanto  á  los  bienes,  ya  sean  adquiridos  antes  ó  después  de 
cambio. 

TÍTULO  XII. 

DE    LAS   SUCESIONES. 

Artículo  44. 

La  ley  del  lugar  de  la  situación  de  los  bienes  hereditarios,  al 
tiempo  de  la  muerte  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trate- 
rige   la  forma  del  testamento. 

Esto  no  obstante,  el  testamento  otorgado  por  acto  público  en 
cualquiera  de  los  Estados  Contratantes  será  admitido  en  todos  los 
demás. 

Artículo   45. 
La   misma  ley    de   la  situación  rige: 
(a)    La  capacidad  de  la  persona  para  testar: 
(fe)    La  del  heredero  ó  legatario  para  suceder; 
(c)    La  validez  y  efectos  del  testamento; 

(rf)    Los  títulos  y  derechos  hereditarios  de  los  parientes  y  del  cón- 
yuge superstite; 

(e)    La  existencia  y  proporción  de  las  legítimas; 

(/)    La  existencia  y  monto  de  los  bienes  reservables; 

{g)    En  suma,   todo  lo    relativo  é  la  sucesión    legítima   ó  testa, 
mentaría. 
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Artículo  46. 

Las  deudas  que  deban  ser  satisfechas  en  alguno  de  los  Estados 
Contratantes  gozarán  de  preferencia  sobre  los  bienes  allí  existentes 
al  tiempo  de  la  muerte  del  causante. 

Artículo  47. 

Si  dichos  bienes  no  alcanzaren  para  la  chancelación  de  las  deudas 
mencionadas,  los  acreedores  cobrarán  sus  saldos  proporcionalmente 
sobre  los  bienes  dejados  en  otros  lugares,  sin  peí  juicio  del  prefe- 
rente derecho  de  los  acreedores  locales. 

Artículo  48. 

Cuando  las  deudas  deban  ser  chanceladas  en  algún  lugar  en  que 
el  causante  no  haya  dejado  bienes,  )os  acreedores  exigirán  su  pago 
proporcionalmente  sobre  los  bienes  dejados  en  otros  lugares,  con  la 
misma  salvedad  establecida  en  el  artículo  precedente. 

Artículo  49. 

Los  legados  de  bienes  determinados  por  su  género  y  que  no  tu- 
vieren lugar  designado  para  su  pago  se  rigen  por  la  ley  del  lugar 
del  domicilio  del  testador  al  tiempo  de  su  mueiie,  se  harán  efectivos 
sobre  los  bienes  que  deje  en  dicho  domicilio  y,  en  defecto  de  ellos 
ó  por  su  saldo,  se  pagarán  proporcionalmente  de  todos  los  demás 
bienes  del  causante. 

Artículo    50. 

La  obligación  de  colacionar  se  rige  por  la  ley  de  la  sucesión  en 
que  ella  sea  exijida. 

Si  la  colación  consiste  en  algún  bien  raíz  ó  mueble,  se  limitará  á 
la  sucesión  de  que  ese  bien  dependa. 

Cuando  consista  en  alguna  suma  de  dinero,  se  repartirá  entre  to- 
das las  sucesiones  á  que  concurra  el  heredero  que  deba  la  cola- 
ción proporcionalmente  á  su  haber  en  cada  una  de  ellas. 

TÍTULO   XIII. 

DE     LA       PRESCRIPCIÓN. 

Artículo  51. 

La  prescripción  extintiva  de  las  acciones  personales  se  rige  por  la 
ley  á  que  las  obligaciones  correlativas  están  sujetas. 
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Artículo  52. 

La  prescripción  extiutiva  de  acciones  reales  se  rige  por  la  ley  del 
lugar  déla  situación  del  bien  gravado. 

Artículo  53. 

Si  el  bien  gravado  fuese  mueble  j  hubiese  cambiado  de  situación 
la  prescripción  se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  se  haya  completado 
el  tiempo  necesario  para  prescribir. 

Artículo  54. 

La  prescripción  adquisitiva  de  bienes  muebles  ó  inmuebles  se  rige 
por  la  ley  del  lugar  en  que  están  situados. 

Artículo  55. 

Si  el  bien  fuese  mueble  y  hubiese  cambiado  de  situación,  la  pres- 
cripción se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  se  haya  completado  el 
tiempo  necesario  para  prescribir. 

TÍTULO   XIV. 

DE   LA     JURISDICCIÓN. 

Artículo  56. 

Las  acciones  personales  deben  entablarse  ante  los  jueces  del  lugar 
á  cuya  ley  está  sujeto  el  acto  jurídico  materia  del  juicio. 

Podrán  entablarse  igualmente  ante  los  jueces  del  domicilio  del 
demandado. 

Artículo    57. 

La  declaración  de  ausencia  debe  solicitarse  ante  el  juez  del  último 
domicilio  del  presunto  ausente. 

Artículo    58. 

El  juicio  sobre  capacidad  ó  incapacidad  de  las  personas  para  el 
ejercicio  de  los  derechos  civiles  debe  seguirse  ante  el  juez  de  su 
domicilio. 

Artículo    59. 

Las  acciones,  que  procedan  del  ejercicio  de  la  patria  potestad  y  de 
la  tutela  y  cúratela  sobre  la  persona  de  los  menores  é  incapaces  y 
de  estos  contra  aquellos,  se  ventilarón,  en  todo  lo  <\\i^\^^^^^fcV^" 
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soDiilmente,  ante  los  tribunales  del  país  en  que  estén  domiciliados  los 
padres,  tutores  ó  curadores. 

Artículo   60. 

Las  acciones  que  versen  sobre  la  propiedad,  enajenación  ó  actos  que 
afecte  j  los  bienes  de  los  incapaces,  deben  ser  deducidas  ante  los  jue- 
ces del  lugar  en  que  esos  bienes  se  hallan  situados. 

Artículo  61. 

Los  jueces  del  lugar  en  el  cual  fué  discernido  el  cargo  de  tutor 
ó  curador  son  competentes  para  conocer  del  juicio  de  rendición  de 
cuentas. 

Artículo  62. 

El  juicio  sobre  nulidad  del  matrimonio,  divorcio,  disolución,  y  en 
general  todas  las  cuestiones  que  afecten  las  relaciones  personales  de 
los  esposos,  se  iniciarán  ante  los  jueces  del  domicilio  conyugaL 

Artículo  63. 

Serán  competentes  para  resolver  las  cuestiones  que  surjan  entre 
esposos  sobre  enajenación  ú  otros  actos  que  afecten  los  bienes  matri- 
moniales, los  jueces  del  lugar  en  que  estén  ubicados  esos  bienes. 

Artículo  64. 

Los  jueces  del  lugar  de  la  residencia  de  las  personas  son  compe- 
entes  para  conocer  de  las  medidas  á  que  se  refiere  el  artículo  24. 

Artículo  65. 

Los  juicios  relativos  á  la  existencia  y  disolución  de  cualquiera 
sociedad  civil  debeo  seguirse  ante  los  jueces  del  lugar  de  su  domi- 
cilio. 

Artículo  66, 

Los  juicios  á  que  dé  lugar  la  sucesión  por  causa  de  muerte  se  segui- 
rán ante  los  jueces  de  los  lugares  en  que  se  hallen  situados  los  bie- 
nes hereditarios. 

Artículo  67. 

Las  acciones  reales  y  las  denominadas  mixtas  deben  ser  dedu- 
cidas ante  los  jueces  del  lugar  en  el  cual  exista  la  cosa  sobre  que  la 
acción  recaiga. 

Si  comprendieren  cosas  situadas  en  distintos  lugares,  el  juicio 
debe  ser  promovido  ante  los  jueces  del  lugar  de  cada  una  de  ellas. 
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DISPOSICIONES  GENERALES. 

Artículo  68. 

No  es  indispensable  para  la  vigencia  de  este  Tratado  su  ratifica- 
ción simultánea  por  todas  las  Naciones  signatarias.  La  que  lo  apruebe, 
lo  comunicará  á  los  Grobiernos  de  la  República  Argentina  y  de  la 
República  Oriental  del  Uruguay,  para  que  lo  hagan  saber  á  las  demás 
Naciones  Contratantes.    Este  procedimiento  hará    las  veces  decange. 

Artículo  69. 

Hecho  el  cange  en  la  forma  del  artículo  anterior,  este  Tratado 
quedará  en  vigor  desde  ese  acto  por  tiempo  ÍLdefinido. 

Artículo  70. 

Si  alguna  de  las  Naciones  signatarias  creyese  conveniente  desligarse 
del  Tratado  ó  introducir  modificaciones  en  él,  lo  avisará  á  las  demás; 
pero  no  quedará  desligada  sino  dos  años  después  de  la  denuncia, 
término  en   que   se   procurará  llegar  á  un  nuevo    acuerdo. 

Artículo  71. 

El  artículo  68  es  extensivo  á  las  Naciones  que,  no  habiendo  con- 
currido á  este  Congreso,  quisieran  adherirse  al  presente  Tratado. 

En  fe  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de  las  Naciones  menciona- 
das, lo  firman  y  sellan  en  el  número  de  cinco  ejemplares,  en  Monte- 
video á  los dias  del  mes  de del  año  del  mil  ocho 

cientos  ochenta  y  nueve. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  5  p.  m. 

Ild.  García  Lagos 

Presidente 

Roque  Saenz  PeS^a 

Manl.  Quintana 

Sgo.   Vaoa-Guzman 

Domingos  de  Andbade  Figueiba 

Guillermo  Matta 

B.    l^KA'IS 

Benj.  Aceval 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  Gal  vez 
Gonzalo  Ramírez 
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ACTA  NÜM.  31. 

SESIÓN  DEL  !•  DE  FEBRERO  DE  1889. 
Presidencia  del  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos. 

Estando  presentes: 

Por  la  República  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Sabnz  Peña  ; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana. 

Por  la  RepíMica  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman. 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Fígueira. 

Por  la  República  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Belisarií)  Prats. 

Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 

El  Señor  Doctor  Don  JoséZ.  Caminos. 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez. 

Por  la  República  Oriental  del  UftigtMy: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 

La  Sesión  se  abre  á  las  2.30  p.  m. 


Se  leyó  y  aprobó  el  Acta  de  la  Sesiou  anterior. 

El  Señor  Presidente  hizo  dar  lectura  del  proyecto  de  Tratado  de 
Derecho  Comercial  Internacional,  que  corre  agregado  al  Acta  Dúmero 
8  de  la  Sesión  del  Honorable  Congreso,  fecha  17  de  Octubre  últímo- 

El  Señor  Doctor  Ramirez,  Miembro  Informante  de  la  Comisión  de 
Derecho  Comercial,  se  expresó  en  los  siguientes  términos: 


Señor  Presidente, —  Señores  Delegados: 

I.  Üf 

La  Comisión  de  Derecho  Comercial  me  ha  nombrado  su  Miembro 
Informante,  y  en  desempeño  de  mi  cometido,  vengo  á  exponer  los 
principios  fundamentales  que  han  presidido  á  la  confección  del  pro- 
yecto que  está  al  estudio  del  Honorable  Congreso,  dejando  para  la 
discusión  pai'ticular  el  examen  detallado  de  todas  y  cada  una  de  sus 
disposiciones,  tarea  esta  última  que  llenaré,  sin  duda  alguna,  con  me- 
nos deficiencia,  porque  me  acompañará  en  ella  mi  distinguido  colega 
de  Comisión,  Doctor  Gálvez. 

Como  lo  ha  demostrado  con  palabra  elocuente,  nuestro  Honorable 
colega  Doctor  SaenzPeña,  al  dar  comienzo  á  su  luminosa  exposición 
de  motivos  del  proyecto  de  Derecho  Penal,  no  estamos  reunidos  en 
Congreso  Jurídico  Internacional,  con  el  propósito  de  unificar  las  le- 
gislaciones de  los  países  representados  en  esta  Asamblea,  sino  que,  por 
el  contrario,  en  la  íntima  persuasión  de  que  no  pueden  suprimirse 
los  conflictos  que  tienen  por  origen  la  diversidad  de  las  disposiciones 
de  los  códigos  internos,  nos  preocupamos  exclusivamente  de  señalar 
la  ley  común    destinada  á  dirimirlos. 

La  Legislación  Mercantil  constituye  un  derecho  especial  y  de  ex- 
cepción, cuyos  principios  fundamentales  y  dirigentes  tienen  su  fuente 
originaria  en  el  Derecho  Civil  que  le  impone  sus  preceptos,  y  esta 
subordinación,  en  el  orden  interno,  del  Derecho  Comercial  al  Dere- 
cho Común  ó  Civil,  tiene  la  misma  razón  de  ser  en  las  relaciones 
jurídicas  de  carácter  internacional.  No  se  extrañe,  pues,  que  la  Co- 
misión, en  cuyo  nombre  tengo  el  honor  de  tomar  la  palabra,  haya 
solucionado  los  conflictos  que  pueden  presentarse  en  el  Derecho  Mer- 
cantil, con  el  mismo  criterio  con  que  han  sido  resueltas  las  colisiones 
del  Derecho  Civil  Internacional,  en  el  Tratado  que  sobre  tan  vasta 
materia  acaba  de  sancionar  el  Honorable  Congreso. 

Con  mayor  caudal  de  ideas  y  profundidad  de  pensamiento,  palabras 
mas  elocuentes  y  persuasivas  que  la  mia,  han  señalado  los  principios 
cardinales  á  que  están  subordinadas  las  estipulaciones  de  tan  impor- 
tante Convención  Internacional,  las  que  si  bien  no  han  merecido  la 
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adhesión  de  los  Distinguidos  Delegados  de  dos  de  las  Naciones  repre- 
sentadas en  este  Congreso,  debe  tenerse  presente  que  sus  disidencias 
no  son  contestes,  «ino  singulares,  pues  que  las  fundan  razones  jurí- 
dicas, no  solamente  diversas,  sino  hasta  de  todo  punto  contradic- 
torias. 

Esto  no  obstante,  la  Comisión  de  Derecho  Comercial  tiene  motivos 
fundadísimos  para  esperar  que  el  proyecto  de  Tratado  que  ha  tenido 
el  honor  de  presentar,  ha  de  merecer,  con  algunas  modificaciones» 
que  en  su  concepto  no  son  fundamentales,  la  adhesión  unánime  de 
sus  distinguidos  colegas.  Al  abrigar  tan  halagüeñas  esperanzas,  se  ha 
fortificado  en  la  idea  de  que  las  disidencias  que  han  surgido  en  la 
materia  del  Derech^  Civil  Internacional,  no  han  podido  reposar  en 
doctrinas  y  criterios  jurídicos  radicalmente  opuestos,  cuando  ellas  han 
desaparecido  por  cotrpleto  con  relación  á  un  proyecto  de  Tratado 
que  abarca  los  conflictos  de  legislación,  que  pueden  originarse  en 
todas  las  ramas  del  Derecho  Mercantil  Internacional,  tan  íntimamente 
ligadas  con  el  Derecho  Común  6  Civil,  hasta  el  extremo  de  existir 
autoridades  muy  respetables  en  el  dominio  de  la  ciencia  especula* 
tiva,  que  consideran  que  no  está  lejana  la  época  en  que,  confundién- 
dose en  una  misma  denominación  los  actos  jurídicos  que  hoy  se  dis- 
tinguen en  civiles  y  comerciales,  lleguen  á  regirse  exclusivamente  por 
los  principios  de  la  Legislación  Civil  todas  las  relaciones  jurídicas 
de  carácter  puramente  privado. 

Séame,  pues,  permitido  recordar,  ante  todo,  los  principios  ya  san- 
cionados en  Materia  Civil,  para  relacionarlos  en  seguida  con  las  esti- 
pulaciones del  proyecto  de  Derecho  Mercantil  Internacional  que  está 
á  la  consideración  del  Honorable  Congreso. 

El  sabio  jurisconsulto  brasilero  Freitas,  abre  su  gi'an  trabajo  de  co- 
dificación con  el  siguiente  artículo:     <  Las  leyes  de  este  Código  no 

<  serán  aplicables    fuera  de  sus    límites  locales  ni    con   efecto    re" 

<  troactivo.  * 

Explicando  la  frase,  límites  locales,  hace  presente,  que  si  establece 
que  las  leyes  tienen  carácter  territorial,  no  es  con  el  objeto  de  con- 
signar que  no  se  legisla  para  países  extraños,  y  que  no  se  pretende 
que  los  soberanos  de  otros  territorios  que  no  son  el  brasilero,  se  ajus- 
ten á  sus  disposiciones;  sino  porque  estas  últimas  deben  aplicarse 
únicamente  por  los  tribunales  del  país,  á  las  personas,  cosas  y  dere- 
chos que  tienen  su  asiento  jurídico  en  el  territorio  nacional. 

En  ningún  código,  agrega  el  jurisconsulto  brasilero,  ha  sido  hecha 
con  la  amplitud  que  demanda,  la  fijación  Je  esos  límites  locales. 
Hállase  una  que  otra  disposición  sobre  puntos  en  que  las  Naciones  han 
arribado  á  un  acuerdo  tácito,  quedando  todo  lo  demás  abandonado 
al  arbitrio  de  los  jueces  y  envuelto  en  la  confusión  y  desorden  de  lo 
que  actuairrente  se  llama  Derecho  Internacional  Privado.  Gracias  á 
los  trabajos  de  Savigny,  agrega,  quedó   esta  materia  en  camitv^  d^  ^^sst 
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liquidada — y  es  por  eso  que  Demaogeat.  eosa  3.*  edicioo  deFoelix, 
\ef^  a^í^na  el  primer  lu<pjr. 

Para  fijar  los  límites  locales,  dentro  los  cuales  debeo  ser  aplicadas  \ns 
leyes  de  carácter  privado,  el  artículo  4.*  del  provecto  de  Freitas, — 
establece,  —  «lue  los  efectos  del  lugar  son  determinar: 

(aj—]Ai  legislación  civil  aplicable — esto  es,  la  nacional  ó  la  ex- 
tranjera. 

(bj — La  jurisdicción  délas  autoridades  del  Imperio. 

Señalando  el  verdadero  alcance  de  e^as  fórmulas  jurídicas,  se  ex* 
presa  el  mismo  jurisconsulto  en  estos  términos :  «  Los  objetos  sobre 
«  que  recaen  las  leyes  del  lugar  de  los  actos  jurídicos  son  las  perso- 
«  ñas,  los  li  .chos  y  los  derechos.  En  relación  á  las  personas,  el  lugar 
«  a|mrece  como  domicilio  y  residencia  —  en  relación  á  los  otros  obje- 
«  tí»s,  el  lugar  no  tiene  denominación  especial;  mas  tratándose  <iel 
«  juíriir  <le  existencia  de  las  cosas  (su  situación)  la  ley  aplicable  se 
«  denomina  lex  rei  sitie,  del  mismo  mítdo  que  tratándose  del  lugar 

<  de  existencia  jurídicu  de  las  personas,  la  ley  aplicable  se  ha  lla- 
€  mado  lex  domicilii.  La  vieja  distinción  entre  estatutos  personales 
€  — e^statutí»^  reales  y  estatutos  mixtos,  medida  artificial  tan  inútil- 
«  mente  numejada  por  casi  todos  los  tratadistas  para  dirimir  los  con- 
«  íl¡ctí>s  de  las  leyes  de  carácter  privado,  solo  conserva  un  valor  his- 

<  t45rico.  Los  datos  que  pueden  servir  para  determinar  el  asiento 
«  jurídico  de  cada  uno  de  esos  objeto.s,  á  los  cuales  se  aplican  las 
«  leyes,  vienen  á  ser  —  el  domicilio  de  las  personas,  la  situación  de 
«  las  cosas,  el  lugar  de  los  actos  jurídicos  y  el  ríe  la  autoridad  ó  tri- 
«  bu  nal  (juc  toma  conocimiento  de  la  cuestión.  De  la  elección    entre 

<  CHUS  causas  dctcrín loantes,  depende  la  Si:>lucion  del  problema.  > 
Cuando  Frcita.s  escribía  su  proyecto  de  Código,   aún  no   se  había 

prntnulgadí)  el  Código  Civil  Argentino,  el  que  ampliando  el  trabajo 
de  aíjuel  Jurisc(U]sulto,  abordó  bajo  todas  sus  faces  los  diversos  con- 
flictos íjU(;  tienen  por  origen  la  diversidad  de  leyes,  de  carácter  pui-a- 
mente  privado .  Como  se  sabe,  la  obra  de  codificación  de  los 
jurisconsultos  brasilero  y  ai^gentino  tuvo  por  antecedentes  los  trabajos 
del  sabio  jurisconsulto  Savigny,  pero  si  no  puede  reconocérseles  el 
mérito  :!e  la  originalidad,  les  cabe  la  glona  de  haber  convertido  por 
|)rimera  vez  en  preceptos  de  codifií^acion,  doctrinas  sobre  las  cuales 
|)esaban  cuatro  lustros  de  indiferencia  y  olvido. 

F]studiando  Savigny,  loque  con  gran  profundidad  de  vistas  llamaba 
límites  locales  del  imperio  de  las  reglas  de  Derecho  sobre  las  rela- 
ciones jurídicas,  ha  escrito  en  su  famosa  obra  sobre  el  sistema  del 
Derecho  Romano  actual,  una  página  i\ue  no  han  meditado  bastante, 
aún  aquellos  que  han  dedicado  especial  atención  á  las  cuestiones  á 
que  dan  lugar  los  conflictos  de  legislación,  en  las  relaciones  interna- 
cionales de  los  pueblos  que  mantienen  vida  libre  é  independiente. 
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JEl  gran  Romanista,  se  preocupa  ante  todo,  al  iniciar  sus  estudios 
sobre  tan  ardua  materia,  de  plantear  en  sus  verdaderos  términos  el 
problema  que  trata  de  resolver,  comprendiendo  que  es  un  principio, 
tan  aplicable  alas  ciencias  morales  como  á  las  ciencias  físicas,  aquel 
que  establece,  que  el  mejor  medio  de  resolver  un  problema  es  plan- 
tearlo en  sus  verdaderos  términos,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  plan- 
tear bien   un  problema  es  resolverlo. 

«  Para  reconocer  el  lazo  que  une  una  persona  con  un  derecho 
positivo  determinado;  dice  Savigny,  es  preciso  recordar  que  el  dere- 
cho positivo  tiene  su  asiento  en  el  pueblo. » 

Esta  verdad  se  expresa  en  otros  términos,  diciendo :  el  derecho 
positivo  tiene  su  asiento  en  el  Estado  ó  en  una  parte  orgánica  del 
mismo;  pues  el  pueblo  sob>  tiene  realidad  en  el  Estado,  una  vez  que 
en  él  únicamente  se  traducen  las  voluntades  individuales  en  una  vo* 
luntad  general.  Veamos,  pues,  de  que  manera  se  establece  y  como 
se  circunscribe  esta  unidad,  en  el  seno  de  la  cual  existen  las  reglas 
jurídicas  como  partes  constitutivas  del  derecho  positivo. 

Si  buscamos  históricamente  la  solución  de  este  problema,  encon- 
tramos dos  causas  principales  que  en  todo  tiempo  han  establecido 
y  limitado  entre  los  individuos  la  comunidad  del  derecho  positivo: 
estas  son  el  origen  y  el  territorio. 

El  origen  (la  nacionalidad),  como  motivo  y  como  límite  déla  co- 
munidad del  derecho,  tiene  una  base  persoual  é  invisible.  Aunque 
parece  por  su  naturaleza  sustraerse  á  toda  influencia  arbitraria,  es 
sin  embargo,  susceptible  de  extensión  por  la  adopción  libre  de  los 
individuos. 

La  nacionalidad,  como  motivo  y  límite  de  la  comunidad  de  dere- 
cho, aparece  principalmente  entre  los  pueblos  nómades  que,  en  gene- 
ral, carecen  de  morada  definitiva  ;  tales  eran  los  germanos  en  la  época 
de  sus  emigraciones.  De  igual  manera  después  que  se  establecie- 
ron en  el  territorio  del  Imperio  Romano,  subsistió  todavía  largo 
tiempo  el  principio  de  la  nacionalidad  al  lado  del  sistema  de  los 
derechos  personales,  que  en  cada  Estado  se  aplicaban  coetánea- 
mente ;  así  se  explica  como  al  lado  del  Derecho  Franco,  Lombardo, 
etc.,  encontramos  también  el  Derecho  Romano  mantenido  como  de- 
recho personal  de  los  habitantes  primitivos  de  los  nuevos  Estados, 
fundados  por  la  conquista. 

En  nuestros  dias  el  Imperio  Turco  nos  (»frece  todavía  la  imagen 
mas  completa  de  esta  clase  de  comunidad  de  derecho.  En  los  Edita- 
dos cristianos  de  la  Europa,  los  judíos,  para  quienes  la  duración  del 
derecho  nacional  y  aún  su  nacionalidad  distinta,  se  refieren  á  su  re- 
ligión, han  conservado  los  últimos  restos  de  esta  comunidad. 

Existe  analogía,  pero  no  identidad,  entre  este  principio  de  la  comu- 
nidad de  derecho  y  el  que  en  un  Estado  i'econocía  distintas  clases  de 
persona*. 
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Entre  los  romanos  la  clasifícacion  de  los  cives,  lcUini,peregrinit  que 
á  su  vez  se  refiere  al  sistema  del  p4S  civile  y  del  jus  genfium,  nos 
muestra  este  principio  aplicado  y  desenvuelto  durante  varios  siglos. 
Sin  embargo,  cualquiera  que  sea  en  otro  sentido  la  importancia  de 
estas  distinciones,  bajo  el  punto  de  vista  especial  en  que  estamos  co- 
locados, 6u  influencia  no  es  nunca  comparable  con  el  origen  y  el  te- 
rritorio. 

El  territorio  aparece  como  el  segundo  motivo  que  en  grandes  pro- 
porciones determina  y  limita  la  comunidad  de  derecho  entre  los  in- 
dividuos. Se  distingue  este  motivo  del  precedente  ( la  nacionalidad ) 
en  que  es  menos  personal  su  naturaleza.  Las  fronteras  son  un  signo 
exterior  y  visiblo  que  nos  sirven  para  reconocerlo,  y  la  influencia  de 
la  voluntad  liumnna  sobre  su  aplicación  es  mas  extensa  y  mas  directa 
que  sobre  la  aplicación  de  la  nacionalidad,  donde  esta  influencia  tiene 
mas  bien  un  carácter  de  excepción. 

Este  segundo  motivo  de  la  comunidad  de  derecho,  ha  suplantado 
por  sus  desenvolvimientos  sucesivos  al  primero  (la  nacionalidad)- 
Entre  las  causas  que  han  conducido  áeste  resultado  debe  contarse  en 
primer  lugar  las  comunicaciones  activas  v  multiplicadas  de  los  pue- 
blos, las  cuales  debían  borrar  los  contrastes  mas  salientes  de  las  di- 
versas nacionalidades.  Es  preciso  reconocer,  sin  embargo,  que  al  unir 
el  Cristianismo  los  diferentes  pueblos  por  el  lazo  común  de  la  vida 
intelectual,  hizo  ya  menos  opuestas  sus  distinciones  características. 

Tomando  como  punto'de  partida  este  segundo  motivo  de  la  comu- 
nidad de  derecho,  se  refiere  la  colisión  que  debe  ocuparnos,  á  la  dife. 
rencia  local  de  los  derechos;  de  modo  que  el  problema  que  hemos 
de  resolver  en  todos  los  casos  posible*  de  colisión  puede  formularle 
en  los  siguientes   términos: 

¿  Cual  es  en  cada  caso  el  derecho  te^-ritorial  aplicable  ? 

Esta  es  la  razón,  concluye  Savigny,  de  haber  designado  hasta  aquí 
con  el  nombre  de  límites  locales,  los  límites  del  derecho  existente 
en  una  misma  época  en  distintos  territorios. 

Aún  cuando  li  tarea  que  me  impongo  solo  esté  á  la  altura  de  pa- 
labras mas  elocuentes  y  cabezas  mas  pensadoras  que  la  mia,  me  atrevo 
á  ensayar  la  demostración,  de  que  la  manera  como  encaro  el  sabio 
Romanista  el  conflicto  de  las  leyes  de  carácter  privado,  señala  nue- 
vos rumbos  al  |)ensamiento  del  jurista,  y  abre  el  camino  que  nos  ha 
conducido  á  presentía-  al  mundo  científico  trabajos  de  codificación 
mas  vastos  de  cuantos  se  han  ensayado  hasta  el  presente,  y  que  con- 
servan completa  unidad  de  principios,  no  obstante  haberse  aplicado  á 
todas  las  ramas  que  abarca  la  ciencia  del  Derecho. 

Siendo  la  ley,  en  las  Naciones  libremente  constituidas,  un  mandato 
de  la  voluntad  soberana,  todo  conflicto  de  leyes  en  el  orden  interna- 
cional, supone  necesariamente  un  conflicto  de  soberanías,  y  es  estu- 
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diando  las  transformaciones  que  ha  sufrido  el  concepto  de  la  soberanía 
en  las  grandes  épocas  de  la  historia,  que  podremos  orientarnos  en  el 
Vasto  campo  de  investigación  que  ofrece,  al  que  la  interroga  con  es- 
píritu elevado  y  amplio  criterio,  la  ciencia  que  el  jurista  moderno 
caliíicxi  con  la  denominación  de  Derecho  Internacional  Pin  vado. 

Se  ha  planteado,  en  mi  humilde  opinión,  en  términos  inadmisibles, 
el  problema  que  esa  ciencia  tiene  que  estudiar  y  resolver,  cuando  se 
ha  dicho,  que  consiste  en  averiguar  en  que  medida  los  derechos  que 
pertenecen  á  todo  ser  humano,  aun  fuera  del  territorio  de  su  patria, 
son  compatibles  con  los  del  Estiido,  dentro  cuya  jurisdicción  pretende 
ejercitarlos  y  en  que  medida  la  soberanía  personal  puede  conciliarse 
con  la  soberanía  territorial  de  la  ley. 

Esta  manera  de  encarar  las  cuestiones  que  se  relacionan  con  la  ma- 
teria del  Derecho  Internacional  Privado,  tiene  por  origen  el  error  de 
suponer  que  cada  Nación  dicta  sus  leyes,  aún  de  carácter  privado, 
únicamente  para  aquellas  personas  que  forman  parte  de  su  organismo 
político,  para  deducir  de  ahí,  que  la  soberanía  tiene  carácter  perso- 
nal, cuando  sus  preceptos  deben  aplicarse  á  aquellos  individuos  vin- 
culados políticamente  al  Estado  en  que  se  promulgan.  Solo  las  leyes 
de  orden  público,  según  esadoctrina,  como  que  directamente  se rela- 
•:ionan  con  las  bases  fundamentales  de  la  organización  social  y  política 
de  las  Naciones,  tienen  por  excepción  carácter  territorial,  y  son  lag 
que  obligan  indistintamente  á  nar.ionales  y  extranjeros. 

Los  que  así  razonan  pretenden  justificar  históricamente,  que  la 
teoría  de  la  persotalidad  del  derecho,  es  la  última  evolución  que  ha 
tenido  que  sufrir  el  desarrollo  progresivo  de  las  ideas  en  la  materia 
que  nos  ocupa.  Tan  es  evidente,  se  ha  dicho,  que  todas  las  cuestiones 
que  abarca  la  ciencia  del  Derecho  Internacional  Privado  tienen  por 
origen  el  antagonismo  de  la  soberanía  sobre  la  persona  con  la  sobera- 
nía sobre  el  territorio,  que  en  todas  partes  lionde  la  sido  considerada 
exclusivamente  personal  como  éntrelos  romanos  y  los  conquistadores 
de  la  Galia,  y  '^.n  todas  partes  donde  ha  sido  exclusivamente  territo- 
rial, como  en  la  época  del  Feudalismo,  es  inútil  formuiar  reglas  apli. 
cables  á  la  solución  de  un  conflicto,  que  llega  á  ser  imposible,  porque 
ha  desaparecido  el  antagonismo  de  leyes  que  le  ha  dado  origen. 

Pero  si  es  compl»*tamente  falso  el  punto  de  vista  bajo  el  cual  se  ha 
encarado  hasta  el  presente  el  problema  de  que^  se  ocupa  fundamen- 
talmente el  Derecho  Internacional  Privado,  adolecen  de  la  misma  ine. 
xactitud  las  afirmaciones  que  se  hacen  respecto  á  las  distintas  solu- 
ciones que  se  le  ha  dado,  desde  los  tiempos  antiguos  hasta  la  época 
moderna.  Hay  error  en  suponer  que  la  soberanía  asumió  en  Roma 
carácter  personal,  si  bien  no  puede  desconocerse  que  la  que  pretendió 
rer  siempre  dueña  del  Orbe,  solo  concedió  su  derecho  de  gentes  á 
los  pueblos  que  acataban  su  dominio  y  se  inclinaban  ante  su  omnipo- 
tente reyecla,  y  reservó  exclusivamente  su  derecho  civil  ^^^x^^^^^^^^^ 
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personas  que  incorporadas  á  su  organismo  político  habían  adquirido 
legítimamente  el  título  de  ciu  ládano  romano.  Si  Roma  hubiese  im- 
puesto á  sus  jueces  la  obligación  de  aplicar  en  deternjinados  casos 
leyes  de  otra  soberanía,  habría  abdicado  la  omnipotencia  á  que  aspi- 
raba, y  el  mundo  conocido  habría  dejado  de  ser  orbe  romano  para 
constituirse  en  naciones  libres  é  inde|>endientes,  que  hubieran  echado 
por  tierra  el  sistema  de  relaciones  sobre  que  reposaba  la  ciudad  ro- 
mana, tanto  en  lo  interno  como  en  lo  externo.  Un  solo  territorio  ju- 
risdiccional y  una  sola  soberanía  hacían  imposible  la  creaciou  de  un 
cuerpo  de  leyes  que  formase  lo  que  en  los  tiempos  modernos  se  co- 
noce bajo  la  denominación  de  Derecho  Internacional  Privado.  Ronna 
no  reconocía  derechos  di  ninguna  clase  n  los  pueblos  que  no  habia 
conquistado  ó  no  le  rendían  el  debido  vasallaje,  y  si  llegó  á  tolerar 
transitoriamente  las  instituciones  y  costumbres  de  aquellos  que  in- 
corporaba ó  su  absorbente  doín¡na<^*iou,  ello  se  debe  cxclusivaniente  á 
que  era  avara  de  su  derecho  de  ciudad,  y  lo  era,  porque  estando  su- 
bordinado en  su  sistema  de  organización  el  hombre  al  ciudadano,  no 
podía  dar  al  extranjero  la  posesión  de  su  derecho  civil,  sin  investirlo 
de  una  supremacía  política  que  hubiera  podido  minar  el  predominio 
universal  á  que  aspiró  siempre,  cegada  por  la  neurosis  de  los  pueblos 
seudo-elegidos. 

La  doctrina  de  la  pers«»nalidad  de  la  soberanía  solo  es  compatible, 
como  lo  indica  Savigny,  con  la  organización  embrionaria  de  los  pue- 
blos de  vida  nómade,  y  siendo  así,  no  puede  admitirse  que  los  ro- 
manos encarasen  el  concepto  de  la  soberanía  con  el  mismo  persona- 
lismo que  le  imprimían  los  pueblos  que  un  dia  debían  invadirla  y 
repartirse  los  desjiojos  de  su  vana  omnipotencia.  Roma  no  extendía 
su  dominio  sobre  los  pueblos  que  no  aceptaban  su  vasallaje,  llevando 
como  el  Germano  sus  dioses  y  penates  sobre  el  lomo  del  caballo,  sino 
que  por  el  contrario  cada  una  de  sus  con(]uistas  agregaba  nuevos 
territorios  á  la  ciudad  romana.  Lejos,  pues,  de  ser  cierto  que  los  con- 
flictos de  legislación  no  fuesen  posibles  entre  Roma  y  los  pueblos 
que  le  eran  extraños,  porque  la  soberanía  era  exclusivamente  perso- 
nal, (iel)e  afirmarse  por  el  contrario  que  tales  conflictos  no  tenían  ra- 
zón de  ser,  porque  la  Ciudad  Eterna  no  mantenía  relaciones  jurídicas 
sino  con  los  pueblos  conquistados,  y  no  admitía  jamás  como  un  hecho 
normul  otra  soberanía  territorial  que  la  propia. 

Tal  era  el  carácter  que  asumía  el  concepto  de  la  soberanía  ol  el 
vasto  Imperio  Romano.  Véase  ahora  que  clase  de  revolución  se  operó 
con  motivo  de  la  invasión  de  los  pueblos  del  Norte. 

Al  llegar  al  territorio  de  la  Galia,  dice  un  jurisconsulto  francés,  los 
gefes  de  las  tribus  bárbaras  no  habían  tenido  tiempo  de  hacerse  le- 
gisladores, ni  dictar  leyes,  conforme  al  cambio  que  se  había  producido 
en  su  vida  nómade,  á  todos  los  pueblos  que  iban  á  quedar  sometidos 
á  su  autoridad.  Encontraron  mas  simple  dejar  á  cada  uno  su  legisla- 
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ciun  propia.  Los  Galo-romanos  que  habitaban  el  suelo  conquistado  el 
dia  de  la  invasión  y  las  diversas  razas  germánicas,  sucesivamente  ven- 
cidas por  los  Francos,  conservaron  unas  el  Derecho  Romano,  otras 
sus  leyes  bárbaras  por  una  concesión  del  vencedor,  que  naturalizó 
así  npropiándosela,  la  legislación  extranjera. 

Cada  uno  seguía,  pues,  su  sistema;  la  ley  propia  de  su  raza.  El 
Franco  la  ley  ripuaria  (í  la  ley  sálica,  el  Romano  la  ley  romana;  es 
así  conjo  pudo  suceder,  según  el  testimonio  de  Agobardo,  que  en  el 
siglo  IX  de  nuestra  era,  no  se  encontrasen  reunidas  cinco  personas 
de  las  cuales  dos  obedeciesen  á  una  misma  ley.  Sin  embargo,  al  lado 
de  las  leyes  personales,  cuya  aplicación  debía  por  su  naturaleza  dar 
cabida  á  algunas  dificultades,  se  vio  aparecer,  como  un  primer  ves- 
tigio del  derecho  territorial,  textos  legislativos  que  tenían  un  alcance 
general  y  que  se  aplicaban  á  todas  las  personas  que  habitaban  den- 
tro de  los  límites  de  la  Monarquía  Franca,  cualquiera  que  fuese  su 
origen. 

Aparte  estas  excepciones,  que  se  hacían  cada  vez  mas  numerosas,  el 
sistema  de  la  personalidad  de  las  leyes  subsistió,  en  sus  rasgos  gene- 
rales, hasta  el  fin  del  siglo  X.  En  este  momento  se  produce  en  la  es- 
fera del  Derecho  una  revolución  importante,  que  coincidiendo  con  el 
establecimiento  del  régimen  feudal,  hace  suceder  á  este  sistema  la 
territorialidad  absoluta  de  las  costumbres.  Ya  no  es  la  raza,  la  que 
determina  la  ley  aplicable  y  la  condición  de  cada  uno,  pero  toda  ley 
se  impone  á  la  universalidad  de  aquellos  que  habitan  el  territorio  para 
el  cual  ha  sido  hecha.  Este  cambio  (jue  echó  por  tierra  todo  el  siste- 
ma que  la  invasión  de  los  bárbaros  había  hecho  prevalecer,  se  ex- 
plica naturalmente  por  el  genio  propio  del  Feudalismo.  Este  reposa- 
ba por  completo  sobre  la  idea  del  predominio  de  la  tierra.   La  tienda, 
dice  Michelet,  en  sus  Orígenes  del  Derecho  Francés,  es  todo  en  este 
sistema.  El  hombre  está  ligado  á  ella,  ha  tomado  nacimiento  en  la 
roca  en  que  se  eleva  su  torre.    Ninguna  tierra  sin  señor  —  ningún 
señor  sin  tierra.  —  Está  clasificado  —  calificado  por  su  tierra  —  sigue 
su  i-ango  y  lleva  su  nombre.  La  posee,  pero  al  mismo  tiempo  es  po- 
seído por  ella:  los  usos  de  su  tierra  dominan  áeste  altivo  barón. — El 
sistema  feudal  es  como  la  religión  de  la  tierra.  Con  esta  idea  que  la 
tierra  es  todo  bajo  el  sistema  feudal,  nos  damos  fácilmente  cuenta  de 
la  modificación  que  ha  experimentado  el  Derecho  Bárbaro.    Por  la 
fuerza  misma  de  las  cosas,  la  vieja  distinción  de  las  razas  se  había 
atenuado ;  la  fusión  se  había  producido  en  las  personas  y  en  las  cos- 
tumbres. Es  entonces  que  los  señores  transforman  en  feudos  heredita- 
rios los  dominios  que  habían  recibido  á  título  únicamente  vitalicio 
de  los  reyes  francos  y  pretendieron  ejercer  sobre  sus  tierras  una  so- 
beranía exclusiva;   no  les  basta  ser  propietarios  del  suelo,  querían 
también  reinar  sobre  los  hombres  que  lo  habitaban  ;  querían  ser  le- 
gisladores   Cuando  los  duques  y  los  condes,  llegan  á  ser  v^\:o\\\ft.^56xSs5R» 
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de  sus  ílucudosy  condados,  el  personalismo  de  las  leyes  germánic^as 
cedió  el  paso  iil  establecimiento  hereditario  de  un  gobierno  local.  EIl 
franco,  el  visigodo,  etc.,  no  podía  ya  invocar  su  ley  personal  j  nacio- 
nal, porque  la  nacionalidad  individual  cesa  de  distinguirse  del  feudo. 
Los  visigodos,    los  francos,  etc.,  no  eran  ya  sino  los  habitautes,  los 
hombres  de  la  tierra  que  pertenecía  al  señor.  Es  la  ley  de  este  señor 
la  que  llegó  á  ser  la  ley  de  este  hombre.  Cada  señor  tiene,  pues,  uoa 
ley,  una  costumbre,  que  rige  á  todos  los  habitantes  de  su  dominio,  7 
esta  ley,  cualquiera  que  fuese  la  manera  como  se  formaba,  se  detenía 
en  los  límites  de  su  soberanía.    El  hombre  abandona  el  territorio  al 
cual  está  ligado  por  los  lazos  de  la  gerarquía  social,  y  en  el  acto  es 
considerado  como  extraño  á  las  leyes  de  su  territorio.  Penetra  eo  el 
dominio  de  otra  señoría,  al  punto  es  sometido  á  las  leyes  que  la  rigen. 
«  Época  confusa,  dice  Ortolan,  en  que  la  legislación,  acuñada  con  el 
sello  del  feudalismo,  variaba  en  cada  parte  de  un  mismo  reino,  época 
en  que  bastaba  atravesar  un  rio,  una  cadena  de  montañas,  para  en- 
contrarse regido  por  leyes  diferentes. » 

La  historia  jurídica  de  las  instituciones,  en  sus  relaciones  con  la 
materia  del  Derecho  Internacional  Privado,  marca  tres  épocas,  y  á 
cada  una  de  ellas  corresponde  una  solución  especial  del    problema 
que  nos  preocupa  resolver  en  primer  término.    La  primera  la  llena 
el  mundo  antiguo,  con  su  teoría  del  derecho  de  ciudad,  que  subor- 
dinaba los  derechos  del   hombre  á  los  derechos  del  ciudadano.  La 
segunda  época   se  inicia  con  la  invasión   de  los   pueblos  germanos 
al  territorio  de  la  Gaiia,  y  aparece  por  primera  vez  en  el  mundo  el 
concepto  de  los  derechos  personales,  no   como  atributo   exclusivo  y 
peculiar  del    individuo,  sin  j  como    consecuencia  de  la  rnza  de  que 
procede  aquel  que  lo  invoca.     La  época  tercera  es  el  resultíuio  de  la 
fusión  de  las  razas,  en  pueblos  (jue  se  pusieron  en  ctíntacto  al  aban- 
donar su  vida  nómade  y  vagabunda.    En  esa  nueva  época  el  derecho 
personal  no    desaparece    por  completo    al   confundirse    los   pueblos 
de  distinto  origen,  pues  si  la  soberanía  pasó  á  ser  territorial,  suijió 
como    base    del    nuevo    organismo   político,    la  soberanía  del    pro- 
pietario, pero  únicamente  del    propietario    de    la    tierra;    pues    era 
lógico  que  al  extinguirse  con  la  fusión  de   las  razas  el  rasgo  promi- 
nente de  los  pueblos  de  vida  nómade,  surgiese,  como   fuente  de   una 
nueva   soberanía,  aquel    bien,   que   al   dar  estabilidad   al  germano, 
echabíi  los  cimientos  de  una  nueva  organización  social  y  política. 

En  las  dos  primeras  épocas,  ¡>or  razones  opuestas,  pero  perfecta- 
mente esplicables,  la  soberanía  asume  un  carácter  personal.  En 
Roma,  aparentemente,  porque  no  reconociendo  mas  soberanía  que 
la  piopia  y  aspirando  al  dominio  universal,  no  podía  circunscribir 
el  de  sns  leyes  dentro  de  determinados  límites  y  en  los  primeros 
siglos  de  la  invasión  de  los  bárbaros  porque,  dada  su  vida  nómade, 
no  podían  los  pueblos  del  Norte  mantener  otros  vínculos  de  cohesión 
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que  el  de  la  raza.  Solo  en  la  época  feudal  asume  el  concepto  de  la 
soberanía  carácter  territorial,  si  bien  en  la  realidad  de  las  cosas,  el  per- 
sonalismo de  los  bárbaros  se  había  transformado,  sin  extinguirse  por 
completo.  El  conflicto  se  produjo  entonces,  no  entre  los  derechos 
personales  de  las  distintas  razas,  sino  entre  el  derecho  personal  del 
propietario  do  la  tierra  y  de  los  demás  derechos  personales  del 
individuo — de  ahí  la  doctrina  de  los  estatutos   reales  y   personales- 

Pues  bien,  esas  tres  grandes  épocas  de  la  Historia  que  las  llenan 
Roma,  los  Bárbaros  del  Norte  y  el  Feudalismo,  han  dado  origen  á  los 
tres  sistemas  que  han  predominado  hasta  nuestros  dias  en  la  cien, 
cia  del  Derecho  Internacional  Privado.  El  sistema  de  la  nacionali- 
dad— el  de  los  estatutos — y  el  de  la  ley  territorial  basada  exclusi- 
vamente en  el  derecho  de  propiedad  de  la  tierra.  El  primero,  esto  * 
es,  el  de  la  nacionalidad,  por  un  verdadero  anacronismo  jurídico 
reproduce  en  los  tiempos  modernos,  según  la  expresión  del  sabio 
jurisconsulto  brasilero  Freitas,  la  teoría  del  derecho  de  ciudad  ó 
quiritario,  como  fundamento  de  los  derechos  civiles  ó  de  carócter 
pummente  privado,  y  pretende  aplicar  á  las  naciones  modernas  el 
personalismo  de  los  pueblos  de  vida  nómade.  El  segundo  tiene  por 
origen  el  derecho  de  la  raza,  en  colisión  con  el  derecho  personal  del 
propietario  que  tiende  á  localizar  aquella  en  determinado  territorio, 
y  el  tercero  que  arranca  del  derecho  privado  de  propiedad  de  la 
tierra  el  concepto  de  la  soberanía,  la  divide  en  territorial  ó  personal, 
según  se  ejerza  esta  sobre  bienes  muebles  ó  inmuebles. 

El  sistema  de  los  estatutos  tiende  á  desaparecer  y  solo  quedan  en 
pié  y  enactitud  de  lucha  la  teoría  de  la  nacionalidad  representada 
por  el  Código  Civil  Italiano  y  la  de  la  ley  temtorial,  con  exclusiva 
aplicación  á  los  bienes  inmuebles,  que  mantienen  todavía  la  In- 
glaterra y  los  Estados  Unidos  de  América. 

Otro  es  el  concepto  que  ha  asumido  la  soberanía  en  los  tiempo^ 
modernos,  y  nada  tiene  de  común  con  el  que  dominó  en  tod» 
la  Europa  desde  la  invasión  de  los  Bárbaros  hasta  la  Revolución 
del  89.  En  el  derecho  moderno,  la  raza  se  ha  localizado  en 
determinado  territorio,  transformándose  sus  condiciones  de  organi- 
zación típica  en  la  fusión  de  las  personas  y  de  las  costumbres^ 
pero  la  soberanía  no  es  hoy  el  derecho  del  propietario,  sino 
que  radica  en  la  Nación,  se  ejercita  en  nombre  del  pueblo, 
y  es  en  vi  rtud  de  un  interés  público  y  nacional  y  no  personal  ó 
de  determinada  casta,  que  rige  y  gobierna  todo  lo  que  existe  y  se 
radica,  sea  persona  ó  cosa,   dentro  del  territorio  del  Estado. 

Según  este  nuevo  concepto  de  la  soberanía,  dada  la  oposición  de 
las  leyes  nacionales  y  extranjeras,  no  debe  ya  discutirse  si  las 
^eyes  son  reales  ó  personales,  si  las  personas  son  nacionales  ó  ex- 
''ranjeras  ó  si  las  leyes  son  de  orden  público  ó  privado.    Lo  que  anet 
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todo  interesa  averiguar  es  el  lugar  en  que  se  localiza  si  acto 
jurídico  que  vincula  una  persona  á  otras  personas,  ó  é  las  persK)- 
Das  con  la<í  cosas.  E¡  conflicto  de  soberanía  que  trata  de  resol- 
ver el  Derecho  Internacional  Privado  es  puramente  territorial; 
nada  tiene  que  hacer  la  soberanía  personal  que  las  naciones  ejer- 
citan sobre  sus  ciudadanos  con  las  relaciones  jurídicas  de  carácter 
puramente  privado. 

Es  ese  el  criterio  que  ha  determinado  fundamentalmente  todas 
y  cada  una  de  las  estipulaciones  del  Tratado  de  Derecho  Civil 
Internacional  y  el  que  consulta  mejor  que  otro  ninguno  las  legíti- 
mas conveniencias  de  los  Estados  y  estói  mas  en  armonía  con  ^J 
concepto  de  la  soberanía  en  los  tiempos  modernos.  Así,  al  tratar 
del  régimen  de  los  bienes,  no  ha  tenido  en  cuenta  ni  su  natura, 
leza,  ni  la  nacionalidad  ó  domicilio  de  sus  propietarios,  y  ha  esta, 
blecido  en  su  articulo  '^Sy  que  los  bienes  son  exclusivamente  regidos 
por  la  ley  del  lugar  donde  existen,  en  cuanto  á  su  respectiva 
calidad,  á  su  enajenabilidad  absoluta  ó  relativa,  á  la  posesión,  y  á 
todas  las  relaciones  de  carácter  real  de  que  son  susceptibles- 
Del  mismo  modo,  á  los  efectos  de  esa  disposición,  ha  declarado  en 
los  artículos  24,  25  y  26,  que  los  buques  en  aguas  no  jurisdiccio- 
nales se  reputan  situados  en  el  lugar  de  su  matrícula,  los  carga- 
mentos en  el  lugar  de  su  destino  definitivo  y  los  derechos  crédi- 
to rios  en  el  lugar  en  que  la  obligación  de  su  referencia  debe 
cumplirse. 

Con  el  mismo  criterio  de  solución,  tomando  en  cuenta  los  conflic- 
tos á  que  pueden  dar  lugar  los  actos  jurídicos,  los  manda  regir 
por  los  artículos  32  á  39,  tanto  en  su  forma  como  en  su  fondo,  por 
la  ley  del  lugar  donde  los  contratos  deben  cumplirse,  y  á  los 
efectos  de  esa  disposición  declara: 

1."  Que  los  contratos  sobre  cosas  cicrtius  c  individualizadas  deben 
cuini)lirse  en  el  lugar  donde  ellas  existan  al  tiempo  de  su  cele- 
bmcion; 

2."  Que  los  que  recaigan  sobre  cOí^as  determinadas  por  su  género 
ó  de  naturaleza  fungible  deben  cumplirse  en  el  lugar  del  domicilio 
del   deudor,  al  tiempo  en  que  fueron  celebrados; 

3."  Que  los  que  versen  sobre  ¡)restacion  de  servicios  deben  cum- 
plirse: 

(a)  Si  recaen  sobre  cosas  en  el  lugar  donde  ellas  exiijtían  al  tiempo 
de  su  celebración; 

(h)  Si  su  eficacia  se  relaciona  con  algún  lugar  especial,  en  aquel 
donde  hayan  de  jiroducir  sus  efectos; 

(c)  Fuera  de  estos  casos,  en  el  lugar  del  domicilio  del  deudor,  al 
tiempo  de  la  celebración  del  contrato;  y 

4."  Que  las  obligaciones  que  nacen  sin  convención  deben  cumplirse 
en  el  lugar  donde  se  produjo  el  hecho  lícito  ó  ilícito  de  que  proceden. 
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Dos  únicas  excepciones  contiene  la  regla  que  radica  el  asiento 
jurídico  de  los  actos  en  el  lugar  en  que  producen  sus  efectos,  y  son 
<3l  contrato  de  permuta  sobre  cosas  situadas  en  distintos  lugares, 
regidos  por  leyes  disconformes,  y  la  forma  de  los  instrumentos  pú- 
blicos. 

En  cuanto  á  la  primera  excepción,  es  ante  la  imposibilidad  jurí- 
dica de  suponer  que  los  contrayentes  han  entendido  ligarse  de  diversa 
manera  y  con  arreglo  á  distintas  legislaciones,  que  el  artículo  35 
establece  que  las  permutas  de  bienes  situados  en  distintos  territorios 
«ujetos  á  leyes  disconformes,  se  rigen  por  la  ley  del  domicilio  de  los 
<5ontrayentes,  si'  fuese  común  al  tiempo  de  celebrstrse  el  contrato,  y 
por  la  ley  del  lugar  en  que  la  permuta  se  celebró,  si  fuese  distinto. 

Respecto  al  instrumento  público,  la  forma  del  lugar  en  que  se 
otorga  se  impone  á  los  contratantes,  por  la  imposibilidad  legal  en 
que  se  encuentran  de  hacer  uso  de  las  que  están  determinadas  por 
la  ley  del  país  en  que  el  acto  ó  contrato  va  á  producir  sus  efectos 
jurídicos.  En  resumen,  en  vez  de  la  regla  locus  regit  aclum,  con 
el  aditamento  de  excepciones,  de  todo  género,  que  la  anulan  por 
completo,  se  ha  consignado  en  el  Tratado  de  Derecho  Civil  un  prin- 
cipio aplicable  á  todas  las  rrJacionev  que  produce  el  derecho  de  las 
obligaciones,  sin  mas  excepciones  que  las  relativas  á  la  forma  de  los 
actos  y  contratos  que  constan  de  instrumento  público,  excepción  ésta 
que  confirma  la  regla  relativa  al  lugar  en  que  el  contrato  produce 
sus  efectos,  puesto  que  solo  se  acepta  en  atención  á  que  los  funcio- 
narios públicos  no  pueden,  en  el  ejercicio  de  su  cargo,  desempeñar 
su  mandato,  sino  con  arreglo  á  las  leyes  del  país  en  que  lo  ejercen. 

II. 

Es  á  la  luz  de  estos  principios  que  han  recibido  la  sanción  del  Con- 
greso, que  la  Comisión,  en  cuyo  nombre  tengo  el  honor  de  informar, 
ha  creído  deber  codificar  el  Derecho  Comercial  Internacional. 

El  proyecto  de  Tratado  que  contiene  esa  codificación,  abarca  la 
materia  bajo  todas  sus  faces,  y  comprende  la  solución  de  todos  los 
<5onfl¡ctos  que  pueden  originarse  de  la  diversidad  de  leyes  internas 
que  rigen  el  comercio  terrestre  y  marítimo  de  las  Naciones. 

Aunque  no  se  ha  desconcido  la  importancia  que  ha  asumido  en 
estos  últimos  años  esta  clase  de  cuestiones,  la  Comisión  ha  enc(»n- 
trado  pocos  elementos  de  trabajo  que  utilizar  en  el  lleno  de  la  tarea 
que  le  ha  sido  impuesta.  Fuera  de  algunas  páginas  que  sobre  deter. 
minadas  materias  del  Derecho  Comercial  se  encuentran  en  las  obras 
de  Derecho  Internacional  Privado,  y  de  una  que  otra  disertación 
provocada  por  las  soluciones  dadas  por  los  tribunales  sobre  casos 
prácticos,  el  único  trabajo  serio  y  metódico  que  se  conoce^  hasfe\  ^ 
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presente,  lo  constituye  el  proyecto  de  la  Comisión  lespectiva  del 
Congreso  Jurídico  de  Lima  y  el  erudito  informe  que  le  sirve  de 
exposición  de  motivos,  redactado  por  el  eminente  jurisconsulto  peruano 
Doctor  Don  Antonio  Arenas.  Sin  embargo,  la  Comisión,  á  la  ve» 
que  ha  reconocido  la  importancia  de  ese  trabajo,  recomendándolo 
especialmente  á  la  atención  del  Honorable  Congreso  en  su  nota  de 
fecha  17  de  Octubre  último,  se  ha  visto  en  la  necesidad  de  am- 
pliarlo en  las  mismas  materias  de  que  se  ocupa  y  lo  ha  completada 
con  el  estudio  y  codificación  de  otras,  que  dan  á  menudo  origen 
á  conflictos  de  legislación  que  había  alta  conveniencia  en  solucionar, 
y  que  se  relacioAan  muy  especialmente  con  el  comercio  marítimo  de 
las  Naciones. 

Si  en  el  comercio  terrestre  los  conflictos  se  originan  con  respecto 
á  las  letras  de  cambio,  á  las  sociedades  comerciales  y  á  las  quie- 
bras; en  el  comercio  marítimo  se  presentan  como  consecuencia  de 
la  diversidad  de  las  leyes  internas  sobre  seguros,  préstamos  á  la 
gruesa,  contratos  de  fletamentos,  averías  comunes  y  particulares, 
choques  ó  abordajes,  naufragios  y  en  todo  lo  que  se  relaciona  con 
las  obligaciones  de  la  gente  de  mar  y  contratos  de  ajuste  que  ce 
lebran. 

Los  dos  primeros  títulos  del  proyecto  se  ocupan  de  las  entidades 
que  constituyen  en  el  Derecho  Mercantil  las  personas  que,  siguiendo 
la  denominación  del  Derecho  Civil,  se  distinguen  en  personas  jurí. 
dicas  y  personas  privadas.  Esas  personas  son  en  el  Derecho  Comer- 
cial los  comerciantes  y  las  sociedades. 

Admitida  la  distinción  entre  actos  de  comercio  y  actos  civiles,  el 
primer  conflicto  que  coiTesponde  solucionar  es  el  siguiente:  ¿Cual 
es  la  ley  que  debe  determinar,  si  un  acto  tiene  carácter  comercial 
ó  es  puramente  civil? 

En  conformidad  á  los  principios  consignados  en  la  Materia  Civil, 
la  Comisión  no  ha  vacilado  en  establecer,  «que  los  actos  jurídicos 
serán  considerados  actos  de  comercio  ó  del  fuero  civil,  con  arreglo 
á  la  ley  del  país  en  que  se  efectúan;  ya  sea  que  tengan  por  causa 
obligaciones  convencionales,  ó  se  produzcan  sin  convención  alguna.» 

El  artículo  2."  se  ocupa  de  los  comerciantes,  y  como  no  todas  las 
leyes  determinan  de  un  mismo  modo  la  calidad  de  comerciante,  el 
conflicto  puede  surjir  y  dar  lugar  á  que  se  cuestione  con  arreglo  á 
que  ley  debe  fijarse,  no  solo  la  comercial  ¡dad  del  acto,  sino  también 
el  carácter  que  reviste  la  persona  que  lo  ejecuta. 

Con  arreglo  á  la  doctrina  de  la  territorialidad  de  la  ley,  entendida 
en  su  sentido  filosófico,  que  sirve  de  principio  á  los  Tratados  que  ya 
se  han  sancionado,  no  puede  aplicarse  al  agente  de  un  acto  jurídico 
para  determinar  su  calidad  de  comerciante  ó  de  persona  civil,  sino 
la  ley  del  país  en  que  ejerce  su  profesión,  y  tal  es  el  espíritu  de 
artículo  2."  el  que  establece  que: 
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«  Las  "personas  físicas  ó  jurídicas  serán  ó  no  calificadas  de  comer- 
<  ciantes  seguu  la  ley  del  país  en  que  tienen  lugar  los  actos  que  esas 
personas  ejerciten.  » 

Del  mismo  modo,  tanto  los  comerciantes  como  los  agentes  auxi- 
liares del  comercio  ejercen  su  profesión  bajo  el  imperio  de  una  le- 
gislación especial  y  es  justo  también  que  unos  y  otros  estén  sujetos 
á  las  leyes  del  país  á  quien  afectan  con  sus  actos. 

El  comerciante,  en  el  Derecho  Mercantil  puede  considerarse  como 
una  de  tantas  personas  naturales,  análogas  á  las  que  existen  en  el 
orden  puramente  civil;  pero  la  naturaleza  y  desenvolvimiento  délas 
relaciones  mercantiles  reclaman  á  menudo  la  asociación  de  grandes 
capitales^  y  desaparece  entonces  la  personalidad  del  comerciante  para 
dar  lugar  á  la  creación  de  una  entidad  que  dispone  de  mayor  nú- 
mero de  elementos  de  acción  que  no  están  al  alcance  de  la  iniciativa 
individual,  siempre  relativamente  débil  y  limitada.  Me  refiero  á  las 
asociaciones  constituidas  en  personas  jurídicas. 

La  constitución  de  toda  sociedad  pone  en  tela  de  juicio  las  siguien- 
tes cuestiones: 

¿Qué  ley  rige  su  forma  externa?  ¿Cual  es  la  legislación  aplicable 
á  las  relaciones  jurídicas  que  la  sociedad  crea  entre  los  socios  y  que 
aquella  mantiene  con  terceros? 

Como  la  sociedad  afecta  con  sus  actos  el  territorio  en  que  está  do- 
miciliada, y  es  el  país  de  su  domicilio  el  que  tiene  interés  en  regirla 
por  f  US  leyes,  el  artículo  4.*  del  proyecto  establece  que:  «  el  contrato 
«  ái\  sociedad  se  rige  tanto  en  su  forma  como  respecto  á  las  relaciones 
« jurídicas  entre  socios,  y  entre  éstos  y  los  terceros,  por  la  ley  del 
«  país  en  que  la  sociedad  tiene  su  domicilio.  > 

Como  el  domicilio  determina  el  lugar  donde  la  sociedad  ejerce  su 
comercio  y  se  ha  establecido  en  el  Tratado  de  Derecho  Civil  Inter- 
nacional sancionado  por  el  Honorable  Congreso  que  los  actos  jurídi- 
cos, aun  aquellos  de  carácter  convencional,  deben  regirse  por  la  ley 
del  lugar  en  donde  se  cumplen  ó  producen  sus  efectos,  y  no  por  la 
ley  del  país  de  su  celebración,  la  Comisión  no  ha  vacilado  en  estable- 
cer la  misma  doctrina  con  respecto  á  los  contratos  de  sociedad,  y  ha 
determinado  en  su  consecuencia  que  la  forma  y  las  relaciones  jurí- 
dicas entre  socios  y  de  la  sociedad  con  terceros,  se  rigen  por  las 
leyes  del  país  en  que  tienen  constituido  su  domicilio  comercial. 

Las  sociedades  mercantiles  revisten  en  general  el  carácter  de  per- 
sonas jurídicas;  y  como  en  esa  calidad  son  una  creación  de  la  ley» 
ha  surjido  la  cuestión  relativa  á  determinar,  cual  es  la  ley  que  debe 
aplicarse  á  las  sociedades  constituidas  en  esa  forma,  en  el  caso  en 
que  estén  establecidas  ó  domiciliadas  en  un  territorio  y  practiquen 
operaciones  comerciales  en  otro. 

«El  proyecto  que  la  Comisión  presidida  por  el  Doctor  Arenas  pre- 


sentó  al  CooG^reso  Jurídico  de  Lima,   solucionó   ese  conflicto  en  esta 
forma: 

Artículo  17. 

<  Las  sociedades  extranjeras  serán  reconocidas  como  personas  ja- 
«  rídicas  para  celebrar  contratos  ó  ejercer  sus  acciones  ante  el  poder 

<  judicial,  si  se  sujetan  á  las  leyes  de  la  República  sobre  registro  j 
«  publicación  de  los  actos  sociales. 

Artículo  18. 

c  Las  sucursales,  factorías  ó  agencias  estables,  instituidas  en  la  Re- 
«  pública  por  una  sociedad  estranjera,  se  consideran  domiciliadas  en 
€  el  lugar  donde  residen;  y  estarán  sujetas  á  la  jurisdicción  de  las 
«  autoridades  locales  en  lo  concerniente  á  las  operaciones  que  prac' 

<  tiquen. 

He  aquí  en  que  términos  justifica  el  Miembro  Informante  la 
doctrina  de  los  dos  artículos  transcritos, 

«  En  cuanto  á  las  sociedades  estranjeras  de  que  se  trata  en  el  ti' 
«  tulo  2.',  el  sistema  político  de  la  América  Republicana   indica  el 

<  sendero  que  ha  de  seguirse  al  uniformar  en  esta  parte  sus  legisla- 
«  ciones.  Es  preciso  no  imponer  á  esas  sociedades  tales  trabas  que 
«  impidan  el  desenvolvimiento  de  sus  relaciones  mercantiles  ó  in- 
«  dustriales;  pero  tampoco  es  conveniente  otorgarles  una  libertad  tan 
«  amplia  que  origine  grandes  abusos  y  dañe  los  intereses  de  los  que 
«  incautamente  pueden  ser  alucinados  por  ofrecimientos  engañosos. 
«  Hallar  el  medio  de  evitar  estos  dos  escollos,  poniendo  en  armonía 
«  las  grandes  ventajas  de  la  asociación  ccn  los  principios  tutelares 
«  del  orden  civil,  es  el  objeto   á  que  se  han  dirigido  nuestros  es- 

<  fuerzos. 

«  La  Bélgica  es  la  Nación  que  principalmente  se  ha  contraído  á 
«  establecer  algunas  reglas  de  Derecho  Internacional  Privado  sobre 

<  esta  materia.  Cuando  el  Código  Comercial  de  Francia  regía  en- 
«  toramente  en  ese  Estado,  se  promovió  una  fuerte  ontroversia  sobre 
«  si  las  sociedades  estranjeras  podían  ser  reconocidas  como  verda- 
«  deras  personas  jurídicas  y  si  por  tanto  estaban  autorizadas  para 
«  ocurrir  en  nombre  propio  á  los  tribunales  del  país.  Esa  cuestión 
«  no  era  entonces  meramente  especulativa:  era  una  cuestión  de  gran 
«  interés,  especialmente  respecto  de  las  socie.lades  francesas  de  se- 
«  guros,  las  cuales  realizaban  en  Bélgica  muchas  é  importantes  ope' 
«  raciones.    Por  un  decreto  de  la  Corte  de  Casación,  expedido  en  22 

>  de  Julio  de  1847,  la  cuestión  fué  resuelta  de  una  manera  favorable 

>  á  las  sociedades  estranjeras.  Ellas  fueron  reputadas  como  perso- 
«  ñas  jurídicas  y  hábiles  por  consiguiente  para  contratar  y  promover 
«  sus  acciones  ante  las  autoridades  belgas.    La  Corte  fundó  su  decreto 
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en  el  artículo  3.*  del  Código  de  Napoleón  adoptado  íntegramente 
en  Bélgica  como  Código  Civil  del  Estado.  Si  los  belgas,  se  dijo, 
aunque  residan  fuera  del  Reino,  están  sujetos  á  las  leyes  de  Bélgi^'a, 
por  reciprocidad  las  leyes  estranjeras  también  regirán  á  los  estran- 
jeros,  sin  distinguir  entre  personas  físicas  ó  jurídicas,  pues  el  ci- 
tado artículo  no  hace  tal  distinción. 

<  Esa  doctrina  estaba  apoyada  en  una  base  científica:  era  conformo 
al  principio  adoptado  por  el  Código  Civil,  y  por  tanto  parecia 
digno  de  la  aprobación  general.  No  obstante,  la  decisión  de  la 
Corte  fué  censurada  é  impugnada  por  algunos  profesores  del  de- 
recho. Las  impugnaciones  fueron  tan  acaloradas  que  surtieron- 
su  efecto;  y  la  Corte  se  consideró  obligada  á  retractarse,  resol- 
viendo que  las  sociedades  estranjeras,  aunque  constituidas  con" 
forme  á  la  ley  de  su  país,  no  podian  tener  en  Bélgica  una  existencia 
legal. 

<  El  fundamento  de  esta  nueva  decisión  se  redujo  á  exponer  que 
la  soberanía  de  un  Estado  se  limitaba  á  su  territorio;  y  de  esta 
consideración  se  quiso  deducir  que  los  actos  de  un  poder  estrafio 
no  podrian  ser  eficaces  en  Bélgica.  Una  ley  posterior  vino  en 
cierto  modo  á  confirmar  esta  doctrina  y  dispuso  que  las  sociedades 
francesas  aunque  autorizadas  por  su  Gobierno,  no  fuesen  conside- 
rada.? en  Bélgica  como  personas  jurídicas  sino  con  la  condición  de 
reciprocidad,  declarándose  al  mismo  tiempo  que  esta  regla  era 
extensiva  á  cualesquiera  otras  sociedades  estranjeras. 
«Así  continuaron  las  cosas  por  algunos  afios;  pero  ideas  mas  li- 
berales ibaü  ganando  terreno  poco  á  poco;  y  al  fin  en  18  de  Mayo 
de  1873  otra  ley  posterior  reformando  el  libro  3.'  del  Código  de^ 
Comercio  adepto  una  nueva  y  mas  provechosa  jurisprudencia 
sancionando  las  reglas  siguientes: 

«  1.*  Las  sociedades  anónimas  y  cualesquiera  otras,  ya  sean  co- 
«  merciales  ó  industriales,  que  se  han  establecido  y  tienen 
«  su  asiento  en  país  estranjero,  podrán  ejecutar  sus  ope- 
«  raciones  en  Bélgica  y  presentarse  en  juicio. 

t  2.'  Toda  sociedad  cuyo  principal  establecimiento  exista  en 
«  Bélgica»  está  sujeta  á  la  ley  belga  aunque  el  acto  consti- 
«  tutivo  se  haya  realizado  en  un  país  estranjero. 

«  3/  Los  artículos  del  Código  de  Comercio  relativos  á  la  publi- 
<  cacion  do  los  actos  y  balances  sociales,  así  como  el  ar- 
«  tículo  66  (1)  son  aplicables  á  las  sociedades  estranjeras 

(1)  £1  articulo  de  que  se  habla  en  esta  parte  de  la  ley,  dispone  que  to- 
todos  los  actos,  facturas,  anuncios  y  otras  piezas  emanadas  de  una  sociedad 
anónima,  contengan  la  denominación  social  precedida  ó  seguida  de  estas  pa- 
labras :  «  sociedad  anónima.  »  Se  prescribe  ademas,  que  si  las  referidas  pie- 
zas anuncian  el  capital  social  designen  el  que  resulte  del  último  h«.V«xw^^, 
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c  que  teugan    en    Bélgica  una  sucursal  ó  uq  asiento   cual- 
«  quiera  de  operaciones.  (2) 

«  Cuando  se  trató  de  reformar  el  Código  Italiano  de  Comercio 
las  disposiciones  contenidas  en  la  ley  belga  se  tuvieron  presentes 
7  no  dejaron  de  contribuir  á  que  la  Comisión  nombrada  para 
proyectarlas  reformas,  aprobase  algunas  reglas  con  el  designio  de 
conceder  las  garantías  posibles  á   las  sociedades  estranjeras. 

<  No  parecerá  inoportuno  insertar  aquí  lo  que  el  Ministro  de  Agri- 
cultura, Industria  y  Comercio  expuso  en  la  Memoria  dirigida  á 
la  Comisión  Reformadora,  al  principio  de  sus  labores. 

«  Dos  sistemas  opuestos,  dijo,  pueden  adoptarse  respecto  de  las 
sociedades  estranjeras.  8e  puede  reconocerlas  y  permitir  que 
obren  en  nuestro  país  cuando  son  organizadas  según  la  ley  de  su 
nación  ;  y  también  se  puede  rehusar  su  reconocimiento  y  la  facul- 
tad de  que  ejerzan  sus  funciones  en  nuestro  Estado,  cuando  no 
se  han  organizado  según  la  ley  italiana.  Ambos  sistemas  están 
simultáneamente  en  vigor  entre  nosotros;  y  esto  depende  de  la 
variedad  de  las  convenciones  internacionales  celebradas  con  países 
diversos,  según  que  ellas  estaban  ó  no,  dispuestas  á  consentir 
en  la  reciprocidad.  En  el  primero  de  esos  sistemas  se  corre  el 
riesgo  de  permitir,  como  sucede  actualmente,  que  operen  en  el 
Estado  sociedades  constituidas  sobre  bases  menos  restrictivas,  ó 
si  se  quiere,  menos  prudentes  que  aquellas  en  que  se  funda  la 
organización  de  nuestras  sociedades.  Adoptando  el  segundo  sis- 
tema, se  opone  un  gran  obstáculo  al  desarrollo  del  comercio,  el 
cual  multiplica  todos  los  dias  sus  relaciones  internacionales  y  exige 
que  las  sociedades  de  un  Estado  puedan  ejercer  libremente  sus 
funciones  en  otro.  Debe  notarse  que  los  daños  provenientes  de 
reconocer  sin  condición  las  sociedades  constituidas  en  un  país 
«  estranjero  viene  disminuyéndose  gradnabnente;  porque  las  legis- 
«  laciones  de  los  Estados  sobre  materia  de  sociedudes,  se  aproximan 
«  cada  dia  mas,  y  en  la  actualidad,  todas  son  dirigidas  por  los  mis- 
<  mos  principios  fundamentales. 

»  El  ])royecto  belga  ha  adoptado  un  sistema  intermedio  que,  en 
»  mi  concepto,  evita  los  defectos  de  los  otros  dos  al  paso  que  reúne 
»  sus  ventajas;  y  yo  (|uisiera  que  en  conformidad  con  aquel  pro- 
»  yecto  se  adoptara  la  reglado  que  la  sociedad  mercantil  constituida 
»  en  un  país  extranjero  pudiese  obrar  libremente  y  presentarse  ante 
»  la  autoridad  del  Reino;  pero  que  aquellas  que  tuviesen  su  princi- 
»  pal    establecimiento  ó  ejerciesen    principalmente  su   industria   en 

(2)  Véase  en  el  Diario  de  Derecho  Internacional  Privado,  año  1877,  página 
881,  el  artículo  de  Namur,  catedrático  de  Lieja,  sobre  la  situación  de  las  socie- 
dades estranjeras  en  Bélgica. 
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»  Italia,  aunque  establecidas  en  un  país  extranjero,  estuviesen  ente- 
»  ramente  sujetas  á  la  ley  italiana.  Esto  me  parece  conforme  á  razón, 
y  ademas  se  evitaría  así  que  los  promotores  de  una  sociedad  que 
debe  vivir  y  obrar  en  el  Reino,  puedan  sustraerla  á  nuestra  ley  y 
colocarla  bajo  el  imperio  de  una  ley  extraña  con  solo  el  artificio  de 
celebrar  en  otro  Estado  el  acto  de  su  constitución. 
»  Por  último,  las  sociedades  que  tengan  su  principal  establecimiento 
ó  ejerzan  principalmente  su  industria  eu  un  país  extranjero,  cuando 
establezcan  en  el  Reino  su  asiento,  sucursales  ó  factorías  permanen- 
tes, deberán  sujetarse  á  nuestras  disposiciones  relativas  á  la  publi- 
cación de  los  actos,  estatutos,  cuentas  y  balances;  y  las  personas 
encar^radas  de  la  gestión  de  las  factorías,  sucursales  ó  asiento  prin- 
cipal, deberán  tener  con  respecto  á  un  tercero,  la  misma  respon- 
sabilidad á  que  son  ligados  los  administradores  de  sociedades 
italianas.  Así  la  sociedad  extranjera  que  ejerza  sus  operaciones 
en  Italia  estará  sujeta  á  la  ley  italiana  en  la  parte  mas  esencial  y 
en  acjuella  que  puede  serle  prácticamente  aplicable. 
«  La  Comisión  después  de  haber  considerado  esta  importante  me- 
«  moría,  aprobó  el  proyecto  que  sigue: 

>  1."    La  sociedad  constituida  en  país  extranjero  está   sujeta  á  las 

<  normas  y  formalidades  prescriptas  para  la  sociedad  nacional  y 
«  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  23,  si  tiene  en  el  Reino  su  asiento, 
«  un  establecimiento  ó  una  agencia  estable. 

>  2.'  Si  la  forma  es  diversa  de  las  indicadas  en  el  artículo  3.', 
«  se  observarán  las    formalidades    prescriptas   para  la   sociedad 

<  anónima. 

»  3."    Las  sociedades  extranjeras  que  tienen  algún  establecimiento 

<  en  otro  Estado  ó  lo  instituyen  después  de  haberse  organizado» 

<  deben  indicarlo,  en  el  primer  caso,  por  el  acto  de  su  publica- 
«  cion  y  en  el  segundo  por  acto  adicional  que  será  firmado  por  su 
«  representante. 

»  4.'  La  inobservancia  de  cualquiera  de  las  disposiciones  arriba 
«  expresadas,  ademas  de  producir  la  consecuencia  legal  sancio- 
«  nada  por  las  .sociedades  nacionales  hará  en  todo  caso  responsa- 

<  ble  de  todos  los  compromisos  sociales  á  sus  directores,  admi- 
«  nistradores  ó  perso ñeros.  » 

Los  precedentes  que  invoca  el  Doctor  Arenas,  en  la  parte  del 
informe  que  queda  transcrito,  nos  demuestra  que  son  dos  los  siste- 
mas que  se  han  presentado  para  solucionar  los  conflictos  de  legisla- 
ción á  que  pueden  dar  lugar,  en  el  Derecho  Internacional  Privado 
las  sociedades  ó  asociaciones  que  asumen  el  carácter  de  personas 
jurídicas. 

Según  el  primer  sistema,  las  sociedades  de  esa  naturaleza  no  tienen 
existencia  legal,  sino  en  el  país  en  que  están  domiciliadas,  ó  en  el 
cual  han  sido  constituidas.    Si  pretenden  ejercer  \\!ci<^^^  ^^  ^ws^^vk^^ 
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carácter  que  sean,  en  otro  E^stado,  es  necesario  que  se  radiquen  en  sq 
territorio,  se  ajusten  á  sus  leyes,  y  sean  también  reconocidas  como 
personas  jurídicas. 

Según  el  sistema  opuesto^  las  sociedades  que  asumen  el  carácter  de 
personas  jurídicas,  deben  tener  existencia  legal  en  todas  partes 
siempre  que  se  liayan  constituido  con  arreglo  á  las  leyes  de  su  do- 
micilio. 

Los  que  sostienen  esta  doctrina  aplican  á  las  sociedades  convertidas 
en  personas  jurídicas,  el  viejo  sistema  de  los  estatutos  y  arguyen  con 
que  la  capacidad  de  esa  clase  de  personas,  del  mismo  modo  que  la 
capacidad  déla  persona  natuml,  constituye  un  estatuto  personal;  que 
las  leyes  personales  siguen  ala  persona  á  todas  partes,  y  que  así  como 
se  reconoce  que  la  capacidad  déla  persona  privada  se  rige  por  la  ley 
de  su  domicilio,  del  mismo  modo  debe  establecerse  que  la  capacidad 
ó  la  existencia  legal  de  la  persona  jurídica  está  subordinada  exclusi- 
vamente á  la  ley  de  su  domicilio. 

Los  que  así  razonan,  no  tienen  presente  que  las  saciedades  ó  aso- 
ciaciones con  carácter  de  persona  jurídica  no  deben  su  existencia  á 
la  naturaleza  y  sí  á  la  voluntad  de  lf)s  asociados.  Olvidan  también 
que  la  voluntad  de  las  partes,  tratándose  de  la  constitución  de  la 
persona  jurídica,  está  limitada  por  principios  de  orden  público,  ó  de 
interés  general. 

Se  comprende  bien  que  si  los  principios  de  orden  público,  á  que  se 
subordinan  esas  sociedades,  son  idénticos  en  todos  los  territorios  en 
que  ejercen  su  comercio,  el  conflicto  desaparece:  pero  es  obvio  tam- 
bién, que  si  por  razones  de  interés  genenil  se  exigen  en  uu  Estado 
formalidades  y  requisitos  especiales  pa^'a  la  constitución  de  las  per- 
sonas jurídicas,  no  pueden  ser  admitidas  al  ejercicio  de  sus  funciones, 
sino  de  acuerdo  con  la  ley  del  territorio  en  que  pretenden  ejercer 
actos  comprendidos  en  el  objeto  de  su  institución. 

La  Comisión  no  ha  podido,  en  su  consecuencia,  adoptar  el  principio, 
según  el  cual,  la  persona  jurídica  constituida  en  ese  carácter  en  un 
país  tiene  personería  para  ejercitar  el  comercio  en  los  domas  Estados^ 
pero  al  mismo  tiempo  ha  pensado,  que  si  bien  no  puede  reconocerse 
capacidad  legí;!  en  una  sociedad  para  practicar  operaciones  comerciales 
en  un  país  en  que  no  ha  sido  reconocida  como  persíma  jurídica  con 
arreglo  á  sus  leyes,  nada  tienen  de  común  con  esos  actos,  a(]uellos  de 
carácter  puramente  civil  que  no  guardan  relación  alguna  (^ou  el  ob- 
jeto especial  de  su  institución. 

Las  sociedades  constituidas  en  personas  jurídicixs  en  un  Estado, 
pueden  demandar  á  cualquiera  de  sus  deudores  ante  los  tribunales 
de  los  otros  países,  perseguir  criminalmente  á  las  personas  que  come- 
ten delitos  contra  sus  bienes,  siempre  que  sus  tribunales  sean  compe- 
tentes para  conocer  del  juicio  respectivo.  Al  practicar  esos  actos 
ejercen  derechos  puramente  civiles,  en  las  mismas  condiciones  que 
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podrían  realizarlos  toda  clase  de  personas.  Los  tribunales,  ante  los 
cuales  ejercitan  esos  derechos,  reconocerán  su  personalidad,  si  están 
constituidas  según  la  legislación  vigente  en  su  domicilio, sin  exigir  que 
llenen  previamente  las  formalidades  prescriptas  por  la  Nación  ó  Es- 
tado en  que  ejercen  jurisdicción.  Con  la  sola  exhibición  de  sus 
estatutos  y  la  constancia  debidamente  legalizada  de  haber  sido  reco- 
nocida como  persona  jurídica  por  las  leyes  de  su  domicilio,  podrá  en 
los  casos  expresados  y  otros  análogos  gestionar  el  reconocimiento  de 
8u  personería,  al  solo  objeto  de  ejercitar  derechos  privados  que  no 
importan  la  ejecución  de  actos  comprendidos  en  los  tínes  de  su  insti- 
tución. Pero  si  la  última  hipótesis  se  realiza  —  si  lo  que  pretende 
ejercitar  la  persona  jurídica,  domiciliada  en  territorio  extranjero,  son 
actos  comprendidos  dentro  del  giro  de  sus  negocios,  entonces  ya  no 
solo  tendrá  la  autoridad  nacional  competente  el  derecho,  ó  mejor 
dicho,  el  deber  de  examinar  si  esa  personalidad  está  constituida  con 
arreglo  á  las  leyes  de  su  domicilio  y  que  sus  estatutos  no  alteran  ley 
alguna  de  orden  público,  sino  que  le  exigirá  ademas  que  se  consti- 
tuya previamente  como  tal  persona  jurídica,  sometiéndose  á  las  pres- 
cripciones legales  vigentes  para  todas  las  sociedades  de  su  especie  que 
operan  en  su  propio  territorio. 

Son  estos  los  principios  consignados  en  el  artículo  5.'  del  proyecto. 
Dice  así : 

«  Las  sociedades  ó  asociaciones  que  tengan  carácter  de  persona 
«  jurídica  se  regirán  por  las  leyes  del  país  de  su  domicilio ;  serán 
f  reconocidas  de  pleno  derecho  como  tales  en  los  Estados,  y  hábiles 

<  para  ejercitar  en  ellos  derechos  civiles  y  gestionar  su  reconoci- 
«  miento  ante  los  tribunales ;  pero   no    podrán   ejercer  operaciones 

<  comerciales  en  otros  Estados,  si  no  se  hiciesen  reconocer  previa- 
€  mente  en  ellos  como  personas  jurídicas,  llenando  los  requisitos 
t  establecidos  por  las  leyes  de  los  mismos.  > 

Las  demás  disposiciones  del  proyecto  son  de  detalle,  y  su  examen 
es,  por  lo  tanto,  del  resorte  de  la  discusión  particular. 

IIL 

No  son  de  menos  importancia  los  conflictos  á  que  puede  dar  lugar 
la  diversidad  de  legislaciones  en  materia  de  letras  de  cambio,  y  hay 
urgencia  en  solucionarlos  en  tanto  no  los  suprima  la  unidad  de  una 
ley  mercantil  internacional. 

La  Comisión  ha  aceptado  el  principio  admitido  por  la  generalidad 
de  los  tratadistas  y  el  que  establece  que  la  forma  del  giro,  del 
endoso,  de  la  aceptación  y  del  protesto  de  la  letra  de  cambio 
se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  respectivamente  se  realizan 
dichos  actos. 

Tal  vez  se  juzgue  que  esta  disposición  contradice  ahlettssxsNSiSJÍw^ 
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la  regla  consignada  en  el  Tratado  de  Derecho  Civil  Internacional, 
según  la  cual  los  actos  jurídicos  deben  regirse  por  la  ley  del 
lugar  en  que  se  cumplan  ó  ejecutan  y  no  pi^r  la  ley  del  país  en  que 
se  celebran. 

Podría  argüirse  con  que  debiendo  pagarse  la  letra  en  el  domicilio 
del  girado,  es  ese  domicilio  el  lugíir  del  cumplimiento  de  la  obliga- 
ción contraída  por  el  girador,  y  que  no  ha  tenido  en  cuenta  esa  cir- 
cunsüincia  el  artículo  27  del  proyecto  al  establecer  que:  «  el  giro,  el 
«  endoso,  la  aceptación  y  el  protesto  de  una  letra  de  cambio  deben 
«  ser  redactadas  según  la  ley  del  lugar  en  que  respectivamente  se 
<  realicen  dichos  actos.  > 

Aparentemente  el  argumento  tiene  alguna  fuerza  jurídica,  pero  un 
estudio  detenido  de  la  naturaleza  de  las  diversas  obligaciones  que 
contiene  una  letra  de  cambio,  nos  demuestra  que  mientras  el  girado 
no  ha  aceptado  la  letra,  el  lugar  del  cumplimiento  de  las  obligacio- 
nes contraidas  por  los  firmantes  de  la  letra,  es  respecto  del  girador, 
aquel  en  que  tuvo  lugar  el  giro,  y  respecto  del  endosante,  aquel  en 
que  se  verificó  el  endoso. 

En  puridad  de  verdad,  el  giro  de  una  letra  no  presume  en  manera 
alguna  la  existencia  de  un  contrato  entre  su  girador  y  el  presunto 
aceptante,  y  en  su  consecuencia  el  hecho  de  girarla  impone  al 
librador  la  obligación  de  pagarla  en  el  lugar  en  que  la  gira,  si 
no  la  acepta  el  girado  ó  no  la  paga  después  de  haberse  convertido 
en  aceptante,  y  entonces  puede  decirse  que  el  lugar  del  cumpli- 
miento de  la  obligación  es  aquel  en  que  se  hace  el  giro  con  rela- 
ción al  librador,  y  aquel  eu  que  se  verifica  el  endoso,  con  respecto 
al  endosante. 

En  resumen,  conteniendo  la  letra  obligaciones  distintas  y  separa- 
diis,  respecto  de  cada  categoría  de  firmante,  hay  que  localizarlas  en 
el  lugar  en  que  se  contraen,  porque  es  allí  donde  indefectiblemente 
deben  cumplirse.  La  prueba  de  ello  es,  que  si  el  girado  no  la  paga, 
ni  el  librador  ni  el  endosante  pueden  ser  demandados  en  el  lugar 
del  domicilio  del  girado,  y  sí  en  aquel  en  que  respectivamente  se 
ha  hecho  el  giro  y  el  endoso. 

Explicado  así  porque  se  ha  hecho  regir  la  forma  del  giro,  del 
endoso,  de  la  aceptación  y  del  protesto  por  la  ley  del  lugar  en  que 
respectivamente  se  realizan  dichos  actos,  se  extrañará  con  razón  qve 
no  se  haya  creido  justo  y  conveniente  subordinar  á  la  misma  réjala 
las  relaciones  jurídicas  que  ligan  á  todos  los  firmantes  de  1\  letra, 
independientemente  de  la  forma  en  que  ha  sido  otorgada. 

La  regla  consignada  respecto  á  la  ley  aplicable  á  la  forma  de  la 
letra  en  el  artículo  27,  ha  sido  modificada  por  el  artículo  28,  con  rela- 
ción á  las  obligaciones  á  que  están  sometidos  libradores,  endosan- 
tes, giradores  y  aceptantes,   en  los  siguiente^  términos: 

*  Las  relaciones  jurídicas  que  no  dependan  de  la  forma  eu  que  ha 
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sido  redactada  la  letra  entre  el  girador,  el  tomador  y  los  endosan- 
tes, se  rigen  por  la  ley  del  país  en  que  está  domiciliado  el  girador, 
en  la  época  en  que  se  hace  el  giro. 

«  En  su  consecuencia,  es  con  arreglo  á  esa  ley  que  deben  re- 
girse : 

<  1.'  Las  obligaciones  del  girador  hacia  el  tomador  en  todo  lo  rela- 
tivo á  la  provisión  de  fondos  y  á  las  acciones  que  contra  aquel 
puedan  ser  ejercitadas  en  el  caso  de  no  ser  pagada  la  letra  por  el 
girado. 

<  2.'  Las  obligaciones  del  endosante,  con  relación  á  su  cesionario 
y  los  pí»rtadores  subsiguientes  de  la  letra. 

«  3.'  Todo  lo  relativo  al  pago,  á  la  fijación  del  vencimiento,  á  los 
plazos  dentro  de  los  cuales  debe  el  portador  cumplir  sus  obliga- 
ciones y  recurrir  contra  el  girador  y  endosantes,  para  el  efecto 
de  saber  si  el  girador  puede  ó  no  oponer  la  excepción  de  que  la 
letm  está  perjudicada.  » 

La  razón  que  tuvo  la  Comisión  para  f(»rmular  en  estos  términos  el 
artículo,  fué  la  siguiente: 

Las  relaciones  jurídicas  que  ligan  al  girador  con  el  endosante  se 
determinan  por  la  ley  del  lugar  del  giro,  porque  es  en  ese  lugar 
donde  nace  la  obligaron  y  en  el  que  debe  al  mismo  tiempo  cum- 
plirse; pero  respecto  á  las  obligaciones  entre  endosantes  y  endo- 
satarios, la  Comisión  tuvo  en  cuenta  que  los  endosos  constituyen 
en  cierto  rriodo,  una  cesión  del  giro  hecho  por  el  librador;  y  en- 
tonces partiendo  del  principio,  comunmente  aceptado  en  la  ciencia 
y  en  la  legislación,  que  manda  regir  la  obligación  accesoria  por 
las  mismas  leyes  que  rigen  la  obligación  principal,  no  vaciló  en 
establecer  que  las  relaciones  jurídicas  entre  endosantes  y  endosata- 
rios deberían  ajustarse  á  las  leyes  que  rigen  el  giro.  Los  distinguidos 
colegas,  Doctores  Quintana  y  Vaca-Guzman,  observaron  el  artículo 
28  en  conferencia  privada,  notando  la  contradicción  que  á  su  juicio 
existía  entre  el  artículo  27  y  el  anterior.  Negaron  que  el  endoso 
importase  una  verdadera  cesión,  pues  que  no  es  tal  el  carácter  que 
le  da  el  Derecho  Comercial  moderno;  sostuvieron  por  el  contrario 
que  el  endosante  contraía  una  obligación  directa  y  principal,  inde- 
pendiente de  la  del  librador,  puesto  que  si  la  letra  no  era  aceptada 
6  no  se  pagaba  á  su  vencimiento,  podría  demandarse  al  endosante 
en  el  lugar  en  que  la  había  firmado,  y  no  en  aquel  en  que  había 
sido  girada. 

Estas  observaciones  presentadas  por  los  Doctores  Quintana  y 
Vaca-Guzman,  fueron  mas  tarde  confirmadas  por  los  Señores  Dele- 
gados de  Chile  y  Brasil,  y  ante  esta  conformidad  de  ideas  entre 
Plenipotenciarios  que  habían  disentido  en  la  discusión  del  Tratado 
de  Derecho  Civil,  la  Comisión  no  ha  tenido  inconveniente  en  re- 
tirar los  artículos  27  y  28  del  proyecto  y  sustitiiklc^^»  ^^«t  ^^^^^^í^^ 


V.   » 

El  contrato  de  fletamento  ha  sido  legislado,  en  sus  relaciones  con 
el  Derecho  Internacional  Privado,  salvando  dificultades  análogas  á 
las  que  se  presentan  en  los  contratos  de  seguros  marítimos. 

Los  contratos  de  esa  naturaleza  no  tienen  un  lugar  preciso  de 
ejecución.  Principia  ésta  desde  el  momento  en  que  se  entregan  las 
mercaderías,  se  continúa  en  el  curso  del  viaje  y  termina  en  el  día 
en  quci  se  reciben  aquellas  en  el  puerto  de   descarga. 

Si,  pues,  la  Comisión  hubiese  establecido  que  el  contrato  de  fle- 
tamento se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  se  ejecuta  ó  produce 
sus  efectos,  de  acuerdo  con  los  principios  que  rigen  en  materia  civil 
respecto  á  los  actos  jurídicos,  habría  en  realidad  declarado  aplicables 
leyes  diversas  á  un  misino  contrato,  desde  que  pueden  ser  múltiples 
los  territorios  marítimos  en  que  navegue  el  buque  fletado,  y  estar 
sometido  en  el  curso  del  viaje  á  distintas  soberanías. 

La  Comisión  ha  creido,  pues,  no  proceder  en  contradicción  con 
los  principios  ya  sancionados  en  materia  civil,  al  prescribir  (|ue  el 
contrato  (le  fletamento  se  rige  y  juzga  por  las  leyes  y  tribunales  del 
país  en  que  está  domiciliada  la  agencia  marítima  con  la  cual  ha 
contratado  el  fletador. 

Los  conflictos  de  legislación,  á  que  pueden  dar  lugar  los  presta- 
mos á  la  gruesa,  han  sido  solucionados,  teniendo  también  en  cuenta 
la  especialidad  de  toda  clase  de  contratos  que  recaen  ó  se  relacio- 
nan con  los  riesgos  del  trasporte  marítimo.  El  buque  y  la  carga 
sobre  que  puede  recaer  el  préstamo,  atraviesa  en  la  generalidad 
de  los  casos  distintos  territorios,  y  no  es  posible  prever  de  antemano 
el  territorio  jurisdiccional  donde  deben  ocurrir  los  daños  de  mar, 
para  subordinar  a  las  leyes  del  soberano  de  ese  territorio  la  solución 
de  las  cuestiones  que  suijan  entre  el  dador  y  los  interesados  en 
la  carga  y  el  buque.  No  se  trata,  por  otra  parte,  de  legislar  sobre 
actos  jurídicos  que  se  producen  sin  convención,  único  caso  en  que 
el  lugar  en  que  ocurren  les  impone  su  ley,  de  acuerdo  con  el 
principio  sancionado  en  materia  civil  y  según  el  cual,  las  obliga- 
ciones que  proceden  de  un  acto  lícito  ó  ilícito  del  hombre  y  que  se 
producen  sin  convención,  se  rigen  por  las  leyes  del  país  en  que 
esos  actos  se  practican.  El  préstamo  á  la  gruesa  se  relaciona  direc- 
tamente con  el  derecho  de  las  obligaciones  de  carácter  convencional, 
y  por  esta  razón  hay  que  subordinar  las  responsabilidades  contrai- 
das, á  la  voluntad  expresa  ó  presunta  de  los  contrayentes.  Cómelos 
riesgos  de  mar  que  pueden  ó  no  ocurrir  en  el  curso  del  viaje,  han 
sido  previstos  al  celebrar  el  contrato,  la  Comisión  ha  establecido 
en  el  artículo  17  del  proyecto,  que  el  contrato  de  préstamo  á  la 
gruesa  se  rige  por   la  ley  del  país  en  que  se  verifica,  el  que  por 
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lo  regular,  coincidirá  con  el  lugar  eo  que  el  dinero  ó  los  efectos 
son  entregados  al  tomador,  en  cumplimiento  de  las  obligaciones 
contraidas    por  el  dador  de  aquellos. 

Pero  si  la  ley  del  )ugar  en  que  el  préstamo  se  realiza,  es  de 
justa  y  conveniente  aplicación  cuando  se  considera  el  contrato  en 
sí  mismo,  pierde  toda  su  eficacia  para  el  caso  en  que  se  trata  de 
graHuar  las  preferencias  ó  privilegios  que  pueden  favorecer  á  los 
diversos  préstamos  que  gravan  el  buque  ó  la  carga,  ó  uno  y  otro 
á  la  vez.  Como  esos  préstamos  pueden  haberse  realizado  en  distin- 
tos territorios  jurisdiccionales,  no  podría  librarse  la  solución  del 
conflicto  á  la  ley  del  país  en  que  se  hace  el  préstamo  sin  que  el 
■caso  sub-judice  quedase  sujeto  á  diversas  leyes,  en  tanto  que  e^ 
evidente  que  toda  cuestión  de  prioridad  de  privilegios  reclámala 
mas  completíi  unidad  en  la  ley  destinada  á  establecerla.  Antes  de 
■dar  solución  rl  problema  que  se  presentaba  con  dificultades,  á  pri- 
mera vista  insalvables,  la  Comisión  se  preocupó  de  hacerse  cargo 
<le  las  divergencias  que  podrían  existir  con  respecto  ala  graduación 
de  esa  clase  de  privilegios  en  las  leyes  mercantiles  de  las  Naciones, 
y  pudo  convencerse  que  ese  punto  estaba  legislado  uniformemente 
en  todos  los  Códigos  de  Comercio,  no  solo  de  los  Estados  Contra- 
tantes, sino  aún  en  los  de  aquellos  que  pudieran  adherirse  mas 
tarde  á  los  Tratados  que  quedasen  sancionados  en  este  Congreso. 
En  este  sentido  el  artículo  18  del  proyecto  no  resuelve  en  realidad 
ningún  conflicto  eventual,  sino  que  se  limita  á  reproducir  reglas 
jurídicas  que  son  de  legislación  universal  en  el  Derecho  Mercantil 
de  las  Naciones  al  establecer: 

«1.**  Que  las  sumas  tomadas  á  la  gruesa  para  las  necesidades  del 
«último  viaje,  tienen  preferencia  en  el  pago  á  las  deudas  contrai- 
-«das  para  la  construcción  ó  compra  del  buque,  y  al  dinero  tomado 
-«á  la  gruesa  en  un   viaje  anterior. 

<2.'*  Que  los  préstamos  hechos  durante  el  viaje  serán  preferidos 
<á  los  que  se  hiciesen  antes  de  la  salida  del  buque,  y  si  fuesen 
<  muchos  los  préstamos  tomados  en  el  curso  del  mismo,  se  gra- 
«duará  entre  ellos  la  preferencia,  por  el  orden  contrario  de  sus 
< fechas,  prefiriéndose  el   que  sigue  al  que  precede. 

« 3.'  Que  lf>s  préstamos  contraidos  en  el  mismo  puerto  de  an-i- 
«bada  forzosa  y  durante  la  misma  e.stancia,  entrarán  en  concurso 
•«y  serán  pagados  á  prorata. > 


VI 

Solo  me  he  ocupado  en  el  curso  de  este  Informe  de  aquella  cla<e 
<le  actos  jurídicos  á  que  dan  origen  las  obligaciones  de  naturaleza 
•convencional.    Debo  tomar  ahora  en  considei ación  ciertos  i^^^%^\^ 
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se  relacionan  con  el  comercio  marítimo  y  que  producen  responsa- 
bilidades para  aquellos  que  los  practican,  sin  que  intervenga  conven- 
ción alguna. 

Entre  esa  clase  de  actos,  se  ocupa  el  proyecto  en  primer  término 
de  los  choques  y  abordajes  de  buques. 

Han  servido  también  de  base  á  este  título  las  disposiciones  corre- 
lativas del  Tratado  de  Derecho  Civil  Internacional.  Según  el 
artículo  27  los  buques  se  consideran  situados  en  el  lugar  de  su 
matrícula,  cuando  se  encuentran  en  aguas  no  jurisdiccionales,  y  en 
caso  contrario  tienen  que  reconocer  y  acatar  el  dominio  eminente 
del  soberano  del  territorio  marítimo  en  que  se  encuentren.  También 
el  artículo  38  prescribe  «que  las  obligaciones  que  nacen  sin  con- 
vención, se  rigen  por  la  ley  del  lugar  donde  se  produjo  el  hecho 
lícito  ó  ilícito  de  que  proceden.»  Tratándose  de  lus  choques  ó  abor- 
dajeS;  hay  que  tener  en  cuenta  el  territorio  marítimo  en  que  los 
buques  se  encontraban  cuando  se  produjo  el  accidente  de  mar;  de 
otm  manem  no  habría  base  de  aplicación  al  principie»  que  establece, 
que  «las  obligaciones  que  nacen  sin  convención  se  ri^^en  por  la  ley 
»del  lugar  donde  se  produjo  el  hecho  lícito  ó  ilícito  que  les  dá 
»  origen.  » 

De  acuerdo  con  ese  principio,  el  artículo  12  del  proyecto  de 
Tratado  en  discusión,  establece  que  los  choques  y  abordajes  de 
buques  se  rigen  por  la  ley  del  país  en  que  se  producen,  y  quedan 
sometidos  á  la  jurisdicción  de  sus  tribunales. 

Pero  se  comprende  bien  que  tales  accidentes  pueden  tener  lugar 
en  aguas  neutrales  y  entonces,  como  no  hay  ley  territorial  que 
aplicar,  la  ley  del  pabellón  tiene  que  prevalecer  en  absoluto,  porque 
es  la  Nación  á  que  el  buque  pertenece  la  que,  por  punto  general, 
ejerce  jurisdicción  sobre  la  nave  que  cruza  aguas,  no  comprendidas 
en  el  territorio  marítimo  de  uno  ó  mas  Estados.  Como  consecuen- 
cia de  estas  premisas,  el  artículo  13  del  proyecto  prescribe  que  «  si 
los  choques  ó  abordajes  tienen  lugar  en  aguas  neutrales,  se  regimn  por 
la  ley  de  la  Nación  á  que  pertenece  el  pabellón  del  buque. >  No 
estaba,  sin  embargo,  todo  resuelto  con  la  sola  consignación  de  estas 
reglas. 

Los  choques  y  abordajes  pueden  ocurrir  entre  buques  matricula 
dos  en  distintos  países,  y  en  tal  caso,  no  era  posible  librar  la  solución 
del  conflicto  á  la  ley  del  pabellón  de  los  buques,  porque  eso  impor- 
taría dirimirlo  con  sujeción  á  leyes  d'stintas  y  que  podrían  conté 
ner  soluciones  contradictorias. 

La  Comisión  no  ha  encontrado  otro  expediente  que  salve  mayores 
dificultades,  que  solucionar  el  conflicto  de  la  manera  que  lo  hace  el 
inciso  2."  del  artículo  13,  en  cuanto  establece,  que  si  los  buques 
que  chocan  ó  se  abordan  llevan  distinta  bandera,  regirá  la  ley  del 
Estado  mas  favorable  al  que  resulte  culpable  del  choque  ó  que  le 
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dé   el    carácter    de    un    hecho  producido  por    fuerza  mayor  ó  caso 
fortuito. 

No  pudiendo  regirse  un  mismo  acto  jurídico  por  leyes  diversas, 
nCiL^a  mas  justo  que  aplicar  al  caso  sub-judice  la  ley  mas  fiívorable 
al  demandado.    Ese  es  el  espíritu  del  inciso  2.'  del  artículo  13. 

Se  ocupa  tíimbien  el  proyecto  con  bastante  detención  de  los  acci- 
dentes de  mar  que  el  Derecho  Comercial  Marítimo  califica  de  ave- 
rías, y  los  que  constituyen  también  actos  lícitos  ó  ilícitos  que  se 
producen  sin  convención. 

Como  se  sabe,  según  la  ley  mercantil,  esas  averías  son  de  dos 
clases — gruesas  ó  comunes  y  particulares. 

Las  averías  comunes  que  tienen  lugar  en  el  curso  del  viaje,  están 
todas  relacionadas  unas  con  otras,  como  que  son  actos  que  se  prac- 
tican voluntariamente  con  el  objeto  de  salvar  la  carga  y  el  buque. 
El  juicio  de  averías  gruesas  tiene  por  lo  tanto  que  ser  único,  sin 
que  en  ningún  caso  sea  posible  regirlo  por  leyes  distintas. 

Si  aplicásemos  á  las  averías  gruesas  ó  comunes  la  ley  territorial 
es  decir,  la  ley  del  lugar  en  que  se  producen,  resultaría  que  pasando 
el  buque  en  el  curso  del  viaje  por  distintos  territorios,  tendríanios 
en  vez  de  la  unidad  de  legislación,  la  aplicación  de  tantas  leyes 
cuantas  fuesen  los  territorios  jurisdiccionales  en  que  han  ocurrido 
los  daños  ó  riesgos  de  mar. 

Es  para  evitar  esa  dificultad,  que  el  artículo  22  prescribe  que  las 
averías  que  el  Derecho  Comercial  dení»mina  gruesas  ó  comunes,  se 
rigen  por  la  ley  de  la  Nación  á  que  pertenece  la  bandera  del 
buque  en  que  han  ocurrido. 

Debe  tenerse  en  cuenta  también  que  todo  lo  que  se  relaciona  con 
las  averías  gruesas  ó  comunes,  está  íntimamente  ligado  con  las 
obligaciones  que  la  ley  mercantil  impone  á  las  personas  á  quienes 
compete  la  dirección  y  gobierno  de  la  nave,  y  las  que  se  determi- 
nan por  punto  general,  según  doctrina  uniforme  en  el  Derecho  Inter- 
nacional Marítimo,  oor  la  ley  del  país  en  que  el  buque  está  matri- 
culado, y  es  esta  una  razón  mas,  para  que  reconozcamos  la  justicia 
del  principio  que  manda  regir  las  averías  gruesas  ó  comunes  por 
la  ley  de  la  bandera  de  la  nave  en  que  se  han  producido. 

Respecto  á  las  averías  que  no  revisten  el  carácter  de  gruesas. ó 
comunes,  no  había  por  que  aceptar  una  disposición  análoga.  Las 
averías  particulares — el  nombre  lo  dice, — se  refieren  á  daños  que 
solo  afectan  á  la  carga  que  las  sufre,  y  tienen  que  figurar  siempre 
como  efectos  ó  consecuencias  eventuales  del  contrato  de  fletamento. 

Es  por  eso  qu'*,  el  artículo  23  declara:  que  las  averías  particulares 
se  rigen  por  la  ley  aplicable  al  contrato  de  fletamento  de  las  mer- 
caderías que  las  sufren. 

No  quisiera,  Señor  Presidente,  abusar  de  la  benevolencia  con  que 
ha  escuchado  el  Honorable  Congreso  la  estensa  exposlcvaxs.  ^<^  \ív^*^- 


X^\J  J^ 


vos  que  he  creído  deber  formular  en  desempeño  de  mi  cometido. 
Todavía  el  título  De  los  Falencias  reclama,  por  su  importancia,  una 
atención  especial,  y  tengo  que  relacionar  antecedentes  y  abundar 
en  consideraciones  jurídicas  que  justifican,  á  mi  juicio,  la  doctrina 
que  sustenta  el  proyecto  de  la  Comisión. 

Por  mi  parte  podría,  sin  inconveniente  alguno,  continuar  en  el 
uso  de  la  palabra,  pero  en  el  temor  de  que  mis  distinguidos  colegas 
se  encuentren  fatigados,  propongo  que  la  Sesión  se  suspenda  por 
algunos  momentos. 

El  Señor  Presidente.  Si  el  Señor  Plenipontenciario  no  desea  tener 
un  poco  de  descanso,  podríamos  continuar. 

El  Señor  Doctor  Ramírez.  Perfectamente. 


VIL 


Bajo  la  expresión,  «unidad  y  pluralidad  de  las  quiebras»  se 
designa  los  dos  sistemas  que  pretenden,  tanto  en  -^1  dominio  de  la 
ciencia,  como  en  el  campo  de  la  legislación  positiva,  soluci'>nar 
las  cuestiones  á  que  dá  lugar  el  juicio  de  quiebras,  en  sus  relaciones 
con  el  Derecho  Internacional  Privado. 

De  estas  dos  tesis,  el  tratadista  francés  Edmundo  Thaller,  la  que 
preconiza  la  unidad  de  las  quiebras  parece,  á  primera  vista,  la  mas 
práctica  y  sensata.  Un  solo  agente  como  director  superior  de  la 
liquidación  de  todos  los  bienes  y  un  solo  tribunal  de  vigilancia, 
sea  cual  sea  f^\  punto  del  globo  en  que  se  produzca  aquella.  Esta 
opinión,  agrega  el  mismo  autor,  tiene  en  su  favor  numerosos  y 
entusiastas  partidarios.  La  jurisprudencia  italiana  se  ha  esforzado 
en  darle  elementos  de  justificación  histórica  y  los  jurisconsultos 
de  la  península,  Carie,  Fiore  y  Norsa  se  han  coutraido  á  propi- 
ciarle un  éxito  completo.  Se  encuentran  también  en  la  juris- 
{)rudencia  belga  algunas  decisiones  importantes  que  le  dan  razón. 
En  Francia  no  ha  logrado  provocar  hasta  el  presente  (1887)  un 
movimiento  serio  de  opinión  en  su  favor,  nuestros  tribunales  se 
inclinan  mas  bien  á  rechazarla,  aunque  es  casi  imposible  precisar 
la  regla  en  que  se  apoyan.  En  realidad  la  jurisprudencia  francesa 
alterna,  según  las  circunstancias,  entre  dos  prácticas  contmrias. 
Esa  vacilacior  no  tiene  otra  causa  que  el  deseo  de  no  romper 
abiertamente  con  las  dos  doctrinas  que  se  presentan  como  antité- 
ticas.  Unas  veces  nuestros  magistrados  abren  una  nueva  quiebra 
sin  tener  en  cuenta  aquella  que  ha  sido  declarada  con  anterioridad 
por  un  tribunal  de  otro  Estado,  lo  que  importa  desconocer  la  influen- 
cia de  la  declaración  de  quiebra  dictada  por  un  tribunal  extranjero. 
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En  otros  casos  conceden  el  exequátur,  á  pedido  del  síndico^ 
precedentemente  nombrado  en  otro  país  y  reconocen  el  carácter 
universal  de  la  quiebra,  tal  como  lo  achunanlos  jurisoonsaltos  italianos. 
En  Alemania,  si  es  ci«írto  que  la  doctrina  unitaria  se  presentaba  abona- 
da con  la  imponente  autoridad  de  Savigny,  ha  perdido  mucho  terrena 
desde  1877.  Mucho  antes  de  que  el  Código  General  hubiese  legis- 
lado sobre  la  materia,  la  ley  prusiana  de  1855  se  había  pronun- 
ciado en  sentido  contrario,  y  la  Corte  Suprema  de  Leipzig  le  había 
dado  un  desmentido  categórico.  De  hecho,  el  problema  no  se  plan, 
teó  en  los  mismos  términos  con  que  se  encaraba  en  la  época  en  que 
escribía  Savigny.  El  célebre  Romanista,  testigo  del  desmembra- 
miento de  la  soberanía,  en  el  interior  de  Alemania,  procedía  como 
partidario  de  la  uuidad  nacional  de  su  patria,  cuando  se  esforzaba 
en  comprender  en  una  sola  quiebra  los  valorea  del  deudor  disemi- 
nados en  los  diversos  Estados  de  la  Confederación.  La  r^A'olucion 
política  operada  por  la  Prusia  ha  permitido  conseguir  con  mas 
certeza  el  resultado  que  buscaban  los  publicistas  y  los  autores. 

Tal  es  el  estado  en  que  se  encuentra  la  cuestión  de  la  unidad  y 
pluralidad  de  las  quiebras  en  el  dominio  de  la  legislación  positivas 
y  no  hay  duda  alguna  que  esa  indecisión  en  la  aplicación  de  los 
principios  vigentes  en  la  materia,  acusa  deficiencias  fundaméntale, 
en  una  y  otra  doctrina.  No  contribuye,  por  cierto,  á  facilitar  la 
solución  del  problema  el  sistema  adoptado  por  la  Inglaterra  y  los 
Estados  Unidos  de  América,  y  según  el  cual,  la  quiebra  será  una 
sola  ó  habrá  tantas  como  bienes  radicados  en  diversos  territorios» 
según  sean  aquellos  muebles  ó  raíces.  Según  ese  sistema,  los  bie- 
nes muebles,  cualquiera  que  sea  el  país  en  que  estén  ubicados,  se 
consideran  comprendidos  en  la  quiebra  declarada  en  el  domicilio 
comercial  del  fallido,  y  por  el  contrario  los  bienes  raíces  determinan 
la  constitución  de  tantas  quiebras  cuantos  sean  los  territorios  en 
que  se  enctientran  diseminados.  Si  f^n  materia  civil  es  inadmisible 
la  distinción  entre  bienes  muebles  é  inmuebles,  como  motivo 
determinante  para  aplicar  leyes  diversas,  con  mayor  razón  tiene» 
que  ser  abandonada  en  el  Derecho  Comercial  Internacional,  en 
el  que  la  propiedad  mueble  desempeña  un  papel  tan  importante. 
Si  la  unidad  de  la  quiebra  es  un  principio  justo  de  solución 
de  la  materia,  en  el  Derecho  Internacional  Privado,  su  aplicación 
se  impone  sin  distinción  de  ningún  género,  y  si  por  el  contrario 
es  la  pluralidad  de  concursos  el  único  sistema  aceptable,  caen  bajo 
sus  conclusiones  todos  los  bienes  del  fallido  de  cualquier  naturaleza 
que  sean. 

El  proyecto  de  Tratado  que  está  á  la  consideración  del  Honorable 
Congreso,  al  ocuparse  de  las  falencias,  en  su  título  final,  se  aparta 
tanto  del    sistema   de  la  unidad    como  del  de  Va.  \\\vw^\.^^^  ^^Ns^a. 
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quiebnis,   tales   como  han  sido  expuestos  por  los  defeusores  de  una 
y  otra  doctrina. 

Pascual  Fiore,  en  su  Tratado  especial  sobre  las  falencias,  según  el 
Derecho  Internacional  Privado,  sosteniendo  las  doctrinas  de  la  escuela 
italiana,  que  puede  decirse,  constituyen  el  tipo  del  sistema  de  la 
unidad  de  las  quiebras,  reasume  sus  conclusiones  en  los  siguientes 
términos : 

<  Al  dar  fin  á  nuestras  investit^aciones,  conviene  reasumir  sus 
«  resultados. 

<  lie  aquí  nuestras  principales  conclusiones. 

<  1.**    No    debe  hacerse   diferencia  alguna   entre    nacionales  y 

<  extranjeros,  en  cuanto  al  goce  de  las  ventajas  que  se  derivan  de 
«  las  leyes  que  rigen  el  comercio.  > 

«  2.**  El  tribunal  del  domicilio  comercial  es  competente  para 
«  declarar  la  quiebra  de  un  extranjero  y  resolver  todas  las  inciden- 
«  cias  que  provienen  de  la  cesación  de  pagos.     Solatne^Ue  efi  el  caso 

<  en  que  los  establecimienioo  comerciales  fuesen  distintos  y  separcuií^y 
«  será  competente  rada  uno  de  los  tribunales  del  país  en  que  aquellos 
«  estuviesen  radicados,  > 

<  3/  El  juicio  declarativo  de  quiebra  que  causa  ejecutoria 
«  deberá  ser  válido    ante  los   tribunales    de    todos    los  países  para 

<  constatar  la  época  de  la  cesación  de  pagos,  y  tener  en  todas  partes 
«  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada  é  impedir  que  los  acreedores 
«  puedan  eludir  sus  efectos  por  medio  de  sus  acciones  indivi- 
«  duales. 

«  4/  El  juicio  de  quiebra,  aunque  la  teoría  sostenida  por  los 
«  autores  y  la  jurisprudencia  sean  diferentes,  debería  comprender  to- 
«  dos  los  bienes  del  fallido,  en  cualquier  parte  en  que  se  encontrasen, 
«  siempre  que  ello  no  afecte  al  (lerecho  público  y  á  la  soberanía 
«  territorial  del  Estado  en  que  esos  bienes  están  situados. 

«  5.**  La  autoridad  de  los  síndicos  debería  considerarse  como  deíi- 
«  nitivameute  establecida  por  la  ley  del  país  que  ha  declarado  la 
«  quiebra, y  antes  de  que  sea  declarado  ejecutorio  el  fallo  respectivo, 

<  deberían  ser  admitidos  en  todas  partes  á  ejercer  las  funciones  que 
«  invisten. 

«  f)."    Todos  los  acreedores  indistintamente  nacionales  y  extranje- 

<  ros,  deberían  verificar  sus  créditos  ante  el  tribunal  que  ha  decla- 
«  rado  la  quiebra. 

«  7."     El  concordato  debería  obligar  á  todos  los  acreedores,  naciona- 

<  les  y  extranjeros,  según  las  reglas  establecidas  por  la  ley  del  país 
«  en  que  la  quiebra  ha  sido  declarada,  siempre  que  la  autoridad  que 

<  ha  homologado  el  concordato  sea  competente,  y  que  el  acto  mismo 

<  no  contenga  disposiciones  contrarias  al  Derecho  Público  del  país  en 

<  que  se  trata  de  hacerle  producir  sus  efectos. 

«  8."    Los   privilegios  sobre  los  bienes  del  fallido,  adquiridos  antes 
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<  de  la  declaración  de  quiebra,  segiin  la  ley  rei  sitae  deberían  respe- 
*  tarse,  aún  cuando  las  cosas  hubiesen  sido  trasportadas  al  domicilio 
«  del  fallido. 

«  9/    Las  hipotecas  convencionales,  legales  ó  judiciales,  adquiridas 

<  según  la  ley  rei  sitse,  deberían  respetarse. 

<  10.    El  mismo  tribunal  que  ha  declarado  la  quiebra,  es  el  único 

<  competente  para  la  rehabilitación  del  fallido,  sin  hacerse  distinción 

<  entre  nacionales  y  extranjeros.  > 

En  el  sentido  de  la  unidad  délas  quiebras,  se  pronunció  también  el 

Congreso  Jurídico  reunido  en  Turin,  en  Setiembre  de  1880. 
Ese  Congreso  fué  presidido  por  el  eminente  publicista  Mancini,  y 

concurrieron  á  él  jurisconsultos  de  nota,    y  entre  ellos  gran  número 

de  juristas  italianos. 

El  Congreso  formuló,  con  respecto  á  la   materia  de  las  quiebras, 

las  siguientes  conclusiones: 

«  Considerando  que  el  interés  del  comercio  exige  que  los  efectos 
del  estado  de  quiebra  no  queden  restringidos  al  territorio  de  un 
solo  país,  sino  que  sean  extendidos  al  mayor  número  posible  de  los 
paises  civilizados ; 

«  Que  la  diversidad  actual  de  legislaciones  sobre  la  quiebra  hace 
difícil  la  formación  de  una  ley  única  internacional ; 
«  Es  de  parecer,  ala  vez  que  hace  votos  porque  llegue  á  regir  una 
legislación  común  sobre  la  materia,  que  conviene  por  el  momento 
aceptar  el  sistema  de  una  ó  muchas  convenciones  internacionales. 
«  Las  bases  esenciales  de  estas  convenciones  serían  las  siguientes: 
«  1.'  Es  competente  para  declarar  la  quiebra  y  continuar  el  proce- 
dimiento hasta  su  terminación,  el  tribunal  del  país  en  que  el  comer- 
ciante tiene  su  principal  establecimiento  comercial. 

«  2."  La  declaración  de  quiebra  y  los  demás  juicios  pronunciados 
durante  su  procedimiento  tendrán  en  el  territorio  de  los  Estados 
Contratantes,  el  mismo  valor  que  en  el  Estado  en  que  han  sido 
pronunciados,  y  podrán  dar  lugar  á  medidas  conservatorias  de  ur- 
gencia y  administración,  á  condición  de  ser  hechas  públicas  confor- 
me al  artículo  5.*,  letra  a. 

<  Cuando  en  virtud  de  estos  fallos  hubiese  que  procederse  ejecuti- 
vamente en  otro  Elstado,  se  deberó  obtener  primero  una  orden  de 
pareutis  de  la  autoridad  del  Estado  en  que  se  intenta  hacer  efectiva 
la  autoridad  de  esos  fallos. 

«  Esta  autoridad  será  designada  en  el  Tratado  y  no  podrá  rehusar 
el  pareatisy  sino  en  los  dds  casos  siguientes : 

€  (a)  Cuando  el  fallo  haya  sido  dado  por  un  tribunal  incouapeten" 
te,  según  las  reglas  del  artículo  1'. 

<  (b)  Cuando  el  juicio  no  cause  ejecutoria  en  el  país  en  que  ha 
sido  pronunciado. 
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c  El  pareaiis  será  susceptible  de  oposición  por  la  vía  conteDciasa 

<  pero  esa  oposición  no  tendrá  efecto  suspensivo. 

c  3.*  Las  restricciones  á  la  capacidad  del  follido,  el  nombramieDto 
y  |)oderes  de  los  adniinistrtidores  de  la  quiebra,  la  admisibilidad, 
la  formación  y  los  efectos  del  concordato,  la  liquidación  y  la  repar- 
tición del  activo  entre  todos  los  acreedores,  nacionales  y  extranjeros, 
se  rej^irá  por  la  ley  del  lugar  en  que  se  ha  hecho  la  declaración 
de  quiebra. 

€  4.*  Los  derechos  reales  y  los  de  preferencia  por  hipotecas,  pri- 
vilegios y  pren(las,'los  derechos  de  reivindicación,  etc.,  sobre  los 
bienes  muebles  é  inmuebles  del  fallido,  serán  regidos  por  la  ley 
del  lugar  de  la  situación  de  cso<?  derechos. 

«  Corresponde  al  Tratado  Internacional  determinar  de  una  manera 
precisa  el  tribunal  competente  para  juzgar  el  proceso  á  que  déo 
lugar  los  derechos  mencionados. 

«  5.*    Se  introducirán  disposiciones  especiales  en  el  Tratado : 
«  (a)    Para  reglamentar  las  medidas  que  deben  tomarse,  á  fin  de 
que  los  fallos  pronunciados  en  uno  de  los  Estados   Contratantes  pue- 
dan ser  con(»cidos  en  los  otros  Estados. 

«  (b)  Para  determinar  las  relaciones  respectivas  de  las  autorida- 
des judiciales  de  los  diversos  Estados  Contratantes,  en  lo  tocante  á 
la  ejecución  del  Tratado. 

«  El  Tratado  podrá  restringirse,  por  ahora,  á  la  quiebra  de  los 
comerciantes,  y  las  leyes  de  los  diversos  Estados  rcgirón  relativa- 
mente á  la  insolvabilidad  de  los  no  comerciantes. 
«  Del  mismo  modo,  no  se  hará  derogación  alguna  á  las  reglas 
sobre  la  acción  penal,  en  caso  de  bancarrota  y  respecto  á  las  dis- 
dis[)Osiciones  de  los  tratados  de  extradición.  » 
Estas  conclusiones  á  que  llegó  el  Congreso  de  Turin,  tuvieron 
por  antecedente  un  informe  del  jurisconsulto  italiano  Carie;  y  tiene 
l)Or  consiguiente,  especial  importancia  conocer  los  principios  de 
que  partía  el  Miembro  Informante  para  aconsejar  á  aquel  Congreso 
la  sanción  del  sistema  de  la  unidad  de  la  quiebra. 

«  La  quiebra,  dice  ese  tratadista,  no  es  sino  la  aplicación  práctica 

<  de  este  principio  de  razón  universal,  según  el  cual  todos  los  bienes 

<  del  deudor  son  la  garantía  común  de  los  acreedores.  La  ley  de  la 
f  quiebra  es  la  igualdad  de  condición  para  todos  los  acreedores. 
«  Aunque  la  fortuna  del  deudor  común  esté  diseminada  en  diversos 
f  países,  y  sus  obligaciones  puedan  haber  nacido  ó  deban  ejecutarse 
«  en  Estados  diferentes,  existe,  sin  embargo,  un  centro  al  cual  se 
«  refieren  todos  sus  créditos  y  todas  sus  obligaciones,  y  este  es 
«  su  domicilio,  es  decir,  el  lugar  en  que  tiene  su  principal  estableci- 

<  miento.  > 

<  Desde  que  cae  en  (piiebra,   todas   las  jurisdicciones  especiales 

<  ceden  el  paso  á  una  sola  —  la  del  domicilio.     Establecido  el  prin- 
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cipio  de  la  unidad  de  jurisdicción,  veamos  si  hay  razón  para  apar- 
tarse de  él.  1.*  Cuando  los  bienes  del  fallido  se  encuentren  en 
países  diferent*^.  2.*  Cuando  sus  acreedores  son  de  distinta  nacio- 
nalidad. 3.'  En  fín,  cuando  el  fallido  tiene  dos  ó  mas  estableci- 
mientos comerciales,  situados  uno  en  su  propio  país  y  otros  ú  otros 
en  el  extranjero.  > 

«  Desde  el  momento  en  que  el  deudor,  al  obligarse,  sabe  que  todos 
sus  bienes  deben  ser  una  garantía  para  su  acreedor,  es  absurdo 
hacer  del  patrimonio  único  del  deudor  tantos  patrimonios  distintos 
como  hay  Estados  con  bienes  del  fallido.  La  nacionalidad  de  los 
acreedores  del  mismo  modo  que  su  domicilio,  no  debe  ejercer 
influencia  alguna  sobre  un  estado  de  cosas  tan  especial,  en  que  la 
persona  del  fallido  es  sustituida  por  un  ser  moral,  es  decir,  por  la 
masa  de  sus  acreedores.  Cuando  dos  establecimientos  pertenecen 
al  mismo  individuo,  tienen  á  menudo  un  lazo  de  dependencia  que 
l«»s  une  —  uno  es  casa  central  y  el  otro  sucursal.  > 
«  ¿No  existe  algo  de  exorbitante  en  pretender  que  dos  casas  de 
comercio,  dirigidas  en  nombre  y  por  cuenta  del  mismo  individuo 
ó  bajo  la  misma  razón  social,  tienen  una  existencia  bastante  sepa- 
rada, para  que  una  pueda  caer  en  quiebra,  sin  arrastrar  á  la 
otra  ?  > 

«  Sin  embargo,  puede  suceder  que  los  dos  comercios  estén  de  tal 
modo  separados,  que  los  acreedores  respectivos  no  hayan  podido 
tener  en  cuenta  sino  el  capital  efectivo  de  cada  uno  de  ellos.  » 
«  Aun  en  este  caso,  la  quiebra  de  uno  de  los  comercios  puede 
arrastrar  al  otro  y  conviene  que  haya  una  sola  y  única  quiebra. 
Pero  la  equidad  exige  que  sobre  las  masas  miiebles  de  los  dos  cotner- 
«  dos  se  coloquen  respectivamente  los  acreedores  de  cada  uno  de  ellos.  * 
Los  antecedentes  que  quedan  relacionados  ponen  bien  de  manifiesto 
como  entienden  el  principio  de  la  unidad  de  la  quiebra,  en  las  rela- 
ciones de  cai-ácter  internacional,  los  que  se  presentan  en  abierta  opo- 
sición con  la  doctrina  de  la  pluralidad  de  concursos.  Séame  ahora 
permitido  recordar  de  que  principios  parten  los  que  declaran  inadmi- 
sible, por  el  contrario,  la  existencia  de  una  sola  quiebra,  compren- 
diendo en  su  universalidad  todos  los  bienes,  derechos  y  acciones  que 
el  fallido  posea  en  cualquier  nación  6  estado. 

Refiriéndose  al  fallo  declaratorio  de  quiebra,  el  tratadista  Thaller, 
de  cuyas  opiniones  hice  ya  mérito  al  comenzar  este  Informe,  se  ex- 
presa en  estos  términos  en  su  estudio  sobre  la  <  Reglamentación  de 
las  quiebras  en  el  Derecho  Internacional.  >  Cuando  se  acepta,  dice, 
como  punto  de  partida  de  la  teoría  de  la  unidad  de  la  quiebra,  el 
principio  de  que  los  fallos  judiciales  producen  sus  efectos  legales  en 
todas  pai*tes,  se  comete  una  verdadera  petición  de  principio.  El  carác- 
ter de  las  sentencias  no  es  uniforme.  Una  sentencia  condenatoria 
tiene  indudablemente  la  propiedad  de  poder  ser  invocada  en  toda& 
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partes,  y  encierra  una  ver(la<i  que  traspasa  las  fronteras  del  país  en 
que  aquella  se  pronuncia.  Cuando  los  magistrados  de  una  nacíoQ 
han  resuelto  que  el  demandado  cte'»e  una  suma  de  dinero,  esta  deci- 
sión nada  contiene  que  por  su  naturaleza  deba  circunscribirse  en  los 
límites  de  un  Estado,  porque  la  sentencia  se  relaciona  especialmente 
con  la  persona.  Si  el  demandante  halla  la  oportunidad  de  utilizarla 
en  un  país  distinto  de  aquel  en  que  ha  sido  pronunciada,  tiene  per- 
fecto derecho  para  ello,  bajo  reserva  de  las  controversias,  que  se  sos- 
tienen en  la  legislación  positiva,  respecto  al  valor  de  las  sentencias 
que  emanan  de  tribunales  extraños  al  país  en  que  se  pide  su  ejecu- 
ción. En  muy  distinto  caso  se  encuentra  la  sentencia  que  contiene 
Uíia  declaración  de  quiebra.  Esa  declaración  es  una  sentencia,  que 
no  encierra  condenación  alguna,  siyo  que  se  limita  á  ordenar  el  em- 
bargo de  los  bienes  del  deudor  común  en  beneficio  de  los  acreedores. 
Basta  penetrarse  de  esta  verdad  fundamental  en  la  materia,  y  el  pro- 
blema queda  inmediatamente  resuelto.  Ese  fallo  no  se  dirige  á  las 
personas,  sino  á  los  bienes,  y  si  afecta  á  la  persona,  es  únicamente  f>or 
acción  refleja,  en  cuanto  le  priva  de  la  administraci  m  de  los  bienes. 
Supóngase  un  dominio  de  cierta  extensión  que  comprende  fracciones 
de  territorios  pertenecientes  á  distintos  Estados  y  que  dada  esa  hipó- 
tesis, llega  el  momento  de  practicar  un  embargo;  el  demandante  lo 
solicita  ante  el  tribunal  de  una  de  las  dos  soberanías,  y  se  com- 
prende bien  que  esc  tribunal  no  decretará  la  venta  de  todo  el  domi- 
nio, sino  do  aquella  fracción  que  está  sometida  á  su  jurisdicción. 
Sería  extra  fio  que  este  razonamiento  no  fuere  víu'dadero  tratándose 
del  auto  que  declaraba  la  quiebra  de  un  comerciante.  La  unidad  del 
patrimonio  se  desmembra  por  la  fuerza  misma  de  las  cosas,  y  no 
])ue(le  subsistir  ante  la  pluralidad  de  la  soberanía. 

La  pluralidad  de  las  quiebras  ha  sido  también  defendida  por  el  juris- 
consulto chileno  Señor  Vergara,  en  la  nota  que  se  trasmitió  al  Minis- 
tro de  Chile  acreditado  en  Italia  y  de  que  me  ocupé  extensamente 
en  una  de  la-;  sesiones  anteriores. 

€  Hay  dos  puntos,  dice  aquel  jur'sconsulto,  acerca  de  los  cuales  mi 

<f  Gobierno  vería  con  satisfacción  (lue  se  iniciasen  acuerdos  interna- 

«  cionales:  ia  autoridad  de  los  fallos  de  los  tribunales  de  un  |)aís  en 

<  los  tribunales  de  otro,  y  el  efecto  extraterritorial  de  la  quiebra 
«  civil  6  comercial,  sea  voluntaria  ó  forzada.  La  diversidad  de  juris- 
«  prudencia  acerca  de  estos  dos  |)untos  afecta  profundamente  las 
«  relaciones  entre  i)aíses  que  están  ligados  mas  ó  menos  estrecha- 
«  mente  por  los  vínculos  de  la  inmigración  y  del  comercio. 

<  Pocos  puntos  hay  en  el  Derecho  Internacional   Privado  que  den 

<  margen  á  mayores  dificultades,  que  la  insolvencia  ó  quiebra  de  una 

<  persona  cuando  ésta  tiene  (establecimientos  comerciales  ó  bienes  en 

<  distintos  países   y  acreedores  en  cada   uno   de   ellos.     Las   prin- 
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cipales  cuestiones  que  de  aquí  resultan  pueden  reducirse  á  las 
siguientes: 

«  1/  ¿Cual  es  el  juez  competente  para  declarar  á  un  deudor  en 
estado  de  insolvencia  ó  quiebra? 

«  ¿Es  el  del  lugar  de  su  nacionalidad,  el  de  su  domicilio  actual,  ó 
el  de  la  ubicación  de  cualquiera  parte  de  sus  bienes?  Y  en  caso 
en  que  varios  jueces  tengan  igual  competencia,  como  puede  suce- 
der, si  el  deudor  tuviese  establecimientos  comerciales  6  industria- 
les en  diversos  países,  ¿la  iniciativa  tomada  por  uno  de  ellos  en  el 
procedimiento  declaratorio  de  la  quiebra,  priva  ó  no  á  los  otros  de 
jurisdicción  para  declararla  igualmente? 

«  2."  Declarada  la  insolvencia  ó  quiebra  por  los  tribunales  de  un 
país  ¿que  efecto  surten  esas  declaraciones  ante  los  tribunales 
de  otro? 

<  ¿Debe  ó  no  reconocerse  por  estos  últimos  en  el  territorio  de 
su  jurisdicción  por  insolvente  ó  fallido  á  la  persona  que  lo  hubiese 
declarado  tal  por  los  primeros? 

«  3.*  Si  un  solo  tribunal  debe  conocer  de  la  quiebra  ¿conforme 
áque  ley  calificará  el  rango  prelativo  de  los  acreedores  de  di- 
versos países,  dado  caso  que  no  haya  uniformidad  entre  la  ley 
que  rige  los  actos  de  ese  tribunal  y  la  del  lugar  donde  se  contrajo 
ó  debió  cumplirse  la  obligación?  ¿Prevalecerá  el  principio  lex 
Joriy  spbre  el  lex  loci  contradi  ó  vice-versa?  » 
«  4.*  La  unidad  de  jurisdicción  sobre  la  insolvencia  ó  quiebra 
¿  es  exclusiva  para  los  créditos  personales  que  existan  contra  la 
masa  fallida  ó  se  extiende  también  contra  los  créditos  garantidos 
con  prenda  ó  hipoteca? 

<  Hay  tribunales  como  los  de  Francia  que  previo  el  pareatis  res- 
pectivo, dá  fuerza  ejecutoria  sobre  los  bienes  situados  en  su  ter- 
ritorio, á  los  actos  declaratorios  de  quiebra  expedidos  por  un 
tribunal  extranjero,  sin  distinción  entre  la  cesión  voluntaria  de 
bienes  y  la  forzada,  y  hay  otros  como  los  Estados  Unidos  de 
Norte  América  que  admiten   esa  distinción. 

<  A  la  primera  forma  de  insolvencia  ó  quiebra  aplican  en  toda 
su  extensión,  el  principio  «jus  disponendiet  legitimidomini,>  respe* 
tando  en  el  deudo-*  la  facultad  de  trasmitir  sus  bienes  á  sus 
acreedores,  con  la  misma  libertad  que  podria  enagenarlos  á 
cualquiera  en  circunstancias  ordinarias.  En  este  caso,  acep 
tada  la  cesión  voluntaria  de  bienes  por  los  acreedores  ante  un 
tribunal  extranjero,  ella  es  reconocida  como  eficaz  por  los  tri- 
bunales de  los  Estíidos  Unidor  de  Norte  América,  aún  sobre  los 
bienes  que  en  su  territorio  tenga  el  fallido:  estos  bienes  se 
entregan  sin  resistencia  alguna  al  síndico  ó  síndicos  de  la 
quiebra. 

«  Pero  si  el  abandono  de  bienes  por  el    fallido  no  es    un   actics 
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voluntario  de  su  parte,  sino  forzado  por  cnanto  un  fallo  decla- 
ratorio de  quiebra  los  somete  á  embargo  y  á  interdiccioo  para 
seguir  poseyéndolos  y  administróndolos,  en  este  caso  los  tribu- 
nal e5í  americanos  aplican  la  regia  l/Kiis  rei  sii/e,  y  no  reco- 
nocen competencia  ni  autoridad  alguna  en  los  que  hubiesen  de- 
clamdo  la  quiebra,  rechazando  en  consecuencia  los  efectos  ex- 
traterritoriales, de  toda  ley  y  decisión  judicial  extranjera  que 
puede  inferir  peijucio  á  lo?  derechos  6  intereses  de  lo.«  ciuda- 
danos americanos.  Si  el  deudor  hace  honor  á  sus  créditos  en  el 
territorio  de  los  Estados  Unidos,  no  se  le  inquieta,  pero  si  deja 
de  cubrirlos  se  le  somete  á  un  juicio  de  quiebra  y  con  los 
bienes  que  allí  posea  se  cubre  á  sus  acreedores. 
€  Hay  otro  sistema  que  sin  aceptar  distinción  entre  la  cesión 
voluntaria  ó  foi*zada  de  bienes,  no  admite  tiimpoco  la  unidad  de 
jurisdicción  ni  de  ley  en  cuanto  á  la  quiebra;  sino  que  en 
protección  de  los  intereses  de  los  habitantes  del  país  profesa 
la  reghi:  tot  decoctiones  quot  regiones.  En  este  sistema  cada 
grufío  de  acreedores,  según  el  país  de  su  residencia,  tiene  derecho 
á  solicitar  que  se  forme  en  él  nn  concurso  al  fallido,  para  que  con 
los  bienes  que  allí  posee,  se  cubra  cada  acreedor  según  el  rango 
prelativo  que  le  corres[)onda  en  conformidad  á  la  ley  del  país. 
«  Esta  breve  exposición  de  la  diversidad  de  jurisprudencia  que 
se  profesa  en  materia  de  quiclrn,  l)astará  para  persuadir  de  la 
conveniencia  y  necesidad  de  uniformarla. 

*  Atendida  la  naturaleza  de  la  insolvencia  6  quiebra,  ella  no  es 
mns  que  la  prc-sucesiou  de  los  acreedores  en  los  bienes  de  un 
deudor  fallecido.  Lo  que  la  muerte  natural  de  una  persona  es  á 
sus  herederos,  la  insolvencia  ó  quiebra  de  un  deudor  viv»^  loes 
«  para  sus  acreedores;  esto  es:  causa  legal  de  trasmisión  de  los 
*  bienes,  sino  en  dominio,  en  administración  á  lo  menos,  de  ma- 
«  nos  del  deudor  á  las  de  los  acreedores,  con  facultad  en  estos, 
«  para  venderlos  y  aplicar  su  producto  al  pago  de  sus  créditos» 
«  hasta  concurrencia  del    valor  de  ellos.     Esta    analogía  funda men* 

<  tal  entre  la  herencia  y  la  quiebra  podría  inclinar  el  es[)íritu  á 
«  someter  esta  última  al  im[)erio  de  las  mismas  reglas  ijue  la  pri* 
«  mera,  esto  es:  unidad  de  ley  y  de  jurisdicción  para  regir  y  dis- 
«  tribuir  la  masa  fallida.     Pero  esta  analogía  no  alcanza  á  constitui- 

<  identidad.  La  trasmisión  de  bienes  por  causa  de  muerte  cons- 
«  titnye  un  modo  de  adquirir  á  tí/uJo  graftiifo;  al  paso  que  la  tras* 
«  misión  de  bienes  por  causa  de  insolvencia  ó  quiebra  no  es  mas 
«que  una  dación  en  paqo,  á  buena  cuenta  de  créditos  que  se  deben 
«  á  tUnJo  oneroso.  Por  consiguiente,  la  unidrui  de  ley  en  cuanto á 
«  la  distribución  de  la  masa  fallida  entre  los  acreedores  de  ella» 
«  podría  importar  en  muchos  casos  una  violación  del  dereclw  de 
«  prefereficia,  inherente  á  cada   crédito.    La   muger  casada  por  sus 
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«  aportes  al  matrimonio,  el  hijo  de  familia  por  el  peculio  adventi- 

<  cío  que  administra  el  padre,  el  pupilo  por  el  patrim  onio  con- 
«  fiado  á  la  gerencia  del  guardador,  pueden  tener  ciertos  privile- 
«  gios  ó  preferencias  sobre  los  bienes  del  marido,  padre  ó  guar- 
«  dador  según  la  ley  del  país  que  impera  sobre  esos  créditos;  y 
«  esos  mismos  privilegios  ó  preferencias  pueden  no  ser  reconoci- 
«  des  por  las  ley  del  país  donde  se  abre  la  quielira.  La  lex  fon 
«  reguladora  de  la  distribución  de  la  masa  fallida,  estaria  entón- 
«  ees  en  oposición  con  la  lex  loci  cantradus,  reguladom  de  la  pre- 
«  ferencia  del  crédito;  y  á  primera  vista  repugna  que  por  medio 
«  del  procedimiento  á  que  se  recurre  para  hacer   el    pago    de  un 

<  crédito,    se  alteren    las  cualidades    de   éste,   despojándolo  de  las 

<  garantias  ó  privilegios  inherentes  á  su  naturaleza    originaria.    La 

<  contemplación  de  este  absurdo  y  la  necesidad  de  salvarlo,  es  lo 
«  que  ha  inclinado  á  algunos  jurisconsultos  á  rechazar  como  ab" 
«  soluta  la  máxima  de  hx  fori  adoptando  de  preferencia  la  de  lex 
€  loci  confractuSy  la  cual  trae   como  corolario,  si  no  forzoso,  natural 

<  á  lo  menos,  la  sanción  de   la  regla  tot  decoctiones    qiiot  regiones,  > 

Tales  son  las  distintas  faces  bajo  las  cuales  se  ha  encarado  la 
materia  de  las  quiebras  del  punto  de  vista  de  las  relaciones  de 
carácter  internaciotal. 

Desde  luego,  ocurre  observar,  'pie  el  sistema  de  la  unidad  de  la 
quiebra  reviste  solo  aparentemente  la  simplicidad  que  se  echa  de 
menos  en  la  teoría  de  la  pluralidad  de  concursos.  Las  falencias 
solo  pueden  afectar  relaciones  privadas  de  carácter  internacional, 
cuando  el  presunto  fallido  tiene  diseminados  sus  bienes  en  territorios 
sometidos  á  diferentes  soberanos.  Si  esos  bienes  están  vinculados  al 
comercio  del  país  en  que  radican,  sin  que  los  establecimientos 
mercantiles  constituidos  en  un  punto  puedan  considerarse  simples 
sucursales,  con  relación  á  los  establecidos  en  otros  países,  la  plu- 
ralidad de  quiebras  se  impone  según  las  conclusiones  de  uno  y 
otro  sistema. 

Fiore  lo  establece  bien  categóricamente  en  la  base  que  presenta 
como  principios  dirijentes  en  materia  de  quiebras,  en  sus  relaciones 
con  el  Derecho  Internacional  Privad  >  Después  de  consignar  en  la 
base  2.*  que  el  tribunal  del  domicilio  comercial  del  fallido  es  compe- 
tente para  declarar  la  quiebra  de  un  extranjero,  y  resolver  todas 
las  cuestiones  incidentales  que  provienen  de  la  cesación  de  pagos, 
agrega,  que  cuando  los  establecimientos  sociales  fuesen  distintos  y 
separados,  cada  uno  de  los  tribunales  del  país  en  que  esos  comer- 
cios existen,  es  competente  para  hacer  la  declaración  de  quiebra- 
Téngase  presente  que  en  el  concepto  de  Fiore  la  separación  é  inde- 
pendencia de  las  casas  comerciales,  no  determinan  la  competencia  de 
los  jueces  territoriales,  en  el  sentido  de  conocer  á  prevención,  cons 
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tituyéndose  en  tribunal  único  de  la  falencia  el  primero  que   ha  pre- 
venido en  el  conocimiento  de  la  causa. 

En  concepto  del  jurista  italiano,  no  solo  son  competentes  los  tribunales 
de  los  distintos  países  en  que  ha  ejercido  el  comercio  el  fallido,  sino 
que  cada  uno  de  ellos  determina  el  asiento  jurídico  de  una  quiebra 
especial  y  que  funciona  con  entera  independencia  de  las  demás.     Co- 
piamos de  la  obra  escrita  por  Flore  sobre  Derecho  Internacional  Pri- 
vado, pá<^ina  565,  las  siguientes    consideraciones,  que  ponen  bien  en 
claro  su  doctrina  sobre  este  punto.     «  Si  un  comerciante,  dice,    tiene 
«  dos  establecimientos  de  comercio  distintos  en  dos  diferentes  paísesi 
€  y  se  declara  su  quiebra  en  uno  y  otro,  deberán  formarse  dos  mtisas 
«  distintas,    sin    confundirse    las   operaciones   de  una  y  otra.  »     En 
Francia,  asegura  el   mismo  tratadista,  se  ha  resuelto,  en  el  caso  de 
un  fallido  ([ue  tenía  dos  establecimientos,   uno  en  Francia  y  otro  en 
el  extranjero,  que  un  acreedor  que  hubiese  reivindicado  una  parte  de 
las  mercaderías  de  una  masa,  no  podría  ser  obligado  á  entregar  su 
valor  á  la  otra.    Es  entendido,  concluye  Fiore,  que  el   principio  que 
acabamos  de  consignar;  no  es  aplicable,  sino  cunndo  los  dos  estable- 
cimientos de  comercio  son  distintos  y  no  cuando  no  existe  sino  un  solo 
establecimiento   mercantil  y  una   sucursal  en  el  extranjero;  en  este 
último  caso  no  debería  haber,  sino  una  sola  quiebra  y  una  sola  masa. 

Creemos  que  el  principio  de  la  unidad  de  la  quiebi-a,  aplicado 
exclusivamente  al  caso  en  que  exista  una  casa  principal  de  comer- 
cio en  un  país  y  meras  agencias  ó  sucursales  en  otro,  no  hace  sino 
confirmar  el  principio  de  la  pluralidad  de  concursos,  pues  que  se  le 
reconoce  como  justo  y  convenierte  á  los  intereses  generales  del 
comercio,  cuando  los  establecimientos  mercantiles  que  existen  en 
diversos  territorios,  aunque  pertenezcan  á  un  mismo  comerciante,  son 
distintos  y  separados. 

Entendida  de  esa  manera  la  doctrina  de  la  unidad  de  las  quiebras, 
se  concilla  perfectamente  con  la  teoría  de  la  |)luralidad  de  concur 
sos,  desde  (juc  una  y  otra  están  de  acuerdo  en  reconocer  que  las 
meras  agencias  ó  sucursales  de  una  casa  de  comercio  que  se  radica 
en  territorio  diverso  de  aquel  en  que  está  establecida  la  casa  prin- 
cipal, deben  seguir  la  suerte  de  esta  última  y  liquidarse  en  un  solo 
juicio  de  í]uiel)ra.  Los  acreedores  deesas  agencias  ó  sucursales  no 
han  podido  dudar,  que  revistiendo  el  carácter  de  meras  dependencias 
déla  casa  i>rincipal,sin  capital  pro[)io  y  obrando  por  cuenta  y  l>ajo  la 
responsabilidad  de  la  misma,  no  podían  ofrecerles  otras  seguridades  de 
pago  y  garantías  reales  de  cobro  efectivo  de  sus  créditos,  que  aquellas 
que  han  debido  tener  en  cuenta  todos  los  demás  acreedores  de  la 
casa  fallida.  La  Comisión  ha  creído,  con  todo,  que  la  ley  debe  defi- 
nir en  términos  bien  precisos  el  carácter  que  deben  revestir  las 
sucursales  ó  agencias,  pora  que  no  puedan  ser  consideradas  como 
establecimientos    distintos  y  sepanulos    y   dar  lugar  á  la  pluralidad 
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de  concursos,  si  así  lo  requieren  los  acreedores  locales.  Es  por  ello 
que  el  proyecto  en  discusión,  después  de  establecer  en  su  artículo  35 
que  son  jueces  competentes  para  conocer  del  juicio  de  quiebra,  los 
del  domicilio  comercial  del  fallido,  sea  éste  una  persona  natural  ó 
una  persona  jurídica,  declara  en  el  artículo  siguiente,  que  rige  el 
mismo  pr¡ncipio,aún  cuando  el  comerciante  declarado  en  quiebra 
practique  accidentalmente  actos  de  comercio  en  otros  Estados,  6 
mantenga  en  ellos,  meras  agencias  ó  sucursales  que  obran  por  cuenta 
y  bajo  la  responsabilidad  de  la  casa  principal,  cuya  suspensión  de 
pagos  ha  dado  mérito  á  la  declaración  de  quiebra — y  como  conse- 
cuencia de  esas'premisas  el  artículo  37  establece — que  si  el  fallido 
tiene  dos  ó  mas  establecimientos  comerciales,  separados  y  distintos 
en  diversos  territorios,  serán  competentes  para  conocer  del  juicio 
de  quiebra  de  cada  una  de  ellos,  los  jueces  y  tribunales  de  sus  res- 
pectivos domicilios. 

Dados  estos  precedentes,  no  es  posible  resolver  en  términos  gene- 
rales, si  la  quiebra  ha  de  ser  única  para  todos  los  Estados  en  que 
el  fallido  tiene  establecimientos  comerciales,  ó  si  deben  existir  tan- 
tos juicios  de  concurso  como  casas  de  comercio  mantenga  aquel  en 
diversos  territorios  jurisdiccionales.  Será  única  ó  múltiple  la  quiebra 
según  los  principios  que  quedan  ampliamente  justificados.  Pero  con 
la  pluralidad  de  quiebras  en  el  caso  taxativamente  previsto  en  el 
artículo  37  del  proyecto  en  discusión,  queda  siempre  por  resolver, 
si  la  independencia  territorial  de  las  quiebras,  tiene  por  consecuen- 
cia lógica  legalizar  la  situación,  anómala  y  contraria  á  todo  principio 
de  buena  fe  y  justicia  distributiva,  de  un  comerciante  insolvente  en 
un  país,  y  con  capacidad  para  ejercer  el  comercio  en  otro,  y  dispo- 
ner libremente  de  los  bienes  que  allí  posea. 

En  el  informe  presentado  por  la  Comisión  de  Derecho  Comercial 
al  Congreso  Jurídico  Internacional  de  Lima,  se  creyó  que  la  solución 
de  tan  importante  cuestión  debia  subordinarse  á  los  siíi:uientes  prin- 
cipios: Foelix,  decía  el  Miembro  Informante,  adicto  á  la  antigua 
teoría  de  los  estatutos,  cree  que  las  leyes  sobre  quiebra  son  per- 
sonales y  que  por  lo  tanto  tienen  un  valor  extraterritorial.  Rocco,  por 
el  contrario,  opina  que  esas  leyes  son  estatutos  reales,  por  lo  que  es 
necesario  limitar  los  efectos  de  una  declaración  de  falencia  á  los 
bienes  existentes  ej  el  lugar  donde  el  juicio  se  ha  seguido.  De  este 
modo  dos  autores  notables  y  que  han  hecho  estudios  serios  sobre 
Derecho  Internacional  Privado,  de  una  misma  teoría  vienen  á  dedu- 
cir consecuencias  enteramente  contrarias.  Sin  embargo,  la  opinión 
mas  general  y  la  que  está  mas  en  armonía  con  los  principios 
ya  aceptados  por  este  Congreso  de  Plenipotenciarios,  es  que  el  juicio 
de  falencia  pronunciado  en  cualquiera  país  debe  cumplirse,  siempre 
que  su  cumplimiento  no  se  oponga  á  las  leyes  de  orden  público  y  á 
los  derechos  de  la  soberanía  territorial. 
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Lo  que  se  controvierte  aún,  entre  los  que  profesan  esta  doctrioa 
es  si  el  fallo  expedido  sobre  la  quiebra  surtirá  efectos  en  un  territorio 
extraño,  sin  haberse  sometido  previamente  á  una  revisión,  corno  su- 
cede respecto  de  cualquiera  otni  sentencia,  ó  si  la  rejilla  general  debe 
tener  una  excepción  en  favor  de  ios  intereses  comerciales,  cuando  se 
trata  del  juicio  de  falencia.  Merlin  refiriendo  la  cuestión  únicamente 
á  los  síndicos,  dice,  que  el  acto  en  que  estos  son  nombrados  por  un 
juez  ó  tribunal  estranjero,  no  es  en  el  fondo  mas  que  una  mera  procu- 
ración, y  que  las  procuraciones,  con  tal  que  reúnan  las  formalidades 
establecidas  en  el  lugar  de  su  procedencia,  lian  de  tener  un  valor  ex- 
trateiTitorial  y  producir  sus  efectos  en  todas  partes,  así  como  undie 
duda  que  el  tutor  nombrado  para  un  menor  ó  para  un  interdicto, 
puede  obrar  contra  los  deudores  de  uno  ú  otro,  sin  necesidad  de  la 
revisión  de  un  tribunal  francés.  Esto  no  obstante,  Merlin,  pone  una 
restricción  á  esta  regla  general.  Si  el  fallido,  dice,  tiene  dos  estable- 
cimientos, situado  el  uno  en  el  lugar  del  juicio  y  el  otro  en  un  país 
estranjero,  los  síndicos  no  estanUí  facultados  para  proceder  conti-a  la 
casa  esíraujera  ni  para  pedirle  cuentas. 

Massé  también  opina  que  los  síndicos  son  en  realidad  mandatarios 
ó  procuradores,  nombrados  por  el  juez  de  la  quiebra  y  que  investi- 
dos de  esa  representación  pueden  proceder  en  cualquier  parte  contra 
los  deudores  del  fallido  para  obligarlos  al  pago  de  sus  deudas,  aun- 
que la  sentencia  no  haya  sido  revisada  ni  recibido  de  un  ti-ibunal 
francés  el  sello  de  una  ejecutoria ;  pero  que  si  se  tratase  de  obrar 
contra  aeree» lores  franceses,  ya  para  dispuüirles  derechos  adquiridos 
sobre  bienes  situados  en  Francia,  ya  para  anular  los  contratos  que 
hubiesen  celebrado  con  el  fallido,  la  declaración  de  falencia  no  seria 
bnstante.  Según  Massc,  el  juicio  estranjero  sobre  quiebra,  al  privar  al 
fallido  (le  la  facultad  de  administrar  sus  bienes  v  atribuir  los  dere- 
chos  de  cada  acreedor  á  la  masa  resi)on8able,  se  apoya  en  un  estatuto 
real,  y  por  e>te  motivo  no  puede  recaer  sino  sobre  los  bienes  situados 
en  el  país  de  dicho  juicio.    El  mismo  autor,  agrega,  que  aún  en  el 
caso  de  que  un  tribunal  francés  hubiese  revisado  el  fallo  de  falencia 
y  ordenado  su  cumplimiento,  ese  fallo  no  podv  i  a  ejecutarse  cow  perjui- 
cio de  un  tercero,  resi)ecto  del  cual  no  tendria  fuerza  de  cosa  juzga- 
da, por  haberse  promi ociado  sin  su  intervención  ;  y   ademas  porque 
el  estntuto  real  en  cuanto  á  disponer  de  los  bienes,  no  puede  tntspa- 
sar  los  límites  del  país  en  (|ue  se  ha  declarado  la  falencia.   Sin  em- 
bargo, Massé  sostiene  (pie  si  los  acreedores  franceses  están  de  acuerdo 
en  cuanto  á  la  efectividad  de  la  falencia  y  sus  resultados,  discutiendo 
tan  solo  sobre  la  fecha  á  que  debe  retrotraerse  la  quiebra,  el  juicio 
estranjero  bastará  para  resolver  la  cuestión  aunque   no   se  le  haya 
revisado. 

Fiore,  cuyas    doctrinas   ha  seguido  la  Comisión  en  estas  y  otras 
materias,  dice  que  en  cualquier  país  debe  teneríre  por  eficaz  el  juicio 
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de  quiebra  y  darle  cumplimiento,  no  porque  la  ley  en  que  se  funda 
es  personal  como  lo  sostienen  algunos  autores,  sino  porque  así  lo 
exije  el  respeto  de  que  son  dignos  los  preceptos  de  la  justicia  y  los 
intereses  del  comercio.  Mas,  el  fallo  de  falencia  expedido  en  otro  país, 
necesita  para  producir  sus  efectos,  de  la  revisión  del  tribunal  del  ter- 
ritorio. Esa  revisión  no  tendrá  por  objeto  entrar  en  el  fondo  de  la 
causa,  sino  tan  solo  examinar  si  el  fallo  en  que  se  declara  la  quiebra 
ha  sido  pronunciado  por  un  tribunal  competente,  si  las  partes  han  si- 
do legal  mente  citadas  ó  representadas;  y  si  las  disposiciones  conté, 
nidas  en  la  resolución  son  contrarias  al  Derecho  Público  del  Bastado. 
Aún  esa  revisión  es  innecesaria,  según  Fiore,  cuando  los  síndicos 
tratan  de  efectuar  actos  de  mera  precaución  ó  seguridad  y  que  por 
tanto  no  su[ione  la  condenación  del  deudor  ni  la  ejecución  sobre  sus 
bienes.  Así,  los  síndicos  sin  necesidad  de  los  trámites  de  una  revisión, 
pueden  recaudar  los  créditos  activos  del  deudor,  vender  sus  bienes 
muebles  y  hasta  celebrar  transacciones ;  pero  no  les  será  permitido 
efectuar  embargos  ni  desembargos,  ni  el  remate  de  los  bienes  raíces, 
sin  que  se  revise  el  fallo  con  los  objetos  anteriormente  indicados. 

La  teoría  de  los  estatutos,  en  tesis  general,  no  ha  hecho  sino  dificul- 
tar la  solución  de  los  conflictos  que  ocurren  en  la  materia  del  Derecho 
Internacional  Privado  y  no  ha  sido  por  cierto  aplicada  con  mejor 
éxito  para  admitir  ó  rechazar  la  extraterritorialidad  del  fallo  decla- 
ratorio de  la  quiebra.  Tiene  razón  Fiore,  cuando  afirma  que  tal  sen- 
tencia debe  tener  el  mismo  valor  en  todas  pai-tes,  no  porque  la  ley 
en  que  se  funda  sea  personal  como  lo  sostienen  algunos  tratadistas, 
sino  porque  así  lo  exije  el  respeto  de  que  son  dignos  los  preceptos  de 
la  justicia  y  los  intereses  del  comercio.  No  debe  olvidarse,  sin  em- 
bargo, que  el  auto  declai-atorio  de  la  quiebra  no  tiene  efectos  tan 
extensos  en  los  casos  en  que  el  juicio  es  único,  como  en  aquellos  en 
-que  procede  la  pluralidad  de  concursos.  Si  la  dependencia  en  que 
están  las  diversas  casas  de  comercio  que  el  fallido  mantiene  en  dis- 
tintos territorios,  es  de  tal  naturaleza  que  impone  la  constitución  de 
un  solo  juicio  de  quiebra,  entonces  no  solo  deberá  el  fallo  declarato- 
rio de  la  falencia  tener  efecto  en  todos  los  países,  sino  que  los  síndi- 
<;os  podrán  ejercer  sus  facultades  administrativas  respecto  á  todos  los 
bienes  del  fallido,  cualquiera  que  sea  el  territorio  en  que  esos  bienes 
se  encuentren.  Lo  único  que  deberá  exigirse,  como  condición  previa 
al  cumplimiento  del  auto  de  quiebra,  fuera  del  territorio  en  que  ha 
sido  declarada,  es  que  se  constate  que  ese  fallo  reúne  las  condiciones 
que  se  requieren  para  que  las  sentencias  dictadas  surtan  efectos  ex- 
traterritoriales y  son  la  competencia  del  juez  que  la  declara,  su  no 
oposición  á  ningún  principio  vigente  de  orden  público  eu  el  p>aís  en 
que  va  cumplirse,  y  que  hayan  sido  col  citación  de  aquel  á  quien 
peijudica. 

Mucho  mas  limitados  son  los   efectos  que  la  ley  debe  atribuir  al 
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auto  declaratorio  de  ]a  falencia  en  territorio  distinto  de  aquel  en  que 
ha  sido  dictado,  cuando  sea  pntcedente  seguir  diversos  juicios  de 
quiebra.  Eu  tal  caso,  lo  único  que  podrá  concederse  á  la  prímem  de- 
claración de  quiebra  que  se  pronuncie,  es  que  todas  aquellas  medidas 
que  son  la  consecuencia  del  estado  de  falencia,  se  cumplan  en  todas 
partes,  y  en  ese  sentido  el  artículo  38  establece  «que  declnrada  la 
quiebni  en  un  país,  las  medidas  preventivas  dictadas  en  ese  juicio  se 
harán  efectivas  sobre  los  bienes  qu¿  el  fallido  tenga  en  otro  Kstado, 
sin  perjuicio  del  derecho  que  los  artículos  siguientes  conceden  á  los 
acreedores  locales. »  De  esta  manera  se  respeta  el  principio  iudiscuti- 
ble,  de  que  todos  los  bienes  del  fallido,  cualquiera  que  sea  el  territo- 
rio en  que  se  encuentren,  son  la  garantía  de  sus  acreedores,  y  se 
reconoce  al  mismo  tiempo  la  preferencia  que  tienen  sobre  los  bienes 
de  un  concurso  los  dueños  de  créditos  localizados  en  el  territorio  en 
que  esos  bienes  existen,  con  cargo  de  poner  el  sobrante  que  pudiere 
resultar  á  disposición  de  los  tribunales  de  los  países  en  que  se  signen 
otros  juicios  de  quiebra. 

Los  Códigos  de  Comercio  Argentino  y  Oriental  han  aceptado  el 
sistema  de  la  pluralidad  de  las  quiebras,  puc^  que  han  establecido 
en  el  título  respectivo  que  «  la  declaración  de  quiebra  pronunciada 
en  país  extranjero,  no  puede  invocarse  contra  los  acreedores  que  el 
fallido  tenga  en  la  República,  ni  para  disputarles  los  derechos  que 
pretendan  tener  sobre  los  bienes  existentes  en  el  territorio  nacional, 
ni  para  anular  los  actos  que  hayan  celebrado  con  el  fallido.  Consig- 
nan igualmente,  que  declarada  la  quiebra  en  la  República,  si  la  mis- 
ma persona  ó  sociedad  estuviese  concursada  en  el  extranjero,  no  se 
tendrá  en  consideración  á  los  acreedores  que  pertenezcan  al  otro 
concurso,  sino  para  el  caso,  en  que  pagados  íntegramente  los  acree- 
dores existentes  en  la  República,  result^ise  un  sobrante.  > 

Fuerza  es  reconocer,  sin  embargo,  que  con  estos  únicos  principios, 
establecidos  como  base  para  solucionar  las  cuestiones  que  suscita  la 
materia  de  las  quiebras  en  el  Derecho  Internacional,  queda  sin  re- 
solver aquella  que  el  proyecto  en  discusión  plantea,  y  resuelve  en 
términos  bien  explícitos  y  categóricos,  al  declarar,  que  las  medidas 
preventivas  autorizadas  por  el  juez  que  declara  la  primera  (juiebrar 
deben  cumplirse  en  todos  los  países,  aun  cuando  la  situación  res- 
pectiva de  las  diferentes  casas  de  comercio  constituidas  en  ellos,  dé 
lugar  á  juicios  de  concurso  distintos  y  separados.  El  silencio  de  los 
precitados  Códigos  sobre  cuestión  de  tan  ca[)ital  importancia  ha  sido 
interpretado  en  el  sentido  de  que  puede  admitirse  legalmente,  que 
un  comerciante  se  halle  en  estado  de  (piiebrcí  y  aún  insolvente  en 
un  país,  y  conserve  sin  embargo  en  otro  la  libre  administración  de 
sus  bienes.  Tienen  razón  los  partidarios  de  la  unidad  de  la  quiebra, 
cuando  observan  que  siendo  los  bienes  del  deudor  la  gaitmtía  del 
cumplimiento  de  los  compromisos  contraidos  para  con  sus    acreedo- 
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res,  tal  garantía  sería  ilusoria  si  se  admitiese  que  el  comerciante  fa- 
llido é  insolvente  en  un  Estado  pudiese  conservar  la  libre  adminis- 
tración de  sus  bienes  en  ios  demás.  Pero  tan  justa  observación  pier- 
de la  impoi*tancia  que  le  presta  la  deficiencia  del  sistema  de  legis- 
lación á  que  se  dirige,  desde  el  momento  en  que  se  reconozca  que  la 
pluralidad  de  quiebras  no  impide  que  sean  simultáneas  en  todos  los 
Estados,  toda  vez  que  exista  una  declaración  de  falencia  y  se  hayan 
llenado,  al  pronunciarla,  los  requisitos  que  se  exigen  para  que  la  sen- 
tencia dictada  por  los  tribunales  do  un  país  se  cumpla  por  los  jueces 
de  otro.  Esees  el  principio  que  la  Comisión  ha  aceptado  y  que 
constituye  la  base  capital  de  sus  ideas  en  la  materia  y  el  que  á  su 
juicio  salva  todas  las  dificultades.  Circunescribe  el  precepto  de  la  uni- 
dad de  la  quiebra  dentro  de  sus  justos  límites,  admitiendo  que  son 
jueces  competentes  para  declarar  la  falencia  de  un  comerciante  los 
de  su  domicilio  comercial,  aún  cuando  mantenga  en  otros  países  agen- 
cias ó  sucursales,  con  tal  que  estas  obren  por  cuenta  y  bajo  la  respon- 
sabilidad de  la  casa  principal,  cuya  suspensión  de  pagos  haya  dado 
mérito  á  la  declaración  de  quiebra.  Esas  limitaciones  impuestas  al 
principio  de  la  unidad  de  la  quiebra,  afirman  la  doctrina  de  la  plu- 
ralidad de  concurso  para  el  caso  en  que  el  fallido  tenga  establecidas 
casas  de  comercio  separadas  y  distintasen  territorios  que  no  están 
sometidos  á  una  misma  soberanía,  lo  que  por  otra  parte  se  ajusta  á 
la  doctrina  de  la  misma  escuela  itíiliana,  según  lo  reconoce  Fiore,  su 
intérprete  mas  autorizado.  Por  lo  demás,  el  proyecto  no  se  limita  á 
señalar  las  condiciones  quedan  mérito  á  que  puedan  seguirse  varios 
juicios  de  quiebra  contra  un  mismo  comerciante,  sino  que  á  la  vez  que 
impone  la  simultaneidad  deesas  quiebras,  determina  el  procedimien- 
to, que  sin  romper  la  independencia  que  deben  conservar  los  diver- 
sos juicios  mantiene  la  solidaridad  de  intereses  entre  todos  los  acree- 
dores, salvando  siempre  las  preferencias  acordadas  á  los  acreedores 
locales  en  los  respectivos  concursos.  A  satisfacer  ampliamente  esos 
intereses,  responden  los  artículos  38  á  49  del  proyecto. 

Séame  permitido  una  última  observación,  y  concluyo.  El  principio 
de  la  pluralidad  de  las  quiebras  que  la  Comisión  ha  aceptado  con  las 
limitaciones  que  la  sana  crítica  jurídica  impone,  tienepor  anteceden- 
te la  doctrina  ya  sancionada  en  materia  civil,  de  la  pluralidad  de  su- 
cesiones. Poco  importa  que  la  trasmisión  de  bienes  por  causa  de 
muerte  constituya  un  modo  de  adquirir  á  título  gratuito  y  que  la 
trasmisión  de  bienes  por  causa  de  insolvencia,  como  lo  establece  la 
Cancillería  Chilena  en  la  nota  interpretativa  del  Derecho  Civil  Inter- 
nacional de  Chile,  á  que  he  hecho  referencia  en  el  curso  de  este  Infor- 
me, no  sea  masque  una  dación  en  pago,  á  buena  cuenta  de  créditos 
que  se  deben  á  título  oneroso.  Si  la  unidad  de  la  ley  en  cuanto  á  la 
distribución  de  la  masa  fallida  entre  los  acreedores  !jae,4ft.  \x£N^$'^''e^52ct 
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en  muchos  casos  una  derogación  del  derecho  de  preferencia,  inheren- 
tes á  esos  créditos,  la  observación  es  tanto  mas  aplicable  á  la  materia 
de  las  sucesiones,  cuanto  que  no  solo  hay  que  tener  en  cuenta  las 
preferencins  de  los  derechos  creditorios  que  gravan  la  masa  heredita- 
ria, del  mismo  modo  que  la  masa  concursada  en  el  caso  de  falencia, 
sino  que  las  relaciones  jurídicas  que  nacen  con  la  muerte  de  una 
persona,  afectan  principios  de  orden  público  que  la  ley  territorial 
tiene  interés  especial  en  tutelar,  excluyendo  por  completo  la  aplica- 
ción de  leyes  extranjeras. 

• 
Señor  Presidente  -  Señores  Delegados — Doy  por  terminada  la  tarea 

que  me  impuse  al  aceptar  el  cargo  de  Miembro  Informante  de  la  Co- 
misión de  Derecho  Comercial.  No  tengo  la  vana  pretensión  de  ha- 
ber llevado  á  vuestro  espíritu  nuevos  elementos  de  convicción  y  ha- 
bré callado,  sin  duda  alguna,  muchas  cosas  cuya  enseñanza  podríais 
dispensarme.  Solo  aspiro  á  que  me  concedáis  aquella  larga  pacien- 
cia, que  si  no  es  dispensadora  de  los  talentos  á  que  se  refería  el  grao 
naturalista  francés,  porque  solo  se  conquistan  por  derecho  de  natura- 
lezéi,  constituye  el  arma  de  los  débiles  en  el  palenque  de  las  ideas,  j 
nos  habilita  para  servir,  en  la  medida  de  nuestras  fuerzas,  á  la  patria 
á  quien  representamos,  y  á  la  ciencia  á  que  nos  debemos  todos  lo<5 
hombres  de  pensamiento. 

He  dicho. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira  cree  de  su  deber  descar- 
tarse de  la  censura  de  incoherente  y  contradictorio  que  podría  resul- 
tar de  la  luminosa  exposición  presentada  en  nombre  de  la  Comisión 
de  Derecho  Comercial,  por  no  haber  podido  adherirá  todas  las  dis- 
posiciones contenidas  en  el  proyecto  de  Tratado  sobre  Derecho  Civil, 
y  estar  dispuesto  á  aceptar  el  actual  proyecto  sobre  Derecho  Comer- 
cial Internacional.  No  hay  duda  de  que  los  principios  generales  de 
Derecho  Civil,  especialmente  sobre  la  capacidad  jurídica  de  las  per- 
sonas, influyen  sobre  las  disposiciones  de  la  legislación  comercial ; 
pero  la  Comisión  separó  los  puntos  del  litigio,  no  consignando  en  él 
disposiciones  relativas  á  las  capacidades  de  los  personas  que  pudie- 
sen comprometer  el  principio  de  la  nacionah'dad.  A  la  iuvei-sa,  con- 
signáronse preceptos  comunes  á  todas  las  legislaciones  y  á  todos  los 
sistemas  según  la  naturaleza  jurídica  de  los  acti^s  y  las  necesidades 
del  comercio  internacional.  Así  es  que  tanto  prefiere  la  ley  local, 
como  la  del  domicilio,  como  respecto  de  las  sociedades  anónimas, 
que,  siendo  entidades  jurídicas,  no  tienen  nacionalidad  como  las  per- 
sonas naturales,  taLto  con  relación  al  principio  de  la  nacionalidad 
como  á  los  buques. 

Cualesquiera  que  sean  las  aspiraciones  ciet tíficas  paní  identificar 
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con  el  Derecho  Civil  el  Derecho  Comercial,  no  e-u  menos  cierto 
que  en  el  estíido  actual  de  las  lej^islaciones  positivas  <le  los  pueblos, 
este  es  un  ramo  especial  de  la  legislación  de  cada  país,  en  el  cual 
los  conflictos  internacionales  de  las  leyes  positivas,  son  menos  fre- 
cuentes y  menos  acentuados,  por  eso  es  que  las  disposiciones  son 
comunes  entre  los  diversos  pueblos,  al  mismo  tiempo  que  las  frecuen- 
tes relaciones  comerciales  internacionales  hacen  mas  necesarios  los 
arbitrios  destinados  á  dirimir  los  referidos  conflictos.  El  proyecto 
presentado  es  la  mejor  demostración  de  esta  tesis. 

El  se  cunfornuí,  en  g(*neml,  con  el  proyecto  presentado  al  Con* 
greso  lie  Lima,  el  cual,  ademas,  basábase  sobre  los  j)riuci[»ios  de  la 
nacionnlidad. 

Inciden ttd mente  no  pueile  dejar  de  impunnar  la  censura  que,  con 
menos  fnndaíuento,  se  hace  ni  principio  de  la  nacionalidad,  de  excluir 
á  los  extranjeros  de  la  adquisición  y  goce  de   los  derechos  civiles, 
estíiblcciendí»  diferencia  entre  ellos  y  los  nacionales.  Por  el  contrario, 
el  principio  de  la  nacionalidad  habilita  al  legislador  de  cada  país  á 
aplicar  á  los  extranjeros  en  él  residentes,  en  cuanto  á  sn  capacidad, 
las  leyes  que  mas  favorables  puedan  serles,  á  saber,  las  leyes  de  su 
patria.     Para  su  mayor  e^tanilidad  y  certeza   es,  sin  duda,  mas  favo- 
rable á  la  conílicion  de  extranjero  que  á  la  ley  local  de  la  residencia 
y  del  domicilio,  conforme  tendrá  ocasión  de  recordar  al  manifestar  las 
razones  ¡>or  que  no  le  fué  posible  aceptar  íntegramente  todo  el   im- 
portante proyecto  sobre  el  Derecho  Civil.  Así  es  que.  los  tratadistas 
que  .sustentan  el  principio  de  la  nacionnlidad  .son  los  que  mas  pugnan 
por  la  igualdad  de  dereclns  civiles  entre  extranjeros  y   nacionabs, 
bastando  citar  á  propósito  á  P.  Fiore.     Asi  es  que,  dos  legislaciones 
antiguas  que  igualmente  lo  consagraban,  la  de  España  y  la  de  Por- 
tugal,   no   címocieron    diferencia  entre   nacionales  y  extranjeros  en 
cuanto   á    los   derechos  civiles  y    trasmitieron   esc  principio   funda- 
menüd  y  generóse  á  sus  Colonias  que  forman   hoy  los  Estados  Sobe- 
ranos reunidos  en  este  Congreso.     En  conclusión,  ni  es  incoherente 
y  contradictorio  aquel  que,  no  habiendo  aceptado   el   proyecto  sobre 
Derecho  Civil  por  no  con.«ingrar  el  principio  de  la  nacionalidad,  ace[)ta 
el  proyecto  sobre  Derecho  Comercial,  ni    es  fundada  la  argumenta- 
ción de   ofensa  á    les  derechos  de   los  extranjeros  que  se  irroga  al 
principio  de  la   nacionalidad,  el  cual,  ademsa,   es  acusado  por  bue- 
nos espíritus,  si  bien  aunque  sin  fundamento,  de  atentatorio. y  usur- 
pador de  los  derechos  de  la  soberanía  local   en   favor  del   extran- 
jero. 

El  Señ(U'Pmts  dijo:  que  por  su  parte  condigna  las  mismas  opinio^ 
nes  que  ha  emitido  el  Señor  Doctor  d3  Andrade  Figueira.  Cree  que 
no  hay  perfecta  conformidad  en  los  principios  que  sirven  de  base  á 
uno  y  otro  proyecto.  Que  aceptji  los  que  establece  en  general  el  que 
está  en  discusión  y  no  encuentra  en  ello  inconvenientes. 


kJiJÍ. 


Por  otra  p^rte  no  vé  solucionada  eu  este  proyecto  en  un  sentido 
contrario  á  las  ideas  que  ha  sostenido,  la  cuestión  de  la  capacidad 
como  lo  está  en  el  proyecto  de  Tratado  de  Derecho  Civil.  Entiende 
que  tampoco  se  ha  solucionado  en  el  mismo  sentido,  la  doctrina  reía- 
tiva  á  la  diversidad  de  los  juicios.  Agregó :  que  en  ese  punto  podría 
apartarse,  porque  como  lo  ha  expresado  el  Miembro  Informante,  está 
sujeto  á  leyes  distintas.  En  cuanto  á  los  demás,  no  vé  la  conformi- 
dad á  que  alude  el  Señor  Doctor  Ramirez,  y  con  respecto  á  las  doc- 
trinas expuestas  en  uno  y  otro  proyecto,  le  parece  que  existe  bas- 
tante materia  para  manifestar  que  no  hay  tal  conformidad  y  que 
puede  muy  bien  aceptar  las  que  contiene  el  proyecto  en  discusinn> 
como  las  acepta,  sin  haber  aceptado  las  del  Derecho  Civil. 

Se  puso  á  voüicion.  y  fué  aprobado  en  general,  por  unanimidad,  el 
proyecto  de  Derecho  Comercial  Internacional. 

En  discusión  particular. 

TÍTULO  I. 

DE    LOS  ACTOS  DE  COMERCIO   Y  DE  LOS  COMERCIANTES. 

Artículo    1.' 

«  Los  actos  jurídicos  serán  considerados  actos  de  comercio  ó  de 
€  fuerí)    civil,  con  arreglo  á  la  ley  del  país  en  que  se  efectúan.  » 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzmau  desea  conocer  cuales  la  inteli- 
gencia neta  y  definida  que  se  leda  á  este  artículo. 

El  íénniuo  efectúany  pudiera  dar  lugar  á  una  doble  interpretación» 
es  decir:  si  se  refiere  al  lugar  en  que  se  ejecuta  el  acto  ó  á  aquel  en 
que  debe  producir  sus  efectos. 

Como  en  la  Materia  Civil,  agregó,  se  han  establecido  principios  al 
respecto,  desearía  en  consecuencia,  conocer  con  exactitud  cual  es  la 
significación  que  la  Comisión  atribuye  al  término  indicado. 

El  Señor  Doctor  Ramirez  cree  que  la  pregunta  está  ampliamente 
contestada  en  el  Informe  que  acaba  de  producir;  no  obstante,  hace 
presente  que  por  este  título  el  comerciante  está  regido  por  las  leyes 
del  país  en  que  ejerce  su  profesión,  y  por  lo  tanto,  todos  \o9  actos  que 
realiza  allí  se  sujetan  á  la  ley  local;  que  en  ese  sentido  está  formula- 
do el  artículo  1." 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman.  Interroga  que  un  contrato  cele- 
brado, por  ejemplo,  en  la  República  Oriental  del  Uruguay,  sobre 
mercaderías  que  deben  entregarse  en  Buenos  Aires,    ¿por  que  ley 
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debe  calificarse  ese  acto  comercial,  por  la  del  lugar  donde  se  pro- 
duce el  efecto,  donde  se  cobra  el  importe,  ó  bien  donde  se  cumple 
el  contrato? 

El  Señor  Doctor  Ramírez .  Si  las  mercaderías  están  en  la  República 
Argentina  es  en  esta  Nación  que  el  contratóse  ejecuta, y  la  relación 
jurídica  que  produce  se  rige  por  sus  leyes. 

El  Señor  Doctor  Vaca-Guzman .  Se  dá  por  satisfecho  cou  esa  ex- 
plicación. 

Se  vota  el  artículo  y  es  aprobado  por  unanimidad  en  esta  forma: 

«  Los  actos  jurídicos  serán  considerados  civiles  ó  comerciales  uou 
«  arreglo  á  la  ley  del  país  en  que  se  efectúan.  » 

En  discusión  el 

Artículo  2." 

«  Las  personas  físicas  ó  jurídicas   serán  rt  no  calificadas  de  comer- 

<  ciantes,  según  la  ley  del  país  en  que  tienen  lugar  los  actos  que  esas 
*  personas  ejerciten.  ^ 

El  Señor  Doctor  Ramirez  dice:  que  de  acuerdo  con  las  observa- 
ciones hechas  por  algunos  de  los  Señores  Plenipotenciarios,  la  Comi- 
sión propone  que  este  artículo  sea  redactado  en  la  siguiente  forma, 
en  la  cual  se  vota  y  es  aprobado  por  unanimidad: 

«  El  carócter  de  comerciante  de  las    personas  físicas  ó  jurídicas, 

<  se  determina  por  la  ley  del  país  en  el  cual  tienen  el  asiento  de 
«  sus  negocios.  » 

Se  pone  en  discusión  el 

Artículo  3.' 

<  Los  comerciantes  y  agentes  auxiliares  del  comercio  están  sujetos 

<  á  las  leyes  comerciales  del  país  en  que  practican  los  actos  que  les 

<  confieren  el  carácter  que  invisten.  » 

El  Señor  Doctor  Ramirez  dice:  que  en  este  artículo  se  ha  hecho 
también  una  modificación  de  forma,  quedando  redactado  como  sigue: 

<  Los  comerciantes  y  agentes  auxiliares  del  comercio,  están  sujetos 
4  á  las  leyes  comerciales  del  país  en  que  ejercen  su  profesión,  p 

Votado  el  artículo  es  aprobado  por  unanimidad. 


Se  jiii^o  á  vnTiicion,  y  i: 
].rnyrci(i  <l(»    Derecho  ('•• 

Kii  lüscusion  partic'iil;: 


I)K    LOS  ACT().- 


Los  íictos  juríílicí' 
«  fuero    civil,  con  ari 

Kl  SefM)r  Doctor 
«riMiciíi  Ficta  y  (lefíiii* 

Kl  Xvnmnopjectft/f.' 
es  decir:  si  se  refiere 
([ue  debe  producir  > 

Corno  en  la  Mater 
respecto,  desearía  c 
sijíniíicaciou  quela  * 

El  Señor  Doctor  I 


1      T 
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las  de  pleno  derecho  como  tales  eo  los   Estados,  y  hábiiee 

percibir  ec  ellos  derechos   civiles,  y   gestionar  eu  reconoci- 

)  ante,   los  trilmnales.    Mas  para  el  ejercicio  de  netos   com- 

pidos  en  el  objeto  de  su  institución,  se  sujetarán  á  las  prescríp- 

)  estiiblccidas  en  el  Estado  en  el  cual  intentan  realizarlos.  > 

i  á  discutir  el 

Artículo  6.' 

a  sucursales  6  agencias  constituidas  en  un  pais  por  una  sociedad 
ida  eu  otro,  se  considerarán  domiciliadas  en  el  lugar  en  que 
pen  y  siiji^tas  á  la  jurisdicción  de  las  autoridades  locales,  en  lo 
nerniente  k  las  operaciones  que  practiquen.  ■ 

[  SeSor  Doctor  Ramírez  expres^i  que  la  Comislcn  haUa  aceptado 
guíente  modificación  de  forma :  decir  Estado  en  vez  de  país  y  /im- 
1  en  lugar  de  residen. 

Votado  el  articulo  es  aprobado  por  unanimidad  en  esta  forma: 

«  Lns  sucursales  ó  agencias  constituidas  en  un  Estado  por  una 
•  sociedad  mdicada  en  otro,  se  considerarán  domiciliadas  en  el  lugar 
t  en  que  funcionen,  y  sujetas  á  lu  jurisdicción  de  las  autoridades 
■  tócales,  en  lo  concerniente  á  las  operaciones  que  practiquen.  > 

En  discusión  el 


<  Las  sociedades   que  tienen  su  principal   establecimiento  en   un 

<  país,  se  rigen  por  sus  leyes,  aún   cuando  el  neto  por  el  cual   han 

<  sido  oi^nizadas  se  haya  realizado  en  el   territorio  de  otro.  > 

El  Señor  Doctor  Ramirezdice:  que  de  acuerdo  con  la  opinión  ma- 
nifestada por  algunos  de  sus  Honorables  Colegas,  la  Comisión  ha  creído 
deber  suprimir  el  artículo  7.',  por  considerarlo  comprendido  en  los 
artículos  5,°  y  6.° 

El  Honorable  Congreso  resolvió  suprimir  el  referido  articulo. 


«  Son  jueces  competentes  para  conocer  de  los  litigios  que  surjan 
(  éntrelos  socios  oque  inicien  los  terceros  contra  la  sociedad  sobre 
[  asuntos  que  se  relacionen  con  el   giro  de  los  negocios  sociales,  ]>is 


«  del  país  en  que  la  sociedad  tiene  su  domicilio  legal,  sin  perjuicio  de 
«  lo  dispuesto  en  el  artículo  6.°  » 

El  Señor  Doctí»r  Rnmirez  propone,  á  nombre  de  la  Comisión,  que 
el  artículo  sea  redactado  en  la  siji^uiente  forma,  en  la  cual  se  vota  y  es 
aprobado  por  unanimidad: 

«  Los  jueces  del  país  en  que  la  sociedad  tiene  su  domicilio  legal, 
«  son  competentes  pan\  conocer  de  los  litij^ios  que  surjan  entre  los 
«  socios,  ó  que  inicien  los  terceros  contra  la  sociedad.  » 

El  Señor  Doctor  Ramirez  manifestó:  que  la  Comisión,  aceptando 
las  indicaciones  de  algunos  de  los  Señores  Plenipotenciarios,  había 
convenido  en  a<^regar  un  artículo  al  título  db  las  sociedades,  en  el 
cual  se  prevea  eí  caso  de  que  una  sociedad  constituida  en  país  ex- 
tranjero, que  no  tenga  sucursales  en  otro  Estado,  practique  en  él  actos 
de  comercio. 

Como  se  ha  creido  que  tal  caso  no  está  previsto  en  ninguno  de  los 
artículos  anteriores,  y  considerando  que  debe  ser  regi<io  por  la  ley 
territorial,  es  decir,  por  la  del  lugar  en  que  se  practica  ese  acto,  se 
ha  redactado  el  artículo  siguiente : 

€  Las  operaciones  que  una  sociedad  domiciliada  en  un  Estado 
<  practique  en  el  territorio  de  otro,  estarán  sujetas  á  la  jurisdicción 
«  de  los  tribunales  del  último.  » 

Después  de  un  cambio  de  ideius  entre  el  Señor  Presidente,  y  los 
Señores  Ramirez,  Chacaltana,  Quintana,  Prats  y  Gálvez,  el  artículo 
quedó  redacüulo  en  la  siguiente  forma,  en  la  cual  se  vota  y  e-s  apro- 
bado por  unanimidad  : 

<  Las  operaciones  que  una  sociedad  domiciliada  en  un  Elstado, 
«  practique  en  territorio  de  otro,  están  sujetas  á  la  jurisdicción  de 
«  los  tribunales  del  último. 

«c  Esto  no  obstante,  el  demandante  podrá  dirigir  su  acción  ante  los 
«  tribunales  del  domicilio  de  la  sociedad.  » 

Se  pasa  al 

TÍTULO  III. 

DE   LOS    SEGUROS  TERRESTRES,  MARÍTIMOS    Y  SOBRE  LA  VIDA. 

En    discusión  el 

Artículo  9.' 

«  El  contrato  de  seguros  terrestres  se  rige  por  la  ley  del  país  en 
«  que  está  situado  el  bien  objeto  del  seguro,  en  la  época  de  su  cele- 


-  587  — 

«  bracion.     A  eso  mismo  principio  están  sujetos  los  seguros  de  tras- 

<  portes  por  rios  ó  aguas  interiores.  > 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dijo  que  este  artículo  lo  proponía,  á 
nombre  de  la  Comisión,  en  la  siguiente  forma,  en  la  cual  se  vota  y 
es  aprobado  por  unanimidad  : 

<  Lns  contratos  de  segur(js  teiTestres  y  de  trasporte  por  rios  ó  aguas 
€  interiores,  se  rigen  por  la  ley  del  país  en  que  está  situado  el  bien 
«  objeto  del  seguro  en  la  época  de  su  celebración. » 

En  discusión  el 

Artículo  10. 

«  Los  seguros  marítimos  y  sobre  la  vida  se  rigen  por  las  leyes  del 

<  país  en  que  está  domiciliada  la  sociedad  aseguradora,  ó  sus  sucur- 
«  sales  y  agencias  en  el  caso  previsto  en  el  artículo  6.* » 

El  Señor  Doctor  Aceval  supone  que  el  artículo  en  discusión  com- 
prenderó  los  rios  limítrofes  entre  dos  Estados. 

El  Señor  Presidente  dijo :  que  esc  caso  estaba  previsto  en  el  artí- 
culo 9.°,  según  su  nueva  redacción. 

Se  vota  el  artículo  y  es  aprobado  por  unanimidad  en  la  forma 
trascrita. 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  11. 

t  Son  competentes  para  conocer  de  las  reclamaciones  que  se  deduz- 
«  can  contra  las  sociedades  de  seguros,  los  tribunales  del  país  en  que 
«  dichas  sociedades  tienen  su  domicilio  legal. 

<  Si  esas  sociedades  tienen  ccnstituidas  sucursales  en  otros  Elsta- 
€  dos,  regirá  lo  dispuesto  en  el  artículo  6.* » 

Este  artículo  fué  aprobado  por  unanimidad. 
Se  pasa  al 

TÍTULO  IV. 

DB  LOS  CHOQUES,  ABORDAJES  T  NAUFRAGIOS. 

En  discusión  el 

Artículo  12. 

«  Los  choques  y  abordajes  de  buques  se  rigen  por  la  ley  del  país 
«  en  que  se  producen  y  quedan  sometidos  á  la  jurisdicción  de  los 
«  tribunales  del  mismo.  » 
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El  Señor  Doctor  Ramírez,  á  nombre  de  la  Comisión,  propone  que 
en  vez  de  la  palabra  que  se  digii  cuyas  (iguas. 

Se  vota  el  artículo  y  es  aprobado  por  unanimidad  en  esta  forma: 

«  Los  choques  y  abordajes  de  baques  se  rielen  por  la  ley  del  país 

*  en  cuyas  aguas  se  producen,  y  quedan  sometidos  á  la  jurisdicción 
«  de  los  tribunales  del  mismo.» 

En  discusión  el 

Artículo  13. 

«  Si  los  choques  y  abordajes  tienen  lugar  en  aguas  neutrales,  la 
f  ley  aplicable  será  la  de  la  Nación  á  que  pertenece  el  pabellón  de 
<  los  buques. 

<  Si  estos  llevan  distinta  bandera,  regirá  la  ley  del  Estado  mas 
«  favorable  al  que  resulte  culpable  del  choque  ó  que  le  dé  el  carácter 
«  de  un  hecho  producido  por  fuei-za  mayor  ó  caso  fortuito. 

<  En  el  caso  previsto  en  el  inciso  anterior,  corresponderá  el 
«  juzgamiento  de  las  cuestiones  que  surjan  con  tal  motivo,   á   los 

*  jueces  del  país  que  tiene  jurisdicción  en  el  primer  puerto  íi  que 

*  arriben. 

«  SI  los  buques  arriban  á  puertos  situados  en  distintos  territorios, 
«  ejercerán  jurisdicción  las  autoridades  (]ue  prevengan  en  el  conocí- 
«  miento  del  asunto.  » 

E!  Señor  Doctor  Ramírez  propone  que  el  artículo  sea  redactado 
en  los  siguientes  términos,  en  los  cuales  se  vota  y  es  aprobado  por 
unanimidad  : 

«  Si  los  choques  y  abordajes  tienen  lugar  en  aguas  no  jurísdiccío- 
«  nales,  la  ley  aplicable  será  la  de  la  Nación  de  su  matrícula. 

«  Si  los  buques  estuvieren  matriculados  en  distintas  Naciones^ 
'  regirá  la  ley  del  Esüido  mas  favorable  al  demandado. 

«  En  el  caso  previsto  en  el  inciso  anterior,  el  conocimiento  de 
«  la  causa  corresponderá  á  los  tribunales  del  país  á  que  pr¡men> 
«  arriben. 

«  Si  los  buques  arriban  á  puertos  situados  en  distiiítos  países,. 
«  prevalecerá  la  competencia  de  las  autoridades   que  prevengan   en 

*  el  conocimiento  del  asunto. » 

En  discusión  el 

Artículo  14. 

«  En  los  casos  de  naufragio  serán  competentes  las  autoridades  del 
«  territorio  marítimo  en   que  tiene  lugar  el  suceso. 
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<  Si   el   naufragio  se  realiza   en  aguas    neutrales,  conocerán  los 

<  tribunales  del  país  del  pabellón  del  buque  ó  los  del  domicilio  del 
*  demandado  en  el  momento  de  la  iniciación  del  juicio,  á  elección 
«  del  demandante.  > 

El  Señor  Doctor  Ramírez,  á  nombre  de  la  (Comisión,  propone  que 
el  artículo  se  redacte  en  los  siguientes  términos,  en  los  cuales  se 
vota  y  es  aprobado  por  unanimidad: 

<  En  los  casos  de  naufragio  serán  competentes  las  autoridades  del 
«  territorio  marítimo  en  que  tiene  lugar  el  siniestro. 

«  Si   el  naufragio  ocurre  en  aguas  no  jurisdiccionales,  conocerán 

<  los  tribunales  del  país  del  pabellón  del  buque  ó  los  del  domicilio 

<  del  demandado  en  el  momento  de  la  iniciación  del  juicio,  á  elec- 
«  cion  del  deuiandante. » 

Se  pasa  al 

TÍTULO  V. 

DEL   FLKT AMENTO. 

En  discusión  el 

Artículo  15. 

«  El  contrato  de  fletamento  se  rige  y  juzga  por  las  leyes  y  tribu- 
«  nales  del  país  en  que  está  domiciliada  la  agencia  marítima  con  la 
«  cual  ha  contmtado  el  fletante. 

«  Si  el  contrato  tiene  por  objeto  la  corduccion  de  pasajeros  se 
«  regirá  y  juzgará  por  la  ley  y  tribunales  del  domicilio  de  la  agencia 
«  marítima  con  quien  se  estipula  la  expedición  de  los  pasajes.  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez  propone  que  en  vez  áefleiante  se  diga 
fletador. 

Votado  el  artículo  es  aprobado  por  unanimidad,  con  la  modificación 
indicada. 

En  discusión  el 

Artículo   16. 

«  Si  la  agencia  marítima  no  existe  en  la  época  en  que  se  inicia  el 
«  litigio,  el  fletador  podrá  también  accionar  ante  los  tribunales  del 
«  país  en  que  se  encuentren  domiciliados  los  socios  ó  representantes 
«  de  la  misma. 
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<  Sí  el  artor  fuese  el  fletante  podrá  iniciar  so  demanda  ante  los 
<  tribunales  del  Estado  en  que  se  encuentre  domiciliado  el  fletador.  > 

El  Beñor  Prais  propone  que  en  lugar  de  las  palabras  también  ae- 
donar,  del  primer  inciso,  se  diga  deducir  sus  acciones. 

El  Señor  Doctor  Ramirez,  á  nombre  de  la  Comisión,  propone  la 
siguiente  forma  para  el  artículo  en  discusión,  en  la  cual  se  vota  y  e« 
aprobado  [>or  unanimidad: 

€  Sí  la  agencia  marítima  no  existiese  en  la  época  en  que  se  inicia 
'  el  litigiíí,  el  fletador  podrá  deducir  sus  acciones  ante  los  tribunales 
«  del  domicilio  de  cualquiera  de  los  interesados  ó  representantes  de 
«  aquella. 

<  Si  el  actor  fuese  el  fletante  podrá  entablar  su  demanda  ante  los 
€  tribunales  del  Estado  en  que  se  encuentre  domiciliado  el  fletador.  » 


Se  pasa  al 


TÍTULO  VI. 


DÉ   LOS    PRÉSTAMOS    A   LA   GRUESA    Ó   Á  RIESGO  MARÍTIMO. 

Se  aprueban  por  unanimidad  y  sin  observación  los  siguientes  ar- 
tículos : 

Ai-tículo  17. 

'<  El  contrato  de  préstamo  ala  gruesa  se  rige  por  la  ley  del  país  en 
«  «|ue  se  hacíí  el  présüiino.  » 

Artículo  18. 

«  Las  sumas  tomadas  á  la  gruesa  para  las  necesidades  del  último 
«  viaje,  tienen  i)referenc¡a  en  el  pago,  á  las  deudas  contraídas  |>ara 
«  la  eonstrnccion  ó  compra  del  buíjne,  y  al  dinero  tomado  á  la  gruesa 
«  en  un  viaje  anterior. 

*  Los  j)réstamos  hechos  durante  el  viaje  serán  |)referi(1os  á  los  que 
^  se  hicieren  tintes  de  la  salida  del  buque,  y  si  fuesen  muchos  los 
«  préstatnos  tomados  en  el  curso  del  mismo,  se  graduará  entre  ellos 
«  la  preíerencia,  por  el  orden  contrario  de  sus  fechas,  pretiriéndose 
«  el  íjue  signe  al  que  precede. 

<  Los  préstamos  contraidos  en  el  mismo  puerto  de  arribada  for- 
«  zosa,  y  durante  la  misma  estancia,  entrarán  en  concurro  y  serán 
<   pagados  á  |)rorata.  * 
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Artículo  19. 

«  Las  cuestiones  que  se  susciten  entre  el  dador  y  el  tomador  serán 
«  sometidas  á  la  jurisdicción  de  los  tribunales  donde  se  encuentren 
«  los  bienes  sobre  los  cuales  se  ha  realizado  el  préstamo. 

<  En  el  caso  en  que  el  prestamista  no  pudiese  hacer  efectivo  el 
«  cobro  de  las  cantidades  prestadas  en  los  bienes  afectos  al  pago, 
«  podrá  ejercitar  su  acción  ante  los  tribunales  del  lugar  del  contrato 
«  ó  del  domicilio  del  demandado  > 


Se  pasa  al 


TITULO  VIL 

DE   LA   GENTE  DB  MAR. 


En  íiiscusion  el 


Ai-tículo  20. 


«  Los  contratos  de  ajuste  de  los  oficiales  y  de  la  gente  de  mar  se 
«  rigen  por  la  ley  del  país  en  que  el  contrato  se  celebra.  » 

Este  artículo  fué  también  aprobado  por  unanimidad. 

En  discusión  el 

Artículo  21. 

«  Todo  lo  concerniente  al  orden  interno  del  buque  y  á  las  obli- 
«  gaciones  de  los  oficiales  y  gente  de  mar  se  rige  por  las  leyes  del 
«  país  á  que  pertenece  la  bandera  del  buque.  > 

El  Señor  Doctor  Ramírez,  á  nombre  de  la  Comisión,  propone  que 
el  artículo  se  redacte  en  los  siguientes  términos,  en  los  cuales  se 
vota  y  es  aprobado  por  unanimidad: 

«  Todo  lo  concerniente  al  orden  interno  del  buque  y  á  las  obli- 
»  gaciones  de  los  oficiales  y  gente  de  mar  se  rige  por  las  leyes  del 
»  país  de  su  matrícula.  » 


Se  pasa  al 


TITULO  VIII. 

DE   LAS   AVERÍAS. 


En  discusión  el 


Artículo  22. 
«  Las  averías  que  el  Derecho  Comercial  denomina  gruesas  ó  co- 
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>  muoes  se  rigen  por  la  ley  de  la  NaciOD  á  que  pertenece  la  bandera 
»  del  buque  en  que  han  ocurrido.  » 

El  Sefior  Doctor  Ramírez  dice  que  la  Comisión  ha  modificado  este 
articulo  para  mejorar  su  redacción,  en  los  siguientes  términos,  en 
los  cuales  se  Tota  7  es  aprobado  por  unanimidad: 

«  Lfs  averías  gruesas  ó  comunes  se  rigen  por  la  ley  del  país  de  la 

>  matricula  del  buque  en  que  han  ocurrido.  » 


En  discusión  el 


Artículo  23. 


«  Las  averías  particulares  se  rigen  por  la  ley  aplicable  al  contrata 

>  de  fletamento  de  las  mercaderías  que  las  sufren.  > 

Votado  este  artículo  fué  aprobado  por  unanimidad. 
Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  24. 

c  Son  jueces  competentes  para  conocer  en  los  juicios  de  averías  co- 
"  muñes,  los  que  ejercen  jurisdicción  en  el  puerto  en  que  teroiina  el 
»  viaje. » 

El  Señor  Doctor  Ramírez,  á  nombre  de  la  Comisión,  propone  que 
el  artículo  se  redacte  en  los  siji^uientes  términos,  en  los  cuales  fué  apro- 
bado por  unanimidad: 

€  Son  competentes  para  conocer  en  los  juicios  de  averías  comunes, 

>  los  jueces  del  país  del  puerto  en  que  termina  el  viaje.  > 


En  discusión  el 


Artículo  25. 


^  Los  juicios  de  averías  particulares  se  radicarán  ante  los  tribuna- 
»   les  del  piiís  en  cuyo  territorio  tiene  lugar  la  entrega  de  la  carga.» 

El  Sefior  Doctor  Ramirezdice  que  la  Comisión  ha  modificado  este 
artículo,  en  los  siguientes  términos,  en  los  cuales  se  vota  y  es  aprobado 
por  unanimidad: 

«  Los  juicios  de  averías  particulares  se  radicarán  ante  los  tribu- 
»   nales  del  país  en  (jue  se  entrega  la  carga.  * 
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Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  26. 

<  Si  el  viaje  se  revoca  antes  de  la  partida  del  buque,  ó  si  después 

>  de  su  salida  se  viese  obligado  á  volver  al  puerto  de  la  carga,  cono- 

>  cerán  del  juicio  de  averías,  los  jueces  del  país  en  cuyo   territorio 
»  jurisdiccional  está  comprendido  dicho  puerto.  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez  propone,  á  nombre  de  la  Comisión,  que 
el  artículo  en  debate  se  redacte  en  los  términos  siguientes,  en  los 
cuales  se  vota  y  es  aprobado  por  unanimidad: 

«  Si  el  viaje  se  revoca  antes  de  la  partida  del  buque,  ó  si  después 
»  de  su  salida  se  viese  obligado  á  volver  al  puerto  <!e  la  carga,  cono- 
»  cerán  del  juicio  de  averías,  los  jueces  del  paisa  que  dicho  puerto 

>  pertenece.  » 

Se  pasa  al 

TÍTULO  IX. 

DE   LAS   LETRAS   DE   CAMBIO. 

En  discusión  el 

Artículo  27. 

«  El  giro,  el  endoso,  la  aceptación  y  el  protesto  de  una  letra  de 
»  cambio  deben  ser  redactados  según  la  ley  del  lugar  en  que  respec. 
«  tivamente  se  realicen  dichos  actos.  > 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dice  que  la  Comisión  ha  modificado  el 
artículo  en  la  siguiente  forma,  en  la  cual  se  vota  y  es  aprobado  por 
unanimidad: 

«  La  forma  del  giro,  endoso,  aceptación  y  protesto  de  una  letra  de 
»  cambio,  se  sujetará  á  la  ley  del  lugar  en  que  respectivamente  se 
»  realicen  dichos  actos.» 

El  Señor  Doctor  Ramírez  pide  que  se  lean  los  artículos  28  y  29. 

Artículo  28. 

«  Las  relaciones  jurídicas  que  no  dependan  de  la  forma  en  que  ha 
»  sido  redactada  la  letra  entre  el  girador,  el  tomador  y  los  endosan - 
»  te-s,  se  rigen  por  la  ley  del  país  en  que  está  domiciliado  el  girador  en 

>  la  época  en  que  se  hace  el  giro. 

»  En  su  consecuencia,  es  con  arreglo  á  esa  ley  que  deben  regirae: 
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<  1.*  Las  obligacioDes  del  girador  hacia  el  tomador  eo  UkIo  lo 
»  hitivo  á  la  provisioQ  de  foodos  y  á  las  acciones  qoe  contra 
»  si<|ijel  pueden  ser  ejercitadas,  en  el  caso  de  no  ser  pagada  la 
»  lí^tra  por  el  girado. 

>  2*  Las  ohligacíODes  del  endosante  con  relación  á  sa  cesionark* 

*  y  los  f»oilíulores  subsiguientes  de  la  letra. 

>  3/  Todo  lo  relativo  al  pago,  á  la  fijación  del  vencimiento,  á  los 

>  plazos  dentro  de  los  cuales  debe  el  portador  cumplir  sos 
»  obligaciones  y  recurrir  contra  el  girador  y  endosantes,  para 
»  el  efecto  de  saber  si  el  girador  puede  ó  no  oponer  la  exccp- 

>  cion  de  que  la  letra  está  perjudicada.» 

Artículo  29. 

«  Los  derechos  y  obligaciones  entre  el  aceptante,  el  girador  y  los 

>  endosantes  se  rigen  por  la  ley  del  domicilio  del  aceptante,  en  la 

>  época  de  la  aceptación.  > 

El   Señor  Doctor  Ramírez  manifestó  que  la  Ck>mision,  aceptando 
las  indicaciones  de  los  Señores  Quintana,  Vaca-Guzmán  y  Prats,  pro 
ponía  la  sustitución  de  los  artículos  que  acababan   de  leerse,  porh>s 
artículos  3.*,  4.*  y  5.*  del  proyecto  de  Código  Comercial  sancionado  por 
el  Congreso  del  Perú,  cuya  redacción  es  la  siguiente: 

Artículo  3/ 

«  Las  reladoncs  jurídicas  que  resultan  del  giro  de  una  letra  entre 
»  el  girador  y  el  beneíiciario  se  regirán  perla  ley  del  lugar  en  que 

*  la  letra  lia  sido  girada:  hisque  resultan  entre  el  girador  y  aquel  á 
»  cuyo  cargo  se  ha  liecho  el  giro,  lo  serán  por  la  ley  del  domicilio  de 

>  este  último.  > 

Artículo  4.' 

«  Las  obligaciones  del  aceptante  con  respecto  al  portador  y  las  ex- 
»  cepciones  que  pueden  favorecerle,  se  regularán  por  la  ley  del  lugar 

*  en  que  se  ha  efectuado  la  aceptación.  » 

Artículo  5." 

€  Los  efectos  jurídicos  que  el  endoso  prodi^ce  entre  el  endosante  y 
»  el  cesionario,  dependerán  de  la  ley  del  lugar  en  que  la  letra  ha  sido 
»  negociada  ó  endosada.  > 

So  votan  dichos  artículos  y  son  aprobados  por  unanimidad. 


—  ovo  

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  30. 

«  Las  obligaciones  del  que  firma  un  aval  se  determinan  por  la  ley 
»  que  rige  las  obligaciones  de  la  persona  garantida.  » 

El  Señor  Prats  propuso  la  siguiente  fórmula  para  el  artículo  en 
debate: 

«  Las  obligaciones  del  avalista  se    determinan   por  las  leyes  que 

>  rigen  los  contratos  afianzados.  » 

Después  de  una  ligera  discusión,  en  la  que  tomaron  parte  el  Sefior 
Presidente  y  los  Señores  Quintana,  Ramírez,  Gálvez  y  Prats,  se  aplazó 
la  consideración  de  este  artículo  por  moción  del  Señor  Doctor  Cha- 
caltana. 

Se  pasa  á  discutir  el 

Artículo  31. 

«  Los  derechos  y  obligaciones  que  se  derivan  de  la  aceptación  por 

>  intervención,  se  rigen  por  la  ley  del  país  en  que  está  domiciliado 

>  el  interventor.  > 

El  Señor  Doctor  Ramírez  manifestó  que  este  artículo  había  sido 
sustituido  por  el  siguiente,  del  Tratado  de  Lima: 

«  Los  efectos  jurídicos  de  la  aceptación  por  intervención,  se  regirán 
»  por  la  ley  del  lugar  en  que  el  tercero  interviene. » 

Votado  este  artículo,  es  aprobado  unánimemente  en  la  forma  pro. 
puesta  por  el  Señor  Doctor  Ramírez. 

En  discusión  el 

Artículo  32. 

<  Si  en  un  país  se  gira  una  letra  en  que  se  indica  una  moneda  que 

>  no  es  corriente  en  la  Nación  en  que  se  hace  efectivo  el  cobro,  el 
»  pago  se  verificará  en  la  moneda  del  país  y  en  la  suma  que  según  el 
»  curso  del  cambio  equivalga  al  valor  expresado  en  la  letra,  al  tiem- 

>  po  de  su  vencimiento. » 

El  Sefior  Doctor  Ramírez  dice  que  el  artículo  en  debate  ha  sido 
modificado  en  los  siguientes  términos: 

<  La  letra  girada  en  moneda  que  no  es  corriente  en  la  Nación  en 


>  que  se  cobra,  será  satisfecha  en  la  moneda  de  ese  país  al  cambio 

>  del  día  de  su  vencimiento.  > 

El  Señor  Doctor  Aceval  propone:  que  en  vez  de  las  palabras  que 
no  es  corriente  se  diga  sin  curso  legal  y  en  vez  de  ser,  será,  para  evitar 
las  cuestiones  que  pudieran  suscitarse,  en  los  casos  en  que  se  trate, 
por  ejemplo,  de  libras  esterlinas  que  el  aceptante  podría  pagar  en 
otra  moneda,  siendo  así  que  el  contrato  establece  una  moneda  especial. 

Se  vota  el  artículo,  y  es  aprobado  por  unanimidad  en  esta  forma: 

«  La  letra  girada  en  moneda  sin  curso  legal  en  la  Nación  en  que 
%  se  cobra,  será  satisfecha  en  la  moneda  íle  ese  país  al  cambio  del  dia 

>  de  su  vencimiento.  » 

En  discusión  el 

Artículo  33. 

>  Lo   dispuesto  en  este  Título  rige  para  los  vales,  billetes  ó  paga- 

>  res  de  comercio  en  cuanto  les  sean  aplicables.  * 

Este  artículo  es  aprobado  por  unanimidad. 
En  discusión  el 

Artículo  34. 

«  Las  cuestiones  que  surjan  entre  las  personas  que  hau  intervenido 

>  en  la  negociación  de  una  letra  de  cambio,  se  ventilarán  ante  los 
»  jueces  del  domicilio  de  los  demandados  en  la  época  en  que  se  obli- 
*  garon,  ó  del  que  tengan  en  el  momento  de  la  demanda.  > 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dice:  que  la  única  modiflcacion  que  se  ha 
introducido  en  este  artículo  es  el  cambio  de  la  palabra  época,  por  fecha. 

Votado  el  artículo,  es  aprobado  por  unanimidad  con  la  modificación 
indicada. 

Se  pasa  al 

TÍTULO   X. 

DK    LAS  FALENCIAS. 

En  discusión  los  artículos  35  y  36. 

Artículo  35. 

<  Son  jueces  competentes  para  conocer  de  los  juicios  de  quiebra,  los 

>  del  domicilio  comercial  del  fallido,  sea  éste  una  persona  física  ó  una 

>  persona  jurídica.  > 
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Artículo  36. 

«  Rige  el  principio  consignado  en  el  artículo  anterior,  aún  cuando 
«  el  comerciante  declarado  en  quiebra  practique  accidentalmente ac- 
«  tos  de  comercio  en  otra  nación,  ó  mantenga  en  ella  agencias  ó  su- 
€  cúrsales  que  obran  por  cuenta  y  bajo  la  responsabilidad  de  la  casa 

principal,  cuya  suspensión  de  pagos  ha  dado  mérito  á  la  declara- 
€  cion  de  quiebra. » 

El  Señor  Doctor  Ramirez  dice  que  la  Comisión   ha  reasumido  los 

artículos  35  y  36  en  uno  solo,  quedando  en  esta  forma,  en  la  cual  se 
vota  y  es  aprobado  por  unanimidad: 

«  Son  jueces  competentes  para  conocer  de  los  juicios  de  quiebra, 
«  los  del  domicilio  comercial  del  fallido,  aún  cuando  la  persona  de- 
<  clarada  en  quiebra,  practique  accidentalmente  actos  de  comercio 
*  en  otra  Nación  ó  mantenga  en  ella  agencias  ó  sucursales  que  obran 
«  por  cuenta  y  responsabilidad  de  la  casa  principal.  > 

En  discusión  el 

Artículo  37. 


c 


<  Si  el  fallido  tiene  dos  ó  mas  casas  comerciales,  separadas  y  dis- 
tintas en  diversos  territorios,  serán  competentes  para  conocer  del 

«  juicio  de  quiebra  de  cada  una  de  ellas,  los  jueces  y  tribunales  de 
«  sus  respectivos  domicilios.  > 

El  Señor  Doctor  Ramirez  hace  presente  que  este  artículo  ha  sido 
modificado  por  la  Comisión  en  los  siguientes  términos,  en  los  cuales 
se  vota  y  es  aprobado  por  unanimidad: 

<  Si  el  fallido  tiene  dos  ó  mas  casas  comerciales  independientes 
«  en  distintos  territorios,  serán  competentes  para  conocer  del  juicio 
«  de  quiebra  de  cada  una  de  ellas,  los  tribunales  de  sus  respectivos 
«  domicilios. » 

En  discusión  el 

Artículo  38. 

«  Declarada  la  quiebra  en  un  país,  en  el  caso  del  artículo  anterior 

<  las  medidas  preventivas  dictadas  en  ese  juicio,  se  harán  efectiva- 
c  sobre  los  bienes  que  el  fallido  tenga  en  otro  territorio,  sin  per- 
c  juicio  del  derecho  que  los  artículos  siguientes  conceden  á  los  aeree 

<  dores  locales.» 
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El  Seúor  Doctor  Ramírez  propone  que  se  diga  otros  territorios 
en  vez  de  otro  territorio. 

Se  vota  el  articulo  y  es  aprobado  por  unanimidad  con  la  corrección 
indicada. 

En  discusión  el 

Artículo  39. 

«  Una  vez  cumplidas  las  medidas  preventivas  por  medio  de  las  res- 
«  pectivas  cartas  rogatorias,  el  juez  exhoi-tado  hará  publicar  por  el 
«  término  de  sesenta  dias  en  los  diarios  de  la  localidad  en  que  ejerce 
«  su  jurisdicción,  avisos  en  que  dé  á  conocer  el  hecho  de  la  decla- 
«  ración  de  quiebra  y  las  medidas  preventivas  que  se  han  uictado. » 

El  Señor  Doctor  Ramírez  manifestó:  que  la  única  modificación 
que  se  hacía  á  este  artículo  era  decir  en  dos  diarios  en  vez  de  en  los 
diarios. 

Votado  el  articulóles  aprobado  por  unaninádad  como  sigue: 

€  Una  vez  cumplidas  las  medidas  preventivas  por  medio  de  las 
«  respectivas  cartas  rogatorias,  el  juez  exhortado  hará  publicar  por 
«  el  término  de  sesenta  dias  en  dos  diarios  de  la  localidad  en  «|ue 
«  ejerce  su  jurisdicción,  avisos  en  que  dé  á  conocer  el  hecho  de  la 
€  declaración    de  quiebra  y    las  medidas  preventivas   que  se   han 

dictado. » 


c 


En  discusión  el 

Artículo  40. 

«  Los  acreedores  locales  podrán,  dentro  del  j)lazo  fijado  en-  el  ar- 
<  tículo  anterior,  á  contar  desde  el  dia  siguiente  á  la  publicación  de 
c  los  avisos,  promover  un  nuevo  juicio  de  quiebra  contra  el  fallido 
«  en  ajeno  territorio,  ó  concursarlo  civilmente  si  no  procediese  la  de" 
«  claracion  de  quiebra. 

«  En  tal  caso,  los  diversos  juicios  de  quiebra  se  seguirán  con  en* 
c  tera  separación  y  se  apliciirán  respectivamente  en  cada  uno  de 
«  ellos  las  leyes  del  país  en  que  radican.  > 

El  Sefíor  Matta  indica  la  conveniencia  de  poner  Estado  en  vez 
de  territorio. 

Acepüida  la  modificación  propuesta,  se  vota  el  artículo  y  es  apro- 
bado por  unanimidad  en  los  siguientes  términos: 

«  Los  acreedores  locales  i^odrán,  dentro  del  plazo  fijado  en  el  ar- 
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«  tículo  anterior,  á  contsir  desde  el  dia  siguiente  á  la  publicación 
«  de  ¡os  avisos,  prornover  un  juicio  de  quiebra  contra  el  fallido  en 
«  otro  Editado  ó  concursarlo  civiUncnte  si  no  procediese  la  declaración 
«  de  quiebra. 

♦  En  üd  caso,  los  diversos  juicios  de  quiebra  se  seguirán  con  entera 
«  separación  y  se  aplicarán  respectivamente  en  cada  uno  de  ellos  las 
«  leyes  del  país  en  que  radican.  > 


En  discusión  el 


Artículo  41. 


«  Entiéndese  por  acreedores  locales,  que  corresponden  á  la  quiebra 
»  ó  concurso  abierto  en  un  país,  aquellos  cuyos  créditos  son  regidos 
«  por  las  leyes  del  mismo,  según  los  principios  consignados  en  el  pre- 
€  senté  Tratado,  y  en  aquel  que  las  Altas  Partes  Contratantes  han 
«  firmado  sobre  Derecho  Civil  Internacional .  > 

El  Señor  Doctor  Ramírez,  á  nombre  de  la  Comisión,  propone  la 
siguiente  redacción  para  el  artículo  en  debate,  en  la  cual  se  vota  y 
es  aprobado  por  unanimidad: 

«  Entiéndese  por  acreedores  locales  que  corresponden  al  concurso 
«  abierto  en  un  país,  aquellos  cuyos  créditos  deben  satisfacerse  en  el 
«  mismo.» 

En  discusión  el 


Artículo  42. 

«  Cuando  procedíala  pluralidad  de  quiebras  ó  concursos,  según  lo 
«  establecido  en  este  Título,  el  sobrante  que  resultare  á  favor  del 
€  fallido,  después  de  liquidado  el  activo  y  pasivo  de  cualquiera  de 
<  ellos,  será  puesto  á  disposición  de  los  acreedores  del  otro,  debiendo 
«  entenderse  con  tal  objeto  los  jueces  de  uno  y  otro  concurso.  > 

El  Señor  Doctor  Ramírez  presenta  la  siguiente  forma  para  el 
artículo  en  debate,  en  la  cual  se  vota  y  es  aprobado  por  unanimidad: 

«  Cuando  proceda  la  pluralidad  de  juicios  de  quiebra  ó  concursos, 
c  según  lo  e-tablecido  en  este  Título,  el  sobrante  que  resultare  á 
«  favor  del  fallido,  después  de  liquidado  el  activo  y  pasivo  de  cual- 
«  quiera  de  ellos,  será  puesto  á  disposición  de  los  acreedores  del 
«  otro,  debiendo  entenderse  con  tiü  objeto  los  jueces  de  uno  y  otro 
«  concu^'so.  > 


Eo  discusión  el 

Artículo  43. 

«  En  el  casn  en  que  se  siga  un  solo  juicio  de  quiebra  ponjae  asi 
«  corresfKinda,  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  35  y  36.  ó  porque 

<  los  dueños  de  los  créditos  locales  no  havan  hecho  uso  del  derecho 
«  que  les  concede  el  articulo  40.  todos  los  acreedores  del  ñillido  pre- 

<  sentarán  sus  títulos  creditorios  v  harán  uso  de  sus  derechos  ante  el 

<  juez  ó  tribunal  que  ha  declarado  la  quiebni.> 

Después  de  una  ligera  discusión  entre  el  Señor  Presidente  y  los 
Señores  Doctores  Chacaltana,  Ramírez  y  Gálvez,  se  aplazó  la  con- 
sideración de  este  artículo. 

En  discusión  el 

Artículo    44. 

<  Aun  cuando  exista  un  solo  juicio  de  quiebra,  los  acreedores 
«  hipotecarios  anteriores  á  la  declaración  de  quiebra,  podrán  ejercer  sus 
€  derechos  sobre  los  bienes  hipotecados  ó  dados  en  prenda  ante  los 
€  tribunales  en  que  están  radicados.» 

El  Señor  Doctor  Ramírez  propone  la  siguiente  redacción  para  el 
artículo  en  debute,  en  la  cual  se  vota  y  es  aprobado  por  unanimidad: 

«  Aún  cuando  exista  un  solo  juicio  de  quiebra,  los  acreedores  hi 
«  potecarios  anteriores  á  la  declaración  de  la  misma,  podrán  ejercer 
€  sus  derechos  ante  los  tribunales  del  país  en  que  están  radicados 
«  los  bienes  hipotecados  ó  dados  en  prenda.  * 

Se   pasa  á  discutir  el 

Artículo  45. 

«  Los  i)rivileg¡os  que  favorezcan  á  los  dueños  de  créditos  locali- 
€  zados  en  el  país  en  que  ha  sido  declarada  la  quiebra  y  que  fuesen 
i  adquiridos  con  anterioridad  al  auto  declaratorio  de  falencia,  se 
«  respetarán  aun  en  el  caso  en  que  los  bienes  sobre  que  recaiga  el 
«  privilegio  se  trasporten  á  otro  territorio  y  exista  en  él,  contra  el 
«  mismo  fallido,   un  juicio  de  quiebra  ó  formación  de  concurso  civil. 

«  Lo  dispuesto  en  el  inciso  anterior  solo  tendrá  efecto  cuando  el 
«  trasporte  de  bienes  se  haya  realizado  dentro  del  plazo  de  la  retroac- 
«  cion  de  la  quiebra.  > 

El  Señor   Doctor   Ramírez  dice  que   este  artículo   ha  sido  modi- 
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ficado  por  la  Comisión  en  los  siguientes  términos,  en  los  cuales  se 
vota  y  es  aprobado  por  unanimidad: 

«  Los  privilegios  de  los  créditos  localizados  en  el  país  de  la  quie- 
«  bra,  y  adquiridos  antes  de  la  declaración  de  esta,  se  respetai-án 
«  aún  en  el  caso  en  que  los  bienes  sobre  que  recaiga  el  privilegio 
«  se  trasporten  á  otro  territorio  y  exista  en  él,  contra  el  mismo  fa- 
€  Uido,  un  juicio  de  quiebra  ó  formación  de  concurso  civil. 

«  Lo  dispuesto  en  el  inciso  anterior  solo  tendró  efecto  cuando  el 
«c  trasporte  de  bienes  se  haya  realizado  dentro  del  plazo  de  la  re- 
c  troaccion  de  la  quiebra.» 

El  Señor  Doctor  Rninirez  pidió  que  se  leyeran  los  artículos  46 
y  47  del  proyecto  presentado  por  la  Comisión. 

Artículo  46. 

«  La  autoridad  de  los  síndicos  ó  representantes  legales  de  la  quie 
«  bra.ó  concurso,  debe  ser  reconocida  en  todos  los  Estados,  si  lo  fuese 

<  por  la  ley  del  país  en  cuyo  territorio  radica  el  concurso  á  quien- 
*  representan,  y  deberán  ser  admitidos  en  todas  partes  á  ejercer  las 
«  funciones  que  les  son  concedidas  por  la  misma  ley,  y  que  no  estéc 

<  en  contradicción  con  lo  preceptuado  en  este  Tratado. » 

Artículo  47. 

<  Los  representantes  legales  de  un  concurso  tendrán  personería 
«  ante  los  tribunales  de  otro  Estado,  que  conozcan  en  la  quiebra 
«  del  mismo  fallido,  para  impedir  que  sean  burlados  los  derechos 
«  que  les  acuerda  el  presente  Tratado.» 

El  Señor  Doctor  Ramírez  manifestó  que  estos  dos  ai-tículos  se 
habían  refundido  en  uno  solo,  en  la  forma  siguiente,  en  la  cual  se 
vota  y  es  aprobado  por  unanimidad: 

«  La  autoridad  de  los  síndicos  ó  representantes  legales  de  la  quiel 
«  bra,  será  reconocida  en  todos  los  Estados  si  lo  fuere  por  la  ley  d 
«  país  en  cuyo  territorio  radica  el  concurso  al  cual  representan,  de- 

<  hiendo  ser  admitidos  en  todas  partes  á  ejercer  las  funciones  que 
«  les  sean  concedidas  por  dicha  ley  y  por  el  presente  Tratado.  > 

En  discusión  el 

Artículo  48. 

<  En  el  caso  en  que  sea  procedente  la  formación  de  concursos  se- 

<  parados  contra  una  misma  pei-sona,  será  competente  para  dictar 
«  todas  aquellas  medidas  ó  resoluciones  que  afecten  personalmente 

<  al  fallido,  el  tribunal  en  cuya  jurisdicción  i'esida.  > 
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El  Señor  Drictor  Ramírez,  á  nombre  de  la  Comisioo,  presenta  la 
siguiente  forma  \n\ni  el  artículo  en  debute,  en  la  cual  se  vota  y  es 
aprobíido  por  unanimidad : 

«  En  el  caso  de  pluralidad  de  concursos,  el  tribunal  en  cuya  juris- 

<  dicción  reside  el  fallido  será  competente  para  dictar  todas  las  inecii- 
'  das  de  carácter  civil  que  lo  afecten  personalmente. » 

En  discusión  el 

Artículo  49. 

«  I^  rehabilitación  del  fallido  solo  tendrá  lugar,  cuando  haya  sido 
«  pronunciada  en  todos  los  concursos  que  se  le  sigan.  » 

Este  artículo  fué  aprobado  por  unanimidad  sin  observación  al^^uiia. 

Se  pasa  :il 

TÍTULO  FINAL. 

DISPOSICIONES     GENERALES. 

En  discusiím  el 

Artículo  50. 

«  Las  reglas  sancionadas  por  las  Altas  Partes  Contratantes  sobre 
«  materia  civil,  de  procedimientos  y  jurisdiccional,  rigen  en  mate- 
«  ria  mercantil,  en  los  casos  ([ue,  aunque  de  carácter  comercial,  no 
«  han  sido  considerados  especialmente  en  este  Tratado. » 

Articulo  51. 

«  La  mera  residencia  de  una  persona,  se  tendrá  como  su  domicilie» 

<  cuando  no  lo  tuviere  constituido  en  parte  alguna.  > 

El  Señor  Doctor  Ramirez  expuso:  ipie  teniendo  en  cuenta  que  dos 
(lelas  Naciones  que  suscriben  este  Tratado,  no  habían  firmado  el  de 
Derecho  Civil,  proponía,  á  nombre  déla  Comisión,  que  se  suprimiese 
este  Título. 

El  Honorable  Congreso  resolvió  suprimir  el  Título  indicado. 

El  Señor  Doctor  (xálvez  manifestó  la  conveniencia  de  hacer  cons- 
tar en  el  Acta  las  razones  que  había  para  la  supresión;  pues  e^  en* 
tendido  que  la  Legislación  Civil  es  subsidiaria  para  todo  lo  que  no  esté 
expresamente  estipulado  en  el  Tratado  Comercial. 
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El  Señor  Presidente  dijo   que  el   Acta  contendría  la  declaración 
indicada  por  el  Señor  Doctor  Gálvez 

La  Sesión  se  levanta  ¿  las  7.10  p.  m. 

Ild.  Gabcia  Lagos 

Presidente 

Roque  Sabnz  Peíía 

Manl.  Quintana 
Sgo.   Vaca-Guzman 
Domingos  de  Andbade  Figueiba 
Guillermo  Matta 
B.  Pkais 
Benj.  Aceval 
José  Z.  Caminos 
Cesáreo  Chagaltana 

M.  M.  Gálvez 
Gonzalo  Ramírez 
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ACTA  NIJM.  32. 

SESIÓN  DEL  4  DE  FEBRERO  DE  1889. 

Presidencia  del  Señor  Doctor  Don  Ildefopso  Grarcia  Lagos. 
Estando  presentes  : 

Por  la  R&piMica  Argentina: 

El  SeSíor  Doctor  Don  Eoqüe  Saenz  Peíía; 
El  Seííor  Doctor  Don  Manuel  Quintana. 

Por  la  República  de  Solivia: 

El  Seííor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Guzman. 

Por  el  Imperio  del  Brasil : 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andradb  Figueira. 

Por  la  Bepública  de  Chile: 

El  SeSíor  Don  Guillermo  Matta; 
El  SeS»or  Don  Belisario  Prats. 

Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Seüíor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Seííor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

Por  la  República  del  Perú: 

El  Seííob  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  SeSíor  Doctor  Don  Manuel  María  Gílvez. 

Por  la  Rqpública  Oriental  del  Uruguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  GaIeicia  Lagos; 

El  Se:Si0r  Doctor  Don  Gonzalo  Kamirez. 
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La  SesioD  se  abre  á  las  2.45  p.  ai. 
Se  leyó  y  aprobó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

El  Señor  Doctor  Ramírez  dice:  que  en  la  última  S<»ion  quedó  peo- 
diente  la  discusión  de  varios  artículos  del  provecto  de  Tratado  de 
Derecho  Comercial   Internacional. 

El  príniero  referente  á  las  averías  comunes  ó  gruesas,  fué  materia 
de  ciertas  observaciones  presentadas  por  algunos  Señores  Plenipoteo- 
ciaríos. 

Ademas,  el  Señor  Doctor  Caminos  observaba  que  la  disposición  del 
articulo  era  procedente,  cuando  los  buques  atravesaban  distintos  ter- 
ritorios; pero  que  no  pudiendo  regirse  las  averías  comunes  por  dis- 
tintas leyes,  había  que  referirse  á  la  ley  de  la  bandera  del  buque. 

Poi  otra  parte,  cuando  el  buque  atraviese  el  territorio  de  una  sola 
Nación,  podía  prescindirse  de  la  ley  del  país  de  la  matrícula  del  bu- 
que y  adoptar  la  ley  territorial. 

Terminó  diciendo  que  habiendo  la  Comisión  encontrado  justas 
esas  observaciones,  había  redactado  definitivamente  el  artículo  en  los 
siguientes  términos,  en  los  cuales  se  vota  y  es  aprobado  por  unani- 
midad: 

*  Las  averías  gruesas  ó  comunes  se  rigen  por  la  ley  del  país  de  la 
-   tnatrícula  del  buque  en  que  han  ocurrido. 

«  No  obstí.nte  lo  dispuesto  en  el   inciso  anterior,  si  esas  averías  se 

<  han  producido  en  el  territorio  marítimo  de  un  solo  Estado,  se   re- 
«  giran  por  sus  leyes.  > 

El  Señor  Doctor  Ramírez  manifestó:  que  el  otro  artículo  observa- 
do fué  el  relativo  al  aval. 

La  Comisión,  agregó,  cambiando  ideas  con  algunos  de  los  Señorea 
Plenipotenciarios,  en  sesión  privada,  ha  convenido  en  la  siguiente  re- 
dacción para  el  referido  artículo,  en  la  cual  se  vota  y  es  aprobado  por 
unanimidad: 

«  El  aval  se  rige  por  la  ley  aplicable  á  la  obligación  garantida.  » 

El  Señor  Doctor  Ramírez  expuso:  que  el  nrtículo  43  del  proyecto 
fué  objeto  de  algunas  observaciones;  pero  que  después  de  un  cam- 
bio de  ideas,  la  Comisión  proponía  que  quedase  con  su  redacción  pri- 
mitiva. 

Votado  el  artículo,  fué  aprobado  por  unanimidad  en  los  siguientes 
términos. 

<  En  el  caso  en  que  se  siga  un  solo  juicio  de  quiebra  porque  así 

<  corresponda,  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  35  y  36,  ó  porque  los 
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«  dueños  de  los  créditos  locales  no  hayan  hecho  uso  del  derecho  que 
«  les  concede  el  artículo  40,  todos  los  acreedores  del  fallido  presen- 
€  taran  sus  títulos  creditorios  y  harán  uso  de  sus  derechos  ante  el 
«  juez  ó  tribunal  que  ha  declarado  la  quiebra.  » 

El  Señor  Doctor  Ramirez  dijo:  que  convenía  dar  lectura  del  pro- 
yecto de  Tnitado  de  Derecho  Comercial  Internacional,  tal  como  vá  á 
quedar,  á  fin  de  que  sea  aprobado  y  pueda  imprimirse. 

La  Comisión  declara,  aj^regó,  que  no  había  hecho  mas  que  peque- 
ñas correcciones,  casi  de  mera  forma. 

Leido  el  pr(\yecto  de  Tratado  de  Derecho  Comercial  quedó  aproba- 
do en  los  siguientes  términos: 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  etc.,  etc.,  han  convenido  en 
celebrar  un  Tratado  sobre  Derecho  Comercial  Internacional,  por  me- 
dio de  sus  respectivos  Plenipotenciarios,  reunjdosen  Congreso  en  la 
Ciudad  (le  Montevideo,  por  iniciativa  de  los  Gobiernos  de  las  Repú- 
blicas Argentina  y  Oriental  del  Uruguay,  estando  representados: 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República ...  por  el  Señor  Doctor  Don . . . 

S.  E.  el  Presidente  déla  República. ..  .por  el  Señor  Doctor  Don,. . 

Quienes,  f)révia  exhibición  de  sus  Plenos  Poderes,  que  hallan  u  en 
debida  forma,  y  después  de  las  conferencias  y  discusiones  del  caso, 
han  acordado  las  estipulaciones  siguientes: 

TÍTULO  I. 

DE   LOS     ACTOS  DE  COMERCIO  Y  DE  LOS  COMERCIANTES. 

Artículo  1." 

Los  actos  jurídicos  serán  considerados  civiles  ó  comerciales  con 
arreglo  á  la  ley  del  país  en  que  se  efectúan. 

Artículo  2.' 

El  carócter  de  comerciante  de  las  personas  se  determina  por  la  ley* 
del  país  en  el  cual  tienen  el  asiento  de  sus  negocios. 

Artículo  3.' 

Los  comerciantes  y  agentes  auxiliares  del  comercio  están  sujetos 
á  las  leyes  comerciales  del  país  en  que  ejercen  su  profesión. 


TÍTULO  II. 

DK   LAS     SOCIEDADES. 

Artículo  4/ 

El  contrato  social  se  rige,  tanto  en  su  forma,  como  respecto  á  las 
relaciones  jurídicas  entre  los  socios,  y  entre  la  sociedad  y  los  terceros, 
por  la  ley  del  país  en  que  ésta  tiene  su  domicilio  comercial. 

Artículo    5." 

Las  sociedades  ó  asociaciones  que  tengan  carácter  de  persona  ju- 
rídica se  regirán  por  las  leyes  del  país  de  su  domicilio;  sei-án  recono- 
cidas d }  pleno  derecho  como  tales  en  los  Kstados,  y  hábiles  para  ejer- 
citar en  ellos  derechos  civiles  y  gestionar  su  reconocimiento  ante  los 
tribunales. 

Mas  para  el  ejercicio  de  actos  comprendidos  en  el  objeto  de  su  ins- 
titución, se  sujetarán  á  las  prescripciones  establecidas  en  el  Estado 
en  el  cual  intentan  realizarlos. 

Artículo  6." 

Las  sucursales  ó  agencias  constituidas  en  un  Estado  por  una  socie- 
dad radicada  en  otro,  se  considerarán  domi<iliadas  en  el  lugar  en  que 
funcionan  y  sujetas  á  la  jurisdicción  de  las  autoridades  locales,  en  lo 
concerniente  á  laso[)eraciofies  que  practiquen. 

Artículo  7." 

ÍjOs  jueces  del  pnis  en  que  la  sociediid  tiene  su  domicilio  legal,  son 
competentes  i>ara  conocer  de  los  litigios  quesuijan  entre  los  socios  6 
qiMí  inicien  los  terceros  contra  la  sociedad. 

Sin  eml»argo,  si  una  sociedad  domiciliada  en  un  Estado  realiza  ope- 
nicionos  en  otro,  que  den  mérito á  controversias  judiciales,  podrá  ser 
dt'mandada  ante  los  tribunales  del  último. 


TITULO  III. 

DE   LOS    SEGUROS   TERRESTRES,  MARÍTIMOS  Y    SOBRE    LA    VIDA. 

Artículo  8." 

Los  contratos  de  seguros  terrestres  y  de  trasporte  por  rios  ó  aguas 
interiores  se  rigen  por  la  ley  del  país  en  que  está  situado  el  bien  ob- 
jeto del  seguro,  en  la  época  de  su  celebración, 
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Artículo  9.' 

Los  seguros  marítimos  y  sobre  la  vida  se  rigen  por  las  leyes  del 
país  en  que  está  domiciliada  la  sociedad  aseguradora  ó  sus  sucursa- 
les y  agencias  en  el  caso  previsto  en  el  artículo  6.' 

Artículo  10. 

Son  competentes  para  conocer  de  las  reclamaciones  que  se  deduz- 
can contra  las  sociedades  de  seguros,  los  tribunales  del  país  en  que 
dichas  sociedades  tienen  su  domicilio  legal. 

Si  esas  sociedades  tienen  constituidas  sucursales  en  otros  Estados 
regii-á  lo  dispuesto  en  el  aitículo  6.' 

TÍTULO  IV. 


DE  LOS    CHOQUES,   ABORDAJES  Y  NAUFRAGIOS. 


Artículo  11. 

Los  choques  y  abordajes  de  buques  se  rigen  por  la  ley  del  país  en 
cuyas  aguas  se  producen  y  quedan  sometidos  á  la  jurisdicción  de  los 
tribunales  del  mismo. 


Artículo  12. 

Si  Irs  choques  y  abordajes  tienen  lugar  en  aguas  no  jurisdiccionales, 
la  ley  aplicable  será  la  de  la  Nación  de  su  matrícula. 

Si  los  buques  estuviesen  matriculados  en  distintas  Naciones,  regi- 
rá la  ley  del  Estado  mas  favorable  al  demandado. 

En  el  caso  previsto  en  el  inciso  anterior,  el  conocimiento  de  la  cau- 
sa corresponderá  á  los  tribunales  del  país  á  que  primero  arriben. 

Si  los  buques  arriban  á  puertos  situados  en  distintos  países,  pre- 
valecerá la  competencia  de  las  autoridades  que  prevengan  en  el  co- 
nocimiento del  asunto. 

Artículo  13. 

En  los  casos  de  Laufragio  serán  competentes  las  autoridades  del 
territorio  marítimo  en  que  tiene  lugar  el  siniestro. 

Si  el  naufragio  ocurre  en  aguas  no  jurisdiccionales,  conocerán  los 
tribunales  del  país  del  pabellón  del  buque  é  los  del  domicilio  del 
demandado,  en  el  momento  de  la  iniciación  del  juicio,  á  elección 
del  demandante. 
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TÍTULO    V. 

DEL   FLETAMEKTO. 

Artículo  14. 

El  contrato  de  fletamento  ^e  rige  y  juzga  por  las  leyes  y  tribuna- 
ICvS  del  país  en  que  está  domiciliada  la  agencia  marítima  con  la  cual 
ha  contratado  el  íletador. 

Si  el  contrato  de  fletamento  tiene  por  objeto  la  conducción  de  mer- 
caderías ó  pasajeros  entre  puertos  de  un  mismo  Estado,  será  regido 
por  las  leyes  de  éste. 

Artículo  15. 

Si  la  agencia  marítima  no  existiere  en  la  época  en  que  se  inicie  el 
litigio,  el  fletador  podrá  deducir  sus  acciones  ante  los  tribunales 
del  domicilio  de  cualquiera  de  los  interesados  ó  representantes  de 
aquella. 

Si  el  actor  fuese  el  fletante  podrá  entablar  su  demanda  ante  los 
tribunales  del  Estado  en  que  se  encuentre  domiciliado  el  fletador. 

TÍTULO  VL 

DE  LOS    PRÉSTAMOS  A    LA  GRUESA  Ó  A  RIESGO  MARÍTIMO. 

Artículo    16. 

El  contrato  de  préstamo  á  la  gruesa  se  rige  por  la  ley  del  país  en 
que  se  hace  el  préstamo. 

Artículo  17. 

Las  sumas  tomadas  á  la  gruesa  para  las  necesidades  del  último 
viaje,  tienen  preferencia  en  el  pago  á  las  deudas  contraidas  para  la 
construcción  ó  compra  del  buque,  y  al  dinero  tomado  á  la  gruesa  en 
un  viaje  anterior. 

Los  préstamos  hechos  durante  el  viaje,  serán  preferidos  á  los  que 
se  hicieren  antes  de  la  salida  del  buque  y  si  fuesen  muchos  los 
préstamos  tomados  en  el  curso  del  mismo,  se  graduará  entre  ellos 
la  preferencia  por  el  orden  contrario  de  sus  fechas,  prefiriéndose  el 
que  sigue   al  que  precede. 

Los  préstamos  contraídos  en  el  mismo  puerto  de  arribada  forzosa  y 
durante  la  misma  estancia,  entrarán  en  concurso  y  serán  pagados  & 
prorata. 


Artículo  18. 

Las  cuestiones  que  se  susciten  entre  el  dador  y  el  tomador,  serán 
sometidas  á  la  jurisdicción  de  los  tribunales  donde  se  encuentren  los 
bienes  sobre  los  cuales  se  ha  realizado  el  préstamo. 

En  el  caso  en  que  el  prestamista  no  pudiese  hacer  efectivo  el  cobro 
de  las  cantidades  prestada?  en  los  bienes  afectos  al  pago,  podrá  ejer 
citar  su  acción  ante  los  tribunales  del  lugar  del  contrato  ó  del  domi- 
cilio del  demandado. 

TÍTULO  VIL 

DE     LA   GENTE     DE    MAR. 

Artículo  19. 

Los  contratos  de  ajuste  de  los  oficiales  y  de  la  gente  de  mar  se 
rigen  por  la  ley  del  país  en  que  el  contrato  se  celebra. 

Artículo  20. 

Todo  lo  concerniente  al  orden  interno  del  buque  y  á  las  obligacio- 
nes de  los  oficiales  y  gente  de  mar  se  rige  por  las  leyes  del  país  de 
su  matrícula. 

TÍTULO   VIIL 

DE    LAS    AVERÍAS. 

Artículo  21. 

Las  averías  gruesas  ó  comunes  se  rigen  por  la  ley  del  país  de  la 
matrícula  del  buque  en  que  han  ocurrido. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  el  inciso  anterior,  si  esas  averías  se 
han  producido  en  el  territorio  marítimo  de  un  solo  Estado,  se  regi- 
rán por  sus  leyes. 

Artículo  22. 

Las  averías  particulares  se  rígen  por  la  ley  aplicable  al  contrato  de 
fletamento  de  las  mercaderías  que  las  sufren. 

Artículo  23. 

Son  competentes  pata  conocer  en  los  juicio^de  averias  comunes,  los 
jueces  del  país  del  puerto  en  que  termina  el  viaje. 


j 


Artículo  24. 


Los  juici(».s  de  averías  particulares  se  radicarán  aote  los  tríbanales 
del  país  en  que  se  entregue  la  carga. 

Artículo  25. 

Si  el  viaje  se  revoca  antes  de  la  partida  del  buque,  ó  si  después 
de  su  salida  se  viere  obligado  á  volver  al  puerto  de  la  carga,  co- 
nocerán del  juicio  de  averías  los  jueces  del  país  á  que  dicho  puerto 
pertenece. 

TÍTULO  IX. 

DE    LAS    LETRAS  DE   CAMBIO. 

Artículo  26. 

La  forma  del  giro,  del  endoso,  de  la  aceptación  y  del  protesto  de 
una  letra  de  cambio,  se  sujetará  á  la  ley  del  lugar  en  que  respec- 
tivamente se  realicen  dichos  actos. 

Artículo  27. 

Las  relaciones  jurídicas  que  resultan  del  giro  de  una  letra  entre 
el  girador  y  el  beneíiciario,  se  regirán  i>or  la  ley  del  lugar  en  que 
la  letra  ha  sido  girada:  las  que  resultan  entre  el  girador  y  aquel 
á  cuyo  cargóse  ha  hecho  el  giro,  lo  serán  por  la  ley  del  domicilio 
de  este  último. 

Artículo  28. 

Las  obligaciones  del  aceptante  con  respecto  al  portador  y  las  ex- 
cepciones que  puedan  favorecerle,  se  regularán  por  la  ley  del  lugar 
en  que  se  ha  efectuado  la  aceptación. 

Artículo  29. 

Los  efectos  jurídicos  que  el  endoso  produce  entre  el  endostinte 
y  el  cesionario,  dependerán  de  la  ley  del  lugar  en  que  la  letra  ha 
sido  negociada  ó  endosada. 

Artículo  30. 

La  mayor  ó  menor  extensión  de  las  obligaciones  de  los  respectivos 
endosantes  no  altera  lofe  derechos  que  primitivamente  han  adquiri- 
do el  girador  y  el  aceptante. 
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Artículo  31. 
El  aval  se    rige  por  la  ley  aplicalíle  á  la  obligación  garantida. 

Artículo  32. 

Los  efectos  jurídicos  de  la  aceptación  por  intervención  se  regirán 
por  la  ley  del  lugar  en  que  el  tercero  interviene. 

Artículo  33. 

Las  disposiciones  de  este  Título  rigen  para  los  vales,  billetes  ó 
pagarés  de  comercio,  en  cianto  les  sean  aplic>ables. 

Artículo  34. 

Las  cuestiones  que  surjan  entre  las  personas  que  han  intervenido 
en  la  negociación  d<*  una  letra  de  ci^mbio,  se  ventilarán  ante  los 
jueces  del  domicilio  de  los  demandudos  en  la  fecha  en  que  se  obli- 
garon, ó  del  que  tengan  en  el  momento  de  la  demanda. 

TÍTULO  X. 

DE    LAS   ÍVLENCIAS. 

Artículo  35. 

Son  jueces  competentes  para  conocer  de  los  juicios  de  quiebra, 
los  del  domicilio  comercial  del  fallido,  aún  cuando  la  persona  de- 
clarada en  quiebm  practique  accidentalmente  actos  de  comercio  en 
otra  Nación,  ó  mantenga  en  ella  agencias  ó  sucursales  que  obren  por 
cuenta  y  responsabilidad  de  la  casa  principal. 

Artículo  36. 

Si  el  fallido  tiene  dos  ó  mas  casas  comerciales  independientes  en 
distintos  territorios,  serán  competentes  paní  conocer  del  juicio  de 
quiebra  de  cada  una  de  ellas,  los  tribunales  de  sus  respectivos  do- 
micilios. 

Artículo   37. 

Declarada  la  quiebra  en  un  país,  en  el  caso  del  artículo  anterior, 
las  medidas  preventivas  dictadas  en  ese  {uicio,  se  harán  también 
efectivas  sobre  los  bienes  que  el  fallido  tenga  en  otros  Estadosi^  ^\si. 
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peijuicio  del  derecho  que  los  artículos  siguientes   conceden  á  los 
acreedores  locales. 

Artículo  38. 

Una  vez  cumplidas  las  medidas  preventivas  por  medio  de  las  res- 
pectivas cartas  rogatorias,  el  juez  exhortado  hará  publicar  por  el 
término  de  sesenta  dias  avisos  en  que  dé  á  conocer  el  hecho  de 
la  declaración  de  quiebra  y  las  medidas  preventivas  que  se  han 
dictado. 

Artículo  39. 

Los  acreedores  locales  podrán,  dentro  del  plazo  6jado  en  el  ar- 
tículo anterior,  á  contar  desdo,  el  dia  siguiente  á  la  publicación  de 
los  avisos,  promover  un  nuevo  juicio  de  quiebra  contra  el  fallido  en 
otro  Estado,  ó  concursarlo  civilmente,  si  no  procediese  la  decla- 
ración de  quiebra. 

En  tal  caso,  los  diversos  juicios  de  quiebra  se  seguirán  con  entera 

separación  y  se  aplicarán  respectivamente  en  cada  uno  de  ellos  las 
leyes  del  país  en  que  radican. 

Artículo  40. 

Entiéndese  por  acreedores  locales,  que  corresponden  al  concurse» 
abierto  en  un  país,  aquellos  cuyos  créditos  deben  satisfacerse  en  e* 
mismo. 

Artículo  41. 

Cuando  proceda  la  pluralidad  de  juicios  de  quiebras  ó  concursos, 
según  lo  establecido  en  es^e  Título,  el  sobrante  que  resultare  á 
favor  del  fallido  en  un  Estado,  será  puesto  á  disposición  de  los  acree- 
dores del  otro,  debiendo  entenderse  con  tal  objeto  los  jueces  res- 
pectivos. 

Artículo    42. 

En  el  caso  en  que  se  siga  un  solo  juicio  de  quiebra,  porque  así 
corresponda,  según  lo  dispuesto  en  el  ar  ículo  35,  ó  porque  los  due- 
ños de  los  créditos  locales  no  hayan  hecho  uso  del  derecho  que  les 
concede  el  artículo  39,  todos  los  acreedores  del  fallido  presentarán 
sus  títulos  y  harán  uso  de  sus  derechos  ante  el  juez  ó  tribunal  que 
ha  declarado  la  quiebra. 

Artículo    43. 
Aún  cuando  exista    un  solo  juicio  de  quiebra,  los  acreedores  hi- 
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potecarios  anteriores  á  la  declaración  de  la  misma,  podrán  ejercer 
sus  derechos  ante  los  tribunales  del  país  en  que  están  radicados  los 
bienes  hipotecados  ó  dados  en  prenda. 

Articulo  44. 

Los  privilegios  de  los  créditos  localizados  en  el  país  de  la  quiebra 
y  adquiridos  antes  ae  la  declaración  de  ésta,  se  respetarán,  aún  en 
el  caso  en  que  los  bienes  sobre  que  recaiga  el  privilegio  se  ti'aspor- 
ten  á  otro  territorio  y  exista  en  él,  contra  el  mismo  fallido,  un  jui- 
cio de  quiebra  ó  formación  de  concurso  civil. 

Lo  dispuesto  en  el  inciso  anterior  solo  tendrá  efecto  cuando  la 
traslación  de  los  bienes  se  haya  realizado  dentro  del  plazo  de  la 
retroacción  de  la  quiebra. 

Artículo  45. 

La  autoridad  de  los  síndicos  ó  representantes  legales  de  la  quiebra 
será  reconocida  en  todos  los  Estados,  si  lo  fuese  por  la  ley  del  país 
en  cuyo  territorio  radica  el  concurso  al  cual  representan,  debieudo 
ser  admitidos  en  todas  partes  á  ejercer  las  funciones  que  les  sean 
concedidas  por  dicha  ley  y  por  el  presente  Tratado. 

Artículo  46. 

En  el  caso  de  pluralidad  de  concursos,  el  tribunal  en  cuya  juris- 
dicción reside  el  fallido,  será  competente  para  dictar  todas  las  medi- 
das de  carácter  civil  que  lo  afecten  personalmente. 

Ai-tículo  47. 

La  rehabilitación  del  fallido  solo  tendrá  lugar  cuando  haya  sido 
pronunciada  en  todos  los  concursos  que  se  le  sigan. 

Artículo  48. 

Las  estipulaciones  de  este  Tratado  en  materia  de  quiebras  se  apli- 
carán á  las  sociedades  anónimas,  cualquiera  que  sea  la  forma  de 
liquidación  que  para  dichas  sociedades  establezcan  los  Estados  Con. 

tratantes,  en  el  caso  de  suspensión  de  pas:os. 

) 

DISPOSICIONES  GBNBRALBS. 

Artículo    49. 

j 

No  es  indispensable  para  la  vigencia  de  este  Tratado  su  ratificación 

simultánea  por  todas  las  Naciones  signatarias.  La  que  lo  apruebe  lo 


comunicará  á  los  Grobiemos  de  las  Repúblicas  Argentiua  y  OríeDtal 
del  Uruguay  para  que  lo  hagan  saber  á  las  demás  Naciones  Coo- 
tratantes.  Este  procedimiento  hará  las  veces  de  cange. 

Articulo    50. 

Hecho  el  cange  en  la  forma  del  artículo  anterior,  este  Tratado .(  e- 
dará  en  vigor  desde  ese  acto  por  tiempo  indefinido. 

Artículo  51. 

Si  alguna  de  las  Naciones  signatarias  creyese  conveniente  desli- 
garse del  Tratado  ó  introducir  modiíicaciones  en  él,  lo  avisará  á 
las  demás;  pero  no  quedará  desligada  sino  dos  años  después  de  la 
denuncia,  término  en  que  se  procurará  llegar  á  un  nuevo  acuerdo. 

Artículo  52. 

El  artículo  49  es  extensivo  á  las  Naciones  que  no  habiendo  con- 
currido á  este  Congreso,  quisieran  adherirse  al  presente  Tratado. 

En  fe  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de  las  Naciones  menciona- 
díis,  lo  firman  y  sellan  en  el  número  de  siete  ejemplares,  en  Monte- 
video, á  los días  del  mes  de  Febrero  del  año  de  mil  ochocientos 

ochenta  y  nueve. 

Se  pasa  á  cuarto  intermedio. 

Continúa  la  Sesión. 

El  Señor  Presidente  invitó  á  los  Señores  Plenipotenciarios  á  sus- 
cribir el   Convenio  sobre   Ejercicio  de  Profesiones  Liberales. 

Después  de  firmado  el  Convenio  de  la  referencia,  se  leyó  el  pro- 
yecto de  Tratado  sobre  Aplicación  íie  Leyes  Extranjeras,  que  corre 
a<(regado  al  Actíi  número  22  de  la  Sesión  celebrada  por  el  Honorable 
Congreso  el  31  de  Diciembre  último. 

El  Señor  Doctor  Quintana  dijo:  los  autores  discuten  diversas  cues- 
tiones de  carácter  general  relacionadas  con  la  aplicación  de  las 
leyes  de  un  Esüido  en  el  territorio  de  otro. 

Algunos  sostienen  que  la  nacionalidad  de  los  litigantes  debe  ser 
tomada  en  consideración ;  que  los  tribunales  no  tienen  el  deber 
do  aplicarlas  de  oficio;  que  las  partes  pueden  ser  obligadas  á  justifi- 
car su  existencia  y  contenido;  y  que,  las  sentencias  no  son  suscep- 
tibles del  recurso  de  casakion  aún  cuando  él  exista  en  el  procedi- 
uiient)  del  país  donde  fueron  dictadas. 
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Otros  como  Bar,  Asser,  Alcorüi  y  Ramírez  sostienen  por  el  contra- 
rio que  dichas  leyes  deben  ser  aplicadas  sin  distinción  de  nacionalidad, 
que  sobre  los  tribunales  pesa  el  deber  de  aplicarlas  de  oficio  aunque 
las  partes  no  aleguen  ni  prueben  su  existencia  ó  contenido;  y  que  el 
recurso  ae  casacinn  es  admisible  en  todos  aquellos  países  donde  él  se 
halle  establecido  contra  las  sentencias  dictadas  en  virtud  de  sus  pro- 
pias leyes. 

Los  Códigos  del  Paraguay  y  de  la  República  Argentina  disponen 
que  la  aplicación  de  las  leyes  extranjeras,  en  los  casos  en  que  ellos 
la  autorizan,  solo  tendrá  lugar  á  solicitud  de  parte  interesada,  sobre 
quien  pesará  la  prueba  de  la  existencia  de  dichas  leyes,  exceptuando 
sin  embargo  aquellas  que  fuesen  obligatorias  en  virtud  de  ley  espe- 
cial ó  de  convenciones  diplomáticas. 

Los  autores  de  este  proyecto  penetrados  de  la  necesidad  y  de  la 
conveniencia  de  prevenir  estas  cuestiones  á  fin  de  que  los  Tratados 
Sean  cumplidos  uniformemente  en  todas  las  Naciones  Copt»\itantes,  he- 
mos optado  por  la  opinión  de  Bar,  Asser,  Aldorta  y  Ramírez  robuste- 
cidas por  las  prescripciones  de  los  códigos  referidos  y  conforme  á  la 
doctrina  de  Laurent. 

Para  nosotros,  la  nacionalidad  de  las  partes  es  de  todo  punto  indife- 
rente en  el  juicio.  La  aplicación  debe  ser  hecha  de  oficio;  porque  la 
relación  jurídica  es  regida  por  esa  ley.  El  recurso  es  también  admisi- 
ble; puesto  que  la  ley  adquiere  el  carácter  de  propia  en  vii-tud  de  los 
Tratados. 

La  única  limitación  de  esta  doctrina  es  la  que  resulüi  de  las  insti- 
tuciones políticas,  leyes  de  orden  público  ó  buenas  costumbres  del 
país  donde  se  discuta  la  aplicabilidad  de  la  ley  y  el  medio  de  facilitar 
lo  todo  es  el  enví^  de  dos  ejemplares  de  las  colecciones  de  leyes  vi- 
gentes y  demás  que  en  adelante  se  dictaren  en  cada  uno  de  los  Esta- 
dos Contratantes. 

Este  medio  tiene  sus  precedentes  que  lo  autorizan.  La  Francia  envió 
expoutáneameute  la  colección  de  su  Boletín  de  las  Leyes  á  la  Corte 
Suprema  de  los  Elstados  Unidos  y  la  Corte  previa  discusión  del  Con- 
greso Norce-Americano  envió  á Francia  una  colección  completa  desús 
decisiones  así  como  de  las  leyes,  resoluciones  y  tratados  de  su  nación. 

La  Francia  y  la  Alemania  lo  establecieron  también  como  obliga- 
ción perfecta  en  su  Tratado  de  fecha  2  de  Julio  de  1857  sobre  Propie- 
dad Industrial. 

Por  estas  consideraciones  pido  al  Congreso  se  digne  aceptar  en  ge- 
neral este  proyecto,  sin  perjuicio  de  las  modificaciones  que  me  per 
mitiré  proponer  en  el  curso  de  la  discusión  particular. 

3 

No  habiendo  quien  tomase  la  palabra,  se  votó  y  aceptó  en  general, 
por  unanimidad  de  votos,  el  proyecto  propuesto. 
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Eu  discusión  [^articular  el  articulo  1.*  fué  adoptado  en  la  sigaiente 
forma  indicada  por  el  Seúor  Doctor  Quintana : 

<  I..as  leyes  de  los  Elstados  Contratantes  serán  aplicadas  en  los  casos 
«  ocurrentes  ya  sean  nacionales  ó  extranjeras  las  personas  ¡oteresa- 

<  das  en  la  relación  jurídica  de  que  se  trate.  » 

El  articulo  2/  fué  aceptado  á  indicación  del  mismo  Señor  Plenipo- 
tenciario en  la  forma  siguiente  : 

«  Su  aplicación  será  hecha  de  oflcio  p>r  el  juez  de  la  causa  sin 
«  |>erjuiciü  de  que  las  partes  puedan  alegar  y  probar  la  existeucia  y 
€  contenido  de  la  ley  invocada.  > 

El  artículo  3.*  fué  aprobado  en  los  siguientes  términos : 

<  Todos  los  recursos  acordados  por  la  ley  de  procedimientos  del 
«  lugar  del  juicio  para  los  casos  resueltos  según  su  propia  legislación, 

<  serán  igualmente  admitidos  para  los  que  se  decidan  aplicando  las 
«  leyes  de  cualquiera  de  los  otros  Estados.  > 

El  artículo  4."  fué  adofítado  en  la  siguiente  forma  propuo^sta  por  el 
Señor  Doctor  Quintana : 

«  Las  leyes  de  los  demás  Estados  jamás  serán  aplicadas  contra  las 
>  instituciones  políticas,  las  leyes  de  orden  público  6  las  buenas  cos- 
»  tambres  del  lugar  del  proceso.  > 

El  artículos."  quedó  aprobado  en  esta  forma: 

«  De  acuerdo  con  lo  estipulado  en  este  Tratado,  los  Gobiernos  se 
»  obligan  á  trasmitirse  recíprocamente  dos  ejemplares  auténticos  de 
»  las  leyes  vigentes  y  de  las  que  posteriormente  se  sancionen  en  sus 
»  respectivos  países.  » 

El  artículo  6.'  fué  aceptado  en  la  siguiente  forma: 


«  Las  disposiciones  contenidas  en  los  artículos  que  preceden  se 
>  considerarán  parte  integrante  de  los  Tratados  de  su  referencia  y  su 
»  duración  será  la  de  los  mismos.   » 
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La  Sesión  se  levanta  á  las  5  p.  m. 

Ild.  García  Lagos 

Presidente 

EoQüE  Saenz  Peña. 

Manl.  Quintana 

Sgo.    Vaca-Guzman 

Domingos  de  Andrade    Fiqueira 

Guillermo  Matta 

B.    Prats 

Benj.  Acevíl. 

José  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.   M.   Gálvez 

Gonzalo  Ramírez 
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ACTA  NÚM.  33- 

SESIÓN  DEL  12  DE  FEBRERO  DE  1889. 

Presidencia  del  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  Grarcia  Lagos. 

Estando  presentes: 

Por  la  BepMlica  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana. 

Por  la  RepiAlica  de  Bolivia: 

El  Señor  Doctor  Don  Santiago  Vaca-Güzman. 

Por  el  Imperio  del  Brasil: 

El  Señor  Doctor  Domingos  de  Andrade  Figüeira. 

Por  la  Bepública  de  Chile: 

El  Señor  Don  GuHiLERmo  Matta  ; 
El  Señor  Don  Belisario  Prats. 

Por  la  República  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor    Don  José  Z.  Caminos. 

Por  la  Bepública  ¿leí  Perii: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gal  vez. 

Por  la  Bepública  Oriental  del  ürugtuiy: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  RamireiA 

La  Sesión  se  abre  á  las  2.40  p.  m. 


\lAi^ 


Se  leyeron  y  aprobaron  las  Actas  números  31  y  32  de  las  Sesiones 
celebradas  por  el  Honorable  Congreso  el  1.'  y  el  4  del  corriente. 

Se  dio  lectura  de  los  proyectos  de  Tratados  de  Derecho  Civil  y 
Derecho  Comercial  Internacional,  y  el  Señor  Presidente  invitó  á  los 
Señores  Plenipotenciarios  á  suscribirlos. 

Después  de  suscritos  los  Tratados  de  la  referencia,  se  dio  cuenta 
del  siguiente  despacho  : 

«  Montevideo,  Febrero  5  de  1889— Señor  Presidente: — Los  Plenipo- 
«  tenciarios  que  suscriben  tienen  el  honor  de  dirigirse  á  Su  Exce- 

<  lencia  el  Señor  Presidente  del  Congreso  Internacional  Sud-Ameri- 
*  cano,  Doctor  Don  Ildefonso  Garcia  Lagos,  rogándole  teLga  á  bien 
«  invitar  al  Honorable  Congreso  á  asistir  á  la  recepción  que  los  in- 
«  frascritos  se  disponen  á  hacer  á  Su  Excelencia  el  Señor  Presidente  de 
«  la  República  Argentina,  Doctor  Don  Miguel  Juárez  Celman,  saliendo 
€  en  el  crucero  de  guerra  «Patagonia>  y  pasando  á  la  nave  presidencial 
«  á  seis  millas  exteriores  de  este  puerto. — Les  es  siempre  honroso  y 

<  agradable  á  los  que  suscriben  reiterar  é  Su  Excelencia  el  Señor 
€  Doctor  Garcia  Lagos  sus  sentimientos  de  alta  consideración  y  per- 
«  sunal  estima.— Roque  Sabnz  Peña — Manl.  Quintana.  > 

El  Señor  Presidente  manifestó :  que  dirigiría  con  sumo  placer  la 
invitación  ijdicada,  la  cual  fué  desde  luego  aceptada  unánimemente 
por  el  Honorable  Congreso. 

La  Sesión  se  levanta  á  las  3.40  p.  m. 

Ild.    García  Lagos 

Presidente. 

Roque  Saekz  Peña 
Manl.  Quintana 
Sgo.  Vaca-Guzman 
Domingos  de  Andrade  Figueira 
Guillermo  Matta 
B.  Prats 
^  Benj.  Aceval 

José  Z.  Camimos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.    M.    Gálvez 

Gonzalo    Ramírez 


ACTA  NÜM.  34. 

SESIÓN  DEL  13  DE  FEBRERO  DE  1889. 

Presidencia  del  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  Grarcia  Lagos. 

Estando  presentes: 
Tor  la  Repübliai  Argentina: 

El  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana. 

Por  ¡a  U&piMica  de  Bolivia: 

El  Señor  Toctor  D'»>  Santiago  Vaca-Güzman. 

Por  el  Imperio  del  Bi  asil : 

El  Señor  Doctor  D(  mingos  de  Andrade  Figüeira. 

Por  la  Bepública  de  Chile: 

El  Señor  Don  Guillermo  Matta; 
El  Señor  Don  Bblisario  Prats. 

Por  la  Eepúhlica  del  Paraguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Aceval; 
El  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 

Por  la  República  ¿leí  Perú: 

El  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Chacaltana; 
El  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvbz. 

Por  la  liepiíhlica  Oritn/al  del  Umguay: 

El  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  GarcíjI  Lagos; 
El  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez. 


—  624  — 

La  Sesión  se  abre  á  las  4.25  p.  m. 

Se  leyó  y  aprobó  el  Acta  de  la  Sesión  anterior. 

Después  de  nn  cambio  de  ideas  entre  los  Señores  Plenipotencia- 
rios, el  Honorable  Congreso  resolvió  ngregar  el  siguiente  artículo  al 
proyecto  sancionado  en  la  Sesión  precedente: 

«  Los  Gobiernos  de  los  Pastados  signatarios  declararán  al  aprobar  los 
Tratados  celebrados,  si  aceptan  la  adhesión  de  las  Naciones  no  invi- 
tadas al  C5ongreso,  en  la  misma  forma  que  la  de  aquellas  que  habien- 
do adherido  á  la  idea  del  Congreso  no  han  tomado  parte  en  sus  de- 
liberaciones. > 

El  Señor  Presidente  manifestó:  que  el  proyecto  de  la  referencia 
debería  consignarse  en  forma  de  Pn>tocolo  adicional  ó  complementa- 
rio de  los  proyectos  de  Tratados  ya  suscritos  por  los  Señores  Pleni- 
potenciarios. 

Habiendo  sido  aceptada  esta  indicación,  el  Protocolo  fué  aprobado  y 
firmado  en  los  siguientes  términos: 

PROTOCOLO  ADICIONAL. 

ÍjOs  Plenipotenciarios  de  los  Gobiernos ,  pen-^tradus 

<le  la  conveniencia  de  fijar  reglas  generales  para  la  aplicación  <le  las 
leyes  de  cualquiera  de  los  Estados  Contratantes,  en  los  territorios  de 
los  otros,  en  los  casos  que  determinen  los  Tratados  celebrados  sobre 
las  diverjas  materias  del  Derecho  Internacional  Privado,  han  conveni- 
do en  lo  siguiente: 

Artículo  1." 

Las  leyes  de  los  Estados  Contratantes,  serán  aplicadas  en  los  casos 
ocurrentes  ya  sean  nacionales  ó  extranjeras  las  personas  interesadas 
en  la  relación  jurídica  de  que  se  trate. 

Artículo  2." 

^  Su  aplicación  será  hecha  de  oficio  por  el  juez  de  la  causa,  sin  per- 
juicio de  que  las  partes  puedan  alegar  y  probar  la  existencia  y 
contenido  de  la  ley  invocada. 

Artículo  3." 

Todos  los  recursos  acordados  por  la  ley  de  procedimientos  del  lu- 
gar del  juicio  para  los  casos  resueltos  según  su  propia  legislación, 
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serán  igualmente  admitidos  para  los  que  se  decidan  aplicando  las  le- 
yes de  cualquiera  de  los  otros  Estados. 


Artículo  4.* 


Las  leyes  de  los  demás  Estados,  jamás  serán  aplicadas  contra  las 
instituciones  políticas,  las  leyes  de  orden  público,  6  las  buenas  cos- 
tumbres del  lugar  del  proceso.  ' 


Artículo  5." 

De  acuerdo  con  lo  estipulado  en  este  Protocolo,  los  Gobiernos  se 
obligan  á  trasmitirse  recíprocamente  dos  ejemplares  auténticos  de 
las  leyes  vigentes,  y  de  las  que  posteriormente  se  sancionen  en  sus 
respectivos  países. 


Artículo  6.' 

Los  Gobiernos  de  los  Estados  signatarios  declararán  al  aprobar  los 
Tratados  celebrados,  si  aceptan  la  adhesión  de  las  Naciones  no  invi- 
tadas al  Congreso,  en  la  misma  forma  que  la  de  aquellas  que  habiendo 
adherido  á  la  idea  del  Congreso  no  han  tomado  parte  en  sus  deli- 
beraciones. 


Artículo  7.' 

Las  disposiciones  contenidas  en  los  artículos  que  preceden,  se  con- 
siderarán parte  integrante  de  los  Tratados  de  su  referencia  y  su  du- 
ración será  la  de  los  mismos. 

En  fe  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de  las  Naciones  arriba  desig- 
nadas, lo  firman  y  sellan  en  Montevideo  á  los dias  del  mes  de  . 

Febrero  de  1889. 

El  Señor  Doctor  de  Andrade  Figueira.  De  conformidad  con  lo  que 
había  manifestado  en  una  délas  sesiones  en  que  se  discutió  el  Tratado     \j 
de  Derecho  Civil,  pidió  que  se  incluyese  en  la  presente  Acta  la  si- 
guiente Exposición: 

.  Pretendía  presentar  al  Honorable  Congreso  una  exposición  escrita 
•de  las  razones  por  que  no  le  fué  posible  acentar  el  proyecto  de  Tra- 
tado sobre  Derecho  Civil;  pero  no  habiendo  sido  aún  impresos  los 
informes  de  las  ¡lustradas  mayoría  y  minoría  de  la  Comisión  de  De- 
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recho  Civil,  á  los  cuales  debía  servir  de  contestación  dicha  exposi- 
ción, se  limitará  á  una  suscinta  reseña  de  los  motivos  de  su  proceder^ 
con  el  objetii  de  dejarlos  consignados  en  las  Actas  del  Congreso,  antes 
que  éste  se  clíiusure. 

Concuerda  con  muchas  de  las  disposiciones  de  ambos  proyectos 
formulados  por  la  Honorable  Comisión,  pero  no  le  fué  posible  aceptar 
las  en  su  totalidad,  ni  el  de  la  mayoría,  porque  adoptaba  como  princi- 
pio regulador  de  la  capacidad  de  las  personas,  la  ley  del  domicilio; 
ni  el  de  la  minoría,  porque  adoptó  la  ley  de  la  residencia. 

Cualquiera  de  las   dos  bases  adoptadas  dominaba  por  su  ioílueu-  . 
cia  las  relaciones  de  derecho  que  el  proyecto  de  Tratado  estaba  des- 
tinado á  regular. 

Ahora  bien,  el  Gobierno  que  tiene  la  honra  de  representar  en  este 
Congreso,  no  puede  celebrar  Tratados  que  se  opongan  á  los  principios 
fundamentales  de  la  legislación  patria;  y  asta  reposa  sobre  el  princi- 
pio de  la  nacionalidad  como  norma  reguladora  del  estado  y  de  la  ca- 
pacidad general  de  las  personas.  Es  un  principio  consignado  en  la 
antigua  legislación  portuguesa,  que  lo  traducía  bajo  la  antigua  fórmu- 
la de  los  estatutos  personales  y  reales,  hoy  condenada  como  insuíi- 
ciente  é  incompleta.  Es  el  mismo  principio  consagnido  por  leyes  . 
recientes,  que  le  quitaron  la  antigua  fórmula,  reposando  sobre  base 
mas  racional  y  completa  que  no  exige  ley  particular  de  carácter  civil 
que  regule  la  nacionalidad,  confiando  en  la  ley  política,  y  que  por 
último  ninguna  distinción  hacen  entre  nacionales  y  extranjeros,  en  la 
adquisición  y  goce  de  los  derechos  civiles  que  directamente  les  pueda 
corresponder. 

Cualquiera  que  haya  de  ser  el  principio  preferido  por  el  Brasil  en  la 
codificación  definitiva  de  sus  leyes  civiles,  aquel  es  el  principio  de  su 
actual  legislación,  que  le  cump\e  respetar  non  solum  ratione  audorita- 
tis,  sed  ancioritate  rationis.  En  verdad,  el  principio  de  la  nacionalidad 
como  regulador  del  estado  y  «le  la  capacidad  personal  se  funda  en 
excelentes  razones  jurídicas  y  políticas  que  no  han  de  desconocerse, 
sobre  todo  si  lo  comparamos  con  los  principios  del  domicilio  y  de  la 
residencia. 

Si  el  fin  (le  las  legislaciones  positivas  y  el  principio  superior  del  De- 
recho es  (]ue  las  leyes  que  regulan  el  estado  y  la  capacidad  personal 
del  individuo  lo  aconipañen  por  todas  partes;  si  el  fundamento  del 
Derecho  Internacional  Privado  es  ofrecer  la  mayor  seguridad  y  esta- 
bilidad en  cnanto  al  goce  de  los  derechos  civiles,  donde  quiera  que 
el  individuo  se  halle,  proporcionándole  una  norma  fija  y  conforme 
á  la  naturaleza  de  las  cosas;  si  en  la  contingencia  de  leyes  diver- 
sas cumple  preferir  aquella  que  mas  se  identifica  con  la  persona,  cosa 
ó  acto,  el  cual  creó  ó  presidió  la  relación  de  derecho,  no  hay  duda 
que  el  principio  de  la  nacionalidad  es  el  mas  satisfactorio. 
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La  sujeción  á  la  ley  del  domicilio,  cualquiera  que  sea  su  mérito 
científico,  que  no  viene  al  caso  discutir,  ni  es  suficiente  ni  deja  de  ser 
inconveniente  en  la  práctica.  En  la  misma  [si  no  en  mayor  censura 
incurre  la  sujeción  ala  residencia,  que  no  es  en  el  fondo  mas  que  la 
resurrección  disfrazada  del  principio  feudsl  de  la  ley  exclusivamente 
territorial. 

En  efecto,  con  relación  á  los  extranjeros  que  no  tienen  establecido 
domicilio  calificado  en  el  país,  regirá  ó  la  ley  del  domicilio  anterior  ó 
el  de  la  residencia,  que  será  equiparada  al  domicilio  para  este  efecto, 
como  lo  es  para  los  otros  efectos  de  las  leyes  internas.  Viene  asi  la 
doctrina  del  domicilio  á  confundirse  ó  identificarse  con  la  doctrina  del 
domicilio  de  origen,  que  es  la  misma  de  la  nacionalidad,  ó  con  la 
residencia  que  es  Cí>n  razón  repelida  por  la  grande  incertidumbre  que 
acarrearía  al  estado  civil  de  las  personas. 

La  diferencia  entre  las  doctrinas  de  la  nacionalidad  y  del  domicilio 
se  acentúa,  en  el  caso  en  que  el  individuo  cambie  el  domicilio  de  orí- 
gen  por  otro  que  elija;  y  en  ese  caso  parece  bien  poco  razonable  que 
se  anteponga  á  la  ley  patria  que  presidió  á  su  nacimiento,  y  que  es 
por  cierto  un  vínculo  mucho  mas  estrecho  y  profundo  que  el  del  do- 
micilio, á  la  ley  del  otro  país  donde  habitó,  adonde  tal  vez  no  ii'á 
mas,  ó  solo  irá  temporariamente. 

La  subordinación  voluntaria  que  se  invoca  como  fundamento  ra- 
cional de  la  doctrina  del  domicilio  no  es  comparable  con  la  subordi- 
nación que  el  hombre  guarda  respecto  de  las  leyes  de  su  patria,  ni 
deja  de  ser  atendida  razonablemente  en  la  doctrina  de  la  nacionalidad 
por  medio  de  la  naturalización,  que  hace  perder  la  nacionalidad  an- 
tigua y  adtjuirir  otra  nueva,  á  cuyas  leyes  se  subordina. 

El  cambio  de  la  nacionalidad  no  es  tan  fácil  como  el  cambio  de 
domicilio,  ya  por  ser  aquel  vínculo  mas  antiguo  y  mas  fuei*te,  ya  por 
depender  la  naturalización  de  leyes  y  actos  extraños,  no  ofrece  el 
principio  de  la  nacionalidad  en  la  práctica  los  mismos  inconvenien- 
tes que  el  principio  del  domicilio,  el  cual  siendo  variable,  produce  la 
misma  instabilidad  en  la  condición  civil,  que  ha  hecho  rechazar  la 
ley  de  la  simple  residencia. 

El  principio  de  la  nacionalidad  es  una  base  ancha,  segura  y  lógica 
para  regular  en  el  Derecho  Internacional  Privado  el  estado  y  la  ca- 
pacidad de  las  personas.  Es  un  principio  de  progreso  en  la  ciencia 
moderna,  y,  en  presencia  del  sentimiento  de  la  nacionalidad  tan  vivo^ 
en  nuestro  siglo,  en  contraposición  al  principio  del  domicilio,  que 
fué  seguido  para  regular  la  condición  de  las  personas  en  los  países  de 
Europa  fraccionados  en  provincias  distintas,  cada  una  con  su  derecho 
particular  vigente  en  oposición  al  de  otro^  y  sin  la  unidad  nacional 
á  que  llegaron  después  de  grandes  revoluciones.  La  ley  del  domicilio 
puede  aún  hoy   convenir  á  los  estados  confederados  con  sus  legisla- 
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dones  distintas, — pertenecientes  todos  á  la  níiisma  nacionalidad  y  por 
eso  mismo  con  una  legislación  general  casi  común,  como  la  Aiimania 
y  los  Estnílos  Unidos  Norte-Americanos.  Pero  no  convendrá  por 
cierto  ó  los  Estados  Sud-Americanos  que  paní  poblar  los  inmensas 
desiertos  de  sus  territorios  carecen  como  ofrecer  á  los  extranjeros  que 
vengan  en  busca  de  ellos  con  la  certidumbre  y  claridad  de  las  reglas 
á  que  quedan  sujetos,  la  misma  base  de  capacidad  personal  de  sus  le- 
yes por  lasque  antes  se  regían.  Los  fecundos  elementos  asimiladores 
con  que  la  providencia  ha  dotado  á  la  raza  conquistadora  de  esta 
parte  de  la  América  son  preservativos  suficientes  contra  la  invasión  del 
elemento  extranjero  y  garantía  permanente  del  predominio  de  los 
pueblos  y  de  las  leyes  nacionales,  con  las  cuales  puede  facilitni-se  la 
fusión  por  medio  de  leyes  de  naturalización.  Y,  si  alargando  las  vis- 
tas pai-a  el  futuro,  nada  obsta  al  patriotismo  sud-americano  entrever 
épocas  en  que  sus  nacionalidades  puedan  desempeñar  en  la  Historia 
el  mismo  papel  que  desempeñaron  otras  nacionalidades  europeas,  no 
es  de  buen  consejo  privarlas  del  elemento  de  fuerza  y  de  influencia 
que  naturalmente  les  vendrá  por  la  adopción  del  principio  de  extra- 
territorialidad de  sus  leyes  nacionales. 

Cree  que  deben  reputarse  como  americanos  los  principios  que  sean 
mas  conformes  con  la  buena  razón  y  con  el  progreso  de  la  sociedad;  en 
ese  supuesto,  tiene  por  mas  americano  el  principio  de  la  nacionalidad 
que  el  del  domicilio.  Én  todo  caso  ha  de  tener  que  regir  la  ley  ex- 
tranjera, como  es  forzoso  suponer,  en  la  esfera  del  Derecho  Interna- 
cional Privado  y  bajo  el  régimen  de  cualquiera  délas  doctrinas,  el  del 
domicilio  es  un  grillete  mas  pesado  que  el  ligero  y  suave  grillete  de 
la  nacionalidad. 

En  seguida  el  Señor  Presidente  se  expresó  en  estos  términos: 

Distinguidos  colegas: 

Terminados  nuestos  trabajos,  tengo  el  honor  de  invitaros  para  la 
ceremonia  de  clausura  del  Congreso,  que  se  celebrará  con  asistencia 
de  los  Excelentísimos  Señores  Presidentes  de  las  Repúblicas  Argentina 
y  Oriental  del  Uruguay,  en  Sesión  pública,  eldia  18  del  corriente. 

^  Mientras  llega  el  momento  de  que  escuchéis  la  palabra  oficial  de 
ambos  Gobiernos,  permitidme  cumplir  el  deber,  que  impone  el  puesto 
á  que  me  llamó  vuestra  benevolencia, — de  felicitaros  cordial  mente 
por  los  importantes  resultados  alcanzados  merced  á  vuestra  elevada 
ilustración  é  infatigable  celo,  y  de  expresaros  al  mismo  tiempo  mis  vo- 
tos porque  el  eminente  seWicio  que  este  Congreso  ha  prestado  al 
progreso  de  la  ciencia  del  Derecho  y  de  las  relaciones  internaciona- 
les de  América  sea  en  breve  correspondido,  de  parte  de  los  ilustrados 


—  629  — 

Gobiernos  aquí  representados,  por  la  aprobación  de  los  Tratados  que 
hemos  celebrado. 

El  Señor  Prats.  Señor  Presidente:  Creo  que  pue(K)  interpretar  fiel- 
mente el  voto  del  Honorable  Congreso  para  darlo  á  V.  E.  muy  cum- 
plido acerca  de  las  funciones  que  tan  dignamente  ha  desempeñado  V.  E, 

Entiendo  que  el  Congreso  está  sumamente  complacido  y  celebra 
mucho  la  designación  que  hizo  deV.  E.  para  su  Presidente. 

Los  Señores  Plenipotenciarios  apoyaron  unánimemente  lo  manifes- 
tado por  el  Señor  Prats. 

El  Señor  Doctor  Quintana  dijo:  El  Honorable  Congreso  no  puede 
cerrar  sus  Sesiones  sin  sancionar  otro  voto  de  agradecimiento,  ademas 
del  indicado  por  el  Señor  Plenipotenciario  de  Chile. 

No  solamente  tenemos  el  deber  de  agradecer  al  Señor  Presidente  la 
manera  digna  y  correcta  con  que  ha  presidido  nuestras  Sesiones,  sino 
que  tenemos  sobre  todo  el  de  agradecer,  al  mismo  tiempo  y  de  una 
manera  especial,  la  cordial  hospitalidad  que  el  Gobierno  y  el  Pueblo 
Orientales  se  han  dignado  dispensar  al  Congreso. 

El  Honorable  Congreso  apoyó  unánimemente  el  voto  del  Señor  Doc- 
tor Quintana. 

El  Señor  Doctor  Ramírez.  Hasta  hace  un  momento  hemos  sido 
testigos  de  la  inteligencia  y  laboriosidad  con  que  han  desempeñado  su 
cometido  los  Señores  Secretarios  Don  Osear  Hordeñana  y  Don  Ricardo 
J.  Pardo,  Oficiales  Mayores  de  los  Ministerios  de  Relaciones  Exterio- 
res de  la  República  Oriental  del  Uruguay  y  de  la  República  Argentina, 
y  el  Señor  Taquígrafo  del  Honorable  Senado,  Don  Alberto  déla  Ban- 
dera, que  ha  llevado  nuestra  palabra  durante  las  discusiones. 

Creo,  pues,  cumplir  con  un  deber  de  justicia,  haciendo  moción  para 
que  el  Congreso  autorice  al  Señor  Presidente  á  fin  de  que  se  dirija  á 
los  Gobiernos  respectivos,  encareciéndoles  los  servicios  prestados  por 
dichos  Señores  y  la  inteligencia  y  laboriosidad  con  que  han  cumpl'do 
sus  deberes.  # 

El  Honorable  Congreso  apoyó  unánimemente  la  moción  del  Señor 
Doctor  Ramírez. 

El  Señor  Doctor  Chacaltana.  Desde  luego  propongo  que  los  votos 
expresados  por  los  Señores  Plenipotenciarios  se  consideren  como  votos 
del  Congreso  y  se  consignen  en  el  Acta.    Así  se  resolvió. 
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La  Sesión  se  levanta  á  las  6  p.  m. 

Ild.  Gabcia  Lagos 

Presidente. 

Boque  Sabnz  PeSía 
Manl.  Quintana 
Sgo.   Vaca-Güzman 
Domingos  de  Andbade  Figüeiba 

(rUILLEBMCI   MaTTA 

B.  Pbats 

Benj.  Acetal 

Jos¿  Z.  Caminos 

Cesáreo  Chacaltana 

M.  M.  Gálvez 

Gonzalo  Bamibez 
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ACTA  DE  CLAUSURA  DEL  CONGRESO. 


18  DE  FEBREItO  DE  1889. 

Presiden  Sus  Excelencias  ios  Señores  Ministros  do  Relaciones  Exterio- 
res de  la  República  Argentina  y  de  la  República  Oriental  del 
Uruguay,  Doctores  Don  Norberto  Quirno  Costa  y  Don  Ildefonso 
Garcia  Lagos. 

Estando  presentes  : 

For  la  República  Argentina: 

S.  E.  EL  Señor  Doctor  Don  Norbjjjrto  Quirno  Costa,  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores  de  la  misma,  en  representación  de  su  Go- 
bierno para, este  acto; 

S.  E.  EL  Señor  Doctor  Don  Roque  Saenz  Peña,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  ^n  la  República  Oriental  del 
Uruguay ; 

S.  E.  EL  Señor  Doctor  Don  Manuel  Quintana,  Académico  de 
la  Facultad  de  Derecho  y  Ciencias  Sociales  de  la  Universidad  de 
Buenos  Aires. 

Por  la  República  de  Bólivia: 

S.  E.  EL  Señor  Doctor  Don    Santiago   Vaca-Guzman,  Enviado  ^ 
Extraordinario  y   Ministro  Plenipotenciario    en    la   República    Ar- 
gentina. 

Por  él  Imperio  del  Brasil:  ^ 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Domingos  de  Andradb  Figüeira,  Con- 
sejero de  Estado  y  Diputado  á  la  Asamblea  General  Legislativa. 
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¥<yr  la  República  de  Chile: 

8.  É.  EL  Señor  Don  Guillermo  Matta,  Enviado  Extraordinario  y 
Ministro  Pleni^^otenciario  en  la  República  Argentina  y  en  la  Repú- 
blica Oriental  del  Uruguay ; 

S.  E.  EL  Señor  Don  Belisario  Prats,  Ministro  de  la  Corte  Su- 
prema de  Justicia. 

Por  la  Bf^püblica  del  Paraguay: 
S.  E.  EL  Señor  Doctor  Don  Benjamín  Acbval; 

S.  E.  EL  Señor  Doctor  Don  José  Z.  Caminos. 
Por  la  República  del  Perú: 

S.  E.  EL  Señor  Doctor  Don  Cesáreo  Ciiacaltana,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  en  la  República  Argentina  y 
en  la  República  Oriental  del  Uruguay  ; 

S.  E.  EL  Señor  Doctor  Don  Manuel  María  Gálvez,  Fiscal  de  la 
Excelentísima  Corte  Suprema  de  Justicia. 

Por  la  RepiMica  Oriental  del  Uruguay: 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Ildefonso  García  Lagos,  Ministro 
(le  Relaciones  Exteriores  de  la  República  Oriental  del  Uruguay,  en 
re[)re.sentacion  de  su  Gobierno  para  este  acto,  y  Plenipotenciario  de 
la  misma  al  Congreso; 

S.  E.  el  Señor  Doctor  Don  Gonzalo  Ramírez,  Enviado  Exti-aor- 
dinario  y  Ministro  Plenipotenciario  en  la  República  Argentina. 

El  Señor  Presidente  dispuso  que  los  Secretarios  devolviesen  á  los 
Señores  Plenipotenciarios  las  Plenipotencias  respectivas. 

Verificada  la  entrega  de  esos  documentos,  S.  E.  el  Señor  Doctor 
íiarcia  Lagos  leyó  el  siguiente  discurso: 

Señores : 

En  dia  memorable  para  mi  [)atria  y  en  medio  á  demostraciones 
do  simpatía  hacia  vosotros,  tan  elocuentes  como  unísonas,  inauguraba 
ahora  seis  meses  las  Sesiones  de  este  Congreso,  saludándoos  como  á 
obreros  del  derecho  y  doja  fraternidad  americana. 

Un  pensamiento  generoso  y  grande  nos  inspiraba.  A  todos  domi- 
naba la  misma  aspiración  por  el  éxito  de  la  tarea  que  íbamos  á  iniciart 
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si  bien  no  nos  disimulábamos  cierto   sentimiento  de  ansiedad  ante 
la  visión  de  lo  arduo  de  una  empresa  en  que  otros  habían  escollado. 

Vigorizada  la  fe  en  la  labor  común,  y  obtenido  el  resultado,  me 
cabe  hoy  la  honra  de  dirigiros  la  palabra  por  liltimS  vez  para  con- 
gratularos, en  nombre  del  Presidente  de  la  República,  por  la  insigne 
fortuna  con  que  este  Congreso  de  Plenipotenciarios  ha  llegado  al 
término  de  sus  trabajos  presentando  á  la  aprobación  de  los  respecti- 
vos Gobiernos  una  serie  de  Tratados  que  forman  un  verdadero  Có- 
digo de  Derecho  Internacional  Privado,  el  mas  completo,  sistemado 
y  práctico  que  registran  los  anales  diplomáticos. 

Y  no  hay.  Señores,  vana  exageración  en  expresarse  así  desde  que 
reconozcamos — y  lo  reconocemos  de  buen  grado — que  para  la  ela- 
boración de  esa  obra  hemos  utilizado  los  trabajos  de  los  mas  emi- 
nentes juristas  y  pensadores  modernos,  como  también  que  nos  ha 
sido  relativamente  fácil  combinar  soluciones  justas  sobre  puntos  que 
se  presentan  como  verdaderos  problemas  en  la  jurisprudencia  inter- 
nacional de  otros  países,  colocados  en  condiciones  políticas  y  sociales 
distintas  de  los  representados  en  este  Congreso. 

Así,  teniendo  en  vista  aquellos  precedentes,  ó  separóndose  de  ello- 
á  veces  para  obedecer  á  otros  principios  mas  convenientes  y  adaptados 
á  la  índole  ó  á  las  necesidades  peculiares  de  nuestros  pueblos  —  el 
Congreso  ha  alcanzado  á  establecer  reglas  fijas  para  lu  solución  de 
los  conflictos  creados  por  la  divergencia  de  sus  leyes  en  orden  á  las 
relaciones  privadas  tanto  de  la  vida  civil  como  del  intercambio  co- 
mercial y  del  tráfico  marítimo  :  —  ha  logrado  conciliar  las  exigencias 
de  la  justicia  represiva  de  los  Estados  con  el  derecho  de  libertad 
individual :  —  ha  consagrado  el  reconocimiento  del  derecho  de  pro- 
piedad literaria,  artística  é  industrial  dentro  de  los  límites  que  le 
señala  el  interés  social:—  ha  determinado  recíprocas  franquicias  para 
el  ejercicio  de  las  profesiones  liberales,  —  y  ha  fijado,  en  fin,  la  juris- 
dicción á  que  están  sometidas  las  relaciones  jurídicas  que  afectan  á 
las  personas,  álos  actos  y  á  los  bienes — así  como  las  reglas  especia- 
les que  deben  observarse  en  la  sustanciacion  y  decisión  de  los  pro- 
cesos predominando  y  afirmando  en  el  vastísimo  campo  que  abarcan 
sus  estipulaciones  el  principio  de  la  territorialidad  de  las  leyes  que 
impoluta  el  respeto  mutuo  de  la  soberanía  de  los  Estados. 

Señores:  habéis  cumplido  vuestra  misión, — y  lo  que  es  todavía 
mas,  —  la  habéis  cumplido  con  una  sabiduría  y  un  espíritu  liberal  y 
progresista  digno  de  América. 

Tan  señalado  servicio  prestado  al  desenvolvimiento  de  sus  relacio- 
nes internacionales  y  á  la  ciencia  del  Derecho  es  ya  aplaudido  por 
los  pueblos  de  ambas  márgenes  del  Platas  representados  en  esta 
solemnidad  por  los  Altos  Magistrados  que  los  presiden,  y  lo  será 
mañana  en  vuestra  patria  como  uno  de  los  actos  que  mas  fielmente 
marcan  el  nivel  de  su  progreso  político  y  de  su  cultax».  ^<s<^\ak. 
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Hagamos  votos  fervientes  porque  la  obra  sea  todavía  mas  pi*ofícua 
y  porque  salvando  las  fronteras  de  nuestro  Continente  pueda  bien 
pronto  propiciarse  la  adhesión  de  otros  Estados  de  Europa  y  Amé- 
rica, consolidándose  así  cada  dia  mas,  con  la  certidumbre  y  la 
estabilidad  de  todos  los  derechos,  el  bienestar  de  sus  uacionales 
que  acuden  á  vivir  en  nuestro  suelo  bajo  el  amparo  de  sus  institu- 
ciones. 

Antes  de  separarnos  los  que  hasta  hoy  hemos  participado  de  las 
mismas  fati<^as,  permitid  que  puestas  mis  manos  en  las  vuestras  os 
felicite  sincera  é  íntimamente  por  el  éxito  alcanzado,  asegurándoos 
que  el  Señor  Presidente  de  la  República  cumpliró  en  breve  el  anun- 
cio hecho  en  su  último  mensiije  al  Honorable  Cuerpo  Legislativo 
relativamente  á  la  sanción  de  los  Tratados. 

Y  enviando  ahora  un  respetuoso  saludo  á  los  ilustres  Presidentes 
de  las  Repúblicas  del  Plata  que  organizaron  este  Congreso  así  como 
á  los  demás  Gefes  de  Estado  que  le  han  prestado  su  eficaz  coopera- 
ción, declaro  clausuradas  vuestras  Sesiones. 

He  dicho. 

En  seguida  S.  E.  el  Señor  Doctor  Quirno  Costa  leyó  el  discurso 
que  á  continuación  se  trascribe: 

Señores  Plenipotenciarios: 

Cumplo  con  el  deber  de  presentaros  las  congratulaciones  del  Go- 
bierno Argentino  por  el  resultado  feliz  de  vuestros  trabajos,  que  hmto 
contribuirán  á  estrechar  las  relaciones  entre  los  j)ueblos  sud-ameri- 
canos,  vluculáudolos  aún  mas  por  el  imperio  de  una  legislación 
común  relativa  á  los  principios  que  han  sido  objeto  de  vuestras  deli- 
beraciones. 

Ocho  pactos  internacionales  es  el  fruto  de  vuestras  ^tareas,  y  sino  en 
todos  ellos  han  podido  armonizarse  las  opiniones,  debe  reconocerse 
el  espíritu  fraternal  y  patriótico  que  ha  dominado  en  cada  uno  de 
los  miembros  del  Congreso,  quedando  reservado  á  los  Gobiernos  bus- 
car con  nuiyor  tiempo,  soluciones  que  consulten  los  intereses  comu 
nes  por  el  acuerdo  sobre  cuestiones  de  forma,  ó  sobre  materias  de 
fondo,  en  cuanto  sea  compatible  con  la  legislación  fundamental  de 
los  respectivos  países. 

En  el  vasto  programa  de  vuestros  trabajos,  habéis  tenido  ancho 
campo  para  abordar  en  sus  diversas  manifestaciones  los  problemas 
mas  complicados  del  De¿pcho  Internacional  Privado,  considerándolo 
bajo  el  punto  de  vista  extenso,  como  lo  consideran  notables  escritores 
y  lo  requiere  los  adelantos  ie  la  ciencia  que  tiende  á  ensanchar  las 
materias  que  lo  componen,  obedeciendo  así  á  los  progresos  modernos, 
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que  lo  desenvuelven,  á  medida  que   las  relaciones  de  los  pueblos  se 
hacen  mas  íntimas  y  frecuentes. 

Habéis  establecido  las  reglas  mas  conformes  con  los  principios  del 
Derecho,  legislando  sobre  las  personas,  las  cosas  y  los  ht^hos,  y  bajo 
el  triple  objetivo  de  estos  puntos  de  partida,  los  Tratados  negocia- 
dos abarcan  la  materia  civil,  comercial  y  penal,  completando  el  cua- 
dro de  vuestras  tareas  las  declaraciones  mas  adelantadas  relativas  á 
la  propiedad  literaria,  que  como  la  de  los  demás  bienes,  no  podía 
ser  desconocida  en  presencia  de  nuestras  leyes  fundamentales,  y  por 
Gobiernos  que  mantienen  tan  extensas  relaciones  con  el  viejo  mundo, 
que  no  solamente  nos  envía  capitales  y  brazos,  sino  también  las  obras 
científicas  y  litenirias  de  sus  grandes  pensadores. 

Nación  alguna  podrá  sentirse  herida  por  las  conclusiones  á  que  ha 
aiTibado  el  Congreso  Internacional  Sud-Americano,  y  lejos  de  esto, 
las  de  Europa  verán  nuevas  pruebas  de  que  se  ha  buscado  la  pro- 
clamación de  principios,  que  influirán  en  el  sentido  de  las  buenas 
relaciones  con  los  pueblos  con  quienes  cambiamos  nuestros  produc- 
tos y  compartimos  nuestras  riquezas. 

Señores  Plenipotenciarios:  Hubo  un  tiempo  en  que  el  genio  de 
Bolívar  alimentaba  la  idea  de  un  gran  Congreso  para  organizar  una 
Confederación  Sud- Americana,  y  en  que  el  espíritu  fecundo  de  Mon- 
teagudo,  daLdo  forma  al  pensamiento  del  gran  capitán,  trazó  con  pala- 
bra viril  el  programa  de  una  Asamblea  de  representantes  de  ios 
Gobiernos  de  esta  parte  de  la  América. 

Se  buscaba  una  alianza  ofensiva  y  defensiva  contra  cualquiera 
nación  europea,  y  el  Congreso  de  Panamá  tuvo  por  objeto  proveer 
á  esto  que  se  creía  una  necesidad,  sin  que  el  águila  del  Orinoco 
fuera  tan  feliz  como  en  el  abrazo  de  Guayaquil  que  arrojó  del  otro 
lado  de  los  mares  al  león  de  los  Andes,  que  se  inspiró  en  aquel  mo- 
mento solemne  en  sentimientos  de  sublime  patriotismo,  viendo  tal 
vez  reflejar  en  su  mente  la  jornada  de  Ayacucho,  donde  el  último 
cañonazo  anunció  al  mundo  que  estas  Repúblicas  destinadas  á  ser  el 
orgullo  de  la  raza  latina,  eran  independientes  y  libres. 

Ya,  Señores,  San  Martin  había  adivinado,  también  en  presencia  de 
las  nieves  eternas  y  armando  el  brazo  robusto  deO'Higgins,  que  la 
libeiiad  de  Chile  se  conquistaría  en  Chacabuco  atravesando  con  sus 
cañones  las  montañas  mas  imponentes  y  mas  inaccesibles  del  gl(fbo, 
para  hacer  efectivo  otra  vez  el  pacto  de  chilenos  y  argentinos  que 
vencedores  en  Maipú,  llevaron  triunfantes  hasta  los  confines  de  Amé- 
rica las  banderas'de  las  dos  Naciones. 

A  mas  de  la  de  Panamá,  otras  tentativas  tuvieron  lugar  con  el 
misnm  propósito.  Era  la  época  embrionaria  f^  los  pueblos  que  aca- 
baban de  independizarse.  Les  faltaba  en  ciertos  momentos  la  fe  en 
el  porvenir,  y  creyéndose  acechados  por  enemigos  de  allende  los 
mares,   veían   debilitarse  sus  fuerzas  por  la  anarquía  ya  ijcoducvíia. 
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durante  la  lucha,  y  que  aumentó  en  grandes  proporciones  una  vez 
vencido  el  enemigo  común. 

Esos  peligros  han  pasado,  y  las  Naciones  Sud-Americanas  viven 
felices  en  niedio  de  la  paz  y  del  progreso  con  que  despedirán  al  siglo 
XIX,  para  ser  grandrs  y  poderosas  en  el  siglo  XX,  que  como  se  ha 
dicho  será  el  siglo  de  la  América. 

Con  fe  p.ofunda  en  los  grandes  destinos  reservados  á  cada  una  de 
liis  Naciones  Sud-Americanas,  en  estrechas  relaciones  éstas  con  el 
viejo  mundo,  limitadas  por  sus  derechos,  obligados  todos  á  hacer 
prevalecer  la  razón,  y  con  elementos  de  riqueza  inagotables,  cada 
pueblo  es  dueño  de  su  suerte;  pero  solidario  eu  el  porvenir  de  la 
América  del  Sud,  cuyos  hijos  desean  que  se  diga  siempre  de  los 
Estados  que  la  forman:  todos  para  uno,  uno  para  todos. 

Señores :  La  grandeza  de  los  pueblos  de  esta  parte  del  Continente, 
su  podor  como  entidades  autoi  Omicas  depende  hoy  de  la  paz,  de  la 
libertad  y  del  desenvolvimiento  de  sus  propias  fuerzas,  robustecidas 
por  otras  (jue  al  incorporarse,  se  mezclen  formando  un  todo  armó- 
nico, que  sin  perder  las  huellas  de  su  origen  de  que  no  debemos  rene- 
irar  jamás,  porque  nos  honra,  ofrezca  anchos  horizontes  al  tmbajo  y  á 
la  acción  colectiva  ó  individual  dentro  de  la  ley. 

Las  alianzas  contra  los  pueblos  del  viejo  continente,  tuvieron  su 
época  y  su  razón  de  ser  durante  la  lucha  de  la  independencia,  y  aún 
después  de  ella,  cuando  la  Euroí)a  |)0(iía  ser  dominada  por  una  sola 
voluntad,  ó  la  jiolítica  de  sus  Gobiernos  tendía  á  ejercitarse  en  aven- 
turas, ó  se  inspiraba  eu  sueños  de  conquista. 

Hoy  existe  en  América,  al  Norte  una  grau  Nación,  y  al  Sud  Estados 
ílorecientcs  que  ocupan  un  luí^ar  distiuí^uido  entre  los  pueblos  civili 
zados,  y  lo  (pie  es  mas,  para  concluir  por  completo  con  los  temores 
de  otros  tiempo^,  hemos  estrechado  los  lazos  (jue  nos  liiian  á  la 
Europa,  por  el  comercio  cada  dia  mas  extenso,  por  la  inmigración 
que  recibimo-í,  y  que  ha  em[)eza(lo  á  suprimir  nuestros  desiertos,  y 
íiualmeute,  por  el  respeto  mutuo  (|ue  nos  merecemos,  ella  y  nosotros, 
(|ue  i>odemos  coutarnos  ya  como  tactores  indispensables  eu  los  pro- 
jiresos  del  muüdo. 

No  tenemos,  pues,  que  estrechar  las  lilas  como  en  los  tiem[)os  he- 
roicos de  nuestra  historia:  pero  t'.Micmos,  si,  que  reconocernos  herma- 
nos^ como  antes,  y  buscar  en  las  inspiraciones  del  patriotismo,  en  la 
evocación  de  los  manes  de  nuestros  ilustres  proceres,  y  hasta  en 
las  mismas  conveniencias,  los  medios  que  eviten  para  siempre  los 
conflictos  sangrientos,  que  paralizarían  el  grandioso  porvenir  que  nos 
está  reservado. 

Señores  Plenipotencarios:  Cuand')  se  lean  las  Actí\s  de  vuestros 
Sesiones,  se  conozca  la  im[)ortancia  de  vuestros  trabajos,  la  ciencia 
y  la  experiencia  que  revelan  los  ajustes  internacionales  á  que  habéis 
ambado,  se  pronuncien  respecto  de  ellos  vuestros  Gobiernos,  y  los 
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jurisconsultos  de  Europa  y  de  América  que  los  esperan  con  todo  el 
interés  que  despierta  un  cuerpo  de  hí»mbres  eminentes  como  el  que 
formáis,  el  Congreso  Internacional  Sud-Americano  será  recordado 
siempre  con  gratitud  por  los  pueblí*s  cuyos  intereses  ha  servido  mas 
inmediatamente,  y  con  respeto  por  los  hombres  de  la  ciencia,  como 
debe  conservarse  el  recuerdo  y  reconocerse  el  mérito  indisputable 
de  otros  esfuerzos  análogos,  entre  los  que  sobresale  el  Congreso  de 
Juristas  reunido  en  Liira  pocos  años  hace,  por  la  iniciativa  del 
Gobierno  del  Perú. 

Debe  reconocerse  también  el  concurso  inteligente  y  patriótico  en 
el  actual  Congreso  de  los  Gobiernos  del  Paniguay  y  de  Bolivia,  digna- 
mente representados  por  sus  Plenipotenciarios. 

Se  dirá  siempre,  que  á  la  margen  del  Plata  en  la  Capital  de  la 
República  Oriental  del  Uruguay,  que  mereció  del  mundo  el  renom- 
bre de  Nupva  Troya,  se  reunió  el  primer  Congreso  Sud-Americano 
por  iniciativa  de  las  dos  Naciones  que  baña  el  caudaloso  rio,  que  allí 
se  dictaron  las  reglas  que  evitarán  para  siempre  el  conflicto  de  las 
leyes  de  siete  Estados  Soberanos,  realizando  lo  que  para  muchos  era 
un  sueño,  y  que  ha  sido  imposible  hasta  hoy  para  pueblos  que  ocupan 
un  rango  superior  entre  las  Naciones. 

Pueblos  nacidos  recien  á  la  vida,  que  lucharon  medio  siglo  para 
constituirse,  cada  uno  tuvo  su  momento  solemne  en  las  diversas  épo- 
cas de  su  historia  patria;  y  repúblicas  ó  monarquías,  dirigid  hoy 
vuestras  miradas  por  el  vasto  continente,  y  no  encontrareis  sino  las 
huellas  trazadas  por  el  esfuerzo  de  pueblos  y  gobiernos,  en  el  sentido 
de  ocupar  un  puesto  culminante  entre  las  Naciones,  bien  sea  en  el 
terreno  de  las  instituciones  libres,  6  en  los  progresos  materiales  en 
que  todas  luchan  por  medio  del  trabajo. 

Así,  en  materia  de  instituciones  poccí  tiempo  hace  presenciamos 
el  solemne  espectáculo  de  la  abolición  de  la  esclavatura  en  el  Bra- 
sil, hecho  gnmdioso  que  el  mundo  entero  ha  aplaudido,  esfuerzo  pre- 
potente que  al  relevar  una  vez  mas  el  temple  viril  de  un  monarca 
digno  de  la  Nación  que  gobierna,  revela  también  el  corazón  justiciero 
y  humanitario  que  palpita  dentro  del  pecho  del  Emperador  Pedro 
n,  promotor  de  la  idea  realizada  al  amparo  del  prestigio  de  su 
nombre,  y  en  medio  del  entusiasmo  del  pueblo  cuyos  destinos 
preside.  ^ 

El  Congreso  de  Montevideo,  es  Señores,  otro  acontecimiento  feliz 
y  benéfico,  en  que  se  nos  mira  unidos,  vinculando  los  pueblos  por 
pactos  solemnes,  que  consignan  los  principios  mas  liberales  de  la 
ciencia  del  Derecho.  Todos,  pues,  saben  que  en  presencia  de  la 
unión  de  los  pueblos,  la  unión  de  los  gobiernos  es  la  mas  lógica  de 
las  consecuencias.  ^ 

Señores  Plenipotenciarios:  Al  declarar  en  nombre  de  mi  Gobierno 
que  quedan  clausuradas  vuestras  Sesiones,  debo  deciros,  como  una 
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prueba  de  la  estimación  que  merecen  Tuestros  trabajos,  que  el  primer 
acto  del  Excelentísimo  Señor  Presidente  Je  la  República  Argentina, 
al  asumir  nuevamente  el  mando  de  la  Nación,  será  aprobar  los  ocho 
Tratados  que  habéis  celebrado  para  remitirlos  al  Honorable  Con- 
greso con  iff  especial  recomendación  que  merecen  tan  útiles  é  impor- 
tantes actos  internacionales. 

Ahora,  Señores,  pido  que  os  pongáis  de  pié  para  dar  gracias  á  la 
Providencia  por  los  favores  dispensados  durante  vuestras  tareas,  y 
como  un  homenaje  de  respetuosa  consideración  al  Pueblo  Oriental  y 
á  su  Gobierno  que  nos  han  dado  y  nos  dan  tan  cordial  é  inolvidable 
hospitalidad,  y  cuyo  rol  remarcable  en  el  Congreso  Internacional 
Sud-Americano,  será  siempre  un  timbre  de  honor  que  ocupará  un 
lugar  preferente  en  las  páginas  de  su  historia. 

He  dicho. 

Los  discursos  de  Sus  Excelencias  los  Señores  Doctores  Garcia  Lagos 
y  Quirno  Costa,  fueron  recibidos  con  marcadas  muestras  de  apro- 
bación. 

La  Sesión  se   levanta  á  las  5  p.  m . 

N.  Qumxo   Costa 

Ild.  García  Lagos 

Roque  vSaenz  Pe5ja 

Manl.    Quintana 

Sgo.  Yaca-Glizman 

Domingos  de  Andkade  Figueira 

GUILLETÍMO     MaTTA 
B.    PllATS 

Be\j.  Age  val 
José   Z.    Caminos 

C  ES/  R  EO     C 11 A  í^ A  LTA  N  A 

M.   ]\r.  Gal  VEZ 
Gonzalo  Ramirkz 


DECRETO  DEL  PODER  EJECUTIVO  DE  LA  REPÚBLICA  ARGENTINA  APROBANDO  LOS 
TRATADOS  Y  DISPONIENDO  ÜUE  SEAN  SOMETIDOS  Á  LA  CONSIDERACIÓN  DEL 
CONGRESO  NACIONAL. 


Departamento 

de 

Relaciones  Exteriores 


BueDOs  Aires,  Marzo  6  de  1889. 

Vistos  los  Tratados  de  Derecho  Civil,  Comercial,  Penal, 'Trocesal, 
Propiedad  Literaria  y  Artística,  Marcas  de  Comercio  y  de  Fábrica  y 
Patentes  de  Invención,  el  Convenio  relativo  al  ejercicio  de  profesiones 
liberales  y  el  Protocolo  adicional  á  dichos  ajustes,  sancionados  por  el 
Congreso  Sud-Americano  de  Derecho  Internacional  Privado,  reunido 
últimamente  en  la  Ciudad  de  Montevideo,  y  teniendo  en  cuenta  que 
esos  Pactos  han  sido  negociados  y-firmados  de  acuerdo  con  las  instruc- 
ciones trasmitidas  á  los  Señores  Plenipotenciarios  de  la  República  en 
dicho  Congreso,  Doctores  Don  Roque  Saenz  Peña  y  Don  Manuel  Quin- 
tana, y  de  acuerdo  con  los  propósitos  mencionadcs  en  la  invitación  que 
los  Gobiernos  Argentino  y  Oriental  dirigieron  á  los  de  las  demás  Na- 
ciones Sud-Americanas  con  fecha  10  de  Marzo  de  1888; 

El  Presidente  de  la  República  y    en   Consejo    General  de   Ministros, 
acuerda  y  ^ 

Decreta  : 

Ai-tículo  1."  Apruébanse  los  Tratados  de  Derecho  Civil,  Comer- 
cial, Penal,  Procesal,  Propiedad  Literaria  y  Artística,  Marcjis  de 
Fábrica  y  de  Comercio  y  Patentes  de  Invención,  el  Convenio  refe- 
rente al  ejercicio  de  profesiones  liberales  y  el  Protocolo  adicional  á 
dichos  Pactos,  sancionados  por  el  Congreso  Sud-Americano  de  Dere- 
cho Internacional  Privado,  reunido  últimamente  en  Montevideo. 

Artículo  2.°  Sométanse  en  oportunidad  dichos  Tratados  y  Protocolo 
adicional  á  la  consideración  del  Honomble  ingreso  Nacional. 

Artículo  3.°  Manifiéstese  á  los  Señores  Plenipotenciarios,  Doctores 
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•  » 

Xton  Manael  Qa|otaoa  7  Don  Roque  Saenz  Pella,  que  el 
tima  7  aprecia  en  alto  gradó  I09  importantes  senricios  que  ¿oo  tanta 
ilastracion,  como  patriotismo  é  inteligencia  han  prestado  ¿  la  R^á- 
blica  en  dicho  Congreso. 

Artíeolo  4.*  6bmnn(q  uese,  publíquese  7  dése  al  R^istro  Nacional. 

« 

JUÁREZ  CELMAN. 

* 

N.  QUIRNO  CiOSTA. 

W.  Pachbco. 

* 

Rufino  Várela. 

FlLBMON  POSSE. 

Eduardo  Racbdo. 
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MKNS.UE  DEL  PODER  KJECÜTIVl)  DE  LA  REPÚBLICA  ARIÍENTIXA  SOMETIENDO  LOS 
TR\TADnS  Á  LA  CONSIDERACIÓN  DEL  CONGRESO  NACIONAL. 

El  Poder  Ejecutivo. 

Bueno<?  Aires,  Mayo  31  de  1889. 
Al  Hoiiornhle  Cotigrcso  de  la  Nación, 

De  acuerdo  con  lo  convenido  en  el  Protocolo  de  14  de  Enero  de 
1888,  firmado  en  esta  Capital  por  los  Señores  Plenipotenciarios  de 
la  República  Argentina  y  de  la  República  Oriental  del  Uruguay,  el 
C  mgreso  Internacional  Sud-Americano  de  Derecho  Privado  se  instaló 
en  Montevideo  el  25  de  Agosto  de  dicho  año. 

Respondiendo  á  la  invitación  simultánea  que  los  Gobiernos  Argen- 
tino y  Uruguayo,  dirijieron  en  cun^plimiento  de  lo  acordado  en  ese 
Protocolo,  concurrieron  á  aquella  Asamblea  los  Plenipotenciarios  de 
siete  Naciones  del  Continente. 

Después  de  seis  meses  de  asidua  é  ilustrada  labor,  el  Congreso  ha 
consignado  el  resultado  de  sus  importantes  trabajos  en  ocho  Tratados, 
que  el  Poder  Ejecutivo  somete  á  vuestra  consideración,  con  arreglo 
á  los  precei>tos  constitucionales  del  caso.  Dichos  Tratados  abarcan 
interesantes  ramos  del  Derecho  Civil,  del  Comercial,  del  Penal  y 
del  Procesal.  Ademas  del  Convenio  ajustado  garantizando  la  Propie- 
dad Literaria  y  Artística,  se  ha  concluido  otro  relativo  á  Marcas  de 
Comercio  v  Patentes  de  Invención. 

YA  Congreso  terminó  sus  sesiones  con  un  arreglo  que  determina 
reciprocas  franquicias  para  el  ejercicio  de  profesiones  liberales  y  con 
un  Protocolo  adicional  que  estatuye  distintos  principios  que  se  rela- 
cif»nan  con  la  aplicación  de  las  leyes  de  las  paciones  signatarias. 

Dada  la  importancia  de  esos  Tratados,  que  ademas  de  establecer 
reglas  lijas  y  precisas  para  la  res')lucion  de  los  conflictos  á  'jue  pueda 
dar  lus:ar  la  legislación  particular  de  cada  Kstado,  contribnimn  sin 
duda  alguna  á  favorecer  el  desenvolvimiento  de  las  relaciones  entre 
los  Países  Contratantes  y  á  estrechar  los  víncjilos  existentes  entre  los 
mismo.?,  el  Poder  Ejecutivo  espera  ijue  en  vista  de  estas  consideracio- 
nes, someramente  apuntadas,  hrs  cuales  serán  ampliadas  en  oportunidad 


—  642   - 

por  el  Señor  Ministro  del  ramo,  V.  H.  se  ha  de  servir  prestar  su  san 
cion  al  adjunto  proyecto  de  ley  aprobatorio  de  los  Pactos  á  que  me 
he  referido. 
Dios  ^arde  á  V.  H. 

M.  JUÁREZ  CELMAN. 

N.  QriRNo  Costa. 


Proyecto  de  Ley. 


El  Smado  y  Cámara  de  Diputados,  efe. 

Artículo  1.* — Apruébanse  los  Tratados  de  Derecho  Civil,  Comercial, 
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el  Congreso  Sud- Americano  de  Derecho  Internacional  Privado  que 
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los  Plenipotenciarios  de  la  Rej^úhlica. 

Artículo  2.** — Comuniqúese,  etc. 


N.  QuiRNO  Costa, 
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tenciario   del    Brasil   Doctor  de   Andrade    Figueira 447 
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Páginas. 

Acta  número  29 — Sesión  del  28  de  Enero  .de  1889.  Discuaion  de  los 
artículos  30,  31,  32,  33,  34,  35,  36,  37,  38,  39,  40,  41,  42,  43,  44,  45, 
46,  47,  48,  49,  60,  51,  62,  63  y  54  del  proyecto  de  Trataao  de  De- 
recho Civil.  Se  hacen  constar  los  artículos  de  este  proyecto  á  favor 
de  los  cuales  vota  el  Plenipotenciario  del  Brasil  Doctor,  de  Andrade 
Figueira.  Discusión  del  proyecto  de  Tratado  sohre  Ejercicio  de  Pro- 
fesiones Liberales.  Forma  en  que  este  Convenio  se  apnieba  defi- 
nitivamente        483 

Acta  número  30.  Sesión  del  30  de  Enero  de  1889.  Continúa  la  discusión 
del  artículo  49  del  Tratado  de  Derecho  Civil,  que  había  quedado  pendien- 
te en  la  Sesión  anterior.  Se  resuelve  hacer  figurar  el  proyecto  sobre 
Jurisdicción  en  Materia  Civil  como  título  final  del  Tratado  respectivo.  . 
Los  Plenipotenciarios  dcd  Brasil  y  de  Chile  manifiestan  las  razones 
por  las  cuales  no  aceptan  el  proyecto  sobre  Jurisdicción.  Informe  del 
Plenipotenciario  de  la  República  Argentina  Doctor  Quintana,  en  el 
proyecto  sobre  Jurisdicción  en  Materia  Civil.  Discusión  de  dicho 
proyecto.  Discurso  de  los  Plenipotenciarios  del  Perú,  .tfoctor  Cha- 
caltana  y  de  la  República  Argentina,  Doctor  Quintana.  Forma  en  que 
se  adíiptíi  definitivamente  el  Tratado  de  Derecho  Civil 611 

Acta  número  31. — Sesión  del  1.®  de  Febrero  de  1889.  Discurso  del  Pleni- 
potenciario de  la  República  Oriental  del  Uruguay  Doctor  Ramírez, 
Miembro  Informante  de  la  Comisión  de  Derecho  Comercial.  Se  aprue- 
ba en  general  el  proyecto  de  Derecho  Comercial.  Discusión  en  par- 
ticular del  mismo  proyecto.  Se  hacen  constar  las  razones  por  las 
cuales  se  suprime  el  títu^  final  de  ese  proyecto  536 

Acta  número  32.— Sesión  del  4  de  Febrero  de  1889.  Discusión  de  varios 
artículos  del  Tratado  de  Derecho  Comercial,  pendientes  en  la  Sesión 
anterior.  Forma  definitiva  en  que  se  aprueba  dicho  Tratado.  Se  sus- 
cribe el  Convenio  sobre  Ejercicio  de  Profesiones  Liberales.  Informe  del 
Plenii>otenciario  de  la  República  Argentina,  Doctor  Quintana,  respecto 
del  proyecto  de  Tratado  sobre  Aplicación  de  Leyes  Extranjeras.  Se  aprue-  ^ 
ba  en  general.    Discusión  en  particular  del  mismo  proyecto 604 

Acta  número  38.— Sesión  del  12  de  Febrero  de  1889.  Se  aprobaron  las 
Actas  números  31  y  32.  Se  suscribieron  los  proyectos  de  Tratado  de 
Derecho  Civil  y  de  Derecho  Comercial.  Los  Plenipotenciarios  de  la 
República  Argentina  solicitan  que  el  Señor  Presiden^  invite  al  Ho- 
nor':ble  Congreso  á  asistir  á  la  recepción  que  ellos  se  disponen  á 
hacer   al  Presidente  de  la  misma   Doctor   Juárez  Celfnan 62i 
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Páfirinas. 

Acta  número  34 — Sesión  del  13  de  Febrero  de  1S80.  Se  resuelve  que 
el  Tratado  8obre  Aplicación  de  Leyes  Extranjeras  se  consigne  en  forma 
<le  Protocolo  Atícional  á  los  Tratados  sancionados.  Forma  definitiva 
en  la  cual  mí  acepta  y  suscribe  dicho  Protocolo.  Exposición  del 
Plenipotenciario  del  Brasil  Doctor  de  Andrade  Figueira,  explicando 
las  razones  por  las  cuales  no  aceptó  el  Tratado  de  Derecho  Civil.  Pa- 
labras del  Señor  Presi<lente  del  Congreso  con  motivo  de  la  termina- 
ción de  los  trabajos  y  de  la  próxima  clausura  oficial  de  las  Sesiones. 
Voto  de  agradecimiento  al  Señor  Presidente  del  Congreso  y  al  Gobierno 
y  Pueblo  Orientales.  Voto  del  Congreso  respecto  de  los  servicios  de 
los  SecTetarios  y  del  Taquígrafo. ♦523 

Acta  de  clausura  del  Congreso,  18  de  Febrero  de  1889.  Discursos  de  los 
Señores  Ministros  de  Relaciones  Exteriores  de  la  República  Argenti- 
na y  de  la  República  Oriental  del  Uruguay 631 

Decreto  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República   ArgeirtS^  aprobando  los 
Tratados  y  disponiendo  que  sean    sometidos   á  la  consideración   fiel 
Congreso  Nacional «539 

Mensaje  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República  Argentina  sometiendo 
los  Tratados  á  la  consideración  del  Congreso  Nacional 641 
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